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LA  TEORÍA  DE  LA  PERSONA  SOCIAL 

EN  LOS  JURISTAS  Y  SOCIÓLOGOS  DE  NUESTRO  TIEMPO 


Este  problema  de  las  personas  sociales  es  nno  de  los  que 
hoy  ofrecen  mayor  interés,  por  formar  parte  de  los  qne  promoe* 
ye  el  moTÍmiento  en  sentido  orgánico  y  dinamista  qne  ya  gra- 
dualmente reemplazando  i  la  anterior  eyolación  indiyidaalista, 
mecánica  y  abstracta.  Tiene  ésta,  sin  duda,  largo  y  glorioso 
abolengo.  Acaso  pnede  decirse  iniciada — abasta  donde  cabe  ha- 
cer uso  de  esta  palabra — en  el  proceso  de  la  yida  y  derecho  de 
Boma;  y  yiniendo  á  tiempos  más  recientes^  el  Benacimíento  y 
sus  legistas,  ya  completamente  perceptibles  en  el  apogeo  de 
la  Edad  Media;  Orocio  y  sas  continuadores;  Rousseau  y  la 
Beyolnción  francesa,  son  otros  tantos  puntos  culminantes  de 
la  corriente,  cuya  más  alta  expresión  científica  se  representa 
en  Eant.  Acaso— si  ¿sta  no  fuese  generalización  precipitada — 
tales  moyimientos  individualistas  sean  propios  de  todas  las 
¿pocas  críticas  en  la  historia  (aunque  cada  yez  con  sentídp 
más  amplio),  en  las  cuales  hay  que  pasar  de  un  tipo  de  orga- 
nización social  á  otro  distinto,  mediante  una  como  disolución 
atomística  del  primero,  ora  paulatina  y  tranquila,  ora  más  ó 
menos  yiolenta.  Si  así  aconteciera,  Boma  operaría  la  disgrega- 
ción del  antiguo  organismo  oriental,  que  parece  culminar  en 
Grecia,  y  abriría  con  su  tendencia  individualista  el  camino  á 


6  BBTISTA  DB  LSeiSLAOíÓN 

la  conetitocíón  medíevali  imperante  á  sa  vez,  hasta  qae  vie- 
nen también  á  descomponerla  los  hechos  y  doctrinas,  asimis- 
mo indiyidaalistas,  arriba  indicados  y  que  doran  aún  en  nues- 
tro tiempo.  De  todas  saertes,  sea  de  estas  hipótesis  lo  qne 
quiera,  dos  puntos  quedan  fuera  de  cuestión:  1.^,  que  la  ten- 
dencia emancipadora  liberal,  en  sus  dos  fases,  positiva  y  ne- 
gativa, de  asentar  al  individuo  en  la  plenitud  de  sus  facultades 
y  de  destruir  los  antiguos  vínculos,  órdenes  é  institutos  socia- 
les, considerándolos  como  otros  tantos  obstáculos  pi^a  aquella 
integración,  va  agotándose  rápidamente  en  la  historia  novísi- 
ma, una  vez  consumada  casi  por  entero  su  obra;  2.^,  que  la  di- 
ficultad invencible  de  reorganizar  la  vida  humana  con  sólo  ese 
principio  va  suscitando  una  tendencia  en  cierto  modo  opuesta, 
complementaria  en  otro,  á  restaurar  el  elemento  social,  si  bien 
en  las  formas,  todavía  más  ó  menos  vagas,  en  que  lo  exigen 
las  nuevas  condiciones  de  esa  vida  y  del  derecho  moderno. 

Aún  se  halla  este  movimiento  en  sus  principios.  Por  lo 
demás,  así  es  de  ley.  Pues  toda  reacción  se  inicia  tan  sólo 
dentro  de  la  corriente  que  aspira  á  contrariar  y  debe  com- 
pensar andando  el  tiempo;  el  mismo  punto  crítico  que  seña- 
la el  máximum  de  su  poder,  denota  al  par  el  comienzo  de 
su  declinación.  Entre  nosotros,  los  libros  del  Sr,  Pérez  Pujol, 
del  Sr.  Azcárate,  del  Sr.  Costa,  pueden  ser  tenidos  como 
expresión  de  los  más  autorizados  representantes  de  las  nuevas 
tendencias  orgánicas  en  las  ciencias  sociales  y  jurídicas;  ten- 
dencias, por  las  cuales — síntoma  elocuente — abogan  muchos 
otros,  sin  duda,  aunque  no  siempre  con  el  debido  conoci- 
miento (1).  Las  memorias  y  discusiones  de  nuestros  dos  últi- 
mos Congresos  jurídicos,  el  de  Madrid  y  el  de  Barcelona;  las 
deliberaciones  de  ambas  Cámaras  sobre  el  proyecto  de  Código 


(1)  De  este  movimiento — en  general,  no  cifióndome  k  nuestra  patria — he 
procurado  dar  alguna  idea  en  los  Estudios  jurídicos  y  políticos,  1875.  El  último 
libro  espa&oly  al  menos  que  70  oonosoa,  inspirado  en  análogo  sentido,  es  la 
reciente  Historia  de  la  propiedad  comunal,  del  Sr.  Altamira. 
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civil  y  el  contenido  de  este  mismo  Código  con  sus  propias  va- 
cilacioneSy  arrepentimientos  y  enmiendas^  constituyen  otros 
tantos  documentos  fidedignos  para  apreciar  hasta  dónde  (no 
muy  adentro,  á  la  yerdad)  han  penetrado  aquellas  ideas  en  la 
«masa:^  de  nuestros  jurisconsultos^  el  grado  de  preponderancia 
que  todavía  conservan  las  antiguas  y  el  instructivo  espectácu- 
lo de  sus  luchas,  más  ó  menos  serenas  y  apacibles. 

En  cuanto  al  asunto  especial  del  presente  estudio,  los  más 
interesantes  trabajos  de  los  últimos  años  son  los  dictámenes, 
enmiendas  ó  discursos  de  los  Sres.  Romero  Girón,  OilBobles» 
•Gracia^  etc.,  en  el  Congreso  jurídico  de  Madrid;  la  oración 
inaugural  del  Sr.  Gamazo  en  la  Academia  de  Jurisprudencia^ 
algo  anterior  (en  1885),  consagrada  por  mitad  á  la  costumbre 
y  al  problema  que  aquí  se  trata,  y  el  discurso  de  recepción  del 
8r.  Silvela  (D.  F.)  en  la  Academia  de  Ciencias  Morales  y  Políti- 
cas, en  1887,  exclusivamente  dedicado  á  las  personas  sociales, 
y  que  parece  destinado  á  responder  al  anterior,  en  la  parte  re- 
ferente á  su  objeto.  De  entre  todos  estos  juristas,  sólo  el  señor 
Oamazo,  al  menos  á  sabiendas,  profesa  las  antiguas  doctrinas, 
aunque  ya  con  menor  crudeza  y  con  visibles  señales  de  que- 
branto al  empuje  de  los  nuevos  conceptos;  los  demás  se 
inclinan  abiertamente  á  los  nuevos  principios,  que  hoy  se 
-  extienden  á  más  andar  por  todas  partes,  si  bien  ofrecen  to- 
davía resabios  doctrinarios  y  composiciones  eclécticas,  aun  en 
el  trabajo  del  malogrado  D.  Bafael  de  Gracia  sobre  Las  Fun- 
daciones j  sin  duda  el  más  meditado  y  concienzudo  de  todos. 
.  Así  no  es  maravilla  que  el  Congreso  de  1886  aprobara  sobre 
el  particular  conclusiones,  donde  las  nieblas  intelectuales,  ó 
el  prurito  de  una  sagacidad,  que  nadie  ciertamente  culpará 
de  florentina,  amontonaron  tesis  tan  homogéneas  como  la 
de  que  la  persona  social  «rtiene  origen  independiente  del  Es- 
tado;» y  la  de  que  toca  á  éste  «fijar  la  capacidad  civil  de  que 
Jia  de  gozar;»  (1).  Con  todo,  lo  mismo  en  estos  documentos  que 


'<!)    ConolntióA  1.*  del  tem»  IX. 
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en  el  nuevo  Código  cÍYÍly  es  ya  impoeible  desconocer  el  inflajo^ 
de  las  nuevas  corrientes  en  pro  de  estas  personas,  cayo  dLerecba 
á  «adquirir  y  poseer  bienes  de  todas  clases)>  reconoce  aquél  en 
SQ  art.  38^  con  alguna  liberalidad  enmendado,  en  vista  da  laa 
discQsiones  parlamentarias:  verdad  es  que  la  costumbre  contra 
ley  había  derogado,  de  una  manera  bastante  directa  y  radical, 
la  contraria  prohibición  de  nuestras  leyes,  derogación  sobre  la 
cual  los  Gobiernos  después  han  asentado  terminantes  declara- 
ciones en  igual  sentido  y  sin  protesta  de  nadie  (1).  No  olvide- 
mos tampoco  que  ya  el  proyecto  de  Código  de  1851,  aunque- 
imbuido  de  muy  otro  espíritu,  reconocía  ciertos  derechos  á  esta 
clase  de  sujetos. 

Ahora  bien;   considerando  que  el  problema  de  la  per- 
sona social  se  halla  al  presente  en  crisis,  parece  de  interés 
ofrecer  aquí    resumidas  las  más  importantes  doctrinas   for- 
madas acerca  de  ól  por  algunos  de  los  jurisconsultos  y  so- 
ciólogos que  en  los  últimos  tiempos  se  han  dedicado  á  su 
examen.  A  fin  de  establecer  un  criterio  para  juzgar  esos  va- 
rios principios,  será  lícito,  sin  embargo,  exponer  previamen-* 
te  ciertas  bases  generales,  que  vienen  á  ser  como  el  fruto  de 
la  colaboración  con  que  unos  y  otros  han  contribuido  á  escla- 
recer el  planteamiento  y  solución  de  dicho  problema.  Tan  gra- 
ve y  delicado  es  éste,  que  nadie  puede  abrigar  la  pretensión' 
de  asentar  su  definitiva  doctrina.  La  que,  hoy  por  hoy,  y  gra- 
cias, sobre  todo,  al  esfuerzo  de  esos  diversos  pensadoresi  se- 
conforma  mejor  con  la  razón,  parece  ser  la  siguiente. 


Es  notorio,  ya  hoy  día,  que  la  naturaleza  humana  puede 
expresarse  y  concretarse  en  particulares  sujetos  y  sin  romper 
su  unidad  esencial,  ora  mediante  el  individuo,  ora  mediante 

(1)    Es  inier^MUite  lo  qiie  sobre  «sto  refter*  •!  Sr.  SiWela  en  su  citado  dis- 
curso de  recopelón,  S  á.* 
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una  sociedad,  an  ciclo  de  éstos.  Sin  dada  que  no  toda  reunión 

de  individnOB  constituye  nn  sojeto,  nna  representacídn  unüa- 

ria.  Considerados  varios  hombres  en  relación  de  mera  coezis- 

tencia,  unos  al  lado  de  otros,  y  hasta  unidos  (sea  Tolantarla, 

sea  involuntariamente)  por  un  vínculo  dado,  con  tal  que  el 

TÍncnlo  descanse  en  la  pluralidad,  como  tal,  no  salimos  de 

éata  para  constituir  unidades,  que  se  podría  decir,  de  orden 

8ax>erior.  Por  ejemplo,  el  contrato  se  apoya  todo  él,  desde  sa 

nacimiento  i  su  disolución,  en  dicha  pluralidad—- en  la  sus- 

tantividad  y  mutua  independencia  de  las  partes — sin  llegar 

nunca  i  establecer  unidad  real  entre  ¿stas,  ni  por  tanto  for* 

mar  de' ella  un  nuevo  ser,  una  persona,  como  la  forma,  v.  g.,. 

el  matrimonio. 

Veamos  lo  que  en  éste  pasa.  Guando  el  hecho  jurídico  de 
qne  nace  se  reputa  como  un  contrato  (consideración  hoy  to- 
dayía  reinante  y  que  aparece  con  frecuencia  en  las  legislacio- 
nes modernas  respecto  del  llamado  «matrimonio  civib),  se 
desconoce  la  naturaleza,  no  sólo  de  dicha  institución,  sino 
del  hecho  que  la  funda.  Este  desconocimiento  es  un  resto  de  la 
antigua  teoría  del  contrato  social,  de  Orocio  y  Rousseau,  hija 
á  8u  vez  de  las  ideas  romanas  sobre  la  fuente  de  las  obligacio- 
nes jurídicas:  ideas  que  recientemente  pretenden  restaurar 
algunos  pensadores,  según  después  veremos. 

El  hecho  jurídico  del  matrimonio,  esencialmente  distinta 
del  contrato,  corresponde  á  muy  otro  orden.  Es  un  caso  parti- 
cular— ^para  emplear  la  expresión  corriente — de  un  hecho  ge- 
neralísimo. Cada  vez  se  acentúa  más  la  negación  de  que  el 
acto  fundador,  no  sólo  del  matrimonio,  sino  de  toda  persona 
social,  propiamente  dicha,  sea  un  contrato;  por  más  que  á 
dicho  acto  puedar^  agregársele  también  además  verdadero» 
contratos  subordinados  (v.  g.,  las  capitulaciones  matrimonia- 
les).  Pero  ese  hecho — que,  por  otra  parte,  no  necesita  siempre 
ser  expreso,  cabiendo  que  sea  tácito,  como  acontece  por  lo  co- 
mún en  la  formación  de  las  nacionalidades — es  un  verdadercv 
acto  unilateral,  aunque  social. 
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Con  razón,  paes^  recientemente  sigue  esta  doctrina  y  termi* 
nología  Gierke,  llamándolo  einseitíffer  GesammtaHf  en  su  Feo- 
ría  déla  GenossenscAa/íy  1887,  capítulo  1.° 

Tan  laogo  como  entre  varios  individuos  se  establece  una  co* 
munidad  de  vida,  sea  con  intervención  de  su  voluntad,  según 
acontece  en  una  corporación  profesional,  sea  sin  eUa,  que  es  lo 
que  ocurre  mediante  el  nacimiento  en  una  determinada  familia^ 
y  ora  esta  comunidadabrace  la  vida  entera  bajo  todas  sus  ener- 
gías y  aspectos,  al  modo  de  la  nación,  ora  un  solo  elemento  y 
función  de  ella  (una  asociación  industrial);  no  bien  existe  un 
£n  común,  más  ó  menos  permanente,  y  una  cooperación  para 
dicho  fin,  nace  al  punto  una  personalidad  real:  nada  menos  que 
convencional  ó  ficticia.  Esta  propia  unidad  y  realidad,  larg^  ' 
tiempo  discutida,  comienza  á  ponerse  ya  fuera  de  duda,  mer- 
ced á  los  esfuerzos  de  los  más  opuestos  pensadores.  Y  aun  po- 
dría asegurarse  que  si,  en  otras  épocas,  el  atomismo  sensualis- 
iXLf  identificando  al  ser  y  al  individuo,  no  reconocía  verdadero 
ser  sino  en  éste,  hoy  parece  harto  más  amenazado  á  su  vez  (con 
üo  menor  injusticia,  sin  embargo)  el  valor  real  de  la  individua* 
lidad  (1)  que  el  de  los  seres  y  org^ismos  complejos  de  grados 
superiores,  tanto  en  la  sociología  como  en  las  ciencias  de  la 
Naturaleza.  Y  así  el  concepto  de  individuo  iie  halla  de  tal  modo 
vacilante,  que  es  punto  menos  que  imposible  resumir  las  opi- 
niones corrientes  en  una  característica  satisfactoria.  Reacción 
lógica,  ésta,  en  sentido  infinitesimal  y  dinámico,  que,  una  vez 
calmada  la  oscilación  usual,  acabará  como  siempre,  por  con* 
•cortarse  con  el  anterior  movimiento,  mecánico  y  atomista. 

Conviene  recordar  aquí  ahora  los  caracteres  de  la  persona- 


(1)  Véanse  los  trabajos  de  H&ekel,  y  ea  general  la  ieoria  reinante  que 
'Considera  k  los  individuos  (al  menos  en  los  tipos  superiores),  como  &  nn  agre- 
:^ado,  ó  &  lo  sumo  como  nn  compuesto  de  unidades  elementales,  llámense  cé- 
lulas, plastidios,  oitodios,  etc.,  esto  es,  como  una  verdadera  sociedad  de  otros 
individuos  más  simples. — Véase  también  lo  que  más  adelante  se  indica  res- 
pecto de  las  teorías  sociológicas  de  Lilienfeld  7  Spenoer. 
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lidad,  que  no  cabe  por  el  momento  discutir  (1).  Es  persona 
todo  ser  racional,  ó  de  otro  modo:  todo  ser  dotado  de  aquel 
g^i^do  de  conciencia  de  sí  propio  y  de  las  cosas  todas,  que  lo 
capacita,  no  sólo  para  relacionarse  con  ellas  en  lo  que  presen- 
tan de  fenomenal,  concreto  y  sensible,  sino  en  lo  que  tienen  de 
suprasensible,  esencial  y  absoluto.  El  animal  también  cono- 
ce,  siente  y  quiere;  posee,  por  tanto,  una  conciencia,  que  se 
desenvuelve  desde  los  grados  más  rudimentarios  á  los  superio- " 
resaque  revelan  en  su  vida  los  más  elevados  tipos  de  la  serie. 
Sólo  que  (según  al  menos  las  ideas  actuales)  su  conciencia 
no  pasa  de  lo  individual  y  relativo,  tanto  respecto  de  los 
demás  objetos  como  de  sí  mismo.  Esto  por  lo  demás  acon- 
tece al  niño  en  los  primeros  períodos  de  su  desarrollo;  pero 
el  niño,  en  su  desenvolvimiento  normal,  traspasa  ese  lími- 
te«  7  llega  á  aquel  grado  supremo,  donde  su  conciencia  devie- 
ne una  energía  susceptible  de  representaciones,  sentimientos 
7  resolaciones  absoluta^,  que  exceden  de  toda  limitación:  á 
la  vida  racional  en  suma,  en  la  cual,  aun  á  sí  propio  se  per- 
cibe, no  ya  en  sus  estados  discretos,  ni  siquiera  como  el  sujeto 
concreto  y  continuo  de  todos  ellos,  sino  como  un  ser  ideal,  un 
noúmeno,  cuyo  valor,  como  el  de  las  demás  cosaq,  se  hace 
transcendental  hasta  enlazarlo  con  ellas  en  el  principio  mismo 
de  donde  brota  todo  ser  y  vida.  Este  g^do  de  conciencia  es  el 
que  llamamos  razón,  y  hace,  de  un  ser,  una  persona. 

Ahora  bien;  en  la  humanidad,  no  sólo  el  individuo  es  un 
ser,  sino  toda  sociedad  verdaderamente  tal;  toda  comunidad 
de  individuos  (ó  aun  de  sociedades)  unidos  para  cumplir 
un  ñn  real,  ó  varios,  ó  todos,  mediante  su  mutua  cooperación 
ordenada,  constituye  un  propio  organismo,  sustancialmente 
diverso  de  cada  uno  de  sas  miembros  y  aun  de  la  mera  suma 
de  éstos;  al  modo  como  el  organismo  de  un  animal  ó  el 
de  una  planta  se  distinguen  sustancialmente  también  de  la 


(1)     Téase:  Sobre  la  idea  de  la  pereonalidad,  en  el  número  de  Xa  JEepaHa  Mo- 
derna de  Febrero  de  1880. 
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8Qma  de  célalas  <5  de  grumos  de  protoplasma^  cuya  complexión 
forma  no  obstante  su  substrato.  Aparece  de  esta  manera  cual 
nna  realidad  subsistente  en  sí  misma  (1).  Ahora:  no  otra  cosa 
expresa  el  concepto  de  todo  ser,  ora  sea  éste  nn  ser  simple, 
ora  complejo,  que,  en  tal  caso,  no  puede  tener  existencia  efec- 
tira  y  concreta  sin  sus  componentes.  Nadie,  por  ejemplo,  dada 
de  que  el  cuerpo  humano  es  un  verdadero  ser,  aunque  no  po- 
dría existir  sin  sus  distintos  elementos  dinámicos  y  morfológ^í- 
COS.  Esta  necesidad,  téngase  en  cuenta  que  no  es,  sin  émbarg'O, 
inherente  á  todo  organismo.  La  idea  de  organismo,  6  mejor, 
de  organismo  vivo  (2),  no  implica  multiplicidad  de  partes,  apa- 
ratos, órganos,  etc.,  sino  unidad  de  ñn  con  diversidad  de  fun- 
ciones, que  bien  puede  desempeñar  un  solo  órgano.  Donde  sí 
es  indispensable  esa  pluralidad  y  multiplicidad,  es  en  los  or- 
ganismos eomflejos  (organismos  de  organismos),  en  los  cuales 
cada  función,  ulteriormente  diferenciada,  posee  ya  su  órgano 
peculiar  correspondiente.  Pero  en  su  mayor  y  más  exacta  ge- 
neralidad, el  concepto  de  organismo  vivo  es  un  concepto  diná- 
mico, fisiológico;  no  anatómico  y  de  estructura. 

Llámase  á  veces  á  la  sociedad  un  ser  <^ideal»  en  la  acepción 
de  que  no  se  hace  inmediatamente  visible  á  los  sentidos  en  su 
unidad  inmediata,  sino  en  y  mediante  sus  miembros.  Esta  de-» 
nominación  no  puede  aceptarse  sin  reserva.  Pues  tan  invisible 


(1)  Aunque  no  «t n,  ni  /iMra  de  sns  elementos  particulares. 

(2)  A  pesar  de  la  fireouente  confusión  entre  estos  dos  eonoeptos,  el  de  or- 
C^aniszno  en  general  es  m&s  amplio  que  el  de  organismo  vivo,  &  que  el  texto  k» 
refiere.  Asi,  v.  g.,  hablamos  del  organismo  del  espacio  y  las  figuras  geomé- 
tricas, ó  del  de  los  números,  6  del  de  las  categorías,  etc.,  etc.,  casos  todos  que 
no  dicen,  en  primer  término,  relación  &  la  vida,  ni  á  la  actividad  por  tanto. 
FouiUée  lo  ha  comprendido  asi  también,  &  propósito  del  organismo  de  una 
máquina.  La  acienoe  «ocíale  corUemporainef  2.*  ed.,  p.  82.  Pero  se  atiene  todavía  4 
la  antigua  idea  de  que  el  organismo  impone  «concurso  de  parte»  detem^antef»^ 
lo  cual  excluiría  del  grupo  de  los  organismos  á,  todos  los  rudimentariog  que, 
ó  carecen  en  absoluto  de  órganos,  ó  se  los  forman  adventicios  (H&ekel, 
Delboeuf). 
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como  ana  corporación  ó  una  mtinicípalídad  es  nuestro  propio 
indivídao,  cuya  unidad  tampoco  jamás  nos  aparece  de  una  ma- 
nera sensible,  sino  en  sus  estados  temporales,  internos  y  exter- 
nos,  materiales  y  dinámicos,  siempre  en  perdurable  mudanza* 
Son,  por  consiguiente,  tan  ideales  ó  tan  reales — según  se  quie- 
ra— ano   como  otro,  el  ser  social  como  el  individual:   ser, 
«aastancia»,  es  todo  término  que  tiene  en  sí  mismo  su  pro- 
pia realidad,  no  en  otro  (que  sería  entonces  el  verdadero 
ser,  mientras  que  aquél  no  sería  más  que  propiedad  y  cualidad 
de  éste),  y  la  sostiene  en  unidad  de  principio  en  y  para  todas 
sas  determinaciones;  en  suma,  que  se  da  á  ver  en  sus  estados, 
como  sapuesto  y  agente  de  ellos. 

Mas  la  sociedad,  no  sólo  es  SQr,  según  queda  ya  dicho,  sino 
persofta.  La  comunión  de  individuos  que  la  forman  v9  engen-  ' 
drando,  medíante  la  compenetración  de  sus  diversos  pensa- 
mientos, afectos,  propósitos,  una  expresión  común,  un  fondo 
homogéneo  de  ideas,  emociones,  tendencias,  que  no  es  la  mera 
resaltante  mecánica  de  los  elementos  individuales.  Antes, 
el  ser  social,  subordinando  estas  fuerzas  y  contrayéndolas 
dentro  de  su  esfera,  necesidades,  condiciones  y  límites,  las 
determina  por  relación  á  su  ñn  en  un  producto  orgánico: 
aquí,  como  donde  quiera,  el  mecanismo  es  un  momento  esen- 
cial, pero  particular,  del  organismo,  que  por  su  medio  cumple 
su  vida  7  cuyo  poder  unitario  gobierna  todas  las  energías  par- 
ticulares, lejos  de  ser  gobernado  por  ellas. 

Tal  es  la  génesis  del  espíritu  público,  ó — en  términos  más 
amplios — de  la  conciencia  social  (1).  La  imposición  del  ñn  que 
da  la  ley  á  los  individuos  y  los  convierte  en  órganos  é  instru- 
mentos del  todo,  no  implica  que  ellos  se  den  siempre  cuenta 
reflexiva  de  dicho  fin,  ni  de  su  propia  persona,  representación  y 


(1)  V.  Il5der,  Principio»  (le  Política  del  Derecho  (Grundzüge  der  PolUik  t/e» 
Rerliuy^  §  160  y  siga. — V.  también  el  ensayo  dol  Sr.  LiSpez  Salva,  sobre 
la  Teoria  de  la  opinión,  que  de  un  momento  k  otro  publicará  el  Boletín  de  la 
Inrtituciáa  libre  de  eiueñanza. 
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ministerio.  La  eadstencia  del  fin,  q^ae  forma  el  común  yíncalo, 
es  condición  para  la  de  la  sociedad;  mas  no  sn  reconoeifniento 
por  los  indÍTidnoSy  á  los  en  ales  bien  pnede  faltar  la  idea  y  has- 
ta la  Yolantad  actual  de  realizarlo,  sin  qtie  por  ello  la  persona 
social  deje  de  nacer,  <5  se  disuelva.  .El  fundamento,  v.  g,y  de 
la  nacionalidad  es  independiente  de  la  Tolnntad  sabjetiya  de 
sus  miembros — contra  lo  qne  modernamente  imagina  la  teoría 
de  las  anexiones  plebiscitarias — como  el  de  la  familia  lo  es  de 
la  opinión,  no  ya  de  los  hijos,  sino  ann  de  los  padres,  los  cuales 
por  esto  precisamente  pueden  verse  obligados  á  llenar  deberes 
jurídicos  que  tal  vez  repugnen.  La  conciencia  social  se  revela 
tan  luego  como  se  producen  y  van  condensando  ideas,  modos 
de  ver,  sentimientos,  tendencias,  aspiraciones  comunes,  con 
un  sello  peculiar  en  la  acción  compleja  que  «imprime  carácter», 
según  suele  decirse,  aun  en  sus  individuos:  cualquiera  que 
sea  el  objeto  sobre  que  versen  dichos  estados  del  espíritu,  y 
por  más  que  no  reparemos  siquiera  en  esa  concordancia,  cuan- 
to menos  en  el  común  destino  que  nos  incita  á  una  coopera* 
ción  común  también  y  nos  lleva  á  cumplir  nuestra  historia.  • 
Esa  unidad  podría  llamarse  «subjetiva»,  si  este  término  no 
condujese  á  desestimar  el  principio  objetivo  en  que  se  funda. 
Pues  en  rigor,  toda  comunidad  de  representaciones,  v.  g.,  im- 
plica necesariamente  un  cierto  grado  de  conciencia  (inmedia- 
ta y  oscura  á  lo  menos)  de  la  consociedad  en  que  dichas  repre- 
sentaciones se  engendran;  mas,  de  ningún  modo,  la  concieucia 
refieja^  discreta  y  clara  de  esa  consociedad,  ni  de  su  fin.  Sin 
esta  claridad,  vive  toda  comunión  largo,  tiempo,  como  viven 
tantos  y  tantos  individuos,  mientras  no  llegan  á  darse  cuenta 
de  su  naturaleza  y  vocación  en  el  mundo,  de  la  parte  que  lle- 
nan en  el  orden  universal;  sin  que  por  esto  les  falte  la  concien- 
cia unitaria  de  sí  propios. 

Toda  sociedad  forma,  pues,  un  ser,  un  organismo  vivo. 
Después  de  las  polémicas  que  sobre  este  asunto  hai^  dividido 
á  sociólogos,  antropólogos  y  juristas  (polémicas  que  tan  gra- 
ves consecuencias,  por  cierto,  han  tenido  en  todos  los  órdenes, 
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en  el  económico,  en  el  administratiyo  y  político,  etc.),  puede 
tenerse  casi  por  resaelto  el  problema.  La  mayor  parte  de  los 
herederos  del  sensualismo  antiguo^  tan  inclioado  á  ver  en  esta 
clase  de  personalidades  una  mera  creación  artiñcial  del  le- 
gielador^  las  consideran  ^oy  ya  como  objetos  reales,  y  aun  se 
glorían  de  esta  concepción:  como  si  fuese  lícito  olvidar  que  ha 
sido  iniciada  y  en  gran  parte  desarrollada  por  doctrinas  de 
muy  otro  sentido,  y  no  de  una  manera  indirecta,  sino  textual 
y  expresa  (1).  No  por  esto  faltan  todavía — ^ya  lo  veremos — au- 
torizadas protestas  contra  la  concepción  del  organismo  social. 
Mas  la  sociedad  no  sólo  tiene  conciencia,  sino  personali- 
dad. Lo  cual  equivale  á  decir  que  su  conciencia  es  capaz  de 
elevarse  á  un  ideal,  imprimiendo  en  sus  órdenes  el  carácter  de 
la  racionalidad,  que  pueden  revelar  sus  hechos  externos.  Son 
éstos  diversos,  sin  duda,  de  los  del  individuo,  por  cuanto  sólo  se 
producen  mediante  él,  que  forma  su  último  órgano:  aun  en 
aquellas  sociedades  complejas  de  grado  superior,  donde  la  re- 
presentación constituye  una  verdadera  jerarquía,  que  des- 
ciende gradualmente  por  otras  sociedades  y  corporaciones  in- 
termedias, la  acción  viene  siempre  á  concluir  en  el  individuo^ 
Cierto  que,  después  de  todo,  en  la  distinción  que  cabe  hacer  en. 
tre  el  ser  fundamental  humano,  nuestro  noúmeno  y  el  sujeto 
sensible  que  lo  representa,  puede  bien  decirse  que  jamás  es  lí- 
cito á  éste  obrar  en  su  exclusivo  nombre — como  individuo  abs- 
tracto— sino  como  órgano  de  aquél,  como  expresión  de  su  ser 
racional,  en  representación,  en  suma;  debiendo  hacer  tan  «ólo 
aquello  que  en  las  circunstancias  concretas  de  cada  momento^ 
corresponde.  Pero  en  la  persona  social,  á  esta  primera  repre- 
sentación inherente  á  cada  hombre,  se  une  luego  la  del 
todo  social  en  sus  miembros.  El  concepto  de  la  representa- 
ción es  en  ambos  casos  el  mismo:  el  de  la  gestión  de  fines  é 


(1)  y.  g.,  Platón,  Arifltóteles,  Hegel,  Kraose,  etc. — Spenoer  sólo  cita  al 
primero,  á  Hobbes  y  á  Angnsto  Oomte.  Fooillée  (I^  tdenee  aoaiale  contemporai^ 
w)  y  Espinas  (Les  soeiétén  animale»)  son  más  jnfltos. 
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intereses  de  nn  sujeto  por  otro^  cuyos  actos  sartén  sas  natara- 
les  efectos  para  el  representado^  cnal  si  faesen  suyos  propios. 
Y  á  este  concepto  se  sujetan,  lo  mismo  la  representación  ge- 
nérica del  ser  humano  por  el  individuo,  que  la  de  los  sujetoB 
sociales,  confiada  á  ¿1  también  en  última  instancia. 

El  concepto  de  la  persona,  en  su  más  amplio  sentido,  no  es 
nn  coacepto  puramente  antropológico,  pues  se  aplica  á  otros 
^eres  que  al  hombre  (sirva  de  ejemplo  el  problema  de  la  perso- 
nalidad divina);  pero  en  la  esfera  á  que  se  contraen  estas 
observaciones,  puede  resumirse  diciendo  que  equivale  al  del 
hombre,  como  ser  racional,  y  en  los  dos  órdenes  de  sujetos 
que  lo  representan:  el  individual  y  el  social.  A  ambos  co- 
rresponde por  naturaleza  la  posibilidad  de  llegar  al  grado  su- 
perior de  evolución  de  que  es  capaz  la  conciencia  finita,  según 
se  manifiesta  en  el  hombre  adulto  y  educado,  grado  que  no 
es  sino  el  pleno  desarrollo — en  los  límites  del  tiempo,  el  me« 
dio,  eto. — de  aquél  como  germen  rudimentario  y  potencial 
que  apenas  se  esboza  en  el  recién  nacido  y  que  á  veces  se  entor- 
pece y  perturba  por  causas  muy  diversas,  según  acontece  en 
el  criminal,  el  idiota,  el  ebrio,  el  loco,  don  le  subsiste  sin  em- 
bargo la  personalidad  como  en  el  niño. 


II 


Ya  se  advirtió  antes  que  el  concepto  de  la  persona  social» 
i:al  cual  se  acaba  de  exponer,  debe  considerarse  como  fruto,  no 
de  una  teoría  particular  entre  otras,  sino  de  una  verdadera 
cooperación  positiva  entre  las  diversas  tendencias  que  en  este 
-orden  se  han  ido  manifestando;  fruto  gradualmente  consolida- 
do por  sus  mismas  oscilaciones  y  luchas.  Para  convencerse  de 
«líos,  y  por  tanto  una  vez  más  de  que  la  historia  del  pensa- 
miento  humano  no  es  un  erial  de  contradicciones  ínsolubles, 
sino  una  evolución,  un  proceso  constructivo,  por  más  aparen- 
to que  sea  en  ocasiones  y  en  la  superficie  la  anarquía,  conviene 
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bosquejar  ahora  el  sistema  de  esa  erolacióa,  sos  factores  car- 
dinales y  los  elementos  por  cada  uno  de  ellos  aportados  á  la 
incesante  génesis  de  este  concepto. 

La  esfera  donde  ante  todo  se  inició  el  qne  ahora  nos  ocnpa^ 
fué  la  del  derecho.  Sí  en  todos  tiempos  ha  reñexionado  el 
hombre  sobre  todas  las  caestíones  individuales  y  sociales,  fisi* 
cas  y  psíquicas,  sensibles  y  trascendentes,  sobre  la  religión 
como  sobre  la  agricultura,  sobre  el  Estado  como  sobre  el  arte; 
.y  si)  por  consiguiente,  do  quiera  que  consideramos  la  con- 
cepción general  de  un  pueblo  ó  una  ópoca,  hallamos  rastros 
que  representan  otros  tantos  ensayos  de  solución  á  los  infini- 
tos problemas  particulares  en  que  se  diversifica  el  problema 
entero  del  ser  y  destino  de  las  cosas,  había  probablemente  una 
razón  para  que  el  nuestro  se  comenzase  á  estudiar  en  el  orden 
jurídico;  razón  que  es  común  quizá  á  todas  las  cuestiones  so- 
ciales. Pues  siendo  la  legislación  una  obra  de  todo  punto  im- 
posible, sin  traer  á  previa  reflexión  las  relaciones  que  en  eUa  se 
pretende  ordenar,  obliga  al  legislador  y  á  cuantos  intentan 
cooperar  ó  influir  en  esa  obra,  á  salir  de  la  atención  vaga,  in- 
coherente y  distraída  que  al  principio  obtienen  del  espirita  los 
problemas,  para  discutirlos  meditadamente. 

Este  examen,  ora  se  ha  venido  haciendo  en  el  orden  de  las 
relaciones  comunmente  apellidadas  «civiles)>,  especialmente 
económicas,  así  como  del  derecho  á  ellas  referente,  ya  en  el  de 
las  políticas  y  aun  internacionales:  lo  primero,  para  atender  á 
las  necesidades  de  la  vida  social  y  singularmente  económica, 
que  en  todo  tiempo  ha  exigido  la  aparición  de  aquellos  orga- 
nismos; lo  segundo,  porque  siempre  que  se  ha  considerado, 
por  sumariamente  que  haya  sido,  la  idea  del  Estado,  se  ha 
sentido  la  imposibilidad  de  concebirlo  como  un*  mero  agrega- 
40,  una  suma,  una  multitud  indeflnida,  imponiéndose  como 
una  organización,  ó  más  bien  como  un  todo  organizado  con 
<^ierta  unidad  interior  de  principio,  fln  y  medios.  Así,  en  lo  an- 
tiguo, en  los  jurisconsultos  roinanos,  Oayo,  Ulpiano,  etc.,  do- 
mina el  aspecto  civilista,  sin  que  por  esto  se  olvide  el  otro  en 

TOMO  76  t 


18  BBYIHTA  DB  LEGtSLAGIÓN 

absoluto;  mientras  que  Aristóteles,  por  el  contrario,  consider» 
preferentemente  el  segando,  social*  político;  dualidad  perpe- 
tuada 7  reproducida  en  los  tíem  pos  modernos  por  Savigny  y 
los  romanistas  de  un  lado,  y  por  Bluntschli,  Lasson  y  algunos 
germanistas  por  otro:  explicándose  por  estos  antecedentes  y 
diyersidad  de  puntos  de  partida  el  hecho  de  que  hasta  ahora, 
en  general,  no  haya  llegado  á  establecerse  una  doctrina  co- 
mún  á  ambos  órdenes,  y  aun  frecuentemente  se  hallen  en  dis- 
cordancia las  que  presiden  á  uno  y  otro,  discordancia  tan  yi- 
sible  en  Savigny  y  que  con  razón  nota  Zitelmann  (1). 

Por  lo  demás,  este  es  el  preliminar  obligado  de  la  lenta  ela- 
boración social  de  todo  concepto.  Obedeciendo  siempre  á  una 
eterna  necesidad  del  espíritu,  pero  estimulado  é  inclinado  en 
cada  tiempo  hacia  aquel  sentido  parcial  que  mejor  responde  á 
las  más  apremiantes  exigencias  de  la  época,  el  pensamiento 
no  puede  abrazar  desde  luego  en  su  unidad  é  integridad  los 
diversos  problemas,  y  ya  dándoles  soluciones  incompletas^ 
ahora  en  éste,  ahora  en  otro  sentido,  hasta  que  la  misma  va- 
riedad de  los  puntos  de  vista  y  el  frecuente  conflicto  de  dicha» 
soluciones  engendran  en  los  espíritus  la  necesidad  de  una  in- 
vestigación más  amplia  y  comprensiva.  Por  tal  modo,  lejos  de 
ser  independientes  y  extrañas  una  á  otra  la  especulación  y  las 
necesidades  de  cada  época,  cooperan  en  fecundo  consorcio^ 
sirviéndose  mutuamente,  y  ambas  al  progreso  de  la  vida. 

En  los  antecedentes  del  problema  que  en  este  lugar  se 
trata,  se  advierte  todavía  otra  diferencia.  Unos  pensadores, 
romanistas  ó  germanistas ,  proceden  en  sus  investigaciones 
analizando  las  instituciones  positivas,  engendradas  mediante^ 
ley  6  mediante  costumbre  por  las  exigencias  de  la  vida  socialf 
mientras  que  otros  comienzan  por  establecer  ciertas  bases  más 
ó  menos  generales,  desenvolviendo  el  concepto  de  la  persona, 
social  como  miembro  integrante  del  sistema  de  conceptos  que 


1)     En  su  Caneepto  y  wüwr.  de  Uu  Uan».  per§,  jwr.,  p.  54. 


TSOBÍA  DB  LA  PEBSONA  BOOIAL  19 

forma  el  contenido  de  la  Filosofía  del  Derecho.  Esta  distinción 
se  obserya,  no  sólo  entre  los  jnrisconsaltos  puestos  á  deter- 
minar el  sistema  total  jurídico,  según  acontece  á  Savigny 
y  Ahrens,  sino  entre  los  mismos  especialistas  consagrados  en 
ios  últimos  años  á  la  dilucidación  de  este  particular  asunto, 
como  Beseler  y  Gierke,  Zitelmann  y  Salkwoski,  Blnntschli  y 
Bolze,  Randa  y  Yigliarolo. 

Ahora  bien;  á  esta  primera  época  del  estudio  de  nuestra 
cuestión,  estudio  realizado  desde  el  punto  de  vista  del  dere- 
cho, responde  la  denominación  de  «jurídicas;^  que  durante 
toda  ella  se  ha  venido  aplicando  á  las  personas  sociales,  bajo 
el  supuesto  de  que  constituyen  una  mera  institución  del  dere- 
cho, para  cuyos  fines  solamente  existen  (1),  ora  se  las  estime 
creaciones  naturales  y  espontáneas  de  la  vida,  ora  un  artificio 
del  legislador  para  resolver  dificultades  técnicas.  Gomo  si  á 
éste  fuese  lícito  tal  invento  y  otros  semejantes,  que  han  solido 
llamarse  «derecho  puramente  positivo;^!  Mas  cuando  se  produ- 
jeron las  varias  direcciones  que  cabían  dentro  de  esta  concep- 
ción, se  agotó,  por  decirlo  así,  su  virtualidad  y  comenzó  á 
aclararse  el  presentimiento  de  que  las  personas  sociales  eran 
algo  más  que  organismos  jurídicos.  Aun  sin  salir  de  la  esfera 
del  derecho,  este  carácter  más  amplio  debía  vislumbrarse  por 
todos  aquellos  pensadores  que  cpnsideran  á  dicha  esfera  en  in- 

<1)  Ko  ee  refiere  esto  á  las  teorías  de  Laxirent,  ensn  Dntü  civü,  y  en  todas 
gas  obras,  inspiradas  por  la  antigna  corriente  revolncionaria,  de  qne  ya  apenas 
quedan  hnellas,  sino  á  antoree  modernos,  y  de  otro  sentido,  como  v.  g., 
Laband*  onando  sostiene  qne  la  persona  social  es  meramente  jorídioa,  por 
venirle  sólo  del  derecho  la  personalidad  (lo  cual  responde  directamente  k 
aqnel  axioma  de  los  romanistas:  «jpertofia  aM  homo  §tatu  tifñli  pra«ditu»*);  ó 
HoUand  (EUmerUB  of  Jvrüpndenee,  Oxford,  1866),  al  segnir  la  doctrina  de  la 
persona  artificial,  con  «derechos  anormales*  C<*fn»nnal right»):  verdad  es  qne» 
aim  germanistas  tan  resneltos  como  GKerke,  infloidos  por  la  idea  del  derecho 
como  nna  entidad  abstracta  (en  vea  de  sa  concepción  realista  como  mera 
onalidad  de  la  vida,  cuyo  material  constituye  el  fondo  de  todas  sns  relacio> 
nes  é  institatos),  no  vacilan  en  afirmar  qne  los  oonceptos  de  «persona»  y  de 
coMa»  siipoiM»  el  del  derecho. — Oená.  d.  d.  Korpeneha/Uhegriffé,  O  8. 
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disoluble  vínculo  con  la  realidad  é  integridad  de  la  TÍda;  ya 
conciban  este  yínculo  de  una  manera  espiritual  y  ética,  como 
Schelling  y  Hegel,  Trendelenburg  y  Rosmini,  Stahl  y  Tapare- 
Ui  (1);  para  los  cuales  la  sociedad  y  toda  sociedad,  corpora- 
ción, etc.,  son  ante  todo  un  corpus  mysticum,  un  consorcio  de 
voluntades,  de  intentos,  de  aspiraciones;  ya  pretendan,  en  ló* 
gica  reacción  contra  el  exclusivismo  espiritualista,  declarar  á 
la  sociedad  y  sus  institutos  meros  org^anismos  físicos,  á  seme- 
janza>  si  es  que  no  enteramente  al  modo,  del  cuerpo  animal,  6 
aun  de  la  planta,  según  quieren  Lilienfeld,  Jaeger,  Spencer^ 
Espinas,  etc. 

Al  trascender  este  problema  desde  la  esfera  meramente 
Jurídica  á  la  social,  evolución  grandemente  favorecida  por  la 
aparición  de  una  nueva  ciencia,  la  sociología,  el  concepto  de 
la  persona  social  como  un  ser  real  y  sustantivo,  no  como  una 
abstracción,  una  entidad  ficticia  ó  figurada,  ha  recibido  supe- 
rior  firmeza  y  ganado  de  día  en  día  la  opinión  de  los  más 
opuestos  pensadores.  Ejemplo  de  esta  conformidad  y  signo  de 
los  tiempos,  es  que  dos  de  los  filósofos  á  quienes  más  directa* 
mente  quizá  se  debe  la  clara  exposición  y  discusión  de  dicho 
concepto,  no  ya  de  un  modo  incidental,  sino  con  plena  con- 
ciencia de  su  significación,  esto  es,  Krause  y  Spencer  (2), 
procedan,  seg&n  es  sabido,  de  puntos  diametralmente  contra- 
rios: por  lo  menos,  tal  como  se  suele  á  primera  vista  y  por  la 
superficie  definir  las  cosas.  Y  sin  embargo  del  constante  pro- 
greso de  esta  concepción,  que  podríamos  llamar  realista,  de  la 


(1)  Es  onrioBO  ejemplo  el  del  último  de  los  pensadores  citados:  pnes  pag^ 
nando  con  loable  afiua  por  restablecer  en  la  ciencia  del  derecho  el  elemento 
ético,  adopta,  sin  embargo,  el  principio  joridico  de  Kant,  que  es  precisamen- 
te el  camino  más  directo  para  Uegar  &  la  solución  contraria. 

(a)  Krause,  Ideal  de  la  humanidad  (dat  ürbüd  der  Mentc^eit),  Dresde,  1811, 
(libro  del  cual  el  ilustre  Sana  del  Bio  biso  una  refundición  española);  y  eum 
libros  de  Fllosofia  de  la  Historia,  Antropología  y  Filosofía  del  Bei«oho. — 
Spencer,  Bntayo»  de  polüiea  (trad.  ft,  de  Burdeau);  Prinoiptoe  de  Sooiálo^itL 
(trad.  fr.  de  Oaaelles,  1879),  etc. 


TBOBU  DS  la  persona  8001AL  21 

peraona  social,  todavía  díspatan  con  ella  las  antiguas  teorías. 
Pueden  éstas  clasificarse  en  tres  grupos.  Para  nno  de  ellos^  re- 
presentado por  Sayigny  y  por  Pnchta,  y  en  los  tiempos  actua- 
les por  Andts,  Bruns  y  otros  muchos — pues  es  todavía  quizás 
la  más  dominante,  como  ha  sido  la  que  ha  planteado  la  cues- 
tión en  la  época  moderna — ^la  persona  social,  6  para  hablar  sa 
lenguaje,  la  persona  «jurídica;»,  es  una  creacíén  artificial,  un 
sujeto  fingido  por  el  legislador  á  fin  de  resolver  ciertas  dificul- 
tades: á  esta  dirección  corresponde  la  mayoría  de  los  romanis- 
tas. Huyen  otros  de  estas  abstracciones,  y  en  lógica  reac- 
ción contra  ellas  afirman  la  realidad  de  la  persona  social;  pero 
creyendo  que  no  hay  más  realidad  que  la  sensible,  expresada 
aquí  por  los  individuos  que  estiman  (sin  razón)  como  su  ele- 
mento visible,  sostienen  que  ellos  constituyen  la  única  verdad 
de  aquellas  entidades,  meros  nombres  sin  propiedad  ni  cuali- 
dad alguna.  Ihering,  Salkov^ski,  Bolze,  etc.,  siguen  esta  ten- 
dencia, más  ó  menos  átomista.  Por  áltimo,  el  idealismo,  y  es- 
pecialmente las  teorías  de  Hegel,  han  inspirado  á  otros, — en- 
tre los  cuales  descuella  Zitelmann — para  quienes  la  realidad 
de  la  persona  social  no  está  en  los  individuos,  sino  en  la  idea 
trascendental  de  que  ellos  son  manifestación  efímera.  En  ri- 
gor, estos  tres  grupos  pueden  bien  reducirse  á  dos:  el  sensua- 
lista y  el  idealista.  La  doctrina  de  la  ficción  tiene  exactamente 
la  misma  base  que  la  que  podríamos  llamar  individualista  é 
incluyen  otros  bajo  el  nombre  de  teoría  «germánica»,  si  bien 
con  alguna  impropiedad  (1);  pues  ambas  coinciden  en  no  con- 
siderar como  seres  y  sujetos  reales,  sino  á  los  individuos;  dis- 

(1)  Yft  Zitelmann  mismo,  que  asi  lo  hace,  reconoce  (ob.  oit.,  pág.  64}  qu« 
«ata  denominación  no  conviene  á  Barón  ni  á  Salko-wski.  Y  á  egte  propósito 
conviene  «bosquejar  aqni  el  cuadro  qne  aqnel  escritor  trasa  de  las.  diversas 
doctrinas  referentes  ¿  este  problema,  las  cuales  divide  de  la  signiente  mane- 
ra: I.**  Constmcciones  ficticias:  a)  teoría  de  la  personificación  (Savigny,  etc.); 
h)  teoría  que  snpone  la  existencia  de  nna  persona  (Banda,  etc.)-  2-**  Oons- 
tmedLones  reales:  aj  teoría  de  los  derechos  impersonales  ó  sin  sujeto  (Wind- 
aeheid,  etc.);  h)  teoría  de  Ihering;  e)  teoría  germanista  (Beseler,  etc.). 
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tínguiéndo8e  luego  por  apelar,  los  nnos,  al  artificio  de  la  per- 
sonalidad sapaesta,  mientras  qne  los  otros  renuncian  á  este 
expediente  y  se  atienen  sólo  á  dichos  individuos,  sin  más  enti- 
dad, unidad  ni  persona  que  ellos. 

Indicando  ahora  en  brevísimos  rasgos  los  elementos  carac- 
terísticos de  algunas  entre  las  principales  de  estas  teorías,  y 
comenzando  por  aquella  á  la  cual  toca  el  honor  de  haber  re- 
novado y  engrandecido  en  los  tiempos  modernos  el  problema 
de  las  personas  sociales/  esto  es,  la  de  Savigny  (1),  conviene 
ante  todo  resumir  sus  principios  sociológicos  y  jurídicos;  re^ 
cuérdese  que  éstos  son  los  determinantes  primeros  de  su  con- 
cepción (2). 

A  pesar  de  la  amplitud  y  profundidad  que  dicha  concep- 
ción presenta,  es  bastante  difícil  reducirla  á  unidad.  Por  una 
parte  (3),  para  Savigny,  hay  personas  sociales  (la  Nación)  qae 
no  son  «un  agregado  de  individuos»,  sino  verdaderos  seres 
naturales,  dotados  de  conciencia;  mientras  que  por  otra  (4), 
no  hay  más  persona  que  el  individuo,  y  las  personas  jurídicas 
son  seres  ficticios,  sujetos  artificialmente  creados  por  y  para 
el  derecho  positivo;  pues  la  idea  primitiva  y  natural  de  perso- 
na coincide  con  la  de  individuo.  Las  corporaciones  que  llama 
«de  derecho  público»  no  son  verdaderas  personas  jurídi- 
cas (5);  por  más  que  la  constitución  de  la  familia  ofrece  gran- 
de analogía  con  la  del  Estado  (6).  Así,  para  el  autor  del  SisU- 
ma  hay  dos  clases  de  personas  sociales:  unas,  que  lo  son  por 
naturaleza  (la  Nación,  los  Cuerpos  políticos,  las  Asambleas); 
y  otras,  completamente  ficticias,  que  reciben  del  derecho  su 


(1)  €La  teoría  de  la  persona  oomienza  en  Savigny  i,  viene  k  deoir  Oierke 
en  ra  Hútoria  del  concepto  germámeo  de  la  corporación  (Oeech.  d.  deuteck.  Kürper- 
eckafUhegriffe,  Berlín,  1878. 

(2)  Sút.  del  Der.  rom.,  trad.  española  de  Keeia  y  Poley;  toIi.  i  y  u. 
(8)     §§  7.«  y  8.^ 

(4)  T.  I,  §  eO;  n,  §  86. 

(5)  cPorqne  no  pneden  poseer  bienes»,  dice,*  lo  onal  tampoco  es  exacto. 
X6)     I,  §  8.* 
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•existencia  y  se  reducen  á  constituir  meros  sujetos  exclusiva- 
mente para  poseer  bienes,  sin  capacidad  para  otra  cosa;  aun- 
que pnedan  á  veces  tener  otros  fines,  «frecuentemente  muy 
superiores  á  esa  capacidad  de  poseer  bienes»  (1). 

Batas  contradicciones  se  explican  por  el  panto  de  vista  del 
autor,  á  saber:  la  separación  entre  el  derecho  público  y  el  pri- 
vado, hija  á  su  vez  de  la  concepción  abstracta  romana,  que 
escinde  en  dos  la  vida,  la  sociedad  y  el  derecho:  cosa  de  todo 
punto  ajena  al  sentido  unitario  y  orgánico  de  los  griegos,  que 
parece,  tal  vez,  el  supremo  grado  de  la  concepción  oriental  (2). 
Con  razón  dice  Zitelmann,  en  un  pasaje  ya  indicado  (3j,  y 
á  propósito  de  la  dualidad  que  se  observa  frecuentemente  en 
este  punto,  que  revela  tal  olvido  de  la  unidad  del  concepto  del 
derecho,  que  sólo  asi  se  comprende  cómo  una  teoría  aplicable 
al  orden  privado  aparece  completamente  inadmisible  en  el 
público;  notando,  además  (4),  que  el  Estado,  en  cuanto  fi^co, 
es  una  persona  privada,  y  en  otro  sentido,  pública;  lo  cual  en 
cierto  modo  reconoce  el  mismo  Savigny.  Bolze  (5)  expone  las 
^contradicciones  de  éste  sobre  la  materia,  con  las  de  Puchta, 
Arndst,  Bruns,  etc.,  al  considerar  á  las  personas  sociales  como 
creaciones  artificiales,  incapaces  de  voluntad  y  acción,  y  afir* 
mar  á  la  vez  que  la  ciudad,  el  pueblo  y  el  Estado  son  seres 
naturales  dotados  de  aquella  misma  capacidad  que  poco  antes 
declaraban  exclusiva  y  privativa  del  individuo.  Stobbe  (6) 


(1)    n.  §  85. 

(2)  Para  GHlerke  C0tno»9tn»ch<nfi»iheorief  oap.  2.**),  la  disiinaión  entre  lo  que 
perteneoe  al  derecho  público  y  al  privado  es  meramente  de  derecho  po8ÍtÍTo 
sin  principio  fijo:  asi  una  coxporación  de  las  llamadas  «de  derecho  privado», 
T.  g.,  nn  banco,  pnede  bien  tener  derechos  públicos.  Y  en  otro  lugar  OetA, 
dei  d.  Ki>rpenchaft»begrif/9,  §  8.^  añade  que  el  derecho  romano  era  derecho 
privado;  y  el  germánico,  público. 

(S)     Ob.  eit.t  p.  54. 

(4)  Id.,  p.  95. 

(5)  Ob,  cit.,  §  !.• 

<(S)     Derteho  privado  alemán  Cd€Ut»díet  fírivairecht),  t.  I.  p.  817,  nota  2. 
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pretende  instíntiyamente  evitar  la  antinomia,  extendiendo  Ja. 
teoría  de  la  ficción  á  la  snpaesta  esfera  del  derecho  público, 
pero  no  logra  sino  poner  de  manifiesto  el  error;  y  Held  repara 
discretamente  que  nna  institución  privada  puede  convertirse 
en  cosa  pública  y  viceversa  (1).  Además,  la  idea  de  Saviguy 
viene  en  gran  parte  de  la  ilegítima  restricción  del  concepto  de 
persona  jurídica  á  la  esfera  económica  ó  patrimonial,  ó — para 
hablar  su  lengua — del  «derecho  de  bienes»;  error,  más  bien 
nacido  de  una  viciosa  tradición,  que  del  fondo  de  su  propia 
pensamiento.  Así  vemos  que,  tan  luego  como  él  se  entrega  con 
libertad  á  sí  mismo,  la  teoría  que  domina  toda  su  exposición  y 
viene  á  servirle  de  supuesto,  es  la  de  la  personalidad  ideal,  6- 
trascendente,  hacía  que  gravita  en  general  esta  escuela  en 
medio  de  sus  oscilaciones  entre  el  atomismo  y  el  idealismo. 

Quizá  nadie  ha  expuesto  con  tanta  crudeza  la  primera  de 
estas  dos  doctrinas  como  Ihering  (2).  Según  él,  la  persona  so- 
cial es  mera  apariencia;  las  personas  y  sujetos  reales  son  los 
individuos  «aisladosx>  que  la  constituyen,  únicos  además  capa- 
ces de  gozar,  esperar  y  tener  fines;  aquélla  es  sólo  la  forma 
especial  en  que  éstos,  los  verdaderos  interesados,  manifiestan 
sus  relaciones  con  el  mundo  exterior,  viniendo  á  ser  en  la. 
corporación  las  perspnae  incertae^  cuyos  nombres  desaparecen 
en  la  sombra,  ün  paso  más,  dentro  de  la  teoría  atomista,  da. 
Salkovrski  (3)  hacia  la  realidad  de  la  persona  social.  Para  él, 


(1)  En  su  articulo  PenihUtehheitf  en  el  Dieeion.  de  Botteck.  £1  ejemplo  que 
adnoe  de  la  conversión  de  un  Municipio  en  Estado,  y  al  contrario,  no  es  sin 
unbargo  propio;  entre  otras  razones,  porqne  como  ya  presumía  con  certera 
Instinto  Herbart,  el  Municipio,  como  todo  oironlo  social,  es  de  por  si  mi 
Estado. 

(2)  En  sn  ya  citado  JStpirUu  del  der,  rom.  (tr.  ñ*.  de  Menlenaere),  t.  IV,. 
213  ¿  217;  887  y  otros  lugares. 

(8)  0h9ert>ae%ont9  tobre  la  teoría  de  latpertonatjuridtcagy  en  eepecial  de  la»  lla- 
mada» eociedfides  y  eompafUa»  corporaHva»  {Bemeriungen  mr  Léhre  der.  jw.  JPertOñ- 
ne,  intbee.  den  9og.   eorporativen  SoeietíUen  mnd  Oeno»»enmA40en),  Leipsig,  1868^ 

8  8.» 
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lo  mismo  qne  para  IheriDg^  no  hay  en  ésta  más  ser  ni  snjeto 
qae  los  individuos;  pero  no  eomo  tales  indiyidaos  ya,  sino  en 
cualidad  de  miembros  de  la  persona^  ó  de  otra  suerte,  como 

• 

los  Tordaderos  elementos  reales  qne  abrazamos  con  el  poro 
pensamiento  en  ana  colectividad  meramente  ideal,  á  la  cnal 
uo  corresponden,  portante,  propiedad,  relación,  deber  ni  de- 
recho algano.  Esfaerzo  algo  mayor  hace  Bolze  (1)  al  con- 
siderar, que  si  los  individuos  constituyen  la  única  realidad  de* 
la  persona  social,  no  es  aislados,  según  Ihering  pretende* 
iii  en  un  respecto  ó  cualidad,  conforme  quiere  Salkowski,. 
sino  unidos.  Esto  es,  la  reunión  de  individuos,  constituidos  en 
Corpus,  es  la  verdadera  unidad  personal,  viva  y  efectiva,*  no 
loa  individuos  mismos  en  sí:  en  realidad,  estos  últimos  ju- 
risconsultos no  siguen  ya  la  corriente  romanista  pura  (la  de  la 
persona  JteíaJ. 

Como  se  advierte,  los  pensadores  inspirados  por  esta  ten- 
dencia procuran  ante  todo  hallar  la  realidad  de  la  persona  so- 
cial, identificándola  en  último  término  con  la  de  sus  miem- 
bros, j  huir  de  entidades  ideales^  abstracciones  y  ficciones^ 
Semejante  proceder,  á  lo  menos,  ha  servido  para  avivar  el  es- 
píritu realista  en  el  estudio  de  esta  cuestión,  evitar  los  fantas- 
mas de  la  anterior  teoría  y  servir  de  contrapeso  á  las  opuestas 
tendencias  del  idealismo.  Este,  con  efecto,  propende  á  olvidar 
la  propia  realidad  de  los  individuos,  insistiendo,  por  el  con- 
trario, en  el  valor  de  la  unidad  ideal  que  sirve  de  núcleo  á  la 
persona.  Hegel,  cuyo  punto  de  vista  lo  lleva  á  identificar  la 
sociología  y  la  ciencia  del  derecho,  no  estudia  en  ósta  la 
naturaleza  general  de  las  personas  sociales,  sino  aólo  algunas, 
como  la  famUia,  la,  corporación  (en  sentido  profesional,  v*  g.^ 
industrial),  el  Estado,  concebidas  en  el  sentido  de  catego- 
rías de  la  idea,  momentos  dialécticos  engendrados  por  su  in- 
terior necesidad  y  merced  á  los  cuales  entra  el  individuo  en 

(1)     Oomeepto  de  la  pettona  jwricUca  (der  Begrif/  der,  Jur.  fíenon.),  9tattgart> 
]829,  6  7.— Y.  tamUto  pág.  18. 
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SQ  yerdadera  signifícacíón  (1),  adquiriendo  un  valor  general 
y  de  uniTersalidad.   Sentido  declarado  aún  con  mayor  desen- 
volvimiento por  Michelet,  al  afirmar  que  «en  la  familia,  las 
personas  físicas  se  elevan  á  formar  una  persona  espiritaal  6 
ideal...  apareciendo  como  accidencias  de  una  cosa  moral»;  6 
bien  qne  «nadie  es  persona  sino  en  relación  y  sociedad  con 
otros)>:  donde  el  concepto  de  la  indívidnalidad  aparece  como 
relativo,  insustancial  y  abstracto,  mera  accidencia  del  Estado, 
que  es  su  firme  y  propia  base  (2);  sin  venir  á  representar  otra 
cosa  las  afirmaciones  de  Vera  (3)  de  que  la  vida  individaal  tie- 
ne su  fundamento  en  la  común,  no  siendo  el  hombre  sino 
fragmento  de  un  solo  y  mismo  edificio,  un  producto  de  so 
época  y  del  medio.   Además,  en  ambos  pensadores,    como 
«n  su  maestro,  si  el  problema  de  la  realidad  y  unidad  de  loa 
organismos  sociales  se  propone  resueltamente  respecto    de 
las  naciones,  no  se  presenta  en  todo  su  amplio  concepto,  ni  al- 
canza completo  desarrollo  (4). 


(1)  Füo9ofia  del  Viritto,  trad.  ital.  de  NoveUi.— Ñapóles,  1B83,  §§  166,  181, 
250,  966  y  siguientes. 

Cá)  Michelet,  Der.  natural  (Naturrechi  oder  BecktsphilofophÚ!:  Berlín,  1899^ 
-dos  volúmenes);  t.  I,  p.  289;  ü,  205,  etc.,  efcc. 

(3)  Tntrod.  á  la  phil.  de  Begel,  cap.  6.*,  §  2.' 

(4)  Kn  sn  Filosofía  del  Dereiiko  según  la  doctrina  de  Hegd  (Sevilla,  1878),  ex* 
pone  el  Sr.  Benitos  de  Lugo  principios  aoerca  de  la  personalidad  en  general 

sy  de  la  social  en  particular,  que  merecen  citarse  en  este  sitio.  «La  conoionoia 
de  la  voluntad  individual  es  la  persona»,  ó  en  otros  términos;  ala  personali- 
dad es  el  sujeto,  en  cuanto  tiene  oonoienoia  de  su  libertad  individual»  (p&gi* 
ñas  206  y  206);  poniendo,  pues,  también  este  autor  la  personalidad  en  la  indi- 
vidualidad, la  voluntad  y  la  conciencia.  Sin  embargo,  el  matrimonio  y  la  &- 
milia  forman  «otra  nueva  personalidad»,  un  ser  particular  (885,  42B,  428);  la 
sociedad  civil  lo  es  también  (426);  como  el  Estado  (identificado  con  la  nadón) 
es  el  momento  superior  <en  el  desenvolvimiento  de  la  idea  étiua»,  y  un  «in- 
dividuo real  y  verdadero»  (466,  487).  Pero  tampoco  en  este  libro  se  halla  un 
concepto  claro  y  definido  de  la  persona,  ni,  por  tanto,  de  sus  varios  órdenes, 
.que  no  se  reducen  ciertamente  á  la  familia,  la  sociedad  civil,  la  oorporacióu 
y  el  Estado  (m&s  bien,  la  nación);   si  bien  es  cierto  que  dicho  concepto  no 
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Cosa  semejante  acontece  á  Lasson  (1),  que  declara  persona 
moral  á  todo  fia  común  al  cual  aplican  loa  hombres  sas  fuer- 
zas físicas  é  intelectuales,  personificando  de  esta  saerte  nna 
entidad  y  extendiendo  á  la  esfera  general  de  las  personas  so- 
ciales la  concepción  dominante  respecto  de  las  fnndaciones  y  la 
herencia  yacente.  Por  último,  el  P.  Taparelli  (2)  atribuye  tam- 
bién carácter  ideal  á  la  anidad  social,  poniéndola  en  la  idea  y 
Tolnntad  del  fin  común  y  considerando  que  toda  sociedad  im- 
plica dos  elementos:  ana  pluralidad  de  individuos  y  un  vínculo 
qoe  la  reduce  á  unidad,  6  sea  el  fin  perseguido  por  aquéllos  y 
de  donde  nace  el  concierto  de  las  inteligencias  y  las  volunta- 
deSy  así  como  la  coordinación  de  los  medios. 

El  ensayo  especial  quizá  más  directo,  comprensivo  é  im- 
portante, en  un  sentido  análogo,  es  el  de  Zitelmann  (3).  A  su 
entender,  las  personas  jurídicas  (pues  todavía  sigue  la  deno* 
minación  corriente)  son  un  verdadero  Svtüx;  eSv,  no  una  mera 
idea  (4);  un  ser  distinto  de  la  suma  de  sus  miembros  (5).  Pero 
no  ser  corporal;  antes  la  incorporalidad  es  nota  característica 
de  la  herencia  yacente,  la  fundación  y  hasta  la  corporación 
misma  (6),  en  la  cual  no  se  reúnen  hombres^  sino  volunta- 
des (7):  doctrina  perfectamente  concebible  en  quien,  siguien  do 


«abe  en  una  dootrína,  para  la  oaal,  la  personalidad  y  la  sociedad  son  catego* 

« 

lias  jnridicas,  en  lugar  de  ser  antropológicas,  si  es  que  no  metafisicas.  El  de- 
reoho  ds  nna  onalidad  formal,  impotente  para  orear  yerdaderos  seres,  oomo 
■a  eieneia  lo  es  para  explicarlos;  construyéndose  necesariamente  en  supuesto 
4a  eUos. 

(1)    "ñincipio  y  porvenir  dd  derecho  inismaeional  (  Ptineip  und  Zukunjt  de*  Volk  - 
^errsdkte  (1871),  ajmd  Zitelmann,  p&ginas  60  y  siguientes. 

(9)     Saggio  teorético  di  diriUo  naturaUf  §§  SOI  y  siguientes. 

(8)     En  su  citado  estudio  sobre  el  OmoeíOo  y  naturaleza  de  lat  llamadat  per*o 
Matjurtdicaa  (Begriff  u.  We»en  der  tog.  jur.  Pertonen,  Leipaig,  1878). 

H)  P4g.  9i. 

(6)  Pág.  79. 

(6)  Pág.  61. 

(7)  Pág.  98. 
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á  Hegel,  hace  consistir  en  la  yoluntad  la  esencia  entera  de  la. 
persona^  como  tal  persona  (1).  Por  último,  sus  elementos  conB- 
titutivos  son  el  fin  común  y  la  yolantadconscia  de  formar  ver- 
dadera unidadi  ó  bien  un  YÍncnlo  natural,  que  suple  á  veces- 
esta  voluntad  por  necesidades  ético*físicas :  v.  g.,  en  el  Es- 
tado (2).  En  lo  cual  olvida  Zitelmann  el  papel  del  elemento 
corporal  en  toda  sociedad  (aun  dejando  aparte  el  matrimonio); 
paes,  como  acertadamente  muestra  Schaffie  (3)^  eu  ninguna 
cabe  cooperación  sin  su  auxilio;  y  asi,  entreviendo  luego  la 
imposibilidad  de  aplicar  su  teoría  de  la  voluntad  conscia  (ó 
más  bien,  reflexiva)  á  ciertos  organismos,  introduce  en  parte 
aquel  mismo  elemento  para  poder  abrazarlos  en  su  construc- 
ción. Por  lo  demás,  para  este  escritor,  los  individuos,  ó  sean  las- 
voluntades  individuales— concebidas  por  tan  abstracta  mane« 
ra — son  tan  sólo  la  base,  el  material  (das  Smistrat)  del  nuevo 
ser,  creado  en  virtud  del  ñn  que  las  convierte  en  una  sola  per- 
sona (4). 

Otro  estudio  posterior  hay,  el  de  Vigliarolo  (5),  que  obe- 
dece también  á  la  misma  tendencia  hegeliana,  y  es,  por  tanto^ 
afín  á  todo  este  grupo.  Su  razonamiento  es  el  siguiente*  £1  es- 
píritu se  halla  disminuido  y  como  imperfecto  por  su  unión  con^ 
el  cuerpo,  tendiendo  á  rehacer  el  orden  por  la  asociación  y  co- 
munidad que  construye  los  organismos  ótico -sociales,  dota- 
dos de  fines,  medios  y  actividad  comunes  y  que  forman  una 
composición  gradual  de  actividades,  en* los  tres  tipos  ó  for- 
mas fundamentales:  individuo,  familia,  sociedad  general.  Es- 
tas y  toda  la  serie  de  asociaciones  constituyen  personalida- 


(1)    §s. 

(2)  Páginas  94  y  96. 

(3)  Estructura  y  vida  del  cuerpo  §oe%alt  trad.  ital.  de  Boooardo,  vol.  I,  par* 
te  1.*,  seco.  !.• 

(4)  F&ginas  93  y  siguientes. 

(5)  Le  pergone  ffiuridiche  cofuiderate  ú»  rapporto  aUa  JUo§qfia  del  diritlo, — Na- 
poU,  1880. 
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des  colectivas,  qae  no  deben  llamarse  «jarídicas»;  paes  perso- 
na jurídica  es  todo  sujeto^  individual  ó  colectivo,  capaz  de  obrar 
«n  derecho.  Para  el  jarista  italiano,  el  cuerpo  es,  por  lo  tanto, 
el  límite,  lo  negativo,  sobre  lo  cual  aspira  á  elevarse  el  espíritu 
por  medio  de  la  asociación,  donde  se  completa,  reconstruyen- 
do, por  decirlo  así,  el  organismo  espiritual,  disperso  en  los  in* 
dividuos.  Pensando  de  esta  suerte,  la  persona  social  consti- 
tuye una  unidad  ideal  y  tiene  por  necesidad  un  carácter 
^tico. 

Por  último,  uno  de  los  jurisconsultos  más  importantes  y 
•que  ha  consagrado  una  serie  de  libros,  verdaderamente  magia* 
trates  (1),  á  la  personalidad  social,  especialmente  en  una  de  sus 
formas,  la  llamada  &enossenschaftf  corporación  ó  compañía 
del  derecho  germánico,  sobre  cuya  índole  tan  divergentes  an- 
dan los  autores,  Oierke,  ha  expuesto,  singularmente  en  uno  de 
ellos,  el  de  carácter  más  teórico,  una  doctrina  que  es  de  las 
más  recientes  y  que  interesa  conocer.  Sus  conceptos,  por  la 
índole  de  sus  trabajos,  se  apoyan  más  bien  sobre  bases  histó- 
ricas que  ñlosóficae;  al  menos  hasta  donde  cabe,  pues  la  índo- 
le del  pensamiento  impide  que  jamás  sea  absoluta  semejante 
posición. 

Pertenece  Gierke  á  la  tendencia  germanista,  representada 
hoy  principalmente  por  Beseler  (á  cuyo  «jubileo»  dedica  aquól 
el  último  de  sus  libros),  por  más  que  á  veces  disienta  de  las 
ideas  del  maestro.  Por  ejemplo,  éste  piensa  que  la  Oenossen- 
^chaft  es  una  organización  intermedia  entre  corporación  y  eom- 


(1)  Derecho  de  la  eompaMa  germánica  (da$  d.  Oeno»aen»<3íafUre<kt),  que  oom* 
prende  tres  obras  independientes:  la  HUtoria  jurídica  de  la  eompafUa  germátnea 
{Üechttigeeeh.  der  d.  OenoeterueÍMjt, — Berlín,  18Q8);  la  Hietoria  del  eoneepto  germáni- 
co de  la  eorporaisión  (  Oeeeh,  dee  d.  KSrpereeha/tbegriffe. — Id.,  1878;;  y  La  teoria  dd 
EeUxdo  y  de  la  corporación  en  la  Antigüedad  y  la  Edad  Media^  etc.,  (die  Staat»  und 
KorporaHonelehre  de»  Áltertkum»,  eto. — Id.,  1881).  Adem&s  ha  publicado  después 
otro  libro  aparte:  La  teoría  de  la  compañía  germánica  (die  OenoeeeneckafUÚieorie, 
— Id.,  1887),  que  es  el  que  más  directa  relación  tiene  con  el  problema  de  este 
4urtlonlo. 
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wtnio  (1),  opinión  qne,  por  cierto,  también  adopta  AJirens  (2); 
mientras  que,  para  Gierke,  aqnel  organíamoeB  la  verdadera 
corporación  (KSrptrschaft)  propia  del  derecho  germánico. 
Pero,  aparte  estoa  dÍBentimientos,  signa  nnestro  antor  la  mis- 
ma  tendencia  qae  surgió  contra  el  exclnsiTismo  de  los  roioa- 
nietas  j  bob  explicacioaes,  entre  loa  cnales,  anaqae  más  6  me- 
nos inflaldos  ya  por  el  espirita  germantata,  coloca  á  Zítelmano, 
Salkowski,  Bolze,  de  cuyaa  doctrinas  queda  ya  hecho  mérito, 
así  como  por  sn  parte  se  autoriza,  ora  con  jariaconenltoa  como 
Blnntachli  y  Dahu,  ora  con  filósofos  del  Derecho,  como  He> 
gel,  KraDSe,  Ahrens,  Trendelenbnrg,  etc. 

De  iodos  modos,  importa  recordar  tan  sólo  qne  la  caracte- 
rfatioL  de  loa  germanistas,  en  cnanto  al  problema  de  la  perso- 
na sucial  eB  qoe  ósta  constitnye  nna  realidad  propia  (ei»e  urea- 
lera  Getammtperío»),  por  oposición  á  la  teoría  romanista  de  la 
persona  Jleta.  Dentro  de  esta  corriente,  he  aqní  ahora  los  prin- 
cipioit  capitales  de  la  doctrina  de  Gierke.  Según  las  ideas  ac- 
tuales ^icerca  del  derecho,  éste  no  crea  á  la  persona  social, 
sino  «lua  se  limita  á  reconocerla  6  á  negar  en  existencia,  &  nna 
declaración,  si  bien  en  otro  lugar  afirma  que  los  conceptos  de 
pei-suna  y  cosa  son  conceptos  meramente  jurídicos,  que  presu- 
ponen el  del  derecho;  olvidando  que  ambos  en  sn  naturaleza, 
como  en  su  función,  exceden  de  esta  esfera.  La  verdadera  crea- 
ción de  la  persona  social,  añade,  ee  verifica  por  una  voluntad 
distinta  de  la  individnal,  ora  inconaciente,  formada  y  deaeu- 
vnelta  de  grado  en  grado  por  víucnlos  de  la  naturaleza,  ora 
consciay  refiexíva;  pero  en  ningún  caso,  incluBO  el  último, 
el  acto  de  la  creación  de  la  persona  ea  un  contrato,  aino  verda- 
dero acto  unilateral,  por  más  que  bajo  este  principio  puedan 
luegi>  agregarse  contratos  muy  varíoB.  £n   Boma,   el  con- 


íl)  TtaM  el  opÓMnlo  ds  Solun  «obre  este  Monto,  die  dnttnk*  Oaone 
•ría/r.— lieipzig,  1889.  I>sbo  al  Sr.  Hinojou  el  conooimisDto  de  e*le  follet 
caisn  lie  loa  libros  de  GiaTka, 

fS)     EtádopidiajuHdiea,  trad.  eap-,  Yol.  m,  g  3.°,  p4(.  Otí. 
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cepto  de  la  persona  era  absoluto,  indivisible  é  íntrasferíble^ 
j  de  aquí  que  la  voluntad  individual  y  la  general,  abstractas 
ambas,  se  oponían  una  á  otra;  mientras  que  en  la  concepción 
germánica  se  compenetran  orgánicamente.  La  persona  social, 
allí,  era^  no  sólo  ficticia,  sino  privada;  aquí,  real  y  pública,  to- 
mando diversas  forman,  que  estudia  Gierke  de  un  modo  muy 
interesante,  pero  que  no  es  este  lugar  de  exponer  (1). 

Sólo  se  debe  indicar  que  las  personalidades  6  vínculoÉfX  Ver- 
bánde)  nacidos  de  la  acción  consciente,  ofrecen  tres  tipos:  a)  la 
QenossencAa/ú,  en  que  la  voluntad  unitaria  surge  de  la  unión 
de  una  pluralidad  de  voluntades  individuales,  cuya  composi- 
ción y  mezcla  en  parte  engendra  á  aquélla;  í)  la  institución^  en 
donde  esa  voluntad  unitaria  viene  como  desde  fuera  á  implan- 
tarse, en  parte  también,  en  la  pluralidad:  en  este  grupo  inclu- 
ye á  las  fundaciones,  verdaderas  personas,  no  personificación 
de  simples  fines,  como  piensan  Savigny,  Puchta,  etc.,  ni  patri- 
monios destinados  á  dicho  objeto,  según  la  opinión  de  Mühlen- 
bruch,  Arndts  y  otros;  c)  mixtas^  v.  g.,  una  fundación  que 
nace  de  una  corporación,  ó  viceversa.  Sin  embargo,  en  sentir 
del  autor,  si  la  teoría  germánica  ha  alcanzado  á  construir  un 
derecho  social  opuesto  al  individualista,  y  cuyo  coronamiento 
es  ^1  derecho  político,  el  derecho  del  Estado  {das  Staaúsrecht), 
necesita  todavía  ser  completada  con  una  teoría  de  las  institu- 
ciones, qu^  según  se  acaba  de  ver,  forman  el  tipo  paralelo  á 
las  Qenossenschaften, 

(1)  Por  oierto  que  sn  modo  de  representarse  el  inoviiniento  de  oentralúa- 
elón  (y  diferenciación  al  par)  en  la  Iglesia  durante  la  Edad  Media  acaba  de 
hallar  cierta  conformidad  en  un  libro  reciente  de  otro  escritor,  el  Profesor 
L&ning,  de  HaUe,  bien  conocido  por  sns  estudios  acerca  del  Derecho  canónico 
da  los  primaros  siglos.  El  libro  versa  sobre  La  orgomizaeión  toeial  de  la  primt* 
^ha  eommUón  cristiana  (que  tal  ves  es  la  traducción  más  aproximada  del  titulo 
alemán:  die  Oemeindeoer/attwtg  den  Ürdirittentkum». — Halle,  1869).  Véase  la  crí- 
tica de  M.  Marignan  en  el  número  de  Diciembre  último  de  la  reyista  Le 
Mifyen  A^e, 

(Oímeiuirá.J 

Franclsco  Ginbb  de  los  Bíos. 
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Señobes  AoÁOÉBtíOos: 

Vuestro  recuerdo  de  mi  nombre  al  elevarme  por  primera 
Tez  á  esta  Presidencia,  movíame  el  año  pasado  á  expresaros 
profundísima  gratitud,  y  la  reelección  que  ahora  os  debo  la 
acrecienta  necesariamente  en  mucho,  demostrándome  con 
cuánta  benevolencia  habéis  juzgado  mis  pobres  y  no  siempre 
afortunados  esfuerzos  por  el  bien  y  prosperidad  de  esta  ilustre 
Academia. 

Nuestros  trabajos,  cuya  reseña  tan  discreta  y  elegante- 
mente ha  trazado  el  Sr.  Secretario  primero,  entiendo  han  res- 
pondido á  los  ñnes  que  esta  Corporación  debe  llenar,  dentro 
de  los  varios  organismos  y  procedimientos,  mediante  los  que 
la  vida  moral  del  país  se  desenvuelve,  y  va  creando  y  afir^ 
mando  ideas,  convicciones,  escuelas  y  aun  partidos  y  agrupa- 
ciones políticas  que,  en  evoluciones  cada  día  más  sosegadas, 
elaboran  el  progreso  social. 

Fué  carácter  predominante  en  vuestras  discusiones  y  ta- 
reas de  varías  formas,  el  enlace  inmediato  de  la  teoría  y  la 


(*)  Biacnrao  del  Excmo.  Sr.  D.  Franoisoo  Silvela,  Presidente  de  la  Boal 
Academia  de  Juríspradenoia  y  Legislaolón,  en  la  sesión  inaugural  del  curso 
de  1889'  k  1890,  celebrada  en  81  de  Octubre  de  1889. 
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«doctrina  con  la  yida  de  las  institaciones^  con  la  actaalidad  de 
los  problemas  jurídicos  que  al  país  preocupan  y  en  cuyas  so- 
luciones está  empeñado^  y  no  debéis,  en  mi  sentir^  abandonar 
en  lo  sucesivo  tal  pensamiento  y  criterio  para  el  empleo  de 
Yuestro  tiempo  y  labor  principal;  pues  no  sería  discreto  ni 
Ajustado  á  la  verdad  y  realidad  de  las  cosas  ver  en   esta  Aca- 
demia una  mera  escuela  de  la  palabra  como  instramento  ex- 
terno de  exposición  de  las  ideas,  ni  siquiera  un  exclusivo 
aprendizaje  del  razonamiento  ó  del  puro  ingenio,  en  el  cual  los 
principios  y  las  doctrinas  sean  como  los  prismas  de  yeso  donde 
los  estudiantes  de  arquitectura  ó  ingienería  cortan  modelos 
de  bóvedas  y  escaleras  imaginarias  que  se  arrinconan  ó  des- 
truyen al  concluir  cada  curso,  no;  superficial  observador  será 
quien  no  advierta  al  lado  de  ese  fin,  que  pudiéramos  llamar 
meramente  pedagógico,  una  preparación  en  los  juicios  y  con- 
vicciones de  la  juventud  como  elemento  activo  y  real  de  la 
opinión  pCiblica,  que,  por  caminos  breves,  lleva  su  influencia 
á  la  prensa,  á  la  legislación,  á  la  política,  apremia  para  con- 
ducir á  término  unas  ú  otras  reformas,  y  ocasiona  no  pocas 
veces  los  entusiasmos  irresistibles  ó  los  abandonos  definitivoi^, 
que  deciden  á  los  partidos  gobernantes  á  acoger  instituciones 
nuevas  en  sus  programas,  ó  á  olvidar  otras  que  días  antes  pa- 
recieron de  primera  necesidad. 

Hay  quien  estima  estas  influencias  de  nuestra  Academia 
sobre  las  generaciones  que  nacen  á  la  vida  pública  expuestas 
á  riesgos,  y  aun  fautoras  principales  de  daños  que  vulgar- 
mente se  lamentan,  ponderando  lo  prolijo  de  las  discusiones 
en  las  asambleas,  lo  generalizado  del  arte  oratorio  en  jefes  y 
soldados  de  toda  agrupación  parlamentaria,  que  hacen  tan 
lento  el  trabajo  legislativo,  y  dificultan  por  tan  vanados  ca- 
minos el  cumplimiento  de  los  programas  reformistas  y  reden- 
tores de  añejos  males;  creen  estos  observadores,  á  mi  enten- 
der liger98,  de  nuestro  organismo  y  medios  de  producción  le- 
gislativa y  parlamentaria,  que  se  habrían  logrado  seguras 
bienandanzas  si  se  consiguiera  hacer  silenciosa  á  la  jn ven- 

TOMO  76  >^  3 
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tad,  y  poco  menos  que  mudas  las  Asambleas  deliberantes,  de 
saerte  qae  cada  anualidad  Iegi6lati7a  diera  de  sí  hermoso 
montón  de  disposiciones  aderezadas  con  copiosos  artículos  y 
brillantes  títulos,  destinadas  á  dotar  de  crédito  á  los  agricul- 
tores empobrecidos,  de  actividad  é  inteligencia  á  los  munici- 
pios ignorantes  y  perezosos,  de  riegos  y  cultivos  á  comarcas 
sin  producción,  sin  capital  y  sin  tradiciones  agrícolas. 

Créanlo  así  en  buen  hora  los  que  todavía  tienen  fe  en  que 
las  Constituciones  y  las  leyes  producen  todos  los  resultados 
que  se  suponen  en  sus  epígrafes  y  preámbulos,  y  que  los  pro- 
yectistas han  imaginado  en  su  gabinete,  y  no  los  contrarios,  6 
los  más  inesperados  que  nadie  discurrió  al  elaborarlas  ó  discu- 
tirlas; pero  los  que  rendimos  culto  á  la  observación  y  al  mé> 
todo  positivo  en  las  ciencias  y  artes  de  la  sociología,  los  que 
no  nos  acercamos  sin  temor  y  respeto  casi  religioso  á  todo 
organismo  viviente  para  tocar  la  más  pequeña  de  sus  venas^ 
miraremos  siempre  como  un  bien  inmenso  todo  cuanto  con-^ 
duzca,  por  medios  suaves  y  naturales,  á  hacer  lento  y  pe- 
noso el  trabajo  de  las  Asambleas  legislativas,  prolija  y  difícil 
la  discusión  de  toda  reforma,  para  dar  lugar  á  que  los  en- 
tusiasmos inmotivados  y  ligeros  pasen,  las  ilusiones  se  desva- 
nezcan, y  las  falaces  galas  y  hojarascas  de  la  novedad  se  mar- 
chiten. 

Un  análisis  sereno  y  detenido  de  la  iniciativa  parlamenta- 
ria y  la  producción  legislativa  de  nuestras  Asambleas,  demos- 
trará algún  día  cuánto  debemos  bendecir  á  la  Divina  Providen- 
cia, que  ha  puesto  algún  contrapeso  á  la  impresionabilidad  de 
nuestras  afecciones,  á  la  individualidad  excesiva  de  nuestro 
espirita,  á  la  fe  cieg^  que  cada  cual  pone  en  los  planes  que  en 
cortos  ratos  de  ocio  ha  elaborado,  concediéndonos  esa  abundan* 
cia  de  palabra,  esa  prodigiosa  facilidad  de  discusión,  que  sir- 
ven de  un  modo  indirecto,  pero  maravilloso,  para  imponer  al- 
guna espera  y  madurez  á  los  atrevimientos  diarios  de  los  re- 
formistas inspirados  y  poderosos. 

¿Quién  de  vosotros  no  tendrá  en  su  memoria  el  recuerdo  de 
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leyes  y  reformas  presentadas  con  todo  el  aparato  de  sol  aciones 
definitivas  para  problemas  difíciles,  y  para  envejecidos  acha- 
qaes?  ¿qnién  no  ha  leído  con  desvío  6  presenciado  con  impa- 
ciencia sos  prolijos  debates  y  asentido  en  mayor  6  menor  medi- 
da á  las  lamentaciones  qne  la  facundia  de  los  oradores  snele 
despertar  en  la  opinión?  ¿y  cuántas  hay  de  ellas  qne,  una  vez 
aplicadas,  cuando  llega  la  hora  de  los  desencantos  y  las  amar- 
gas realidades,  nos  hacen  mirar  con  envidia  el  tiempo  en  que 
las  ponderadas  reformas  permanecían  en  el  estado  relativamen- 
te inofensivo  de  dictámenes,  votos  particulares,  enmiendas  y 
alusiones  personales? 

Educar  á  la  juventud  en  la  discusión,  fortificarla  en  las  na- 
turales aptitudes  de  nuestra  raza  para  la  oratoria  y  la  polémi- 
ca, amaestrarla  en  sus  salvadoras  dilaciones,  es  una  de  las 
obras  más  útiles  de  cuantas  en  la  preparación  política  de  las 
generaciones  nuevas  pueden  realizarse  en  España,  al  menos, 
ínterin  otras  dos  grandes  transformaciones  del  espíritu  nacio- 
nal y  de  las  condiciones  de  las  clases  gobernantes  no  nos 
ofrezcan  garantías  más  segaras  contra  los  excesos  innovado- 
res que  cada  programa  de  partido  ó  cada  hombre  público  de 
actividad  é  iniciativa  suele  lanzar  en  montón  al  convocarse 
nn  Parlamento. 

Pero  al  lado  de  esa  misión  educadora  de  un  elemento  im« 
portante  de  conservación  en  nuestras  costumbres  políticas,  tie- 
ne esta  Academia  inñnencia  indudable  sobre  la  opinión,  el 
juicio,  las  convicciones  y  los  propósitos  de  los  elementos  más 
activos,  estudiosos  y  preponderantes  de  las  nuevas  generacio- 
nes, y  es  un  deber  de  los  que  por  ellas  somos  llamados  á  pre- 
sidir sus  trabajos,  señalar  á  su  atención,  á  su  estudio  y  á  sus 
discusiones,  no  tanto  los  problemas  que  nos  parezcan  más 
hondos,  como  más  bien  aquellos  que  por  cualquier  motivo  es- 
tán propuestos  á  solución  inmediata  ó  movidos  á  contradicción 
de  actualidad,  y  en  los  que  las  impresiones  y  convencimientos 
de  los  que  van  á  llegar  á  la  vida  de  las  escuelas  militantes  y  á 
clasificarse  en  las  colectividades  y  asociaciones  que  preparan 
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y  Ueyan  á  cabo  las  alteraciones  en  la  legislación  'y  en  el  go- 
biernO}  han  de  tener  mayor  influjo. 

Esa  consideración  me  ha  movido  á  exponeros  alganas  re- 
flexiones prácticas  y  de  aplicación  más  ó  menos  inmediata  en 
nuestro  país^  acerca  del  alcance  que  nuestras  costumbres  po- 
líticas han  dado  á  la  ihmunidad  parlamentaria,  de  los  peligros 
y  daños  que  los  abusos  de  tal  privilegio  pudieran  llevar  consi- 
go y  de  las  reformas  que  convendría  preparar  en  su  ejercicio, 
sin  riesgo  de  altísimos  intereses  y  de  libertades  preciosas  ya 
adquiridas. 

No  pertenece  el  problema  de  las  inmunidades  parlamenta- 
rias al  orden  propiamente  científico  ó  filosófico  del  derecho 
político,  en  cuanto  no  es  de  aquellos  esenciales  y  permanentes 
que  constituyen  la  invariable  naturaleza  del  Estado,  indepen- 
dientemente de  las  influencias  del  tiempo  y  el  espacio:  lejos 
de  eso,  representa  una  aparente  contradicción  con  los  princi- 
pios generales  y  los  fines  del  Estado  y  de  los  poderes  públicos, 
examinados  en  la  pura  esfera  del  conocimiento;  pero  hasta  la 
saciedad  se  ha  repetido  en  los  tratados  de  Derecho  público  que 
la  vida  no  es  sólo  conociíniento,  sino  actividad;  que  no  se  go- 
biernan los  pueblos  examinando  principios  ni  criticando  he- 
chos, sino  aplicando  tales  estudios  á  las  necesidades  reales  y 
efectivas  de  la  práctica,  y  que  esto  constituye  el  arte  folüico^ 
aplicación  de  la  ciencia  á  la  vida  del  Estado  por  medio  de  he* 
chos  conformes  á  su  naturaleza. 

Al  arte  político  pertenece  de  lleno  esta  cuestión,  y  cuestio- 
nes de  arte  y  de  aplicación  á  la  vida  del  Estado,  y  apreciación 
exacta  de  su  naturaleza  y  de  sus  principales  organismos  en 
cada  momento  de  su  existencia  y  en  las  crisis  que  pueden 
afectarle,  son  todas  las  de  inmunidad,  puesto  que  el  principio 
verdaderamente  filosófico  y  de  puro  conocimiento,  de  igualdad 
ante  la  ley  y  de  sumisión  de  cada  ciudadano  á  la  jurisdicción 
propia  del  hecho  objeto  del  procedimiento,  se  quebranta  en 
mayor  ó  menor  medida,  según  se  estime  necesario  para  ase- 
gurar un  fin  superior,  como  lo  es  la  libertad  de  la  tribuna,  la 
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independencia  del  representante  del  país,  y  en  algunos  casos 
la  del  elector,  la  fiscalización  del  Poder  ejecutivo,  el  voto  y  la 
deliberación  expedita  de  las  Asambleas;  nos  encontramos,  por 
tanto,  con  un  principio  científico  afirmado  como  incontesta- 
ble por  el  puro  conocimiento,  como  es  la  igualdad  ante  la  ley, 
la  unidad  en  la  jurisdicción,  la  competencia  del  Juez  determi- 
nada en  absoluto  por  el  hecho;  y  con  un  privilegio  que  limita 
y  niega  esos  principios,  apoyado  en  una  poderosa  y  real  con- 
sideración de  vida,  cual  es  la  acción  del  Poder  ejecutivo  para 
cohibir,  limitar  ó  suprimir  la  intervención  ó  el  voto  de  los 
representantes  del  país,  con  un  fin  contrario  á  los  derechos  y 
libertades  de  los  representados;  y  así  planteada  la  cuestión,  no 
es  dudoso  que  la  progresión  científica  del  derecho  político  con- 
siste en  disminuir  el  privilegio,  con  la  precisa  condición  de 
que  esto  haya  de  lograrse  sin  daño  alguno  de  los  fines  supe- 
riores que  las  Asambleas  deliberantes  ó  representativas  rea- 
lizan. 

De  tal  stierte,  las  condiciones  históricas  del  Estado,  y  sin- 
gularmente del  Poder  ejecutivo,  exigen  la  existencia  de  las  in- 
munidades parlamentarias,  que  éstas  se  man tieaen  en  forma  y 
límites  por  extremo  análogos  en  cuantas  Constituciones  y 
pueblos  existen  Asambleas  deliberantes  con  representación,  en 
mayor  ó  menor  medida,  de  la  Nación  é  intervención  del  pue- 
blo en  el  Gobierno. 

Las  más  diversas  formas  del  Poder  ejecutivo,  ó  de  las  ins- 
titociones  que  directamente  lo  representan,  las  más  varias  or- 
ganizaciones de  la  administración  de  justicia,  subsisten  en  las 
leyes  fundamentales  de  todos  los  pueblos  europeos  y  america- 
nos con  la  inmunidad  parlamentaria. 

La  Constitución  meramente  representativa  del  Imperio  ale 
man  reconoce  á  los  miembros  del  Reichstag  la  inviolabilidad 
absoluta  para  sus  votos  y  opiniones  emitidos  en  el  ejercicio  de 
su  cargo,  sin  que  pueda  exigírseles  responsabilidad  alguna 
judicial  ni  disciplinaria,  y  es  precisa  la  autorización  de  las 
Asambleas  para  que  sus  miembros  puedan  ser  perseguidos  6 
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detenidos  durante  el  período  de  sus  sesiones,  no  sólo  por  can- 
sa de  delito,  sino  por  deudas,  sin  otra  excepción  que  la  de  ser 
sorprendidos  iti  fraganti  ó  dentro  del  dia  sigiíiente  al  de  la 
perpetración  del  hecho,*  y  aun  en  los  procesos  incoados  con 
anterioridad  á  la  elección  del  Diputado,  puede  la  Cámara  sos- 
pender  el  procedimiento  y  alzar  la  prisión  ó  detención  del  pre- 
sunto reo. 

Análogos  privilegios  se  reconocen  en  los  varios  Estados  del 
Imperio  alemán,  que  conservan,  con  escasas  modiñcaciones, 
sus  leyes  constitucionales  tal  como  las  sancionó  el  pacto  fede- 
ral de  1867  y  las  reconoció  de  nuevo  la  carta  imperial  de  1871 
después  de  la  solemne  proclamación  del  Emperador  en  el  pa- 
lacio de  Yersalles.  La  Baviera,  la  Prusia,  la  Sajonia,  los  Du- 
cados todos,  reproducen  iguales  privilegios  en  sus  Constitucio- 
nes, y  lo  mismo  Inglaterra  que  Turquía,  cuando  han  creído 
que  debían  escribir  una  Constitución  política,  han  mantenido 
el  privilegio  y  la  excepción  para  los  representantes  del  país, 
demostrando  esta  sola  circunstancia  lo  esencial  de  su  concep- 
to dentro  de  todo  organismo  político  que  contenga,  con^mayor 
ó  menor  desarrollo,  \in  principio  de  representación  ó  de  inter- 
vención popular  en  la  dirección  de  los  negocios  públicos. 

La  Constitución  inglesa  ha  sido  modelo  difícil  en  este  im- 
portante extremo  de  las  legislaciones  políticas,  pues,  más  aún 
que  en  otros,  es  complejo  y  singular  su  mecanismo  de  privile- 
gios, jurisdicciones,  prácticas  y  arbitrios,  por  los  que  han  lle- 
gado á  garantir  la  libertad  é  independencia  del  Parlamento, 
sin  daño  grave  de  los  principios  esenciales  del  poder  y  del  or- 
den público.  La  omnipotencia  de  su  Parlamento,  con  tantas 
fórmulas  solemnes  y  populares  proclamada  por  los  escritores  y 
comentaristas,  desde  Hale  y  Burleigh  hasta  Biasckstone  y  De 
Lolme,  no  ha  llegado,  sin  embargt),  á  vencer  por  completo  la 
independencia  del  Poder  judicial,  y  aún  se  mantienen  por  May, 
en  su  libro  sobre  el  Parlamento,  como  conflictos  nó  resueltos, 
las  declaraciones  de  los  jueces  Litledale,  Paterson  y  Coledri- 
ge,  según  las  que  la  Cámara  de  los  Comunes  no  puede  decía- 


LA   INMUNIDAD  PABLAHENTABIA  39 

-rar  cuáles  son  sus  privilegios,  y  corresponde  á  los  Tribunales 
decidir  de  su  existencia  y  alcance;  los  actos  ilegales  que  la  Cá- 
mara ordene  no  deben  ser  ejecutados^  y  si  ella  en  sí  y  sus 
miembros  son  iuTÍolables,  todos  los  fancionarios  que  les  obe- 
dezcan y  ayuden  á  ejecutar  el  acto  ilegal,  pueden  ser  perse- 
guidos civil  y  criminalmente;  dando  ocasión  principios  tan 
contradictorios  á  los  memorables  conflictos,  cada  día  más  ra- 
ros, entre  las  Cámaras,  el  Banco  do  la  Reina,  y  los  mismos 
jueces  y  sherifes  de  los  Condados,  en  los  que  se  han  avenido 
á  veces  los  Comunes  á  pagar  costas  y  multas,  y  otras  han  he- 
cho prender  á  los  Magistrados  y  restituir  cantidades  mandadas 
entregar  por  los  Tribunales  de  justicia,  especialmente  en  los 
procesos  de  prensa  por  injurias  al  Parlamento  ó  por  relación 
inexacta  de  sus  sesiones. 

Distingüese,  en  este  como  en  todos  los  principales  organis- 
mos del  pueblo  inglés,  la  falta  de  reglas  absolutas  y  la  cons- 
tante subordinación  del  privilegio  á  las  exigencias  de  cada  caso^ 
en  el  que  circunstancias  del  hecho  ó  estados  de  la  opinión 
exijan  ó  recomienden  una  desviación  ó  suspensión  de  la  regla 
general;  ni  siquiera  los  discursos  y  opiniones  de  los  miembros 
del  Parlamento  alcanzan  esa  libertad  incondicional  que  todas 
las  Constituciones  del  Continente  proclaman^  y  si  bien  en  la 
práctica  no  cede  ciertamente  en  libertad  su  tribuna  á  las  de 
otros  países  constitucionales,  en  sus  precedentes  e^'tí  la  facul- 
tad de  perseguir  y  condenar  en  justicia  discursos  pronunciados 
en  la  Cámara,  si  son  impresos  y  publicados  en  los  periódicos  ú 
hojas  sueltas,  y  ninguna  resolución  ha  venido  á  debilitar  el 
precedente,  ya  algo  antiguo,  del  proceso  de  Mr.  Creausuy,  que 
•habiendo  hecho  insertar  en  un  periódico  de  Londres  un  dis- 
curso en  el  que  se  contenían  injurias  á  una  persona,  fué  con- 
denado por  tidelo  á  pagar  la  multa  de  100  libras,  sin  que  para 
ello  se  pidiese  autorización  á  la  Cámara;  el  Banco  del  Bey 
desestimó  la  apelación  del  Diputado,  y  los  Comunes  declararon 
que  no  había  en  tal  condena  infracción  de  sus  privilegios. 
Becien  tómente^  en  las  ardientes  luchas  á  que  han  dado  lu- 
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gar  las  caestiones  agrarias  7  las  aspiraciones  del  partido  ir— 
landés,  ha  brillado  una  vez  más  el  espirita  de  gobierno,  el  sea- 
tido  de  la  realidad  y  la  jasta  apreciación  de  los  medios  legíti- 
mos y  necesarios  de  defensa  del  poder  constituido  qae  se  reve- 
lan en  aquel  pueblo  admirable  en  sus  grandes  crisis,  7  no  han 
sido  obstáculo  las  inmunidades  parlamentarias  para  que  laa 
transgresiones  de  la  ley  .en  la  mera  propaganda  de  ideales  y 
programas  se  persigan  y  se  penen  y  se  ejecuten  las  senten- 
cias en  los  miembros  del  Parlamento,  sin  que  el  país  ni  las- 
coIectÍTÍdades  que  persiguen  obstinadamente  sus  propósitos 
crean  amenazadas  las  libertades  públicas,  ni  la  acción  des- 
embarazada y  segura  de  sus  facultades  y  recursos  para  con- 
quistar la  opinión,  y  obtener  en  su  día  el  triunfo  de  sus  solu- 
ciones ó  la  transacción  Tentajosa  con  sus  adversarios. 

Bien  es  verdad  que  tales  frutos  no  se  logran  ni  cabe  espe- 
rarlos por  medio  de  leyes  aisladas  que  vengan  á  amenguar  in- 
munidades: nacen  de  prestigios  y  de  costumbres  que  se  envi- 
dian  más  fácilmente  que  se  copian  ó  se  imitan;  pero  siempre 
convendrá  que  los  hombres  de  gobierno  de  todos  los  pueblos  y 
los  que  aspiren  á  serlo  fijen  su  atención  yi mediten  sobre  la 
sencilla  enseñanza  que  se  desprende  de  ese  consentimiento 
del  Parlamento  y  del  País  al  castigo  de  las  transgresiones  áe 
la  ley,  sea  la  que  quiera  la  jerarquía  y  la  investidura  del  que 
las  cometa;  no  les  inspira  seguramente,  para  la  severidad  de 
la  represión  legal,  la  inmediata  necesidad  de  una  defensa  ma- 
terial; no  son  los  castigados  enemigos  á  quienes  importa  ven- 
cer para  no  ser  vencido  por  ellos:  la  desproporción  entre  sus 
agresiones  y  la  fuerza  del  poder  á  quien  combaten  es  tan 
grande  en  la  realidad  como  notoria  para  todos,  pero  no  se  creen 
por  esto  autorizados  á  debilitar  el  principio  de  obediencia  y  dé 
sumisión  ala  ley  cuando  el  delito  es  claro,  y  un  Tribunal,  ro- 
deado del  público  respeto  por  su  independencia,  lo  persigne  y 
pena:  son  poderosos  prudentes,  y  si  se  quiere,  hasta  tímidos,, 
de  que  la  rebelión,  desdeñada  hoy  en  el  más  alto,  tenga  su 
eco,  lejano  quizá,  pero  multiplicado  en  los  más  humildes;  son 
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avaros  del  preatigio  de  la  ley,  que  sólo  se  logra  con  el  respe- 
to de  todos  los  días,  y  qnizá  son  avaros  por  que  entiendan  que 
ese  es  el  camino  más  segoro  para  no  ser  pródigos  de  las  ar- 
bitrariedades y  dictaduras  que  el  desorden  y  la  indisciplina 
suelen  traer  á  la  larga  consigo. 

Nuestra  primera  Constitución  política  y  el  reglamento 
que  para  el  régimen  interior  de  las  Cortes  aprobaron  éstas 
en  1810,  dieron  á  la  inmunidad  del  Diputado  mayor  extensión 
legal  de  la  que  hoy  tiene,  puesto  que,  á  más  de  la  inviolabili* 
dad  por  sus  opiniones  y  dictámenes,  establecía  el  art.  5.^  del 
expresado  reglamento,  que  precedió  á  la  Constitución  política 
de  1812,  que  ninguna  Autoridad,  de  cualquier  clase  que  fue* 
ra,  podría  entender  ó  proceder  contra  los  Diputados  por  sus 
Iratos  y  particulares  acciones  durante  el  tiempo  de  su  encar- 
ga y  un  año  después  de  concluido;  y  en  los  siguientes  artícu- 
los se  disponía  que  las  quejas  y  acusaciones  contra  cualquier 
Dipfitado  se  presentaran  por  escrito  á  las  Cortes,  y  mientras 
se  deliberara  sobre  ello,  se  retiraría  el  Diputado  interesado  de 
la  sala  de  sesiones,  y  para  volver  esperaría  orden  de  las  Cor- 
tes, y  cuando  se  hubiera  de  proceder  civil  ó  criminalmente  de 
oñcio  ó  á  instancia  de  parte  contra  él,  se  nombraría  por  las 
Cortee  un  Tribunal  que,  con  arreglo  á  derecho,  sustanciara  y 
determinara  la  causa,  consultando  á  las  Cortes  la  sentencia  an- 
tes de  su  ejecución.  El  artículo  constitucional  estableció  que 
durante  las  sesiones  de  las  Cortes  y  un  mes  después,  los  Dipu- 
tados no  pudieran  ser  demandados  civilmente  ni  ejecutados 
por  deudas.  Quedaba  de  esta  snerte  el  representante  del  país 
sustraído  á  la  acción  del  Poder  judicial  en  todas  sus  esferas; 
la  querella  contra  él  había  de  ser  producida,  lo  mismo  en  la 
civil  que  en  lo  criminal,  ante  sus  Pares,  ellos  delegaban  su& 
facultades  de  juzgar  en  nna  especie  de  comisión,  impropia^ 
mente  llamada  Tribunal,  puesto  que  su  sentencia  era  una 
mera  propuesta  que  la  Asamblea  había  de  aprobar,  ya  fuera 
causa,  pleito,  delito  ó  deuda  lo  que  al  Diputado  se  reclamara. 

Privilegio,  en  verdad,  extraordinario,  especialmente  en  lo 
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relativo  á  las  acciones  de  carácter  civil,  que  es  espresidn  del 
«ntasiasmo  que  les  poseía  en  pro  de  la  alta  investídara  de  la 
representación  del  pueblo  y  que  se  ha  borrado  en  todas  las 
Constituciones  posteriores,  como  los  qne  inmediatamente  le 
seguían  en  el  Código  inmortal  de  Cádiz,  prohibiendo  á  los  Di- 
putados, durante  el  tiempo  de  su  mandato  y  un  año  después 
del  último  acto  de  sus  funciones,  obtener  para  sí,  ni  solicitar 
para  oirOy  empleo,  ascenso,  pensión  ó  condecoracióa  alguna 
de  provisión  real. 

Las  Constituciones  del  37,  el  45  y  el  69  redujeron  la  inmu- 
nidad á  los  procesos  criminales,  reconociendo  todas  por  igual 
la  inviolabilidad  inseparable  de  la  libertad,  constantemente 
mantenida,  de  nuestra  tribuna,  nunca  desconocida  por  los  Go- 
biernos, y  muy  respetada  también,  conviene  repetirlo  en  justa 
vanagloria  de  nuestras  costumbres  políticas,  por  el  pueblo, 
aun  en  sus  momentos  de  grandes  fiebres  revolucionarías,  y 
por  las  mayorías  en  épocas  de  pasiones  ardientes,  y  limitando 
las  garantías  á  la  autorización  para  continuar  el  procedimien- 
to contra  el  Senador  ó  Diputado,  que  ha  de  otorgar  el  respecti- 
vo Cuerpo  cuando  se  reúna. 

La  Constitución  de  1876  añadió  un  precepto  más,  que  si- 
gue sin  cumplirse,  sin  duda  por  falta  de  una  ley  orgánica  que 
lo  desenvuelva;  tal  es  la  atribución  á  la  competencia  del  Tri- 
bunal Supremo  de  las  causas  criminales  contra  los  Senadores 
y  los  Diputados  en  los  casos  y  en  la  forma  que  determínala 
ley. 

Era  ocasión  propia  para  cumplir  esa  importante  promesa 
constitucional,  la  publicación  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  que 
no  olvidó  ciertamente  lo  que  al  privilegio  personal  de  Senado- 
res y  Diputados  toca;  pero  haciendo  caso  omiso  de  la  especia- 
lidad  del  Tribunal,  que  el  art.  47  de  la  Constitución  vigente 
preceptúa,  antes  bien  parece  redactada  con  propósito,  ya  pue* 
de  decirse  logrado,  de  que  nadie  recuerde  que  tal  precepto  de 
la  ley  fundamental,  que  afecta  á  derechos  tan  considerables, 
existe. 
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En  efecto,  el  título  1.**  del  libro  IV  de  la  ley  de  Eujuicía- 
miento  criminal,  que  trata  del  modo  de  proceder  caando  fae- 
re  procesado  un  Senador  ó  un  Diputado  á  Cortes,  no  denuncia 
la  existencia  en  nuestra  Constitución  de  un  precepto  tan  ex- 
plícito como  el  que  atribuye  al  Tribunal  Supremo  todas  esas 
cansas;  los  artículos  750  y  752  hablan  del  Jwz  ó  Tribunal  que 
encuentren  méritos  para  procesar  á  un  Senador  ó  Diputado  á 
Cortes  por  causa  de  delito,  como  si  no  hubiese  querido  el  le- 
gislador,  en  ese  Código  del  Enjuiciamiento,  resolver  la  cues- 
tión de  si  los  representantes  del  país  deben  estar  sometidos  á 
ana  ú  otra  jerarquía  jurídica  en  sus  procesos. 

¿Qué  motivos  pudo  tener  aquella  ley  para  abstenerse  de  re> 
solver  cuestión  de  tanta  importancia,  teórica  cuando  menos? 
No  he  alcanzado  á  descubrirlo;  nada  dice  en  su  preámbulo; 
nada  he  visto  indicado  en  los  escasos  comentarios  á  que  ha 
dado  lugar;  pero  en  verdad  que,  si  no  una  razón  de  ^sa  deñ- 
ciencia,  al  menos  una  explicación  sí  creo  haberla  hallado. 

En  22  de  Diciembre  de  1872  se  publicó  una  ley  de  Enjuicia- 
miento criminal,  bajo  el  imperio  de  la  Constitución  de  1869, 
que  no  establecía  la  competencia  especial  del  Tribunal  Supre- 
mo para  el  conocimiento  de  los  delitos  imputados  á  los  repre* 
sentantes  del  país,  y  en  aquella  ley  se  escribió  un  capítulo  1.^ 
-del  tít.  12  acercisk  del  modo  de  proceder  cuando  fuere  procesa- 
sado  un  Senador  ó  Diputado  á  Cortes,  y  en  los  artículos  del  491 
al  497  se  desenvolvió  con  algún  detenimiento  el  precepto  cons- 
titucional en  cuanto  á  los  delitos  infraganti^  las  comunicacio- 
nes al  Cuerpo  Colegislador  á  que  pertenezca  el  detenido,  según 
estén  ó  no  abiertas  las  sesiones,  la  suspensión  del  procedimien- 
to, el  suplicatorio,  los  documentos  que  con  él  deberían  remitir- 
se; aquella  fué  la  primera  vez  que  se  estudió  y  se  razonó  sobre 
esa  cuestión  de  procedimiento,  y  que  el  vago  precepto  de  las 
SQcesivas  Constituciones  políticas  obtuvo  su  desarrollo  y  com- 
plemento en  una  ley  orgánica,  y  aquella  fué  también  la  última, 
pues  en  la  Compilación  general  de  las  disposiciones  vigentes 
sobre  el  Enjuiciamiento  criminal,  formada  en  virtud  de  la  au> 
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torizaciÓQ  concedida  por  la  ley  de  30  de  Diciembre  de  1878,  se 
transcribieron  literalmente  los  siete  artículos  que  conetitaían 
el  capítulo  antes  mencionado,  con  su  propio  epígrafe:  Del  modo 
de  proceder  cuando  fuese  procesado  un  Senador  ó  Diputado  d 
Cortes^  sin  alterar  punto  ni  coma  de  sns  disposiciones  y  sin  más 
que  la  precisa  yariación  en  el  número  de  orden  del  articalado, 
y  sin  duda  nadie  se  acordó  de  que  habíamos  cambiado  de 
Constitución  política,  y  que  la  novísima  había  otorgado  un  pri- 
vilegio nuevo  y  valioso  á  los  miembros  de  ambas  Cámaras  qne 
tuvieran  que  sufrir  persecución  de  la  justicia,  del  que,  en  el  ré- 
gimen anterior,  disfrutaban  tan  sólo  los  Presidentes  del  Con- 
greso y  del  Senado. 

Anduvieron  los  tiempos,  y  anduvieron  mucho  más  que  ellos 
nuestras  reformas  jurídicas:  por  la  Beal  orden  de  22  de  Junio 
de  1882  se  publicaron  las  leyes  autorizando  al  Grobierno  para 
que  la  Comisión  general  de  Codificación  redactara  y  publicara 
una  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  y  para  que  procediese  al 
establecimiento  de  los  Tribunales  colegiados  y  del  juicio  oral 
y  público  en  las  causas  criminales,  y  la  ejecución  de  esas  dos 
leyes  presuponía  un  nuevo  Código  de  Enjuiciamiento  penal  y 
una  modificación  profunda  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial 
de  1870.  Así  se  hizo,  tomando  por  base  la  Compilación  general 
de  16  de  Octubre  diB  1879,  y  con  razón  se  dice  en  su  notable 
preámbulo  que  «eran  tan  radicales  las  reformas  introducidas, 
que  bien* podía  pasar  por  un  Código  completamente  nuevo  y 
de  carácter  tan  liberal  y  progresivo  como  el  más  adelantado 
de  los  Códigos  de  procedimiento  criminal  del  continente  en- 
ropeo.;^ 

Pero  de  esas?  reformas  radicales  no  beneficiaron  los  Diputa* 
dos  y  Senadores  en  este  nuevo  Código;  los  mismos  siete  artícu- 
los escritos  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  del  72,  qne  mudaron  de 
námero  en  la  Compilación  del  79,  volvieron  á  igual  mudanza 
en  la  ley  vigente  y  con  el  ptopio  epígrafe:  Del  modo  de  proceder 
cuando  fuese  procesado  un  Senador  ó  Diputado  i  Cortes;  se  ins* 
talaron  entre  los  números  749  y  757,  y  allí  siguen.  Alguna  li- 
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^ra  YBriación  en  el  uso  de  los  sübjuntÍYOS  es  lo  único  que  he- 
mos notado  al  confrontar  los  textos  del  72  j  del  82,  escritos 
bajo  el  imperio  de  un  precepto  constitucional  tan  diferente,  y 
todo  nos  induce  á  creer  que  un  nueyo  olvido  del  artículo  de  la 
Gonstituci(^n  ha  sido  la  causa  de  .quedar  sin  legislación  clara 
ese  punto.  Ningún  periodista  ignora  los  daños  y  estragos  que  la 
redacción,  vulgarmente  llamada  de  tijera,  ocasiona  á  veces  en 
los  diarios  mejor  confeccionados;  de  qué  suerte  el  menor  des- 
cuido ó  inadvertencia  en  tan  socorrido  recurso^  ocasiona  á  ve- 
ces disgustos  y  asombros  en  los  lectores  habituales^  y  sabrosas 
críticas  de  los  colegas  poco  caritativos;  y  algo  de  ese  mal,  pro- 
pio de  la  rapidez  con  que  se  lleva  la  vida,  aun  en  las  regiones 
elevadas  en  queso  confeccionan  los  proyectos  de  ley,  se  nota 
en  los  monumentos  legislativos  contemporáneos,  y  después  de 
bien  estudiado  este  punto,  yo  no  creo  que  el  silencio  de  la 
Compilación  de  1879  y  de  la  ley  vigente  tenga  explicación 
más  honda. 

Surgen  de  esa  omisión  algunas  dudas  sobre  las  que  me  per- 
mito llamar  vuestra  atención,  pues  si  bien  los  procesos  contra 
Senadores  y  Diputados,  por  un  conjunto  de  circunstancias  para 
todos  notorias,  no  llegan  á  constituir  entre  nosotros  serias  pre- 
ocupaciones ni  graves  dificultades  prácticas,  no  me  parece  im- 
propio de  las  investigaciones  de  la  juventud  estudiosa,  tanto 
el  propósito  de  que  en  tal  materia  se  consigan  reformas  en 
nuestras  costumbres  políticas,  como  la  legítima  aspiración  de 
que  quede  bien  claro  este  punto,  que  con  alguna  estrañeza 
oirán  las  gentes  que  es  muy  dudoso  en  nuestra  legislación  pro- 
cesal. ¿Cuál  es  el  Tribunal  al  que  están  sometidos  en  España 
los  Diputados  y  los  Senadores  para  el  conociifiiento  de  los  de- 
litos que  cometan  durante  el  tiempo  en  quo  conserven  esa  io- 
vestidnra? 

No  desconozco  que  la  práctica  ha  puQsto  al  precepto  de  la 
Constitución  de  1876  tan  en  olvido,  como  las  leyes  de  Enjui- 
ciamiento criminal  publicadas  bajo  su  imperio,  y  que  son  va- 
rios ios  procesos  instruidos  por  los  Jueces,  seguidos  ante  las 
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Áadienciaa^  y  ana  alguno  ultimado  ante  el  Tribunal  Sapremo^ 
sia  que  tal  cuestión  de  competencia  se  haya  planteado;  pero 
examinando  los  textos  y  su  natural  alcance  y  sentido,  estudian- 
do la  analogía  en  su  aplicación  con  otros  casos,  yo  no  puedo 
menos  de  inclinarme  á  la  opinión  de  que  la  recta  inteligencia 
de  la  Constitución  exige  que  sea  únicamente  el  Tribanal  Su» 
premo  el  que  conozca  de  tales  procesos. 

El  artículo  constitucional  es  preceptivo:  el  Tribunal  Supre- 
mo, dice,  conocerá  de  las  causas  criminales  contra  los  Senado- 
res y  Diputados  en  los  casos  y  en  la  forma  que  determine  la 
ley;  y  siendo  este  un  beneficio,  una  disposición  favorable  á  los 
presuntos  reos,  no  hay  duda  que  la  interpretación  debe  ser  ex- 
tensiva, y  que  cualquier  duda  en  la  competencia  debe  resolver- 
se en  el  sentido  de  favorecerlos  con  un  Tribunal  de  mayor  au- 
toridad y  jerarquía,  con  un  procedimiento  más  breve  y  á  la  par 
más  solemne. 

No  es  dudoso  que  los  Presidentes  del  Senado  y  Congreso 
sólo  por  el  Tribunal  Supremo  pueden  ser  juzgados,  puesto  que 
el  art.  284  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial  les  otorgó  ese 
privilegio  y  no  ha  sido  después  derogado  ni  modificado. 

¿Y  acaso  lo  que  la  ley  orgánica  de  1870  pudo  hacer,  escri* 
hiendo  un  renglón  en  que  sometía  á  esas  dos  dignidades  parla» 
mentarías  al  Tribunal  Supremo,  no  alcanza  á  hacerlo  la  Cons- 
titución de  la  Monarquía,  escribiendo  eso  mismo  en  favor  de 
los  demás  Senadores  y  Diputados?  ¿Qué  ha  hecho  la  Constitu- 
ción sino  extender  el  beneficio  de  que  disfrutaban  los  Presi- 
dentes de  ambos  Cuerpos  á  todos  los  miembros  que  los  forman? 

Cierto  es  que  la  Constitución  añade:  «en  los  casos  y  en  la 
forma  que  determine  la  ley»;  pero  la  ley  se  ha  dictado,  el  En- 
juiciamiento criminal  ha  sido  definitivamente  organizado  coa 
posterioridad  al  precepto  constitucional,  y  nada  absolutamente 
impide  que  el  Tribunal  Supremo  sustancie  enjuicio  oral  y  pú- 
blico las  causas  contra  los  Diputados  y  Senadores,  exactamen-^ 
te  lo  mismo  que  las  sustanciaría  si  se  incoaran  contra  alguno 
de  los  Presidentes  de  ambas  Cámaras;  todos  los  preceptos  qae 
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86  contienen  en  el  tit.  1.^  del  libro  IV  de  la  ley  vigente,  que 
trata  de  los  procedimientos  especiales,  paeden  aplicarse  y  se 
aplican  sin  la  meaor  diñcaltad  al  Tríbanal  Sapremo;  es  sega* 
ro  qae  si  se  tratara  de  llenar  ese  vacío  y  de  dar  solacíón  á  esta 
dada  en  que  me  ocapo,  nada  habría  qne  añadir  ni  quitar  á  saa 
disposiciones;  todas  ellas  contienen  la  disyuntiva  del  Juez  (S 
Tribunal  que  procesen  al  Senador  6  Diputado,  como  si  no  que- 
dara otra  cosa  por  hacer  que  señalar  el  Tribunal  6  el  Juez  á 
quien  la  competencia  corresponda. 

Ahora  bien:  ¿puede  negarse  á  la  Constitución  de  la  Monar* 
quía  autoridad  para  hacer  ese  señalamiento? 

¿No  podría  mañana  una  ley  electoral,  ó  municipal,  ó  de  re- 
laciones internacionales  referentes  al  derecho  privado,  ampliar 
la  competencia  del  Tribunal  Supremo  á  casos  nuevos  no  deñ- 
nídos  en  el  capítulo  e.""  del  tít.  6.°  de  la  ley  de  1870?  Eviden- 
temente que  sí;  y  mientras  en  la  ley  hubiese  procedimientos 
adecuados  para  que  el  Tribunal  conociera  del  asunto,  á  nadie 
le  ocurriría  negarle  su  competencia  sólo  porque  el  citado  capí* 
tulo  6.^  de  la  ley  orgánica  no  hubiese  sido  objeto  directo  y  es- 
pecial de  la  reforma;  y  eso  mismo,  hecho  por  la  Constitución 
de  la  Monarquía,  ¿uo  ha  de  tener  eficacia? 

Es  más:  la  ley  orgánica  que  determinase  ahora  la  compe* 
tencia  exclusiva  del  Tribunal  Supremo  para  conocer  de  los 
procesos  á  Senadores  y  Diputados,  vendría  á  decir,  poco  más 
6  menos,  lo  siguiente:  «el  art.  47  de  la  Constitución,  que  pre- 
viene que  el  Tribunal  Supremo  conozca  de  las  causas  crimina- 
les contra  Senadores  y  Diputados,  se  empezará  á  obedecer  y 
cumplir  desde  la  publicación  de  esta  ley»;  y  esto  es,  con  las 
propias  palabras,  lo  que  la  misma  Constitución  manda  á  todos 
los  Tribnnales,  Justicias,  Jefes,  Grobernadores  y  demás  Auto- 
ridades,  así  civiles  como  militares  y  eclesiásticas,  en  su  ultimo- 
artículo. 

Pero  de  todas  suertes,  si  esa  cuestión  de  competencia  se  de- 
cidiese por  los  Tribunales  de  justicia,  que  son  los  únicos  con 
autoridad  para  ello,  en  el  sentido  que  la  práctica  viene  acep* 
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tando,  y  se  declarase  que  el  precepto  constitucional  está  por 
cumplir,  7  que  los  Senadores  y  Diputados,  á  quienes  la  Constí- 
tucidn  da  un  Tribunal  tan  alto,  no  pueden  acudir  á  ¿1  sido  en 
casación,  como  los  demás  ciudadanos,  por  falta  de  ona  ley  or- 
gánica,  ó  por  mejor  decir,  por  el  olvido  de  las  que  se  han  dic- 
tado sobre  la  materia  con  posterioridad  al  30  de  Junio  de  1876, 
es  de  notoria  urgencia  que  eso  se  declare,  si  no  ciertamente 
porque  los  Senadores  y  Diputados  sean  víctimas  de  muy  crue- 
les persecuciones  por  parte  de  los  Jueces  de  intrucción,  al 
menos  para  que  salgamos  de  la  situación  legal,  que  ya  califi- 
qué antes  de  extraña,  de  que  no  se  sepa  á  punto  fijo  ante  qniéu 
«on  justiciables  los  representantes  del  país  en  España,  y  que 
se  pueda  afirmar,  si  algún  proceso  se  lleva  adelante  contra 
ellos,  que  será  legal  lo  que  por  los  Jueces  se  diligencie  y  por 
las  Audiencias  se  actúe,  pero  no  cabe  negar  que  será  incons- 
titucional, porque  Senadores  y  Diputados  tienen  declarado  por 
la  Constitución  su  fuero  de  no  ser  juzgados  sino  por  el  Tribu- 
nal Supremo  de  Justicia. 

Y  la  Constitución  de  1876  anduvo  discreta  y  previsora  al 
consignar  ese  beneficio,  tanto  para  establecer  una  razonable 
armonía  entre  los  derechos  y  consideraciones  reconocidos  á  los 
Consejeros  de  Estado,  Ministros  del  Tribunal  de  Cuentas,  Sub- 
secretarios, Directores,  Gobernadores  de  provincia,  Embaja- 
dores, Ministros  plenipotenciarios  y  Encargados  de  Negocios, 
y  las  que  merece  la  investidura  de  Senador  ó  de  Diputado, 
cuanto  por  facilitar,  en  lo  que  le  es  dado  á  la  ley,  la  deseada 
reforma  de  las  costumbres  políticas  en  el  sentido  de  que  la  in- 
munidad parlamentaria  no  se  convierta  en  una  impunidad,  como 
la  establecida  entre  nosotros,  con  un  amplio  y  generoso  espíri- 
tu de  imparcialidad  política,  es  verdad,  amparando  por  igual, 
y  salvas  bien  raras  excepciones,  mayorías  y  minorías  á  amigos 
y  á  adversarios,  pero  desnaturalizando  evidentemente  el  pon- 
Sarniento  y  elevados  propósitos  en  que  se  inspiró  esa  garantía. 

De  los  datos  que  ofrece  el  archivo  del  Congreso,  á  contar 
desde  1837,  resultan  159  autorizaciones  solicitadas  por  los  Tri- 
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banales  de  juaticia,  y  de  ellas  sólo  23  concedidas,  ñgarando 
entre  las  negadas  coantas  se  solicitaron  por  delitos  de  injaria, 
desacato  i  la  Aatorídad,  delitos  electorales,  responsabilidad  de 
•los  Gobernadores  por  detenciones  arbitrarias,  64  por  rebelión  y 
sedicióni  2  por  asesinato,  2  por  robo  de  cándales,  2  por  defran- 
dación  á  la  Hacienda,  4  por  daños  cansados  por  empresas  indas* 
tríales  y  2  por  qaebrantamiento  de  condena. 

No  es  dndoBO  qne  esa  aplicación  de  la  inmnnídad,  qne  las 
costambres  de  nuestras  clases,  políticas  han  hecho  llana  y  co- 
rriente, constitnye  un  abaso  de  los  que  la  opinión  señala  con 
más  insistencia  en  nuestro  régimen  parlamentario;  pero  no  es 
menos  cierto  que  no  podrá  reformarse  sin  un  común  asentí- 
miento,  pues  con  cierta  razón  se  resisten  todos  á  hacer  más 
irritante  la  desigualdad,  no  utilizando  unos  lo  que  han  apro- 
vechado ampliamente  los  qne  les  precedieron. 

Mas  importa  mucho  que  todos  paremos  mientes  en  esta 
aencilla  observación  de  moral  histórica,  qne  puede  comprobar- 
se con  memorables  ejemplos  y  crueles  enseñanzas.  Los  abusos 
debilitan  y  quebrantan  siempre  en  alguna  medida  las  institu- 
ciones que  los  cometen,  y  en  toda  ocasión  importa  evitarlos  ó 
corregirlos;  pero  son  singularmente  peligrosos  y  vitandos  en 
los  momentos  en  que  el  organismo  se  debilita  ó  decae,  hasta 
el  punto  de  que  nada  sirve  para  dar  una  idea  exacta  de  la 
fuerza  y  vitalidad  de  una  institución  como  el  inventario  y  aná- 
lisis de  los  abusos  que  soporta. 

Cuando  supersticiones,  prestigios,  glorias  tradicionales,  ro- 
dean á  un  organismo,  á  una  clase  social  ó  á  una  forma  del  Po- 
der público,  y  cuantos  viven  á  su  lado  la  tienen  en  su  concien- 
cia por  eterna  ó  irreemplazable,  los  mayores  extravíos,  las 
más  notorias  infracciones  de  la  ley  moral  pueden  pasar  sobre 
ellas  sin  mancharlas,  en  el  concepto  de  los  contemporáneos,  ni 
despertar  protestas,  inquietudes,  desvíos,  codicias  de  repara- 
ciones y  escarmientos;  pero  cuando  el  propio  organismo,  por 
suyas  ó  ajenas  culpas,  ó  por  influencia  de  evoluciones  superio- 
res á  él,  que  lo  debilitan,  pierde  aquellos  resplandores  y  pres- 
TOMO  76  4 
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tigíos,  y  empieza  á  penetrar  en  la  opinión  la  idea  de  su  trana^ 
formación  ó  su  reemplazo,  ¡ah!  entonces  para  conservar  y  pro- 
longar aqnella  vida  son  precisas  la  austeridad  y  la  higiene,  y 
suena  la  hora  en  que  his  genialidades  son  pecado  mortal,  y  los 
malos  hábitos  y  los  desarreglos,  antes  inofensiyos  é  inadverti- 
dos, verdaderos  suicidios;  y  ciego  será  quien  no  vea  que  esas 
horas  de  severidad  y  corrección,  que  ha  tiempo  sonaron  en  la 
historia  moderna  para  muchas  instituciones  del  antiguo  régi- 
men, se  acercan  á  paso  agigantado  para  las  instituciones  parla- 
mentarias, residenciadas  ahora  de  cerca  por  la  opinión  como 
no  lo  fueron  en  sus  principios. 

Esto,  no  obstante,  sería  desconocer  la  realidad  de  las  cosas, 
el  estado  de  los  diversos  organismos  que  con  esta  cnestión  po- 
lítica se  relacionan,  imaginar  que  es  posible  conseguir,  ni  que 
convendría  intentar  siquiera  ninguna  reforma  en  las  leyes  fun- 
damentales que  tocan  á  las  inmunidades  parlamentarias  en  la 
extensión  y  medida  legal  que  hoy  tienen;  sólo  puede  y  debe 
esperarse  el  remedio  de  los  abusos  que  la  opinión  censara,  da 
una  reforma  en  las  costumbres  y  procedimientos  de  gobierno, 
que  no  parece  tan  difícil,  puesto  que  no  se  trata  de  esas  cos- 
tumbres que  vician  los  organismos  de  todo  un  país  ó  de  parte 
considerable  de  un  pueblo,  enlazándose  con  la  vida  de  sus  mu- 
nicipios y  provincias,  y  formando  mallas  intrincadas,  en  las 
que  se  pierden  y  enredan  las  más  probadas  energías,  y  cuya 
reforma,  por  tanto,  exige  persistente  írégímen  y  prolongadas 
esperas:  no;  en  esta  materia  el  remedio  depende  de  la  resolu- 
ción y  del  convencimiento  de  unos  pocos;  y  cuando  el  buen 
efecto  en  la  opinión  ha  de  ser  tan  seguro,  y  el  lograrlo  pende 
de  tan  corto  número  de  voluntades  y  energías,  debemos  con- 
fiar en  conseguirlo,  si  no  nos  falta  el  auxilio  y  el  interés  de 
las  generaciones  que  llegan  á  la  vida  política  para  plantearlo 
y  apoyarlo. 

De  tal  suerte  estimo  preparadas  estas  soluciones,  que  sig- 
nifiquen un  cambio  de  criterio  en  la  manera  de  aplicar  los 
Parlamentos  sus  inmunidades,  entre  nosotros,  que  quizás  fuese 
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ocasión  propicia  y  Baficient^ara  solicitar  j  obtener  el  con- 
curso de  los  hombres  de  buena  voluntad  en  ese  sentido  la 
propuesta  y  aprobación  de  esa  ley  que  la  Constitución  de  1876 
ofreció  para  determinar  los  casos  y  forma  en  que  el  Supremo 
de  Justicia  conozca  de  los  delitos  que  puedan  cometer  los  Se- 
nadores y  Diputados  durante  el  tiempo  de  su  mandato.  La 
alta  y  merecida  respetabilidad  que  rodea  á  ese  Tribunal  entre 
nosotros  es  ya  poderosa  garantía,  que  movería^  tal  vez,  á  los 
jefes  de  las  diversas  parcialidades  á  respetar  su  libre  acción 
en  todo  caso  que  no  afectase  á  considerables  intereses  y  altos 
fines  relacionados  con  la  vida  parlamentaria. 

La  confianza  en  tal  jurisdicción  es  completa  para  todos,  su 
procedimiento  breve  y  rodeado  de  garantías  para  el  acusado, 
y  si  se  lograra  en  la  ley  orgánica  preparar  el  suplicatorio  de 
suerte  que  constituyeran  en  la  mayoría  de  los  caaos  una  ex- 
posición del  hecbo  y  sos  antecedentes,  bastante  á  que  las  Cá- 
maras y  la  opinión  páblica  formaran  juicio  acabado  de  la  ín- 
dole de  la  acusación  y  de  su  total  independencia  de  todo  mó- 
vil 6  alcance  político  que  la  hicieran  digna  del  ejercicio  de  la 
inmunidad^  es  de  creer  que  se  alcanzara  la  deseada  reforma. 
No  es,  en  verdad,  de  aquellas  eá  las  que  se  pueden  cifrar  es- 
peranzas de  regeneraciones  morales  ni  materiales,  ni  los  abu- 
sos  son  tales  que  su  prolongación  amenace  con  peligros,  ni 
los  beneficios  de  mayor  severidad  y  corrección   provocarían 
por  sí  solos  grandes  y  decisivos  entusiasmos;  pero  en  orden  á 
remediar  males  políticos,  vicios  de  un  régimen  establecido,  á 
mí  no  me  inspiran  confianza  sino  las  reformas  pequeñas,  las 
alteraciones  reducidas,  porque  son  las  únicas  que  dejan  el 
ánimo  tranquilo  de  que,  el  corto  bien  alcanzado  no  se  com- 
pensa y  paga  con  exceso  en  otros  daños  y  trastornos  del  or- 
ganismo, exclusivamente  debidos  á  la  medicina  enérgica  em- 
pleada. 

Añádase  á  esto  que  todo  progreso  moral,  toda  rectificación 
de  procedimiento  en  el  sentido  del  bien  y  de  la  justicia, 
cuando  se  realiza  por  los  humildes,  queda  á  menudo  perdido 
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p&m  los  ojos  de  los  hombrea  7  ae  doBvanece  como  la  g^ota  de 
agaa  evaporada  en  nn  pliegae  del  terreno,  Coya  traasfortiU' 
cí<}d  y  deetÍDO  sdlo  el  infiaíto  saber  de  Dios  puede  ae^nir;  pero 
enando  se  emprenden  y  ae  realizan  desde  lo  alto,  sía  las  in- 
poHÍciones  de  la  foerza,  ain  apremios  de  reivlndtcacionei 
trianñuiteB,  eatonces  esas  pequeñas  gotas  de  agua  del  bien, 
del  sacrificio,  ilaminadas  por  toda  saerte  de  resplandores, 
aparecen  como  perlas  y  brillantes  qae  satisfacen,  alientan  j 
regooüan  á  macboB. 

Fauíoucx)  Siltslá 


DE  LA  IRRETROACTIVIDAD  DE  LAS  LEYES  * 


CAPÍTULO   VIII 


I>X    LA   AUTOSIDAD  DB  LA  LXT  AKTIOÜA  Y  DI  LA  LET    VWSVAy 
BX8PBOTO  DB  LAS  OBLiaAOIONBS  Y  COSTBATOS. 


S94.  Atttorídad  de  la  ley  nneva  sobre  los  dereelios  que  nacen  de  las  obligacio- 
nes.— 296.  Cuestiones  de  derecho  transitorio  relativas  á  esta  materia. 

294.  £n  este  capítulo  nos  proponemos  examinar  cuál  sea 
la  autoridad^  tanto  de  la  ley  antigna  como  de  la  nneya,  con 
relación  á  los  derechos  que  tienen  por  objeto  una  prestación,  ó 
sea  el  cumplimiento  de  una  obligación. 

Los  derechos  que  traen  su  origen  de  un  acto  humano,  son 
los  que  con  preferencia  á  todos  los  demás  deben  ser  considera- 
dos como  derechos  adquiridos,  cuando  el  autor  de  tales  he- 
chos, de  los  cuales  proTÍenen  dichos  derechos,  no  puede  por 
su  sola  voluntad  destruir  ó  modificar  los  efectos  jurídicos  que 
son  consecuencia  de  los  mismos,  ni  las  obligaciones  que  de 

*  Véanse  las  p&gs.  601  del  tomo  68  de  BByiSTA;  17,  80  7  448  del  69;  St 
y  880  del  70;  479  del  72;  aaa,  661  y  601  del  78;  176,  886  7  464  del  74;  464  y  TOO 
del  76. 
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ellos  se  derivan  en  favor  de  otraa  distintas  personas;  de  modo, 
qae  dicha  relacidn  jarídica  forma,  por  decirlo  así,  un  títnlo 
irrevocable.  En  este  caso  se  encnentran  los  derechos  que  na- 
cen de  loa  cootratoB,  de  los  cnasi-contratos,  de  los  delitos  y  de 
los  cu  as  i -delitos. 

Gonstitoyendo  las  obligaciones  on  vínculo  jarídico  que 
crea  nna  relaci<}n  entre  dos  personas,  en  virtnd  de  la  qae  ona 
de  ellas  (que  ea  la  qne  viene  á  ser  acreedora)  pnede  exigir  de 
la  otra  (qne  se  coavíerte  en  deodora)  la  prestación  objeto  de 
la  misma,  y  no  pudiendo  nacer  este  vínculo  jorídico  más  que 
en  e¡  momento  en  que  tiene  lagar  el  concierto  de  ambas  vo- 
luntades, parece  desde  luego  que  todo  debe  depender  en  esta 
matoria  de  la  ley  bajo  cuyo  imperio  se  hubiere  llevado  á  cabo 
dicho  concierto,  y  por  lo  tanto,  no  pnede  existir  dnda  racional 
alguna  de  que  sobre  tal  relacidn  jurídica  no  debe  tener  autori- 
dad la  ley  posterior. 

Parece,  pues,  fuera  de  toda  controversia  la  regla  de  qne 
las  obligaciones  y  cnanto  concierne  á  sn  existencia,  an  validez 
y  sus  efectos,  deben  quedar  bajo  el  imperio  de  la  ley  qne  estu- 
viero  en  vigor  en  el  momento  en  que  la  obligadón  tuvo  su  ori- 
gen, y  que  no  pnede  aplicarse  la  ley  sueva  á  las  obligaciones 
nacidas  antes  de  ella,  sin  dar  á  la  misma  una  injusta  retroac- 
tiyidad. 

295.  Debemos,  no  obstante,  advertir  qne  pueden  suacitar- 
se  varias  dificultades  al  hacer  aplicación  de  dicha  regla,  á  pe- 
sar de  ser  tan  sencilla.  Basta  en  efecto,  ante  todo,  observar 
que  para  qne  pueda  nacer  el  derecho  á  la  prestacidn,  es  nece> 
sario  que  hayan  sido  totalmente  realizados  loa  actos  adquisiti- 
vos de  ese  derecho,  y  que  puede  bien  snceder  qne  antes  que 
esto  tenga  lagar  se  modifique  6  cambie  la  legislación  hasta 
entonces  vigente.  En  este  caso  ocnrre  naturalmente  la  dada 
de  si  habiendo  tenido  principio  dichos  actos  con  arreglo  á  nna 
legislación,  modificada  después  autos  de  quedar  terminadas 
todos  ellos,  deben  6  no  ser  sabordinadoa  los  actos  posteriores 
&  la  aatorídad  de  la  ley  antigua  ó  de  la  nueva. 
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Puede  darse  también  el  caso  de  qae  el  acto  adquisitivo 
puesto  por  completo  en  ejecación,  sea  después  suspendido  en 
cuanto  á  su  eficacia  respecto  á  la  adquisición  del  derecho,  por 
hallarse  subordinado  éste  á  un  suceso  6  hecho  que  no  depen- 
da de  la  voluntad  de  aquel  de  quien  proviene  el  referido  acto 
adquisitivo,  como  sucede  en  las  obligaciones  condicionales. 
Bu  este  supuesto  pueden  suscitarse  asimismo  dudas  acerca  do 
la  autoridad  que  deba  tener  la  ley  nueva  que  rija  al  tiempo  en 
que  se  realice  el  hecho  objeto  de  la  condición. 

Ig^aalmente  puede  ocurrir  que  el  acto  adquisitivo  llegue  á 
Terificarse  bajo  el  imperio  de  una  ley  determinada ,  pero  que 
sea  conexo  con  un  derecho  adquirido  con  anterioridad  á  ella, 
en  cuya  hipótesis  puede  nacer  la  duda  de  si  el  acto  adquisitivo 
realizado  debe  considerarse  como  una  parte,  como  un  desen- 
Tolvimiento  ó  una  transformación  del  derecho  precedentemen- 
te adquirido,  ó  si  por  el  contrario  ha  de  estimarse  como  un  he- 
cho nuevo,  aunque  conexo  con  él,  del  cual  nace  un  derecho 
nuevo  también:  cuestión  que  hay  que  resolver  previamente 
para  determinar  cuál  sea  la  legislación  á  que  ha  de  sujetarse 
dicho  acto. 

Otras  dificultades  pueden  originarse  también  en  el  caso  en 
que  quedando  perfeccionada  la  obligación  bajo  el  imperio  de 
una  legislación,  llegara  á  cambiarse  ésta  antes  de  que  hubiera 
sido  cumplida  por  completo  dicha  obligación;  pues  cabría  du- 
dar en  este  supuesto  si  había  de  ser  una  ú  otra  de  dichas  legis- 
laciones la  que  debiera  regular  el  cumplimiento  de  la  obliga- 
ción citada,  y  dentro  de  qué  límites  debía  ejercer  su  autoridad 
la  ley  antigua  ó  la  nueva  sobre  todas  las  circunstancias  y  con- 
secuencias que  puedan  tener  lugar  durante  la  ejecución  ó 
cumplimiento  de  la  obligación. 

Del  mismo  modo  aparece  evidente  á  primera  vista,  en  cnan- 
to á  las  formalidades  exigidas  por  la  ley  para  la  existencia  de 
una  obligación,  la  regla  de  que  las  formalidades  externas  de- 
ben regirse  exclusíyamente  por  la  ley  vigente  al  tiempo  en  que 
^e  puso  en  ejecución  el  acto  ó  el  hecho  de  que  proviene  la  obli- 
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gacifin.  Pero  eafo  no  obstanta,  pneden  también  anscitarse  du- 
daa  en  el  caso  de  qno  la  ley  nuera  derogne  6  exima  de  la  ob- 
servancia de  ciertas  formalidades  exigidas  bajo  pona  do  uatí- 
dad  por  la  legríalaci(1n  antigaa,  en  cuya  hip<SteeÍ8  podría  soste- 
nerse que  el  acto  qae  no  tenía  faerza  jarídica  la  adquirió  dea- 
pnés  de  la  promalgacidn  de  la  ley  naeva,  y  qne  qaedó  T&lido 
desde  tal  momento. 

Las  obligaciones  qne  n&con  de  loa  contratos  han  sido  j 
poedea  ser  objeto  de  larga  coatrovereta  en  este  ponto.  £n 
efecto,  paede  dndarse  si  ciertas  relaciones  nacidas  bajo  el  im- 
perio de  una  ley  deben  6  no  ser  consideradas  como  relacioiiei 
contractnales,  y  si  deben  ser  en  tal  concepto  aplicadas  á  lea 
mismas  la  ley  antigua  6  la  naera,  si  debes  i5  no  gozar  las  mis- 
mas garantías  qne  gozaban  según  la  legislación  anterior,  y  si 
pneden  6  no  ser  sometidas  á  las  nnevas  cansas  de  resolacidn 
establecidas  por  la  ley  nueva  y  loa  preceptos  de  la  misma  re- 
lativos á  los  medios  de  prneba  ¿  á  las  acciones  jndicialea  por 
ella  concedidas,  etc.,  etc. 

Hemos  querido  indicar  todas  estas  cuestiones  de  derecho 
transitorio  qne  pneden  ocorrir,  á  pesar  de  la  generalidad  y  sen- 
'cillez  de  la  regla  al  principio  ezpnesta,  para  qne  ae  compren- 
da cdmo  la  cuestión  de  la  autoridad  de  la  ley  ifueva,  respecto 
de  las  obligaciones,  es  verdaderamente  importante,  por  lo  que 
conviene  examinarla  separada  y  cuidadosamente  en  todas  sds 
partea. 


I 
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§   1.» 

De  las  oiUffaciones  y  de  los  contratos  en  general. 

fiOO.  JjtL  Ifly  Im^o  onyo  imperio  naca  la  obligación,  regola  los  derechos  ad^- 
xidos  mediante  ella. — 297.  Este  principio  Tale  aún  en  el  caso  de  qne  la 
prestación  deba  ser  cnmplida  en  periodos  sncesivos. — 296.  Eficacia  de 
una  ley  nueva  probibitíra. — 299.  Los  derecbos  adquiridos  por  la  conven* 
don  no  pueden  ser  confundidos  con  las  meras  expectativas. — 900.  Se  ex- 
plica la  distinción^  entre  el  derecho  contractual  perfecto  y  la  facultad  de* 
rivada  del  contrato. — ^801.  Principios  ftuidaiaentales  sobre  esta  materia. — 
803.  Katuralesa  de  las  obligaciones. — 806.  Obligaciones  contractuales. — 
aoi.  De  la  solidaridad. — 805.  Requisitos  esenciales  para  la  validez. — 806. 
Sfectos  de  las  obligaciones  con  relaci^  k  la  ley  que  debe  regularlas. — 807. 
Aplicación  de  estos  principios  al  pago  y  á  la  falta  de  pago,  y  sus  conse- 
enencias.*— 806.  La  distinción  entre  consecuencias  próxhnas  y  remotas  no 
es  deeisiva  para  determinar  cuál  sea  la  ley  aplicable. — 309.  Se  confirma  el 
principio  acerca  de  la  ley  que  debe  regular  los  efectos  del  contrato. — 810. 
De  las  acciones  y  las  excepciones. — 811.  De  la  prescripción  de  las  acciones. 

296.  La  relación  entre  la  ley  y  la  obligación^  que  nace 
mientras  aquélla  está  en  yigor^  es  cierta  é  inmediata  porque 
la  ley  es  un  elemento  integrante  de  la  obligación  misma.  En 
efecto,  para  todo  aquello  que  las  partes  no  hubieren  convenido 
ó  declarado  expresamente,  se  presume  quie  éstas  han  queri- 
do referirse  y  estar  á  lo  dispuesto  por  la  ley  y  la  costumbre  vi- 
gentes en  el  lugar,  y  en  el  tiempo  en  que  se  obligaron.  La  ley 
Tiene  á  ser  de  este  modo  el  complemento  de  la  voluntad  decla- 
rada de  las  partes,  y  es  además  el  título  de  que  provienen  los 
derechos  que  son  consecuencia  de  la  obligación  contraída  y 
perfeccionada  bajo  el  imperio  de  la  misma.  Semper  in  s típula- 
tionibus  et  in  eateris  eontractitus  id  sequimur  qnod  actum  est. 
Unde  si  non  appareat  quod  actum  esty  consequens  erit,  utid  se- 
quamury  quod  in  regione  in  qua  actum  est /requentatur  (1).  Do 

• 

(1)     Ii.  85,  Dig.  De  reg.  jtar. 
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lo  caal  se  deduce,  qae  aun  cuando  hubiese  sido  adquirido  por 
Tirtud  de  la  costumbre  vigente  el  derecho  á  una  determinada 
prestación,  no  puede  ser  quitado  éste  por  la  ley  nueva  á  pesar 
de  constituir  ésta  nn  precepto  escrito  y  contrario  á  la  cos- 
tumbre. 

Hemos  dicho  ya  en  otra  ocasión,  y  conviene  aquí  repetirlo, 
qne  al  hablar  de  la  ley  y  la  costumbre  nos  referimos  á  aquellas 
de  que  se  deriva  un  derecho  concreto  y  positivo,  y  que  no  pue- 
de considerarse  como  tal  el  que  se  pretenda  deducir  de  nna 
falta  de  disposición  legal,  pues,  según  tenemos  indicado  varías 
veces,  la  deficiencia  ó  la  fedta  de  las  leyes  no  puede  constituir 
por  sí  sólo  un  título  eñcaz  para  adquirir  un  derecho  á  que  no 
sea  cambiado  por  una  ley  posterior  el  estado  de  cosas  preexis- 
tente, ó  para  sustraerse  á  los  preceptos  imperativos  de  dicha 
ley  posterior. 

297.  Debemos  advertir  además,  que  cuando  el  derecho  á 
la  prestación  sea  positivo,  concreto  y  perfecto,  si  su  realiza* 
ciÓn  ha  de  tener  lugar  en  períodos  sucesivos  y  antes  de  ello 
sobreviniera  una  ley  nueva  prohibitiva  de  la  misma,  no  debe 
esta  circunstancia  ser  eñcaz  ni  bastante  para  impedir  que  pue- 
da continuar  cumpliéndose  dicha  prestación.  Siempre  que  ésta 
pueda  ser  considerada  como  el  ulterior  desenvolvimiento  del 
derecho  adquirido,  debe  seguir  sometida  al  imperio  de  la  ley 
que  estuviere  en  vigor  cuando  nació  el  derecho  á  ella. 

En  efecto,  debiendo  ejercer  su  autoridad  la  ley  nueva 
prohibitiva  tan  sólo  sobre  el  porvenir,  no  puede  sin  retroacti- 
vidad  impedir  que  el  ulterior  desenvolvimiento  de  la  prestación 
se  realice  de  conformidad  con  la  ley  bajo  cuyo  imperio  quedó 
perfecto  el  derecho  á  exigir  dicha  prestación.  Por  ejemplo,  el 
derecho  á  reclamar  el  interés  del  12  por  100,  ó  más,  adquirido 
mientras  regía  en  Italia  la  ley  que  permitía  la  estipulación  de 
los  intereses  á  cualquier  tipo,  debe  ser  respetado  á  pesar  de 
que  la  nueva  ley  prohiba  todo  interés  convencional  superior 
al  6  por  100,  sin  que  pueda  aducirse  en  contrario,  como  lo 
hace  BoBSABí,  que  siendo  dicha  ley  de  orden  público^  debe  ser 
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retroactiya,  no  en  el  sentido  de  hacer  restituir  el  exceso  en  los 
intereses  percibidos,  sino  en  el  de  impedir  la  ulterior  percep- 
ción de  los  mismos  en  adelante  (1).  Y  entendemos  que  no  pue- 
de aducirse  tal  consideración  por  hallarse  en  contradicción  con 
lo  que.  hemos  expuesto  en  la  parte  general,  en  la  que  queda 
sentado  que  el  carácter  prohibitivo  de  la  ley  nueva  no  es  una 
razón  bastante  para  deducir  de  ella  su  retroactivídad. 

298.  La  ley  prohibitiva  sujeta  también  á  sus  preceptos,  en 
ciertos  casos,  los  derechos  adquiridos  con  anterioridad  á  ella; 
pero  esto  sólo  sucede  cuando  se  prohiben  determinadas  insti- 
taciones  jurídicas  que  eran  reconocidas  antes.  En  este  caso  se 
▼erifica  una  especie  de  expropiación  de  los  derechos  preceden- 
temente adquiridos,  por  razones  de  pública  utilidad,  que  están 
comprendidas  en  los  fines  mismos  de  la  ley.  Así,  en  el  ejem* 
pío  antes  citado,  si  el  legislador  dispusiera  que  no  pueda  ejer- 
citarse ninguna  acción  para  obtener  el  pago  de  un  interés  su- 
perior al  6  por  100,  esta  prohibición  afectaría  después  de  la 
promulgación  de  la  nueva  ley  aun  á  los  contratos  con  anterio- 
ridad terminados,  sin  que  haya  razón  para  decir  que  la  misma 
tenga  fuerza  retroactiva,  porque  en  verdad  la  sanción  de  la 
ley  nueva  somete  á  su  imperio  la  acción  que  estuviese  por  na- 
cer al  empezar  á  regir  la  misma,  y  sujetando  á  sus  preceptos 
imperativos  dichas  acciones  dispondría  para  el  porvenir. 

Lo  mismo  debe  decirse  en  el  caso  de  que  la  ley  nueva  su- 
primiese  por  completo  ciertas  instituciones  jurídicas,  porque 
eo  él  todas  las  obligaciones  dependientes  ó  derivadas  de  la 
existencia  de  las  mismas  vienen  á  quedar  sometidas  á  la  auto- 
ridad de  dicha  ley.  Esto  sucedió,  por  ejemplo,  con  la  ley  que 
suprimió  en  Italia  las  corporaciones  religiosas  y  con  la  que 
puso  término  á  los  fideicomisos,  las  sustituciones  progresi- 
vas, etc.,  etc. 

299.  Es  necesario  no  confundir  el  derecho  á  la  prestación, 
adquirido  y  perfecto  desde  luego,  pero  que  debe  ser  cumplido 


(1)      Comentario  al  C^igo  civil,  art.  2.\  §  16. 


«X  jfírj:.*tv§  zJ^rez^zeM  j  w^^xsÍTzm^  oes  fi  qpe  mt  adquiere  por 
:**mz*i  2:>f.t-V:rTT^io,  í:  ¿les  p*ra  cci;T«r¿rsc  ea  derecho 

Tor  ji  =-r:r:p  q^e  el  áertcLo  ccacreio  :¿er«  qrie  iiacer  i  ooiise- 
citei*t¡:&  ¿el  aKT^v  s^bslg^ki^te.  ctbe  ttT.bi-^a  ser  regido  por  la 
jffj  11^  «ff:3:Tier«  en  tí^jt  al  íieripo  de  e;ocniai»e  dkho  acto, 
*:>fa  T«x  '::#e  ezv:z»eeM  es  esaxido  el  ierecha  Tiene  á  kt  adquirí- 
¿i  T*riaii*rns€i::e.  Es^o  es  lo  q-e  esoeiie,  psr  ejemplo,  con  el 
isnÓL'j  á  la  c^xpenaacióo,  el  ccal  k  adquiere  ea  el  momento 
e^  c^e  el  ccr^i^aso  q::&da  perfecto  j  scbEÍfte  mientras  dora  la 
pisfi- .ÍÍ2.Í  Lfi»  Tjiiríiica  de  Ilerarla  i  cabo;  pero  como  este 
tsT*Á'j  Z.0  ae  reailiza  znáf  qne  caando  la  compensación  es  con- 
8S2ia.ia,  debe  aplicane  la  ley  ncera,  si  esa  estoriere  ja  en  tí* 
g"»*  á  la  cax5a,  j  &o  aquella  bajo  cuto  imperio  nadó  la  rda- 
c¿:'s  cci^iractsal  á  qoe  la  compensación  se  refere. 

^X«.  Aií  debe  ser  entendida  la  re^Ia  de  Bartolo  inTOcadapor 
Mejer.  Oc^pií^dc'Se  aquel  jarísconsulto  de  la  cnestión  lelatÍTa 
á  coicdo  debe  ser  aplicada  la  lej  antigua  j  la  ley  nneTa,  la 
resuelre  del  signtente  modo:  atU  fus  quatsU^m  ist  ta  anUqMa 
UyCj  tuMC  Ux  a^iqua  serrando  mudo  kx  ñMÜqma  triimU  pu 
siwt  oliqMó  fdclo^  red  ex  wura  etp%ra  tolmulaíe,  ti  dispositiou 
le^iif  €t  siwe  facto  et  ministerio  alicujiUy  mi  in  ¿ote,  domario  et 
alus  j%rib%t  ex  ipso  matrimonii  con  trae  ti  Jure  eompelemtiiuSj 
time  alio  iominig  ministerio-,  aut  tero  utjut  qwaeralnr^factam  ko- 
wUnis  iesideratur,  nee  jure  et  Ugt  jue  quaentmr^  sed/actum  aU" 
juod  requiriíur:  tune  elia  lex  aut  coneuetudo  eervanda,  sui  fua 
tale/actum  incidit  (1). 

Ahora  bien:  si  dicha  regla  de  Bartolo  tiene  que  entenderse 
en  el  sentido  de  qoe  cuando  para  la  realización  del  derecho  ha 
de  concnrrír  algún  acto  del  hombre,  debe  aplicarse  la  legisla- 
ción Tigente  en  el  momento  en  qoe  el  hecho  se-  Terifíca,  deja 
de  tener  aplicación  la  regla  general  antes  indicada. 


a;     Sofara  1a  ley  9.*IMg.   De  jwHtia  etjmn,  núm.  45.— YéAM  Meyer,  pi- 
ISA. 
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En  efecto;  sí  el  derecho  de  ejecutar  dicho  acto  hnbiese  sido 
«tdqairido  en  el  momento  de  la  celebración  del  contrato^  no  po- 
dría  ser  mermado  después,  al  sobrevenir  la  ley  nueva,  sin  in- 
cnrrir  en  retroactiyídad.  Quien  vende  con  el  pacto  de  retro  <5  de 
solver  á  comprar  la  misma  cosa  vendida,  puede  ejercitar  este 
derecho  aun  después  de  haber  sido  promulgada  la  ley  nueva 
qae  prohiba  tales  pactos  ó  que  no  le  admita  en  las  circunstan- 
cias previstas  por  la  legislación  anterior.  No  obsta  á  ello  el  que 
para  la  resolución  de  la  venta  con  el  pacto  indicado  de  volver 
á  comprar  sea  necesario  que  tenga  lugar  un  acto  del  hombre 
y  que  rija  una  ley  distinta  cuando  dicho  acto  se  realice,  por- 
que, según  la  regla  general  ya  establecida,  habiendo  sido  ad- 
quirido este  derecho,  aunque  facultativo,  con  el  derecho  prínci- 
pal,  debe  ser  regido  por  la  ley  bajo  cuyo  imperio  se  adquirió 
éste,  y  no  por  la  que  estuviere  en  vigor  en  el  momento  en  que 
aquel  derecho  es  puesto  en  ejercicio. 

Por  el  contrario,  si  los  cónyuges  hubiesen  regulado  en  el 
contrato  de  matrimonio  sus  respectivos  derechos  sobre  loa  bie- 
nes del  mismo  con  el  pacto  de  poder  modificar,  durante  el  ma- 
trimonio, la  convención  entre  ellos  establecida  (en  el  supuesto 
de  que  fuera  esto  permitido  con  arreglo  á  la  ley),  y  no  se  hu- 
biese hecho  uso  de  esta  facultad  antes  de  la  promulgación  de 
la  ley  nueva  que  prohibiera  modificar  las  convenciones  matri- 
moniales,  no  podrían  hacerlo  después  de  haber  empezado  á  re- 
gir dicha  ley.  El  derecho  adquirido  por  los  cónyuges  para  que 
sean  consideradas  las  modificaciones  hechas  en  el  contrato  de 
matrimonio  como  parte  de  los  mismos  pactos  nupciales,  debe 
ser  respetado  en  todos  sus  efectos  por  la  ley  posterior  si  se  hu- 
biesen aprovechado  ya  de  ese  derecho  y  en  tirtud  de  él  hubie- 
ren modificado  la  convención  matrimonial;  pero  si  no  lo  hubie- 
ran hecho  con  anterioridad  á  la  promulgación  de  la  ley  nueva, 
no  podrían  utilizar  en  adelante  ese  derecho,  porque  dependien- 
do en  esto  todo  del  hecho  de  la  modificación  de  las  convencio- 
nes matrimoniales,  ésta  no  podría  jurídicamente  efectuarse  des- 
pués de  haber  sido  dictada  dicha  ley. 
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Para  apreciar  mejor  la  diferencia  entre  nno  y  otro  caso, 
pnede  servir  el  ejemplo  de  la  constítación  de  renta.  En  el  su- 
puesto de  qae  aquel  qne  ha  constitaído  la  renta  tenga  por  pac- 
to expreso  <5  por  ley  el  derecho  de  hacer  rescindir  el  contrato, 
si  el  deudor  no  paga  la  pensión  por  un  número  determinado  de 
años  consecutivos,  no  puede  el  mismo  ser  privado  de  ese  dera* 
cho  por  la  ley  posterior,  porque  aunque  éste  se  derive  de  la 
ley  y  sea  meramente  facultativo,  es,  sin  embargo,  un  derecho 
perfecto,  y  como  tal  debe  ser  respetado  por  el  principio  de  la 
irretroactividad.  Pero  si  con  arreglo  á  la  ley  estuviese  admiti- 
do el  rescate  de  la  renta  en  dichas  circunstancias  y  bajo  ciertas 
condiciones,  y  no  hubiese  hecho  uso  de  esa  facultad  el  deador 
antes  que  hubiere  sobrevenido  la  ley  nueva,  que  no  admitiese 
en  lo  sucesivo  tal  rescate  en  las  circunstancias  indicadas,  no 
podría  el  mismo  llevarlo  á  efecto  después  de  la  promulgación 
de  dicha  ley. 

El  derecho  que  proviene  de  la  ley  es  en  efecto  nn  derecho 
perfecto,  aun  cuando  sea  potestativo  del  sujeto  del  mismo  el 
hacerle  6  no  valer  dicho  derecho,  ó  sea  el  ejecutar  ó  no  el  acto 
necesario  para  la  realización  del  mismo;  pero  el  derecho  de 
aprovecharse  de  una  disposición  legal  es  también  un  derecho 
perfecto,  si  bien  no  puede  éste  ejercitarse  más  que  mientras 
dure  dicha  ley,  porque  cambiada  ésta  falta  ya  el  objeto  del  de- 
recho, toda  vez  que  consiste  el  mismo  en  la  facultad  de  apro- 
vecharse de  la  concesión  hecha  por  la  ley  y  de  ejecutar  deter- 
minados actos  para  la  adquisición  de  un  derecho,  siendo  evi- 
dente que  la  condición  esencial  para  hacerlo  efectivo  es  que  el 
individuo  se  aproveche  de  la  disposición  legal  mientras  estu- 
viere vigente. 

301.  Deducidos  y  determinados  ya  con  toda  claridad  y  pre- 
cisión los  principios  generales  en  la  materia,  podemos  reasu- 
mirlos en  las  siguientes  reglas: 

1.^  El  derecho  á  la  prestación,  ya  provenga  de  contrato  ó 
cuasi-contrato,  de  delito  ó  cuasi-delito,  ya  provenga  de  la  ley, 
debe  ser  regido  en  todo  caso  por  la  legislación  bajo  cuyo  im- 
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perío  quedare  perfecto  el  vínculo  jnrídíco  ó  la  obligación  de 
qxiQ  se  deriva  dicho  derecho: 

2.*  Caando  la  completa  ó  sucesiva  realización  de  este  de- 
recho dependa  de  un  acto  adquisitivo  eventual  que  esté  en  la 
facaltad  del  sajeto  del  mismo  el  ejecutarlo  ó  no,  y  llegare  á  ve- 
linearse  estando  vigente  ya  una  ley  distinta  de  aquélla  bajo 
cayo  imperio  se  adquirió  el  derecho  de  ejecutar  ó  no  ejecutar 
el  acto  adquisitivo  eventual»  esta  última  legislación  es  la  que 
debe  ser  aplicada;  y 

3/  Cuando  el  derecho  atribuido  al  individuo  consista  en 
la  mera  facultad  de  poderse  aprovechar  de  la  concesión  de  la 
ley  para  poder  ejecutar  determinados  actos  que  han  de  produ- 
cir la  adquisición  del  derecho,  siendo  en  este  caso  el  hecho 
eficaz  para  la  adquisición  de  dicho  derecho  el  que  se  haya  ó- 
no  aprovechado  el  individuo  de  la  concesión  citada,  este  hecha 
no  podría  tener  lagar  después  que  hubiere  sido  promulgada  . 
nna  ley  nueva  que  prohibiera  su  ejecución. 

302.    Los  principios  expuestos  hasta  aquí  tienen  aplicación 
al  derecho  á  la  prestación  considerado  como  vínculo  jurídico, 
y  por  lo  tanto  á  la  validez,  á  la  naturaleza,  i  los  efectos  inme- 
diatos de  la  obligación  y  á  cuanto  concierne  al  contenido  de  la 
misma.  En  su  virtud,  para  determinar  si  la  obligación  es  civil 
<S  natural,  si  es  pura  ó  condicional,  si  consiste  in  dando  vel  in 
jfaciendOf  si  es  una  obliguen  simple  ó  solidaria,  debe  aplicar- 
se la  ley  vigente  al  tiempo  en  que  fué  terminado  el  acto  que  da 
origen  á  la  relación  jurídica.  Sin  embargo,  si  la  ley  nueva  hu- 
biese transformado  una  obligación  natural  en  una  obligación 
civil,  sus  preceptos  se  aplióarán  también  á  las  obligaciones  na- 
turales nacidas  bajo  el  imperio  de  la  legislación  anterior  á  ella, 
porque  la  falta  de  la  acción  civil  en  la  legislación  vigente  al  na- 
cimiento de  la  obligación  no  puede  ser  considerada  como  un 
derecho  adquirido  contra  el  legislador  para  limitar  por  él  el  po- 
der que  al  mismo  corresponde  para  conceder  fuerza  ó  acción  & 
una  obligación  6  débito  que  antes  no  la  tuviese.  La  ley  nueva 
no  podrís  hacer  nacer  una  obligación  de  hechos  llevados  i  cabo 
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bajo  el  imperio  de  la  antigaa,  loa  cuales  con  arreglo  á  la  mis- 
ma no  fueran  eficaces  para  dar  vida  á  obligación  alguna;  pero 
puede  8Í  conceder  acción  civil  á  una  obligación  natural  sin  ser 
por  esto  retroactiva,  toda  vez  que  no  violaría  por  ello  ning^ún 
derecho. 

303.  Cuando  la  obligación  fuese  condicional  se  debe  apli- 
car siempre  la  legislación  bajo  cuyo  imperio  hubiese  nacido 
la  condición  para  decidir  si  ósta  es  suspensiva  ó  resolutoria,  sí 
es  lícita  ó  ilícita,  y  si  la  condición  resolutoria  debe  considerarse 
implícitamente  consentida  sin  necesidad  de  pacto  expreso^  ó  si, 
por  el  contrario,  es  óste  absolutamente  indispensable  para  esti- 
marse aceptada  dicha  condición.  Con  arreglo  á  la  misma  ley, 
deberán  también  determinarse  los  derechos  del  acreedor  y  del 
deudor  de  la  obligación  mientras  estuviere  pendiente  la  condi- 
ción. Sin  embargo,  si  la  nueva  ley  permitiese  al  acreedor  ase- 
gurar de  algún  modo  su  derecho  frente  al  del  deudor,  pen- 
diente la  condición,  entiendo  que  dicha  disposición  podría 
aprovechar  al  acreedor  cuyo  derecho  hubiera  nacido  con  ante- 
rioridad i  su  promulgación. 

En  efecto,  la  ley  antigua  sería  aplicable  á  la  sustancia  del 
derecho,  pero  no  á  cuanto  concierne  i  la  conservación  del  mis- 

0 

mo  y  á  su  medida.  Por  el  contrario,  si  la  ley  nueva  concediese 
al  acreedor  mayores  garantías  para  asegurar  su  derecho,  éstas 
no  podrían  aprovecharle,  y  no  por  eso  tendría  razón  el  acree- 
dor cuyo  derecho  hubiere  nacido  con  anterioridad  para  supo- 
ner t¡ne  con  esto  se  diera  lugar  á  ninguna  violación  de  dere- 
chos adquiridos. 

La  ley  vigente  en  el  momento  eü  que  viene  á  realizarse  la 
condición,  debe  también  ser  aplicada  para  decidir  si  puede  ó 
no  estimarse  cumplida  la  misma;  pero  cuando  se  considere  que 
la  condición  ha  sido  cumplida,  ésta  se  retrotraerá  al  principio 
de  la  relación  jurídica,  la  cual  tiene  que  ser  regida  en  todos 
sus  aspectos  por  la  ley  bajo  cuyo  imperio  hubiere  tenido  ori- 
gen. El  derecho,  aunque  sea  condicionado,  debe  considerarse 
€omo  un  derecho  perfecto,  y^  por  lo  tanto,  tiene  que  estar  bajo 
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el  imperio  de  la  ley  que  se  hallare  en  vigor  cuando  tayo  lagar 
el  acto  adquisitivo  de  que  proviene  el  mismo. 

304.    En  cnanto  á  las  obligaciones  solidarias,  debemos  ha- 
cer constar  qae  si  la  ley  nueva,  por  precepto  expreso  de  la 
misma,  quitase  el  carácter  de  solidaridad  auna  obligación  de- 
terminada  y  estableciera  la  regla  de  su  divisibilidad,  los  pre- 
ceptos de  dicha  ley  serán  aplicables  tambit^n  á  las  obligacio- 
nes que  fueran  declaradas  solidarias  con  arreglo  á  la  loy  ante- 
rior. Todos  los  actos  jurídicos  que  subsistan  después  de  haber 
empezado  á  regir  la  ley  nueva  pueden  ser  sujetados  á  los  pre- 
ceptos de  la  misma.  En  el  supuesto  en  cuestión,  el  objeto  in- 
mediato de  la  disposición  del  legislador  sería  el  quitar  el  ca- 
rácter de  solidaridad  á  la  obligación,  y  tal  precepto  afectará 
aun  á  las  obligaciones  solidarias  nacidas  bajo  el  imperio  de  la 
legislación  anterior.  Otra  cosa  sería  si  tuviera  que  resolverse 
respecto  de  la  solidaridad  ó  no  solidaridad  proveniente  de  la  ley 
ó  de  la  convención,  pues  en  este  caso  debe  siempre  aplicársela 
ley  vigente  en  el  momento  en  que  nació  la  obligación,  unieu- 
jitsque  enim  contractus  initium  spectanimn  est  et  causam.  Otro 
caso  que  puede  ocurrir  se  refiere  á  la  aplicabilidad  de  las  dispo- 
ciones nuevas  relativas  á  las  obligaciones  solidarias,  como  su- 
cedería, por  ejemplo,  con  aquella  que  quitase  á  la  deuda  el 
carácter  de  solidaridad  que  tuviera  en  su  origen,  coya  dispo- 
sición, así  como  todas  las  semejantes  á  ella,  sometería  á  sos 
preceptos  á  todas  las  obligaciones  indistintamente. 

305.  Respecto  de  la  validez  ó  nulidad  intrínseca  de  las 
obligaciones,  es  necesario  referirse  á  la  ley  del  tiempo  en  que 
nació  el  pinculumjuris  para  decidir  si  subsisten  ó  no  los  requi- 
sitos esenciales  del  mismo.  Estos  son  generalmente  la  capaci- 
dad, el  consentimiento  válido,  un  objeto  determinado  que 
pueda  ser  materia  de  convención  y  una  causa  lícita  para  obli- 
garse. Esto  sentado,  suponiendo  que  no  falten  á  una  obliga- 
ción todos  los  requisitos  esenciales  para  su  validez  con  arre- 
glo á  la  legislación  vigente  cuando  ésta  tuvo  su  nacimiento, 

no  puede  ser  razón  bastante  para  anularla  el  que  la  ley  poste- 
TOMO  76  5 
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irior,  bajo  la  cual  se  pone  ea  ejercicio  el  derecho  á  la  presta- 
ción, haya  establecido  una  regla  nueva  y  nuevas  condiciones 
para  la  validez  de  la  misma  obligación. 

Por  el  contrario,  una  obligación  nula  en  8U  origen  no  pue- 
de ser  declarada  válida  porque  la  ley  posterior  haya  declarado 
innecesario  alguno  de  los  requisitos  esenciales  que  faltasen  á  la 
misma  ea  el  momento  en  que  tuviere  lugar  el  hecho  constíto- 
tivo  de  la  obligación. 

Para  la  capacidad  de  obligarse,  recuérdese  la  regla  ex- 
puesta antes,  acerca  de  cuál  deba  ser  la  autoridad  de  la  ley 
nueva  que  modifique  las  reglas  relativas  i  la  capacidad. 

Respecto  del  consentimiento  es  evidente  que  debe  aplicarse 
la  ley  que  estuviere  en  vigor  al  tiempo  en  que  mediante  él  na- 
ció el  vinculum  juris,  y,  por  lo  tanto,  ha  de  estarse  á  ella  para 
resolver  si  debe  ó  no  considerarse  prestado  el  consentimiento 
y  para  apreciar  los  efectos  del  error,  de  la  violencia,  del  dolo 
y  de  las  condiciones  subjetivas,  de  las  cuales  haya  de  derivar- 
se el  vicio  del  consentimiento. 

Para  cuanto  concierne  al  objeto  ó  al  contenido  de  la  obliga- 
ción, es  necesario  también  referirse  única  y  exclusivamente  á 
dicha  ley  para  decidir  primero  si  la  prestación  puede  ser  ó  no 
materia  de  convención,  y  para  determinar  después  la  exten- 
sión, la  cuantía  y  la  índole  de  la  obligación. 

En  cuanto  á  la  condición  físico-jurídica  de  las  cosas,  re- 
cuérdese también  lo  que  acerca  de  esto  hemos  dicho  ya  en  otra 
ocasión. 

306.  Los  efectos  y  las  consecuencias  de  los  contratos  esti- 
pulados bajo  la  legislación  anterior,  pueden  motivar  algunas 
dudas  respecto  á  si  debe  aplicarse  á  ellos  la  ley  nueya,  vigen- 
te en  el  momento  en  que  dichos  efectos  deben  desenvolverse, 
ó  la  antigua  bajo  cuyo  imperio  fuere  estipulado  el  contrato. 

Merlin  sienta  como  regla  que  todos  los  derechos  qae  tie- 
nen su  origen  en  los  contratos,  ya  sean  eñcaces  y  efectivos 
desde  luego,  ya  eventuales  ó  meras  espectativas,  deben  ser 
regidos  por  la  legislación  anterior,  y  deben  estar  á  cubierto  de 
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cualquiera  innoyacíón  introducida  por  la  ley  posterior  (1). 
Bíanchi  sostiene  la  misma  opinión;  y  además  nos  parece  tam* 
bien  oportano  mencionar  la  advertencia  hecha  por  Meyio:  Cave 
in  hac  materia  confundas  actum  solemnia  nec  non  et  effectus  ab 
ipsis  eausatoi  cum  eorum  onerb  et  acctdenti  extrínseco^  quoi 
tontractüs  sudsequitur^  sed  non  ex  ipsis  contractibus  est.  Id  dum 
multi  non  discernunt  forenses^  inaxime  Icedunt  etgravantur  (2). 
En  efecto,  debe  distinguirse  entre  los  efectos  directos  de  la 
obligación  qne  se  derivan  de  la  naturaleza  .del  contrato,  6  de 
una  disposición  legal  ó  de  la  costumbre  vigente  en  el  tiempo 
en  que  las  partes  se  obligaron,  y  los  efectos  eventuales  ó  indi- 
rectos, los  cuales  son  consecuencia  de  hechos  posteriores  6  de 
circunstancias  que  tienen  Iggar  dorante  la  ejecución.  Los  pri- 
meros, ya  dependan  directamente  de  la  ley,  ya  de  la  voluntad 
manifestada  por  las  partes  contratantes  bajo  el  amparo  de  la 
ley,  deben  desenvolverse  con  arreglo  á  dicha  ley,   porque 
las  convenciones  obligan,  no  sólo  en  cuanto  á  lo  expreso  en 
ellas,  sino  también  en  todo  lo  que  es  consecuencia  de  las  mis- 
mas según  la  equidad,  el  aso  6  la  ley  de  que  se  derivan.  Los 
segundos  dependen  en  realidad  del  hecho  posterior,  puesto 
que  no  pueden  ser  considerados  como  conexos  por  naturaleza 
con  la, obligación  misma,  sino  que  se  realizan  durante  la  eje- 
cución de  ella,  como  sucede,  por  ejemplo,  con  la  negligencia, 
la  mora,  el  modo  de  medir  ó  estimar  la  cosa  debida  y  otros  ac- 
tos semejantes;  y  por  lo  tanto,  caen  bajo  el  imperio  de  la  ley 
que  estuviere  vigente  al  tiempo  en  que  dicho  acto  llegara  á 
realizarse. 

En  la  parte  general  de  esta  obra  dijimos  que  los  derechos 
accesorios  son  también  derechos  adquiridos  con  el  derecho 
principal  cuando  se  derivan  de  la  ley  (3),  y  ahora  dando  por 
reproducido  lo  entonces  dicho,  debemos  añadir  que  en  los  con- 


(1)     Reperi.  Effei  retroaetif.  sec  8.",  §  8,  art.  8.* 
(8)      Ad  ju8  Lubenee§e.  Qttest  prd.  i,  núm.  18. 
(8)     Yóase  eapitulos  1*  y  2.* 
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trau»  debe  oowdenne  eomo  adquirido  todo  dereeho  á  dedn* 
cír  determinadas  cooaeeaeDcias  de  las  relack>nes  contracta  alea 
qne  ae  fande  6  en  pacto  expreao  6  en  la  lej  y  en  la  coatambre. 
La  lej  nncTa  qae  ae  hallare  en  rigor  al  tiempo  de  dedoeiíae 
dichos  efectos,  del  mismo  modo  qne  no  pnede  cambiar  las  re> 
ladonea  contractuales,  no  pnede  tampoco  alterar  el  derecho 
adquirido  de  qne  todos  los  efectos  directos  de  dichas  relacio- 
nes sean  determinados  y  regidos  por  la  ley  rigente  al  cele- 
brarse el  contrato.. 

307.    Por  oonsecoencía  de  estos  principios  debe  aplicarse 
la  ley  citada,  ó  sea  la  del  tiempo  del  contrato,  para  determinar 
el  derecho  al  pago,  y  el  pago  qne  sea  eficaz  para  extíngiiir  la 
obligación,  así  como  para  resol rer  si  las  cosas  perecen  para  el 
dendor  ó  para  el  acreedor,  si  el  dendor  riene  obligado  i  la  col- 
pa  lata  ó  á  la  lere,  ó  si  solamente  debe  responder  del  dolo,  m 
ha  de  considerársele  responsable  ann  en  el  caso  de  fnerza  ma* 
yor  6  de  caso  fortuito,  y  para  fijar  también  el  derecho  de  pedir 
el  resarcimiento  del  daño  cansado,  la  obligación  de  consi^ar 
la  cosa  ó  so  eqairalencia,  el  derecho  i  la  garantía,  el  de  de- 
mandar la  rescisión  del  contrato  por  lesión,  ete.,  ete. 

Goando  la  ley  nuera  declare  incapaz  para  recibir  el  pa^  á 
quien  antes  era  capaz,  en  este  caso  hay  necesidad  de  atenerse 
i  dicha  ley  nuera  para  decidir  á  quién  debe  ser  hecho  el  pago 
para  que  éste  extinga  la  obligación. 

También  debe  ser  aplicada  la  ley  nuera  qne  rija  en  el  mo- 
mento de  hacer  el  pago  para  todo  lo  relatiro  al  modo  de  efec- 
tuarlo, dejando,  sin  embargo,  á  salro  siempre  la  regla  general 
'de  que  para  resolrer  cuándo  debe  considerarse  cumplido  el 
I>ago,  es' necesario  estar  alo  dispuesto  en  la  ley  bajo  cuyo  im- 
perio nació  la  obligación. 

Por  la  misma  razón  legal  debe  decirse  que  el  derecho  per- 
teneciente al  acreedor  para  obligar  al  deudor  á  indemnizarle 
de  la  pérdida  sufrida  por  la  falta  de  pago,  debe  determinarse  y 
regirse  también  por  la  ley  del  tiempo  del  contrato;  pero  si  este 
derecho  surgiese  en  rirtud  de  un  hecho  nnero  que  no  formé 
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parte  de  las  relaciones  y  estipalaciones  contractuales,  deberá 
aplicarse  entonces  la  ley  bajo  la  caal  se  verificare  el  hecho 
naevo  origen  de  dicho  derecho.  Esto  sucedería,  por  ejemplo, 
en  el  caso  del  heredero  del  depositario  que  hubiese  vendido  de 
buena  fe  la  cosa  depositada  ignorando  que  se  hallaba  consti- 
tuida en  depósito,  en  cuyo  supuesto  deben  ser  determinadas  y 
reguladas  las  consecuencias  de  dicho  hecho  con  arreglo  á  la 
legislación  vigente  á  la  apertura  de  la  sucesión,  y  no  por  la 
qae  se  hallase  en  vigor  cuando  se  hizo  el  depósito. 

Por  la  misma  razón  también  deberá  ser  aplicada  la  ley  del 
tiempo  del  contrato  para  resolver  si  en  el  de  permuta  hay 
ó  no  derecho  para  pedir  resarcimiento  de  daños  en  el  caso 
de  mediar  lesión,  y  si  en  el  contrato  de  venta  es  obligado  el 
Tendedor  á  indemnizar  al  comprador  algo  más  del  precio  cuan- 
do la  cosa  fuese  defectuosa  ó  se  hubiese  perdido  por  cansa  de 
BUS  defectos  ó  por  caso  fortuito;  pero  para  decidir  después  si 
hay  ó  no  mora  en  el  cumplimiento  de  la  obligación,  y  para  es- 
timar lo  que  se  debe  en  tales  casos,  hay  que  aplicar  la  ley  vi- 
gente al  tiempo  en  que  el  acreedor  hubiere  sufrido  la  pérdida. 
308.  Algunos  escritores,  discurriendo  acerca  de  la  ley  que 
deba  regular  los  consecuencias  de  los  contratos,  han  creído 
encontrar  un  criterio  seguro  para  resolver  cuál  haya  de  ser 
aplicada,  distinguiendo  dichas  consecuencias  en  inmediatas  y 
remotas.  Estas,  según  dichos  autores,  serán  todos  los  efectos 
y  consecuencias  que  aun  cuando  se  deriven  de  un  contrato  no 
puedan  preverlas  las  partes,  por  lo  que  no  puede  decirse  que 
las  hayan  hecho  objeto  dichas  partes  de  sus  relaciones  contrac- 
tuales. Hecha  esta  distinción,  han  sostenido  q^e  las  consecuen- 
cias remotas  deben  ser  regidas  por  la  ley  vigente  al  tiempo  en 
que  las  mismas  tuvieren  lugar  (1). 

Tal  distinción,  sin  embargo,  no  da  una  regla  segura.  En 
efecto,  las  relaciones  contractuales  caen  siempre  bajo  la  ley 
imperante  ep  el  momento  en  que  las  mismas  tienen  vida  y  es- 

(1)     YéMe  Blosdsau.  JDiaert  ef/ec  reiroaetif. 
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tan  sujetas  á  dicha  ley  en  toda  su  extensión  y  en  todas  so» 
consecuencias,  ya  sean  próximas  ó  remotas,  ya  se  hayan  pre* 
visto  ó  no  al  llevar  á  cabo  la  convención.   Esto  depende  del 
principio  de  que  la  ley  de  la  relación  contractual  debe  regí  r 
dicha  relación  en  toda  su  extensión  y  en  todo  su  ulterior  des* 
envolvimiento.  Por  lo  tanto,  para  decidir  si  cualquier  efecto  ó 
consecuencia  de  un  contrato  debe  estar  ó  no  sujeto  al  imperio 
de  dicha  ley,  basta  tener  en  cuenta  si  tal  efecto  ó  consecuen- 
cia se  deriva  ó  no  de  las  relaciones  contractuales,  pues  de  esto 
depende  únicamente  la  resolución  de  dicha  cuestión.  Luego  la 
sustancia  de  las  cosas  no  puede  ser  cambiada  por  la  circuns- 
tancia de  haber  ó  no  previsto  las  partes  al  celebrar  la  conven- 
ción toda  la  extensión  de  las  relaciones  contractuales  y  de  los 
derechos  y  obligaciones  recíprocas  que  son  propias  de   las 
mismas. 

Solamente  debe  aplicarse  la  ley  posterior,  vigente  en  el 
momento  en  que  el  hecho  se  realizare,  respecto  de  los  efectos 
y  consecuencias  derivados  de  hechos  que  no  estuvieren  com- 
prendidos en  el  objeto  jurídico  de  la  relación  contractual  ni 
por  disposición  de  la  ley  ni  por  voluntad  de  las  partes;  pero 
esto  depende  de  que  no  formando  parte  dicho  hecho  de  la  rela- 
ción contractual  indicada,  no  puede  estar  por  sí  mismo  bajo  la 
ley  del  contrato.  Esto  debe  decirse,  por  ejemplo,  de  la  fianza  6 
garantía  y  de  sus  efectos,  si  no  hubiese  sido  prestada  en  el 
contrato  originario  de  la  obligación  asegurada  con  ella,  sino 
á  consecuencia  de  la  falta  de  solvabilidad  en  que  se  hubiere 
hallado  el  deudor.  El  derecho  de  repetición  que  corresponde 
al  fiador  contra  el  deudor  principal  y  la  subrrogación  legal  san- 
cionada por  la  nueva  ley  deberán  ser  admitidas  con  arreglo  4 
ella,  si  faltando  la  garantía  del  deudor,  después  de  la  promul- 
gación de  dicha  ley  se  hubiese  prestado  la  fianza  bajo  el  im- 
perio de  la  misma. 

Lo  mismo  sucede  con  la  reconducción  tácita  que  se  deriva 
del  hecho  de  la  posesión  tolerada  del  locador  después  de  haber 
espirado  el  término  de  la  locación,  pues  como  ésta  no  formó 
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parto  de  las  relaciones  cootractaales  orígiaarías,  6  sea  del  con- 
trato de  arrendamiento  celebrado,  debe  ser  regida  por  la  ley 
vigíente  al  tiempo  en  qae  tiene  lagar  dicha  posesión. 

309.  Eq  todo  caso  debe  servir  como  regla  el  principio  de 
que  no  paeden  considerarse  como  efectos  naturales  del  con* 
trato  aquellas  consecuencias  que  con  ocasión  del  mismo  ó  de 
su  ejecución  nacen  de  hechos  naevos  no  tenidos  en  cuenta  en 
él  y  que  dan  lugar  á  naevas  relaciones  jurídicas  entre  los  con- 
tratantes. Esto  puede  decirse,  por  ejemplo,  de  la  novación,  de 
los  efectos  de  la  ratificación  ó  de  la  confirmación  de  un  contra- 
to nulo  en  su  origen,  de  los  efectos  de  la  cesión  de  un  derecho 
litigioso,  de  la  confusión,  de  la  cualidad  de  deudor  y  acree- 
dor, etc.,  etc.,  cuyas  relaciones,  como  tienen  or'gen  en  hechos 
nuevos  ó  en  actos  accidentales  que  vienen  á  tener  lugar  du- 
rante la  ejecución  de  la  convención  ex  post  facío^  deben  ser 
regidas  por  la  ley  Tigente  en  el  momento  en  que  se  realizaren 
dichos  hechos  ó  actos. 

En  cuanto  á  la  ratificación  ó  confirmación  de  una  obliga* 
ción  nula  ó  no  válida,  es  necesario  advertir  que  la  admisibili- 
dad ó  inadmisibilídad  de  la  ratificación,  propiamente  dicha, 
debe  depender  de  la  ley  bajo  cuyo  imperio  fué  contraída  la 
obligación.  En  su  virtud,  si  con  arreglo  á  dicha  ley  fuese  nula 
la  obligación  originaria  de  tal  modo  que  su  intrínseca  nulidad 

4 

no  pudiera  ser  subsanada  jamás  por  una  ratificación  posterior, 
no  podría  invocarse  la  ley  nueva  que  hubiese  quitado  la  prohi- 
bición, consignada  en  la  antigua,  de  la  ratificación  posterior, 
para  pretender  convalidar  mediante  ella  el  acto  originaria- 
mente  nulo,  pues  esto  equivaldría,  en  efecto,  á  dar  á  la  ley 
nueva  autoridad  retroactiva  sobre  el  contenido  de  la  obliga- 
ción nacida  antes  de  haber  comenzado  á  regir  dicha  ley. 

La  regla  que  queda  expuesta  puede  servir,  pues,  solamente 
en  el  caso  de  que  la  ratificación  ó  confirmación  estuviese  pro- 
hibida por  la  ley  bajo  cayo  imperio  fué  contraída  la  obligación 
nula  ó  inválida  y  que  hubiera  tenido  lugar  después  de  empe- 
zar á  regir  la  ley  nueva,  en  cuya  hipótesis  la  cuestión  versa 
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sobre  los  efectos  de  la  ratificación  y  no  sobre  las  condicione» 
de  su  admisibilidad  ó  inadmisibilidad.  Con  referencia  á  dicha 
cuestión,  nosotros  opinamos  que  los  efectos  de  la  ratificación 
deben  ser  regidos  por  la  ley  vigente  en  el  momento  en  qae  la 
misma  tuviere  logar,  lo  cual  sostenemos,  sin  prejuzgar  nada 
la  cuestión  de  las  condiciones  relativas  á  la  admisibilidad  ó 
inadmisibilidad  de  la  ratificación  misma,  la  que,  como  hemos 
dicho  ya,  debe  ser  resuelta  con  arreglo  á  la  ley  bajo  cayo  im- 
perio nació  la  obligación  y  sin  prejuzgar  también  los  derechos 
adquiridos  por  terceras  personas,  según  la  ley  y  con  las  for- 
malidades establecidas  por  la  misma  con  anterioridad  á  la  ra* 
tificación  ó  á  la  confirmación,  que  deberán  ser  respetado» 
siempre  lo  mismo  que  todos  los  demás  derechos  legítimamen- 
te adquiridos. 

Con  arreglo  á  dicho  principio,  puede  deducirse  que  si  es- 
tando vigente  las  leyes  civiles  napolitanas  abolidas  con  la  pa- 
blicación  del  Código  civil  italiano,  hubiese  quedado  terminada 
el  contrato  de  enfiteusis  y  se  hallase  atacado  éste  de  algán  vi- 
cio de  nulidad,  siendo  ratificado  después  de  la  promulgacióo 
de  dicho  Código,  serían  aplicables  en  éste  las  disposiciones 
,  contenidas  en  los  artículos   1932  y   siguientes    del    mismo 
relativas  á  la  transcripción  exigida  por  ellos  para  hacer  eficaz 
dicho  contrato  en  perjuicio  de  tercero.  No  podría  aducirse 
en  contrario  á  esto  que  por  las  leyes  abolidas  de  1819,  no 
era  exigida  la  transcripción  del  contrato  enfitéutico,  puesto 
que  con  razón  podría  objetarse  á  ello  que  siendo  nulo  el  con- 
trato originario  y  teniendo  lugar  la  ratificación  bajo  el  impe- 
rio del  Código  italiano,  deben  aplicarse  las  disposiciones  del 
mismo  para  decidir  acerca  de  la  eficacia  de  dicha  ratificación 
bajo  el  punto  de  vista  de  la  transferencia  de  derechos  íamovi* 
Uarios  contra  terceros. 

Por  la  misma  razón,  si  bajo  la  ley  antigua  hubiese  termina- 
do el  contrato  de  mutuo  con  interés  y  no  hubiesen  sido  paga- 
dos los  intereses  correspondientes,  podrían  producir  otros  inte- 
reses también  los  vencidos  y  no  pagados  después  de  la  pro- 
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TnalgacíÓQ  de  la  ley  nneva  en  el  supuesto  de  que  ésta  haya 
establecido  la  regla  de  que  los  intereses  devengados  y  no  sa- 
tisfechos produzcan  interés  con  arreglo  al  tipo  legal  admitido. 
No  valdría  aducir  en  contra  en  esta  eventualidad  que  siendo 
debidos  dichos  intereses  en  virtud  de  un  contrato  celebrado 
bajo  el  imperio  de  la  legislación  anterior,  deben  ser  determi- 
nados y  regulados  con  arreglo  á  ella,  pues  como  los  intereses 
de  los  intereses  no  pagados  son  la  consecuencia  del  hecho  de 
Li  falta  de  pago,  y  tal  hecho  YÍene  á  tener  lugar  bajo  el  impe- 
rio de  la  ley  nueva  que  los  admite,  es  natural  que  deban  ser 
aplicadas  las  disposiciones  de  dicha  ley  para  regular  todas  las 
consecuencias  jurídicas  que  puedan  derivarse  de  la  mora  y 
para  decidir  con  arreglo  á  ellas  si  es  ó  no  necesaria  para  tal 
efecto  la  reclamación  judicial  y  cuanto  concierne  á  todos  los 
efectos  de  la.  falta  de  pago. 

310.  Son  también  consecuencia  de  las  relaciones  contrae- 
tuales  las  acciones  pertenecientes  al  acreedor  para  obligar  al 
deudor  al  cumplimiento  de  su  prestación,  y  las  excepciones 
por  cuyo  medio  puede  el  deudor  repeler  la  demanda  de  aquél. 
También  para  'decidir  acerca  de  esto,  es  necesario  hacer  dis- 
tinción entre  las  acciones  y  excepciones  relativas  al  fondo  del 
derecho,  y  las  que  se  derivan  de  hechos  ó  actos  nuevos  y  acci- 
dentales expost  tacto.  Las  primeras  caen  siempre  bajo  la  ley 
del  tiempo  del  contrato,  y  las  segundas  bajo  la  que  estuviere 
en  vigor  cuando  ocurra  el  hecho  ó  se  ejercite  la  acción,  si  se 
tratase  de  excepciones  dilatorias  ó  relativas  al  procedimiento. 
En  conformidad  con  lo  expuesto,  deben  ser  apreciadas  con 
arreglo  á  la  ley  de  la  relación  contractual  la  eacepHo  non  nume- 
rake  peeunicB,  la  eaceptio  eafcusioni,  la  exceptio  doli^  la  excepto 
mormpurffationis,  etG.f  etc.  Por  el  contrario,  todas  las  excep- 
ciones basadas  en  hechos  ó  actos  posteriores  al  contrato  de  que 
nace  la  obligación,  deben  ser  regidas  por  la  ley  que  estuviere 
vigente  cuando  se  ejecutó  el  hecho  de  que  se  derive  ó  en  que 
se  funde  la  excepción.  Esto  sucede,  por  ejemplo,  con  la  ex- 
cepción fundada  en  el  hecho  de  la  voluntaria  ejecución  de  una 
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qae  pndíeae  declarar  nulo  coalqaier  acto  anterior  revestido  de 
todaii  Iftfl  solemnidades  neceeariaa,  segán  la  l^islacióu  bajo 
cajo  imperio  se  hubiere  llevado  ¿  cabo  dicbo  acto. 

Este  principio  es  de  sayo  tan  evidente  que  dd  es  necesario 
insistir  en  sn  demostración.  Para  decidir,  pnes,  sí  es  ó  no  ne- 
cesario para  la  validez  del  contrato  qae  se  consigne  por  escri- 
to (1)  y  si  la  formalidad  de  la  escritura  es  exigida  aólo  para  li 
prneba  del  contrato,  ó  si,  por  el  contrario,  se  requiere  como  ia- 
dispensable  para  la  existencia  jurídica  del  mismo,  é  igosl> 
mente  para  resolver  si  la  forma  de  la  escritura  debe  ser  la  de 
documento  privado  i5  público  y  cuál  pueda  ser  el  efecto  de  ii 
total  ó  parcial  inobservancia  de  las  formalidades  exigidas;  y 
por  último,  para  cuanto  se  relaciona  además  con  laa  cuestio- 
nes relativas  á  las  formas  extrínsecas  de  los  actos  ;  de  los  con- 
tratos, menester  es  referirse  &  la  ley  del  tiempo  en  que  éstos 
se  hubieren  llevado  á  cabo  (2). 

En  conformidad  á  esta  regla,  si  la  ley  nueva  aboliere  cnal- 
qniera  formalidad  exigida  antes  bajo  pena  de  nulidad  porli 
legislacidn  del  tiempo  del  contrato,  no  convalidaría,  sin  embu- 
go,  tal  disposición  nueva  la  relación  jurídica  que  en  en  ori- 
gen no  fuese  válida  por  la  falta  de  dicho  requisito  6  forma- 
lidad. 


(1)  SegAn  Isa  abolidKS  leyei  nspolituiu,  ooalqiiiar  cuDtnta  01170  Tilor 
no  faaw  anparior  i  GO  dacftdoi  |¿  bbui  212  lirma  BO  céntimo*)  podía  aei  hecbo 
vsrbalmente,  y  coando  era  leBoido  por  la  poaesión  dnrant«  alerto  tiempo. 
Donferla  un  derecho  incontestable  según  el  art.  2171  de  dichas  leyea.  Kd  a 
Tirtnd,  ae  ba  oonaiderado  con  raiAn  qae  la  venta  da  un  inmasbla  Iiecba  ytr- 
balmente  \ajo  talea  layea  debe  eetimane  efloai  b^'o  el  imperio  del  OAdige 
italiano,  aun  eontni  aquel  qne  hnbieaa  adqniíido  dMpné*  el  mismo  inmnabl* 
da  la  miama  pertoua  y  hnbisse  perfecoionado  la  adquisicidn  mediante  la 
txMucripciún.  CasaciAn  de  Nápolee.  Seot.  17  da  Junio  de  1878.  BetXiMI,  XXX, 
1,  1,  1216. 

(2)  Coufr.  Uetbk,  (uaf.  Irantü.,  p.  3S. — llESLto,  E^/rt  retroaetif,  asDoiAn  B.*, 
S  S.*,  art.  í' — OieB«,  obra  citada  ya,  toI.  IV,  p.  89. — Buhchi,  Dirim  «nib. 
volnmeD  I,  nikin.  111, — BoUAKi,  Comtatario  al  Ci^fo  civii,  fi  21. 
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313.  Algunos  escritores,  y  eatre  éstos  principal  mente  Las- 
salle,  han  opinado  lo  contrario,  sosteniendo  que  caando  la  úni- 
ca razón  que  impida  al  individuo  hacer  valer  una  relación  ju- 
rídica fuese  la  falta  de  las  formalidades  exigidas  bajo  pena  de 
nalidad,  cesando  este  impedimento  oon  la  ley  nueva  que  abo- 
liese la  necesidad  de  dichas  formalidades,  viene  á  adquirir  su 
completa  fuerza  y  eficacia  la  relación  jurídica  citada. 

Esta  teoría,  sin  embargo,  no  es  conciliable  con  el  respeto 
debido  á  los  derechos  adquiridos.  Conocida  es  la  regla  quod  ab 
initío  vitíosum  est^  non  potes  tractu  temporis  convalescere,  y 
además  tampoco  puede  desconocerse  que  los  contrayentes,  en 
el  mismo  momento  en  que  concluye  su  respectiva  convención, 
adquieren  el  derecho  de  hacer  declarar  la  validez  ó  invalidez 
de  la  misma  con  arreglo  á  la  legislación  del  tiempo  del  contra- 
to, y  por  lo  tanto,  no  puede  ser  menoscabado  ese  derecho 
por  una  ley  posterior  sin  incurrir  ésta  en  injusta  retroactivi- 
dad,  á  cuya  ley  posterior  no  pudieron  éstos  realmente  refe- 
rirse. ' 

Así  como  constituiría  una  injusta  violación  de  los  derechos 
contractuales  el  que  se  anulara  en  virtud  de  las  disposiciones 
introducidas  por  una  ley  posterior  un  acto  en  cuya  celebración 
se  hubieren  observado  todas  las  formalidades  exigidas  por  la 
legislación  vigente  á  la  sazón,  lo  sería  del  mismo  modo  si  un 
acto  originariamente  nulo  por  defecto  de  forma  pudiera  ser 
considerado  eficaz  á  espaldas  de  las  partes,  por  el  solo  hecho  de 
haber  promulgado  después  una  ley  nueva  que  hubiere  abolido 
la  necesidad  de  determinados  requisitos  de  forma. 

El  derecho  adquirido  por  las  partes  para  hacer  valer  la  nu- 
lidad de  la  relación  contractual  fundándose  en  la  legislación 
del  tiempo  del  contrato,  no  sería  ciertamente  violado  menos  en 
este  caso  que  en  aquel  en  que  se  quisiere  sostener  su  va- 
lidez. 

Pnede  solamente  admitirse  que  si  la  ley  posterior  sujetase 
á  nuevas  formalidades  los  actos  y  los  contratos  anteriormente 
hechos  para  la  conservación  de  los  derechos  adquiridos  me- 
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diante  ellos,  sería  indispensable  el  camplímiento  y  la  obser- 
vancia de  las  disposiciones  de  la  ley  nneva  para  todos  los  efec- 
tos apreciados  por  ella. 

314.    Esto  debe  decirse,  por  ejemplo,  de  ana  ley  nnera  qoe 
sometiese  á  la  necesidad  de  la  transcripción  á  todos  los  actos 
traslativos  de  la  propiedad  para  repntar  eficaces  contra  terce- 
ros los  derechos  reales  sobre  inmuebles  transmitidos  por  el  ena- 
jenante al  adqairente.  Aun  cuando  reconocemos  en  principio 
que  siempre  los  derechos  reales  sobre  inmuebles  adquiridos  con 
arreglo  á  la  legislación  anterior,  deben  ser  reputados  eficaces, 
cuando  se  han  observado  todas  las  formalidades  exigidas  por 
la  ley  antigua  para  la  transferencia  de  dichos  derechos,  debe, 
sin  embargo,  admitirse  que  el  legislador  puede,  sin  dar  á  la 
ley  autoridad  retroactiva,  sujetar  ciertos  actos  á  las  reglas  es- 
tablecidas por  la  nueva  legislación  para  estimarlos  eficaces  en 
cuanto  á  terceros,  y  en  este  caso  convendrá  atenerse  á  lo  que 
disponga  la  ley  transitoria. 

(Conforme  con  este  principio,  el  legislador  italiano  dispuso 
en  el  art.  34  de  la  ley  transitoria  para  la-aplicación  del  Código 
civil,  que  la  demanda  para  la  revocación,  rescisióo  ó  resolucióa 
de  un  contrato  debía  ser  transcrita  dentro  del  término  de  ua 
mes,  á  contar  desde  el  día  en  que  la  misma  hubiere  sido  enta- 
blada, para  que  pudiera  producir  sus  efectos  respecto  de  las 
terceras  personas  que  hubiesen  adquirido  después  de  la  deman- 
da algún  derecho  sobre  el  mismo  inmueble  objeto  del  contra- 
to, cuya  revocación,  rescisión  ó  resolución  se  solicitará,  aun 
cuando  no  fuera  necesaria  la  formalidad  de  la  transcripción,  se- 
gún las  leyes  anteriores  bajo  las  cuales  se  hubiere  celebrado 
el  contrato. 

Cuando  nada  se  hubiere  dispuesto  sobre  esto  en  la  ley  tran- 
sitoria, preciso  será  considerar  como  regla  en  dicho  caso  el 
principio  de  que  los  efectos  de  los  actos  ejecutados  bajo  el  im- 
perio de  la  legislación  anterior  deben  ser  regidos  por  la  mis- 
ma, no  sólo  en  cuanto  se  refieren  á  las  partes  entre  sí,  sino 
también  respecto  de  terceros,  y  para  determinar  las  formali* 
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dades  necesarias  para  qae  los  mismos  puedan  producir  todos 
los  efectos  atribuidos  por  la  ley. 

315.  una  duda  podría  surgir,  sin  embargo,  en  cuanto  á  esto 
en  el  caso  de  que  el  acto  traslativo  de  la  propiedad  6  de  algún 
derecho  real  hubiese  tenido  lugar  bajo  el  imperio  de  la  legisla- 
ción antigua  y  que  las  formalidades  establecidas  por  ésta,  para 
qae  dicho  acto  sea  eficaz  en  cuanto  á  tercero,  no  hubiesen  sido 
aún  cumplidas  al  tiempo  de  la  promulgación  de  la  ley  nueva.  En 
estas  circunstancias  no  se  podría  en  rigor  sostener  que  cuan- 
do la  nneva  ley  hubiese  impuesto  algún  requisito  de  forma, 
como,  por  ejemplo,  la  necesidad  de  la  transcripción,  y  la  anti- 
gua exigiese  otra  formalidad  distinta,  hubiera  de  producir  el 
acto  todos  sus  efectos  respecto  á  terceros,  si  la  parte  interesada 
hubiere  cumplido,  después  de  haber  empezado  á  regir  la  ley 
nueva,  aquello  que  disponía  la  antigua  y  no  hubiese  obser- 
vado todas  las  formalidades  de  la  transcripción  según  la  ley 
nueva. 

Basta,  en  efecto,  tener  en  cuenta  que  cuando  la  parte  hu- 
biese llenado  ya  todas  las  formalidades  antes  de  la  publica- 
ción de  la  ley  nueva,  y  observando  dichas  formalidades  con 
arreglo  á  la  legislación  autes  en  vigor  hubiese  adquirido  de- 
rechos respecto  al  enajenante  y  en  cuanto  á  terceros,  no  po- 
dría desconocerse  ni  prescindírse  en  dicho  caso  de  todo  aque- 
llo que  hubiera  quedado  ya  terminado  con  anterioridad  al  mo- 
mento en  que  hubiere  comenzado  á  regir  la  ley  nueva  y  todos 
los  efectos  derivados  del  acto  ejecutado  en  esa  forma  con  rela- 
ción á  terceras  personas,  á  menos  de  vulnerar  los  derechos  ad- 
quiridos, dando  á  la  ley  autoridad  retroactiva.  Pero  cuando 
las  diversas  formalidades  exigidas  por  la  legislación  antigua 
no  resultaren  cumplidas  ya,  y  en  el  momento  on  que  se  in- 
tente hacer  eficaz  el  acto  ó  contrato  estuviere  en  vigor  una 
ley  nueva  que  imponga  determinadas  formalidades  nuevas, 
como  la  de  la  traoscripción  citada,  es  necesario  que  las  partes 
observen  y  cumplan  cuanto  dicha  ley  disponga. 

No  podría,  pues,  el  interesado  pretender  oponerse  á  ello 
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alegando  haber  adquirido  antes  el  derecho  que  el  acto  ejecu- 
tado por  él  hubiera  de  surtir  todos  sus  efectos  en  armonía  coa 
lo  establecido  por  la  legislación  antij^ua,  si  no  hubiese  cum- 
plido cuanto  la  misma  ordenaba  acerca  de  las  formalidades 
necesarias  para  la  eficacia  de  dicho  acto  con  respecto  á  terce- 
ro, ni  podría  tampoco  sostener  haber  adquirido  el  derecho  de 
ajustarse  á  la  ley  antigua  para  lo  relativo  á  dichas  formalida- 
des, si  en  el  momento  en  que  él  intentase  hacer  aquello  por 
cuyo  medio  ha  de  convertirse  en  eficaz  el  acto  ejecutado,  esta- 
viere  en  vigor  una  ley  nueva  que  subordinase  todos  los  efectos 
del  mismo  á  nuevas  formalidades  indispensables,  como  pueden 
ser  la  de  la  traascripcíón  del  acto  tantas  veces  citada,  la  de  la 
iascripción  en  los  libros  públicos  y  algunas  otras  semejantes. 
316.  Creemos,  por  otra  parte,  oportuno  hacer  notar  que  no 
podría  jamás  ser  negado  á  todos  los  interesados  el  derecho 
de  aprovecharse  de  las  disposiciones  de  la  ley  nueva,  y  cam- 
pliendo  para  ello  las  formalidades  prescritas  por  la  misma, 
aun  cuando  no  estuviesen  obligados  á  hacerlo,  obtener  todas 
i:is  consecuencias  favorables  para  los  mismos  con  arreglo  á  di- 
cha ley.  Un  ejemplo  de  ello  tendríamos  fijándonos  en  la  pose- 
flíÓQ  de  aquellos  que  tenían  adquiridos  en  Italia  derechos  so- 
bre inmuebles  existentes  antes  de  la  publicación  del  nuevo 
Código.  Respecto  de  todos  los  actos  ejecutados  y  perfecciona- 
dos bajo  el  imperio  de  las  leyes  anteriores,  se  debe  natural- 
meate  tener  en  cuenta  dichas  leyes  para  decidir  con  arreglo  á 
ellas  si  era  necesaria  la  transcripción  y  cómo  podía  aprove- 
char la  que  hubiere  sido  hecha  á  aquel  que  la  hubiere  llevado 
á  cabo  ó  que  pudiera  tener  interés  en  el  acto  transcrito. 

Sin  embargo,  aquellos  que  no  se  hallaban  obligados  á 
transcribir  el  título  de  adquisición  anterior  al  Código  civil  vi- 
gente en  dicho  país  y  que  á  pesar  de  ello  hubieren  transcrito 
sus  respectivos  títulos,  han  podido,  según  los  casos,  gozar 
de  los  beneficios  de  la  nueva  ley  en  cuanto  á  determinados 
efectos  eventuales,  que  según  la  misma  pueden  derivarse  de  la 
transcripción.  Así,  por  ejemplo,  han  podido  gozar  de  la  dispo-* 
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'Sición  del  art.  2137  de  dicho  Código,  el  caal  establece  «que 
adquirido  de  baena  fe  nn  inmueble  ea  virtad  de  an  títalo  que 
haya  sido  debidamente  transcrito,  y  que  no  sea  nulo  por  al- 
gún defecto  de  forma,  corre  en  su  favor  la  prescripción  por  el 
transcurso  de  diez  años,  á  contar  desde  la  fecha  de  la  trans- 
cripción.» Resulta,  pues,  bien  claro  que  los  adqnirentes  que 
hubieren  obtenido  su  derecho  bajo  el  imperio  de  las  leyes  en- 
teriores,  y  que  á  pesar  de  no  estar  obligados  á  transcribir  su 
titulo  de  adquisición,  lo  hayan  transcrito  sin  embargo,  han  ad- 
quirido por  este  medio  el  derecho  de  utilizar  en  su  favor  la 
prescripción  breve  de  diez  años  en  vez  de  la  de  treinta  años, 
con  arreglo  á  las  condiciones  establecidas  por  el  citado  artícu- 
lo  de  la  ley  nueva. 

Esto  se  deriva  del  principio  general,  consignado  ya  en  otra 
ocasión,  de  que  todo  acto  jurídico,  terminado  bajo  el  imperio 
de  la  legislación  vigente,  debe  ser  regido  por  ella  en  cuan- 
to á  todas  las  consecuencias  jurídicas  que  el  mismo  pueda 
producir,  aun  cuando  éstas  se  refieran  á  una  relación  contrac- 
tual llevada  á  cabo  bajo  las  leyes  anteriores,  no  pudiendo  ad- 
mitirse de  ningún  modo  limitación  alguna  al  derecho  que  por 
Tirtud  de  dicho  principio  corresponde  para  aprovecharse  de 
las  disposiciones  de  la  nueva  ley,  salvo  el  caso  de  que  la  otra 
parte  haya  adquirido  por  la  legislación  anterior  el  derecho  per- 
fecto de  impedir  al  que  con  ella  hubiere  contratado  la  ejecu- 
ción de  aquellos  actos  de  que  podría  provenir  en  su  conse- 
cuencia la  aplicación  de  la  ley  nueva  y  el  goce  de  las  venta- 
jas que  de  la  misma  pudieran  ser  deducidas. 

317.  Pasando  ahora  á  ocuparnos  de  la  prueba,  debemos  in- 
dicar, ante  todo,  que  es  indudable  que  los  medios  para  con- 
seguir y  constituir  la  prueba,  tienen  que  ser  regidos  por  la  ley 
bajo  cuyo  imperio  hubiere  sido  adquirido  el  derecho  que  ha 
de  ser  probado.  Ei  efecto,  dichos  medios  de  prueba  son  uno 
de  los  elementos  para  la  adquisición  del  derecho,  y  no  pueden 
depender,  por  lo  tanto,  más  que  de  la  ley  que  estuviere  vigen- 
te cuando  tuvo  vida  el  derecho.  En  cuanto  á  esto^  inútil  nos 
TOMO  76  6 
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parece  toda  disertación,  puesto  qae  de  acaerdo  coa  lo  expues- 
to estáa  la  doctrina  y  la  jarisprudencia  (1). 

Por  lo  tanto,  si  la  ley  nueva  modifícase  la  eficacia  de  deter- 
minados medios  probatorios  que  antes  fueran  eficaces  para  de- 
mostrar la  existencia  de  los  derechos  precedentemente  adqai* 
ridos,  deberían  en  todo  caso  considerarse  eficaces  para  dicho 
efecto  los  medios  de  prueba  admitidos  por  la  legislación  bajo 
cuyo  imperio  faé  adquirido  el  derecho.  En  conformidad  con 
esta  regla,  tratándose,  por  ejemplo,  de  una  convención  lleva- 
da á  cabo  bajo  la  legislación  anterior,  que  supongamos  no  im- 
ponía limitación  alguna  á  la  prueba  testifical  y  que  considera- 
se suficiente  dicha  prueba  cuando  fuera  semiplena,  sin  autori- 
zar al  Juez  para  ordenar  de  oficio  el  juramento  supletorio  del 
demandado,  pero  sí  para  deferir  al  del  actor,  como  sucede  en 
la  legislación  austríaca,  sería  necesario  en  este  caso  atenerse 
precisamente  á  la  ley  antigua  para  formar  juicio  acerca  de  la 
admisibilidad  ó  inadmisibilidad  de  la  prueba  testifical,  y  para 
apreciar,  después  de  admitida,  .los  efectos  de  la  misma,  aaa 
cuando  la  ley  nueva  hubiese  limitado  la  admisibilidad  de  di- 
cha prueba. 

318.  ¿Pero  cuál  será  la  solución  en  el  supuesto  de  que  la 
nueva  ley  hubiese  ampliado  los  medios  de  prueba?  Si  dicha  lej 
concediese  á  quien  quiera  probar  una  relación  obligatoria  de- 
terminados medios  de  prueba  que  no  se  hallaban  admitidos 
por  la  legislación  bajo  cuyo  imperio  nació  dicha  relación,  ¿po- 


(1)  Confr.  ICsaLiK,  lu^ar  antes  oitado,  seooión  B.\  9  111,  art.  2.®— Doto- 
XiOHBS,  yol.  I,  uúm.  54,— BiAKCHi,  Dir.  e»o.,  §  111. — Gabba,  obra  citada  yi, 
▼ol.  IV,  pág.  434. — Casaoi  ón  de  Ñápeles,  sentencia  de  iJB  de  Septiembre  de  1S30 
(Chidiohimo),  Mwntort  dei  Tnbunali,  de  Itílán,  1871,  82S,  núm.  10.— Casación 
de  Toxin,  sentencia  de  2  de  Mayo  de  1872  (Somaini),  Monü.  dei  Tribunali,  1678. 
687.— Casación  de  Tarín,  sentencia  de  26  de  Jnlio  de  1876,  Monit.,  1876,  1054.— 
Id.  de  Brescea,  sentencia  de  6  de  Diciembre  de  1877  (Garini),  MoniL,  IBKt 
112.^Id.  de  Hil&n,  sentencia  de  18  de  Septiembre  de  1884  (Bnssi),  MoMioft, 
1864,1068. 
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djpía  negarse  á  quien  quisiera  aprovecharse  de  la  nueva  dispo- 
sición, leg^  el  valerse  de  los  medios  de  prueba  declarados 
eficaces  por  ella  para  justificar  la  existencia  de  la  relación  obli- 
gatoria ó  del  contrato? 

Cuando  la  ley  restringe  los  medios  de  prueba  sería  verda- 
ramente  injusto  aplicar  sus  preceptos  para  excluir  aquellos 
medios  probatorios  que  se  hallaban  admitidos  por  la  legisla- 
ción bajo  la  cual  fueron  creadas  las  relaciones  jurídicas.  La 
parte,  que  sabía  que  podía  probar  la  existencia  del  derecho 
adquirido  con  tales  ó  cuales  medios,  no  puede  serprivada^  sin 
injusta  retroactividad,   de  ejercitar  su  derecho  válidamente 
adquirido,  sometiéndole  para  ello  á  las  limitaciones  de  la  ley 
nueva  qae  hubiese  restringido  los  medios  de  prueba.   Por  el 
contrario,  cuando  la  ley  posterior  amplíe  los  medios  de  que 
lícitamente  pueden  valerse  los  que  quieran  probar  la  existen- 
cia de  una  relación  obligatoria,  no  debe  negarse  á  éstos  el 
que  puedan  aprovecharse  de  dichas  disposiciones.  En  efecto, 
el  fin  de  la  prueba  es  poner  en  claro  la  verdad,  y  los  medios 
más  apropiados  para  dicho  fin  sancionados  por  la  ley  nueva, 
no  pueden  ser  eludidos  por  aquéllos  en  cuya  contra  se  hayan 
utilizado.  Dichos  medios  están  realmente  dentro  del  criterio  y 
del  poder  del  legislador,  y  no  podría  admitirse  derecho  alguno 
contra  éste  para  oponerse  á  las  nuevas  disposiciones  del  mismo 
que  hubiesen  enmendado  y  perfeccionado  el  sistema  de  las 
pruebas,  alegando  como  fundamento  de  ello  la  falta  de  dichas 
disposiciones  en  la  legislación  anterior,  bajo  cuyo  imperio  na- 
ció la  obligación  ó  el  vínculo  obligatorio,  porque,  según  he- 
mos repetido  en  varias  ocasiones,  la  falta  de  una  disposición 
legal  no  puede  nunca  ser  fundamento  de  un  derecho  adqui- 
rido. 

Entiéndase  bien  que  la  regla  que  hemos  consignado  es 
aplicable  á  los  verdaderos,  y  propiamente  dicho,  medios  de 
prueba,  es  decir,  á  aquellos  que  son  exigidos  para  probar  una 
obligación  jurídicamente  existente,  pero  no  á  aquellos  que  son 
establecidos  ad  solemniéatem  6  para  acreditar  la  existencia  jn- 
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rídica  de  Icurelación  6  yínculo  obligatorio,  respecto  de  los  cua* 
les  nos  remitíalos  á  lo  qae  ha  sido  dicho  antes. 

Haciendo  aplicación  de  nnestra  regla,  se  pnede  también 
deducir  que  en  el  supuesto  de  que  se  promoviere  contienda 
bajo  el  imperio  de  una  ley  nueva  sobre  un  contrato  ó  relación 
contractual  celebrado  con  arreglo  á  la  legislación  anterior,  no 
puede  en  dicho  caso  negarse  al  Magistrado  ó  Tribanal  que 
hubiera  de  fallarla  el  valerse  de  las  disposiciones  de  aqnella 
ley,  por  cuya  virtud  podrían  ordenarse  los  nuevos  medios  de 
prueba  admitidos  por  la  misma,  á  ñn  de  esclarecer  los  hechos 
relacionados  con  el  contrato  ó  con  la  relación  contractual  en 
cuestión.  La  admisibilidad  de  los  medios  de  prueba  de  nna 
convención  debe  ser  apreciada  con  arreglo  á  la  ley  del  tiempo 
en  que  dicha  convención  fué  llevada  á  cabo;  pero  sería  un 
verdadero  contrasentido  jurídico  el  admitir  que  las  leyes  an- 
teriores pueden  inmovilizar  el  sistema  probatorio,  y  que  para 
esclarecer  y  acreditar  los  hechos  relativos  á  las  relaciones  con* 
tractuales  celebradas  bajo  el  imperio  de  las  leyes  anteriores, 
pudiera  ser  prohibido  el  que  las  partes  utilizaran  los  medios 
más  idóneos,  más  perfectos  y  más  seguros  establecidos  por  la 
ley  nueva,  á  pesar  de  que  de  la  justiñcación  y  esclarecimiento 
de  tales  hechos  pueden  derivarse  con  arreglo  á  la  misma  ley 
relaciones  contractuales. 

319.  Consecuencia  de  estos  principios  es  que  sí  la  ley  nue- 
va admitiese  reglas  distintas  de  interpretación  para  las  rela- 
ciones obligatorias  provenientes  de  ciertos  actos,  es  decir,  sí 
estableciese  mejores  criterios  de  presunción  acerca  de  la  vo» 
luntad  de  las  partes,  podrían  aprovecharse  de  sus  disposicio- 
nes las  partes  y  los  Tribunales  aun  para  la  prueba  de  los  ac- 
tos realizados  bajo  las  leyes  anteriores;  pero  sin  olvidar  por 
esto  la  regla  general  de  que  la  admisibilidad  de  las  presuncio- 
nes legales  y  la  fuerza  de  las  mismas  en  cuanto  al  estableci- 
miento de  la  existencia  de  las  obligaciones  debe  depender  de 
la  ley  vigente  en  el  momento  en  que  hayan  sido  ejecutados 
los  actos  á  que  se  refieren. 
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La  prueba  por  presunciones  humanas  se  rige  por  los  mis- 
mos principios  que  la  prueba  testifical^  y  en  su  Yirtud^  el  Ma- 
gistrado puede,  por  lo  tanto,  valerse  de  las  disposiciones  del 
Código  vigente  aun  respecto  de  los  contratos  hechos  con  arre- 
glo á  las  abolidas  legislaciones  anteriores^  á  pesar  de  que  la 
ley  nueva  haya  cambiado  de  criterio  en  cuanto  á  dicho  medio 
probatorio. 

{Se  totUütuará.) 

Pabqualb  Fiorb; 


meros  QUE  PIODDCE  EK  EL  PROCEDIMIEnO 

la  acumulacita  de  im  Jnido  ordinaxlo  &  otro  univenal. 


Bu  el  número  correspondiente  al  mes  de  Jolio  último,  pá- 
ginas 776  7  sigaientes  del  tomo  LXXIY  de  la  Bbtibta^  hemos 
leído  con  gran  interés  una  consulta  formulada  sobre  el  asunto 
que  encabeza  estas  líneas  y  la  contestación  que  el  Director  de 
dicha  publicación  da  á  las  dudas  propuestas  por  el  consultan- 
te. Con  el  natural  temor  de  decir  un  disparate,  disintiendo  de 
autoridad  tan  reputable  y  por  nosotros  respetada,  confesamos 
que  no  nos  satisface  completamente  la  opinión  del  ilustre  autor 
de  los  Comentarios  día  ley  de  Fnjuiciamiento  dviL  Este  temor 
tan  fondado  y  justo  debería  obligarnos  al  silencio;  pero  como 
la  materia  consultada  es  de  tan  capital  importancia  en  la  prác- 
tica é  interesa  aportar  el  mayor  número  posible  de  datos  part 
que  se  fije  la  yerdadera  doctrina  en  punto  que  el  Sr.  Manresa 
afirma  ser  dudoso,  se  nos  perdonará  que  llamemos  la  atención 
sobre  algunas  dificultades  que  puede  ofrecer  la  aplicación  del 
art.  187  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  aunque  se  interpre- 
te ó  aplique  conforme  á  la  doctrina  del  ilustre  comentarista. 

Es  indudable  que  la  ley  es  deficiente  y  la  contradicción  en- 
tre sus  disposiciones  tan  notoria,  que,  en  nuestro  sentir,  por 
ingeniosas  que  sean  las  teorías  que  se  sienten  para  acomodar 
los  distintos  casos  que  pueden  ocurrir  al  procedimíento^que 
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establece  el  segando  párrafo  del  art.  187,  ya  citado,  resoltará 

•cbbí  siempre  que  el  jaicio  particular  acamnlado  no  puede  se- 

^ir  la  tramitación  del  aaiversal,  ni  menos  pueden  terminar 

ambos  por  una  sola  sentencia,  cnal  preceptúa  el  art.  186  de  la 

ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

El  concepto  que  informa  la  acumulación  de  autos  fundada 
en  las  causas  1/,  2/  y  6/  del  art.  161  de  la  ley,  es  completa- 
mente distinto  del  concepto  ó  sentido  que  lleva  en  sí  la  acu- 
mulación qoe  se  funda  en  las  causas  3.^  y  4.5  de  dicho  artículo, 
y,  sin  embargo,  la  ley  no  las  distingue  y  establece  reglas  ge- 
nerales para  todos  los  casos  de  acumulación,  reglas  que  sola- 
mente son  aplicables  á  los  de  la  primera  clase;  de  aquí  nace  la 
confusión.  Y  una  de  dos:  ó  el  legislador  no  tuvo  en  cuenta  al 
redactar  el  art.  186  y  el  segundo  párrafo  del  187  que  el  proce- 
dimiento para  los  juicios  universales  era  incompatible  con  lo 
-dispuesto  en  las  expresadas  prescripciones,  ó  al  fijarla  tramita* 
ción  de  los  juicios  universales  se  olvidó  de  que  de  ella  debían 
formar  parte  las  reglas  para  cumplir  lo  preceptuado  en  los  ci- 
-tados  artículos. 

Es  más:  cabe  distinguir,  y  á  nuestro  entender  era  también 
esencial  haber  distinguido,  para  los  efectos  de  la  acumulación, 
entre  los  juicios  universales  de  concurso  y  de  quiebra,  y  los 
juicios  universales  de  testamentaría,  porque  el  procedimiento 
en  nnos  y  otros  es  completamente  distinto  y  los  efectos  de  la 
acumulación  tienen  que  ser  diferentes. 

Para  contestar  la  consulta  mencionada  al  principio,  el  se- 
ñor Manresa  formula  la  pregunta  siguiente:  «¿Cómo  se  acomo- 
dará á  la  tramitación  del  juicio  universal  la  del  ordinario  que  á  il 
4e  acumule?»  Y  distinguiendo  entre  los  juicios  de  concurso  y 
quiebra  y  los  de  testamentaría,  dice: 

«Fácil  es  determinarlo  en  los  juicios  de  concursq  y  de  quie- 
bra: en  estos  juicios  tiene  ordenado  la  ley  el  procedimiento 
para  el  reconocimiento,  graduación  y  pago  de  los  créditos,  y 
4  este  procedimiento  ha  df  acomodarse  necesariamente  el  re- 
conocimiento, graduación  y  pago  del  crédito  reclamado  en 
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el  juicio  ordioario  acumalado.  Por  consiguiente,  la  traoodta- 
ción  de  este  juicio  quedará  paralizada  j  sin  ulterior  pro- 
greso; los  documentos  en  él  presentados  y  las  pruebas  prac- 
ticadas serrirán  para  la  justificación  del  crédito  en  el  concur- 
so, á  cuyo  fin  se  agregarán  los  autos  al  ramo  separado  que  ha 
de  formarse  con  los  títulos  de  los  créditos,  conforme  al  artícu- 
lo 1204  de  la  ley,  y  el  demandante  será  incluido  en  la  relación 
indÍTÍdual  de  los  acreedores  á  que  se  refiere  el  1207,  pudienda 
ejercitar  en  el  concurso  todos  los  derechos  que  á  éstos  concede 
la  ley.  Con  vista  de  los  autos  acumulados,  los  síndicos  practi- 
carán el  examen  y  liquidación  de  ese  crédito,  como  de  todos 
los  demás,  y  darán  dictamen  sobre  su  reconocimiento  para  so- 
meterlo á  la  decisión  de  la  junta  de  acreedores;  y  sólo  en  el 
caso  de  que  no  sea  reconocido,  podrá  el  demandante  impugnar 
el  acuerdo  de  la  junta  solicitando  la  declaración  del  derecho 
que  fué  objeto  de  la  demanda  acumulada,  pero  no  ya  por  los 
trámites  del  juicio  ordinario,  sino  por  los  establecidos  para  los 
incidentes,  conforme  al  art.  1263.:i> 

Nada  hay  que  objetar  á  solución  tan  acertada,  cuando  se 
trate  de  pleitos  que  versen  sobre  la  reclamación  de  un  crédito 
por  cantidad  líquida;  pero  ¿qué  se  hace  cuando  el  objeto  del 
juicio  sea  el  reconocimiento  del  dominio  ó  de  una  servidumbre, 
la  posesión  de  bienes  del  concursado,  el  cumplimiento  de  una 
obligación  cuyo  importe  en  dinero  no  pueda  precisarse,  como, 
por  ejemplo,  una  indemnización  de  perjuicios  y  tantos  otros 
casos  semejantes  como  á  cada  paso  pueden  ocarrir? 

En  el  procedimiento  qae  la  ley  establece  para  los  juicios  de 
concurso  de  acreedores  y  de  quiebra  no  encontramos  regla  al- 
guna que  pueda  servir  de  norma  para  acomodar  á  su  tramita- 
ción la  de  esos  juicios  singulares,  y  hallamos,  por  el  contrario, 
indicaciones  que  contradicen  lo  preceptuado  en  el  repetido  ar- 
tículo 187.  Prescindiendo  de  los  pleitos  no  acumulables  con 
arreglo  al  núm.  3.^  del  art.  1003,  notamos  en  el  procedimien- 
to de  los  concursos  que,  según  prescribe  el  núm.  1.^  del  ártica- 
lo  1234,  se  exceptúan  de  la  inmediata  enajenación  «los  bieDes> 
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respecto  de  los  cuales  se  halle  pendiente  demanda  de  dominio 
XHromOYÍda  por  nn  tercerO|  en  cayo  caso  se  esperará  á  que  re- 
caiga sentencia  firme.;» 

La  ley  admite^  por  consiguiente,  la  posibilidad  de  que  al 
mismo  tiempo  qae  se  tramita  el  juicio  de  concurso  por  las  re- 
galas especiales  de  su  procedimiento^  se  tramiten  también,  por 
las  propias  del  juicio  declarativo  que  corresponda,  ciertos  plei- 
tos ordinarios  acumulaáos  al  de  concurso  de  acreedores,  con  la 
8ola  diferencia  de  que  como  demandado  figura,  después  de  la 
acnmalacídn,  el  concurso  mismo  y  no  el  concursado.  Así  es 
como,  indudablemente,  debe  suceder,  porque  no  puede  ser  de 
otro  modo.  Pero  es  el  caso  que  esto  no  es  cumplir  con  lo  dis- 
puesto en  el  segundo  párrafo  del  art.  187.  El  caso  es  que  no 
86  ha  acomodado  á  la  tramitación  especial  del  juicio  de  concnr- 
80  la  de  dichos  juicios  ordinarios. 

Pasemos  á  las  testamentarias.  Dice  el  Sr.  Man'resa  en  la 
contestación  á  la  citada  consulta: 

«No  cabe  el  mismo  procedimiento  en  los  juicios  de  testa- 
mentaría  y  de  abintestato,  fuera  del  caso  de  concurso  ó  de 
quiebra,  á  que  se  refiere  el  art.  1053:  se  ha  limitado  en  ellos  la 
ley  á  ordenar  el  procedimiento  adecuado  al  objeto  de  los  mis- 
mos, y  como  no  establece  reglas  especiales  para  el  reconoci- 
miento y  pago  de  los  créditos  que  resulten  contra  el  caudal 
inTentariado,  da  ocasión  á  la  duda  que  se  consulta  acerca  de 
81,  en  los  casos  de  acumulación,  tendrá  el  acreedor  que  some- 
terse al  juicio  de  testamentaría,  ó  si  podrá  continuar  el  juicio 
ordinario  acumulado  hasta  llegar  por  sus  trámites  á  cobrar  el 
crédito  que  reclame,  empleando  para  ello  la  vía  de  apremio 
contra  los  bienes  de  la  testamentaría,  después  de  haber  obte- 
nido sentencia  firme  que  la  condene  al  pago.;» 

cSi  en  todo  caso  pudiera  emplearse  este  último  procedi- 
miento, seria  ilusoria  é  inútil  la  acumulación,  y  quedaría  de- 
fraudado el  objeto  de  la  misma.  ¿A.  qué  conduciría  ese  inciden- 
te si  después  hubiera  de  seguirse  el  pleito  acumulado  por  todos 
sus  trámites,  hasta  obtener  el  pago  por  la  yía  de  apremio  en 
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la  ejecución  de  la  sentencia?  Entonces,  lejos  de  evitarse  dila- 
ciones 7  gastos,  se  aamentarían  con  los  del  incidente  de  acu- 
malación.  Se  faltaría  además  al  precepto  terminante  del  seffunio 
párrafo  del  art.  187,  que  ordena  se  acomode  á  la  tramiiaeión  de 
los  juicios  universales  la  de  los  otros  juicios  que  á  ellos  se  acu- 
mulen^ y  que  según  el  1003,  deben  ser  todos  los  ejecntÍTOB  y 
ordinarios  incoados  contra  el  cansante  de  la  herencia,  j  los 
qne  se  deduzcan  contra  el  caudal  de  la  misma,  foera  de  IsLé 
excepciones  qne  la  misma  ley  establece,  y  que  no  menciona- 
mos por  no  condacir  á  nnestro  propósito.» 

«La  ley,  de  acuerdo  con  nuestra  antigua  jurispradencia, 
subordina  todas  las  reclamaciones  al  procedimiento  del  jaícío 
universal  para  qne  no  se  embarace  la  marcha  y  liquidación  de 
la  testamentaría,  coya  primera  operación,  después  del  inven* 
tario  y  avalúo,  debe  ser  la  liquidación  y  pago  de  la»  deudas 
como  obligación  preferente,  pues  no  hay  herencia  mientras  no 
se  paguen  las  deudas.  Tanto  es  así,  que  en  el  art.  1026  del  re- 
ciente Código  civil  se  ordena  que  «hasta  que  resulten  pagados 
todos  los  acreedores  conocidos  y  los  legatarios,  se  entenderá 
que  se  halla  la  herencia  en  administración» ,  y  en  el  1027  se 
añade  que  «el  administrador  no  podrá  pagar  los  legados  síbo 
después  de  haber  pagado  á  todos  los  acreedores.»   Amparado, 
pues,  el  derecho  de  éstos,  la  dificultad  consiste  en  la  forma  de 
ejercitarlo.  En  el  silencio  de  la  ley  para  este  caso,  paesto  que 
no  da  reglas  especiales  para  el  reconocimiento  y  pago  de  los 
acreedores  de  una  testamentaría,  como  ya  se  ha  dicho,  es  pre- 
ciso seguir  las  reglas  generales  del  procedimiento,  y  con  suje- 
ción á  ellas  expondremos  nuestra  opinión  sobre  lo  que  ha  de 
practicarse  en  tales  casos.» 

«Verificada  ía  acumulación,  á  instancia  del  demandante  se 
comunicarán  los  autos  acumulados  al  representante  de  la  tes- 
tamentaria ó  á  los  herederos,  para  que  manifiesten  si  reconocen 
ó  no  el  crédito  en  ellos  reclamado.  Si  lo  reconocen,  se  tendrá 
por  terminado  el  pleito  y  se  realizará  el  pago  en  la  forma  que 
lueg^  se  dirá.  Si  no  lo  reconocen,  se  seguirá  por  todos  sus  trá- 
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-miteB  el  juicio  acumulado  hasta  qne  recaiga  sentencia  firme. 
Mientraa  tanto,  el  acreedor  podrá  mostrarse  parte  en  el  juicio 
de  testamentaría,  á  fin  de  qne  se  entiendan  con  él  las  actúa- 
-cienes  y  se  ponga  la  herencia  en  administración  si  no  lo  esta- 
'viere^  para  lo  cnal  le  da  derecho  la  acumulación  y  el  que  ade- 
más le  reconocen  los  arts.  1037  y  1043  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento ciril  para  promover  dicho  juicio  y  para  solicitar  que 
si^a  la  intervención  judicial,  si  hubiere  presentado  un  título 
que  justifique  cumplidamente  bu  crédito.» 

«Reconocido  el  crédito  por  conformidad  de  los  interesados, 
ú  por  sentencia  firme,  habrá  de  acomodarse  el  procedimiento 
al  del  juicio  de  testamentaría,  y  por  consiguiente,  si  no  estu- 
vieren formalizados  el  inventario  y  el  avalúo,  tendrá  que  es- 
perar el  acreedor  á  que  se  practiquen  estas  operaciones,  pu' 
díendo  apremiar  á  los  contadores,  conforme  al  art.  1076,  para 
la  liquidación  del  caudal,  si  espera  conseguir  por  este  medio, 
con  menos  dilaciones  y  gastos,  el  pago  de  su  crédito,  puesto 
qne^  aeg'ún  el  art.  1093  de  la  citada  ley,  no  puede  hacerse  la 
entre^  de  los  bienes  á  ninguno  de  los  herederos  ni  legatarios, 
«ín  estar  completamente  pagados  los  acreedores  ó  garantidos 
á  su  satisfacción,  y  según. el  1027  del  Código  civil,  tampoco 
pueden  pagarse  los  legados  sino  después  de  haber  pagado  á 
todos  los  acreedores.» 

«Pero  podrá  suceder  que  por  culpa  ó  negligencia  de  los  in- 
teresados se  dilaten  las  operaciones  de  la  testamentaría  y  el 
pago  de  las  deudas,  y  como  no  es  justo  que  se  dilate  el  pago 
de  un  crédito  reconocido  y  vencido,  podrá  en  tal  caso  el  acree- 
dor acudir  al  Juez,  solicitando  qne  mande  al  administrador  de 
la  herencia  que  realice  desde  luego  el  pago,  y  si  no  hubiere 
metálico  suficiente,  que  se  proceda  á  la  venta  en  pública  su  > 
basta  de  los  bienes  necesarios  para  ello;  y  así  debe  acordarlo 
el  Juez,  de  conformidad  con  las  disposiciones  citadas  y  con  el 
art.  1030  del  (código  civil.  Se  empleará  para  ello  el  procedimien- 
iadelatiaie  apremio^  entendiéndose  con  el  administrador  de 
la  herencia,  el  cual  tiene  la  representación  de  la  misma,  se- 
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gún  el  art.  1026  de  dicho  Código,  hasta  que  resulten  pagradc» 
todos  los  acreedores.» 

Nótese  que  el  ilustre  comentarista  atiende,  como  antes, 
tratando  de  los  concursos  y  las  quiebras,  á  uno  solo  de  los  ca- 
sos que  pueden  presentarse  en  la  práctica,  á  saber,  el  de  la  re- 
clamación de  un  crédito  por  cantidad  líquida,  y  es  claro  qoe 
en  el  juicio  de  testamentaría  habrá  de  ocurrir  frecuentemente 
el  caso  de  que  las  demandas  ordinarias  á  dicho  juicio  acumula- 
das versen  sobre  el  ejercicio  de  una  acción  real  ó  sobre  el  de 
ana  acción  personal,  cuyo  objeto  no  sea  cantidad  determina - 
da,  ni  á  veces  cantidad  ninguna,  sino  una  obligación  de  ha- 
cer de  aquellas  que  pueden  verificarse  por  ministerio  de  la  lej 
contra  la  voluntad  del  obligado,  como,  por  ejemplo,  el  otor- 
gamiento de  una  escritura  ó  la  entrega  de  una  cosa. 

Pero,  aun  tratándose  de  pleitos  sobre  cantidad  líquida,  en- 
tendemos que  la  respetable  opinión  del  Sr.  Manresa  no  resuel- 
ve ninguna  de  las  dificultades  que  trae  consigo  la  contradic- 
ción entre  los  diferentes  artículos  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil. 

En  el'  segundo  de  los  párrafos  últimamente  transcritos,  el 
eminente  jurisconsulto  sostiene  que  si  en  todo  caso  pudiera 
emplearse  el  procedimiento  de  continuar  el  juicio  ordinario 
acumulado,  sería  ilusoria  é  inútil  la  acumulación  y  quedaría 
defraudado  el  objeto  de  la  misma,  sin  contar  con  que  se  falta- 
ría además  al  precepto  terminante  del  segundo  párrafo  del 
art.  187  que  ordena  se  acomode  á  la  tramitación  de  los  juicios 
universales  la  de  otros  juicios  que  á  ellos  se  acumulen.  Sin 
embargo,  pocas  líneas  más  adelante  (pág.  ^Sl),  consigna,  se- 
gún hemos  visto,  su  opinión  de  que,  acumulado  el  juicio  or- 
dinario al  de  testamentaría,  deberá  el  actor  de  aquél  pedir  en 
éste  que  se  comunique  la  demanda  al  administrador  judicial 
como  re  presentante  de  la  testamentaría  á  tenor  del  art.  1026 
del  Código  civil,  ó  á  los  herederos,  para  que  manifiesten  si  re- 
conocen el  crédito  reclamado,  y  que  si  no  lo  reconocen  deberá 
seguirse  el  juicio  ordinario  por  sus  trámites  propios  hasta  ob- 
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teaer  senteDCÍa  ñrme,  sometiéndose  después,  en  el  período  de 
ejecación  de  sentencia,  á  los  trámites  del  jaicio  de  testamenta- 
ría, de  igual  manera  que  cuando  se  obtenga  el  reconocimien- 
to de  los  herederos  6  del  administrador. 

A  nnestro  corto  entender,  los  mismos  reparos  de  dilaciones 
innecesarias  7  de  falta  de  cumplimiento  del  art.  187  del  Enjni- 
ciamientoy  que  pone  el  Sr.  Manresu  para  que  en  todo  caso  pue- 
da emplearse  el  procedimiento  de  continuar  el  juicio  ordinario, 
son  aplicables  al  procedimiento  que  dicho  jurisconsulto  acou- 
seja,  con  la  circunstancia  agravante  de  que  la  comunicación 
al  administrador  ó  herederos  para  que  reconozcan  ó  no  el  cré- 
dito es  ana  dilación  más,  j  no  la  vemos  autorizada  ni  en  la 
tramitación  del  juicio  nniversal  ni  en  la  del  ordinario. 

Por  otra  parte,  este  reconocimiento  por  los  herederos  nos 
parece  en  la  mayoría  de  los  casos  sumamente  difícil,  tratándo- 
se de  testamentarías  donde  haya  muchos  herederos  residentes 
en  diversos  puntos  y  menores  ó  incapacitados.  En  cuanto  al 
reconocimiento  por  el  administrador,  lo  creemos  ineficaz  cuan» 
do  no  se  halle  especialmente  apoderado  para  ello,  y  no  sea  el 
4qíco  heredero,  porque  si  bien  el  art.  1026  del  Código  civil  le 
confiere  la  representación  de  la  herencia,  es  para  interponer  7 
contestar  demandas,  y  esta  facultad  no  parece  que  debe  exten- 
derse á  reconocer  deudas  por  su  propia  voluntad. 

Pero  ann  aceptando  como  pertinente  este  trámite  del  reco- 
nocimiento, que  nosotros  no  nos  atrevemos  tampoco  á  recha- 
zar en  absoluto,  resultará  en  muchos  casos  q9e  no  se  consiga, 
y,  por  consiguiente,  que  sea  necesario  continuar  el  juicio  or- 
dinario hasta  obtener  sentencia,  quedando  igualmente  infria» 
gido  el  repetido  párrafo  segundo  del  art.  187,  puesto  que,  por 
lo  menos  hasta  la  sentencia,  el  juicio  ordinario  se  ha  tramita- 
do por  su  procedimiento  propio  y  no  por  el  del  jaicio  universal 
de  testamentaría. 

May  dudosa  es  también  para  nosotros  la  opiaión  de  qae, 
conseguida  la  sentencia,  en  el  caso  de  que  se  siga  por  sus  trá- 
mites el  jaicio  ordinario  contra  la  testamentaría,  haya  necesi- 
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dad  de  separarse  del  procedimiento  ordinario  y  sega  ir  otro 
dentro  del  juicio  universal  para  obtener  la  ejecución  de  la  86n« 
tencia,  según  el  Sr.  Manresa  sostiene  en  la  última  parte  de  bu 
contestación. 

Más  acertado  y  consecuente  nos  parece,  si  bien  sentimos 
gran  desconfianza  en  hacer  afirmación  alguna,  que  dicha  eje- 
cución se  tramite  por  las  reglas  generales  establecidas  para 
la  ejecución  de  sentencias,  con  la  sola  limitación  de  suspender 
las  actuaciones  mientras  no  se  formalice  el  inventario  ó  con- 
cluya el  término  concedido  para  deliberar,  en  el  caso  de  que  se 
haya  aceptado  la  herencia  á  beneficio  de  inventario,  y  se  haya 
solicitado  término  para  aceptarla  ó  repudiarla. 

Aceptada  la  regla  de  que  en  algún  caso  ha  de  seguirse  la 
tramitación  del  juicio  ordinario  contra  la  testamentaría,  no  en- 
contramos razón  legal  para  variar  de  procedimiento  cuando 
llegue  al  estado  de  ejecución  de  sentencia,  tanto  más  cnanto 
que  el  procedimiento  de  las  testamentarías  no  establece  nin- 
gún trámite  adecuado  á  dicha  ejecución. 

Si  ahora  examinamos  las  consecuencias  que  puede  tener  la 
acumulación  para  los  demás  pleitos  ordinarios  que  no  versen 
sobre  reclamación  de  créditos,  veremos  aumentar  las  dificul- 
tades indicadas. 

Tales  son  las  principales  dudas  que  nos  sugiere  la  lectnra 
del  caso  consultado  al  Sr.  Manresa. 

Nosotros  entendemos: 

1.^  Que  urge  una  extensa  reforma  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  sobre  los  indicados  puntos,  en  el  sentido  de  con- 
cretar de  manera  clara  y  precisa  cuáles  son  los  efectos  de  la 
acumulación  de  autos  á  los  juicios  universales  de  concurso, 
quiebra  y  testamentaría,  determinando  las  reglas  que  deben 
seguirse  en  los  distintos  casos  que  pueden  ocurrir, 

2.^  Que  mientras  tanto,  no  es  posible  cumplir  el  precepto 
del  segundo  párrafo  del  art.  187  acomodando  la  tramitación  de 
los  juicios  ordinarios  á  los  universales,  con  la  sola  excepción 
de  los  que  versen  sobre  reclamación  de  crédito  por  cantidad 
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líquida,  los  cuales  se  poedea  tramitar  perfectamente  por  el 
procedimiento  establecido  en  los  jálelos  de  concurso  de  acree- 
dores y  quiebra. 

3.*^  Que  los  demás  juicios  ordinarios  acumulados  á  los  de 
concarao  ó  quiebra,  deberán  seguirse  como  incidentes  de  di- 
chos juicios  universales,  pero  por  el  procedimiento  propio  leí 
declarativo  que  corresponda,  hasta  obtener  sentencia  y  su 
complimiento  por  la  yía  de  apremio,  excepto  en  la  parte  que 
contenga  condena  al  pago  de  cantidad,  que  se  someterá  á  las 
reglas  sobre  graduación  y  pago  de  créditos  establecidas  en  los 
citados  juicios  universales. 

4.^  Que  todos  los  juicios  ordinarios  acumulados  al  de  tes- 
tamentaría se  deberán  seguir,  como  incidentes  de  éste,  por  los 
trámites  del  juicio  declarativo  correspondiente,  entendiéndose 
con  el  administrador,  por  los  trámites  del  juicio  declarativo 
que  corresponda,  hasta  obtener  sentencia  y  sú  cumplimiento 
por  la  vía  de  apremio,  salvo  las  consecuencias  que  para  dicho 
procedimiento  pueda  producir  la  aceptación  de  una  herencia 
á  beneficio  de  inventario  ó  á  reserva  de  deliberar. 

5.^  Que  en  la  acumulación  de  juicios  ordinarios  á  los  nni- 
Térsales  no  se  puede  cumplir  el  precepto  del  art.  186  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento,  porque  en  dichos  juicios  universales  no  se 
dicta  ana  sola  sentencia  que  termine  todas  las  cuestiones  que 
en  ellos  pueden  debatirse. 

Villamartin,  Agosto  de  1888. 

Manuel  Polbt 


« 


Contestación  db  la  «bbyista»  al  abtíoulo  qub  pebcbdb 

Con  el  mayor  gusto  damos  publicidad  al  anterior  articúle- 
lo merece  por  estar  bien  razonado  en  el  fondo  y  atento  en  la 
forma,  y  debíamos  hacerlo  por  lo  mismo  que  se  dirige  á  im- 
pugnar nuestra  opinión  sobre  el  punto  á  que  se  refiere.  Se 
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llena,  además,  con  ]a  pnblicación  uno  de  los  objetos  principa* 
les  de  la  Revista,  caal  es  la  disensión  de  los  pantos  dndoBoa 
del  derecho,  y  como  no  tenemos  la  presnnción  de  acertar  siem  - 
pre,  nos  agrada  qne  se  impagnen  nnestras  razones:  así  se  es- 
claecer  la  cuestión  y  podrá  llegarse  á  la  recta  aplicación  de  la 
ley.  Con  este  objeto  y  también  por  cortesía  vamos  á  contestar  á 
nnestro  ilustrado  suscritor  y  distinguido  compañero  Sr.  Poley, 

La  actual  ley  de  Enjuiciamiento  civil  ha  sido  tachada  por 
algunos  de  casuística;  pero  cuando  se  nos  ocurre  en  la  práctí* 
ca  algún  caso,  cuyo  procedimiento  no  encontramos  concreta 
y  expresamente  determinado,  la  tachamos  de  deficiente.  A 
nuestro  juicio,  no  adolece  de  ninguno  de  estos  dos  defectos: 
con  toda  claridad  está  ordenado  en  ella  el  procedimiento  para 
todos  los  juicios,  tanto  ordinarios  como  especiales,  y  para  los 
incidentes  que  pueden  ocurrir,  y  contiene  además  reglas  ge- 
nerales para  los  casos  que  no  están  expresamente  previstos. 
Apliqúese  con  buena  voluntad  y  recto  criterio,  y  se  salvarán 
todas  las  dificultades.  Será  necesaria  la  reforma  de  dicha  ley 
para  ponería  en  armonía  con  las  novedades  introducidas  por 
el  Código  de  Comercio  respecto  á  suspensión  de  pagos  y  qaie* 
bras,  y  por  el  Código  civil  en  cuanto  al  consejo  de  familia,  ta* 
telas  y  otros  actos  de  la  jurisdicción  voluntaria;  pero  no  vemos 
esa  necesidad  respecto  del  punto  de  la  cuestión,  puesto  que  no 
ha  dado  lugar  á  ningdn  conflicto  desde  1856  en  que  viene  ri* 
giendo  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil:  si  alguna  duda  ha  ocu- 
rrido en  la  práctica,  la  han  resuelto  los  tribunales  con  su  pru- 
dente criterio,  ajustándose  á  la  letra  y  al  espíritu  de  la  ley, 
como  deben  hacerlo  para  no  proceder  arbitrariamente. 

Concretándonos  al  punto  de  la  cuestión,  el  ilustrado  autor 
del  artículo  que  precede  encuentra  deficiente  la  ley  y  notoria  - 
mente  contradictoria  en  sus  disposiciones,  porque,  en  su  sen- 
tir, o:por  ingeniosas  que  sean  las  teorías  que  se  sienten  para 
acomodar  los  distintos  casos  que  pueden  ocurrir  al  procedi- 
miento que  establece  el  párrafo  2.^  del  art.  187,  resultará  casi 
siempre  que  el  juicio  particular  acumulado  no  puede  seguir  la 
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iramiiación  del  aniyersal,  ni  menos  pueden  terminar  ambos 
por  ana  misma  sentencia,  cual  precept&a  el  art.  185  de  la  ley 
de  Bnjaíciamiento  civil.»  Cierto;  pero  ni  la  ley  establece  como 
regla  general  y  absoluta  que  el  juicio  particular  acumulado 
siga  los  trámites  del  universal,  ni  que  se  terminen  siempre 
ambos  por  ana  misma  sentencia;  esto  es  imposible  en  muchos 
casos,  y  sería  absurda  é  impracticable  la  ley  que  lo  ordenase 
como  regla  general.  No  puede  hacerse  ese  agravio  á  los  dis- 
tinguidos jarisconsultos  que  redactaron  la  primera  ley  de  En- 
jatciamiento  civil,  ni  á  los  que  intervinieron  después  en  su 
reforma. 

£1  art.  186  establece  la  regla  general  y  el  párrafo  2.®  del 
187  una  excepción,  lo  cual  excluye  toda  idea  de  contradie- 
cidn  eatre  ellos.  La  regla  general,  establecida  también  en  el 
art.  177  de  la  primitiva  ley,  es  que  <ren  virtud  de  la  acumula- 
ción, los  autos  acumulados  se  seguirán  en  un  solo  juicio  y  se- 
rán terminados  por  una  misma  sentencia.»  Estos  son  y  han 
sido  siempre  los  efectos  y  ventajas  de  la  acumulacióu.  Pero,  ¿á 
qué  aiUos  oeardulados  se  refiere  el  art,  186?  No  puede  referirse 
á  otros  que  á  los  que  son  acumulables  conforme  á  los  artícu- 
los 164  y  165,  cuyos  artículos  se  han  adicionado  en  la  presente 
ley,  precisamente  para  uniformar  la  práctica v  sobre  el  punto 
de  que  tratamos  y  evitar  las  dudas  á  que  se  prestaba  el  silen- 
cio de  la  anterior.  Según  dichos  artículos,  no  son  acumulables 
los  autos  que  estuvieren  en  diferentes  instancias,  ni  los  que 
seaa  de  diferente  clase  ó  no  deban  sustanciarse  por  un  mismo 
procedimiento,  salva  la  excepción  de  los  universales.  Son  acu- 
mulables entre  sí  los  juicios  ordinarios,  los  ejecutivos,  los  in- 
terdictos, y  en  general  los  que  sean  de  la  misma  clase,  por  su- 
puesto siempre  que  concurra  alguna  de  las  causas  que  dan  lu- 
gar á  la  acumulación.  Luego  á  éstos  se  refiere  el  art.  186,  sin 
qae  pueda  ocurrir  la  menor  dificultad  en  su  cumplimiento, 
toda  vez  que  según  el  187,  ha  de  suspenderse  el  cnrso  del  que 
estuviere  más  próximo  á  su  terminación  hasta  que  el  otro  ó  los 
otros  se  hallen  en  el  mismo  estado. 

TOMO  76  7 
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La  excepción  del  párrafo  2.^  del  mismo  art.  187  confirma 
la  interpretaciÓQ  y  límitacióa  que  hemos  dado  al  186.   El  pri- 
mer párrafo  de  aquél  es  el  complemento  de  éste,  y   reconoce- 
mos qae  estaría  más  clara  y  explícita  la  ley  si  formasen  oa 
solo  artículo,  en  el  que  se  declarase  que  dos  autos  acamalado» 
se  seguirán  en  un  solo  juicio,  y  serán  terminados  por  uaa 
misma  sentencia,  suspendiéndose,  en  su  caso,  el  curso  del  que 
esté  más  próximo  á  su  terminación  hasta  que  los  otros   se  ha- 
llen en  el  mismo  estado.»  Pero,  aunque  esté  dividido  en  dos 
artículos,  en  realidad  esto  es  lo  que  ordena  la  ley,  y  como  sólo 
puede  aplicarse  ese  procedimiento  á  los  juicios  que  lo  tengan 
igual  ó  sean  de  una  misma  clase,  el  recto  sentido  nos  dice  y 
las  reglas  de  buena  interpretación  aconsejan  que  la  disposi- 
ción del  art.  186,  de  que  los  autos  acumulados  se  sigan  en  un 
solo  juicio  y  se  terminen  por  una  misma  sentencia,  sólo  es 
aplicable  á  los  casos  en  que  se  acumulen  entre  sí  dos  6  más 
juicios  ordinarios,  dos  ejecutivos,  ó  cualesquiera  otros  sujeto» 
á  un  mismo  procedimiento,  que  son  los  determinados  en  el  ar- 
tículo 164.  Fuera  de  estos  casos  no  es  posible  material  ni  le- 
galmente  la  aplicación  de  ese  precepto. 

Reconociéndolo  así  la  ley,  establece  la  excepción  del  pá- 
rrafo 2.^  del  art.  187,  que  sin  duda  estaría  más  clara  si  for- 
mase artículo  aparte,  refiriéndose  al  anterior  tal  como  lo- 
hemos  redactado.  <nEsta  reffla — dice,  ó  sea  la  establecida  en 
el  párrafo  anterior,  que  por  ser  el  complemento  del  artículo 
que  le  precede,  como  ya  hemos  dicho,  no  pueden  separárse- 
lo es  aplicaile  i  las  acumulaciones  que  se  hagan  á  los  juicios 
universales.»  Lueg^  la  misma  ley  reconoce  y  declara  que  el 
juicio  particular  acumulado  no  puede  ni  debe  seguir  la  trami- 
tación del  universal,  ni  por  consiguiente  terminarse  ambos 
por  una  misma  sentencia. 

Y  al  establecer  la  ley  la  excepción  de  los  juicios  universa- 
les, no  se  ha  olvidado  de  ordenar  lo  que  ha  de  practicarse:  é 
cuya  tramitación — dice  (la  de  los  juicios  universales) — se  acó* 
moiarin  desde  luego  los  que  se  acumulen  i  ellos,  ^Quiere  esto^ 
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decir  que  han  de  sojetarse  al  procedimiento  de  aquéllos,  qne 
han  de  segair  sa  tramitación  y  terminarse  ambos  por  nna 
misma  sentencia,  como  supone  el  Sr.  Poley?  No  es  esa  la  sig- 
nificación del  yerbo  acomodar,  empleado  en  la  ley:  según  el 
Diccionario  de  la  Lengua,  ese  yerbo  significa  adaptar,  aplicar ^ 
ajustar  una  cosa  á  otra. en  cuanto  sean  susceptibles  de  ello,  y 
en  este  sentido  se  ordena  que  el  procedimiento  de  los  juicios 
particulares  acumulados  á  los  universales  se  acomodará  á  la 
tramitación  de  éstos,  lo  cual  no  quiere  decir,  ni  podía  decirse 
por  ser  impracticable,  que  se  sujetarán  al  mismo  procedí* 
miento,  ó  que  se  seguirán  en  un  solo  juicio,  y  se  terminarán 
por  una  misma  sentencia.  Si  así  hubiera  de  hacerse,  ¿para 
qné  entonces  la  excepción?  Se  acomodarán  en  lo  que  sea  po- 
sible, en  cuanto  lo  permitan  la  índole  de  los  procedimientos 
ordenados  por  la  ley  para  cada  uno  de  ellos. 

En  la  contestación  á  la  consulta  á  que  se  refiere  el  ante- 
rior artículo,  hemos  expuesto,  no  teorías  ingeniosas  como  en  él 
se  supone,  sino,  sujetándonos  á  la  ley>  el  procedimiento  que,  á 
nuestro  juicio,  ha  de  seguirse  para  acomodar  á  la  tramitación 
de  los  juicios  universales  los  particulares  que  á  ellos  se  acu- 
mulen. No  tenen^os  que  repetirlo,  porque  se  reproduce  per 
copia  en  el  mismo  artículo  que  precede,  y  creemos  haber  ex- 
puesto el  procedimiento  que  en  cada  caso  ha  de  seguirse  para 
acomodar  en  lo  posible  á  la  tramitación  del  juicio  universal  la 
del  particular  ó  el  acumulado,  que  es  lo  que  manda  la  ley,  y  no 
para  sujetarlos  á  un  mismo  procedimiento  ni  fallarlos  en  una 
misma  sentencia,  porque  no  es  esto  lo  que  la  ley  ordena. 

Dice  nuestro  ilustrado  compañero  que  nada  tiene  que  ob- 
jetar al  procedimiento  que  allí  hemos  expuesto  para  los  juicios 
de  concurso  y  de  quiebra,  cuando  los  pleitos  acumulados  ver- 
sen sobre  la  reclamación  de  un  crédito  por  cantidad  líquida,  y 
pregunta:  ¿Qué  se  hará  cuando  el  objeto  del  juicio  sea  el  reco- 
nocimiento del  dominio  ó  de  una  servidumbre,  la  posesión  de 
bienes,  nna  indemnización  de  perjuicios  y  tantos  otros  casos 
semejantes  que  pueden  ocurrir?  La  contestación  está  en  la 
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misoia  ley  y  en  la  aplícacióa  q^oe  de  ella  debe  hacerse  con  sen- 
tido racional  y  práctico. 

Después  de  ordenar  la  de  Enjaiciamiento  civil  en  sn  ar- 
tículo 1234>  que  no  se  venderán  los  bienes  del  concurso,  <cres* 
pecto  de  los  cuales  se  halle  pendiente  demanda  de  dominio 
promovida  por  un  tercero,  en  cuyo  caso  se  esperará  i  que  recaiga 
sentenciajlrme»j  reconociendo,  por  consiguiente,  que  este  pleito 
ha  de  sustanciarse  y  fallarse,  no  por  los  trámites  del  concarso, 
sino  con  separación  del  mismo;  previene  én  el  1269,  que 
onando  los  síndicos  y  el  concursado,  ó  alguno  de  ellos,  no  es- 
tén conformes  en  entregar  á  an  tercero  los  bienes  que  reclame 
oomo  de  su  propiedad,  <cse  sustancrará  la  demanda  en  ramo 
separado  por  los  trámites  del  juicio  declarativo  que  corres- , 
ponda  á  su  cuantía.»  No  puede  estar  más  claro  el  precepto  de 
la  ley,  aplicable  también,  por  las  reglas  de  recta  interpreta- 
ción de  las  leyes,  á  los  demás  casos  análogos  ó  semejantes 
oomprendidos  en  la  pregunta  del  Sr.  Poley.  Todas  esas  de- 
mandas se  sustanciarán  y  fallarán  en  ramo  separado  por  los 
trámites  del  juicio  declarativo  que  corresponda  á  su  cuantía^ 
oomo  ordena  terminantemente  la  ley»  y  se  ejecutará  la  sen- 
tencia en  la  forma  que  la  misma  ley  ordena  en  el  tít.  8/  del 
libro  II»  cuando  no  condene  al  pago  de  una  cantidad  líqnida 
qne  deba  llevarse  al  concurso  para  graduarla  y  pagarla  en  el 
logar  que  le  corresponda. 

Este  procedimiento  es  aplicable  á  las  testamentarías  y  ab* 
intestatos,  porque  sobre  este  punto  se  rigen  por  las  mismas  re- 
glas. Las  dificultades  que  encuentra  el  Sr.  Poley  pueden  ocu- 
rrir en  cualquier  otro  negocio.  Cuando  se  presente  una  deman- 
da ordinaria  contra  los  herederos  del  difunto  ó  sus  bienes, 
después  de  prevenido  el  juicio  de  testamentaría,  si  son  muchos 
los  demandados  y  residen  en  diversos  puntos  y  los  hay  meno- 
res ó  incapacitados,  ¿qué  se  hará  para  emplazarlos?  No  es  del 
caso  decirlo,  porque  lo  sabe  perfectamente  nuestro  ilustrado 
compañero,  como  lo  saben  también  nuestros  lectores.  Pues  lo 
mismo  se  practicará  para  comunicarles  los  autos  acumulados  á 
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fin  de  que  se  allanen  6  se  opongan,  si  es  necesario  notificarlos 
persoiialaiente,  qne  no  lo  será  en  la  mayor  parte  de  los  casos, 
puesto  que  tendrán  su  representación  legítima  en  el  juicio  de 
testamentaría;  y  si  eso  diere  lagar  á  dilaciones  7  gastos,  atri- 
buyase á  la  índole  del  negocio,  y  no  al  procedimiento.  Pudiera 
el  Sr.  Poley  haber  indicado  otro  más  breve  y  adecuado,  y  lo 
habríamos  aceptado  si  era  conforme  á  la  ley. 

Cree  ineficaz  el  reconocimiento  de  la  deuda  por  el  adminis- 
trador de  la  testamentaría,  y  sin  embargo  reconoce  que  la  ley 
le  confiere  la  representación  de  la  misma  para  contestar  á  las 
demandas.  Paes,  si  tiene  esta  facultad,  ¿ha  de  ser  ^ara  opo- 
nerse á  todo  lo  que  se  pida  contra  el  caudal,  aunque  sea  justo? 
¿No- ha  de  poder  allanarse  &  la  demanda?  Hará  lo  qae  estime 
justo  y  procedente  en  beneficio  de  la  testamentaría  con  las 
precaaciones  oportunas  para  salvar  su  responsabilidad. 

Añade  el  Sr.  Poley  que,  aun  aceptando  ese  procedimiento, 
que  no  se  atreve  á  rechazar  en  absoluto,  resultará  en  muchos 
casos  que  será  necesario  continuar  el  juicio  ordinario  hasta  ob- 
tener sentencia,  «quedando  infringido  el  párrafo  2.^  del  artícu- 
lo 187,  puesto  que,  por  lo  menos  hasta  la  sentencia,  el  juicio 
ordinario  se  ha  tramitado  por  su  procedimiento  propio,  y  no 
por  el  del  juicio  universal  de  testamentaría.;!>  Cierto  que  resul- 
tará así,  pero  sin  que  por  ello  se  infrinja  el  párrafo  2.**  del  ar- 
tículo 187,  que  no  dispone  lo  que  supone  el  Sr.  Poley,  ni  nin- 
guna otra  disposición  de  la  ley,  la  cual  ordena  expresamente, 
como  ya  hemos  demostrado,  qne  en  tales  casos  se  sustancie  la 
demanda  en  ramo  separado  por  los  trámites  del  juicio  declara- 
tivo que  corresponda  á  su  cuantía. 

Todas  las  dudas,  dificultades  y  contradicciones  que  encuen- 
tra el  Sr.  Poley,  nacen,  á  nuestro  juicio,  de  no  dar  al  verbo 
acomodar  su  significación  propia  y  natural,  como  ya  se  ha  di-!- 
cho,  y  en  considerar  como  de  aplicación  general  el  párrafo  2.^ 
del  art.  187,  cuando  es  una  excepción,  aplicable  tan  sólo  á  los 
casos  en  que  pueda  ser  aplicada. 

En  cuanto  á  las  conclusiones  que  establece  el  Sr.  Poley  al 
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Legislación  comparada,  figurará  por  ves  primera  nn  rapport  de 
reformas  legislativas  realizadas  en  la  América  central  durante  el  afio- 
1888.  Esta  innovación  no  basta,  sin  embargo,  con  ser  de  interés,  sioo- 
qae-debe  completarse  con  la  periodicidad  y  constancia  de  una  Revia- 
ta,  procurándose  que  ésta  aparezca  en  Espafia;  lo  que  decimos  con  1a 
mayor  imparcialidad,  por  ser  el  mismo  el  autor  del  presente  articnlo 
y  de  aquel  rapport. 

No  puede  desconocerse  que  las  que  se  publican  en  América  sumi- 
nistran  datos  inapreciables  para  esta  empresa,  y  en  este  sentido  ha. 
contribuido  mucho  ElForOy  de  Costa-Rica,  por  ejemplo,  á  difundir  los 
progresos  de  esta  culta  República;  pero  ofrecen  dichas  Revistas  el 
inconveniente  de  ser  su  circulación  escasa  en  Europa,  por  mucha  que 
ella  sea,  faltándoles  aquí  una  base  de  lectores,  y,  por  otra  parte,  como 
han  de  tener  alguna  extensión  y  comprender  asuntos  cuyo  interés 

desaparece  para  la  generalidad  al  traspasar  las  fronteras,  es  preciso 
que  las  noticias  que  contienen  se  condensen  en  la  forma  breve  que 
desea  un  lector  extranjero  y  en  general  la  generación  contemporánea^ 
que,  solicitada  por  una  pictórica  producción  literaria  y  científica, 
carece  de  tiempo  para  enterarse  de  lo  que  no  se  le  ofrece,  en  resumen 
y  compendio. 

De  las  Revistas  que  en  nuestra  patria  aparecen,  hay  algunas,  como 
el  Boletín  de  una  laboriosa  Asociación  que  se  consagra  á  fines  de  gran 
transcendencia  para  la  política  internacional  de  Espafia  y  de  las  Repú- 
blicas americanas  de  origen  espafiol,  la  Unión  ibero-americana,  qae 
contiene  trabajos  relativos  á  Centro- América;  pero  no  constituye  el  fía 
de  dar  á  conocer  la  América  contemporánea  el  principal  de  su  ins- 
tituto, aunque  contribuye  mucho  á  su  realización,  y,  por  otra  parte, 
es  tan  vasta  su  esfera  de  acción,  que  se  extiende  á  los  pueblos  iberos 
de  ambos  mundos,  que  su  apredable  labor  ha  de  resultar  muy  diversa 
de  la  de  una  especialidad. 

De  suerte,  que  de  las  consideraciones  que  quedan  indicadas  se^ 
deduce  la  necesidad  y  las  ventajas  que  puede  reportar  la  publicación 
de  un  resumen  mensual  del  movimiento  de  Centro-América,  aunque 
aquéllos  deban  en  esta  ocasión  ser  originados  exclusivamente  por  la 
excelencia  del  proyecto  y  no  obstante  las  deficiencias  del  que  inten- 
tará darle  realidad. 

Al  comenzar  en  el  mes  próximo  á  exponer  sucintamente  lo  más 
notable  que  ofrezca  la  América  Central  en  el  primero  del  presente 
afio,  daremos  la  mayor  amplitud  posible  á  la  esfera  del  Derecho,  de 
suyo  comprensiva,  puesto  que  condicionando  aquél  la  vida  toda,  n(v 
€0  difícil  encontrar  en  cualquier  acto  bu  aspecto  jurídico. 
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Para  que  haya  algún* orden  en  la  ezpoeición,  nos  ocnparemos  Be- 
XMuradamente  de  los  Estados  qne  constituyen  la  región  centro  ame- 
ricana, indicando  sa  política  interior  é  internacional,  sns  leyes  y 
disposiciones  administrativas  y  en  sitnación  económica,  dedicando 
algnna  atención  á  la  bio  bibliografía  y  sin  perjuicio  de  encabezar  di- 
chas resellas  con  una  parte  de  carácter  general,  cuando  así  lo  exijan 
acontecimientos  que  se  refieran  á  toda  la  América  del  Centro. 

Para  comenzar  la  misión  de  cronistas  qne  hemos  de  procurar  cum- 
plir en  la  forma  expuesta,  dedicaremos  breves  líneas  á  la  Real  Acade- 
mia de  Jurisprudencia,  que  es  órgano  principal  de  las  relaciones  de- 
la  sociedad  jurídica  española  con  la  centro- americana.  ¿Acaso  no  sos- 
tiene aquella  reputada  Academia  correspondencia  tan  cordial  con  nin- 
guna corporación  extranjera  como  con  el  Colegio  de  Abogados  de  San 
José  de  Costa-Rica,  siendo  importante  factor  en  estas  relaciones  el  ilus- 
trado Ministro  Plenipotenciario  de  dicha  República  en  Espafia,  8r.  Pe- 
ralta? Respecto  á  Guatemala,  se  inició  entre  varios  jurisconsultos  de  la 
capital  el  proyecto  de  constituir  una  Academia  correspondiente,  cuyo» 
trabajos  quedaron  interrumpidos  al  ocurrir  un  cambio  político  no  leja- 
no que  absorbió  la  atención  del  país,  y  que  tal  vez  permita  reanudar  el 
estado  bonancible  de  aquella  nación.  La  reciente  visita  á  Espafia  del 
reputado  jurisconsulto  centro-americano  Dr.  Mon tufar,  encargado  de 
una  misión  diplomática  especial,  ha  contribuido  á  estrechar  los  víncu» 
los  de  afecto  qne  unen  á  los  Abogados  espafioles  y  guatemaltecos.  A 
sn  vez,  el  viaje  que- también  con  carácter  oficial  ha  hecho  á  nuestra 
patria  el  ilustrado  Rector  de  la  Universidad  de  Honduras,  Dr.  Ramírez 
Fontecha,  ha  servido  para  iniciar  relaciones  entre  la  Corporación  á 
qae  nos  referimos  y  la  Academia  científico-literaria  de  Tegucigalpa. 
Por  último,  no  hace  mucho  tiempo  que  aquélla  adoptó  algunos  acuer- 
dos relativos  á  la  República  salvadorefia,  y  recientemente  se  con- 
cedió el  título  de  Académico  correspondiente  en  Nicaragua,  donde  no 
había  ninguno,  á  D.  Modesto  Barrios,  que  ha  demostrado  su  compe- 
tencia forense  en  su  patria  y  en  la  República  vecina  de  Costa-Rica,, 
desempeílando  actualmente  en  la  primera  el  Ministerio  de  la  Gober- 
nación. 

José  Maluqueb  y  Salvados 
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sa  deolaraoión:  le  concede  además  determinados  privilegios  importantes  para 
su  libertad  personal,  la  onal  no  puede  ser  mermada  más  que  por  xnottTos 
graves  y  poderosos;  y  finalmente,  se  consigna  el  principio  de  1a  estricta 
igualdad  entre  las  partes. 

La  acción  pública  es  ejercida  por  los  Froooradores  del  Bstado  y  por  los 
aonsadores  privados;  pero  los  primeros  son  los  órganos  ordinarios  de  la  acu- 
sación. Para  compensar  el  poder  del  Procurador  del  Estado,  el  proyecto  esta- 
blece la  acción  prifxtda  atdmdtariat  por  la  que  la  parte  pex^judicaday  cnya  que- 
rella es  necesaria  para  que  las  diligencias  se  entiendan  con  él,  paede  bacer 
continuar  el  asunto  aun  cuando  el  Ministerio  público  hubiese  desistido  de  lu 
acción.  A  más  de  la  acción  privada  principal  y  subiidiaria,  y  con  independen- 
cia de  ellas,  el  proyecto  admite  también  una  tercera  forma  de  acoi¿n:  la  ae- 
úión  por  Via  de  intervención,  mediante  la  cual  la  parte  ofendida  puede  hacer  va- 
ler sus  derecboB,  siendo  admitida  á  virtud  de  ella  á  proponer  lo  conveniente 
y  aun  á  interponer  apelación  dentro  de  ciertos  limites. 

Se  admiten  dos  periodos  preliminares  del  proceso,  que  son:   el  procedi- 
miento preparatorio  y  la  instrucción  previa;  pero  no  quiere  esto    decir  que 
siempre  baya  de  ir  precedida  la  instrucción  del  procedimiento  preparatorio.  El 
Procurador  del  Estado  está  autorizado  para  dirigir  las  actuaciones  ó  proce- 
dimientos preparatorios;  pero  como  durante  dicbo  periodo  pudiera  la  aooió& 
del  Ministerio  público  afectar  á  loa  derechos  más  esenciales  de  los  oiudada^ 
nos,  garantidos  por  la  Constitución,  tales  como  la  libertad  individual,  la  in- 
violabilidad del  domicilio  y  de  la  propiedad,  el  secreto  de  la  corresponden- 
día  privada,  etc.,  etc.,  el  proyecto  ha  tenido  buen  cuidado  de  establecer 
que  en  estas  cuestiones  tan  delicadas  tenga  necesidad  de  recurrir  á  la  intei' 
vención  del  Tribunal.  Fuera  de  estos  casos,  será  dirigida  la  actuación  prepa- 
ratoria por  el  Procurador  del  Estado,  aun  cuando  se  haya  intentado  la  acción 
por  el  Juez  ó  por  la  policía.  En  cambio,  la  instrucción  previa  compete  ezda- 
sivamente  á  los  Tribunales,  y  durante  ella  no  tiene  el  Procurador  del  Esta- 
do otro  derecho  que  el  de  proponer  las  diligencias  y  apelar. 

Para  entablar  la  actuación  ó  el  procedimiento  preparatorio  basta  que 
existan  indicios  ó  sospechas,  y  no  se  requiere  ninguna  formalidad;  pero  para 
que  pueda  abrirse  la  instrucción  previa  es  necesario  que  esto  precedida  de 
una  querella  formal  y  que  recaiga  una  dedsión  del  Juez  de  instrucción  orde- 
nando 8  a  apertura.  ^ 

Las  partes  pueden  acudir  á  los  Tribunales,  lo  mismo  durante  el  curso  de 
la  actuación  preparatoria  que  durante  la  instrucción,  para  hacer  valer  sus 
derechos,  para  presentar  sus  observaciones  sobre  los  reconocimientos  de  do* 
micilios,  embargos,  interceptación  y  apertura  de  su  correspondencia,  sobre 
el  registro  de  documentos  y  papeles  personales,  eto.,  etc.  Los  defensores  pne' 
den  consultar  las  piezas  del  proceso  en  uno  y  otro  periodo  y  comunicarse  con 
sus  defendidos  si  estuvieren  en  prisión.  Contra  todas  las  resoluciones  del  Jnss 
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4e  instmooióii  pnode  apeUrse  ¿  la  Cámara  del  Consejo.  El  interrogatorio  del 
procesado,  las  TÍsitas  domiciliarias»  las  pesquisas  y  los  embargos  deben  tener 
lagar  á  presencia  de  dos  testigos  designados  entre  oíndadanos  extra&os  k  los 
debates;  y  si  el  procesado  estuviere  ausente,  se  le  nombrara  un  representante, 
4  quien  se  da  oonocimiento  de  las  diligencias. 

Ia  instruooión  es  de  rigor  cuando  se  trata  de  crímenes  que  lleven  consigo 
la  pena  de  muerte  ó  la  de  reclusión  perpetua,  ó  bien  la  de  pérdida  de  la  li- 
bertad por  un  periodo  de  más  de  cinco  a&os,  y  adem&s,  siempre  que  no  haya 
«ido  sorpendido  en  flagrante  delito  ó  no  haya  confesado  el  hecho  que  le  sea 
imputado.  En  todos  los  demás  casos  los  Procuradores  del  Estado  y  los  Tribu- 
nales decidirán  lo  que  estimen  conveniente  acerca  de  la  necesidad  de  la  ins- 
imcción  citada,  según  las  circunstancias. 

Sn  la  impugnación  que  el  procesado  puede  hacer  contra  el  acuerdo  po- 
nióndole  en  estado  de  acusación,  puede  alegar  la  insuficiencia  de  la  informa- 
oión  y  pedir  que  sea  sometido  á  una  inmediata  instrucción.  En  caso  de  oita- 
•ciÓB.  directa  deberá  serle  notificada  el  acta  judicial  antes  de  la  apertura  da 
los  debates. 

Bl  procedimiento  oral  y  contradictorio  es  lo  que  caracteriza  al  proyecto 
de  q.ue  damos  cuenta.  En  él  se  permite  al  procesado  hacer  valer  ante  el  Jues 
los  vicios  de  la  actuación  preliminar,  asi  como  los  errores  del  acta  de  acusa- 
ción. El  procedimiento  entonces  no  tiene  por  objeto  formular  simplemente  un 
acta  de  acusación,  sino  llegar  á  una  investigación  minuciosa  del  hecho  ciimi- 
noso,  y  solamente  asi  podrá  evitarse  que  una  acusación  no  fundada  en  he- 
chos precisos  y  ciertos  sea  formulada  en  la  Audiencia  el  dia  en  que  se  abra  el 
Juicio. 

Para  facilitar  el  juego  del  procedimiento  oral  y  contradictorio  se  institu- 
ye una  cámara  especial  dentro  de  los  Tribunales  de  primer  grado,  encargada 
de  sobreseer  ó  poner  en  estado  de  acusación  al  procesado. 

El  sistema  se  completa  con  la  eitaei&n  directa,  la  cual  se  diferencia  bastan- 
te de  la  establecida  por  la  ley  francesa.  Sólo  los  asuntos  sencillos  y  claros 
pueden  ser  llevados  directamente  á  la  Audiencia,  asi  como  aquellos  en  que 
el  procesado  haya  sido  sorprendido  en  flagrante  delito  ó  en  que  los  hechos 
hayan  sido  confesados,  siempre  que  dicha  confesión  sea  corroborada  por  la 
actuación  preparatoria.  Es  preciso  indiear,  sin  embargo,  que  la  citación  direc' 
ta  sólo  es  aplicable  á  los  delitos  de  poca  iukportancia,  y  que  jamás  se  admite 
cuando  se  trata  de  delitos  que  lleven  consigo  pena  superior  á  cinco  años  de 
prisión. 

En  lo  concerniente  á  los  debates  del  juicio  público,  rehusando  la  institu- 
ción del  Jurado,  adopta  el  sistema  inglés,  es  decir,  los  debates  contradicto- 
rios con  interrogatorios  de  repreguntas. 

Es  cierto  que  el  Presidente  del  Tribunal  es  el  que  dirige  los  debates;  pero 
si  Tribunal  puede,  á  propuesta  de  alguna  de  las  partes,  ordenar  el  interrogar 
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habiendo  sido  consagrada  también  por  otros  mnobos  tratados  entre  las  Sopv- 
blioaa  amerioanas;  7  la  idea,  n^ts  fraternal  aún,  de  la  formación  de  ana  li^a 
de  todos  los  Estados  de  la  Amerioa  espadóla,  alienta  desde  remota  fecha  011 
el  espirita  de  los  paeblos,  tradacióndose  de  cuando  en  cuando  por  maaifest»- 
ciones  y  tentativas  encaminadas  éi  realisarla. 

Igaales  tendencias  de  anión  encontramos  en  el  terreno  jaridioo.  •'£'& 
en  1877-78  el  Congreso  de  j aristas  americanos  reunido  en  Luna,  á  propnest* 
del  Gh>bierno  peruviano,  se  ocupó  de  diferentes  cuestiones,  sobre  las  cuales 
entendía  oportuno  y  dtil  quB  se  formularan  algunos  principios  comunes  para 
introducirlos  en  las  legislaciones  respectivas  de  las  repúblicas  representadas 
en  el  Congreso;  pero  la  mayor  parte  de  los  puntos  sometidos  4  él  lo  fueron 
de  una  manera  muy  general  y  teórica,  y  más  bien  puede  decirse  que  eran  tesis 
de  escuela  á  desenvolver,  que  soluciones  prácticas  á  preparar  por  medio  de 
un  conjunto  de  reglas  destinadas  á  constituir  los  elementos  de  ana  legisla- 
ción uniforme.  Asi  es  que  el  resultado  de  dicho* Congreso  consistió  mis  en 
brillantes  deliberaciones  que  en  un  trabajo  verdaderamente  útil,  y  además 
su  obra  fué  destruida  por  el  largo  y  terrible  huracán  de  la  guerra  del  Pa- 
cifico. 

El  Congreso  sud-americano  de  Montevideo  ha  tenido,  por  el  contrario,  la 
buena  fortuna  de  trabajar  con  cielo  sereno,  en  medio  de  la  pas  general  de 
todos  los  Estados  de  la  América  del  Sur.  Abierto  fué  en  25  de  Agosto  de  1883 
y  terminaron  sus  sesiones  el  18  de  Febrero  siguiente,  habiendo  estado  repre* 
sentados  en  él  siete  Estados,  á  saber:  el  Uruguay,  la  Bepública  Argentina,  el 
Paraguay,  el  Brasil,  Chile,  el  Perú  y  Solivia. 

Dicho  Congreso  fué  presidido  por  los  Ministros  de  Negocios  extranjeros 
de  la  Bepública  Argentina  y  de  la  Bepública  oriental  del  Uruguay,  Sres.  Qoir- 
no-Costa  y  Garda-Lagos,  los  cuales  en  sus  discursos  de  inauguración  insis 
tieron  en  la  importante  misión  de  esta  asamblea,  cuyo  objeto  era  el  estable- 
cimiento de  reglas  fijas,  que  sin  peijudicar  la  soberanía  de  los  Estados,  sir- 
vieran para  resolver  todos  los  conflictos  y  dificultades  que  la  aplicación  da 
sus  leyes  pudiera  suscitar,  asentar  las  relaciones  jurídicas  de  los  mismos  so- 
bre bases  seguras  y  precisas,  asegurar  la  protección  de  las  personas,  el  goce 
del  derecho  de  propiedad,  la  transmisión  regular  de  los  derechos  de  familia 
y  de  herencia,  extirpar  toda  duda  sobre  la  validez  de  los  actos  y  contratos,  y 
garantir  su  ejecución  por  medio  de  reglas  convencionales  apropiadas  para 
alejar  todo  conflicto  entre  sus  legislaciones,  demostrando  el  primero  de  ellos, 
al  ocuparse  de  las  relaciones  de  derecho  privado  entre  los  nacionales  de  los 
Estados  hispano-americanos  y  los  europeos  en  territorio  de  dichas  Bepúblioas, 
la  importancia  que  tiene  para  el  desarrollo  de  dichas  relaciones  el  que  los 
«aropeos  encuentren  en  América  una  condición  civil  más  amplia  y  fácil,  y 
ana  protección  mayor  para  sus  intereses  privados. 

Con  tal  actividad  fueron  llorados  los  trabajos  del  Congreso,  que  en  poco 
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meaos  de  seis  mesas  faeron  negociados  siete  tratados,  una  oonvenoiAn  y  im 
protocolo  adicional  para  la  aplioaoión  de  las  leyes  de  los  Estados  oontrataa  •< 
tes.  lios  siete  tratados  dichos  hacen  referencia  al  derecho  civil  internacional, 
al  derecho  comercial  internacional,  al  derecho  procesal,  &  las  marcas  de  oo- 
meroio  y  f&brica  y  k  los  privilegios  de  invención.  La  convención  celebrada  es 
relativa  ál  ejercicio  de  las  profesiones  liberales,  estipulándose  expresamente 
en  cada  uno  de  dichos  tratados  y  en  la  convención  indicada,  qne  para  entrar 
en  vig^r  no  será  indispensable  la  ratificación  fdmult&nea  por  todos  los  Esta- 
dos aigoatarios:  que  los  mismos  se  establecen  para  nn  tiempo  indefinido:  qne 
todo  Batado  signatario  qne  qniera  recobrar  sn  libertad  no  seri  desligado  de 
«u  observancia  hasta  dos  afios  después  de  la  denuncia  que  hubiere  hecho  del 
tratado  ó  de  la  convención;  y  finalmente,  qne  todos  los  Estados  que  no  hn- 
bieren  tomado  parte  en  el  Congreso  podrían  adherirse  A  los  tratados  y  á  la 
convención.  £1  protocolo  adicional  dispene  que  las  leyes  de  los  Estados  con- 
tratantes serán  aplicadas  á  las  personas  interesadas,  sin  distinguir  si  son  na- 
cionales 6  extranjeros:  que  dicha  aplicación  se  hará  de  oficio  por  el  Jnes  del 
proceso:  qne  todos  los  recursos  concedidos  por  la  ley  procesal  del  lugar  del 
juicio  para  los  casos  resueltos  con  arreglo  á  su  propia  legislación,  serán  igual- 
mente admitidos  cuan  da  haya  de  ser  resuelta  la  contienda  judicial  por  oual- 
-quiera  de  las  legislaciones  de  los  otros  Estados:  que  las  leyes  de  éstos  no  se- 
rán, sin  eoubargo,  aplicadas  cuando  se  hallen  en  oposición  con  las  institucio- 
nes políticas,  las  leyes  de  orden  páblico  ó  las  buenas  costumbres  del  lugar  del 
juicio;  y  que  los  Gobiernos  de  los  Estados  contratantes  ó  que  se  adhirieren 
después  al  Congreso  se  obligan  á  transmitirse  recíprocamente  dos  ejemplares 
anténtieos  de  las  leyes  en  vigor  y  de  las  que  sean  promulgadas  conrposterio- 
ridad  én  sus  respectivos  países. 

En  el  articulo  á  que  nos  referimos  se  empieza  la  inserción  de  los  siete 
tratados  y  de  la  convención  de  que  queda  hecho  mérito,  cnya  critica  se  pro- 
pone hacer  el  autor;  pero  no  permitiéndonos  su  reproducción  la  índole  de  es- 
tas reseñas,  nos  limitamos  á  las  indicaciones  hechas,  añadiendo  únicamente 
•que  como  no  se  trata  de  una  obra  teórica  sino  de  la  preparación  de  xm  dere- 
cho convencional  negociado  por  verdaderos  Plenipotenciarios  en  la  forma  di- 
plomáUca,  no  puede  menos  de  merecer  elogio  la  obra  llevada  á  cabo  por  el 
Congreso  sud-americano,  cualesquiera  que  sean  los  defectos  que  en  la  misma 
pudieran  observarse,  apreciada  con  un  criterio  distinto. 

Constituyendo  dicha  obra  varios  tratados  y  una  convención  negociados 
por  Plenipotenciarios,  por  virtud  de  esta  cualidad  tienen  que  estar  sometídos 
dichos  trabajos  á  la  sanción  del  Poder  ejecutivo  y  á  la  aprobación  del  Poder 
legislativo  en  cada  uno  de  los  Estados  contratantes,  y  una  ves  consagrados 
sn  la  torma  constitucional,  obligarán  á  las  naciones  que  los  concertaron,  salva 
la  facultad  de  su  denuncia. 

Por  decreto  de  6  de  Marso  último  el  Presidente  de  la  República  Argen- 
Tono  76  S 
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tina  los  sancionó  y  los  remitió  para  su  examen  al  Congreso,  siendo  de  notar 
el  propósito  expresado  por  los  Ghobiemos  inioiadores  de  éste  de  tener  abieiios 
los  protocolos  formados  por  el  mismo  á  la  adhesión  de  las  Potencias  euro- 
peas. 

No  es  necesario  encarecer  la  importancia  y  transcendencia  de  tal  propó 
sltOy  porqne  siendo  en  la  actualidad  tan  constantes  y  múltiples  las  relaciones 
de  Europa  con  los  Estados  hispano- americanos,  no  ha  do  permanecer  aquélla 
indiferente  a  esta  apelación,  cuyo  resultado  será  la  regulación  de  la  condición 
civil,  jurídica  y  comercial  de  los  europeos  emigrados,  la  determinación  del 
régimen  de  su  comercio  y  navegación  en  tan  lejanos  países,  el  aseg^aramien- 
to  de  sus  marcas  de  fábrica  y  de  comercio,  asi  como  de  la  propiedad  de  sus 
inventos  y  producciones  literarias;  fundándose,  en  fin,  relaciones   cada  ves 
más  correctas  y  regulares  con  la  América  española  sobre  un  derecho  común 
internacional,  pues  como  ha  dicho  el  Sr.  Quimo-Costa  al  cerrar  dicho  Con- 
greso, ningún  país  podrá  sentirse  lesionado  por  las  conclusiones  á  que  el  mis- 
mo ha  llegado;  y  por  el  contrario,  todas  las  naciones  europeas  verán  en  dichas 
conclusiones  una  nueva  prueba  buscada  para  proclamar  los  principios  qne 
pueden  contribuir  á  estrechar  las  buenas  relaciones  de  los  Estados  hispano- 
americanos con  aquellos  pueblos  con  quienes  cambian  sus  productos  y  con 
quienes  parten  sus  riquezas. 


«  • 


La  Gazzeta  dei  Tribunali,  de  Trieste,  en  su  número  correspondiente  al  'é\ 
de  Diciembre  próximo  pasado,  inserta  el  proyecto  de  ley  presentado  &  las 
Cámaras  austríacas  autorizando  al  Ministro  de  la  Justicia  para  establecer 
una  tarifa  ó  arancel  para  los  honorarios  de  los  Letrados,  y  el  informe  emi- 
tido sobre  dicho  proyecto  por  las  Cámaras  de  Abogados. 

En  el  proyecto  de  ley  citado  se  autoriza  al  Minífitro  de  la  Justicia  pai-a 
establecer  por  vía  de  Ordenanza  una  tarifa  para  aquellos  actos  judiciales 
contenciosos  ó  no  contenciosos  en  que  tuvieren  que  intervenir  los  Letrados, 
euyos  trabajos  sean  de  tal  naturaleza  que  puedan  ser  susceptibles  de  una 
justa  valuación.  Beflérese,  pues,  dicho  arancel  á  los  actos  corrientes  que  no 
exijan  extraordinario  estudio  ó  trabajo,  ni  grandes  conferencias  con  las  par- 
tes ó  informaciones  ante  la  Autoridad  judicial,  ni  manejo  de  fondos  ó  viajes 
por  parte  de  los  Letrados,  ni  otros  dispendios  semejantes. 

En  él  queda  á  salvo  el  derecho  de  acordar  libremente  el  Letrado  con  la 
parte  el  importe  de  la  remuneración  de  sus  servicios,  asi  como  la  facultad 
que  á  los  Tribunales  corresponde  para  apreciar  la  necesidad  ú  oportunidad 
de  especiales  y  singulares  prestaciones,  siendo  su  objeto,  no  sólo  determinar 
las  relaciones  del  cliente  con  su  Abogado  en  aquellos  casos  á  que  se  refiere 
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sano  taznbión  iSjar  las  ezpensaa  que  el  condenado  en  costas  debe  satisfacer  en 
el  pTOoedimiento  contencioso. 

Sepan  expresamente  se  establece  en  el  §  8.®  de  dicho  proyecto,  el  arancel 
pnede  ser  distinto,  según  el  lugar  en  que  haya  de  regir,  y  por  último,  en 
el  §  5.°  se  encomienda  al  Ministro  citado  la  ejecución  de  la  ley  en  proyecto. 
Habiendo  creído  conveniente  el  Gobierno  oir  la  opinión  de  la  Cámara  de 
Abogados,  la  Comisión  jurídica  de  la  misma  emitió  un  luminoso  informe,  que 
íaó  puesto  k  la  orden  del  día  en  la  sesión  celebrada  el  8  del  indicado  mes  de 
Dioiembre,  modificándose  el  proyecto  en  el  sentido  de  hacer  aplicable  tam- 
bién la  ley  A  los  Notarios,  cuando  éstos  toman  á  su  cargo  el  patrocinio  ó  la 
defensa  de  las  partes. 

Como  se  hace  constar  en  dicho  informe,  el  establecimiento  de  una  tarifa 
para  la  fijación  de  los  honorarios  de  los  Letrados  respondía  á  im  deseo  repe- 
tidamente expresado  i>or(lo8  círculos  correspondientes,  habiéndose  ya  oeu* 
pado  de  ello  el  tercer  Congreso  de  jurisconsultos  austríacos  de  1877,  el  Parla- 
mento, al  tratar  de  la  petición  de  la  Cámara  de  Abogados  del  Austria  infe> 
rior,  presentada  por  el  Diputado  Dr.  Sturm,  y  aun  la  Corte  Suprema  en 
Snero  de  1882. 

Las  yentajas  que  con  ello  pueden  obtenerse  son  notorias  en  opinión  de  los 
redactores  del  dictamen,  pues  asi  se  conseguiría  descargar  á  los  Tribunales 
del  conocimiento  de  una  porción  de  cuestiones  que  embargan  innecesaria- 
mente su'  atención,  como  son  las  relativas  á  las  liquidaciones  de  costas  ó  de 
expensas  del  juicio,  las  cuales  suelen  dar  lugar  á  largas  controversias  entre 
los  Abogados  y  las  partes  y  á  multitud  de  recursos  contra  las  mismas.   Pero 
A  pesar  de  ser  tan  evidentes  esas  ventajas,  y  tan  justo  el  deseo  del  estable- 
cimiento de  dicho  arancel,  hasta  ahora  no  se  ha  conseguido  ver  reaUsada  tal 
aspiración,  y  aun  asi  no  se  ha  hecho  extensivo  el  proyecto  á  todos  los  traba- 
jos de  los  Abogados  en  general  relativos  al  procedimiento  judicial,  sino  que 
se  limita  la  fijación  de  los  honorarios  á  aquellos  actos  corrientes  y  comunes 
euya  regulación  sencilla  y  fácilmente  puede  hacerse.  La  razón  de  no  haber^^e 
dado  mayor  amplitud  al  pMisamiento  está  en  la  dificultad  de  apreciar  los 
trabajos  ó  servicios  extraordinarios,  y  además,  en  que  siendo  muy  raras  las 
impugnaciones  en  los  casos  de  trabio'os  de  gran  importancia,  no  había  tanto 
temor  de  distraer  con  ellas  la  atención  de  los  Tribunales. 

Él  informe  mencionado  se  muestra  partidario  del  proyecto  con  la  modifi- 
eación  antes  indicada,  si  bien  estima  que  el  Gobierno,  al  establecer  la  ta 
rifa,  debe  determinar  bien  el  concepto  de  lo  que  haya  de  entenderse  por  actos 
eorrientes  en  el  ejercicio  profesional,  y  que  al  fijar  la  conveniente  remunera- 
ción de  los  mismos,  debe  tener  en  cuenta  determinados  principios,  no  sólo 
para  asegurar  convenientemente  la  percepción  de  dichas  prestaciones,  sino 
también  para  velar  por  los  intereses  del  público  haciendo  que  la  justicia  no 
jesuíta  demasiado  cara. 


■ 
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Sn  priiMV  n^BCy  cbímima  Ia  Comicioii  ^fiw  ommb 

lo*  h^hitMtJTt  éB  lac  p^Twrftag  poblacioBM  y  del  campo,  qna,  porresl* 
ni,  p«taD«9«a  á  lac  claMs  mano*  mtamkoóaéau,  nsaltm  daoiaciado 
dM  por  «1  anneaL  Eato  jwtüc»  U  diraraidAd  de  teri&s,  aeftáu  los 
á  qu  ae  fcfiara  al  (  S  *  eítado  del  proyaeto. 

El  priaeipio  qu  daba  aarrír  da  baaa  4  laa  mtamaa,  aagún  ffiéha  Comiaída. 
a«  el  da  1*  |mfri**^'ifrff?«^*^j  al  eval  coaánárk  á  la  datanomaeión  de  -mufc  aa> 
e&I*  sradnal  eon  avraglo  4  la  cnantía  dal  aaimto.  Sato  ea  tamUén  lo  manoa 
onavDao  paim  laa  partea,  y  reaponda  adaia&a  á  la  reaponiahiliflad  da  loa  Itetm- 
dof  que,  aegvn  loa  informantaa,  crece  en  proporaón  al  Talor  de  bt  eiiüwiíóm 
aAmatída  á  aa  dafanaa. 

TaadúéD  aa  aboga  por  la  fijaei¿ii  de  vn  tipo  Anico  en  Tas  da  eataiblacar 
nn  nuoiaiiiia  7  un  w««t%iwiitM  dentro  de  enyoa  llmitae  bobiara  da  datermtnar- 
ae  el  importa  de  1*  preetaeáiha,  porqae  aai  ae  aimplifioarian  laa  liqnidjusiosiaB 
de  eoataa. 

Se  daflande  también  en  el  dietaman  la  conTenianeia  de  qna  frente  k  1a  ta- 
rifa ea  eataUesa,  eomo  lo  baca  el  §  S.*  del  proyecto,  adamáa  del  daraebo  da 
loa  Tríbonalaa  para  arreciar  1a  naeeaidad  y  oportanidad  de  laa  praataeioii.aa» 
al  de  loa  Abogadoi  para  couTenir  libremente  oon  la  parte  k  qniaoDi  praata 
•na  ■arrieioa  la  remnneraóón  oorreepondianta  k  loe  miamos. 

Esa  libertad  está  sanrionada  por  el  Reglamento  de  la  Abogacía,  y  no  pna- 
da  impedirae  al  Letrado  al  libre  ejercicio  dal  derecho  de  celebrar  al  cootnito 
an  loa  ténninos  qna  tanga  por  conveniente,  ni  probibirsele  incondicionalman- 
te  qna  acepte  sn  encargo,  con  la  condición  de  percibir  nna  remnnaraoióa  ra- 
ferior  4  la  í^ada  por  1a  tarifa^  porqne  si  bien  en  algnnM  oiroQnataneias  pa- 
diara  esto  parecer  poeo  honroso  y  contrario  al  celo  profesional,  -viniando  4 
eonstítnir  además  nna  especie  de  oononrranoia  4  sos  colegas,  no  pueda,  sin 
ambargo,  impedirse  al  Abogado  el  renunciar  en  todo  ó  en  parta  4  sna  hono- 
rarios, si  bien  al  Tribunal  de  honor  de  la  Cámara  debe  cuidar  y  ▼igilmr  por- 
qae la  autoridad  y  dignidad  profesional  no  sufra  peijuido  por  una  eoncu- 
rreneía  de  mala  fe  ó  poco  leal. 

Eo  hamos  querido  exponer  opinión  propia  alguna  aoerea  de  la  ouaatión, 
por  ser  más  propio  esto  de  1a  Sección  doctrinal,  cumpliendo  á  nuestro  ob/e- 
to  consignar  sólo  los  datos  jkpnntados  por  el  interés  y  por  las  oontroretsíaB 
á  qae  suele  dar  origen  el  problema  de  la  forma  de  retribución  de  loa  sorn- 
oíos  profesionales  prestados  en  el  ejeroieio  de  la  Abogacia. 


a 
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El  Arekivio  gitaridioo  publica  un  extenso  artículo  del  Dr.  Angelo  SraíTa  bo- 
1>re  el  importantísimo  tema  de  la  liquidación  de  las  Sociedades  comerciales» 
•n  el  que  se  estudian  y  examinan  con  toda  detención  las  condiciones  jurídi- 
cas de  diolias  Sociedades  y  los  efectos  de  las  mismas  desde  que  en  ellas  se 
Inieia  la  liquidación  hasta  el  momento  en  que  son  definitivamente  refaladas 
las  relaciones  entre  las  terceras  personas  y  la  Sociedad  y  terminadas  las  que 
1a  misma  había  oreado  entre  los  socios. 

La  amplitud  que  tíene  ya  la  presente  revista  y  la  mucha  extensión  del 
jurtioulo  de  que  damos  cuenta  nos  impiden  hacer  el  extracto  del  mismo,  por 
lo  que  nos  limitamos  á  consignar  tan  sólo  las  cnestiones  qae  son  objeto  de 
estudio  en  él,  pora  que  nuestros  lectores  puedan  apreciar  toda  su  importan- 
cia é  interés. 

Diohas  cuestiones  son  las  siguientes:  l.^  causas  que  dan  lugar  k  la  disolu- 
ciAn  de  las  Sociedades  comerciales;  2.*|  la  liquidación  de  las  Sociedades  según 
el  Derecho  romano,  la  antigua  y  la  moderna  legislación  francesa  y  la  ley  in- 
glesa de  7  de  Agosto  de  1662;  8.%  condición  jurídica  de  las  Sociedades  comer- 
eialee  en  liquidación;  4.%  concepto  de  la  liquidación  de  dichas  Sociedades; 
6.*,  ai  es  necesario  que  la  liquidación  sea  formal;  6.*,  nombramiento  de  liqui- 
dadores y  su  revocación;  7.*,  deberes  de  los  administradores  desde  qne  entran 
en  fiomciones  los  liquidadores;  8.%  de  quiénes  son  mandatarios  y  k  qué  especie 
pertenece  su  mandato;  9.%  balance  é  inventario  de  los  liquidadores,  y  de  la 
eiienta  que  deban  rendir  los  administradores  á.  los  liquidadores;  10,  misión 
de  los  liquidadores  y  representación  en  juicio  de  la  Sociedad;  11,  reconoci- 
miento de  los  créditos  sociales;  12,  pago  de  los  débitos  sociales;  18,  dere- 
chos de  los  acreedores  de  la  Sociedad  respecto  de  los  socios;  14,  enajenación 
del  activo  social;  15,  derechos  de  los  liquidadores  contra  los  socios  para  ob- 
tener las  cantidades  necesarias  para  extinguir  el  pasivo;  16,  otras  facultades- 
de  loa  liquidadores;  17,  acciones  contra  los  liquidadores  por  los  daños  causa- 
do» á  la  Sociedad  ó  á  los  socios;  18,  quiebras  de  las  Sociedades  mercantiles 
en  liquidación;  19,  derechos  de  los  liquidadores  para  ser  satisfechos  de  cuanto 
pueda  debérseles  por  consecuencia  de  la  liquidación;  20,  división  del  patri 
monio  aooial,  y  21,  prescripción. 

E.  Aauii.BBÁ. 
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ha  reinvidenci:!  y  el  projeeto  ZsnardeUi;  Memoria  del  Abogado  Ugo 
íWíi,— Boloiiiíi,  1889. 

La  Beal  At»iiamÍB  de  Cienoiaa,  Letru  y  Ajtoi  de  UAIcdo.  en  el  ooncnr' 
Ku  da  iSÍI-m,  iiri.[n¡A  la  Memoria  del  Abogado  Conti  BDbre  la  rninoidoania;  oste 

Jetenernaa  oii  ol  estndio  del  8r.  Conti. 

Como  criTlifK.  diremoa  que  el  trab^o  do  i^ae  noa  OEUparnotí  os  na^  Domple- 
ta  monoerafiu  hubre  la  romoidonola,  que  no  se  rafiere  úmoay  cxclmiTUueaM 
«1  proyocto  <in  Código  penal  de  Zanacdelli,  hoy  ley  on  ItalÍB,  sino  que  oum 
prenda  todas  ]ií'  taoriaa  qae  sobre  la  leiuoidODoia  eiiston.  y  ijue  tmti  no  ajlo 
Ih  leginlaciÚD  itnlians  -rigente  y  bbs  preoedentea,  aína  las  príncipalos  legiila 

S\  Sr.  Conti,  ooa  el  qae  no  eitamoa  da  aoiwrdo  en  maohaa  cniwtianea, 
Bxpono  con  claridiul  y  mitodo,  y  demaestra  oonoaímientos  jaridioos  ;  TUta 

Uecbas  ei^in"  advertonoiae,  proonraremoa  haoar  un  ligara  oitraoto  de  la 
Uemoria.  fliíinilonos  máa  en  la  parte  general  Ó  hiatórioa  que  an  la  lagal,  por- 
que da  no  buctTla  aai,  noa  verlamoa  preoiudos  i  seguir  al  autor  en  todij  j 

Con  osto  enl.iDdemoB  qne  Ilanamoe  nmjor  nnestro  oometido,  qna  amitíen- 
do  nnoscra  o]'¡ii¡.in  sobre  U  obra,  qne,  &  máa  de  no  ser  aatorixada,  no  po^a 


Da  todas  Ihs  obraa  jnridioaa  qne  le  noi  remitan  dos  ejomplares,  1 
I  va  jaicio  críbiaa  en  «ata  Secoión  da  la  BbvisTá.  Da  laa  qne  veraen  i 
m  matarías,  pondremoa  un  añonólo  en  la  oabiaita  da  laa  entregu. 
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menos  de  ser  infinida  por  la  pasión  de  esonela;  adem&s,  signiendo  este  oríte* 
tío,  los  lectores  pueden  por  si  mismos  jazgar  del  mérito  de  las  nuevas  publi- 
caciones viendo  sus  lineas  generales  y  el  desarrollo  que  el  autor  da  al  tema. 

ISn  el  primer  capitulo  ocúpase  el  autor  de  la  historia  de  la  reincidencia  y 
de  definirla,  previas  algunas  consideraciones  generales. 

La  estudia,  tanto  en  el  Código  de  Manu,  como  en  Grecia  y  Boma,  y  en  las 
leyes  de  los  bárbaros  y  en  las  leyes  canónicas. 

Hace  notar  su  carérCter.en  Francia,  en  los  tiempos  antiguos,  citando  al 
efecto  disposiciones  de  1559,  en  que  se  castigaba  con  la  muerte  k  los  que  rein- 
oidian  en  el  delito  de  usar  armas  prohibidas,  con  la  particularidad  de  que  se 
«menazaba  á  los  jueces  con  la  pena  indicada,  si  por  negligencia  no  la  apli- 
caban; la  de  1069,  con  relación  k  los  blasfemos,  en  la  que  existia  la  particula- 
ridad indicada  anteriormente;  la  de  1626,  que  condenaba  &  muerte  al  que  por 
tsegnnda  ves  provocaba  un  duelo;  la  de  1670,  en  que  se  privaba  k  los  reinoi- 
dentes  del  derecho  de  apelación  y  del  de  pedir  gracia  ó  indulto. 

Hace  notar  cuan  general  era  esto,  y  al  efecto  dice,  que  en  Milán,  durante 
la  dominación  española, 'se  consideraba  cosa  grave  la  reincidencia  en  los  de- 
Utos  contra  la  propiedad,  como  lo  prueba  el  hecho  de  que  al  autor  de  nn 
hurto  se  le  apaleaba  durante  tres  días  por  las  calles  y  se  le  quemaba  con  nn 
hierro  ardiendo;  si  reincidía,  se  empleaba  el  mismo  tratamiento  y  se  le  des- 
terraba ó  condenaba  á  galeras;  y  si,  finalmente,  esto  no  le  enmendaba  y  eo 
metia  el  tercer  hurto,  se  le  ahorcaba. 

Indica  la  dificultad  grandísima  que  había  para  conocer  &  los  reincidentes 
y  la  necesidad  que  había  de  acudir  al  mutilamiento  de  los  criminales,  ó  á 
señalarles  de  una  manera  cruenta. 

Termina  la  parte  histórica  poniendo  do  manifiesto  que  las  penas  á  los 
reincidentes  se  fueron  dulcificando  y  á  la  vez  ampliándose  á  casi  todos  los 
delitos,  hasta  llegar  á  la  vigente  legislación  sobre  reincidencia,  que,  dicho  sea 
de  paso,  no  es  lo  bastante  completa,  como  lo  prueba  el  que  en  la  criminali- 
dad actual  son  muchos  los  que  delinquen  una  y  más  veces,  sin  que  las  leyes 
penales  les  sirvan  de  freno. 

La  reincidencia,  para  Conti,  es  un  fenómeno  de  gran  importancia  que  pre- 
cisa estudiarse  detenidamente;  entiende  que  el  que  delinque  más  de  una  vee 
indica  mayor  perversión,  menos  respeto  á  la  ley,  más  incorregibilidad,  y  pro- 
duce más  alarma  á  la  sociedad,  es,  en  suma,  más  temible;  y  bien  para  corre- 
arle, ó  para  defenderse  de  él,  ó  para  que  expíe  su  delito,  es  menester  un  tra- 
tamiento más  enérgico  que  el  que  se  emplee  para  el  autor  de  un  único  delito. 

Examina  con  este  motivo  las  tendencias  sostenidas  por  los  tratadistas 
más  importantes,  sosteniendo  la  propia  opinión  é  impugnando  las  contrarias 
con  gran  habilidad. 

Después  de  estudiar  si  la  reinoidenoia  debe  ser  una  agravante  de  la  im- 
putabilidad  ó  de  la  penalidad,  y  de  decidirse  por  aquella  solución,  termina 
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■1  e«fiíliila  con  I>  definÍEÍiJii  da  rsmcidanfú  del  proyecto  ile  ZumrdeUi,  i 
1a  ooiiñdan  como  <lk  repaticiin  en  un  delito  d«  Ik  Diiama  Índole  del   prvre- 
ilavtfl,  dMpu^  de  unA  eeuteiiciA  irrevocablo  de  condeiu  prononcÍAda  por  i 
■nibnnkl  nftcionkl,  ejecutada  dentro  del  t^nnino  fijada  por  la  ley   pajm   la 
preecnpción  de  la  minua  condena,» 

La  definioián  tranacrita,  la  dÍTÍde  an  trea  pai"!»».  qna  ei amina  deteni 
manta  en  Ío*  capitnloa  2.',  3.*  j  i',  má  como  todw  1*a  cneitioaes  qas  ■«  i 

obró  am  diacemimientü;  ai  el  indulto  j  la  rehaliilitaGián  de  nn  condenniio 
poadan  «Titar  qne  éata  aea  raincidente  n  oneramante  delinque;  ai  el  perdiin  de 
la  p«rt«  ofendida  en  lo*  deliUu  de  adulterio  6  conenbinato  producá  el  indica. lo 
•feeto;  cnU  *oa  si  efecto  da  la  amniatía  con  relaolAa  í  la  reincidencia;  si  ésta 
a«  ha  de  apreciar  en  todaa  loa  dalitoa  ó  actoa  punible*,  ai  os  precisa  p»ra  ijüe 
baj*'  rüncidanciaa  nna  Motencia  firme;  la  eneatión  de  la  reíncidenois  eapeei- 
ñtms  1*  Eenlrica,  ó  aaa  la  propia  j  la  impropia,  llamada  reiteración;  ai  la« 
«ndanaa  militareí  pueden  infinír  en  la  jnriadición  ordinaria  ;  viceversa;  del 
■taoto  de  iaa  condenaa  k  loa  menore*  de  adad  con  diacamimieDto,  k  loa  semi- 
ImlHcilea,  k  loa  proTocado*  craieDUDta,  etc.,  con  relacioa  i.  U  reincidencia 
eomo  agraTUnte;  la  da  cuál  tea  al  afecto  da  Iaa  oondenas  djctadait  por  un 
Tribunal  extranjero;  la  de  ai  la  preaoripción  k  qae  ae  refiere  d  proyecto  Za  , 
nardelli  empiaia  h  ooatarae  daade  qoa  a«  ijacntá  el  delito  por  el  que  ea  lem 
oidente,  i  daade  qna  ae  aitiiigaiA  la  condena,  ato. 

En  al  cap.  G.°  trata  el  autor  de  la  penalidad  da  la  reini^idencia. 

Sopuaato  que  la  reinddencia  sea  genérica  6  eipocifica.  debe  prodncir  un 
annunto  en  la  penalidad;  Conti  eatodia  loa  tren  giatemaa  sobre  este  pnnto^  i^l 
i|iu  quiera  aa  aplique  al  reinoidento  una  pena  eapecial  avoesoría  i.  la  del  >lc- 
lito  último;  el  qne  eutiende  qua  el  efecto  de  la  reincidencia  debe  ser  anmeu 
tar  la  pana  del  delito  eu  la  coantia,  pero  «n  aalirse  de  la  misma  especie  d* 
pana;  y  el  que  tiene  por  baae  qua  la  reincddencia  acn^e  la  penalidail,  padiuu- 
ilo  aer  canaa  de  que  aa  impon^  al  roinoidenta  pena  auperiur  en  grado  á  la 
qiM  aa  impondría  ain  aata  oircunitanoia. 

En  eite  punto  aoatíene  qua  la  reinoídODOia  gemérioa  debe  aumentar  on  un 
Mito  la  peua  del  delito  y  la  eapeolfica  en  un  tercio,  pero  sin  que  nanoa  exia 
aumento  pneda  paaar  la  pena  qne  ae  imponga  de  30  afio*;  que  si  ea  reiterada 
la  lainoideaaia,  la  pena  daba  aomantarae  en  on  tercio,  y  en  la  mitad,  según 
ixa  ganirica  ó  eapaciflca;  y,  finalmente,  qna  en  al  caso  de  que  ae  pudiera  ob 

Isy  debiera  daor«tar  «n  reclusiún  an  un  eatableoimiento  ad  lutc  por  tiempo  in- 


finalmente,  «u  el  último  oapitulo  el  antor  de  la  Weiooria  k  qne  nos  n 
«ÍDuia  aienta  ao*  concluaionaa,  que  aon  nn  reanman  perfecto  del  trabajo. 
Debamo*  hacer  conatar  an  eate  ponto,  qua  annqna  el  Sr.  Conti  na  cr* 
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•filiado  h  la  moderna  escuela  italiana  de  Derecho  penal,  sostiene  algunas  de 
sn«  teorías,  y  entre  ellas,  en  este  último  capítulo,  que  las  causas  de  la  reinci- 
dencia son  laa  mismas  que  las  de  la  criminalidad:  sociales,  naturales,  é  indi- 
TÍdnsJas,  aeftalando  entre  éstas  la  herencia. 

I.  Ftssz  Y  Oliva. 


Euayos  sobre  la  estadística  de  los  re^tros  de  la  propiedad  en  España 
y  em  el  extranjero;  por  D.  Diego  Fazos  Cfareía, 

Frecedida  de  una  notahle  introducción,  la  obra  referida  es  un  completo 
ouadro  estadistico  del  movimiento  de  la  propiedad,  dividiéndose  en  tres  pni*- 
iea  k  cual  más  interesantes,  si  bien  las  dos  últimas  son  las  de  m&s  inmediata 
aplicación  al  punto  expresado,  pues  en  la  preliminar  únicamente  se  trata  de 
ctiestionefl  g^enerales  de  necesario  conocimiento  para  quienes  se  dedican  á  se- 
migante  clase  de  estudios,  comprendiéndose  en  ella  capítulos  tan  interesantes 
como  el  tercero,  encaminado  A  examinar  la  estadística  de  los  registros  de 
2a  propiedad  en  relación  al  crédito  territorial,  pxmto  de  verdadero  interés  si 
Mo  atiende  k  que,  según  expresa  el  Sr.  Pazos  García,  uno  de  los  fines  social e» 
más  importantes,  si  no  el  principal,  perseguidos  por  muchas  de  las  leyes  Hi- 
potecarias modernas,  y  claramente  expresado  por  sus  autores,  es  el  de  asen- 
tar y  extender  sobre  bases  sólidas  el  crédito  territorial,  beneficiando  al  acree- 
dor y  al  deudor,  contribuyendo  con  ello  k  la  pública  i  rosperidad. 

Bn  la  parte  histórico-critica,  no  sólo  se  hace  una  reseña  minuciosa  del 
sistema  de  regis^os  territoriales  ó  hipotecas  en  el  extranjero,  sino  también  á 
propósito  de  la  estadística  de  los  libros  de  la  propiedad,  haciéndose  después 
un  eetndio  acabado  de  ambos  temas  por  lo  que  se  refiere  á  España,  A  propósi- 
to de  lo  oual,  en  un  capitulo  referente  A  los  trabsjos  y  publicaciones  de  la 
•stadistioa  oficial  de  los  reg^tros  de  la  propiedad  en  España,  estimamos  muy 
atendible,  por  la  desconsoladora  exactitud]de  ello,  la  afirmación  hecha  de  quo 
«amarga,  pero  verdad  indudable  es,  que  nuestra  Nación  en  muchos  órdenes 
camina  con  lento  paso  rezagada  en  la  progresiva  marcha  de  los  países  civil i- 
Bsdos,  siendo  preciso  para  colocamos  A  su  nivel  un  superior  esftierzo,  dirigido 
A  restaurar  nuestras  faerzas  y  activar  nuestras  dormidas  energías,  hasta  re- 
cuperar la  salud  y  el  vigor  perdido.  En  la  estadística  se  necesita,  en  primor 
téanino,  mejora  en  su  organización  oficial  y  en  su  enseñanza.» 

Por  último,  la  parte  aplicada,  en  que  se  consignan  datos  estadísticos  del 
ngistro  de  la  propiedad  en  España,  es  asimismo  digna  de  tenerse  en  cuenta 
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por  laa  comiilBracionflí  qns  on  «lia  8b  hacen  sobre  los  múraníí  y  aljunos  sni- 
logoá  de  otros  pulses.  Es  Terdaderameoto  asomliKiKD  ol  movímianto  quí 
propiedad  ha  adquirido  con  el  establecimiento  de  Ion  registros  de  lA  pro 
dad,  paas  basta  deoir  que  lafl  fincas  enfuenadas  por  contrato  en  el  afio  UCí 
Moondioron  k  ní.BiO,  y  que  el  importa  total  de  lae  tranamitidas  asef  n'íió  ■ 
tíe,810.T75  posatac,  y  que  en  el  alio  1876  el  nAmero  do  Iuk  enajennnjooos  por 
oODtnto  aloanziá  901.713  finías  y  el  importe  total  délas  transmitidas  luom 
di6  k  T3a.076.6S3  peietaa,  alendo  de  advertir  que  el  año  l'^SJ  fué  el  de  mayar 
movimiento  en  la  propiedad,  figurando  laa  fincas  trniiamitidas  por  coatmbí 
y  por  ñltima  voluntad,  rospaotivamante,  non  las  cifras  do  3T8.12Í  y  2T6.46B,  aa 
cendiendo  el  total  de  su  importe  á,  816.610.327  pesetu. 

Ea  mny  sensible  qne  a)  Sr.  Pues  Sarcia  no  ae  lo  hayan  podida  sniniíiis 
tiar  m¿B  datos  por  lo  que  so  nflere  á  los  aBos  pottorioreií  al  de  1^,  comn 
también  lo  es  que  ntientraa  hay  paises,  oomo  Austria,  donde  la  ostadistic»  se 
halla  tan  adelantada,  qaa  ya  se  oonoce  el  número  de  pra|iii>tarioí  eiiateat» 
en  el  afio  do  1885,  nosotras  súlo  podemos  averiguar  ai^ual  dato  con  roferenoÍK 
al  .  .ii.so  de  leeO,  según  el  oual,  el  número  de  propic  tirios  níoundia  íi  1.168.081, 
cilVa  que  el  autor  del  libro  menaionndo  sélo  conddera  aproximada  y  nny  in 
forior  a  la  verdad  de  entonces  y  da  Jioy. 

No*  oomplaoeria  muclio  poder  ooutar  ooc  más  espacio  y  tiempo  del  que 
dii.)ioueiaos,  para  dedicar  k  la  obra  referida  todo  el  que  se  mereoe;  pero  mve- 
mos  ij^Dc  lo  dicho  es  suficiente  para  dar  ana  idea  aproximada  da  su  notoria 
imiiortanda,  y  para  confirmar  la  Justioia  con  que  prooedemos  desda  las  co- 
luaimu  da  la  BinSTi.  al  felicitar  may  sioceramente  al  fir.  Pacos  aania  por 
■n  oicelente  trabAJo. 


Antiario  del  Ministerio  del  Interior  de  Cbile,  corre«p«ndietite  á  ISSS. 

Autorisadc  D.  Aníbal  Echeverría  y  Beyes  para  la  pnblioaolón  de  dieho 
Autmiio,  ha  cumplido  aqnél  su  encargo  oon  notable  método,  reportándose  un 
eriLii  boueficio  con  ello,  paes  en  la  obra  se  insertan  cuantas  leyes,  decretos, 
ciri:ulares  y  resoluciones  de  carácter  general  sa  refieren  á  las  materias  qns 
eat:iii  ú  cargo  del  indicado  líinisterio,  leyes  generales  entre  las  cnales  mereoe 
muy  ospecial  menciAn  la  Constitaoi6n  política,  jurada  y  promulgada  el  JSda 
Mnyn  da  18!^  con  las  reformas  efectuadas  hasta  el  ID  de  Agosto  de  IffS;  Cons- 
titución en  la  qne  se  declara  que  la  religión  de  la  República  de  Chile  es  la 
Católica  ApostAlioa  Bomana,  con  exclusión  del  ejeroioio  públioo  de  oualqija- 
ra  otraj  siendo  de  notar  también  que,  conforme  á  aquélla,  el  Poder  legislsli- 
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-To  reside  en  el  Congreso  naoionali  compuesto  de  dos  G&maras,  ana  de  Diputa- 
dos y  otra  de  Senadores,  oon  la  advertencia  de  que  para  ser  ^elegido  Diputa- 
do se  necesita,  no  sólo  estar  en  posesión  de  los  derechos  de  ciudadano  elector, 
sino  disfiratar  nna  renta  de  500  pesos  á  lo  menos,  y  para  ser  Senador  se  nece- 
sita, entre  otras  condiciones,  la  de  tener  una  renta  de  2.000  pesos  k  lo  menos. 
También  es  de  observar  que  el  Presidente  de  la  Bepúblioa  sólo  puede  ser  acu- 
sado en  el  año  inmediato  después  de  concluido  el  término  de  su  Presidencia 
por  los  aotos  de  su  administración  en  que  haya  comprometido  gravemente  el 
honor  ó  la  seg^nridad  del  Estado,  ó  infringido  abiertamente  la  Constitución;  de 
donde  se  infiero  que  en  realidad  y  prácticamente  considerado  dicho  precepto, 
el  Presidente  de  la  Bepública  es  tan  irresponsable  como  son  los  reyes  oons- 
titocionales  en  los  países  que  no  aceptan  aquella  forma  de  gobierno. 

Otras  mnohas  disposiciones  generales  podríamos  citar,  si  no  temiésemos 
alargar  demasiado  esta  reseña;  pero  desde  luego  consideramos  de  suma  oon- 
venienoia  haoer  mérito  de  la  ley  de  12  de  Diciembre  de  1888,  en  que  se  resuel  - 
▼e  da  manera  cumplida  un  problema  que  también  preocupa  k  nuestros  hom- 
bres políticos,  cual  es  el  de  las  incompatibilidades  parlamentarias.  Bn  el 
mensaje  dirigido  al  Senado  y  á  la  C&mara  de  Diputados  proponiendo  la  publi- 
cación de  la  mencionada  ley,  se  exponía  muy  acestadamente  que  el  ^ensicio 
simultáneo  de  las  funciones  propias  del  Poder  judicial  y  de  las  del  legislati- 
vo no  podia  menos  de  sobresaltar  la  conciencia  pública,  por  el  peligro  de  que 
los  jueces  abandonaran  la  región  imparcial  y  serena  en  que  deben  vivir  los 
Magistrados,  y  de  manera  idéntica  se  llamaba  la  atención  respecto  al  hecho 
de  que  el  desconocimiento  del  principio  de  las  incompatibilidades  prodi;^o  en 
el  ftmoionamiento  del  Poder  ejecutivo  casos  ton  anómalos  como  el  de  que 
empleados  públicos,  elegidos  representantes  de  la  Nación,  tenian  que  aban- 
donar  sus  empleos  para  concurrir  á  las  sesiones  del  Congreso. 

Huoho  de  esto  acontece  en  nuestro  país,  y  tiempo  es  de  que  se  piense  se- 
riamente  en  llegar  á  imitar  la  ley  antes  citada,  conforme  á  la  que  todo  em- 
pleo, función  ó  comisión  públicos  retribuidos,  es  incompatible  con  el  cargo  de 
Diputado  ó  Senador. 


•  * 


Disposiciones  vigentes  en  Chile  sobre  Policía  sanitaria 

y  Benefieenr ia  pública. 


La  obra  indicada  es  una  recopilación  perfectamente  hecha  de  cuantas  dis- 
posiciones se  refieren  á  salubridad  pública,  vacuna,  protomedicato,  médicos 
de  ciudad,  farmacéuticos  y  boticas,  flebotomianos,  dentistas  y  matronas,  ce- 
menterios, Consejos  de  Higiene,  Juntas  de  Beneficencia,  casas  de  locos,  hos- 
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pioios,  limosnas  para  obras  pías,  casa  de  expósitos,  hermanas  de  1a  ci 
casa  de  maternidad  y  hospitales,  añadiéndose  dos  disposiciones'dictaxlas  á  fOXH 
pósito  del  cuerpo  de  bomberos,  en  las  que  se  declaran  Ubres  de  derechos  4» 
entrada  el  equipo  y  útiles  para  el  servicio  de  aquellos  cuerpos,  y  exentas  áéí 
pago  del  impuesto  del  papel  sellado  á  las  asociaciones  de  bomberos.  JPareceTá 
extraño  que  de  estos  cuerpos  se  ocupe  un  libro  destinado  á,  beneficencia  y  po- 
licía sanitaria;  pero  debe  tenerse  en  cuenta  que  en  ChUe  las  meztcioxiada» 
asociaciones  existen  como  establecimientos  de  beneficencia,  oonfomxe  me  *3e- 
olaró  en  decreto  de  2  de  Diciembre  de  1875. 


« 


Sinopsis  estadistica  y  geográfica  de  Chile  en  1S88. 

Por  la  oficina  central  de  Estadística  se  ha  publicado  el  libro  utilinjxio  4 
que  anteriormente  se  alude,  del  que  resulta  que  el  ejército  de  linea  no  puede 
exoeder  actualmente  de  6.886  plazas,  además  de  las  600  de  que  consta  mx  ba- 
tallón de  artilleria;  que  la  guardia  nacional  consta  de  48.690  plasas;  que  la 
marina  de  guerra  contaba  en  el  año  89  con  dos  fragatas  y  un  monitor  blinda* 
doR,  tres  corbetas,  dos  cruceros,  dos  cañoneros,  un  vapor  remolcador,  onatro 
escampavías  y  diez  torpederos;  que  entre  los  ferrocarriles  del  Estado  figonm 
algunos  con  recorrido  tan  extenso  como  el  de  Guricó  á  Chillan  oon  210  Idió- 
metros,  con  un  total  de  2.458.810  viajeros,  habiéndose  obtenido  un  ingreso  da 
tf.&t9.G21  pesos  80  centavos,  y  ascendiendo  los  gastos  de  explotación  á  4.197.250 
peeos  66  centavos;   que  las  lineas  en  construcción  suponen  nn  recorrido  de 
982  lülómetros;  que  existen,  además  del  Instituto  agrícola,  una  Sociedad  iia- 
oional  de  Agricultura,  una  Qtünta  normal.  Jardín  Ecológico,  Escuelas  prActi* 
cas  de  Agricultura,  una  Sociedad  nacional  de  Minería,  otra  de  fomento  íkbríl 
j  tres  escuelas  préicticas  de  aquella  clase,  &  más  de  la  Escuela  de  Arte;)  y 
Oficios,  en  cuyos  talleres  Se  construyen  máquinas  de  agricultura  y  locomoto- 
ras, de  la  Escuela  profesional  de  niñas  y  de  una  Sociedad  privada,  que  se  de- 
nomina Lustitnto  de  Ingenieros. 

»  ♦ 

Estadfstira  de  la  Administración  de  jastícia  en  lo  civil,  durante  el 
año  1888,  en  la  Península  é  Islas  adyacentes,  publicada  por  el  Minis- 
terio de  Gracia  y  Justicia. 

Conocidos  como  son  de  nuestros  lectores   los  incalculables  beneficios 
que  reporta  la  estadística,  pues  merced  á  ella  se  patentisan  y  ponen  de  relie- 
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ve  hechos  d.6  transoendental  importancia»  en  los  que  suelen  y  deben  fonda- 
mentarse  profundas  innoTaoiones  jnridioas»  no  ha  de  serles  extraño  qne  con- 
eedamos  samo  aprecio  k  trabi^os  como  el  aludido  en  el  epig^rafe,  que  se  dirid  e 
su  tantas  partes  como  clases  de  Tribunales  existen  para  administrar  la  justi- 
ela  oivil. 

Por  lo  que  se  refiere  &  los  Juzgados  municipales,  obsérvase  desde  luego 
una  desproporción  notable  entre  los  correspondientes  k  la  sona  Norte  de  Ma- 
drid y  h  todos  los  demás;  pues  mientras  que  en  los  primeros  se  despacharon 
10.613  jxdcios  yerbales,  en  los  del  Sur  sólo  fueron  despachados  808,  y  en  los  del 
-Centro,  qne  fueron  los  de  mayor  despacho  entre  los  restantes,  únicamente  se 
Ueg6  k  la  oifra  de  4.887  juicios.  Bsa  misma  desproporción,  aunque  no  en  tan 
grande  escala,  existe  con  respecto  &  los  actos  de  conciliación  y  juicios  de  des- 
ahucio,   pnes  mientras  que  se  celebraron  479  actos  de  aquella  clase  en  los 
Juagados  del  Este,  en  los  de  la  sona  Sur  se  han  celebrado  100,  y  por  1.045 
inicios  de  desahucio  en  los  distritos  del  Korte,  sólo  han  tenido  lugar  413  en 
los  oorrespondientes  al  Centro. 

Si  se  hacen  comparaciones  semejantes  entre  poblaciones  que  ni  siquiera 
son  capitales  de  provincia,  se  observa,* con  sólo  leer  al  acaso  los  cuadros  esta- 
distlooB  publicados,  que  en  Orcera,  correspondiente  k  la  Audiencia  territo- 
rial de  Granada,  sólo  se  despacharon  81  asuntos,  mientras  que  en  Balmaseda, 
correspondiente  k  la  Audiencia  de  Burgos,  se  despacharon  1.701,  y  mientras 
que  la  Audiencia  territorial  de  Madrid  arroja  un  total  de  86.942  asuntoe»  tü- 
goíendo  la  Coruña  con  17.S99,  la  Audiencia  de  Las  Palmas  sólo  figura  con 
1.9Í6  asuntos,  siguiendo  Palma  con  1.648. 

Los  datos  anteriores  y  otros  muchos  que  resultan  de  la  estadística  men- 
cionada, confirman  de  una  manera  elocuente  la  necesidad  imperiosa  que  hay 
de  que  en  muy  breve  plaso  se  proceda  k  una  nueva  división  territorial  en 
toda  Bspafla,  y  k  señalar  distintos  límites  k  los  varios  distritos  en  que  se  di- 
vide Madrid,  que  también  ofrece  particnlaridades  tan  notables  como  las  de 
que  los  actos  de  conciliación  terminados  sin  avenencia  frieron  muchos  más 
que  los  ooncluidos  con  ella;  los  juicios  verbales  de  la  sona  Norte  fuez^m 
10.618,  mientras  que  los  de  la  zona  Sur  únicamente  llegaron  k  80B,  y  en  tanto 
qne  los  juicios  de  desahucio  en  la  primera  sona  ascendieron  á  1.046,  los  de^la 
correspondiente  al  Centro  llegaron  k  418. 

Bespecto  k  los  Jusgados  de  primera  instancia,  es  de  observar,  que  de  8.70D 
apelaciones  interpuestas  y  despachadas,  681  terminaron  por  transacción  ó  ds- 
«istimiento,  4S0  por  caducidad  de  la  instancia,  y  de  las  restantes,  termina- 
das por  sentencia,  4.647  concluyeron  oonfirm&ndose  el  fallo  de  primera  instan- 
cia, y  8.071  por  sentencia  revocatoria;  ciña  esta  última  exageradamente  alta 
en  comparación  eon  la  referente  á  las  sentencias  confirmadas  en  todas  sus 
partes. 

También  es  muy  de  notar  en  este  punto,  que  el  total  importe  del  papel 
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sellado  inyertido  en  primera  instanoia»  asciende  k  951. 679  pesetas  25  oóntímoa; 
el  del  papel  de  pobres  empleado,  á  85.126  pesetas  con  25  céntimos,  y  el  del 
papel  ¿  reintegrar,  &  S&.'OOi  pesetas  con  70  céntimos;  cifras  verdadox»aumte 
fabulosas,  por  las  qne  Madrid  sólo  contribuye  con  188.6Í9  pesetas  cox^  GO  cén- 
timos, y  Barcelona  con  160.331  pesetas  65  óéntimos,  y  mediante  las  cuAles  pae- 
de  explicarse  en  gran  parte  la  profunda  aversión  con  que  hoy  se  miran.  lo« 
litigios. 

En  cuanto  k  las  Audiencias  territoriales,  es  de  observar  que  miexitna  la 
de  Madrid  despachó  812  asuntos,  dejando  pendientes  513,   la  de  Las 
sólo  despachó  33,  y  quedaron  pendientes  73;  desproporción  entre  lo 
do  y  pendiente  que  se  observa  también  en  las  Audiencias  de  Burgos,  Ooni- 
ña,  Palma,  Sevilla  y  ValladoUd. 

Por  último,  y  en  lo  que  se  reñere  al  Tribunal  Supremo,  merece  csozhsJ^- 
narse  que  de  420  recursos  de  casación  interpuestos,  se  admitieron  dOB  y  ter- 
minaron 29  por  desistimiento  ó  deserción,  64  casándose  la  sentencia  reonrri- 
da  y  210  declarándose  no  haber  lugar  á  la  casación;  invirtiéndose  en  papel  s^ 
Uado  68.176  pesetas  con  20  céntimos,  en  pape^  do  pobres  1.838  pesetas  90  cáiotí- 
mos,  y  en  papel  á  reintegrar  9.806  pesetas  45  céntimos;  cifras  tan  elocaesitar 
como  las  expuestas  al  tratar  de  los  Juzgados  de  primera  instancia. 


m  • 


Memorias  y  estados  formados  por  los  Registradores  de  la  propiedad, 

en  cumplimiento  de  lo  prevenido  en  el  Real  decreto  de  31  de  Ages- 
to de  1886. 

Tenemos  á  la  vista'  el  resumen  correspondiente  á  los  territorios  de  las 
Audiencias  de  Madrid,  Albacete  y  Barcelona,  notabilísimos  trabi^jos  en  los 
que  se  determinan  datos  tan  interesantes  como  el  de  que  sólo  en  el  registro 
de  Alcalá  de  Henares  so  han  inscrito  69^542  fincas  rústicas  y  7.822  urbanaei. 
mientras  que  en  el  Norte  de  Madrid  se  inscribieron  609  rústicas  y  6.019  urba- 
nas; en  el  Occidente,  1.187  por  5.380,  y  en  el  Mediodía,  339  por  4.320;  despro- 
porción parecida  en  todos  los  demás  registros,  que  aparecen  con  muchísima 
mayor  fincabilidad  rústica  que  urbana,  exceptuándose  sólo  Madrid,  donde  la 
Eona  Norte  es  la  que  ha  tenido  mayor  urbaniiación,  y  la  del  Mediodía  es  la 
que  ha  tenido  menos. 

Por  lo  que  hace  á  la  Audiencia  de  Albacete,  es  de  notar  que  en  aquella 
provincia  hay  registros  como  el  de  Gasas  Ibáñez,  con  15.768  inscripciones  de 
fincas  rústicas  y  3.885  de  fincas  urbanas,  mientras  que  en  el  de  Chinchilla 
sólo  se  inscribieron  5.742  rústicas  y  1.171  urbanas;  notándose  asimismo  que 
existe  mayor  proporcionalidad  en  este  registro  y  en  todos  los  demás  que  en 
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de  Teste,  con  relación  &  los  insoripciones  de  una  y  otra  oíase;  pnes  asi 
mo  en  el  de  Ghinobilla,  por  ejemplo,  ya  se  ha  visto  que  sólo  hay  nna  dife- 
noia  de  4.000  y  pico  insoripciones,  en  el  de  Yeste  se  inscribieron  11.068  fin- 
orna  rústicas  y  9B1  urbanas.  En  la  provincia  de   Ciudad  Beal,  hay   registro^ 
oomo  el  de  Alcázar  de  San  Juan,  donde  se  insoribieroír  29.102  fincas  rústicas 
ST   5.211   urbanas,  siguiendo  Yaldepefias  y  Yillanueva  de  los  Infantes  con 
Si.067  por  8.0Í1  y  flS.S29  por  8.195,  mientras  que  Almadén  únicamente  figura 
oon  á.274  por  1.490.  En  la  provincia  de  Cuenca  se  observa,  por  do  pronto,  que 
bay  mayor  desproporción  en  la  fincabilidad  inscrita  entre  Belmente  y  Ta- 
cón por  una  parte  y  Huete  y  Motilla  del  Palancar  pov  otra;  pues  mien- 
que  en  el  primer  registro  se  inscribieron  28.096  rústicas  y  2.074  urbanas, 
el  segundo  fueron  22.190  las  primeras  y  2.187  las  urbanas;  y  en  tanto  que 
«XI  Huete  se  inscribieron  26.355  rústicas  por  1.424  urbanas,  en  Motilla  del 
Palancar  se  registraron  16.010  de  la  primera  clase  y  1.066  de  la  segunda;  no- 
tíuidose,  por  último,  que  en  Cañete  sólo  se  registraron  5.589  rústicas  y  213  ur- 
1>auaA8.  En  la  provincia  de  Murcia  figui-a  la  capital  por  27.760  inscripciones  de 
ílxieas  rústicas  y  10.353  urbanas,  siguiendo  Yocla  con  23.157  rústicas  y  4.936 
urbanas,  mientras  que  La  Unión  figura  con  2.239  fincas  de  la  primera  clase  y 
du868  de  la  segunda. 

En  cuanto  á  la  provincia  de  Barcelona,  nótase  que  en  la  capital  sólo  se 
inscribieron  6.910  fincas  rústicas  por  30.057  urbanas;  y  en  Yillanueva  y  Gl«l- 
trú.  8.144  por  8.783,  mientras  que  en  GranoUers  é  Igualada  se  registraron 
ÍB.TSI  rústicas  por  4.766  urbanas  en  el  primer  punto,  y  15.049  por  5.446  en  el 
•e^nindo.  En  la  provincia  de  Gerona  existe  el  registro  de  Figueras  con 
B2.9G6  insoripciones  do  fincas  rústicas  por  8.963  urbanas,  mientras  que  Olot 
ñgUTA  con  5.725  por  2.190;  en  la  de  Lérida  aparece  el  registro  de  Balagnor 
oon  48.8621  fincas  rústicas  por  4.889  urbanas,  mientras  que  Cervera  ha  inscrito 
88.796  de  las  primeras  por  7.700  de  las  segundas,  y  Yiella  inscribió  5.969  por 
9B6;  y  en  la  provincia  de  Tarragona  figura  Tortosa  con  40.764  inscripciones  de 
lincas  rústicas  por  9.842  urbanas,  mientras  que  el  registro  do  la  capital  sólo 
inaeríbió  9.347  de  las  primeras  y  3.390  do  la.s  segundas,  siguiendo  Yendrell 
oon  7.941  por  6.355. 

Otros  muchos  datos  igualmente  interesantes   ofrece  el  cuaderno  de  que 
nos  ocupamos;   pero   oon   lo  expuesto   creemos  suficientemente   cumplido  « 
nuestro  propósito  de  llamar  poderosamente  la  atención  de  cuantas  personas 
■e  interesan  per  esta  clase  de  estudios,  originarios  de  grandes  enseñanzas. 

L.  MiQUSi.. 


LAS  DISPOSICIONES  TRANSITORIAS  DEL  CÓDIGO  CIVIL 


NingÚQ  principio^  al  parecer,  tan  sencillo  como  el  de  la  do 
Tetroactiyídad  de  la  ley,  y  ninguno,  en  realidad,  tan  difícil  en 
lo  que  concierne  al  Derecho  civil.  Aun  en  el  orden  penal^  algu- 
nos Códigos,  como  los  del  Tesino,  Zarich,  Holanda,  Bélgica 
y  Portugal,  lo  establecen  con  limitaciones;  y  la  escuela  antro- 
pológica lo  combate  con  grandísima  energía.  Al  modificar  una 
institución  civil,  ¿qué  actos  continúan  sujetos  á  la  ley  antí- 
^a?  ¿En  qué  casos  debe  ser  aplicado  el  precepto  nuevo?  Para 
contestar  á  estas  preguntas  han  escrito  voluminosos  tomos  au-, 
iores  tan  ilustres  como  Savigny,  Merlín,  Demolombe,  Míterma- 
yer,  Dnvergier,  Borsari,  Lasalle,  Weber,  Zachariae,  Zeller, 
Oabba,  Fiore  y  otros  muchos.  Los  Estados  alemanes,  al  abolir 
en  1814  la  legislación  napoleónica  y  restablecer  el  derecho  pa- 
trio,* el  ducado  de  Parma,  al  promulgar  el  Código  de  1820; 
Cerdeña,  en  1837,  al  publicar  el  Código  albertino;  Módena,  en 
1852;  Sajonia,  en  1863,-  Italia,  en  1865;  Chile,  la  República 
Argentina,  en  1814;  muchísimas  naciones,  en  suma,  al  modi- 
:ficar  sus  leyes  civiles,  han  dictado  reglas  acerca  de  este  punto, 
las  unas  incluyéndolas  como  apéndice  á  los  Códigos;  las  otras, 
las  más,  promulgando  leyes  especiales. 

Los  autores  del  Código  español  se  contentaron  con  esta- 
blecer en  el  art.  3.®  el  principio  de  la  no  retroactividad,  y  con 
declarar  en  el  1976  que  las  variaciones  que  perjudicasen  dere- 
chos adquiridos  no  tendrían  efecto  retroactivo.  Acá  y  allá,  en 
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▼arios  capítulos,  aparecían  preceptos  de  carácter  traasitorio. 
El  art.  53^  relativo  á  la  prueba  de  los  matrimonios  anterioreí» 
al  Código;  el  591,  párrafo  2.^,  respecto  de  la  distancia  de  la^ 
heredades  ajenas  á  que  deben  plantárselos  árboles;  el  1611 
sobre  censos;  el  1939  acerca  de  la  prescripción,  tienen  por  ob- 
jeto evitar  los  conflictos  engendrados  por  la  concorrencia  de 
[as  dos  legislaciones,  siendo,  por  tanto,  verdaderas  reglas  tran- 
sitorias. 

Tales  disposiciones  eran  á  todas  laces  insnficientes.    Las 
reformas  introducidas  por  el  Código  en  el  derecho  patrio  son 
tantas  y  tan  transcendentales,  que  apenas  hay  institución   im- 
portante que  no  haya  sufrido  profundas  modificaciones.   Nin- 
gún otro  Código  moderno  ha  sido,  tal  vez,  más  abundante  en 
novedades.  La  ley  transitoria  era,  pues,  más  necesaria  qae  en 
las   demás  naciones.  Un  dignísimo  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  el  Sr.   Garnica,  demostró  en  el  Congreso  los  con- 
flictos inevitables  que  originaría  el  silencio  del  legislador,  y 
abogó  con  calor  y  elocuencia  porqué  se  llenase  el  vacío  exis- 
tente en  el  proyecto  de  Código  presentado  á  las  Cámaras.  Las 
ideas  del  digno  Magistrado  prevalecieron.  Autorizada  la  Sec- 
ción de  lo  civil  de  la  Comisión  de  Códigos,  por  la  ley  de  26  de 
Mayo  último,  para  introducir  en  su  obra  las  enmiendas  que  cre- 
yese necesarias  ó  convenientes,  según  el  resultado  de  la  dis- 
cusión habida  en  los  Cuerpos  Colegisladores,  fijóse  principal- 
mente (aparte  las  cuestiones  engendradas  por  la  subsistencia 
del  derecho  foral,  resueltas  con  grandísimo  acierto)  en  lo  con- 
cerniente al  derecho  transitorio.  Con  todo  el  respeto  que  los 
¡lastres  jurisconsultos  firmantes  del  Código  nos  merecen,  debe- 
mos declarar  que  la  solución  dada  al  problema  no  nos  satisface, 
por  creerla  desacertada  en   algunos  casos,  y  sobre  todo,  por 
creerla  deficiente.   Cuestiones  dificilísimas,  objeto  de  contro- 
versias empeñadas,  han  sido  preteridas  por  la  Comisión  de  Có- 
digos, al  mismo  tiempo  que  trataba  con  amplitud  otras  en  que 
los  tratadistas  y  las  leyes  se  muestran  unánimes. 

La  Comisión  prefirió  el  sistema  cómodo  y  sencillo  de  sentar 
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alg^nnos  principios  generales,  al  método  mncho  más  útil  de  re- 
solver ona  á  ana  las  varias  cuestiones  en  que  podía  haber  du- 
das, segQÍdo  por  casi  todos  los  legisladores  extranjeros.  El  Có- 
digo federal  saizo  sobre  el  derecho  de  obligaciones  tiene  24  ar- 
tículos relativos  al  derecho  transitorio.  La  ley  italiana  de  30 
de  Noviembre  de  1865,  48.  La  Ordenanza  de  2  de  Enero 
de  1863,  para  la  aplicación  del  Código  civil  de  Sajonia,  28,  á 
pesar  de  qae  prescinde  de  todos  los  pontos  en  qae  había  juris- 
prudencia  uniforme.  Nuestro  Código  contiene  sólo  12  disposi- 
ciones transitorias,  de  las  caales  dedica  cuatro  á  la  tutela.  No 
ha  podido  estar,  pues,  más  lacónico. 

La  materia  en  que  la  obra  de  la  Comisión  merece  mayor 
censura,  es  la*  relativa  á  la  patria  potestad.  En  ninguna  otra 
se  muestran  tan  acordes  los  tratadistas.  Con  la  sola  excepción 
de  Herrestorf,  declaran  que  todas  las  leyes  concernientes  al  es- 
tado personal  son  desde  luego  aplicables  á  los  que  se  encuen- 
tran en  las  condiciones  señaladas  por  ellas.  En  nuestra  Patria 
había  además  necesidad  imperiosa  é  ineludible  de  conceder  á 
las  cuestiones  relativas  al  estado  personal  la  atención  necesa- 
ria, para  que  no  pudiese  caber  la  menor  duda  acerca  de  la  so- 
lución que  en  cada  caso  procedía,  por  existir  precedentes  de 
todo  punto  inadmisibles  que,  si  prevaleciesen,  harían  del  dere- 
cho español  una  verdadera  excepción  en  el  derecho  universal, 
pues  las  declaraciones  de  la  jurisprudencia  contradicen  la 
doctrina  de  los  autores  y  los  preceptos  contenidos  en  las  leyes 
de  las  demás  naciones.  Nos  referimos  á  la  doctrina  sentada  por 
el  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  19  de  Junio  de  1875,  en 
cuyo  examen  nos  ocuparemos  más  adelante. 

¿De  qué  suerte  ha  sancionado  el  Código,  en  lo  relativo  á  la 
patria  potestad,  el  principio  de  que  las  leyes  concernientes  al 
estado  personal  son  aplicables  desde  su  promulgación  á  todos 
los  que  reúnan  las  circunstancias  en  ellos  previstas?  Impor- 
tantes son  las  modificaciones  introducidas  en  esta  institación 
por  el  Código.  Priva  de  la  potestad  sobre  los  hijos  del  primer 
matrimonio  que  la  ley  del  Matrimonio,  civil  le  concediera,  á  la 
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yiada  que  contrae  segandas  nupcíae;  señala  la  emancipacíAn 
por  edad  á  los  veintitrés  años;  concede  potestad  á  los  padr»^ 
sobre  el  hijo  natural  reconocido,  y  establece  algnnáa  otras  de 
menor  transcendencia. 

La  exposición  de  motivos  de  la  reforma  trata  de  la  patria 
potestad  en  los  tiempos  modernos  con  sencillez  j  claridad 
admirables.  Es  cierto  que  la  patria  potestad  no  es  hoy  lo  qtt 
fuera  en  los  pueblos  antigaos,  en  los  cuales  los  términos  fin- 
milia,  ciudad  y  Estado  casi  se  confundían;  en  que  el  padre  era 
el  verdadero  señor,  y  como  tal,  disponía  de  las  personas  y  bie- 
nes de  los  que  le  estaban  subordinados.  La  patria  potestad 
existe,  no  para  lucro  del  padre,  sino  en  beneficio  del  hijo,  ne- 
cesitado de  amparo  y  protección  por  la  insuficiencia  de  sns  fth 
cultades  físicas,  intelectuales  y  morales.  I^ero  de  este  principio 
se  deduce  como  lógica  consecuencia,  que  el  padre  no  puede 
invocar  la  existencia  de  derechos  adquiridos  sobre  la  persiona 
ni  sobre  los  bienes  del  hijo.  La  potestad  existe  en  tanto  en 
cnanto  la  sociedad  la  cree  necesaria  para  la  protección  del  me- 
nor. Los  varios  derechos  inherentes  á  la  patria  potestad  son 
sólo  instrumentos,  medios  concedidos  al  padre  para  el  debido 
desempeño  de  la  función  tutelar  que  la  sociedad  le  encomien- 
da. Si  el  legislador  cree  que  alguno  de  los  medios  anteriormen- 
te concedidos  es  innecesario,  en  el  punto  mismo  debe  cesar  el 
padre  en  su  disfrute;  porque  la  razón  6 nica  de  su  existencia 
era  el  beneficio  del  hijo,  y  esa  razón  desaparece  por  la  decla- 
ración expresa  del  legislador,  el  cual  debe  estudiar  con  dete- 
nimiento el  desarrollo  del  hombre,  según  las  varias  condicio- 
nes físicas  de  los  pueblos,  para  decidir  á  qué  edad  es  innece- 
saria la  protección  y  amparo  en  los  primeros  años  de  la  vida,  y 
una  vez  adquirido  el  convencimiento  del  período  en  que,  por 
regla  general,  adquiere  el  hombre  la  plenitud  del  desarrollo, 
hacer  al  individuo  arbitro  de  su  suerte,  concediéndole  el  ab- 
soluto señorío  de  su  persona  y  de  sus  bienes. 

En  contradicción  abierta  con  estos  principios  aparece  lo 
ordenado  en  las  disposiciones  transitorias  5.*  y  6.'  del  Código 
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eÍTÍ]y  que  además  desdicen,  especialmente  la  5/,  del  carácter 
de  la  familia  castellana,  fandada  en  el  amor  recíproco  de  sas 
T^urios  miembros.  Según  la  5/  de  las  disposiciones  transito- 
riaa,  ^rqaedan  emancipados  y  faera  de  la  patria  potestad  los  hi- 
jos que  hubiesen  cumplido  veintitrés  años  al  empezar  á  regir 
el  Código;  pero  si  continuaren  viviendo  en  la  casa  y  á  ezpeu* 
sas  de  sus  padres,  podrán  éstos  conservar  el  usufructo,  la  ad- 
miniatración  y  los  demás  derechos  que  estén  disfrutando  sobre 
loa  bienes  de  su  peculio,  hasta  el  tiempo  en  que  los  hijos  debe- 
rían salir  de  la  patria  potestad,  según  la  legislación  anterior.» 
Dejando  á  un  lado  la  falta  de  precisión  de  concepto  que  resul- 
ta del  empleo  del  verbo  podrán,  el  cual  hace  que  no  se  sepa  si 
la  conservación  del  usufructo  exige  declaración  previa  de  par- 
te del  padre,  cualquiera  creería,  al  leer  la  extraña  regla  que 
analizamos,  que  era  costumbre  de  Castilla  que  al  cumplir  el 
hijo  los  veinticinco  años  abandonase  el  hogar  paterno  ó  prac- 
tícase verdadera  liquidación  con  los  autores  de  sus  días,  para 
decidir  las  cantidades  con  que  cada  miembro  de  la  familia  ha- 
bía de  contribuir  al  sostenimiento  de  la  casa.  Pero  aun  cuan- 
do así  sucediese,  ese  resultado  sería  producto  de  la  libre  vu- 
luntad  de  las  partes,  efecto  de  un  verdadero  convenio;  pero  de 
ninguna  suerte  consecuencia  de  la  patria  potestad,  ni  de  nada 
que  con  la  patria  potestad  se  relacione.  El  usufructo  de  los 
bienes  adventicios  del  hijo  es  uno  de  los  principales  medios 
que  las  leyes  conceden  al  padre  para  que  pueda  desempeñar 
el  ministerio  que  la  misma  ley  le  confiere.  Si  termina  la  causa, 
¿cómo  ha  de  admitirse  la  subsistencia  del  efecto,  aun  cuando 
Be  presente  el  usufructo  como  pago  del  hospedaje  que  el  padre 
dispensa  al  hijo?  ¿Qué  tiene  que  ver  contrato  tan  prosaico  como 
el  pago  de  pupilaje  con  institución  tan  excelsa  como  la  patria 
potestad,  para  que  la  ley  las  relacione,  subordinando  la  según- 

* 

da  á  la  primera?  Algo  análogo  existe  en  el  derecho  catalán  en 
la  compensación  de  los  frutos  de  la  legítima  con  los  alimentos 
percibidos  por  el  legitimario;  pero  nada  tiene  esto  que  ver  con 
la  patria  potestad. 
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Las  anteriores  consideraciones  son  aplicables,  con  mayor 
claridad  todavía,  al  precepto  que  se  contiene  en  la  regla  6.*, 
según  la  cual,  «el  padre  que  voluntariamente  hubiese  emanci- 
pado á  un  hijo,  reservándose  algún  derecho  sobre  sos  bienes 
adventicios,  podrá  continuar  disfrutándolos  hasta  el  tiempo  en 
que  el  hijo  debería  salir  de  la  patria  potestad.»  Aqní  se  atri- 
buye á  la  patria  potestad  carácter  de  institución  económica, 
que  desdice  de  su  significación  moral.  El  padre  paede,  sm 
duda,  emancipar  al  hijo,  reservándose  algún  derecho  sobre  sas 
bienes;  pero  esa  reserva  sólo  podía  ser  consecuencia  del  poder 
de  que  el  padre  se  hallaba  revestido,  y  sólo  podía  durar  el 
tiempo  que  la  causa  generadora  existiese.  Si  la  modificación 
introducida  en  la  ley  cambia  por  completo  las  condicionea  de 
ese  poder;  si  limita  el  tiempo  de  su  duración,  ¿cómo  no  ha  de 
modificar  los  actos  que  reconocían  por  única  causa  la  potestad 
misma?  ¿Es  que  el  padre  con  la  emancipación  ejecuta  algún 
acto  en  beneficio  del  hijo  que  éste  debe  compensar  retribuyen 
dolo  con  retribución  pecuniaria?  Semejante  concepto  es  la  ne- 
gación absoluta  de  los  principios  fundamentales  de  esa  insiá- 
tución,  con  tanta  brillantez  expuestos  por  la  misma  Comisión 
en  el  preámbulo.  Como  dice  Gabba,  en  su  eruditísima  obra 
Teoría  della  retroattivitd,  deUe  leggiy  la  emancipación  ea  nn  es- 
tado de  la  persona  emancipada  y  no  un  acto  lucrativo  del 
emancipante. 

De  muy  diverso  modo  procedió  el  legislador  italiano,  máa 
respetuoso  con  los  principios  científicos.  En  el  art.  10  de  la  íey 
transitoria  de  30  de  Noviembre  de  1865  dispuso  que  los  padres 
que  con  arreglo  al  derecho  antiguo  tuviesen  el  nsufructo  d« 
algunos  bienes  del  hijo,  con  posterioridad  á  la  mayor  edad  de 
éste,  continuasen  en  su  disfrute,  pero  sólo  durante  el  año  si- 
guiente á  la  promulgación  del  Código.  De  este  modo  se  rece-, 
noce  el  principio  de  que  los  derechos  que  son  sólo  medios  ó 
instrumentos  para  cumplir  los  fines  inherentes  á  la  patria  po- 
testad, deben  extinguirse  cuando  ésta  se  extinga,  y  se  com- 
pensan encarte  los  perjuicios  sufridos  por  los  padres . 
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Hemos  dicho  qae  el  príucipal  defecto  de  las  disposiciones 
transitorias  consiste  en  haber  callado  acerca  de  los  proble- 
xnas  más  difíciles  á  qae  dan  origen  las  modiñcaciones  in- 
^trodncidas  por  el  Código  en  nuestro  antiguo  derecho.  Vamos 
A  demostrar  este  aserto,  sin  salir  de  la  institución  en  que  ve- 
nioios  ocupándonos,  sin  salir  de  la  patria  potestad.  Con  arre  - 
^}o  á  la  ley  de  1870,  la  viuda  conservaba  la  potestad  sobre 
sus  hijos,  aun  cuando  pasara  á  segundas  nupcias;  con  arreglo 
al  Código,  la  madre  viuda  pierde  la  potestad  al  contraer  se- 
rondo matrimonio.  Los  hijos  ilegítimos  no  estaban  sujetos  á 
la  patria  potestad,  por  nuestro  antiguo  derecha,  ni  aun  por  la 
ley  de  Matrimonio  civil;  algunos  hijos  ilegítimos  están  sujetos 
á  la  patria  potestad,  con  arreglo  al  párrafo  segundo  del  artícu- 
lo 154  del  Código.  No  necesitamos  pasar  adelante  para  demos- 
trar las  priesas  con  que  fueron  redactadas  las  disposiciones 
transitorias.  Ni  una  sola  palabra  se  contiene  en  ellas  acerca 
de  esos  dos  gravísimos  problemas.  En  la  exposición  de  moti- 
vos se  da  como  cosa  averiguada  y  cierta,  como  consecuencia 
indeclinable  de  la  regla  universal  en  derecho  transitorio,  de 
que  los  actos  s^  rigen  por  la  ley  vigente  al  realizarse,  que  la 
viuda  que  haya  contraído  nuevo  matrimonio  antes  de  regir  el 
Código,  conservará  la  potestad  sobre  los  hijos  menores  del 
primer  matrimonio.  Lejos  de  ser  este  un  principio  sencillísimo, 
como  los  ilustres  jurisconsultos  de  la  Comisión  creyeron,  es, 
por  el  contrario,  cuestión  muy  debatida  en  la  ciencia.  No  es 
cierto  que  por  virtud  de  la  doctrina  de  que  los  actos  se  rigen 
por  la  ley  vigente  el  día  de  su  ejecución,  deba  la  madre  viuda 
conservar  la  potestad  sobre  los  hijos  del  primer^matrimouio,  al 
contraer  segundas  nupcias;  por  el  contrario,  de  aplicar  las  con- 
clusiones de  la  ciencia  en  todo  su  rigor,  la  viuda  que  contrajo 
segundas  nupcias  debe  perder  la  potestad  el  día  mismo  de  la 
promulgación  del  Código,  en  virtud  del  principio  de  que  los 
actos  concernientes  al  estado  personal  se  regulan  por  la  ley 
nueva.  Oabba  se  expresa  en  los  siguientes  términos:  «No 
siendo  la  patria  potestad  un  verdadero  derecho  adquirido,  )a 
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ley  naevá  relativa  á  la  misma  se- debe  aplicar  no  sólo  á  los  que 
sean  revestidos  de  ella  en  lo  porvenir,  sino  también  á  los  que 
ya  lo  están  en  el  momento  en  qoe  la  ley  es  promnlg^ada.  La 
costumbre  de  Senlis  no  admitía  la  patria  potestad:  puiran^ 
paternel  n'  a  lieu.  Caando  comenzó  á  regir  el  Códig^o  de  Na- 
poledni  qae  reconoce  la  patria  potestad  á  los  dos  progr^nitores^ 
no  queda  dada  qae  la  adquirieron  inmediatamente  los  padres 
antes  sujetos  á  la  citada  costumbre.  Por  el  contrario,  una  ley 
nueva  qnU  declarase  abolida  la  f  a  tria  polestad  en  nn  caso  en  que 
la  ley  anterior  la  admitía^  produciría  el  efecto  de  hacer  cesar 
inmediatamente  la  potestad  en  ese  caso  consUtuida,   Añi  tuvo 
ocasión  de  decirlo  el  Tribunal  de  Casación  de  Tarín  en  sen- 
tencia de  23  de  Mayo  de  1882,  declarando  terminada  con 
la  promulgación  del  Código  Albertino  la  patria  potestad  del 
abuelo  sobre  sus  nietos,  admitida  en  el  anterior  derecho  pía- 
montos.»  Yese,  pues,  que  lejos  de  ser  consecuencia  sencillísi- 
ma de  un  principio  universalmente  admitido  el  qae  la  viuda 
que  ha  pasado  á  ulteriores  nupcias  conserve  la  potestad  sobro 
sus  hijos  de  anteriores  matrimonios,  es,  por  el  contrario,  ver- 
dadera excepción  que  necesita  precepto  expreso  en  la  ley.  £5 
cierto  que  la  mayoría  de  los  autores  defienden  esa  excepción 
por  equidad.  Recuerdan  lo  hecho  por  Justiniano  al  aboliría 
liier tas-latina,  conservando  el  derecho  sucesorio  en  favor  de 
los  patronos  por  mera  equidad;  pero  todos  convienen  en  la  ne- 
cesidad de  ana  declaración  expresa  de  la  ley,  pues  en  el  silen- 
cio de  ésta  prevalecería  el  principio  general  relativo  á  las  le- 
yes concernientes  al  estado  personal,  á  que  tantas  veces  he- 
mos aludido. 

El  segando  de  los  problemas  á  que  nos  hemos  referido,  e\ 
referente  á  los  padres  naturales,  tiene  aún,  en  el  orden  científi- 
co, mayor  importancia  y  gravedad  qae  el  primero.  Como  ya  he- 
mos dicho,  el  art.  154  del  Código  declara  en  su  párrafo  segan- 
do, que  «los  hijos  naturales  reconocidos  y  los  adoptivos  meno- 
res de  edad  están  bajo  la  potestad  del  padre  ó  de  la  madre  qae 
los  reconoce  ó  adopta.»  Ahora  bien:  ¿los  hijos  naturales  recono- 
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^ido8  con  anterioridad  ala  promulgación  del  Código^  entran, 
por  la  Bola  publicación  de  éete^  bajo  la  potestad  del  padre  ó  de  la 
madre  que  los  reconociera?  Con  arreglo  á  los  principios  genera- 
les quedemos  sentado,  el  padre  natural  adquiere,  sin  duda,  por 
el  reconocimiento  anterior  ó  posterior  al  Código,  la  patria  po- 
testad sobre  el  hijo  reconocido;  según  la  doctrina  sentada  por  la 
Comisión,  no  es  ya  la  respuesta  tan  sencilla,  y  si  nos  atenemos 
ú  la  jurisprudencia  sentada  por  el  Tribunal  Supremo  en  el  fallo 
<le  19  de  Junio  de  1875,  la  contestación  ha  de  ser  por  fuerza  ne- 
gativa.  Hora  es  ya  de  que  examinemos  con  recto  é  imparcial 
criterio  ese  fallo.  Discutíase  si  la  madre  yiuda  con  anterioridad 
á  la  ley  de  Matrimonio  civil  había  adquirido  potestad  sobre  sos 
hijos  por  la  promulgación  de  dicha  ley.  Sometida  la  cuestión 
4  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo,  la  resolvió  én  sentido 
negativo  por  el  siguiente  fundamento:  «Considerando  que  si 
la  ley  de  Matrimonio  civil  en  sus  artículos  64  y  65  ha  declara- 
do que  el  padre,  y  en  su  defecto  la  madre,  tiene  potestad  so- 
bre BUS  hijos  legítimos  no  emancipados  y  que  tienen  derecho 
á  administrar  y  usufructuar  los  bienes  que  los  hijos  hubiesen 
adquirido  por  cualquier  título  lucrativo  ó  por  su  trabajo  ó  in- 
dustria, estas  disposiciones  se  han  establecido  para  lo  futuro 
y  sin  lastimar  los  legítimos  derechos  que  habían  adquirido  los 
huérfanos,  que  ya  lo  eran  en  aquella  fecha,  puesto  que  la  ley 
no  expresó  que  tuviera  efecto  antes  de  su  publicación,  y  por 
tanto,  no  es  aplicable  á  los  hechos  consumados  con  anterio- 
ridad.;» Como  se  ve,  las  anteriores  consideraciones  están  en 
abierta  contradicción  con  la  doctrina  unánimemente  aceptada 
por  todos  los  tratadistas  de  derecho  transitorio.  £1  dignísimo 
Magistrado  del  Tribunal  Supremo  á  quien  aludimos  al  comienzo 
de  este  artículo,  el  Sr.  Garnica,  censuró  con  gran  elocuencia, 
aunque  guardando  los  respetos  debidos  al  Tribunal  de  que  for- 
ma parte,  el  fallo  que  analizamos:  «Recuerdo,  decía  el  Sr.  GFar- 
nica  en  la  sesión  del  Congreso  de  12  de  Abril  de  1889,  las  difí- 
ealtades  que  hubo  ep  el  foro  y  en  la  práctica  de  los  Tribunales, 
cuando  la  ley  de  Matrimonio  civil  atribuyó  la  patria  potestad 
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á  las  madres.  Todos  los  Sres.  Diputados  lo  recordarán  lo  mis- 
mo; cuántas  fueron  las  resolaciones  contradictorias;  los  dictá- 
menes contrarios  de  Abogados  mny  eminentes,  y  cómo  laeg^o 
se  vino  á  resolver  esta  cuestión  de  un  modo,  que  yo  no  he  de 
x^ensurar  en  este  momento,  contrario  á  lo  que  es  la  doctrina  de 
la  generalidad  de  los  autores;  se  vino  á  resolver  en  el  sentido 
de  que  á  pesar  de  que  todos  los  autores  entienden  que  en  el  es- 
tado civil,  ó  mejor,  en  su  desenvolvimiento  legal  no  hay  dere- 
chos adquiridos,  que  la  ley  coge  al  individuo  en  el  estado  en 
que  se  encuentra,  y,  por  consiguiente,  que  se  ha  de  respetar 
en  esta  materia  la  ley  desde  el  momento  de  su  promulgación, 
sin  alterar  los  hechos  ya  ultimados  con  anterioridad;  á  pesu* 
de  esto,  no  se  dio  efecto  á  la  ley  para  los  menores  que  tenían 
madre,  y  las  razones  que  se  dieron  en  favor  de  aquellos  hijos 
que  estaban  en  tutela,  diciendo  que  tenían  derechos  adquiri- 
dos á  conservar  tal  situación,  que  no  podían  ñereapitis  diminu- 
Hoy  y  que  se  les  infería  agravio  arrancándoles  de  esa  que  lla- 
maban suidaden  que  estaban.» 

Las  anteriores  palabras  demuestran  hasta  qué  punto  era 
necesaria  una  declaración  del  legislador  que  hiciese  imposi- 
bles las  infinitas  cuestiones  que  surgirán  de  seguro  cuando  se 
trate  de  llevar  á  la  práctica  los  preceptos  que  comentamos. 

Largo  espacio  dedican  los  principales  tratadistas  á  exami- 
nar los  varios  casos  que  pueden  ocurrir,  según  que  los  some- 
tidos por  el  derecho  nuevo  á  la  patria  potestad  se  encuentren 
en  la  plenitud  de  sus  derechos  civiles  ó  estén  sujetos  á  tutela. 
Discuten  también  qué  estado  es  más  beneficioso  para  el  me* 
ñor,  si  el  de  patria  potestad  ó  el  de  tutela.  Nuestro  Código  ha 
oreído  prudente  guardar  absoluto  silencio,  dejando  á  los  Tri- 
bunales la  resolución  de  los  problemas  que  surjan,  según  su 
prudente  arbitrio. 

Daríamos  á  este  articulólas  proporciones  de  un  libro,  si  fué- 
semos á  examinar  las  diversas  m  aterías  en  que  los  preceptos  del 
Código,  modificativos  de  las  antiguas  instituciones,  pueden  dar 
origen  á  graves  cuestiones  de  derecho  transitorio. 
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Veamos  sólo  alganas  de  las  más  importantes: 
Eran  hijos  natarales,  con  arreglo  á  la  ley  11  de  Toro,  los 
que  al  tiempo  de  la  concepción  ó  del  parto  podían  sos  padres 
^Msarse  justamente  y  sin  dispensación.  Son  hijos  natorales^ 
con  arreglo  al  art.  119  del  Código,  los  nacidos  foera  de  matri- 
monio, de  padres  que  al  tiempo  de  la  concepción  puedan  ca- 
sarse sin  dispensa  ó  con  ella.  El  derecho  antiguo  atendía  alter- 
natiyamente  á  las  dos  apocas  de  la  concepción  y  del  parto;  el 
-derecho  nuevo  atiende  sólo  á  la  primera.  Por  tanto,  puede  ocu- 
rrir que  algunos  concebidos  antes  del  1.^  de  Mayo  último  y  na^ 
cídos  después,  sean  hijos  naturales  con  arreglo  al  derecho  anti- 
g:no,  é  hijos  adulterinos,  por  ejemplo,  con  arreglo  al  Código. 
^Qaé  ley  prevalece?  Esos  hijos,  ¿serán  considerados  como  adul- 
terinos ó  como  naturales?  Esos  hijos,  ¿podrán  ser  legitimados 
ó  reconocidos  válidamente?  Hay  más  todavía:  los  hijos  na- 
cidos antes  de  1.^  de  Mayo  de  padres  que  podían  casar  sin  dis- 
pensa en  la  época  del  parto,  mas  no  en  la  de  la  concepción, 
¿pueden  ser  legitimados  ó  reconocidos  después  de  la  promul- 
gación del  Código?  Basta  sólo  indicar  estos  problemas  para  que 
nuestros  lectores  comprendan  su  extraordinaria  transcenden- 
cia, y,  por  tanto,  cuan  grande  es  el  vacío  existente  en  las  dis- 
posiciones transitorias  del  Código,  que  calla  en  absoluto  acerca 
de  esta  importantísima  materia. 

Sin  salir  de  este  orden  de  instituciones,  tropezamos  con 
otro  problema,  en  cuya  solución  se  han  dividido  publicistas  y 
legisladores.  Nos  referimos  á  la  investigación  de  la  paterni- 
dad. La  ley  de  Toro,  tantas  veces  citada,  se  limitó  á  exigir, 
como  condición»  para  la  declaración  de  hijo  natural,  que  el  pa- 
dre lo  reconociese  como  suyo.  La  jurisprudencia,  interpre- 
tando tan  vaga  fórmula,  declaró  que  bastaba  el  reconoci- 
miento tácito  para  que  el  padre  pudiese  ser  compelido  á  cum- 
plir las  obligaciones  nacidas  de  la  paternidad.  Era,  pues,  de- 
recho positivo  en  Castilla  que  la  investigación  de  la  paterni- 
dad se  permitía  siempre  que  existiese  el  reconocimiento  del 
padre  en  cualquier  tiempo,  en  cualquier  forma,  tácito  ó  ex- 
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preso.  El  art.  135  del  nuevo  Código  limita  el  derecbo  del  lujo 
á  sólo  dos  casos:  caando  haya  reconocimiento  expreso  y  es- 
crito de  parte  del  padre,  y  caando  el  hijo  se  halle  en  posesión 
continua  del  estado  de  hijo  natural.  Dada  esta  modificación, 
los  hijos  naturales  nacidos  antes  de  la  publicación  del  Código 
que  tuvieran  derecho  á  ser  reconocidos  por  su  padre   con  arre- 
glo á  la  ley  antigua,  pero  que  no  se  encuentren  en  ninguno 
de  los  casos  señalados  por  el  Código,  ¿pueden  ejercitar  hoy 
aquel  derecho,  ó,  por  el  contrario,  lo  han  perdido  por  la  sola 
promulgación  del  Código?  El  negar  el  carácter  de  naturales  á 
los  hijos  de  padres  que  pudieran  casar  en  la  época  del  parto, 
mas  no  en  la  de  la  concepción,  obedece  á  razones  de  moral 
páblica.  Este  problema  está  íntimamente  relacionado  con  el 
problema  de  la  investigación  de  la  paternidad,  pues  en  el 
fondo  y  en  lo  tocante  al  derecho  transitorio,  tanto  monta  prohi- 
bir la  investigación  de  la  paternidad  en  absoluto,  como  prohi- 
birla en  algunos  casos,  permitida  antes. 

La  ley  francesa  del  12  de  Brumarío,  año  dos,  que  estable- 
ció el  principio  de  la  prohibición,  repetido  más  tarde  en  el  ar- 
tículo 340  del  Código  de  Napoleón,  concedió  el  derecho  de  pro- 
bar la  paternidad,  mediante  la  demostración  de  la  posesión  de 
estado,  á  los  hijos  naturales  cuyos  padres  hubiesen  muerto  an- 
tes de  la  promulgación  de  la  ley,  lo  que  equivalía  á  negar  que 
el  mero  hecho  del  nacimiento  diese  derecho  á  demostrar  la  pa- 
ternidad con  arreglo  á  la  antigua  ley.  £1  art.  7.^  de  la  ley  tran- 
sitoria italiana  declaró  que  los  artículos  189,  190  y  primera 
parte  del  193  del  nuevo  Código,  no  aplicables  á  los  hijos  naci- 
dos ó  concebidos  antes  de  su  publicación,  «son  aplicables  álos 
mismos  las  disposiciones  de  las  leyes  anteriores.;»  Los  artícu- 
los citados  prohiben  la  investigación  de  la  paternidad,  autori- 
zan las  investigaciones  de  la  maternidad  cuando  haya  un  prin- 
cipio de  prueba  por  escrito,  y  facultan  al  hijo  que  no  puede  ser 
reconocido  para  pedir  alimentos,  si  la  paternidad  ó  la  materni- 
dad resolta  de  una  sentencia  civil  ó  criminal.  La  disposición 
^ansitoria  de  la  ley  italiana  desvanece  todas  las  dudas;  pero 
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^Hsnando  do  existe  precepto  claro  y  terminaate^  ¿qoé  ley  es 
aplicable,  la  aDtigaa  ó  la  Dueva? 

Para  dar  idea  de  la  dificultad  del  problema,  bastará  decir 
que  haD  sostenido  el  principio  de  que  la  ley  prohibitiva  de  las 
inyestigaciones  de  paternidad  tiene  efecto  retroactivo,  Weber, 
Lassanlz,  Sfeifer,  Bergman,  Meyer,  Savigny,  ünger,  Demo- 
lombe ,  Orandmanche  de  Beaolieu  ,  Theodosiades ,  Volpi, 
Oabba  y  Fíore,  y  han  sostenido  lo  contrario  Herrestorff,  Stra- 
▼e,  Merlín,  Oeorgii,  Weniwartor,  Staberwanch  y  Dalloz.  Casi 
todos  los  que  sostienen  la  retroactividad  exceptúan  el  caso  en 
^ne  SQ  hubiese  ejercido  la  acción  pidiendo  el  reconocimiento. 
No  es  nuestro  propósito  disentir  las  varias  soluciones  propnes- 
tas  por  los  jurisconsultos,  sino  sólo  señalar  los  vacíos  y  las  de- 
ficienoias  del  Código  en  las  cuestiones  que  podían  originar  ma- 
yores dudas. 

También  en  lo  qne  concierne  á  la  ausencia  surgen  verda- 
deros problemas  de  derecho  transitorio  no  resueltos  por  la  Co- 
misión. Con  arreglo  al  art.  191  del  nuevo  Código,  puede  pe- 
dirse qne  se  declare  la  presunción  de  muerte  del  ausento  pasa- 
dos treinta  años  desde  que  se  recibieron  las  últimas  noticias  de 
él  ó  noventa  desde  su  nacimiento.  Como  esos  preceptos  alteran 
esencialmente  lo  establecido  por  las  leyes  de  Partida  y  por  los 
fallos  del  Tribunal  Supremo  en  materia  de  ausencia,  no  hu- 
biera holgado  alguna  declaración  relativa  á  este  punto;  aun 
cuando  desde  luego  reconocemos  que  las  dudas  que  surjan 
acerca  de  los  efectos  de  la  ausencia  comenzada  antes  de  la 
promulgación  del  Código,  pueden  ser  fácilmente  desvanecidas, 
tanto  por  la  aplicación  de  alguna  de  las  reglas  generales  sen- 
tadas en  el  mismo  Código,  cuanto  por  la  unanimidad  de  crite- 
rio de  los  tratadistas. 

Aplausos  merecen,  por  punto  general,  las  disposiciones  re- 
lativas á  la  sucesión  testada  é  intestada.  Con  gran  sencillez, 
aunque  no  con  tanto  claridad,  ha  resuelto  el  Código  en  sus 
disposiciones  transitorias  lo  concerniento  á  la  forma  y  conte- 
nido de  los  testamentos,  al  heredero,  á  la  porción  heredite- 
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ría,  etc.  Sin  embargo,  en  la  regla  daodécimay  á  más  de  haber 
oscuridad  de  dicción,  se  ha  omitido  au  extremo  importante. 
«Los  derechos  á  la  herencia  del  qae  hubiese  fallecido  con  tes- 
tamento ó  sin  él,  dice  la  citada  disposición  transitoria,  antes  de 
hallarse  en  vigor  el  Código,  se  regirán  por  la  legislación  ante- 
rior. La  herencia  de  los  fallecidos  después,  sea  ó  no  con  teeta^ 
mentó,  se  repartirá  y  adjudicará  con  arreglo  al  CkSdigo;  pero 
cumpliendo,  en  cuanto  éste  lo  permita,  las  disposiciones  testa- 
mentarias. Se  respetarán,  por  lo  tanto,  las  legítimas,  las  me- 
joras y  los  legados,'  pero  reduciendo  su  cuantía,  si  de  otro 
modo  no  se  pudiera  dar  á  cada  partícipe  en  la  herencia  lo  que 
le  corresponda  segán  el  Código.)»  La  confusión  de  que  habla- 
mos nace  del  empleo  de  la  ps,\9,\>r&  leffiii7nas.  «Se  reducirá  1& 
cuantía  de  las  legítimas.»  ¿De  qué  legítimas?  ¿De  las  que  co- 
rrespondían por  virtud  del  antiguo  derecho?  Esas  han  desapa- 
recido; no  existen  desde  el  instante  en  que  la  sucesión  se  re- 
gula por  el  Código  y  no  por  la  legislación  anterior.  ¿De  las 
legítimas  que  el  Código  establece?  Tampoco;  porque  esas  no 
pueden  reducirse  ni  mermarse  por  ningún  concepto.  Huelga, 
pues,  la  palabra  legitimas  en  el  penúltimo  párrafo  de  ese  ar- 
tículo. Lo  que  el  legislador  ha  querido  decir,   es  que  la  suce- 
sión de  los  que  mueran  después  de  hallarse  en  vigor  el  Código, 
bajo  testamento  otorgado  con  arreglo  al  derecho  antiguo,  se 
regirá  por  el  Código,  respetándose,  no  obstante,  las  disposicio- 
nes testamentarias,  en  cnanto  no  dañen  á  los  derechos  legiti- 
marios en  el  mismo  Código  declarados;  y  para  dejar  á  salvo 
éstos,  se  reducirán  en  caso  necesario  las  mejoras  y  los  legados. 
Como  se  ve,  el  Código  limita  sus  preceptos  á  las  mejoras  y 
á  los  legados,  nada  dice  de  las  donaciones.  Este,  es  el  proble- 
ma omitido  por  la  Comisión,  á  que  antes  nos  referíamos.  Según 
Gabba  (tomo  III,  pág.  456  de  la  segunda  edición),  pueden 
surgir  en  este  punto  dos  cuestiones  de  derecho  transitorio. 
«Fácil  es  la  aplicación  de  la  doctrina  expuesta,  dice,  cuando, 
oomo  hemos  supuesto,  la  ley  que  establece  la  porción  legítima 
existía  en  el  momento  de  celebrarse  la  donación  ínter  vivos  ó 
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el  pacto  sacesorio;  pero  no  es  tan  sencilla,  cuando  la  ley  que 

establece  la  legítima  es  it)sterior  á  la  donación  ó  al  contrato,  I 

ó  cuando  la  lej  vigente  al  verificarse  caalqaiera  de  esos  dos 

actos  ha  sido  modificada  al  ocurrir  la  muerte  del  de  cujus  por  | 

otra  ley  que  establece  una  porción  legítima  mayor  ó  menor  que 

la  precedente.)^ 

■ 

Flore  establece  la  distinción  entre  las  donaciones  inUr  vi- 
vos  7  las  donaciones  mortis  causa;  pues  mientras  las  primeras 
constituyen  verdadera  enajenación  que  transfiere  el  dominio, 
las  segundas  son  sólo  mero  título  hereditario,  sujeto  á  las  re- 
glas generales  de  la  sucesión. 

Pudiéramos  señalar  alguaos  otros  transcendentales  olvidos 
en  las  diversas  instituciones  del  Derecho  civil.  Sólo  queremos 
formular  una  consideración  que  comprende  á  todas,  aun  á 
aquellas  que  no  han  sufrido  verdaderas  reformas.  Sabido  es 
qae  en  los  pleitos  hay  que  fijar  con  claridad  y  precisión  los 
puntos  de  hecho  y  los  fundamentos  de  derecho  que  justifican 
las  acciones  ó  las  excepciones  alegadas  por  las  partes.  En  los 
recursos  de  casación,  principalmente,  es  de  necesidad  absoluta 
el  citar  la  ley  infringida;  pues  bien,  en  lo  futuro  surgirán  du- 
das infinitas  aun  en  las  materias  en  que  el  Código  se  ha  limi- 
tado á  aclarar  y  á  simplificar  los  preceptos  de  nuestra  confusa 
y  caótica  legislación.  Grandes  perjuicios  ocasionará  el  silencio 
del  legislador,  perjuicios  fácilmente  evitables  con  unas  cuan- 
tas líneas  que  deslindasen  los  sendos  campos  de  acción  de  la 
antigua  y  de  la  nueva  ley. 

No  se  crea,  por  lo  dicho,  que  formamos  en  las  filas  de  los 
censores  implacables  del  Código;  al  contrario,  creemos  firme- 
mente que  sus  ilustres  autores  han  prestado  inmenso  servicio 
á  la  sociedad  española,  sacándola  del  caos  legislativo  en  que 
viviera  por  tantos  siglos. 

Madrid  18  de  Enero  de  1880. 

Juan  Alvabado. 
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May  otra  cosa  acontece  con  los  sociólogos,  especial  me»  t« 
aqaellos  qne,  afirmando  también  que  los  organismos  soefu- 
lea  son  yerdaderos  seres,  no  los  hallan  formados  por  nn  pn'n* 
cipio  moral  ni  psíquico,  sino  por  el  paramente  físico  qae  pre- 
side á  la  génesis  de  todos  los  organismos  natarales,  cnya  más 
alta  manifestación  y  potencialidad  representan.  Coinciden,  no 
obstante,  con  las  conclasiones  de  la  teoría  qne  rápidamente 
se  acaba  de  bosquejar,  en  el  subordinado  valor  que — contra  su 
intento  á  veces — atribuyen  á  la  individualidad;  y  tanto  por 
esto  como  su  predilección  por  las  hipótesis  y  el  apriorístno 
(contra  el  cual  tanto,  sin  embargo,  protestan),  podría  qoiiá 
calificarse  á  esta  tendencia  de  idealismo  naturalista  ó  físico, 
por  oposición  á  la  anterior,  verdadero  idealismo  psíquico,  étíco 
ó  espiritualista. 

A  las  antiguas  teorías  de  Platón  y  á  las  modernas  de  Hob- 
bes,  acusa  ciertamente  con  razón  Spencer  (I)  de  descender 
demasiado  al  pormenor  en  su  comparación  de  la  sociedad  con 
el  cuerpo  humano,  ó  un  organismo  físico  cualquiera;  otro  tan- 

*     Véase  la  página  6  de  este  tomo. 

<1)     Prinetpwi  de  Sociólogo  (trad.  fr.  de  Cazelles),  H,  §  a§9. 
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b>  podría  decirse  de  las  indicaciones  de  Bousseau  6  de  Blont- 
ichli.  Pero,  desgraciadamente,  ni  el  filósofo  inglés,  ni  sos  in- 
mediatos precarsores  y  continuadores  se  hallan  por  completo 
exentos  de  censara  en  este  punto.  Yéamoslo. 

Bl  primero  quizá  que,  con  más  especial  detenimiento,  ha 
desarrollado  la  doctrina  que,  no  ya  equipara  á  la  sociedad  con 
los  organismos  físicos,  sino  la  declara  terminantemente  tal  (si- 
guiendo en  parte  y  en  parte  contradiciendo  á  Comte),  es  LUien- 
feld,  discípulo  de  la  tendencia  peculiar  evolucionista  represen- 
tada por  H&ckel  y  Osear  Schmidt.  «La  sociedad  humana — 
dice  (1) — es  un  organismo  de  células  nerviosas,  semejante  al 
sistema  nervioso  del  cuerpo  humano...  Es  un  organismo  como 
cualquier  animal;  sólo  que  no  consta  de  otras  células  que  las 
nerviosa8i>:  afirmación  esta  última  de  que  disiente  Spencer. 
Aplica  luego  Lilienfeld  al  organismo  social  todas  las  leyes  de  la 
vida  en  la  naturaleza  y  sus  diversos  fenómenos,  como  genera- 
ción, nacimiento,  crecimiento,  desarrollo,  enfermedad,  muerte, 
renacimiento.  A  las  funciones  fisiológica,  morfológica  é  indivi- 
dual, corresponden  respectivamente  la  económica,  la  jurídica 
y  la  política;  y  el  gobierno  de  la  sociedad,  su  más  culminante 
órgano  y  fuerza,  viene  á  ser  como  el  sistema  central  en  toda  la 
gran  masa  nerviosa:  esta  opinión  ya  ha  sido  mucho  mejor  re- 
cibida por  Spencer.  La  sociedad,  siguiendo  la  triple  ley  del 
desarrollo  establecida  por  Háckel,  se  va  desenvolviendo  me- 
diante la  diferenciación  progresiva  de  sus  partes,  según  resal- 
ta más  principalmente  en  los  distintos  grupos  sociales:  en 
su  seno,  la  lucha  por  la  eziBtencia,  purificada  y  ennobleci- 
da, merced  á  una  finalidad,  libertad  y  espiritualidad  superio- 
res, engendra  las  costumbres,  el  derecho,  el  poder,  y  por  úl- 
timo, la  ciencia,  el  arte,  la  religión  y  la  moralidad;  debiendo 


(1)  Ideas  sobre  la  Sodologia  del  porrenir  COedanken  tíber  dfv  Soeialunswn- 
rhafi  der  Zukunft),  18(78-77,  tres  yol. — El  Sr.  Cossio  ha  dado  nn  breve  extraeto 
-de  e«te  libro  en  el  núm.  i9  (28  Febrero  1929)  del  BoUHn  de  la  Institución  libre 
4lé  EmiManxa. 

TOMO  76  40 
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distingairae  (análogamente  á  como  Ernesto  Baer  lo  ha  hecho 
en  la  zoología)  entre  los  diversos  típos  de  cÍTilizacidn  y  loi 
ffrados  que  recorren  estos  mismos  tipos.  En  cnanto  al  estadio 
de  la  conciencia  social  y  del  problema  de  la  personalidad  en 
esta  esfera,  aonqne  el  tomo  III  del  libro  de  Lilienfeld  lleva  el 
títnlo  de  PHcO'fUica  social^  no  parece  haber  obtenido  del  ao- 
tor  todo  el  interés  qae  sin  dnda  debe  consagrársele. 

Discípulo  de  Lilienfeld,  y  acaso  el  más  popular  propagan- 
dista de  las  nuevas  teorías  en  Alemania,  es  Hellwald  (1).  Pero 
no  las  juzga  aplicables  á  la  sociedad  humana  en  general  y  eo 
conjunto,  pues  no  le  parece  que  la  Humanidad  deba  ser  consi- 
derada como  un  verdadero  ser,  á  causa  de  las  divergencias  tan 
profundas  que  encierra  y  que  impiden  juntar  en  un  mismo  or* 
den  «á  Darwin  y  á  un  papú»,  sino  á  los  diversos  gpropos  épi- 
cos, á  las  unidades  sociales  particulares,  dotadas  de  un  alma, 
como  el  animal,  la  planta  y  el  cristal  (2),  y  que,  cual  la  de  és- 
tos, es  la  resultante  de  todas  sus  fuerzas.   El  alma  de  una  so- 
ciedad procede  de  la  herencia.  Cada  una  de  sus  células  tiende 
á  desarrollarse  como  las  demás;  pero  no  lo  logra,  por  haber 
otras  más  capaces  de  superior  desenvolvimiento.  De  aquí  la 
igualdad  y  la  jerarquía.  Téngase  en  cuenta  que  la  sociedad  et 
tan  aristocrática  como  la  naturaleza:  las  fuerzas  superiores  son 
escasas  y  sólo  mediante  las  inferiores  obran  sobre  las  otras: 
V.  g.  el  pensamiento  por  medio  de  la  palabra.  De  esta  mutaa 

(1)  Director  de  la  revista  Átuland  y  autor  de  la  Hittoria  de  la  etmlitaeiáñ 
«a  »u  desarrollo  natural  (Culturgetch.  in  ihrer  Naturenhoickelung),  de  que  el  «fior 
Bnnitajio  comenzó  &  publicar  una  traducción  espa&ola,  en  Barcelona,  en  tB77. 

(9)  Fácil  es  aquí  advertir  que,  aun  los  novadores  al  parecer  más  atrevidof, 
no  aciertan  á  romper  los  antiguos  moldes.  Hellwald,  como  en  otra  eifen 
H&ckel,  no  puede  acostumbrarse  á  pensar  sin  la  distinción  tradicional  entre 
loe  dos  supuestos  mundos,  orgánico  é  inorgánico:  distinción  que  aspútuí  por 
otra  parte  á  borrar,  aunque  por  mal  camino,  viniendo  á  declararlo  todo  in- 
orgánico. Y  buscando,  k  la  antigua,  cel  individuo  mineral»,  quiere  haUírlo 
al  modo  cctsi  de  Hegel:  en  el  cristal,  que  ciertamente  no  es  tal  individuo.  Jü 
•er  é  individuo  mineral  es  el  astro.  Por  cierto  que  Spenoer  mismo  Wv^ñ  yi  il 
^siema  solar  un  «agregado  orgánico».— <SbcioZo^,  II,  g  815. 
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hceión  7  reacción  entre  las  anidades  celalares  brota  la  vida  en- 
icray  cayos  dos  elementos  son  el  tejido  celular  y  la  sustancia 
Éniereelolar,  expresada  en  la  sociedad  por  los  valores  y  bienes 
da  circnlacidn:  las  máquinas  no  son  más  que  el  desplegamien- 
ko  ulterior  de  los  órganos  que  para  coger,  cortar,  etc. »  ha 
creado  la  naturaleza.  Así,  la  evolución  del  individuo  represen- 
ta la  Historia  universal  entera  y  engendra  como  primera  co- 
monidad  celular  la  familia.  En  cuanto  al  progreso,  en  primer 
lugar,  es  un  concepto  oscuro,  que  debe  sustituirse  por  el  de  la 
evolución^  el  cual  implica  á  la  vez  mayor  diferenciación  y 
mayor  integración  ó  unidad^  no  todos  los  factores  sociales  ca- 
minan á  la  par,  adelantándose  unos  más  que  otros  y  pudiendo 
observarse  en  las  sociedades,  ya  progresión,  ya  retroceso,  ya 
estancamiento,  suspensión  de  desarrollo;  tampoco  hay  siempre 
progreso  moral,  sino  cuantitativo;  y  por  último,  debe  cuida- 
desámente  distinguirse  entre  la  diferencia  de  tipo  y  la  de 
grado  de  evolución,  como  se.  ha  dicho  antes. 

Ta  hemos   dicho  que    Lilienfeld  sigue  la  corriente  de 
Hackel.  No  estará  de  más  indicar  algo  respecto  de  las  doctrinas 
peico-fisicas  del  profesor  de  Jena  que  más  inmediatamente 
han  servido  de  base  á  la  concepción  sociológica  de  aquél  (1). 
Estas  doctrinas  aparecen  expuestas  desde  un  punto  de  vis* 
ta,  en  cierto  modo,  inverso.  Intentando  dar  una  explicación 
mecánica  del  mundo,  compara  Hackel  á  las  célalas  con  los 
ciudadanos  de  un  Estado;  á  los  tejidos,  con  las  corporaciones, 
gremios,  razas,  castas;  á  los  órganos,  con  los  oficios  y  em« 
pieos;  entre  ellos,  á  los  músculos  y  á  los  sentidos,  con  los  altos 
foncionarids;  á  los  cordones  nerviosos,  con  una  red  telegráfi- 
ca, y  al  cerebro  con  el  Gk)biemo,  encargado  de  recibir  los  tele- 
gramas y  decidir  en  el  gran  consejo  de  las  células  radiadas 


(i)  Estol  pxinoipios  Bé  hallan  expuestos  en  sus  distintas  obras,  como  la 
Sí9tona  natural  de  la  creaei&n,  la  Morfología  genercd  de  lo»  <nyanümo»  y  en  diver- 
•M  monografias»  especialmente  en  La  duneión  dü  trabajo  y  las  publicadas  en 
franca  bigo  el  titulo  de  JMooiogU»  ceZnlor. 
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centrales  lo  que  debe  hacerse  en  cada  caso.  El  animal  b\x\ 
rior  es  el  más  centralizado  y  monárquico  (1),  distiogaiéndoi 
tambiéa  más  de  la  planta  en  este  respecto  que  los  inferiores; 
pues  en  la  planta»  es  la  anión  de  las  células  menos  íntima, 
menos  enérgica  la  unidad  ^  y  más  fácil  >  por  tanto ,  hallar 
algo  semejante  á  una  república  (2).  No  basta  á  Hackel^  m 
embargo,  declarar  con  Yircbow  y  tantos  otros  que  todo  indi- 
viduo policelular  es  una  asociación;  y  desciende  más  abajo  de 
la  célula^  como  elemento  complejo  demasiado  organizado  y  ae- 
cundario,  al  citodio,  la  mónera,  el  simple  protoplasma  (sobre 
el  cual  existe  la  cuestión  del  bathyiiui  de  Huxley),  el  bío- 
plasón,  de  que  ese  protoplasma  es  á  su  vez  un  derivado,  y  por 
último,  á  la  molécula  del  bio-plasón,  al  plastídulo,  que  no  8e 
descompone  ya  más  que  en  átomos  inorgánicos.  Por  toda  esta 
serie — cuyos  términos  distan  tanto  de  hallarse  todavía  recibi- 
dos por  la  mayoría  de  los  naturalistas, — penetra  la  peiquis 
universal,  jerárquicamente  organizada  en  otra  serie  paralela: 
desde  el  alma  eterna  del  átomo  á  la  del  plastídulo,  primera 
manifestación  de  la  vida  orgánica;  á  la  del  plastidio,  en  sus 
dos  girados  de  citodio  y  de  célula  perfecta;  á  las  colonias  o^ 
lálares,  como  las  de  las  medusas,  verdaderas  sociedades  ca- 
yos miembros  no  pueden  subsistir  independientemente,  sino 
tan  sólo  para  la  finalidad  del  todo;  á  las  sociedades  más  comple- 
jas, donde  cada  individuo  goza  ya  de  mayor  autonomía  (3),  lin 


(1)  Bata  08  tambión  la  opinión  de  Gtogenhaur  en  sn  Aiiatomia  oomparada. 

(2)  Sin  embargo,  esto  seria  más  exacto  en  la  teoría  de  la  «gUmdals  pi- 
necU»  de  Descartes:  porque  la  aparente  unidad  de  acción  del  cerebro  se  re- 
suelve aquí  en  un  coruentu»  de  las  células  radiadas,  siendo  por  tanto  imft 
acción  cooperativa  y  múltiple.  Algo  semejante  acontece  con  Jager,  que  ea 
su  Manual  éU  Zoología  distingue  las  sociedades  achala*  de  las  que  tienen  es- 
besa,  es  decir,  un  jefe,  como  son,  4  su  entender,  las  monarquías;  estimando  al 
modo  de  Hegel  que  la  sosiedad  no  llega  &  ser  persona  sino  en  el  rey. 

(8)  ¿Qué  lugar  debe  ocupar  en  la  serie  el  individuo  centraliaado  al  modo 
del  hombre  y  los  animales  superiores,  ó  sea  el  proiopot  ó  persona,  en  el  sen- 
tido de  HAckel? 
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dejar  de  pertenecer  i  la  comnnidady  merced  á  un  yincnlo  mate- 
Tial  6  indestructible;  á  las  asociaciones  de  animales  (y,  g.  á 
las  de  las  hormigas,  acerca  de  las  cuales  tan  admirables  re- 
velaciones ha  hecho  Lubbock),  en  las  qáe  ya  este  Tincó- 
lo  es  más  libre  y  adquiere  cierto  carácter  ideal;  en  fin,  á 
loa   organismos  Superiores,  las  sociedades  humanas,  última 
etapa  de  la  serie  y  del  proceso  psico-físico  de  la  división  del 
trabajo.  En  cuanto  al  alma  de  las  sociedades,  apenas  se  en- 
cnentra  en  H&ckel  otra  cosa  que  figuras  retóricas,  sin  detener- 
se á  explicar  la  génesis  de  la  psiquis  social,  ni  su  carácter 
propio.  Para  intentar  esto,  podía  hallar,  sin  embargt),  en  su 
misma  doctrina  cierta  base — más  ó  menos  firme — que  han  des* 
envuelto  sus  continuadores,  v.  g.,  Lilienfeld,  ya  citado.  Nóte- 
se, para  concluir,  que  no  por  esto  Háckel  concibe  á  las  so- 
ciedades animales  como  yerdaderos  organismos  dotados  de  in- 
dividualidad morfológica  (según,  por  el  contrario,  lo  hacen 
ana  continuadores,  Scháffle,  Spencer,  etc.),  por  faltarles,  en  su 
sentir,  el  vínculo  material  de  la  continuidad,  reemplazado 
en  dichos  grupos  por  un  elemento  meramente  ideal  y  de  con- 
tigtkidad. 

En  cnanto,  á  este  problema  de  las  sociedades  animales,  los 
trabajos  de  Beanmur  y  Carus,  Houzeau  y  Lubbock,  Brehm, 
Barwin,  Yan  Beneden,  etc.,  se  hallan  en  algún  modo  conden- 
sados  en  el  conocido  libro  de  M.  Espinas  (1).  La  sociedad  ge- 
neral es  concebida  por  óste  como  el  hecho  primario,  posterior- 
mente al  cual  se  desenvuelven  la  familia  y  el  individuo,  y  exa- 
mina las  diversas  formas  de  aquel  hecho,  ya  anormales,  ó  sea 
entre  animales  diferentes,  ya  normales,  entre  seres  de  la  misma 
especie.  Todo  en  el  mundo  es  asociación:  desde  la  unión  de 
los  átomos  y  sus  movimientos,  hasta  la  de  los  hombres,  la  cual 
halla  ciertos  precedentes  en  las  de  los  animales,  que  por  lo 
mismo  debe  estudiar,  como  una  especie  ele  boceto,  la  pre-socio- 


(1)     Ikt  «oeiéUí  animalef;  étude  de  p9jfckologie  eomparée.  Parig,  1877,  Qwnaw 
BAflliére. 
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*log^a.  De  estas  asociaciones,  unas  corresponden  al  fin  de  l&nn- 
trición,  ora  estén  formadas  de  infasorios,  ora  de  pólipos,  mo* 
lascos,  etc.,  ora  constitnídas  por  indiTÍdnalidades  ce  alcaliza- 
das colectivas;  de  otras,  para  la  reprodaccíón,  nace  la  familia; 
las  de  relación  engendran  la  tribu,  qae  aparece  en  cierta  opo- 
sición con  aquélla*  Aun  en  esta  esfera,  concretándose  á  los 
animales  y  sin  entrar  en  la  humanidad,  aunque  da  bien  á  en- 
tender con  frecuencia  su  sentido,  toda  sociedad  es  á  los  ojos 
del  profesor  bórdeles  un  organismo  viviente,  no  una  mera  eo- 
lección,  unida  por  contrato:  organismo  que  progresa,  desdólas 
relaciones  meramente  fisiológicas  y  materiales,  á  las  psicoló- 
gicas, superior  grado  de  florecimiento,  en  el  cual  no  por  esto 
se  destruyen  las  anteriores  que  formulan  sus  bases  primeras. 
La  sociedad  animal  es  para  él  un  verdadero  animal,  no  en  ana 
acepción  figurada,  ni  ann  de  pura  analogía,  sino  en  el  tenor 
literal  de  la  palabra,  y  se  caracteriza  por  poseer  una  concien- 
cia semejante  á  la  del  individuo,  la  cual,  á  pesar  de  su  unidad 
patente,  no  es  en  rigor  menos  difusa  que  la  conciencia  social, 
pues  si  ésta  se  halla  como  extendida  entre  los  miembros  del 
grupo,  aquéUa  viene  á  ser  á  su  vez  una  conciencia  colectiva, 
en  que  se  funde  la  pluralidad  de  conciencias  particulares 
esparcidas  por  las  células,  pluralidad  que  á  sus  ojos  se  revela 
en  la  generación.  Más  aún;  «no  sólo  son  reales  las  sociedades, 
como  conjunto  de  fenómenos  regulares,  sino  como  conciencian 
que  existen  en  y  para  sí  mismas)»..,  «por  lo  cual  se  las  debe 
contar  entre  las  más  altas  realidades.»  Por  esta  característíca, 
podría  casi  afirmarse,  no  sólo  la  realidad,  sino  hasta  la  perso- 
nalidad de  las  sociedades  animales. 

Uno  de  los  representantes  más  eminentes,  y  desde  luego  el 
más  conocido,  de  todo  este  importante  movimiento,  es  H.  Spen- 
•cer  (1).  Gomo  es  natural,  en  un  filósofo  de  profesión,  su  doctri- 


(1)  Bn  soB  Entajfoft  sws  diremos  é  interesantes  estudios  sooiológioós;  sb 
ta  Inirod.  á  h  deneia  toeial  (trad.  Oermer  Bailliére,  1877)r  oap.  8.*;  y  espeoial- 
mente  en  sos  PrincipiM  de  weiolofia  ítrad.  firanc.  de  OaieUes  y  Oenohel,  P»' 
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na  se  enlaza  directa  y  expresamente  á  sa  concepción  g^eneral  de 
la  vida  y   del  mnndo^  cuyo  influjo  se  halla  á  cada  paso  en  su 
concepción  de  la  sociedad.  El  organismo  individual — viene  á 
decir — ^base  elemental  de  todo  agpregado  social,  se  caracteiriza 
radicalmente  por  la  permanencia  de  las  relaciones  mutuas  en- 
tre BUS  partes:  el  auditorio  de  un  profesor,  por  ejemplo,  que  se 
disuelve^  no  bien  la  conferencia  termina,  es  una  mera  plurali- 
dad de  personas;  mientras  que  los  ciudadanos  que  constitu- 
yen nna  Nación  forman  una  cosa,  una  verdadera  unidad  (si  se 
permite  este  aparente  pleonasmo),  comparable  con  la  del  in- 
dividuo, por  aquella  permanencia  de  la  disposición  y  función 
de  sos  partes,  que  es  en  el  fondo  para  Spencer,  según  va  di- 
cbo,  la  característica  de  todo  organismo. 

Así  es  que  individuo  y  sociedad  ofrecen  profundas  seme- 
janzas. Ambos  crecen,  aumentan  de  masa;  van  diferenciando* 
se  gradualmente  en  su  estructura,  cada  vez  más  complica- 
da; á  esta  complejidad  progresiva  acompaña  otra  an&loga  en 
sus  funciones  (1),  que  se  especifican  según  la  ley  de  la  divi- 
sión del  trabajo,  en  una  como  en  otra  clase  de  organismos:  la 
industria  es  el  aparato  productor,  ó  que  mantiene  á  la  sociedad; 
el  comercio  y  los  caminos  (que  no  son  ciertamente  elemento 
4it  h  sociedad  (2),  como  aquéí),  el  de  distribución;  el  gobierno. 


rif,  1839),  t.  n,  S§  212  y  ág».,  SfTO,  ete.;  obra  ta|i  Uena  de  genialidad  como  da 
datoa,  7  qaixk  m&s  todavía. 

(1)  Más  bien  se  debería  decir  lo  contrario;  6  en  otros  términos:  qne  el 
progreso  da  la  estmotora  sigue  necesariamente  al  de  la  fondón,  segdn  el 
mismo  Spenoer  viene  4  reconocer  en  el  9  964,  y  de  común  acuerdo  piensan  to- 
dos ya  boy,  merced  k  los  progresos  de  la  bistología,  la  embriología  y  la 
■anatomía,  comparada  y  á  las  doctrinas  de  los  más  opuestos  pensadores: 
V.  g.,BiirdjMh  y  Darwin:  «Es  la  fandón  qnien  orea  el  órgano»,  como  dicen. 

(2)  '  Spenoer,  sin  embargo,  inolnye  en  la  sociedad,  como  factores  muy  im- 
portantes y  determinantes  de  sn  vida,  á  los  animales  y  las  plantas.  Pero  el 
padre  de  la  eirngla  española  moderna,  D.  Federico  Bnbio,  en  sn  Duewto  «o- 
kn  ¡a  Soeio-paíologia  (en  la  Academia  de  Medicina,  1860),  tan  genial  como  todos 
inu  escritos  y  trabi^os,  dice  (pág.  41,  nota  1.'):  cGNiardando  las  respectivas^ 
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el  nerro-moior;  si  bien  es  cierto  qae,  i  distinción  de  Lilienfeld, 
el  cnaly  según  se  ha  visto,  sólo  admite  en  la  sociedad  célalas 
nerriosas^pnes  i  esto  Tienen  á  reducirse  en  último  extremo 
cada  uno  de  los  hombres  qae  la  constitayen, — Spencer  nic^ 
qae  paeda  admitirse  la  existencia  de  tal  clase  de  células  en  la 
sociedad.  Las  partes  todas,  aqaí  como  allá,  con  sus  correspon- 
dientes funciones,  mantienen  entre  sí  la  misma  rigorosa  de- 
pendencia; ambos  tipos  constan  de  unidades  elementales,  ja 
que,  desde  los  mixomicetos  á  los  animales  superiores,  todo 
individuo  puede  ser  considerado  «como  una  nación  de  unida- 
des que  viven  una  vida  individual^,*  y  viceversa,  toda  «na- 
ción de  seres  humanos,  como  un  organismo.:»  Por  último,  las 
catástrofes  que,  en  unos  y  otros,  son  capaces  de  destrair  el 
agregado,  dejan  subsistentes  sus  unidades  elementales;  si  bien, 
por  regla  general,  la  vida  de  dicho  agpregado  (v.  g.  de  ana 
nacionalidad)  excede  inmensamente  á  la  de  éstas  (á  la  de  los 
ciudadanos  que  la  componen). 

Alguna  observación  cabría  hacer  sobre  la  teoría  de  Spencer. 
Por  ejemplo,  á  semejanza  de  lo  que  veremos  luego  acontece 
también  á  Wundt,  para  aquel  filósofo  no  hay  en  realidad  otro 
organismo  social  que  la  nación.  Si  alguna  vez  distingue,  v.  g., 
entre  «el  Gobierno  general  y  los 'Gobiernos  locales»,  estable- 
ciendo el  parentesco  de  ambos  en  su  estructura  (1),  jamás  de- 
clara que  tales  comunidades  sean  propiamente  organismos;  7 
ni  siquiera  á  propósito  de  la  gvilia  ó  gremio  (que  al  igual  de 
otros  pensadores  deriva  de  la  familia,  transformándose  luego 
en  asociación  voluntaria  mediante  el  contrato),  da  la  menor 
idea  de  que  su  teoría  del  organismo  social  pueda  aplicarse  i 
tales  corporaciones,  á  las  que  rara  vez,  y  de  paso  (2),  da  aquel 


jerarqnias,  tanto  entran  en  los  elementos  sociales  el  hombre,  como  el  resto- 
de  la  fauna,  la  flora,  las  condioiones  hidrográficas,  orográflcas  y  climatológi- 
cas donde  la  sociedad  se  establece,  Uw  o<<m  de  eomunicacián,  la  l^storia,  eto.> 

(1)  Tomo  m,  §§  607  y  siguientes. 

(2)  Ib.,  fi  67f . 
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nombre.  Hasta  la  expresión  de  «acción  corporativa;»,  parece 
indicar  para  él  la  cooperación  de  la  sociedad  nacional  tan  sólo, 
no  cosa  más  alta,  ni  interior  á  ésta;  no  obstante  el  ideal  qoe 
deja  entrever  (1)  de  nna  «destrucción  de  las  barreras  que  se- 
paran á  las  nacionalidades;»  y  nna  «organización  común»  (por 
la  cual  parece  qae  debe  entenderse  «nniversab),  que  será  rea- 
lizada, «si  no  bajo  nn  solo  Gobierno,  al  menos  bajo  nna  fede- 
ración de  Gobiernos.»  Cabe  preguntar:  ¿cnál  de  estas  socieda* 
des  tendrá  entonces  el  carácter  de  verdadero  organismo,  las 
naciones,  ó  la  federación  inter  ó  más  bien  co-nacional?  Estos 
problemas  nacen  del  carácter  meramente  político  qne  á  sns 
ojos  parece  inseparable  del  organismo  social,  identificado  con 
el  Kstado,  tomando  esta  voz  en  la  más  restringida  acepción,  á 
saber,  la  del  último  y  más  comprensivo  círculo  jurídico  hoy 
existente.  También  tienen  origen,  probablemente,  de  otra 
causa:  del  hábito  de  Spencer  de  elaborar  sus  hipótesis  y  teo- 
rías sirviéndose  de  lo  que  se  podría  llamar  «conceptos  tácitos», 
esto  es,  tomados  al  uso,  sin  detenerse  á  hacerlos  objeto  de  es- 
pecial reflexión.  En  fin,  la  preoqiipación  en  favor  de  la  na- 
ción, como  si  fuese  la  única  persona  social,  podría  ser  un  resto 
de  la  antigua  tradición  romanista,  singularmente  la  de  Sa- 
▼igpiy,  el  cual,  ya  lo  vimos,  profesando  la  teoría  de  la  ficción 
en  cuanto  á  las  personas  sociales  á  que  (erróneamente)  se  suele 
llamar  de  «derecho  privado»,  reserva  para  las  demás,  no  sin 
cierta  indefinición,  pero  muy  en  particular,  expresa  y  delibe- 
ramente  para  la  comunión  nacional,  el  carácter  de  verdaderas 
realidades. 

La  teoría  de  Spencer  ha  hallado  contradictores  desde  muy 
opuestos  puntos  de  vista.  Benouvier,  en  nombre  del  criticismo 
neo-kantiapo,*  Janet,  representante  del  antiguo  y  clásico  es> 
piritualismo;  FouiUée,  defensor  de  tendencias  conciliadoras 
análogas  á  las  que  en  Italia  corren  bajo  el  nombre  de  IHudi- 
rizzo  medio  (Siciliani,  Garle,  etc.),  las  han  controvertido  en 


(1)     Ib.,  §  672. 
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todo  Ó  eo  parte.  Pero  acaso,  por  el  ponto  de  TÍsia  del  presente 
artículo,  ninguna  oposición  sea  más  interesante  que  la  del 
profesor  Huxley,  cuyo  nombre,  como  es  sabido,  es  el  de  uno  de 
los  más  ilustres  de  esa  legión  de  naturalistas  y  pensadores  que 
de  tal  modo  han  elevado  en  nuestro  tiempo  la  representaeíóa 
científica  de  Inglaterra. 

En  general,  según  Huxley  (1),  hay  que  guardar  cierta  re- 
serva en  las  aplicaciones  de  la  historia  natural  (ó  sea  de  la 
cbiología»,  para  usar  un  lenguaje,  más  ó  menos  exacto,  aun- 
'que  hoy  tan  generalizado)  á  la  estructura  y  yida  de  las  socie- 
dades. Por  ejemplo,  si  el  (Gobierno  representase  en  éstas  lo  que 
el  cerebro  en  el  animal,  las  consecuencias  políticas,  lejos  de 
ser  el  individualismo  liberal  que  de  esta  concepción  pretende 
Spencer  deducir,  sería  una  centralización  desastrosa,  porque 
el  cerebro  rige  á  sus  elementos  «con  una  regla  de  hierro.» 
Jáger  parecería  confirmar  esta  apreciación  de  Huxley,  pues 
que  llega  á  muy  otras  que  las  de  Spencer,  partiendo,  sin  em- 
bargo, de  bases  análogas  á  las  de  éste  (2). 

Janet  y  Benouyier  tienden  á  una  censura  análoga  (3).  Por 
su  parte,  Spencer  responde  que  no  es  tan  garande  la  rigidex 
despótica  del  cerebro  (aun  sin  hablar  de  aquellos  animalee, 
donde  no  existe  sistema  nervioso  alguno,  y  que  viven  por  tan- 
to merced  á  una  cooperación  en  cierto  modo  libre),  que  no 
deje  una  considerable  autonomía  á  todos  los  oíanos  mera- 
mente nutritivos  del  cuerpo;  llegando  á  afirmar  que  bastaría, 
en  este  orden  de  fenómenos,  que  cada  célula  atendiese  á  sus 
propios  intereses,  para  que  resultase  la  vida  del  individuo  ase* 
gurada.  Los  idiotas  digieren  y  se  nutren  perfectamente.  Sin 


(1)  Bata  polémica  piiieda  verse  en  los  Enaayot  de  Maiea,  de  Speneer  (tnr 
doeeíAn  francesa  de  Burdean),  Ensayo  fi.^ 

(8)  Manual  de  zoclogia,  citado  por  Fonillée  en  sn  Sdeñce  90c.  contemp- — Por 
«ierto  qiie  no  es  exacto  qne  sea  JAgr^r  el  único  qne  ha  tratado  la  sociedad 
humana  dentro  de  la  aoologia:  basta  recordar  á  Oken  y  Cama. 

(8)     V.  Fonillée,  La  aeienee  90e.  ocmUmp.,  libro  8.0 
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atacar  la  garande  aatoridad  de  SpoDcer,  cabe  en  verdad  disen- 
tir si  es  tan  completa  esta  iodependencia,  así  como  la  de  los 
doB  sistemas  nerviososy  ganglionar  y  cerebral.  Pero  lo  qae 
aquí  importa  advertir,  es  tan  sólo  el  sentido  de  las  objeciones 
oobre  la  compatibilidad  de  la  concepción  del  antor  con  lo 
qoe  sns  adversarios  han  llamado  su  «nihilismo  administrati- 
iro»;  nihilismo  que,  por  otra  parte^  parece  bien  probado  á  través 
de  todas  las  obras  del  filósofo  inglés^  á  pesar  de  sns  protestas 
7  de  sns  qnejas  en  esta  disensión  con  Haxley  de  qne  se  le 
'Confanda  con  O.  de  Hnmboldt  y  Prondhon  (1).  Pnes  de  las  dos 
•corrientes  opuestas,  hasta  donde  cabe  oposición  entre  dos  co- 
-sas,  qne  nacen  de  la  filosofía  positiva  contemporánea,  la  indi- 
Tidnalista  y  la  socialista^  Spencer,  á  diferencia,  por  ejemplo^ 
de  Comte,  corresponde  por  entél'o  á  la  primera,  derivada  en 
absoluto  de  Eant  y  qne  considera  al  derecho  como  un  orden 
exterior,  social,  legislativo,  coercitivo,  encaminado  á  asegurar 
la  libertad  (exterior  también)  de  los  individuos,  ya  contra  sus 
agresiones  recíprocas,  ya  contra  la  de  otros  grupos  sociales. 
Así  es  que  no  puede  concebir  al  Estada  sino  como  una  función 
negativa,  y  según  ha  dicho  á  veces  Spencer  mismo,  como  un 
mal  necesario. 

No  corresponden  á  este  mismo  espíritu  algunos  otros  libros 
'Concernientes  á  esta  cuestión,  y  que  por  diferentes  razones 
conviene  señalar.  El  de  M.  Fonillée  (2)  es  interesante,  sobre 
todo,  por  estas  dos  condiciones:  su  carácter  esencialmente  crí- 
tico y  polémico,  y  su  tendencia,  ya  antes  notada,  por  conciliar 
i  amigos  y  adversarios  del  organismo  social.  El  espíritu  ge-, 
ceral  de  este  pensador  es  una  noble  manifestación  del  pre- 


(1)  y.  va  interesante  polémio*  oon  M.  OhArmes  sobre  este  punto,  oon 
motivo  de  sa  ensayo:  El  indwidvo  •oanira»  el  Estado,  en  que  Ueva  al  summum 
m  teorift  «nihilista»,  con  motiro  de  la  benefioenola. 

(9)  La  teience  toe.  eotUemp.,  qne  ya  antes  se  ha  citado;  2*  ed.,  ÍBS6. — 
y.  también  su  Critique  des  tyethnoB  de  morale  eoniemporaiñe;  L^idée  modeme  du 
droiif  oto.,  etc. 
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86Dte  movimiento  general  de  los  eepíritos  en  iodo  el  mando 
científico,  y  aan  en  el  mundo  íntelectaal  general.  Después  de 
la  acerba  lacha  entre  especnlatívos  y  empíricos,  metafÍBÍcos  y 
positivistas,  individoalistas  y  socialistas,  ascetas  y  utilitarios» 
libertistas  y  deterministas,  teistas  y  ateos,  es  indiscutible  qae 
se  advierte  sobre  todo  en  las  más  altas  esferas  de  ia  indaga- 
ción racional,  una  acentuada  dirección  convergente,  más  <S 
menos  sólida,  más  ó  menos  precipitada:  aunque  por  bajo  de  esa 
suprema  región  de  serenidad  y  de  reflexión  concienzuda,  con- 
tinúe agitándose  en  zonas  inferiores  la  cólera  demoledora  de 
los  unos  y  los  otros;  como  continuará,  mientras  haya  aún  que 
demoler,  censurar  y  contradecir.  Sin  entrar  acerca  de  este  fe- 
nómeno en  pormenores  ajenos  del  lugar,  pronto  veremos  que, 
de  este  movimiento  de  conyergencia,  sin  salir  de  la  esfera  de 
la  sociología,  son  órganos  los  libros  de  Scháffle  y  de  Wundt» 
Ahora  bien:  M.  Fouillée  lo  representa  asimismo»  como  el  ma- 
logrado Gayan,  como  M.  Bibot,  como  M.  Marión  (cada  uno  á 
su  modo  y  con  su  propia  personalidad  y  sentido);  caracterizán- 
dose, en  cuanto  á  ¿1  toca,  por  la  decidida  preferencia  en  pro 
del  elemento  exf^erimental  y  naturalista,  como  M.  Marión,  por 
ejemplo,  propende  más  bien  al  espiritualismo  clásico. 

El  libro  de  M.  Fouillóe  que  principalmente  importa  ahora  . 
resumir,  es  el  que  consagra  á  la  exposición  de  la  Ciencia  so* 
cial  contemporánea.  Qaizá  en  otra  ocasión  conyenga  discutir 
su  teoría  general  jurídica,  tal  como  aparece  en  su  estadio  so- 
bre La  idea  moderna  del  Derecho.  Para  el  presente  fin,  bastará 
indicar  que  esta  teoría  se  enlaza  más  bien  á  la  de  Eant  que  á 
otra  alguna;  si  bien  con  cierta  protesta  contra  su  carácter  ne- 
gativo y  ciertos  temperamentos  en  las  aplicaciones  de  carác 
ter  social.  Lo  cual  vale  tanto  como  decir,  que  se  halla  dentro 
de  la  corriente  del  liberalismo  clásico,  en  su  matiz  ecléctico, 
que  es  el  más  reinante:  desde  que  se  ha  visto,  sobre  todo,  la 
imposibilidad  teórica  y  práctica  del  individualismo  «puroj», 
digámoslo  así.  Hasta  la  antigua  idea  del  contrato — interpre- 
tada de  muy  extraño  modo,  por  cierto, — renace  en  la  doctrina 
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de  M.  FoailléOy  como  ha  renacido  en  un  líbro^  no  menos  esti* 
mabloi  del  malogrado  pensador  H.  Beanssire  (1). 

Por  últimOj  SQ  misma  concepción  del  derecho  como  nn  fe- 
nómeno meramente  social,  y  de  su  ciencia,  por  tanto,  como 
un  capítnlo  de  la  sociología,  concepción  tan  generalizada  en- 
tre los  sociólogos  positiyistas,  revela  su  filiación  gennina- 
mente  kantiana,  última  eyolnción  de  la  tendencia  dominante 
«n  la  ciencia  jurídica  desde  Grocio,  á  saber:  que  no  hay  de- 
recho sino  entre  hombre  y  hombre;  qae  la  sociedad  es  el  su- 
puesto de  esta  relación  «de  alteridad:»,  como  dice  Taparelli, 
siguiendo  la  general  corriente. 

Yiniendo  ahora  ¿  la  concepción  sociológica  de  M.  Fouillée, 
puede  resumirse  en  los  puntos  principales  siguientes: 

Dos  tendencias  se  disputan  á  sus  ojos  el  imperio  de  la  so- 
ciología: la  idealista,  que  por  una  singular  preocupación  iden- 
tífica  con  la  teoría  del  contrato  social — rechazada,  sin  embar- 
go, abiertamente  por  la  mayor  parte  de  los  idealistas  de  nues- 
tro tiempo;  Y.  g.,  Schelling,  Hegel,  Trendelenburg,  Ahrens, 
Schleiermacher,  Taparelli,  y  los  mismos  Blunstchli,  Taine  y 
Benan,  que  ól  propio  cita — y  la  naturalista,  que  parte  de  la 
concepción  de  la  sociedad  como  un  organismo:  concepción 
que,  entre  paréntesis,  tampoco  es  peculiar  de  las  doctrinas 
naturalistas,  según  queda  en  otro  lugar  ya  indicado  y  ates- 
tigua el  ejemplo  de  muchos  de  los  pensadores  que  se  acaba* 
de  citar.  En  todo  caso,  la  antítesis  es  un  tanto  imperfecta, 
pues  las  doctrinas  históricas  forman  un  tercer  término,  ora 
especulativo,  como  en  Stahl,  ora  positivista  y  experimental, 
como  en  Savigny  ó  Sumner  Haine,  que,  sin  embargo,  recha- 
za la  teoría  del  contrato,  según  en  parte  reconoce  el  autor. 
Frente  á  estas  direcciones,  y  aplicándoles  su  procedimiento 
peculiar—construcción  de  las  doctrinas  contrapuestas,  recti^ 
ficación  y  eliminación  de  sus  consecuencias,  indagación  de 


<1)      Le»  principu  du  drait,  1S89. 
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8ü8  elementos  convergentes  é  introdnccidn  de  términos  me- 
dios de  coincidencia,  ó  al  menos  de  aproximación — presenta 
su  propia  doctrina,  que  á  nn  tiempo  ve  en  la  sociedad  nn  or- 
ganismo natural  y  nn  contrato,  mereciendo  así  el  nombre^ 
bastante  contradictorio,  de  organismo  contractual. 

En  lo  referente  al  contrato,  su  teoría  es  algo  extraña,  pnes^ 
parece  dar  este  nombre  á  todo  concurso  de  actiridades  cons- 
cias  y  Toluntarias  para  un  fin  común.  Cierto  que  en  el  con- 
cepto de  contrato,  entra  sin  duda,  no  sólo  la  coincidencia  de 
una  pluralidad   de  voluntades,  sino  un  fin  común  objetivo 
(contra  la  antigua  idea  meramente  subjetiva  del  contrato);, 
pero  añadiéndose  lo  que  es  el  elemento  característico  de  este 
hecho  jurídico:  la  dependencia  de  ese  fin,  en  su  determina- 
ción y  regulación,  respecto  de  la  voluntad  de  los  contrayen- 
tes. Así,  no  toda  obra  de  cooperación  voluntaria  es  obra  con- 
tractual^  sino  tan  sólo  aquella  en  que  ese  concurso  no  está 
sometido  á  una  regla  superior  que  limita  la  esfera  de  la  volun- 
tad. Por  este  género  de  límites,  v.  g.,  no  es  válido  el  con- 
trato de  esclavitud  (contra  Costa-Bosseti  y  su  abreviador  espa» 
ñol  el  P.  Mendive)  y  se  pena  al  cómplice  del  suicida.  Conci- 
biendo el  contrato  del  modo  ilimitado  y  antijurídico  como 
M.  Fouiliée  se  lo  representa,  se  comprende  que  haya  creído 
necesario  protestar  (como  por  su  parte  vimos  lo  hace  también 
•  Spencer)  contra  el  parentesco  entre  su  teoría  y  el  mutualismo 
de  Proudhon  (seguido  entre  nosotros  por  el  Sr.  Pí  y  Margall)., 
Lo  que  no  se  comprende  con  tanta  facilidad,  es  que  pueda  lo- 
grar su  objeto:  baste,  por  ejemplo,  recordar  su  idea  de  que  el 
Estado  es  un  cambio  de  servicios. 

En  punto  al  otro  elemento  contrario,  el  carácter  de  orga-> 
nismo  que  reconoce  en  la  sociedad,  M.  Fouiliée  sigue  prin- 
cipalmente á  Spencer,  rectificándolo  con  frecuencia,  aunque 
menos  en  realidad  de  lo  que  á  primera  vista  parece.  Por 
de  pronto,  también  como  aquél,  refiere  su  teoría  tan  sólo  á 
la  sociedad  general,  ó  más  propiamente  á  los  Estados  na- 
cionales, no  á  los  demás  órdenes,  aunque  en  ún  pasaje  de 
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8a  libro  dice  (1)  que  aquéllos  vendrán  á  ser  con  el  tiempo 
«ana  asociación  de  asociaciones»:  cada  una  de  las  cuales  re- 
pata asimismo  nacida  del  contrato.  Aun  en  el  problema  de 
la  conciencia  social,  la  diferencia  no  es  demasiado  profun- 
da. Veámoslo.  En  su  opínidU)  las  sociedades  son  un  coerpo 
tíyo»  merced  al  concurso  de  partes  y  funciones  que  en  ellas  so- 
lidariamente cooperan  á  un  fin;  un  organismo  compuesto  de 
indiyidaos  yítos,  en  el  cual,  como  en  todo  cuerpo  viviente^ 
hay  ana  tendencia  espontánea  á  obrar  y  desarrollarse,  que  no 
debe  confondirse  con  un  principio  de  causalidad  final,  faer- 
xa  Tital,  etc.,  sino  que  es  mera  consecuencia  de  un  meca- 
nismo   de  acciones  y  reacciones  de  aquel  equilibrio  de  los 
egoíamos  de  que,  según  Helvecio,  nace  la  armonía.  La  verda- 
dera finalidad  (la  cooperación  y  subordinación  á  una  obra 
común)  nace  sólo  con  el  pensamiento.  Obsérvese  aquí  que 
M.  Foaillée  parece  confundir  tres  cosas:  la  finalidad  intrínse- 
ca é  inherente  á  todo  acto,  por  ciego  que  sea,  á  saber,  la  ela- 
boración y  resultado  que  inflexiblemente  acompañan  á  toda  ac- 
tividad^  con  dos  conceptos  perfectamente  separables  de  éste: 
el  de  finalidad  ad  exúra  y  previamente  impuesta  á  esa  activi- 
dad, y  la  intencionalidad.  Lo  primero  constitaye  la  llamada 
«causalidad  fínab,  de  que  por  cierto  no  se  halla  tan  distante^ 
con  todas  sus  protestas,  la  teoría  de  las  «ideas-fuerzas)»  de 
M.  Foaillée,  que  no  sólo  recuerde  la  idea  de  Claudio  Bernarda 
sino  la  de  Henle,  y  aun  la  de  muchos  «metafisicos»  de  la  na- 
turaleza en  el  sentido  schellingniano — v.  g.,  Carus.  La  se- 
gunda, la  actividad  intencional,  es  cierto  que  aparece  tan  sólo 
cuando  aparece  el  espíritu  (como  que  caracteriza  el  nacimien- 
to del  arte,  en  su  más  amplio  concepto).  Pero  antes  de  ella^ 
desde  qae  hay  actividad,  esto  es,  siempre  y  en  todos  los  órde- 
nes de  seres,  hay  fin,   puesto  que  hay  obra;  sólo  que  este  fin 
no  es  á  modo  de  un  blanco  exterior  á  que  el  agente  tiende.  Y 
en  cuanto  al  equilibrio,  á  la  armonía  que  surge  del  juego  de 


(1)     P&g.  180. 
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los  egoísmos,  en  que  no  sólo  Helvecio  y  Spencer  fían,  sino 
Bentham,  Bastiat  y  tantos  otros,  dejando  aparte  la  idolatría 
del  quietismo  á  que  condnce,  aunque  con  razón  repug^ne  ¿ 
M.  Fonillóe,  y  de  que  tales  muestras  ha  dado  Spencer  en  Bl 
individuo  contra  el  Estado,  bastará  preguntar:  ¿acaso  cada  ano 
de  esos  egoísmos  no  es  á  su  yez  una  finalidad  y  una  tenden* 
ciay  En  la  acción  espontánea  de  cada  célula,  en  su  lacha  por 
la  vida,  hay  tanta  finalidad  y  tanta  «metafísica»  como  la  que 
el  autor  pretende  expulsar  del  compuesto;  y  no  sería  difícil,  sí 
alguien  quisiera  imitar  su  desenfado,  entrever  cierta  semejan- 
za, por  más  que  la  rechace  en  Historia  Natural,  con  las  anti- 
guas «cualidades  ocultas.»  Obsérvese,  además,  que  si  en  toda 
sociedad  hay  una  cooperación  voluntaria,  coexisten  á  la  par 
en  ella  otras  formas  de  cooperación  tan  involuntarias  como 
ignorantes  del  fin  total  á  que  concurren  (1). 

ün  punto  grave  en  las  teorías  de  M.  Fouillée  es  el  de  la 
psicología  de  la  sociedad.  Entre  todas  las  partes,  dice,  del  or- 
ganismo de  ésta,  existe  una  comunicación  mental  comparable 
al  comercio  sordo  que  enlaza  las  células  del  individuo.  El 
egoísmo  colectivo  es  el  germen  de  la  simpatía  entre  estas  par- 
tes, que  se  extiende  gradualmente  desde  aquí;  la  representa- 
ción de  sus  semejantes  (la  más  fácil  para  cada  sujeto)  ayuda 
á  esta  simpatía,  que,  fijada  por  la  herencia,  engendra  el  lia* 
mado  «instinto  de  sociabilidad»;  la  consagra  la  división  del 
trabajo  merced  á  la  delegación  de  funciones.  No  vale  sostener 
que  este  organismo  social  carece  de  sistema  nervioso:  la  tota- 
lidad de  los  cerebros  de  los  ciudadanos  «forman  la  masa  ner- 
viosa de  la  nación»;  masa  difusa,  discontinua,  pero  á  la  cual 

(1)  ¿Ko  dice  el  autor  (p&ff.  147)  que  el  organiBmo  social  comieiuEa  por  ser 
«en  gran  parte  involuntario»?  En  otro  lugar  (115)  sostiene  que  un  ooxgunto 
de  hombres  sólo  constituye  una  sociedad  en  el  momento  (p«r  saltumf)  en  qae 
todos  esos  hombres  llegan  á  la  conciencia  y  á  la  voluntad  de  la  idea  de  ese 
organismo  Verdad  es  que,  con  todo  su  horror  k  la  metafísica  y  sus  burlas 
donosas  del  Inconsciente  de  Hartmann,  nos  habla  de  la  «voluntad  completa- 
mente egoísta  del  mineral»  (124),  etc.,  etc. 
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la  comanicación  por  los  sentidos  y  los  medios  materiales  á 
distancia  da  nna  intimidad  <^má8  intelectaal  que  la  conexión 
de  las  célalas  yuxtapuestas  á  lo  largo  de  nn  nervio.:^  Asi  las 
sociedades,  en  sama,  constituyen  verdaderos  «individuos  fisio- 
,  lógicos.;»  Sin  embargo,  no  lo  son  en  cuanto  á  la  psicología  (1). 
Ni  la  teoría  del  «espíritu  inconsciente»  (Renán,  Hartmann),  ni 
la  de  la  «conciencia  colectiva;»  (Espinas),  pueden  fundar  una 
verdadera  conciencia  de  la  sociedad  por  sí  misma,  esto  es,  una 
conciencia  concentrada,  un  Yo.  Aunque  la  conciencia  del  in- 
dividuo sea  en  realidad  una  resultante  de  elementos  múltiples, 
una  síntesis,  no  una  sustancia,  como  pensaba  da  ontología 
clásica»,  es  imposible  equipararla  con  la  de  las  sociedades, 
donde  no  se  verifica  la  fasión  unitaria  de  los  cerebros  particu- 
lares, y  donde  cada^c»  individual  permanece  cerrado  é  impe- 
netrable en  la  conciencia  reflexiva  de  sí  propio,  que  le  impide 
unificarse  con  los  demás,  como  se  identifican  las  células  par- 
ticulares de  su  cerebro  por  carecer  de  esa  conciencia  completa 
y  clara.  Si  cada  una  de  éstas  la  tuviese,  la  unidad  de  nuestro 
yo,  especie  de  ilusión  y  espejismo  que  descansa  en  aquella 
base,  se  rompería  «en  una  pluralidad  indefinida.;» — Con  razón 
añade  discretamente  M.  Fouillée,  que  estas  son  «hipótesis  su- 
tiles.;» 

En  suma,  para  M.  Fouillée,  la  sociedad  es  «un  vasto  orga- 
nismo fisiológico:»,  «una  individualidad  fisiológica»,  sin  admitir 
por  esto  que  sea  «una  vasta  individualidad  psicológica»  (2).  El 
cómo  «deba»  ni  aun  pueda  admitirse  lo  uno  sin  lo  otro,  es  difícil 
de  concebir,  y  el  mismo  autor  sienta  bien  estas  dificultades. 
Pues  si  en  las  dos  clasificaciones  que  hace  de  los  organismos  (3), 
una  desde  el  punto  de  vista  que  se  podría  decir  general,  otra 
desde  el  psicológico,  las  sociedades  son  organismos  con  vida 
psíquica,  pero  en  les  cuales  la  conciencia  es  «clara  y  dispersa» 


(1)    Págr.  lio. 

(2)     Pág.  245. 

(5>     Págs.  175  y  275. 
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y,  por  taato^  pues  que  «cada  elemento  tiene  su  yo,  el  organis- 
mo no  lo  puede  tener  (1)»,  poco  después  añade  que  la  concien- 
cia universal  «tal  como  la  sueñan  los  metafísíco* políticos  (2)» 
— ^sto  es,  como  una  verdadera  unidad,  como  un  yo, — «necesi- 
ta una  pluralidad  j  una  variedad  de  hombres  y  de  concien- 
cias»; como  la  necesita  de  células  la  conciencia  individual;  lo 
cual  equivale  á  establecer  la  condición  (y  nadie  será  fácil  qae 
la  niegue)  bajo  la  cual  la  conciencia  social  podría  existir.  T 
más  adelante  (3),  hablando  de  las  tendencias  actuales  y  cre- 
cientes en  pro  de  la  unidad  en  la  ciencia,  la  moral,  el  derecho, 
el  arte,  etc.,   donde  con  muy  sano  sentido,  y  siguiendo  á 
M.  Espinas,  añrma  que  á  la  vez  caminamos  no  meaos  á  ana 
mayor  y  más  rica  variedad,  haciendo  al  par  «más  socialismo  y 
más  individualismo»,  va  más  allá  aún:  pues  afirma  que,  si  fue- 
se cierta  la  teoría  de  la  conciencia  colectiva,  se  tendría  qae 
extender  á  las  asociaciones,  las  ciudades,  el  Estado,  la  raza, 
la  humanidad,  etc.,  hasta  llegar  «al  espíritu  del  mundo  y  la 
conciencia  del  gran  todo»,  y  no  admitir  más  que  una  sola  gran 
conciencia  y  un  solo  gran  ser  (lo  cual  tampoco  se  dedaceen 
verdad  de  aquella  teoría)  «cosa  que  puede  ser  verdad  especa- 
lativamente».  Después,  todavía  pregunta  sí  en  esa  conciencia 
general  «no  debería  dejarse  lugar  para  la  individualidad  y  li- 
bertad de  las  conciencias  particulares»,  como  lo  tienen  los  seres 
particulares  en  el  gran  todo  del  universo,  contentándose  con 
tan  razonable  exigencia.  T  concluye  afirmando  que  «allí  donde 
existen  conciencias  individuales  y  voluntades  distintas,  aUi 
solamente  es  donde  existe  lo  que  se  puede  llamar,  si  se  qaiere, 
la  conciencia  social,  es  decir  (?),  la  unión  de  las  voluntades»: 
conclusión  q^ue  sería  difícil  enlazar  con  aquella  otra  doctrina 
*  de  que  precisamente  donde  hay  varios  yOy  es  donde  la  concien- 
cia social  no  puede  existir.  Después  de  esto,  no  es  extraño  qne 


(1)  P&g.  246. 

(2)  Pág.  2á8. 

(8)     Págs.  249  y  signientAs. 
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llame  M.  Fouillée  á  la  idea  de  Dios  (1)  la  idea  del  «organismo 
social,  concebido  como  llegado  á  la  plena  conciencia  de  sí 
propio.»  I 

Para  acabar  con  estas  reminiscencias  de  Hegel,  no  valía  la  i 

i 

pena  de  murmurar  tanto  contra  la  conciencia  social;  de  rechazar  i 

la  existencia  de  toda  persona  colectiva  (2);  burlarse  de  los  que 
escriben  el  nombre  de  la  sociedad  «con  letra  mayúscula;»  pres- 
tándole,  como  «á  la  raza,  á  la  nación,  al  Estado,  una  persona- 
Udad  metafísica»,  y  del  derecho  de  estos  organismos,  «erigido 
en  entidades  por  el  realismo  hegeliano  {!)»;  negar  que  la  con- 
vivencia social,  aunque  «da  lugar  á  nuevas  relaciones,  á  nue- 
vos hechos  de  economía,  estática,  mecánica  j  fisiología  socia- 

■ 

les,  y  de  organización»,  «no  da  nacimiento  &  una  nueva  per- 
sonalidad jurídica»  distinta  de  la  de  sus  individuos,  ni  por 
tanto,  al  «fantasma  metafísico»  de  un  derecho  diferente  del 
de  éstos;  sostener  que  no  hay  otro  derecho  que  el  de  los  indi- 
viduos y  que  el  derecho  social  es  «una  especie  de  deus  ex  ma- 
china»; llamar  á  toda  doctrina  diversa — y  lo  son  hoy  día  casi 
todas,  y  las  más  autorizadas,  y  las  más  contrarias  entre  sí  en 
otros  respectos, — «mitologías»  y  «metafísicas  al  modo  de  la 
Edad  Media.»  Spencer,  hablando  del  Dios-Humanidad  de  Com- 
te,  afirma  que  este  «Gran  Ser»  no  es  un  ser,  porque  la  huma- 
nidad no  existirá  jamás,  ni  se  acabará  su  integración,  y  que 
las  únicas  realidades  son  los  individuos  y  las  naciones:  seres 
éstos  privilegiados,  de  los  cuales,  y  aun  de  los  individuos, 
podría  bien  decir  otro  tanto,  desde  su  punto  de  vista,  pues  no 
son  tampoco  objetos  de  experiencia.  M.  Fouillée,  volviendo  al 
antiguo  nominalismo  escolástico,  6  al  sensualismo  de  Gondi- 
Ilac,  excluye  también  á  las  naciones  y  las  engloba  sin  más 
privilegio  en  la  común  ruina.  Aguardemos  que  otro  pensador, 
más  individualista  aún  y  más  obediente  á  la  lógica  formal, 
acabe  á  su  ^ez  con  el  individuo  también,  disolviéndolo  en  sus 


(1)  Pág.  8». 

(2)  Pág.  888. 
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organismos  compocenteH,  7  á  ¿stos  en  sna  elemeatos  áiai- 
micoB,  meros  centros  de  faerza  de  que  bóIo  recibimos  estados 
últimos  en  la  sensaciiín...  con  lo  cual  se  evapora  por  el  múniQ 
camino  toda  realidad  7  todo  ser. 

En  rigor,  estas  vacilaciones,  más  qne  contradicciones,  sod 
la  nataral  consecnencia,  no  tanto  de  ua  cierto  desenfado  j 
precipitaciiíii  con  que  M.  Fonillée  trata  estos  graves  probig- 
mas,  cnanto  moy  principalmente  de  la  vagnedad  qae  hoy  re:aa 
todavía  acerca  de  ellos,  vagaedad  doquiera  visible  7  de  qne 
ea  expresidn  fiel,  aquí  como  en  otros  muchos  drdenea,  egt^ 
pensador,  por  otra  parte  tan  simpático  ;  discreto. 

(Si  concluirá.) 

Francisco  Gínbb  de  los  Ríos. 
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Ilho.Sb.: 

Al  conferirme  el  cargo  de  Visitador  de  los  Juzgados  rnnni* 
cipales  de  esta  corte,  por  virtod  de  lo  mandado  en  Real  orden 
de  26  de  Agosto  del  corriente  año,  no  se  tuvo  presente  lo  es* 
caso  de  mi  inteligencia,  lo  arduo  y  difícil  de  la  empresa,  ni 
las  mayores  proporciones  que  á  ésta  dan  la  circunstancia  de 
no  haber  transcurrido  más  que  cuatro  apos  después  de  verifi- 
cada otra  visita,  que  duró  desde  el  12  de  Mayo  de  1884  hasta 
el  31  de  Diciembre  de  1885,  hecha  por  el  ilustrado,  práctico  y 
activo  Sr.  D.  EmiUo  AyllÓn,  Juez  de  primera  instancia  enton- 
ces del  distrito  del  Congreso,  elevado  luego,  por  sus  mereci- 
mientos, al  puesto  de  Abogado  fiscal  del  más  alto  Tribunal  de 
la  Nación. 

Se  ha  cometido,  por  tanto,  un  lamentable  error  al  desig- 
narme, del  cual  no  soy  responsable,  porque  mi  aceptación  es 
efecto  de  debida  obediencia, 

Pero  como  los  males  tienen,  á  veces,  remedio,  trato  de  dar- 
lo en  la  presente  ocasión,  estudiando  cuanto  pueda  las  cues- 
tiones que  implícitamente  plantea  la  citada  Real  orden,  y  pro- 


el) HemoriA  escrita  por  B.  Mariano  Fonse^Mt,  Jnes  Decano  de  los  de  ins- 
tnetaén  y  de  primera  instancia  de  los  de  esta  corte,  con  motivo  de  la  visita 
iMéha  k  los  Juzgados  municipales. 
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bro  11  de  la  Novísima,  se  tomó  en  consiileracióa  la  cuantía 
da  400  taaravedÍB  para  ñjar  loa  trámites  á  que  debían  some- 
terae  las  demandas;  caj'a  caantía  aafHó  muchas  y  grandes  al- 
ternativas, tan  glandes  como  nos  la«  preaeotan  las  leyes  6.*, 
tít.  22,  Partida  3/,  y  8/,  título  y  libro  citados  de  la  Novísima 
RecopiIaci<Jn,  puesto  que,  aegrún  la  primera,  la  cuantía  era 
par»  loa  jn icios  yerbales  de  10  maravedís  a^uso  6  para  abajo, 
mayormente  cuando  la  contienda  acaecía  entre  hombres  po' 
brea  ó  viles,  y  por  lo  mandado  en  la  segra^da  se  elevaba  á  1.000 
m  aravedíe. 

Y  siendo  deber  mía  hablar  de  la  Jnstícia  municipal  en 
otros  conceptos,  tomaré  como  primera  fecha  la  de  19  da  Sep- 
tiembre de  1768,  en  que  D.  Carlos  III  dividiiS  á  Madrid  ea  ocho 
cuarteles,  y  puso  en  cada  uno  nn  Alcalde  de  Barrio  da  nom- 
bramiento, dignidad,  inaignias  y  atribucioaes  de  que  se  oca- 
pan  las  leyes  9.*  y  eiguientes  del  título  21,  libro  3.'  de  la  No- 
víaima  Recopilación,  siendo  la  12  digna  de  especial  menciún, 
porque,  según  ella,  en  18  de  Janio  de  1802  se  dividid  á  Madrid 
en  diez  cuarteles,  titnlados  de  la  Plaza,  de  Palacio,  Afligidos, 
de  MaravillaB,  del  Barquillo,  Dnevo  de  San  Martín,  de  Sao  Je- 
rónimo, Avapiás,  nuevo  de  San  Isidro,  y  de  San  Fraacisco; 
circunstancia  ^ta  que  basta  para  demostrar  con  cuánta  faltt 
de  ra/.dü  y  de  todo  principio  de  eqnidad  ae  aostiene  hoy  la  di- 
visiciii  de  Madrid  en  igual  número  de  distritos,  siendo  aa  po- 
blaciíJn  tres  veces  mayor  de  lo  que  era  á  principios  del  co- 
rriente siglo,  y  habiéndose  centuplicado  los  trabajos  en  lo  ci- 
vil, en  lo  mercantil,  en  lo  político,  en  lo  administrativo  y  en 
lo  criminal. 

Vinieron  deapoéa  loa  acontecimientoa  políticos  de  todos  co- 
nocidos, y  con  ellos  la  Conatitocida  de  1812,  qne  se  ocuptf  del 
juicio  de  conciliación  en  lo  civil  y  criminal,  encargando  al  ¿1- 
calcie  de  cada  pueblo  el  oñcio  de  conciliador,  y  marcando  los 
trámites  qne  se  habían  de  emplear,  diferentes  de  loa  actuales 
ai51o  en  que  el  Alcalde  entonces  dictaba  providencia,  conaal- 
tando  el  dictamen  de  loa  dos  asociados,  quedando  terminad.) 
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el  litigólo  si  las  partes  se  aquietaban  con  la  decisión  extraju- 
dicial,  según  los  artículos  282,  283  y  284. 

No  dejó  esto  de  ofrecer  desde  luego  inconvenientes  y  du- 
dasy  especialmente  en  materia  criminal,  y  fué  preciso  que  las 
Cortes  declararan  en  28  de  Octubre  de  1813  innecesaria  la 
conciliación^  cuando  empezada  la  pendencia  por  injurias  ver- 
bales, terminaba  en  alguno  de  los  delitos  que  turbasen  la 
tranquilidad  pública;  y  que  después,  en  18  de  Mayo  de  1821, 
dictaran  otra  orden  afectando  á  diferentes  puntos  relacionados 
también  con  el  juicio  de  conciliación. 

Ante  tal  estado  de  cosas  consideró  el  Sr.  D.  Manuel  Gar- 
cía Herreros  necesario  dictar  y  dictó  en  26  de  Mayo  de  1835  el 
Reglamento  provisional  para  la  Administración  de  justicia, 
baciendo  materia  del  capítulo  2.^  á  los  Jueces  y  juicios  de 
paz  ó  actos  de  conciliación,  y  á  los  Alcaldes  de  los  pueblos, 
como  Jueces  ordinarios;  cuyo  capítulo,  dividido  en  dos  seccio- 
nes, comprende  los  artículos  21  al  35  inclusives,  que  constitu- 
yen, á  mi  modo  de  ver,  una  serie  de  disposiciones  tan  perfec- 
tamente pensadas  y  con  tanto  tino  dirigidas  al  fin  qoe  el  au- 
tor se  propuso,  que  tengo  por  motivo  de  disgusto  que  no  ha- 
yan sido  literalmente  copiadas  en  las  leyes  de  Enjuiciamiento 
y  en  la  orgánica  del  Poder  judicial^   excepto  lo  que  se  refiere 
á  los  Alcaldes,  que  son,  como  queda  indicado.  Autoridades 
qoe  deben  estar  alejadas  de  la  Administración  de  justicia. 

No  había  inventado  el  Sr.  García  Herreros  todo  lo  que  or- 
denó, puesto  que  pudo  tomar  y  tomó  de  leyes  citadas  en  esta 
Memoria  y  de  otras,  no  necesarias  en  ella,  algunos  preceptos^ 
tales  como  los  de  la  10,  título  1.^,  libro  11  de  la  Novísima  Re- 
copilación, que  como  Juez  he  guardado  en  mi  memoria,  por 
cuanto  mandan  á  los  de  mi  clase,  que  eviten  cuidadosamente 
los  pleitos,  procurando  que  las  partes  se  compongan  amistosa 
y  voluntariamente,  haciéndoles  ver  el  interés  que  á  ellas  mis- 
mas les  resultan,  y  los  perjuicios  y  dispendios  inseparables  de 
los  litigios,  aunque  se  ganen. 

No  se  hizo  esperar  mucho  una  reforma,  pues  al  publicarse 
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el  Código  penal  de  1850  se  dictaron  nnevas  reglas  de  procedí* 
miento  qae  afectaron  á  lo  estatuido,  cuyas  reglas  no  hay  para 
qaé  recordar,  como  no  sea  con  el  fin  de  llamar  la  atención  so- 
bre la  insistencia  en  hacer  de  los  Alcaldes  fnncionarios  de  jus- 
ticia. 


II 


Por  fortana  el  mal  qne  esto  producía  tocaba,  en  parte,  ásn 
fín,  puesto  qne  en  13  de  Mayo  de  1855  se  dictó  la  ley  de  bases 
para  ordenar  y  compilar  las  reglas  del  Enjuiciamiento  ci?il,  y 
en  15  de  Octubre  del  mismo  año  se  publicó  la  ley,  conteniendo 
preceptos  que  comprometían  de  modo  ineludible  á  la  creación 
de  funcionarios  judiciales,  llamados  Jueces  de  paz,  nombre  por 
cierto  más  adecuado  que  el  de  Juez  municipal,  porque  óste  pa- 
rece que  los  hace  depender  del  Municipio  ó  Ayuntamiento,  j 
aquél  expresa  de  manera  sintética  toda  la  tendencia,  todo  el 
espíritu  que  debe  dominar  á  la  conducta  y  especialmente  alas 
decisiones  de  los  nuevos  funcionarios. 

Prueba  es  de  esta  verdad  la  Beal  orden  de  31  de  Octubre 
del  citado  año  de  1855,  dictada  para  remitir  á  los  Regentes  de 
las  Audiencias  la  ley  de  Enjuiciamiento,  y  hacerles  una  lige- 
rísima  reseña  de  sus  disposiciones,  en  cuya  Real  orden  se  leen 
estas  interesantísimas  palabras:  «cT  verá  V.  S.  igualmente,  en- 
tre otras  mejoras,  la  creación  de  Jueces  de  paz  en  todos  los 
pueblos  del  Reino  en  que  haya  Ayuntamiento,  á  quienes  pue- 
den todos  los  ciudadanos  recurrir  en  sus  diferencias  de  módico 
interés,  para  que  las  decida  con  su  ísllo  paternal.» 

Habrá  V.  I.  observado  que  estoy  tratando  ya  de  la  segun- 
da época  de  las  tres  á  que  dije  amoldaría  la  Memoria,  y  en 
esta  parte  debo  ocuparme,  en  primer  lugar,  del  Real  decreto  de 
22  de  Octubre  del  expresado  año  de  1855  y  de  la  Real  orden 
de  12  de  Noviembre,  destinada  ésta  á  dictar  reglas  para  el 
exacto  cumplimiento  de  aquél. 
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Adolecen  esas  dos  Reales  dísposícioDes  del  defecto  qne  ven- 
go lamentando,  6  sea  de  hacer  á  los  Jueces  de  que  tratamos 
algo  igaales  y  hasta  dependientes  de  los  Alcaldes,  de  lo  cual 
convencen  los  artículos  2.^  4.°,  7.®,  8.**  y  10  del  Real  decreto, 
y  1.',  5  ■  y  7.*  disposición  de  la  Real  orden,  por  las  razones 
que  se  alcanzan  de  su  sencilla  lectura^  lo  que  se  dehió  á  dos 
causas,  que  si  influyen  mucho  en  los  naturales  de  todos  los 
países,  ejercen  en  los  españoles  un  predominio  difícil  de  que- 
brantar; son,  la  de  apego  indomable  á  los  antiguos  hábitos,  y 
la  de  querer  conservar,  en  la  esfera  del  gobierno,  todo  princi- 
pio de  autoridad  que  domine  ó  subyugue  á  los  encargados  de 
ejercerla  en  escalas  y  grados  inferiores. 

Si  dudas  surgieran  en  la  aceptación  de  esta  verdad,  se  ve- 
rían desaparecer  al  sólo  influjo  de  la  lectura  de  la  Real  orden 
circular  de  2  de  Enero  de  1856,  destinada  á  dejar  sin  efecto  el 
nombramiento  de  los  Jueces  de  paz  y  á  mandar  que  los  Alcal- 
des siguieran  en  el  despacho  de  todo  lo  que  á  los  expresados 
Jueces  encomendaba  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  cuya  Real 
orden  quisiera  insertar  en  esta  Memoria,  porque  basta  y  sobra 
para  persuadir  de  la  conveniencia  y  necesidad  de  pensar  en 
hacer  del  Juez  municipal,  ó  de  paz,  un  funcionario  indepen- 
diente, extraño  á  la  política  y  dedicado  á  ser  el  ángel  tutelar 
de  las  familias.  No  la  copio  porque  haría  muy  largo  este  escri- 
to, y  porque  mejor  que  yo  la  conoce  V.  I. 

No  se  podía  permanecer  así,  y  se  dictó  el  Real  decreto  de 
28  de  Noviembre  del  mismo  año  1856,  acompañado  de  corto  y 
sabio  preámbulo,  en  que  se  vertieron  las  siguientes  palabras  y 
conceptos,  refiriéndose  á  la  citada  Real  orden  circular  de  2  de 
Enero:  <rEsta  providencia  gubernativa,  decía,  que  suspendió  la 
ejecución  de  una  ley,  no  puede  continuar  en  observancia  por 
más  tiempo,  sin  privar  á  los  pueblos  de  las  ventajas  que  ha 
de  producir  la  conveniente  separación  entre  las  atribuciones 
administrativas  y  las  judiciales,  reclamada  por  los  principios 
de  derecho.  T  basado  en  esto  se  dictó  el  articulado,  destinan- 
do el  7.°  á  ordenar,  que  no  debiendo  los  Tribunales  ejercer 
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otras  atribacioneB  qne  las  de  jnzgar  y  hacer  qne  se  ejecute  lo 
juzgado,  DO  aería  permitido  &  los  Jaeces  de  paz,  mientraB  la 
fneran,  deseinpeDar  ningún  otro  cargo  perteneciente  al  ordea 
administrativo. 

Alganoa  pantos  atacables  tiene  el  Real  decreto  de  qae  me 
ocopo,  ij  entre  ellos  lo  son  más  los  qne  constitayen  materia 
de  los  artículos  9.°,  10  y  11,  porqne,  como  demostraré  ea  otro 
logar  de  esta  Memoria,  es  error  grave  y  de  funestas  conse- 
cuencias el  derrotero  por  eaos  artículos  trazado  y  seguido  ea 
la  actualidad,  de  hacer  de  loe  Jueces  de  paz,  y  hoy  de  los  mu- 
QÍcipales,  loe  suplentes  de  los  de  primera  instancia. 

Este  decreto,  refrendado  por  D.  Manuel  de  Seijaa  Lozano^ 
fué  derogado  por  otro  fecha  22  de  Octubre  de  1858,  aiettdo  Mi- 
nistro D.  Santiago  Fernández  Negrete,  qateu,  ea  brillante 
preámbulo,  hizo  merecidos  elogios  de  la  justicia  de  que  vengo 
t.ratan,do,  pero  en  bus  disposiciones  no  lleg<J  hasta  donde,  á  mi 
juicio,  era  de  desear,  puesto  que  continuaron  las  soplenciaB,  se 
llamd  en  ¿1  á  los  Alcaldes  para  ejercer  la  jurisdiccióu  civil  á 
falta  de  Jueces  de  paz  y  suplentes,  se  dejó  aún  en  poder  de 
aquellos  la  jurisdicción  crimioal  en  cuanto  í  las  faltes,  y  la 
duración  del  cargo  continuó  siendo  por  dos  años,  defecto,  este 
filtimo,  grandemente  perjudicial,  de  que  también  me  ocupa- 
ré en  otro  punto  de  loa  fijados  como  objeto  de  la  presente  Me- 
moria. 

Esta  situación  siguió  hasta  14  de  Octubre  de  1864  en  qoe 
D.  Lorenzo  A.rrazoIa  consideró  conveniente  aconsejar  á.  S.  H. 
que  dictara  otro  Real  decreto  haciendo  importantes  modifica- 
ciones, tales  como  prolongar  á  cuatro  años  la  duración  del 
cargo  de  Juez  de  paz,  hacer  depender  de  los  Jueces  de  prims- 
ra  instancia  el  nombramiento  de  los  Secretarios,  y  garantir  la 
permanencia  del  personal  de  Jaeces,  dorante  el  -expresado 
tiempo,  mandando  que  no  pudieran  ser  separados  sino  en 
virtud  de  espediente  que  resolvería  el  Regento  de  la  respecti- 
va Audiencia,  oído  el  parecer  de  la  Sala  de  gobierno,  dando 
aiempre  cuenta  al  Ministro  de  Gracia  y  Justicia. 
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Hay  más:  creadas  esas  Autoridades  en  1855,  con  motivo  de 
la  publicación  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  comprendióse 
bien  pronto  lo  útiles  que  podían  ser  sus  servicios  en  la  vida  de 
los  pueblos,  y  se  les  reconoció  competencia  para  entender  en 
materia  criminal^  dada  la  circunstancia  de  que  se  ocupa  la 
Real  orden  de  19  de  Febrero  de  1857;  se  les  otorgaron  faculta- 
des por  la  ley  Hipotecaría  de  1861,  según  sus  artículos  183 
y  397;  se  llamaron  á  representar  á  los  comisionados  de  ventas 
de  fincas  del  Estado,  para  dar  posesión  de  éstas  á  los  compra- 
dores, en  virtud  del  art.  156  de  la  instrucción  de  31  de  Mayo 
de  1855  y  de  la  Real  orden  de  Hacienda  de  13  de  Febrero 
de  1862;  se  les  hizo  intervenir  en  los  expedientes  de  disenso 
paterno  para  contraer  matrimonio,  por  lo  mandado  en  la  ley 
de  20  de  Junio  del  mismo  año;  se  ocuparon  de  dichas  Autori- 
dades la  ley  y  el  Reglamento  del  Notariado  de  28  de  Mayo  y 
30  de  Diciembre  de  1862,  respectivamente,  confírióndoles  fa- 
cultades en  casos  de  vacante  de  Notaría,  inhabilitación  ó  in- 
capacidad dé  los  Notarios;  se  les  obligó  á  tomar  parte  en  la 
formación  de  la  Estadística  judicial  por  el  Real  decreto  y  el 
Reglamento  de  1.®  de  Febrero  de  1861,  Reales  órdenes  de  1.*^ 
de  Junio  del  mismo  año,  18  de  Diciembre  de  1862,  3  de  Junio 
y  3  de  Septiembre  de  1863,  y  por  último,  se  les  encargó  tam- 
bién la  visita  de  los  Registros  de  la  propiedad  en  determina- 
dos casos  y  circunstancias,  de  que  trata  la  Real  orden  de  18  de 
Septiembre  de  1867. 

Y  he  dicho  «por  último;>  al  citar  la  Real  orden  que  antece* 
de,  no  porque  deje  de  haber  otras  muy  importantes  también, 
sino  porque  traerlas  todas  á  la  Memoria  sería  obra  larga  para 
mí  y  pesada  para  Y.  I.  si  tiene  la  paciencia  necesaria  para  lle- 
gar hasta  aquí. 

III 

Precedida  de  estos  y  otros  antecedentes,  llegó  la  Justicia 
municipal  á  la  época  creada  por  la  revolución  de  Septiembre 
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1865,  27  de  Jalío  de  1867,  24  de  Jalio  de  1868  y  otras,  afec- 
tando la  mayor  parte  á  los  Alcaldes ,  Coocejalee  y  Diputados 
proTÍQciales,  y  algunas  á  los  Repartidores  de  contribación  te- 
rritorial. Arrendatarios  de  derechos  de  Consumos,  Redactores 
del  Diario  de  Sesiones^  Taqoíg^fos  de  los  Cuerpos  Colegisla- 
dores y  Registradores  de  la  propiedad;  procedimiento  éste  ca- 
SQÍstico  de  qne  se  debe  hnir,  para  no  caer  en  la  arbitrariedad  ó 
en  el  error  en  qne  se  incurre  fácilmente,  cuando  no  se  hallaa 
sin  dificultad  disposiciones  que  rijan  en  el  caso  de  que  8< 
trate. 

Dicho  esto,  á  manera  de  párrafo  inciso,  continúo  la  exposi- 
ción de  las  leyes  y  decretos  que  han  yenido  confiriendo  facaU 
tades  á  los  Juzgados  municipales,  y  encuentro  á  mi  paso  por 
la  Colección  legislativa,  las  leyes  de  Matrimonio  y  Registro 
civil  y  el  Reglamento  para  su  ejecución»  fechadas  la  primen 
el  24  de  Mayo  y  18  de  Junio  de  1870,  la  segunda  el  2  y  17  de! 
mismo  Junio,  y  el  último  el  13  de  Diciembre  de  1870,  autori- 
zadas las  dos  primeras  por  los  Sres.  Ruiz  Zorrilla  y  Montero 
Ríos,  y  el  Reglamento  por  éste  sólo;  cuya  circunstancia,  la  de 
sus  fechas,  y  la  de  darse  ya  el  nombre  de  Juez  municipal  al 
funcionario  encargado  de  la  celebración  de  los  matrimonios  j 
de  llevar  el  Registro,  sin  estar  publicada  la  ley  orgánica  de 
Tribunales,  demuestran  que  aquellas  disposiciones  legislati- 
vas venían  tomando  por  base  la  pensada  organización  de  los 
Juzgados  de  que  se  trata,  y  confiadas  en  el  celo  y  decisión  de 
sus  Jueces. 

T  en  efecto,  se  necesitaron  dotes  especiales  y  g^ndísimos 
deseos  de  servir  á  las  nacientes  instituciones,  para  principiar, 
sostener  y  llevar  á  término  la  lucha  titánica  empeñada  entre 
la  Iglesia  y  el  Estado,  entre  las  antiguas  y  las  nuevas  creen- 
cias, entre  unas  y  otras  generaciones  que  se  agitaban  al  calor 
de  ideas  completamente  opuestas;  lucha  terrible  en  qoe  las 
armas  no  podían  ser  de  fuerza  y  sí  de  bondad,  de  paz  y  sntile* 
za,  y  las  blandieron  los  Jueces  de  tal  manera,  que  hoy  asisten 
en  la  Iglesia  á  la  celebración  de  los  matrimonios  canónicos, 
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flin  que  el  mis  pequeño  rozamiento  6  disgusto  turbe  la  buena 
armonía  entre  los  Ministros  de  Dios  y  los  de  la  Justicia. 

Los  deberes,  los  trabajos,  los  gastos,  las  responsabilidades 
y  las  exigencias  que  las  dos  leyes  y  su  reglamento  hicieron 
caer  sobre  los  Jueces  municipales,  no  las  puedo  saber  yo,  por- 
que nunca  serví  tan  honroso  y  difícil  cargo,  ni  pueden  tampo- 
co deducirse  de  la  sola  lectura  de  sus  preceptos;  es  de  todo 
ponto  necesario  para  conocerlo,  yivir  dentro  de  esos  Juzga- 
dos, de  los  cuales  alguna  pequeña  idea  da  el  resumen  de  tra- 
bajos que  presento  en  el  primero  de  los  adjuntos  estados;  y  á 
los  que  más  necesiten,  puede  recomendárseles,  y  yo  les  reco- 
miendo, la  lectura  de  las  decisiones  de  la  Dirección  de  los  Re- 
gistros, á  consultas  elevadas  por  los  Jueces,  puesto  que  en 
ellas  se  ven  las  dificultades  y  las  dudas  que  nacen  de  la  acer- 
tada aplicación  de  esas  leyes  y  su  reglamento. 

Engolfados  en  su  estudio  se  encontraban  los  Jueces  muni- 
cipales cuando  se  publicó  el  Código  penal  por  decretos  de  18 
de  Junio  y  30  de  Agosto  de  1870;  cuerpo  legal  que  debían 
aplicar  por  virtud  de  atribuciones  propias  unas  veces,  y  por 
delegación  otras,  y  lo  hicieron  también  perfectamente,  á  pesar 
de  que  regían  entonces  en  materia  de  procedimientos  tantas 
leyes,  decretos,  órdenes  é  instrucciones,  que  fué  necesario  for- 
mar una  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  en  1872,  á  ñn  de  po- 
derse entender,  á  la  vez  que  se  planteaba  el  Jurado,  en  cuya 
ley  se  les  dieron  nuevas  y  apremiantes  atribuciones,  que  su- 
pieran igualmente  cumplir. 

Al  llegar  aquí,  me  siento  asaltado  por  miedo  insuperable  al 
mal  de  estar  molestando  á  Y.  I.  con  historias  que  sabe  infi- 
nitamente mejor  que  yo,  y  ese  miedo  hace  que  mi  pobre  ima- 
ginación se  extinga  por  completo  y  pierda  mi  palabra  todo  in- 
terés. 

Correré,  pues,  de  aquí  en  adelante,  para  no  caer  en  des- 
agrado, y  dirigiendo  á  tal  fin  mis  propósitos,  diré  tan  sólo,  que 
como  si  todo  este  cúmulo  de  atribuciones  y  deberes  no  fueran 

bastantes  para  agotar  las  fuerzas  de  los  más  pequeños  funcio- 
Tovo  76  4S 
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narios  de  la  Admiaistración  de  justicia^  se  les  echaron  después 
encima  los  que  nacieron  de  la  publicación  de  la  ley  de  Orden 
público  de  23  de  Abril  de  1870,  de  la  de  Ayuntamientos  y  de 
Provincias  de  2  de  Octnbre  de  1877,  de  la  de  Aguas  de  19  de 
Enero  de  1869,  13  de  Janio  de  1879  y  resolaciones  intermedia» 
de  26  de  Jalio  de  1871  y  9  de  Abril  de  1872,  de  la  Real  or- 
den  de  10  de  Noviembre  de  1877  é  instrucción  de  20  de 
Mayo  de  1884,  referentes  á  procedimientos  de  apremios  por 
débitos  á  la  Hacienda,  que  hacen  aplicación,  en  determinados 
casos,  de  la  ley  de  Presapaestos  de  1877,  derogatoria  de  otra 
instrucción  fecha  3  de  Diciembre  de  1869,  de  la  ley  de  31  de 
Diciembre  de  1881  y  su  reglamento  de  la  misma  fecha,  so- 
bre cobranza  de  derechos  reales,   que   dieron   lugar  á  la 
Real  orden  de  30  de  Marzo  de  1883,   referente  á  multas  en 
que  incurrirían  los  Jueces  municipales,  del  Reglamento  de  13 
de  Julio  de  1882  para  la  imposición,  administración  y  cobran- 
za de  la  contribución  industrial,  que  los  obliga  á  intervenir  fa- 
cilitando la  entrada  y  registro  en  el  local  donde  la  industriase 
ejerza,  de  las  leyes  de  Enjuiciamiento  civil  y  criminal  de  3  de 
Febrero  de  1881  y  14  de  Septiembre  de  1882,  respectivamente, 
de  la  ley  adicional  á  la  orgánica  del  Poder  judicial  de  14  de 
Octubre  de  1882,  de  la  ley  de  Montes  de  8  de  Mayo  de  1884, 
del  Código  de  Comercio  de  22  de  Agosto  de  1885,  de  la  ley  del 
Jurado  de  20  de  Abril  de  1888,  del  Código  civil  vigente  desde 
el  1/  de  Mayo  del  corriente  año,  y  por  último,  de  otra  multi- 
tud de  disposiciones  que,  aun  cuando  no  de  tanta  importancia, 
no  dejan  de  ocupar  y  crear  responsabilidades  á  los  Jueces  mo- 
nicípales,  como,  por  ejemplo,  la  Real  orden  de  27  de  Septiem- 
bre de  1887,  aclaratoria  de  la  ley  de  11  de  Julio  de  1869,  refe- 
rentes á  la  persecución  del  contrabando  de  tabacos,  la  Beal 
orden  de  11  de  Julio  de  1887  que  obligó  á  los  Jueces  munici- 
pales á  la  prestación  del  servicio  de  guardia  con  los  Jueces  de 
instrucción,  la  Real  orden  de  Guerra  fecha  11  de  Septiembre 
de  1886,  que  encargó  á  tan  mencionados  Jueces  las  informa- 
ciones para  acreditar  el  extravío  de  licencia  á  los  que  habie- 
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mn  Berrido  en  el  Ejército^  y  los  estatutos  de  las  Compañías  de 
Begnros  de  incendios^  que  antorizan  para  hacer  en  los  mismos 
Jasados  las  informaciones  de  siniestros. 


IV 


Ahora  bien;  ¿cómo  cumplen  esos  Juzgados  tantos  debe- 
res? ¿cómo  se  salvan  de  tantas  responsabilidades  civiles  j  cri- 
minaleB  derivadas  de  aquéllos? 

He  aquí  dos  preguntas  que  intenté  hacer  y  tuve  en  los  la- 
bios cuando  me  hallé  ante  los  Jueces  y  Secretarios  municipa- 
les; 7  no  las  emití,  porque  la  imaginación,  siempre  previsora, 
me  advirtió  que  cometería  una  imprudencia,  disculpable  en 
todos  menos  en  mí,  que  desempeñando  en  Madrid  cargo  judi- 
cial  desde  1880,  debía  saber  que  los  Juzgados  municipales 
tramitan  mal  los  juicios  y  los  actos  de  que  conocen,  y  los  aca- 
ban muy  bien,  porque  procuran  hacer  justicia  en  los  prime- 
ros, y  que  los  segundos  lleguen  al  fin  á  que  se  dirigen. 

Prueba  es  de  esta  verdad,  que  son  pocos  los  juicios  civiles 
y  criminales  en  que  ^e  interponen  recursos  de  apelación;  po- 
cas las  enmiendas  de  las  actas  del  Registro  civil  debidas  á 
omisiones  ó  errores  de  los  funcionarios  de  los  Juzgados,  y  nin- 
gunos  los  recursos  de  responsabilidad  ejercitables  contra  los 
Jueces,  fundados  en  su  conducta  y  en  sus  resoluciones. 

Dicho  esto,  entro  de  lleno  en  el  objeto  del  cuarto  apartado, 
en  que,  como  es  sabido,  me  propongo  tratar  de  los  jziales  que 
ae  derivan  de  la  presente  organización  de  los  Juzgados  muni- 
cipales, y  remedios  que  á  cada  uno  deben  ó  pueden  aplicarse; 
trabajo  que  dividiré  en  dos  partes,  destinando  la  primera  al 
personal,  y  la  segunda  á  los  juicios  y  ciertos  actos  de  la  com- 
petencia de  los  dichos  Juzgados. 

(Se  coniimtard.) 

Mábiano  Fonsbca. 


-uj 
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CAPÍTULO   VIII 

(  Conclunán.) 

Aplicación  de  los  principios  d  los  contratos  especiales 

y  d  los  cuasicontratos, 

sao.  Ley  qne  debe  reg^olar  las  oonvenoiones  matríxnoniales. — 821.  Ia  ley  vi- 
gente al  tiempo  del  oontrato  puede  siempre  servir  para  acreditar  aquello 
que  las  partes  intentaron  estipular. — 322.  El  contenido  de  didias  conven- 
ciones cae  bajo  el  imperio  de  la  legislación  del  tiempo  del  matrimonio. — 
828.  Del  derecho  de  modificar  las  convenciones  matrimoniales. — fOL  De- 
recho de  recibir  la  dote.-^825.  Principios  aplicables  k  los  derechos  patri- 
moniales de  los  cónyuges. — 826.  Separación  de  la  dote.^-d27.  Enajenabili- 
dad  ó  inalienabilidad  de  la  dote. — 828.  Principios»  aplicables  ¿  la  compra- 
venta.— 829.  Del  pacto  de  volver  á  comprar  lo  vendido.— 880.  E|jeoaei6n 
de  la  venta  y  de  los  derechos  relativos  k  ella. — 881.  Besolnoión  de  la  ven- 
ta. — 832.  De  la  evicción.— ^883.  Begla  acerca  de  la  cesión  de  créditos. — 
83i.  Efectos  de  la  venta  en  cuanto  k  la  locación  estipulada  bajo  la  legb- 
lación  anterior. — 385.  Aplicación  de  los  principios  al  oontrato  de  renta. — 
886.  En  qué  casos  es  aplicable  la  ley  nueva  para  la  resolución  del  contrato 
de  renta. — 887.  De  los  cuasi-contratos.— 888.  Cómo  pueden  adquirir  la  na* 
turaleza  de  los  euasi  -  contratos  los  derechos  derivados  de  la  ley. — 899. 
Conclusión. 

320.  Es  indudable  que  las  conyenciones  matrimoniales  de* 
ben  ser  regidas  por  la  legislación  qae  estaviere  en  vigor  al 

*  Véanse  las  p&gs.  601  del  tomo  68  de  Bbyista;  17,  89  y  448  del  60;  «1 
y  820  del  70;  479  del  72;  292,  661  y  691  del  78;  175,  888  y  454  del  74$  454  y  700 
del  75,  y  68  de  este  tomo. 


DB  LA  IRBBTSOAOTITIDAD  DB  LAS  LBYB8  181 

tiempo  de  Uevarse  á  cabo  las  mismas;  pero^  sin  embargo,  pue- 
den surgir  algunas  dudas  en  la  aplicación  de  dicha  regla,  por 
la  consideración  de  que  los  derechos  concedidos  en  ellas  no  na- 
cen hasta  el  momento  del  matrimonio,  toda  vez  que  dichas 

conirenciones  son  estipuladas  en  contemplación  al  mismo. 
Esto  sentado,  pudiendo  cambiar  la  legislación  en  el  tiempo  in- 
termedio entre  la  conclasión  de  las  convenciones  matrimonia- 
les y  la  celebración  del  matrimonio,  cabe  dudar  acerca  de  cuál 
sea  el  momento  preciso  en  que  deba  considerarse  perfecciona- 
do el  contrato,  y  por  lo  tanto,  de  cuál  sea  la  legislación  apli- 
cable. 

321.  Considerado  en  sí  mismo  el  contrato  como  titulo  de 
las  relaciones  patrimoniales  de  los  cónyuges,  parece  .eyideniíe 
que  la  manifestación  de  la  voluntad  de  las  partes  viene  á  que- 
dar perfecta  en  el  momento  en  que  ha  sido  otorgado  ó  recibi- 
do por  el  funcionario  competente  y  ha  sido  suscrito  por  los 
contrayentes.  De  aquí  que  si  la  duda  versase  sobre  la  inten- 
ción de  las  partes  y  el  valor  de  ciertas  cláusulas  del  contrato, 
sería  necesario  referirse  á  la  ley  del  tiempo  en  que  fué  redac- 
tada la  convención  más  bien  que  á  la  del  tiempo  de  la  celebra- 
ción del  matrimonio.  La  ley  entonces  vigente  tendría  siempre 
valor  como  ley  declarativa,  puesto  que  no  puede  admitirse  que 
las  partes  se  hubiesen  referido  á  otra  legislación  distinta  de 
aquella  bajo  cuyo  imperio  manifestaron  su  voluntad.  Para  de- 
cidir, pues,  si  la  constitución  de  dote  expresada  en  términos 
generales  de  todos  los  bienes  de  la  mujer,  comprende  ó  no  los 
bienes  futuros;  para  decidir  si  la  dote  constituida  únicamente 
por  el  padre  ó  por  la  madre  debe  estimarse  ó  no  hecha  por  par- 
tes iguales  con  bienes  de  uno  y  otro  ó  de  distinto  modo,  etc., 
será  decisiva  la  ley  del  tiempo  de  la  redacción  de  los  pactos 
nupciales. 

La  regla  expuesta  puede  también  ser  aplicada  si  se  tratase 
de  ampliar  ó  completar  las  convenciones  escritas  con  las  dis- 
posiciones de  la  ley  á  que  se  hubieran  referido  las  partes. 
Siempre  que  dichas  disposiciones  no  sean  contrarias  á  la  legis- 
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lacíóü  vigente  en  el  momento  del  matrimonio  ni  deroguen  los 
derechos  concedidos  por  ésta  á  uno  ú  otro  de  los  cónyages, 
podrán  ser  útilmente  invocadas  para  completar  las  estipula- 
ciones escritas  en  tod^  lo  que  no  habiere  sido  expresamente 
consignado  en  las  mismas,  en  virtnd  del  principio  general  de 
qne  para  todo  aqnello  que  está  en  la  facultad  de  las  partes  es- 
tipular j  para  lo  que  se  hubieren  referido  á  la  ley,  viene  á  ser 
ésta  como  parte  integrante  del  acto  escrito,  j  lo  dispuesto  por 
la  misma  tiene  igual  valor  que  si  los  otorgantes  lo  hubiesen  es- 
crito 7  firmado. 

322.  M  contenido,  pues,  de  las  convenciones  relativas  á  las 
relaciones  patrimoniales  de  los  cónyuges  está  sometido  por 
completo  á  la  ley  del  tiempo  del  matrimonio  aunque  sean  de 
fecha  anterior,  porque  las  convenciones  hechas  en  contempla- 
ción á  la  futura  unión  matrimonial  no  vienen  á  quedar  perfec- 
tas hasta  el  momento  en  que  es  celebrado  el  matrimonio  y,  por 
lo  tanto,  no  pueden  ser  válidas  y  eficaces  más  que  con  arreglo 
á  los  términos  de  la  legislación  que  estuviese  entonces  en  vi* 
gor.  En  su  consecuencia,  si  la  ley  anterior  permitiese  á  las 
partes  contrayentes  consignar  sus  pactos  nupciales  en  doea- 
mento  privado  ó  hacer  declaraciones  eficaces  en  contrario  en 
una  forma  distinta  de  la  establecida  por  la  ley  del  tiempo  del 
matrimonio  ó  modificar  las  convenciones  matrimoniales  des- 
pues  de  la  celebración  del  matrimonio,  tales  disposiciones  que- 
darían ineficaces  si  la  ley  vigente  al  tiempo  de  celebrarse  éste 
dispusiera  lo  contrario,  porque  por  la  última  de  dichas  leyes 
es  por  la  que  deben  regularse,  en  cuanto  á  lo  sustancial,  los 
derechos  de  los  cónyuges. 

223.  ¿Pero  qué  solución  es  la  que  debe  darse  en  el  caso  de 
que  la  ley  del  tiempo  del  matrimonio  permitiera  á  los  cÓQya  - 
ges  cambiar  de  cualquier  modo  las  convenciones  matrimonia  • 
les  después  de  la  celebración  del  matrimonio,  y  una  ley  poste- 
rior prohibiese  toda  especie  de  modificación  de  los  mismos? 

Indudable  nos  parece  que  el  derecho  adquirido  por  los 
cónyuges  de  modificar,  constante  matrimonio,  sus  convenció- 
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Des  matrimoniales,  no  pnede  ser  qnitado  en  absoluto  por  nua 
ley  naeva.  Sí  los  cónyuges,  en  uso  de  su  derecho,  no  prove- 
yeron de  una  manera  definitiva  á  regular  sus  respectivas  re- 
laciones patrimoniales,  debe  entenderse  que  lo  hicieron  así 
porque  sabían  que  podían  aprovecharse  de  la  facultad  conce- 
dida perla  ley  para  proveer  sobre  lo  sucesivo,  y  en  su  vir- 
tud, sería  una  injusta  violación  del  derecho  creado  si  hubiera 
de  ser  declarado  inmutable  el  contrato  por  ellos  celebrado  por 
el  hecho  de  haberse  dictado  nuevas  disposiciones  legales  con- 
trarias en  este  punto  á  la  anterior  legislación. 

Debe,  sin  embargo,  admitirse  que  el  legislador  puedCi  sin 
injusta  retroactividad,  señalar  un  término  para  las  modifica- 
ciones qne  se  quisieran  hacer  en  las  convenciones  matrimo- 
niales establecidas  bajo  la  legislación  anterior,  declarando  in- 
mutables las  que  no  hubieren  sido  modificadas  en  el  término 
fijado  por  la  misma,  porque,  según  hemos  dicho  en  distintas 
ocasiones,  el  legislador  puede  subordinar  á  determinadas  con- 
diciones el  ejercicio  de  los  derechos  adquiridos  con  anterio- 
ridad. 

Salvando,  pues,  esta  reserva  que  queda  hecha,  la  regla 
general  en  todos  los  demás  casos  es  que  en  materia  contractual 
los  derechos  y  obligaciones  de  los  contrayentes  se  rigen  por 
la  ley  vigente  en  la  época  del  contrato,  cn^rtí  regla  es  aplica- 
ble á  todas  las  relaciones  patrimoniales  de  los  cónyuges,  y 
principalmente  ala  constitución  de  la  dote  (1). 

324.  Los  mismos  principios  y  la  misma  regla  sirven  para 
establecer  el  derecho  apercibir  la  dote,  y,  por  lo  tanto,  si  la 
hija  tenía  derecho  á  ser  dotada  por  el  padre,  por  la  madre  ó 
por  el  abuelo,  según  la  legislación  del  tiempo  del  matrimonio. 


(1)  Conf.  Casaoión  de  Ñapóles.  Sent.  7  de  Septiembre  de  1874(Sigini- 
Persioo).— Bettini,  XXVn,  1,  15;  y  la  de  9  de  Koviembre  de  1876  (Oafiero). 
Ley  18,  1,  60. — Casación  de  Tarín,  9  de  Febrero  de  1871  (Levi).  Ánalet,  V, 
1,  dl7.— Id.  de  Milán,  14  de  AbrU  de  1871  (BaviszoU).  Gaceta  genove9a,  XYTTT, 
1,  636.— Id.   de  N&poles,  80  de  Abril  de  1871  (Somma).  Ley  11,  1,  10G9. 
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este  derecho  deberá  ser  reconocido  en  conformidad  á  dicha  le- 
g  islacíón.  annqne  en  el  momento  en  qae  se  haga  valer  el 
mismo  esté  en  vigor  el  Cddigo  nueyo,  que  no  reconoce  en 
adelante  este  derecho  á  las  hijas. 

Existen^  sin  embargo,  algunas  resoluciones  en  contrario^ 
entre  ellas  una  de  la  corte  de  Macerata,  la  cual,  fundándose 
en  el  erróneo  concepto  de  que  los  derechos  concedidos  por  las 
leyes  no  pueden  ejercitarse  después  de  haberse  dictado  una 
ley  nueva  que  los  haya  abolido,  declara  que  el  derecho  á  la 
dote  no  podrá  hacerse  valer  después  de  la  promulgación  del 
Código  civil  italiano,  á  pesar  de  que  hubiere  quedado  termi- 
nado bajo  el  imperio  de  la  legislación  antigua  el  hecho  del 
matrimonio,  del  cual  hacía  nacer  la  misma  ese  derecho  (I). 

Para  convencerse  del  error  de  la  doctrina  sentada  en  dicha 
sentencia  basta  observar  que  la  única  condición  que  segúa 
las  anteriores  leyes  perfeccionaba  el  derecho  de  las  hijas  á  ser 
dotadas,  era  la  de  que  se  verificase  el  matrimonio,  y,  por  lo 
tanto,  celebrado  este  hecho  adquisitivo  antes  de  que  estuviese 
en  vigor  el  Código,  quedó  perfecto  dicho  derecho,  y  no  puede 
ser  desconocido,  aunque  en  el  momento  en  que  se  haga  valer 
rija  una  legislación  distinta. 

325.  Debemos,  no  obstante,  advertir  que  la  regla  antes  con- 
signada de  que  todas  las  cuestiones  relativas  á  los  derechos  pa- 
trimoniales adquiridos  por  los  cónyuges  con  el  hecho  del  ma- 
trimonio deben  ser  resueltas  con  arreglo  á  la  legislación  del 
tiempo  de  la  celebración  del  mismo,  no  puede  ser  aplicada 
de  tal  modo  que  haya  de  sujetar  también  en  absoluto  á  dicha 
legislación  todas  las  cuestiones  referentes  á  los  derechos  qne 
hayan  de  tener  por  objeto  el  patrimonio  perteneciente  á  ano 
de  los  cónyuges  ó  al  otro. 

Los  derechos  respecto  de  los  que  sea  el  hecho  del  matrimo- 
nio el  acto  adquisitivo  y  que  vienen,  por  lo  tanto,  á  quedar  per- 

(1)  S«nt.  de  2B  de  Junio  de  1874  (Conforti).  AnaUf  de  Jtirítprudeneia,  YDIt 
8,861. 
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f  ectoB  con  la  celebración  de  éste^  serán  regidos  por  la  legisla- 
c  ion  qoe  entonces  estoviere  vigente,  y  no  pneden  ser  deseo 
nocidos  por  la  pnblicacidn  de  ana  ley  nueva;  pero  los  dere- 
chos patrimoniales  qoe  pueden  adquirirse  mediante  el  ejerci- 
cio de  los  derechos  nacidos  del  matrimonio,  ó  que  para  ser  per- 
feccionados necesitan  que  tenga  lugar  algún  hecho  posterior, 
n  o  dependen  de  la  legislación  del  tiempo  del  matrimonio,  sino 
de  laque  estuviere  en  vigor  en  el  momento  en  que  deban  ad' 
quirirse  dichos  derechos  6  en  que  tenga  lugar  el  hecho  exi- 
gido para  su  perfeccionamiento,  como  ocurre,  por  ejemplo,  * 
con  los  derechos  sucesorios  de  los  cónyuges,  los  cuales  de- 
penden de  la  ley  vigente  al  tiempo  del  fallecimiento. 

Haciendo  aplicación  de  estos  principios,  hay  que  recono- 
cer que  debe  ser  aplicada  la  ley  del  tiempo  del  matrimonio 
para  decidir  si  el  régimen  de  bienes  de  los  cónyuges  es  el  de  la 
dote  ó  el  de  la  comunidad  de  los  mismos,  y  si  á  falta  del  con- 
trato de  matrimonio  debe  admitirse  la  comunidad  de  hecho  ó 
la  separación  de  bienes,  etc.,  etc.,  pues  todas  estas  cuestiones 
dependen  de  la  indicada  legislación.  También  debe  decidirse 
por  dicha  ley  la  cuestión  del  lucro  dotal  pactado  y  del  debido 
por  ministerio  de  la  ley,  pues  éste  hay  que  considerarle  igual- 
mente como  un  derecho  adquirido  por  el  hecho  del  matrimo- 
nio, aun  cuando  fuese  concedido  por  una  ley  anterior  y  con- 
traria á  la  que  estuviere  en  vigor  al  tiempo  de  ser  reclamado 
dicho  lucro  dotal.  En  su  consecuencia,  el  que  fuese  debido  al 
marido  con  arreglo  á  las  C!onstituciones  de  1771  por  causa  de 
matrimonio  celebrado  bajo  el  imperio  de  dichas  Constitucio- 
nes, que  consistía  en  el  usufructo  de  todo  el  caudal  dotal  asig- 
nado á  la  mujer  premuerta  si  no  existían  hijos  de  anteriores 
matrimonios,  ha  sido  siempre  reconocido  á  pesar  de  la  promul- 
gación del  Código  civil  italiano,  porque  éste  en  realidad  no  ha 
abolido  la  institución  del  lucro  dotal  ni  ha  desconocido  ni  ne- 
gado la  eficacia  del  constituido  por  la  ley  bajo  el  imperio  de 
las  legislaciones  precedentes,  y,  por  lo  tanto,  era  razonable 
que  dicho  derecho  fuera  regulado  en  conformidad  con  las  dis- 
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posiciones  de  la  legislación  imperante  en  el  momento  del  he- 
cho adquisitivo  (1). 

Por  el  contrario;  si  el  matrimonio  habióse  qnedado  celebra- 
do bajo  las  leyes  pontificias  que  permitían  aumentar  la  dote 
darante  el  matrimonio  6  transformar  so  naturaleza,  no  podría 
aprovecharse  de  esa  facultad,  después  de  la  promulgacidn  del 
OSdigo  civil  italiano,  el  marido  que  quisiese  hacer  uso  de  ella, 
aunque  el  matrimonio  hubiera  quedado  perfecto  antea  de  pu- 
blicarse dicho  Código.  Igualmente,  si  el  marido,  previa  auto- 
rización judicial,  hubiere  adquirido  con  dinero  extradotal  cier- 
tos bienes  declarándolos  dótales,  esto  no  podría  valer  cierta- 
mente para  considerar  como  dótales  é  inalienables  dichos 
bienes  si  hubieren  sido  adquiridos  después  de  la  promulgación 
de  la  nueva  legislación  italiana. 

De  este  modo  deben  resolverse  las  cuestiones  semejantes. 
Asi,  por  ejemplo,  el  derecho  de  hacer  donaciones  durante  el  ma- 
trimonio al  otro  cónyuge,  si  no  fuese  ejercitado  dicho  derecho 
a  ates  de  la  promulgación  de  la  ley  nue^a,  deberá  ser  regido  por 
^sta.  La  responsabilidad  del  marido  por  la  venta  de  los  bienes 
parafernales,  admitida  bajo  el  imperio  de  las  leyes  civiles  na- 
politanas de  1819,  no  podría  tampoco  tener  lugar  sí  la  venta 


(1)  Segp&n  las  leyes  pontificias,  abolidas  por  la  publicaoiÓn  del  Código  ci- 
vil italiano,  el  laoro  dotal  oonstitoia  también  tm  verdadero  derecho  creado  4 
favor  del  marido  desde  el  dia  mismo  del  contrato,  y  era  considerado 'como  una 
donación  con  causa  del  matrimonio  que  por  sa  Índole  era  reg^tilada  por  re- 
glas especiales  á  fin  de  conseguir  el  objeto  para  que  era  admitido  dicho 
derecho.  Nadie  duda  que  respecto  de  los  matrimonios  contraidos  bajo  el  im- 
perio de  la  legislación  pontificia  antes  de  la  promulgación  del  referido  Código, 
debe  ser  regido  por  dicha  legislación  el  derecho  al  lucro  dotal  perteneciente 
al  marido  supórstite.  En  su  virtud,  aunque  la  muerte  de  la  mujer  hubiese 
ocurrido  estando  ya  vigentes  las  nuevas  leyes,  los  hijos  procreados  por  ella  no 
podrían  hacer  valer  los  derechos  sucesorios  sobre  la  dote  de  la  misma,  confor 
me  á  la  legislación  del  tiempo  de  la  muerte,  más  que  subordin&ndose  á  lo 
dispuesto  en  la  legislación  pontificia  acerca  del  lucro,  el  cual,  como  derecho 
creado  y  perfecto  bajo  el  imperio  de  la  misma,  debe  ser  regulado  por  ella. 
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hobiere  sido  llevada  á  cabo  después  de  estar  en  vig^r  el  Códi- 
go cWíl  italiano;  y  lo  mismo  podríamos  decir  de  otros  casos 
análogos. 

326.  En  cnanto  á  la  separación  de  la  dote  qne  en  ciertos 
casos  pnede  ser  pedida,  entendemos  qne  el  derecho  á  reclamar 
dicha  separación  debe  ser  regido  por  la  ley  del  tiempo  del  ma- 
trimonio, lo  mismo  qne  la  restitución  de  la  dote  y  el  destino 
que  debe  darse  á  los  fondos  dótales  á  la  disolución  de  la  socie- 
dad conyugal. 

Sin  embargo,  la  demanda  de  üeparación  de  la  dote  pue- 
de fundarse  en  la  disposición  de  la  ley  nueva  que  hubiese  es- 
tablecido cualquiera  causa  nueva  como  fundamento  de  dicha 
acción,  por  la  razón  de  que  cuando  una  ley  provee  á  regular 
la  condición  de  las  cosas  en  consideración  á  la  condición  mis- 
ma, debe  ser  aplicada  desde  luego  si  los  hechos  que  le  dan  ori- 
gen tuvieren  lugar  después  de  haber  empezado  á  regir  dicha 
ley.  Esta  deberá  aplicarse  también  para  regular  los  efectos  de 
la  separación  de  la  dote,  aunque  el  matrimonio  hubiese  sido 
celebrado  bajo  el  imperio  de  una  legislación  distinta. 

327.  Para  todo  lo  relativo  á  la  enajenabilidad  ó  inalienabili- 
dad  de  los  bienes  dótales,  es  menester  observar  que  estas  cues- 
tiones  no  pueden  verdaderamente  considerarse  como  una  cues- 
tión de  personalidad,  ni  sujetarlas  por  lo  tanto  en  dicho  con- 
cepto á  la  ley  nueva,  según  hemos  dicho  respecto  de  la  capaci- 
dad para  enajenar  los  bienes  inmuebles  no  dótales  con  ó  sin 
autorización  del  marido.  La  capacidad  de  la  mujer  para  ejecu- 
tar ciertos  actos  relativos  á  los  bienes  inmuebles,  está  regida, 
«í,  por  los  principios  antes  expuestos  acerca  de  la  capacidad  y 
relaciones  personales  de  los  cónyuges,  pero  la  validez  de  los 
actos  relacionados  con  dichos  bienes  cuando  se  funda  en  las 
relaciones  patrimoniales  establecidas  en  el  contrato  de  matri- 
monio, debe  ser  resuelta  según  la  ley  del  tiempo  de  su  cele- 
bración. 

La  razón  de  ello  consiste  en  que  el  régimen  de  bienes  estar 
biecído  en  el  contrato  y  en  la  legislación  vigente  á  la  celebra- 
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cúSq  del  matrimonio,  debe  ser  siempre  reconocido  7  respetado^' 
7  no  pnede  ser  modificado  por  el  hecho  de  haber  sido  pablica- 
da  después  una  legislación  distinta.  Debe,  en  efecto,  conside- 
rarse dicho  régimen  como  un  elemento  integrante  de  la  sociedad 
conyugal,  porque  cualquiera  que  éste  sea,  tiene  siempre  que 
considerársele  como  ordenado  por  el  legislador  para  conservar 
dicha  sociedad  7  para  asegurar  á  aquellos  que  se  unen  en  ma- 
trimonio 7  á  la  familia  creada  por  ellos  todas  las  ventajas,  to- 
das las  garantías  7  la  protección  tutelar  que  se  han  repatada 
necesarias  para  mantener  á  la  sociedad  misma  7  á  las  personas 
que  la  forman  en  la  situación  patrimonial  establecida  como 
uno  de  los  elementos  de  la  sociedad. 

El  cambiar,  pues,  el  régimen  patrimonial  en  armonía  con 
ia  nueva  legislación,  promulgada  después  de  constituida  la  so- 
ciedad con7ugal,  conduciría  á  modificar  el  pasado  en  vez  de 
proveer  para  lo  porvenir,  dando  así  á  la  107  citada  autoridad 
retroactiva.  Es  evidente,  pues,  que  cuando  la  107  del  tiempo 
del  matrimonio  conceda  á  la  mujer  el  derecho  de  enajenar  y  de 
hipotecar  los  bienes  dótales,  7  sobre  dicha  base  hubiese  sido 
constituida  la  dote,  ó  cuando  en  el  régimen  de  la  comunidad 
tuviese  el  marido  el  derecho  de  disponer  en  ciertos  casos  de 
los  bienes  comunes,  7  sobre  esa  base  se  hubiese  establecida 
enk'e  los  cón7uges  el  régimen  de  la  comunión,  estas  relaciones 
patrimoniales  no  podrán  ser  modificadas  por  la  promulgación 
de  ninguna  107  nueva,  á  menos  de  conceder  á  ésta  autoridad 
sobre  lo  pasado. 

Conviene  distinguir,  por  lo  tanto,  cuidadosamente  en  esta 
materia  las  cuestiones  pertenecientes  al  régimen  patrimonial 
de  las  que  hacen  relación  al  patrimonio.  Las  primeras  deben 
ser  regidas  por  la  legislación  que  fijó  7  estableció  el  régimen 
citado,  la  cual  debe  ser  considerada  por  esta  razón  como  la  le- 
gislación patrimonial;  7  las  segundas  pueden  depender  del 
modo  de  considerar  la  le7  la  sumisión  de  la  mujer  al  marido 
7  las  relaciones  personales  de  los  cón7uge8,  cu7a8  cuestiones, 
como  todas  las  referentes  á  la  capacidad,  deben  ser  resueltas 


PB  LA  IBRETBOAOTITIDAD  DE    LAS   LETE8  189 

por  las  reglas  qae  en  el  lugar  correspondiente  hemos  ex- 
puesto (1). 

328.     Pasemos  á  ocnpamos  ahora  del  contrato  de  compra- 
venta. 

A.  la  compraventa  deben  ser  aplicados  los  principios  gene* 
rales  relativos  á  todos  los  contratos,  y,  por  lo  tanto,  debe  re- 
gularse por  la  legislación  vigente  al  tiempo  en  qae  faé  termi- 
nado dicho  contrato,  todo  lo  relativo  al  contenido  del  mismo, 
á  la  naturaleza  j  extensión  de  los  derechos  y  obligaciones  per- 
tenecientes al  vendedor  y  al  comprador,  y  á  la  naturaleza  é 
índole  jurídica  del  mismo  contrato. 

Bn  su  consecnencia,  debe  decidirse  con  arreglo  á  dicha  le  • 
gislación  si  el  contrato  de  venta  hecha  en  una  forma  determi- 
nada puede  ó  no  considerarse  realizada  in  fraudem  Ugis^  si 
debe  <5  no  ser  declarado  nulo  por  este  motivo,  y  por  último, 
cuáles  puedan  ser  las  consecuencias  jurídicas  de  la  simulación 
fii  la  hubiere  en  la  celebración  de  dicho  contrato.  La  ley  nue- 
va qne  hubiere  declarado  nula  por  el  vicio  de  simulación  la 
venta  hecha  en  dicha  forma,  ó  que  hubiere  cnaliñcado  como 
contrato  pignoraticio  la  venta  celebrada  con  determinados 
pactos,  no  podrá  ser  aplicable  á  las  ventas  realizadas  con  an- 
rioridad  sí  la  legislación  entonces  vigente  disponía  otra  cosa 
distinta. 

Aun  en  el  caso  de  que  la  venta  hnbiese  sido  hecha  bajo 
condición  suspensiva  ó  resolutoria,  debería  aplicarse  la  ley  del 
tiempo  en  que  el  contrato  faó  perfeccionado  mejor  que  la  que 
estuviere  en  vigor  cuando  faere  cumplida  la  condición,  pues 
la  condición  cumplida  retrotrae  sus  efectos  al  momento  en  que 
se  consintió  la  venta,  confirmando  la  adquisición  ex  tune  si  di- 
cha condición  es  suspensiva,  y  resolviendo,  por  el  contrario,  la 
venta  ya  perfeccionada  desde  el  momento  en  que  se  celebró  el 
contrato  si  fuese  resolutoria. 


<1)     Oonf.  Casación  de  Turin.  Sent.  11  de  Mayo  de  1882. — Predieri,   La 
Cafawmcj  año  1881,  1,  8T7. 
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329.    La  regla  indicada  debe  servir  también  para  cualquier 
pacto  agregado,  y,  por  lo  tanto,  habrá  de  hacerse  aplicacidn 
de  ella  y  estarse  en  su  virtud  á  la  ley  del  tiempo  del  contrato 
para  decidir  si  el  pacto  de  volver  á  comprar  la  cosa  vendida,  6 
sea  el  pacto  de  retro,  estipulado  en  el  contrato  de  venta,  puede 
6  no  ser  válidamente  convenido  y  cuál  sea  su  naturaleza;  así 
como  para  resolver  si  este  pacto  puede  ser  considerado  como 
una  condición  resolutoria  en  el  caso  de  que  el  derecho  de  re- 
traer sea  ejercitable  en  determinado  tiempo,  ó  sí  debe,  por  el 
contrario,  considerársele  como  una  fprma  de  contrato  pignora* 
ticio,  cuando  ese  derecho  sea  ejercitable  por  tiempo  indetermi- 
nado, como  sucedía  en  el  Derecho  romano  que  admitía  el  pac- 
to  de  relrovendendo  sin  término  fijo. 

Por  la  misma  legislación  del  tiempo  del  contrato  debe  tam- 
bién decidirse  cuanto,  concierne  á  las  condiciones  para  tí,  reco- 
nocimiento ó  decaimiento  de  dicho  derecho.  En  su  virtud,  sí 
según  la  ley  entonces  vigente  tenía  el  vendedor  con  pacto  de 
retro  el  derecho  de  exigir  una  prórroga  para  retraer,  como  se 
establece  en  el  art.  1666  del  Código  Albertino,  no  podría  con- 
siderársele privado  de  este  derecho  por  la  promulgación  del 
Código  civil  italiano,  cuyo  art.  1517  declara  perentorio  é  im- 
prorrogable el  término  para  el  ejercicio  del  rescate  ó  retro  goq- 
vencional,  toda  vez  que  las  disposiciones  del  citado  Código  do 
son  aplicables  á  las  ventas  terminadas  bajo  el  imperio  de  las 
leyes  anteriores. 

Esto  no  obstante,  también  tiene  aplicación  al  retro  con- 
vencional sujeto  á  las  leyes  anteriores  la  regla  de  que  la  lej  > 
nueva  puede  someter  á  nuevas  condiciones  el  ejercicio  de  los 
derechos  adquiridos  con  anterioridad  á  ella. 

Supongamos,  pues,  por  vía  de  ejemplo,  que  la  ley  nueva 
haya  sancionadcf  una  disposición  conforme  á  la  que  se  encuen- 
tra en  el  Código  civil  italiano  acerca  del  término  útil  para  ejer- 
citar el  derecho  de  retraer  en  el  retro  convencional,  cuyo  ar- 
tículo 1516  dispone  lo  siguiente:  «El  derecho  de  retro  no  pue- 
de estipularse  por  un  tiempo  mayor  de  cinco  años.  Cuaudo 
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faefie  estipulado  por  un  tiempo  mayor^  se  reduce  al  térmÍDo 
antea  dicho.  }> 

Esto  sentado,  nos  parece  fuera  de  toda  duda  que  tal  dispo- 
sición, por  la  cual  queda  reducido  á  cinco  años  el  término 
para  el  ejercicio  del  derecho  de  retro  aun  cuando  hubiere  sido 
pactado  por  más  tiempo,  debe  ser  aplicada  aun  á  los  pactos  de 
retro  con  Tenidos  en  un  contrató  de  venta  terminado  bajo  la  an- 
tigua legislación  que  disponía  lo  contrario.  Basta,  en  efecto^ 
para  convencerse  de  ello,  considerar  que  si  bien  ninguna  ley 
puede  modificar  la  naturaleza  de  los  pactos  celebrados  bajo  el 
imperio  de  las  leyes  anteriores  ni  desconocer,  en  su  consecuen- 
cia, el  derecho  de  retro  adquirido  con  arreglo  á  las  mismas 
bajo  las  condiciones  por  ellas  establecidas,  el  legislador  pue- 
de, sin  embargo,  sujetar  á  sus  preceptos,  por  razones  de  orden 
general  é  interés  social,  el  ejercicio  de  los  derechos  adquiridos; 
y  por  lo  tanto,  si  para  hacer  más  estable  el  dominio  y  la  pro- 
piedad ha  dispuesto  el  legislador  que  el  derecho  de  retraer  los 
bienes  vendidos  con  dicho  pacto  haya  de  ser  ejercitado  en  el 
término  de  cinco  años,  y  que  deba  ser  reducido  á  dicho  plazo 
todo  el  que  hubiere  sido  estipulado  por  un  tiempo  mayor,  no 
puede  negarse  que  tal  disposición  relativa  al  ejercicio  del  indi- 
cado derecho  debe  ser  aplicada  aun  respecto  de  los  derechos 
adquiridos  bajo  el  imperio  de  la  legislación  antigua.  Debe, 
pues,  resolverse  siempre  con  arreglo  á  la  legislación  del  tiem- 
po del  contrato  si  debe  ó  no  admitirse  el  derecho  de  retro,  y  si 
deben  ó  no  estimarse  cumplidas  las  condiciones  necesarias  para 
considerarle  como  un  derecho  adquirido;  pero  el  ejercicio  de 
dicho  derecho  tiene  que  ser  sometido  á  la  ley  vigente  en  el 
momento  en  que  se  hace  uso  de  él. 

Este  principio  debe  regir  también  para  todo  lo  relativo  á  la 
conservación  de  los  derechos  pertenecientes  al  vendedor,  y  nos 
referimos  á  lo  que  antes  hemos  dicho  acerca  de  la  transcrip- 
ción. 

330.    La  ejecución  ó  cumplimiento  de  la  venta  puede  ser 
regulada  por  las  disposiciones  de  la  ley  nueva  si  ésta  hubiere 
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tenido  pablicaciÓQ  antes  qne  el  contrato,  hecho  con  anteriorí» 
dad,  hubiese  sido  cumplido. 

Esta  regla  debe  ser  aplicada,  además^  á  cnanto  concierne 
al  modo  de  la  ejecución  ó  cumplimiento  del  contrato;  pero  lo» 
derechos  que  pueden  derivarse  de  la  ejecución  ó  inejecución, 
como  forman  parte  de  las  relaciones  contractuales,  deben  ser  re- 
gidos en  tal  concepto  por  la  ley  del  tiempo  del  contrato.  En  su 
consecuencia,  si  según  dicha  ley  el  incumplimiento  de  las 
obligaciones  contractuales  derivadas  de  la  venta  diera  lugar 
sólo  á  una  acción  personal  sin  derecho  para  pedir  la  resolución 
del  contrato  ó  la  restitución  de  la  cosa  vendida,  excepto  en  el 
caso  de  pacto  expreso  (como  sucedía  en  el  Derecho  romano), 
el  vendedor  que  hubiese  vendido  á  crédito  y  no  hubiese  sido 
satisfecho  del  precio,  no  podría  aprovecharse  de  las  disposicio- 
nes de  la  ley  nueva  que,  á  semejanza  del  Código  italiano,  hu- 
biese sancionado  el  principio  de  la  resolución  del  crédito  en 
caso  de  incumplimiento  por  alguna  de  las  partes  en  virtud  de 
la  condición  resolutoria  tácita  que  se  presume  en  todos  los 
contratos  sinalagmáticos  (art.  1165  de  dicho  Código).  Estable- 
ciéndose en  la  legislación  del  tiempo  del  contrato  que  no  pue- 
da ser  demandada  la  restitución  de  la'  cosa  vendida  en  caso 
de  incumplimiento  por  parte  del  otro  contratante  más  que  en 
virtud  del  pacto  expreso,  llamado  lea:  commisoria,  no  podrían 
cambiarse  estas  relaciones  contractuales  por  el  hecho  de  haber 
sido  publicada  una  ley  nueva,  á  menos  de  dar  á  ésta  una  in- 
justa retroactividad. 

La  ley  vigente  en  el  momento  de  la  ejecución  ó  cumpli- 
miento del  contrato,  puede  tener  influjo  cuando  se  trate  de  de- 
cidir acerca  de  la  forma  de  la  consignación  ó  de  la  necesidad 
de  la  tradición,  la  cual  puede  no  ser  indispensable  sí  la  nueva 
ley  hubiese  declarado  que  no  era  necesario  dicho  requisito. 

Del  mismo  modo,  si  la  nueva  ley  declarase  fuera  del  co- 
mercio las  cosas  vendidas  antes  de  que  hubiese  sido  consigna- 
da tal  disposición,  ésta  sería  un  obstáculo  insuperable  para  la 
ejecución  ó  cumplimiento  de  la  venta,  y  haría  ineficaz  el  con- 
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-trato,  excepto  en  la  obligacídn  de  restitoir  el  precio  recibido. 
Igaalmente,  si  la  ley  naeva  alterase  lo  dispuesto  acerca  de 
la  oferta  real  de  la  cosa  vendida  j  al  modo  de  efectaarla,  de- 
berán aplicarse  las  disposiciones  de  dicha  ley^  vigente  en  el 
momento  en  qae  la  oferta  y  el  depósito  tavieren  lagar,  para 
todas  las  consecaencias  qae  de  dichos  actos  pueden  derivarse, 
mucho  mejor  que  la  del  tiempo  en  que  fué  hecha  la  venta. 

331.  Para  las  cuestiones  de  derecho  transitorio  relativas  á 
la  resolución  del  contrato  de  venta,  conviene  recordar  los  prin- 
cipios  generales  expuestos  antes  sobre  resolución  de  los  con* 
tratos  en  general. 

Cuando  la  demanda  de  resolución  se  fundase  en  el  título 
de  la  lesión  enorme,  debe  ser  juzgada  con  arreglo  á  la  legisla- 
ción del  tiempo  del  contrato  y  no  por  la  que  estuviere  en  vigor 
ala  interposición  déla  demanda,  como  algunos  creen  (1).  La 
razón  de  ello  consiste  en  que  el  derecho  de  demandar  dicha 
resolución,  en  los  casos  en  que  sea  admisible  tal  demanda  so- 
gúQ  la  ley  del  tiempo  del  contrato,  forma  parte  de  los  dere- 
chos contractuales  y  es  un  derecho  perfecto  adquirido  en  el 
momento  mismo  en  que  se  perfecciona  el  contrato.  En  su  vir- 
tud, se  debe  resolver  por  dicha  ley  la  cuestión  de  si  la  rescisión 
por  lesión  es  ó  no  admisible  en  favor  sólo  del  vendedor  ó  en  su 
favor  y  en  el  del  comprador  (2),  y  cuáles  sean  los  extremos  en 
que  puede  fundarse  la  demanda,  así  como  si  ésta  está  ó  no  su- 


(1)  MbteRi  Principe»  9W  le*  quett.  trawi.^  pfcgs.  18,  85  y  88. 

(2)  Existe  diferenoi*  en  este  pnnto  entre  las  diversas  legislaciones.  Alga- 
naSf  oomo  el  Código  italiano  (art.  1629),  admiten  qae  la  acción  resoisoria  por 
lesión  compete  sólo  al  vendedor  de  on  inmueble  qae  habiere  recibido  por  él 
menos  de  la  mitad  del  justo  precio,  y  lo  núsmo  disponía  el  Código  Albertino 
{ftrticalos  1679,  1686  y  1712).  Otras,  por  el  contrario,  conceden  igoalmente  di- 
cha acción  al  comprador,  y  no  sólo  la  admiten  en  la  venta  de  bienes  inmue- 
bles, sino  también  en  la  de  bienes  muebles  y  en  cualquier  contrato  onero- 
Ro.  Asi  sucede  en  la  legislación  civil  austríaca  (§  964),  en  el  Código  de 
Parma  (articules  1490,  1491  y  lo2á),  y  en  el  Código  antes  citado  (artículos  157S» 
1577  y  1608). 

TOMO  76  <3 


ti 

I 


194  BBTISTA  DE  LSaiSLACCÓN 

jeta  á  reglas  diversas  respecto  de  los  menores,  y  caáles  sean 
los  derechos  de  la  parte  contraría;  y^  por  último,  cuándo  debe 
considerarse  extinguida  dicha  acción. 

En  aquellos  casos  en  qne  deba  admitirse  el  derecho  de  rei- 
vindicar la  cosa  vendida  demandando  la  resolación  del  contra» 
to,  no  podrán  aplicarse,  para  decidir  acerca  de  los  efectos  de  la 
resolución  en  cuanto  á  terceros  que  hubiesen  adquirido  algán 
derecho  sobre  bienes  inmuebles,  las  disposiciones  de  la  ley 
nueva  que  hubiere  subordinado  la  eficacia  de  la  demanda  res- 
pecto de  los  mismos  á  ciertas  condiciones,  como  sería,  por 
ejemplo,  el  requisito  de  la  transcripción  de  la  demanda.  La  ley 
nueva  podrá  solamente  hacer  obligatoria  dicha  formalidad 
para  el  ejercicio  del  derecho  después  de  haber  empezado  á  re- 
gir, pero  sin  perjudicar  los  derechos  adquiridos  aun  respecto 
de  terceros  segán  las  leyes  anteriores.  De  tal  modo,  que  si  la 
ley  anterior  disponía  que  los  efectos  de  la  resolución  de  la 
venta  en  cuanto  á  terceros  que  hubieren  adquirido  algún  de- 
recho sobre  los  bienes  inmuebles,  se  retrotrajesen  al  momento 
en  que  el  contrato  fué  terminado,  no  se  podría  limitar  dichos 
efectos  en  virtud  de  la  ley  nueva,  en  el  sentido  de  que  habíe- 
ran  sólo  de  tener  lugar  desde  el  momento  en  que  hubiese  sido 
transcrita  la  demanda  de  resolución. 

332.  Para  todo  lo  concerniente  á  la  evicción  nos  parece 
oportuno  hacer  constar  que  también  debe  decidirse  con  arre- 
glo á  la  ley  del  tiempo  del  contrato  acerca  de  los  efectos  de  la 
misma  y  de  la  admisibilidad  de  la  demanda,  y,  por  lo  tanto, 
debe  aplicarse  dicha  ley  para  resolver  las  cuestiones  relacio- 
nadas con  la  naturaleza  misma  del  pacto  de  no  sujetarse  á 
ninguna  garantía,  y  de  las  consecuencias  jurídicas  de  dicho 
pacto  en  cuanto  á  la  obligación  perteneciente  al  vendedor  de 
restituir  el  precio  y  de  pagar  ó  no  el  id  quod  interest, 

333.  Los  principios  expuestos  pueden  servir  también  para 
decidir  las  cuestiones  de  derecho  transitorio  acerca  de  la  ce- 
sión de  créditos,  y  no  es  necesario,  por  lo  tanto,  detenerse  mn^ 
cho  en  este  punto. 


! 
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Respecto  de  la  cesión,  debe  regir  tambiéa  el  principio  de 
qne  si  la  ley  nueya  habiese  impuesto  nuevas  formalidades 
para  la  eficacia  de  los  derechos  adquiridos  por  el  cesionario 
contra  el  deudor  del  cedente,  como,  por  ejemplo,  la  necesidad 
de  la  notifícacidn,  dicha  ley  debe  ser  aplicada  aun  á  las  cesio- 
nes anteriores  para  que  las  mismas  sean  eficaces  en  perjuicio 
de  terceros  á  partir  de  la  promulgación  de  la  misma.  Pero  para 
todo  lo  relativo  al  contenido  de  la  cesión,  á  la  responsabilidad 
del  cddente  y  á  las  obligaciones  del  mismo  respecto  del  cesio- 
nario en  el  caso  do  insolvencia  del  deudor,  debe  aplicarse  la 
ley  bajo  cuyo  imperio  hubiere  tenido  lugar  la  cesión  y  no  la 
que  estuviere  en  vigor  cuando  tiene  lugar  la  insolvencia.  De 
aquí  que  en  el  caso  de  cesión  llevada  á  cabo  bajo  la  legislación 
pontificia,  que  por  la  insolvencia  del  deudor  obligaba  al  ce- 
dente  que  hubiese  garantido  el  crédito  á  pagar  el  importe  ín* 
tegro  del  crédito  cedido,  deberá  considerarse  á  dicho  cedente 
obligado  i  tal  pago,  aunque  la  insolvencia  del  deudor  haya 
tenido  lugar  estando  ya  vigente  el  Código  civil  italiano,  que 
limita  en  dicho  caso  considerablemente  las  obligaciones  del 
cedente  en  su  art.  1545. 

334.  También  conviene  examinar  en  este  lugar  los  efectos 
de  la  venta  sobre  la  locación.  Algunas  cuestiones  pueden 
surgir  en  el  supuesto  de  que  la  ley  vigente  al  tiempo  del  con- 
trato de  locación  y  la  que  estuviere  en  yigor  al  realizarse  la 
venta  fueran  distintas  en  cnanto  á  la  obligación  del  comprador 
de  respetar  ó  no  respetar  la  locación,  y  del  derecho  correlativo 
del  locatario  de  rer  ó  no  respetado  su  contrato. 

Bespecto  de  esto,  parece,  pues,  indndable  que  todo  debe 
depender  do  la  legislación  del  tiempo  del  contrato  si  la  cues- 
tión debiera  ser  decidida  por  las  relaciones  entre  el  locatario  y 
locador,  y  de  la  ley  vigente  al  tiempo  de  la  venta,  si,  por  el 
contrario,  tuviere  que  decidirse  por  las  relaciones  entre  el  nue- 
vo adquirente  y  el  locatario  ó  locador. 

El  fundamento  de  esta  opinión  se  halla  en  que  el  adquiren- 
'  te  de  nn  inmueble  adquiere  con  él  todos  los  derechos  concedí- 
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dM  por  la  legisladda  Tígeate  al  tiempo  de  la  adqnisicióii,  y 
por  lo  tanto,  el  de  reepetar  6  poner  término  á  la  locación  dd 
fondo  adquirido.  En  ao  Tirtod,  ai  el  nnero  adqnlrente  tañese 
el  derecho  de  diaolTor  la  locación  con  arreglo  á  la  ley  bajo 
COJO  imperio  faé  perfeccionada  la  comprarenta,  podrá  sio  di- 
ficnltad  ejercitar  eee  derecho  conforme  á  dicha  ley,  cnalqaiera 
qne  fea  la  día poeicitfn  que  acerca  de  este  particular  contayiera 
la  legiilación  anterior^  porque  él  ejercitaría^  al  hacerlo  así,  nn 
derecho  propio,  deriyado  de  la  adquigición  realizada,  y  no  qd 
derecho  transmitido  á  él  por  el  Tendedor. 

Interesa,  por  otra  parte,  considerar  qne  las  relaciones  entre 
el  adqnirente  y  el  locatario  se  establecen  con  el  hecho  de  la 
compraventa  y  bajo  el  imperio  de  la  legislación  TÍgente  al 
tiempo  de  la  adquisición,  no  siendo  posible,  por  lo  tanto,  que 
dichas  relaciones  se  rijan  por  las  leyes  anteriores  que  estavie* 
ren  en  vigor  cuando  fué  celebrado  el  contrato  de  locación  en- 
tre el  locatario  y  el  locador,  á  cuyo  contrato  debe  estimarse 
extraño,  bajo  todos  sus  aspectos,  el  nuevo  adquirente. 

De  lo  dicho  se  deduce  que  si  la  venta  hubiere  quedado  ter^ 
minada  bajo  el  imperio  de  una  legislación  que  impusiera  al 
comprador  la  obligación  de  respetar  la  locación  anterior  de  la 
cosa  comprada,  como  sucede  en  el  Código  italiano  vigente 
(art.  1697),  y  en  el  contrato  de  compraventa  no  se  hubiese  es- 
tablecido nada  acerca  de  si  el  comprador  quería  ó  no  aprove- 
charse del  derecho  de  poner  térmyío  á  la  locación  concedida 
por  la  legislación  anterior,  á  pesar  de  haberse  hecho  constar 
que  el  fundo  estaba  arrendado,  no  podría  el  nuevo  adquirente 
obligar  al  locatario  á  desalojar  dicho  fundo,  porque  según  he- 
mos dicho  ya,  las  relaciones  entre  el  adquirente  y  el  locatario 
son  consecuencia  de  la  compraventa,  mediante  cuyo  contrato 
fueron  adquiridos  los  derechos  derivados  de  la  misma,  y  por 
lo  tanto,  deben  ser  regidas  por  la  ley  vigente  en  el  momento 
en  que  tuvo  lugar  el  acto  adquisitivo. 

Por  las  mismas  consideraciones  deben  ser  regidas  por  la 
ley  del  tiempo  del  contrato  de  locación  las  relaciones  entre  el 
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locatario  y  el  locador;  y  en  su  virtud,  en  el  caso  de  que  dicha 
ley  no  autorizara  la  extinción  de  la  locación  por  la  yenta  á  no 
mediar  pacto  expreso  y  bajo  tales  condiciones  hubiera  sido 
hecha  la  locación^  el  locatario  requerido  para  desalojar  el  fon* 
do  arrendado  tendrá  sie  mpre  derecho  á  obtener  del  vendedor 
el  resarcimiento  de  todo  daño  pactado  por  la  extinción  de  la 
locación^  si  el  nuevo  dueño  que  hubiese  adquirido  dicho  fundo 
después  de  estar  en  vigor  la  ley  nueva,  le  obligase  á  abando- 
nar la  finca  por  no  haber  reservado  el  locador  en  el  contrato 
de  venta  el  derecho  del  locatario  ni  haber  pactado  el  respeto 
déla  locación  constituida  con  anterioridad. 

335.  Los  principios  expuestos  hasta  aquí  y  las  aplicacio- 
nes hechas  nos  parecen  suficientes  para  resolver  también  las 
cuestiones  que  puedan  nacer  con  ocasión  de  otros  contratos 
especiales,  y  no  es  oportuno  ni  útil  extendernos  más  en  este 
punto.  Sin  embargo,  hemos  de  permitirnos  una  ligera  indica- 
ción sobre  el  contrato  de  constitución  de  renta. 

Para  todo  lo  que  concierne  á  la  naturaleza  é  índole  jurídi- 
ca de  este  contrato,  debe  regir  la  regla  general  antes  consig- 
nada; esto  es,  que  debe  aplicarse  la  ley  del  tiempo  del  contrato 
en  cuestión  para  resolver  si  éste  es  ó  no  un  verdadero  contrato 
de  renta  vitalicia,  ó  una  cesión,  una  donación,  ó  cualquiera 
otra  clase  de  contrato  aleatorio. 

La  cuestión  principal  de  derecho  transitorio  que  acerca  de 
dicho  contrato  ha  surgido,  se  refiere  á  la  resolución  del  mismo 
y  al  rescate  de  la  renta. 

Kn  cuanto  á  la  resolución  de  dicho  contrato,  debe  seguir- 
se también  el  principio  general,  y,  por  lo  tanto,  tiene  que  caer 
igualmente  bajo  el  imperio  de  la  legislación  del  tiempo  del 
contrato.  En  su  consecuencia,  si  se  hubiese  estipulado,  por 
ejemplo,  con  arreglo  al  Código  civil  austríaco,  un  contrato  de 
renta  vitalicia  con  cláusula  resolutoria  en  el  caso  de  falta  de 
pago  de  las  pensiones  vencidas,  aquel  en  cuyo  favor  hubiere 
sido  constituida  la  renta  vitalicia  tendría  el  derecho  de  recla- 
mar la  resolución  del  contrato  y  de  recobrar  ó  ser  reembolsa- 
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do  del  capital  que  entregó  con  dicho  objeto,  ó  de  volver  i  en- 
trar en  posesión  de  la  finca  vendida  en  dicha  forma,  con  arre- 
glo al  Código  austriaco,  annqne  la  falta  de  pago  hubiere  teni- 
do lagar  estando  ya  vigente  en  Italia  el  Código  civil  actaa]. 
No  podría  invocarse  en  contra  de  esto  la  aplicación  de  la  ley 
vigente  en  el  momento  en  que  se  realiza  la  falta  del  pago  para 
deducir  qne  de  este  hecho  pueden  derivarse  las  consecuencias 
establecidas  por  dicha  ley  para  cuando  no  fuesen  satisfechas 
las  pensiones  vencidas^  puesto  que  en  virtud  del  principio 
general  de  que  la  sustancia  de  un  contrato  debe  ser  regida 
por  la  legislación  del  tiempo  en  que  el  mismo  hubiere  sido 
celebrado,  hay  que  reconocer  que  no  sólo  la  validez,  sino 
también  las  causas  de  resolución  del  mismo  deben  ser  deter- 
minadas y  reguladas  por  la  ley,  bajo  cuyo  imperio  fué  termi. 
nado  (1). 

Por  la  misma  razón,  en  los  contratos  de  renta  constituidos 
con  arreglo  á  las  abolidas  leyes  napolitanas,  no  será  necesaria 
la  interpelación  ó  requerimiento  para  darse  lugar  al  rescate 
del  capital  ó  de  los  bienes  en  caso  de  no  ser  satisfechas  dos 
anualidades  de  la  pensión,  pues  dicho  requisito  no  era  exigido 
por  las  referidas  leyes. 

336.  Además  debe  aplicarse  también  al  contrato  de  renta 
otra  regla  que  hemos  expuesto  ya,  según  la  que  la  resolución 
del  contrato  en  virtud  de  una  causa  nueva,  no  estimada  ó 
apreciada  por  la  legislación  anterior,  debe,  sin  embargo,  ad- 
mitirse si  se  hubiere  pefeccionado  bajo  el  imperio  de  la  ley 
nueva  el  hecho  al  qne  atribuye  dicha  ley  el  ejercicio  del  dere- 
cho de  rescate.  En  su  consecuencia,  la  disposición  contenida 
en  el  art.  1785  del  vigente  Código  civil  italiano,  según  la  qne 
puede  ser  obligado  al  rescate  el  deudor  de  una  renta  anual  si 
no  pagare  dos  anualidades  consecutivas,  será  aplicable  aun  á 


(1)     Confr.  Casaoión  de  Venecia.  Sentencia  11  da  Septiembre  de  1879  (Bas- 
sara).— Bbttxki,  XXXI,  1,  %  921. 
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las  prestaciones  censales  constituidas  en  contratos  celebrados 
con  anterioridad  á  la  promulgación  de  dicho  Código  y  bajo  el 
imperio  de  leyes  que  dispusieran  lo  contrario. 

Por  la  misma  razón  serán  igualmente  aplicables  aun  á  los 
contratos  de  renta  anteriores,  tanto  el  art.  1786  que  concede  el 
derecho  al  rescate  en  caso  de  quiebra  ó  insolvencia  del  deudor, 
como  el  2090  que  hace  derivar  también  este  derecho  del  hecho 
de  la  apertura  del  juicio  de  graduación. 

En  todos  estos  casos,  y  en  los  demás  semejantes  á  ellos, 
•debe  regir  la  regla  general  de  que  cuando  el  acto  adquisitivo 
para  la  obtención  de  un  derecho  nuevo  ó  para  el  ejercicio  de 
uno  que  hubiere-  sido  adquirido  ya,  consista  en  un  hecho  ó 
acontecimiento  no  tenido  en  cuenta  por  la  legislación  anterior, 
debe  aplicarse  la  ley  bajo  cuyo  imperio  se  hubiere  realizado 
ese  hecho,  excepto  en  el  caso  de  que  la  persona  en  cuya  con- 
tra se  invoca  la  ley  nueva,  haya  adquirido  con  anterioridad  un 
derecho  perfecto  para  ejecutar  dicho  hecho,  sin  incurrir  por 
ello  en  las  consecuencias  de  la  nueva  disposición  legal. 

337.  Los  principios  de  derecho  transitorio  que  hemos  indi- 
cado con  relación  á  los  contratos  deben  aplicarse  también  á  los 
cnasL-contratos  y  á  todas  las  relaciones  contractuales  que  de 
cualquier  modo  nazcan  de  los  preceptos  de  la  ley.  En  su  vir- 
tud, todo  acto  voluntario  del  hombre  que  haga  nacer  una  obli- 
gación jurídica  por  ministerio  de  la  ley  debe  ser  regido  por 
aquélla  bajo  cuyo  imperio  fué  ejecutado  el  hecho,  y  deben  ser 
respetados  al  promulgarse  una  ley  nueva  los  derechos  adqui- 
ridos mediante  él  por  las  partes  ó  por  terceras  personas. 

Esta  regla  debe  aplicarse  á  todas  las  relaciones  contrac- 
tuales que  no  nazcan  por  virtud  de  un  verdadero  contrato  cele- 
brado, sino  quo  se  deriven  de  los  actos  de  las  partes,  cual- 
quiera que  sea  la  forma  que  ellos  puedan  revestir.  Tratándose 
de  cuasi-contratos,  no  puede  menos  de  darse  esta  amplitud  á 
la  regla,  porque  á  dicha  clase  pertenecen  no  sólo  los  actos  lla- 
mados expresamente  con  dicha  denominación  por  el  legisla- 
4or,  sino  también  todas  las  obligaciones  que  no  nacen  de  un 
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Terdadero  contrato,  y  que,  ain  embargo,  producen  relaciones- 
contractnales. 

Sin  descender  á  mayores  particularidades,  debemos  decir 
que  para  todo  lo  relativo  á  la  naturaleza,  á  la  extensión  y  á 
los  efectos  de  todas  las  obligaciones  que  nacen  de  la  ley,  rige 
la  misma  regla  que  expusimos  al  tratar  de  los  principios  de- 
derecho  transitorio  relativos  á  las  obligaciones,  así  como  tam- 
bién para  los  efectos  de  las  mismas  que  pueden  derivarse  res- 
pecto de  terceros. 

En  su  consecuencia,  para  decidir,  por  ejemplo,  si  el  dami- 
ñus  neffoíiorum  puede  ó  no  ser  de  la  acción  que  habría  debido- 
ser  directa  contra  el  negotiorum  gestor ,  para  decidir  si  los  ac- 
tos ejecutados  por  el  heredero  presunto  son  ó  no  idóneos  para 
hacer  nacer  una  acción  ejercitable  contra  el  verdadero  here- 
dero, etc.,  etc.,  debe  aplicarse  la  ley  bajo  cuyo  imperio  se  hu- 
biesen realizado  dichos  actos,  y  bajo  la  cual  hubieren  nacido, 
á  consecuencia  de  los  mismos,  las  relaciones  contractuales. 

338.  Una  de  las  cuestiones  más  graves  que  pueden  susci- 
tarse en  esta  materia  es  la  siguiente:  En  el  supuesto  de  que 
por  la  legislación  vigente  en  el  momento  en  que  se  ejecutan 
determinados  actos,  se  admitiere  un  derecho  cuya  naturaleza 
sea  la  de  un  verdadero  privilegio  ó  un  derecho  excepcional, 
y  fuese  después  derogada  dicha  legislación,  ¿deberá  ó  no  ser 
respetado  dicho  derecho  privilegiado  si  la  ley  nueva  hubiese 
abrrogado  todo  privilegio  ó  el  especial  de  que  se  trate? 

Todo  en  esta  cuestión  depende  de  decidir  cuál  sea  la  natura- 
leza de  la  relación  existente  entre  la  ley,  que  en  contempla- 
ción del  indicado  acto  concede  un  derecho  excepcional,  y 
aquel  que  le  ejecuta  ó  lleva  á  cabo  para  gozar  dicho  privile- 
gio; esto  es,  si  dicha  relación  tiene  ó  no  la  naturaleza  propia 
de  un  verdadero  cuasi-contrato. 

Esta  cuestión  nació  en  Italia  con  ocasión  de  las  nuevas  le- 
yes que  abolieron  todos  los  privilegios  y  todas  las  exenciones 
en  cuanto  al  pago  de  ciertos  impuestos,  como,  por  ejemplo,  la 
ley  de  14  de  Julio  de  1864  (a6m.  1831),  en  cuyos  artículos  10 
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y  11  abolió  loa  privilegios  y  exencioDes  relativos  al  impuesta 
territorial. 

Eq  la  aplicación  de  dichas  leyes  surgieron  dos  cuestiones: 
la  primera  consistente  en  si  debían  ser  comprendidas  en  sn 
precepto  las  exenciones  temporales  que  habían  sido  concedi- 
das por  leyes  especiales  á  aqaellos  qne  en  determinados  tiem- 
pos y  lugares  habían  construido  nuevas  edificaciones;  y  la  se* 
ganda  referente  á  si  debían  ó  no  considerarse  comprendidas 
en  tal  precepto  las  exenciones  concedidas  á  los  que  fueren  pa  - 
dres  de  doce  hijos,  cuyas  exenciones  fueron  mantenidas  por  la 
ley  de  21  de  Agosto  de  1862. 

La  Corte  de  Apelación  de  Ñápeles,  en  su  sentenciado  1.^ 
de  Mayo  de  1868  (1),  decidió  que  todas  las  excepciones,  cual- 
quiera que  fuese  su  clase,  debían  considerarse  comprendidas 
en  la  abolición  sancionada  en  los  citados  artículos  de  la  ley 
de  1864;  pero  otros  tribunales,  por  el  contrario,  fundándose  en 
qae  dichas  exenciones  contenían  un  elemento  contractual,  es- 
timaron que  no  podía  suponerse  que  estuvieran  comprendidas 
en  la  abrogación  general  (2). 

En  principio  puede  establecerse  como  regla  general,  que 
en  materia  de  abrogación,  á  falta  de  precepto  expreso  de  la  ley, 
se  puede  estimar  abrogadas  solamente  aquellas  disposiciones 
que  fueren  absolutamente  incompatibles  con  la  ley  nueva.. 
Debe  también  admitirse  para  los  privilegios  que  tuvieren  una 
índole  contractual,  el  principio  de  que  el  legislador  puede  dar 
efecto  retroactivo  á  la  ley  nueva  que  suprima  para  en  adelan- 
te todo  privilegio,  y  si  tisí  lo  hubiese  dispuesto  no  habría  dis- 
cusión posible  sobre  ello.  Pero  cuando,  por  el  contrario,  falte- 
disposición  expresa  acerca  del  particular,  no  se  puede  aceptar 
que  la  abolición  general  comprensiva  de  los  privilegios  y  exen- 


(1)  AiutUt  de  Jurisprudencia^  1808»  2,  p.  46. 

(2)  Corte  de  Casación  de  FlorenoíA.  Sent.  28  de  Dioiembre  de  1866.  AmiaU 
Aui.,  1,  p.  805. — Casación  de  Tarín.  Sent.  de  7  de  Hayo  de  1669.  Annnli^ 
p.  tai. — Casación  de  Hesina.  Sent.  de  19  de  Jnlio  de  1867»  Ánnali,  p.  2. 
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ciones  baste  á  hacer  ineficaces  aun  los  privilegios  y  las  exea- 
<^ione8  qoe  bajo  el  imperio  de  la  legislación  anterior  Uevaseo 
consigo  anejos  los  cuasi-contratos,  y  debe,  por  el  contrario, 
aplicarse  á  ellos  la  regla  general  de  que  la  ley  nueva  debe  ret- 
petar  los  derechos  adquiridos  con  anterioridad  á  su  promulga- 
ción. 

En  su  consecuencia,  si  en  una  ley  especial  concediera  el 
legislador  por  un  tiempo  determinado  el  goce  de  un  privilegio 
ó  de  una  exención  á  los  que  erigiesen  algún  establecimiento  ó 
ejerciesen  cierta  industria,  no  se  podría  desconocer  que  entre 
aquellos  que  llevasen  á  cabo,  á  partir  de  ella,  la  erección  del 
indicado  establecimiento,  ó  emprendiesen  el  ejercicio  de  dicha 
industria,  y  el  Gobierno  se  crearía  un  verdadero  cnasi -contra* 
to,  el  cual  debe  ser  respetado  del  mismo  modo  que  deben  ser- 
lo todos  los  derechos  adquiridos  mediante  él  antes  de  la  pro- 
mulgación de  la  ley  nueva  que  derogae  tal  privilegio  ó  exen- 
ción. La  exención  concedida  á  los  procreadores  de  doce  hijos 
se  puede  considerar  también  basada  en  el  cuasi-contrato,  como 
lo  ha  declarado  la  misma  Corte  de  Casación  de  Turín. 

No  descendemos  á  más  minuciosos  particulares,  porque  nos 
parece  que  las  reglas  que  quedan  expuestas  hasta  aquí  poe- 
den  servir  para  resolver  igualmente  las  demás  dudas  y  caes- 
tienes  que  pueden  suscitarse  respecto  de  las  relaciones  jurídí- 
<)as  que  tienen  su  origen  en  los  cuasi-contratos. 

En  cuanto  á  las  obligaciones  que  pueden  derivarse  de  los 
delitos  y  de  los  cuasi-delitos,  es  necesario  tener  presente  que 
los  principios  de  derecho  transitorio  relativos  á  la  aplicación  de 
la  nueva  ley  penal  y  que  conciernen  á  la  pena,  no  pueden  8e^ 
vir  para  regular  las  consecuencias  civiles  de  los  delitos  y  las 
obligaciones  que  de  ellos  se  derivan. 

Es  cierto  que  la  obligación  del  resarcimiento  del  daño  en- 
cuentra su  fundamento,  en  el  caso  en  cuestión,  en  la  misma 
ley  penal  que  declara  ilícito  el  acto  causante  del  daño;  pero 
hay  que  observar  á  esto,  que  cuando  la  ejecución  del  acto  ilíci- 
to se  haya  consumado  dolosamente  bsgo  el  imperio  de  la  ley 
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qae  lo  prohiba,  y  ésta  conceda  al  perjudicado  la  acción  corres- 
pondiente para  el  resarcimiento  del  daño  cansado  por  dicho 
acto,  debe  considerarse  como  un  derecho  perfecto  el  adquirido 
por  éste,  y  como  tal  debe  ser  respetado  al  igual  que  cualquiera 
de  los  derechos  patrimoniales.  En  su  virtud,  si  la  ley  nueva 
saprímiese  del  número  de  los  crímenes  dicha  acción  penal^ 
^flto  influiría  sólo  para  detener  el  ejercicio  de  la  acción  penal, 
pero  no  destruiría  las  consecuencias  civiles  y  los  derechos  ad- 
quiridos por  el  perjudicado  bajo  el  imperio  de  la  legislación 
anterior. 

Esta  regla  debe  aplicarse  á  todo  lo  concerniente  á  la  natu- 
raleza y  extensión  del  derecho  principal^  y  por  lo  tanto,  para 
decidir  tambión  si  debe  ó  no  admitirse  la  solidaridad  entre  los 
autores  del  acto  doloso. 

339.  Necesario  es  poner  ya  tórmino  á  la  exposición  de  los 
principios  generales  de  derecho  transitorio  y  á  las  principales 
aplicaciones  de  ellos  en  materia  civil,  y  por  vía  de  resumen 
podemos  decir  que  la  máxima  consagrada  en  la  ley  7.^  Cod. 
d$  hffibus  al^es  $t  costiMianes  futubis  certum  est  daré  for^ 
mam  NEooms,  non  ad  /acta  praterita  revoeari»,  y  sanciona- 
da por  los  legisladores,  es  aplicable  en  verdad  á  todas  las  leyes 
en  general,  y  por  lo  tanto,  también  al  derecho  judicial,  al  de- 
recho penal  y  á  las  demás  partes  de  la  legislación. 

Nos  hemos  limitado  por  ahora  á  examinar  la  aplicación  de 
los  principios  de  derecho  transitorio  á  las  relaciones  reguladas 
por  la  legislación  civil  por  su  mayor  importancia  é  interés,  sin 
perjuicio  de  ocuparnos  en  otros  tratados  de  las  demás  ramas 
del  derecho.  Las  reglas  que  hemos  expuesto  para  determinar 
los  límites  de  la  autoridad  de  la  ley  antigua  y  de  la  nueva 
qoizás  no  consigan  resolver  todas  las  dudas  que  pueden  nacer 
naturalmente  cada  vez  que  se  modifique  la  legislación  de  un 
Estado,  pero  pueden  contribuir  útilmente  á  facilitar  su  solu- 
ción. 

Pasquale  Fiobb. 


BREVES  REFLEIIOIS  SOBRE  11  IMPORTANCIA  EN  EL  DERECHO  PENIL 

de  la  eseoela  aroiiÍDiea. 


Hoy  que  tanto  se  debate  en  el  Derecho  penal  la  íoflaeQcia 
qne  en  el  delito  pueda  tener  la  libertad  consciente  del  hombre, 
de  modo  tal  que  viene  á  quedar  reducida  ¿  la  nada,  dados  los 
agentes  antropológicos,  físicos  j  sociales  de  la  escuela  italia- 
na; hoy  que  los  estudios  positivistas  tienden  á  suplantar  á  los 
metafísicoB  y  psicológicos  en  tan  importante  cuestión  socia)^ 
ha  llegado  el  momento  de  que  todos  los  pensadores  arroje» 
con  sus  ideas  en  la  balanza  que  ha  de  pesar  teorías  tan  opoes- 
tas,  BUS  juicios  y  sus  creencias,*  porque  así  se  hace  preciso,  bí 
el  conocimiento  ha  de  ir  acompañado  del  sentimiento  de  k 
propia  conciencia. 

No  ya  los  escritores  de  alto  vuelo,  sino  hasta  los  más  ho- 
mildes,  porque  todos  influyen  en  mayor  ó  más  pequeño  círcn- 
lo  en  la  marcha  progresiva  de  la  sociedad.  Creencias  inspira- 
das en  el  estudio  y  en  el  conocimiento  que  presta  la  propia 
experiencia,  que  se  unan  á  nuestro  espíritu,  que  lo  llenen  y 
oon  ¿1  formen  parte  esencial:  de  esas  que  se  arraigan  en  nues- 
tro ser  y  en  nuestra  conciencia,  siendo  como  la  levadora,  qae 
modifica  la  sustancia  y  la  da,  desde  el  principio  hasta  el  fio, 
modo  y  manera  especial. 

En  la  oposición  del  alma  y  del  cuerpo-  se  halla  la  explica- 
ción de  todo  el  problema.  En  esa  unión  sustancial  tan  dará- 
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mente  explicada  por  psicólogos  y  metafísicos,  las  dadas  y  dis- 
tingos  que  han  dividido  y  dividen  á  las  escuelas. 

El  caerpo  con  todos  los  caracteres  de  la  materia  á  que  co- 
rresponde,  sos  aniones  y  afinidades,  sas  tendencias  y  descom- 
posiciones, es  cansa  y  origen  de  los  vicios,  de  las  faltas  y  de 
los  delitos. 

El  alma  con  su  constante  tendencia  al  bien,  á  lo  verdade* 
ro  y  á  lo  bello,  pertenece  á  un  mando  saprasensible,  extraño 
al  de  la  materia. 

Dispuso  el  Hacedor  unir  cosas  tan  opuestas  en  la  anidad 
sintética  hombre,  y  de  aqní,  que  el  qae  no  trate  de  hermanar 
los  estadios  psicológicos  y  los  fisiológicos,  no  pueda  explicar- 
se la  solución  del  problema. 

Pesan  sobre  el  caerpo,  á  más  de  sus  propios  instintos,  los 
agentes  del  mundo  físico  que  lo  rodean,  como  sobre  el  alma 
deben  inflair  los  agentes  sociales. 

El  cuerpo,  como  la  materia  y  todos  los  agentes  físicos  del 
Cosmos,  obedece  á  la  fatalidad:  son  todos  ellos  impelidos  á 
obrar  por  tendencias  siempre  iguales  que  realizan  su  fin;  mas 
el  alma,  obrando  libremente,  escoge  entre  los  motivos  que  la 
impelen,  y  es,  como  consciente,  dueña  de  sus  acciones. 

Ahora  bien;  en  la  necesidad  de  marchar  unidos  cuerpo  y 
alma  en  esta  vida,  en  la  influencia  irresistible  que  ejercen  el 
uno  sobre  el  otro,  ambos  componentes  de  la  naturaleza  huma- 
na, cuantas  tendencias  y  excitaciones  parten  del  cuerpo,  vie- 
nen á  poner  en  aprieto  al  alma,  con  tanta  más  razón,  cuanto 
qae  ella  tiene  que  volver  sobre  aquél  y  valerse  de  él  en  esta 
vida  material.  El  alma  está  expuesta,  si  no  pesa  aquellos  estí- 
malos físicos  que  constante  y  permanentemente  la  asedian,  y 
no  se  opone  á  su  realización  en  cuanto  puede  perjudicarle,  á 
que  el  cuerpo  por  sí  instintivamente  los  satisfaga.  Y  en  esa 
oposición  que  hacer  debe  á  los  que  perjudican  al  individuo  ó  á 
la  sociedad  y  en  la  aquiescencia  que  debe  prestar  á  los  que  la 
favorecen,  está  su  mérito,  que  al  contraerlo  acredita  su  liber- 
tad de  acción. 
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No  es,  paes^  en  ios  estadios  puramente  fisiológicoB  en  don- 
de ha  de  hallarse  la  solncíón  de  los  prohlemas  más  funda* 
mentales  de  la  Fflosofla  y  de  los  qne  entraña  el  Derecho  pe- 
nal. Tampoco  pnede  hacerse  ese  estadio  atendiendo  sólo  y  ex* 
clasiramente  á  la  Psicología. 

Debe  estodiarse  tan  profundamente  el  alma  hnmana como  el 
cnerpo;  la  Psicología  como  la  FQosofia,  para  poder,  con  gran- 
des probabilidades  de  acierto^  resolrer  los  problemas  más  im- 
portantes del  Derecho,  como  los  de  todas  las  ciencias  socio- 
lógicas. 

Todo  ese  marayilloso  estadio  qne  nos  presentan  las  escue- 
las antropológicas  modernas  sobre  selección  y  atarámo,  eyo- 
lación  y  tantos  otros  extremos  del  transformismo,  tan  lamino- 
samente por  ellos  examinados,  cnanto  qne  parece  qne  han  lle- 
gado á  solucionar  la  coestión  qne  nos  ocnpa,  y  otros  machos 
no  meaos  importantes,  aplicables  son  al  caerpo,  á  sa  vida,  i 
Bü  instinto  y  á  todo  cnanto  á  él  pneda  referirse;  pero  en  nada 
alcanzan  á  los  más  grandes  problemas  del  alma  hamana,  qne 
sólo  á  la  Psicología  toca  resolver. 

Importantísimos  son  esos  agentes  físicos  y  sociales  de  que 
hablan  los  penalistas  de  la  escuela  de  Ferrí;  pero  son  mucho 
más  importantes  los  antropológicos  en  cnanto  estodian  el 
cuerpo  y  el  alma  de  cada  indÍTÍdao. 

Son  ea  ocasiones  de  tal  potencia  los  fisiológicos,  qne  ab- 
sorben la  capacidad  psicológica,  la  anulan,  ó  al  menos  la  inca- 
pacitan de  ponerse  en  contacto  con  el  mundo  material;  como 
la  incapacitan  igualmente  para  percibir  los  colores  la  falta  de 
vista,  ó  para  los  sonidos  la  falta  de  oído. 

No  toca  al  Derecho  penal  ayeriguar  ni  aun  discutir  lo  que 
será  del  alma  colocada  en  albergue  tan  mal  preparado;  sdlo 
le  corresponde,  porque  el  sujeto  que  persigue  es  el  hombre, 
como  unidad  compuesta  de  alma  y  cuerpo,  estudiar  la  síntesiB 
de  ambas  sustancias;  y  cuando  tropieza  con  un  caso  anormal, 
en  que  el  alma  está  oscurecida,  vitedo  sólo  en  el  hombre  al 
ser  material,  lo  declara  irresponsable  de  sus  actos,  poique 
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allí  en  donde  no  hay  libertad  de  acción,  no  puede  exigirse 
responsabilidad. 

Si  el  hombre  fuera  completamente  material,  siquiera  la 
obra  más  perfecta  de  la  Naturaleza,  esos  estudios  de  la  selec- 
ción habrían  resuelto  todo  el  problema;  mas  entonces  el  Dere- 
cho penal,  la  ciencia  toda  y  el  mismo  hombre,  como  ser  racio- 
naly  no  tendrían  razón  de  ser.  Sus  uniones,  sas  resoluciones, 
sos  actos,  serían  obra  de  la  Naturaleza,  y  obraríamos  todos 
fatalmente,  determinados  por  una  serie  de  concausas,  que  una 
yez  explicadas,  darían  siempre  y  en  idénticos  casos  los  mis- 
mos resultados. 

Es  más,  el  hombre,  no  como  cuerpo,  sino  como  alma,  es 
social;  y  en  el  alma,  pues,  en  sus  tendencias,  en  su  modo  de 
ser,  en  su  propia  esencia,  y  no  en  el  cui^rpo,  encontraremos  la 
base  del  derecho  de  castigar  que  tiene  la  sociedad,  y,  por  lo 
tanto,  la  del  Derecho  penal. 

Los  grandes  servicios  que  la  escaela  positivista  aplicada 
al  Derecho  penal  ha  de  prestar  á  la  sociedad  no  están  en  la 
doctrina  del  determinismo  ó  de  la  negación  de  la  libertad,  por 
ilustres  pensadores  rebatida,  sino  en  las  aplicaciones  que  del 
influjo  fisiológico  en  el  alma  hace,  á  los  efectos  de  la  exen- 
ción de  responsabilidad  ó  de  la  modificación  penal  del  delito 
perlas  circunstancias  modificativas  de  criminalidad. 

Después  de  las  más  opuestas  afirmaciones  en  el  orden  filo- 
sófico, como  en  el  histórico  y  social,  yienen  esas  grandes  sín- 
tesis que  se  traducen  por  períodos  de  las  más  grandes  civiliza- 
ciones, de  los  mayores  adelantos  y  del  mayor  progreso,  qoe 
como  siempre  y  á  semejanza  de  la  armonía  preestablecida  por 
Dios,  entre  la  materia  y  el  espíritu  del  hombre,  son  verídica  y 
exacta  explicación  de  alg&n  problema  ya  resuelto  por  la  hu- 
manidad. 

Armonizando,  pues,  la  doctrina  clásica  ó  del  psicologismo 
y  la  metafísica  con  la  positivista,  ó  de  la  fisiología  y  demás^ 
ciencias  fisicas  con  aplicación  al  hombre;  estudiando  con  igual 
interés  unas  ciencias  como  las  otras,  es  como  podrá  á  concien- 
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cia  abordarse  el  aaanto,  y  como  podrán  eaa  aolacíonee  aplicar- 
se con  provecto  al  derecho  pogitiro  penal  para  bien  de  la  ci- 
TJlizacióQ  y  delacnltara  det  bombre. 

Hace  ;a  años  que,  participando  de  la  Fisiología  y  de  la 
Psicología,  y  como  bija  de  ambas,  ae  presentó  una  nueva cieo- 
cia  que  adquiriiS  por  el  pronto  grandes  prosdlitos,  la  Frenólo- 
ffia,  que  venía  á  explicar  la  distinta  aptitad  de  los  hombres  en 
cuanto  á  su  capacidad  anímica  por  la  diversa  configuracíún 
del  cerebro,  sin  qae  por  ello  quebrantase  la  libertad  moral, 
como  no  ¡a  coarta,  aminora  ni  deatmje  la  distinta  conforma- 
cidn  de  los  sentidos  sa  diversa  ínteasidad  y  aun  la  desapari- 
ción 6  falta  de  algono  de  ellos.  Por  los  psicólogos  miróse  como 
eaemígos  A  los  frenólogos  qae  al  parecer  trataban  de  invadir 
su  ciencia.  Lo  mismo  ocurrió  á  loa  fisiólogos  por  dístíutoa  ann- 
que  no  opuestos  motivos.  La  Frenología,  ciencia  ea  mautillas 
como  ae  decía,  ó  en  sn  comieozo,  murió  por  la  audacia  de  Iob 
ciiarlataiies.  ¿Resacitará  para  explicar  al  menos  las  aptitadea 
físicas  6  de  naturaleza  cuyo  estudio  tanto  podrá  influir  en  la 
direccióu  de  nuestras  propias  facultades?  Hoy  eu  Alemaaia 
toma  el  estudio  psicológico  nna  tendencia  marcadamente  fisio- 
lógica;  pero  nuestro  deseo  sólo  se  realizará,  ai  espíritus  supe- 
riores, si  hombres  competeutes  como  tiene  nuestra  Patria  en  Ins 
estudios  filosóficos,  acercan  al  edificio  importante  de  la  ciencia 
del  Derecbo  penal  el  indestructible  material  de  su  vasta  ern- 
dicióQ  y  de  su  grande  inteligencia,  dando  bases  armónicas  i 
sus  distintos  componentes,  como  en  armonía  constante  y  sos- 
tancial  se  bailan  eo  el  hombre,  el  espíritu  y  la  materia. 

No  ba  sido  otro  el  objeto  de  estas  reñexiouca  que  el  sacar 
de  su  silencio  í  los  que  podríamos  llamar  en  su  día  creadores 
d'i  la  escuela  española  en  el  Derecho  penal,  que  armonizaras 
con  sus  estudios,  expuestos  con  la  profundidad,  destreza  y  cla> 
ridad  que  acostfimbran,  tan  opuestos  é  indispensables  priucí- 
pios  como  loa  que  deben  baaar  la  ciencia  del  Derecho  penal. 

BABTOLOHf:  M0RALf:S  DEL  VaLLE. 


REVISTA  JURÍDICA  HISPANO-AMERICANA 


Aoademia  peruana  correspondiente  de  la  Beal 
de  Jurisprudencia  de  Hádrld. 


Hace  algún  tiempo  pablicó  esta  Revista  Iob  acaerdos  adoptados 
por  la  Real  Acadepiia  de  Jurisprudencia,  autorizando  la  constitu- 
ción de  Academias  correspondientes  en  las  Repúblicas  hispano-ame- 
ricanas.  Para  llevar  á  cabo  dichos  acuerdos  se  ha  seguido  por  la 
Corporación  mencionada  una  constante  y  laboriosa  correspondencia, 
de  que  nada  hemos  dicho  por  la  falta  de  aliciente  que  pudieran 
ofrecer  aquellos  trabajos  preparatorios,  que  versaban  á  veces  sobre 
cuestiones  de  detalle,  y  porque  las  dificultades  que  ofrece  una  empre- 
sa de  esta  importancia  pudieron  muy  bien  hacer  que  no  hubiese  pa- 
sado del  carácter  de  proyecto. 

Sin  embargo,  acaban  de  recibirse  en  Madrid  las  noticias  más  lison- 
jeras acerca  de  la  solemne  inauguración  de  la  primera  de  aquellas  Aca- 
demias correspondientes,  que  es  la  de  Lima,  y  creemos  que  este  acon- 
tecimiento reviste  la  importancia  jurídica  necesaria  para  ser  objeto 
de  una  resefia  en  esta  antigua  y  renombrada  publicación. 

Los  primeros  jurisconsultos  que  manifestaron  su  deseo  de  realizar 
en  el  Perú  los  acuerdos  de  la  Real  Academia  de  Jurisprudencia,  fueron 
los  Sres.  Luna  y  Lama.  Es  D.  Juan  Luna  Doctor  en  Derecho,  ha  re- 
presentado á  BU  patria  en  las  Repúblicas  del  Plata,  desempeñó  un 
alto  cargo  en  la  Administración  de  justicia,  ha  trabajado  con  ver- 
dadero celo  en  cumplir  los  deberes  que  le  imponía  la  presidencia  de 
la  sección  de  lo  civil  en  la  Comisión  revisora  de  Códigos,  y  en  la  actua- 
lidad reorganiza,  por  encargo  del  Gobierno,  el  Registro  de  la  propiedad 
inmueble,  para  cuya  obra  es  conveniente  consignar,  porque  cede  en 
elogio  de  España  y  de  sus  relaciones  con  América,  que  solicitó  del 
TOMO  76  44  • 
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Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  las  leyes,  reglamentos,  estadísticas  y 
demás  publicaciones  de  carácter  oficial  que  hubiesen  aparecido  en 
nuestra  patria  y  pudieran  servirle  para  modelar  las  disposiciones  de 
carácter  análogo  que  ba  de  proponer  al  Grobiemo  peruano.  No  menos 
activo  y  laborioso  es  el  Dr.  Don  Miguel  Antonio  de  la  Lama,  Catedrá- 
tico de  Derecho  procesal  en  la  Universidad  Mayor  de  San  Marcos, 
Bibliotecario  del  Ilustre  Colegio  de  Abogados  de  Lima,  Presidente  de 
la  sección  de  la  Comisión  de  Códigos  relativa  á  la  reforma  de  Iss 
leyes  procesales,  ilustrado  Director  de  la  revista  El  Derecho,  en  qneoo 
sólo  se  han  publicado  interesantes  trabajos  de  autores  nacionales, 
sino  que  ha  dado  á  conocer  en  el  Perú  el  movimiento  jurídico  europeo, 
especialmente  de  España,  y  autor,  por  último,  de  gran  número  de  li- 
bros, cuya  enumeración  exigiría  por  sí  sola  un  artículo  bibliográfico, 
pues  ha  escrito  desde  obras  muy  extensas  como  su  Práctica  foreiue  y 
tan  vastas  como  el  Diccionario  de  Jurisprudencia  y  Legislación  que 
está  publicando,  hasta  el  Catón  cívico,  que  acaba  de  aparecer  y  qae  es 
un  extracto  muy  completo  y  útil  del  derecho  público  general  y  el  posi- 
tivo del  Perú,  para  uso  de  las  escuelas  de  instrucción  primaria. 

La  Academia  de  Madrid  atendió  desde  luego  la  indicación  de  tan 
respetables  jurisconsultos  y  los  designó  para  que  constituyesen  la 
subcomisión  encargada  de  convocar  á  la  organizadora,  en  unión  del 
Dr.  D.  Alberto  KImore,  Fiscal  del  Tribunal  de  Apelación  de  Lima  y 
que  acaba  de  confirmar  con  su  reciente  Derecho  comercial  la  reputa- 
ción de  publicista  que  alcanzó  con  obras  anteriores. 

Consideramos  también  conveniente  consignar  los  nombres  y  prin- 
cipales merecimientos  de  los  restantes  individuos  de  la  Comisión  or- 
ganizadora, no  sólo  porque  han  de  ser  conocidos  en  España  con  toda 
la  complacencia  con  que  aquí  se  acogen  los  de  aquellos  americanos 
que  demuestran  su  simpatía  á  nuestra  patria,  sino  también  poiqne 
esta  lista  denota  el  prestigio  de  la  nueva  Corporación  limeña,  y  porque 
nunca  es  ocioso  divulgar  en  este  país  noticias  referentes  á  los  Aboga- 
dos que  cultivan  en  la  América  española  un  derecho  que  es  evolución 
del  nuestro.  Confióse  aquel  delicado  y  honroso  cargo,  además  de  los 
tres  jurisconsultos  antes  citados,  á  los  Doctores  Arenas  (D.  Antonio), 
Presidente  del  Congreso  de  jurisconsultos  hispano -americanos  de 
1878;  Cisneros  (D.  Luciano  B.),  Decano  del  Ilustre  Colegio  de  Aboga- 
dos de  Lima;  García  Calderón  (D.  Francisco),  ex  Presidente  de  laKe- 
pública  y  autor  del  primer  Diccionario  de  Legislación  peruana;  Fer- 
nández (D.  Francisco  M.),  Vocal  de  la  Corte  Superior  de  la  capital; 
Loayza  (D.  José  J.),  Paredes  (D.  Gregorio)  y  Pasapera  (D.  Manuel 
Santos),  Vocales  de  la  Comisión  cevisora  de  Códigos;  Sánchez  (D.  José 
Ensebio),  Presidente  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  y  Villarán  (Don 
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Loia  Felipe),  ex  Ministro  de  Jiuticia  y  Catedrático  de  la  Facultad 
de  Derecho. 

Beanióee  esta  Comisión  en  el  mes  de  Julio  de  1889,  designando  á 
loe  Sres.  Cisneros,  Galindo  y  Paredes  para  que  redactaran  los  Estatu- 
tos, y  de  nuevo  en  el  mes  de  Noviembre  siguiente,  en  cuya  sesión  fué 
aprobado  el  proyecto  de  Beglamento  que  presentó  la  referida  ponen- 
cia y  se  eligió  la  junta  directiva  para  el  actual  curso  académico,  que 
quedó  constituida  en  la  siguiente  forma:  Presidente,  Sr.  Arenas;  Vice- 
presidente primero,  D.  José  Ensebio  Sánchez;  segundo,  Sr.  Loaysa; 
Secretario,  Sr.  Fernández;  Pro-secretario,  Sr.  Lama;  Bibliotecario,  se- 
fior  Jiménez. 

Finalizados  los  trabajos  preparatorios,  restaba  sólo  celebrar  la  se- 
sión inaugural,  y  ésta  se  ha  verificado  solemnemente,  con  asistencia 
del  Presidente  de  la  República,  los  Ministros  de  Justicia,  Grobema* 
ción  y  Hacienda,  el  Cuerpo  diplomático  extranjero  y  altas  representa- 
ciones de  la  Iglesia,  los  Tribunales  y  el  Foro  del  Perú. 

Pronunció  en  dicho  acto  un  notable  discurso  el  Presidente  Doctor 
Arenas,  demostrando  la  influencia  que  ejerce  el  derecho  en  la  socie- 
dad. Por  esta  razón  cree  que  la  nueva  Academia  destinada  á  cultivarlo 
con  más  amplitud  en  el  orden  especulativo  que  otras  instituciones  ya 
existentes,  ha  de  conseguir  que  los  proyectos  de  ley  sean  reposada- 
mente meditados  y  que  alcancen  los  poderes  públicos  Con  el  dictamen 
desinteresado  de  la  ciencia,  el  vigor  necesario  para  oponerse  á  las 
pretensiones  injustas.  No  duda,  por  último,  de  que  la  constante  difu- 
sión de  los  principios  del  Derecho  ha  de  dar  sólido  apoyo  al  orden 
moral  y  material  de  la  Nación  peruana,  y  permitir  que  en  ella  brillen 
todas  las  nobles  cualidades  que  ha  heredado  de  la  Madre  patria. 

Ocioso  es  indicar  la  satisfacción  que  en  España  debe  producir  el 
que- las  más  ilustres  representaciones  de  la  que  fué  una  de  sus  pre> 
ciadas  colonias,  den  público  testimonio  de  su  adhesión  á  una  Aca- 
demia espafiola  y  del  deseo  de  colaborar  en  una  empresa  que  ha  de 
ser  ímproba  y  fructífera,  si  consigue  difundir  el  Derecho  de  nuestra 
patria  en  el  Perú  y  el  de  esta  República  en  Espafia,  con  objeto  de  lo- 
grar mutuas  rectificaciones  y  adelantos  la  comunicación  recíproca  de 
las  principales  obras  jurídicas  y  el  progreso  del  Derecho  internacio- 
nal hispano-peruano. 

Indudablemente  son  los  vínculos  del  Derecho  de  los  más  indestruc- 
tibles que  enlazan  á  los  pueblos— así  lo  prueba  el  que  hace  poco  se 
citaban  aún  antiguas  leyes  españolas  en  los  Tribunales  del  Perú— y 
en  este  orden  acaso  no  logre  el  poderoso  Gobierno  de  los  Estados 
Unidos  en  la  conferencia  de  Wasingthon,  establecer  en  el  histórico 
país  de  los  Incas  un  lazo  de  unión  tan  importante  como  la  nueva 


214  BSYISTA  DS  LSaiSLACIÓN 

venta;  pero  no  contestó  absolatamente  nada  respecto  á  los  defectos  que  se 
notaban,  como  conseonenoia  de  éstas,  qne  tan  imperfecto  liaoen  el  Código.» 
De  manera  qne  el  Sr.  Süvela  me  dirigía  como  nna  reconvención  cortos  y 
cariñosa  por  no  haber  respondido  á  parte  de  su  elocnente  disonno;  y  yo 
no  pnedo  ver  en  este  procedimiento  de  S.  S.  aqnel  recurso  muy  nsado,  de 
decir  qne  los  argumentos  han  quedado  sin  contestación,  para  impedir  que 
subsistan  en  pie  las  rasones  expuestas  y  ganar  un  pleito.  Concibo  qa»  tal 
ves  haya  podido  estimar  mi  distinguido  amigo  que  hubo  de  parte  mía  algo 
de  desconsideración  dejando'  de  hacerme  cargo  de  parte  muy  principal  de  su 
discurso.  Si  es  lo  primero,  si  á  pesar  de  que  yo  creo  no  ser  ese  el  objeto  del 
Sr.  Süvela,  trató  de  aprovechar  una  ventaja  para  su  causa,  diciendo:  cKo 
se  me  ha  contestado,  luego  están  en  pie  mis  argumentos»,  habré  de  exponerle 
que  no  hay  en  ello  completa  exactitud,  porque  si  bien  yo  pude  hacerme  cargo 
de  ellos,  consideré  que  no  me  correspondía;  estaban  casi  todos  ellos  por  ade- 
lantado  combatidos  en  aquella  polémica  tan  digna  de  alabanza,  en  aquella 
lucha  verdaderamente  de  dos  grandes  atletas,  que  aquí  sostuvieron  en  un 
principio  los  eminentes  jurisconsultos  Sres.  Comas  y  Bomero  Girón.  El  tra- 
bi^o,  dig&moslo  asi,  de  estudio,  de  controversia  sobre  el  articulado,  en  todo 
lo  que  se  tri^'o  á  debate,  ya  quedó,  &  mi  entender,  concluido. 

Poco  nuevo,  aunque  todo  muy  apreoiable,  quedaba  que  afiadir  por  parte 
del  Sr.  Silvela;  y  si  yo  omití  esa  contestaoión,  no  era,  de  seguro,  por  taltar 
k  la  consideración  debida  á  tan  elocuente  orador  y  jurisconsulto,  no;  era  por- 
que n^  me  encontraba  en  la  necesidad  de  repetír  el  debate  que  ya  estaba 
efectuado.  Por  eso  dije  desde  el  planteamiento  del  orden  de  mi  discurso,  que 
no  trataba  de  examinar  la  cuestión  didácticamente;  que  no  iba  k  emplear  un 
sistema  ó  método  análogo;  que  sólo  tomaba  puntos  de  vista  generales,  y  en 
ellos  me  parecía  que  podía  evidenciar  mi  tesis,  que  estaba  reducida  á  que  no 
cabe,  no  es  procedente  otra  alguna  solución,  sino  la  que  la  Comisión  en  su 
dictamen  propone.  , 

Por  lo  demás,  acaso  haya  ocasión  en  la  cual  la  Comisión  pueda  recoger  al- 
gunas observaciones;  no  serán  ciertamente  muchas  que  de  nuevo  se  hayan 
planteado,  siéndolo,  si  acaso,  en  el  pormenor,  digámoslo  así,  en  el  estudio 
en  particular  del  articulado  de  este  Código,  que  yo  venia  sosteniendo  que  no 
se  debate,  pues  lo  único  que  se  discute,  en  mi  concepto,  es  si  se  han  cum- 
plido ó  no  por  el  Gobierno  y  por  la  Comisión  de  Códigos  las  disposioiones  de 
la  ley  de  bases  con  la  debida  fidelidad,  y  no  controvertir  concreta  y  partiea- 
larmente  oada  uno  de  los  artículos  del  Código.  Habrá,  repito,  quinas  ocasión 
de  que  se  conteste  bajo  ese  plan;  pero  no  era  ese  el  mío.  Mi  plan  le  anuneié 
desde  luego;  manifesté  que  me  proponía  sólo  tomar  puntos  de  vista  gensES- 
leSf  y  en  ese  terreno  oreo  haber  desempeíiado  mi  misión  de  la  m^ór  manera 
que  mi  torpeza  ha  permitido. 

Conste,  pues,  que  no  ha  habido  por  mi  parte  desatención  ni  falta  da  cortt- 
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«ia,  qae  ntinoa  podía  suponérseme  respecto  á  mi  distingaido  ami^o  y  compro- 
fesor eloenentisimo  el  Sr.  Sil  vela. 

Por  lo  que  hace  A  otra  afirmación  contenida  también  en  la  rectificación 
del  8r.  Süvela,  quisas  deba  lamentarme  con  quejas  afectuosas  de  la  injusti- 
cia que  conmigo  dicho  señor  cometió,  suponiendo  que  había  yo  enunciado  la 
idea,  que  esturo  ciertamente  muy  lejos  de  mi  Animo,  de  que  la  critica  rela- 
tiva al  Código  era  como  una  filoxera  que  le  dañaba,  Ko  ftxé  ese  mi  pensa- 
miento. ¿Cómo  había  yo  de  imaginar,  señores,  que  la  critica  de  una  obra 
ojentifica  ó  literaria  jamAs  la  perjudica?  ¿Cómo  podía  yo  desconocer  lo  que 
es  tan  obvio  y  todo  el  mundo  sabe,  que  las  obras  objeto  de  la  crítica  son  las 
que  merecen  ser  criticadas,  y  que  aquella  obra  balad!  é  insignificante  no  es 
por  nadie  objeto  de  censura  alguna? 

CTonste,  pues,  que  no  pude  yo  imag^ar,  que  no  dije  ni  pensé  nunca  decir 
que  fuera  critica  filozérica  la  que  hiso  S.  S.  del  Código;  mejor  dicho,  yo  no 
lo  llamé  asi,  sino  que  así  la  Uama  en  otro  diverso  sentido  un  Diputado  de  Gi- 
nebra, citado  por  el  autor  A  que  yo  me  refería. 

Lo  que  A  mi  juicio  podía  merecer  esa  calificación  de  procedlniiento  ftloxé- 
rico,  no  es  la  critioa,  sino  el  referendum  ó  la  apelación  al  pueblo  contra  lo  con- 
tenido  en  las  leyes,  y  por  eso  precisamente  yo  traía  ese  recuerdo,  con  mAs  ó 
menos  oportunidad,  tal  ves  con  desacierto,  en  la  ocasión  en  que  hube  de 
ocuparme  de  aquel  apostrofe  que  el  Sr.  Silvela  nos  dirigía  relativamente  A  si 
podíamos  concretar  la  suspicacia,  mAs  que  otra  cosa,  de  algunas  provincias 
sometidas  al  derecho  foral;  y  i>or  esto  también  yo  tuve  buen  cuidado  de  pro- 
cnrar  tranquilizar  A  los  dignísimos  representantes  de  esas  provincias,  y  la 
satisfacción  de  ver  que  en  efecto  se  habían  mostrado  conformes  con  mis  ex- 
plicaciones. 

Conste,  pues,  que  yo  no  dije  que  la  critica  del  Sr.  Sivela,  ni  otra  alguna, 
pndiera  ser  dañosa  al  Código,  pudiera  ser  filoxéríca.  Lo  que  le  dije  es,  que  el 
reftreiuhimf  ese  procedimiento  de  la  democracia  directa,  esa  apelación  al  pue- 
blo, eso  que  tal  vez  pudiese  hacer  sospechar  que  se  suscitaban  dificultades  y 
so  despertaban  resistencias,  eso  que  era  A  lo  que  yo  me  refería,  podía  mere- 
cer la  calificación  de  que  nos  da  testimonio  Numa  Droz  referentemente  al 
dictamen  ó  A  las  frases  de  un  Diputado  ginebrino. 

Si  A  pesar  de  todo,  en  eso  que  ciertamente  yo  no  he  dicho  al  8r.  Silvela, 
pudiera  haber  algo  que  A  S.  S.,  no  ya  le  molestara,  sino  le  desagradase,  tén- 
galo S.  S.  por  no  manifestado;  que  no  es  mi  objeto  en  manera  alguna  cau- 
sarle el  menor  disgusto,  pues  sabe  el  alto  grado  de  respeto,  consideración  y 
aprecio  que  me  merece.  He  concluido. 
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Sabe  mi  di^o  amigo  el  Sr.  Paso  y  Delgado,  que  nada  dé  cnanto  él  pueda, 
decirme  en  manera  alguna  me  ofende,  porque  me  consta  que  nada  e«t4  máa 
lejos  de  su  ánimo  y  de  su  pensamiento  que  causarme,  no  ya  ofensa,  sino  el 
menor  disgusto.  Ko  me  he  sentido,  por  consiguiente,  ofendido  ni  por  la  cali- 
floación  de  la  critica,  que  entendía  yo  que  iba  dirigida  k  todos  los  que  censu- 
ramos el  Código,  ni  mucbísimo  menos  por  atribuir  k  £alta  de  consideración 
hacia  mi,  el  no  haberme  contestado  k  las  observaciones  que  expuse. 

Pero  respecto  &  la  no  contestación,  lo  que  hay  es  que  este  es  un  hecho.  Te 
en  mi  discurso  (si  discurso  puede  llamarse  el  conjunto  de  palabras  desaliña» 
das  que  dirígi  al  Senado)  habla  insistido  en  casi  todas  las  obseryaciones  adu- 
cidas por  mi  digno  amigo  y  compañero  el  Sr.  Comas;  pero  habia  añadido  al> 
gunas  otras,  relativamente  k  las  cuales  nada  se  habia  noanifestado:  tal  ern^ 
por  ejemplo,  algo  acerca  de  las  legislaciones  ferales;  tal  acontecía  respecto 
al  tránsito  del  antiguo  al  nuevo  siBteml^  tal  ocurría  acerca  del  nacimiento 
de  nuevas  legislaciones  en  minas,  aguas,  etc.;  tal  sucedía  también  en  lo  que 
toea  y  se  refiere  á  la  modificación  profunda  de  la  ley  del  Notariado.  En  estos 
puntos  yo  habia  hecho  observaciones  que  no  podían  haber  sido  contestados 
antes  por  la  sencilla  rasón  de  que  es  muy  difícil,  aunque  no  imposible,  que 
la  contestación  se  dé  de  antemano. 

Yo  me  encontraba  en  aquel  momento  firente  al  dignísimo  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y  Justicia,  que,  con  una  elocuencia  que  todos  admirábamos,  nos  decía: 
«iSi  aqui  no  hay  absolutamente  más  que  algunos  errores  de  puro  concepto,  - 
meramente  tipográflcos!»  Entonces  yo  le  contestaba:  pues  hay  observaoione» 
que  yo  he  hecho,  á  las  cuales  no  se  ha  dado  contestación.  To  exponía,  pues,  tm 
argumento  incontestable,  toda  vez  que  exponía  un  hecho;  y  por  poco  que  va- 
lieran mis  argumentos  (que  siendo  míos  forzosamente  habían  de  valer  pooo^ 
tenía  el  derecho  de  decir  que  estos  argumentos  no  habían  sido  contestados. 

Comprendo  perfectamente  la  conducta  del  Sr.  Paso  y  Delgado.  Su  señoría 
no  ha  contestado  á  estos  argu|nentos  ni  á  ningunos  otros,  por  la  sencilla 
razón  de  que  no  se  había  propuesto  contestarlos. 

Su  discurso  estaba  encaminado  á  decir  que  estas  observaciones  eran  abso- 
lutamente inútiles,,  dado  el  punto  de  vista  en  que  la  Comisión  se  colocaba. 
La  no  contestación  del  Sr.  Paso  era  perfectamente  lógica;  á  todo  el  mundo  le 
parecía  correcta,  y  singularmente  á  mi,  sin  que  en  ello  hubiese  por  parte  del 
Sr.  Paso  la  más  minima  desconsideraoióxL  Pero  como  el  Sr.  Ministro  se  co- 
locaba en  otra  posición  y  decía:  «Aquí  no  hay  absolutamente  más  que  errores 
de  imprenta,  errores  tipográficos»,  yo  le  contestaba:  c¿es  que  esto  se  considera 
oomo  errata  de  imprenta?»  Pues  á  esto  no  se  ha  contestado  nada.  El  Sr.  IGnis- 
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tro  tttvo  que  afiadir  después,  que  no  le  hablan  oonvenoido  mis  argumentos,  y 
este  es  la  pora  verdad. 

Conste,  pues,  que  yo  no  tengo  motivo  algxmo  de  queja  porque,  dado  el 
punto  de  vista  perfectamente  justo  en  qae  la  Comisión  se  ha  colocado,  no  me- 
ocrntestase  el  Sr.  Paso,  y  qne  no  me  doy  por  ofendido. 

Tampoco  me  ofendí  por  lo  qae  expuso  S.  S.  relativamente  á  la  filoxera. 
Sé  muy  bien  en  qué  sentido  empleaba  S.  S.  esta  palabra,  no  refiriéndose  & 
critica  algima  determinada.  Por  oonsigaiente,  yo  respondía  á  un  argumento 
qne  se  forxnnlaba,  sin  que  me  encontrase  ofendido  por  la  denominación.  Ye 
no  contestaba  4  la  denominación,  sino  al  concepto  de  que  desde  el  momento 
mismo  en  que  se  ataca  un  Código  ó  una  ley  con  cierta  energía  y  vigor,  y 
cuando  se  llevan  las  consecuencias  hasta  el  último  limite,  de  manera  que  por 
esto  resulta  algo  de  desprestigio  para  el  Código  ó  para  la  ley;  cuando  se  de* 
oia  esto  y  se  indicaba  que  esta  critica  no  podía  hacerse,  contra  eso  me  le- 
vantaba afirmando  que  esta  critica  era  perfectamente  justa,  necesaria  y  con- 
veniente, y  que  de  ese  modo  no  se  ataca  el  prestigio  de  ningún  Código,  de 
ninguna  ley,  sino  que,  por  el  contrario,  se  discutía  ese  Código  ó  esa  ley  como 
debía  hacerse.  Añadía  más:  que  esta  crítica  era  todavía  más  justificada  desde 
el  instante  mismo  en  que  la  persona  que  la  hacía  buscaba  el  remedio  pronto, 
fácil,  seguro  y  honroso  para  el  Qobíemo. 

Todavia,  si  faese  una  cosa  completamente  inevitable,  es  decir,  que  el  Có- 
digo tuviera  forzosamente  que  vivir  con  tales  defectos,  todavía  pudiera  en- 
tonces manifestarse  que  se  le  atacaba  dándolos  á  conocer;  por  más  que  yo  me 
voy  convenciendo  de  que  en  el  siglo  zix  acontece  una  cosa,  y  es,  que  no  hay 
ya  más  tontos  que  los  que  creen  que  otros  lo  son.  Porque  nada  conseguiremos 
nosotros  con  ocultar  los  defectos  del  Código,  puesto  que  muchísimas  personas, 
6  más  bien,  todo  el  mundo,  los  conoce  y  los  seftalará  aunque  nosotros  que- 
ramos ocultarlos,  siendo  más  lícito  que  se  intentara  aquí  que  el  Código  fuese 
reformado. 

Por  lo  demás,  yo  declaro  por  mi  parte  que  no  he  podido  descubrir  todavia 
la  relación  que  pueda  haber  entre  la  critica  del  Código  y  la  oposición  que 
hacemos  los  que  nos  sentamos  en  estos  bemcos,  la  que  hago  yo,  mejor  dicho, 
para  nc  hacerla  extensiva  á  nadie,  en  la  esperanza  de  llevar  el  convencimiento 
al  ánimo  de  todos,  para  que  los  pequefios  lunares  que  tiene  el  Código  des- 
i^areacan. 

K  o  sé  qué  relación  pueda  tener  esto  con  el  refertndum  que  existe  en  las 
democracias  directas;  yo,  francamente,  no  comprendo  la  apelación  ai  pueblo 
para  que  el  pueblo  se  levante  contra  la  legítima  ó  la  viudez,  ó  por  ejemplo, 
sosteniendo  el  derecho  de  los  postumos.  £n  esto  yo  no  he  pensado  segura- 
mente, ni  creo  que  nadie  piense;  lejos  de  esto,  nosotros  hacíamos  aquí  una 
oposición  al  Código,  mejor  dicho,  la  hacia  yo,  en  la  esperanza  de  que  qui- 
tando loe  pequeños  defectos  que  tiene,  fáciles  de  remediar,  este  Código  fuese 
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mfoniudo;  porqn»  4  v«c«i  los  peqaafii»  dofaotoi,  fk(£Iea  da  remedUi,  ¡lasdiii 

tner  grkvlainuí  e«iue(tDsuciu. 

Si  nofotroa,  por  ocnuigniente.  retlgnándonoi  k  nnn  refundición  d«l  C6dieo 
hacha  doruitaaa  eapuiode  tíempa  pAqneSo,  mu;  psqaefio,  iniijpiifleuite,  un 
inituita  en  lelaciAn  i¡  loi  oinoo  aiglos  de  qne  as  habla  qus  nocotnx  eitamoi 
boauDdo  «1  CAdigo  civil;  ri  madiants  esta  detancj&n  ds  paco»  iiutantii  del 
trab^o  qne  pasde  haDer».  Doúsgniínai  que  diuninnfan  lat  cneitionea  líti- 
gioiaa,  ó  mejor  dicho,  qne  aataa  cneitiouei  do  uaican,  oréame  si  Sr.  Puo  j 
Delgado,  7  aun  segoro  eiioy  de  que  ee  fa&llaii  cooforme  oonmigo  en  qia  hi- 
bramoi  benho  un  gran  beneficio. 

Fnera  de  sato,  ;o  do;  machas  gracias  al  9r.  Paso  y  Delgada  por  Ia>  masi- 
f^staoionea  qne  ha  hecho,  y  qno  eabe  qne  eran  innecasaria*.  El  6r-  Paioy 
Delgado,  k  qnien  tanto  qnisro  y  respeto,  no  tiene  jamAs  intención  de  dsór 
nada  contra  mi  deugradable.  Lsjos  de  eso,  si  i\  padlese,  elogios,  aunque  ¡a- 
mareoidoB,  estoy  seguro  que  me  prodigaría. 
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Sefiorea  Senadores,  deapnés  de  la  Inmlnoslaima  disonsidn  de  eetoa  diii, 
promovida  6  provocada  por  loa  dignos  individaos  ile  eata  Cümara,  que  hia 
intentado  anotisar  y  rebascar  en  el  Código  enormidades  qne  la  hídena 
acreedor  k  la  pena  de  siupenaión:  despaís  de  las  ooDteataoioQea  viatoiiesat 
]-  onmplidaa  qne,  en  mi  concepto,  se  han  dado  6  los  cargos  dirigi4M  al  Có- 
digo por  personas  qae  tenían,  cnando  menos,  ignal  antorídadj  retico  la  tnat 
cuando  manos;  Igual  aatoridad  qne  los  dlgnoa  oontradiatorea  del  Código,  qu 
bien  la  naoesitaban  para  contrarrestar  la  de  aqnálloa,  cúmpleme  á  mi.  al  11- 
timo  individao  de  la  Comisión,  el  contaatar  al  elocaents  disonrso  del  Sr.  FiíB 

Has  como  qniera  qne  el  Sr.  Pisa  Pajarea  ha  inaistido  en  la  riveía  de  loa  ata- 
ques dirigidos  al  Código,  enpomendo  en  él  deficiencias,  defectos  yverdadana 
enormidades,  no  sitraCarA  el  Senado,  ann  cuando  pareoca  nn  paoo  tardío  7  ei- 
tomparáneo,  qne  yo,  oob^ado  b^o  el  pabellón  de  la  autoridad  del  Sr.  Bomsre 
Dirón,  del  Sr.  Uinistro  ds  Oracia  y  Josticia,  de  mis  dignos  compa&eroa  da  C«- 
miaión,  del  miamo  Sr.  Fabté,  eleva  mi  vea,  completamente  desaatoriíads,  parí 
protestar  contra  el  cargo  iajnato,  en  mi  concepto,  qne  se  nos  ha  dirigldci,  ji 
qae  nosotros  seamos  oapacas  de  oontribnir  i  nna  obra  deitmotora,  lo  rnáadn- 
trnctora  qae  se  ooaoce,  perturbando  la  famlliah  couftuidiendo  parsonalidadai. 
imposibUitando  la  ezprMión  de  la  última  votontad  de  loa  qne  están  i  I» 
puertas  da  la  moerte,  obstmyendo  ó  diSooltando  las  faentaa  ds  la  riii«B 
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pública;  porque  todo  esto  se  nos  ha  diohO)  Sres.  Senadores,  aludiendo,  ya  ¿  la 
OoBÜsión  de  Códigos,  ya  á  esta  Comisión  que  ha  tenido  el  honor  de  presen- 
tar el  dictamen  que  se  está  discutiendo  ante  el  Senado. 

Poiqne  fíjense  los  Sres.  Senadores  en  este  dilema:  ó  es  que  los  ilustres  in- 
diinduos  de  la  Comisión  de  Códigos  han  ynlnerado,  han  involucrado,  han  ver- 
daderamente atropellado  las  bases  que  los  Cuerpos  Colegisladores  se  dignaron 
«probar  para  realisar  esta  obra  destructora,  y  nosotros  los  individuos  de  la 
Comisión  somos  cómplices  oonsoientes  ó  inconscientes  en  ella,  ó  es  que  los 
Cuerpos  Coleg^isladores  no  han  sabido  lo  que  han  aprobado,  y  han  echado  los 
cimientos  de  una  obra  destructora,  de  un  edificio  verdaderamente  ruinoso» 
capas  de  envolver  entre  sus  escombros  la  familia  y  la  sociedad  que  hubiera 
de  cobijarse  dentro  de  él.  Y  contra  esto,-  Sres.  Senadores,  es  contra  lo  que 
be  oreido  que  debía  elevar  nú  humilde  protesta,  por  más  que  sea  mi  vos  la 
m&s  desautorizada  de  todas  cuantas  en  el  Senado  puedan  levantarse  k  de- 
fonder  ó  impugnar  la  obra  del  Código  civil. 

Aíortonadamente,  Sres.  Senadores,  yo  oreo  que  la  impresión  que  hayan  po> 
dido  causar  en  el  Senado  estos  cargos,  más  por  su  Índole  ó  por  sa  naturalesa 
que  por  las  pruebas  de  que  han  ido  acompañados,  está  completamente  des- 
Tsneoida;  pero  repito  que  debía  comenaar  dirigiendo  esta  mi  humilde  pro- 
testa, acompañada  de  los  más  fervientes  ruegos  para  que  Dios  ilumine  el  ee- 
piíitu  recto  y  honrado  de  los  dignos  é  ilustres  impugnadores  del  Código,  á 
fin  de  que  métf  adelante  hagan  justicia  á  los  Cuerpos  Colegisladores  que 
sprobaron  las  bases,  á  la  Comisión  de  Códigos  que  lo  ha  redactado,  y  á  esta 
Comisión  que  ha  presentado  el  dictamen  sometido  hoy  á  la  deliberación  del 
Senado. 

¡Ah,  Sres.  Senadores!  antes  de  conocer  y  de  leer  el  Código,  abrigué  la  grata 
esperanza  de  que  los  ilnstres  individuos  de  la  Comisión  de  Códigos  habían  de 
hacer  una  obra  digna  y  á  la  altura  de  sa  justa  y  merecida  fama.  Cuando  lo 
estudié,  en  cumplimiento  de  mi  deber,  me  convencí  y  creí  que  merecían  plá- 
cemes por  la  manera  como  habían  realisado  su  misión;  pero  después  de  oídos 
los  elocuentísimos  discursos  que  aquí  se  han  pronunciado,  declaro,  Sres.  Se- 
nadores, qae  el  resultado  h^  sobrepnjado  á  todas  mis  esperanzas.  Porque  si 
k  pesar  del  derroche  de  elocuencia  y  de  saber  que^>quí  se  ha  hecho,  si  á  pesar 
de  las  especiales  dotes  de  los  impugnadores  del  Código,  ha  sido  menester 
para  encontrar  y  rebuscar  en  él  ciertos  y  determinados  defectos,  prescindir 
de  relacionar  unos  artículos  con  otros,  violentar  su  concepto,  explicarlo  en 
on  sentido  contrario  al  espíritu  del  legislador  y  de  nuestro  derecho  tradicío- 
tuJ,  exagerar  los  ejemplos  y  las  consecuencias  hasta  lo  inconcebible,  excitar 
Io8  sentimientos  del  auditorio,  y  por  último,  hasta  tocar  á  rebato  llamando 
en  su  auxilio,  lo  mismo  á  los  impugnadores  de  la  base  concordada  oon  la  Santa 
Sede,  como  á  los  representantes  de  las  legislaciones  ferales;  si  á  pesar  de  esto 
han  sido  ffcoümente  destruidos  los  cargos,  y  lo  han  sido  oompletamente  siii 
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más  que  desnudar  los  Argumentos  de  la  brülantes  con  qxiú  ftieron  presenta- 
do 8  para  demostrar  los  tícíos  que  al  Código  se  impntan;  yo  qne  ntinca  ertí- 
que  este  Código  pudiera  dar  satisfacoión  cumplida  k  todos  los  criteTios,  k  todoe 
los  convencimientos  y  sistemas  de  los  jxtrisoonsnltos;  yo  que  nune»  creí  tam- 
poco que  con  este  Código  hablan  de  desvanecerse  todas  las  dudas  y  diñeul- 
tades  que  en  la  práctica  resultaran  ante  los  tribunales,  porque  no  cogioaeo 
Código  ninguno,  por  famoso  que  sea,  que  no  haya  dado  lugar  á  ellas,  he  da 
hacerme  la  ilusión,  Sres.  Senadores,  de  que  los  defectos  de  que  adolesea  este^ 
Código  serán  siempre  mucho  menores  que  aquellos  que  la  imaginación  más 
optimista  haya  podido  presimiir. 

Porque  si  k  pesar,  como  he  dicho,  de  las  dotes  privilegiadas  de  loe  impog^ 
nadores  del  Código,  no  han  logrado  demostrar  la  existencia  de  errores,  ds 
deficiencias  verdaderamente  transcendentales  y  de  bulto,  licito  mepaceoe  quB 
es  abrigar  la  ilusión  y  hasta  la  presunción  de  que  los  defectos  de  este  Código» 
han  de  ser  sumamente  pequeños  y  fácilmente  corregidos  por  la  jurispruden- 
cia de  los  tribunales,  que  es  el  procedimiento  adecuado  para  acabar  de  linar 
y  complementar  obras  de  este  género,  obras  como  las  del  Código  civil. 

Y  dicho  esto,  Sres.  Senadores,  voy  á  entrar  ya  á  contestar  al  elodunta 
discurso  del  dignisimo  rector  de  la  Universidad  y  compañero  nuestro  Sr.  Pisa 
Pajares,  descartando  sin  embargo  todo  lo  que  fué  olijeto  de  la  contestacióa 
del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  que  lo  hizo  de  un  modo  tan  especial  y 
tan  brillante  como  yo  no  hubiese  podido  ni  sabido  hacerlo,  aunque  hutnars 
sido  tal  mi  intención. 

Séame  permitido,  sin  embargo,  hacerme  cargo  de  una  manifestación,  de 
una  protesta  con  que  comensó  su  discurso  el  Sr.  Pisa  Pajares,  diciendo  que 
hablaba  en  representación  de  las  Universidades,  ó  de  algunos  individuos  ca- 
tedráticos de  las  Universidades.  {El  Sr,  Púa  Ihjarea  pronuncia  pcUabnu  ^  so 
te  oyen.)  Yo  creo  á  S.  S.  bajo  su  palabra;  pero  permítame  que  le  manifiéstela 
extrafieaa  que  su  protesta  me  causó.  ¿Qué  es  lo  que  quería  decir  S.  S.?  ¿Que- 
ria  decir,  como  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  comprendió,  que  las  Uni- 
versidades, como  entidades,  como  institutos  docentes,  no  habían  tenido  parte 
en  la  elaboración  del  Código?  Es  evidente;  pero  yo  oreo  que  para  esto  no  hu- 
biera hecho  simplemente  la  protesta  el  Sr.  Pisa  Pajares.  Yo  creo  que  su  pro- 
testa puede  tener  algún  otro  mayor  alcance  y  transcendencia.  ¿Quería  decir 
el  Sr.  Pisa  Pajares,  á  nombre  de  esos  dignos  catedráticos  ó  de  esas  Üniverñ* 
dades,  que  no  estaban  satisfechos  con  la  representación  de  los  dignísimos  ca- 
tedráticos que  han  intervenido  de  una  manera  ó  de  otra  en  la  elaboración 
del  Código,  ya  formando  parte  de  las  Comisiones  en  este  ó  en  el  otro  Caerpo 
Colegislador,  ya  formando  parte  de  la  Comisión  de  Códigos,  y  consiguiente- 
mente en  la  elaboración  de  su  texto,  como  el  Sr.  D.  Benito  Gutiórres,  el  señor 
Burán  y  Bas,  el  Sr.  Comas,  el  Sr.  Pisa  Pajares,  y  el  Sr.  Conde  y  I/uque  en  el 
t>tro  Cuerpo  Colegislador?  |Ah!  si  este  era  el  alcance  de  la  protesta  de  eeo» 
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digfiios  oatedrátieos,  yo  &  mi  ves  protesto  contra  ella,  porque  indadablemante 
habrik  en  esas  Universidades  personas  tan  dignísimas  como  las  que  acabo  de 
nombrar;  pero  sesmamente  nin^nna  les  excede,  ni  en  conocimientos,  ni  en 
flostraoión,  ni  en  competencia,  ni  en  saber,  ni  absolutamente  en  nada. 

¿No  ara  esto?  ¿Es  qne  la  protesta  se  fundaba  en  la  rasón  de  que  no  se  ha- 
bí* encomendado  k  esas  entidades,  á  esos  institutos  docentes,  á  esas  ITniyer' 
aidadea,  el  encarga  de  elaborar  exclusÍTamente  el  Código  ciyil?  Líbreme  Dios, 
Sres.  Sonadores,  líbreme  Dios  de  imaginar,  y  mucho  menos  de  decir  nada  que 
pudiera  signifloar* desconocimiento  de  lo  mucho  que  valen  nuestras  Universi- 
dades; de  la  influencia  decisiva  que  pueden  ejercer  y  ejercen  en  los  destinos 
presentes  y  futuros  de  nuestro  pueblo;  del  raudal  de  saber  y  de  ciencia  que 
brota  de,  los  labios  de  los  dignísimos  catedráticos  de  todas  nuestras  Universi- 
dades; pues  quien  esto  pensara  y  esto  d\jera,  habiendo  seguido  una  carrera 
literaria,  seria,  además  de  injusto,  ingrato  con  quien  le  dio  todo  el  caudal  de 
eonooiniientos  que  con  'más  ó  menos  aprovechamiento  hemos  empleado  des- 
pués para  seguir  nuestras  respectivas  carreras.  Pero  si  esto  es  cierto,  es  evi- 
dente también,  Sres.  Senadores,  que  después  de  terminadas  nuestras  carre- 
ras, cuando  entre  alegres  y  tristes  nos  despedimos  de  las  aulas  de  la  Univer- 
sidad, unos  continúan  cultivando  cada  ves  con  más  ansia,  con  más  afición  las 
ciencias  en  todos  los  ramos  del  saber  humano,  viviendo  en  la  región  abstracta 
<le  las  ideas,  mientras  que  otros  más  modesta,  pero  no  menos  útil  y  práctica- 
mente, se  dedican  al  estudio  de  los  fenómenos  sociales  y  de  las  realidades  de 
la  vida.  Sentiría  que  pareciera  falso  mi  concepto,  si  me  aventuro  á  decir  que 
los  primeros  abarcan  mucho  más  que  los  segundos,  pero  en  cambio  ven  me- 
nos que  éstos,  por  más  que  se  hallen  en  un  círculo  relativamente  más  pe- 
queño, como  aquél  que,  colocado  en  la  cima  de  una  montafia,  descubre  pano- 
ramas  y  horizontes  inmensos  sin  ver  pormenores  que  otro  que  está  en  la  base 
observa  fácilmente  en  derredor. 

Y  digo  esto,  Sres.  Senadores,  en  el  supuesto  do  que  la  protesta  formulada 
aqui  por  el  Sr.  Pisa  Pilares  en  nombre  de  esos  dig^nisimos  catedráticos  de  las 
Universidades  ha  sido  en  son  de  queja  porque  no  se  les  ha  confiado  la  elabo- 
ración del  Código;  pues  yo  creo  que  si  bien  es  necesario  su  concurso,  y  por 
eso  no  se  ha  prescindido  de  ellos  para  la  elaboración  del  Código,  hubiera 
ofrecido  graves  inconvenientes  encargar  exclusivamente  á  las  Universidades 
la  redacción  del  Código,  como  si  se  tratara  de  una  obra  meramente  didáctica, 
de  un  libro  de  texto.  (Loa  Sret.  Pita  Pajare»  y  Coma»:  Nadie  ha  dicho  eso.)  Pues 
aqui  todos  lo  hemos  entendido.  Y  si  no  se  ha  dicho  eso,  no  comprendo  á  qué 
obedece  esa  protesta  en  nombre  de  las  Universidades,  pretendiendo  hacer 
constar  que  no  han  tenido  parte  en  la  elaboración  del  Código. 

Yo  no  puedo  suponer  que  el  Sr.  Pisa  Pf^ares  haya  dicho  una  cosa  que  no 
tenga  transcendencia  ni  alcance  de  ninguna  especie,  y  por  eso  estoy  haciendo 
esfaenos  de  imaginación  para  adivinar  qué  alcance  y  que  transcendencia  ha 
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querido  dar  6.  S.  á  sna  palabras.  Siento  qne  S.  S.  la  baya  heolio,  y  lo  raoulu. 
en  honor  de  la  vetdad,  porque  asi  como  aqni  u  nos  ha  illi^ho,  y  se  enti  n]»- 
tiendo»  qne  Iiu  defi^noias  del  Código  han  naddo  del  apnssQramiento  en  ib 
Qonfeociún  y  pablioacíóo,  asi  fuera  de'ftqnif  aon^uo  equi  tko,  pudiera  creem 
qae  eaa  exagsr»iii6n  oon  qns  9.  S.  y  los  deniAs  dii^ÍNma^  cntedrátioAn  qiig 
ban  tomada  parte  en  esta  dábate  han  impognada  el  Código,  qne  esa  exagn» 
id6x¡  de  BU  propio  oonTenciiníeiito  naos  también  da  un  «apiritn  de  oompal» 
riamo  y  benevolenoia  ood  esas  UniTersidades,  oon  esos  institutos  doeenlM. 
Yo  no  Id  oreo;  pero  es  posible  qaa  k  oaiua  de  la  protesta  hecha  por  al  ■ola' 
Pisa,  pneda  esto  creerse  niara  da  aquí. 

Descartado  ya  asM  primer  ponto,  Srea.  Senadores,  repara  el  Senada  qit 
toda  la  asencia,  toda  la  soaCanoia  del  dlsenrao  del  5r.  Pisa,  pisscindiendo  da 
las  oouceptoi  abstractos,  aloyadas,  profundos  y  eloonentas  qne  fneron  digna 
mente  oontaetndoa  por  el  Br.  Ministro  de  Oraoia  y  Jostioia;  toda  la  eamuaij 
■nstanaia,  repito,  del  disonrso  de  S.  S.,  pueden  redacirse,  en  primar  témün^ 
k  una  iiToteeta  oonstante,  pertinaz,  insistente  oontra  el  aouerdo  da  los  Cbst 
pos  Colegisladoras  al  determinar  que  este  Código  se  hioiara  por  aatorisaófa; 
oontra  la  generalidad  de  las  bases  oon  arreglo  k  las  OTiales  habla  ds  elabo- 
rarse este  CÚdigo;  contra  la  manera  como  el  Senado  acordó  que  las  titSM 
vcDidas  del  Congreso  pasaran,  como  en  efecto  pasaron,  k  la  Gomiaión  inixtL 
en  lugar  de  discutirse  ds  nuevo  en  esta  Cfcmara¡  oontra  el  mótodo  y  pro» 
dimieoto  seguidos  en  el  seno  de  la  Comisión,  y  que  se  acordaron  en  sqnella 
numerosa  reunión  de  Senadores,  Diputados,  dignísimos  oatsdráticc;  de  1> 
Universidad  ó  individuos  de  la  Comisión  de  Códigos,  que  son  los  qne  asentí 
ron  las  bases  qae  han  servido  de  cimiento  para  la  elaboración  del  Código;  j 
finalmente,  contra  la  disonsión  misma  qne  ,estamos  sostaniendo,  bacisndii  i 
la  Comisión  el  cargo  infundado  y  k  todas  Inoes  iujosto,  de  qoa  pretands  idii 
car  esta  discusión  reduciéndola  á  términos  estrechos  y  limitados,  cuando  ta 
realidad  la  Comisión  no  ha  hacho  más  que  cumplir  con  la  legalidad  vigeot*. 
qne  para  todos  debe  ser  tal  legalidad  mientras  esta  alta  Cámara  no  acnirit 
lo  contrario  por  los  medios  reglamentarios  y  légalas.  A  esta  continua  jn- 
testa,  repito,  se  reduce  en  su  esencia,  en  su  sostancia,  casi  todo  e!  dinnic 
del  Sr.  Pisa  Fajaras. 

Yo  me  atrevo  k  preguntar  k  8.  S.,  qne  tantos  alardes  de  paritanisms  lüai 
•nteayer  en  pro  y  an  defensa  de  las  prerrogativas  parlamentarias,  aunq»  o 
mi  concepto  desmintió  con  su  conducta  estos  alardes;  me  permito  prega- 
tarle:  ¿quién  es  más  respetuoso  de  las  prarrogativaa  de  los  Cuerpos  Oclw» 
laderas?  ¿Quién  acata,  respeta  ;  obedece  lo  acordado,  onoarrindose  en  lali 
galidad  estricta,  6  quien  protesta  y  ss  rebela  Oontra  ella,  porque  los  Mur 
dos  no  coinciden  con  aa  oonvanoimianto,  siquiera  sea  mny  reapatable7 

Por  lo  demás,  la  Comisión,  que,  como  he  dicho  antes,  ha  dado  sn  dio» 
jnen  ancarrándose  en  los  términos  estrictos  de  la  legalidad  y  ajnstándow  k  b 
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qxie  prescribe  el  srt.  111  de  nuestro  Reglamento,  no  ha  tratado  de  achicar,  no 
liA  tratado  de  redncir  los  límites  de  la  discusión;  ha  aceptado  todas  las  in- 
dicaciones que  le  han  sido  dirigidas  por  los  dignos  contradictores  del  Código, 
para  responder,  para  dar  las  explicaciones  que  se  le  han  pedido,  en  la  me- 
dida de  sus  fuerzas;  y  como  las  mias  son  las  más  débiles  de  todas  las  de  los 
individuos  de  esta  Comisión,  desespero  ciertamente  de  poder  llenar  mi  co- 
metido como  fuera  mi  voluntad. 

Decia  el  Si;.  Pisa,  partiendo  de  meros  supuestos  y  apoy&ndose  única  y  ex 
eloaivamente  en  la  razón  de  autoridad,  que  el  Código  estaba  lleno  de  de- 
fioienolas,  de  errores,  de  enormidades,  y  que  por  razón  de  esto  debía  volver 
4  la  Comisión,  ó  al  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  ó  h  una  persona  nombrada 
ad  Aoe,  para  que  reparara  todos  estos  defectos,  todas  estas  faltas  y  todas  es- 
tas enormidades;  y  en  esto  el  Sr.  Pisa  no  hacia  más  que  seguir  la  corriente 
de  los  demás  dignos  Sres.  Senadores  que  le  han  precedido  en  el  uso  de  la 
palabra;  porque  habrán  notado  los  Sres.  Senadores  con  qué  insistencia,  con 
qaé  tenacidad,  nos  vienen  exigiendo  y  hasta  pidiendo  y  suplicando  de  la  ma- 
nera, al  parecer,  más  sencilla,  y  con  un  celo  verdaderamente  casi  religioso^ 
el  que  accedamos  nosotros  á  que  vuelva  el  Código  á  la  Comisión,  ó  al  Go- 
bierno, ó  á  una  persona  nombrada  ad  hoc,  para  subsanar  estos  defectos,  estas 
feltas  que  se  han  notado  ó  creído  notar,  como  si  fuese  la  cosa  más  sencilla 
del  mundo,  como  si  fuese  la  cosa  más  hacedera.  Y  para  responder  á  esto,  es 
menester  una  vez  más  plantear  el  problema  con  sus  términos  naturales,  ha- 
oióndonos  cargo  de  cuál  es  la  legalidad  á  que  debemos  sujetamos,  y  cuál  la 
naturaleza  de  los  cargos  que  se  han  hecho  al  Código  civil,  impugnando  el 
dictamen  de  la  Comisión. 

Bs  evidente,  Sres.  Senadores,  que  el  Código  se  ha  redactado  por  virtud  de 
una  autorización  con  arreglo  á  determinadas  bases,  por  la  que  el  Gobierno 
tenía  facultades  para  introducir  en  el  texto  del  Código,  redactado  por  la  Co- 
misión, las  reformas  que  estimase  convenientes;  que  concluido  de  elaborar  el 
Código  de  esta  manera,  había  de  venir  á  los  respectivos  Cuerpos  Colegisla- 
dores, para  que  cada  uno,  con  arreglo  á  su  Reglamento,  le  aprobase  ó  le  des- 
aprobase. 

¿Son  ó  no  son  éstos  los  términos  de  la  cuestión,  tal  como  la  Comisión  la 
ha  planteado  en  conformidad  con  la  legalidad  vigente,  en  conformidad  con 
la  ley  de  bases  de  11  de  Mayo  de  1888,  y  en  oonfoimidad  con  el  art.  111  de 
naestro  Reglamento?  Pues  ateniéndose  la  Comisión  á  esta  legalidad,  y  ha- 
blAndolo  entendido  unánimemente  asi,  un  solo  individuo  de  ella  presentó 
▼oto  particular  para  que  desaprobase  el  Código  y  volviera  al  seno  de  la  Co- 
misión que  lo  confeccionó,  partiendo  del  supuesto  de  que  no  guardaba  con- 
fonnidad  con  las  bases  aprobadas.  La  mayoría  de  la  Comisión  creyó  lo  con- 
trario; entendió  que  en  su  letra  y  en  su  espíritu  estaba  el  Código  perfecta- 
mente de  acuerdo  y  conforme  con  las  bases  que  oonstitoían  la  ley  da  Mayo 
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heebo.  Si  I»  ComkíAn  dijo  eso,  toé  pu»  plaíotesr  1»  eaastíón  en  ni  Torda- 
deros  iénninos,  en  en  Terdedero  terreno;  fué  per»  poner,  digámoslo  att,  lo» 
ponto*  sobre  íam  lee.  Ia  Comisión  no  bn  encontrado  errores,  deficiencias  ai 
enonnidiuies  en  el  C6di^;  h»  encontrado,  por  él  oontrario,  qae  éste  se  i^aa- 
la  perfeetamente  en  sn  letra  y  en  sn  espázita  á  las  baeee  acordadas  para  sn 
redaodón. 

Paso,  Sres.  Senadores,  k  oonparme  de  los  pocos  pnntos  concretos  que  el 
Sr.  Pisa  "Ptijñrñ»  indicó  en  ^(emostraeión  de  las  deficiencias  y  errores  del  Có- 
digo, y  de  algunos  otros  &  qne  pndo  alodir,  pnesto  qae  descansaban  todos 
sns  rasonamientos  en  el  principio  de  antoridad,  y  qae  me  llamaron  mis  et- 
peoialmente  la  atención  por  haber  sido  olgeto  de  Uk  rectificación  del  Sr.  Sil- 
vela,  entendiendo  este  señor  qne  no  babian  sido  contestados  por  la  ComisióiL 
SI  primero  de  qne  se  ocupó  el  Sr.  Pisa,  taÁ  el  relatiTo  al  matrimonio,  h- 
mentando  8.  S.  qne  en  él  Código  se  declarara,  como  se  declara,  qae  el  ms 
trimomo  canónico  no  prodncirá  efectos  civiles  si  no  se  registra,  en  el  caso, 
entióndase  bien,  en  qne  esta  fislta  de  registro  sea  originada  por  la  no  asisten- 
cia k  la  celebración  del  matrimonio  del  Jnes  monicipal  por  cnlpa  de  los  con- 
trayentes, qae  no  le  babiesen  dado  el  aviso  que  la  ley  manda  qae  se  le  dé 
para  qae  paeda  tener  lagar  sa  asistencia. 

SeAores  Senadores,  si  el  matrimonio  no  tuviese  más  qae  nn  fin  mertmen* 
te  especial;  si  el  matrimonio  no  faese  más  qae  nn  gónero  de  vida  come  el 
monástico,  por  ejemplo,  para  el  perfeccionamiento  del  individuo  con  fin  ex- 
olosivAmente  transcendental  y  espiritual,  el  Estado  absolutamente  tendría 
que  hacer  otra  cosa  que  respetar  lo  que  la  Iglesia  acordase,  de  la  misma  ma- 
nera que  respeta  lo  que  dispone  sobre  las  instituciones  monásticas,  como  no 
sea  armonisarlas  con  los  demás  fines  sociales  de  la  vida,  que  es  el  fondamen- 
to  que  tienen  todas  las  disposiciones  que,  con  razón  ó  sin  ella,  con  oportu- 
nidad ó  sin  oportunidad,  se  han  dictado,  tanto  en  nuestra  Patria  como  fúen 
de  ella,  donde  se  haya  plantado  el  estandarte  de  la  eras,  con  el  objeto  único 
de  armonizar  estos  fines  verdaderamente  espirituales  do  las  institacionei  mo- 
násticas, con  los  demás  fines  de  la  vida  hxunana. 

pero  el  matrimonio  es  algo  más  que  esto:  aun  cuando  todos  los  católicos 
reconocemos  que  su  origen  es  perfectamente  divino,  que  Dios  le  institnyó 
desde  que  creó  para  el  primer  hombre  la  primera  mujer,  y  que  Nuestro  Señor 
Jesucristo  le  elevó  á  la  consideración  y  dignidad  de  sacramento,  ea  evidento 
que  el  matrimonio  tiene,  además  de  este  fin  religioso  y  espiritual,  un  fin  emi- 
nentemente social;  y  prescindiendo  de  este  carácter  y  de  este  aspecto  religio- 
so, no  puede  negarse  que  el  Estado  tiene  interés  grande,  acaso  el  mayor  de 
todos,  en  regularizar  las  oondiciones  del  matrimonio  y  la  capacidad  de  lo« 
contrayentes;  como  que  de  esta  institución  nacen  una  porción  de  personsli- 
dades  que  son  la  base  de  la  familia,  la  base  de  los  pueblos,  la  base  de  lag  nt- 
oionalidades,  la  base  de  la  humanidad  toda. 
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Bt^o  este  aspecto  paramente  social,  ¿quién  pnede  negar, al  Estado  el  de- 
recho de  regalar  y  acondicionar  Ubérrimamente  las  circanstancias  qae  han  de 
acompañar  al  matrimonio?  Lo  qae  hay  es,  qae  los  G^obiemos  han  de  legislar 
para  determinado  país,  teniendo  en  caenta  las  condiciones  del  paeblo  para 
qne  legislan,  y  aqoi  se  trata  de  an  paeblo  caya  mayoría  se  compone  de  ca- 
tólicos; de  an  paeblo  qae  ya  desde  el  tiempo  de  los  godos  ha  manifestado  y 
Tiene  manifestando  constantemente  sa  adhesión  k  la  Iglesia  católica;  de  an 
pneble  caya  fe  religiosa  le  llevó  k  la  prolongada  lacha  de  ocho  siglos  qae 
mantavo  contra  los  enemigos  de  la  religión,  que  detentaban  al  mismo  tiempo 
el  territorio;  de  an  paeblo  qae  por  estas  circanstancias  y  otras  históricas,  no 
acogió  en  sa  seno,  al  menos  de  ana  muiera  permanente,  los  cismas  y  disiden- 
cias qae  en  otras  Naciones  del  mando  han  prevalecido;  de  an  paeblo  qae  re- 
cientemente por  cansas  y  pretextos  religiosos  ha  mantenido  dos  gaerras  ci- 
vilesj  prolongando  darante  largos  años  sos  horrores;  de  an  paeblo,  en  fin, 
emínentenkcnte  católico;  para  ese  había  qae  legislar,  y  por  esto  encaentro  sa- 
mamente  racional  y  necesario  qae  el  Estado,  legislando  para  católicos,  haya 
admitido  y  consignado  en  sa  legislación  el  matrimonio  canónico  como  la 
forma  más  adecaada  para  la  determinación  de  los  derechos  de  loe  contrayen- 
tes qae  verifican  el  enlace. 

Pero  si  esto  es  cierto,  Sfes.  Senadores,  ¿se  podrá  negar  (ahora  menos  qae 
nttnoa)  al  Estado  el  derecho  de  acondicionar  Ubérrimamente  las  circanstan- 
cias y  requisitos  qae  ha  de  tener  este  matrimonio?  Para  esto,  y  fundado  en 
esto,  es  para  lo  qae  se  estableció  la  base  de  concordia  qae  ha  servido  de  fan- 
damento  para  el  desarrollo  qae  laego  se  ha  dado,  lo  mismo  al  matrimonio 
canónico  qae  al  matrimonio  civil,  base  de  concordia  qae,  aceptada  por  la  San- 
ta Sede,  me  parece  qae  nos  obliga  á  todos,  sin  qae  tengamos  aatorídad  ni 
derecho  desde  ese  momento  para  disentiría. 

Pero  dicen  los  señores  impngnadores  del  Código,  lo  mismo  el  Sr.  Silvela 
que  el  Sr.  Comas,  y  repitió  ayer  el  Sr.  Pisa  Pajares:  paes  qaé,  ¿aatorisaba 
6Ata  base  para  qae  se  negaran  k  los  matrimonios  canónicos  los  efectos  civiles 
si  no  se  subsanaba  el  defecto  de  inscripción?  Pues  yo  me  permito  llamar  la 
atención  de  todos  estos  señores  sobre  los  términos  de  la  base  concordafia. 
Esta  base  coii.tiene  dos  partes  que  no  se  pueden  separar;  por  la  primera,  efec- 
tivamente, se  han  reconocido  efectos  civiles  á  los  matrimonios  canónicos;  pero 
en  la  segunda  se  dice,  como  recordarán  perfectamente  los  Sres.  Senadores, 
cqae  asistirá  al  acto  de  la  celebración  el  Jue£  municipal,  ó  un  fancionario 
del  Estado  para  el  efecto  de  la  inscripción»,  y  yo  invoco  los  sentimientos  de 
leotitad,  de  lealtad  y  de  buena  fe  con  que  siempre  discuten  estos  señores.  ¿Es 
que  cuando  se  hace  una  concordia  y  se  establece  una  ley,  se  puede  presumir 
qae  ha  de  quedar  la  puerta  abierta  de  par  en  par  para  aquellos  que  quieran 
infringir  los  términos  de  la  ley  ó  los  términos  de  la  concordia?  ¿Pues  qué  su- 
cederia  si  se  reconocieran  los  efectos  civiles  al  matiimonio  canónico,  aunque 
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no  «•  inscríbíerA  en  el  "B^giittro  por  culpa  de  lo«  eortrajoatet?  Qu  qiiftdtftt 
frarlAda  1a  eoneorÜa,  qii«  qnedarÍA  bnrlaiA  la  lev. 

Pero  han  dicho,  tanto  el  Sr.  Conde  de  Can^-Ar^eHes,  como  loi  wfionj 
Coflnae,  Sil  vela  y  P¡«a  Pajare*:  c¿Paes  por  qoé  no  ne  establecen  otrM  medÍM 
para  aeeg^arar  la  intervención  del  Jaez  municipal  en  el  acto  de  la  celebración 
del  matrimonio?  ¿Por  qné  no  se  con^í^na  nna  perutü-iad  para  los  qTie  inflin- 
jan eete  precepto  ó  ezig^encia  de  la  ley?»  T  llegaba  el  Sr.  Conde  de  Ganga- 
ArgüelleH,  por  lo  qne  yo  recuerdo  en  este  momento,  hasta  á  hablar  de  la  pena 
de  decapitación.  Poes  yo  no  voy  tan  allá;  pero  supongamos  qne  se  eitable- 
ciera  la  pena  de  cadena  ó  de  preúdio:  me  parece  qne  basta  enunciar  la  cali- 
dad de  esta  pena  para  que  renal  te  la  enormidad  de  la  sanción  penal  qne  pre- 
tendiera eirtablecerse.  Pero  además  de  resaltar  la  enormidad  de  la  sandóu 
penal  que  estos  señores  pretenden  establecer  para  obligar  á  los  contrayentes 
k  cumplir  con  ese  deber  que  la  ley  y  la  base  concordada  les  impone,  yo  les 
digo  á  SS.  SS.  que  quedaría  en  muchos  casos  perfectamente  ¡Insoria,  porqne 
fñ  no  llegaba  á  conocimiento  del  Juez  de  primera  instancia  ó  de  las  personal 
encargarlas  de  perseguir  este  hecho,  erigido  y  elevado  á  la  categoría  de  deli 
to,  ¿qué  habríamos  adelantado?  Qae  los  contrayentes  se  habrían  burlado  dd 
la  ley  y  habrían  eludido  completamente  la  pena. 

¿Es  que  por  ser  demasiado  excesiva  esta  pena  se  imponía  la  de  la  malta, 
coal,  si  mal  no  recuerdo,  se  encuentra  establecida  en  el  decreto  del  Sr.  Cárde- 
nas de  1K75?  Pues  yo  les  digo  á  SS.  SS.  que  esta  pena  sería  completamente  ñu- 
soria,  y  que  no  faltarían  hombres  fanáticos  que  se  habrían  de  complacer  en 
infringir  la  ley,  en  infringir  la  base  y  en  infringir  las  disposiciones  del  Código 
civil,  teniendo  el  gusto,  por  infríngirlas,  de  pagar  esta  multa,  de  aatiafacor 
esta  pena  ligera  con  que  la  ley  hubiera  sancionado  el  delito  ó  la  falta  come- 
tida. El  Código  ha  establecido  la  única  sanción  adecuada  para  esta  falta,  im- 
putable única  y  exclusivamente  á  los  contrayentes,  para  la  falta  de  no  dar 
aviso  al  Juez  municipal  con  objeto  de  que  concurra  al  acto,  á  los  efectoi  de 
la  inscripción,  caal  es  la  de  diferir  los  efectos  civiles  del  matrimonio  mientras 
no  se  subsane  esta  fedta.  ¿Quiere  esto  decir  que  los  efectos  civiles  del  ma- 
trimonio canónico  dependen  de  la  inscripción  en  el  Registro  de  la  celebración 
de  este  a<;to?  No;  los  efectos  civiles  los  produce  el  matrimonio  canónioo  por 
haberse  celebrado  con  arreglo  á  las  condiciones  qué  la  Iglesia  exige  y  los  li- 
nones establecon.  Lo  que  hay  es  qne  el  Estado  quiere  (y  es  lo  menos  que  pue- 
de querer)  tenor  conocimiento  de  la  celebración  de  ese  acto,  porque  con  arre- 
glo al  Código  civil,  al  Estado  exclusivamente  es  á  quien  incumbe  el  llevar 
el  registro  de  todos  estos  actos,  lo  mismo  los  de  matrimonio,  que  los  de  na- 
cimiento, que  los  demás  á  que  se  refiere  el  artícnlo  correspondiente. 

Pero,  señores,  ¿á  qué  estamos  discutiendo  esta  cuestión,  si  se  trata  de  una 
base  concordada  entre  el  Estado  y  la  Iglesia?  Pero  se  dice:  «es  que  el  des- 
arrollo de  esta  base  no  ha  sido  concordado  con  la  Iglesia.» 
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To  no  8Ó  8i  la  Igeda,  por  el  IKiincio  6  por  nuestro  Embajador  cerca  de  la 
Santa  Sede,  habr&  tenido  ó  no  conocimiento  del  desarrollo  que  se  haya  dado 
á  esta  base  en  los  artículos  del  Código;  pero  á  mi  me  parece  que  no  podemos 
dndar  qne  tiene  conocimiento  de  ello.  ¿Paes  no  estamos  discutiendo  el  Códi- 
go? ¿Pues  no  se  ba  llamado  la  atención  por  todos  estos  señores  sobre  lo  qne 
en  su  eoncepto  constituye  ana  infracción  de  la  base?  ¿Creen  SS.  SS.  qne  si 
constítnyera  nna  infracción  de  la  base,  la  Tglesia,  que  tan  celosa  es  de  sns 
prerrogativas  y  de  sns  intereses  é  instituciones,  no  se  hubiese  apresurado  k 
reclamar  diplomáticamente  sobre  la  manera  como  se  había  desarrollado  la 
base,  y  por  rasón  de  esta  infracción  supuesta  de  la  concordia  establecida  en- 
tre Sa  Santidad  y  S.  If .  la  Beina  Begente?  Es,  pues,  evidente,  que  la  Iglesia 
está  perfectamente  conforme  con  el  desarrollo  dado  k  la  base  en  los  artículos 
del  Código  civil. 

D^e  al  principio  que  los  impugnadores  del  dictamen  de  la  Conzisión  habían 
tocado  todos,  absolutamente  todos  los  Beg^stros,  con  el  objeto  de  concitar  el 
ánimo  del  Senado  contra  este  pobre  dictamen  de  la  Comísióu,  y  que  uno  de 
ellos  había  sido  el  de  excitar  á  los  representantes  de  las  legislaciones  ferales, 
pretendiendo  que  también  se  había  infringido  la  base  relativa  á  las  mismas, 
por  virtud  de  la  cual  debían  de  respetarse  con  ciertas  y  determinadas  limita- 
ciones. 

To  no  voy  ahora  á  discutir  si  las  legislaciones  forales  de  Navarra,  de  Ca- 
taluíia  y  do  Aragón  son  mejores  ó  peores  que  la  de  Castilla.  Acaso  por  haber- 
me  acosttimbrado  á  las  condiciones  de  la  familia  castellana  y  por  estar  iden* 
tíflcado  con  ella,  paróceme  á  mi  muy  superior  el  régimen  y  gobierno  de  la  fa- 
milia castellana  al  régimen  y  gobierno  de  la  familia  aragonesa,  catalana  ó 
Navarra;  pues  entiendo  qne,  dadas  las  flaquezas  y  debilidades  de  la  humana 
naturaleza,  es  mejor  buscar  la  armonía  de  los  derechos  en  la  ley,  que  no  en 
la  voluntad  de  una  persona,  siquiera  esta  persona  sea  padre  de  familia.  Si  no 
fuera  por  estas  flaquezas  y  debilidades  humanas  (y  hay  que  contar  con  el 
error,  con  la  ignorancia,  y  hasta  con  las  pasiones  de  los  hombres);  si  no  fue- 
ra porque  el  hombre  no  puede  deijar  de  ser  lo  que  es,  imperfecto  y  limitado, 
indudablemente  que  el  régimen  absoluto  sería  el  preferible  en  todos  loe  ór- 
denes sociales  desde  el  Estado  hasta  la  familia. 

Pero  oomo  yo  entiendo,  y  repito,  que  el  hombre  no  puede  ser  menos  de  lo 
que  es,  atendido  á  su  naturaleza  limitada  é  imperfecta,  en  todos  los  órdenes 
sedales,  en  todos  los  órdenes  de  la  vida,  el  poder  no  puede  menos  de  tener 
su  limitación,  y  cada  vez  va  separándose  más  de  los  sistemas  absolutos,  sin 
que  de  esta  regla  general  se  excluya  el  poder  del  padre  dentro  de  la  familia. 
Esta  es  la  razón  que  yo  tengo  para  disentir  en  esta  parte  de  la  opinión  de 
mi  respetable  amigo  el  Sr.  Silvela  y  para  entender  que  es  preferible  el  régi- 
men, el  gobierno  de  la  familia  castellana,  al  régimen  y  gobierno  de  la  fami* 
lia  aragonesa  ó  navarra. 
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TuDpoeo  Toy  k  disantir  si  bnbi«r>  podido  haotne  os  Código  coman  pvk 
toda  Eipafio,  (unnlgunuido  de  nna  monora  ¡bÍ¡»  i  maní»  natural  ó  artlñainl 
1k9  itutitaaionsa  fonlea,  7  rafandiíodolM  m  las  instítQcioaos  de  CaatUln. 
Solamnita  dirí,  y  aqni  ooiiuiido  coa  la  opinión  del  Sr.  SilveU,  qne  eito  no 
puado  hacerse,  eicribiendo  una  ley  y  niujdanda  qna  lija  al  dia  Bigoianti-, 
como  si  eaaa  provinciBa  6  eaoa  tertitorios  nu  hablasen  tenido  ana  biatoriB  pro- 
pia é  indopendioiite,  ooioo  si  no  habiaaaik  tañido  HonarcAe  propiofl,  sus  Cor- 
tes especiales,  su  uriMaoraala,  ins  elementos  dsmooritioot,  km  régimeii  eepo- 
oial,  dentro  deT  anal  nacieron  todas  esas  necesidades,  k  las  qae  bnu  uteiidiia 
por  medio  de  la  lagisUidán  foral. 

Pnas  qné,  jno  es  evidante  qae  todo  lo  qsB  Se  re&ere  4  la  familia,  i  la  pro- 
piedad 7  i  la  relÍB¡4n,  es  lo  qne  mis  arraigo  tiene  an  un  poi»,  y  lo  qn*  mus 
diiloilnieiite  se  modifica?  jSeri  preciso  recordar  la  oonnrido  en  Ib  biatoria,  7 
qne  allí  donde  ba  habido  vancedore*  y  venddos,  ha  sido  precÍHO,  í¡  eitermi 
nar  k  éstos  A  respetar  sus  inatitoclones?  jSeíA  preciso  recordar  lo  qao  hidaron 
loa  godos  en  SapaBa  7  en  Fra&cia,  lo  qne,  por  el  contrario,  hicieron  las  raían 
que  sncasivaments  oonqnistaroii  k  Inglaterra  hasta  la  definitiva  daminanión 
da  los  normandos?  ¿Serfc  preciso  llamar  la  atanoiún  sobre  ol  origen  y  uansa 
da  los  oonflictoi  y  dificnltadei  qna  boy  existeii  entre  Irlanda  é,  Inglaterm? 
Paea  aotiqua  no  hayan  sido  rasas  distintas  las  qna  daado  CntalnGa.  Aragón 
7  Asturias  han  peleado  para  raaliiar  saparadamante,  pero  con  un  objeto  co 
m&n,  la  obra  de  la  reconqnista,  no  se  pnade  negar  qae  en  todoa  estos  tarrí- 
torios  se  formaron  Estados  indapendieutea  y  tDTieron  sos  noceaidadag  espe 
oialas,  y  &  la  sombra  de  asas  nec«BÍdadea  especialaa  nacieron  ens  legislacio- 
nes forales,  7  qna  estas  legislacionea  forales  se  fueran  arraigando,  y  por  mjis 
qns  boy  hayan  decaído  algo,  an  aus  fondamantos  oonserTH.n  bastante  virtuali- 
dad para  qna  los  natorales  de  esas  pravinoias  intentan  defenderlas,  con  tanto 
mfcs  calor  cnanto  mayor  sea  el  empefio  qne  se  eroploa  en  hacer  tabla  rasa 
da  ellaa  para  eastituiílas  por  la  legialaclAn  de  Castilla. 

Pero  no  extrememos  las  oonseonencias,  7  por  más  qna  rooonoícamos  cslfi, 
no  pretendamos  establecer  una  valla  más  insuperable  y  mne  alta  entre  astni 
prorinoias,  qne  son  de  Bspafla,  y  coyas  glorias  podamos  reivindicar,  y  reiTin- 
disamos  como  glorias  de  España;  na  pretendamos  establecer  entro  estas  pío- 
vinoias  y  el  reato  de  la  Nación  ana  valla  más  insaperalile  qao  U«  qne  pa<r 
dan  azistii  entra  España  y  las  damis  Potenoias  extranjeras,  y  acordémonos, 
para  todo,  de  que  existe  hoy  ana  verdadera  anidad  nacional  desde  los  Se- 
ya.H  i'iLiólioos;  no  perdamos  da  vista  las  oensaonencias  de  las  rovolaeionea 
^no  {K'iirrierou  en  tiempos  da  Felipe  II  7  Felipe  V,  y  la  labor  de  los  ligios 
transcurridos,  encaminada  á  achicar  y  no  á  ahondar  las  diferencias  qne  hoj, 
por  dsijgracta,  snbsiaten  todavía  entre  astas  provincias  hermanaa.  Pues  qu^ 
•i  no  oiistiera  asta  compl^ídad  da  interases,  todas  las  cuestiones  socialai  y  , 
a^^oDÓmicsa  qne  hoy  abroman  á  tos  Gobiemoa  y  á  loa    partidoa,  ibendrian  U 
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Allfionltad  que  hoy  ofrecen  para  aa  resolnción?  Si  hubiéramos  de  contar  sólo, 
por  €|jemplo»  con  el  interés  de  los  catalanes,  prescindiendo  del  interés  de  los 
nayarros  ó  de  los  aragoneses,  ¿no  seria  mis  f&oil  dar  solución  &  estas  cuestio- 
nes oompUoadas?  Ya  que  tengamos  en  cuenta  este  principio  de  la  unidad 
para  las  cuestiones  sociales  y  económicas,  teng&mosle  presente  para  ir  poco  k 
IK>oo,  sin  perjuicio  de  respetar  aquello  que  digno  de  respeto  sea,  estaUeoien- 
do  esa  unidad  en  todas  las  esferas  del  derecho. 

Ss  Tardad  que  con  arreglo  al  art.  5.^  de  las  bases  de  11  de  Hayo  de  188B, 
■e  dice  que  «las  provincias  y  territorios  en  que  subsiste  derecho  feral,  lo  eon< 
servarán  por  ahora  en  toda  su  integridad,  sin  que  sufra  alteración  su  actual 
régimen  jurídico  por  la  publicación  del  Código,  que  regirá  tan  sólo  como  su- 
pletorio en  defecto  del  que  lo  sea  en  cada  una  de  aquéllas  por  sus  leyes  es- 
peciales. SI  titulo  preliminar  del  Código,  en  cuanto  establesca  los  efectos  de 
las  leyes  y  de  los  estatutos  y  las  reglas  generales  para  su  aplicación,  será 
obligatorio  para  todas  las  provincias  del  Beino.  También  lo  será  por  dispo- 
sioionea  que  se  dicten  para  el  desarrollo  de  la  base  8.%  relativa  á  las  formas 
de  matrimonio.» 

Y  yo  pregunto*,  pues  si  con  arreglo  á  esta  base,  todo  lo  relativo  á  los  efec- 
tos de  las  leyes  y  de  los  estatutos  y  las  reglas  generales  para  su  aplicación, 
ba  de  ser  obligatorio  para  todas  las  provincias  del  Beino,  ¿qué  se  ha  hecho 
en  el  Código,  más  que  airear  estrictamente  el  principio  consignado  en  ella? 
Si  en  la  misma  se  dice  «que  serán  obligatorias  las  disposiciones  que  se  dio- 
-ten  para  el  desarrollo  de  la  base  9.\  relativa  á  las  formas  de  matrimonio», 
¿es  que  de  buena  fe  los  que  impugnan  (que  siempre  de  buena  fe  discuten),  los 
que  impugnan  en  est^  parte  y  bi^o  este  aspecto  el  dictamen  de  la  Comisión, 
-creen  que  este  articulo  sólo  obligaba  á  consignar  sencillamente  la  base  sin 
desarrollo  ninguno?  Pues  qué,  el  desarrollo  de  esta  base,  ¿no  exige  determi- 
nar las  condiciones  de  relación,  las  condiciones  de  capacidad  y  toda#  las  de- 
más que  se  determinan  en  el  tit.  4.**,  libro  1.^  del  Código?  ¿Qué  se  hace  en  el 
tit.  i.*,  libro  1.°  del  Código,  sino  sancionar  y  respetar  lo  que  ya  estaba 
establecido  en  toda  España  antes  que  se  publicara  la  ley  de  bases  de  11 
de  Mayo  de  1888?  ¿Bn  qué,  pues,  se  ha  atentado,  ni  se  atenta  en  lo  más  mí- 
nimo, á  la  legislación  foral,  fuera  de  esta  limitación  impuesta  por  este  ar- 
ticulo 6.^  y  en  la  base  correspondiente?  ¿Será  acaso  porque  en  el  párrafo  2.* 
del  art.  10  se  dice  que  «sin  embargo,  las  sucesiones  legitimas  y  testamenta- 
rias, tanto  en  el  orden  de  suceder  como  en  la  cuantía  de  los  derechos  suceso- 
ríos  y  la  intrínseca  validez  de  las  disposiciones,  se  regularán  por  la  ley  na- 
donal  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trate,  de  cualquiera  naturaleía  que 
sean  los  bienes  y  en  cualquier  país  en  que  se  encuentren?»  Es  decir  que, 
con  arreglo  á  este  párrafo  2.®,  el  catalán  testará  en  Castilla,  en  Aragón, 
en  Andalucía  ó  en  cxLalquiera  otra  provincia,  cualquiera  que  sea  la  natura- 
lesa  de  los  bienes  que  constituyan  la  sucesión  testamentaria,  con  arreglo  á  la 
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legiBlación  catalana;  y  el  aragonés  testará  con  arreglo  &  la  legislación  arago- 
nesa«  y  el  navarro  testará  con  arreglo  á  la  legislación  de  Havarra,  y  él  cas- 
tellano que  se  halle  en  Kavarra,  Catalnfia  ó  Aragón,  testará  con  arreg:lo  k 
la  legislación  castellana.  ¿Es  esto  lo'qne  se  impugna?  ¿Se  cree  que  oon  est»- 
arÜonlo  se  infringe  la  legislación  foral?  ¡Pnes  si  precisamente  este  articulo 
es  acaso  nno  de  los  títulos  qne  el  actual  Código  tiene  para  merecer  la  ala- 
banea  de  nacionales  y  extranjeros,  pnes  no  ha  hecho  más  qne  consignar  ua 
verdadero  progreso  jurídico,  un  ideal  por  el  que  se  está  abogando  en  toda» 
partes,  cual  es  el  de  la  unidad  en  la  sucesión  testamentariai 

Becuerdo,  señores,  que  casi  con  una  fórmula  igual  á  la  que  emplea  et 
Código,  por  un  acta  del  Instituto  de  derecho  internacional  de  Oxford  de  IFBV 
se  establecía  en  está  forma  el  principio  de  la  unidad  de  sucesión.  Asi  si  ha 
declarado  esto  por  nuestro  Tribimal  Supremo  en  el  afio  1878;  asi  aparece  con- 
8  ignado  en  el  Código  italiano,  y  asi,  en  este  sentido,  hay  algunas  decisioiies 
de  los  mismos  tribunales  franceses,  á  pesar  de  que  no  es  allí  donde  rige  este 
principio  de  unidad  de  sucesión,  que,  en  mi  concepto,  constituye,  repito,  uoo 
de  los  mejores  títulos  que  tiene  el  actual  Código  para  merecer  las  alabanu» 
de  nacionales  y  extranjeros. 

¿Será  acaso,  si  no  es  este  articulo,  será  acaso  por  lo  que  dispone  el  ar- 
tioulo  16,  en  su  núm.  1.^,  que  dos  derechos  y  deberes  de  familia,  los  relatiros: 
al  estado,  condición  y  capacidad  legal  de  las  personas  y  los  de  sucesión  tes- 
tada ó  intestada  depurados  en  este  Código,  son  aplicables: 

1.*  A  las  personas  nacidas  en  provincias  ó  territorios  de  derecho  comán?> 
Pero,  Sres.  Senadores,  confieso  que  una  de  las  mayores  extrafiesas  qne 
he  tenido  durante  esta  discusión,  es  el  haber  oido  impugnar  este  art.  10,  eit 
su  párrafo  1.*,  como  atentatorio  á  las  legislaciones  ferales.  Pues  si  partiisos 
del  supuesto  de  que  haya  legislación  foral  y  legislación  común,  ¿qué  dirís 
el  Senado  y  qué  dirían  los  impugnadores,  si  el  Código  hubiese  omitido  esU 
precepto?  ¿No  preguntarían  y  se  extrañarían  oon  raión  de  que  no  se  consig- 
nase para  quién  había  do  ser  obligatorio  este  precepto?  Pues  en  primer  t¿r 
mino,  á  los  naturales  de  Castilla  (y  digo  naturales  de  Castilla,  entendiendo 
á  todos  los  que  se  hallan  dentro  de  la  legislación  común):  esto,  ni  más  ni 
menos,  dice  el  núm.  1.^  del  art.  15. 

Ta  sé  yo  que  aquí  se  han  levantado  susceptibilidades  y  suspicacias,  pre- 
tendiendo que  puede  ser  aplicable  á  los  hijos  de  catalanes,  navairos  y  arago^ 
neses,  que  accidentalmente  nascan  en  Castilla;  pero  ¿cómo  puede  á  nadi«- 
oeurrirsele  esto,  si  los  hijos  de  navarro,  de  oatalán  ó  de  aragonés,  aun  cuan* 
do  nascan  en  Castilla,  con  arreglo  á  los  principios  de  derecho  universal,  han 
de  seguir  siempre  las  condiciones  de  sus  padres?  Y  esto  no  puede  referine... 
{El  Sr,  Dwrán  y  Baa:  El  Código  dice  todo  lo  contrario  en  el  núm.  2.*— £{  Se- 
ñor Oomoa  y  otro  Sr.  Senador  pronuncian  palabras  q%t€  no  §e  oyen.)  £1  núm.  1.*  de 
«se  mismo  articulo,  lo  que  dice  es  «que  los  hjjos  de  padre  ó  madre  que  ten- 
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Z^n  la  precedente  condición  (es  dedr,  la  condición  de  haber  nacido  en  Cas- 
tilla, y  esto  no  pnede  impugnarlo  el  Sr.  DnrAn  y  Bas  ni  nadie,  aunque  ha- 
1)1000X1  nacido  en  provincias  ó  territorios  donde  subsista  el  derecho  foral,  es* 
taran  sujetos  á  la  legislación  común.»  Es  eyidente  que  todos  los  hijos  de  pa- 
dre ó  madre  navarro,  catalán  ó  aragonés,  aunque  nazcan  en  Castilla,  segui- 
ráuB.  1a  condición  de  sus  padres,  y  la  misma  condición  debe  aplicarse  al  hú- 
mero 2.**  Esto  lo  oreo  indiscutible,  y  sólo  por  un  exceso  de  suspicacia  puede 
ontenderse  que  por  este  articulo  se  ha  tratado  de  arrebatar  en  lo  más  míni- 
mo la  integridad  de  sus  fueros  á  los  navarros,  catalanes  y  aragoneses. 

Después  de  esto,  el  Sr.  Pisa  Pajares  se  extrañaba  de  que  hubiese  desapare- 
cido del  Código  el  impedimento  llamado  de  piibíiea  honeétidad,  ó  sea  por  razów 
de  etpomaha;  y  para  dar  más  faersa,  colorido  y  robustos  á  su  argumentación^ 
nos  decía:  «¿Ko  os  escandalizáis  al  considerar  y  al  imaginar  que  un  hijo,  fal- 
tando á  las  consideraciones  debidas  á  su  padre,  rompiendo  los  lazos  de  fa- 
milia, pretenda  para  mujer,  para  esposa,  k  la  que  ya  ha  elegido  el  autor  de 
ans  días  en  un  contrato  de  esponsales,  ó  que  esto  lo  haga  un  padre  con  nvt 
hijo,  ó  un  hermano  con  su  hermano?»  iTa  lo  oreo  que  nos  escandaliza,  sefior 
Piaa  Pajares;  como  nos  escandaliza  el  que  un  hi(jo  fklte  al  respeto  ó  desobe- 
dosca  á  su  padre;  como  nos  escandaliza  el  que  un  padre  y  un  h^ijo  se  maltra- 
ten y  se  abandonen  mutuamente  para  dar  satisfacción  á  sus  vicios  ó  pasio- 
nes; eomo  nos  escandaliza  el  que  un  h^o  ó  un  padre  atonten  mutuamente 
contra  sus  vidas! 

Poro  es,  Sres.  Senadores,  que  estos  casos  verdaderamente  extremosos  de 
perversión  moral,  inevitables  en  todos  los  Códigos  del  mundo,  y  haciendo 
aplicación  de  ellos,  al  caso  concreto  de  los  esponsales,  ¿se  hablan  de  corre* 
gir  7  enmendar  sin  más  que  poner  el  impedimento  por  razón  de  esponsales; 
ee  dedr,  de  un  contrato  que  ni  en  Boma,  ni  durante  nuestra  legislación  y 
derecho  tradidonál,  ni  con  arreglo  á  las  prescripciones  de  la  Iglesia  ha  sida 
contrato  que  obligue  á  la  celebración  del  matrimonio,  porque,  como  decía 
allá  el  año  1868  el  ilustre  jurisconsulto  D.  Francisco  de  Cárdenas,  esto  aten- 
taila  á  la  libertad  del  matrimonio  y  á  la  paz  de  las  familias?  Pues,  señoree 
Senadores,  si  la  tendencia  del  legislador  es  á  que  desaparezca  ó  vaya  des- 
apareciendp  poco  á  poco  un  contrato  que  en  realidad  está  en  desuso,  y  con- 
tra el  cual  reclaman  hasta  los  comentarios  de  la  misma  legislación  catalana, 
¿había  el  legislador  de  consignar  en  el  proyecto  de  Código  civil  un  impedi- 
mento de  esta  dase? 

Iiamento,  Sres.  Senadores,  á  propósito  de  esto,  que  el  Sr.  Pisa  Pajarea 
haya  seguido  las  huellas  del  señor  Comas,  pretendiendo  robustecer  sus  argu- 
mentos con  estos  casos  raros,  verdaderamente  extremosos,  que  más  parecen 
argumentos  de  novela  ó  de  drama,  para  exaltar  únio*  y  exclusivamente  loa 
sentimientos  del  auditorio,  como  ai  nosotros  quisiéramos  impugnar  la  legis- 
lación catalana  ó  la  legislación  aragonesa,  llamando  la  atención  sobre  la 
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enormidad  que  resaltaria  de  que  un  padre,  presoindiendo  de  sentimientog  de 
juBtioia,  sacrifioase,  acaao  por  móviles  indignos,  k  la  mayoría  de  sus  liqot, 
en  pro  de  uno  de  ellos,  y  no  faltarla  argumento  de  drama  representado  en 
nuestro  teatro  naoional  en  oorroboraoión  de  esto  mismo.  Ko  es  asi,  Sres.  Sa- 
nadores, como  en  mi  concepto  deben  discutirse  y  apreciarse  las  oondioionei 
y  alcance  de  las  disposiciones  y  presoripciones  del  Código  ci-vil,  Uevsado 
hasta  la  exageración  y  hasta  lo  indecible,  y  pintando  estos  egemplos  de  per 
versión  moral  que,  repito,  no  podrían  evitarse  ni  se  evitan  en  ningún  Códi- 
go, por  más  que  en  ello  se  empefie  el  legislador. 

D^e  al  comienso  de  mi  desaliñado  discurso,  Sres.  Senadores,  que  el  Sr.  Fbi 
Pajares,  aun  cuando  se  había  fundado  para  formular  su  pretensión  ante  It 
Cámara,  en  errores,  enormidades  y  deficiencias  del  Código,  descansó  unios  j 
exclusivamente  en  la  autoridad  de  los  demás  Sres.  Senadores  que  le  hsHu 
precedido  en  el  uso  de  la  palabra;  y  tanto  por  esta  raión,  cuanto  porque  bm 
ha  llamado  la  atención  la  rectificación  del  Sr.  Silvela,  quien  supuso  sn  la  isr 
-de  del  sábado,  y  hoy  ha  repetido,  que  sus  argumentos  habían  quedado  íb- 
contestados,  voy  á  ver  si  recuerdo  ahora  los  puntos  principales  de  que  m 
ocupó  S.  S.,  para  darle  una  contestación  breve,  pero  en  mi  concepto  ounpU- 
da  y  satisfactoria.. 

Decía  el  Sr.  Silvela  (si  mal  no  recuerdo,  contestando  al  Sr.  Misístro  d« 
Orada  y  Justicia):  cFues  qué,  ¿es  defecto  de  redacción,  es  errata  lo  que  dir 
pone  el  art.  29  respecto  á  los  postumos?  Pues  qué,  ¿es  defecto  de  redaooiói, 
es  errata  lo  que  dispone  el  art.  58  relativamente  á  la  administración  atrftoi- 
da  al  padre,  al  jefe  de  Wfamilia,  salvo  pacto  en  contrario?  Pues  qué,  ¿ei  em- 
ta,  es  defecto  insignificante  lo  relativo  á  la  libertad  indeterminada  y  TSga 
con  que  los  contrayentes  pueden  pactar  con  ocasión  de  las  capitolsoiontt 
matrimoniales?  ¿Es  defecto  insígiüficante  el  relativo  al  concepto  de  la  pro- 
piedad de  las  minas?  Y  sobre  todo,  es  defecto  insignifloante  lo  relatÍYo  4  It 
vaguedad  oon,  que  establece  el  Código  que  las  variaciones  introdueidaí  so 
afectarán  á  los  derechos  adquiridos?»  Me  parece  que  estos  son  los  postoi 
principales  sobre  los  que  el  Sr.  Silvela  llamó  la  atención  el  sábado;  y  si  hiy 
«Igán  otro  que  no  recuerde,  le  agradecería  que  me  lo  indicase. 

S.  G. 
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La  ilustrad»  revista  italiana  titulada  H  Füangieri  publioa  un  interesante 
artienlo  de  su  digno  director  Esoole  Yidari  sobre  2b«  aedonitta»  de  la»  grandes 
Soeiedade»,  en  el  que  con  motivo  de  cierta  negociación  llevada  á  cabo  entre  el 
CoBSfliío  superior  del  Banco  nacional  y  el  Banco  tiberino  se  examina  con  la 
autoridad  propia  de  tan  distinguido  escritor,  aunque  en  cortos  términos,  el  te* 
ma  importantísimo  de  la  condición  económica  y  jurídica  de  los  accionistas 
en  las  Sociedades  de  crédito  por  acciones,  y  si  tienen  alguna  efioaa  participa- 
ción en  la  administración  social  ó  algún  medio  efioas  también  de  investigar 
y  vigilar  la  conducta  de  sus  administradores  y  directores. 

En  el  referido  articulo  se  aboga  por  un  buen  ordenamiento  legislativo 
qae  permita  templar  al  menos  los  males  y  daños  que  puede  producir  el  estado 
actual  de  cosas  y  que  conceda  á  los  accionistas  una  ingerencia  más  activa  y 
continua  en  la  administración  social. 

El  propósito  no  puede  ser  más  simpático,  porque  en  casi  todas  las  legis- 
Uoiones  sobre  Sociedades  por  acciones  se  halla  reglamentada  su  administra- 
ción de  tal  modo,  que  viene  ésta  á  ser  una  cosa  casi  eztrafta  por  completo  á 
los  accionistas  que  pueden  ver  arriesgados  sus  intereses  en  grandes  y  peligro- 
sísimas negociaciones,  sin  que  ellos  hayan  tomado  la  menor  parte  en  el  des- 
tino de  sus  fondos. 

Un  ordenamiento  legal  en  que  sean  posibles  estos  inconvenientes  y  los 
abusos  á  que  oon  ello  puede  darse  origen  debe  ser  sin  vacilación  corregido,  y 
todo  cuanto  tienda  á  su  reforma  habrá  de  merecer  simpatías.  Porque,  en  efec- 
to, el  hecho  de  que  un  Consejo,  á  veces  extraño  á  los  socios,  pueda  compro- 
meter gravemente  los  intereses  de  la  Sociedad  sin  que  los  accionistas  sepan 
nada,  ó  sin  que  les  sea  dado  prohibirlo  ó  impedirlo,  es  por  demás  grave  y 
aoonacóa  prudentemente  la  limitación  de  ese  poder  y  de  esa  autoridad  conce- 
dida por  los  estatutos  y  las  leyes  á  los  administradores  de  las  Sociedades  por 
acciones,  tan  amplia  y  tan  sin  limites,  que  quita  á  los  accionistas  toda  posi- 
bilidad de  ingerencia  en  la  administración. 

Se  dirá  á  esto  que  dichos  accionistas,  reunidos  en  junta  general,  pueden 
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libremente  aprobar  ó  censurar  la  obra  de  los  administradores,  y  si  ellos  1» 
conceden  sn  aprobación  y  le  han  dado  amplios  poderes  por  sn  eleeei6n,  est» 
qniere  decir  qne  les  merecen  fe.  Pero  tal  argnmento  tiene  mka  apariencia  que 
faersa,  pnes  si  bien  en  teoría  las  juntas  generales  constituyen  el  poder  so- 
berano de  la  sociedad,  en  la  práctica  su  autoridad  es  más  aparente  que  efeo- 
tiva. 

Ko  hay  que  hacerse,  pues,  ilnsiones:  el  verdadero  nervio,  la  verdadeía 
fnersa  de  la  administración  y  la  cosas  administradas  estáin  en  manos  de  las 
administradores  y  directores,  pues  las  juntas  generales  sólo  se  oelebran  oon 
largos  periodos  de  intervalo,  lo  cual  hace  difícil  que  los  accionistas  puedan 
estar  instruidos  por  completo  y  con  exactitud  de  la  hacienda  social,  y  á  poca 
habilidad  que  tengan  aquéllos,  ó  si  han  preparado  oportunamente  el  terreno, 
fácil  les  es,  por  la  ignorancia  ó  por  la  incuria  de  éstos,  conseguir  la  aprobación 
de  cuanto  hubieren  hecho.  Asi  es  que  la  historia  de  las  grandes  Sociedades 
demuestra  de  modo  bien  elocuente  que  la  mayor  parte  de  los  males  experi- 
mentados por  las  mismas  provienen  y  dependen  de  la  flaqueza  ó  debilidad 
con  que  las  juntas  generales  han  ejercido  sus  funciones.  A  esto  se  agrega 
otro  inconveniente,  cual  es  el  que  en  las  grandes  Sociedades  de  crédito  loa 
accionistas  se  consideran,  más  que  como  socios,  como  imponentes  de  oapitat 
á  renta,  y  esto  les  hace  no  ocuparse  de  la  Sociedad  más  que  un  par  de  veces 
al  afio  á  lo  sumo,  que  es  al  tiempo  de  cobrar  sus  dividendos. 

Pero  aunque  no  existieran  estas  rasónos,  que  demuestran  el  escaso  influjo 
que  en  la  administración  y  dirección  de  los  asuntos  sociales  ejercen  las  jnn* 
tas  generales  de  accionistas,  hay  otra  consideración  que  demuestra  la  neced- 
dad  de  dar  una  mayor  intervención  á  los  socios  en  los  acuerdos  de  la  admi* 
nistración,  para  evitar  peijuicios  y  abusos  en  el  manejo  y  empleo  de  los  fondos 
de  la  Sociedad.  En  efecto;  poco  importa  que  después  de  causado  xm  daño  6 
cometido  un  abuso  se  dé  cuenta  á  la  junta  y  que  ésta  le  niegue  su  aprobaron, 
porque  el  mal  está  ya  hecho,  y  siendo  ya  difícil  su  reparación  alguno  tiene 
que  pagarlo,  y  este  alguno  son  necesariamente  los  socios.  La  doctrina,  tan  fa- 
nesta  para  algunos  en  materia  penal,  de  reprimir  y  de  no  corregir,  es  mucho 
más  funesta  en  el  orden  económico  y  en  la  materia  á  que  nos  referimos,  por- 
que ella  impide  que  tengan  reparación  los  peijuicios  que  pueden  ocasionane 
á  los  accionistas  de  las  Sociedades  de  crédito  por  actos  y  acuerdos  de  sus 
administradores  y  directores,  de  que  no  tuvieron  conocimiento  ni  pudieron 
impedirlos  por  falta  de  una  participación  y  fiscalización  eficaz  en  la  adminis* 
tracíón  y  dirección  de  las  mismas. 

En  el  articulo  citado  su  autor  se  limita  á  exponer  el  tema  y  á  llamar  so- 
bre él  la  atención  de  las  personas  estudiosas  y  de  los  hombres  de  negocios, 
para  que  con  sus  trabajos  y  auxilio  pueda  llegarse  á  un  buen  ordenamiento 
legislativo  en  la  materia. 

Igual  apelación  hacemos  nosotros  convencidos  del  interés  é  importancia 
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do  eata  enestión  y  del  eflcas  ooncnno  que,  tanto  nuestros  jnrisoonsnltos 
como  la  Comisión  de  reformas  legislativas»  recientemente  creada  por  el  Mi- 
nisterio de  Ghraoia  y  Jnsticiai  pueden  prestar  al  fin  propuesto  por  el  articulis- 
ta, pro-vocando  xma  reforma  del  Código  de  Comercio  en  la  parte  relativa  á  las 
Sociedades  por  acciones,  que  estimamos  de  imprescindible  necesidad  j  de  in- 
negable urgencia  en  las  circunstancias  presentes  y  en  el  estado  actual  de 
nuestra  legislación  sobre  la  materia. 

La  reyista  de  jurisprudencia  y  legislación  que  con  el  titulo  H  Diritto  eom- 
mcreiale  se  publica  en  Pisa  bajo  los  ilustrados  Profesores  de  la  Beal  Universi- 
dad de  dicha  ciudad,  Supino  y  Serafini,  da  &  lus  un  interesante  articulo  de 
César  Vivante  sobre  el  aseguramiento  del  flete,  materia  que  ha  sido  y  aun  es 
en  la  actualidad  objeto  de  grandes  discusiones  y  controversias  en  el  terreno 
de  la  ciencia  y  en  el  de  la  legislación  positiva. 

Constituyendo  el  flete  un  lucro  que  se  espera  por  consecuencia  de  la  ex- 
pedición de  la  nave,  pero  que  no  esdste  en  modo  alguno  al  tiempo  de  em- 
prender la  marcha  el  buque,  no  pedia  ser  objeto  de  seguro  en  el  sistema  del 
Código  ft-aiicés  y  en  el  del  Código  italiano  de  1866,  que  limitaban  el  fin  del 
contrato  de  aseguramiento  marítimo  &  restablecer  ó  reponer  al  asegurado  en 
las  mismas  condiciones  económicas  en  que  se  encontrara  al  empeear  la  expe- 
dición. AÁ  es,  que,  tanto  en  Francia  como  en  Italia,  se  hallaba  en  absoluto 
prohibido  el  seguro  del  flete;  pero  en  los  trabajos  legislativos  que  condujeron 
k  la  formación  del  Código  italiano  vigente  fué  admitida  ya  sin  contradicción 
alguna  la  abolición  de  esas  prohibiciones  y  trabas  de  que  era  objeto  dicho 
contrato,  rindiéndose  asi  homenaje  &  aquella  libertad  amplísima  que  informa- 
ba la  tradición  cientiflca  del  derecho  marítimo  en  Italia. 

Lo  mismo  ha  sucedido  en  Francia  y  aun  en  Inglaterra,  donde,  á  pesar  de 
la  triste  experiencia  que  ofrecen  los  numerosos  siniestros  faudulentos  y  cul- 
pables registrados  en  su  marina  mercante,  que  hicieron  al  Ministro  Chamber* 
lain  presentar  al  Parlamento  en  1884  un  proyecto  de  ley  especial  para  hacer 
más  precisa  y  rigurosa  la  legislación  sobre  el  seguro  marítimo,  no  se  ha  qui- 
tado ni  restringido  en  lo  más  mínimo  la  libertad  de  asegurar  por  completo 
el  total  importe  del  flete. 

El  resultado  es,  que  en  la  mayor  parte  de  los  Códigos,  después  de  secu- 
lares prohibiciones,  es  hoy  el  flete  objeto  legitimo,  de  aseguramiento  y  debe 
86T  considerada  la  abolición  de  esas  prohibiciones  como  una  verdadera  con- 
quista, porque  ningún  Estado  puede  colocar  con  leyes  prohibitivas  su  propio 
comercio  en  condiciones  desfavorables  frente  al  comercio  extrax^jero,  sin  con- 
donarle  k  sucxunbir  en  la  viva  concurrencia  internacional.  * 

Cierto  es  que  esas  prohibiciones  eran  por  lo  común  eludidas,  ya  exageran- 
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do  la  MÜmaoión  de  la  nave  en  el  seguro  de  ¿ata,  ya  asegurando  el  flete  en 
país  extraxvjero  ó  por  otros  medios;  pero  aun  asi  tiene  gran  importuioia  la 
reforma,  porque  ha  hecho  caer  por  tierra  esa  serie  de  flooiones  y  de  interpre- 
taciones forzadas  qne  constituyen  la  jurisprudencia  formada  bc^o  el  antigua 
Código  comercial  italiano  acerca  de  las  cuestiones  relacionadas  con  £clia 
prohibición,  ó  &  que  ésta  extendía  su  influencia,  como,  por  ejemplo,  sobre  U 
estimación  de  los  valores  asegurados,  sobre  la  anticipaoión  del  flete,  abeado- 
no  de  éste,  etc.,  etc. 

Sin  embargo,  no  todos  consideran  beneficiosa  la  libertad  concedida  por  la 
nueva  ley,  pues  el  temor  fondado  de  que  el  armador,  después  de  haber  sm- 
gnrado  no  sólo  la  naye,  sino  también  el  flete,  sea  menos  solicito  en  la  repa- 
ración del  buque,  menos  cuidadoso  en  la  elección  del  capit&n  ó  mis  econó- 
mico de  lo  que  deba  en  los  gastos  del  armamento  ó  del  equipaje,  con  el  pro- 
pósito culpable  de  benefloiarse  más  del  premio  del  seguro,  ha  hecho  &  slguno» 
abogar  aun  por  la  antigua  prohibición. 

La  estadística  ha  venido  en  su  apoyo  demostrando  con  inexorable  preei- 
sión,  que  en  los  buques  asegurados  por  completo  son  m&s  frecuentes  los  s- 
niestros,  mientras  que  los  demás  que  se  hallan  al  descubierto  en  todo  ó  sólo 
en  parte,  ya  del  valor  de  la  nave,  ya  del  flete,  tienen  constantemente  mq'or 
fortuna  en  la  expedición;  y  en  vista  de  esos  significativos  datos,  han  dielio 
los  sostenedores  de  tal  opinión:  €  Conceded  á  los  armadores  el  derecho  de  sm- 
gurar  por  completo  todo  lo  que  para  ellos  representa  la  nave  y  él  fleté,  y  to» 
réis  multiplicarse  los  naufragios  fraudulentos  y  culpables,  y  la  vida  de  los 
marineros  y  visjeros  se  pondrá  en  peligro  por  la  codicia  ó  por  la  inearia  d» 
los  armadores,  pues  no  se  d^a  abierta,  en  la  ley,  la  puerta  á  los  abusos,  sin 
que  muchos  procuren  aprovecharse  de  ello.  Ante  tales  peligros,  añaden,  ¿pue- 
de renunciarse  á  una  prohibición  que  previene  y  evita  crímenes  gravísimos, 
que  casi  siempre  escapan  á  los  pesquisas  y  á  las  sanciones  penales?  Si  los  tr- 
madores  y  los  aseguradoras  fresen  los  que  se  engañasen  y  perjudicasen  en- 
tre si,  se  podría  dejar  pasar  esa  libertad  en  las  convenciones;  pero  cuando  esto 
amenaaa  la  fortuna  pública  y  la  vida  de  los  hombres,  la  intervención  dsl  le- 
gislador es  indispensable.»  ' 

A  pesar  de  ser  tan  fundados  estos  temores,  la  experiencia  ha  condiaisdo 
la  prohibición,  porque  ella  era  eludida  por  muy  distinte»  maneras,  impidien- 
do esto  la  libertad  y  la  sinceridad  de  los  negocios,  sin  conseguir  el  objeto  qtts 
con  dicha  prohibición  se  había  propuesto  el  legislador,  y  provocando,  por  el 
contrario,  un  mal  mayor  que  el  que  había  querido /evitar." 

Además,  no  faltan  tampoco  raaones  positivas  en  favor  de  la  libertsd  en 
dicha  clase  de  seguro.  En  efecto;  si  el  flete  es  un  valor  económico  expuMto 
á  los  riesgos  del  mar,  ¿por  qué  no  se  ha  de  poder  dar  al  comercio  una  ms^ 
cha  más  normal,  ni  acrecer  el  propio  crédito  y  consolidar  la  fortuna,  poniendo 
4  cubierto  de  los  siniestros  marítimos  ese  provecho  industrial  del  annsdor? 
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Ba  «n  error  creer  con  Ehesioon  qae  éste  no  pierde  nada  si  se  le  restable- 
ce en  las  condiciones  en  que  estaba  al  empeaar  la  expedición,  lo  cual  pnede 
oonsegaisrse  sólo  con  el  seguro  de  la  naye  sin  necesidad  del  aseg^iramiento  del 
flete.  Pnesy  ¿y  el  proyecho  de  los  capitales  empleados  en  la  nave,  el  trabado 
indostrial  sagaamente  ntíliaado  para  armarla  7  fletarla  7  toda  esa  laborío* 
sidad  puesta  en  juego  para  obtener  un  benefloio,  no  representa  también  un 
yalor  económico  que  debe  ser  atendido? 

Por  otra  parte,  es  nn  hecho  que  áUi  donde  es  licito  el  seguro  del  flete- 
tiende  éete  necesariamente  k  abaratarse,  porque  los  armadores  pueden,  me- 
diante el  seguro,  librarse  del  riesgo  de  perderlo,  7  la  industria  de  los  asegu- 
radoree  se  hace  mkB  extensa  7  lucratiya  por  el  nueyo  riesgo  que  puede  ser 
olQeto  de  sus  especulaciones.  Estos  son  beneficios  ciertos  7  positivos  para  el 
comerofioy  que  redundan  en  provecho  de  todos,  7  no  debe  renunciarse  á  ellos 
por  culpa  de  unos  cuantos.  La  malicia  ó  la  incuria  de  los  armadores  que  se 
con£abulan  con  los  capitanes  para  combinar  un  siniestro  doloso,  ó  que  aven- 
taran A  los  peligros  de  la  navegación  embarcaciones  en  malas  condiciones^ 
se  oorríge  con  acertadas  medidas  de  policía;  pero  de  ningún  moclo  puede  aru- 
torísar  el  fraude  ó  la  mala  fe  de  unos  cuantos,  escasos  en  número,  que  s» 
megue  A  la  gran  masa  de  los  armadores,  que  en  su  ma7oria  son  honrados,  el 
derecho  de  asegurar  un  provecho  industrial  laboriosamente  preparado  7  que 
puede  ser  irreparablemente  perdido  en  un  siniestro  marítimo. 

No  podemos  oontinuar  en  una  exposición  más  extensa  de  las  razones  adu- 
cidas por  unos  ú  otros  en  apo70  de  la  prohibición  ó  de  la  libertad  en  el  se- 
guro del  flete;  pero  las  indicaciones  que  preceden  demuestran  que  los  prime- 
ros entienden  que,  en  tanto  que  el  armador  no  arriesgue  algo  en  la  expedición,, 
os  de  temer  el  peligro  de  un  siniestro  fraudulento,  7  de  ckqui  que  aboguen^ 
porque  no  se  le  permita  asegurarse  por  entero,  es  decir,  por  la  nave  7  por  el 
flete,  mientras  que  los  segundos  consideran  que,  A  lokñ  de  ser  contraprodu- 
cente la  prohibición,  rasones  oientiflcas  7  económicas  abonan  la  libertad  en 
la  contratación  de  dicho  seguro. 

Según  hemos  dicho  antes,  esta  es  la  opinión  que  ha  prevalecido  en  el  Có- 
digo moderno  italiano  al  cual  se  refiere  el  artículo  de  que  damos  cuenta,  7 
prescindiendo  de  todas  aquellas  partícularidades  que  son  propias  de  dicha 
legisladón  para  ocupamos  tan  sólo  de  la  dUeiplina  juridicoy  por  decirlo  asi, 
de  esta  clase  de  seguros,  debemos  decir  que  se  halla  sigeto  A  distintas  reglas,, 
según  que  el  flete  ha7a  sido  asegurado  por  el  armador  ó  por  el  cargador  en 
loe  casos  en  que  éste  le  ha7a  anticipado,  pues  siendo  diversa  la  posición  den- 
tro  del  contrato  de  cada  una  de  dichas  personas  distintas,  tienen  que  ser 
también  las  prescripciones  que  le  regulen  relativas  A  la  persona  de  los  asegu- 
radores. Asi  es  que  si  el  buque  se  pierde  por  vicio  ó  defecto  propio  del  mismo, 
ó  por  un  cambio  ó  prolongación  de  via,  ó  por  cualquiera  otra  causa  imputa- 
ble al  armador  que  hubiere  asegurado  el  flete,  perderA  éste  el  derecho  A  ser 
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iadenmixAdo  de  élj  pero  si  ©1  seguro  hubiere  sido  hecho  por  el  cargador  que 
aatiqjlpó  el  flete,  y  la  cansa  del  siniestro  fuere  alguna  de  las  que  hemos  indi- 
cado antes,  no  perdeii  su  derecho  al  reembolso  de  la  anticipación  del  flete 
hecha  por  él,  porque  no  debe  sxifrir  la  pena  de  culpas  sjenas.    , 

También  son  distintos  los  efectos  en  cuanto  á  la  averia,  pues  en  el  pri- 
mer caso,  el  asegurador  del  flete  sólo  debe  contribuir  &  ella  con  la  mitad  de 
las  averias  comunes,  mientras  que  en  el  segundo,  ó  sea  cuando  el  cargador 
asegura  la  anticipación  del  flete  hecha  por  él,  viene  obligado  el  aseguradora 
contribuir  k  dichas  averias  hasta  el  importe  total  de  la  «ntioipaáón.  La  dife- 
rencia es,  pues,  notable,  y  para  evitar  los  abusos  que  pudieran  cometerse  bs- 
«iendo  creer  el  cargador  que  se  trataba  de  asegurar  el  flote  por  cuenta  del 
armador,  concede  la  ley  al  asegurador  el  derecho  de  pedir  la  nulidad  del 
contrato  en  dicho  caso. 

En  el  seguro  del  flete,  anticipado'el  asegurador  debe  colocar  al  cargador 
al  fin  del  viaje  en  las  mismas  condiciones  en  que  se  encontraría  si  no  hulnen 
hecho  el  anticipo,  y  por  lo  tanto,  debe  reintegrarlr^or  completo  cuando  por 
la  pérdida  total  de  las  mercanoias  estaría  exento  el  cargador  de  hacer  pago 
alguno,  debiendo  reembolsarle  sólo  en  parte  cuando  el  flete  debido  no  alosa- 
aase  al  importe  del  anticipo  hecho.  Por  el  contrario,  no  debe  satisfacer  nsda 
-el  asegurador  si  las  mercancías  fueron  deterioradas  ó  abandonadas  para  él 
salvamento  común,  porque  en  estos  casos  el  capitán  tiene  derecho  &  penáWr 
por  entero  el  flete.  Y,  por  último,  si  el  viaje  no  fué  terminado  por  completo, 
6  si  sólo  se  perdiere  una  parte  del  cargamento,  no  tiene  que  satisfacer  el  ase- 
gurador más  que  aquella  parte  que  el  cargador  hubiera  debido  pagar  por  el 
trayecto  recorrido  ó  por  las  mercancías  salvadas^  si  éstas  igualan  ó  superan 
al  importe  del  anticipo.'    . 

Tales  son,  en  resumen,  las  principales  indicaciones  hechas  en  el  referido 
-arfcioulo,  cuya  lectura  consideramos  de  utilidad. 


* 
*  « 


En  la  sección  de  jurisprudencia  de  la  misma  revista  encontramos  la  criti- 
ca de  una  sentencia  diotada  por  la  Corte  de  Apelación  de  Yeneoia  en  17  de 
Mayo  último,  la  cual  establece  una  doctrina  que  merece  ser  conocida  aceza 
de  la  capacidad  de  la  mujer  casada  no  comerciante,  para  librar,  aceptar  ó  en- 
dosar eflcaamente  por  si  sola  y  sin  autorización  de  su  marido  una  letra  de 
cambio. 

Objeto  de  larga  discusión  había  sido  esta  materia,  y  cuando  ya  la  doctri- 
na y  la  jurisprudencia  estaban  de  acuerdo  en  el  principio  de  considerar  capu 
A  la  mujer  casada  para  obligare  en  dicha  forma  sin  la  autorización  del  ttor 
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rido  respecto  de  aqnellos  aotos  que  oon  ureglo  Al  Código  podía  ejecutar  sin 
dicha  antorísaoión,  la  sentencia  indicada,  á  pesar  de  confirmar  ese  principio, 
ha  heoho  nacer  nuevas  dudas,  poniendo  en  tela  de  juicio  la  cuestión  de  si  co- 
rresponde á  la  mujer  casada  ó  al  tenedor  de  la  letra  el  probar  que  la  obliga- 
ron origen  de  la  misma  no  turo  por  objeto  uno  de  aquellos  actos  que  no  hu- 
bieran podido  ser  válidamente  ejecutados  sin  la  previa  autorización  marital. 

Tanto  Perensoni  como  David  Supino,  el  primero  en  la  Temi  Véneta  y  el  se- 
gundo en  el  IHntto  comm^rcimU,  han  mantenido  la  opinión  de  que  incumbe  la 
prueba  al  que  sostiene  en  juicio  la  incapacidad  de  la  mujer  para  obligarse  ó 
la  nulidad  de  la  obligación,  fondándose  en  la  consideración  de  que,  ya  se 
trate  de  la  acción,  ya  de  la  excepción,  al  que  afirma  y  no  al  que  niega  es  A 
quien  corresponde  probar  su  afirmación,  y  por  lo  tanto,  el  que  en  el  juicio 
sostiene  la  nulidad  de  la  obligación  cambiaría  contraída  por  la  mig'er  casada 
es  el  que  debe  probarla. 

Por  el  contrario,  Bossi  entiende  que  pertenece  al  acreedor  probar  la  va* 
lidez  de  la  letra  de  cambio,  porque  así  como  el  que  demanda  la  ejecución  de 
una  obligación  debe  probar  su  existencia  y  validez,  caso  de  ser  impugnada 
ésta,  del  mismo  modo  el  que  ejercita  en  juicio  una  acción  cambiaría  debe 
ostentar  un  titulo  que  sea  capaz  para  dar  vida  á  dicha  acción,  y  por  lo  tanto, 
corresponde  al  actor  probar  que  la  obligación  contraída  por  la  mujer  casada 
es  vAlida,  &  pesar  del  defecto  de  la  falta  de  autorización  por  parte  del  ma- 
ndo. 

Gomo  se  ve,  la  cuestión  no  es  tan  fácil  de  resolver,  pues  existen  razones 
poderosas  en  apoyo  de  una  y  otra  de  dichas  opiniones.  La  misma  dificultad 
subsiste  respecto  al  fondo  de  la  cuestión,  xK>rque  como  en  el  contrato  de  cam- 
bio no  es  necesario  que  conste  el  objetD  para  que  ha  sido  contraída  la  obliga- 
ción no  puede  saberse  si  tuvo  ó  no  por  causa  alguno  de  los  actos  que  la  mu- 
jer casada  está  facultada  para  ejecutar  sin  la  autorización  del  marido,  y 
por  lo  tanto,  podría  eludirse  por  e'ste  medio  fácilmente  el  precepto  de  la  ley 
en  aquellos  casos  en  que  la  misma  exige  dicha  autorización,  ó  la  judicial  en 
su  defecto. 

Ajú  es  que  para  evitarlo,  en  la  antigua  legislación  italiana  era  indispen- 
sable la  concurrencia  del  marido  ó  su  autorización,  si  se  trataba  de  mujer 
easada  no  comerciante,  pues  si  estuviera  habitualmente  dedicada  al  comer- 
cio, la  autorización  previamente  concedida  para  su  ejercicio  implicaría  y  lle- 
varía consigo  la  necesaria  para  obligarse  en  adelante  en  dicha  forma. 

Pero  en  el  nuevo  Código  de  Comercio  se  tuvo  por  conveniente  suprimir 
esa  prevención  por  considerar  bastante  al  oljtieto  de  impedir  abusos  la  corre- 
lación y  combinación  de  la  legislación  mercantil,  como  la  civil,  que  deter- 
mina los  actos  que  puede  ejecutar  por  sí  y  sin  autorización  de  su  marído  la 
mvger  casada;  y  á  las  dudas  que  con  tal  motivo  pudieran  suscitarse  sobre 
ello,  ha  venido  á  poner  término  la  jurisprudencia  sentada  en  la  sentencia  de 
TOMO  76  46 
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que  noB  ocupamos,  declarando  «que  la  obligación  camMaria  contraída  por  la 
mujer  sin  la  autorización  del  mai'ido  es  vfclida  ó  nula,  según  que  la  obligadón 
á  que  se  refiera  la  letra  pueda  ser  ó  no  llevada  k  cabo  por  la  mujer  sin  di- 
oba  autorización.» 

Por  lo  tanto,  si  el  poseedor  de  la  letra  pudiera  demostrar  que  el  objeto  ó 
la  causa  de  la  obligación  contraída  ñió  uno  de  aquellos  actos  que  la  na^w 
casada  puede  ejecutar,  según  las  leyes,  sin  necesidad  de  la  autorización  ma- 
rital, tendrá  que  ser  considerada  válida  y  eficaz  la  letra. 

En  estos  casos  no  puede  estar  probibida  la  investigación  sobre  la  caiii« 
de  la  obligación,  á  pesar  de  la  naturaleza  especial  del  contrato  y  de  la  letra 
de  cambio,  en  donde  no  es  necesaria  la  constancia  de  tal  requisito;  y  no  pTi«d» 
ser  prohibida  dicha  investigación  porque  ésta  no  tendría  por  objeto  detenni- 
nar  la  validez  de  la  letra  en  un  sentido  objetivo,  que  es  lo  que  pudiera  pro- 
hibirse por  tener  que  resultar  dicha  validez  de  la  letra  misma  según  que  m 
hayan  cumplido  ó  no  los  requisitos  exigidos  por  la  ley,  sino  la  capacidad  ju- 
rídica del  firmante  de  la  obligación  cambiaría,  ya  en  el  concepto  de  librador, 
ya  en  el  de  aceptante  ó  cedente,  para  ejecutar  el  acto  que  diere  origen  i  «Ua, 
porque  dicha  capacidad  es  condición  esencial  para  la  existencia  de  la  obliga- 
ción misma.  Y  la  prueba  de  eUo  está  en  que,  si  bien  casi  todas  las  leyes  esta- 
blecen que  no  es  necesaria  la  indicación  de  su  causa  en  la  letra  de  cambio, 
admiten,  sin  embargo,  el  examen  y  alegaciones  de  excepciones  contra  ella 
cuando  ha  sido  utilizada  como  titulo  ejecutivo,  al  oponerse  á  la  ejecución  el 
deudor. 

La  dificultad  está  en  determinar  á  quién  corresponde  la  prueba  de  la  va- 
lidez ó  la  nulidad  de  la  obligación,  y  por  lo  tanto  de  la  letra  de  cambio  que 
á  ella  diere  origen;  pero  en  esto  habrá  de  estarse  á  las  reglas  generales  del 
derecho. 

Si  bien  las  disposiciones  de  nuestro  derecho  relativas  á  esta  materia  difie- 
ren algún  tanto  de  la  legislación  italiana,  con  arreglo  á  la  cual  ha  sido  tra- 
tada en  el  estudio  critico  de  que  damos  cuenta,  sin  embargo  no  dc^a  de  te- 
ner interés  la  cuestión,  puesto  que  aun  cuando  no  con  frecuencia  pudieraa 
presentarse  en  la  práctica  algunos  casos  relacionados  con  ella,  como  por 
fl^emplo,  el  de  una  mujer  casada  separada  extrajudicialmente  de  su  eepoio, 
que  estando  ó  no  dedicada  al  comercio  tuviere  necesidad  de  expedir,  aceptar 
ó  ceder  alguna  letra  de  cambio,  ya  para  las  necesidades  de  su  tráfioo  si  faere 
comerciante,  ó  para  las  demás  atenciones  de  la  vida  si  no  perteneciera  al  co- 
m  ercio,  y  para  la  resolución  del  mismo  es  muy  conveniente  el  conocimiento 
d  e  la  doctrina  admitida  por  dicha  sentencia. 


*  • 
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La  importanoia  que  tiene  dentro  de  la  ciencia  juridioa,  y  el  interés  qne 
por  lo  tanto  merece  cnanto  se  relaciona  con  la  eficacia  y  onmplinxiento  de 
los  fiülos  judiciales  en  país  distinto  de  aqnél  en  qne  hnbieren  sido  dictades, 
lo  cual  constituye  nno  de  los  problemas  más  importantes  del  derecho  inter- 
nacional privado,  nos  mueve  á  insertar  las  siguientes  noticias  publicadas  en 
el  Jowmal  du  Droit  intemational  privé  et  de  la  Jtwitprudenee  eomparée,  por 
lír.  Cliristian  Dagoin,  Abogado  de  París,  «ohre  la  ^eeueión  de  las  Henteneias  ex- 
tranjercu  en  la  República  de  San  Marino. 

Las  reglas  establecidas  para  ello  en  dicha  República  presentan  gran  analo- 
gía con  las  disposiciones  del  Código  italiano  de  procedimientos  civiles  que  re- 
gulan dicha  materia.  Según  ellas»  ha  de  acordarse  el  exequátur  á  todas  las  sen- 
tencias dictadas  en  país  extranjero  que  reúnan  ciertas  condiciones  de  valides. 
La  parte  que  splicite  la  ejecución  de  una  sentencia  extranjera  debe  ob- 
tener una  resolución  ó  acuerdo  de  exequátur  de  la  Regencia  ó  del  Comisario 
de  la  ley.   La  Autoridad  encargada  de  dictar  dicha  resolución  debe  limitar 
BU  examen  á  los  tres  puntos  siguientes:  1.^  Si  el  fallo  de  los  Tribunales   ex- 
traigeros  ha  adquirido  ó  no  autoridad  de  cosa  juzgada,  y  si  en  él  se  acuerdan 
medidas  meramente  previsorias  ó  definitivas.  2.*^  Si  ha  sido  ó  no   dictado  por 
la  jurisdicción  competente,  después  de  citación  en  forma  de  las  partes.  Y  3.* 
Si  contiene  ó  no  alguna  disposición  contraria  al  orden  público  ó  al  derecho 
público  interno  de  la  República. 

La  demanda  de  exequfttw  debe  ser  entablada  por  medio  de  Procurador 
inscrito  en  el  Colegio.  Dicho  Procurador  presentar&  la  sentencia  extranjera 
en  forma  auténtica  y  registrada  en  San  Karino.  En  el  caso  de  que  la  parte 
interesada  no  hubiere  nombrado  Procurador,  se  le  proveerá  de  él,  de  oficio, 
por  el  Juez  competente.  El  defensor  del  exequátur  será  citado  para  una  vista 
snmaria  del  asunto. 

Cuando  la  Autoridad  competente  haya  examinado  la  pretensión  y  razones 
aducidas  por  las  partes  litigantes,  dictará  fallo  concediendo  ó  negando  el 
exequátur^  cuyo  fallo  es  susceptible  de  apelación  por  cualquiera  de  las  parten. 
Estas  son  las  reglas  generales,  y  de  ellas  se  exceptúan  los  casos  en  qne 
exista  algún  tratado  celebrado  entre  dicha  República  y  alguna  nación  amiga 
qne  establezca  distinto  orden  de  proceder  para  la  ejecución  de  sus  respecti- 
vos fallos;  pero  la  excepción  puede  decirse  que  huelga,  pues  sólo  existe  una 
convención  de  ese  género,  que  es  el  tratado  ó  convención  de  buena  vecindad 
y  amistad  celebrado  el  27  de  Marzo  de  1872  con  Italia,  cuyo  art.  1.®  establece 
que  «las  sentencias  italianas  en  materia  civil  y  comercial,  pasadas  en  auto- 
ridad de  cosa  juzgada,  serán  ejecutables  en  San  Marino  y  viceverga,  con  arre- 
glo á  las  leyes  de  procedimiento  establecidas  por  la  legislación  respectiva  de 
eada  uno  de  los  dos  Estados.» 


*  * 
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De  un  artioalo  neorológico  publicado  en  1a  Binnsta  pefiaUi  de  Bolomí*,  con 
motivo  del  fallecimiento  de  Carlos  Lucas  ooorrido  el  20  de  Diciembre  último^ 
tomamos  los  sigaientes  datos  biográficos  acerca  de  este  Unstre  juriscoiisiilto» 
cuyo  nombre  tantas  simpatías  despierta  entre  los  amantes  del  progreso  de  la 
ciencia  penal. 

Carlos  Juan  Maria  Lucas  nació  en  Saint-Briene,  antigua  Bretafia»  el  9  de 
Mayo  de  1803.  Estudió  leyes  en  París  y  se  dedicó  al  ejereioio  de  la  abogads; 
g  pero  un  suceso  por  demits  honroso  vino  k  cambiar  los  destinos  de  su  vida. 
En  1826  el  Conde  de  Sellen  en  Ginebra  y  la  Sociedad  de  la  moral  onstíana  en 
París  abrieron  simultáneamente  un  concurso  sobre  el  tema  «De  la  legitimi- 
dad y  eficacia  de  la  pena  de  muerte»,  y  habiendo  salido  vencedor  en  aisbot 
el  entonces  joven  Abogado,  esto  determinó  su  afición  á  los  estudios  penales,  y 
desde  entonces  fué  decisiva  su  vocación  por  eUos.  Los  jueces  del  concuño  ha- 
biau  presagiado  en  sus  informes  la  influencia  que  había  de  ejeroer  en  la  ao' 
ciedad  y  en  la  legislación  su  obra;  y  en  efecto,  no  se  engañaron,  pues  &  poce 
de  ser  impresa  fué  traducida  en  varios  idiomas,  y  la  opinión  pública,  impre- 
sionada con  ella,  determinó  un  nuevo  y  vigoroso  movimiento  abolicionisfta. 

Sin  hacerse  ilusiones  sobre  la  importancia  de  este  movimiento,  Lacas 
pensó  en  dar  un  carácter  más  científico  y  más  práctico  á  sus  trabi^os,  tso- 
ciando  sus  estudios  para  la  reforma  de  la  legislación  penal  con  la  del  sis- 
tema penitenciario.  A  este  objeto  encaminó  todos  sus  esfuersos  con  tal  ooos- 
tancia,  que  en  los  años  de  1828  á  1880  publicaba  ya  su  notable  obra  Etat  dk 
»¡f9tiíne  penüentiaire  en  Europe  et  aux  Etata-  ünis,  la  cual  mereció  que  la  Aosds* 
mia  le  concediese  el  gran  premio  Montyon. 

Después  de  la  revolución  de  Julio,  Lucas  y  otros  Abogados  de  los  más  dis- 
tinguidos de  París  presentaron  á  la  Cámara  de  Diputados  una  petición  para 
la  abolición  de  la  última  pena,  y  después  de  discutida  fueron  recopiladas  Iss 
discusiones  habidas  con  tal  motivo  en  un  volumen  publicado  en  18S1  con  ol 
título  de  Comedón  de  Im  dehaie»  de  las  Aaamhlea»  legMatwa»  de  Ihxneia  tebre  Im 
cue«tión  de  la  pena  dn  muerte. 

En  el  entretanto,  el  Ministro  Guizot  le  había  nombrado  en  íiSO  Inspector 
general  de  cárceles,  con  el  encargo  de  estudiar  y  proponer  los  medios  de  im- 
plantar en  Francia  la  reforma  penitenciaria.  A  este  encargo  debe  su  origen 
la  excelente  obra  publicada  por  el  mismo  en  1838,  titulada  TeoHa  de  laprinóit, 
la  cual  le  valió  el  aplauso  de  toda  Europa  y  el  nombramiento  de  ndemlno 
del  Instituto  en  Francia. 

Perseverando  en  su  misión  humanitaria,  fundó  Sociedades  de  patronst(H 
instituyó  la  Orden  especial  de  hermanas  de  las  cárceles  para  el  cuidado  de 
los  detenidos,  y  abrió  varios  establecimientos  para  jóvenes  detenidos,  entre 
ellos,  la  Colonia  agrícola  de  Val  d'Yebre,  que  quiso  dirigir  personalmente  Ü 
mismo. 

En  1866  quedó  ciego  y  abandonó  el  cargo,  pero  no  sus  estudios  predilee- 
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-tos  y  sn  ardiente  apostolado,  sino  que  se  consagró  k  ellos  oon  mas  empeño, 
yendo  siempre  nnldo  sn  nombre  &  la  obra  de  la  abolición  de  la  pena  de  mner- 
te,  4  onya  oansa  consagró  todos  sus  talentos  y  nna  singularísima  laboriosa» 
dad.  Asi  es  que  allí  donde  era  debatida  esta  cuestión  no  d^aba  jamás  de  oírse 
«a  «ntorí r.adiBim a  yob,  sin  qne  sn  edad  avanzada  ni  la  triste  enfermedad  qne 
le  máügitk  entibiasen  en  lo  m&s  mínimo  sn  jnyenil  entusiasmo;  y  hasta  en 
IcMi  postreros  dias  de  sn  vida  no  cesó  de  trabajar  en  provecho  de  la  ciencia, 
cooperando  de  nn  modo  muy  activo  y  principal  á  la  formación  del  proyec- 
to del  reciente  Código  penal  italiano,  con  sns  memorables  cartas  á  Yigliani 
y  4  Carrara  y  .con  otros  varios  trabajos  relativos  al  mismo,  que  vieron  la  Ins 
en  la  Bioüta  pénale,  de  cnya  publicación  era  nno  de  los  más  asiduos  y  nota- 
liles  colaboradores. 


«  * 


I«a  revista  de  antropología,  psiquiatría  y  medicina  legal  de  Ñápeles,  titu- 
lada X'  Anómalo,  ha  empesado  á  publicar  las  relaciones  ó  ponencias  presen- 
tadas al  Congreso  de  Antropología  criminal  de  París  de  1880,  por  los  miem- 
bros de  dioho  Congreso  encargados  de  desarrollar  cada  uno  de  los  temas 
propuestos  al  examen  y  discusión  del  mismo. 

Sn  el  número  correspondiente  á  los  meses  de  Agosto  y  Septiembre  se  in- 
serta la  ponencia  relativa  al  primero  de  los  temas  citados,  el  oual  versa  eso- 
bre la- responsabilidad  moral»,  siendo  debida  dicha  ponencia  á  upo  de  los 
partidarios  del  eclecticismo  en  las  diversas  escuelas  sostenidas  en  la  cienda 
de  la  antropología  criminal.  Su  autor,  Tarde,  afirma,  sin  embargo,  que  la  res- 
ponsabilidad no  debe  fundarse  sobre  el  libre  albedrío. 

Bn  el  numero  correspondiente  á  los  meses  de  Octubre  y  Noviembre  se  in- 
sertan ignalmente  las  ponencias  relativas  á  los  temas  2.^  y  12,  concebidos  en 
los  siguientes  términos:  Cuestión  segunda.  iExitten  caradert»  anatónicoe  pro- 
pioa  de  h»  triminaleef  ¿Lo»  crimtnaleM  preserUtin  cuando  menoe  cierto»  c€traetere9  ana- 
tómioo»  paríieulareef  ¿Cómo  deben  interpretarse  ó  entenderte  etto9  caractareef  Cuestión 
dóoimasegunda.  El  procedimiento  criminal  bajo  el  punto  de  xñeta  de  la  eociologia. 
firma  la  primera  de  estas  ponencias  el  Doctor  Manouvrier,  y  la  segunda  el 
Doetor  Zncoarelli,  ilustrado  director  de  dicha  publicación. 

Pinalmente,  en  los  números  de  Diciembre  último  y  de  Bnero  próximo  pa- 
sado, encontramos  las  dos  ponencias  distintas  hechas  sobre  el  tema  6.%  que 
es  sin  duda  el  más  interesante  de  todos  los  sometidos  al  Congreso. 

Beflérese  dicho  tema  á  la  cuestión  importantísima  en  la  antropología 
criminal  de  la  infancia  de  loe  criminalet  en  sw  relacione»  con  la  prediupotición  na- 
^Ktal  para  el  deliio. 
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Según  bomos  dicho,  don  non  Iob  paaonciftB  formad&s:  ana  por  el  Doctor 
Rameo  Tavsmi,  profesor  ds  Fedaeogia  ea  lo  UnlTcraidftcJ  de  CfttauU  (Italia), 
j  In  otra  por  el  Doctor  Uogniui,   Médico  lefa  dal  aailo  de  Saute  An»  ea 

Ni  b1  cnpaoio  de  qae  diiponemos  ni  la  Índole  da  Mtaa  raaelLaa  no*  pnoii- 
leo  hacor  si  aitraoto  ds  Un  importantei  trabajo!  con  la  aitsiuiúa  naoeaaiia; 
y  en  la  impoiibilidmd  de  dailo*  i¡  oaDOC«r  en  loa  término*  qae  ni  interii  n- 
qaiore,  naa  liinitainoi  i  dar  ouenta  de  alloi  nuimalando  k  inika   dataaida  ei> 

poHioión. 

B.  AAomn*- 


•  i 
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Historia  de  la  propiedad  comanal;  por  D.  Rafael  Altamira  y  Orevea, 
con  un  prólogo  de  D.  Gumersindo  de  Azd^ate;  un  tomo  de  365  pá- 
ginas.—Madrid,  1890. 


Pocos  libros  pueden  reimir,  en  mayor  grado  que  el  del  Sr.  Altamira,  un  ca- 
rácter tan  marcado  de  oportunidad.  Cuando  el  problema  económico  se  impo- 
ne en  todas  las  esferas  y  preocupa  todos  los  ánimos  solicitados  al  mismo 
tiempo  por  contrarios  afectos,  el  anhelo  del  progreso  y  el  cariflo  á  las  insti- 
tuciones presentes;  cuando  el  calor  de  la  lucha  entablada  por  las  escuelas 
que  están  «npefiadas  en  la  resolución  de  este  problema  ha  hecho  surgfir  del 
seno  de  unas  y  otras  afirmaciones  exageradas  que  oscurecen  los  términos  de 
la  discusión  y  siembran  la  confusión  en  el  ánimo  del  espectador  imparcial  de 
la  polémica,  que,  en  casos  como  el  presente,  ha  de  ser  siempre  el  verdadero 
jues  del  campo,  viene  la  Hvitona  de  la  propiedad  eomunalf  trasada  por  el  Sr.  Al- 
tamira con  riguroso  método  didáctico  y  con  la  imparcialidad  propia  del  ver- 
dadero historiador,  á  desvanecer  tales  confusiones  y  á  esclarecer  y  f^ar  los 
verdaderos  términos  del  problema  presentando  la  vida  de  todas  las  agrupa- 
ciones económicas  que  han  integ^rado  la  historia  de  propiedad,  y  dando  lugar 
á  establecer  las  diferencias  que  existen  entre  aquellas  que,  por  estar  arraiga- 
das en  las  costumbres  y  en  las  tradiciones,  han  tenido  una  vida  natural  y  pro- 
pia, porque  son  la  resultante  del  carácter  particular  de  los  pueblos,  y  porque 
responden  á  la  realisación  de  sus  aspiraciones,  y  aquellas  otras  que,  incubadas 
al  calor  de  la  reflexión  y  el  cálculo  en  el  estudio  de  algún  filósofo,  no  pue- 


*  De  todas  las  obras  jurídicas  que  se  nos  remitan  dos  ejemplares,  hare- 
mos un  juicio  crítico  en  esta  Sección  de  la  Betistá.  De  las  que  versen  sobre 
otras  materias,  pondremos  un  anuncio  on  la  cubierta  de  las  entregas. 
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den  tdner  otra  vidA  que  la  vida  artificial  que  les  puede  prestar  el  ainMü?» 
misterioso  de  las  grandes  ideas  y  el  entusiasmo  de  algunos  sectarios,  pocnqnd 
no  han  germinado  en  el  pensamiento  de  los  pueblos  ni  han  sido  elaboradas 
por  él,  por  el  conocimiento  de  las  necesidades  que  vienen  á  llenar. 

Comienza  el  Sr.  Altamira  por  fijar  de  un  modo  claro  y  tenninante  en  la 
introducción  de  su  libro,  el  verdadero  concepto  de  la  propiedad  comunal  qne 
ha  de  ser  el  objeto  de  sus  estudios,  describiendo  los  caracteres  que  la  diitin- 
guen  de  la  individual,  y  deshaciendo  la  confusión  que  generalmente  existe  j 
que  ha  dado  lugar  á  tantos  errores  en  la  práctica  entre  la  propiedad  oomn- 
nfil  y  la  propiedad  de  las  comunidades. 

Fijados  estos  conceptos,  comienza  la  historia  de  la  propiedad  comunal, 
que  supone  es  la  primitiva  forma  de  la  propiedad,  y  con  tal  propósito  exami- 
na la  vida  prehistórica  y  tradicional  de  los  pueblos  orientales,  cuya  consti- 
tución social  y  económica  reconstruye:  examinando  con  Herbert-Spencer  lot 
medios  de  vida  de  las  primeras  sociedades  y  las  exigencias  sociales  á  que  es- 
tos medios  obedecen,  y  comparando  con  Sohiemann  los  idiomas  derivadot 
del  primitivo  ario  anterior  á  las  emigraciones  y  las  tradiciones  comunes  de  los 
pueblos  emigrados. 

Continúa  después  el  estudio  de  la  historia  antigua  hecho  paroiaJmente  en 
los  diferentes  pueblos  orientales,  en  los  cuales  se  encuentra  casi  como  exela- 
aiva  y  como  primera  manifestación  de  la  propiedad  el  disfrute  común  en  la 
familia  de  los  bienes  apropiados  y  de  los  productos  del  trabajo,  respondiaud» 
4  las  exigencias  de  las  creencias  religiosas  y  á  la  necesidad  de  mantener  ooni- 
tantemente  el  <nilto  de  los  antepasados. 

▲  partir  de  esta  época,  nótase  cómo  se  va  desarrollando  poco  á  poco,  con 
el  paso  lento  que  tienen  siempre  en  la  vida  las  modificaciones  de  oarietar 
tan  transcendental,  la  idea  del  individualismo,  y  á  pesar  de  las  emigraciones 
de  los  pueblos  orientales,  entre  los  cuales  es  tradicional  la  forma  comunal  de 
la  propiedad  y  del  apoyo  que  recibe  de  las  doctrinas  del  cristianismo,  nótase 
oómo  el  individualismo  se  va  implantando  en  las  costumbres  y  en  la  legisiU 
oión  del  Imperio  romano  y  de  los  pueblos  formados  á  la  disgregación  de  éste; 
pero  adviértese  al  mismo  tiempo  cómo  al  paso  que  desaparece  la  forma  de  la 
propiedad  comunal  familiar,  que  antes  estaba  sostenida  por  las  ideas  religio- 
sas y  la  tradición,-  concrétase  la  comunidad  de  bienes  por  razón  de  las  nece- 
sidades en  otras  sociedades  más  amplias:  primero  en  la  tribu,  después  en  la 
dudad,  últimamente  en  la  nación;  y  cómo  k  pesar  de  las  influencias  del  indi- 
vidualismo romano  la  forma  comunal  se  desarrolla  en  las  instituciones  de  la 
Bdad  Media  al  lado  del  feudalismo  primero,  y  á  la  sombra  de  la  Monarqnia 
mus  tarde;  mostrándose  finalmente  el  triunfo  del  individualismo  sobre  todat 
las  organizaciones  comunales,  preparado  por  los  filósofos  y  por  las  aspiraeiV 
nes  oreadas  antes  de  la  revolución  del  pasado  siglo  y  llevado  por  ella  al  ma- 
yor grado  ^  exageración,  sin  que  por  esto  se  haya  conseguido  matar  for 
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«ompleto  aquellas  organisaoioiieB  qtie  hoy  sirven  de  base  para  nna  reconstmc- 
GÍ6n  ya  iniciada,  tanto  en  la  propiedad  inmueble  por  las  comunidades  rurales, 

■ 

como  en  la  mueble  por  las  comunidades  fabriles. 

Para  el  mayor  orden  y  claridad  en  sus  estudios  historióos,  k  pesar  de  con- 
venir el  Sr.  Aitamira  en  la  dificultad  de  establecer  una  verdadera  división 
histórica,  puesto  que  los  hechos  en  la  vida  no  nacen  de  repente  y  en  un  solo 
momento,  sino  que  se  van  elaborando  poco  k  poco  y  son  conseouenoia  de  un» 
verdadera  evolución  más  ó  menos  notable,  divide  su  libro  en  cinco  capítulos, 
cada  nno  de  los  cuales  comprende  la  historia  de  una  época  diferente;  asi  es- 
tudiase en  el  primero,  las  civilizaciones  primitivas  hasta  el  feudalismo  euro- 
peo; trata  el  segundo,  de  la  historia  de  la  propiedad  comunal  en  el  pueblo 
bárbaro  meridional;  en  el  tercero,  de  la  época  de  la  Monarquía  y  la  centra- 
lización; en  el  cuarto,  de  la  revolución  individualista;  y  finalmente,  se  hace 
en  el  quinto  un  estudio  compendiado  de  la  legislación  actual  sobre  la  propie- 
dad comunal  y  sobre  los  efectos  que  ha  producido. 

En  sama,  el  libro  del  Sr.  Aitamira  ha  venido  á  llenar  una  verdadera  ne- 
cesidad en  la  bibliugraña  española  economista,  y  viene  á  demostrar  sobre 
todo  la  importancia  de  esta  clase  de  estudios  en  la  actualidad. 

Clemente  Vblasgo. 


Proposición  de  ley  del  impaesto  sobre  adquisición  de  bienes  reformando 
el  de  derechos  reales;  por  D,  Luis  Gonzaga  Soler  y  Fia. 


El  distinguido  Diputado  por  Mataró  ha  croido  oportuno  publicar  en  for- 
ma de  folleto  la  notable  proposición  de  ley  mencionada,  y  en  verdad  que  no 
puede  ser  de  mayor  conveniencia  hacer  el  estudio  profundo  y  detenido  que 
merece  tan  interesante  punto,  pues  se  halla  muy  generalizada  la  idea  de  que 
el  impuesto  de  derechos  reales  y  transmisión  de  bienes  no  responde  actual- 
mente al  común  sentir  de  cuantas  personas  tienen  ocasiónn  de  conocerle  en 
todos  sus.  detalles. 

Conforme  indica  el  Sr.  Soler  y  Plá,  su  proposición  tiende  á  conciliar  los 
intereses  del  Estado,  fomentando  los  ingresos  del  Tesoro  y  repartiendo  dicho 
impuesto,  sobre  todos  y  cada  uno  de  los  diferentes  grupos  de  riqueza  de  que 
se  compone  la  general  del  país,  en  las  varias  manifestaciones  y  formas  que 
la  constituyen,  de  una  manera  equitativa  y  proporcional;  á  cuyo  efecto  el 
Sr.  Soler  propone  que  el  impuesto  se  fije  sobre  las  adquisiciones,  y  particu- 
larmente sobre  las  utilidades  que  por  razón  de  las  mismas  se  obtienen,  fun- 
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dándose  para  ello  en  qne  de  las  dos  clases  de  bienes  ó  oapitalee  qae  exiaten, 
los  qae  no  están  directamente  destinados  á  la  prodncción,  7  los  que  lo  eat&n 
á  la  elaboración  de  productos  y  á  sa  fomento  ó  conservación,  dos  primeros 
son  menos  útiles  bajo  este  pnnto  de  vista,  7  generalmente  no  se  bailan  suje- 
tos á  gabela  algnna,  al  paso  que  los  segundos,  aplicados  á  lá  producción  ó 
á  las  necesidades  de  la  vida,  de  los  qne  se  consigan  á  aquélla,  sufren  csons- 
tantemente,  en  todo  el  curso  de  su  existencia  financiera,  un  sinnúmero  de 
cargas  que  los  hacendistas  han  sutilmente  inventado.» 

Partiendo  de  estos  principios,  el  Sr.  Soler  7  Plá  ha  formulado  el  proyecto 
de  le7  referido,  á  que  se  acompaña  un  cuadro  sinóptico  de  las  tarifas  del  im- 
puesto sobre  adquisiciones  de  bienes,  proyecto  y  cuadro  que  estimamos  debe 
ser  muy  atendido  al  intentarse  la  reforma  de  la  legislación  vigente,  aun  su- 
l)oniendo  inadmisibles,  como  por  algunos  seguramente  serán,  los  principios  «n 
que  se  basa  el  proyecto  del  Sr.  Soler  y  Plá,  de  cuya  ilustración  vastísima  es 
aquél  una  prueba  manifiesta. 


« 
*  « 


Discarso  leído  en  la  inauguración  de  las  Aeademias  de  Derecho  de  la 
Universidad  de  Santiago;  por  el  limo.  Doctor  D.  Salvador  Parga  T<\- 
rreiro. 


El  Sr.  Parga  Torreiro  entiende  que  el  derecho  político,  ya  que  trata  del 
Kstado,  debe  ocuparse  de  sus  elementos,  de  su  organización,  de  sus  funciones 
de  su  acción  y  de  sus  limites,  debiendo  entenderse  que  la  palabra  «Elemen- 
tos del  Derecho  político»  se  emplea  con  referencia  al  teitítorio  y  á  las  pei^ 
sonas;  é  inspirándose  en  aquella  idea,  el  Sr.  Parga  Torreiro  ha  hecho  un  nota- 
bilísimo estudio,  muy  digno  de  ser  tenido  en  cuenta  por  los  hombres  de  cien- 
cia, y  en  el  cual  hace  constar  su  autor  que  en  vista  de  las  ideas  emitidas 
pudiera  creerse  que  no  rinde  el  debido  culto  á  la  idea  general  de  que  las  cons' 
tituciones  deben  ser  poco  extensas,  siendo  asi  que  opina  del  propio  modo, 
«pues  á  la  par  que  contempla  como  muy  vasto  el  campo  de  la  ciencia  polití- 
ca,  considera  que  puede  ser  tan  rico  en  valor,  como  pequeño  en  dimenaionesi 
el  producto  que  de  aquél  se  obtenga,  con  una  labor  acertada  en  el  dificilísimo 
ejercicio  de  la  ftmoión  legislativa  constituyente.» 


» 
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La  €odifieaeién  y  sus  problemas.  Conferencias  dadas  en  la  Uniyersidad 
de  Barcelona;  por  el  Excmo.  8r,  D.  Manuel  Duran  y  Bas. 


Sü  Ünstre  y  sftbio  Decano  de  la  Facnltad  de  Derecho  de  la  UniverBídad  de 
Barcelona,  pronunció  en  el  corso  de  1888-88  las  cinco  notabüisimas  conferen- 
oias  que  los  alumnos  de  aquella  Facultad  han  publicado  en  un  elegante  tomo, 
cozno  expresión  de  su  gratitud  por  la  enseñanza  recibida. 

12r&  en  otras  ocasiones  hemos  hecho  notar  la  diferencia  esenoialisima  que 
inedia  entre  el  principio  de  la  codificación  y  el  de  la  unificación,  pues  mien- 
tras que  el  primero  son  hoy  contadisimas  las  personas  que  lo  combaten,  la 
nxüfioación  supone  tma  porción  de  circunstancias  y  condiciones  precisas,  sin 
cayo  concurso  no  es  posible  efectuarla  de  una  manera  provechosa  y  perma- 
nente. 

liftrgos  y  empeñados  debates  se  han  sostenido  por  espacio  de  mucho  tiem- 
po, y  todavía  han  de  sustentarse  acerca  de  la  codificación  y  de  los  múltiples 
y  complejos  problemas  que  se  relacionen  con  ella,  entre  los  cuales  merece 
preferente  lugar  el  que  todavía  hoy  se  mantiene  por  los  partidarios  de  las  le- 
gislaoiones  ferales,  cual  es  el  de  que  supuesta  y  admitida  como  incontrover- 
tible la  conveniencia  de  la  codificación,  no  ha  llegado  todavía  el  momento 
oportuno  de  refundir  en  una  sola  las  diversas  legislaciones  civiles  que  existen 
en  nuestra  patria. 

£1  Código  oivU  publicado  recientemente  se  inspira  en  un  criterio  favora- 
ble al  de  la  escuela  unitaria,  y  no  es  extraño  por  lo  mismo  que  representan- 
tes ilustres  y  doctísimos  de  las  ideas  fueristas  en  materia  civil  y  de  la  lla- 
mada escuela  histórica  en  el  espinoso  campo  de  la  Filosoña  del  Derecho,  ma- 
nifiesten sus  opiniones  con  más  ó  menos  sólida  argumentación  y  sin  peijuicio 
de  guardar  los  respetos  debidos  á  quienes  profesan  ideas  contrarias.  En  este 
sentido,  como  modelo  de  exposición  científica,  acabada  y  perfecta  de  lo  que 
proclama  y  desea  la  escuela  histórica  en  nuestra  patria,  las  conferencias  del 
Sr.  Duran  y  Bas  podrán  citarse  siempre  como  xma  joya  científica  de  inesti- 
mable valor. 

Sería  preciso  dar  una  extensión  exageradamente  considerable  á  esta  rei9e- 
ña  sí  se  pretendiera  dar  idea  exacta  de  la  obra  del  Sr.  Duran  y  Bas;  motivo 
por  el  que  nos  limitaremos  á  hacer  constar  que,  aun  siendo,  como  es,  repre- 
sentante genuino  de  la  escuela  histórica,  ó  acaso  por  lo  mismo  que  lo  es,  habrá 
pocos  que  le  igualen  en  lo  arraigado  de  sus  convicciones  respecto  á  la  exis- 
tencia del  derecho  natural,  como  lo  comprueba  un  notabilísimo'  párrafo  de 
la  segunda  conferencia  á^que  ponen  terminen  estas  elocuentes  firases:  «La  su- 
misión á  1»  ley  y  la  obediencia  á  la  Autoridad  se  dignifican  si  existe  la  ley 
natural,  de  la  cual  han  de  ser  expresión  la  Autoridad  y  el  precepto  que  ella 
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fonnnle;  saprimi  da  1a  creencia  en  la  ley  natnral,  carece  de  base  aólida  la  A«- 
toridad;  no  tienen  explicación  plausible  las  qne  hoy  consideramos  prerrogatí- 
vas  naturales  de  ella;  y  es  diñcil  justificar  las  principales  instituciones  sociÉk- 
les,  y  sobre  todo  encontrar  el  fundamento  y  la  esencia  de  su  orgsm'sacáAn  y 
dentro  de  ellas  el  poder  moral  de  qne  habla  Leibnitz  cuando  se  refiere  al  de- 
recho en  sentido  subjetivo,  y  la  existencia  del  deber  jurídico  que  naee  del 
derecho  comprendido  en  su  sentido  objetiTO.» 


» 


Comentarios  al  art  2493  del  Cédigo  ciril  ehileno.  ¿Oaál  es  el  mejor  aia- 
tema  para  nombrar  los  funcionarios  judiciales? 


El  pueblo  chileno,  de  que  ya  hemos  tenido  ocasión  de  ocupamos  difersa- 
tes  veces,  se  halla  en  un  período  de  florecimiento  científico  notorio,  y  asi  lo 
comprueba  el  tomo  expresado,  que  debe  su  origen  á  dos  certámenes  joridioot 
de  importancia,  iniciados  por  la  Universidad  de  Santiago  de  Chile,  acerca  de 
los  dos  puntos  aludidos,  de  los  cuales  el  primero  puede  tener  importaneis  ge- 
neral al  efecto  de  apreciar  si  es  ó  no  defendible  la  idea  en  que  se  inspira  el 
Código  chileno  al  afirmar  que  «el  que  quiera  aprovecharse  de  la  prescripoióa^ 
debe  alegarla;  el  Juez  no  puede  declararla  de  oficio.»  El  segundo  punto  qne 
fué  objeto  de  certamen  todavía  tiene  mayor  importuicia  y  transcendencia 
general,  porque  en  él  se  discurre  sobre  un  punto  que  hoy  todavía  se  haya 
muy  discutido;  pero  uno  y  otro  son  igualmente  interesantes  y  se  han  tratado 
con  suma  lucidez  por  los  autores  de  los  trabajos  presentados,  Sres.  D.  A^^ns- 
tín  Rodríguez,  D.  Heraclio  Meza  B.,  D.  Maximiliano  Ibáñez,  D.  Julio  Beyes 
Lavalle  y  D.  Joijié  Tomás  Matus,  á  quienes  desde  este  sitio  enviamos  un  sin- 
cero y  desinteresado  aplauso  por  el  triunfo  obtenido,  extensivo  á  la  üni?atsi- 
dad  de  Santiago  de  Chile,  promovedora  de  aquellos  certámenes. 

L.  MiQOlL. 


SOBRE  REORGANIZACIÓN  DEL  NOTARIADO 

Y  DEL  REGISTRO  DE  LA  PROPIEDAD 


BXJKAJBLlO.^Introduectón:  El  crédito  agriool»  y  la  legiaUoión  hipotecaria: 
urgente  necesidad  de  nna  reforma  en  el  sistema  de  transmitir  y  grayar  la 
propiedad  inmaehle. 

Cap.  i. — El  Notariado  ootuvetudinario. — Notarios  de  este  Notariado. — Su 
protooolo. — Su  importancia  en  relación  con  el  Notariado  oficial, — Sos  proce- 
dimientos: el  juicio  convenido;  el  documento  privado;  el  amillaramiento;  el 
expediente  posesorio. — Transmisiohes  por  contrato.  ^-(Fransmisiones  por  cau- 
sa de  muerte. — Préstamos  no  hipotecarios. 

Cap.  n. — La  crUw  del  Notariado  y  del  Begittro  de  la  propiedad,  según  la  in> 
formacidn  oficial  practicada  por  los  Begistradores. 

Oap.  m. — Prtncipalee  reforma»  propuestas  en  ÉspaHa. — Sustitución  de  los  ex- 
pedientes posesorios  por  actas  notariales. — Señalamiento  de  una  circuzísoríp* 
ei6n.  jurisdiccional  h  cada  Notario:  transformación  de  las  actuales  Notarlas 
en  Registros  locales  de  la  propiedad. — Incorporación  del  Begistro  de  la  pro- 
piedad al  Notariado.  ^Incorporación  parcial  del  Notariado  al  Begistro  de  la 
propiedad. — Beduoir  k  unidad  el  órgano,  poro  no  la  ftmción. — El  catastro 
parcelario,  base  y  condición  necesaria  del  Begistro  de  la  propiedad. — Besu* 
men  de  las  reformas  propuestas  por  los  Begistradores  en  la  información. 

Oaf.  iv. — Siettma  hipotecario  de  Alemania. — El  «Ghrundbuch»  ó  registro  del 
dereoho  de  propiedad,  y  el  «Flurbuoh»  ó  libro  catastral:  relación  y  conoor- 
du&oia  entre  ellos;  cóikio  se  mantiene. — La  inscripción  ó  «eintragnng»:  su 
valor  positivo  y  notarial. — El  Begistrador:  carácter  judicial  de  este  cargo. — 
Besponsabilidad  subsidiaria  del  Begistrador  y  ¿el  Estado. — Primera  inscrip- 
-oión  de  la  finca:  sus  solemnidades.— La  investidura  («auflassung»)  y  la  ins- 
^.ripción:  anotación  preventiva  de  la  compraventa  k  instancia  del  compra- 
TOMO  76  47 
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dor. — DereolioB  reales:  yalor  de  Ia  inscripoión  con  respecto  4  elloe. — Crédito 
bipotecuio  7  denda  territoríal  (cgróndsohiild»}:  sa  diüerencia. — Emisión  de 
códnlas  territoriales  ó  de  denda  territorial  (cgnmdschuldbrief»)  sin  obligaeión 
preexistente,  k  nombre  del  propietario;  onpones  al  portador;  movilizaeián  de 
la  propiedad  inmueble.  Transformación  de  los  créditos  bipotecarioe  en  deods 
territorial.  Cancelación  de  bipotecas  y  de  denda  territorial  en  el  caso  de  no 
ser  conocido  el  acreedor. 

Cap  V. — SüUma  dd  tReal  Property  aeti^,  vigente  en  Australia. — Ofleina  úni- 
ea  en  el  Estado:  número  de  empleados;  presnpnesto  de  gastos;  arancel  de 
derecbos. — Declaración  é  inscripoión  de  la  finca;  certificado  móvil  (título)  y 
certificado  arcbivado;  carácter  de  escritora  matria  qne  tienen  ambos.— Oft- 
rantia  prestada  por  el  Estado  k  esos  títulos;  prima  exigida  por  el  seguro.— 
Transmisiones  y  gravámenes  por  este  sistema.  Compraventa:  zenovadóa  del 
titulo.  Sucesión  mortis  causa.  Constitución  de  bipotecas  y  demás  deredioi 
reales:  cancelaciones;  cesión  de  crédito  bipotecario.  Pignoracidn  del  titok. 

Cap.  vi. — Linca»  para  una  reforma  orgánica  en  España. — unidad  de  Notaría 
dentro  de  la  población:  ventajas  de  esta  organización. — Unidad  de  Kotarís 
dentro  del  partido. — Unidad  de  Notaría  y  de  Registro  de  la  propiedad:  (tuoAn 
de  ambas  instituciones  en  una  sola. — Simplificación  de  las  escritoras  pábk'- 
oas. — Esoritura-protocolo-registro:  arcbivo  de  copias. — Los  amillaramisntos 
en  la  Notaria-Begistro. — Transición  gradual  al  sistema  australiano  y  al 
alemán. 

Cap.  yn. — Relación  de  ata  reforma  con  la  ÁdmifwtraeióH  de  jiutieia. — Actos 
de  jurisdicción  voluntaría:  tendencias  dominantes  entre  los  Notarios  y  los 
Begistradores;  proyectos  pendientes,  de  carácter  oficial. — Aotos  de  joxisdic* 
ción  contenciosa. — Juzgados  municipales  y  Tribunales  de  apelación:  cómo  de- 
berían constituirse. 


«Há8  qae  de  tratados  de  comercio,  macho  más  qne  de  ios- 
tracción  primaria,  machísimo  más  qae  de  población  rara!,  tie- 
ne hambre  y  sed  de  crédito  la  agricaltara  española.  Necesi^ 
recobrar  sa  independencia  j  sa  libertad  de  acción,  libertado 
las  tierras  qae  labra  de  la  enorme  deada  hipotecaria,  cayos  in- 
tereses absorben  la  mayor  parte  del  prodacto;  necesita  acorné- 
er  grandes  plantaciones,  á  fin  de  transformar  sas  mieses  en 
viñedos  y  sas  descampados  en  selvas;  necesita  sangrar  los 
ríos,  horadar  las  capas  de  la  corteza  terrestre,  represar  lo» 
arroyos  ramblizos  y  establecer  en  abandancia  máqainas  hi- 
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driulicaSy  á  fin  de  contrarrestar  IO0  rigores^  en  nuestro  clima 
crónicos,  de  la  sequía^  dar  mayor  variedad  á  los  cnltiyos^  des- 
arrollar el  arbolado  frutal  para  la  exportación  j  la  ganadería, 
é  imprimir  á  los  cálculos  de  la  industria  agrícola  una  certi- 
dumbre 7  una  regularidad  de  que  en  absoluto  carece;  7  para 
todo  esto^  le  es  indispensable  una  gran  masa  de  numerario, 
que  sólo  el  crédito  puede  proporcionarle.  Desgpraciadamente, 
á  pesar  de  la  excelente  base  contributiva  de  que  dispone  (la 
propiedad  rústica),  ha  sido  hasta  aquí  postergado,  7  todavía 
lo  sigue  siendo,  el  crédito  hipotecario  al  personal  7  al  real  mue- 
ble, por  no  reunir  aquellas  condiciones  que  armonizan  la  faci- 
lidad de  la  constitución  con  la  seguridad  del  reembolso.  Esta 
es  la  causa  de  que  la  agricultura,  más  que  ningún  otro  ramo 
de  producción,  sea  víctima  de  la  usura,  7  que  la  propiedad  te- 
rritorial ha7a  descendido  á  un  grado  de  depreciación  tan  ex- 
tremado como  el  que  hace  tiempo  viene  lamentando. 

;»E1  legislador  cre7Ó  poner  ñn  á  este  estado  de  cosas  esta* 
Meciendo  el  régimen  hipotecario  en  su  forma  actual.  «El  fin 
de  la  legislación  hipotecaria  (decía  en  la  Exposición  de  moti- 
vos  la  107  de  8  de  Febrero  de  1861)  es  asentar  el  crédito  terri- 
torial en  la  base  de  la  seguridad  de  la  hipoteca  7  del  pago  de  lo 
ofrecido.  El  que  presta  con  hipoteca,  más  bien  que  á  la  perso- 
na, puede  decirse  que  presta  á  la  cosa:  el  valor  de  la  finca  hi« 
potecada  es  la  causa  por  que  entra  en  la  obligación:  el  deudor 
es  sólo  el  representante  de  la  propiedad.;.:  adherido  el  crédito 
á  la  finca,  no  se  altera  por  la  pérdida  de  crédito  personal  de 
8Q  dueño.  El  crédito  territorial  queda  así  suficientemente  ga- 
rantido: cada  uno  sabe  hasta  dónde  alcanza  la  preferencia  que 
pnede  tener  sobre  los  demás  acreedores:  está  en  el  mismo  caso 
que  si  se  hubiese  señalado  una  parte  del  precio  de  la  finca  para 
el  día  en  que  se  hiciera  el  pago,  7  esto  sin  temor  á  privilegios 
de  hipotecas  desconocidas  por  él,  puesto  que  nunca  puede  per- 
judicarle lo  que  no  constare  en  el  Registro.  Con  la  adopción  de 
este  sistema,  los  capitales  tendrán  un  empleo  sólido  7  fácil,  el 
propietario  gozará  de  un  crédito  proporcional  á  su  verdadera 
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riqueza,  se  activará  la  circalación,  bajará  el  interés  del  dinero 
7  nacerán  nuevas  fuentes  de  riqueza  y  prosperidad.» — Pues 
bien,  una  experiencia  de  veinte  años  nos  demuestra  cuánto 
había  de  fantasía  y  de  buen  deseo  en  estos  vaticinios:  al  cabo 
de  tanto  tiempo  de  régimen  hipotecario,  cuando  están  ya  ob- 
viadas ó  vencidas  en  su  mayor  parte  las  dificultades  con  que 
hubo  de  tropezar  en  un  principio  el  tránsito  del  antiguo  regis- 
tro al  nuevo,  las  instituciones  de  crédito  territorial  continúan 
en  estado  de  desiderátum  y  de  problema,  lo  mismo  que  en  1863; 
y  esto,  porque  el  elemento  positivo  de  la  seguridad  que  traía 
como  de  nuevo,  ha  sido  neutralizado  por  otro  elemento  nega- 
tivOy  el  complicado  sistema  de  solemnidades  externas,  caras  j 
embarazosas,  que  establecía,  así  para  la  traslación  de  la  pro- 
piedad como  para  la  constitución  y  cancelación  de  créditos 
hipotecarios.  Preocupado  sólo  con  la  seguridad  de  la  hipoteca^ 
el  legislador  sacrificó  á  ella  la  sencillez,  la  brevedad  y  la  ba- 
ratura, y  los  capitales  han  continuado  tan  retraídos  como  antes 
de  la  reforma.  El  exceso  de  publicidad  ha  producido  los  múh 
mos  resultados  que  producía  antes  el  exceso  de  la  ocultación; 
no  ciertamente  por  la  publicidad  en  sí,  mas  por  las  formalida- 
des requeridas  para  lograrla.  Por  esta  causa  se  prefiere  á  menu- 
do todavía  el  crédito  personal  al  real,  compensando  el  peligro 
que  los  acreedores  corren,  con  intereses  usurarios  y  ruinosos. 
Así,  queriendo  remediar  los  antiguos  inconvenientes,  se  dio  en 
el  vicio  contrario,  y  se  han  reproducido  por  lujo  de  segurida- 
des los  males  que  antes  nacían  de  la  falta  de  seguridad.  Tan 
cierto  es  que  los  extremos  se  tocan. 

>E1  sistema  vigente  garantiza,  es  cierto,  el  reintegro  de  los 
créditos,  pero  es  una  garantía  demasiado  costosa  y  no  poco 
molesta.  La  Comisión  codificadora  adoptó  una  forma  de  inscri- 
bir los  títulos  por  extracto,  rechazando  su  transcripción  literal, 
entre  otras  razones,  porque  en  las  enajenaciones  y  constitu- 
ciones de  derechos  reales  difícilmente  compensaría  los  gastos 
que  lleva  consigo.  Pues  bien,  este  inconveniente  subsiste,  ^ 
pesar  de  eso,  respecto  de  la  mayor  parte  de  las  fincas  y  dere- 
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chos  inscribibles,  y  es  una  de  las  cansas  que  hacen  ineficaz  en 
bnena  parte  el  Begístro  de  la  propiedad.  Añádase  á  esto  la 
considerable  depreciaci<5n  de  la  riqneza  rástica,  nacida  de  las 
dificultades  con  que  tropieza  sn  circulación  por  los  altos  dere- 
chos con  que  están  g^ravadas  las  operaciones  de  transmisión  ó 
de  constitución,  ó  por  la  inseguridad  que  en  caso  contrario  les 
acompaña,  y  se  comprenderá  cuan  urgente  es  una  reforma  en 
el  sentido  de  simplificar  la  legislación  notarial  é  hipotecaria 
vigente.  De  ella  puede  decirse  poco  más  ó  menos  lo  que  de  la 
antigua  decía  el  Real  decreto  de  8  de  Agosto  de  1855:  «Núes- 
tras  leyes  hipotecarias  están  condenadas  por  la  ciencia  y  por 
la  razón,  porque...  ni  ejercen  saludable  inñuencia  en  la  prospe- 
ridad pública,  ni  asientan  sobre  sólidas  bases  el  crédito  territo- 
rial, ni  dan  actividad  á  la  circulación  de  la  riqueza,  ni  moderan 
el  interés  del  dinero,  ni  facilitan  su  adquisición  á  los  dueños 
de  la  propiedad  inmueble...:  la  reforma  es  urgente  é  indispen- 
sable para  la  creación  de  Bancos  de  crédito  territorial...  y 
para  libertar  al  propietario  del  yugo  de  usureros  despiadados;»; 
hoy,  como  en  1861,  puede  decirse  lo  que  en  la  Exposición  de 
motivos  de  la  ley  de  8  de  Febrero  la  Comisión  codificadora: 
«Nuestra  actual  legislación  hipotecaria  exige  reformas  radica- 
leSy  para  que  pueda  satisfacer  las  condiciones  que  echa  de 
menos  en  ella  la  sociedad  activa  de  nuestros  días.» 

:»Bn  la  actualidad,  el  que  trata  de  adquirir  una  finca  rústica 
ó  urbana,  ó  prestar  dinero  sobre  eUa,  ha  de  principiar  por  in- 
formarse de  lo  que  llamaríamos  su  estado  civil,  en  el  Beg^stro 
de  la  propiedad,  sacrificando  á  esto  una  primera  partida  de 
tiempo  y  de  dinero.  Resueltos  á  celebrar  el  contrato  con  todas 
las  garantías  públicas,  los  contrayentes  han  de  comparecer 
ante  Notario,  pagándole  un  derecho  nada  módico  conforme  á 
Arancel.  El  acto  ha  de  autorizarse  en  papel  sellado:  primera 
contribución  indirecta  que  le  impone  el  Estado.  Inmediata- 
mente, el  documento  ha  de  presentarse  en  la  oficina  liquidado- 
ra del  Impuesto  de  derechos  reales  y  transmisión  de  bienes ; 
segunda  contribución  y  cuarto  pago.  Estampada  la  nota  corres- 
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t^^^nfA  t1^J*«  t  -íeTíi  ifigec:V-li»í-  T'A^ría,  coa  esto,  laaega- 
h<ia4  de  la  a^T-^u.'T  >n  no  es  acei:I;isir  %«iaTía  haj  que  consti- 
tuir a  a  *^^ro  co::tra  ^\éJUjé  q^e  pisdea  iorgír,  lobre  mejor 
derecho,  líriiercSy  mediaiieríaj,  ferríd^nibres,  reclamacíoiiei 
de  eríccí^r^,  fegtsnia  Tenta  ímcrita  axius  que  ¿a  primera,  etc., 
qi3e  et  d/^cír,  contra  naeToe  trK.at2:»  de  papel  sellado,  notarioB, 
letraios,  procoradcrres,  escnlanoa  j  demás  agregados  de  h 
caria.  Con  esto  se  jo  ota  lo  diipendioao  j  enmarañado  delmj- 
todo  de  eoj  a  ícíar,  al  cnal  añaden  icdaría  los  Escríbanos  nue- 
ras 7  majores  complicaciones  con  inñnitas  diligencias  inúlálet 
7  costosas,  con  que  el  jo  icio  ejecnÜTO  se  conTierte  en  nn  ins' 
tramen to  de  ruina  7  de  despojo  más  segaro  qae  los  incendios  j 
las  iarasioaes.  Dadas  tales  premisas,  el  resoltado  del  Begistro 
de  la  propiedad,  en  lo  tocante  al  crédito  territorial,  no  podía  s^ 
otro  qae  el  qae  ha  sido:  nn  inmenso  fracaso.  He  aqní  el  balaa- 
ce  desconsolador  de  esa  institución  que  tantas  esperanzas  hizo 
concebir  al  plantearse  hace  casi  veinte  años:  1.^,  no  ha  hecbo 
desaparecer  el  pacto  de  comiso,  el  cual  conserra  la  misma  boga 
7  produce  los  mismos  estragos  económicos  7  moralesique  an- 
tes, disfrazado  de  yenta  á  carta  de  gracia;  2.^,  no  ha  disminui- 
do el  interés  del  dinero  en  la  más  mínima  proporción;  3.*,  á 
pesar  de  él,  7  mejor  dicho,  por  obra  del  sistema  de  que  forma 
é\  parte  mu7  integrante,  el  préstamo  hipotecario  desaparece 
rápidamente,  suplantado  por  el  pacto  de  retrovendendo^  con 
que,  apreciadas  las  fincas,  por  la  tiranía  del  prestamista,  en 
un  cuarto,  un  tercio  ó  una  mitad  menos  de  su  valor,  resulta  de 
hecho  el  interés  del  dinero  muchísimo  más  alto  que  en  1863; 
4.^,  ao  ha  logrado  atraer  á  sus  libros  la  propiedad  inmueble 
siúo  en  mu7  pequeña  parte  (5  á  50  por  100),  7  todavía  esa  está 
7a  renunciando  á  la  inscripción  de  dominio  para  acogerse  i  la 
de  posesión,  ó  lo  que  es  igual^  se  está  alejando  cada  vez  más 
del  verdadero  crédito  territorial  en  condiciones  económicas  y 
soportables. 
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»E8te  estado  de  cosas  exige  pronto  remedio;  la  opinión  en  ' 
toda  Earopa  demanda  con  vivas  instancias  la  simpliñcacíón  de 
esa  complicada  maqninaria,  tan  difícil  de  mover  para  los  ricos 
7  superior  á  las  débiles  fuerzas  de  la  clase  poco  acomodada  de 
labradores.  Se  quiere  que  las  transmisiones  sean  casi  gratuitas^ 
casi  instantáneas  y  con  garantía  absolata  é  infalible^  á  prueba 
de  litigios;  que  se  reduzcan  á  un  solo  pago  todos  los  tributos, 
á  un  solo  acto  todas  las  operaciones,  á  un  solo  día  todos  los  t¿r» 
minos;  que  la  compra  de  la  tierra  no  ofrezca  mayores  dificul- 
tades que  la  adquisición  de  efectos  públicos  ó  el  descuento  de 
pagarés;  que  los  títulos  de  propiedad  lleven  consigo  su  propia 
justificación  y  puedan  servir  de  garantía  para  tomar  dinero  á 
préstamo  sin  constituir  hipoteca,  lo  mismo  que  un  objeto  mué- 
ble,  una  alhaja,  obligaciones  de  una  compañía,  etc.;  en  una 
palabra,  que  esos  títulos  formen  perfecta  ecuación  con  la  cosa 
ó  derecho  cuyo  dominio  expresan,  y  sean  una  representación 
exacta  de  su  valor,  independientemente  de  toda  matriz,  de  todo 
protocolo  y  de  todo  registro.  Este  ideal  ha  sido  Realizado  en 
parte  en  Alemania  y  Polonia  por  medio  de  un  sistema  de  obli- 
gaciones territoriales  constituidas  sobre  los  inmuebles,  expe« 
didas  por  establecimientos  de  crédito  que  se  han  creado  bajo 
los  auspicios  del  Gk>biemo,  y  negociables  como  las  acciones  de 
ferrocarriles  ó  cualesquiera  otros  efectos  públicos;  é  íntegra» 
mente  en  Australia,  por  medio  de  un  sistema  original  de  ti- 
tulación que  vamos  á  describir...» 


Esto  escribía  hace  siete  años,  al  dar  á  conocer  en  España 
-el  sistema  de  registro  ideado  por  sir  Bobert  Torrens  y  puesto 
en  práctica  con  éxito  concluyente  en  las  colonias  inglesas  de 
la  Oceanía  y  en  alguno  de  los  Estados  unidos  del  Norte  de 
América,  bajó  el  nombre  de  «Registration  of  title»  (1).  Si  iban 


(1)     BoUün  de  la  In$tituciám  Libre  de  Enseílama,  Kadrid,  Abril,  1B88,  pági- 
1»  lOB  7  signientes. 
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Ó  no  faera  de  camino  tales  reflexiones,  dígalo  ese  formidable 
movimiento  de  opinión  que  de  todos  lados  se  leyanta,  deman* 
dando  á  nna  voz,  con  tanto  de  amenaza  como  de  ruego,  aUTÍo> 
fuerte  en  los  tributos  y  simplificación  en  los  organismos  que  A 
Estado  tiene  constituidos  para  afianzar  los  derechos  civiles  de 
los  particulares:  ya  son  los  agricultores  y  ganaderos  de  toda 
España,  organizándose  en  Ligas  generales  y  locales  para 
combatir  la  política  abstracta  y  formalista  de  todos  naestroe 
partidos  y  encauzar  la  acción  de  Parlamentos  y  GobiemoSi  d- 
ñóndola  á  los  solos  capítulos  de  Hacienda  y  de  Fomento,  y  po* 
ner  un  dique  al  continuo  desatentado  crecimiento  de  los  presa- 
puestos;  ya  es  el  Notariado  en  masa,  con  su  gran  experiencia 
de  los  hechos,  denunciando  en  vigorosa  manifestación  el  im- 
puesto del  timbre  y  el  de  transmisiones,  y  alguna  vez  al  mis- 
mo Registro  de  la  Propiedad,  como  fautores  de  la  ruina  de  la 
pequeña  propiedad,  á  la  cual  obligan  á  vivir  fuera  de  la  ley,  y 
juntamente  enemigos  de  la  Hacienda  pública,  que  por  querer- 
lo todo  viene  á  quedar  sin  nada;  aquí  los  terratenientes  de  una 
localidad,  como  Yendrell  y  CalafeU,  representan  al  Ministerio 
de  Gracia  y  Justicia,  solicitando  la  incorporación  de  la  fe  pú- 
blica al  Registro  para  todos  los  actos  y  contratos  que  afectan  í 
la  propiedad  inmueble;  allá,  las  Diputaciones  de  tal  ó  cual 
provincia,  como  Yalladolid  y  Orense,  proponen  en  la  Informa- 
ción sobre  la  crisis  agrícola  la  supresión  de  las  escrituras  pú- 
blicas y  su  sustitución  por  documentos  privados  inscribibles; 
tal  Cámara  de  Comercio,  como  la  de  Madrid,  y  tal  Consejo 
provincial  de  Agricujitura,  Industria  y  Comercio,  como  el  de^ 
Castellón  y  el  de  Yalladolid,  opinan  que  debe  suprimirse  hasta 
los  Registros,  reformando  la  legislación  hipotecaria  en  el  sen- 
tido de  aproximarla  cuanto  sea  posible  al  sistema  Torrens,  6 
creando  Bancos  agrícolas  que  apliquen  dicha  Acta  Torrens,  re- 
comendada ya  antes  en  memorial  á  las  Cortes  por  la  Liga  de 
contribuyentes  de  Yalencia;  ya  es  un  diputado,  como  el  Sr.  Ma- 
luquer,  que  propone  á  las  Cortes  la  supresión  indirecta  del  No- 
tariado, subrogando  en  sus  funciones  á  los  Registradores;  ;a 
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un  Ministro,  como  el  Sr.  Romero  GirÓDi  en  acto  de  aportara 
de  loB  Tribunales,  afirmando  que  el  Registro  abruma  á  la  pro- 
piedad mediana  y  excluye  de  él  á  la  pequeña,  entregándola  in- 
defensa á  la  incertidumbre  y  á  la  usura;  ya  los  Registradores 
mismos^  certificando  en  solemne  información  ante  los  poderes 
.la  completa  inutilidad  del  Registro  mientras  no  sufra  una 
transformación  profunda...  Bien  podemos  graduar  este  proble- 
ma de  administración  entre  los  más  vitales  que  se  agitan  al 
presente  en  nuestra  patria;  y  no  extrañará  si  volvemos  sobre 
él  más  de  una  vez  en  esta  Revista,  con  la  mira  de  prepararle 
una  solución  que  sea  á  un  tiempo  clara,  definida  y  racional. 
La  ciencia  no  se  había  cuidado  de  discutirlo,  y  ni  siquiera  de 
plantearlo,  hasta  estos  últimos  años:  los  programas  de  los  par- 
tidos lo  desconocían  en  absoluto,  habiendo  circunscrito  su  eco- 
nomía á  las  aduanas,  como  antes  á  la  desamortización:  á  lo» 
poderes  del  Estado  no  pudo  preocuparles  en  poco  ni  en  mucho,, 
teniéndoles  absorbido  el  jurado,  el  sufragio  y  la  administrar 
ción  local  la  poca  atención  que  les  dejaba  libre  la  lucha  ince- 
sante por  el  poder;  y  así  ha  podido  dolerse  con  verdad  el  cuer- 
po de  Notarios,  de  que  mientras  todo  en  la  legislación  se  ha 
transformado  á  su  alrededor,  únicamente  el  Notariado  haya 
quedado  petrificado  en  sus  antiguos  moldes,  más  bien  fortale- 
cidos que  renovados  por  la  reforma  de  1862  (1).  Como  sucede* 
casi  siempre,  la  costumbre  del  pueblo  se  ha  adelantado  á  tra- 
zar rumbos,  y  lo  que  es  más,  á  imponerlos,  dejando  caer  en 
desuso  casi  por  entero  el  Notariado  de  la  ley  y  creando  una 


(1)  «En  la  legración  notarial  se  ha  adelantado  poco»  (J.  García  Lastra^ 
notario  de  líadrid,  18B4).  «Es  neoesario  reconocer  que  la  ley  de  1802  no, es  hoy 
suficiente  k  la  legitima  aspiración  del  Kotaziado»  (E.  CastiUo,  notario  de 
JCedixia  Sidonia,  1)884).  «¿No  es  doloroso  ver  o¿mo  se  desenyaelven  las  leyes 
y  las  institaoiones,  poniéndose  en  armenia  con  las  necesidades  de  la  actual 
oÍTilÍBación,  sin  que  para  el  Notariado  haya  un  recuerdo  siquiera?  ¿No  es  tris- 
te Tohrer  la  TÍsta  á  todas  partes  y  presenciar  el  derrumbamiento  de  la  anti- 
gua legislacidUf  sin  que  al  Notariado  le  ¡legue  su  tumo  de  minoras?»  (B.  de^ 
Paseual,  notario  de  Santofia,  1864),  ete. 
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coniuetudlnario,  ai  de  efectoB  menos  aeguros  para  los  casos 
anormales  en  que  se  suscita  un  litigio,  más  rápido,  más  eco- 
nómico, más  accesible  física  é  intelectualmente  i  la  multitad 
y  mejor  adaptado  á  sns  necesidades,  supuesto  el  hecho  de  ex- 
periencia de  que,  en  la  inmensa  mayoría  de  los  casos^  el  d^ 
i^cho  es  cumplido  voluntariamente  por  los  obligados,  sin  qne 
le  sea  preciso  acompañarse  de  la  coacción  exterior  de  la  so- 
ciedad» Puede  asegurarse  que  más  de  las  tres  cuartas  partes 
de  la  propiedad  inmueble  en  Bspaña  se  hallan  confiadas  al  ré- 
gimen de  la  buena  fe,  y  que  en  más  de  las  tres  cuartas  partes 
lie  los  contratos  que  se  celebran ,  acaso  en  un  90  por  100,  los 
<^:>ntr4itantcs  renuncian  i  las  garantías  externas  que  el  Este- 
tío  l«  brhuia  con  el  Xouriado  y  el  Registro,  no  porque  Iss 
jnKpí<*u  ÍAíit;l«  T  dejen  de  apetecerlas,  sino  porque  en  sos 
<»Aiv"<í^"^  t^v^  T^en  tasio  cerno  cuestan. 

Kíito  ^wií'T^  d«s;r  qiíe  üebcmas  principiar  estnüando  ese 
^^  W^.xN*  UariAi^  XMañañz)  cívnwietaünario,  saa  órganos  de 
^^:J^'!V«ír^x^1i^  íttó^  tenwdíitien'K»,  m  extcnsiifi  é  íniportancia, 
^Nfíí^  tííN'-j^  TiiiSi^^rcir*.  T«rT  cisnr.*  áe  conocer  lis  ói^ezftcdO' 
'N*  ^  U  ar-mkl  lericLSJCiua  aoTarraiI  v  éL  g^  qro  éebe  He* 


M     fS    ti'» 
«    i» 


B  MmUíHmém  «•ssMietadUaaria. 

>,  .r  V  i<  isU  Notariado, — ^Los  órganos  de  la  &  yiVJca 

N«  y  muy  diversos  en  nuestra  patria.  La  lej  ¿&;  So- 

^aue  el  Notario  diciendo  que  es  «el  foncionazü  pá- 

.s   iuborizado  para  dar  fe  de  los  contratos  y  demás  acsasez- 

.^  .riciales»,  dando  á  entender  que  el  Notario  es  el  único  fe- 

..  w  ii>,  el  único  investido  del  poder  de  dar  condiciones  de  sa- 

..:ioidad  á  los  actos  extrajudiciales,  el  único  testigo  de  oficio, 

^ero  de  matrices  y  depositario  de  la  fe  pública,  cuando  es 
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sabido  que  existen^  foera  de  él,  muchos  otros  fancionarios  á 
quienes  la  ley  confiere  facultades  notariales  en  los  casos  que 
ella  específica:  1.°  Los  Vicecónsules  de  España  en  el  extran* 
jero,  respecto  de  actos  y  contratos  que  hayan  de  surtir  efecto 
en  nuestro  país^  segáu  la  ley  orgánica  de  14  de  Marzo  de  1883 
y  el  Beglamento  de  la  carrera  consular  de  23  de  Julio  del  mis- 
mo año;  2.^  Los  Agentes  de  Cambio  y  Bolsa  y  los  Corredores 
colegiados,  en  asuntos  mercantiles,  al  tenor  del  lib.  1.^,  tít.  6.^ 
del  Código  de  Comercio:  3.^  Los  Hegistradores  de  la  Propiedad, 
con  respecto  á  los  contratos  privados  que  se  hubieren  celebra- 
do antes  de  1863,  á  los  contratos  de  refacción  que  se  celebraren 
en  cualquier  tiempo,  etc.,  conforme  álos  artículos  405  y  si- 
guientes, 59  y  otros  de  la  ley  Hipotecaria:  4.^  Los  Jueces 
municipales,  para  autorizar  conyenios  ajustados  en  actos  de 
«conciliación  y  librar  certificados  de  ellos  con  igual  valor  eje- 
cutivo que  si  fuesen  escrituras  públicas  otorgadas  ante  Nota- 
riO;  al  tenor  del  artículo  476  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
sin  contar  los  expedientes  posesorios,  los  certificados  de  exis- 
iencia,  las  actas  de  consentimiento  y  consejo  paterno  para 
contraer  n^atrimonio,  etc.:  5.^  Los  Secretarios  de  Ayuntamien- 
to,  para  autorizar  capitulaciones  matrimoniales  en  ciertas  cir- 
cunstancias y  dentro  de  cierto  límite,  seg^n  el  art.  1324  del 
novísimo  Código  civil,  así  como  también  para  certificar  sobre 
las  obligaciones  contraídas  por  particulares  á  favor  de  los  pó- 
sitos, según  la  Real  orden  de  18  de  Marzo  de  1868:  6.^  Los 
Párrocos  en  Cataluña,  para  recibir  y  autorizar  testamentos  ó 
últimas  voluntades  en  su  distrito,  territorio  ó  feligresía,  cuan- 
do faltare  Notario,  conforme  á  la  Real  provisión  de  29  de  No- 
viembre de  1736.  Y  por  este  tenor  otros  muchos,  los  Diocesa- 
nos, los  Notarios  eclesiásticos,  los  Párrocos  en  Aragón,  los 
Administradores  de  Propiedades  6  Impuestos,  los  Secretarios 
de  Juzgado,  etc . ,  etc. 

Lo  que  hay  es  que  el  Notario  puede  dar  fe  de  toda  elas$  de 
■actos  extrajudíciales  sin  líiiiitación,  como  órgano  especial  que 
«es  para  esa  función;  mientras  que  los  demás  se  hallan  insti- 


264  BBYISTA  D2  UMtlSLkOlóV 

taídos  para  otro  genero  de  fanciones,  no  ejerciendo  la  fe  pú- 
blica sino  por  accidente  y  como  una  facultad  accesoria ,  en  los 
casos  taxativamente  marcadoír  por  las  leyes. 

Del  Notariado  consuetudinario  puede  decirse  lo  mismo  qoe 
de  la  costumbre  dicen  los  autores:  que  unas  veces  se  ejerce  se- 
gún ley  6  fuera  de  ley,  y  otras  contra  ley.  Sus  órganos  son  de 
dos  clases:  unos  ewtraoJkiaUty  personas  privadas  con  yocacién 
y  aptitud  especial  para  constituirse  en  mediadores  de  la  vida 
del  derecho  en  ciertos  órdenes,  como  la  contratación  y  las  par- 
ticiones, y  cuyo  ministerio  llega  á  adquirir  una  cierta  especia- 
lidad y  consistencia  por  reconocimiento  implícito  de  las  dase» 
inferiores  de  la  sociedad  que  lo  invocan  y  utilizan:  otros,  oMa- 
les,  á  saber,  principal  aunque  no  exclusivamente,  los  Jueces 
municipales,  á  quienes  compete  el  conocimiento  de  los  juicios 
yerbales,  camino  á  los  «rcontratos-sentencias»,  y  los  Secreia- 
rios  de  Ayuntamiento,  en  cuyas  manos  está  el  amillaramienio, 
y  por  tanto  la  llave  de  los  «expedientes  posesorios»,  ese  gran 
instrumento  por  medio  del  cual  las  obras  del  Notariado  popnhr 
tienen  acceso  directo  al  Registro  de  la  propiedad  sin  hacer  ape- 
nas parada  en  las  temidas  estaciones  del  estanco,  de  la  no- 
taría y  de  la  oficina  liquidadora.  El  Notariado  oficial  sirve  la 
gran  propiedad;  el  consuetudinario  la  pequeña  y  aun  la  me- 
diana, que  son  en  España  las  más  importantes  y  valiosas; 
por  cuya  razón  decía  un  ilustrado  notario,  D.  Rafael  Peñalva, 
hace  algunos  años,  que  «ó  se  transforman  las  condiciones  se- 
culares del  dominio  en  la  pequeña  propiedad  y  en  la  media,  d 
la  ley  Hipotecaria  y  las  clases  de  Notarios  y  Registradores  es- 
tán condenadas  á  desaparecer.» 

Los  Notarios  del  pueblo  que  no  tienen  designación  propia 
por  algún  oficio  de  república  que  desempernen,  como  Párrocos, 
Jueces  municipales  ó  Secretarios  de  Ayuntamiento,  reciben 
muy  diversos  nombres:  fartidores^  eantaioreSy  cedulistaSf  etc. 
En  las  capitales  de  partido  y  de  provincia,  los  más  de  ellos  se 
reclutan  entre  los  oficiales  de  Registros  y  los  auxiliares  de 
Notarías  excedentes  que  quedaron  sin  empleo  y  han  tomado 
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oomo  recarao  la  gaerra  de  pluma  á  las  Notarías  salvadas  en 
las  nuevas  demarcaciones^  en  los  paeblos  de  corto  vecinda- 
rio son  más  bien  los  Secretarios  de  Ayuntamiento  y  de  Juz- 
g^0|  á  veces  los  barberos.  La  «tinvestidnra»  que  el  Notario 
oficial  recibe  de  los  poderes  al  constituirlo  en  funcionario  de 
la  fe  pública,  está  sustituida  en  este  Notariado  consuetudina- 
rio por  la  «buena  fe»  de  los  particulares,  que  atribuyen  á  los 
actos  y  contratos  autorizados  por  él  valor  de  autenticidad,  y 
ú  la  posesión  efectos  de  dominio:  exceptúanse,  por  supuesto, 
los  expedientes  posesorios  y  los  juicios  convenidos,  que  van 
marcados  con  el  sello  de  la  ley.  De  los  cedulistas  6  casamen- 
teros del  Pirineo,  dije  ya  algo  en  mi  «Derecho  consuetudina- 
rio del  Alto  Aragón»  (1):  de  otras  variedades  puede  formarse 
idea  clara  por  lo  que  ha  dicho  en  su  exposición  de  quejas  y 
de  agravios  el  cuerpo  de  Notarios  (2). 

«Hay  Secretario  de  Ayuntamiento  (dice  D.  J.  Francisco  Sán- 
"CheZy  notario  de  Martín  del  Río)  que  redacta  por  año  mil  con- 
tratos privados,  encabezados  en  esta  forma:  ÁnU  mi  y  los  tes  ti- 
ffosy  en  cüyoa  documentos  se  pactan  multas  para  el  que  no  los 
cumpla,  superioridad  de  precio,  antelación  de  fechas,  etc.,-  tes- 
tamentos que  no  se  elevan  á  escritura  páblica,  por  repartirse 
luego  los  bienes  los  interesados,  también  sin  escritura  pública; 
otros  testan  ante  el  Juez  municipal  y  su  secretario;  y  en  fin, 
que  para  nada  se  busca  al  Notario  en  muchos  pueblos,  cuyos 
propietarios,  entregados  á  una  cieg^  buena  fe,  se  evitan  los 
gastos  de  una  leg^  documentación  en  papel  sellado,  impuesto 
de  derechos  reales  y  honorarios  de  arancel.»— «Si  en  las  gran- 
des poblaciones  (dice  D.  Ezequiel  Zarzoso,  notario  de  Valen- 
cia) se  disminuye  algo  la  contratación  con  tantas  cargas,  en 
los  pueblos  se  reduce  á  la  más  mínima  expresión;  pocas  son 


(1)  BKV18TA  axnSBAL  DS  LlOlSLAClÓN  T  JUBISPBUDBNCIA,  1879,  tomO  55, 
pág.  75-76. 

(9D  Sefialadamente  en  U  0€U)tía  d«  Ió§  OoUgvn  NotumaU»  de  liBSa-lSSS;  1& 
Oacela  del  Notariado,  18681889;  etc. 
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Itm  testamentarías  en  qne  las  partíciones  se  redazcan  i  escrí* 
tora  pública;  existen  en  todos  los  pueblos  «partidores»  qoe 
practican  estas  operaciones  entregando  á  cada  partícipe  nna 
«hijueláis,  como  ellos  llaman  á  nn  papel  que  ^tntorizan  con  an 
firma,  y  si  hay  fincas,  aconsejan  á  los  propietarios  ia  formación 
de  on  expediente  posesorio,  que  después  inscriben  en  el  Be* 
gistio  de  la  propiedad;  en  Iss  venias,  los  docnmentos  privados 
circulan  de  manos  de  uno  á  otro  propietario;  y  en  los  présta- 
mos se  entregan  como  garantía  del  contrato  los  títulos  de  pro- 
piedad, acompañados  de  un  Tale  6  pagaré;  y  como  en  la  gene- 
ralidad de  los  contratos  reina  la  buena  fe,  se  sanciona  la  ro- 
tina,  etc.» 

«También  los  Jueces  municipales  (dice  D.  Martín  Abarca^ 
notario  de  Albalate  del  Arzobispo),  extralimitándose  de  ana 
atribuciones  y  erigiéndose  por  propia  autoridad  en  funciona- 
rios del  orden  notarial,  autorizan  en  fi)rma  de  actas  cierto» 
contratos,  leyantan  actas  de  hechos  que  deberian  ser  ante  No- 
tario, y  lo  que  es  más,  en  un  pueblo  de  este  distrito  se  han 
recibido  testamentos.»— «Ocurre  diariamente  en  este  país  (dice 
D.  Pedro  Paramio,  notario  de  Yillahomate)  que  enferma  nn 
individuo,  y  en  lugar  de  requerir  al  notario  paifa  otorgar  no 
testamento,  se  llama  al  Secretario  del  Ayuntamiento  ú  otra 
persona  que  sepa  escribir,  y  ante  testigos  se  yeriflca:  Mece 
el  testador,  y  aun  cuando  haya  interesados  en  la  herencia  me- 
nores de  edad,  incapacitados  ó  ausentes,. no  se  eleva  á  inatm- 
mento  público  la  voluntad  del  finado,  etc.»  Habla  luego  de  loa 
perjuicios  que  la  informalidad  con  que  se  llevan  los  amillara- 
mientes  irroga  al  Estado,  á  los  actuarios,  á  los  notarios  y  á 
los  registradores  de  la  propiedad,  y  añade:  «¿Y  quién  gana^ 
on  paisano  en  cada  pueblo,  que  sin  haber  gastado  una  peaeta 
se  encarga  de  la  confección  de  todos  los  documentos  y  cobra 
más  que  los  funcionarios  públicos  que,  á  fuerza  de  muchas  vi- 
gilias y  privaciones,  han  consumido  su  patrimonio  en  obtener 
un  título.» — El  notario  de  Quintana  Martín  Oalíndez,  D.  Ángel 
de  Arce  Rodríguez,  denuncia  los  medios  á  que  se  apela  por 
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todos  para  rehuir  la  contratación  por  eseritara  pública  y  la  sn- 
eeaión  por  testamento,  en  odio  al  papel  sellado  y  al  impaes- 
to  de  transmisión  de  bienes,  creando  nna  situación  por  todo 
extremo  aflictiva  al  Notariado,  y  dice:  «Más  afortunados  cuatro 
ignorantes  que  llevan  fama  de  Contadores,  saben  atraerse  to- 
das las  testamentarias  de  los  pueblos)»,  cuando  no  aconsejan 
el  intestado  para  reducirlo  á  expediente  posesorio  y  no  pagar 
derechos  de  transmisión  ni  papel  sellado,  «cporque  es  de  adver- 
tir que  los  tales  Contadorcillos  de  los  pueblos,  con  su  gramáti- 
ca parda,  dan  quince  y  raya  al  más  sabio  en  lo  de-burlar  las- 
leyes,  y  con  su  socarronería  van  derechos  á  su  objeto...» 

En  9  de  Enero  del  año  último  dirigieron  al  ministro  de  Gra- 
cia y  Justicia  los  notarios  de  Santoña,  Sres.  Munguira,  Biaño- 
Hacías  y  Pascual  Rodríguez,  una  instancia  alarmante  pidien- 
do remedio  á  la  situación  angustiosa  en  que  se  encuentran,  y 
cuyas  causas,  al  decir  suyo,  son:  <cpor  una  parte,  el  desarrollo 
que  ha  tenido  en  estos  últimos  años  el  documento  privado;  por 
otra^  y  consecuencia  de  éste,  la  multitud  de  parásitos  que,  im  • 
peritos  en  el  derecho,  sin  más  autorización  que  su  propia  vo- 
Inntady  sin  satisfacer  matrícula,  y  con  una  osadía  incaliñca- 
ble,  absorben  en  su  provecho  la  extensión  de  escritos  mal  Ha* 
mados  documentos  y  títulos,  haciendo  una  competencia  ruino- 
sa al  legítimo  encargado  de  la  fe  pública,  que  encerrado  en  un 
círculo  estrecho  de  preceptos,  requisitos  y  obligaciones  á  que 
no  puede  ni  debe  faltar,  ve  impasible  el  despojo  que  se  le  hace 
de  su  cargo  y  cómo  le  arrebatan  los  únicos  medios  de  subsis* 
tencia...  Y  ya  en  la  senda  de  la  especulación,  la  recorren  por 
completo,  acaparando  la  práctica  de  operaciones  particionales,. 
que  verifican  aunque  en  las  mismas  se  hallen  interesados  me* 
ñores,  incapacitados  ó  ausentes,  involuorando  en  las  adjudica* 
clones  bienes  de  los  fallecidos  abintestato,  burlando  así  las 
prescripciones  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  defraudando 
los  intereses  de  la  Hacienda  pública  y  mermando  los  legítimos 
derechos  de  los  fedatarios  que,  con  tal  sistema,  quedan  redu- 
cidos á  la  mísera  condición  de  sustitutos  del  agente  adocenado 
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y  ratinario.  En  esta  lucha  entre  el  Notarle  y  los  barladores  de 
la  ley,  el  primero  tiene  qae  ser  vencido  por  las  arguciag,  laa 
malas  artes  y  la  impunidad  de  los  segundos.;»  Recuerdan  luego 
las  penas  que  el  Reglamento  del  Notariado  impone  á  los  feds^ 
tarios  que  infringen  alguno  de  sus  rigurosos  preceptos  y  la 
acción  que  contra  ellos  tienen  los  contratantes,  y  preguntan: 
«¿Se  «xige  esto  al  agente  que  redacta  los  documentos  pri?a- 
dos?  Seguramente  que  no;  y  Sjdntada  esta  doctrina,  no  habrá 
nadie  tan  temerario  ni  reñido  con  sus  intereses  que,  pudíendo 
aproyecharse  de  tales  yentajas  y  obtener  pingues  resultados, 
no  se  convierta  en  Notario  clandestino.»  Autorizados,  á  virtud 
de  carrera,  oposición  y  fianza,  para  ejercer  las  funciones  nota- 
riales, ^rquedan  éstas  anuladas  y  en  el  olvido,  invistiendo  de 
hecho,  ya  que  no  de  derecho,  á  un  cualquiera  con  las  mismu 
facultades  que  al  fedatario,  aunque  sin  las  obligaciones  y  res- 
ponsabilidades de  éste.» 

Poblaciones  conozco,  como  Navalcarnero,  donde  las  trans- 
misiones y  gravámenes  por  documento  privado  y  expediente 
posesorio  aventajan  en  más  del  doble  ala  contratación  por  es- 
critura pública,  haciendo  de  mediadores  los  auxiliares  del  Re- 
gistro, los  barberos,  y  tres  ó  cuatro  particulares  á  quienes  se 
confían  casi  todas  las  particiones  y  que  fundan  en  ello  sa  modo 
de  vivir:  el  Notario,  que  hace  algunos  años  autorizaba  sobre 
300  instrumentos  al  año,  no  pasa  ahora  de  150.  Los  centroi 
más  comunes  de  contratación  son  la  taberna  y  la  barbería.  No 
ha  mucho,  una  de  las  personas  aludidas  instaló  una  agnar- 
dentería  en  el  mercado  (donde  están  todas  las  de  la  poblacióa, 
abiertas  sólo  en  las  primeras  horas  de  la  mañana)  para  qne  sir- 
viera de  Bolsa  de  contratación  y  despacho  de  su  notaría.  En  las 
barberías  se  reúnen  los  sábados  por  la  noche  y  los  domingos 
por  la  mañana  las  gentes  del  campo;  por  esto,  y  ser  los  barbe- 
ros á  la  vez  sangradores,  dentistas,  practicantes,  etc.,  lo  cqiI 
supone  de  un  lado  cierto  grado  de  cultura  superior  á  la  de  la 
generalidad  de  sus  parroquianos,  y  de  otro,  trato  continuo  ¿íd* 
•timo  con  los  pequeños  propietarios,  han  podido  constituirse  en 
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iSrganos  intermediarios  suyos  para  todo  lo  referente  á  la  con- 
tratación, 7  hacer  de  \^fe  púdlüa  un  accesorio  de  la  barbería. 
Algonos  de  ellos  nsan  formularios  notariales ,  inclaso  el  4rante 
mí»  7  la  presencia  de  testigos.  Sa  arancel  oscila  entre  una  y 
dos  pesetas  por  documento,  salvo  si  los  otorgantes  son  parro- 
quianos de  la  barbería,  que,  en  tal  caso,  la  autorización  es  gra- 
tuita. Unas  veces  emplean  papel  simple;  otras,  para  mayor  so- 
lemnidad, timbre  de  75  céntimos.  Los  más  de  los  préstamos  se 
celebran  en  esta  forma:  cuando  quieren  asegurarlos  con  ga- 
rantía que  no  sea  meramente  personal,  contrahacen  la  hipote- 
ca dando  el  deudor  al  acreedor  en  prenda  el  título  de  propie- 
dad de  la  finca  (como  en  Australia  por  el  sistema  del  acta 
Torrens),  en  la  creencia  de  que  mientras  dicho  título  subsista 
en  poder  del  segundo,  no  podrá  el  primero  recibir  dinero  pres- 
tado de  otro  sobre  la  misma  finca,  ni  tampoco  enajenarla.  Las 
particiones,  en  caso  de  intestado^  se  hacen  del  mismo  modo, 
legalizándose  luego  por  medio  de  expedientes  posesorios  para 
Tender  los  inmuebles  heredados  y  distribuir  el  producto  de  la 
venta  entre  los  herederos,  ó  inscribirlos  á  nombre  de  éstos  en 
el  Registro  de  la  propiedad. 

Protocolo  de  este  Notariado. — Imita  en  esto  al  Notariado  ofi- 
cial el  consuetudinario,  cuando  se  constituye  con  más  forma- 
lidad y  raíz,  según  revelan  las  siguientes  referencias  que 
transcribo  de  la  información  antes  aludida. 

«En  cuanto  á  testamentos  y  testamentarías,  es  muy  pere- 
grino lo  que  sucede:  están  muy  bien  enterados  de  que  ante 
<^iuco  testigos  vecinos  del  lugar,  ó  siete  no  vecinos,  se  puede 
otorgar  testamento  sin  necesidad  de  Notario,  y  sin  que  tengan 
que  elevarlo  á  instrumento  público,  porque  nadie  les  obliga  á 
ello,  como  tampoco  á  practicar  inventario  y  partición  de  bie- 
nes con  las  formalidades  legales,  aun  cuando  se  hallen  intere- 
sados ausentes,  menores  é  incapacitados:  muere  el  testador,  y 
«1  que  escribió  la  cédula  testamentaria  expide  una  copia  de 

^lla  que  le  sirve  de  base  para  formar  Júventario  y  partición  de 
TOMO  76  48 
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los  bienes  del  eaosante,  Gayas  operaciones  praetíea  el  mismo^ 
las  archiTa  en  sa  frotoecto  y  ácada  interesado  expide  ana  oo* 
pía  de  sa  hijaela,  todo,  por  snpaesto,  en  papel  simple;  cobra 
más  derechos  que  cobraría  nn  Notario  si  las  habióse  aatorisa- 
dO|  pero,  en  cambiOi  los  interesados  se  ahorran  an  dineral  por 
lo  qae  han  debido  gastar  en  papel  sellado,  derechos  á  la  Ha- 
cienda y  honorarios  al  Registrador.  El  qne  así  oficia  de  nor- 
rio soele  ser  el  Secretario  de  Aynntamiento,  cargo  poco  esta- 
ble, pnes  al  menor  cambio  de  las  personas  qoe  compoaen  li 
Corporación  mnnicipal  hay  también  cambio  de  Secretario,  et 
caal,  en  este  caso,  se  ve  obligado  á  desempeñar  igaal  plaza  en 
otro  pneblo,  al  qae  se  traslada,  llcTándose  consigo  sa  arclÚTo^ 
(cédalas  testamentarias,  particiones  y  otros  docamenios  exten- 
didos por  él),  y  si  algún  interesado  no  obtayo  copia  é  la  ha 
perdido,  tiene  qne  hacer  an  yiaje  de  alganas  legaas  para  ob- 
tener otra.  También  saele  saceder  qae  i  la  Taelta  de  pooM 
años,  ó  al  fallecimiento  de  ese  archivero^  sas  herederos  qne- 
men  6  rompan  tanto  papelote,  qne  sólo  les  sirye  de  estorbo  y 
qae  nadie  les  obliga  á  conservar.»  (Jaan  Fernindez  Molina, 
notario  de  Ppebla  de  Don  Fadriqae). 

«Los  testamentarios  y  contadores  nombrados  en  dichas  dis- 
posiciones (testamentos  ante  el  Secretario  del  Ayantamiento 
ú  otra  persona  qae  sepa  escribir  y  no  elevados  á  escritara  pú- 
blica), formalizan  el  inventario,  avalúo  y  división  de  bienes  de 
la  herencia,  coyas  operaciones  extienden  en  papel  comÚD,  re- 
cibiendo cada  interesado  los  bienes  qne  le  han  correspondido^ 
y  por  los  menores  los  cnradores  en  ellas  nombrados,  terminan- 
do por  archivarlas  en  el  arca  ó  cofre  de  algún  testamentario, 
qne  les  expide  las  oportnnas  copi^,  las  cnales,  en  caalqaiera 
contienda  jndicial,  les  son  admitidas  por  los  Juzgados,  ao 
obstante  lo  prevenido  en  contrario  por  el  art.  396  de  la  ley  Hi- 
potecaria.» (Pedro  Paramio,  notario  de  Yillahornate). 

«Si  se  hiciera  lo  qne  está  mandado  en  las  leyes^  económico^ 
y  breve  el  Registro  de  la  propiedad,  máá  llevadero  el  impnes- 
to  de  derechos  reales  y  transmisión  de  bienesi  menos  abroma* 
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dor  el  papel  sellado,  etc.,  se  haría  por  ante  Notario  todo  lo 

qoe  hubiera  de  inscribirse  en  el  Registro,  y  de  este  modo  no 

86  conocería  otro  protocolo  qoe  el  del  Notario,  y  no  le  habría  I 

en  los  Juzgados  manicipales  ni  en  las  Notarías  eclesiásticas, 

qoe  de  ¿stos  hay  en  cada  pneblo,  sin  qne  paguen  subsidio,  pero 

produciendo  muy  buenos  rendimientos...»  (Andrés  Arranz, 

notario  de  Gumiel  de  Izin). 

Los  barberos  de  Navalcarnero  qne,  según  se  dijo  en  el  pá- 
rrafo anterior,  ofician  de  notarios  populares,  entregan  el  do« 
comento  original  á  la  parte  á  quien  corresponde,  pero  conser- 
vando copia  de  él  en  un  arcén  que  les  sirve  de  archivo  de  ffth 
tocohs. 

Los  Jueces  municipales  archivan  los  autos  de  los  juicios 
verbales.  Kn  cuanto  á  los  expedientes  posesorios,  suelen  darse 
originales  á  la  parte  que  los  ha  instado,  sin  que  quede  antece* 
dente  de  ellos  en  el  Juzgado;  costumbre  ésta  contra  ley  intro- 
ducida, afortunadamente,  para  descargar  á  la  pequeña  propie- 
dad del  gravamen  del  testimonio. 

Iwportaneia  de  este  Notariado. — ^Es  curioso  contemplar  la 
locha  de  los  dos  Notariados,  el  popular  y  el  oficial;  la  marcha 
rápida  é  invasora  de  aquél  y  el  retroceso  prog^sivó  de  éste, 
traducido  en  nuevas  demarcaciones,  cada  vez  más  claras  y  ex- 
tensas; el  pueblo,  emancipándose  de  imposiciones  tiránicas 
que  le  hacían  imposible  la  vida,  por  una  nueva  manifestación 
de  su  fuerza  creadora;  los  poderes,  en  una  total  desorienta- 
ción, sin  darse  cuenta  de  la  naturaleza  y  de  la  extensión  del 
mal,  y  no  acertando  á  aplicarle  sino  remedios  empíricos,  in- 
congruentes y  tardíos;  y  lanzando  gritos  de  dolor  los  intereses 
heridos,  que  vivían  en  la  tranqoila  posesión  de  un  estado  de 
cosas  secular,  y  se  han  visto  sorprendidos  con  ese  divorcio 
casi  repentino  del  país,  de  quien  eran  imperfectos  órganos. 
Dificilmente  encontraría  la  Sociología  ejemplo  más  apropiado 
y  elocuente  para  dar  prueba  y  relieve  á  sus  conclusiones,  ni 
la  Filosofía  de  la  historia  para  ens^ar  experimentalmente  el 
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modo  insensible  como  se  han  obrado  todas  esas  transformado- 
nes  en  la  constitución  y  en  las  ideas  de  los  pueblos  que  esca- 
paron ¿  la  observación  de  sus  propios  autores  y  que  tan  difíci- 
les eran  de  comprender  y  de  explicar  antes  de  Savigay  y  de 
Spencer. 

Veamos  ya  la  situación  relativa  de  uno  y  otro  Notariado 
en  este  momento,  tal  como  resulta  de  las  estadísticas  cálcala- 
das  por  los  mismos  interesados,  y  cuyo  promedio  puede  to- 
marse como  exacto. 

Reunidos  en  Junta  general  los  notarios  del  Colegio  de  Gá* 
ceres,  en  Julio  de  1883,  convinieron  unánimes  en  que  «las  su- 
cesiones hereditarias  y  los  contratos  intervivos  por  ventas  y 
permutas  dejan  de  formalizarse,  en  el  territorio  de  dicho  Goie- 
gio,  en  sus  nueve  décimas  partes»;  explican  las  causas  en  el 
acta,  y  dicen  que  <^la  propiedad  inmueble  va  quedando  pro- 
gresivamente fuera  del  curso  leg^l,  y  llegará  un  día,  no  mny 
lejano,  en  que  no  existirán  títulos  de  dominio,  sino  sólo  pose- 
sorios, y  esto  cuando  una  necesidad  del  momento  lo  exija...» 
En  el  mismo  año  escribía  La  Notaria^  publicación  periódica 
de  Barcelona,  que  «son  tantos  en  algunos  Registros  de  la  pro- 
piedad los  expedientes  posesorios  que  se  han  inscrito  y  se  vie- 
nen inscribiendo,  que  bien  podría  cambiarse  el  título  qne  ac- 
tualmente llevan  por  el  de  Registros  de  la  posesión .»-^Lt 
prevención  del  público  á  legalizar  su  patrimonio  es  tan  gran- 
de (dice  el  notario  D.  Rafael  Peñalva),  que  la  media  y  peque- 
ña propiedad  carece  de  existencia  jurídica,  por  la  falta  de  ar* 
monía  y  equilibrio  entre  el  costo  de  la  titulación  y  el  valor  de 
los  inmuebles;  y  si  hace  diez  años  eran  sólo  dos  docenas  las 
Notarías  y  Registros  de  escasos  ingresos,  hoy  se  cuentan  por 
centonares  en  aterradora  progresión.)^ — «Las  informaciones 
posesorias,  hechas  por  un  cacique  cualquiera  (escribe  otro  No- 
tario anónimo,  en  el  mismo  año),  han  matado  de  hecho  la  con- 
trateción  por  escvítura  pública  y  sumido  en  la  miseria  al  No- 
tario...»— D.  Adolfo  Rodríguez  Zapata,  notario  de  Campillo  de 
Arenas,  dice  que  las  Notarías  existentes,  con  muy  raras  ei- 
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cepeiones,  tienen  el  término  y  ndmero  de  habitantes  necesa- 
rio para  qne  cada  Notario  pneda  autorizar  más  de  300  docu- 
mentos al  año,  con  lo  cual  podría  subsistir  decorosamente; 
«pero  las  causas  antedichas  los  reducen  á  un  10  por  100»,  ó 
poco  más:  así,  el  estado  de  los  Notarios  en  los  pueblos  es  aflic- 
tÍYO  y  hasta  yergonzoso;  «y  digo  vergonzoso,  porqua  lo  es  el* 
no  poderse  presentar  exteriormente  ni  él  ni  su  familia  con  el 
decoro  y  decencia  que  por  su  posición  le  corresponde,  y  verse 
con  frecuencia  precisado  á  solicitar  fiado  en  una  tiendecilla  el 
pan  y  los  demás  artículos:  no  se  dirá  que  en  esto  hay  exag^ra- 
tiáüy  porque  ahí  están  los  índices  que  lo  comprueban;  y  el  que 
pudiendo  autorizar  500  escrituras  al  año,  por  los  motivos  ex- 
puestos no  lo  hace  sino  de  40  á  100,  y  casi  todas  incluidas  en 
los  números  1.^,  4.^  y  5.®  del  Arancel,  puede  decirse  sin  exa- 
geración que  se  halla  en  recursos  al  nivel  de  un  peón  cami- 
nero.» 

El  dato  estadístico  en  qne  se  fundan  las  precedentes  amar- 
gas reflexiones  y  vaticinios,  resulta  confirmado  por  testimonio 
directo  de  muchos  Notarios  que  ejercen  en  opuestas  regiones 
de  la  Península.  «La  experiencia  de  veinticuatro  años  que  llevo 
de  ejercicio  (dice  D.  Manuel^íJonzález  Blanco,  notario  de  Yal- 
deras),  me  ha  hecho  t^omprender  que,  por  las  causas  anterior- 
mente indicadas,  se  hacen  en  documento  privado  el  75  por  109 
de  las  ventas,  permutas,  donaciones  dótales,  etc.,  y  quo  un 
90  por  loo  testan  por  cédulas,  de  las  cuales  no  se  elevan  á 
instrumento  público  más  del  10  por  100.;» — «Yo  solía  autori- 
zar en  estos  últimos  meses  del  año  (dice  D.  Ricardo  de  Rueda, 
notario  de  Pastrana),  de  35  á  40  escrituras  en  cada  uno;  pero 
desde  que  se  ha  generalizado  la  nueva  abusiva  práctica  de  los 
docnmentos  privados,  apenas  autorizo  cuatro,  á  saber,  algún 
poder  ó  testamento  de  qne  no  puedan  librarse,  que  si  pndieran 
y  les  fueran  admitidos  por  los  Tribiyiales,  también  prescindi- 
rían del  Notario  para  no  pagar  nada.» — «Antes  del  año  62  (dice 
otro,  Don  P.  A.),  en  que  cada  Notario  6  Escribano  tenía  su  cir^ 
cunscripción,  había  en  este  partido  judicial  12  Escribanos,  y 
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cada  uno  de  ellos  aatorízaba  más  de  100  escritaras  al  año;  hoy  , 
qae  somos  cinco  Notarios,  no  se  autorizan  en  todo  el , distrito 
más  de  500  instrumentos,  resultando  uoa  baja  de  700;  siendo 
de  advertir  que  no  llegan  al  10  por  100  las  traslaciones  de  do- 
minio que  se  consignan  en  escritura  pública.» — Los  Notarioa 
de  Santoña,  en  la  representación  dirigida  al  Ministro  de  Ora- 
oiay  Justicia  en  Enero  del  año  pasado,  ponen  un  estado  del 
número  de  instrumentos  autorizados  en  todo  el  distrito  da* 
rante  los  cuatro  últimos  años,  á  ñn  de  demostrar  su  progre- 
siyo  decrecimiento,  paralelo  j  proporcional  al  aumento  qae  ha 
ido  experimentando  la  contratación  por  documento  privado: 

Afios.  Eaoiitiums. 

1886 864 

1886 768 

1887 694 

1888 678 

• 

6  sea,  en  cuatro  años,  mis  del  32  por  100.— D.  Bamón  NoToa 
Seoane  cree  poder  asegurar  «que  el  75  por  100  de  los  actos  j 
contratos  sujetos  al  impuesto  de  derechos  reales  y  transmisión 
de  bienes  no  contribuyen,  porque  el  país  llegó  á  penetrarse  de 
que  es  altamente  gravoso  6  injusto.»— Gontrayéndose-á  las 
transmisiones  por  causa  de  muerte,  cree  D.  Fidel  Castellano, 
notario  de  Mota  del  Cuervo,  que  apenas  si  8  ó  10  de  cada  100 
se  formalizan  y  pagan  esas  tres  grandes  contribuciones  del 
papel  sellado,  de  derechos  reales  y  de  honorarios  al  Notario  y 
Registrador.  Todavía  se  queda  por  bajo  de  esa  proporción  el 
notario  de  Puebla  de  Don  Fadrique,  D.  Juan  Fernández  Mo- 
lina,  en  cuyo  concepto  escasamente  llegan  al  5  por  100  las 
testamentarías  que  se  formalizan. 

En  el  pasado  mes  de  Marzo,  el  notario  de  Burgo  de  Osma, 
D.  Pedro  de  Areitio,  describe  la  situación  aflictiva  en  que  se 
encuentra  el  Notariado  oficial,  invadido  y  aniquilado  por  el  de 
la  costumbre.  «Territorios  extensos  conozco  (dice)  en  que  los 
Notarios  no  autorizan  al  año  ni  siquiera  una  escritura  de  capí- 
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lalaciones  matrimoniales^  ni  de  dote^  arras^  bienes  paraferna- 
les 6  donaciones  propter  nnptías:  bien  llevan  los  qae  se  casan 
bienes  al  matrimonio,  pero  seryirse  de  Notario  para  hacer  cons- 
tar sos  aportaciones^  isiunque  excedan  del  tipo  de  2.500  pese- 
tas que  establece  como  límite  el  nnevo  Código  ciyil^  es  lo  que 
no  Temos  ni  yeremos;  para  eso  está  el  Secretario,  qae  les  hace 
nn  docnmentp  con  pretensiones  notariales,  como  ellos  osan  y 
aeostombran,  y  hasta  poniendo  el  aníe  mi,  respondiendo  de  la 
capacidad  de  los  otorgantes  y  dando  fe  y  certificando  de  todo 
el  contenido  del  docnmento,  como  he  tenido  ocasión  de  ver.  Si 
de  las  cápitnlaciones  pasamos  á  los  testamentos,  sncede  lo  pro- 
pio: ellos  son  quienes  los  autorizan,  conseryan  los  originales, 
dan  las  copias  que  necesitan  los  herederos,  practican  las  opera- 
ciones  divisorias  y  proveen  á  cada  partícipe  de  su  hijuela  res- 
pectiTa...  Otro  tanto  acontece  con  las  ventas:  para  una  escritu- 
ra de  esta  clase  que  autoriza  el  Notario,  hacen  99  los  Secreta- 
rios, en  papel  simple;  amillaran  las  fincas  á  favor  del  com- 
prador,  etc.  Los  préstamos  con  hipoteca  6  sin  ella,  es  peculio 
privativo  también  de  los  Secretarios,  quienes  saben  pignorar 
los  bienes  muebles  y  semovientes,  proporcionando  grandes 
ventajas  á  los  acreedores,  porque  si  tienen  qae  reclamar,  por 
ejemplo,  3.000  reales  de  un  deudor,  celebran  tres  juicios  ver« 
bales  y  queda  realizado  el  crédito.» 

En  cuanto  á  los  juicios  convenidos,  podemos  fijar  con  algu- 
na  aproximación  el  número  de  los  que  se  celebran  en  Madrid, 
gracias  á  la  Memoria  que  ha  escrito  el  Sr.  D.  Mariano  Fonse* 
ca,  ilustrado  Juez  decano  de  los  de  instrucción  y  de  primera 
instancia  de  la  corte,  dando  cuenta  de  la  visita  extraordinaria 
girada  á  los  Juzgados  municipales  de  la  misma,  en  virtud  de 
Beal  orden  fecha  26  de  Agosto.  De  dicho  interesante  documen- 
to, que  su  autor  ha  tenido  la  bondad  de  franquearme,  resulta 
que  de  los  19.451  juicios  verbales  celebrados  en  Madrid  du- 
rante el  afio  1888,  faeron  convenidos,  que  se  sepa,  11.847.  El 
n&mero  de  escrituras  de  todo  género  que  autorizan  los  nota- 
rios de  Madrid  viene  á  ser  27.000  por  año. 
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Procedmientos  de  este  Notariado. — Son  ¿atoa  cuatro:  uno 
indirecto^  que  consiste  en  dar  á  los  contratos  la  forma  de  jui- 
cios 7  á  las  escrituras  carácter  y  f  aerza  de  sentencias,  resoci- 
tando  en  la  moderna  sociedad  la  singularísima  cessio  in  jíire^ 
de  Boma,  é  introduciendo  así  un  género  de  titulación  más  per- 
fecta y  al  par  menos  costosa  que  la  titulación  notarial;  otro  di- 
recto y  extraoficial,  por  el  cual  el  acto  <5  contrato  celebrado 
queda  extraño  á  toda  intervención  del  poder  público,  sin  salir 
nunca  de  la  esfera  privada  y  sin  más  fuerza  que  la  que  volas- 
tariamente  quieren  reconocerle  los  obligados;  otro  en  que  in- 
tervienen ya  agentes  de  la  Administración  local,  quienes,  des- 
obedeciendo abiertamente  las  leyes  fiscales,  revisten  á  los  ac- 
tos privados  de  un  primer  grado  de  publicidad,  si  bien  liisite- 
da  en  sus  efectos  á  la  esfera  puramente  administrativa;  oiio> 
que  burla  indirectamente  la  ley  civil  y  la  hace  cómplice  del 
Notariado  popular,  y  consiste  en  generalizar  un  medio  que  el 
legislador  estatuyó  con  carácter  de  supletorio  y  extraordina- 
rio, aplicándolo  á  los  casos  regulares  y  normales,  á  Qn  de  im- 
primir á  los  actos  privados  cierto  sello  de  autenticidad  y  de 
asegurarles  cierta  sanción  pública  en  el  orden  civil,  sin  la», 
complicadas  formalidades  y  gravosos  tributos  que  son  inheren- 
tes áella.  Veamos  en  qué  consisten: 

1.*  El  primero  de  estos  procedimientos  es  el  «guicio  cohm- 
nido»,  y  reviste  ya  una  gran  importancia,  aunque  dista  mncho 
de  haber  alcanzado  todo  el  desarrollo  de  que  es  susceptible,  j 
que  adquirirá  de  seguro  el  día  que  se  propague  de  las  ciuda- 
des á  los  pueblos  y  reciba  aplicación  en  otros  contratos  que  en 
los  de  crédito  personal. 

He  comparado  este  procedimiento  al  modo  de  transmitir  el 
dominio  conocido  en  derecho  romano  antiguo  con  el  nombre 
de  in  jure  cessio.  Consistía,  según  es  sabido,  en  un  simulacro 
de  juicio  que  se  representaba  ante  el  pretor.  El  dueño  de  la 
cosa,  supongamos  Titio,  y  aquel  á  quien  éste  querút  cederla, 
Claudio,  comparecían  ante  el  magistrado;  principiaba  Clandio^ 
por  vindicar  la  cosa  en  (Cuestión,  tocándola  y  pronunciando  la 
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frase  aacramental  «declaro  que  esta  cosa  es  mía  por  derecho 
qnirítario;»;  el  magistrado  interrogaba  á  Titío:  si  éste  defendie- 
se so  propiedad,  quedaría  incoado  un  pleitOy  y  el  asunto  sería. 
remitido  ante  nn  Jaez  para  que  decidiese  quién  era  el  verda- 
dero dueño;  pero  como  estaban  convenidos,  Titio  guardaba  si- 
lencio ó  asentía  á  la  pretensión  de  Claudio;  y  el  pretor,  como  sr 
pronunciase  sobre  el  derecho,  como  si  declarase  sobre  un  dere- 
cho de  propiedad  preexistente,  fallaba  que  efectivamente  la 
cosa  pertenecía  á  Claudio  que,  sin  contradicción  de  nadie,  afir- 
maba ser  su  propietario:  la  transmisión  había  quedado  irrevo- 
cablemente consumada.  Constaba,  pues,  este  procedimiento  de 
tres  actos  esenciales:  simulada  vindicación  del  adquirente;  ab- 
dicación ó  asentimiento,  expreso  ó  tácito,  del  propietario;  y 
auto  del  pretor  adjudicando  á  aquél  el  dominio  de  la  cosa  por 
él  vindicada.  Este  modo  de  adquirir  llegó  hasta  el  siglo  m  de 
la  Era  cristiana. 

Yfo  es  otra  la  forma  de  transmitir  la  propiedad  por  expe- 
diente posesorio  convenido  (que  también  los  hay):  el  que  trata 
de  adquirir  el  inmueble,  Pedro,  parece  ante  el  Juez  exponien- 
do que  éste  es  suyo,  pero  que  carece  de  título  escrito  con  que 
acreditar  el  dominio:  tal  vez  el  dueño  efectivo,  Juan,  concurre 
al  expediente  en  clase  de  testigo,  y  confirma  el  dicho  de  Pedro; 
ó  bien,  si  figura  como  tal  dueño  en  el  Begistro  de  la  propiedad,, 
se  le  comunica  por  el  Juez  el  expediente,  y  entonces  manifies- 
ta que  nada  tiene  que  oponer  á  la  pretensión  de  Pedro;  en  vista 
de  esto,  el  Juzgado  falla  que  éste  acreditó  suficientemente  la 
posesión  y  manda  que  se  inscriba  á  su  nombre  en  el  Begistro  de 
la  propiedad.— En  el  fondo,  esto  viene  á  ser  el  «juicio  verbal 
convenido)»,  sucesor  del  «acto  de  conciliación  convenido»  que- 
se  practicaba  antes  de  1881,  y  objeto  de  odio  para  los  Notarios 
y  para  los  Escribanos,  porque  mengua  el  número  de  escrituras 
y  el  de  pleitos  de  mayor  y  de  menor  cuantía.  Las  escrituras 
otorgadas  ante  Notario  constituyen  un  medio  perfecto  de  prue- 
ba, pero  lo  estipulado  en  ellas  no  tiene  la  fuerza  y  autoridad  de 
cosa  juzgada:  para  hacer  efectiva  la;  obligación,  cuando  el  obli- 
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g^do  no  la  cumple  volantariamente,  es  preciso  'entablar  an 
jQÍcío,  en  el  cual  entra  la  escritara  como  uno  de  tantos  medios 
probatorios^  sujetos  á  contradicción,  ¿descargos,  á  excepcio- 
nes y  reconvenciones,  á  incidentes  y  á  todo  el  aparato  que  lle?t 
<;onsigo  la  defensa,  legítima  6  temeraria,  del  demandado.  Los 
prestamistas  sobre  sueldos  y  sobre  establecimientos  industria- 
les querían  un  género  de  escritura  á  cubierto  de  todo  pleito, 
que  lo  diese  ya  por  seguido  y  por  sentenciado,  y  en  suma»  qoe 
juntase  las  mismas  virtudes  que  la  sentencia  por  lo  que  raspee* 
ta  ¿  su  ejecución.  Para  ello  era  lo  más  sencillo,  en  vez  de  otor- 
gar  escritura  ante  Notario  con  qne  obtener  sentencia  favora- 
ble en  su  día,  invertir  los  términos,  principiando  por  obtener 
la  sentencia;  6  mejor  dicho,  refundirlos  en  uno  8olo,'8ubrogan- 
•do  la  sentencia  recaída  en  el  juicio  simulado  en  lugar  de  la  es- 
xsritura  ante  Notario,  y  más  claro,  convirtiéndola  en  una  i  ma- 
nera de  «escritura  judicial.»  La  primera  deja  aparejado,  en  el 
CBBO  más  favorable,  un  juicio  ejecutivo,  que  termina  por  la  di- 
ligencia de  embargo;  la  segunda  deja  aparejado  el  embargo 
mismo. 

La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1855  preceptué  que  b 
convenido  en  ocio  de  conciliaeión  se  llevase  á  efecto  por  el  Jnes 
de  primera  instancia  ó  por  el  de  paz, — según  excediese  6  no  de 
la  cantidad  prefijada  para  los  juicios  verbales, — de  la  manera  y 
«n  la  forma  prevenida  para  la  ejecución  de  las  sentencias  (ar* 
líenlo  218).  De  ese  artículo  nacieron  los  «actos  de  conciliacíd& 
<M>nvenidos.;»  El  prestamista,  de  acuerdo  con  el  que  solicitaba 
el  préstamo,  demandaba  á  éste  en  acto  de  conciliación  el  pago 
de  la  cantidad  que  había  de  prestarle,  fingiendo  que  se  la  de- 
bía; el  supuesto  deudor  contestaba  que  era  cierta  la  deuda, 
pero  que  no  le  era  posible  pagarla  de  presente,  y  proponía  á 
aquél  una  espera,  ofreciéndole  un  interés  de  3,  4  ó  5  por  100 
mensual,  el  cual  le  sería  retenido  del  sueldo  que  en  tal  6  cnal 
concepto  disfrutaba,  hasta  la  total  solvencia  de  su  crédito: 
aceptaba  la  proposición  el  prestamista,  y  el  Juez,  vista  la  are- 
nencia,  daba  el  acto  por  terminado:  ai  la  cuantía  no  excedía  da 
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'260  pesetas,  él  mismo  mandaba  retener  lo  que  correspondía  del 
saeldo  del  demandado,  óensa  caso,  le  embargábalos  muebles 
de  la  habitación  ó  del  establecimiento^  nombrándolo  deposita- 
rio de  ellos;  en  otro  caso,  libraba  certiñcacíón  del  acta  para  qne 
lo  hieiera  el  Juez  de  primera  instancia.  Practicada  con  éxito  la 
retención  6  el  embargo,  y  bien  asegurado  con  esto  el  presta- 
mista (rara  vez  antes),  entregaba  á  la  víctima  el  importe  del 
préstamo  con  el  descuento  de  intereses  anticipados  y  demás 
^ae  hubiesen  convenido. 

£1  sistema,  que  ya  traía  raíces  de  atrás,  se  generalizó  rápi- 
damente; clamaron  contra  él,  en  nombre  de  la  moral,  los  inte- 
reses heridos;  reprobaron  duramente  la  tolerancia  de  los  pode- 
res las  almas  sensibles,  que  en  todo  siglo  y  pueblo  han  creído 
<;osa  fácil  poner,  coto  á  la  usura  por  arte  de  decreto;  coadyuva- 
ron á  la  general  indignación  los  comentaristas  de  la  ley,  ha- 
llando anómalo  que  lo  que  no  era  ante  el  derecho  más  que  un 
simple  convenio  ajustado  entre  particulares,  sin  forma  siquiera 
<le  juicio  y  por  ante  la  fe  de  \m  magistrado  lego  que  no  podía  os- 
tentarla mayor  que  un  notario  cualquiera,  recibiese  valor  y  au- 
toridad de  cosa  juzgada;  y  al  reformarse  la  ley  de  1881  decidie- 
ron los  legisladores  dar  el  golpe  de  muerte  al  sistema,  declaran- 
do que  lo  convenido  en  acto  de  conciliación  se  llevará  á  cabo  por  el 
mismo  Juez  municipal,  por  los  trámites  establecidos  para  la  eje- 
cución de  las  sentencias  dictadas  enjuicio  verbal,  cuando  su  in- 
terés no  exceda  de  250  pesetas;  pero  si  excede  de  esta  cuantía, 
dejará  de  tener  carácter  y  autoridad  de  cosa  juzgada,  valiendo 
sólo  como  escritura  f&bUca  y  solemne  (art.  476).  Para  tal  hipó- 
tesis, el  Juez  municipal  había  perdido  el  carácter  de  tal,  con- 
virtiéndose en  un  simple  Notario;  y  eso  no  convenía  á  los  pres- 
tamistas.— Bien  se  deja  entender  que  no  se  darían  éstos  á  par- 
tido por  tan  poca  cosa:  querían  á  todo  trance  contratos-senten- 
oias,  y  los  consiguieron  fraccionando  los  créditos  en  porciones 
de  á  250  pesetas,  y  haciéndolas  objeto  de  otros  tantos  juicios 
verbales, — no  de  otros  tantos  actos  de  conciliación  (como  pu- 
diera haber  sido,  pues  el  art.  460  no  prohibe  el  acto  de  concí* 
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liación  en  demandas  de  menos  de  250  pesetas),  entre  otras  ra- 
zones, porque  el  timbre  usado  en  ellos  es  de  major  coste.  El 
procedimiento  en  estos  juicios  es  idéntico  al  de  los  «actos  de 
conciliación  convenidos»  que  dejamos  expuesto:  comparecen- 
cia del  prestamista  y  del  que  pretende  crédito,  ante  el  Juez; 
demanda  de  aquél,  para  que  éste  le  satisfaga  lo  que  dice  que  le 
debe  y  no  le  ha  entregado  todavía;  confesión  de  la  deuda  por 
el  demandado  y  promesa  de  pagarle  en  tales  ó  cuales  condicio- 
nes y  de  asegurarle  el  pago  con  sueldo  ó  muebles;  aceptacióa 
por  el  actor;  sentencia  del  Juez  condenando  al  pago  y  ma^- 
dando  proceder  al  embargo  ó  retención,  si  así  lo  pactaron:  he- 
cha  ésta  sin  obstáculo,  entrega  del  dinero  al  demandado.  Si  el 
préstamo  es,  supongamos,  de  10.000  reales,  se  repite  eso  lein. 
por  letra  diez  veces  en  otros  tantos  pliegos  de  papel  sella- 
do: sólo  el  oficio  ordenando  la  retención  es  único  y  común  i 
todos.        ' 

Lo  mismo  que  la  «ccessio  in  jure»,  los  juicios  convenido» 
descansan  en  una  ficción  de  fondo,  que  tal  vez  provoca  otras 
ficciones  adjetivas.  La  demanda  se  funda  en  un  hecho  sapne»- 
to:  que  el  demandado  ha  recibido  prestado  del  demandante  una 
cantidad.  El  Juez  sabe  como  particular  que  esp  no  es  cierto,  y 
sin  embargo,  como  Juez,  tiene  que  condenar.  Se  da  por  bu- 
puesto  que  las  partes  han  comparecido  tantas  veces  cuantos 
son  los  juicios  en  que  se  fraccionó  la  mayor  ó  la  menor  cuan- 
tía, y  el  hecho  es  que  no  han  comparecido  más  que  en  nno 
solo:  en  algunos  Juzgados-^iempre  fuera  de  Madrid,  por  sn- 
puesto— hasta  se  dispensa  á  las  partes,  según  cuentan,  de  esa 
única  comparecencia,  que  sería  excesivamente  desagradable 
para  el  general  A,  la  marquesa  B,  el  catedrático  C,  y  se  les  lle- 
va los  autos  á  casa,  una  vez  terminados,  para  que  los  firmen.  Lo 
mismo  que  con  las  partes,  pasa'  con  el  Juez:  de  los  cuatro  ele- 
mentos personales  que  han  de  concurrir  activamente  al  jaicio» 
queda  solo  el  Secretario...  cuando  no  corre  con  todo  alguno  de 
sus  auxiliares.  Últimamente,  señálanse  Juzgados  que  aparecen 
despachando  en  un  día  más  juicios  que  los  que  materialmente 
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caben  de  sol  á  sol;  nneva  ficción  engendrada  por  lógica  necesi- 
dad de  las  anteriores. 

He  oído  decir,  con  referencia  á  poblaciones  donde  hay  plu- 
ralidad de  Juzgados  municipales,  que  éstos  se  hacen  una  com- 
petencia ruda,  muy  difícil  de  mantenerse  en  los  límites  del  de- 
coro, para  atraer  juicios  convenidos  á  sus  estrados,  yaliéndose 
al  efecto:  primero,  de  la  rebaja  de  derechos;  y  segundo,  de  las 
mayores  ó  menores  facilidades  dadas  á  las  partes  para  lograr 
«a  objeto  sin  exhibiciones  y  comparecencias  enojosas:  ya  veré* 
mo8  que  esto  mismo  exactamente  sucede  entre  Notarios. — Los 
derechos  según  Arancel,  incluso  el  timbre, — valga  este  dato 
para  compararlo  con  lo  que  cuestan  las  escrituras  notariales, 
— son  7,75  pesetas  por  cada  juicio;  los  de  ejecución  de  la  sen- 
tencia, tratándose  de  retención  de  sueldo,  5,25  pesetas.  Algu- 
nos Juzgados  dispensan  á  los  clientes  asiduos  los  derechos  de 
ejecución. 

Es  curioso  el  dato  estadístico  que  revela  el  tránsito  del 
«acto  de  conciliación  convenido;»  al  «juicio  verbal  convenido»: 
antes  de  la  reforma  del  Enjuiciamiento  civil,  en  1879,  se  cele- 
braron en  Madrid  5.911  actos  de  conciliación  y  3.857  juicios 
verbales;  después  de  la  reforma,  en  1888,  sólo  1.506  actos  de 
conciliación  y  19.451  juicios  verbales.  El  Sr.  Fonseca,  en  la 
Memoria  citada  anteriormente,  deduce  que  de  los  5.911  actos 
de  conciliación  del  año  1879,  fueron  convenidos  4.189,  y  que 
éstos  han  sido  sustituidos  por  15.594  jaicios  verbales  conveni* 
dos  de  los  19.451  que  se  registran  como  celebrados  en  1888. 

2.^  El  segundo  procedimiento  del  Notariado  consuetudina- 
rio se  halla  muy  bien  explicado  en  la  información  á  que  antes 
hice  referencia,  por  D.  Juan  Fernández  Molina,  notario  de  Pue- 
bla de  Don  Fadrique.  «Por  los  años  de  1865  ó 66  (dice),  se  conce- 
dió por  una  Real  orden  el  reparto  de  los  bienes  de  propios  de  al- 
gunos pueblos  entre  sus  vecinos,  á  condición  de  que  en  el  tér- 
mino de  seis  meses  se  habían  de  otorgar  las  correspondientes 
escrituras;  el  terreno  se  repartió,  las  escrituras  no  se  otorgaron, 
y  las  transmisiones  se  verifican  de  la  manera  más  sencilla;  se 
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presentan  vendedor  y  comprador  ante  el  Secretario  del  Ayunta* 
miento,  y  les  extiende  la  escritora,  la  cnal  tiene,,  según  él  les 
dice,  tanta  faerza  y  valor  como  si  la  autorizara  nn  Notario,  y 
ann  más,  pues  no  consideran  competente  á  éste  para  tales  do> 
cumentos,*  abonan  10  á  20  reales  al  Secretario  autorizante,  de- 
jan QU  poder  de  éste  el  documento  original  para  archivarlo  6 
unirlo  al  expediente  que  se  formó  para  el  reparto  del  terreno,  y 
asunto  terminado,  pues  ni  copia  ni  certificación  les  expide^  y  en 
conclusión,  que  para  nada  han  necesitado  al  Notario  ni  al  Be- 
gistrador,  ni  han  tenido  que  pagar  derechos  á  la  Hacienda. 
Las  demás  fincas,  ó  sea  las  que  no  tienen  la  procedencia  indi- 
cada,  se  transmiten  poco  más  ó  menos  de  igual  manera;  y  ú 
hay  todavía  algún  inocente  que  otorga  alguna  escritora,  pron- 
to |so  desengañará  y  apelará  á  los  mi/smos  medios,  no  necesi- 
tando para  nada  tener  corriente  la  titulación  de  sus  fincas, 
pues  coando  haya  de  recurrir  al  crédito,  encontrará  quien,  por 
medio  de  documento  privado,  simulando  venta  de  alguna  fin- 
ca, le  entregue  la  mitad  del  valor  de  ésta;  más  de  50  docQ- 
mentos  de  esta  clase  he  tenido  que  ver  en  poco  tiempo.— E& 
cuanto  á  testamentos  y  testamentarías,  es  muy  peregrino  lo 
que  sucede:  están  muy  bien  enterados  de  que  ante  cinco  tes- 
tigos vecinos  del  logar,  ó  siete  no  vecinos,  se  puede  otorgar 
testamento  sin  necesidad  de  Notario  y  sin  que  tengan  que  ele- 
varlo á  instrumento  público,  porque  nadie  les  obliga  á  ello,  ni 
á  practicar  inventario  y  partición  de  bienes  con  las  formalida- 
des legales,  aun  cuando  se  hallen  interesados  ausentes,  meno- 
res ó  incapacitados;  muere  el  testador,  y  el  que  escribió  la  cé- 
dula testamentaria  expide  una  copia  de  ella,  que  le  sirve  de 
base  para  formar  inventario  y  partición  de  los  bienes  del  cau- 
sante, cuyas  operaciones  practica  él  mismo,  las  archiva  en  so 
protocolo  y  á  cada  interesado  expide  una  copia  de  su  hijuela^ 
todo  en  papel  simple;  con  lo  cual  los  interesados  se  han  aho- 
rrado un  dineral  por  concepto  de  papel  sellado,  derechos  á  la 
Hacienda  y  honorarios  del  Registrador.» — «Para  librarse  de 
papel  timbrado  correspondiente  á  la  cuantía  del  acto  6  contra- 
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to,  del  impuesto  de  derechos  reales  y  transmlsiÓD  de  bienes  y 
de  los  honorarios  debidos  al  Notario  y  al  Begistrador,  renun- 
cian á  las  escritnras  públicas  y  formalizan  contratos  privados^ 
con  los  cuales,  si  bien  no  pueden  hipotecar  los  inmuebles  que 
adquieren,  los  disfrutan  hasta  que  se  presenta  otro  compra- 
dor,  á  quien  se  los  traspasan  por  medio  de  otro  documento  pri- 
yado.)»  (Antonio  de  Torres,  notario  de  Periana). — «Una  de  las 
reformas  más  imperiosas  (dice  otro)  es  la  abolición  absoluta  de 
los  contratos  privados,  de  los  cuales  dimana  la  soledad  en  que 
Tan  quedando  las  Notarías,  por  más  que  al  yec  la  ley  del  Tim» 
bre,  la  del  Impuesto  de  derechos  reales  y  transmisión  de  bie-- 
nes,  los  elevados  honorarios  que  han  de  satisfacer  al  Registra- 
dor y  los  que  les  llevan  por  los  expedientes  posesorios,  que  son 
crecidísimos,  no  me  extraña  que  acudan  al  medio  de  la  contra- 
tación privada,  que  ks  liberta  del  pago  de  cuantiosas  somas...^ 
3.^    Consiste  el  tercer  procedimiento  en  admitir  altas  y 
bajas  en  los  amillaramientos  por  la  sola  manifestación  verbal 
ó  escrita  de  los  interesados,  sin  que  justifiquen  el  cambio  por 
medio  de  escritura  pública,  y  atribuir  en  el  hecho,  por  consen* 
timiento  tácito  de  todos,  á  dicho  documento  catastral  efectos  d& 
Begistro  de  la  propiedad.  El  Colegio  de  Cáceres,  en  un  docu- 
mento de  1883  que  ya  queda  citado,  considera  que  la  principal 
causa  de  que  las  sucesiones  hereditarias  y  los  contratos  entre 
vivos  por  Tcntas  y  permutas  hayan  disminuido  en  un  90  por  1(K> 
consiste  eú  «admitirse  en  los  amillaramientos  de  los  pueblos  el 
alta  y  baja  do  la  propiedad  inmueble  sin  más  que  la  manifes- 
tación privada  de  los  respectivos  interesados,  dando  motivo 
con  esto  á  que  constante  ó  indefinidamente  puedan  instruirse 
expedientes  posesorios  cuando  los  propietarios  quieren  ó  lo  ne^ 
cesitan,  defraudándose  de  este  modo  el  impuesto  de  derechos 
reales,  el  de  papel  sellado  y  los  derechos  de  los  Notarios  y  de 
los  Begistradores,  y  producióndose  en  la  propiedad  una  pertur- 
bación difícil  de  calcular,  siendo  además  causa  de  usurpacio- 
nes indebidas  y  faltándose  abiertamente  al  art.  157  del  Be- 
glamento  del  impuesto  de  derechos  reales.»  «Sabemos  de- 
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Ayantamientos  (dice  D.  Sebastián  López,  notario  de  Ledesma) 
que  admiten  altas  y  bajas  en  el  amillaramiento  sin  otra  formali- 
dad  que  la  manifestación  yerbal  del  contribayente;  conocemos 
algnna  Administración  económica  qae  aprueba  los  reparti- 
mientos de  la  contribación  de  inmuebles  con  alteraciones  de 
la  materia  imponible  de  las  contribuciones  sin  que  tales  altenr 
nes  yayan  justificadas  por  medio  de  apéndices  al  amillara» 
mieiito,  como  la  ley  preyiene...» — Alguna  yez  los  Secretarios 
yerifican  esas  alteraciones  mediante  presentación  de  documen- 
tos priyados  que  hayan  satisfecho  el  impuesto  de  derechos  resr 
les  y  transmisión  de  bienes.  «Con  algunas  yentajas  en  fayor 
de  Notarios  y  Registradores  (escribía  en  1884  D.  Ricardo  de 
Raeda,  notario  de  Pastrana),  se  yenía  exigiendo  desde  hace 
algún  tiempo  que  en  los  apéndices  de  rectificación  de  los  ami- 
Uaramientos  no  pudieran  hacerse  altas  ni  bajas  sin  la  prería 
presentación  del  título  de  propiedad  en  que  se  acreditara  la 
transmisión  del  dominio  con  el  pago  del  impuesto  de  dere- 
chos reales  ó  inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad;  pero  aho- 
ra se  principia  á  extender  toda  clase  de  contratos  por  los  mis- 
mos particulares  en  documentos  priyados, — comprayentas,  per- 
mutas, arriendos,  transacciones  en  inmuebles  y  particiones  de 
bienes  hereditarioSi  y  hasta  cartas  dé  dote  y  capital  de  bienes 
por  aportaciones  matrimoniales, — los  cuales  presentan  origina- 
les en  las  oficinas  liquidadoras  del  impuesto  de  derechos  rea- 
les, y  una  yez  pagado  el  impuesto,  los  Ueyan  á  las  secretarías 
de  Ayuntamiento,  en  donde  les  son  admitidos  para  las  altas  y. 
bajas  de  los  amillaramientos,  aconsejándoles  los  Secretarios 
municipales  que  con  tales  documentos  les  basta  y  les  sobra 
para  tener  garantizada  su  propiedad.  En  algún  punto  que  se 
puso  obstáculo  por  el  liquidador,  exigiendo  la  presentación  de 
documento  público,  acudieron  los  particulares  al  Delegado  de 
Hacienda^  por  quien  se  dispuso  (uno  de  ellos  el  de  Zaragoza,  se- 
gún aparece  en  el  Consultor  de  Ayuntamientos  de  Junio  último) 
que  se  admitieran  á  liquidación,  y  después  en  altas  y  bajas  de 
los  amillaramientos,  no  sólo  los  documentos  simples  ó  priva* 
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áoBf  Bino  hasta  ana  manifestación  yerbal  del  oontratOi  de  con- 
formidad con  lo  provenido  en  los  artículos  42  j  175  del  Regla- 
mento sobre  el  impuesto  de  derechos  reales.)»  Otro  notario^  Don 
Santiago  Marín,  de  Alloza,  pone  de  realce  la  importancia  de 
este  detalle  administrativo ,  con  la  siguiente   observación: 
«Admitiendo,  como  admite  dicho  art.  175,.  el  contrato  privado 
y  el  verbal  á  la  liquidación  del  impuesto  de  derechos  reales,  j 
pudiéndose,  una  vez  cumplido  este  requisito»  hacer  la  trasla- 
ción en  el  catastro,  no  comprendemos  cómo  hay  un  solo  espa* 
ñol  que  tenga  gasto  en  gastar  dinero  en  escrituras  y  Registro 
de  la  propiedad,  cuando  puede  registrar  sus  bienes  en  el  ca- 
tastro con  sólo  pagar  al  Estado  el  referido  impuesto.)»  Otras 
veoes,  la  costumbre,  verdadero  Proteo,  ha  echado  por  otro  ca- 
mino respetando  el  amillaramiento,  pero  formando  «un  libro 
aparte  que  llaman  eaíastrilh^  en  el  cual  registran  todos  los 
cambios  de  dominio,  ya  que  no  pueden  hacerlo  en  el  catastro 
oficial;  por  este  medio  ingenioso  regulan  las  cuotas  de  la  con- 
tribución y  se  trasmite  la  propiedad  con  menosprecio  de  to- 
das las  leyes.;»  (Martín  Abarca,  notario  de  Albalate  del  Arzo- 
bispo.) 

En  ocasiones  se  procede  á  la  rectificación  catastral  contra 
ley,  por  masas,  del  modo  que  refiere  D.  Faustino  Jiménez,  no- 
tario de  Azuara.  «En  un  pueblo  que  conozco  bien,  dice»  con- 
vocó el  Alcalde  á  todos  los  contribuyentes  por  territorial  y  ur* 
hana  y  les  sometió  esta  proposición:  «El  Ayuntamiento  se  pro- 
pone evitar  los  enredos  que  se  producen  cada  vez  que  viene  el 
recaudador  de  contribuciones,  con  motivo  de  las  fincas  que 
-desde  hace  tiempo  os  habéis  comprado  y  vendido  sin  hacer 
HX)nstar  los  cambios  en  el  catastro,  y  al  efecto  os  propongo  que 
-durante  tantos  días  vengáis  á  hacer  las  alteraciones  que  corres- 
pondan» á  razón  de  medio  real  la  operación;  os  recomiendo  que 
^M^ptéis,  porque  así  se  facilitará  el  reparto  del  año  próximo  y 
siguientes.»  En  otro  pueblo,  que  también  conozco,  la  cosa  pasó 
de  otra  manera:  se  citó  á  considerable  número  de  contribuyen- 
tes, y  una  vez  reunidos  en  la  casa* Ayuntamiento,  les  habló  el 
TOMO  76  49 
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Alcalde  en  estos  tánninos:  «Hay  gran  necesidad  de  fonnar 
una  especie  de  catastro  para  hacer  en  ¿1  todas  las  altas  y  ba- 
jas  ocarrídas  en  los  últimos  años;  y  como  está  prohibido  ha- 
cerlo  sin  qne  se  presenten  escritoras  públicas,  os  hemos  lla- 
mado para  proponeros  que  todos  los  reunidos  nos  declaremot 
responsables  solidarios  para  lo  qne  pueda  sobrevenir  por  ha- 
cer lo  expuesto,  que  á  todos  no  nos  han  de  llevar  á  la  cáreeL» 
En  los  dos  pueblos  se  aprobó  la  proposición  y  se  obró  en  con- 
sonancia con  ello.» — Otra  forma  para  terminar:  «Gomo  quiera 
que  de  cierto  en  cierto  número  de  años  se  forman  por  orden 
superior  nuevos  amillaramientos^  resulta  que  los  propietario» 
presentan  para  ello  las  relaciones  de  las  fincas  qne  poseen 
como  dueños^  cuando  en  el  antiguo  amillaramiento  figonn 
todavía  á  nombre  de  sus  padres  ó  abuelos;  se  amillaran  á  &• 
vor  de  los  actuales  propietarios»  (Juan  Francisco  Lapesa,  no- 
tario de  Almazora),  y  ya  tienen  base  para  legalizar  su  patri- 
monio por  el  procedimiento  que  ahora  paso  á  describir,  sin 
haber  gastado  en  escrituras  de  división  y  adjudicación  de  bie- 
neSy  en  papel  sellado  ni  en  impuesto  de  derechos  resües  y  trana- 
misión  de  bienes. 

4.®  El  cuarto  procedimiento  de  que  se  vale  el  Notariado  po- 
pular consiste  en  reducir  á  expedientes  posesorios  las  heien- 
ciaS)  las  compraventas,  las  donaciones  y  demás  clases  de  con- 
tratos referentes  á  propiedad  inmueble,  y  reconocer,  por  un  co- 
mo acuerdo  tácito,  á  la  posesión  inscrita  la  misma  fuerza  que  ai 
dominio.  «Fácil  sería  (dicen  los  Notarios  de  Santoña  en  el  do- 
cumento anteriormente  citado)  poner  una  cortapisa  á  semejan- 
tes embrollos,  si  los  zurcidores  de  contratos  y  particiones  no 
dispusieran  de  dos  grandes  palancas  para  mover  la  opinión 
en  su  provecho:  los  amíUaramienios  y  las  informaciones  pose- 
sorias. El  documento  privado  por  sí,  aunque  lleva  notoria- 
mente el  desbarajuste  á  la  contratación,  no  afectaría  á  ésta 
tan  gravemente  si  no  tuviera  como  obligada  secuela  el  expe- 
diente posesorio  y  la  facilidad  de  producir  sus  efectos  en  el 
alta  y  baja  de  la  riqueza  imponible...  Dos  testigos  compla- 
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cientes  y  una  certificación,  no  siempre  exacta,  expedida  por 
el  Ayuntamiento,  bastan  para  dar  forma  al  expediente  y  que 
la  poflesión  se  inscriba  en  el  Registro  de  la  propiedad.  Así  no 
hay  contratación  legal  posible^  pues  nada  se  libra  del  expe- 
diente posesorio,  arma  terrible  qne  esgrimen  los  dedicados  á 
redactar  docomentos  privado8,*hasta  el  punto  inconcebible  de 
hacer  ineficaces  las  inscripciones  de  los  Registros  de  la  propie- 
dad, desfigurando  los  inmuebles  en  su  cabida,  en  sus  lin- 
deros ó  en  otros  detalles  de  su  descripción.» — «Como  nadie  á 
sabiendas  se  perjudica,  no  podemos  ni  debemos  achacar  la 
cansa  de  tamaños  males  á  los  propietarios  inscribientes  de 
títulos  posesorios.  Ellos,  atemorizados   ante  los  gastos  que 
acarrea  la  titulación  escrituraria,  la  rehuyen,  ora  compren 
ó  hereden;  y  cuando  para  enajenar  6  hipotecar  necesitan  ó 
se  les  exige  algún  título,  se  acogen  al  expediente  posesorio, 
que  Bólo  reclama,  fuera  de  los  gastos  curiales,  escasos  plie«- 
go0  de  papel  de  peseta,  que  permite  saprimir  ó  yariar  el  con« 
cepto  contributiro,  sobre  el  cual  no  vienen  obligados  á  de^ 
clarar  los  testigos,  y  mediante  cuya  inscripción,  cuando  no 
antes,  yenden  y  compran,  toman  y  dan  á  préstamo,  con  la 
misma  seguridad  que  si  se  tratara  del  título  más  solemne  so- 
bre el  más  absoluto  dominio  de  las  fincas,  sea  cual  fuere  el 
valor  de  éstas;  que  la  ignorancia  de  lo  que  se  hace,  fomen- 
tada por  prácticas  no  enteramente  correctas  en  la  redae* 
ción  de  escrituras  y  en  la  inscripción  de  hipotecas  sobre  bie- 
nes sólo  en  posesión  inscritos,  y  la  buena  fe,  si  quebranta- 
da, no  perdida  en  las  poblaciones  rurales,  dan  en  realidad  la 
confianza  en  la  contratación  que  niega  la  naturaleza  jurídica 
del  acto.»  (L.  García  Andreu,  registrador  de  Pego,  1885). 
Por  eso,  porque  se  da  en  la  opinión  común  á  la  posesión  ins- 
crita valor  de  título  de  dominio,  no  se  instruyen  expedientee 
de  dominio,  que  exigen  trámites  largos  y  dispendiosos.  Para 
que  pueda  apreciarse  la  importancia  relativa  de  este  procedi- 
miento, recordaré  lo  que  dice  el  notario  Sr.  Peñalva  pronos- 
ticando  la  próxima  desaparición  de  las  clases  de  Registradores 
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y  Notarios  si  no  se  transforman  las  condiciones  secalares  del 
dominio  en  la  pequeña  propiedad  y  en  la  mediana,  dándole  fa- 
cilidades para  sa  acceso  al  Begistro:  «Que  caminamos  rápida- 
mente  (dice)  á  nna  de  esas  dos  solaciones,  si  tal  vez  no  á  las  dos, 
lo  acreditan  dos  hechos  muy  significativos  sacados  de  docamen- 
tos  oficiales;  en  Registros  de  tescera  y  cuarta  clase,  más  de  on 
80  por  100  de  la  propiedad  carece  de  existencia  jurídica,  no  es- 
tando inscrito  su  dominio  ni  su  posesión;  y  de  las  inscripcio- 
nes hechas,  más  de  la  mitad,  un  60  por  100,  lo  son  de  mera 
posesión.»  Con  razón  escribía,  por  esto,  otro  notario»  D.  A. 
Huscat,  el  año  pasado,  que  c  mientras  los  expedientes  poseso- 
rios no  sean  abolidos  ó  no  se  dé  intervención  en  ellos  al  No- 
tariado, á  fin  de  que  dnicamente  se  apliquen  cuando  no  hay 
otro  medio  de  suplir  la  titulación,  que  fueron  los  designios 
del  legislador,  resultará  que  dentro  de  un  periodo  más  6  me- 
nos largo,  se  hallará  inscrita  en  los  Registros  de  la  propie- 
dad, no  el  dominio  de  los  inmuebles,  sino  lamerá  posesíóo, 
como  ya  casi  ha  sucedido,  quedando  la  ley  Hipotecaria  cum* 
plida  en  su  parte  secjDindaria,  pero  no  en  la  principal,  y  muerto 
el  Notariado  de  la  cuarta  categoría.» 

El  expediente  posesorio,  como  medio  de  eludir  la  legisla- 
ción notarial  y  fiscal  sobre  transmisiones,  tiene  dos  caminos: 
uno  directo,  pero  que  depende  del  tercero  de  los  procedi- 
mientos que  quedan  expuestos;  otro  indirecto,  sustantivo  é  in- 
dependíente. 

El  primero  tiene  logar  cuando  las  fincas  están  amillara- 
das á  nombre  del  poseedor.  Obtiene  óste  una  certificación  del 
Aloalde,  autorizada  además  por  el  Regidor  síndico  y  el  Secre- 
tario del  Ayuntamiento,  en  la  cual  se  expresa,  con  referencia 
á  los  amillaramientoB,  catastros  ú  otros  datos  de  las  Oficinas 
municipales,  que  el  interesado  paga  la  contribución  á  título  de 
dueño  (ley  de  17  de  Julio  de  1877):  presenta  dicha  certifica- 
ción al  Juzgado  de  primera  instancia  ó  al  municipal  respecti- 
vo, declarando  el  tiempo  que  lleva  de  posesión,  la  circunstan- 
cia de  no  existir  título  escrito  y  el  nombre  y  apellidos  de  la 
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persona  de  quien  adquirió  el  inmueble,  y  pidiendo  información 
con  dos  6  más  testigos  yecinos  del  pueblo  sobre  aquellos  ex* 
tremes  (artículos  397  y  398  de  la  ley  Hipotecaria):  practicada 
7a  información,  emite  dictaiiien  el  Fiscal;  y  resultando  aqué- 
lla suficiente  y  no  habiendo  oposición  de  parte  legítima» 
aprueba  el  Juez  el  expediente  y  manda  extender  en  el  Regis- 
tro la  inscripción  de  posesión  solicitada,  lo  cual  yerifíca  el  Be- 
gistrador  mediante  presentación  del  expediente  original  (ar- 
ticulo 399  de  la  ley),  autorizado  por  el  Secretario  del  Juzgado 
(art.  328  del  Reglamento  hip.).  En  estos  expedientes  se  usa 
papel  de  una  peseta  (art.  21  de  la  ley  del  Timbre). 

El  segundo  medio  tiene  lugar  cuando  las  fincas  no  están 
amillaradas  á  nombre  del  poseedor.  El  Real  decreto  de  20  de 
Mayo  de  1878  había  establecido  que  cuando  el  poseedor  no 
hubiese  presentado  en  el  expediente  posesorio  la  certificación 
del  Alcalde  ó  de  la  Comisión  de  eyaluación,  acreditando  ha- 
llarse amillarada  la  finca  &  su  nombre  y  que  paga  á  título  de 
dueño  la  contribución  correspondiente  á  ella,  el  Registrador 
debía  denegar  la  inscripción;  pero  la  Real  orden  de  14  de  Junio 
de  1884  ha  abierto  camino  al  Notariado  popular  para  eludir 
esta  última  traba  que  le  ponía  la  ley^  disponiendo  que,  en  ese 
caso,  el  Registrador  suspenda  la  inscripción,  pero  tome  anota- 
ción preyentiya:  con  ella,  se  rectifica  el  amillaramiento;  hecha 
la  rectificación,  libra  certificación  el  Alcalde,  y  presentada  en 
el  Registro^  la  anotación  preyentiya  se  eleya  á  inscripción  de- 
finitiya.  «Esta  Real  orden,  dice  el  Sr.  Muscat,  ha  creado  una 
nueya  titulación,  dando  el  último  golpe  de  muerte  al  Notaria- 
do de  cuarta  clase)^:  «por  esa  Real  orden,  dice  otro,  quedan 
suprimidas  la  mayor  parte  de  las  Notarías  de  pueblos,  y  aun 
algo,  y  más  que  algo,  llegará  también  á  las  de  capital  de  par- 
tido y  de  proyíncia.:» 

Por  su  extraordinaria  sencillez,  que  lo  hace  aptísimo  para 
cortar  los  nudos  que  con  tanta  frecuencia  se  forman  con  la 
acumulación  de  transmisiones  en  un  momento  dado  y  que  no 
podrían  desatarse  sino  á  costa  del  yalor  íntegro  de  los  bienes 
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€ho8  en  toda  clase  de  contratos,  parece  que  los  yecinos  nnáo^ 
memento  han  convenido  en  no  otorgar  escritoras  transmitíéa* 
dose  el  dominio  de  los  inmuebles,  y  las  snstítayen  por  las  in- 
formaciones posesorias,  habiendo  llegado  el  caso  hasta  de  per- 
derse el  derecho  de  propiedad  de  una  finca  y  entrar  en  el 
período  de  posesión  al  transmitirse  á  otro;  para  Lo  cnal  ha  sido 
preciso  qne  en  el  expediente  se  falseara  el  tiempo  de  adquisi- 
ción y  la  persona  de  quien  la  compraron,  suponiendo  muchag 
veces  haberla  heredado  de  sus  padres  en  época  en  que  D&d& 
se  pagaba  ala  Hacienda...»  (Antonio  de  Torres,  notario  de 
Periana.) 

Transmisiones  por  causa  de  muerte. — ^Unas  veces  los  propie- 
tarios quedan  intestados  deliberamente  y  de  propósito;  sas  h^ 
rederos  practican  privadamente  la  división  del  caudal  relicto: 
una  vez  conocidos  los  inmuebles  que  se  adjudican  á  cada  uno 
por  cuenta  de  su  respectiva  hijuela,  los  hacen  inscribir  en  el 
amillaramiento  á  su  nombre,  con  lo  cual  y  dos  testigos  que 
declaren  que  los  adjudicatarios  poseen  los  inmuebles  ea  cues- 
tión desde  mucho  antes,  se  borra  la  pista  de  la  verdadera  pro- 
cedencia. «También  contra  la  testamentifacción  se  conspira 
(dice  D.  Martín  Abarca,  notario  de  Albalate  del  Arzobiq)o), 
á  tal  punto,  que  ya  no  se  hacen  más  que  aquellos  testamentos 
de  absoluta  necesidad  y  que  llevan  una  segunda  intendóo, 
porque  la  sociedad  observa  que  mientras  las  herencias  testa- 
das se  hallan  castigadas  con  los  enormes  impuestos  de  dere- 
chos reales  y  transmisión  de  bienes  y  otros,  las  intestadas  pa- 
san en  silencio,  sin  gastos  ni  vejaciones  de  ningnha  clase:  así 
se  explica  que  los  principales  propietarios  de  este  país,  ante 
el  temor  de  esos  impuestos,  prescindan  de  los  testamentos  7 
de  su  inscripción...»  «¿Quién  otorga  testamento  ni  para  qué? 
(dice  D.  Ángel  de  Arce  Rodríguez,  notario  de  Quintana  Itar- 
tín  Galíndez):  el  padre  de  buena  fortuna,  que  ve  que  ésta  hade 
desaparecer  á  su  muerte  entre  músicos  y  danzantes,  diside 
antes  de  morir  los  bienes  entre  sus  hijos,  entrega  á  cada  uno» 
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los  BTiyoS)  7  muerto  el  causante,  ya  no  necesitan  ellos  ni  aun 
testaoiento,  pues  ya  harán  una  informacidn  de  posesión  acre- 
ditando que  los  heredaron  de  su  abuelo  en  época  en  que  las^ 
herencias  no  derengaban  impuesto  de  transmisión,  ahorran- 
dose  además  papel  sellado  y  molestias...»  «Respecto  á  ladi^ 
YÍsión  de  bienes  entre  los  herederos  del  ñnado  y  amillaramien^ 
to  de  las  fincas  á  favor  de  distintos  sujetos,  esto  está  perfecta- 
mente  en  los  pueblos  rurales;  muere  Pedro,  y  sus  hijos,  ó  si  no^ 
loe  tienOy  sus  hermanos,  parientes  ó  extraños  á  quienes  corres- 
ponda el  caudal»  acuden  al  Secretario  del  Ayuntamiento  pi- 
diendo que  les  amillaren  á  su  nombre  las  fincas  que  dejó  el 
difunto,  y  sin  otro  requisito  que  el  dicho  de  ellos,  en  el  primer 
apéndice  quedan  las  fincas  trasladadas  á  los  nuevos  propieta- 
rios, quienes  al  poco  tiempo  solicitan  del  Juzgado  municipal 
la  información  posesoria  y  la  inscriben  en  el  Registro  de  la 
propiedad,  dqando  burladas  las  leyes,  estafados  los  derechos 
de  la  Hacienda  y  perjudicado  notablemente  el  Notariado.»  (An- 
tonio de  Torres,  notario  de  Periana.) 

Otraa  veces  se  otorga  testamento  ante  testigos  sin  Notario, 
y  con  arreglo  á  él,  sin  elevarlo  á  escritura  pública,  se  praotican 
las  operaciones  divisorias,  y  sin  protocolizarlas  se  adjudica  pri- 
vadamente á  los  herederos  la  parte  de  herencia  que  en  ellas 
les  haya  correspondido.  «Ocurre  diariamente  en  este  país  (dice 
el  notario  de  Villahomate,  D.  Pedro  Paramio),  que  enferma 
un  individuo,  y  en  lugar  de  requerir  al  Notario  para  otorgar 
4u  testamento,  se  llama  al  Secretario  del  Ayuntamiento  ú  otra 
persona  que  sepa  escribir,  y  ante  testigos  se  verifica.  Fallece 
el  testador,  y  aun  cuando  haya  interesados  en  la  herencia  me» 
ñores  de  edad,  incapacitados  ó  ausentes,  no  se  eleva  á  instru* 
mentó  pfiblico  la  voluntad  del  finado  manifestada  ante  testi- 
gos. Tampoco  se  pide  la  declaración  de  herederos,  siendo- 
mayores  de  edad,  si  el  causante  ha  muerto  intestado.  Los  Jue- 
ces municipales  no  se  cuidan  tampoco  de  prevenir  los  abin* 
testatos  en  los  casos  que  procede.  Los  testamelitarios  y  con- 
tadores nombrados  en  dichas  disposiciones  formalizan  elin- 
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de  muerte  es  xxn  tonto  j  un  ignorante,  y  lo  convencen  coa  el 
sacedido  siguiente:  á  Juan  Jiménez  se  le  murió  un  tío  canial 
que  le  dejó  por  heredero,  y  queriendo  que  la  sucesión  se  for- 
malizase para  Tender  parte  de  la  herencia,  acudió  al  nota- 
rio N.;  costóle  esa  formalización^  entre  impuejatos,  papel^  de- 
mora, derechos  de  Notario  y  de  Registrador,  7.50O  pesetas,  la 
tercera  parte  de  la  herencia,  y  todavía  después  de  esto,  para 
poder  vender  tropezó  con  dificultades  y  tuvo  que  apelar  aire- 
curso  supremo  del  expediente  posesorio;  mientras  tanto,  bu 
vecino  Pedro  Pérez,  que  había  heredado  un  patrimoDÍo  de  más 
valor,  no  hizo  inventario  ni  partición  ni  nada,  y  caando  qoíso 
vender  lo  hizo  sin  dificultades  y  sin  gastar  nada,  al  igual  de 
Juan  Jiménez  que  había  gastado:  ¿á  qué,  pues,  afanarse  j 
gastar  un  dineral  cuando  tan  seguro  está,  si  tal  vez  no  más, 
el  que  cumple  la  ley  como  el  que  la  desobedece?» 

Préstamos  no  hipotecarios. — Como  remate  de  este  capítolo 
y  para  que  sirva  de  ilustración  á  la  materia  de  juicios  conte- 
nidos, reproduzco  uno  á  continuación  tomándolo  de  la  reali- 
dad,  con  añadidura  de  algunas  variantes: 

«D*.  F.  de  T.,  vecino  de  Mentesa,  de  profesión  industrial, 
habitante  en  la  calle  de  Badía,  núm.  503,  cuarto  principal,  coo 
su  cédula  de  cuarta  clase  expedida  con  el  núm.  300  en  Uen- 
tesa  á  20  de  Noviembre  de  1888,  solicita  celebrar /«roo  verki 
con  D.  Z.  Z.,  que  vive  plaza  de  Monzón,  núm.  86,  cuarto  3.% 
de  profesión  oficial  de  ejército,  sobre  pago  de  250  pesetas  pro- 
cedentes de  adelantos,  y  cuya  obligación  debió  de  cumplir  en 
la  calle  de  Graus,  núm  100,  con  más  las  costas. — Meatesa  2 
de  Agosto  de  1889.  {Firma  del  demandante.) 

^Diligencia. — {Sn  las  poílaciones  donde  hay  más  deunJuz- 
ffodo,  para  determinar  la  competencia.)  Certifico  yo  el  Secreta- 
rio que  la  cédula  que  se  expresa  en  la  anterior  demanda  con- 
tiene las  circunstancias  que  se  indican,  y  que  el  núm  100  de 
la  calle  de  Qraus  corresponde  á  este  distrito. — Mentesa,  fecha 
nt  snpra.  {Firma  del  Secretario.) 
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)>Proyídencia. — ^Joez  Sr.  D.  N.  X. — Mentesa  2  de  Agosto  de 
1889.  Para  qae  teoga  efecto  la  celebración  de  este  jaicio^  se 
señala  el  día  3  del  actcial  y  hora  de  las  dos  de  su  tarde;  hágase 
saber  á  las  partes  para  que  comparezcaa  con  los  documentos, 
testigos  7  demás  medios  de  prueba  de  que  'hayan  de  valerse, 
bajo  apercibimiento  que,  de  no  hacerlo,  les  parará  en  su  rebel- 
día el  perjuicio  á  que  haya  lagar.  Lo  mandó  y  ñrma  S.  S.,  de 
que  certifico.  {Firma  del  Juez,)  Ante  mí.  ( Firma  del  Secretario,) 

;»Notificación  al  actor. — En  el  mismo  día,  yo  el  Secretario 
notifiqué,  leí  íntegramente  y  di  copia  literal  de  la  anterior  pro- 
videncia á  D.  F.  de  T.  en  su  persona;  quedó  enterado  y  firma. 
(Firma  del  actor, — Firma  del  Secretario.) 

^Delegación. — Para  que  tenga  efecto  la  citación  anterior  á 
la  parte  demandada,  delego  mis  facultades  en  los  Alguaciles 
de  este  Juzgado.  (Firma  del  Secretario.) 

^Notificación  y  citación  al  demandado. — ^En  Mentesa,  á  las 
dos  de  la  tarde  del  día  2  de  Agosto  de  1889,  yo  el  Alguacil, 
como  delegado  del  Secretario,  notifiqué,  seg&n  me  previno,  la 
providencia  anterior,  leyéndola  íntegramente  y  entregando  la 
papeleta  duplicada  que  presentó  el  actor  con  la  correspondien- 
te nota  del  señaljimiento  á  D.  Z.  Z.,  y  lo  firma,  de  que  certifi- 
co.» (Firmas  del  demandado  y  del  Alguacil.) 

Los  Juzgados  que  cumplen  ó  simulan  cumplir  con  todas 
estas  ritualidades  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  hacen  imprimir 
loque  precede  en  hojas  de  papel  sellado  clase  12.*  (75  cents.), 
y  á  continuación  escriben  la  comparecencia  y  la  sentencia. 
Algunos  Juzgados  simplifican  más  y  omiten  todo  el  diligen- 
ciado anterior,  principiando  los  autos  por  la  comparecencia, 
como  los  Notarios  sus  escrituras. 

«Comparecencia. — En  Mentesa,  á  3  de  Agosto  de  1889,  ante 
el  Sr.  D.  N.  X.^  Juez  municipal  del  distrito  de...,  presente  yo 
el  Secretario,  comparece  D.  F.  de  T.,  y  dice:  que  demanda  en 
juicio  verbal  á  D.  Z.  Z.  sobre  pago  de  250  pesetas,  proceden- 
tes de  adelantos,  con  las  costas.  Presente  el  demandado,  con  su 
cédula  de  novena  clase,  núm.  500,  contestó:  que  reconoce  la 
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deada  y  0a  procedencia,  y  se  obliga  á  pagarla  á  razón  de  10 
pesetas  mensuales  del  1.^  al  5  de  cada  mes,  desde  Noyiembre 
próximo,  ó  si  falta  á  nna  mensualidad,  se  tendrán  por  yenddBft 
las  restantes,  y  lo  mismo  si  contrae  algana  obligación;  y  en 
seguridad  de  todo  afecta  su  sueldo:  en  cualquiera  de  aqoelloi 
casos,  consiente  que  se  oñcie  á  quien  proceda,  para  qoe  de 
su  haber  de  capitán  con  destino  en  la  Capitanía  general,  6 
de  cualquier  otro  que  pueda  disfrutar,  se  retenga  de  cada 
paga  la  sexta  parte  de  la  legal  y  mensualmente  se  entregue  al 
actor  hasta  extinguir  la  deuda  y  costas,  coa  más  16  pese- 
tas de  indemnización;  que  si  por  cualquier  causa  no  tayiese 
efecto  el  descuento,  ó  hubiese  interrupción  en  el  mismo,  abo- 
nará además  un  interés  de  3  por  100  mensual  de  lo  que  adeo- 
dare  hasta  extinguir  el  débito  principal,  costas  y  gastos  de  po- 
der, giro,  comisión,  descuento  y  demás  que  origine  el  cobro.— 
El  actor  aceptó  esta  proposición;  y  S.  S.,  en  TÍsta  de  lo  ex- 
puesto  por  las  partes,  pronunció  la  siguiente 

^Sentencia. — Resultando  que  D.  F.  de  T.  demanda  á  Don 
Z«  Z.  sobre  pago  de  250  pesetas,  y  que  el  demandado  reconoce 
la  deuda  y  se  obliga  á  pagarla  á  razón  de  10  pesetas. menaaa* 
les,  etc.  {Reproduce  lo  demás  de  la  comparecencia):  Beanliando 
que  se  han  cumplido  las  prescripciones  de  la  ley  en  la  Bastan- 
ciación  de  este  juicio; — Considerando  que  de  caalquier  modo 
que  uno  quiera  obligarse  queda  obligado,  y  qae  la  confeaido 
enjuicio  constituye  prueba  plena; — ^Considerando  que  qoien 
conociendo  que  debe  no  paga  y  da  con  ello  lugar  á  redama- 
ción judicial,  debe  abonar  las  costas;— -Vistos  los  arta.  12327 
1278  del  Código  civil; — Fallo  que  debo  condenar  y  condeno  i 
D.  Z.  Z.  á  que  pague  á  D.  F.  de  T.  la  cantidad  de  250  pesetas, 
en  la  forma  y  términos  que  se  consignan  en  el  primer  resul- 
tando, condenándole  además  en  las  costas. — Las  partes  se  die- 
ron por  notificadas  de  esta  sentencia,  con  lo  cual  se  dio  por  ter- 
minada esta  comparecencia,  que  firman  los  concurrentes,  de 
que  certifico.»  {Firma  del  Jaez,--Id.  del  actor  f  del  dmcuík' 
do,)  Ante  mí.  {Firma  dü Secretario.) 
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Todo  este  jaicio  cabe  en  un  pliego  de  papel  de  75  cents,  de 
jMBeta.  — No  campliendo  el  D.  Z.  Z.  con  la  obligación  contraí- 
da 6  impaesta  en  la  anterior  sentencia,  comparece  el  actor,  y 
en  noevo  pliego  de  papel  de  la  misma  clase,  qae  se  nne  al  an- 
terior, dice  el  Secretario: 

«Comparecencia. — En  Montosa,  á  6  de  Enero  de  1890,  ante 
el  Sr.  D.  N.  X.,  Jaez  mnnicipal  del  distrito  de...,  presente  yo 
el  Secretario,  comparece  D.  F.  de  T.,  y  dice:  qne  el  deman- 
dado D.  Z.  Z.  no  ha  pagado  el  plazo  mensaal  estipnlado,  y  por 
lo  tanto,  pide  al  Jnzgado  se  sirya  acordar  que  se  libre  atenta 
comunicación  al  Excmo.  Sr.  Capitán  general  de...  para  el  des- 
cuento del  sueldo  del  deudor,  hasta  extinguir  240  pesetas  80 
céntimos,  resto  de  principal,  indemnización  pactada  y  costas 
qne  se  causen,  sin  perjuicio  de  los  intereses  sí  no  puede  tener 
efecto  inmediato  este  descuento.  Esto  dijo  y  firma  con  S.  S., 
de  que  certifico.  (Firmas  del  Juez  y  del  eompareeiente.)  Ante 
mí.  {Firma  del  Secretario.) 

;»Providencia. — ^Juez  Sr.  D.  N.  X. — Mentesa  6  de  Enero  de 
1890. — Como  se  pide.  Lo  mandó  y  firma  S.  S.,  de  que  yo  el 
Secretario  certifico.  (Firmae  del  Ji$ez  y  Secretaria.) 

«Notificación. — En  el  mismo  día,  yo  el  Secretario  notifiqué^ 
leí  integramente  y  di  copia  literal  autorizada  de  la  proyiden- 
eia  que  antecede  á  D.  F.  de  T.;  enterado,  firma,  de  que  certifi- 
eo.  {Firmas  de  D.  F.  de  T.  y  del  Secretario.) 

«DUigencia. — En  la  misma  fecha  se  libró  el  oficio  solicita- 
do, de  que  certifico.»  {Firma  del  Secretario.) 

Otras  veces,  la  retención  se  verifica  desde  Ineg^,  como  re- 
sulta del  ejemplo  sígnente.  En  la  comparecencia:  «Presente 
el  demandado,  que  declaró  ser  mayor  de  veintitrés  años  y  foé^ 
requerido  para  la  exhibición  de  su  cédula  en  término  de  se« 
gnndo  día,  contestó:  que  reconoce  la  deuda  y  su  procedencia^ 
y  no  pudiendo  pagarla  en  el  acto,  propone  se  oficie  á  quien  pro- 
ceda para  que  del  sueldo  que  disfruta  como  empleado  en  el  Mi- 
nisterio de  Hacienda,  se  le  retenga  de  cada  paga,  desde  la  pri- 
mera que  haya  de  percibir,  8  pesetas  y  85  cents,  mensuales. 
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en  concepto  de  intereses,  hasta  que  de  una  sola  Tez  y  separa- 
damente de  la  retención  devuelva  la  sama  reclamada:  si  no 
tiene  efecto  el  descuento  6  sufre  interrupción,  los  intereses 
cencidos  y  no  satisfechos  se  acumularán  al  capital  y  se  paga- 
rán juntamente  con  él,  abonando  de  la  suma  total  un  interés 
'•de  5  por  100  mensual  hasta  la  total  solvencia,  y  un  10  por  100 
ei  pasare  á  ultramar  sin  haber  saldado  este  débito:  afe(^, 
además,  cualquier  otro  sueldo  y  todos  sus  bienes  presentes  y 
futuros:  se  somete  á  los  Tribunales  de  Madrid  y  serán  de  so 
cuenta  las  costas  y  gastos  que  originase  el  cobro.» — En  la  sen- 
tencia: «Fallo  que  debo  condenar  y  condeno  á  D.  Z.  Z.  á  qoe 
pague  á  D.  F.  de  T.  la  cantidad  de  240  pesetas  25  cents.,  eala 
forma  y  con  los  pactos  que  se  consignan  en  el  primer  resnltazi- 
do;  y  líbrese  el  oficio  solicitado.  Las  partes  se  dieron  por  noti- 
ficadas, etc.» 

La  ejecución  de  la  sentencia  se  reduce  á  ese  oficio  que,  por 
ser  frecuente,  se  imprime  también,  con  los  claros  oportanos,  y 
viene  á  decir  del  siguiente  modo: — «En  cumplimiento  de  set- 
tencia  firme  dictada  en  un  juicio  verbal  {ó  dos,  tres^  etc.)  cele- 
brado á  instancia  de  D.  F.  de  T.  (eircunstaneias  personaks)^  coa 
D.  Z.  Z.  {id.  id.)  sobre  pago  de  pesetas,  he  acordado  dirigirá 
V...  la  presente,  como  tengo  el  honor  de  hacerlo,  rogándolese 
sirva  disponer  que  del  (sueldo,  haber  ó  lo  que  sea)  que  disfruta 
como  (auxiliar,  capiidn,  escribiente,  secretario,  etc.)  se  retenga 
(ó  retengan)  de  cada  paga  {aquí  la  cantidad  ó  fracción  i  parUt) 
y  se  entregue  al  demandante  ó  á  la  persona  que  legalmentelo 
represente...  Ruego  á  Y...  se  sirva  darme  aviso  de  haberse  ve- 
rificado lo  qae  se  interesa,  para  que  surta  los  efectos  qae  pro* 
-cedan.  Dios,  etc.  Mentesa  (/echa),  Sr.  Habilitado  de  (el  liir 
nisterio,  Corporación,  eíc).» — El  habilitado  acusa  recibo  mani- 
festando que  queda  hecha  la  retención,  ó  que  no  puede  hacerse 
hasta  que  queden  cubiertas  otras  pendientes . 

He  dicho  que  algunos  Juzgados  simplificaban  este  juicio 
suprimiendo  las  diligencias  previas  á  la  comparecencia.  Ahora 
añado  que  habitualmente  se  suprimen  del  todo  los  resultandos 
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j  casi  del  todo  los  considerandos^  en  la  siguiente  forma: — c<El 
demandante  replicó:  qne  se  conforma  con  la  contestación  an- 
terior.  T  el  Sr.  Jaez,  en  yista  de  lo  alegado  por  las  partes  y 
Considerando  qne  su  voluntad  es  ley  en  materia  de  contra- 
tos, Falló  que  debía  condenar  y  condenaba  á  demandante  y  de« 
mandado  á  estar  y  pasar  por  lo  convenido  en  este  acto;  los  cua- 
les, enterados  de  esta  sentenciai  renunciaron  el  derecho  á  la 
apelación,  siendo  en  su  virtud  declarada  firme;  y  firma  con  los 
concurrentes,  de  que  certifico.» 

No  hace  mucho  tiempo,  aun  después  de  1881,  lacostambre 
en  los  Juzgados  era  suprimir,  no  ya  los  resultandos  y  conside- 
randos, sino  la  sentencia  entera.  Después  de  hecha  por  el  de- 
mandante BU  proposición,  en  la  forma  anteriormente  transcri- 
ta, añadía  el  Secretario:  «Conforme  el  actor,  S.  S.  aprobó  lo 
convenido  por  las  partes,  mandando  librar  el  oficio  solicitado, 
y  80  terminó  esta  comparecencia,  que  firman  los  concurrentes, 
de  que  certifico.»  Rutina  y  tradición,  según  conjeturo,  de  los 
actos  de  conciliación  convenidos,  los  cuales  ordinariamente 
conclaían  así:  «Conforme  el  actor,  S.  S.,  vista  la  avenencia  de 
las  partes,  dio  el  acto  por  terminado,  mandando  expedir  el  ofl* 
cío  (ó  la  certificación)  que  se  solicita,  y  lo  firman  los  concu- 
rrentes, de  que  certifico.» — El  formulario  es  en  todo  lo  demás 
idéntico  al  que  dejamos  copiado  arriba:  donde  decía  una  vez: 
«Qae  demanda  en  acto  de  ccmciliación  á  D.  Z.  Z.  para  que  le 
{>agoe  la  cantidad  de  10.000  rs.  que  le  adeuda,  procedente  de 
adelantos»,  dice  ahora  diez  veces:  «Que  demanda  en  juicio 
verbal  á  D.  Z.  Z.  para  que  le  pague  250  pesetas  que  le  adeuda, 
j>rocedentes  de  adelantos.» 


($•  wnHiwMrá.) 


JoAQHÍN  Costa. 


TOno  76  tO 


OBSERVACIONES  Á  LA  LEY  DE  LO  CONTENCIOSO- 


Hace  poco  más  de  nn  año  qoe  se  halla  en  TÍgor  la  ley  so- 
bre lo  Contencioso -adminístratiyO)  y  no  sólo  en  la  práctica  han 
empezado  á  notarse  algunos  pequeños  lunares^  sino  que  la 
prensa  profesional  se  ha  ocupado  ya  de  aquélla,  con  tan  poca 
benevolencia  como  la  demostrada  en  un  artículo  hace  poco 
tiempo  dado  á  luz  en  La  Ley,  periódico  que  se  publica  en  esta, 
corte  con  general  aceptación. 

Dicho  artículo,  que  comienza  lamentándose  con  harto  mo- 
tivo de  que  todavía  no  se  haya  dictado  el  oportuno  reglamento 
en  que  se  precisen  las  reglas  necesarias  para  que  los  asuntos 
de  que  se  trata  sean  terminados  en  el  plazo  máximo  de  un 
año,  hace  mórito  del  hecho  muy  frecuente  de  que  por  la  Fisca- 
lía del  Tribunal  de  lo  Contencioso-administrativo  se  promue- 
van incidentes  de  incontestación,  por  considerar  que  en  el  modo 
de  proponer  las  demandas  existen  defectos  legales  que  autori- 
zan la  promoción  de  aquéllos;  y  en  verdad  que  el  asunto  me- 
rece detenido  examen  por  parte  de  quienes  están  llamados  á 
velar  por  el  cumplimiento  exacto  de  las  leyes,  ó  á  promover  su 
reforma  cuando  á  ello  hubiese  lugar,  como  sucede  en  el  pre- 
sente caso;  pues  á  nuestro  juicio,  no  se  debe  aquel  frecuente 
hecho  á  la  circunstancia  al  principio  aludida,  sino  que  más 
principalmente  lo  ha  originado  la  misma  ley  al  determinar  las 
condiciones  que  deben  reunir  las  demandas,  y  al  hacer  mérito 
de  las  excepciones  dilatorias  que  pueden  oponerse,  puntos  am^ 
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bos  acerca  de  los  coales  hemos  de  permitirnos  algunas  obser- 
Taciones,  lo  mismo  que  respecto  á  la  prevención  de  que  el  es- 
crito iniciando  el  procedimiento  contencíoso-administratÍYO  no 
interrumpe  para  la  prescripcidn  el  plazo  dentro  del  cual  deben 
presentarse  las  demandas.  Intimamente  relacionado  este  pun- 
to con  los  dos  anteriores,  creemos  que  también  debe  ser  ob- 
jeta de  una  crítica  desapasionada  é  imparcial  para  determinar 
8i  conTÍene  mantener  dicho  precepto  ó  derogarlo  radicalmente, 
como  entendemos  que  procede  y  hemos  de  procurar  demostrar. 
Bn  cuanto  á  la  manera  de  formular  las  demandas,  estable* 
ce   el  art.  42  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888,  que  en 
ellas  deben  hacerse  distintas  alegaciones  que  allí  se  especifican 
detallada  y  minuciosamente,  entre  las  cuales  figura  la  relativa 
á  la  competencia  del  Tribunal  ante  el  que  se  comparece,  y  lo 
cierto  es  que  semejante  formalidad  huelga  de  todo  punto,  por- 
qne  todo  demandante  que  inicia  un  procedimiento  ante  deter- 
minado Tribunal,  tácita  y  virtualmente  alega  y  reconoce  su 
competencia,  no  cabiendo  otra  cosa  en  este  punto  más  que  la 
facultad  de  los  demandados  á  promover  la  cuestión  incidental 
que  supone  la  negación  formal  de  que  tal  competencia  existe, 
ó  qne  el  mismo  Tribunal  ante  él  que  se  comparece  declare  de 
oficio  que  no  es  competente  para  entender  en  el  asunto,  inhi- 
biéndose para  entender  del  mismo.  Tanto  en  uno  como  en  otro 
'    caso  se  explican  perfectamente  las  cuestiones  incidentales  alu- 
didas; pero  promoverlas  tan  sólo  por  el  hecho  de  que  no  se 
haya  alegado  la  competencia,  por  más  que  ¿sta  sea  manifiesta 
y  evidente,  no  puede  explicarse  de  una  manera  satisfactoria, 
ni  con  seguridad  se  habría  ocurrido  á  los  representantes  de  la 
Administración,  si  á  ello  no  les  autorizara  el  art.  46  de  la  men- 
cionada ley,  según  el  cual  puede  oponerse  la  excepción  dila- 
toria de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda,  aña- 
diendo que  por  tal  se  entiende  la  falta  de  cumplimiento  á  cual- 
qniera  de  los  requisitos,  conforme  á  los  cuales  deben  formular- 
se aquéllas. 

También  establece  dicho  artículo  46  que  puede  oponerse 
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la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  jarisdiccida  cuando 
la  demanda  no  renne  ni  se  ha  presentado  con  todos  los  requi- 
sitos exigidos  en  el  título  1.°  de  la  ley.  Entre  éstos  se  hallad 
de  que  se  presenten  en  el  plazo  de  tres  meses  prorrogable  á 
cuatro  y  seis  meses  respectiyamente  para  las  Antillas^  Filipi- 
nas y  Golfo  de  Guinea,  y  á  nueve  meses  para,  las  Mariauasy 
Carolinas:  y  por  lo  tanto,  es  maniñesto  que  si  las  demandas  se 
presentan  fuera  de  aquellos  términos,  cabe  alegar  la  excepción 
dilatoria  de  incompetencia  de  jurisdicción,  siendo  así  que,  en 
realidad,  de  lo  que  se  trataría  en  aquel  caso  sería  sencilla- 
mente de  un  hecho  que  ocurre  frecuentemente  en  los  Tribuna- 
les ordinarios  y  que  da  lugar  á  una  simple  providencia  d  á  on 
sencillo  auto  en  que  se  declara  decaído  de  su  derecho  á  quien 
utiliza  cualquier  recurso  fuera  del  plazo  señalado  al  efecto; 
pero  ni  esto  supone  la  promoción  de  un  incidente  en  el  verda- 
dero sentido  de  la  palabra,  ni  mucho  menos  que  se  haga  por 
ser  incompetente  el  Tribunal,  sino  para  castigar  y  corregir  de 
aquel  modo  á  quien  por  su  morosidad  se  ha  hecho  acreedor 
á  ello. 

Por  último,  el  art.  35  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888 
declara  que  la  presentación  del  escrito  iniciando  el  procedi- 
miento contencioso-administrativo  no  sirve  para  interrumpir 
el  lapso  del  término  dentro  del  cual  debe  utilizarse  la  vía  con- 
tenciosa, y  en  su  consecuencia,  es  evidente  que  los  veinte  días 
que  el  Tribunal  debe  conceder  al  efecto  de  que  se  formulen  lai 
demandas,  una  vez  que  el  expediente  gubernativo  obre  en  bq 
poder  (art.  40 ),  real  y  prácticamente  son  ilusorios,  porqae 
siempre  y  de  todas  maneras  los  recurrentes  de  ordinario  no 
tienen  al  parecer  más  que  el  plazo  improrrogable  de  tres  meses 
para  presentar  las  demandas. 

Ni  esto  es  lo  que  la  ley  ha  querido  .segurameate,  ni  hay 
posibilidad  racional  de  que  se  cumpla  de  una  manera  estric- 
ta, á  no  ser  que  se  pretenda  el  absurdo  de  establecer  dife- 
rencias enojosas  entre  los' distintos  particulares  agraviados  por 
la  Administración;  pues  mientras  algunos  podrían  formalizar 
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808  demandas  con  exacto  conocimiento  de  causa^  por  haber 
tenido  espacio  bastante  para  examinar  los  expedientes  con  la 
detención  necesaria  al  efecto  de  señalar  hechos  y  circanstan* 
cias  de  especial  interés  para  su  objeto,  habría  otros  qne  no  se 
hallaran  en  igualdad  de  circunstancias,  porque  el  expediente 
no  se  hubiera  puesto  de  maniñesto  sino  muy  pocos  días  antes 
de  espirar  el  plazo  de  tres  meses,  6  acaso  después  de  transcu- 
rrido, toda  vez  que  no  siempre  la  Administración  ó  las  dife- 
rentes oficinas  de  la  misma  obran  con  idéntica  diligencia,  ni 
los  particulares  pueden  presentar  el  escrito  iniciando  el  recur- 
so inmediatamente  después  de  conocer  la  resolución  adminis- 
trativa. Creemos,  por  lo  tanto,  que  el  artículo  que  nos  ocupa 
debiera  derogarse  en  absoluto,  declarándose  que  una  Tez  pre- 
sentado el  escrito  referido  en  los  plazos  improrrogables  señala- 
dos por  el  art.  7.®,  la  Administración  proporcionara  los  expe- 
dientes de  referencia,  y  una  yez  recibidos  en  el  Tribunal,  éste 
señalara  nn  nuevo  plazo  improrogable  de  veinte  días  para  for- 
malizar la  demanda,  independientemente  del  primer  término, 
y  aunque  ya  hubiese  transcurrido. 

L.  MiQÜBL. 
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Tratándose  del  personal,  llama  en  primer  término  la  aten- 
ción de  todo  hombre  práctico  y  amante  de  los  Tribunales,  el 
art.  31  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial;  porque  definiendo 
á  los  Jueces  municipales,  se  yale  de  las  palabras  cargt^  Henel 
y  oiligatoriOf  en  vez  de  las  de  empleo  6  iesíino  ferpetm  6  í»- 
amoviMe  y  voluntario;  aparte  también  del  adjetivo  municipal, 
que  sólo  sirve  para  denotar  el  alcance  del  territorio»  dejando 
en  el  olvido  sus  atribuciones,  ó  sea  lo  más  importante  del  refe- 
rido cargo. 

Es  en  verdad  una  desgracia,  y  desgracia  grande,  que 
unos  funcionarios  que  necesitan  conocer  todo  el  cúmulo  de 
disposiciones  antes  citadas;  que  no  tienen  intervención,  ni 
conviene  que  la  tengan  nunca,  en  materia  política;  que,  antea 
por  el  contrarío,  sus  atribuciones,  puramente  de  paz  y  de  jos- 
ticia,  los  aparta  de  toda  contienda  y  lucha  de  partidos;  qae 
para  el  mejor  desempeño  de  su  delicado  y  difícil  cometido  con- 
tiene que  conozcan  y  traten  sin  recelos  á  sus  convecinos,  prin- 
cipalmente para  el  éxito  de  los  actos  de  conciliación  y  del  Re- 
gistro; que  necesitan  sentir  profundo  cariño  al  destino,  forma- 
do aquól  por  su  prolongado  ejercicio;  que  ha  de  menester  tan- 
ta ó  más  independencia  que  para  los  demás  puestos  de  la  ca- 

*  ^^ 

(*)     Véase  la  página  166  de  este  tomo. 
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rrera  judicial  áqoe  indudablemente  pertenecen ^  y  en  que  Be 
-contrae  la  misma  responsabilidad,  sean  nombrados  por  sdlo 
dos  años  y  contra  sn  voluntad;  circunstancias  que  hacen  im- 
posible todo  entusiasmo,  todo  propósito  de  acierto,  todo  sacri- 
ficio en  el  cumplimiento  de  tantos  y  tan  graves  deberes. 

Por  otra  parte,  es  anómalo  y  causa  de  innumerables  males, 
todos  graves,  que  la  misma  ley  que  hace  tan  corta  la  vida  del 
•cai^o  de  Juez,  conceda  á  los  Secretarios  la  estabilidad  y  ga- 
rantía qae  constituyen  materia  de  los  artículos  485  y  siguien  - 
tes:  resaltando  de  ello  espectáculos  nada  edificantes  en  toda 
ocasión,  y  más  al  principio  y  al  final  de  cada  bienio,  porque 
eutra  el  Juez  necesitando  los  conocimientos  del  Secretario,  y 
sale  desalentado  y  convencido  de  que  no  ha  sido  ni  podido  ser 
otra  cosa  que  lo  que  quiso  éste;  y  con  doble  razón,  si  es  quien, 
por  sus  cualidades  y  circunstancias  personales,  puso  al  Juzga- 
ndo á  más  altura  qae  los  demás,  especialmente  en  productos  ó 
rendimientos  por  derechos  ú  honorarios. 

Yo  siento  muchísimo  decirlo;  pero  como  ante  el  deber  no 
<2edo  nada  á  nadie,  he  de  declarar  que  la  Administración  de 
justicia,  tomada  en  todos  los  grados  que  establece  el  art.  12  de 
la  tan  nombrada  ley  orgánica,  deja  muchísimo  que  desear,  por 
razones  qae  tienen  dichas  elocuentísimamente  en  las  Cortes, 
los  ex-Ministros  Sres.  Alonso  Martínez,  Silvela  y  Romero  Oi- 
ron,  en  Mayo  de  1887  y  Enero  de  1888;  y  expuestas  aparecen 
también  por  el  actual  Ministro,  en  su  nunca  bien  elogiado  dis- 
curso de  apertura  de  Tribunales,  en  que  se  lee,  refiriéndose  á 
los  Jueces  municipales:  «No  es  posible  á  quien  lo  ha  presen  - 
ciado,  declarar  tolerable  la  repetición  del  triste  espectáculo 
que  ofrecen  las  Audiencias  territoriales  en  la  primera  quince- 
na de  Mayo,  y  sobre  todo,  que  se  siga  comprometiendo  sin  es- 
peranza de  alcanzar  justicia  del  interés  p&blico,  el  prestigio  de 
Magistrados  tan  respetables  y  tan  dignos,  y  aun  la  propia  au- 
toridad moral  del  Gobierno.» 

Tiempo  es  ya,  limo.  Señor,  de  que  desaparezca  ese  estado 
de  cosas,  y  de  que,  no  de  palabra  y  sí  de  obra,  se  tenga  por 
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llegado  el  momento  de  satisfacet  las  nobles  y  honradas  upi- 
racíones  de  loi  legisladorefl  de  Cádiz,  rnaaífeEtadas  dictea- 
do,  qoe  era  preciso  que  el  ánimo  de  los  Jueces  eatuviera  á  en- 
biertodelas  impresiones  qae  pudiera  producirles  hasta  el  re- 
moto  recelo  de  ana  separación  Tioieota,  debida  al  desagrado' 
del  Monarca  6  al  resentimiento  de  un  Ministro. 

Mientras  aef  no  se  haga,  esimp^mihle,  Rbsolntfim^nte  impo- 
sible, qaeen  España  haya  Jaeces  lealet,  d«  ditena  fama,  poca  ea- 
dicia,  maatot  é  dt  huenat  palabras,  como  toa  han  deseado  siem- 
pre naeetroe  legisladores;  y  será  imitar  la  condncta  de  D.  Al- 
varo Gómez  Becerra,  qoe  siendo  Magistrado  del  TribanaJ  Su- 
premo en  1839,  escribid  gas  Oiservaei/met  nSre  ti  ettaio  del 
Poder  Juiiciaí,  declarando  la  excelencia  de  la  inamoTilidad; 
y  en  1840,  como  Ministro,  separó  á  centenares  de  Magistrados 
y  Jaeces  que  habían  sido  ya  calificados  y  declarados  benemf  ■ 
ritos  y  dignos  de  continnar  desempeñando  sns  aagastas  fon- 
Clones,  por  ana  Junta  pesquisidora  formada  el  año  1836,  pre- 
sidida por  el  mismo  Becerra. 

Comprendo  perfectamente  qne  antes  de  llegar  &  esa  inamo- 
TÍlidad,  se  necesita  diaponer  lo  conveniente  para  asegurar  eV 
mejor  ¿zito  en  el  nombramiento  del  personal  de  la  Jndicatort 
y  Magistratura  en  todos  sns  gradosj  y  por  lo  mismo  que  Bt( 
lo  entiendo,  admito  como  bnenas  las  oposiciones  mediante  ac- 
tos diSciles  y  rectamente  calificados;  los  concaraos  apreciador 
en  jasticia;  las  valiosas  informaciones  de  acrisolada  condoetu; 
las  proclamas  llamando  á  los  qne  sepan  algún  impedimento 
material  6  moral  qne  haga  desmerecer  al  aspirante,  y  cuil- 
quiera  otro  medio  igual  6  análogo  á  los  expresados. 

Jasto,  muy  justo  es,  qae  al  qne  ha  de  disponer  de  la  vjd% 
la  honra  y  los  intereses  de  las  femilias,  se  la  exijan  fiania^ 
pero  lo  es  también  que  al  qne  las  haya  prestado  y  cumpla  como 
bueno,  se  le  honre  y  se  le  sostenga  en  el  puesto  qae  constitu- 
ye el  presente  y  el  porvenir  de  los  qae  viven  á  sa  sombra. 
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Está  bien,  se  dirá:  todo  eso  reviste  caracteres  de  completa 
exactitud;  se  ha  expuesto  repetidas  yeces  por  personas  de  la 
más  alta  reputación  científica  y  práctica,  que  han  utilizada 
ocasiones  y  razonamientos  oportunísimos;  por  lo  tanto,  ha  po- 
dido omitirse  en  esta  Memoria  para  tratar  de  otros  asuntos  de 
más  importancia;  como,  por  ejemplo,  el  referente  á  la  Autoría 
dad  que  debe  nombrar  á  los  Jueces  municipales  y  forma  en 
que  procede  hacerse. 

Esto^  repito,  tal  yez  se  diga;  y  temeroso  de  que  así  acon- 
tezca, entro  en  la  indicada  materia,  principiando  por  recordar 
á  V.  I.  que  existe  planteado  por  el  obseryador  actual  Ministro 
de  Gracia  y  Justicia  en  su  citado  discurso  de  apertura  de  Tri- 
bunales, el  siguiente  dilema:  <có  Juez  popular  ghituito  elegido 
por  sus  conyecinosi  6  Juez  oficial  perito  nombrado  por  el  Go- 
bierno con  garantías  basadas  en  las  leyes.» 

La  cuestión  no  es  nueva;  las  Cortes  Constituyentes  de  185& 
aprobaron  unas  bases  de  ley  orgánica  de  Tribunales,  entre  las 
qae,  con  el  núm.  6.%  resultaba  una  que  decía:  «Habrá  Jueces 
de  paz  en  todos  los  pueblos  que  determina  la  ley.  Los  Jueces^ 
de  paz  serán  nombrados  cada  dos  años  por  los  mismos  electo- 
res y  en  la  misma  época  en  que  se  yerifique  la  elección  munici- 
pal.:» T  esto  que  se  quería  hacer,  yenía  realizándose  de  hecho 
y  derecho,  cuando  las  funciones  de  la  justicia  municipal  se 
ejercitaban  por  los  Alcaldes.  Pero  sea  cuestión  yieja  ó  nueya, 
lo  que  conyiene  es  resolyerla  de  uno  ú  otro  modo;  y  yo  entien- 
do que  sería  de  consecuencias  funestísimas  para  la  justicia^ 
que  uno  de  los  grados  de  la  escala  judicial  yiniera  al  ejercicio 
de  sus  funciones  desde  el  campo  de  batalla  en  que  se  yerifican 
las  elecciones. 

En  buen  hora  que  el  sistema  electoral  se  practique  para  la 
formación  de  Cuerpos  colegiados,  como  Ayuntamientos,  Dipu- 
taciones provinciales.  Congreso  y  Senado,  porque  á  ellos  yan 
los  miembros  contrapesándose  los  unos  con  los  otros,  y  lo  que 
una  parte  quiere  y  trabaja,  la  otra  parte  lo  discute  y  dificulta, 
Ueyándose  el  apoyo  de  las  mayorías  quien  tiene  más  razón;  la 
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^ual  no  puede  suceder  tratándose  de  destinos  unipersonales, 
en  que  los  sentimientos  de  gratitud  para  con  el  que  dio  el  Toto, 
y  los  de  odio  para  el  que  lo  negó,  no  tendrían  barrera  6  diqoe 
alguno,  7  harían  que  las  resoluciones  de  tal  funcionario  se  di- 
rigieran siempre  en  pro  6  en  contra  de  los  amigos  y  adversa- 
TÍOS,  respectivamente. 

Y  si  electivos  los  Jueces  no  convienen,  claro  es  que  habrá 
que  optar  por  lo  que  parece  que  opina  el  Sr.  Ministro,  cuando 
dice:  «Sin  Juez  perito  y  remunerado  dudo  que  prospere  la  or- 
ganización colegiada,  con  tan  buen  consejo  propuesta  por  el 
-Sr.  Alonso  Martínez:»:  siendo  evidente  también,  que  el  n<Ma- 
bra:tniento  deberá  hacerlo  el  Gobierno,  medíante  el  Ministro  de 
Gracia  y  Justicia. 


Tras  de  esto  veo  formular  una  pregunta,  dirigida  á  saber  sí 
los  Jueces  peritos  ó  inamovibles  han  de  ser  tantos  como  Ayun- 
tamientos,* y  mi  opinión  es  negativa,  por  entender  que  deben 
tomar  por  base  determinado  número  de  almas,  haciendo  las 
necesarias  circunscripciones,  aun  cuando  para  esto  haya  que 
Tariar  los  actuales  términos  de  los  Juzgados  de  primera  ins- 
tancia, que  bien  se  necesita  si  se  ha  de  dar  mérito  al  resulta* 
do  de  la  estadística*  Hay  Juzgado,  Señor,  que  tramita  durante 
el  año  treinta  ó  cuarenta  causas  y  diez  ó  doce  pleitos,  mientras 
que  otros  cuentan  por  millares  los  procesos  criminales  y  civi- 
les; hallándose  por  ello  unos  Jueces  holgando  siempre,  y  otros 
abrumados  de  trabajo,  sin  poder  atender  á  todas  partes,  y  con- 
trayendo grandes  responsabilidades,  de  que  se  libran  debido  á 
la  prudencia  y  la  equidad  aplicada  por  sus  superiores. 


*  • 


T  nace  de  esto  otra  cuestión  difícil  de  resolver  y  también 
interesante.  Me  reñero  al  sueldo  ó  remuneración  que  por  sus 
servicios  se  dé  á  esos  funcionarios;  porque  en  el  tiempo  en  que 
vivimos,  y  creo  que  en  los  anteriores  y  posteriores,  el  hombre 
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no  trabaja  contento  y  bien  como  no  se  le  pagne:  y  creo  asi* 
mÍBmo,  pensando  maliciosamente,  que  el  qae  no  pone  la  mano 
honrada  para  qne  en  ella  caiga  el  jnsto  Incro,  alarga  el  braso 
coanto  puede  para  hacerle  llegar  á  donde  no  debe. 

Sentado  este  triste,  pero  moy  exacto  antecedente,  se  debe 
díacarrir  sobre  si  conviene  qne  los  Jaeces  municipales  conti- 
núen á  derechos,  ó  si  es  preferible  fijarles  sneldo;  y  yo  no  tita- 
beo  an  momento  en  resolverme  por  esto  último,  porque  así  lo 
aconseja  el  decoro  y  la  justicia,  que  ven  algo  indigno,  peligro- 
«o  é  improcedente,  en  que  el  Juez  reciba  del  particular  el  pre- 
cio de  lo  que  haga  cumpliendo  obligaciones  del  Estado,  el  cual 
debe  pag^ar  con  el  importe  de  las  contribuciones. 

Es  más,  el  pago  al  Juez  por  el  litigante  que  pierde  el  plei- 
to con  costas,  se  hace  á  éste  tan  penoso,  le  molesta  y  le  irrita 
tanto,  que  cuando  sale  del  Juzgado  no  deja  de  utilizar  toda 
palabra  mal  sonante,  toda  invectiTa,  toda  maldición,  capaz,  por 
sí  sola,  de  causar  el  desprestigio  de  personas,  clases  y  corpo- 
raciones, por  justificados  que  sean  en  su  conducta. 

No  es  esto  sólo;  opino,  con  cierto  escritor,  que  el  Juez, 
como  el  Secretario,  que  cobran  al  menudeo  el  precio  de  las  di- 
ligencias, no  es  fácil  que  aparezcan  dignificados  con  el  carác- 
ter de  funcionarios  públicos,  sino  que,  en  cada  caso,  el  litigan- 
te que  directamente  le  paga,  les  considera  tan  á  su  servicio, 
que  se  cree  con  derecho  á  que  le  complazcan,  y  no  halla  in- 
conveniente en  formular  las  pretensiones  más  atrevidas.  Esos 
hombres,  añade  el  mismo  escritor,  avivando  demasiado  ya  los 
colores  del  cuadro,  que  cada  vez  que  mojan  la  pluma  pueden 
estar  calculando  los  céntimos  que  les  ha  de  producir  una  gota 
de  tinta,  para  quienes  cada  nuevo  negocio  es  una  renta,  y  todo 
incidente  motivo  de  satisfacción;  que  en  los  momentos  de  aflic- 
ción apremian  al  litigante  apurado;  esos  hombres,  en  fin,  se 
educan  para  avaros,  y  siempre  lo  han  de  parecer,  aunque  pa- 
dezcan verdaderamente  vértigos  de  prodigalidad. 

Hay,  pues,  necesidad  de  fijar  sueldo  á  los  Jueces  munici- 
pales, y  también  á  los  Secretarios;  sueldos  que  abonará  el  Es- 
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tado,  porque  et  dcador  de  juaticia  más  qD6  de  todo  otro  bien. 

Sí  00  hay  para  ello  capttulo  en  el  prcsapueato,  j  es  forzosa 
scadir  á  medios  extraordinarioH  qae  hagan  aparecer  onerosa 
ala  justicia,  drljíendo  ser  gratuita,  hágase  en  boeo  hora  por 
el  tiempo  iieces¡,rÍo  y  empleando  los  medios  más  suaves;  como 
lo  será  el  de  for  mar  un  arancel  en  que  resalten  pagando  algo, 
aunque  sea  pcqui^imn,  todos  loa  juicios  y  actos  que  tengan 
logar  en  los  Ju /lj^uiIo?  municipales;  porque  es  verdaderamen- 
te injusto  é  inexplicable,  qae  las  partes  interesadas  ea  loiw- 
tos  de  conciliacidn,  en  los  jaicios  verbales  civiles,  de  &ltuj 
de  desahacio,  sean  las  qoe  Tengan  sufragando  los  gastog  j 
trabajos  que  ocasionan  las  atenciones  hoyimpaestas  álos  Ju- 
gados municipales  por  laa  leyes,  decretos,  órdenes,  reglamea- 
.  tos,  circnlares  é  instmccionea  de  qne  dejo  hechas  lígerísimu 
referencias. 

La  forma  de  pago  oo  la  debo  olvidar,  y  voy  á  decir  lob» 
ella  cnatro  palabras,  puesto  qne  basta  indicar  qne  puede  bi- 
cerse  mediante  sellos  parecidos  i  los  de  comunicaciones  pos- 
tales, qne  se  peguen  en  logar  oportuno  de  las  diligencíu,  lu 
cnales  no  producirán  efecto  algnno  sin  esta  requisito. 

En  esta  forma  no  cabe  de&andact(ÍD,  porque  además  de  li 
reserva  con  qne  termino  el  párrafo  anterior,  los  Juzgados  po- 
drán llevar,  y  llevaD  en  la  actualidad,  Índices  en  libros  y  cui- 
demos, en  qae  consta  todo  lo  qae  hacen;  y  en  esos  libros  j 
Cuadernos,  más  formales  si  se  quiere,  verán  los  Tisitadorea  dd 
timbre  caantos  datos  necesiten  para  llenar  cumplidamente  sos 


Tratada  la  de8Ígnací((n  de  sueldo,  y  el  medio  qae  el  Esta- 
do puede  adoptar  para  atender  A  au  pago,  debo  pensar  en  caál 
sea  la  cuantía  de  aquél,  derivándose  de  ello,  naturalmente,  la 
cneatidn  de  categor,íaa. 

Sobre  esto  no  existen  más  precedentes  qne  el  Beal  decreto 
de  2de  Junio  de  1883,  que  exigid,  para  aer  Juez  monicipil 
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-ea  las  capitales  de  Andiencía  territorial  y  poblaciones  donde 
existen  más  de  un  Juzgado,  las  condiciones  necesarias  para 
^er  Jaez  de  término,  con  arreglo  á  la  ley  adicional  á  la  orgá* 
nica  del  Poder  judicial;  y  por  falta  de  éstos,  á  los  que  las  ten- 
gan para  ser  Juez  de  ascenso,  segpün  los  artículos  41  y  42,  tes- 
pectiTamente.  T  esto  es,  á  mi  juicio,  inaceptable  fuera  de  Ma- 
drid, para  el  efecto  de  que  se  trata;  puesto  que  se  dará  el  caso 
de  qae  en  las  capitales  de  provincia  donde  no  haya  más  que 
nn  Jaez,  que  son  la  gran  mayoría,  tengan  los  Jueces  munici- 
pales inferior  categoría  que  la  que  corresponda  á  Jueces  de 
pneblos  subalternos,  como  Jerez,  en  que  los  Juzgados  son  dos. 
Por  otra  parte,  la  categoría  de  esos  Jueces  municipales 
sería  igaal  á  la  de  los  de  primera  instancia;  y  esto  nO'  debe  ser 
sin  violentar  el  buen  orden  de  las  cosas. 

Lo  natural  y  de  esperar  es,  que  los  Jueces  de  que  se  trata 
tengan  an  grado  menos  que  el  superior  inmediato,  con  el 
sueldo  correspondiente.  De  esta  manera,  los  Jueces  municipa- 
les de  Madrid  se  asimilarán  á  Magistrados  de  la  Audiencia  de 
lo  criminal;  los  de  capitales  de  provincia  y  pueblos  en  que  los 
Jueces  de  primera  instancia  sean  de  término,  serán  de  ascen- 
so; y  así  hasta  llegar  á  un  grado  nuevo,  inferior  al  de  Juez  de 
entrada.  T  si  algán  día,  que  seguramente  no  estará  lejos,  se 
varía  la  organización  de  los  Juzgados  existentes,  se  podrá  al- 
terar la  de  los  Juzgados  municipales,  con  sólo  disponer  que 
sus  Jaeces  pasen  á  la  categoría  inmediata  inferior  que  tenga 
el  del  distrito  en  que  sirvan. 

Con  este  sistema  se  hará  innecesaria  la  Real  orden  de  22 
de  Septiembre  de  1885,  y  toda  disposición  que  trate  de  evitar 
el  afán  constante  que  actualmente  se  observa  y  critica  en  los 
Juzgados  municipales,  en  donde  hay  más  de  ano  por  distrito, 
de  adquirir  mayor  clientela  y  dar  ensanche  á  la  esfera  de  ac- 
ción, en  lo  que  constituye  materia  lucrativa;  y  habrá,  por  el 
contrario,  que  pensar  en  los  medios  de  evitar  competencias 
negativas. 


•  « 
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Dicho  todo  esto,  que  afecta  al  personal  de  Jaeces,  parece 
oportano  indicar,  siquiera  sea  brevísimamente,  las  yeniajas  v 
desventajas  que  á  los  pueblos  pueden  reportar  el  ofrecido  sis- 
tema. 

En  el  primer  concepto,  tendrán  la  de  ser  servidos  j  juzga* 
dos  por  un  personal  perito,  alejado  de  toda  cuestión  popular,, 
sin  compromisos  derivados  de  parentesco,  amistad,  enemistad 
7  gratitud;  que  ofrece  responsabilidad,  por  el  solo  hecho  de 
ocupar  un  puesto  que  querrá  conservar;  que  pueda  ser  trasla- 
dado en  el  momento  que  se  haga  incompatible;  que  ningún 
interés  ajeno  á  la  justicia  lo  pueda  inducir  á  dejar  la  conducta 
intachable  por  otra  indigna;  que  guardará  los  secretos  que  la 
Justicia  y  el  Registro  impongan;  y  por  último,  qne  querrá  y 
podrá  ser  una  Autoridad  paternal,  de  paz,  de  consejo  y  de  con- 
suelo para  las  familias.  T  en  el  segundo  concepto,  6  sea  en  el 
de  desventajas,  tendrán  únicamente  la  de  que  la  residencia  de 
esos  Juzgados  se  establezca  algún  tanto  lejos  de  ciertas  pobla- 
ciones, cuya  distancia  hará  difícil  ó  penoso  todo  lo  que  se  re- 
fiera al  Registro  civil,  á  reclamaciones  de  pequeñísima  cuan- 
tía y  al  castigo  de  las  faltas;  pero  esto  puede  en  parte  reme- 
diarse de  la  manera  que  se  hizo  con  la  asistencia  de  los  Jueces 
á  la  celebración  de  los  matrimonios,  6  sea  facultándolos  para 
que  deleguen,  bajo  su  responsabilidad,  en  funcionarios  ade- 
cuados á  quienes  se  imponga  la  necesidad  de  prestar  el  servi- 
cio, remitiendo  al  Juez  municipal,  dentro  de  corto  plazo,  las 
actas  que  extienda  de  nacimientos,  casamientos,  defuncio- 
nes, etc. 

Claro  es.  Señor,  que  esto  tiene  también  inconvenientes; 
pero  también  lo  es>  que  no  hay  nada  en  el  mundo  qne  no  los 
ofrezca,  y  por  ello  el  trabajo  de  los  sabios  y  de  los  hombres  de 
Gobierno  es  buscar  lo  mejor. 


•  • 
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No  quiero  ni  debo  cansar  más  á  Y.  I.  tratando  del  personal 
de  Jaeces,  y  paso  al  de  los  Secretarios. 

Coando  las  atribnciones  de  los  Alcaldes  primero^  de  lo» 
Jaeces  de  paz  despnés,  j  de  los  manicipales  por  último,  esta- 
ban reducidas  á  conocer  de  los  actos  de  conciliación,  de  los  jai- 
cios  verbales  en  demandas  de  150  pesetas,  y  de  los  de  faltas^ 
podía  ser  justo  y  conveniente  que  Jos  Secretarios  no  tuvieran 
más  aptitudes  que  las  exigidas  por  las  disposiciones  de  que 
hice  mención  en  oportuno  lugar  de  esta  Memoria,*  pero  hoy 
que,  según  acertadísima  expresión  del  Ministro,  se  necesitan 
funcionarios  que  sean  á  la  vez  judiciales  y  administrativos, 
que  tienen  que  cumplir  deberes  complejos,  que  requieren  una. 
aptitud  asimiladora  y  una  enciclopédica  instrucción,  que  ne- 
cesitan virtudes  excepcionales  y  temple  de  acero  en  el  alma 
para  cumplir  bien  y  dignamente  su  cometido,  es  de  todo  pun- 
to indispensable  que  las  vacantes  que  ocrurran  se  cubran  con 
personas  que  reúnan  los  mayores  títulos,  dentro  de  los  límites 
á  que  puede  extenderse  la  ley,  dada  la  utilidad  y  la  categoría 
que  se  les  otorgue,  porque  la  verdad  es,  que  siendo  de  desear 
que^los  Secretarios  fueran  doctores  en  todas  las  ciencias,  seria 
locura  exigirlo  cuando  el  sueldo  que  se  les  asigne  se  reduzca  á 
cortísima  cantidad,  y  se  les  obligue  á  vivir  en  lugares  en  que 
en  vez  de  progresar  en  cultura,  se  baje  hasta  llegar  al  olvido 
de  todo  cuanto  se  aprendió;  lo  cual  puede  y  debe  remediarse,, 
haciendo  de  los  Secretarios  una  carrera,  que  principiando  en 
la  del  Juzgado  más  pequeño  y  escondido  de  la  Nación,  termi- 
ne en  la  de  gobierno  del  Tribunal  Supremo,  que  es,  sin  duda, 
el  pensamiento  del  tan  nombrado  Ministro,  indicado  en  su  dis* 
curso,  cuando  dijo,  refiriéndose  á  la  justicia  municipal,  «por  lo 
común  indocta,  sin  remuneración  de  presente,  ni  provecho  de 
futuro.» 


T  no  basta,  no,  que  se  hagan  Joeee»  y  Secretarios  ilustra- 
dos y  de  condiciones  morales  intachables;  es  preciso  también 
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que  86  doten  laa  Secretarías  del  personal  necesario,  retribaído 
de  ígaal  modo  por  el  Estado,  con  facaltades  propias  y  con  las 
responsabilidades  consiguientes;  si  es  qne  no  se  opta,  como  á 
mí  entender  sería  mejor,  por  conceder  á  los  Jazgados  dos,  tres 
<5  más  Secretarios,  según  sns  trabajos,  para  qne  el  Jaez  les  dé 
la  aplicación  conyeníente,  llevando  uno  á  lo  civil,  otro  á  lo  cri- 
minal, otro  al  Registro,  etc.,  etc.;  dejando,  por  tanto,  de  ser- 
virse de  amanuenses,  dependientes  privados  del  Secretarlo,  que 
impunemente  pueden  cometer  actos  penables  en  el  funcionario 
público,  7  que  no  están  obligados  á  guardar  ningún  secreto. 

Con  ideas,  no  del  todo  aceptables,  pero  con  muchas  que  lo 
son,  7  de  grande  mérito,  en  lo  referente  á  Secretarios  j  OJicia- 
Íes  y  escribió  en  1887  un  opúsculo  D.  Eduardo  G,  Llombart, 
digno  de  ser  estudiado,  porque  lo  que  dice  se  asimila  fácilmeo- 
te  al  entendimiento,  7  lleva  en  sí  el  mórito  de  ser  su  autor 
Juez  suplente  del  Juzgado  del  Hospicio. 


«  « 


Y  al  tratar  de  este  suplente,  se  me  ocurre  investigar  sí  el 
art.  67  de  la  107  orgánica  del  Poder  judicial  puede  continuar 
entendiéndose,  en  cuanto  se  refiere  á  la  capacidad  legal  para 
«1  desempeño  de  cargo  de  Juez  suplente,  con  aplicación  á  sólo 
los  propietarios  nombrados  con  arreglo  á  la  misma  lej,  ó  sí 
debe  considerarse  modificado  por  el  Real  decreto  de  2  de  Ju- 
nio de  1883,  respecto  á  los  Juzgados  para  que  se  dictó. 

Hi  opinión  es,  que  por  Real  decreto  no  puede  derogarse 
una  107;  pero  una  vez  que  ocurre  lo  contrario  en  la  práctica, 
modificada  la  orgánica  en  lo  referente  á  los  Jueces,  implícita- 
mente se  alteró  también  con  relación  á  los  suplentes,  puesto 
que  el  citado  art.  67  hace  extensivo  á  éstos  lo  mandado  para 
aquéllos. 

Y  no  puede  ni  debe  ser  de  otra  manera  resuelta  la  cuestión, 
porque  teniendo  por  objeto  la  suplencia  nombrar  un  Ju^z  inte- 
rino que  haga  todo  lo  que  debiera  hacer  el  propietario,  cuando 
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falte  ó  esté  impedido,  no  hay  razón  qae  autorice  para  rebajar 
las  circunstancias  y  cualidades  de  las  personas  que  han  de  ejer- 
cer  la  jurisdicción,  siquiera  sea  por  pocas  horas.  Esas  cualida- 
des y  circunstancias  son  garantía  de  acierto  y  de  responsabili- 
dad)  j  se  faltaría  á  todo  principio  de  justicia  permitiendo  que 
los  pleitos  y  las  causas  estuvieran  un  día  en  poder  de  personas 
capaces,  y  otro  en  quien  no  lo  fuere. 

Prueba  evidentísima  de  que  ¿sta  y  no  otra  es  la  verdadera 
interpretación  del  artículo  de  que  me  ocupo,  se  tiene  en  él, 
porque  exige  para  ser  suplente  lo  mismo  que  para  propietario; 
y  si  esto  no  bastase,  hallaríamos  la  demostración  en  el  art.  73, 
que  llama  para  sustituir  á  los  Jueces  de  los  Tribunales  de  par- 
tido á  otros  de  su  misma  clase;  en  el  74  y  76,  que  dan  la  su* 
plencia  de  los  Magistrados  de  Audiencia  y  del  Tribunal  Su- 
premo á  compañeros  del  mismo  Tribunal;  en  el  78,  que  ex- 
presamente manda  que  el  cargo  de  Magistrados  suplentes  no 
pueda  recaer  más  que  en  los  que  tengan  las  condiciones  nece- 
sarias para  obtener  iguales  destinos  en  propiedad,  y  en  el  79, 
qne  no  admite  suplente  para  el  Tribunal  Supremo,  á  no  ser  en 
casos  de  necesidad  adsoluta ^  y  exige  que  los  nombrados  tengan 
por  lo  menos  las  circunstancias  necesarias  para  ser  Magistra- 
dos propietarios  de  la  Audiencia  de  Madrid,  siendo  esto  último 
^nsecuencia  de  la  casi  imposibilidad  de  hallar  quien  las  re- 
gona para  ser  Magistrado  del  mismo  Tribunal  Supremo. 


« 
«  • 


Relacionado  con  este  asunto  por  vínculo  de  parentesco,  si 
me  es  lícita  la  frase,  viene  á  ocupar  lugar  en  la  Memoria  la 
suplencia  de  los  Jueces  de  primera  intancia  é  instrucción  por 
los  municipales,  establecida  en  el  árt.  69  de  la  muy  nombrada 
ley  orgánica,  cuya  suplencia  ocasiona  tantos  perjuicios  y  des- 
atiende de  tal  modo  los  consejos  de  la  razón,  que  es  precepto 
•insostenible,  aun  cuando  cuente  de  vida,  como  cuenta,  la  más 

TOMO  76  t4 
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remota  fecha  de  las  citadas  por  mí  al  hacer  la  historia  de  la 
institoción,  tomada  del  tiempo  de  los  Alcaldes. 

No  entiendo  qué  cansas,  qué  razones  ó  motiyos  pnede  ha- 
ber para  qae  los  Jaeces  municipales  tengan  sapientes  especia- 
leS|  por  lo  mandado  en  el  art.  65;  qae  los  tengan  también  los 
Magistrados  de  todos  los  Tribunales,  según  los  artículos  opor- 
tunamente citados,  7  el  6.^  y  7.^  de  la  ley  adicional  á  la  orgá-- 
nica;  que  los  tengan  asimismo  los  Fiscales,  con  sujeción  á  les 
artículos  776,  790  y  794  de  la  ley  orgánica  y  17  de  la  adicio- 
nal; qae  los  tengan  los  Secretarios  por  el  artículo  20  y  21  de 
la  segunda;  que  los  tengan  los  Registradores  de  la  propie- 
dad, por  el  Real  decreto  de  20  de  Enero  de  1887,  y  Real  orden 
aclaratoria  fecha  5  de  Febrero  siguiente;  que  los  tengan  les 
Notarios  y  todos  cuantos  eu  algo  se  relacionen  con  los  funcio- 
narios de  justicia,  y  que  sólo  los  Jueces  de  instrucción  y  de 
primera  instancia  sean  los  colocados  e;i  la  situación  dificilísi- 
ma de  que.  me  ocupo,  ocasionadora  de  grandes  conflictos  y  de 
no  escaso  descrédito  para  ellos  y  para  los  Jueces  municipales- 
llamados  á  sustituirlos. 

Señor,  los  Jueces,  ya  lo  tengo  dicho,  son  hombres;  carecen ,. 
por  lo  tanto,  de  los  méritos  que  constituyen  la  santidad,  y  yan, 
por  el  contrario,  acompañados,  desgraciadamente,  de  defectos^ 
que  no  se  pierden  por  la  sola  eficacia  de  un  nombramiento 
para  destino  judicial;  y  esos  defectos  se  manifiestan  más  y  má»> 
cuando  se  ye  al  hombre  lastimado  de  cualquier  modo,  como 
se  lastima  al  Juez  municipal  sacándolo  de  tíu.  cargo  retribuido 
para  Hoyarlo  á  otro  que  no  lo  está,  en  qae  se  trabaja  más  y  se 
contrae  mayor  responsabilidad;  razones  éstas  que  no*  son  so- 
las, y  fueron,  sin  embargo,  bastantes  para  producir  quejas  de 
los  Jueces  municipales,  que  dieron  por  resultado  la  publica- 
ción de  la  Real  orden  de  3  de  Octubre  de  1887,  destinada  ¿ 
mandar  que  los  Jueces  de  primera  instancia  y  de  instrucción, 
que  por  razón  de  enfermedad  tuyieran  que  darse  de  baja  en  el 
desempeño  del  cargo,  la  justificasen  por  medio  de  certificación 
facultatiya  si  se  prolongaba  por  más  de  ocho  días,  pidiendo  ei^ 
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tal  caso  la  oportuna  licencia  al  Ministerio  por  los  trámites  y 
con  las  formalidades  legales;  y  que  los  Presidentes  de  las  Au- 
diencias territoriales  diesen  cnenta  á  dicho  Ministerio  de  to- 
das las  bajas  qne  por  el  expresado  concepto  ocnrrieran  en  los 
Jazgados  respectiyos,  con  su  informe. 

T  aparte  de  la  anterior  consideración  qne  afecta  á  los  in< 
tereses  personales,  hay  otras,  indicadas  ya,  puramente  lega- 
les y  de  justicia;  por  ejemplo,  la  de  que  la  Tenida  de  un  Jues 
municipal  á  seryir  en  instrucción  ó  primera  instancia,  pertur- 
ba á  los  dos  Juzgados,  puesto  que  ambos  pasan  por  los  efectos 
de  la  sustitución;  resultan  incompatibilidades  del  Juez  muni- 
cipal en  los  asuntos  apelados  en  su  Juzgado,  y  en  los  de  inte- 
rés de  sus  parientes,  amigos,  enemigos  y  clientes;  encuentran 
dichos  Jueces  medios  de  mostrar  sn  enojo  con  el  superior  ya- 
riando  las  costumbres  y  prácticas  por  éste  establecidas,  y  re- 
Tocándole  las  proTidencias  en  recursos  de  reposición;  y  cuando 
el  sustituto  es  exceslTamente  respetuoso,  toma  miedo  á  toda 
alteración,  por  si  con  ella  lastima  á  sn  inmediato  Jefe;  y  suce- 
de, en  fin>  todo  lo  que  se  desprende  del  hecho,  siempre  graTO, 
de  dejación  de  destino  propio  y  útil,  para  suplir,  por  poco 
tiempo,  en  otro  peligroso,  gratuito  y  perteneciente  á  un  su- 
perior. 

jT  quó  hacer  para  oTitar  esos  males?  Pues  nada  más  que  lo 
que  se  hace  en  los  casos  que  dejo  citados,  refiriéndome  á  otros 
funcionarios;  esta  es,  crear  sustitutos  especiales,  mandar  que 
se  sustituyan  unos  á  otros  Jueces  de  primera  instancia  é  ins- 
trucción, en  donde  haya  dos  ó  más,  ó  dar  este  cargo  á  los  Re- 
gistradora de  la  propiedad,  que  pueden  á  la  Tez  serTir  ambos 
destinos,  que  son  Letrados,^  que  tienen  la  misma  categoría, 
que  ingresan  en  la  carrera  del  mismo  modo>  que  resideti,  en 
su  mayoría,  fuera  del  pueblo  de  su  naturaleza,  no  siendo  así 
muy  posibles  las  incompatibilidades,  y  que  tienen,  por  último, 
la  práctica  deriyada  de  las  funciones  propias  de  su  destino. 

A  esta  última  propuesta  sustitución  se  oponen  los  precep- 
tos del  art.  300  de  la  ley  Hipotecaria  y  las  Reales  órdenes  de 
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5  de  Septiembre  de  1867,  24  de  Jalio  de  1868  y  12  de  Majo 
de  1869,  qoe  tratan  de  iocompatibilidades  de  los  Registradores; 
pero  como  estoy  proponiendo  remedios,  como  no  me  ocapo  del 
derecho  constitaído,  y  sí  del  constituyente,  lo  qoe  indico  pae* 
de  mandarse  sin  temor  á  causar  males  mayores  ni  iguales  á 
los  que  vienen  derivándose  del  actual  orden  de  cosas. 

Que  hay  ocasiones,  se  dirá  contra  esto,  en  que  los  Jaeces 
conocen  de  asuntos  nacidos  ^n  el  Registro;  y  es  cierto,  pero 
son  pocos,  y  será  raro  que  ocurran  en  Us  interinidades;  y  si 
ocurrieran,  podrían  ser  tramitados  por  el  Juez  municipal  6 
otro  funcionario  designado  por  el  Presidente  de  la  Audiencia 
territorial,  á  quien  podría  pedirse  solución,  con  carácter  ur- 
gentísimo, como  se  hace  cuando  se  necesita  suplente  extraor- 
dinario para  los  Juzgados  municipales,  cumpliendo  el  art  70 
de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial. 


He  concluido,  limo.  Señor,  lo  referente  á  las  suplencias,  j 
paso  á  ocuparme  del  servicio  de  guardia,  desempeñado  por 
Jueces  municipales  como  Jueces  de  instrucción. 

Ta  dije  en  otro  lugar  que  lo  estableció  la  Real  orden  de  11 
de  Julio  de  1887,  y  fué  ello  muy  justo,  dada  la  imposibilidad 
material  de  que  pesara  sólo  sobre  los  Jueces  de  instruccióa,  y 
la  circunstancia  de  ser  los  municipales  suplentes  de  aquéllos; 
pero  si  este  carácter  lo  pierde  el  Juez  municipal,  claro  es  qae 
dejará  de  ser  competente  para  toda  función  que  no  sea  propia 
de  su  cargo. 

Y  aparte  de  esto,  reviste  tal  gravedad  el  hecho  de  que  apa- 
rezca el  Juez  municipal,  en  tal  concepto,  inscribiendo  naci- 
mientos, defunciones  y  casamientos,  presente  él  y  firmando 
las  actas;  y  al  mismo  tiempo,  como  Juez  de  guardia,  perso- 
nándose en  los  hospitales,  casas  de  socorro,  cárceles,  lugar^ 
de  delito  y  en  todas  partes  para  proteger  á  la  víctima,  detener 
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al  culpable  y  probar  su  responsabilidad^  que  es  imposible  con» 
Bentirlo  y  tolerarlo,  si  la  administración  de  jnsticia  ha  de  apa- 
recer,  como  conviene  que  aparezca,  fuera  de  falsedad,  y  más 
libre  de  mancha  que  el  sol  se  presenta  á  nuestra  yista. 

Y  he  aquí.  Señor,  un  caso  en  que  no  tiene  fácil  solución,  á 
no  ser  pensando  en  que  los  Jueces  de  primera  instancia  hicie- 
ran guardias  con  los  de  instrucción;  pero  es  tan  penoso  salir 
de  nn  cargo  para  pasar  horas  en  otro;  inspira  tan  poco  interés  * 
la  cosa  ajena;  molesta  tanto  ayudar  á  Ueyar  la  cruz,  tenien« 
do  sobre  los  hombros  el  peso  de  la  propia,  que  no  me  atreyo  á 
proponerlo.  Haga  V.  I.  lo  que  mejor  le  parezca,  y  segura- 
mente acertará,  dada  su  ilustración  y  su  práctica. 


¿Y  los  Fiscales?  ¿Hay  de  esos  funcionarios  algo  que  re- 
solver? 

Los  Fiscales  municipales  son  absolutamente  necesarios,  y 
sus  funciones,  siempre  importantísimas,  lo  son  más,  ejercien- 
do,  como  ejercen,  atribuciones  conferidas  antes  á  los  Promoto- 
res fiscales  en  los  Juzgados  de  instrucción  y  primera  instan- 
cia; y  sin  embargo,  rigen,  con  relación  á  ellos,  disposiciones 
que  requieren  pronta  y  radical  reforma. 

Todo  lo  dicho  sobre  el  nombramiento,  carrera,  sueldo  y 
suplentes  de  los  Jueces,  es  aplicable  á  los  Fiscales,  y  sus  atri- 
buciones deben  ampliarse  para  darle  intervención  directa  y 
necesaria  en  los  Registros  civiles,  en  representación  del  Esta- 
do y  de  la  ley,  cuyos  intereses  se  ven  algunas  veces  burlados 
por  acción  y  por  omisión  en  los  actos  inscribibles;  llegándose^ 
en  muchos  casos,  á  la  perpetración  de  delitos  de  falsedad,  que 
el  Fiscal  puede  y  debe  perseguir  de  oficio.  En  este  particular 
me  parece  que  no  habría  estado  de  más,  que  al  lado  del  artícu- 
lo 331  del  Código  civil  se  hubiese  puesto  otro  parecido  al  343 
del  proyectado  en  1851,  en  lo  referente  á  la  inspección  enco- 
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meadada  al  Ministerio  fiscal,  paes  no  basta,  para  -el  fía  á  qae 
dirijo  mis  obseryacianes,  lo  qne  dispone  el  art.  41  de  la  lej 
de  17  de  Janío  de  1870. 


* 


Con  lo  dicho  sobre  los  Fiscales,  creo  cumplido  mi  deber  en 
la  materia;  j  paso  á  ocuparme  de  los  Alguaciles. 

El  nombramiento  y  todo  lo  que  de  eUos  se  puede  decir,  se 
reduce  á  someterlos  á  los  mismos  preceptos  que  rigen  páralos 
Alguaciles  de  los  Juzgados  de  instrucción  y  primera  instancia; 
privándolos,  además,  del  cobro  de  derechos,  para  reducirlos  á 
sueldo.  Pero  esto  cuando  los  Juzgados  municipales  sean  lo 
que  deben  ser,  seg&n  lo  oportunamente  expuesto. 

He  concluido  la  primera  parte  de  este  cuarto  apartado,  j 
paso  á  la 

SEaUNDA  FABTE 

Tiene  ésta  por  objeto  tratar  de  los  jaicios  y  de  ciertos  actos 
de  la  competencia  de  los  Juzgados  municipales;  y  ya  he  dicho, 
y  lo  sabe  todo  el  mundo,  que  su  principal  misión^  lo  mismo 
llamándose  sus  funcionarios  Alcaldes,  que  Jueces  de  paz,  qae 
municipales,  es  la  conciliación  de  los  litigantes  antes  de  qaedar 
desnudos  con  los  papeles  debajo  del  brazo,  como  artistas  ha- 
morísticos  los  pintaban,  haciendo  ver  las  consecuencias  de  an- 
tiguos procedimientos. 

La  Constitución  de  1812  y  el  Reglamento  dictado  para  b 
Administración  de  justicia  en  1835,  dieron  al  acto  conciliato- 
rio importancia  que  yo  hubiera  siempre  sostenido,  dictando  al 
^efecto  órdenes  claras  y  terminantes  para  dotar  de  procedimiea- 
tos  y  medios  que  condujeran  al  fin  apetecido.  Pero  lejos  loa 
legisladores  de  obrar  de  esta  manera,  vemos,  sin  que  nadie 
pueda  negarlo,  que  la  Constitución,  el  Reglamento  y  otras  le- 
yes posteriores  han  quedado  sin  efecto  desde  la  publicacióa 
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4e  la  vigíente  ley  de  Enjaiciamiento,  en  virtod  á  lo  preceptna- 
•do  por  su  art.  476,  derogatorio  del  218  de  la  lej  de  1855.  Este 
mandaba,  que  lo  convenido  en  el  acto  de  conciliación  se  llemra  i 
efecto  por  el  Juez  de  primera  instancia  de  la  manera  y  e%  lafor* 
ma  prevenidas  para  la  ejecución  de  las  sentencias,  cuando  la  can- 
tidad reclamada  excediera  de  la  prefijada  para  los  juicios  aeria- 
les: y  en  el  otro,  ó  sea  en  el  476,  se  ordena  que  lo  convenido  en 
tal  caso  tengan  el  valor  y  eficacia  de  un  convenio  consignado  en 
doeumento  público  y  solemne.  Es  decir,  que  ahora  no  se  hace 
inneoesario  é  improcedente  el  pleito  por  el  mérito  del  conye- 
nio;  antes  por  el  contrario,  paede  éste  dar  logar  al  litigio  por 
BüS  propios  términos,  y  por  lo  qae  afecte  al  orden  de  cosas  á 
qae  estaba  sometida  la  materia  antes  del  acto  oficial.  T  siendo 
esto  lo  cierto,  resalta  letra  muerta,  y  más  que  mnerta  perju* 
dicial,  vejatoria  y  costosa  la  de  los  articnlos  460  y  462  de  la 
ley  yigente,  copiados,  sin  alteración  alguna,  del  201  y  203  de 
la  derogada,  dictados  éstos,  en  su  tiempo,  con  razón  y  con 
acierto. 

Sí,  limo.  Señor,  porque  estaba  muy  bien  que  antes  de  pro- 
mover nn  juicio  declarativo  se  intentase  la  conciliación,  y  que 
el  Juez  de  primera  instancia  no  admitiera  la  demanda  si  no 
ise  acreditaba  estar  Heno  este  requisito,  por  si  era  posible  evi- 
tar ol  pleito;  pero  hoy  que  esto  no  se  consigue  y  puede  com« 
piioarse  la  cuestión,  no  comprendo  para  qué  exigir  ese  acto 
dilatorio,  costoso,  infructífero  y  capaz  de  exasperar  más  á  las 
partes. 

Y  es  claro:  ante  resultados  tan  tristes,  ante  la  ineficacia  de 
los  medios,  el  que  los  emplea  sólo  por  fuerza,  y  los  que  me- 
dian como  Juez  y  hombres  buenos,  nada  trabajan  para  que  se 
llegue  á  un  acuerdo,  y  queda  el  acto  reducido  á  un  paso  de 
comedia,  si  no  de  tragedia,  con  todo  su  desprestigio^  y  las  otras 
tristes  consecuencias  de  que  dejo  hecha  mención. 

Ya  sé  que  el  precepto  nuevo  vino  á  la  ley  huyendo  de  los 
convenios  frecuentemente  celebrados  por  prestamistas  de  ofi- 
cio con  deudores  desgraciados;  pero  sé  también  que  la  avari* 


324  RKYISTA  DS  LSaiSLAOlÓN 

cía  de  los  anos  y  las  necesidades  de  los  otros,  buscan  y  en- 
cuentran siempre  donde  guarecerse  contra  la  persecución  qae- 
á  los  primeros  y  la  protección  que  á  los  segundos  hace  la  ley 
y  la  justicia;  y  así  es  que  fueron  á  parar  á  los  juicios  verbales 
convenidos^  con  centuplicadas  terribles  consecuencias  de  qoe 
me  ocuparé  inmediatamente. 

Hay,  por  tanto,  que  suprimir  el  art.  476  ó  el  460  y  462,  sin 
que  ofrezca  dificultad  el  contenido  del  párrafo  primero  de  aquél, 
porque  cuando  lo  que  se  reclama  es  cosa  coyo  valor  no  excede 
de  250  pesetas,  se  pide  enjuicio  verbal  sin  acto  de  concil¡a<- 
cido,  por  lo  mandado  en  el  citado  art.  460  bajo  el  nám.  1.^ 

Hi  opinión  es,  y  la  dig^  hasta  con  orgullo,  que  se  suprima 
el  476  para  llevar  á  la  ley  por  el  camino  de  paz  que  abrieron 
las  dictadas  desde  el  principio  del  corriente  siglo  hasta  el  ÍSt 
de  Febrero  de  1881,  en  que  principió  á  regirla  vigente  leyde^ 
Enjuiciamiento. 


*  • 


He  termioado  lo  concerniente  á  los  actos  de  conciliacióa,  y 
cumpliendo  lo  ofrecido,  paso  á  tratar  de  los  juicios  verbales 
en  materia  civil. 

Nada  se  me  ocurre,  absolutamente  nada,  contra  la  tramita- 
ción destinada  á  ellos  por  el  capítulo  4.^,  tít.  2.®  del  libro  2.'' 
de  la  tan  citada  ley  de  Enjuiciamiento,  ni  es  tampoco  materia 
de  que  me  propusiera  tratar  en  esta  Memoria,  según  dije  al  prin- 
cipiarla. Me  ocuparé  sólo,  y  con  la  menos  detención  posible, 
de  uno  de  los  efectos  que  se  hace  producir  i  esos  pequeños  jui- 
cios, con  alarma  de  la  sociedad,  sí  he  de  dar  entero  crédito  al 
clamoreo  atronador  que  llega  hasta  mí,  viniendo  de  distintas 
y  opuestas  direcciones;  cuyo  clamoreo,  y  lo  que  sucede  en  al- 
gunos Juzgados,  me  hicieron  decir,  hace  un  instante,  q6e  e^ 
juicio  de  que  se  trata  vino  á  reemplazar  al  acto  de  concilia- 
ción, centaplicando  las  terroríficas  consecuencias  que  á  él  lle- 
varon los  usureros  y  los  necesitados. 

Como  se  ve,  participo  de  la  alarma  social,  pero  no  diría  la 
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Terdad  entera  8i  dejara  de  hacer  constar  aqaí  qae  no  la  pro- 
doce la  forma  judicial  que  reviste,  sino  el  que  haya  persona» 
qoe  quieran  ó  necesiten  dinero  á  toda  costa,  y  otras  dispaes- 
tas  á  darlo  utilizando  situación  tan  desastrosa.  Es  más,  yo  en- 
tiendo qoe  el  clamoreo  atronador  á  que  me  he  referido  tiene 
algOy  7  ^l  ▼^z  mucho,  de  interesado  y  de  hipócrita;  porqu& 
entre  las  iroces  oigo  algunas  de  deudores  que  quieren  burlar 
á  los  acreedores,  otras  de  g^nte  que  juega  á  los  prohibidos, 
otras  de  personas  que  entrando  en  el  próstamo  ilusionadas  por 
cálculos  parecidos  á  los  de  la  lechera  de  la  fábula,  lo  ven  todo 
perdido,  otras  de  Notarios  que  han  degado  de  otorgar  crecido 
número  de  escrituras,  otras  de  Actuarios  que  ven  disminuirse 
el  número  de  pleitos  por  el  fraccionamiento  de  las  cantidades 
para  amoldarlas  á  los  juicios  de  que  se  trata,  otras  de  Juzga- 
dos municipales  preteridos  en  esta  clase  de  asuntos,  por  otros 
que  los  acaparan  empleando  medios  ó  modos  que  presumo,  pere- 
que no  he  podido  comprobar,  y  otras,  Ipor  último,  de  personas 
que  se  consideran  perjudicadas  por  diferentes  conceptos. 

La  materia  es,  pues,  espinosísima;  se  parece  mucho  al  sui- 
cidio, que  es  un  hecho  imposible  de  evitar  y  de  castigar;  por 
coya  razón  se  necesita  que  el  legislador  piense  detenidamente 
los  medios  que  emplee,  y  más  si  se  tiene  presente  que  con  esos- 
medios  en  vez  de  evitar  el  perseguido  mal,  se  puede  fomentar 
con  otros  mayores,  afectando  á personas  extrañas  á  esos  nego- 
cios, como  sucedió  con  la  reforma  del  acto  de  conciliación. 

Esta  opinión  no  es  sólo  mía,  es  también  de  Escriche,  for- 
mulada de  la  siguiente  manera:  «El  interés  lucratorio,  tan  co- 
nocido y  detestado  con  el  odioso  nombre  de  usura,  ha  mar- 
chado siempre  por  entre  las  penas  y  las  censuras  y  la  in- 
famia  con  que  se  ha  pretendido  cubrirle,  y  cuando  más  terri- 
ble y  constante  ha  sido  el  empeño  de  la  ley  en  su  persecución 
y  anonadamiento,  tantas  mayores  fuerzas  ha  cobrado  el  su- 
puesto monstruo,  tanto  más  tiránico  ha  sido  su  imperio,  tanta 
más  funesto  su  poder,  porque  siendo  infinitos  los  que  sin  él 
habrían  de  perecer  ó  quedar  siempre  en  la  imposibilidad  de 
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•desplegar  sos  indastriaS;  son  infinitos  los  que  se  han  visto,  se 
ven  y  de  verán  en  la  necesidad  de  buscarle,  solicitar  su  ampa- 
ro y  protección  I  y  de  someterse  á  las  condiciones  doras  ó  sua- 
ves que  qnieran  dictarle;  y  el  qoe  cuando  puede  obrar  coa  li- 
bertad y  franqueza  y  á  la  luz  del  día  contribuye  eficazmente  á 
la  prosperidad  de  las  sociedades  y  sos  individuos,  escatima, 
por  el  contrario,  y  vende  carísimos  sus  favores,  cuando  tiene 
que  obrar  en  la  oscuridad  y  en  el  misterio  y  por  tortoosas  vías, 
ocultándose  á  los  ojos  de  la  ley,  que  lo  está  acechando.» 

Esto  decía  Escriche,  y  yo  pregunto  para  confirmarlo:  ¿Qq< 
<U)nseguiríamos  si  para  evitar,  como  dije,  el  suicidio,  se  diett- 
ra  una  ley  prohibiendo  el  uso  de  toda  clase  de  armas,  soprí- 
miando  todas  las  alturas,  retirando  toda  sustancia  nociva  de 
cierta  manera  á  la  salud,  toda  cuerda  y  medio  de  estrangols- 
•ción,  toda  dureza  en  que  se  pueda  estrellar  el  cráneo,  prodo- 
€Í¿ndo8e  muerte  segura  y  pronta?  Pues  no  se  conseguiría  más 
que  hacer  imposible  la  vida  del  que  la  estima,  sin  evitar  la 
muerte  del  que  no  la  quiere  y  se  propone  perderla;  qoe  ei 
exactamente  lo  mismo  que  acontecería  con  el  tráfico  lícito,  si 
tratando  de  impedir  á  toda  costa  el  ilícito,  se  prohibiera  aquél 
en  absoluto. 

Del  interés  Incratorio  se  han  ocupado  también  los  econo- 
mistas, los  políticos,  los  filósofos,  los  jurisconsultos,  los  i&Ao- 
gos  y  canonistas,  y  sólo  los  dos  últimos  consiguieron  algo, 
porque  pusieron  los  cimientos  de  Sus  consejos  y  preceptos  en 
la  conciencia,  y  el  que  la  tuvo  fijó  el  interés  de  su  dinero  den- 
tro de  los  límites  que  le  marcara  el  director  de  su  espirita. 

Lo  he  dicho  dos  veces,  y  quiero  repetirlo:  huyendo  antes 
«1  préstamo  de  la  escritura  y  del  juicio,  se  refugió  en  el  acto 
de  conciliación;  se  mató  este  acto  importantísimo  del  procedi- 
miento, y  el  préstamo  halló  en  el  juicio  verbal,  sacrificando 
más  al  deudor,  remedio  contra  la  persecución;  y  añado  ahora, 
que  sí  se  inutilizara  esta  guarida,  se  escondería  en  el  emba^ 
go  preventivo;  sí  éste  se  le  hiciera  imposible,  acudiría  al  juicio 
ejecutivo;  si  se  le  desalojara  de  éste  también,  hallaría  tienda 
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«n  un  jaicio  ordinario  de  mayor  ó  menor  cuantía;  según  la 
cantidad,  en  el  cual  se  conformaría  el  deudor  con  la  demanda^ 
se  dictaría  sentencia  condenándole  al  pago,  y  se  haría  ésta 
efectiya  con  todo  el  aparato  y  los  gastos  consiguientes;  y  así, 
de  uno  en  otro  juicio,  iríamos  hasta  quemar  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento por  inútil  para  el  objeto  que  nos  propusiéramos,  de- 
jando en  el  mayor  desamparo  á  los  que  en  justicia,  y  por  lo 
tanto,  en  verdad,  necesiten  de  los  Tribunales. 

Como  provechosísima  demostración  de  todo  lo  dicho,  refe- 
rente á  los  caracteres  que  han  revestido  los  actos  de  concilia- 
x^ión  y  los  juicios  verbales  antes  y  después  de  la  publicación 
de  la  vigente  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  acudo  á  los  infali- 
bles números,  para  hacer  constar,  que  en  1879  los  actos  de 
conciliación  fueron  5.911,  y  los  juicios  verbales  3.857;  que  al 
año  de  hecha  la  publicación,  ó  sea  en  1882,  los  actos  fueron 
sólo  1.938  y  los  juicios  14.958;  y  que  el  año  1888  las  concilia- 
ciones fueron  1.506  y  los  juicios  19.451,  de  los  cuales,  que  se 
•epa,  son  notoriamente  convenidos  14.847:  datos  estadísticos 
de  que  se  deduce  que,  en  verdad,  los  actos  do  conciliación 
fluctúan  entre  1.506  y  1.938,  marcando  por  consiguiente  una 
diferencia  de  432,  que  dividida  por  mitad,  para  agregar  una 
parte  á  los  1.506,  resulta,  que  el  término  medio  de  los  actos  de 
conciliación  verdaderos  son  1.722  en  cada  año.  Pues  bien;  res- 
tando esta  suma  de  la  de  5.911  á  que  ascendían  los  actos  de 
conciliación  antes  de  la  publicación  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to, aparece  que  los  convenidos  entonces  entre  prestamistas  y 
deudores  eran  4.189,.  los  que  han  desaparecido  para  ser  reem- 
plazados por  15.594  juicios  verbales,  que  es  la  diferencia  que 
existe  entre  los  19.451  celebrados  durante  el  año  1888,  y  los 
3.857  de  1879;  aumento  de  juicios  que  lleva  consigo  el  de  las 
costas,  la  pérdida  de  tiempo,  la  mayor  publicidad  y  descrédito, 
los  disgustos  y  los  perjuicios  consiguientes,  recayendo  todos 
sobre  el  deudor,  porque  lo  que  no  es  natural  consecuencia  del 
contrato  y  su  forma,  se  estipula  previamente. 


«  « 
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¿Pero  quién  ha  supuesto^  se  dirá^  qae  se  trate  de  saprímir 
ó  modificar  el  juicio  verbal,  con  motivo  de  los  qae  resultan  con- 
venidos?  De  lo  que  se  trata  es  de  evitar  que  aparezcan  cele- 
brados en  un  día,  y  por  un  mismo  Juzgado,  númel*o  imposible 
de  juicios  de  esa  clase,  de  que  estos  juicios  no  sean  consecuen- 
cia de  fraccionamiento  de  cantidades  de  menor  ó  de  major 
cuantía,  y  de  que  todos  los  Juzgados  de  una  población  en  que 
haya  dos  6  más,  trabajen  y  lucren  de  igual  manera. 

Pues  si  de  eso  se  trata,  veamos  si  son  deseos  y  proyectos 
que  caben  dentro  de  las  vigentes  leyes;  y  sí,  por  no  caber,  tie* 
nen  posible  acomodo  en  disposiciones  que  se  dicten. 

Desde  luego  declaro,  sin  temor  á  ser  contradicho,  que  den- 
tro de  los  preceptos  de  las  leyes  vigentes  no  pueden  resultar 
servidos  tan  justos  deseos;  antes  por  el  contrario,  ellas  obligan 
á  que  las  cosas  se  hagan  como  pasan. 

Demostración:  es  imposible  evitar  hoy  los  muchos  juicios 
en  un  solo  día,  porque  el  Juez  á  quien  se  le  presentan  multi- 
tud de  demandas,  tiene  que  tramitarlas  con  la  nrgencia  que 
imponen  los  artículos  721,  726,  727,  728,  731.  732,  733,  736, 
737  y  738.de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  conforme  con  la  prime- 
ra parte  de  la  ley  10,  tít.  1.*,  libro  11  de  la  Novísima  Rccopi- 
lación,  con  el  art.  1.^  del  Reglamento  provisional  para  la  Ad- 
ministración de  justicia,  y  también  con  el  6.^  del  Código  cítA 
y  el  368  del  criminal. 

Es  imposible  evitar  el  fraccionamiento  de  los  créditos,  po^ 
que  el  Juez  no  sólo  no  tiene  facultad  para  acumular  antos, 
sino  que  le  está  prohibido  por  el  art.  160  de  tan  nombrada  ley 
de  Enjuiciamiento,  que  únicamente  lo  permite  á  instancia  de 
parte  legítima,  lo  cual  se  agravó  más  y  más  por  sentencia  del 
Tribunal  Supremo  fecha  9  de  Enero  de  1873,  que  declaró  no 
ser  procedente  la  acumulación  de  autos  cuando  puedan  sus- 
tanciarse los  diferentes  juicios,  conservándose  la  nnidad  de  los 
procedimientos,  sin  que  se  excluyan,  respectivamente,  las  pro- 
videncias, autos  ó  sentencias  que  en  unos  y  otros  recaigan.  T 
suponiendo  que  el  precepto  del  art.  160  no  existiera,  ó  que  se 
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derogara  con  el  indicado  propósito,  resaltaría  más  triste  aun 
la  sitaacldn  del  deudor,  porque  el  prestamista  le  impondría 
como  condición^  antes  de  entregarle  el  dinero,  una  espera  de 
los  días  necesarios  para  sustanciar  dos,  tres  ó  más  juicios  se- 
paradanaente  y  de  manera  que  no  se  pudieran  acumular,  de 
acuerdo,  para  esto^  con  el  funcionario  que  fuera  menester. 

Y  es  imposible,  por  último,  que  los  Juzgados  trabajen  y 
lucren  honradamente  por  igual,  á  pesar  de  lo  preceptuado  por 
•el  artículo  436  en  su  segundo  párrafo  y  Real  orden  circular  de 
22  de  Septiembre  de  1865,  referentes  á  las  competencias  de  los 
Jueces  municipales  sobre  los  negocios  de  sus  respectivos  dis- 
tritos, porque  contra  esos  preceptos  prevalecerá  siempre  la  vo- 
luntad de  las  partes,  parapetadas  tras  de  las  reglas  de  los  ar- 
tículos 62  y  63;  y  tanto  como  esa  voluntad  influirá  el  carácter 
iiulustrial  de  la  justicia  municipal. 

He  dicho  industrial^  y  esta  palabra  requiere  una  explica- 
ción, que  yo  no  escatimo  y  voy  á  dar. 

Antes,  en  tiempo  de  Alfonso  el  Sabio,  justicia  era  una  de  las 
túios  porque  m^or  é  mis  derschamenie  se  mantenía  el  mundo; 
era,  raimada  virtud  que  dura  siempre  en  las  voluntades  de  los 
<mes  justos;  quería  tanto  decir,  como  cosa  en  que  se  encierran 
todos  los  derechos  de  cual  natura  que  sean;  y  sus  mandamien- 
tos eran  tres,  á  saber:  vivir  onestamente;  non  facer  mal  ni  daño 
4  otro;  dar  su  derecho  d  cada  uno^  que  es  sustancialmente  lo  que 
dicen  las  tres  leyes  del  tít.  1.^  de  la  Partida  3.* 

Hoy  esas  leyes  están  implícita  ó  tácitamente  derogadas  por 
el  Reglamento  de  13  de  Julio  de  1882,  que  incluye  á  la  Justí* 
cia  municipal  entre  las  industrias ^  y  como  á  tal  le  impone  el 
deber  de  pagar  contribución. 

Esto  que  habrá  parecido  insigniñcante,  que  parecerá  na- 
tural, que  mucbos  lo  tendrán  por  lógico  y  conveniente,  es  al- 
tamente desastroso. 

La  idea  que  al  hombre  se  le  hace  formar  de  las  cosas,  re- 
suelve siempre  la  conducta  de  aquél  con  relación  á  éstas.  Si 
se  le  habla  de  las  sublimes  y  misteriosas,  si  de  grandezas,  si 
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de  heroísmo,  si  de  nobleza,  se  quita  el  sombrero,  dobla  la  oer- 
YÍz  y  se  postra  con  profando  respeto:  y  si  de  comercio  ó  indos- 
tria  86  trata,  inmediatamente  principia  á  obrar  en  él  el  cálcalo^ 
forma  sumas  y  restas  con  la  imaginación,  y  se  resaelve  á  se- 
guir la  senda  que  conduzca  á  la  mayor  y  más  segura  ga- 
nancia. • 

To.no  digo  que  esto  ocurra  en  los  Juzgados  municipales  de 
Madrid,  pero  declaro  que  si  sucediera,  sería  cumpliéndose  uoa 
ley  de  la  naturaleza,  que,  como  tal,  no  se  puede  derogar  ni 
resistir. 

T  no  queda  el  principio  del  mal  en  lo  dicho,  con  relación  i 
esa  ley,  dedicada  á  las  industrias.  Hay  todavía  más,  puesto  que 
habiéndose  dictado  disposiciones  favorables  al  decoro  y  al  in- 
terés legítimo  de  los  Juzgados  municipales,  como  lo  son  las 
Reales  órdenes  de  26  de  Enero  y  25  de  Junio  de  1857,  18  de 
Marzo  de  1863,  27  de  Noviembre  de  1865,  11  de  Julio  de  1872 
y  12  de  Marzo  de  1885,  destinadas  á  dotarlos  de  locales,  de 
material,  de  sello  y  otras  cosas,  no  se  practican  en  la  inmensa 
mayoría  de  las  poblaciones;  y  en  donde  algo  se  hace,  es  raqo/* 
tico,  pobre  y  miserable. 

Y  mientras  así  acontece,  ellos  cumplen  al  pie  de  la  letra 
los  artículos  16  y  81  del  Reglamento  para  la  ejecución  de  las 
leyes  de  Matrimonio  y  Registro  civil,  que  les  imponen  el  de- 
ber de  pagar  los  libros  necesarios,  los  actos  y  asientos  de  loa 
mismos,  los  de  la  celebración  de  los  matrimonios,  las  impre- 
siones, el  material  y  todos  los  demás  gastos  que  en  el  Registra 
ocurran;  costean  el  personal  de  éste  y  del  Juzgado  en  el  náme* 
ro  y  cuantía  que  aparece  en  el  estado  correspondiente  de  lea 
unidos  á  esta  Memoria;  adquieren  con  dinero  propio  los  estati* 
tes  ó  anaquelerías  para  formar  el  archivo;  hacen  los  gastos  i 
que  obligan  la  estadística  y  la  confección  de  las  listas  Dame* 
rosísimas  del  Juzgado,  que  se  escriben  dos  veces;  adquieren  loa 
impresos  de  que  acompaño  ejemplares,  y  hacen  otros  gastos  y 
sacrificios,  que  unidos  al  pag^  de  la  contribución  industriBl^ 
inducen  á  cerrar  los  ojos  de  la  conciencia  y  del  honor,  y  i  de- 
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jarse  llevar  de  la  mano  por  lazarillo  elegido  entre  los  hijos  del 
crimen;  lo  cual  es  deshonrosísimo  para  los  encargados  de  ad- 
ministrar esa  justicia,  y  más  para  España  que  resnlta  ignoran- 
do lo  que  es  elemental^  á  saber:  qne  no  se  puede  tener  buenos 
servidoreB  cuando  se  les  carga  de  insoportable  trabajo,  se  les 
trata  may  mal  y  no  se  les  pagan  los  servicios. 


«  « 


A  esto  se  contestará  que  todos  los  recursos  contra  ese  ne- 
g^  horizonte,  no  se  reducen  á  fijar  sueldo  á  los  funcionarios  de 
que  trataoios;  porque  puede  también  pensarse  en  averiguar  el 
trabajo  retribuido  que  prestan;  y  rechazarles,  como  falso  crimí- 
nalmente,  todo  el  que  se  salga  fuera  de  los  limites  marcados 
por  la  posibilidad,  dentro  de  las  horas  útiles  para  el  trabajo, 
que  lo  son  de  sol  á  soL 

|Á.b,  Señorl  [Ojalá  que  esto  pudiera  hacerse  y  que  se  hicie- 
ra coa  todos  los  empleados  de  la  Nación!  Entonces  se  veria^ 
con  la  claridad  del  sol  en  pleno  y  despejado  día,  que  resulta 
encargado  al  personal  de  justicia  trabajo  imposible,  y  que  por 
ello,  el  practicado  en  la  inmensa  mayoría  de  los  casos,  es  que- 
brantando la  ritualidad  de  los  juicios;  esto  es,  faltando  á  la 
justicia,  porque  ésta  pierde  mucho  desde  el  instante  en  que  se 
les  despoja  de  las  formalidades,  trámites  y  requisitos  que  sir- 
ven de  recto  y  seguro  camino  para  llegar  hasta  ella. 

Pero  esa  pesquisa  no  es  posible;  y  si  lo  fuera  habría  que 
practicarla  de  igual  manera  sobre  el  trabajo  oneroso,  para 
reducirlo  á  los  mismos  limites  que  el  retribuido;  dejando  some- 
tido el  curso  de  los  asuntos  á  la  lentitud  obligada  por  lo  escasa 
del  personal,  si  no  se  quería  ó  podía  aumentar  éste  con  todo  el 
necesario  para  dar  á  los  juicios  y  actos  la  celeridad  que  consti» 
tuye  también  parte  de  la  justicia. 


*  • 
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¿Y  el  repartímieato?  ¿No  sería  este  medio  eficaz  en  los  Jaz-* 
^dos  maüicipales  para  concluir  ó  aminorar  los  aboses  qae  se 
cometen?  Condenado  está  por  impotente,  como  heoios  TistOy 
por  el  art.  436  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  y  por  el  Sr.  D.  Fran- 
cisco Silvela,  qne  en  el  preámbulo  de  la  Real  orden  de  2¿  de 
Septiembre  de  1885,  decía:  «Sobre  ser  (el  reparto)  contrarío  á 
la  disposición  terminante  del  referido  artículo^  traería  gravist- 
mos  inconvenientes,  atendida  la  naturaleza  y  carácter  de  los 
asuntos  de  que  conocen  los  Jueces  municipales.;»  Palabras  y 
conceptos  de  dicho  señor,  que  compendian  admirablemente 
cui^nto  se  puede  decir  en  la  materia;  puesto  que  nadie  dejará 
de  comprender,  que  se  refieren  á  la  pequeña  cuantía  de  las  de- 
mandas,  á  que  éstas  no  se  presentan  legalmente  formuladas, 
debido  á  la  ignorancia  de  los  demandantes,  á  la  brevedad  en 
el  tiempo  que  debe  emplearse,  á  la  economía  que  debe  servir 
de  regla  á  la  conducta  de  todos,  y,  en  fin,  á  cuanto  puede  fa- 
vorecer á  la  pronta,  barata  y  recta  administración  de  justicia, 
cuyas  circunstancias  se  resisten  al  trámite  del  repartimiento, 
siempre  exigente,  dilatorio  y  costoso. 

Sin  embargo,  si  no  fuera  posible  dar  sueldo  proporcioDsdo 
á  los  Jueces  y  Secretarios  municipales,  y  dotarlos,  á  la  ?ex, 
de  indispensable  personal,  yo  sería  partidario  del  repartimien- 
to; no  como  se  hace  en  los  Juzgados  de  primera  instaacía,  qae 
es  sistema  plagado  de  defectos,  contra  los  cuales  he  clamado 
inútilmente,  sino  estableciendo  un  sistema  brevísimo,  barato 
y  libre  de  abusos,  como  lo  es,  á  mi  juicio,  el  que  presento  ani- 
do á  esta  Memoria. 

Claro  es  que  el  repartimiento  que  se  hará  bajo  las  inmedia- 
tas órdenes  del  Juez  municipal  Decano,  quien,  por  sí  sólo,  en 
casos  urgentes,  y  oyendo  en  los  demás  á  los  compañeros  re- 
unidos en  Junta,  resolverá  las  cuestiones  ó  dudas  que  sarjan^ 
haciendo  constar  el  acuerdo  en  libro  abierto  al  efecto. 
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T  ahora  que  la  necesidad  me  ha  puesto  en  el  caso  de  hacejr 
mención  del  cargo  pesadísimo  é  insoportable  de  Decano,  á  juz- 
gar por  lo  que  pasa  en  el  que  desempeño  entre  los  Jueces  de 
primera  instancia  6  instrucción,  debo  recordar  la  Real  orden 
.  de  26  de  Enero  de  1857,  que  lo  creó  para  los  Jueces  municipa- 
les. Esta  dice  en  su  apartado  tercero,  que  «para  cuando  tengan 
necesidad  de  reunirse  en  corporación  los  Jueces  de  paz,  haya 
uno,  con  el  nombre  de  Decano,  que  los  convoque  y  les  comuni- 
que las  resoluciones  que  las  Autoridades  superiores  ó  el  GoHer- 
no,  en  su  caso  y  puedan  creer  necesario  dirigirles;  siendo  Tolun- 
tad  de  S.  M.  que,  por  aquella  vez,  eligiera  el  Regente  de  la 
Audiencia  el  que  había  de  desempeñar  el  cargo  de  Decano,  y 
que  en  adelante,  á  falta  de  óste,  lo  fuera  el  más  antiguo  do 
los  nombrados,  y  si  todos  contaban  igual  tiempo,  el  que  fuese 
mayor  de  edad.^s^ 

A  esto  se  reduce  todo  lo  mandado,  con  relación  al  Presiden- 
te de  los  Jueces  municipales,  que  es  menos,  indudablemente, 
que  lo  dispuesto  por  la  Real  orden  de  28  de  Septiembre  de  1849, 
referente  al  Decanato  que  yo  torpe  é  inmerecidamente  des- 
empeño. Y  pregunto:  ¿qué  autoridad  es  la  que  se  concede  al 
Decano  de  los  Jueces  de  que  tratamos?  Solamente  la  necesaria 
para  convocar  á  los  compañeros  y  comunicarles  órdenes  de  los 
Superiores  ó  del  Gobierno.  Suyas  no,  ¿1  no  debe  ni  puede  dic- 
tar ninguna  resolución,  y  si  lo  hace,  usarán  de  perfecto  dere 
eho  los  demás  Jueces  negándole  obediencia. 

No  sé  lo  que  estará  ocurriendo  entre  los  Jueces  municipa- 
les con  relación  á  su  Decano,  porque  sobre  esto  nada  he  que- 
rido preguntar,  por  bastarme  lo  que  sé  del  cuerpo  á  que  perte- 
nezco,  que  yiye  y  marcha  exclusivanente  con  elementos  pres- 
tados por  la  bondad  y  buena  educación  de  los  miembros  que  h» 
componen,  sin  cuyas  dos  circunstancias  estaría  muerto,  putre- 
facto y  en  condiciones  de  producir  una  epidemia,  más  que  do 
proporcionar  salud  á  la  sociedad  á  que  sirven. 

Si  esto  sucede,  ó  si  puede  ocurrir  en  adelante,  á  los  Jueces 
municipales,  vale  más  suprimir  ese  lazo  de  unión,  en  vez  de 
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pensar  en  el  reparto  de  asuntos  y  en  todo  lo  que  tienda  á  es- 
trechar sas  relaciones;  porque  es  ley  de  la  naturaleza  que  loa 
cuerpos  marchen  hacia  la  muerte,  unos  á  pasos  agig^ntadot 
y  otros  lentamentOi  segdn  el  método,  el  orden  6  el  gobierna 
que  los  rija. 


m  * 


Concluida  esta  digresión,  hija  de  mi  buen  deseo  y  del  pro» 
pcSsito  de  decir  la  verdad  á  toda  costa,  paso  á  otro  asunto. 

Los  juicios  de  desahucio  entran  en  turno,  y  voy  á  ocupar- 
me de  ellos  tan  á  la  ligera  como  lo  dejo  hecho  con  las  ya  tra- 
tadas materias. 

Es  sabido  que  loa  tales  juicios  dieron  mucho  que  estudiar 
á  los  teóricos  y  prácticos,  y  por  ello  la  ley  de  Enjuiciamiento 
de  1855  los  estableció  de  un  modo:  en  25  de  Junio  de  1867  su- 
frieron modificaciones,  oyendo  previamente  á  todos  los  Jaeces 
de  primera  instancia;  en  18  de  Junio  de  1877  se  hizo  otra  al- 
teración; y  por  último,  se  ordenó  lo  vigente  en  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil. 

Hecha  esta  sucinta  historia,  entro  en  el  examen  de  lo  úni- 
co que  interesa  al  objeto  de  esta  Memoria,  y  lo  es  el  precepto 
del  art.  1599,  por  cuanto  manda,  que  «transcurrido  el  término 
respectivamente  señalado  en  el  art.  1596,  sin  que  el  inquilino 
ó  colono  haya  desalojado  la  finca,  se  proceda  á  lanzarlo  H%  pró- 
rroga ni  consideración  de  ningiín  género  y  i  su  costa:^;  cosa  al 
parecer  natural,  sencilla  y  justa;  y  sin  embargo,  en  muchíai- 
mas  ocasiones  constituye  fuente  copiosísima  de  graves  con- 
flictos, y  fundamento  de  lamentable  descrédito  para  la  justi- 
cia. Si,  Timo.  Señor,  porque  los  Jueces  municipales  unas  veces, 
y  los  de  primera  instancia  otras,  han  hallado,  al  dar  cumpli- 
miento á  este  precepto  de  la  ley,  dificultades  tan  grandes  como 
la  de  encontrar  en  la  casa  del  desahucio  enfermo  gravísimo  ó 
cadáver  al  inquilino  ó  persona  de  su  más  allegada  y  querida 
familia;  la  de  tener  que  cuestionar  con  los  Sres.  Alcaldes,  si 
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la  determinación  era  ó  no  contraria  á  Ordenanzas  y  bandos 
de  baen  gobierno,  en  cnanto  prohiben  qne  se  ocnpe  la  vía  pú- 
blica, 7  la  de  ser  necesario  entrar  en  competencia  con  otros 
Jueces,  qne  tenían  embargados  ú  ocapados  los  muebles  con 
motiYO  de  juicios  ejecutivos,  de  testamentaría,  de  abintestatos, 
de  quiebras,  de  concursos,  y  también  criminales,  por  tratarse, 
en  este  último  caso,  de  delito  que  obligó  al  cerramiento  de  la 
casa,  constitución  de  depósito,  guarda  y  custodia  de  los  mue- 
bles y  efectos  en  ella  encontrados. 

Esto  no  lo  invento  yo;  consta  en  largos  y  prolijos  expe- 
dientes, ha  sido  objeto  de  comunicaciones  del  Alcalde  dirigi- 
das á  esa  Presidencia,  ocasionando  que  tuviera  yo  que  infor- 
mar como  Decano,  y  se  ha  ocupado  de  ello  la  prensa  periódica 
para  tratar  con  rigor  á  los  Jueces,  como  si  pudiéramos  ha- 
cer de  las  leyes  el  uso  que  nos  pareciera  más  justo,  más  pru- 
dente y  acomodado  á  todas  esas  circunstancias,  prescindiendo 
de  las  palabras  y  conceptos  que  dejo  subrayadas  al  copiar,  al 
píe  de  la  letra,  el  artículo  de  que  se  trata. 

Es  forzoso,  pues,  mqdificarlo  para  casos  extraordinarios,  y 
establecer  un  depósito  en  edificio  adecuado  á  donde  vayan  los 
muebles  y  efectos  lanzados,  empleando  en  ello  todos  los  mira- 
mientos que  más  en  armonía  estén  con  la  naturaleza  de  las  co- 
sas, con  las  circunstancias  que  les  rodeen  y  con  el  carácter 
paternal  que  implica  regla  de  conducta  para  los  funcionarios 
de  justicia  en  todos  sus  grados,  y  más  en  el  de  Juez  muni- 
cipal. 

Indudablemente  son  dignos  de  toda  protección  los  derechos 
del  propietario  de  finca  rústica  ó  urbana;  pero  no  deben  ser 
desatendidas  las  situaciones  en  que  pueda  encontrarse  el  coló- 
no  ó  inquilino,  porque  no  conduce  á  ningún  fin  útil  ni  justo 
arruinar  á  estas  dos  numerosísimas  clases,  y  producir  espectá- 
culos públicos,  en  que  resulta  la  justicia  azotando  á  los  que 
.  sufren  la  inmensa  desgracia,  involuntaria,  como  todas,  de  no 
tener  recursos  para  cubrir  las  más  apremiantes  necesidades  de 
la  familia  en  momentos  determinados. 
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Eb  máfly  puede  ocarrir,  y  estayo  para  soceder  hace  dos  ó 
tres  años,  que  por  una  de  las  cansas  qae  dan  lagar  al  desahu- 
cio se  llevara  á  efecto  contra  nn  Juzgado  municipal;  y  «erfi 
un  espectáculo  horrible,  en  todos  conceptos,  yer  los  libros  del 
Registro,  de  conciliación  6  índices,  con  los  expedientes,  docu- 
mentos y  papeles  de  tan  importante  oficina  del  Estado,  tirados 
á  la  calle  en  día  lluvioso,  y  abandonados  del  Juez  y  del  Secre- 
tario, puesto  que  no  habían  de  establecer  sus  despachos  en  h 
YÍa  pública  sobre  el  montón  informe  constituido  por  los  indi- 
cados libros  y  documentos,  y  además  por  estantes  y  muebles 
de  diversas  clases. 

He  terminado  aquí  cuanto  tengo  que  exponer  sobre  mate- 
ria civil,  dados  los  términos  de  la  Real  orden  de  26  de  Agosto 
último;  y  paso  á  la  criminal,  en  cuanto  es  de  la  directa  com- 
petencia de  los  Juzgados  monicipales,  limitada  al  conocimien- 
to de  las  faltas,  formación  de  las  listas  y  citaciones  de  Ju- 
rados. 

•  « 

Materia  dificilísima  y  comprometida  es  para  mí  la  de  Al- 
tas, por  ser  la  que  más  me  obliga  á  pedir  y  suplicar  qnese 
lleve  á  efecto,  de  una  vez  para  siempre,  el  deslinde  de  las  atri- 
baciones  judiciales  de  las  de  los  Ayuntamientos;  considerando 
vergonzoso  que  á  fines  del  siglo  xiz,  y  después  de  tantas  Cons- 
titaoiones,  de  tantas  leyes  orgánicas  para  unos  y  otros  Caer- 
pos,  de  tantos  Códigos  y  de  tantas  leyes  de  Enjuiciamiento 
criminal,  no  se  sepa  si  es  el  Alcalde  ó  si  el  Juez  manicipal 
quien  puede  ó  debe  dar  camplimiento  al  libro  3.^  del  Cddigo 
penal;  y  muy  especialmente,  en  la  parte  que  castiga  daños 
causados  en  cosas  de  la  propiedad  de  los  Municipios,  escánda- 
los en  la  vía  pública  y  perjuicios  contra  los  intereses  generales 
y  régimen  de  las  poblaciones. 
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El  mal  procede^  si  no  estoy  equivocado,  de  las  atribucio- 
nes que  durante  tanto  tiempo  tuvieron  los  Alcaldes,  en  su  ca- 
rácter de  Jueces  conciliadores  de  que  hablé  en  la  parte  histó- 
rica de  la  presente  Memoria;  pero  sea  ó  no  éste  el  origen  del 
mal,  lo  cierto  es  que  existe,  que  es  muy  grave,  y  que  se  hace 
necesario  que  la  inteligencia  ilustrada  y  la  voluntad  fuerte  del 
Ministro  lo  remedie  prontamente. 

Para  hacerlo  con  el  necesario  acierto,  no  hay  más  que 
echar  ana  mirada  por  las  leyes  citadas  poco  ha,  porque  en  ellas 
se  ven  disposiciones,  que  si  no  de  una  manera  clara,  indican 
cómo  la  materia  se  puede  ó  debe  resolver;  y  sin  embargo,  con 
ánimo  de  ayudar  á  Y.  I.,  haré  algunas  citas  más,  que  aprecia- 
rá en  lo  que  las  juzgue  oportunas. 

Los  artículos  4.^,  5.%  16,  76  y  78  de  la  Constitución  dispo- 
nen, respectivamente,  que  ningún  español  ni  extranjero  pueda 
ser  detenido  sino  en  los  casos  y  en  la  forma  que  las  leyes  fres- 
cTiben\  que  el  detenido  sea  puesto  en  libertad  ó  entregado  á  la 
Autoridad  Judicial  dentro  de  las  veinticuatro  horas;  que  nin- 
gfm  español  puede  ser  preso  sino  en  virtud  de  mandamiento  de 
Juez  campeúeniej  y  al  que  sea  preso  sin  las  formalidades  lega- 
les, se  ponga  en  libertad  á  petición  de  cualquiera  persona;  que 
ningún  español  pueda  ser  procesado  ni  sentenciado,  sino  por 
Juez  ó  Tribunal  competente;  que  á  los  Tribunales  y  Juzgados 
pertenece  enfchmvaWfente  la  potestad  de  aplicar  las  leyes  en  los 
juicios  eivües  y  criminales;  y  por  último,  que  las  leyes  deter- 
minarán hs  Tribunales  y  Juzgados  que  ha  de  Aaber^  sus  /acul^ 
tades  y  el  modo  de  ejercerlas. 

Esto,  repito,  dispone  la  ley  fundamental  á  que  forzosamen- 
te se  han  de  amoldar  todas  las  demás;  la  que  hace  nulas  á  las 
que  de  ella  se  aparten;  la  que  declara  criminal  á  todo  precepto 
que  se  dicte  prescindiendo  de  ella.  Pues  bien:  arreglado  ala 
Constitución  está .  el  Código  penal,  que  define  las  faltas  en  el 
art.  1.%  y  que  les  dedica,  como  he  dicho,  el  libro  3.^  sin  dar- 
les á  unas  carácter  gubernativo  y  á  otras  judicial:  acomodada 
al  Código  está  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  que  en  su 
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libro  6.^  establece  la  tramitación  que  eu  primera  y  aegonda 
instancia  debe  empieurae  para  juzgarlas  faltas^  llegando  hasta 
admitir  recurso  de  casación  contra  las  sentencias  que  se  dic- 
ten; y  conforme  con  esta  ley  está  la  orgánica  del  Poder  judi- 
cial, según  vimos,  citando  los  artículos  271  y  274. 

Son,  pues,  únicos  competentes  para  aplicar  todo  el  Código 
penal,  los  Tribunales  de  justicia,  como  los  constituye  el  ar- 
tículo 12  de  la  última  citada  ley. 

¿Y  es  esto  lo  que  acontece?  Ta  he  dicho  que  no,  porqne  los 
Alcaldes  persiguen  y  castigan  las  faltas,  sin  formalidades  de 
juicios,  imponiendo  penas  discrecionales.  En  qué  se  fandan, 
no  lo  só,  pero  presumo  que  se  consideran  facultados  por  la  ley 
que  rige  á  los  Ayuntamientos,  ó  sea  por  la  Municipal  de  2  de 
Octubre  de  1877,  la  que  estudiada  con  todo  el  detenimiento 
necesario  para  no  caer  en  lamentable  error,  no  ofrece  entre 
sus  203  artículos  ninguno,  absolutamente  ninguno,  que  direc- 
ta ni  indirectamente  faculte  á  los  Alcaides,  ni  á  la  Corporación 
municipal  en  pleno,  para  castigar  por  sí  ni  una  sola  falta  de 
las  previstas  por  el  Código  penal.  Antes  por  el  contrario,  el 
art.  71  califica  á  los  Ayuntamientos  de  Corporaciones  eeonámi- 
C(hadminislrativaSj  sin  más  derechos  que  los  necesarios  para 
ejercer  las  funciones  que  por  las  leyes  les  están  encomendadas; 
y  si  bien  el  76  los  considera  autorizados  para  formar  Ordenan- 
zas  municipales  de  policía  urbana  y  rural,  en  pro  del  régimen 
de  sus  respectivos  distritos,  ese  mismo  artículo,  en  su  párrafo 
tercero,  dice:  que  ni  en  ellas,  ni  en  los  Beglamentos  y  dispost- 
dones  que  los  Ayuntamientos  formen  se  contravendrá  i  las  leyes 
generales  delpais;  y  si  también  otro  artículo,  el  77,  autoriza  á 
los  Alcaldes  para  imponer  multas,  esa  facultad  sólo  pueden 
ejercerla  lógica  y  naturalmente  en  casos  no  previstos  por  el 
Código  penal,  y  con  relación  á  hechos  no  regidos  por  las  indi- 
cadas leyes  generales  del  país;   evidenciándose  esto  por  ese 
mismo  art.  77,  que  en  el  párrafo  segundo  niega  á  los  Alcaldes 
la  facultad  de  apremiar  para  el  cobro  de  las  multas  por  ellos 
impuestas,  cuando  no  las  puedan  hacer  efectivas  por  resisten- 
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da  de  los  condenados,  y  los  obliga  á  pedir  auxilio  á  los  Jae- 
ces nDinnicipaleS;  en  la  forma  ó  modo  que  lo  determina  el  ar- 
tículo 188. 

Además,  con  relación  á  Madrid,  las  Ordenanzas  vigentes 
son  las  que  en  15  de  Octubre  de  1847  aprobó  el  Conde  de  Vis- 
tahermosa.  Jefe  superior  político  de  la  provincia,  reimpresas 
por  el  Duque  de  Sesto  en  1859;  fechas  por  sí  solo  (bastantes 
para  demostrar  que  no  pueden  ser  sus  disposiciones  suficien- 
temente fuertes  y  poderosas  para  anular  las  contenidas  en  la 
Constitución  de  1876,  en  la  ley  orgánica  y  Código  penal  de 
1870,  y  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  de  1882. 

No  es  esta  materia,  limo.  Señor^  de  poca  importancia.  Tie- 
ne muchísima^  como  que  afecta  á  los  derechos  individuales  de 
los  hijos  de  España  y  del  extranjero  aquí  residentes,  tengan 
ó  no  fuero,  porque  en  materia  de  faltas  no  se  conocen  afora- 
dos; afecta  también  á  la  jurisdicción,  que  es  cosa  santa,  y  no 
se  puede  tocar  sin  profanarla;  afecta  al  decoro  de  los  Tribuna- 
les, puesto  que  todo  acto  ejecutado  contra  su  competencia  los . 
rebaja  y  humilla;  y  afecta,  por  último,  al  buen  orden  y  tran- 
•quilidad  que  se  deriva  de  las  formalidades  del  juicio,  con  los 
recursos  de  alzada  y  casación. 

No  ignoro  que  existe  en  el  Código  penal  un  artículo  (el  625) 
^ne  trata  de  faltas  penables  por  los  Municipios  ó  funcionarios 
de  la  Administración,  cbn  arreglo  á  Ordenanzas  ó  Reglamen- 
tos; pero  si  se  examina  atentamente  su  contenido  se  verá,  que 
tengo  razón  en  todo  cuanto  dejo  dicho  en  este  apartado  de  la* 
Memoria;  y  si  no  la  tuviera,  resultando  yo  dominado  por  un 
error,  entonces  habría  que  reformar  ese  artículo,  para  acomo- 
darlo á  mi  manera  de  pensar;  porque  no  es  serio,  prudente, 
digno  y  menos  justo,  que  para  resolver  qué  Autoridad  fué  la 
oompeteate  al  juzgar  y  castigar  una  falta,  en  caso  de  haber 
intervenido  el  Juez  municipal  y  el  Alcalde,  haya  que  proce- 
der á  averiguar  cuál  fuó  el  primero  que  principió  el  procedi- 
miento, que  es  el  medio  propuesto  por  Bl  Consultar  de  los 
Ayuntamientos  en  nota  puesta  al  libro  3.^  del  Código  penal. 
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Cete,  pneSy  ese  estado  de  cosas,  y  recobren  loa  Tribuíales 
la  jurisdicción  de  qne  Tienen  privados  de  hecho,  sin  cansa  ak 
gana  de  derecho. 


•  « 


Paso  ya  á  ocuparme  del  Jarado,  en  cnanto  interesa  á  los 
Juzgados  municipales,  permitiéndome  ánicamente  decir,  fue* 
ra  de  ese  limite,  que  es  motivo  de  profundo  y  agudo  doler  pait 
los  funcionarios  judiciales  oir  y  ver  que  se  les  conceptáa  ene- 
migos de  esa  Institución. 

No  hay,  lo  aseguro,  ni  habrá  jamás^  razón  para  ello,  pnee- 
to  que  los  Jueces  y  Magistrados  aceptaron  siempre,  y  acepta- 
rán constantemente  toda  reforma  que  se  haga  en  los  procedí» 
mientes,  porque  sea  ella  buena  6  mala,  conduzca  á  la  felicidad 
(5  á  la  desgracia  de  la  Nación,  sus  conciencias  de  hombres 
honrados  quedan  completamente  tranquilas,  dando  exacto 
cumplimiento  á  la  ley.  Es  más;  cuando  la  de  qne  me  ocupo  ae 
discutió  y  Totó  en  el  Congreso  y  en  el  Senado,  le  fueron  adic- 
tos los  Magistrados  y  los  Jueces  municipales  allí  existentes;  j 
entre  los  mejores  comentarios  hechos  hasta  hoy  se  coeatan 
los  debidos  á  D.  Emilio  Brabo,  Presidente  de  Sala  del  Tribu- 
nal Supremo,  y  á  D.  Mariano  Pozo,  Presidente  entonces  de  la 
Audiencia  de  lo  criminal  de  Tortosa,  y  en  la  actualidad  d» 
Manzanares;  quienes,  en  sus  respectivos  preámbulos,  dicen 
cosas  que  convendría  supieran  los  más  decididos  partidarios 
de  la  Institución. 

Se  asegura,  por  otra  parte,  que  los  Tribunales  .están  iDca- 
rriendo  en  frecuentes  errores  al  cumplir  la  ley.  To  no  lo  niego; 
pero  afirmo  con  mi  amigo  y  compañero  Sr.  Pozo,  que  desde 
la  formación  de  las  primeras  listas  de  ciudadanos  á  qaieaes 
corresponde  desempeñar  el  importante  y  g^ve  cargo  dejara- 
do,  hasta  el  último  veredicto  que  el  Tribunal  ha  de  pronunciar^ 
86  encierra  un  cúmulo  tal  de  trámites,  diligencias,  elecciones 
con  y  sin  sorteo,  sesiones,  incidentes  y  resoluciones  de  mayor 
6  menor  transcendencia,  pero  todas  de  indudable  interés,  qne 
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procnrar  sa  mejor  estudio  y  conseguir  sa  más  exacta  aplica- 
ción bien  debe  merecer  la  pena  y  ser  objeto  de  serias  preocu- 
paciones. 

Y  digo  más  por  mi  cuenta,  y  es,  que  para  todo  ese  cúmulo 
de  trámites,  de  diligencias,  de  listas,  de  elecciones  con  y  sin 
Borteo,  etc.,  etc.,  no  se  ha  fijado  un  capítulo  en  el  presupuesto 
del  Estado,  y  todo  se  hace  sin  personal,  gratis,  sufragando 
los  Juzgados  municipales  gastos  tan  cuantiosos  como  los  de  la 
formación  de  dos  listas  duplicadas  en  el  término  de  siete  me* 
sea,  que  en  Madrid  dan  152.576  nombres,  con  su  profesión,  s» 
oficio,  su  edad,  domicilio,  y  su  orden  alfabético,  según  lo  exi- 
g^  la  ley. 

Claro  es,  yo  no  lo  niego,  que  las  funciones  de  los  jurados 
Bon  importantísimas,  que  pueden  prestar  y  están  prestando 
grandes  y  sublimes  servicios;  pero  nadie  me  puede  negar  que 
todos  BUS  trabajos  y  cuidados  están  reducidos  á  intervenir  en 
el  acto  del  juicio,  y  que,  por  lo  tanto,  no  puede  ser  fácil  ni  fire- 
cnente  que  de  ellos  resulten  deficiencias. 

Dicho  todo  lo  que  antecede,  aconsejudo  por  rectísimo  deseo,, 
entiendo  que  es  deber  mío,  como  Juez  visitador,  llamar  la 
atención  de  Y.  L,  para  que  i  su  vez  lo  haga  á  quien  correspon- 
da, sobre  la  necesidad  de  modificar  el  art.  33  de  la  ley,  en  la 
parte  destinada  á  mandar  que,  para  las  poblaciones  donde  exis- 
tan dos  ó  más  Juzgados,  se  forme  una  sola  lista  de  cabezas  de 
familia  y  otra  de  capacidades,  porque  esto  está  en  contradic- 
ción con  todo  lo  demás  de  la  ley,  y  cuando  luego  se  trata  de 
hacer  las  citaciones  de  jurados,  con  arreglo  á  lo  mandado  por 
los  artículos  46,  49,  50  y  51,  resultan  tantas  complicaciones  y 
dificultades,  que  después  de  poner  en  movimiento,  para  cada 
juicio,  á  todo  el  personal  de  los  Juzgados  de  instrucción  y  mu* 
nicipales,  aparecen  las  citas  mal  ó  tardíamente  hechas. 

También  me  atrevo  i  llamar  la  atención  sobre  la  conve- 
niencia de  que  se  abrevien  los  trámites  establecidos  por  el  ar* 
tículo  51;  porque  á  nada  conduce,  y  retarda  muchísimo,  hacer 
constar  la  muerte  y  la  enfermedad  de  algún  jurado  mediante 
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certiñcacíón  del  Registro  civil  y  de  facultativos,  respectira- 
mente,  cnando  se  trate  de  hecho  de  qae  paeda  el  Secretar» 
certificar,  bajo  sa  responsabilidad;  pues  no  ha  de  merecer  »te 
medio  menos  crédito  que  el  que  por  el  mismo  artículo  se  da  á 
la  manifestación  de  un  portero  de  casa  particular,  que  asegura 
la  ausencia  de  un  inquilino  sin  que  se  espere  el  regreso  ea 
tiempo  oportuno^ 

(yonviene,  asimismo,  pensar  en  que  las  citaciones  de  los  ju- 
rados las  hag^n  los  dependientes  de  las  Salas  respectivas;  po^ 
que  es  causa  de  retrasos,  omisiones  y  errores  de  grandísima 
importancia,  que  en  esa  diligencia  breve  y  sencilla  interven- 
gan, en  Madrid,  la  Sala,  la  Presidencia  de  la  Audiencia  con  su 
Secretario  de  gobierno,  el  Decano  de  los  Jueces  de  instruc- 
ción, los  Jueces  de  esta  clase,  los  dos  municipales  de  cada 
zona,  los  ocho  restantes  exhortados  por  sus  dos  compañeros,  y 
por  último,  los  veinte  alguaciles  dé  los  diez  distritos. 

Otro  gravísimo  mal  se  deriva  de  lo  preceptuado  por  el  a^ 
tículo  16  de  la  ley  destinado,  como  Y.  I.  sabe,  á  mandar  que 
todo»  los  años  se  reúna  la  Junta  en  la  primera  quincena  de 
Enero  para  hacer  en  las  listas  las  rectificaciones  necesarias, 
incluyendo  á  los  que  deban  figurar  en  ella  y  excluyendo  á  los 
que  se  hallaren  en  alguno  de  los  casos  comprendidos  en  cier- 
tos artículos  de  la  misma  ley:  lo  cual,  repito,  constituye  un 
mal,  porque  supongo  que  el  legislador,  y  todos  los  que  hayan 
estudiado  la  ley  de  que  tratamos,  habrán  pensado  que  para  la 
formación  y  rectificación  de  las  listas  de  jurados,  utilizaráa 
las  Juntas  los  padrones  de  los  Ayuntamientos;  puesto  que  á 
aquéllas,  ó  sea  á  las  Juntas,  no  se  les  conceden  fondos  ni  per- 
sonal para  dirigirse  á  la  calle,  llegar  á  la  casa  de  todos  loa  ve- 
cinos, preguntarles  si  están  en  alguno  de  los  casos  de  que  tra- 
tan los  artículos  3.°,  9.",  10  y  11,  y  escribir  sus  nombresy  cir- 
cunstancias; operaciones  éstas  que  al  Municipio  cuesta  macho 
dinero  anualmente  y  la  inversión  de  un  personal  numero- 
sísimo. 

Pues  bien;  la  ley  Municipal,  en  sus  artículos  17  al  23  in- 


.  JUSTICIA  MUKIOIPAL  343 

cIusÍTe,  dispone  el  tiempo  y  la  forma  en  que  se  deben  hacer 
los  padrones;  y  segpün  ellos^  la  rectificación  annal  se  efectáa 
en  Diciembre^  en  Enero  se  hacen  las  reclamaciones^  en  Febre- 
ro 86  tramitan  los  recnrsos  qne  se  ejercitan  contra  los  acaer- 
doS|  en  Marzo  resnelve  la  Diputación  provincial,  y  después  se 
declara  nltimado  el  padrón  y  se  publican  las  listas  rectificadas. 
De  lo  cual  es  consecuencia,  que  hechas  las  operaciones  por  el 
Ayuntamiento  en  Diciembre  de  1889,  por  ejemplo,  no  pueden 
utilizarse  para  la  formación  de  las  listas  de  jurados  hasta  Ene- 
ro de  1891;  las  que,  á  su  vez,  necesitan  para  llegar  á  término 
un  período  de  tiempo  que  no  puede  bajar  de  siete  meses,  se- 
gún la  exposición  del  Beal  decreto  de  20  de  Abril  de  1888,  des* 
tinado  á  dictar  reglas  para  el  planteamiento  de  la  ley  estable- 
ciendo el  juicio  perjurados. 

Y  81  todo  esto  acontece,  resulta  claro,  como  la  luz  del  sol, 
que  para  citar  á  nn  jurado  hay  que  buscarlo  en  el  domicilio 
que  tenía  dieciocho  ó  veinte  meses  antes;  lo  que  si  es  por  sí 
sólo  causa  bastante  para  no  encontrarlo  fácilmente  en  pobla- 
ciones de  cierta  importancia,  en  Madrid  constituye  un  impe- 
dimento invencible,  porque  en  ese  tiempo  los  vecinos  de  la 
corte  se  mudan  dos  ó  más  veces  con  motivo  de  enfermedades 
contagiosas,  de  muertes,  de  deadas,  de  ocupaciones,  de  capri- 
chos y  de  otras  causas  que  ne  hay  para  qué  citar. 

Esto  nadie  lo  negará,  porque  es  completamente  cierto;  y 
siéndolo,  hay  que  remediarlo,  bien  dotando  á  los  Juzgados 
municipales  de  los  recnrsos  indispensables  para  la  formación 
de  listas  directas  de  jurados,  ó  bien  combinando  la  época  de 
hacerlas  con  la  en  que  lo  verifiquen  los  Ayuntamientos,  para 
que  no  resulte  un  largo  plazo  intermedio,  en  que  se  alteren  los 
domicilios  de  la  inmensa  mayoría  de  los  jurados. 


* 


He  concluido  la  Memoria  en  cuanto  se  relaciona  con  el  per- 
sonal, materia  civil  y  criminal  de  los  Juzgados  municipales. 
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Nada  digo  del  Registro,  porque  éste  no  ae  hizo  asunto  de 
mi  incumbencia. 

Quédame  únicamente,  para  terminar  mí  ya  largo  y  pesado 
trabajo,  recomendar  i  Y.  I.  los  tres  estados  que  acomx^ñan  á 
la  Memoria,  porque  en  ellos  verá  detallados  con  exactitad  to- 
dos los  servicios  que  los  Juzgados  prestan,  las  diferencias  no- 
tabilísimas que  entre  unos  y  otros  existen,  los  gastos  y  las  ga* 
nancias  respectivas,  porque  lo  que  no  se  escribe  pnede  dedu- 
cirse fácilmente  de  la  clase  y  número  de  negocios  que  cada 
cual  ha  tramitado  y  conocido,  y  todo  lo  que  interesa  saber 
para  dar  ó  negar  importancia  á  cuanto  dejo  consignado  en 
este  escrito. 


Unas  palabras  más  antes  de  fechar  y  firmar. 

Las  casas  en  que  están  instaladas  las  oficinas  de  que  se  tra- 
ta, no  reúnen  las  condiciones  necesarias,  y  entre  los  muchos 
males  que  esto  acarrea  se  cuenta,  como  principal,  el  de  que 
en  caso  de  incendio,  nada  difícil  por  ser  casas  de  vecinos,  no 
habrá  posibilidad  de  salvar  los  docQmentos  importantísimos 
allí  archivados.  El  mobiliario  es  en  todos  escaso  y  malo,  pero 
en  unos  Juzgados  más  que  en  oifos;  y  el  que  hay  se  debe  á 
generosidad  de  los  Jueces  y  Secretarios,  siendo  en  este  parti- 
cular digno  de  mención  el  Juez  D.  Antonio  Gabriel  Bodriguez, 
que  ha  decorado  el  suyo  con  relativo  lujo;  de  cuyo  señor  debo 
decir  también,  que  en  unión  con  D.  Antonio  Domínguez  Al- 
fonso, ha  escrito  un  libro  útilísimo  para  los  Juzgados  munici- 
pales, titulado  Instrucción  y  formularios  para  la  celebraeián  i4 
los  matrimonios. 

La  conducta  de  los  Jueces  es  buena  para  con  todos  los  qae 
necesitan  sus  servicios,  menos  para  mí,  que  me  han  desampa- 
rado en  la  formación  de  esta  Memoria;  puesto  que  fuera  de  los 
conocimientos  que  constituyen  materia  de  los  tres  adjuntos 
estados,  nada  han  hecho  para  ayudarme  á  salir  de  mi  grande 


JUSTICIA  MUNICIPAL  345 

compromíBOy  á  pesar  de  qae  repetidas  vecea  les  pedí  aaxilia 
inTOcando  la  caridad. 

Este  raro  proceder  de  personas  tan  bondadosas,  sólo  se  ex- 
plica pensando  en  la  ineficacia  de  sns  favores  ante  mi  incapa- 
cidad, en  el  ningún  resultado  de  visitas  anteriores,  y  en  qae 
nn  Jnez  bienal  limita  sas  medios  de  acción  á  sólo  lo  preciso 
para  cumplirlos  ineladibles  deberes  de  sa  cargo. 

Si  es  así,  esto  es,  si  las  tres  causas  ó  cualquiera  de  ellas 
motivaron  su  conducta,  declaro  que  tienen  razón;  sin  embar- 
go^ me  agorada  más  la  de  D.  Fermín  Sacristán,  que  estando  ya 
mediado  el  tiempo  para  que  fuó  llamado  á  ser  Jnez  municipal 
del  Hospital,  escribió  una  célebre  carta  bajo  el  epígrafe  de 
Justicia  d  la  justicia^  en  que  con  clásico  lenguaje,  con  pode- 
rosa y  concluyente  argumentación,,  con  erudición  admirable 
y  empleando  sátiras  discretas,  hizo  la  defensa,  hoy  tan  necesa- 
ria, de  los  Tribunales,  en  la  Gaceta  dedicada  á  los  mismos,  en 
lo  cual  ¿I  nada  perdióy  la  justicia  ganó  muchísimo. — He  dicho . 

Madrid  10  de  Diciembre  de  1888. 

Mariano  Fonssca. 
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Así  eSf  que  concretándonos  á  naestro  País,  las  reformas  po* 
líticas  han  precedido  i  la  innovación  radical  de  nuestro  dere- 
cho escrito;  y  sólo  cuando  aquellas  han  logrado  arraigarse, 
han  sido  una  realidad  las  modernas  teorías  de  la  ciencia  penal 
7  del  Enjuiciamiento  en  lo  criminal.  De  ahí,  que  ni  los  esbo- 
zos del  Jurado  que  ya  se  dibujaban  en  la  Constitución  de  1812; 
ni  el  procedimiento  acusatorio  francamente  establecido  en  el 
Código  de  1882;  ni  la  publicidad  en  los  juícioS|  ordenada  en 
todas  las  Constituciones,  y  menos  el  establecimiento  del  Jan- 
do que  preceptuó  la  que  no  llegó  á  promulgarse  en  1856  (a^ 
tículo  73);  ni  los  esfuerzos,  en  conclusión,  de  tantos  hombres 
ilustres,  pudieron  ser  un  hecho,  mientras  la  natural  expansión 
de  las  ideas  no  cambió  fundamentalmente  los  organismos  po- 
líticos de  la  Nación  española. 

Vinieron  entonces,  y  sólo  entonces,  las  apetecidas  reformas 
legislativas;  y  en  lo  que  respecta  al  Enjuiciamiento  criminal, 
multitud  de  concausas,  que  por  lo  conocidas  fuera  ocioso  re- 
cordar, retrasaron  su  planteamiento  definitivo,  y  acaso  por  algo 
de  precipitación  en  algunas  de  ellas,  hubo  más  tarde  necesidad 
de  aplazarlas. 

Verdad  es,  que  no  el  desbordado  torrente  movido  por  el 
furioso  huracán  fertiliza  el  árido  y  agostado  campo,  antes  bien, 
la  lenta  y  persistente  lluvia  es  la  que,  como  bienhechor  rodo, 
arranca  de  la  ingrata  tierra  el  deseado  fruto. 

La  ley  de  11  de  Junio  de  de  1870  faó  un  verdadero  paso  de 
avance;  y  si  es  verdad  que  ante  la  subsistencia  del  Juez  único 
dejó  vigente  la  prueba  de  indicios  apreciable  conforme  ala  cri- 
tica racional,  en  Itfgar  de  la  evidencia  moral  de  la  famosa  re- 
gla 45,  es  indudable  que  por  vez  primera  las  pruebas  del  pro- 
cesado y  las  aportadas  por  el  Fiscal  se  verificaron  públicamen- 
^9  y  precediendo  á  la  acusación  y  defensa,  que  ya  padieron 
apoyarse  en  hechos  ciertos  y  comprobados,  y  no  en  meras  so- 
posiciones  y  conjeturas. 

La  ley  de  Enjaiciamiento  criminal  fué  promulgada  más  tar- 
de, y  en  ella  se  dio  vida  al  Jurado,  se  separó  el  período  ¡n«- 
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IroctiTO  del  acasatorio^  adoptándoBe,  casi  en  bxx  totalidad,  el  síb- 
tema  mixto  de  la  legislación  francesa,  é  instituyándose  los  Tri- 
bnnales  colegiados,  que  desgraciadamente,  asi  como  el  jaicio 
oral,  no  llegaron  á  tener  realidad. 

La  historia  de  lo  pasado  debe  servir  de  provechosa  lección 
en  lo  porvenir;  y  cnán  aventurado  faera  buscar  inculpaciones 
contra  la  institución  del  Jurado  en  su  ensayo  de  1872  á  1874, 
se  demaestra  por  la  sola  consideración  de  que  no  obstante  las 
criticas  circunstancias  en  que  aquóila  fué  planteada  y  lo  de- 
fectuoso de  la  organización  de  Tribunales,  el  Jurado  que  vivía 
en  la  azfi.8iante  atmósfera  de  las  pasiones  exaltadas,  y  en  me  - 
dio  de  los  horrores  de  fratricidas  luchas,  sin  costumbres  judi- 
ciales  en  los  jueces  de  hecho,  ni  hábitos  en  las  gentes  de  com* 
parecer  públicamente  ante  los  Magistrados;  el  Jurado,  decía- 
mos, vivió  robusta  vida,  columbrándose  para  no  lejano  plazo 
la  grata  esperanza  de  que  un  día  llegase  á  ser  común  la  encar* 
nación  de  nuestro  sistema  judicial. 

La  promulgación  en  14  de  Septiembre  de  1882  de  lá  vigen- 
te ley  de  Enjuiciamiento,  los  Tribunales  colegiados  funcio- 
nando con  éxito  indiscutible  desde  I.*'  de  Enero  de  1883,  la 
oralidad  y  la  única  instancia  en  los  juicios  criminales,  sinteti- 
zan, por  indudable  modo,  provechosas  innovaciones  anheladas 
largo  tiempo^  y  preparatorias  de  la  restauración  del  juicio  ante 
los- Tribunales  del  Jurado,  llevada  á  realidad  por  la  ley  de  20 
de  Abril  de  1888. 

El  art.  1°  de  dicha  ley  establece,  acerca  de  la  composi- 
ción del  Tribunal  del  Jurado,  que  óste  lo  constituyen  12  ju- 
rados ó  jueces  de  hecho,  y  tres  Magistrados  ó  Jueces  de  de- 
recho. 

El  Sr.  Pacheco  (1)  analiza  con  indiscutible  acierto  las  dos 
tendencias  que  se  dibujan  en  cuanto  á  la  manera  de  consti- 
tuirse dicho  Tribunal  en  los  pueblos  que  poseen  el  Jurado,  á 

(1)     En  BU  obra  La  ley  del  Jurado,  ostndio  ol  más  notable  que  conocemos» 
j  qne  deben  consultar  cuantos  deNoon  conocer  la  ley  de  1B88. 

TOiJO  7tí  43 
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saber:  el  tipo  inglés,  con  el  Joez  6díco  como  Presidente,  6  el 
tipo  francés,  con  tres  Magistrados,  en  unión  de  los  12  joradot, 
siendo  éste  el  predominante  y  más  adecuado. 

El  número  de  12  jurados  ha  sido  el  aceptado  i>or  todas  lai 
legislaciones  que  la  copiaron  de  la  inglesa;  si  bien  en  Malta  oo 
consta  el  Jurado  más  que  de  nueve  indiriduos  (1),  y  en  Gine- 
bra el  competente  para  las  infracciones  de  policía  correcdonal 
le  componen  seis  jueces  de  hecho  presididos  por  on  delegado 
del  Presidente  del  Tribunal  de  Justicia. 

Los  juradiatas  al  estudiar  el  número  de  jurados  que  con  el 
M^istrado  único,  6  con  la  Sección  de  Magistrados,  han  de  for- 
mar el  Tribunal,  han  convenido  en  que  el  número  de  jaeces 
de  hecho  deberá  de  ser,  ni  muy  crecido  hasta  el  punto  de  en- 
torpecer el  éxito  del  veredicto  por  el  contraste  de  las  opuestas 
opiniones,  ni  tan  exiguo  que  pueda  predominar  el  sentimiento 
apasionado  de  unos  pocos  accesibles  acaso  al  prevaricato,  en 
maniñesto  daño  de  la  justicia. 

Bespecto  á  si  el  Juez  de  derecho  debe  ser  único,  6  han  de 
asociarse  á  él  otros  Magistrados,  ya  hemos  indicado  que  nos 
parece  muy  acertada  la  opinión  que  rechaza  el  Juez  único,  si* 
quiera  el  Jurado  inglés  así  lo  establezca,  y  de  Inglaterra  lo  ha- 
yan copiado  los  Estados  Unidos  y  algunos  Cantones  suizos,  y 
por  más  también  que  en  Italia  se  haya  intentado  la  reforoEía  en 
el  propio  sentido,  reforma  que  afortunadamente  no  ha  llegado 
á  prevalecer. 

Es  de  advertir  además,  en  cnanto  á  los  apasionamientos 
sistemáticos  por  el  Jurado  inglés,  que  si  bien  para  que  uno  sea 
acusado  es  allí  necesario  el  concurso  de  12  ciudadanos,  supe- 
rieres  á  toda  consideración  personal,  ;  libres  de  la  influencia 
de  todo  poder  autoritario,  garantías  todas  inapreciables  en  £i- 
vor  del  inocente  ó  del  desg^raciado,  es  lo  cierto  que  como  escribe 
Meyer  (Origen  y  prcgreso  ie  las  instíiwnones  Judiciales),  los 

(t)    Sn  Portugal,  el  Jurado  eapocial  se  contütuye  oon  nueve  JaeoM  d* 
hecho,  y  el  ordinario  oon  12. 
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mnelioa  grados  de  jurisdicción,  6  multiplicidad  de  instancias, 
constitayen  nn  notable  defecto,  que  unido  á  las  sutilezas  de  las 
leyes  inglesas,  perpetúan  la  ultimación  de  los  procesos. 

Mas,  ello  no  obstante,  esa  proligidad  de  instancias  sancio- 
na la  existencia  posible  del  Magistrado  único,  cuyos  errores 
pueden  ser  corregidos  por  las  necesarias  apelaciones,  lo  qae  no 
acontece  en  los  pueblos  que  sólo  admiten  la  única  instancia 
en  lo  criminal,  y  en  los  cuales  es  insostenible  otra  forma  que 
el  Tribunal  colegiado  de  derecho. 

Pero  una  dificultad  práctica  ha  ocurrido  en  yista  de  lo  dís« 
puesto  en  el  art.  1.^  y  lo  preceptuado  en  otro  lugar  de  lapto- 
pia  ley,  esto  es,  en  su  adicional  reformando  el  art.  145  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento,  puesto  que  mientras  en  aquél  se  asig- 
nan tres  Magistrados  como  bastantes  á  constituir  la  Sección 
de  derecho  con  el  Jurado,  en  el  último  se  habla  de  causas  que 
precisan  cinco  Magistrados  para  la  aplicación  de  determinadas 
penas. 

Alguien  ha  entendido  que  siendo  el  art.  1.^  perfectamente 
claro,  en  caso  alguno  han  de  formar  el  Tribunal  del  Jurado 
Bino  tres  Magistrados  y  12  Jaeces  de  hecho.  Apóyase  tal  opi« 
nión  en  que  el  art  145  es  una  derogación  de  la  ley  de  Enjui* 
ciamiento  crfminal  (1),  y  su  contexto  se  refiere  alas  causas  de 
la  competencia  délas  Audiencias,  no  del  Tribunal  del  Jurado, 
y  robustecen  sus  argumentos  recordando,  que  tanto  en  el  ar- 
tículo 658  de  la  ley  del  Jurado  de  1872,  como  en  el  1.^  del  pro* 
jecto  de  1883,  se  establecía  ese  Tribunal  especial  con  sólo  tres 
Magistrados,  lo  cual  constituye  la  norma  de  todas  las  legisla- 
cienos  que  se  han  inspirado  en  el  Código  de  instrucción  fran- 
cés, cuyos  antecedentes  ha  copiado  la  ley  de  1888. 

La  redacción  del  art.  1.^  de  la  citada  ley,  se  presta,  en 
efecto,  á  tales  dudas;  porque  si  el  pensamiento  del  legislador 
fué  que  en  ciertas  causas,  por  la  entidad  de  las  penas,  se  pre- 
cisaren cinco,  en  lugar  de  tres  Magistrados,  debió  consignarse 


(1)     Art«.  145  7 168  de  la  ley  de  U  de  Septiembre  de  1882. 
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la  excepción  deapaés  de  la  regla  general;  y  si,  por  el  contrario, 
la  ley  no  qniso  que  nanea  constitnyan  la  Sección  de  derecho 
mayor  ndmero  de  Magistrados,  no  parece  pertinente  la  iacla- 
síón  en  la  ley  de  1888  del  art.  145.  Desde  Inego  es  sabido  qoe 
la  redacción  de  este  artícnlo  se  debió  al  deseo  de  poner  termi- 
no á  la  agitada  cnestíón  qae  sobre  la  necesidad  de  haber  treí 
▼otos  conformes  para  aplicar  la  pena  de  muerte  y  las  perp^- 
tnaa,  necesidad  sancionada  en  nuestro  derecho,  se  venía  sos- 
teniendo desde  qae  los  Tribunales  de  lo  criminal  forman  so 
planta  con  sólo  tres  Magistrados;  pues  si  bien  conforme  i  U 
le|r,  de  no  reunirse  los  dichos  tres  votos  no  se  podían  aplicar 
tales  penas,  el  recurso  de  casación,  si  era  admitido,  borraba  eca 
garantía  personal  del  reo. 

Pero  ocurre  preguntar:  ¿No  está  reservado  hoy  á  la  Seccióa 
de  Magistrados,  por  el  art.  3.^,  la  imposición,  á  los  que  el  veiv- 
dicto  declare  culpables,  de  las  penas  correspondientes?  T  ¿po- 
drán aplicarse  la  pena  de  muerte  y  las  perpetuas  sin  los  ttts 
votos  conformes  de  los  Jueces  de  derecho?  ¿No  puede  ano  de 
los  tres  Magistrados,  si  ese  número  se  cree  bastante,  reservar- 
se el  voto  por  creer,  por  ejemplo,  que  el  veredicto  no  es  jasto 
y  que  debe  enviarse  la  causa  á  nuevo  Jurado,  y  presentarse 
el  conflicto  que  se  ha  tratado  de  evitar  con  el  art!  145...? 

Por  ello  entendemos,  que  si  en  el  escrito  de  acoeación  se  pide 
cualquiera  de  dichas  penas,  la  Sección  de  Magistrados  deberá 
ser  de  cinco  y  no  de  tres;  y  que  si  en  las  conclusiones  definiti- 
vas se  reforman  las  provisionales  en  el  sentido  de  indicarse  la 
posibilidad  de  imponerse  la  pena  de  muerte  ó  la  perpetua, 
debe  saspendorse  el  juicio  hasta  completar  la  Sección  de  de- 
recho, ante  la  cual  y  el  mismo  Jurado  deberán  reproducirse 
las  pruebas  ya  practicadas. 

Tal  interpretación  nos  parece  la  racional,  respetando  no 
obstante  la  opinión  de  los  que  creen  lo  contrarío,  fundándose 
en  la  obscuridad  del  precepto  escrito. 

La  creación  de  los  dos  jurados  suplentes  ideada  en  la  ley  de 
1888,  y  que  la  de  1872  no  establecía,  es  altamente  acertada,  y 
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tiende  á  eTítarla  suspensión  de  los  juicios  que  tanto  perturba 
la  pronta  administración  de  la  justicia.  Dichos  jurados  suplen- 
tes, qne  nada  tienen  que  ver  con  los  llamados  supernumerarios, 
entrarán  en  funciones  por  el  orden  de  números  obtenidos  en  el 
sorteo,  debiendo  asistir  á  todas  las  sesiones  y  permanecer  en  el 
Tribunal  hasta  el  instante  de  resultar  yeredicto. 

La  extensión  de  las  facultades  de  los  jurados,  que  con  toda 
claridad  aparece  determinada  en  los  artículos  2.^  y  3.^  de  la 
ley,  fn¿,  al  discutirse  ésta  en  las  Cortes,  una  de  las  mas  deba- 
tidas cnestiones.  Ya  hemos  indicado  que  el  Jurado  del  tipo  in- 
glés resuelve  con  amplitud  de  criterio,  no  ya  sobre  los  hechos 
determinantes  de  la  culpabilidad  ó  inculpabilidad  del  acusado, 
y  de  los  demás  hechos  que  como  circunstanciales  sean  modi- 
ficatiTos  de  la  responsabilidad,  sino  sobre  el  concepto  jurídico 
y  aplicación  de  la  pena,  hasta  ser  un  Yeredicto  una  verdadera 
sentencia;  y  también  hemos  dicho,  que  por  medio  de  los  recur- 
sos de  apelación  al  Jurado  de  los  doce  grandes  jueces,  pueden 
corregirse  los  errores  del  Tribunal  inferior. 

Esas  amplísimas  atribuciones  reconocidas  á  los  jueces  de 
hecho  por  las  leyes  inglesas,  no  han  sido  aceptadas  por  los  pue- 
blos qne  calcaron  sus  Jurados  en  los  principios  del  Código  de 
instrucción  francés.  La  distinción  entre  el  hecho  y  el  derecho, 
que  no  es,  como  sin  fundamento  dice,  una  sutileza  pueril, 
marca  la  línea  separatoria  de  las  funciones  del  juez  laico  y  del 
Juez  letrado.  Así  es,  que  la  apreciación  de  las  pruebas,  la  de- 
terminación, en  vista  de  los  hechos. admitidos  como  ciertos,  de 
la  culpabilidad  ó  inculpabilidad  y  de  las  circunstancias  modi- 
flcatiyas  nacidas  de  tales  hechos,  está  atribuida  por  exclusivo 
modo  á  los  jurados;  mientras  que  la  definición  técnica  del  deli- 
to, la  calificación  jurídica  dé  las  circunstancias,  la  imposición 
de  las  penas  y  la  resolución  adecuada  sobre  la  responsabilidad 
civil  del  reo,  ó  de  terceras  personas,,  vienen  reservadas  á  la 
Sección  de  Magistrados. 

Esta  doctrina,  aceptada  por  la  ley  de  1888,  nos  parece  más 
racional  que  la  sancionada  en  los  artículos  659  y  660  de  la 
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ley  de  1872)  que  sólo  encomendaba  á  los  Magistrados  la  apU* 
cación  descarnada  del  texto  legal,  y  las  determinaciones  reía* 
tivas  á  la  responsabilidad  cítU;  y  la  creemos  preferible  tam- 
bién á  la  facultad  que  se  concedía  á  los  jurados  en  el  art.  3.^ 
del  proyecto  de  ley  de  1883,  al  permitirles  declarar  la  existen- 
cia de  circunstancias  atenuantes,  independientemente  de  los 
hechos,  que  segán  el  art.  9.^  del  Código  pueden  originarlag. 
El  art.  76  de  la  ley  rigente  completa  de  modo  perfecto  la 
teoría  iniciada  en  el  2.^  y  3.°;  las  preguntas,  dice  aquel  artícii- 
lo,  que  el  Presidente  redacte  á  los  jurados  no  contendrán  el 
concepto  jurídico  del  delito  resultante  de  las  pruebas,  sino  los 
hechos  que  han  de  servir  de  base  para  que  el  Tribnnal  de  dere- 
cho le  40termine,  cuidando  escrupulosamente  de  omitir  toda 
denominación  jurídica.  Esta  es  la  buena  doctrina,  si  se  desea 
que  el  Jurado  arraigue  en  un  país  sometido  largos  siglos  al 
procedimiento  inquisitivo,  y  que  de  buena  voluntad  aspira  á 
entrar  en  el  concierto  de  los  demás  pueblos  de  Europa  y  Am^ 
rica  que  poseen  una  institución  jurídica,  que  hoy  realmente 
vamos  nosotros  á  ensayar. 

(Se  ootUinuará.) 

Pbikitivo  González  dsl  Alba. 
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CAPITULO  IV 

TBMAS  DE  DERECHO  pAbLIOO 

Priner  tema. 

^  Un  Tribunal  arbitral^  haría  más  difíciles  las  guerras  entre  los 
Estados?  Sn  caso  afirmativo^  ¿cómo  debería  organizarse  este 
Tribunal? 

Hizo  la  ponencia  de  eete  tema,  propuesto  por  la  Beal  Aca- 
demia Matritense  de  Jarispradencia  7  Legislación,  el  indivi- 
duo de  la  misma  D.  M.  Suárez  Espada  (1).  Considera  el  tema 
«1  más  importante  y  de  carácter  más  transcendental  para  la 
Tida  de  la  humanidad,  de  los  planteados  en  el  Congreso.  La 
ooeatión  llevada  al  terreno  puramente  especulativo  es  de  fácil 
resolución.  La  realidad  con  su  irresistible  fuerza  nos  niega  la 
facilidad  de  realización.  Si  existiese  un  derecho  concreto,  por 

*     Téan«e  las  p&ginM  08  y  007  del  tomo  76. 

(1)  Asooia9&o  dofl  Advogadof  de  Liaboa.  Congreso  jurídico  de  1889.  These. 
¿XJm  Tnhwnál  arbitral,  tomaria  maU  diffioeit  09  guerrat  entre  oe  Eetadoet  Em  ca99 
afjhmativo,  icómo  deve  organiearae  este  Tribunalf  Belator,  M.  Suáres  Espada,  Doc- 
tor en  Derecbo  civil  y  canónico  de  la  universidad  de  Madrid,  BaohiUer  en 
Püosoña  y  Derecho  civil  de  la  Universidad  de  Ghiatemala  y  Profesor  de  la 
Beal  Academia  de  Juisprudenoia  de  Madrid.  Lisboa,  Imprensa  nacional,  1880; 
4Mis  páginas. 
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el  que  las  naciones  se  rigieran  en  sns  relacioneS|  y  na  Triba- 
nal  encargado  de  solventar  las  diferencias  de  unos  Estados  con 
otros,  las  guerras  dejarían  de  existir,  la  paz  reinaría  en  el 
mando.  Es  indudable  que  á  medida  que  la  humanidad  progre- 
sa, las  guerras  son  más  raras,  las  relaciones  de  las  naciones  se 
inspiran  en  el  derecho  de  gentes,  temiéndose  por  los  Estados 
cargar  con  la  responsabilidad  histórica  de  una  declaración  de 
guerra  injusta,  y  cuando  estalla  tiene  caracteres  más  suaTes 
que  en  los  tiempos  antiguos,  pues  no  llega  al  exterminio  del 
enemigo,  se  respetan  su  vida  y  haciendas,  y  más  bien  que  de 
lucha  individual,  tiene  el  carácter  de  lucha  entre  los  poderes 
respectivos;  pero,  por  más  atenuaciones  que  encontremos, 
nunca  le  podremos  quitar  á  la  guerra  el  carácter  antijurídico 
de  predominio  del  más  fuerte,  que  necesariamente  lleva  con- 
sigo, y  no  por  eso  deja  de  ser  uno  de  los  azotes  más  terribles 
que  caen  sobre  los  pueblos.  Un  Tribunal  arbitral  haría  mü 
difíciles  las  guerras  entre  los  Estados.  Un  derecho  internacio- 
nal público  codíñcado;  las  naciones  desenvolviéndose  en  so 
vida  interior  y  de  relación  sin  temer  á  su  independencia;  las 
ciencias  y  las  artes  progresando;  los  brazos  arrebatados  á  la 
agricultura  y  á  la  industria,  devueltos  al  trabajo,  y  los  mil 
medios  que  hoy  se  dedican  á  la  destrucción,  convertidos  en 
elementos  productores  de  adelanto  y  de  bienestar,  constituyen 
un  ideal  tan  bello  y  tan  .grandioso,  que  puede  considerarse 
dentro  de  la  realidad  como  una  utopia.  Considerando  hoy  en 
el  mapa  la  diversidad  de  Estados,  los  encontrados  intereses 
que  los  separan,  los  formidables  medios  de  destrucción  de  que 
cada  nación  dispone,  los  ejércitos  innumerables  que  se  en- 
cuentran dispuestos  á  atacarse  á  la  primera  señal,  es  imposi- 
ble abrigar  en  el  actual  momento  la  esperanza  de  conseguir 
la  paz  universal.  Otro  es  el  medio  á  que  se  recurre  en  el  día 
para  prolongar  la  paz,  y  éste  consiste  en  el  temor  y  en  las 
alianzas,  medio  que  en  realidad  dilata  la  guerra,  pero  que  la 
hará  más  terrible  el  día  que  estalle,  por  los  grandes  elementos 
de  destrucción  que  se  encuentran  hacinados.  En  el  estado  en 
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qne  se  encuentran  hoy  las  naciones  es  inútil  tratar  la  cuestión 
bajo  sn  aspecto  universal,  pero  pnede  reducirse  á  términos 
más  modestos,  no  por  eso  menos  importantes,  y  de  resultado» 
más  prácticos.  La  cnestión  á  que  se  refiere  el  tema  en  su  pri* 
mera  parte,  en  relación  con  los  países  hispano-americanos  y 
so  antigua  madre  patria  y  entre  Portugal  y  el  Brasil^  puede 
tener  una  solución  práctica  en  extremo  satisfactoria.  Las  gue* 
iras  que  surgen  entre  diversas  Repúblicas  hispano-americanas 
generalmente  no  tienen  por  causa  más  que  diferencias  de  li- 
mites, las  cuales,  encomendadas  al  arbitraje  de  naciones  des- 
interesadas, se  resolverían  siempre  amigablemente»  El  verda- 
dero manantial  para  resolver  estas  cuestiones  se  encuentra  en 
loB  archivos  de  sus  respectivas  metrópolis,  y  un  tribunal  en- 
cargado de  dilucidar  los  términos  de  las  divergencias,  é  inspi- 
rado en  altísimos  principios  de  justicia,  haría  imposibles  las 
guerras  entre  Estados  hermanos,  cuya  actividad  y  bienestar 
crecería  sobremanera  evitando  las  guerras  con  su  innumera- 
ble cohorte  de  males.  Ya  tenemos  ejemplos  de  diversos  arbi- 
trajes encomendados  á  la  Corona  de  España  por  diversas  Repú- 
blicas de  América,  y  esto  demuestra  que  el  terreno  se  halla 
admirablemente  preparado  para  que  ya  que  no  consigamos  la 
paz  universal,  por  ser  una  empresa  casi  imposible  de  llevar  á 
cabo,  consigamos  un  estado  tal  de  derecho  entre  la  Península 
ibérica  y  sus  países  hermanos  de  la  América  latina,  que  sea  el 
primer  paso  de  tanta  magnitud  que  registra  la  historia,  y  un 
g^an  timbre  de  gloria  para  sus  iniciadores.  Propone,  por  lo 
tanto,  el  Sr.  Suárez  Espada  al  Congreso  de  jurisconsultos  de 
Lisboa,  que  convoque  para  el  año  de  1890  un  Congreso  al  que 
serán  invitados  para  que  envíen  sus  representantes  los  Go- 
biernos de  Portugal,  de  España,  del  Brasil  y  de  todas  las  Re- 
públicas híspano-americanas,  para  que  con  plenas  facultades 
formen  un  alto  Tribunal  internacional,  el  cual  hará  un  Código 
por  el  que  se  deban  regir  las  naciones  coaligadas  para  la  paz^ 
y  ante  el  cual  se  sometan  todas  las  diferencias  internacionales 
de  sus  respectivos  países. 
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Poco  oportana  ha  estado  la  Real  Academia  de  Jurispradeo- 
cia  de  Ifadrid  al  proponer  eatc  turna.  La  caeatitfn  del  arbitra- 
je ha  salido  por  fortona  del  terreuo  esclu  si  rameóte  teórico, 
qne  es  el  propio  de  Iob  Coogi-eBos  cientf  ñcoB,  para  pasar  al  do- 
minio de  las  Cámaras  legislaüvas  y  de  los  tratados  internacio- 
uales.  Las  opiniones  de  los  pueblos  y  de  loe  Gobiernos  se  in- 
dinan cada  día  más  hacia  el  arbitraje,  faltando  sólo  veoeer 
las  resistencias  que,  fundadas  eu  susceptibilidades  nacionaleí, 
anelen  producirse  en  ocasiones.  E»to  explica  el  alejamiento  iá 
dehate  de  los  espiritas  prácticos,  haciendo  qne  predomine  en  la 
disensión  nn  sentido  enteramente  idealista.  £1  ponente  ha  tn- 
tado  el  asento  en  términos  restringidos,  de  qoe  se  han  aparta- 
do los  congresistas  al  plantear  y  tratar  de  dar  aolnción  al  pro- 
bIema,'sapoDÍendo  esto  posible  para  ana  Asamblea  dejnri^ 
ccnsoltos,  en  sn  mayor  amplitud. 

Propaestaa  varias  enmiendas  en  la  Sección,  obtnro  exigs» 
mayoría  la  siguiente  del  Sr.  Tarares  Uedeiros: 

aVotamos  qne  no  tribunal  arbitral  haría  más  difíciles  In 
guerras  entre  los  pueblos. 

«Para  este  fin  deberá  el  tríbnoal  ser  constitoído  por  medio 
de  representantes  de  las  diferentes  naciones,  exclnyóndose  de 
^1,  en  los  respectÍTos  pleitos,  á  loa  representantes  de  las  nacio- 
nes litigantes. 

sTodas  las  naciones  concurrirán  para  la  ejecución  de  lai 
sentencias  arbitrales.» 

Después  del  debate  en  la  sesión  plena,  en  qne  tomó  parte 
principal  el  Sr.  Morís,  y  á  propuesta  del  Presidente  de  la  Seo- 
ción,  se  autorizó  al  Sr.  Pinto  Coelho  para  proponer  nueva  eo- 
mienda,  que  formulada  en  los  siguientes  términos,  ítxé  por 
nnanimidad  aprobada: 

«Es  indispensable  el  establecimiento  de  do  tribunal  arln- 
tral  para  resolver  las  cuestiones  internacionales,  con  el  propd* 
sito  de  evitar  la  necesidad  de  las  gaerras  entre  loa  difereates 
pueblos. 
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S08  decisiones}  deberá  fijarse  en  nn  Congreso  de  representan- 
tes de  todas  las  naciones.» 

£1  Presidente  del  Congreso  jazgó  camplir  con  so  deber  in- 
yitando  á  los  jurisconsultos  españoles  á  provocar  la  reunión  de 
an  Congreso  nacional  que  adopte  también  las  anteriores  reso- 
lacioneS}  á  fin  de  que  de  esta  mancomunidad  de  esfuerzos  re- 
solte una  presión  ejercida  sobre  los  Gobiernos  de  España  y 
Portugal,  al  objeto  de  que  estos  Gobiernos  tomen  la  iniciatÍTa 
del  Congreso  internacional. 

Segando  tema. 

¿D$6erd  ser  ffraíuita  1%  administración  de  justicia^  principal* 
mente  en  las  cuestiones  de  huérfanos  y  en  las  criminales? 

Hizo  una  breve  ponencia  sobre  este  tema  el  Sr.  Silva,  más 
apropiada  para  nn  Congreso  de  juristas  lusitanos  que  para  un 
Congreso  internacional  (1).  Se  trataba  de  provocar  un  acuerdo 
sobre  una  reforma  en  la  legislación  portuguesa.  Los  funciona- 
rios judiciales  perciben  en  Portugal,  á  título  de  emolumentos, 
ciertas  cantidades  de  las  partes  que  intervienen  en  los  proce- 
sos contra  la  opinión  de  muchos  jurisconsultos,  defensores  de 
la  gratuidad  de  la  justicia  en  el  derecho  constituyente.  El  se- 
ñor Silva,  con  un  razonamiento  no  muy  claro  ni  pertinente, 
proponía  esta  conclusión: 

<rDeberá  ser  gratuita  la  administración  de  justicia  (á  lo  me- 
nos ó)  principalmente  en  las  cuestiones  de  huérfanos  y  en  las 
criminales.» 

Propuestas  varias  enmiendas  más  ó  menos  radicales,  obtu- 


(1)  A»ooia9&o  dos  Ádyogados  de  Lisboa.  Oong^resao  jaridioo  de  1889.  These . 
ilkfterá  ter  gratuita  a  €uimii^**tra^  da  Juatiga  priticipalmente  no  orphanologioo  e 
«riminalf  BeUtor,  JoAquixn  María  da  Silva.  Lisboa.  Imprensa  nacional,  188d; 
«inoo  pásrinas. 
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TO  mayoría  en  la  SecciíJn  la  aigniente  del  Sr.  Moría,  aprobada 
casi  por  ananimidad  en  el  pleno: 

«Deberá  ser  grafnita  la  admibistracidn  de  jasticia  como 
una  de  las  fancionee  del  Gatado.» 


Tercer  tema. 
¿Deim  ó  no  ter  aimiüdas  las  alzadas  eit  los  iyid%»algtf 

Este  tema,  dada  bu  significación  particolar  en  Portogí], 
110  está  propaeato  en  la  forma  conveniente  ante  nn  Coogren, 
al  qoe  coocnrren  jariBConanltoB  extranjeros,  además  de  loa  lu- 
sitanos, en  interés  de  unos  y  otros.  A  primera  vista  parec«  que 
se  refiere  á  la  existencia  de  noa  instancia  única  en  los  jaictoi; 
pero  se  trata  simplemente  de  corregir  defectos  de  la  legislaeida 
portagnesa. 

El  ponente  Sr.  OliTeira  no  plantea  el  tema  con  la  saGcien- 
te  claridad  para  los  jarisconsaltos  extranjeros  (1).  Axm  cnao- 
do  no  lo  dice,  se  desprende  de  so  doctrina  qae  por  aleaiat  a 
entiende  en  Portogal,  no  las  apelaciones  pnramente,  Bino  na 
derecho  particnlar  concedido  á  los  Tribunales  para  do  admi- 
tir las  apelaciones  en  asuntos  de  moy  peqneña  cnantfa.  Trcí 
escuelas  discuten  sobre  la  materia,  ajuicio  del  ponente:  la  da 
la  libertad,  la  de  la  restriccidn  6  del  privilegio  y  la  ecléctica. 
La  primera,  á  semejanza  del  sistema  inaogurado  en  Ecododi& 
política  por  Quesnay  y  Tnrgot,  Uisier  /aire,  Utititr  patttr, 
quiere  qne  no  haya  aleadas  en  los  Tribunales,  y  que  en  toda* 
las  instancias  y  en  todas  las  cuestiones  se  pueda  recurrir  de 
los  Jueces  inferiores  á  los  superiores  hasta  la  última  instancia. 
La  segunda,  ¿  semejanza  del  sistema  seguido  en  la  cieodi 
económica  por  Colbert,  el  célebre  Uinistro  de  Lnís  XTV,  y  por 


{IJ  ABÉOoiat&o  doa  Adiogadoa  d«  Lisboa,  Cangreno  jnrídioo  de  1886.'  Tbt- 
u.  ¿Dee™  mnOowr  admítidaí  ai  nJfoifai  nM  IVOtinaMfBalator,  Joéí  Joa^iio 
Olivsira,  Impreuik  nacionaJ,  leet^  une**  pfcginu. 
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el  Marqués  de  Combal^  el  eminente  y  decantado  Ministro  de 
D.   José  I,  quiere  qae  baja  alzada  en  los  Tribunales^  prohi- 
biendo en  todas  las  instancias  y  en  todas  las  cuestiones  basta 
cierta  cuantía  el  recarso  de  unos  á  otros,  llegando  en  su  ma- 
yor restricción  á  no  admitir  recurso  alguno.  La  tercera,  te- 
miendo la  mucba  libertad  y  la  mucba  restricción,  quiere  que 
no  haya  alzadas  en  los  Tribunales  inferiores  y  que  las  haya 
en  los  superiores,  y  escoge  ciertas  cuestiones  para  exceptuarlas 
en  todas  las  instancias  de  la  ley  de  las  alzadas.  Portugal  ha 
seguido  estas  tres  escuelas.  La  justicia  es  una  de  las  prjfperas 
necesidades  de  los  pueblos,  y  todo  Gobierno  debe  asegurar  su 
pleno  ejercicio,  y  las  reglas  que  deben  presidir  á  su  admistra- 
ción  serán  buenas,  si  adoptan  todas  las  garantías  posibles  para 
que  el  error,  la  ignorancia  y  el  fraude  no  puedan  prevalecer^ 
y  haya  ig'ualdad  en  todos  los  juicios.  Los  recursos  concedidos 
á  todos  los  litigantes  que  se  consideren  lesionados  en  sus  in« 
tereses,  ya  bajo  el  punto  de  vista  de  la  apreciación  de  los  he- 
chos, ya  bajo  el  de  la  aplicación  del  derecho,  y  en  cualquier 
causa,  obedecen  á  aquellos  preceptos  que  un  Gobierno  debe 
respetar.  La  pluralidad  de  grados  de  jurisdicción  tiene  sus  ad- 
versarios, ya  por  quitar  autoridad  á  las  decisiones,  en  detri- 
mento de  la  justicia,  ya  por  aumentar  los  gastos  y  alargar  los 
pleitos;  habiendo  un  solo  grado  de  jurisdicción,  como  quieren, 
acaba  la  cuestión  de  las  alzadas,  pues  con  él  es  incompatible. 
Los  recursos  son  mantenidos  en  las  instituciones  judiciales  de 
los  diversos  países,  y  si  hay  particularidades  en  algunos,  no 
contrarían  el  principio  general,  quaen  los  pueblos  modernos 
y  en  el  actual  estado  de  las  costumbres  puede  ser  considerado 
como  artículo  de  fe  social.  Esta  facultad  de  recurrir  debe  ser 
permitida  á  todos  los  litigantes  y  en  todas  las  causas,  cualquie- 
ra que  sea  su  naturaleza  y  valor,  pues  lo  contrario  coarta  los 
derechos  de  los  ciudadanos,  favorece  la  violación  de  la  ley  y 
de  la  justicia  y  compromete  la  libertad,  no  inspirando  recelos 
en  los  litigios  de  los  más  contra  los  menos  poderosos,  porque 
litigando  aquéllos  sin  razón,  no  pueden  hallar  apoyo  en  los 
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Tríbanales  y  han  de  perder,  siendo  yencedores  los  de  inferio- 
res recnrsos;  desde  qae  hay  posibilidad  de  error  ó  injusticia  en 
cada  cansa,  es  necesario  dejar  nn  medio  de  enmienda,  qae  los 
más  6  menos  protegidos  de  la  fcyrtnna,  sin  distinci<Sn^  pnedan 
hallar  mejor  en  los  Tribunales  colectiyos  qne  en  los  Tribuna- 
les unipersonales.  El  valor  pecuniario  no  es  base  sólida,  por- 
que lo  que  es  poco  para  algunos,  es  mucho  para  otros.  Todas 
estas  ideas  llevan  á  la  escuela  de  la  libertad,  á  la  conclusión 
siguiente,  aprobada  en  la  Sección  y  en  el  pleno  por  una  g»n 
maycfía: 

«No  deben  ser  admitidas  las  alzadas  en  los  Tribanales.» 


Coarto  tema. 

¿Deberán  las  leyes  y  sus  reglamentos  fijar  la  edad  en  que  los  me- 
ñores  puedan  ser  admitidos  en  las  diversas  industriasj  el  nú- 
mei'o  de  sus  horas  de  trabajo  en  cada  día,  las  diferentes  ocu* 
paciones  i  que  hayan  de  ser  dedicados  segiln  los  sexos ^  edades 
y  profesiones^  sin  perjuicio  de  su  educación  moral  é  inUkc- 
tual,  mediante  una  fiscalización  rigorosa  y  eficaz  y  bajo  penas 
graves? 

Propuso  este  tema  y  redactó  la  ponencia  sobre  él,  uno  de 
los  trabajos  más  amplióla  d  importantes  presentados  al  Congre- 
so, pero  demasiado  largo  para  el  objeto,  el  Sr.  Barbosa  Gente- 
no  (1).  Según  ól,  la  multiplicación  de  las  máquinas  y  la  divi- 
sión del  trabajo,  generalizándose  tanto  cuanto  lo  permiten  los 
progresos  de  la  industria,  llevan,  no  sólo  á  aprovechar  todas 
las  capacidades  y  á  graduar  el  trabajo  según  el  vigor  de  cada 
operario,  sino  también  á  distribuirle  en  un  perímetro  conside- 


(1)  AjB80oia9&o  dos  Advogadoi  do  Lisboa.  Congresso  jtiTidioo  de  1869.  O 
irábnlho  dos  menore^t  por  Sebasti&o  Rodríg^aes  Barbosa  Centeno.  Lisboa,  Im- 
prensa  nacional,  1868;  06  páginas. 


C0NOBB80  DB  LISBOA  DB  1889  36^ 

Table,  llevando  el  pan  á  muchas  familias,  sin  obligarlas  al 
abandono  de  sns  casas  y  á  los  inconyeníentes  que  de  éste  re- 
soltan para  los  hijos  menores  privados,  en  machas  horas  de 
cada  día,  de  los  cariños  y  anxilios  maternos.  Del  hecho  de 
aprovecharse  todas  las  capacidades  y  de  graduarse  el  trabajo 
segán  el  vigor  de  los  operarios,  resulta  como  consecuencia  ló- 
gica la  necesidad  de  ocupar  á  individuos  de  todos  los  sexos  y 
edades,  sin  exceptuar  á  los  menoifes.  No  puede  censurarse  el 
empleo  de  éstos  en  las  oficinas,  adquiriendo  la  convicción  de 
qae  el  trabajo  lícito,  en  cualquiera  de  sus  variadas  manj/esta- 
ciones,  es  la  más  noble  y  productiva  ocupación  de  los  seres 
hamanos,  origen  de  acrisoladas  virtudes,  fuente  perenne  de 
bienestar,  remedio  eficaz  contra  el  vicio,  obstáculo  poderoso  al 
crimen,  regulador  seguro  de  las  fuerzas  físicas,  restaurador  de 
las  fuerzas  morales  abatidas  por  los  reveses  de  la  vida.  Es  útil 
qne  la  juventud  se  ejercite  en  ocupaciones  compatibles  con  sus 
condiciones  sociales  y  desenvolvimiento  físico,  y  se  habitúe  á 
contar  consigo,  adquiriendo  desde  los  pocos  años  los  medios 
de  subsistencia  y,  en  lo  posible,  economizándolos  para  consti- 
tair  un  pequeño  peculio  que  ulteriormente  la  prepare  para  más 
amplias  y  remuneradoras  empresas.  En  las  familias  poco  des- 
ahogadas llega  á  ser  de  necesidad  que  los  hijos  desde  muy  jó- 
venes ayuden  á  los  padres  en  las  faenas  de  la  profesión  que 
ejerzan,  ó  de  otro  modo  adquieran  recursos  para  contribuir  á 
los  gastos  domésticos,  casi  siempre  superiores  al  término  me- 
dio ordinario  de  las  ganancias  diarias,  agravados  á  veces  por 
la  falta  de  trabajo  ó  las  enfermedades.  Pero  esta  necesidad, 
sin  duda  imperiosa,  ha  de  set  satisfecha  sin  empobreced  los 
organismos  tiernos,  ni  impedir  la  indispensable  educación  mo- 
ral é  intelectual  de  la  infancia,  esto  es,  sin  inutilizar  precoz- 
mente á  los  futuros  ciudadanos,  de  quienes  la  patria  y  la  hu  - 
manidad  tienen  derecho  á  esperar  más  ó  menos  valiosos  servi- 
cios. La  juventud,  entrando  en  las  oficinas  en  edad  tan  tiemn^ 
sin  poder,  como  regla,  contar  con  una  alimentación  abundante 
y  restauradora,  y  con  el  reposo  que  la  edad  reclama,  y  al  mis- 


mo  ú^íBiyi  fijeza  i  tra*:^Joi  qie,  i£  no  loa  riolentos,  se  luceB 
t^^  py>r  la  Í3ra.rI'J3  ie  m:i'rlas  b.iras  de  día  j  de  noche,  exte* 
fi^^#e  poco  i  poco,  por  lo  qse  q3  p^iede  alcanzar  aqoel  dea* 
euwolTÍinlezxVy  ñ¿ico,  qae  ásíiaA  ccnüiñcaes  normales,  forao* 
taraente  &\c^niArl3L  Ea  esiaj  eiaiies  el  organismo  no  eatá 
coiiiLtaíio  aúa  t,  para  poder  con^dtoírse  regularmente  j  sin 
pertarbacioaefl  grares,  carece  de  an  moTÍmiento  espontáneo 
7  variado,  y  no  debe  someterse,  d:irante  macho  tiempo,  á  ana 
acción  oDÍforme  j  monótona.  Aparte  de  qae  el  menor,  aun  más 
qoe  e]  adalto,  necesita  largo  reposo  qae  le  restaure  por  com- 
pleto las  faerzas  qae  el  trabajo  pone  en  ejercicio,  j  le  permita 
▼o!?er  deüpaós  á  las  labores  diarias  enteramente  restablecido 
de  la  fatiga  anterior.  £1  Sr.  Barbosa  Centeno,  después  de  exa- 
minar detea  id  amenté  los  varios  pantos  del  tema,  termina  coa 
las  conciasiones  siguientes: 

1.*  El  Estado  tiene,  no  sólo  el  derecho,  sino  también  el 
deber  de  promulgar  disposiciones  protectoras  de  la  javentod 
obrera. 

2/  Esta  protección  debe  subsistir  hasta  los  dieciocho  años 
para  los  obreros  del  sexo  masculino,  j  hasta  los  TeintiuDO  paia 
los  del  sexo  femenino. 

3/  La  admisión  en  las  oficinas  no  tendrá  lugar  antes  de 
los  doce  años  cumplidos,  salvo  para  aquellos  que,  teniendo  mis 
de  diez  aüos,  demuestren  aplicación  en  instrucción  primaria. 

4/  La  duración  del  trabajo  en  cada  día  será  graduada  se- 
gún las  edades  de  los  obreros. 

5.*  Estará  prohibido  á  las  mujeres  hasta  los  veintiún  años 
el  trabajo  durante  los  treinta  días  subsiguientes  al  parto,  de- 
biendo ser  auxiliadas  las  que  carecieren  de  recursos  con  el 
fondo  de  las  multas. 

6.^  Serán  determinadas  las  ocupaciones  de  cada  inda'stm 
en  que  los  menores  puedan  ser  admitidos  conforme  el  sexo  y 
las  edades. 

7.*  Quedará  prohibido  el  trabajo  nocturno  á  todos  los  obre- 
ros á  quienes  la  protección  legal  es  concedida,  salvo  el  caso 
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excepcional  de  siniestro  ú  otro  igualmente  apremiante,  y  sola- 
nente  en  cuanto  duren  sus  efectos. 

8.'  Aan  en  cualquiera  de  estos  casos  debe  ser  limitado  el 
kiempo  de  trabajo,  según  las  edades,  y  deben  ser  establecidas 
las  condiciones  b^*o  las  cuales  podrá  ser  permitido.  \ 

9/  £1  trabajo  subterráneo  se  prohibe  de  noche  y  de  día  á 
las  mujeres  hasta  los  yeintiún  años,  y  á  los  niños  hasta  los  ca- 
torce. 

10.  Se  prohibe  el  trabajo  los  domingos  á  todos  los  indivi- 
duos á  quienes  se  concede  la  protección  legal. 

11.  Es  menester  crear,  por  lo  menos  en  los  centros  fabriles, 
bibliotecas  populares. 

12.  Aumentar  el  número  de  escuelas  primarias  y  profesio- 
nales, dotándolas  convenientemente  en  cuanto  al  personal  y 
si  materiaU 

13.  Vulgarizar  la  enseñanza  Velígi^a. 

14.  Conviene  que  haya  un  personal  exclusivamente  dedica- 
do á  la  inspección  de  las  fábricas  y  auxiliado  por  cuerpos  con- 
sultivos, elegidos  en  períodos  cortos. 

15.  La  legislación  que  regule  este  punto  debe  ser  esencial- 
mente preventiva. 

16.  El  producto  de  las  multas  impuestas  en  cada  parroquia 
debe  ser  dividido  en  partes  iguales  por  la  respectiva  Junta, 
Cámara  municipal.  Junta  general  y  por  el  Estado. 

La  Sección  y  el  Congreso,  prescindiendo  de  detalles  de  ca- 
rácter reglamentario,  aprobaron  por  unanimidad  las  conclusio- 
nes siguientes,  1.*  y  15  de  la  ponencia: 

1.*    El  Estado  no  sólo  tiene  el  derecho,  sino  también  el  de- 
ber  de  promulgar  disposiciones  protectoras  de  la  juventud 
í  obrera. 

I      15    La  legislación  que  regule  este  punto  debe  ser  esencial - 
I  mente  preventiva. 
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CAPÍTULO  V 

TBUiS    DK    DKEEOHO   CITIL. 

QdíbIo  t«na. 

¿  Qité  reglas  debieran  admitirse  por  lot  Estados  para  un^fitar  íw 
efeetoi  de  la  diversidad  originaria  de  naeionalidad  y  de  dem- 
olió,]/ de  su  cambio  en  el  orden  jurídico  de  la  familia  y  dtk 
sucesión? 

El  Congreso  jarídíco  de  Barcelona  de  18S8,  después  dad» 
cotir  este  tema,  acordó  en  una  de  sns  últimag  sesiones  prop»- 
Dorlo  para  el  Congreso  de  Lisboa,  al  contestar  á  ana  ateati 
comnnicación  de  la  Asociación  de  los  Abogados.  En  YÍrtod 
del  acnerdo,  el  antor  de  estas  Ifneaa  enviii  á  la  Asociacidn  n 
ponencia,  nna  de  las  cnatro  presentadas  y  disentidas  en  el  Con- 
greso de  Barcelona  {1).  La  Comisión  organizadora  del  Coogn- 
so  de  Lisboa  jazgó  con  macha  benevolencia  mi  trabajo  j  lo 
reimprimid,  para  que  sirviera  de  base  á  laa  discusíoaes  del  Con- 
greso (2). 


(1)  Faeron  tunblAn  ponantai  mia  dictiognidoa  compafiaroa  j  smitHM- 
floTfla  TrimM,  Suera  ;  Capada,  Cstedráticon  rsapeotiTamante  de  Daraobo  intn- 
nadoiuJ,  ronunn  j  lutiiral  an  Ua  Umvanidftilaa  da  Baroaloiu,  Zaracocí  T 
Tftlancia.  No  hubo  ooDromudad  an  U  intaligeniúb  del  tamk.  Loa  Sra*.  Saatn. 
Capada  j  lo*  da  U  Comitióu  da  conclnsionaa  lo  conaiderbron  aqninliota  á 
Alta;  iQui  principio!  <Ubtn  adoptarit  tu  mata-ia  de  Drrrdio  inttrwicianal  ftitaM 
Bl  Sr.  Trias  lo  eatandlA  da  un  modo  anUo^  al  mÍo,  dándolo  si  caao  da  nía 
at  sriterio  de  loa  doa  Catadráitiaoa  de  Deraoho  rntaraaoloDa),  en  0&  tama  d> 
«ata  oianaia,  faara  daiaohado  pai  la  ComUi&n  da  oonolnaionei  7  qaadaí*  m 
■omatar  k  la  aprobación  dal  Congraio.  TaJinia  lai  damfci  ponaniíai  y  n  dii- 
oii*i6n  en  las  AcUu  del  Congmo  jurídico  dt  BantUma. 

re)  Aaaodaf&odoiAdToSadoBdaLúbDa,  Congraais  jurídioo  da  VfS  Tbt". 
idtS  rtgMu  dncrio  adoptar  oi  Ettaiot  para  ta,{foaT  «  igiitM  da  (üeí-oJodí  arifi- 
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La  diversidad  de  criterios  qme  en  lo  relativo  al  Derecho  in- 
ternacional privado^  ofrecen  las  legislaciones  contemporáneas^ 
promovida  principalmente^  según  la  ponencia,  por  el  predomi- 
nio del  principio  personal  6  del  principio  territorial,  que  en  la 
teoría  y  en  la  práctica  vienen  desde  la  Edad  Media  contrapo- 
niéndose, impone  para  resolver  los  constantes  y  á  veces  com^ 
plicádos  conflictos  entre  las  leyes  de  varios  pneblos,  la  nrgente 
necesidad  de  establecer  nna  común  fórmala,  ó  á  lo  menos  de 
sancionar  preceptos  tales  que,  sin  menoscabo  de  las  disposicio- 
nes en  cada  país  establecidas,  ni  de  los  derechos  debidamente 
adquiridos,  puedan  servir  para  determinar  la  legislación  en 
cada  caso  aplicable.  Para  conceder  garantías  á  las  relaciones 
jurídicas  de  los  individuos  bajo  el  aspecto  internacional,  cosa 
precisa  dada  la  facilidad  de  los  viajes,  la  multiplicidad  de  los 
vínculos  de  derecho  entre  personas  de  diferentes  países  y  el 
desarrollo  de  las  transacciones  mercantiles,  se  hace  indispen- 
sable determinar  de  un  modo  claro  y  preciso  la  legislación  que 
ha  de  regalar  estas  relaciones.  Y  como  sus  efectos  pueden  ser 
diversos,  según  que  se  tome  la  nacionalidad  ó  el  domicilio  por 
base  de  los  derechos  personales,  es  preciso  establecer,  en  cada 
caso  particular,  de  un  modo  seguro,  el  criterio  predominante. 
Para  que  la  solución  del  problema  responda  debidamente  á  su 
objeto,  ha  de  llenar  ciertas  condiciones.  Debe  ella  ser  práctica, 
esto  es,  adecuada  para  resolver  todos  los  conflictos,  pues  de  otro 
modo  sería  inútil;  no  ha  de  herir  las  susceptibilidades  nacionales, 
pues  de  otra  suerte  se  haría  imposible  su  aceptación,  y,  por  fin, 
ha  de  tener  en  cuenta  el  estado  actual  de  la  legislación  y  las  ne- 
cesidades contemporáneas.  Reconocida  por  las  modernas  legis- 
laciones la  igualdad  entre  nacionales  y  extranjeros,  en  lo  que 
toca  al  ejercicio  de  los  derechos  civiles,  parece  lógico  admitir 
que  un  vínculo  común  á  ambos  sea  el  llamado  á  determinar  la 


«arta  de  nacionalidcide  e  de  domicilio  e  de  tua  mudanQa  na  ordem  juridica  da  fami- 
lia e  da  euceeMáof  Belator,  D.  Ifannel  Torres  Campos.  Lisboa,  Imprensa  na- 
efonal,  1899;  SO  páginas. 
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capacidad  de  unos  y  de  otros.  La  nacionalidad  es  nn  TÍncuIo 
de  mero  carácter  político,  y  los  deberes  y  derechos  que  promoe- 
f  Y6  deben  encerrarse  en  el  territorio  qae  abraza.  El  domicilio 

j;:  66  un  yíncalo  universal,  que  puede  extenderse  á  personas  con 

variedad  de  deberes  y  de  derechos  políticos;  pero  sometidas  ne- 
cesariamente, si  ha  de  realizarse  la  comunidad  internacional,  á 
un  dominio  jurídico  que  coincida  con  el  lugar  en  el  que  desen- 
vuelven permanentemente  su  inteligencia,  su  actividad  y  sua 
elementos  de  producción.  Dados,  por  consiguiente,  el  carácter 
y  la  universalidad  de  las  relaciones  civiles,  la  preferencia  del 
domicilio  sobre  la  nacionalidad  se  nos  impone  de  una  manera 
necesaria.  La  sumisión  constante  de  las  personas  á  su  derecho 
civil  nacional,  es  inconciliable  con  sus  frecuentes  emigraciones 
y  con  la  libertad  de  adquirir  una  nueva  patria  que  ampliameo- 
te  se  les  concede.  Proponiéndonos  hacer  posible  la  vida  inter- 
nacional en  las  relaciones  privadas,  claro  está  que  hemos  de 
prescindir  de  preocupacion^es  y  exclusivismos,  atentos  sólo  al 
examen  de  los  medios  adecuados  para  establecer  una  verdade- 
ra comunidad  de  derecho  en  las  relaciones  que  se  extíendea 
fuera  de  los  límites  del  territorio  de  un  Estado.  La  aspiración 
tiene  que  ser  considerar  al  hombre  como  ciudadano  del  man- 
do, y  es  evidente  que  toda  tendencia  á  despertar  el  estrecho 
criterio  nacional  ha  de  hallarse  en  constante  pugna  con  los 
principios  que  informar  deben  el  Derecho  civil  y  mercantil,  in- 
ternacionalmente  considerados,  como  contraria  á  los  propósitos 
que  persiguen.  La  doctrina  del  Derecho  internacional  prirado; 
por  lo  que  toca  á  los  derechos  personales,  se  halla  dividida  ea 
la  actualidad  en  dos  sistemas:  uno  que  acepta  el  domicilio,  do 
minante  en  Inglaterra,  Norte  de  América  y  la  República  Ar- 
gentina, y  otro  que  preñere  la  nacionalidad,  admitido  en  Fraa- 
cía,  Italia,  Bélgica  y  España.  Existiendo  dos  principios  incon- 
ciliables, muy  arraigados  en  los  pueblos,  sería  ilusión  vaos 
empeñarse  en  que  uno  de  ellos  predominara  por  aceptación  ge- 
neral: existen  necesidades  reales,  fundadas  en  consideraciones 
de  índole  pública,  que  difícilmente  desaparecen.  No  es  dees- 
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perar^  en  estos  ncomentos  á  lo  menos,  la  adopción  de  tin  prin- 
cipio único  por  los  diferentes  Estados,  en  perfecta  armonía  con 
SQS  aspiraciones  y  conToniencias.  Vista  la  diñcaltad,  si  no  im- 
posibilidad, de  llegar  por  el  estado  actnal  de  las  legislaciones  á 
MVkA  comunidad  de  derecho,  cambiemos  de  rumbo  y  tráteme» 
de  establecer  unas  reglas  qae,  respetando  la  diversidad  de  los 
principios  reinantes,  nos  den  medios  de  resolver  las  cuestiones 
en  justo  homenaje  á  la  soberanía  de  las  leyes.  En  suma,  deben 
los  Estados,  para  unificar  los  efectos  de  la  diversidad  originaria 
de  nacionalidad  y  de  domicilio  y  de  su  cambio,  en  el  orden 
jurídico  de  la  familia  y  de  la  sucesión,  aceptar  mediante  el  es- 
tablecimiento de  una  unión  JuriHea  internacional,  que  podría 
abarcar  todas  las  soluciones  de  los  conflictos  entre  las  leyes,  las 
siguientes  reglas  ó  conclusiones: 

1/  La  mayoría  de  edad,  para  el  ejercicio  de  los  derechos 
civiles  en  las  relaciones  internacionales,  se  conseguiri  í  los 
Tentiún  años. 

2.^  £1  estado  y  la  capacidad  de  la  persona,  siempre  que  no 
cause  lesión  en  los  derechos  de  tercero,  se  determinarán  por 
la  nacionalidad  ó  el  domicilio,  según  el  principio  reinante  en 
el  lugar  en  donde  se  halle. 

3/  En  loa  casos  en  que  intervengan  ó  resulten  interesadas 
varias  personas  en  una  relación  jurídica,  se  atenderá  al  vínculo 
común  entre  ellas,  nacionalidad  ó  domicilio,  si  alguno  existe, 
salvo  siempre  el  respeto  debido  al  derecho  territorial. 

4.*  En  el  caso  de  no  existir  un  vínculo  común  entre  las  per- 
sonas, se  observarán  las  prescripciones  establecidas  en  ei  lugar 
en  que  se  realicen  los  actos  y  en  el  que  deban  surtir  efectos. 

5.*  Convendría  establecer  un  acuerdo  entre  los  Estados 
para  que  no  se  pueda  adquirir  nacionalidad  ni  domicilio  en  al- 
g^uno  de  ellos  sin  haber  cumplido  las  obligaciones  impuestas 
por  la  nacionalidad  ó  el  domicilio  anterior. 

6.*  Los  derechos  y  obligaciones  privados,  adquiridos  bajo 
la  primera  nacionalidad  ó  bajo  el  primer  domicilio,  serán  regi- 
dos por  sus  leyes. 
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7/  Los  derechos  y  obligaciones  prÍTados,  adquiridos  bajóla 
nneya  nacionalidad  ó  bajo  el  nnevo  domicilio,  se  regiráa  por 
SQS  prescripciones. 

8/  Los  derechos  y  obligaciones  privados,  adquiridos  bajóla 
primera  nacionalidad  ó  bajo  el  primer  domicilio,  que  han  de 
continuar  ejerciéndose,  á  pesar  del  cambio,  si  afectan  todos  i 
personas  que  se  someten  al  nuero  vínculo,  salvo  la  libertad  de 
contratación,  se  regirán  por  sus  preceptos. 

9/  Los  derechos  y  obligaciones  privados,  adquiridos  bajo  la 
primera  nacionalidad  6  bajo  el  primer  domicilio,  que  deban 
ejercitarse  en  el  territorio  de  la  nueva  nacionalidad  6  del  nae- 
vo  domicilio,  si  no  afectan  sólo  á  personas  sometidas  al  nuevo 
vínculo,  se  subordinarán  á  las  primeras,  en  cnanto  se  armoQí- 
cen  con  las  segundas. 

Este  tema  provocó  un  animado  debate  en  la  Sección,  estan- 
do en  mayoría  los  partidarios  del  principio  de  las  nacionalida- 
des. Conviniendo  todos  en  la  necesidad  de  una  fórmula  de  con- 
ciiiacióB,  fueron  designados  para  prepararla  el  Dr.  Laranjo, 
uno  de  los  que  intervíniefon  con  más  ventaja  en  el  debate,  y 
el  autor  de  la  ponencia.  Las  conclusiones  á  que  como  tran- 
sacción llegaron^  aprobadas  por  unanimidad  en  la  Sección  y 
casi  por  unanimidad  en  el  pleno,  son  las  siguientes: 

1/  La  mayoría  de  edad,  para  el  ejercicio  de  los  derechos 
civiles  en  las  relaciones  internacionalas,  se  conseguirá  á  los 
ventiún  años. 

Mientras  esta  disposición  no  se  hag^  común,  la  mayoría  de 
edad  debe  determinarse  para  cada  uno  de  los  contratantes  por 
la  ley  de  su  nacionalidad  ó  de  su  domicilio,  según  se  trate 
de  establecerla  en  pueblos  de  población  principalmente  fija, 
como  los  de  Europa,  ó  en  pueblos  de  población  de  inmigr^ión, 
como  los  de  América. 
2.*  El  estado  y  la  capacidad  de  la  persona  se  determinan 
f  por  la  nacionalidad  ó  el  domicilio,  según  el  principio  reinante 

en  el  lugar  en  donde  se  halle. 

Mas  es  conveniente  que  sobre  este  estado  y  capacidad,  de- 
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echos  y  deberes  de  familia,  disposición  de  bienes  por  sacesidn 
GStamentaria  ó  legitima,  se  adopten: ' 

Bn  los  pneblos  de  Earopa  y  en  cualesquiera  otros  de  pobla- 
Ú<Sa  principalmente  ñja,  los  principios  de  nacionalidad  y  suV 
sídiariamente  de  domicilio,  consignados  por  el  Instituto  de  De- 
techo internacional,  en  su  sesión  de  Oxford  (1880),  limitándo- 
se sa  aplicación  solamente  en  cuanto  sea  preciso  para  no  con- 
trariar el  régimen  de  orden  público  establecido  en  el  país  en 
que  la  aplicación  ha  de  hacerse,  esto  es,  su  organización  poli* 
^ca>  civil,  económica,  etc. 

En  los  pueblos  en  que  predominan  ó  en  que  son  muy  im- 
portantes las  inmigraciones,  el  principio  de  nacionalidad  debe 
ser  Bnstituído  por  el  del  domicilio. 

3.^  Para  los  casos  de  cambio  de  nacionalidad  ó  de  domici- 
lio, en  lo  que  toca  á  los  derechos  y  obligaciones  de  familia 
y  sucesión,  se  deben  adoptar  las  reglas  siguientes: 

a)  Los  derechos  y  obligaciones,  adquiridos  bajo  la  primera 
nacionalidad  ó  bajo  el  primer  domicilio,  serán  regidos  por  sus 
leyes. 

d)  Los  derechos  y  obligaciones,  adquiridos  bajo  la  nueva 
nacionalidad  ó  bajo  el  nuevo  domicilio,  se  regirán  por  sus  pres- 
•cripcíones. 

c)  Los  derechos  y  obligaciones,  adquiridos  bajo  la  primera 
nacionalidad  ó  bajo  el  primer  domicilio,  que  han  de  continuar 
ejerciéndose,  á  pesar  del  cambio,  si  afectan  sólo  á  personas  que 
se  someten  al  nuevo  vinculo,  salvo  la  libertad  de  contratación, 
se  regirán  por  sus  preceptos. 

¿)  Los  derechos  y  obligaciones,  adquiridos  bajo  la  primera 
nacionalidad  ó  bajo  el  primer  domicilio,  que  deban  ejercitarse 
en  el  territorio  de  la  nueva  nacionalidad  ó  del  nuevo  domici- 
lio, si  no  afectan  sólo  á  personas  sometidas  al  nuevo  vinculo, 
se  regirán  por  los  preceptos  del  primero,  en  cuanto  se  armoni- 
-cen  con  los  del  segundo. 

4/    Convendría  establecer  un  acuerdo  entre  los  Estados, 
paca  que  no  se  pueda  adquirir  nacionalidad  en  alguno  de  ellos 


372  BBYlSTA  DB  LEatSLACIÓN 

sin  haber  cnmplido  las  obligaciones  impuestas  por  la  naciona- 
lidad anterior,  é  igaalmente  para  qne  se  determine  entre  todot 
la  adqasición  y  pérdida  de  la  nacionalidad,  de  modo  que  no  se 
pueda  adquirir  la  nacionalidad  en  un  país  mientras  se  conser- 
70  en  otro  ú  otros. 

Fueron  yetadas  estas  conclasioneSy  por  considerarlas  e! 
Congreso  demasiado  extensas,  salra  la  redacción;  pero  los  mu- 
chos é  importantes  temas  pendientes  impidieron  volver  de 
nuevo  sobre  el  asunto. 

Sexto  tema. 

¿Quá  providencias  de  carácter  legislativo  deben  tomar  las  na- 
ciofíes  para  ase<;urar  en  todos  los  paises  los  derechos  it 
autor? 

Faé  propuesto  este  tema  por  la  Real  Academia  Matriteiue 
de  Jurisprndencia  y  Legislación,  y  redactó  la  ponencia  su  Vi- 
cepresidente  primero,  el  distinguido  jurisconsulto  D.  Manuel 
Danvila,  bien  conocido  por  sus  importantes  publicaciones  (1). 
Esta  ponencia  es  una  de  las  más  apropiadas  al  objeto  y  mejor 
escritas  de  las  presentadas  en  Lisboa.  Los  profnndos  estadios 
que  acerca  de  la  naturaleza  y  extensión  de  la  propiedad  de  las 
creaciones  de  la  humana  inteligencia  se  han  realizado  en  el 
presente  siglo,  han  establecido  cierto  movimiento  legislativo, 
que  circunscrito  al  comenzar  á  ciertos  y  determinados  paíseB, 
busca  hoy  en  las  convenciones  internacionales,  como  la  d» 
Berna  de  9  de  Septiembre  de  1886,  mayores  garantías  para  nn 
derecho,  que  si  bien  es  particular  en  su  creación,  adquiere  en 
su  desarrollo  el  cosmopolitismo,  4^e  engendra  el  comercio  y 
la  comunicación  de  las  ideas  modernas.  El  trabajo  del  hombre^ 

(1)  ▲s8oeia9&o  dos  Advogados  de  Lisboa.  Congresso  juridioo  de  188d.  These. 
iO^  providencian  dt  carácter  legislativo  devem  tomar  at  nag^e»  para  ategwnre» 
U>do$  o9  paite»  oe  direito»  de  auctor?  Belator,  D.  Manuel  Danvila.  Lisboat  la- 
pronsa  nacional,  1889;  13  pAginai. 
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ley  redentora  de  sq  existencia  en  el  mando,  tiene  que  recono- 
cer  forzosamente  como  principio  generador,  la  impulsión  de 
su  inteligencia  ó  la  transformación  de  la  materia.  Caando  la 
creación  del  entendimiento  adquiere  nna  forma  para  exhibirse 
y  manifestarse,  y  esta  forma,  por  estímulos  más  ó  menos  ge- 
i^erosos,  se  arroja  á  las  insaciables  exigencias  del  comercio  de 
Jos  hombres,  puede  existir  ó  el  deseo  de  abandonar  á  la  gene- 
ralidad el  producto  del  trabajo  intelectual,  ó  la  intención  de 
limitar  su  aprovechamiento  y  utilizarlo  en  beneficio  propio» 
En  ano  y  otro  caso,   como  toda  producción  literaria  represen* 
ta  un  derecho  para  su  autor,  ¿ste  podrá  renunciarlo  en  bene- 
ficio de  la  generalidad,  ó  reserrárselo  para  explotarlo  como 
lengua  por  conreniente.  En  esta  última  fase,  el  derecho  de  pro- 
piedad, que  es  una  de  las  bases  constitutivas  del  orden  social, 
tendrá  que  ajustarse  en  su  ejercicio  á  lo  dispuesto  por  las  leyes. 
Dos  diversas  escuelas  se  disputan  el  derecho  de  representar 
con  mayor  exactitud  la  naturaleza  de  la  producción  literaria. 
Una,  que  sostiene  que  el  derecho  del  autor  debe  limitarse  por 
el  interés  social.  Otra,  que  entiende  que  aquel  derecho  debe 
regularse  por  los  mismos  principios  que  determinan  la  propie- 
dad común.  La  propiedad  intelectual  debe  ser  reconocida  como 
el  tipo  más  completo  de  la  propiedad,  por  todo  entendimiento 
que  sepa  remontarse  á  la  concepción  de  una  verdad  filosófica 
y  abstracta.  Nadie  pretende  tener* dominio  sobre  las  ideas^  sino 
sobre  la  forma  que  le  da  el  escritor  ó  el  artista,  y  que,  consti- 
tuyendo nn  valor,  fruto  del  legítimo  trabajo,  debe  ser  por  to- 
dos respetado.  Es  cierto  que  la  propiedad  intelectual  reviste 
algunos  caracteres  diferentes  de  la  propiedad  común,  pero 
también  los  tienen  las  aguas,  las  minas  y  otros  bienes,  y  si  el 
interés  social  reclama  del  autor  que  ceda  en  favor  de  la  gene- 
ral ilustración  de  la  humanidad  la  obra  que  puede  ser  trabajo 
de  toda  nna  vida,  medios  tiene  el  legislador  para  expropiar  é 
indemnizar  á  un  particular  de  una  de  sus  legítimas  propieda- 
des. Mientras  cada  país  conceda  al  disfrute  de  la  propiedad  in- 
telectual diferente  duración,  será  difícil,  por  no  decir  imposi- 
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ble,  establecer  la  nniformidad  qoe  demanda  ana  resolacióa 
internacional.  Mas  para  llegar  á  la  nnificación  de  las  legisla- 
ciones que  estableceii  la  naturaleza  y  fijan  la  extensión  de  la 
propiedad  intelectual,  es  necesario  bascar  an  panto  de  vista 
común,  y  ninguno  lo  ofrece  más  satisfactorio  qae  el  declarar 
la  perpetuidad  del  derecho  del  autor,  como  lo  hizo  Bspaña  eo 
1823,  y  como  lo  ha  hecho  Méjico  en  1871.  Desde  el  instante 
mismo  en  que  la  propiedad  de  las  obras  de  1^  inteligencia  ha- 
mana  se  asimile  á  la  propiedad  común,  todas  las  cuestiones 
secundarias  desaparecen  y  brota  la  idea  de  la  anidad,  que  en- 
vuelve la  desigualdad  de  respeto,  y  por  ende  de  la  justícia. 
La  Asociación  literaria  y  artística  internacional  ha  resumido 
en  el  tratado  de  Berna  de  1886  el  resultado  de  la  propaganda 
de  sos  ilustres  fundadores;  pero  de  hoy  en  adelante  debe  pro- 
ponerse más  atrevidas  empresas,  procurando  para  los  autores 
el  mayor  de  los  beneficios,  el  de  poder  disponer  de  lo  que  sa 
inspiración  crea  y  su  talento  verifica  como  de  las  demás  cosas 
que  forman  parte  de  su  dominio.  Esfuércese,  pnes,  la  propa- 
ganda en  este  sentido;  amplíense  los  tratados  internacionales, 
especialmente  con  las  Bepúblicas  hispano-americanas,  y  consí- 
gase que  todas  las  naciones  proclamen  en  sus  leyes  la  perpe* 
tuidad  de  la  propiedad  intelectual,  y  se  habrá  honrado  á  la  in- 
teligencia humana  con  el  respeto  y  admiración  qae  merecen 
las  obras  que  crea  el  ingenio  del  hombre.  Concluye  la  ponen- 
cia con  las  conclusiones  siguientes: 

l.'^  Debe  proclamarse  por  todas  las  naciones  la  perpetuidad 
de  la  propiedad  intelectual. 

2.^  Todas  las  naciones  deben  consignar  el  anterior  princi- 
pio en  sus  leyes  generales  ó  particulares. 

3.^  La  propiedad  intelectual  debe  sujetarse  en  eía  creación, 
desarrollo,  transmisión  y  pérdida  á  las  disposiciones  qae  rijan 
la  propiedad  común. 

4.*^  Las  Asociaciones  internacionales  y  los  CongresoB  litera- 
rios encaminarán  sa  propaganda  á  la  consecación  del  fin  ao- 
teriormente  señalado. 
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5.*  Mientras  no  se  consiga  la  nnidad  de  pensamiento  res* 
^to  de  la  nataraleza  de  la  propiedad  intelectaal,  todos  los 
>aí8e8  procurarán  la  posible  asimilación  dentro  de  las  legisla- 
áones  existentes  por  medio  de  tratados  internacionales. 

Las  conclnsiones  del  Sr.  Danvila,  defendidas  por  el  autor 
Le  estas  líneas  en  la  Sección,  modificadas  sin  alterar  su  esen- 
ria  en  la  misma,  fueron  aprobadas  sin  discusión  en  el  pleno 
por  la  casi  unanimidad  de  los  congresistas.  La  Sección  supri- 
mid la  conclusión  2/  por  considerarla  repetición  de  la  1.%  y 
la  4/  poT  creerla  inútil,  pues  al  Congreso  sólo  le  tocaba  emitir 
BU  Yoto.  Las  conclusiones  1/  y  3/  se  refundieron  en  una  sola. 
La  5.^  Tino  á  ser  2.%  y  á  propuesta  del  digno  Cónsul  de  Boli- 
TÍa,  Sr.  Cruz  Quesada,  se  agregó  una  3/  nueva,  motivada  por 
la  falta  de  cumplimiento  del  tratado  de  propiedad  literaria  en- 
tre España  y  Portugal,  por  resistencias  del  Gobierno  portu- 
gués, fundadas  en  las  leyes.  El  procedimiento  judicial  es  len- 
to, y  como  no  se  concede  facultad  á  las  Autoridades  adminis- 
trativas para  entender  en  el  asunto,  resulta  que  cuando  los 
Tribunales  deciden,  las  empresas  han  desaparecido  y  no  que- 
da ya  medio  práctico  de  reclamarles  el  importe  de  los  derechos 
pertenecientes  á  los  autores  de  obras  dramáticas  ó  líricas  re- 
presentadas en  Portugal. 

He  aquí  las  conclusiones  aprobadas: 
1.^    Debe  proclamarse  en  todas  las  naciones  la  perpetuidad 
de  la  propiedad  intelectual,  sujetándose  á  las  disposiciones  que 
rigen  la  propiedad  común. 

2.^  Mientras  no  se  consiga  la  unidad  de  pensamiento  res- 
pecto de  la  naturaleza  de  la  propiedad  intelectual,  todos  los 
países  procurarán  la  posible  asimilación  dentro  de  las  legisla- 
ciones existentes  por  medio  de  tratados  internacionales. 

3.^  Los  países  que  acepten  las  conclusiones  anteriores,  y 
los  que  tengan  tratados  de  propiedad  artística  y  literaria,  como 
el  que  existe  entre  España  y  Portugal,  deberán  ponerse  de 
acuerdo  para  que  las  prescripciones  sobre  este  punto  no  sean 
ilusorias,  y  también  para  que  el  procedimiento  judicial  de  tor 
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das  y  cnaleeqaíera  reclamaciones  sea  rápido  y  snmarisimo,  6 
deberán  declarar  competentes  para  apreciarlas  y  resolTeilas  i| 
las  Autoridades  superiores  administratiYas. 

Séptime  tena. 

¿Conviene  establecer  disfosiciones  que  autoricen  d  cualquier  m 
tiduo  sui  jaris^  pretiniendo  el  caso  de  su  locura,  para  determi- 
nar la  persona  d  quien  quiera  que  se  encomiende  la  tutela 
su  persona  y  sus  bienes? 

El  autor  del  tema,  Sr.  Silveiray  Castro,  hizo  la  ponencia  (!}. 
Según  ély  no  hay  disposición  en  las  legislaciones  que  permita 
á  un  individuo  en  el  pleno  uso  de  sus  facultades,  nombrar  ad- 
ministradores para  cuidar  de  su  persona  y  bienes  cuando  ea- 
loquezca.  Tiene,  por  tanto,  que  sujetarse  á  la  tutela  de  la  mu- 
jer, á  la  tutela  legítima,  ó  á  la  de  la  persona  que  el  consejo  ña 
familia  nombre,  el  individuo  á  quien  su  desventura  lleve  áese 
desgraciado  estado;  nada  importa  que  desconfíe  del  afecto  de 
los  llamados  por  la  ley,  ni  qué  le  inspiren  desprecio  ú  odk, 
ni  siquiera  que  existan  otras  personas  de  su  completa  confian- 
za. El  individuo  en  el  estado  normal  de  sus  facultades  puede 
designar  administrador  de  sus  bienes  en  caso  de  ausencia;  pue- 
de disponer  de  los  mismos  bienes  por  causa  de  muerte,  ha- 
ciendo testamento;  puede  nombrar  tutor  á  sus  hijos,  enajenar 
sus  bienes  y  hasta  disponer  de  su  persona  antes  de  la  muerte. 
Toda  disposición  de  bienes,  de  acuerdo  con  la  ley,  es  válida 
y  surte  efectos  jurídicos;  no  puede,  sin  embargo,  disponer  40 
su  persona  ni  de  sus  bienes  para  el  caso  de  volverse  loco,  por- 


(1)  A«sooÍA9&o  dos  Advogados  de  Liabo».  Gongresso  jnxidieo  de  ISBO.  The». 
¿Convem  tttaheltcer  ditpon^e*  qtte  auetorúen  eualquíor  individuo  mi  jnris,  jjumiiiWo 
o  cato  da  tua  locura,  a  determinar  a  peétoa  a  quem  quer  que  §eja  entregue  a  talda 
da  nía  pc99oa  «  bcntf  Belator,  Estev&o  José  Lopes  da  Süyeira  e  Castro.  Lisboa 
Imprensa  nacional,  1888;  nneve  páginas. 
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^xxe  la  ley  no  autoriza  el  acto.  No  encontrando  raz(5n  para  esto, 
b1  Sr.  Silyeira  propone  las  conclnsiones  sigaientes: 

1.^     Conviene  adoptar  disposiciones  qne  autoricen  al  indi- 
viduo suijuris  en  el  estado  normal  de  sns  facultades,  para 
nombrar,  previniendo  el  caso  de  volverse  loco,  á  la  persona  á 
qnien  quiera  que  se  encomiende  la  tutela  de  su  persona  y  sus 
bienes. 

2/    Esta  persona  sólo  deberá  entrar  deñnitivamente  en  el 
ejercicio  de  la  tutela,  después  de  verifícado  por  peritos,  y  por 
orden  y  con  asistencia  judicial,  el  estado  de  demencia  del  in* 
dÍYÍduo,  á  petición  del  Ministerio  público,  de  la  mujer  del  in- 
terdicto ó  de  cualquier  pariente  heredero. 

3.^  La  persona  nombrada  tutor  debe,  del  mismo  modo  que 
cualquiera  otra,  poner  en  conocimiento  del  Ministerio  público 
el  estado  de  locura  de  la  persona  que  se  encuentre  en  estas 
condiciones,  para  promover  lo  que  sea  de  ley. 

4.*  La  persona  nombrada  tutor  puede  y  debe  ser  removida 
de  la  tutela  luego  que  se  conozca  que  abusa  de  las  funciones 
que  en  tal  caso  le  da  la  ley,  á  petición  del  Ministerio  público, 
déla  mujer  del  interdicto  ó  de  cualquier  pariente  heredero. 

5.*  Guando  la  persona  nombrada  no  acepte  el  cargo,  ó  sea 
privada  de  él,  ó  fallezca,  debe  encomendarse  la  tutela  á  la  per- 
sona que  el  consejo  de  familia  escoja,  aun  cuando  la  elección 
recaiga  en  cualquiera  de  las  personas  que  la  ley  designe  para 
ejercer  la  tutela  legítima. 

6.*  Convendrá  decretar  la  separación  de  personas  y  bienes, 
cuando  el  interdicto  casado  prescinda  de  su  mujer  para  cuidar 
de  su  persona  y  bienes,  destinándose  ios  hijos,  si  los  hubiese, 
y  proveyendo  á  su  sustento  y  educación,  donde  y  como  dis- 
ponen en  casos  semejantes  las  leyes. 

Después  de  una  viva  impugnación  del  Sr.  Alvarez  Taladriz, 
que  consideraba  síntoma  áfi  demencia  la  designación  de  tutor 
en  el  caso  debatido,  la  Sección  aprobó  por  13  votos  contra  12 
el  principio  general,  contenido  en  la  conclusión  1.%  prescin- 
diendo de  los  detalles.  En  el  pleno  se  promovió  de  nuevo 
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una  empeñada  discnsidn,  creyendo  unos  que  la  tesis  no  res- 
poadía  á  necesidad  social  algana,  qne  difícilmente  se  ejercita- 
ría la  facaltad  de  nombrar  tntor,  y  qne  las  leyes  deben  dispo. 
ner  para  los  casos  generales  y  no  para  los  rarísimos,  mieotni 
qae  otros  opinaban  qne  la  tesis  consagraba  ana  facaltad  kn 
incontestable  como  la  de  disponer  para  el  caso  de  mnerte,  j 
qne  la  previsión,  lejos  de  indicar  an  principio  de  demencia,  es 
nií  ejercicio  legítimo  de  la  razón,  aplicada  á  an  acontecimien- 
to fntnro.  Una  gran  mayoría  aprobó  la  conclnsión  sigoiente: 

«Conviene  adoptar  disposiciones  qne  antoricen  al  indiri- 
dao  sui  juris  en  el  estado  normal  de  sas  facultades,  para 
nombrar,  previniendo  el  caso  de  volverse  loco,  á  la  persona  4 
qnien  qniera  qae  se  encomiende  la  tatela  de  sn  persona  7  m 
bienes.» 

Octavo  tena. 

¿Cuál  es  el  régimen  mis  adecuado  de  la  propiedad  en  la  farnük 
para  unificar  las  necesidades  sentidas  en  este  orden  en  Bsfm 
y  Portugal? 

Este  tema,  propuesto  por  la  Universidad  de  Oviedo,  no  fdé 
objeto  de  ponencia  y  qnedó,  pot  tanto,  sin  disentir. 

Noveno  tema. 

¿Según  qué  sistema  debe  establecerse  el  Registro  de  la  profiedd 
para  constituir  un  catastro  de  toda  ¿a  propiedad  inmueUe  f 
poder  satisfacer  las  necesidades  del  crédito  agrícola? 

Sobre  este  tema  presentaron  ponencias  los  Sres.  Pereiía 
Alves  (1)  y  Martina  Nobre  (2).  La  Sección  prefirió  la  primera 

(1)  Amooia^fto  dos  Advogados  de  Lisboa.  Congresao  jurídico  de  ^■ 
These.  ¿Qual  o  gútema  de  instituir  o  registro  predial  deforma  que  ixmatíltaa»» 
doMtro  de  toda  a  propiedade  immobüiariaf  ¿Qtial  o  natema  de  instituir  o  memo  n- 
giatro  de  forma  a  aatUfoMer  o»  nkoeandades  de  crédito  agricolaf  Relator,  Joaquín 
Hilario  Pereira  Alves.  Lisboa,  Imprensa  nacional,  1889;  15  páginas. 

(2)  As80oia9&o  dos  Advogados  de  Lisboa.    Oongresso  juridioo  de  186. 
These.  iQwxl  o  sitiema  de  institM.ir  o  regiaUro  predial  deforma  que  eoiulUua  «■  ei- 
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para  servir  de  base  á  la  discusión,  por  exponer  más  amplia  y 
razonadamente  el  asante  y  de  una  manera  más  general.  Debe 
resolverse  previamente^  según  ella^  si  el  Registro  de  la  propie- 
dad puede  constituir  el  catastro  de  la  propiedad  inmueble.  Para 
resolver  esta  cuestión  conviene  saber  lo  que  son  y  para  qué 
sirven  el  Registro  y  el  catastro.  El  Registro  de  la  propiedad 
tiene  por  objeto  dar  á  conocer  el  estado  jurídico  de  la  propie- 
dad inmueble,  los  derechos  civiles  que  le  conciernen.  Es  un 
inventario  público  de  los  actos  de  naturaleza  civil,  que,  por 
afectar  á  esta  propiedad^  deben  ser  conocidos  de  los  que  pre- 
tendan contratar  sobre  ella.  El  Registro,  para  ser  perfecto^ 
debe  contener,  de  un  modo  breve  y  preciso,  la  indicación  sus- 
tancial de  estos  actos,  y  la  descripción  de  los  predios  sobre  que 
recaen.  El  catastro  es  el  Registro  público  en  el  cual  la  canti- 
dad y  el  valor  de  los  bienes  raíces  son  marcados  en  detalle.  Es 
el  resultado  de  una  serie  de  operaciones  destinadas  á  determi- 
nar la  situación,  la  extensión  superficial  y  el  valor  de  las  pro- 
piedades inmuebles,  para  servir  de  base  al  impuesto.  Sirve  para 
las  relaciones  éntrelos  ciudadanos  y  el  Estado.  Para  hacer  un 
catastro  hay  que  fijar  exactamente  los  límites  de  la  circuns- 
cripción que  se  pretende  catastrar,  hacer  la  triangulación,  el 
levantamiento  del  plano  parcelario,  presentando  el  territorio 
de  esta  circunscripción  y  comprendiendo  los  nombres  de  laa 
localidades,  los  ríos,  las  vías  de  comunicación,  cada  uno  de  loa 
predios  y  su  medición.  Después  de  estas  operaciones,  tienen 
lugar  las  destinadas  á  encontrar  el  valor  de  cada  uno  de  los 
predios,  clasificándolos,  procurando  conocer  su  renta,  etc.  El 
Registro,  para  ser  bueno,  debe  hacerse  con  brevedad.  Es  in- 
conciliable con  la  tardanza  que  reclaman  las  operaciones  de 
que  resulta  el  catastro.  El  valor  de  la  propiedad,  determinado 
por  la  renta  líquida  que  el  catastro  acusa,  debe,  para  servir  de 


diutro  de  toda  a  propiedade  immcbiltaria  e  po$9a  aatit/azer  a»  neeeaaidadet  do  crtdx- 
y>  agrioolaf  Belator,  JoaqTiim  Martíns  Kobre.  Lisboa,  Imprensa  nacional,  1880;. 
«natro  páginas. 
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base  al  impuesto,  ser,  ea  lo  posible,  uniforme  en  todo  el  país.  El 
Talor  que  el  Registro  representa  consta  de  los  actos  inscritos, 
y  es  esencialmente  yaríable;  depende  de  las  circnnstancias  de 
tiempo,  lagar  y  hasta  de  las  personas.  Si  las  dos  instituciones 
no  deben  confundirse,  pueden  prestarse  mutuo  auxilio.  El  Re- 
gistro, mostrando  quién  es  el  propietario  inscrito,  indica  k 
persona  á  quien  el  impuesto,  que  el  catastro  tiende  á  fijar,  debe 
ser  exigido.  El  catastro,  conteniendo  la  descripción  de  cada 
predio,  sin  la  posibilidad  de  que  el  mismo  aparezca  duplicado 
en  el  plano  catastral,  ofrece  medio  segare  de  identificación  de 
los  inmuebles.  Basta  que  la  descripción  de  los  predios  en  el  Re- 
gistro contenga  la  referencia  al  número  que  el  predio  tiene  eo 
el  catastro.  El  Registro  ha  de  procurar  conciliar  el  crédito  más 
extenso  con  la  mayor  seguridad.  A  ello  tienden  los  principios 
de  especialidad  y  publicidad,  que  no  pueden  sufrir  impugna- 
ción seria.  El  Registro,  basado  en  ellos,  aun  en  incompleta 
ejecución,  produce  beneficios  á  la  propiedad  inmueble,  concu- 
rriendo para  su  valoración,  aumentando  el  crédito  y  evitando 
muchos  fraudes.  Pero  esto  que  es  mucho,  está  aun  lejos  de 
cuanto  la  institución  del  Registro  puede  y  debe  producir.  Ba 
evidente  que  las  primeras  circunstancias  que  debe  conocer 
quien  pretenda  contratar  sobre  la  propiedad,  es  si  la  persona 
con  quien  va  á  contratar  es  dueña  de  sí  y  si  tiene  capacidad 
jurídica  para  enajenar  ú  obligarse.  Se  evitan  los  inconvenien- 
tes con  la  creación  del  Registro  del  dominio  comprobado,  que 
produce  para  los  terceros  la  certeza  del  dominio  inscrito.  El 
que  aparezca  inscrito  en  los  libros  del  Registro,  es,  en  relación 
con  los  terceros,  y  sin  admisión  de  excepción,  el  verdadero 
dueño  del  inmueble.  Completando  el  Registro  de  dominio,  de- 
ben anotarse  para  que  produzcan  efecto  en  los  contratos  sobre 
la  propiedad  inmueble,  en  relación  con  ella,  todas  y  cuales- 
quiera interdicciones  y  hechos  que  restrinjan  el  libre  ejercicio 
de  la  capacidad  civil.  La  hipoteca  es  la  forma  moderna  y  sapa- 
rior  del  crédito  territorial.  Todo  caanto  tienda  á  facilitar  la  hi- 
poteca va  encaminado  á  desenvolver  este  crédito,  y  esto  ac 
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consigne  con  las  cédalas  hipotecarias.  Concluye  el  Sr.  Pereira 
AWes  haciendo  algunas  indicaciones  sobre  el  sistema  Torrens^ 
y  proponiendo  las  conclusiones  siguientes: 

1/  El  Registro  no  puede  constituir  el  catastro  de  la  propie* 
dad  inmueble,  aunque  éste  sea  poderoso  auxiliar  de  aquél  para 
la  identiñcacién  de  los  predios. 

2/  £1  Registro  del  dominio  produciendo  certeza,  y  ligado 
con  el  de  la  interdicción  y  de  las  restricciones  de  la  capacidad 
civil,  es  medio  de  asegurar  el  crédito  agrícola. 

3.^  Con  la  facultad  de  emitir  cédulas  hipotecarias  se  ensan- 
cha el  crédito  territorial. 

Motiyó  esta  cuestión  un  largo  debate  en  la  Sección.  El  au- 
tor de  estas  líneas  presentó  una  enmienda  en  el  sentido  de  to- 
mar el  catastro  como  base  del  registro,  según  las  ideas  germá* 
nicas,  por  ser  el  único  medio  de  dar  á  éste  una  base  segura  y 
s<51ida  y  aceptando  el  sistema  del  Acia  Torrens,  que  cada  día 
se  propaga  más.  La  Sección,  aceptando  parte  de  esta  enmien- 
da, adoptó  una  segunda  conclusión,  rechazada  luego  por  el 
pleno,  en  esta  forma:  «El  catastro  debe  ser  la  base  del  Registro 
de  la  propiedad»  (1).  Las  conclusiones  aprobadas  por  el  Con* 
greso  son  las  siguientes: 

1.*    El  Registro  no  puede  constituir  el  catastro  de  la  propie- 
dad inmueble. 


(1)  La  oportunidad  de  ésta  se  hace  evidente,  examinando  las  disensiones 
del  Oongreto  irUemaeional  para  el  estudio  de  la  iratumiHán  de  la  propiedad  territo- 
rial, celebrado  en  París  del  8  al  14  de  Agqsto  de  1889.  Una  de  sns  conolnsiones 
dispone  ^ue  ha  lugar  á  ettableoer  un  libro  territorial,  donde  la»  ineeripeionee  ee 
hagan  por  inmuebles.  Otra  dice  que  al  formar  el  cataetro,  ee  proceda  eimultánea- 
tneiUe  á  la  confección  de  loe  lihron  territorialee  y  á  la  reforma  hipotecaria.  Véanse  las 
signientM  publicaciones:  Congréa  international  pour  Vétude  de  la  transmistión  de 
ia  propiéu  foneiire,  tenu  á  París  da  8  an  U  aoftt  1889.  Procte-verbanz  somxnai- 
res  rédiges  par  IC.  León  ICichel,  agregó  de  la  Facnlté  de  Droit  de  París,  Se- 
cretaire  dn  Gongrés.  París,  Imprimerie  nationale,  1889;  26  páginas. —  Gongrk»  in- 
Umatíonal  de  la  propiété  fonciére.  Bóeumée  et  extraits  des  doewnene  eotnmuniqués. 
París,  a.  Bongier  et  C,  1889,  40  p&ginas. 

TOMO  76  S5 
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2/  Bl  Registro  del  dominio  establecido  de  modo  que  pío* 
dazca  la  certeza  de  la  propiedad  inmaeble,  ligado  con  el  Re- 
gistro de  interdicción  y  demás  restricciones  de  la  capacidad 
€ivil,  es  medio  poderoso  para  asegurar  y  desenvolver  el  crédi- 
to terrítoriaL 

3.^    Conyiene  permitir  la  emisión  de  cédulas  hipotecarías. 

Décimo  tema. 

¿Debird  permifárse  la  adopción  de  los  hijos  adulúerinos  eomii' 
dos  después  de  la  separación  judicial,  admitiéndose  tafiiiii%(% 
su  favor  la  investigación  de  la  paternidad? 

Sobre  este  tema,  qae  ocupó  el  lugar  del  divorcio,  rechaa- 
do  de  un  modo  incomprensible  por  la  Comisión  ejecutiva,  hizo 
una  de  las  más  importantes  ponencias  presentadas  al  Congre- 
so su  digno  Secretario  Sr.  Tavares  de  Medeiros  (1).  Trata  am- 
plia y  razonadamente,  á  la  luz  de  las  doctrinas  antropológicas, 
de  las  siguientes  materias:  I.  Ideas  preliminares.  II.  Sistemas 
de  adopción,  objeto  de  la  tesis,  su  limitacíóQ  é  importancia. 
ni.  Motivos  de  la  exclusión  de  los  hijos  adulterinos,  y  relacio- 
nes de  esta  materia  con  el  matrimonio.  IV.  Aspecto  en  que 
éste  se  considera,  noticia  de  la  cuestión  del  divorcio  y  coock- 
siones  de  la  antropología.  Y.  Causas  de  la  separación  y  su  va- 
lor ante  la  indisolubilidad.  VI.  Necesidad  de  las  familias  oato* 
rales,  apreciación  del  celibato  é  hijos  resultantes  de  estas 
familias.  YII.  Resumen  y  conclusión.  En  la  solución  de  cual- 
quier problema  jurídico,  por  medio  de  leyes  positivas  y  prácti- 
cas, no  deberemos  prescindir  de  la  observación  de  las  legíti- 
mas necesidades  y  aspiraciones  sociales,  posponiendo  las  con- 
diciones meramente  convencionales  á  las  indicaciones  bioló- 
gicas, porque  así  podremos  tener  la  convicción  de  que  las 

(1)  Assooia^&o  doi  Advogadoa  de  Lisboa.  Oongreaso  jnridioo  de  1889.  J^ 
ptt^fiJha^Oo  do»  JUhoé  udulterinoa,  por  Jo&o  Jarointho  Tavaree  de  Vedeiros.  Lis- 
boa, Imprensa  nacional,  1889;  42  págixuM. 
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prescripciones  legales  se  cumplirán  sin  contrariar  la  natnrale- 
za  humana,  á  cajo  perfeccionamiento  deben  tender  siempre. 
Todas  las  leyes  qa6  se  apoyan  en  preocupaciones  de  la  ci- 
irilización,  aanqae  con  el  fin  de  preparar  una  transición  más 
fácil  y  suave  para  un  nuevo  estado  de  cosas,  tienen  el  gran  in* 
conveniente  de  denunciar  su  propia  flaqueza,  y  lejos  de  mejo* 
rar  las  condiciones  sociales,  y  principalmente  el  espíritu  pú- 
blico, que  es  su  más  eficaz  garantía,  sino  su  verdadera  san- 
ción, engendran  el  hábito  de  la  desobediencia  y  de  la  mentira 
y  rebajan  de  un  modo  considerable  el  nivel  de  la  moralidad. 
Dos  han  sido  los  sistemas  seguidos  sobre  la  adopción  de  los 
hijos  adulterinos,  uno  que  la  rechaza  en  principio,  admitién- 
dola, sin  embargo,  en  parte  de  un  modo  indirecto,  por  la  fa- 
cultad que  deja  á  los  padres  de  efectuarla  separadamente  sin 
declaración  del  nombre  del  padre.  Otro  admite  la  adopción  de 
todos  los  hijos,  y  por  consecuencia,  de  los  adulterinos.  El  pri- 
mero es  el  antiguo  sistema  del  Derecho  romano  en  que  se  apo- 
yó la  legislación  de  la  mayor  parte  de  las  naciones  latinas; 
el  segundo  es  el  denominado  sistema  alemán,  seguido  en  las 
naciones  extrañas  al  predominio  absoluto  de  la  legislación  ro* 
mana.  La  tesis  propuesta  no  aspira  á  la  libertad  absoluta  de 
adopción,  según  el  sistema  alemán;  pero  quiere  más  de  lo  que 
le  concede  el  primer  sistema,  pretendiendo  que  se  establezca 
la  adopción  de  los  hijos  concebidos  después  de  la  separación 
judicial  de  los  cónyuges,  suprimiéndose  por  esto  la  cláusula  de 
habilidad  para  el  matrimonio,  que  actualmente  impide  la  adop- 
ción. Si  en  los  países  en  que  de  cierto  modo  puede  juzgarse  re« 
suelto  el  problema  por  el  establecimiento  del  divorcio  como 
actualmente  sucede  en  Francia,  el  asunto  no  ha  perdido  por 
completo  BU  importancia  científica  y  jurídica  en  los  casos  en 
que  el  divorcio  sea  total  ó  parcialmente  inadmisible,  mucho 
menos  en  relación  con  las  naciones  en  que,  lejos  de  conside- 
rarlo como  bálsamo  suave  para  tantas  llagas  sociales,  lo  repu- 
tan ofensivo  de  sus  oreencias  y  costumbres  y  lo  condenan 
como  instrumento  peligroso  para  la  armonía  y  estabilidad  de 
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ia  ñamilia.  La  ley  reconoce  á  los  hijos  adulterinos  casi  pan 
maldecirlos  y  condenarlos  como  reprobos,  paes  apenas  les  con- 
cede los  alimentos  necesarios,  cuando  el  hecho  de  la  pater- 
nidad ó  de  la  maternidad  se  hayan  probado  en  proceso  tí- 
Yil  ó  criminal  controvertido  entre  sas  padres  ú  otras  par- 
tes, ó  en  el  caso  de  estupro  violento  ó  rapto,  coincidiendo  la 
¿poca  del  nacimiento  con  la  del  hecho  criminoso,  lo  que  po^ 
de  acontecer  raras  veces.  En  la  mayoría  de  los  casos  son, 
por  consiguiente,  unos  perfectos  parias,  enteramente  extra- 
ños á  los  padres  y  á  las  familias  de  éstos,  expiando  calpai 
que  no  tienen,  y  privados  de  los  beneficios  que  ni  la  libe- 
ralidad de  los  mismos  padres  puede  dispensarles.  El  legiala- 
dor  pretendió  rodear  el  matrimonio  de  todas  las  garantías  com- 
patibles con  el  único  hecho  que  considera  base  sólida  de  la 
familia,  contrariando  en  lo  posible  las  uniones  coasideradaí 
pasajeras  y  efímeras  para  estimular  al  lestablecimiento  de  la 
sociedad  por  excelencia,  apoyándose,  de  un  lado,  en  los  sen- 
timientos  y  tradiciones  religiosas  ¿  históricas,  para  conferirle 
el  carácter  de  perpetuidad,  y  sustituyendo,  por  otro,  loa  an- 
tiguos privilegios  concedidos  á  los  padres  de  familia  con  el  caa- 
tigo  de  aquellos  que  aparecen  en  el  mundo  despojados  del  sello 
de  la  paternidad  legítima,*  pero  en  este  estímulo,  no  sólo  des- 
preció las  indicaciones  de  la  antropología  moderna,  sino  que 
tambión  disparató  hasta  cierto  punto  en  las  mismas  condicio- 
nes históricas,  agravando  la  situación  de  quien,  en  épocas  de 
menos  civilización  y  progreso,  tenía,  sin  embargo,  derecho 
á  más  humanidad,  pues  es  incontestable  que,  á  la  par  de  la 
institución  del  matrimonio,  era  el  antiguo  derecho  más  sua- 
ve y  liberal  en  las  adopciones.  No  debe  negarse  la  excelen- 
cia del  matrimonio  como  base  fundamental  de  la  constitución 
de  la  familia;  pero  hay  que  reconocer  la  necesidad  de  no  ir 
tan  lejos,  que  á  la  sombra  de  un  ideal  se  perjudiquen  sos  na- 
turales efectos,  desvirtuando  completamente  su  índole.  El 
matrimonio,  antes  que  todo,  consideradp  en  su  mayor  paresa 
y  sencillez,  representa  en  la  evolución  de  la  familia  lo  qne 
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•  en  el  oi^den  de  todos  los  seres  animados  expresa  la  ley  de 
la  reproducción  de  la  especie.  Los  legisladores  han  Ct>nfandi« 
do  el  hecho  de  la  unión  conyugal  con  las  consecuencias  socia- 
les que  de  ella  se  derivan,  alterando  así  profundamente  la 
naturaleza  del  matrimonio  y  legislando  sobre  ella^  en  vez  de 
regalar  sólo  sus  efectos.  Habiendo  reconocido  el  legislador  la 
necesidad  de  la  separación  conyugal,  parece  que  no  debería 
vacilar  ante  sus  consecuencias  lógicas,  atendiendo  las  indica- 
ciones de  la  biología,  para  regular  las  situaciones  jurídicas 
que  de  ahí  resultan,  creando  nueyas  uniones  ó  familias  natu- 
rales, y,  parece  también  que  en  presencia  de  estas  situaciones, 
mejor  concluiría  por  la  disolución  del  matrimonio  en  Tez  de  la 
simple  separación.  Debe  admitirse  el  divorcio,  dados  los  moti- 
vos graves  que  pueden  ocasionar  la  separación,  para  no  conde- 
nar á  una  eterna  viudez,  sin  compensaciones  algunas,  á  quien 
se  vio  obligado  á  abandonar  un  estado  de  guerra  y  de  violen- 
cia ó  á  mantener  la  dignidad  ultrajada  por  quien  no  quiso  ó  no 
supo  comprender  la  sublimidad  de  su  misión  en  la  familia  y 
la  sociedad.  No  hay  que  ligar  materialmente  á  dos  seres  que  se 
repelen,  ni  imponerles  la  obligación  del  celibato,  siempre  pe- 
ligrosa 6  incompatible  con  la  satisfacción  de  las  necesidades 
de  la  naturaleza.  Dado  el  divorcio  ó  la  simple  separación,  la 
misma  necesidad  del  matrimonio,  aquella  que  impele  al  hom- 
bre y  al  animal  á  la  conservación  de  su  especie  y  á  pagar  las 
deudas  de  sus  mayores,  incita  al  hombre  al  establecimiento  de 
una  nueva  unión  sexual,  porque  la  satisfacción  de  las  necesi- 
dades biológicas  es  en  verdad  de  las  más  imperiosas  y  persis- 
tentes. El  amor  no  se  esteriliza,  aun  contrariado  por  fuertes 
vendábales.  Por  esto  la  sociedad  admite,  y  el  derecho  no  pro- 
hibe ni  castiga  de  hecho,  la  formación  de  estas  familias  natu- 
rales, que  resultan  de  la  separación  de  los  cónyuges  como  su 
consecuencia  necesaria.  Establecidas  y  organizadas  sin  forma- 
lidades legales  aquellas  familias  naturales,  productos  espontá- 
neos de  las  incitaciones  biológicas,  resultan  hijos  de  ellas,  que 
han  de  ser  la  proyección  de  los  sentimientos,  de  las  costumbres 
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7  de  la  vida  de  los  padres.  Si  la  reproducción  de  la  especie  ha- 
mana,  como  en  toda  la  escala  zoológica,  es  esencialmente  afee- 
tíya,  no  puede  constituir  excepción  contra  los  hijos  oriundos 
de  estas  uniones.  El  amor  paterno  es  una  ley,  que  sólo  puede 
admitir  excepciones  en  naturalezas  deprayadas  ó  enfermas. 
No  se  trata  de  desorganizar  familias  legalmente  constituidas, 
sino  de  completar  su  natural  desenrolvimiento,  regulando  si- 
tuaciones que  el  legislador  no  puede  evitar;  se  pretende  sólo, 
en  suma,  que  la  ley  traduzca  mejor  el  dogma  de  la  igualdad 
humana,  aplicando  á  los  hijos  nacidos  después  de  considerar- 
se disuelto  el  matrimonio,  los  mismos  preceptos  que  aplica  á 
los  que  nacieron  antes  de  la  celebración  del  matrimonio,  por- 
que cuando  existe  identidad  de  razón,  debe  haber  la  misma  dis- 
posición. Concluye  el  Sr.  Medeiros  con  las  proposiciones  8i« 
guientes: 

1/  Los  hijos  adulterinos,  concebidos  después  de  la  separa- 
ción judicial,  deben  ser  adoptados  para  gozar  de  los  mismos 
derechos  de  los  hijos  legítimos. 

2.^  Podrán  ellos  emplear  la  investigación  de  la  paternidad 
y  maternidad  en  las  mismas  condiciones  en  que  actualmente 
lo  hacep  los  hijos  que  pueden  ser  adoptados.* 

Este  tema  promovió  animadísimas  discusiones  en  la  Seo 
ción  y  en  el  pleno,  teniendo  elocuentes  mantenedores  é  im- 
pugnadores. Los  unos  se  fijaban  con  preferencia  en  los  dere- 
chos de  los  hijos,  irresponsables  de  los  actos  de  sus  padres, 
mientras  que  los  otros  anteponían  los  intereses  morales  y  ma« 
teriales  de  las  familias.  Se  presentaron  varias  enmiendas,  una 
de  ellas  del  autor  de  estos  estudios,  limitando  la  posibilidad  de 
la  adopción  al  solo  caso  de  no  existir  hijos  legítimos.  La  ma- 
yoría de  la  Sección  y  del  pleno  rechazó  la  conclusión  l.'^,  y 
por  consecuencia  de  ello  lo  fué  también  la  2.%  de  una  manera 
virtual.  Algunos  congresistas  deseaban  una  solución  positiva 
sobre  este  tema;  pero  no  habiéndose  adoptado  en  la  Sección, 
para  hacerla  fácil,  los  muchos  temas  pendientes  les  hicieron 
abandonar  su  deseo. 
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Undécimo  tema. 

las  leyes  de  Moisés^  ¿deberán  ser  aplicadas  en  los  matrimonios 
de  los  subditos  israelitas  de  una  nación,  cuando  se  pruebe  que 
eran  toleradas  en  otra  nación  en  la  que  los  cónyuges  nacieron  y 
se  casaron,  y  déla  cual  eran  subditos  al  tiempo  del  matrimonio, 
y  que  éste  fué  celebrado  según  ellas  ^  ó  como  leyes  pertenecientes 
d  una  nacionalidad  extinguida,  deberán  ser  enteramente  deste- 
rradas de  las  relaciones  internacionales  como  no  susceptibles  de 
aplicación  práctica? 

Sobre  este  tema  hizo  una  breve  ponencia  el  Sr.  Ferreíra, 
-con  el  objeto  de  procurar  sa  discasión,  no  habiendo  presenta- 
do la  suya,  por  hallarse  enferma,  la  persona  á  quien  se  había 
encomendado  (1).  Pretende  dar  al  tema  una  forma  más  abs- 
tracta, porque  no  tratándose  de  provocar  una  sentencia,  debe- 
ría excluirse  todo  cuanto  se  relacionase  con  el  examen  y  apre- 
<;iaci<5n  de  las  pruebas.  Lo  formula  así: 

«¿Cuál  es  la  ley  aplicable  á  la  sucesión  y  división  de  la  he- 
rencia de  los  judíos  fallecidos  en  el  país  de  su  naturaleza,  ó  en 
el  de  sa  residencia?  ¿Qaó  influencia  puede  tener  en  esta  apli- 
cación cualquier  pacto  celebrado  entre  los  casados^  en  confor- 
midad con  las  leyes  de  Moisés? 

'  Es  preciso,  á  juicio  del  Sr.  Ferreira,  desvanecer  la  duda 
<]ue  pueda  haber  sobre  la  legislación  aplicable  en  las  diversas 
naciones  á  los  actos  más  importantes  de  la  vida  social  de  indi- 


(1)  Aiaooia9&o  dos  AdTOgftdos  de  Lisboa.  Congresso  jarídioo  de  1860.  Theee. 
Am  leU  <¿e  Moytét  cM^erdo  ht  appltcadcu  no$  ecuamentos  dos  $vbdiio»  úraelitat  dt  una 
.  na^Of  guando  se  provs  que  eUas  eram  toleradas  n'owtra  naqdto  em  que  as  co^juge» 
ncueeram  e  easaranif  e  da  qual  eram  svhditos  ao  tempo  do  easamenío,  hem  como  que 
trte  foi  eelebrado  segundo  eUaSf  ou  como  leis  pertenencentes  a  wna  nacúmalidade  ex- 
tiitcta,  deveráo  ser  inteiraanente  banidas  das  relagóes  tníerTUtcionaes  como  tnsuseepH- 
Meis  de  toda  a  appiiea^o  pratíca.  Lisboa,  Imprensa  naoional,  188^  cinco  p4- 
.ginas. 
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TÍdnos  esparcidos  por  el  mando  entero,  y  que  sólo  reconocen  l| 
leyes  que  no  constituyen  derecho  de  país  algnno.  Entre  estoi 
actos,  el  matrimonio,  la  sucesión  y  la  división  de  la  herencia, 
son  los  qne  tienen  consecuencias  más  importantes;  y  con  res- 
pecto  al  matrimonio,  es  difícil,  sino  imposible,  sa  demostradón 
por  tes  medios  ordinarios  de  praeba,  admitidos  en  los  diversos 
Códigos,  porque  su  celebración  é  inscripción  se  rigen  por  prin- 
cipíos  excluidos  de  ellos.  Hoy  no  existen,  como  en  pasados  si* 
glos,  autoridades  especiales  encargadas  de  la  aplicación  de  las 
leyes  de  Moisós  á  los  actos  de  la  vida  social  de  los  judíos.  Han 
alcanzado  por  las  conquistas  del  progreso,  y  por  consentimien- 
to unánime  de  las  naciones,  lo  que  no  consiguieron  de  las  leyes 
protectoras,  que  alternativamente  con  las  de  persecución,  les 
favorecieron.  Son  considerados  ciudadanos  del  país  en  qne  re- 
siden, ó  ciudadanos  del  país  en  que  nacieron,  seg^n  se  suje- 
tan al  estatuto  real  ó  personal,  en  armonía  con  los  principios 
del  derecho  internacional.  Las  leyes  de  Moisés  no  han  sido  ad- 
mitidas en  Códigos  ni  leyes  de  las  naciones  cultas,  para  rega- 
lar los  actos  de  la  vida  social  de  los  judíos,  y  no  se  conoce  en 
país  alguno  providencia  que  admita  ó  tolere  la  aplicación  de 
tales  leyes  á  los  matrimonios,  ó  á  cualquier  otro  de  los  referi- 
dos actos.  Los  actos  de  tolerancia  en  cualquier  país  no  consti- 
tuyen derecho  internacional  respetable  para  otro.  Ante  el  prin- 
cipio de  igualdad  en  la  aplicación  de  la  ley,  tfería  excepción 
odiosa  juzgar  exentos  del  estatuto  real,  por  la  residencia,  ó  del 
estatuto  personal,  por  la  naturaleza,  sólo  á  los  judíos  naturales 
del  país  en  que  se  diese  esta  tolerancia.  La  admisión  de  los 
pactos  demostrativos  del  estado  civil  de  los  judíos  no  implica 
tolerancia  de  las  leyes  de  Moisés,  sino  simplemente  facilidad 
y  posibilidad  de  la  demostración  de  este  estado.  Es,  entre  tan- 
to, indispensable  fijar  los  principios  generales  con  arreglo  i 
los  que  deban  regularse  en  los  diversos  países  las  relaciones 
sociales  entre  los  judíos,  por  no  hallarse  debidamente  fijadala 
jurisprudencia  sobre  este  punto.  De  lo  expuesto  concluye: 
1.^    Las  leyes  de  Moisés  deberán  ser  enteramente  borradas 
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de  1a8  relaciones  internacionales,  como  no  susceptibles  de  apli- 
cación práctica. 

2.^    Los  pactos  celebrados  conforme  á  esas  leyes,  relativos 
al  matrimonio,  sólo  deben  admitirse  como  prueba  de  éste. 

El  motiyo  del  tema  ha  sido  un  caso  práctico,  de  que  ha  sido 
Abogado  el  Sr.  Ferreira,  presentado  ante  los  Tribunales  por- 
tag^eses  (1);  se  trataba  de  una  jndía,  autorizada  por  so  mari* 
do,  ambos  subditos  portugueses  residentes  en  Hogador,  que 
reclamaba  á  su  padre,  también  portugués,  residente  en  Lisboa, 
la  herencia  de  su  madre,  que  falleció  en  Portugal,  dejando, 
además  de  esta  hija,  un  hijo.  Con  arreglo  á  la  legislación  he- 
brea, á  que  estaban  sometidos  los  cónyuges  al  casarse,  los 
herederos  de  su  madre  sólo  tienen  derecho  á  su  dote,  y  si  hay 
varones,  tienen  derecho  preferente  á  las  hijas,  á  quienes  ex- 
cluyen. En  virtud  del  Código  civil  portugués,  los  bienes  co- 
munes de  los  esposos  deben  ser  repartidos  entre  los  cónyuges 
ó  sus  herederos,  con  la  debida  igualdad. 

Vemos  planteada  una  cuestión  de  derecho  internacional 
privado,  á  cuyos  principios  debe  ajustarse  la  solución.  Nada 
importa  qne  se  trate  de  la  legislación  de  un  pueblo,  que  no 
forma  hoy  nacionalidad;  pues  si  bien  no  debe  aplicarse  en  los 
pueblos  que  gozan  de  la  civilización  europea,  por  actos  ocurri- 
dos en  ellos,  puede  ser  indispensable  su  aplicación  para  ga- 
rantir vínculos  jurídicos  importantes,  tratándose  de  individuos 
que  han  nacido,  se  han  casado  ó  han  contraído  en  general 
vínculos  jurídicos  en  los  territorios  no  sometidos  á  las  Poten- 
cías  europeas  de  África  y  Asia.  No  basta  considerar  el  estatu- 
to personal;  hay  que  tener  en  cuenta  el  real  y  el  formal,  si- 
guiendo la  antigua  nomenclatura  de  la  mayoría  de  los  trata- 
distas. 

£1  caso  en  cuestión  creemos  que  deha  resolverse  en  favor 

de  la  aplicación  del  derecho  portugués,  por  tratarse  de  cinda- 

(1)      DÍ9eu99^o  de  embargo»  aa  inventario  é  partilha  pedida  por  J).  Reina  Zagur% 
«  marido  a  teupae  e  eogro  Joaquim  Aflato,  itradOa.  Lisboa,  1867;  28  páginas. 
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danos  de  este  país  y  de  bienes  qoe  en  él  se  encuentran  sitaa* 
dos.  A  nuestro  juicio,  no  puede  invocarse  la  legislación  hebrea 
para  excluir  de  la  sucesión  á  la  hija,  porque  el  precepto  en  qoe 
sería  preciso  apoyarse,  mantiene  una  injusticia  en  abierta  con- 
tradicción con  los  principios  fandamentales  dominantes  en  ma- 
teria de  sucesiones  en  el  Derecho  portugués. 

Después  de  un  animado  debate  en  la  Sección  y  de  propo- 
nerse yarias  enmiendas,  una  de  ellas  del  autor  de  estos  esta- 
dios, «no  considerando  necesario  dar  una  fórmula  distinta  para 
la  solución  de  esta  cuestión,  á  la  cual  bastaría  aplicar  los  pria- 
cipíos  generales  del  derecho  internacional  privado»,  la  mayo- 
ría adoptó  la  siguiente  enmienda,  propuesta  por  el  distinguido 
Profesor  de  Coimbra,  Dr.  Fernandos  Yaz^  que  por  falta  de  tiem- 
po no  pudo  llevarse  al  pleno. 

«El  matrimonio  y  los  derechos  de  familia  y  sucesión  de  loo 
israelitas  naturales  de  una  nación  deben  ser  regalados  en  cual- 
quiera otra  pación  por  su  estatuto  personal.» 

Esta  conclusión  no  resuelve,  después  de  todo,  la  duda.  Las 
personas  interesadas  en  el  asunto,  tenían  un  estatuto  personal 
antes  de  adquirir  la  nacionalidad  portuguesa  y  otro  después. 
^Debe  aplicarse  la  primera  legislación  ó  la  segunda?  Tiat  it 
the  quesíión. 

Dnodéeimo  toma. 

^La  ley  que  reconoce  y  aceita  la  constilución  consueíuiiiuwia 
religiosa  de  la  familia  gentil  ^nocristíanajf  deberá  respetarte 
régimen  de  sucesión^  reglamentándolo  en  conformidad  de  sus 
usos  y  costumdreSf  reconocidos  y  observados  por  las  respectivas 
comunidades? 

La  contestación  á  este  tema,  sobre  el  que  no  hubo  ponen - 
cía,  se  desprende  de  los  mismos  principios  que  el  anterior.  Am* 
bos  no  son  adecuados  para  un  Congreso  jurídico,  en  el  que  de- 
ben plantearse  las  grandes  cuestiones  de  la  ciencia,  y  no 
asuntos  de  mera  aplicación  práctica  de  las  leyes,  que  caen 
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siempre  bajo  el  dominio  de  la  legislación  positiva  interior  6  del 
derecho  internacional.  No  es  necesario  investigar  principios 
nuevos,  sino  aplicar  los  conocidos;  se  trata  simplemente  de 
cuestiones  de  derecho  constituido,  cnya  solución  dudosa  pa- 
diera  presentarse  ante  un  Congreso  nacional,  pero  en  modo  al- 
gpano  ante  una  Asamblea  científica  de  jarisconsnltos  extranje- 
ros. Faltando  ponencia,  no  pudo  ser  discutido  el  tema. 

^Se  caniinuará). 

Manuel  Torres  Campos. 


CONSULTA 


£1  art  811  del  Código  eivil,  en  relaeión  eon  las  disposidoBM 
torias  1.&  j  12.B'  del  mismo,  respecto  de  la  reserva  de  Meies  ca 
favor  de  los  parientes. 

El  ascendiente  qxxe,  iajo  el  imperio  de  la  ley  citü  aní^w^ 
hubiere  heredado  de  sn  descendiente  bienes  que  ¿ste  á  su  ves 
hubiese  adquirido  por  título  lucrativo  de  otro  ascendiente,  ó 
de  un  hermano,  ¿vendrá  obligado  á  reservar,  j^or  el  art  811  ie 
nuestro  Códiffo  cimlf  los  que  hubiere  adquirido  por  ministerio 
de  la  ley  en  favor  de  los  parientes  que  estén  dentro  del  tercer 
grado  7  pertenezcan  á  la  línea  de  donde  los  bienes  procedan^ 

Como  desde  luego  se  ve^  esta  es  una  cuestión  puramente  de 
derecho  transitorio. 

Es  una  máxima  de  jurisprudencia  universal,  que  la  ley  ne 
puede  tener  en  modo  alguno  efecto  retroactivo;  y  este  axio- 
ma,  reconocido  por  todos  los  códigos ,  le  vemos  expresamente 
consignado,  como  no  podía  menos  de  ser,  en  las  disposiciones 
transitorias  de  nuestro  Código  civil,  cuando  establece  que  cías 
variaciones  introducidas  por  él,  que  perjudiquen  derechos  ad- 
quiridos según  la  legislación  civil  anterior,  no  tendrán  efecto 
retroactivo.»  Pero  como  este  principio,  tan  sencillo  al  parecer, 
no  se  considerara  bastante  para  resolver  las  graves  dificulta- 
des y  pavorosos  problemas  que  necesariamerte  habían  de  SQ^ 
gír  del  tránsito  de  una  legislación  á  otra,  y  esto  precisamente 
á  causa  de  ser  sumamente  difícil,  á  veces,  el  determinar  qué 
es  un  derecho  adquirido,  nuestro  Código  ha  establecido  á  sa 
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final  aquellas  dísposicioaes  transitorias  que  se  han  creído  ne- 
cesarias para  determinar  con  regularidad  y  justicia  el  paso  de 
la  antig^oa  legislación  á  la  nneya,  y  quedar  á  salvo  en  todo 
caso  el  principio  de  la  irretroactividad  de  las  leyes. 

De  dichas  disposiciones  transitorias,  sólo  dos  pueden  apli> 
catse  para  la  resolución  del  caso  propuesto,  la  1/  y  la  12/  Re- 
cordemos lo  que  estatuyen  una  y  otra.  Dice  la  1.*:  «Se  regirán 
por  la  leg^islación  anterior  al  Código  los  derechos  nacidos,  se- 
g4n  ella,  de  hechos  realizaios  hajo  sia  rigimeny  aunque  el  Có- 
digo los  regule  de  otro  modo,  ó  no  los  reconozca.  Pero  si  el 
derecho  apareciere  declarado  por  primera  vez  en  el  Código, 
tendrá  efecto  desde  luego,  aunque  el  hecho  que  lo  origine  se 
verificara  bajo  la  legislación  anterior,  siempre  que  no  perjudique 
d  otro  atrecho  adquirido  de  igual  origen.»  Dispone  la  12.*:  «Los 
derechos  á  la  herencia  del  que  hubiese  fallecido,  con  testamen- 
to ó  sin  él,  antes  de  hallarse  en  vigor  el  Código,  se  regirán  por 
la  legislación  anterior,» 

Lo  qae  siempre  impide  la  Vetroactividad  de  la  ley  nueva 
es  el  derecho  bajo  el  imperio  de  la  ley  antigua  adquirido  y  que 
á  toda  costa  es  preciso  respetar.  Por  eso  en  todos  los  casos,  y 
lo  mismo  en  el  presente>  lo  que  ante  todo  importa  investigar 
es  si  existe  tal  derecho  adquirido  bajo  un  régimen  jurídico  an- 
terior; esto  es  lo  esencial,  y  determinado  esto,  la  cuestión  vie- 
ne á  hacerse  ya  de  facilísima  resolución. 

Ahora  bien;  en  el  caso  propuesto,  ¿puede  el  ascendiente 
invocar  nn  derecho  adquirido  bajo  el  régimen  jurídico  anterior 
que  impida  la  aplicación  del  art.  811  citado?  Parócenos  que  sí. 
Y  para  demostrarlo,  nada  más  natural  que  recordar  las  im- 
portantísimas declaraciones  que  la  Sección  de  lo  civil  de  la 
Comisión  general  de  Oodiñcación  hizo  sobre  este  punto  de  la 
irretroactividad  de  la  ley,  en  la  notable  exposición  de  motivos 
i  la  reforma  del  Código  llevada  á  cabo  en  cumplimiento  de  la 
ley  de  26  de  Mayo  último. 

«Si  la  existencia,  efectividad  ó  extensión  del  derecho,  dice 
la  Sección,  dependen  de  eventualidades  independientes  de  la 
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Tolantad  del  que  lo  posea,  podrá  éste  tener  una  esperanza, 
pero  no  nn  verdadero  derecho  adquirido.  Por  eso  los  herede- 
ros legítimos  y  los  instituidos,  así  como  los  leg^itarioB  de  las 
personas  que  yiyen,  no  tienen  derecho  alguno  adquirido  Aasia 
la  muerte  de  éstas,  porque  la  existencia  del  que  en  lo  futuro 
podrán  disfrutar,  depende,  ya  de  la  eventualidad  de  su  propia 
muerte,  ya  de  las  vicisitudes  de  la  fortuna,  ó  de  la  libre  y  va- 
riable voluntad  de  los  testadores.»  Es  así  que  en  el  presente 
caso,  el  derecho  del  ascendiente  á  la  herencia  de  su  descea- 
diente  no  dependía  ya  en  1.^  de  Mayo  de  1889  de  eventualidt- 
des  de  ningún  género,  ni  de  la  libre  y  variable  voluntad  de! 
descendiente  causante  de  la  herencia,  y  que  á  la  sazén  había 
muerto;  luego  el  ascendiente  en  cuestión  no  tenía  al  comenzar 
á  regir  nuestro  Código  una  mera  esperanza,  sino  un  verdadero 
derecho  adquirido  que  es  preciso  respetar. 

«Como  todo  derecho,  continúa  la  Sección,  nace  necesaria- 
mente de  un  hecho  voluntario  ó  independiente  de  la  humana 
voluntad,  la  fecha  de  este  hecho,  que  puede  ser  anterior  6  pos- 
terior á  la  promulgación  del  Código,  es  la  que  debe  determinar 
la  legislación  que  ha  de  aplicarse  al  derecho  que  de  aquel  he- 
cho naciera.:»  En  el  caso  propuesto,  el  derecho  del  ascendiente 
á  la  herencia  de  su  descendiente  nace  precisamente  del  hecho 
de  la  muerte  de  este  último:  el  derecho  del  heredero  llega  á  ser 
perfecto,  se  consuma,  en  el  momento  mismo  de  la  muerte  del 
causante  de  la  sucesión.  Pero  ese  hecho  se  realizó,  en  nuestro 
caso,  con  anterioridad  á  la  promulgación  del  Código;  luego  al 
derecho  nacido  de  aquel  hecho  hay  que  aplicar  necesariamen- 
te la  antigua  legislación. 

Fijemos  ahora  nuestra  consideración  un  momento  en  las 
disposiciones  transitorias  1.^  y  12. 

Determinando  esta  última,  aunque  invirtamos  el  orden,  qae 
los  derechos  á  la  herencia  del  que  hubiere  fallecido,  con  testa- 
mento ó  sin  él,  antes  de  hallarse  en  vigor  el  Código,  se  regi- 
rán por  la  legislación  anterior,  no  ha  hecho  más  que  elevará 
precepto  legal  las  más  elementales  enseñanzas  de  la  ciencia 
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del  derecho  transitorio  sobre  este  punto.  Fiore,  en  sxx  notable 
tratado  sobre  la  irretroactividad  de  las  leyes,  después  de  de- 
mostrar con  razones  concluyentes  que  el  derecho  del  heredero 
debe  ser  determinado  en  todo  caso  por  la  ley  bajo  cayo  imperio 
la  0acesi<5n  se  abriera  con  la  mnerte  del  cansante  de  ella,  con- 
eluyer  «En  cnanto  á  esto^  todos  los  tratadistas  están  de  acner- 
doy  7  no  es  posible  que  haya  lugar  á  dtidas.)>  La  disposición  12.^ 
citada  resuelve,  en  nuestro  concepto,  la  cuestión  propuesta, 
pero  de  una  manera  tan  clara  como  justa. 

Y  á  la  verdad;  el  ascendiente  á  que  nos  referimos,  como 
sacedlo  á  su  descendiente  antes  de  la  promulgación  del  Códi- 
gpo>  recibió  la  herencia  sin  restricciones  ó  limitaciones  de  nin- 
gún género,  sin  obligación  de  reservar;  la  recibió  en  plena 
propiedad,  y  por  tanto,  con  la  facultad  de  disponer  por  actos 
inier  vivos  y  morfás  causa.  Si,  pues,  ahora  se  le  aplica  el  ar- 
iícalo  811,  es  indudable  que  se  le  arrebata  la  facultad  de  dis- 
poner en  los  términos  expresados;  es  claro  que  se  le  priva  de 
la  nnda  propiedad  de  la  herencia  al  amparo  de  la  legislación 
antigua  adquirida,  quedándole  tan  sólo  el  usufructo;  es  evi- 
dente^  por  último,  que  se  le  despoja  de  derechos  importantísi» 
moa  que  ya  habían  entrado  á  formar  parte  de  su  patrimonio, 
sin  limitaciones  de  ninguna  clase,  bajo  un  régimen  jurídico 
anterior,  lo  cual  no  puede  hacerse  sino  con  evidente  infracción 
del  artículo  transitorio  del  Código,  y  notorio  perjuicio  de  un 
verdadero  derecho  adquirido. 

Establécese  en  la  regla  primera  de  las  transitorias,  que  se 
regirán  por  la  legislación  anterior  al  Código  los  derechos  nací  - 
dos,  según  ella,  de  hechos  realizados  bajo  su  régimen,  aunque 
el  Código  los  regule  de  otro  modo  ó  no  los  reconozca.  Pero  que 
si  el  derecho  apareciese  declarado  por  primera  vez  en  el  Códi- 
go, tendrá  efecto  desde  luego,  aunque  el  hecho  que  lo  origine 
se  verificara  bajo  la  legislación  anterior,  siempre  que  no  per- 
judique á  otro  derecho  adquirido,  de  igual  origen. 

Ya  hemos  visto  que,  en  el  caso  propuesto,  el  derecho  del  as- 
cendiente á  la  herencia  de  su  descendiente  nacía  precisamen* 


396  BXnSTA   DE   i.EGISLACl<$lf 

te  del  hecho  de  la  maerte  de  este  último.  Paes  bien;  como  6tft 
toTO  logar  bajo  el  régimen  jarídico  anterior,  es  daro  que  por 
la  legislación  civil  antigua  habrá  de  regirse  el  derecho  que 
de  aqael  hecho  naciera;  y  que  al  ascendiente  en  cuestión  pe^ 
tenecerá  en  plena  propieiadj  y  sin  obligación  de  reservar,  por 
tanto,  la  herencia  de  so  descendiente,  no  obstante  qne  el  Có- 
digo regnle  de  otro  modo  ya  esta  clase  de  so  cesiones,  no  reco- 
nociendo en  los  ascendientes  el  derecho  á  heredar  en  pleno 
dominio  á  sus  descendientes  cnando  se  dó  el  caso  previsto  por 
el  art.  811. 

Ciertamente  qae  el  derecho  establecido  en  este  último  ar- 
tícnlo  á  favor  de  los  parientes  qne  estén  dentro  del  tercer  gra- 
do y  pertenezcan  ala  línea  de  donde  los  bienes  proceden,  apa- 
rece declarado  por  primera  vez  en  el  Código;  pero  ese  derecho 
no  pnede  en  modo  algnno  tener  efecto  desde  laego,  ni  por 
moerte  del  causante  en  caestión,  por  la  sancillísioia  razón  de 
qne,  en  el  presente  caso,  perjadicaría  el  derecho  adquirido  qoe 
hemos  demostrado  tiene  en  sn  favor  el  referido  ascendiente,  y 
cuyo  derecho  precisamente  arranca  del  mismo  hecho  en  qoe 
pretenden  fundar  el  suyo,  con  arreglo  al  Código,  los  parientes 
del  tercer  grado,  pertenecientes  á  aquella  línea. 

Y  nótese  bien  que  el  Código,  en  dicha  regla  primera,  noae 
ha  propuesto  tan  sólo  dejar  á  salvo  aquellos  derechos  adquiri- 
dos por  terceros  á  virtud,  por  ejemplo,  de  las  enajenaciones  de 
las  fincas  de  la  herencia  llevadas  á  cabo  por  el  ascendiente, 
pues  determinando  que  el  derecho  declarado  por  primera  vez 
tendrá  efecto  desde  luego,  siempre  que  no  perjudique  á  otrú 
derecho  adquirido  de  igual  origen,  es  claro  que  el  pensamiento 
ha  sido,  como  era  natural,  lógico  y  justo  que  fuese,  salvar  Ma 
derecho  adquirido,  sin  que  para  nada  importara  la  persona  qae 
ostentarle  pudiera. 

Queda,  pues,  en  nuestro  concepto  sufioientemente  demos- 
trado que,  en  el  caso  propuesto,  puede  el  ascendiente  intXHXtr 
un  verdadero  derecho  adquirido  bajo  el  régimen  jurídico  an- 
terior que  impide  la  aplicación  del  art.  811  citado;  derecho  qae 
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es  transmisibie  d  sus  herederos^  como  todos  aquellos  qne  no  se 
extinga  en  por  la  muerte  del  que  lo  posee. 

Pero  como  jurisconsultos  competentísimos  y  de  gran  repu- 
tación hayan  opinado  en  contrario  sentido,  nos  hemos  decidido 
á  elevar  esta  consulta  á  la  ilustrada  Redacción  de  esa  Revista 
<;on  el  fio  de  conocer  cuál  sea,  sobre  este  punto,  su  autorizadí- 
.simo  parecer. 

Don  Benitp,  6  ICano  1880. 

R.  B.  D.  C. 


CONTESTACIÓM 

La  Redacción  de  la  Rbvista  está  conforme  con  la  opinión 
del  consultante  y  acepta  como  buenas  y  legales  todas  las  razo- 
nes en  qne  la  funda.  Nuestro  ilustrado  compañero  las  expone 
con  toda  claridad,  y  aplica  con  tan  recto  criterio  las  reglas  de 
interpretación  y  las  consignadas  en  las  disposiciones  transito- 
rias  del  Código  civil  á  la  inteligencia  que  debe  darse  al  art.  811, 
que  nada  tenemos  que  añadir. 

Aunque  pudiera  prescindirse  del  principio  sobre  irretroac- 
tividad  de  las  leyes  civiles,  la  locución  empleada  en  el  art.  811^ 
segán  su  sentido  gramatical,  demuestra  que  se  refiere  á  lo^ií- 
turo,  ó  sea  á  las  herencias  que  los  ascendientes  adquieran  de 
sus  descendientes  después  de  regir  el  Código.  «El  ascendiente 
que  here¿kire»j  dice;  no  que  hubiere  ó  que  haya  heredado;  y  por 
consiguiente,  no  puede  dársele  efecto  retroactivo  sin  contrariar 
su  letra;  efecto  que  lastimaría  además  derechos  adquiridos  con- 
forme á  la  legislación  anterior,  como  se  demuestra  en  la  con- 
sulta, con  perturbación  de  la  propiedad  y  dando  ocasión  á  plei- 
tos en  las  familias,  cosas  ambas  muy  distantes  de  la  intención 
del  legislador. 

Opinamos,  pues,  como  el  consultante  que  el  art.  811  del 

Código  civil,  ó  sea  la  reserva,  en  favor  de  los  parientes,  de  los 
TOMO  76  26 
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bienes  que  los  ascendientes  hereden  de  sus  descendientes,  j 
éstos  hubieren  adquirido  por  ministerio  de  la  le¡^  de  otro  ascea- 
diente  6  de  un  hermamano,  sólo  es  aplicable  al  caso  en  que  el 
ascendiente  adquiera  la  herencia  después  de  regir  el  Código  ci- 
vil, por  haber  fallecido  el  descendiente  en  este  período,  y  co 
á  la  herencia  transmitida  con  anterioridad  al  1.^  de  Mavt» 
de  1889. 

José  M ABÍA  Manbbia. 


LA  IMPUTABILIDAD  CRIMINAL 

Y  LAS  CAUSAS  QDE  LA  EXCLUYEN  Ó  LA  MODIFICAN  <W 


«La  vida  es  la  verdad,  y  la  verda- 
dera oienoia  presta  oídos  á  los  testimo- 
nios de  la  vida,  y  no  se  asasta  onando  la 
ftierza  de  ésta  abate  fórmulas  viejas  que 
antes  se  oreian  indispensables.» 

Bemer. 


Por  exticemo  ardno,  complejo  y  vastísimo  es  el  tema  (2)  de 
la  Sección  3/  del  certamen  jurídico,  abierto,  para  el  curso  de 
1886  á  1887^  por  la  Academia  granadina  de  Jurisprudencia  y 
Legislación.  Bajo  la  apariencia  de  una  enunciación  limitada  y 
concreta  abarca  por  entero,  á  tomarlo  en  toda  la  amplitud  que 
consiente  la  generalidad  de  las  palabras,  uno  de  los  tres  asun- 
tos capitales  que  forman  la  materia  y  el  contenido  del  derecho 
penal,  ó  sea,  el  delito,  dado  que  todas  las  cuestiones  que  se  re- 
fieren á  éste,  vienen  á  reducirse,  en  último  término,  á  proble- 
mas sobre  la  imputabilidad  y  á  causas  modiñcativas  de  la  res- 


(1)    If  emoiia  prenodada  por  la  Academia  granadina  de  Jnrispmdencia  y 
Legislaeión. 

(8)     Estaba  formulado  en  los  términos  siguientes: 
«De  la  imputabilidad.  Su  naturalesa,  claslficaoión  y  limites.  Causas  modi- 
ficativas de  la  responsabilidad  penal,  determinables  por  la  ley.  Atribuciones 
.  que  deben  otorgarse  á  los  Tribunales  para  apreciarlas.  > 
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ponsabilidad  penal,  así  como  todos  los  paatos  qae  .  soa  objeto 
de  estudio  en  materias  de  impatabilídad  7  todas  las  círeno^ 
tancias  que  modifican  la  responsabilidad,  reflajen,  al  fin  j  á 
la  postre,  en  la  apreciación  del  delito. 

TodaTía,  si  el  tema  se  hubiera  circunscrito  á  los  dos  pri- 
meros enunciados — De  la  ímputabilidad.  Su  naturaleza^  cIm- 
ficacióny  límites --hxxhiétK&Q  encerrado  el  asunto  dentoi  de 
aledaños  conocidos  y  fijos,  porque  el  problema  de  la  ímputabi- 
lidad 7  de  las  causas  que  la  excluyen  6  la  amenguan,   riese 
de  antiguo  estudiado  en  la  ciencia  y  resuelto  en  la  leg:islaci6a 
con  caracteres  y  contornos  que  le  distinguen  de  los  demás 
problemas  del  derecho  penal  y  le  dan  cierta  individualidad  y 
fisonomía  propias;  pero  en  sus  dos  últimos  extremos — Ca^i&i 
modijicativas  de  la  responsabilidad  fenol  determinabUs  for  b 
ley.  Atribuciones  que  deben  otorgarse  d  los   Tribunales  pñrs 
apreciarlas — el  tema  rompe  con  esta  tradición  de  las  escuelas 
y  de  las  legislaciones,  y  refiriéndose,  no  ya  meramente  á  las 
causas  que  excluyen  ó  disminuyen  la  Ímputabilidad,  sino,  ei 
general,  á  las  causas  que  modifican  la  responsabilidad  penal, 
abre  de  par  en  par  las  puertas  á  una  multitud  de  cuestionen, 
que  no  suelen  de  ordinario  considerarse  como  integrantes  del 
problema  de  la  imputación  y  que  es  costumbre  tratar  bajo  tí- 
tulos y  con  denominaciones  diferentes. 

En  efecto,  ¿quién  no  considerará  como  causas  modificati- 
vas de  la  respousabilidad  penal  las  llamadas  circunstancias 
atenuantes  y  agravantes?  Pues  no  se  estudian  por  lo  común  al 
determinar  la  Ímputabilidad  y  sus  modificaciones;  antes  por  el 
contrario,  los  autores  ponen  gran  empeño  en  distinguir  na 
problema  de  otro,  asignándoles  lugares  distintos  en  sus  obras. 
Y  saliéndonos  aún  más  de  los  caminos  trillados  y  de  las  mane- 
ras de  ver  corrientes,  ¿se  puede  negar  que  todas  las  cuestiones 
que  se  refieren  al  estudio  de  los  actos  preparatorios,  de  la  teo- 
tativa,  del  delito  frustrado  y  del  delito  consamado,  todas  lis 
dificultades  dignas  de  aclaración  en  la  materia  de  la  codelia- 
cuencia  y  en  la  de  la  acumulación  de  varios  delitos  en  una 


LA   IMPUTAfilLIDAD  CBIMINAL  401 

Eiisina  persona,  atañen,  en  último  resultado,  á  la  impntabili- 
lad  y  modifiisan  la  responsabilidad  penal?  Pues  ni  los  códigos 
B8  enomeran  entre  las  cansas  modiñcativas  de  la  responsabi- 
ídady  ni  los  escritores  las  inclnyen  en  los  capítulos  que*á  dilu- 
ddar  éstas  consagran,  por  más  que  luego  tengan  en  cuenta 
ales  elementos  al  determinar  la  cuantía  de  la  pena,  y  por  más 
|ae  el  estadio  de  los  distintos  estados  <5  momentos  de  la  gene- 
nLcidn  y  la  vida  del  delito,  de  la  participación  de  varias  perso- 
nas en  nn  hecho  punible  y  de  la  comisión  de  vatios  hechos 
jpambles  por  una  misma  persona,  no  tenga  y  no  pueda  tener 
otro  fin  que  el  de  determinar  la  imputabilidad  y  el  distinto 
grado  de  responsabilidad  penal  de  los  autores. 
'      Pero  aún  hay  más.  Todo  el  libro  segundo  de  los  códigos, 
toda  esa  enumeración  y  determinación  precisa  y  minuciosa  de 
los  delitos  y  de  sus  distintas  especies,  toda  esa  fijación  detalla- 
da é  individualizadora  de  los  caracteres  y  de  los  elementos 
constitutivos  de  cada  uno  de  los  hechos  punibles,  ¿qué  otra 
cosa  es  que  una  enumeración,  determinación  y  fijación  de  las 
cansas  modificativas  de  la  responsabilidad  penal?  Según  el 
título  á  que  pertenezca  el  delito,  según  la  índole  de  la  rela- 
ción jarídica  perturbada,  según  las  circunstancias  que  con- 
curran en  su  perturbación,  en  una  palabra,  según  sus  elemen- 
tos constitutivos,  ¿el  hecho  punible  no  recibe  distinto  nom- 
bre, se  clasifica  en  diferente  categoría  y  se  castiga  con  ma- 
yor 6  menor  pena  ó  con  pena  de  desigual  naturaleza?  Luego 
todo  el  libro  segundo  de  los  códigos,  toda  la  parte  especial 
de  la  ciencia  de  los  crímenes,  no  es  otra  cosa  que  el  estudio  y 
la  determinación  de  las  causas  modificativas  de  la  responsabi- 
lidad penal  determinables  por  la  ley,  y  razón  llevaba  al  afir- 
mar antes,  que  el  tema,  tomado  en  toda  la  amputad  que  con- 
sienten las  palabras  empleadas  al  enunciarlo,  abarcaría  por 
entero  el  estudio  del  delito,  tanto  en  su  parte  general  cuapto 
en  su  parte  especial,  porque  no  hay  ni  se  concibe  teoría  alguna 
que  se  refiera  al  delito  que  no  repercuta  al  cabo  en  la  imputa- 
bilidad y  responsabilidad  de  su  autor. 
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Ahora  bien;  al  redactar  el  tema  de  la  Seccióa  tercera,  ¿se 
propuesto,  ha  querido  la  Academia  granadina  de  Jarispro&jee* 
cia  darle  la  extensión  que  de  sus  palabras  resulta  y  que  ac3Ík> 
de  señalar?  Evidentemente  que  no.  De  lo  contrario  romperte 
con  toda  la  tradición  científica  y  legal»  que  bajo  el  título 
circunstancias  ó  causas  modificativas  de  la  responsabilidad 
nal  no  ha  comprendido  nunca,  por  más  que  en  realidad  loi 
la  determinación  y  fijación  de  los  caracteres  y  elementos 
titutivos  de  los  delitos  (objeto  peculiar  y  propio  del  libro  i 
do  de  los  códigos  y  de  la  parte  especial  de  los  tratados),  ni  le 
que  se  refiere  á  los  distintos  estados  ó  momentos  en  la  vidadol 
delito  y  lo  que  atañe  á  la  concurrencia  de  varias  persontBoa 
un  mismo  hecho  punible.  Y  al  romper  con  la  tradición  cieiitf- 
fica  y  legal,  la  Academia  granadina  daría  á  este  tema  oaa 
amplitud  desusada  y  vastísima,  imposible  de  encerrar  en  1» 
ostrechos  lín^ites  que,  por  la  costumbre  y  por  la  necesidad 
misma  de  las  cosas,  tienen  siempre  las  memorias  ó  trab^ 
que  se  presentan  á  los  certámenes  de  la  índole  del  nuestra. 

Entiendo,  por  tanto,  que  el  tema  de  la  Sección  tercera,  et 
su  segpunda  parte,  no  comprende  sino  lo  que  ordinariamente 
suele  entenderse  por  causas  modificativas  de  la  responsabili- 
dad penal,  esto  es,  las  llamadas  circunstancias  atenuantes  y 
agravantes,  y,  por  tanto,  que  no  debo  extenderme  más  alU 
del  estudio  de  la  imputabilidad  y  de  las  causas  que  la  exds- 
yen  ó  la  amenguan,  así  como  de  las  que  se  llaman,  por  lo  oo*  ^ 
mún,  circunstancias  de  atenuación  y  agravación,  que  ya  v^ 
remos  si  son  cosa  distinta  de  las  primeras  y  que  no  tengaa     | 
con  ellas  nada  que  ver,  como  de  ordinario  se  sostiene,  ó  si, 
por  el  contrario,  guardan  entre  sí  más  parentesco  é  intimidad 
del  que  por  lo  regular  se  cree. 

Y  aun  estas  causas  y  circunstancias  modificativas  he  de  es- 
tudiarlas  más  que  en  sí  mismas,  en  sus  relaciones  con  la  lej, 
pues  claramente  se  deduce  de  los  últimos  enunciados  del  tema» 
que  no  se  ha  propuesto  la  Academia  granadina  obtener  oa 
trabajo  psicológico  ó  médico-legal  sobre  la  imputabilidad  y  la 
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responsabilidad  y  las  cansas  que  pueden  extingairlas  y  modi- 
ficarlas, sino  un  trabajo  jarídíco-constitayeate^  6  sea  un  traba- 
jo, en   el  caal,  tomando  esas  caestiones  en  el  estado  en  qae 
las  da  la  ciencia,  se  discuta  y  dilacide  cómo  pueden  encar- 
narse en  la  ley,  cómo  pueden  hallar  en  los  códigos  expresión 
y  solaciÓQ  los  problemas  científicos  y  qué  atribuciones  se  han 
de  conceder  á  los  Tribunales  para  juzgar  los  casos  que  se  pre* 
aenten  en  la  práctica. 

Mi  tarea,  por  tanto,  limitada  á  lo  que  queda  dicho,  ha  de 
abarcar   dos  puntos  capitales:  uno,  el  de  la,  imputabilldad,  su 
concepto,  su  naturaleza,  sus  condiciones  y  sus  clases;  y  otro, 
el  de  las  causas  que  la  excluyen  ó  la  amenguan  y  las  circuns- 
tancias qae  modifican  la  responsabilidad  penal,  principalmen- 
te por  lo  que  toca  al  modo  de  determinarlas  en  la  ley  y  á  las 
£icultades  que  deben  otorgarse  á  los  Tribunales  para  apreciar- 
las. Procuraré  tratarlos  ambos  en  la  esfera  de  los  principios  y 
de  la  política  legislativa  de  las  naciones  cultas,  hasta  dohde 
mis  conocimientos  me  lo  permitan,  y  con  la  extensión  que  con* 
siente  un  trabajo  de  la  índole  de  éste  y  el  exiguo  tiempo  que 
la  Academia  concede  (desde  1.^  de  Junio  á  15  de  Septiembre 
de  1887). 


I 


El  difícil  y  transcendental  problema  de  la  imputabilidad 
ha  preocupado  poderosamente  á  los  pensadores  y  á  los  jnris- 
consultos  de  todos  los  tiempos,  y  ha  sido  objeto  de  graves  po- 
lémicas y  discusiones  que  están  todavía  muy  lejos  de  haber 
llegado  á  una  solución  satisfactoria  para  todos  y  por  todos  ad- 
mitida. 

El  dato  del  lenguaje,  que,  como  obra  espontánea  de  los 
pueblos  y  reflejo  del  pensar  común  de  las  gentes,  no  deja  de 
tener  algún  valor  (puesto  que  lo  que  le  falta  de  precisión  y 
análisis  le  sobra  de  objetividad  y  amplitud),  el  dato  del  len- 
gnaje  nos  dice:  que  imputar  significa  atribuir  á  alguno  ana 
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accidn,  poner  á  cuenta  suya  y  como  obra  de  sa  actividad  no 
hecho.  £1  yerbo  imputar,  que,  con  ligeras  variantes  de  termi- 
nación, existe  en  todas  las  lenguas  neolatinas,  proviene  del 
latín  imputo,  aSy  are,  compuesto  de  t»,  en,  dentro  de,  á  causa,  en 
razón,  j  jmlo,  as,  are,  contar,  estimar,  juzgar;  por  manera  que 
imputar  tanto  quiere  decir  como  cargar  á  alguien  nn  suceso, 
estimarle  6  juzgarle  causa  de  un  hecho.  El  uso,  sin  embargo, 
y,  más  que  el  uso,  los  esfuerzos  de  algunos  lexicógrafos,  haa 
introducido  ó  tratado  de  introducir  algunas  limitaciones  y  res- 
tricciones en  este  signiñcado  amplísimo  del  verbo  imputar. 

En  primer  término,  se  ha  intentado  circunscribirlo  á  las  ac- 
ciones malas,  contrarias  á  la  ley  y  vituperables,  sosteniendo 
que  sólo  á  las  de  esta  índole  puede  aplicarse  con  exactitud  y 
propiedad.  De  aquí  la  sinonimia  que  entre  atribuir,  achacar  é 
imputar  ha  pretendido  establecer  Mora,  quien  dice  que  sig- 
nificando los  tres  verbos  la  aplicación  á  una  persona  de  un  he* 
cho  ó  un  dicho,  el  que  se  atribuye  no  tiene  carácter  exclaaivo 
y  puede  ser  bueno  ó  malo,  loable  ó  digno  de  censura;  el  que  8& 
achaca  es  imprudente,  desacertado  ó  ridículo;  el  que  se  imputa 
es  inmoral  y  culpable  (1).  Y  Cienfuegos,  insistiendo  sobre  la 
distinta  significación  de  atribuir  é  imputar  y  dice  que  ^atrihUr 
se  toma  indiferentemente  en  buena  y  en  mala  parte;  pero  im- 
putar  se  toma  por  lo  regular  en  mala.  Se  atribuye  una  accida 
mala  así  como  una  buena,  una  virtud  y  un  vicio;  pero  antea 
se  imputan  las  acciones  malas  que  las  buenas,  antes  un  delito 
que  una  virtud»  (2).  Mas  como  ni  la  etimología  de  la  palabra, 
que  antes  he  transcrito,  ni  su  recto  significado,  ni  «la  razón  y 
el  uso  universal  fundado  en  ella»,  según  observa  el  mismo  Cien- 
fuegos,  autorizan  para  semejante  restricción,  creo  que  debe  to- 
marse en  toda  la  amplitud  y  decir,  que  el  dato  del  lenguaje  no 
nos  da  por  este  lado  más  nota  en  el  verbo  imputar^  que  la  de 


(1)  Citado  por  Boque  Baroia  en  su  Primer  Dioeionario  Chneral  EtmtUgi»^ 
tomo  I,  pig.  481. 

(2)  Citado  por  Boque  Barcia,  obra  y  páigina  citadas. 
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atribuir  ó  aplicar  6  poner  á  cuenta  y  cargo  de  algano,  como 
obra  suya,  una  acción,  un  dicho  ó  un  fenómeno  caalqaiera, 
bneno  ó  malo,  loable  ó  vltaperable. 

En  segundo  término,  se  ha  pretendido  por  muchos,  que  no 
86  pnede  hablar  de  imputar,  de  imputación  y  de  imputabilidad, 
8ÍDo  coando  se  trata  de  un  agente  moral,  de  un  agente  yolun- 
tarto  y  libre,  esto  es,  cuando  la  causa  á  que  se  atribuye  el  fe« 
ntSmeno,  el  ser  á  quien  se  achaca  el  hecho  y  á  cuya  cuenta  y 
cargo  se  pone,  es  capaz  de  determinarse  por  si  mismo,  con 
plena  conciencia  y  reflexión.  Sobre  este  punto  dice  Gienfuegos, 
qne  mientras  <íaúridutrBe  usa  en  el  sentido  físico  lo  mismo  que 
en  el  moral  y  se  atribuya  una  acción  á  una  persona,  así  como- 
el  flujo  y  reflujo  del  mar  á  la  acción  combinada  del  sol  y  de  la 
lona,  imputar  apenas  tiene  uso  sino  en  el  sentido  moral,  y  por 
lo  común  no  imputamos  sino  á  las  personas  ó  seres  personifica- 
dos, ó  á  las  cosas  animadas:»  (1).  Roque  Barcia,  conviniendo 
en  las  mismas  ideas,  afirma:  «La  acción  que  no  depende  do 
nuestra  voluntad  ó  de  nuestro  arbitrio,  no  es  libre,  y  no  sien* 
do  libre,  no  es  imputable.  Por  consiguiente,  lo  imputable  no  so 
concibe  sino  dentro  de  la  libertad  del  albedrío)^  (2). 

El  Sr.  Silvela,  al  definir,  en  su  obra  de  derecho  penal,  lo 
que  se  entiende  por  imputabilidad,  sostiene  qne  <LÍmputar  re- 
presenta un  juicio  según  el  que  se  afirma  que  el  acto  es  pro- 
ducido por  la  determinación  del  agente  capaz  de  libertad, 
esto  es,  teniendo  conciencia  de  sí  y  conocimiento  de  la  ley  ó 
principio  que  debía  regirle,  y  en  su  consecuencia  se  le  atribu- 
ye como  suyo  y  propio.  No  expresa,  pues,  la  sim{)le  relación 
de  efecto  á  causa,  como  en  la  actividad  espontánea  y  en  la  so- 
lamente voluntaria,  sino  la  relación  de  causa  ó  voluntad  libro 
á  efecto  por  ella  producido.  Para  queso  puedan  imputar  los 
hechos,  es,  pues,  necesaria  la  condición»  que  el  agente  sea  ca- 


(1)  Bo^e  Baxoia,  obra  y  lugar  citados. 

(2)  J^mer  JHeeúmario  General  Etimológico,  tomo  III,  pág.  88. 
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paz  de  determinación  yolantaria  y  libre»  (1).  No  niego  yo,  ni 
discato  siquiera,  qae  éste  sea  el  verdadero  concepto  de  la  im- 
pntabilidad)  tal  como  se  requiere  y  vive  en  la  ciencia  y  en  ia 
legislación  penal;  pero  dado  macho  qae  pueda  inducirse  del 
mero  dato  del  lenguaje  y  que  sea  el  que  siempre  va  expresa- 
do, en  el  verbo  imputar  y  en  sus  derivados,  por  el  dbg  diario 
y  constante  de  los  paeblos.  Indudablemente,  en  la  actualidad 
y  entre  las  personas  cultas,  se  requieren  condiciones  de  liber- 
tad y  conciencia  en  el  agente,  para  que  pueda  hablarse  de  im- 
putación y  de  imputabilidad  de  las  acciones,  pareciendo  hasta 
como  que  repugna  emplear  estas  palabras  cuando  se  trata  de 
<^ausas  y  de  concatenaciones  del  orden  físico:  pero  ni  sa  orí- 
gen  etimológico  se  opondría  á  que  así  se  hiciera,  ni  lo  qoe 
ahora  es  y  se  usa",  ha  sido  y  se  ha  usado  siempre,  por  lo  cual 
dice  con  razón  Gienfuegos  «que  no  se  paede  hacer  .áe  esta 
•observación,  relativa  al  uso  actual,  una  regla  absoluta  y  ex- 
clusiva» (2). 

El  valor  gramatical  de  las  palabras  no  nos  da,  pues,  otro 
-elemento  ó  nota  del  concepto  de  imputar,  que  el  de  atribución 
ó  aplicación  de  una  acción  ó  un  hecho  á  una  persona  ó  agen- 
te, que  se  considera  como  su  causa,  debiendo  recurrir,  por 
tanto,  á  otros  principios  y  á  otras  esferas,  si  queremos  hallar 
las  notas  que  completan  este  concepto  y  lo  integran  aegán 
existe  en  la  ciencia  jurídica. 

De  imputar  se  derivan:  el  adjetivo  impuioMey  que  se  aplica 
■á  lo  que  se  puede  imputar;  el  sustantivo  imptUaiilidad,  qne 
quiere  decir  tanto  como  cualidad  de  lo  imputable  y  posibi- 
lidad de  imputar,  y  el  sustantivo  impuíació»,  que  significa  la 
acción  y  efecto  de  imputar,  con  otras  muchas  palabras  qoe  do 
menciono,  toda  vez  que,  conocido  el  significado  de  la  raíz,  ei 
fácil  deducir  el  de  sus  derivados. 


(1)  El  Derecho  penal  estudiado  en  pñncipioe  p  en  la  legúladán  9Ífent«  e»  Xr- 
peifia,  tomo  I,  pkg.  125. 

■ 

(2)  Obra^y  Iusat  oiiAdos. 
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Jaega  macho  en  el  derecho  ponitivo  y  es  yoz  qae  alterna 
íl  menudo  en  el  lenguaje  vulgar  7  aun  en  el  científico  con  la 
de  imputadilidady  la  ,de  responsabilidai^  por  lo  cual  conviene 
esclarecer  desde  ahora  su  signíficacidn  7  alcance.  Responsabi- 
lidad quiere  decir,  según  el  Diccionario  de  la  Academia,  «la 
obligación  de  reparar  7  satisfacer  cualquier  pérdida  6  daño;»,  7 
«egún  el  Sr.  Silvela,  cu7a  definición  me  parece  más  compren- 
siva 7  más  exacta,  «la  necesidad  moral  á  que  está  sujeta  toda 
persona,  de  atenerse  ó  estar  á  las  consecuencias  que  provienen 
de  sus  acciones  imputables»  (1).  La  responsabilidad  es,  por  con- 
siguiente, la  consecuencia  de  la  imputabilidad.  En  tanto  que  se 
trata  de  atribuir  ciertos  hechos  á  su  agente,  á  su  causa  produc- 
tora, en  tanto  que  se  busca  el  principio  activo  de  donde  se  han 
derivado  determinados  sucesos,  se  habla  de  imputabilidad  7  de 
imputar;  pero  cuando,  atribuidos  los  hechos  á  su  agente  ó  can- 
sa, 7  encontrado  el  principio  de  donde  han  nacido  los  sucesos, 
se  trata  de  establecer  la  necesidad  en  que  ese  agente,  causa  ó 
principio  se  halla,  de  estar  á  las  consecuencias  de  los  resultados 
producidos  por  su  acción,  de  atenerse  á  lo  que  por  ellas  puede 
sobrevenirle,  de  reparar  el  daño  causado,  de  volver  las  cosas  al 
estado  que  tenían  antes  del  hecho,  de  evitar  su  reproducción, 
-entonces  se  habla  de  responsabilidad  7  de  responder.  Sí  la  frase 
no  fuera  inexacta  en  otros  sentidos,  podría  decirse  que  la  res- 
ponsabilidad es  como  el  lado  pasivo  de  la  imputabilidad,-  en  la 
imputabilidad  se  mira  al  agente  en  sus  relaciones  con  la  acción, 
•esto  es,  en  cuanto  causa  7  principio  de  la  acción;  en  la  respon- 
sabilidad se  mira  al  agente  en  cuanto  sufre  las  consecuencias 
de  la  acción,  en  cuanto  está  obligado  á  reparar  sus  efectos,  ó 
á  evitar  que  se  reproduzcan.  De  aquí  las  relaciones  íntimas  7 
«1  cambio  constante  que  en  el  lenguaje  jurídico  se  hace  entre 


(1)  Obra  citada,  pág.  ISB.  Para  qae  pudiera  aplicarse  esta  definición  k 
todo  el  dereohOi  sería  preciso  suprimir  el  último  adjetivo,  porqne,  al  menos, 
eegán  loa  modos  de  ver  corrientes,  no  en  todas  las  ramas  jnridioas  es  la  im- 
j^ntabilidad  oondioito  neoesaria  de  la  responsabilidad. 
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las  palabras  y  los  conceptos  de  impatabilidad  y  responsabili* 
dad^  como  que  ea  cierta  manera  son  una  misma  cosa  mirada, 
desde  dos  puntos  de  vista  distintos,  6  para  mejor  decir  y  con 
más  exactitud,  dos  cosas  que  están  entre  sí  en  la  relación  de 
causa  á  efecto.  El  efecto  de  la  imputabilidad,  esto  es,  de  que 
ciertos  hecbos  sean  ó  puedan  ser  atribuidos  á  un  agente  como 
á  su  causa,  es  la  responsabilidad,  6  dígase,  la  necesidad  en 
que  está  el  agente  de  atenerse  á  sus  consecuencias  y  de  repa- 
rarlas; por  lo  regular  se  determina  la  imputabilidad,  se  busca 
al  agente  productor  de  los  hechos,  para  exigir  la  responsabili- 
dad, para  obligarle  á  que  esté  á  sus  consecuencias,  y  por  esta 
se  usan  á  menudo  tales  términos,  en  el  hablar  vulgar  y  aun  en 
el  técnico,  como  equivalentes,  y  se  sustituyen  uno  por  otro,, 
cuando  en  todo  rigor  quieren  decir  cosas  distintas. 

El  término  responsabilidad  dice  más  que  imputabiliiaiy 
porque  al  preguntar  quién  es  responsable  de  una  acción,  se 
pregunta  quién  está  obligado  á  atenerse  á  sus  consecuencias; 
mientras  que  al  preguntar  á  quién  es  imputable  una  acción, 
sólo  se  trata  de  determinar  su  autor,  sin  consideración  á  con  - 
secuencias  ó  resultados  de  ninguna  clase;  pero  como  de  ordina- 
rio, según  antes  decía,  determinar  la  imputabilidad  no  tiene 
otro  fín  que  exigir  la  responsabilidad,  de  aquí  que  se  cambien 
y  se  empleen  indistintamente,  hablando  de  responsabilidad 
cuando  en  rigor  se  quiere  hablar  de  imputabilidad,  lo  cual  no 
tiene  nada  de  extraño,  porque  nadie  responde,  á  lo  menos  en 
el  derecho  penal  teórico,  sino  de  lo  que  le  es  imputable,  j 
usando  el  término  imputabilidad  cuando  debería  usarse  el  de 
responsabilidad,  lo  cual  sí  es  más  impropio  y  absurdo,  porque  la 
imputabilidad  no  exige  para  nada  la  responsabilidad,  aunque 
de  ordinario  la  acompañe  y  sea  su  consecuencia  ineludible. 

En  el  lenguaje  jurídico,  el  concepto  de  responsabilidad 
abarca  más  que  el  de  imputabilidad,  porque  el  hombre  responde 
jurídicamente  de  muchas  cosas  que  no  le  son  imputables,  como 
acaece,  por  ejemplo,  en  el  derecho  civil,  en  muchos  casos  de 
indemnización  de  daños  y  perjuicios;  y  á  su  vez,  el  concepto 
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•de  impotabílídad  comprende  también  más  qae  el  de  responsa- 
bilidad, porqae  al  hombre  son  imputables  machas  acciones 
por  las  cuales  no  tiene  responsabilidad  alguna  jurídica,  como, 
Terbi  g^racia,  todas  aquellas  que  no  se  consideran  hoy  como 
delitos  y  no  se  castigan  en  los  códigos.  Pero,  en  el  derecho 
penal  la  razón  parece  exigir  que  ambos  conceptos  coincidan, 
por  manera  que  nadie  responda  sino  de  lo  que  le  sea  imputa- 
ble,  y  que,  de  todo  lo  que  le  sea  imputable,  responda  (1),  si  bien 
•en  las  legislaciones  positivas  no  ocurre  así,  porque  se  exige  res- 
ponsabilidad por  cosas  que  no  son  imputables,  y  no  se  exige 
por  cosas  que  lo  son;  ejemplo  de  lo  primero:  la  graduación  de  la 
penalidad  por  la  duración  de  las  heridas  y  todos  los  casos  en 
que  se  determina  la  pena,  atendiendo  meramente  al  elemento 
objetivo  del  crimen,*  ejemplo  de  lo  segundo:  todas  las  infrac- 
•ciones  del  derecho  que,  siendo  verdaderos  delitos,  no  se  enu- 
meran en  los  códigos  y  no  las  persigue  ni  castiga  el  Estado. 


II 


Hemos  visto  que  el  dato  del  lenguaje  arroja,  como  nota  de 
la  imputabilidad,  la  de  atribución  ó  referencia  de  un  hecho  ó 
fenómeno  á  su  agente  ó  causa,  con  marcada  tendencia,  en  el 
uso  contemporáneo,  á  no  emplear  dicho  vocablo  y  sus  afínes, 
sino  cuando  se  trata  de  acciones  malas,  contrarias  á  la  ley  ó 


(1)  Abí  opinaba  onando  escribí  esta  Memoria,  que  tiende  á  sostener  la 
teoría  de  qae  sólo  deben  considerarse  oomo  impntables  las  acciones  por  las 
-onales  pneda  exigirse  responsabilidad  penal  k  sos  autores;  pero  estudiando  y 
meditando  después  con  m&s  detención  el  problema,  he  cambiado  de  modo  de 
pensar,  y  si  sigo  creyendo  que,  en  el  derecho  penal,  nadie  debe  responder 
flino  de  lo  que  le  sea  imputable,  no  entiendo  que,  de  todo  lo  que  le  sea  im- 
putable, ha  de  responder  penalmente  el  hombre,  porque  las  especiales  condicio- 
nes de  su  inteligencia,  de  su  voluntad,  etc.,  pueden  hacer  que  la  responsabi- 
lidad se  le  exija  por  medio  distinto  de  la  pena. 
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TÍtaperables,  y  con  ÍDcliaacídn  más  resuelta  aún  á  exigir  en  el 
agente  6  causa  condiciones  de  conciencia  y  libertad. 

Elevándonos  sobre  estos  datos  meramente  gramaticales,  j 
penetrando  más  á  fondo  en  la  teoría  de  la  imputabilidad,  Toa- 
mos ahora  qué  requisitos  se  exigen  en  las  Ciencias  morales  j 
jurídicas  para  que  puedan  considerarse  las  acciones  como  im- 
putables. 

Desde  luego,  en  la  noción  de  imputabilidad,  ha  ido  siempre 
envuelta  la  idea  de  una  relación  de  causa  á  efecto;  pero  sobre 
la  naturaleza  de  esta  relación  y  de  los  elementos  relacionadoa, 
no  se  ha  pensado  lo  mismo  en  todas  las  épocas.  Como  obsem 
atinadamente  Krapelin,  el  concepto  primitivo  lie  la  relación  de 
imputabilidad  exigía  sólo  la  existencia  de  una  ofensa  cansada 
á  los  intereses  legítimos  del  individuo  ó  de  lá  sociedad,  aten- 
diéndose «únicamente  al  hecho  objetivo  del  daño,  6  mejor,  al 
sentimiento  de  dolor  que  de  él  nacía  y  que  reclamaba  por  modo 
imperioso  un  remedio  y  provocaba  la  reacción  inmediata  y  ac- 
tiva del  individuo:í>,  sin  pararse  á  distinguir  «si  el  daño  pade- 
cido resultaba  de  los  propósitos  conscientemente  hostiles  de  un 
agente  animado  ó  del  encadenamiento  funesto  de  sucesos  máa 
ó  menos  accidentales;»  (1).  Lubbock  nota  que,  «en  las  legisla- 
ciones bárbaras,  la  importancia  de  la  intención  (es  decir,  déla 
voluntad  malvada)  se  olvida  durante  tanto  tiempo  que,  aun- 
que hoy  se  la  tenga  en  cuenta  en  nuestras  leyes  criminales, 
todavía,  como  hace  observar  Bain,  muchas  personas,  aun  en- 
tre las  más  instruidas,  estigmatizan  como  mancha  moral  un 
error  de  la  inteligencia)»  (2).  «El  atenerse  exclusivamente  al 
hecho  objetivo  en  el  concepto  de  la  culpa,  dice  Erápelin,  se 
encuentra  por  modo  muy  manifiesto  en  la  antigua  tragedia. 
£1  protagonista  se  hace  culpable  sin  saberlo  ni  quererlo,  sólo 
por  el  poder  del  Hado,  de  la  maldición  que  pesa  sobre  él  y  le 
hace  realizar  inconscientemente  acciones  cuya  suma  inoporto- 

(1)  Kr&pelin.  La  colpa  e  la  pena,  p&gs.  6  y  6. 

(2)  Lnbbook.  Lm  oH(fenei  de  la  ewüvneión,  pkg.  696  da  la  trad.  itiJ. 
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nidad  social  s<5Io  más  tarde  se  le  revela.  Esto  do  obstante,  debe 
sufrir  todas  sas  consecaencias;  así  lo  qaiere  la  coociencia  po- 
pular que  se  refleja  en  la  composición  poética,  y  que  es  arras- 
trada á  una  poderosa  reacción  por  el  peligro  objetivo  que 
amenaza  á  sos  vitales  intereses»  (1).  Trazando  Ihering  la 
eyolución  del  concepto  de  responsabilidad  en  el  Derecho  roma- 
nOy  dice  que  el  derecho  primitivo  tenía  una  base  objetiva  en 
el  hecho  antijurídico,  y  no  subjetiva,  en  la  culpa  del  agente(2)^ 
cosa  que  acaece  todavía  hoy  en  la  legislación  civil,  como  lo  de- 
muestra, y.  gr.,  el  párrafo  1310  del  Código  austriaco,  que  con- 
cede facultad  al  Juez  para  ordenar  el  resarcimiento  de  daños  y 
perjuicios  aun  independientemente  déla  imputabilidad  actual 
ó  potencial  del  dañador,  disposición  que  aplauden  desde  el  te- 
rreno científico  Pfaff,  Banda,  Strohal,  Loening  y  otros  escrito- 
res alemanes  (3).  Y  aun  en  las  mismas  leyes  penales  se  encuen- 
tran muchas  prescripciones  basadas  sobre  este  concepto  de  la 
imputabilidad  como  relación  meramente  objetiva  y  externa  en- 
tre el  agente  y  su  acción,  según  lo  demuestran  los  artículo» 
del  Código  sardo,  que  castigan  el  homicidio,  las  heridas  y  las 
contusiones  inf>oluntar¿as^  y  los  que  en  el  nuestro  se  consagran 
á  penar  hechos  ó  consecuencias  de  [los  mismos,  no  provenien- 
tes, por  modo  directo,  déla  voluntad  de  sus  autores. 

Pero  esta  concepción  de  la  imputabilidad,  propia  y  ade- 
cuada, y  acaso  la  única  posible,  en  tiempos  de  rudeza  é  incul- 
tura,  en  que  el  hombre  no  se  conocía  bien  á  sí  mismo,  ni  se 
guiaba  más  que  por  las  circunstancias  y  los  temores  del  mo- 
mento en  la  determinación  de  su  conducta  y  en  la  fijación  de 
las  normas  sociales,  fué  apareciendo  insuficiente  é  incomple- 
ta á  medida  que  la  civilización  progresaba,  y  el  conocimiento 
de  la  naturaleza  humana  y  de  la  sociedad  se  profundizaba  y 


(1)     Kr&pelin,  obra  oitada,  p&g.  6. 

(fi)     niering.  Ih»  Séhttldmoment  im  rOmúehen  Hetkt,  citado  por  Ferri. 
(ff)     Citados  por  Ferri,  p&g.  118  da  sa  obra  /  nmovi  ariamnti  del  diritto  r 
^Ua  procmduru  pmkáU. 
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extendía,  y  la  nocida  del  derecho  aparecía  más  clara  i  las  con- 
<^iencia8,  y  el  hombre  se  emancipaba  del  presente,  para  inspiítr 
SQS  acciones  y  las  de  los  poderes  de  la  colectividad  en  fioes  y 
propósitos  para  lo  fatnro.  El  concepto  de  la  ímputabilidadse 
modificó  al  compás  de  estos  progresos,  y  de  relación  de  caaai- 
lidad  meramente  objetiva  y  externa,  tornóse  poco  á  poco  qd 
relación  de  causalidad  interna  y  subjetiva,  que  lejos  de  minr 
sólo  á  los  efectos  perniciosos  ó  dañinos  causados  por  la  acdóo, 
se  fijaba  cada  vez  más  en  1^  intención  del  agente  y  trataba  de 
escudriñar  en  ella  el  peligro  de  nna  reincidencia  en  lo  porvenir. 
«Si  en  a]gún  tiempo  la  intensidad  de  los  sentimientos  penosn 
directamente  provocados  por  una  acción,  se  consideraba  como 
única  medida  del  alcance  social  de  ésta,  la  experiencia  más 
madura  no  pudo  menos  de  reconocer  que,  á  la  vez  áti.  dolor 
inmediatamente  causado  por  el  hecho  objetivo,  había  otro&o- 
tor  mucho  más  importante  bajo  diversos  aspectos,  que  recia* 
clamábala  atención  por  modo  imperioso,  á  saber:  la  perspecfi* 
va  de  una  posible  repetición  del  daño  sufrido.  Tal  idea  hixo 
dirigir  la  mirada  del  presente  al  porvenir,  del  hecho  objetifo 
á  sus  causas,  siendo  éstas  precisamente  las  que  representan  d 
mayor  ó  menor  pelrgro  de  la  repetición  de  aquel  actoi  (1). 
Alentaron  y  favorecieron  esta  evolución:  los  progresos  déla 
psicología,  que  presentaban  al  hombre  como  un  ser  psicofin- 
<;o,  en  el  cual  se  requiere  la  concurrencia  de  ambos  elemen- 
tos para  realizar  una  acción  cualquiera,  sin  que  puedan  atri- 
buírsele como  suyas  las  que  provienen  exclusivamente  del 
factor  físico;  las  doctrinas  sobre  el  alma,  considerada  como 
principio  inmaterial,  distinto  y  superior  al  cuerpo,  al  cual  im- 
prime dirección  y  actividad,  y  del  cual  se  sirve  como  instro- 
mento  pasivo  é  inerte,  hasta  el  punto  de  ser  la  única  y  verda- 
dera causa  de  todos  sus  movimientos;  las  creencias  religiosasy 
morales  que  se  fijaban  de  preferencia  en  la  parte  espiritual  déla 


(1)     Kr&pelin,  obra  citada,  p&gs.  7  y  8. 
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hamana  nataraleza  y  conyertían  en  pecado  el  solo  pensamien- 
to contrarío  á  los  mandatos  de  la  Divinidad;  las  teorías  cien- 
tíñcas,  en  ñn,   acerca  del  derecho,  estudiado  como  principio 
inmaterial,  y,  por  tanto,  sólo  yiolable  espiritnalmente.  Sin 
embargo,  la  sustitación  del  elemento  objetivo  por  el  snbjeti* 
vo,  del  daño  exterior  causado  por  la  intención  del  agente  qae 
lo  cansa,  no  es  aán,  en  el  día  de  hoy,  total  y  completa,  pnes, 
tanto  en  la  teoría  cnanto  en  la  práctica,  se  tiene  en  caenta  el 
factor  externo  para  la  determinación  de  la  responsabilidad,  ha- 
biéndose venido  á  una  especie  de  transacción  ó  componenda 
entre  ambos  conceptos  de  la  impntabilidad.  Pero,  como  dice 
Krápelin,  da  evolación  histórica  nos  hace  conocer,  al  mismo 
tiempo,  qae  la  relación  mutaa  de  estos  dos  conceptos  reunidos 
en  la  práctica  demuestra  la  tendencia  decidida  á  inclinarse 
en  favor  del  concepto  moral  y  que  realmente  llevamos  ya  re- 
corrido una  buena  parte  del  camino  que  nos  conducirá,  con 
seguridad  absoluta,  de  la  exclusiva  valuación  del  hecho  obje- 
tivo, á  la  plena  valuación  de  las  fuentes^subjetivas  de  una  ac- 
ción y  de  los  peligros  sociales  que  en  ella  se  contienen»  (1). 

¿Qué  condiciones,  qué  requisitos  se  exigen,  en  la  ciencia  y 
en  la  legislación  contemporáneas,  para  qne  exista  la  imputabi- 
lidad,  para  que  una  acción  sea  imputable  á  su  autor,  en  el  sen* 
tido  subjetivo  y  moral  de  que  vengo  hablando?  Pues  se  exige 
que  sea  producto  de  su  actividad  consciente,  que  resulte  del 
concurso  de  su  personalidad  entera  y  no  sólo  de  la  parte  ma- 
terial y  corpórea  de  su  ser;  que  la  piense,  la  quiera  y  la  ejecu- 
te con  conciencia,  sabiendo  lo  que  hace,  y  no  cohibido  ó  forzado 
por  una  fuerza  que  anule  su  voluntad  ó  la  saque  de  su  proce- 
der ordinario,  ó  que,  sin  anularla,  la  contraríe,  haciendo  ser- 
vir á  los  órganos  del  cuerpo  de  instrumentos  de  nna  voluntad 
agena;  todo  lo  cual  explica  satisfactoriamente  las  restricciones 
>que,  según  hemos  visto,  el  uso  va  poniendo  al  empleo  del  ver- 


(1)     Krápelin,  obra  atada,  p&g.  17. 
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bo  imputar  j  de  los  vocablos  qae  de  él  se  derivan,  qaizá  sia 
razón  alguna  gramatical  ó  lexicográfica  que  las  autorice. 

Explanando  esta  doctrina  suelen  los  clásicos  decir  que» 
para  que  una  acción  sea  imputable,  es  menester  que  la  haya 
producido  una  voluntad  libre,  y  que,  para  que  una  voluntad 
sea  libre,  es  menester  que  concurran  en  el  sujeto  la  libertas  j^- 
dicH  y  la  líder  tas  eonsilii,  esto  es,  la  conciencia,  no  sólo  de  la 
acción,  sino  de  su  naturaleza  buena  ó  mala,  leg^l  ó  ilegal,  y 
la  posibilidad  de  decidirse  á  ejecutarla  ó  no  ejecutarla.  Cuan- 
do estas  dos  condiciones  existen,  el  agente  es  moralmente  li- 
bre, goza  del  libre  albedrio,  puede  querer  el  bien  ó  el  mal,  y 
los  hechos  que  realice  le  son  plenamente  imputables,  y  hay 
perfecto  derecho  para  exigirle  por  ellos  responsabilidad:  por 
el  contrarío,  cuando  falta  alg^na  de  estas  dos  condiciones  6 
faltan  las  dos  al  niismo  tiempo,  el  agente  no  es  moralmente  li- 
bre, no  goza  del  libre  albedrío,  no  puede  querer  con  libertad 
el  bien  ó  el  mal,  y  los  hechos  que  realiza  no  le  son  imputables 
ni  h^y  derecho  para  exigirle  por  ellos  responsabilidad.  T  si  la 
falta  de  alguna  de  estas  condiciones  ó  de  ambas  no  es  comple- 
ta, sino  parcial,  entonces  la  libertad  moral  ó  libre  albedrío  y  la 
facultad  de  querer  con  libertad  el  bien  ó  el  mal,  sólo  parcial* 
mente  desaparecen,  y  parcialmente,  por  tanto ,  pueden  impu- 
tarse los  hechos  á  su  autor,  y  parcialmente  puede  obligársele  á 
responder  de  ellos.  De  aquí  la  doctrina  del  libre  albedrío  y  de 
la  libertad  moral,  ó  simplemente  de  la  libertad,  como  base  de 
la  imputabílidad  y  como  condición  ineludible  de  la  responsa- 
bilidad, á  lo  menos  en  la  esfera  de  las  leyes  penales,  doctrina 
sistematizada  por  los  metafísicos  y  los  moralistas,  expuesta  y 
divulgada  por  los  jurisconsultos,  y  en  que  se  pretende  que  se 
han  inspirado  los  legisladores  de  todos  los  países. 

Hasta  ha  poco,  padaba  como  axioma  inconcuso  en  las  es- 
cuelas de  derecho,  en  los  tribunales  de  justicia  y  en  las  cá- 
maras legislativas,  que  el  libre  albedrío  era  la  base  y  el  fanda- 
mento  del  derecho  punitivo,  hasta  el  extremo  de  que,  negán- 
dolo ó  desconociéndolo,  creíase  que  se  negaba  ó  desconocía  al 
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propio  tiempo  toda  responsabilidad  criminal  en  el  agente  7 
todo  derecho  á  imponer  castigo  6  pena  á  la  sociedad.  Basta 
abrir  cualquier  libro  de  los  machos  y  notabilísimos  que  la 
ciencia  de  los  delitos  7  de  las  penas  ha  producido  desde  Bocea- 
ría acáy  basta  hojear  cualquier  discusión  parlamentaria  6  tra- 
bajo de  codiñcación  penal^  basta  leer  cualquiera  sentencia 
para  hallar  en  seguida  asentado  por  modo  explícito  7  termi- 
nante^  6  sobrentendido  7  supuesto,  que  sin  libertad  moral, 
sin  libre  albedrío,  no  ha7  imputabilidad  de  las  acciones,  ni  se 
puede  exigir  responsabilidad,  ni  se  pueden  imponer  penas,  ni 
es  posible  siquiera  que  se  hable  de  derecho  penal.  Pero,  de 
algún  tiempo  á  esta  parte,  las  nuevas  investigaciones  de  la 
fisiología,  los  estudios  de  la  psicología  experimental,  los  pro* 
gresos  de  la  psicoñsica  7  la  difusión  del  positivismo  en  todas 
las  esferas  de  la  ciencia,  han  recrudecido  7  renovado  las  discu- 
siones, tan  antiguas  como  el  mundo,  sobre  el  libre  albedrío  7 
la  necesidad  de  las  acciones  humanas,  aportando  nuevos  datos 
en  pro  de  esta  última  tesis,  sostenida  7  defendida  antes  de  aho- 
ra por  muchos  psicólogos,  teólogos  7  filósofos  con  argumen- 
tos puramente  racionales  7  metafísicos,  7  poniendo  de  nuevo 
en  tela  de  juicio,  si  el  magisterio  punitivo  7  la  responsabilidad 
humana  se  fundan  ó  no  sobre  la  existencia  7  el  reconocimiento 
de  la  libertad. 

No  me  permite  la  extensión  7  naturaleza  de  este  trabajo  de- 
tenerme á  estudiar  el  problema  del  libre  albedrío  7  del  deter- 
minismo  como  se  estudia  7  se  discute  en  la  ciencia  moderna, 
ni  siquiera  tengo  espacio  para  exponer  sumariamente  las  razo- 
;  nes  que  po^  una  7  otra  parte  se  alegan  en  favor  de  su  respec* 
^  tiva  tesis;  pero,  aunque  no  fuera  así,  tampoco  tendría  que  aco- 
meter semejante  empresa,  porque,  como  después  diré  7  trataré 
de  demostrar,  no  creo  que,  la  solución  que  se  escogite,  infiu7a 
1  poderosamente  en  la  cuestión  de  la  imputabilidad  7  de  la  res- 
I  ponsabilídad  criminales.  Me  limitaré,  por  tanto,  á  hacer  cons- 
tar la  distinta  actitud  adoptada  por  los  penalistas  enfrente  del 
renovamiento  7  difusión  de  las  doctrinas  del  determinismo 


I 


I 
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que  han  traído  consigo  las  nuevas  doctrinas  psicológicas  y  U 
poderosa  corriente  positÍTÍsta  que  arrastra  á  todas  las  ciencias 
en  este  último  tercio  de  nuestro  siglo.  « 

Los  criminalistas  de  la  escuela  metafísica,  escasísimos  en  el 
día  de  hoy,  que  no  quieren  reconocer  ningún  valor  á  los  datog 
de  la  experiencia,  siguen  aferrados  á  la  doctrina  del  libre  albe- 
drío  absoluto  como  base  del  derecho  penal  y  fundamento  déla 
impntabilidad  y  de  la  responsabilidad;  negado  el  libre  albedrío, 
dicen,  desconocido  por  la  ciencia,  no  tiene  razón  de  ser  la  pena, 
es  imposible  hablar  de  crímenes  ó  delitos,  y  cae  por  sus  cimien- 
tos todo  el  edificio  del  derecho  punitivo. 

Algunos  representantes  de  la  moderna  escuela  de  antropo- 
logía criminal,  por  el  contrario,  como  Ferri  (1)  y  Garofalo  (2), 
aceptando  las  conclusiones  déla  psicología  novísima,  niegan 
rotunda  y  paladinamente  el  libre  albedrío,  y  tratan  de  cons- 
truir su  ciencia  sobre  la  teoría  del  determinismo,  sustituyendo 
á  la  responsabilidad  moral,  fundada  en  la  libertad  de  la  voIud- 
tad,  la  responsabilidad  social  ó  jurídica,  que  resucita  el  antiguo 
concepto  de  la  impntabilidad  comd  relación  objetiva  y  externa 
y  no  atiende  á  otro  elemento  que  al  daño  exterior  causado,  sea 
cualquiera  el  estado  interno  y  volitivo  del  cansante.  A», 
Ferri  dice:  «que  la  única  razón  natural  y  el  criterio  funda- 
mental de  la  represión  de  los  delitos  se  hallan  en  la  necesidad 
imprescindible  de  la  propia  conservación  que  señorea  y  domi- 
na absolutamente  tanto  en  el  organismo  social -cuanto  en  el  or- 
ganismo animal,  y  que  por  esto  (he  aquí  la  innovación  pro- 
funda de  la  escuela  positiva,  que  transciende  de  la  ciencia  clá- 
sica y  del  sentimiento  común)  dicha  necesidad  de  la  propia 
conservación,  en  el  individuo  como  en  la  sociedad,  es  y  debe 
ser  independiente  por  completo  de  todo  elemento  moral  de  col- 
pabilidad  en  el  autor  de  un  ataque  contra  las  condiciones  na- 


(1)  /  nvovi  oríztonti  del  diríito  e  della  prooedura  penaU. 

(2)  Criminologin. 
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tnrales  de  existencia  del  individuo  mismo  ó  de  la  sociedad  (1), 
Y  más  adelante  añade:  <(La  conclnsión  á  qne  hemos  llegado 
consta  de  dos  partes  de  un  mismo  principio  cardinal:  la  prime- 
ra^  ya  reconocida  más  6  menos  parcialmente  por  mnchos  cri- 
minalistas 7  la  única  concebida  por  la  simple  observación 
común,  consiste,  como  dije,  en  reconocer  en  el  ministerio  pa- 
nitivo  la  sola  naíuraUza  de  fundan  itfenHva  6  conservadora; 
la  se^anda,  nueva  como  afirmación  explícita,  estriba  en  la 
independencia  de  esíafumción  de  todo  criterio  de  libertad  mor  aló 
de  moral  eulpadilidady  hasta  ahora  nniversalmente  impuesto 
por  la  ciencia  criminal  clásica  y  aun  (con  frecuentes  inconse- 
caenciasy  sin  embargo)  por  la  conciencia  común)»  (2).  Después, 
reconociendo  Ferri  que  los  dos  polos  opuestos  sobre  que  se 
mneye  toda  ciencia  social  son  el  individuo  y  la  sociedad,  sos- 
tiene qne  sí  <(neg^mos  á  ésta  la  posibilidad  de  justificar  su  fun- 
ción defensiva  con  la  responsabilidad  ótica  ó  moral  del  hombre^ 
no  quedan  sino  dos  soluciones  posibles:  ó  negar  á  la  sociedad 
aquella  función,  ó  justificarla  con  el  principio  de  la  responsa- 
bilidad sociaL;» 

«Ahora  bien: — prosigpe  el  escritor  positivista — que  el  Esta- 
do, que  la  Sociedad,  como  verdaderos  y  propios  organismos 
vivos,  tengan  derecho  á  la  propia  conservación,  ó  mejor,  estén 
sometidos  á  la  necesidad  natural  de  la  propia  defensa  como 
cualquier  otro  ser  vivo,  es  cosa  que  no  admite  ni  aun  la  posibi- 
lidad de  la  duda.  A  todo  argumento  que  se  le  opusiese  con  este 
fin,  la  sociedad,  y  por  ella  el  Estado  (que  es  su  expresión  jurí- 
dica) responderían  como  el  filósofo  antiguo  á  quien  negaba  el 
movimiento,  realizando  actos  efectivos  de  propia  defensa  y 
conservación;»  (3). 

«Dado,  por  tanto,  que,  anuente  ó  no  el  poco  ilustrado  sen- 
tido común  de  hoy,  no  se  puede  negar  á  la  sociedad  el  derecho 


(1)  Obra  diada,  pág.  87. 
m  Obra  citada,  pág.  8S. 
<8)     Obra  citada,  pág.  120. 
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de  propia  conservación  aun  ezclayendo  la  responsabilidad 
moral)  única  base  de  la  ciencia  criminal  y  del  ministerio  co- 
rrespondiente no  poede  ser  sino  la  responsabilidad  sodal^  á  la 
que  podemos  llamar  también^  y  con  más  acierto^  responsabili- 
dad jarídica^  desd^el  momento  que  sociedad  y  derecho  son  tí^ 
minos  equivalentes,  añrmando  así  la  exclusión  de  todo  caráe* 
ter  ético  ó  moral  en  la  norma  de  la  punibilidad»  (1). 

Y  explicando  luego  la  «idea  embrionariaj»  de  esta  respon- 
sabilidad social  ó  jurídica,  Ferri  dice  que  se  reduce,  en  último 
análisis,  á  esto:  «que  en  el  campo  jurídico  criminal,  como  ea 
el  campo  jurídico  civil,  como  antes  en  el  campo  de  las  relacio- 
nes extralegales,  el  hombre  siempre  y  en  todo  caso  determint, 
con  cada  una  de  sus  acciones,  una  reacción  social  correspon- 
diente, y  siente  siempre,  por  tanto,  las  consecuencias  naton- 
les  y  sociales  de  los  propios  actos,  responde  de  ellos,  ea  respon* 
sable  de  ellos,  por  la  sola  razón  de  haberlos  realizado»  (2). 

En  una  palabra,  que  al  antiguo  axioma  de  que  «el  hombre 
es  imputable  porque  y  hasta  donde  es  moralmente  libre  al  reali- 
zar sus  acciones,»  Ferri  y  algunos  otros  defensores  de  la  escue- 
la positivista,  oponen  este  otro:  «que  el  hombre  es  imputable, 
y,  por  tanto,  responsable,  porque  vive  en  sociedad»;,  que  «rtodo 
hombre  es  siempre  responsable  de  toda  acción  antijurídica  por 
él  ejecatada,  sólo  porque  y  en  tanto  que  yive  en  sociedad»  (3), 
«independientemente  de  toda  condición  de  libertad  moral  ó  de 
moral  culpabilidad  en  el  individuo  criminal»  (4). 

Hay,  por  último,  un  tercer  grupo  de  jurisconsultos,  que  es 
el  más  numeroso,  porque  bajo  sus  banderas  se  alistan  casi  to- 
dos los  defensores  de  las  antiguas  doctrinas,  que,  sin  rendirse 
por  completo  al  golpe  de  las  nuevas  ideas,  no  pueden  menos 
de  reconocerles  algún  valor  y  efecto,  y  en  el  cual  figuran  hom- 


(1)  Obra  citada»  p&gs.  134  y  126. 

(2)  Obra  citada,  p&gs.  125  y  126. 

(3)  Obra  citada,  págs.  12B  y  190. 

(4)  Obra  citada,  p&g.  88. 
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brea  tan  ilastres  como  Pessina  (1),  Canónico  (2),  Brasa  (3),  Buc- 
cellatti  (4),  y  otros  mochos^  qnienes,  tomando  un  punto  de  Tis- 
te intermedio  y  ecléctico  entre  las  dos  tendencias  radicales  an' 
tes  indicadas^  sostienen  la  existencia  de  nna  libertad relaUm, 
tan  lejana  del  absoluto  libre  albedrío  de  los  primeros,  cuanto 
de  la  inflexible  necesidad  de  los  segundos,  esto  es,  de  un  libre 
albedrío  más  6  menos  limitado  por  motivos  y  causas  prore- 
nientes,  ora  del  organismo  del  sujeto,  ora  de  la  ednoacidn  re- 
cibida, ora  del  medio  ambiente  natural  y  social,  ora,  en  fin, 
de  cualquiera  de  las  circunstancias  que  concurren  en  toda 
acción,*  y  como  consecuencia  de  esta  libertad  relativa^  ad- 
miten una  imputabilidad  ó  responsabilidad  moral,  también 
relativa^  que  exige  se  estudien  en  cada  caso  los  motivos,  cau- 
sas y  circunstancias  que  han  intervenido  en  la  acción,  anu- 
lando ó  amenguando  la  libertad  de  la  persona  que  la  ha  eje- 
catado.  Resumiendo  Bucceliatti  las  ideas  esenciales,  en  que,  á 
su  entender,  convienen  la  mayor  parte  de  los  italianos  que  se 
han  consagrado  al  estudio  del  Derecho  penal,  después  de  enu- 
merar entre  ellas  la  libertad  de  elección,  añade:  <r6.®,  que  esta 
elección  libre,  precisamente  como  tal,  presupone  la  lucha,  y  por 
tanto,  la  libertad  humana  no  debe  considerarse  como  absoluta, 
esto  es,  sin  motivos  racionales  y  sin  causas  ejlcienúes,  como  se  - 
rian:  constitución  física,  condiciones  climatológicas,  estado  eco- 
nómico, costumbres,  instituciones  políticas,  ambiente  domés- 
tico y  social,  etc.;  7.%  que,  no  obstante  estas  causas,  y  aun 
mis,  por  el  concurso  mismo  de  ellas,  es  de  suponer  la  actividad 
propia  de  la  humana  voluntad,  en  la  cual  todas  las  fuerzas  se 
concentran,  y  es  necesaria  la  determinación  última  del  acto 
'  (5).»  T  más  adelante,  al  estudiarla  ffénesis  del  delito,  vuelve 


(1)  n  naturalUmo  e  U  tcietue  giuridiehe. — EUmenH  di  diriUo  pemaU, 

(2)  n  delitto  e  la  liberta  del  voUre. 

(8)  AppwUi  per  una  int^uwione  al  cono  di  diritto  e  procedwra  pénale. 

(i)  La  raMionalitíí  del  diritto  pénale.  íntiitwtioni  di  diritto  e  procedura  pénale. 

((o)  letiíiurioni  di  diriUo  e  proeedura  pénale^  pltg.  06. 
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á  hablar  de  la  liire  elecciÓJi^  qae  deñae:  la/aculíad  ie  determi- 
narse á  la  acción  meyítalmente  concebida^  j  dice:  «Entíéndaae 
bien,  €ixxe  no  se  trata  de  libertad  absolutaj^orque  ésta  es  incon- 
cebible m  rerum  natura,  j  es  sólo  un  atribato  de  la  divinidad... 

;i>QQe  si  se  quiere  formar  on  concepto  de  esta  libertad  abio- 
luta  en  el  hombre  agente,  se  confandiría  por  último  coa  la  es- 
pontaneidad animal,  por  la  cual  el  hombre,  sin  obstáculo,  ejecu- 
taría nna  acción  determinada.  ¿T  qaién  no  comprende  qae  en 
tal  caso  dominaría,  no  layolantad  indiyídnal,  sino  la  ley  del» 
necesidad  orgánica  ú  ontolóffica^  de  donde  se  deriya  la  espon* 
taneidad  animal? 

»Por  esto  no  podemos  concebir  libertad  en  amplio  sentido 
sin  obstáculos  6  límites;  antes  por  el  contrario,  de  estos  sorge 
precisamente  y  por  éstos  se  justifica  la  libertad. 

»El  sujeto,  en  suma,  es,  en  último  término,  s$ñor  ie  tóá&t 
los  motivos  que  se  le  presentan  delante,  tanto  por  el  mundo  ia* 
tomo  cuanto  por  el  externo,  aunque  éstos  turben  <5  traten  de 
violentar  su  conciencia  moral. 

»E3to  siempre  en  el  supuesto  de  que  el  sujeto  racional  se 
halle  en  el  pleno  equilibrio  de  sus  fuerzas;  á  veces,  por  el  con- 
trario/prevalece una  de  estas  fuerzas,  pongo  por  caso,  el  ios- 
tinto,  y  entonces  la  voluntad  persiste  siempre,  pero  no  la  liber- 
tad. Para  citar  un  ejemplo,  el  hidrófobo  prevé  el  acceso  faño- 
so, no  quiere  ladrar,  no  quiere  morder,  ruega  á  los  presente» 
que  se  retiren;  el  acceso  le  sorprende,  y  entonces  obra  como 
an  perro.  He  aquí  el  instinto  brutal  tan  prevalen  te,  que  hace 
vana  la  libertad»  (1). 

Aplicando  más  tarde  estas  doctrinas  sobre  la  libertad  á  1» 
teoría  de  la  imputabílidad,  dice:  <?cDel  concepto  de  Uberiaiin* 
dividual  enteramente  relativa,  como  se  ha  demostrado  en  h 
génesis  del  delito,  se  deriva  un  diverso  grado  tatniién  ie  itnpí- 
tabilidad,  puesto  que  la  deliberación  del  acto  criminoso  paede 
ser  más  ó  menos  provocada  ó  favorecida  por  causas  extraña» 

<1)     Obra  oitadA,  p&g«.  189  y  188. 
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á  la  libertad)  y  de  coosiguíente,  por  esta  relación  es  exacto  de- 
cir: que  el  autor  es  más  6  menos  responsable  del  acto, 

j»Sobre  este  concepto,  acogido  aaa  por  el  lenguaje  popular, 
se  fonda  el  principio  de  la  mayor  <5  menor  ímpntabilidad. 

^Cierto  qae,  aistractamente  hablando,  en  acto  es  libre  6  no 
es  Ubre,  y  por  lo  mismo,  imputable  ó  no  imputable,*  pero  así 
como  para  hacer  concreta  esta  imputabilidad  es  menester  re- 
ferirla á  las  dos  facultades  humanas,  inteligencia  y  Ubertad,  y 
éstas  son  realmente  graiuableSy  así  es  natural  que  aparezca 
graduaile  también  la  resultante  imputación;  es  natural  que  se 
reconozca  un  estado  intermedio  entre  el  pleno  ejercicio  de  las 
facultades  racionales  y  la  absoluta  aberración)»  (1). 

Ahora  bien;  no  considero  aceptable  ninguna  de  estas  tres 
posiciones  de  la  doctrina  de  la  imputabilidad  en  sus  relaciones 
con  el  libre  albedrío,  porque,  á  mi  entender,  son  insostenibles 
é  innecesarias. 

£s  insostenible  la  primera,  porque  hace  descansar  la  impu- 
tabilidad y  Ik  responsabilidad  penal  sobre  base  tan  discutidti 
é  insegura  como  la  teoría  del  libre  arbitrio,  estrechada  y  ase* 
diada  por  los  adelantos  y  los  descubrimientos  de  la  ciencia 
contemporánea;  porque  la  historia,  el  testimonio  de  los  pensa* 
dores  y  ann  el  ejemplo  de  mochos  mandatos  de  los  código» 
modernos,  prueban  que  no  hay  entre  el  libre  albedrío  y  la  res* 
ponsabilidad  penal  una  relación  tan  íntima  y  una  solidaridad 
tan  eyidente,  que,  negado  aquél,  sea  imposible  sostener  ésta  é 
injusto  imponer  toda  clase  de  pena;  porque,  si  el  libre  albedrío 
fuese  condición  indispensable  para  exigir  á  un  delincuente  res- 
ponsabilidad, habría  que  declarar  exentos  de  ella  á  todos  los 
que  obran  movidos  por  una  pasión  malvada,  por  uno  de  esos 
móviles  perrersoB  que  arrastran  el  ánimo  irresistiblemente,  se* 
gún  reconocen  de  común  la  ciencia  y  el  sentimiento  popular^ 
cuando  los  legisladores  y  los  jueces  ponen  especial  empeño 
en  declarar  estos  casos  como  no  comprendidos  en  la  circuns* 

(1)     Obra  eitadft,  pág.  160.. 
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tan  cía  de  ezencióa  llamada  fuerza  irresistible;  en  fin,  porqoe 
hay  imposibilidad  absoluta  para  el  sujeto  mismo,  y  mucho 
jnás  para  otras  personas,  de  determinar  con  exactitad  cuándo 
ha  obrado  con  libertad  de  albedrío  y  cuándo  ha  sido  l!e?ado 
por  un  motivo  preponderante. 

Es  insostenible  la  segrinda^  porque  es  nn  salto  atrás  en  el 
progreso  de  la  ciencia,  toda  yez  que  trata  de  entronizar  de 
nuoYO  el  antiguo  concepto  de  la  ímputabilidad^  que  sólo  tenía 
en  cuenta  el  elemento  objetivo  del  daño,  olvidando  por  com- 
pleto el  factor  subjetivo  de  la  intención;  porque  se  fija  parad^ 
terminar  la  responsabilidad  en  lo  que  en  sí  no  tiene  valor  ni 
inspira  peligro  á  la  sociedad,  como  es  el  suceso  ya  acaecido^ 
cuando  el  peligro  verdadero  y  el  valor  real  están  en  sus  cansas 
productoras,  que  pueden  envolver  la  amenaza  de  una  repetición 
más  ó  menos  próxima;  porque  confunde  la  reacción  penal,  qne 
subsigue  á  los  actos  humanos  criminales,  con  las  reacciones 
de  distinta  naturaleza  que  provocan  las  acciones  de  índole  di- 
ferente, cuando  el  proceso  de  especificación  y  diferenciación 
es  constante  en  todos  los  ordenes  de  la  vida,  y  ha  sido  recono- 
cido por  la  escuela  positiva  de  derecho  criminal  en  su  claeift- 
cación  de  los  delincuentes,  base  y  raiz,  según  sus  mismos  de- 
fensores, de  un  vario  tratamiento,  apropiado  á  la  diversidad  de 
las  condiciones  y  ios  caracteres;  porque  es  inconsecuente  con- 
sigo misma,  dado  que,  después  de  haber  tratado  de  fundar  la 
responsabilidad  penal  sobre  el  hecho  exterior  y  objetivo,  pres- 
cindiendo del  estado  interno  del  autor,  habla  todavía  áepro- 
puffíiar  el  criterio  ^tiijetivo  como  carácter  personal  del  offenU  (1), 
y  distingue  el  campo  verdadero  y  propio  del  derecho  de  castiger^ 
el  campo  criminal^  de  las  acciones  dolosamente  malvadas fÍ4ht 
verdaderos  y  propios  delitos  y  de  las  sanciones  relativas  verü- 
deramente  penales,  distingue  este  campo,  digo,  del  de  las  de- 
«más  acciones  y  reacciones  (2),  distinción  que  no  puede  fandar- 


(1)  Ferri,  Obra  citada,  pág.  112. 

(2)  Ferri,  Obra  citada,  pfcg.  100. 
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«6  sino  en  las  circncstancias  interaas^  como  el  mismo  Ferri  re* 
GonocOy  cuando,  después  de  haber  hablado  de  las  dÍBtintas 
reacciones  en  el  orden  natural,  añade:  «Del  mismo  modo  el 
ignorante  y  el  descuidado  encuentran  una  reacción  social, 
que,  si  es  análoga  á  la  que  encuentra  el  maldiciente  y  el  or- 
gulloso, es,  por  el  contrario,  muy  distinta  de  aquella  á  que  se 
encoentra  sometido  el  comerciante  quebrado  6  el  loco  agresor 
ó  el  cochero  involuntariamente  homicida.  Y  no  sólo  es  este- 
rnas para  cada  una  de  estas  especies  de  sanción  social,  si  la 
cualidad  de  ésta  permanece  en  sustancia  igual,  varían,  sin  em- 
bargo, sn  grado  y  su  intensidad  según  las  cireunetancias  del 
individuo  agente  y  de  la  sociedad  especial  en  que  vive»  (1).  Por 
último,  porgue  ai  las  razones  que  Garofalo,  Ferri  y  otros  adu- 
cen sobre  la  generalidad  de  la  reacción  que  provocan  los  he- 
chos de  los  hombres  y  el  instinto  de  propia  conservación  que 
lleva  á  defenderse,  de  los  ataques  que  se  les  dirigen,  tanto  i 
los  individuos  cuanto  á  las  sociedades,  autorizan  para  deducir 
la  necesidad  de  la  defensa,  sea  cualquiera  la  condición  interna 
y  subjetiva  de  los  agresores,  no  justifican  que  se  confundan 
las  distintas  clases  de  éstos  y  que  se  empleen  contra  todos 
ellos  los  mismos  medios  defensivos,  que  es  lo  que  Ferri  y  Ga- 
rofalo deberían  pretender  si  no  fueran  inconsecuentes;  pero 
desde  el  momento  en  que  lo  son,  destruyen  la  fuerza  de  sus 
raciocinios,  y  vienen  á  parar  á  la  teoría  que  combaten,  que  no 
sostiene  otra  cosa  sino  que  se  distingan  unos  de  otros  los 
agresores  de  la  sociedad  y  del  derecho,  los  que  lo  son  refle- 
xiva y  voluntariamente,  de  los  que  lo  son  sin  pensarlo  y  sin 
•quererlo,  para  aplicarles  tratamientos  diversos  en  vista  de  su 
naturaleza  distinta.  Es  decir,  que  los  argumentos  de  Ferri  y 
Garofalo,  si  pueden  autorizar  á  la  sociedad  á  defenderse  y  á 
tomar  medidas  contra  los  posibles  ataques  futuros  de  aquellos 
de  sus  agresores  no  clasificados  entre  los  delincu^entes  y  no 
comprendidos  en  las  disposiciones  de  las  leyes  penales,  no  au- 

ÁX)    Obra  citada,  pág.  IBl. 
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torizan  para  qae  se  les  trate  del  mismo  modo  qae  á  éstos,  qo» 
es,  sin  embargo,  lo  que  sería  preciso,  para  que  desaparecieran 
todas  las  caestíones  que  hoy  se  suscitaa  sobre  la  impotábüi- 
dad  j  la  responsabilidad. 

Es  insostenible  la  tercera,  porque,  como  toda  solución  eelé^ 
tica  y  combinista  entre  dos  principios  radicales  y  opuestos,  ím> 
satisface  á  ninguno  de  ellos  ni  responde  á  una  categoría  neio- 
nal.  Combatiendo  Ferri  esta  teoría  de  la  libertad  relatiyai  j 
de  la  «relatÍYa  imputabilidad^,  dice,  con  razón,  que  choca  con- 
tra una  dificultad  lógica  y  engendra  un  peligro  social.  Lo  pri- 
mero, porque  es  menester  determinar  si  en  la  actividad hnma* 
na  se  pasa  del  determinismo  á  la  libertad  moral  por  un  salto  d 
por  una  transición  indefinida,  á  fin  de  separar  en  ella  la  parte 
necesaria,  no  imputable,  de  la  parte  que  se  supone  que  ht 
quedado  moralmente  libre  é  imputable.  «¿Y  por  qoé  esta  li- 
bertad moral  del  hombre  se  limita  ó  suspende  por  circunstan- 
cias externas  6  internas  hasta  aquí  y  no  más  allá?gConqD( 
criterio  se  puede  admitir  que  algunas  circanstancias  sir?aa 
para  limitar,  más  ó  menos  extensamente,  la  libertad  moral (M 
hombre,  y  por  tanto,  su  imputabilidad,  y  otras,  por  el  contr^ 
rio,  dejen  subsistir  un  residuo  que  sojuzga  necesario  parajiu- 
tincar  la  responsabilidad  humana?»  (1).  Lo  segundo,  porqne 
<rlas  ciencias  naturales  amplían  cada  yez  más  la  serie  de  Im 
circunstancias  que  influyen  sobre  la  determinación  de  cometer 
un  delito,  y  por  consiguiente,  se  podrá  encontrar  siempre  para 
cada  imputado,  en  todos  los  casos,  una  lista  de  circunstancii» 
ó  personales,  ó  físicas,  ó  sociales,  que  hayan  aniquilado  6  res- 
tringido su  libertad  moral,  y  que,  como  dice  Boliu  «maestran 
cada  vez  mejor  la  incerteza  de  su  responsabilidad»  (2). 

La  dificultad  práctica,  que  ya  opuse  á  los  ariiiristas^  de  de- 
terminar, en  cada  caso,  si  se  ha  obrado  con  libertad  de  albedria 
ó  si  se  ha  impuesto  un  motivo  irresistible,  sube  de  panto  en 

(1)     Ferii,  obra  citada,  pág.  57. 
(1)     Ferrip  obra  citada,  pág.  61. 
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-esta   opinión  ecléctica,  por  lo  mismo  qne  se  reconoce  la  exis- 
tencia de  cansas  qne  annlan  la  libertad.  Gqü  razón  dice  el  es- 
<sritor  positivista  tantas  veces  citado:  «Despnós  de  las  modernas 
observaciones  sobre  la  inñnencia  de  la  herencia  orgánica  y 
psíquica  en  el  individuo,  7  de  la  solidaridad  entre  cada  hom- 
bre y  las  generaciones  precedentes  7  el  ambiente  en  qne  vive; 
después  de  las  observaciones  modernas  sobre  el  sacederse  7  el 
serpentear  misterioso  de  la  locura,  del  suicidio,  del  alcoholis- 
mo, del  delito  en  las  familias  desgraciadas  que  dan  vida  á  uu 
gr^n  ndmero  de  malhechores,  ¿qué  Juez  podrá  tener  en  lo  su- 
cesivo la  pretensión  de  calcular,  ni  aun  aproximadamente,  la 
libertad^  7,  por  tanto,  la  culpabilidad  moral  de  un  delin- 
-0  nenie? 

»Dada  la  influencia  del  clima  sobre  la  criminalidad  de  un 
pueblo,  7  también  de  la  temperatura,  de  la  producción  agríco- 
la, de  la  aglomeración  de  población,  etc.,  se  sigue  la  conse- 
-cuepcia  necesaria  que  el  Juez,  para  responder  á  su  pretensión 
de  ^adaar  la  libertad  moral  en  el  castigo  de  los  delitos,  debe- 
ría calcular  una  infinidad  de  elementos  ó  factores  extraños  al 
individuo.  Debería  ver  en  qué  grado  de  latitud  se  cometió  el 
delito,  7  qué  grados  de  calor  señalaba  entonces  el  termóme- 
tro; debería  tener  en  cuenta  las  condiciones  del  mercado  agrí- 
cola é  industrial;  debería  medir  los  metros  cúbicos  de  aire  res- 
pirable  que  tenía  á  su  disposición  el  reo,  acaso  obligado  á  ve- 
getar suciamente  en  un  zaquizamí,  revuelto  en  un  mísero  lecho 
con  adultos  7  niños;  debería  ver  qué  parte  de  estímulo  crimi- 
nal corresponde  á  la  miserable  condición  de  la  familia  7  de  la 
sociedad;  debería,  en  suma,  aventurarse  á  una  empresa  qui- 
mérica de  valuación  física,  físiológioa,  psíquica  7  social,  abso- 
lutamente superior  á  las  fuerzas  humanas»  (1). 

Por  todas  estas  razones,  esta  posición  ecléctica,  que  es  la 

(1)  Ferri,  obra  citada,  páginas  63  y  60.  Son  interesantes  las  observaciones 
•que  añade  el  profesor  de  Siena  (de  Boma  en  la  actualidad},  y  qne  no  repro- 
•dnsco  por  falta  de  espacio. 
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qae  adoptaa  casi  todos  los  representantes  de  la  escuela  clámca, 
es  más  insostenible  que  cualquiera  de  las  dos  anteriores,  qoe^ 
á  lo  menos,  pretenden  inspirarse  en  un  solo  principio  y  no  ea 
la  conciliación  de  dos  doctrinas  inconciliables. 

Y  á  más  de  insostenibles,  las  tres  posiciones  que  acabo  de 
combatir,  son,  como  dije  antes,  innecesarias,  porque  el  derecho 
penal  y  la  teoría  de  la  imputabilidad  y  de  la* responsabilidad 
no  gaardan  relación  tan  estrecha  como  se  supone  con  la  cues- 
tión qoe  se  debate  entre  Kbertistas  y  deterministas,  ni  depen- 
den de  la  solución  que  en  ella  se  adopte.  En  efecto,  lo  que  se 
discute  entre  partidarios  del  libre  albedrío  y  defensores  del  de- 
terminismOi  es  si  la  voluntad  humana  se  determina  por  á 
misma,  como  causa  sui,  sin  motivo  ni  razón  de  ningún  género^ 
ó  si,  por  el  contrario,  se  determina  siempre  por  una  causa  6  mo- 
tivo consciente  ó  inconsciente,  que  es  la  razón  de  la  determi- 
nación;  en  una  palabra,  si  la  voluntad  está  sobre  los  motivos, 
y  les  da  más  ó  menos  fuerza  según  se  le  antoja,  sin  ley  algana, 
ó  si  los  motivos  están  sobre  la  voluntad,  y  cada  acto  Yoliti?o  no 
es  más  que  la  preponderancia  de  un  motivo  por  sn  propia  fber- 
za  y  virtud.  Kant  define  la  libertad  diciendo  que  es  iíslfoitr 
de  empezar  por  si  mismo  una  serie  de  modificaciones»,  y  Scho- 
penhauer,  ampliando  este  concepto  del  líberum  arbitrium  ís- 
dijyhrenticB,  dice  que,  en  tal  sentido,  «una  voluntad  libre  sería 
una  voluntad  que  no  fuese  determinada  por  ninguna  razón,  e» 
decir,  por  nada,  puesto  que  toda  cosa  que  determina  á  otra  e& 
su  razón  ó  su  causa;  una  voluntad  cuyas  manifestaciones  in- 
dividuales (voliciones)  brotasen  al  azar  y  sin  solloitación  al- 
gana,  independientemente  de  todo  lazo  causal  y  de  toda  regla 
lógica»  (1).  Stuart  Mili  formula  la  doctrina  de  los  defensores  del 
libre  albedrío,  diciendo  que  «(sostienen  que  la  voluntad  no  es 
determinada,  como  los  otros  fenómenos,  por  los  antecedenies, 
sino  que  se  determina  por  sí  misma;  que  nuestras  voliciones  do 
son,  propiamente  hablando,  efectos  de  causas,  ó  por  lo  meoos^ 

(1)     Sohopenhauer,  Egeai  sur  U  libn  ar6t(re,  págl.  12  y  18. 
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que  no  obedecen  nníforme  é  implícitamente  á  ninguna)»  (1)^ 
Por  el  contrario^  los  deterministas  6  neeesaristas  pretenden,  se- 
gún el  mismo  Stuart  Mili,  «qne  nuestras  Toliciones  y  nuestras- 
acciones  son  consecuencias  inyariables  de  estados  antecedentes 
de  naestro  espíritu;^  (2);  ó,  como  dice  Schopenhauery  que  los 
actos  humanos  son  el  producto  de  dos  factores:  el  carácter  indi- 
YÍdaal  y  el  motivo  (3).  Pues  bien;  ¿tiene  algo  que  yer  esta  cues- 
tión con  el  derecho  penal?  De  que  sea  la  voluntad  la  que  da 
Talor  y  fuerza  á  los  motivos  y  la  que  escoge  entre  ellos,  ó  de 
que  sean  los  motivos  los  que,  por  su  propia  fuerza  y  energía» 
se  ioiponen  á  la  voluntad,  ¿dependen  la  imputabilidad  crimi* 
nal  y  la  responsabilidad  penal?  Butiondo  que  no. 

A  mi  juicio^  al  derecho  penal  le  basta  para  considerar  una 
acción  como  imputable  y  para  exigir  por  ella  la  responsabilidad 
correspondiente,  que  se  haya  ejecutado  con  conciencia  y  refle- 
xión  y  sabiendo  lo  que  se  hacía,  y  sin  coacción  externa  ni  mo- 
tivo interno  justificado  ó  bastante  á  perturbar  el  modo  de  obrar 
y  de  querer  ordinario  y  normal  de  su  autor;  en  una  palabra, 
que  sea  hija  de  la  personalidad  de  éste,  de  su  carácter,  no  anu- 
lado ó  perturbado  por  causas  del  orden  físico  ó  del  orden  moral 
que  le  hagan  aparecer  de  modo  distinto  á  como  en  realidad  es. 
Esto»  y  no  más,  exige  el  ministerio  punitivo,  como  lo  prueban 
de  consano  la  ciencia,  la  legislación  y  la  práctica  de  los  tribu- 
nales, aunque  jurisconsultos,  legisladores  y  jueces  se  hayan 
empeñado  en  hablar  de  un  libre  albedrío  que  por  ninguna  parte^ 
resulta  luego  en  la  esfera  del  derecho. 

Nunca  se  ha  pretendido,  en  efecto,  por  ningún  escritor  de^ 
derecho  penal,  que,  para  que  un  hecho  se  califique  de  delito  y 
se  considere  como  punible,  sea  menester  que  la  voluntad  de  sn 
autor  haya  obrado  sin  motivo,  se  haya  sobrepuesto  á  todos  lo» 
motivos  buenos  ó  malos  que  en  el  momento  de  la  comisión  pu- 


(1)  Staart  Mili,  Jéteme  de  Zagique,  tomo  n,  p&g.  418. 

(2)  Obra  citada,  pág.  490. 
(8)    Obra  citada,  cap.  m 
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dierau  solicitarla,  limitándose ,  por  el  coatrario,  á  pedir  qoe 
haya  obrado  guiada  por  las  facultades  iatelectaales  en  estado 
sano  y  no  cohibida  6  perturbada  por  fuerzas  externas  ó  inter- 
nas que  la  desvíen  de  su  proceder  ordinario,  lo  cual,  como  fi- 
cilmente  se  comprende,  nada  tiene  que  ver  con  el  libre  albo- 
drío.  Por  esto  Garrara,  después  de  distinguir  el  albedrio  de  la 
Ubertai  j  de  declarar  que  aquél  repugna  á  la  naturaleza  hu- 
mana, porque  supone  una  resolución  sin  motivos,  afirma,  como 
bases  del  derecho  de  castigar  y  de  la  responsabilidad,  la  liber- 
iad  y  la  espontaneidad  (1);  por  esto  Pessina  dice,  que  c<la  volun- 
tad libre  no  supone  una  voluntad  puramente  casual  y  sin  moti- 
vos, una  voluntad  indeterminada»  (2);  y  por  esto  firusa  observa 
<cque  cuando  se  habla  de  libertad  6  libre  albedrio  y  voluntad^  es 
menester  no  entender  por  ello  nada  de  transcendental,  ó  set, 
una  libertad  moral  de  indiferencia  y  sin  motivos,  pero  tampoeo 
nada  deprgánico;»  (3). 

Los  códigos  jamás  han  fijado  como  condición  indispensable 
para  la  imputabilidad  el  predominio  de  la  voluntad  sobre  los 
motivos,  según  lo  comprueba  desde  luego  el  nuestro,  que  sólo 
exige  que  las  acciones  y  omisiones  sean  voluntarias,  y  sa- 
bida es  la  diferencia  que,  por  lo  menos  desde  los  tiempos  de 
Aristóteles,  existe  entre  voluntad  y  libertad.  Es  cierto,  qae  uno 
de  los  elementos  que  se  consideran  necesarios,  en  las  acciones 
voluntarias,  para  tenerlas  por  tales,  .es  la  libertad;  pero  esta  li- 
bertad es  sólo  externa,  y  consiste  en  la  falta  de  coacción  de 
una  fuerza  extraña,  como  lo  demuestra  la  enumeración  de  lis 
circunstancias  eximentes,  donde,  aparte  de  las  que  provienen 
de  falta  de  razón  ó  discernimiento  ó  intención  de  delinquir, 
que  son  las  más,  y  que  nada  tienen  que  ver  con  la  cuestión  de 
que  tratamos,  se  incluyen  tres  que  si  podrían  alegarse  como 

(1)  Garrara,  LU/ertá  e  gpontaneítá ;   citado  por  Paglia  en    sus  Studi  r.  <i* 
-dr.  cr. 

(2)  Pessina,  II  naturalümo  e  le  uclenze  giuridiche. 

(3)  Citado  por  Paglia,  obra  oitada,  pág.  60. 
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praebas  de  la  neceaidad  del  libre  albedrio  para  la  imputación , 
toda  yez  qae  en  ellas  lo  qae  Be  anula  es  la  libertad;  no  lo  son 
realmente,  porque  en  seguida  se  echa  de  yer  que  dos  de  ellas, 
obrar  en  defensa  fropia  (art.  8.®,  párrafo  4.**),  y  obrar  impul- 
sado por  miedo  insuperable  (art.  8.^,  párrafo  10),  arrancan,  no 
de  la  anulación  del  libre  albedrio  que  acaso  lleyen  consigo, 
dado  que  el  instinto  de  propia  conseryación  es  móyil  tan  pode- 
roso que  puede  sojuzgarlo,  sino  de  la  justificación  del  motivo 
que  determina  á  la  yoluntad,  así  como  la  tercera,  obrar  yio- 
tentado  por  una  fuerza  irresistible  (art.  8.°,  párrafo  9.^),  que, 
interpretada  ampliamente,  tendríase  por  la  más  paladina  con- 
firmación de  la  necesidad  del  predominio  de  la  voluntad  sobre 
los  motiyos  para  exigir  la  responsabilidad,  tampoco  lo  es, 
puesto  que  esa  fuerza  irresistible  ha  de  provenir  de  un  tercero, 
excluyendo  así  el  problema  del  libre  albedrio  y  del  determinis- 
mo.  £1  proyecto  presentado  á  las  Cortes  por  el  señor  Silvela  de- 
jaba la  cuestión  en  el  mismo  terreno  en  que  la  había  puesto  el 
CkSdigo  vigente,  porque,  en  este  punto,  todas  sus  modificacio- 
nes se  reducían  á  sustituir  al  adjetivo  voluntarias ^  que  ahora 
se  requiere,  en  la  definición  legal  del  delito,  para  considerar 
á  las  acciones  ú  omisiones  como  punibles,  la  nota  de  ser  ejecu* 
todas  con  malicia,  sustitución  que  no  todk  de  cerca  ni  de  lejos 
al  problema  mencionado,  porque  «la  malicia  ó  la  intención 
en  un  sujeto  de  obtener  como  fin  y  tórmino  de  un  acto  ó  de 
ona  serie  de  actos  el  resultado  en  que  consiste  el  delito»  (1), 
puede  darse,  tanto  en  la  solución  de  los  arbitristas,  cuanto  en 
la  de  los  deterministas.  El  reciente  Código  holandés,  inspirado 
en  los  más  modernos  principios  científicos,  tampoco  contiene 
disposición  alguna  que  indique  la  necesidad  de  la  existencia 
del  libre  albedrio,  ó  sea  del  predominio  de  la  voluntad  sobre  los 
motivos,  para  tener  por  imputables  las  acciones,  y  hasta  omite 
cuidadosamente  hablar  de  voluntad  ó  libertad  al  enumerar  las 


(1)     PreAxnbalo  al  Proyecto  de  Código  penal  presentado  k  las  Cortea  por 
el  Sr.  Silvela,  pAg.  It. 
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430  BBYISTÁ    DB  LSaiSLACIÓN 

cansas  de  exclnsión;  y  si  bien  en  sn  art.  40  declara  qne  «no  es 
punible  el  qne  ejecnta  nn  acto  al  cual  ha  sido  obligado  por 
TIT12L  fuerza  qne  no  ha  podido  resistir»  (1),  nadie  interpretari 
fi  este  precepto  de  manera  qne  se  comprenda  en  él  todo  motivo 

i  interno,  loable  6  digno  de  censura,  qne  se  imponga  á  la  to- 

I  Inntad  y  la  determine;  y  si  algunos  códigos  hablain  de  dibre 

ejercicio  de  la  yoluntad»,  como  el  alemán  (2),  ó  de  «libertad  de 
elección)^,  como  el  toscano  (3),  no  se  refieren  al  liderwn  arü' 
trium  indifferentíce,  como  determinación  sin  cansa,  según  tan- 
tas veces  lo  ho  definido,  sino  á  otra  libertad  de  qne  despnéi 
hablaré;  lo  demuestra,  respecto  del  primero,  qne  las  circuns- 
tancias que  se  consideran  como  impedientes  de  ese  «libre  ejer- 
ció de  la  voluntad»,  son  la  privación  de  conocimiento  ó  el  es- 
tado de  enajenación  mental  (4),  que  atañen  al  conocimiento; 
y  respecto  del  segundo,  la  calificación  de  externa  qne,  en  la  la- 
boriosa preparación  del  Código  de  Italia,  se  ha  intentado  varias^ 
veces  añadir  á  la  fuerza  aniquiladora  de  esa  «libertad  de  elec- 
ción», á  fin  de  «evitar  el  abuso  que  hasta  ahora  se  ha  hecho 
de  la  fuerza  irresistible  interna  como  causa  qne  excluye  la  im* 
pntabiiidad»,  según  explícitamente  declara  una  de  las  comisio* 
nes  ministeriales,  añadiendo  que  la  violencia  de  las  pasiones 
{affetiS)  no  debe  enumerarse  entre  las  cansas  de  no  impntabi- 
lidad,  y  qne  si  en  algún  caso  su  ímpetu  «puede  parecer  sufi- 
ciente motivo  para  excluir  ó  amenguar  la  responsabilidad  pe- 
nal, deben  advertirse  dos  cosas:  la  una,  que  no  es  la  violencia 
de  las  pasiones  la  que  anula  ó  disminuye  la  impntabilidad  del 
delito,  sino  la  legitimidad  de  las  causas  qne  las  han  aascí- 
tado»  (5). 

Y  que  la  práctica  de  los  tribunales  no  estima  necesario  el  11- 


(1)  Pág^ina  12  de  la  traducción  franc^Ba  do  Wintgens. 

(2)  Art.  61. 
(8)  Art.  84. 

(4)  Articulo  citado  del  Código  penal. 

(5)  Speoiale.  Progetti  comparati  del  C^Uw  pénale  pd  Regma  tPítaliOt  P^-  ^' 
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bre  albedrío  para  resolver,  en  cada  caso  concreto ,  sobre  la  im- 
patabilidad  y  la  responsabilidad,  confírmalo,  de  un  lado,  la  in- 
terpretación qne  desde  antiguo  y  en  todas  partes  viene  hacien- 
do de  la  fuerza  irresistible  eximente  en  el  sentido  de  fuerza 
extraña  al  acto,  y  de  otro,  lo  ociosa  6  insólita  que  resultaría 
una  discusión  entre  el  acusador  y  el  defensor  de  un  reo,  sobre 
si  óste,  al  cometer  el  hecho  justiciable,  lo  hizo  predominando  la 
voluntad  sobre  los  motivos  ó  imponiéndose  los  motivos  á  la  vo- 
luntad, para  deducir,  en  consecuencia,  si  ha  lu^ar  ó  no  á  la 
imposición  de  la  pena  conminada  por  la  ley. 

Ni  se  comprende  por  qué  había  de  exigirse,  en  la  esfera  del 
derecho  punitivo,  esa  libertad  de  indiferencia,  en  virtud  de  la 
cual  el  hombre  se  hace  superior  á  los  motivos  internos  ó  exter- 
nos, buenos  ó  malos,  que  pueden  solicitarle,  y  elige  entre  ellos 
arbitrariamente.  Todavía,  bajo  el  predominio  de  algunas  de  las 
teorías  absolutas  que  consideraban  la  pena  como  Jln  de  rímis^ 
may  como  mal  que  se  imponía  al  delincuente  por  el  mal  que 
había  causado  y  como  retribución  moral  del  mismo,  quizá, 
quizá  (1)  pudiera  justificarse  la  afirmación  del  libre  albedrío 
como  base  de  la  penalidad;  pero,  dentro  de  las  teorías  relativas 
y  eclécticas,  que  hoy  reinan  casi  sin  contradicción  en  la  ciencia 
é  inspiran  las  disposiciones  legales,  ni  se  justifica  ni  se  com- 
prende semejante  exigencia.  Para  los  fines  que  el  Estado  se 
propone  conseguir  al  imponer  una  pena,  importa  poco,  ó,  me- 
jor dicho,  no  importa  nada  que  sea  verdad  la  doctrina  del  libre 
albedrío  ó  que  lo  sea  la  del  determinismo;  lo  que  importa  es 
que  el  delincuente  tuerza  su  conducta  hacia  el  cumplimiento 
del  derecho  y  se  desvíe  de  la  senda  emprendida,  así  como  que 
se  evite,  hasta  donde  sea  posible,  que  los  demás  la  emprendan, 
ora  por  la  amenaza  de  la  pena,  ora  por  la  certeza  de  que  se  im- 
pone, sin  cuidarse  de  si,  en  todo  este  proceso,  la  voluntad  se  ha 


t 


r, 


(1)  Pongo  oitoa  adverbioi,  poique  dudo  mnoho  que.  Aun  dentro  de  eetae 
teoriu  absolntas,  tenga  jofltificaoión  la  pretensión  de  los  arbitristas»  por  más 
que  los  autores  afirmen  generalmente  lo  oontrario. 
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enseñoreado  de  los  motivos  ó  los  motivos  se  han  impuesto  á  la 
voluntad.  Carrara,  discntiendo  con  los  qae  tratan  de  levantar 
el  edificio  del  derecho  penal  sobre  la  negación  del  libre  albe- 
dríOy  viene  á  sostener,  en  último  resaltado,  que  el  reconoci- 
miento de  la  libertad  humanase  impone  como  fundamento  del 
ministerio  punitivo,  porque  la  pena  no  tiene  razón  de  ser  ei  no 
sirve  para  impedir  el  delito,  y  esto  no  se  consigue  «sino  influ- 
yendo sobre  la  voluntad  del  delincuente  para  alejarle  de  la  de- 
terminación criminal  é  inducirle  á  la  determin.ación  inocen- 
td»  (1);  en  una  palabra,  que  el  ilustre  profesor  pisano  cree,  como 
dice  Puglia,  «que  la  pena  implica  posibilidad  de  modificación 
en  el  ánimo  del  delincuentes  (2);  y  como  esta  posibilidad  de 
modificación  es  un  hecho  de  experiencia  y  de  observación  cons- 
tante, que  nadie  niega  y  que  está  por  fuera  de  lo  que  se  dis- 
cute entre  deterministas  y  liberlistaSy  el  derecho  penal,  que  so- 
bre ella  se  funda  y  que  con  ella  se  contenta,  queda  también 
fuera  de  ese  empeñado  debate  é  igualmente  conciliable  coa 
cualquiera  de  las  soluciones  que  la  ciencia  pueda  darle  en  lo 
futuro. 

Así  lo  entienden  Schütze,  Berner  y  otros  escritores  alema- 
nes, que  de  tiempo  atrás  pretenden  fundar  la  imputabilidad 
sobre  las  condiciones  de  la  inteligencia  y  de  la  conciencia,  y 
no  de  la  voluntad,  por  lo  cual  el  último  de  los  mencionados 
enumera,  como  requisitos  de  los  agentes  imputables,  sólo  estos 
tres:  conciencia  de  sí,  conciencia  del  mundo  exterior  j  condenéis 
desarrollada  del  deber  (3);  así  lo  entiende  EUero,  qae  no  sola- 
mente no  hace  referencia  en  sus  obras  á  la  libertad  de  la  to- 
luotad  para  exponer  el  problema  de  las  penas,  sino  que  «por 


(1)  Garrara,  Liberta  c  tpontantitá;  citado  por  Paglia  en  sus  Studi  critici  ái 
dr.  cr.f  pág.  09. 

(2)  Obra  y  p&gina  citadas. 

(8)  Tratatto  di  diritto  penaUt  trad.  ital.  de  Bertola,  p&g.  100.  Biefa  ei  ver- 
dad qne,  en  estos  momentos  de  la  inteligencia,  considera  comprendida  U  in- 
tima libertad. 
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modo  preciso  afirma  qne  el  magisUrio  represivo  está  y  estará 
en  prescindir  de  la  caestión  del  libre  albedrío»  (1);  así  lo  en- 
tiende Lncchiní,  que  asienta  el  derecho  penal  sobre  lo  qae  él 
llama  la  determinación  inteligente,  sin  negar  ni  afirmar  la  li- 
bertad de  indiferencia  (2);  así  lo  entiende,  por  último,  el  posi- 
tivista Pnglia,  qne,  en  nn  trabajo  consagrado  á  este  asunto, 
llega  á  concluir  que  da  responsabilidad  p^^»a¿  subsiste  indepen- 
dientemente de  la  cuestión  del  libre  albedrío,  porque  se  apoya 
sobre  la  capacidad  intelectual  del  hombre  y  sobre  la  posibili- 
dad de  modificación  de  la  actividad  psíquica»  (3). 

El  error  de  los  jurisconsultos  arbitristas  ha  nacido,  á  mi 
juicio,  de  confundir  y  unimismar  los  distintos  conceptos  y  las 
diferentes  acepciones  de  la  palabra  libertad.  Claro  es  que  la  li* 
hertad  física^  que  consiste,  según  Schopenhauer,  «cen  la  ausen- 
cia de  obstáculos  materiales  de  todas  clases»,  y  circunscrita  al 
reino  animal,  «en  la  cualidad  de  todo  ser  que  se  mueve  por  su 
sola  voluntad  y  que  no  obra  sino  conforme  á  ella»,  en  cuyo 
sentido  se  dice  «que  los  hombres  y  los  animales  son  libres 
cuando  ni  cadenas,  ni  trabas,  ni  enfermedades,  ni  obstáculos 
físicos  ó  materiales  de  ningún  género  se  oponen  á  sus  accio- 
nes, sino  que  éstas,  por  el  contrario,  se  realizan  según  su  vo- 
luntad» (4),  claro  es  que  esta  libertad  sí  es  necesaria  para  que 
las  acciones  se  tengan  por  imputables  criminalmente,  y  que  lle- 
varía raasón  el  que  sostuviera  que  sin  ella  no  sería  posible  ha- 
blar de  derecho  penal;  pero  la  libertad  así  entendida,  es  decir, 
como  poder  de  hacer  lo  que  se  quiere,  que  es  como  la  entiende 
el  vulgo,  nadie  la  niega,  ni  tiene  nada  que  ver  con  el  lihérwfn 
arMrium  indi/ferentice  de  los  metafísicos,  ó  sea  la  facultad 
de  querer  lo  que  se  quiere,  que  es  lo  que  se  discute  entre  los 


(i)     Citado  por  Puglia  en  mu  Studi  critici  di  dr.  cr.,  paga.  78  y  74. 
(8)     Lncohini,  varios  articnlos  en  la  JtiviHa  penalcy  y  en  el  Cono  de  diritto 
peínale.  C.  por  Ferri. 

(8)     Pnglia,  Studi  eritiei  di  dr.  er.,  pág.  79. 

(4)     Sehopenhaner,  Buai  ntr  ^e  lihre  arbitre,  págs.  2  y  8. 
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psicólogos  y  lo  que  pretenden  poner  algunos  jurisconsoltoi 
como  condición  sine  qua  non  del  derecho  de  castigar,  á  mi  en- 
tender, sin  razones  sólidas  en  que  a^yarse,  y  arrastrados,  mái 
que  por  nada,  por  la  vaguedad  de  los  conceptos. 

Y  lo  propio  creo  que  debe  decirse  de  la  confusión  entre  U 
libertad  intelectual  y  la  moral  (el  libre  albedrio),  pues  mieotrai 
aquóUa,  que  consiste  en  el  estado  normal  de  las  facultadei  íq< 
telectuales,  por  manera  que  al  sujeto  se  le  presenten  los  mo- 
tivos  tales  como  son  ó  tales  como  se  ofrecen  á  los  demás  hom- 
bres, es  condición  precisa  de  la  imputabilidad  y  puede  tenerse 
como  fundamento  del  derecho  penal,  ésta  dista  mucho  de  en- 
contrarse en  el  mismo  caso,  y  sólo  por  la  tergiversación  de  am- 
bas ideas  ha  podido  sostenerse  lo  contrario. 

La  libertad  física  é  intelectual,  la  libertad  á  la  manen  qoe 
la  deñne  Schaffle,  como  «determinación  de  sí  mismo,  esto  es, 
determinación,  no  seg6n  factores  externos,  extraños  á  mi  ser, 
sino  según  los  postulados  de  mi  propia  naturalezaj»  (1),*  la  li- 
bertad como  ejercicio  de  los  motivos  y  de  las  disposicioneB 
constantes  de  la  personalidad  psíquica  del  sujeto,  que  escomo 
la  entiende  el  vulgo  cuando,  llama  acciones  libres  á  las  qae 
emanan  directamente  del  carácter  individual,  y  no  librea  ála« 
que  provienen  de  motivos  extraños,  más  6  menos  impneatos 
por  el  exterior  (2),  la  libertad  así  interpretada  y  concebida  e», 
á  no  dudar,  una  de  las  condiciones  de  la  imputación  criminal, 
porque,  como  dice  Krápelín,  «cuanto  más  profundas  raíces  ten- 
gan en  la  personalidad  del  reo  los  motivos  de  su  acción  hostil 
á  la  sociedad,  tanto  mayor  será  la  probabilidad  de  la  reinciden- 
cia y  por  ende  más. manifiesto  el  peligro  público»  (3);  peroests 
libertad  nadie  la  discute  ni  debe  confundirse  con  el  libre  albe- 
drio de  los  filósofos.  Hubieran  limitado  á  ella  los  criminalistM 
sus  afirmaciones,  y  su  tesis  sería  indisputable;  por  desgracia, 


(1)  Struttura  e  vita  del  corpo  wociale,  trad.  itnl. 

(2)  Krftpelin,  obra  oitada,  pág.  IS. 
(8)     Krftpelin»  obra  citada»  pág.  13. 
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no  lo  han  hecho  asl^  y  al  tratar  de  introducir  en  la  ciencia  de 
los  delitos  y  de  las  penas  ese  otro  concepto  del  liderum  ardí- 
irium  indiffertntim  ^  han  ocasionado  un  mundo  de  dudas  y 
obscuridades,  que  no  desaparecerán  por  completo  quizá  en 
mucho  tiempo. 

Resumiendo  ahora  en  pocas  palabras  todo  lo  dicho  hasta 
aquí  sobre  la  naturaleza  de  la  imputabilidad,  entiendo  que  pue- 
de afirmarse  que  ésta  expresa  una  relación  de  causalidad  cons- 
ciente, una  relación  de  efecto  á  causa  psíquica,  esto  es,  una 
relación  causal  en  que  se  afirma  que  una  acción  ha  sido  ejecuta- 
da por  un  hombre  con  determinación  propia,  según  «los  postu- 
lados de  su  naturaleza;^  (Scháffle),  según  «los  motiyos  y  las  dis- 
posiciones constantes  de  su  personalidad  psíquica»  (Erftpelin)» 
según  sus  propias  ideas  y  sus  propios  sentimientos»  (Puglia). 
Para  que  esta  relación  causal  exista,  puede  seguirse  afirman- 
do que  es  menester  que  concurran  en  el  agente  los  dos  requi- 
sitos de  los  jurisconsultos  clásicos:  la  Uberias  judieii  ó  con- 
ciencia de  la  naturaleza  de  la  acción,  y  la  libertas  consilii,  6 
posibilidad  de  decidirse  á  ejecutarla  ó  no  ejecutarla,  siempre 
•que  en  ellos  no  se  euTuelya  la  idea  del  libre  albedrío  metafísi- 
co,  ya  demostrada  innecesaria  en  el  derecho  represivo  (1). 

A  lo8  elementos  enumerados  añaden  algunos  criminalis- 
tas, como  integrante  del  concepto  de  imputabilidad,  la  necesi- 
dad de  que  exista  una  ley  que  prohiba  el  hecho  y  amenace  con 
pena  al  infractor,  por  manera  que  no  consideran  imputables 
sino  aquellas  acciones  que  antes  de  realizarse  han  sido  prohi- 
bidas y  castigadas  con  sanción  penal  por  los  legisladores.  Pao- 
li  dice  que  una  acción  se  llama  polMeatMnle  impuiabUf  «cuan- 
do una  ley  del  Estado,  juzgándola  dañina  ó  peligrosa  para  la 
seguridad  de  los  ciudadanos,  la  prohibe  y  amenaza  con  una 


(1)  Qnizá  «ata  fórmula  no  soa  completamente  exacta,  pero  oreo  que  da 
idea  de  la  natnralesa  de  la  imputabilidad  tal  como  queda  apxmtada  en  las 
anteriores  páginas;  para  desarrollarla  por  entero  necesítaiia  mayor  espacio 
del  que  dispongo  en  esta  Memoria. 


436  RBYISTA  DB  LEeiSLAClólf 

pena  á  qtiien  la  cometa»  (I),  y  después  añade  que  «latmjwto- 
bilidad  política  de  ana  acción  es  obra  del  legislador,  el  ciul^ 
previendo  qae  aquella  acción  se  realice,  le  atribuye  el  caráC' 
ter  de  acción  criminosa  y  la  declara  punibles»  (2). 

En  la  esfera  del  derecho  positivo  y  de  la  práctica  jadiciat 
es  indudable  que  llevan  razón  Paoli  y  los  que  como  ¿1  pien« 
san,  porque  las  acciones  no  se  imputan  criminalmente  ante  lo» 
tribunales  de  justicia  sino  cuando  antes  han  sido  penadas  en 
los  códigos,  toda  vez  que  en  los  pueblos  cultos  rige  inconcam 
el  principio,  por  una  ú  otra  manera  formulado,  de  que  niogúo 
hecho  se  considera  punible  si  no  se  califica  como  delito  ó  falta 
y  se  pena  por  ley  anterior  á  su  perpetración;  pero  en  el  eam* 
po  de  la  filosofía  sucede  muy  otra  cosa,  porque  ante  ella  tan 
imputables  son  las  acciones  comprendidas  en  los  catálogos  de 
los  códigos,  cuanto  las  que  han  quedado  fuera;  y  por  eso  nohe^ 
hecho  mención/ al  exponer  el  concepto  general  de  la  imputa- 
bilidad,  de  este  requisito  de  que  ahora  trato,  que,  por  otra  par- 
te, puede  deducirse  fácilmente  de  la  doctrina  indicada  en  las 
páginas  que  anteceden. 

Apuntado  queda^  en  efecto,  que  para  tener  por  imputables 
las  acciones  no  basta  que  el  sujeto  tenga  conciencia  de  sos 
actos,  sino  que  es  menester  además  que  conozca  la  naturaleza 
de  los  mismos  y  la  ley  por  que  se  rigen;  ahora  bien:  si  en  el 
derecho  represivo  esta  ley  la  redacta  y  promulg*a  el  Estado,  es 
claro  que  ha  de  preceder  su  redacción  y  promulgación  para 
que  se  puedan  imputar  las  infracciones,  dado  que  antes  ni  se 
conoce  la  ley  ni  hay  medio  de  ajustar  á  ella  la  conducta. 

No  digo  yo  que  este  razonamiento  sea  exacto,  ni  qoe,  en 
buenos  principios,  no  puedan  calificarse  de  delitos  sino  las  per* 
turbaciones  jurídicas  que  han  hallado  cabida  en  los  cuerpos  le- 
gales; afirmo  solamente  que,  en  el  modo  de  ver  ordinario,  y  su- 
puesto el  prurito  legislativo  que  hoy  domina,  nada  más  senci- 

(1)     Paoli,  Noawñi  elementari  di  dirtito  penah,  péig,  18. 
<!B)     Obra  citada,  pág.  16. 
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lio  que  dedocir  de  las  mismas  premisas  sentadas  en  la  teoría 
de  la  impntabilidad,  la  exigencia  de  que  preceda  á  la  acción 
impotable  una  ley  qne  la  castigue. 

Pero  como  acaso  en  el  día  de  mañana  se  reconozca  por  to- 
dos,  según  ya  algunos  pretenden,  que  ese  principio,  hoy  por 
boy  unánimemente  admitido,  de  la  no  punibilidad  de  los  hechos 
no  inveatariados  por  las  leyes  positivas,  carece  de  fundamen* 
to  7  obedece  sólo  al  movimiento  de  reacción  contra  el  arbitrio 
judicial  que  ha  dominado  hasta  ha  poco  en  la  ciencia,  creo  que 
no  debe  añadirse  al  concepto  de  la  imputabilidad  restricción 
alguna,  dejando  al  porvenir  resolver  si  la  ley  infringida  ha  de 
ser  siempre  una  ley  humana  ó  basta  que  se  infrinja  una  ley 
natural  (1). 


(1)  La  teoría  de  la  imputabilidad  esbozada  en  las  páginas  qne  preceden,. 
y  á  la  (mal  tendría  qne  oponer  hoy  día  (18B0)  bastantes  reparos,  es,  con  todo, 
k  nd  jníoioy  xdás  amplía  y  comprensiva  qne  la  qne  espnso  Ferrí  en  sn  libro 
La  leorica  delPimjnUabilitd  e  la  negaziane  dd  libero  ar&tíno  (1878),  y  que  luego  ha 
abandonado,  porque  no  se  basa  tan  sólo,  oomo  ésta,  en  la  integridad  de  la  in- 
tíigeneta,  sino  qne  busca  la  de  toda»  la»  funcionee  peiqutcat.  ICuoho  m&s  se  acer- 
ca á  la  qne  después  ha  desarrollado  Polett!  en  su  obra  Vazione  nórmale  come 
óote  delta  reeponeabilitd  dei  delinquenti  (Udine,  1888),  tomando  otro  punto  de 
Tista  y  con  mayor  riqueza  de  datos  y  de  conocimientos,  y  á  la  que  adopta 
Liflíti  en  tPOL  Lekrbuek  de»  deutacken  Strc^fredite  (1888»  8.*  ed.). 

(Se  eomiiuirá.) 

Jbbónimo  Vida. 


REVISTA   JURÍDICA   HISPANO-AMERICANA  (^> 


Costa-Bica. 

El  acontecimiento  más  importante  de  estos  últimos  tiempos  ha  sido 
la  elección  de  Presidente  de  la  Bepública  paia  el  cuadrienio  qne  co- 
mienza en  Mayo  próximo.  En  dichas  elecciones,  qoe  fneron  refiidí- 
simaSy  se  presentaron  las  candidatmas  de  dos  jnrisconfloltos  mvj 
distinguidos  y  á  los  qne  debe  so  patria  grandes  servidos,  los  sefiom 
D.  Ascensión  Esqni  vel  j  D.  José  Jesús  Bodrígaex,  que  resultó  eiegidOL 
Con  motivo  de  sns  actos  como  Presidente  del  Colegio  de  Abogados  j 
como  Ministro  de  Justicia,  en  yazias  ocasioiies  hemos  dedicado  algu- 
nos párrafos  de  esta  publicación  al  ilnstrado  estadista  Sr.  Esquivel,  y 
aprovechamos  la  circunstancia  de  haber  sido  elevado  á  la  primera  Ma- 
gistratura de  sa  país  el  8r.  Bodrigoez,  para  apuntar  breves  notídti 
referentes  á  su  vida. 

D.  José  Jesús  Rodríguez,  entre  cuyos  antepasados  se  cuentan  patri- 
cios que  han  alcanzado  un  puesto  distinguido  en  la  historia  de  Coste- 
Kica,  es  Licenciado  en  Derecho,  y  biógrafos  suyos,  de  diversas  ideai, 
reconocen  en  él  condiciones  relevantes  de  jurisconsulto,  y  á  la  par  rec- 
titud de  carácter  y  prudencia  en  los  juicios.  Ha  intervenido  actíva- 
inente  y  con  lucimiento  en  las  tres  fundones  en  que  se  considera  ge- 
neralmente dividido  el  poder  del  Estado,  puesto  que  ha  ddo  Diputado 
é  individuo  de  la  Comisión  codificadora^  Ministro  de  Beladones  exte- 
riores y  de  Justicia  y  Presidente  de  la  Corte  de  Casación,  degido  por 
el  Congreso,  según  establece  en  Costa-Rica  la  ley  fundamental.  El  dei 


(1)  Á  petición  do  algunos  lectores  de  esta  Revista,  hemos  ampliado  k  toda 
Itt  Amt^rica  e«pafiola  la  crónica  centro -americana,  que  empezamos  á  pnblicsr 
á  principios  de  año.  Por  este  motivo^  en  el  núínero  anterior  se  dedioó  e«te 
ftooción  k  la  reseña  del  establecimiento  de  la  Academia  pemana  oorraspon- 
diente  de  la  Beal  de  Jurisprndenoia  de  Madrid. 
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«mpeño  del  elevado  cargo  últimamente  indicado,  entendió  qae  no  le 
permitía  presidir  el  Colegio  de  Abogados,  que  le  había  conñado  sa 
dirección.  £1  Sr.  Bodrígnez  era  en  Qosta-Rica  jefe  del  partido  llamado 
constitucional,  que  luchaba  con  el  que  se  denomina  liberal,  represen- 
tado por  el  Sr.  Esquivel,  cuyos  respectivos  programas  y  diferencias  no 
<;reenio8  oportuno  examinar,  por  lo  delicadas  que  son  las  apreciaciones 
de  carácter  político,  máxime  cuando  los  principios  han  sido  objeto  de 
la  viva  crítica  que  va  siempre  aneja  á  una  lucha  electoral  empeñada. 
Al  publicarse  el  próximo  número,  habrá  tomado  seguramente  po- 
sesión de  la  Presidencia  el  distinguido  jurisconsulto  elegido  para  des- 
empellarla,  y  al  consignar  este  hecho,  creemos  proceder  con  imparcia- 
lidad, dedicando  un  recuerdo  al  Presidente  que  termina  su  período 
constitucional,  D.  Bernardo  Soto,  ilustrado  Abogado  á  que  varias  veces 
se  ha  referido  con  elogio  esta  Revista,  y  que  durante  su  administra- 
ción ha  unido  su  nombre  á  muchas  reformas  de  general  utilidad. 

Es  una  cuestión  de  indudable  interés  el  reconocimiento  de  los  gra- 
dos académicos  conferidos  en  el  extranjero.  En  este  sentido,  elevó  re- 
-cientemente  la  Unión  ibero-americana  una  exposición  al  Ministerio  de 
Fomento,  solicitando  que  se  declare  la  validez  en  España  de  los  títu- 
los académicos  expedidos  en  Hispano- América.  Entre  los  precedentes 
de  otras  naciones  que  se  alegaban,  citábase  el  Tratado  que  se  acordó 
por  los  representantes  de  las  cinco  Repúblicas  centro-americanas  en 
el  Congreso  diplomático  de  1887  (1).  El  principio  consignado  en  dicho 
Convenio  fué  llevado  á  la  práctica  por  Guatemala,  cuyo  Gobierno  de- 
<:laró  en  25  de  Diciejnbre  de  1889,  que  para  ejercer  en  dicha  República 
cualquier  profesión,  bastará  que  la  Secretaría  de  Instrucción  pública 
dé  el  pase  á  los  títulos  otorgados  ó  reconocidos  en  debida  forma  por 
alguna  de  las  facultades  profesionales  de  los  restantes  Estados  de  la 


(1)     Atmqne  no  se  refieren  al  Estado  de  que  nos  ocnpamoB,  por  relacionarse 
«cu  el  astinto  de  que  se  trata  inoidentalmente  en  el  texto,  y  por  ser  mny  pro-  ** 
pío  de  wtA  Bevitta  juridiea  hi/tpaTto-americatia ,  ciiaremos  otros  varios  prece- 
dentes. 

Una  ley  del  afio  1886  del  üragnay  declaró  v&lidos  en  dicha  Bepúblioa  los 
^tnlos  expedidos  por  las  Universidades  de  España,  sin  necesidad  de  reválida 
-algana. 

El  Ecnador  promulgó  nna  ley  en  18  de  Agosto  de  1887,  concediendo  reci- 
procidad á  las  naciones  que  declaren  válidos  los  títulos  y  diplomas  profe- 
sionales conferidos  por  las  Universidades  ecuatorianas. 

Por  último,  el  Congreso  sud- americano  de  Konte video  (1888-89)  aprobó  un 
"Tratado  relativo  al  reconocimiento  de  los  títulos  ó  diplomas  expedidos  por 
cualquiera  de  los  Estados  signAtaríos  en  todos  los  demás.  (Firmaron  el  refe- 
rido Tratado  los  delegados  de  la  Bepúblioa  Argentina,  Bolivia,  Brasil,  Chile« 
Paraguay,  Perú  y  Uruguay.) 
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qaiere  y  ofrecen  el  laudable  ejemplo  del  saerificio  que  para  su  caltiT» 
se  hace  de  la  política,  que  es  de  gran  aprecio  en  loa  pneblos  latinos, 
siempre  propensos  á  preocuparse  en  todas  las  esferas  de  la  vida  de  h> 
que  interesa  á  la  gobernación  del  Estado.  Para  este  fin  no  podía  ele- 
girse á  dos  juristas  más  significados  que  los  últimos  que  acabamos  de 
citar.  En  efecto,  juzgamos  al  Sr.  Díaz  y  González  partidario  conTenddc^ 
en  política  de  ideas  muy  semejantes  á  las  que  expresó  en  nuestza  pa- 
tria el  célebre  Donoso  Cortés,  y  poco  afecto,  por  tanto^  á  loe  princi- 
pios que  hoy  imperan  en  Méjico,  mientras  que  el  Sr.  Fuente  Bniz  ha 
defendido  con  constancia  las  teorías  democráticas  más  avanzadas  en 
la  Revista  latino-americana  que  hace  afioe  dirige. 

Ambos  han  propuesto  los  Abogados  que  creían  conveniente  aso- 
ciar á  la  obra  que  les  encomendó  la  Real  Academia  de  Jurisprudends^ 
y  ésta  aceptó  por  completo  sus  autorizadas  indicaciones,  declarando 
incorporados  á  la  nueva  Corporación  á  los  más  distinguidos  juriscon- 
sultos mejicanos,  entre  ellos  á  D.  Ignacio  Vallarta,  legítima  gloría  dd 
foro  de  aquella  República. 

Además  de  los  propuestos,  eligió  la  Real  Academia  de  Madrid  so- 
cio correspondiente  al  ilustrado  Ministro  Plenipotenciario  de  Méjico 
en  Espafia  Sr.  Riva  Palacio,  que  entre  sus  relevantes  títulos,  la  repa- 
tación  que  ha  alcanzado  en  la  milicia,  en  el  cultivo  de  la  historia  y  eik 
la  dirección  de  la  hacienda  de  su  patria,  ostenta  el  de  Litoidado  en 
Derecho,  á  que  concede  especial  aprecio.  Por  las  especiales  dicuns- 
tancias  que  en  él  concurren,  será,  sin  duda,  el  Sr.  Riva  Palacio  víneo- 
lo  de  unión  entre  ambas  Academias. 

OhUe. 

El  Secretario  de  la  Legación  de  Chile  en  España  (1),  Sr.  D.  Domin- 
go Amunátegui  Rivera,  ha  remitido  á  la  Biblioteca  de  la  Real  Acade- 
mia de  Jurisprudencia  una  colección  de  leyes  de  su  patria. 

Figura  entre  dichas  leyes  la  última  edición  oficial  del  Código  civü, 
aquí  bastante  conocido,  aunque  no  lo  es  tanto  la  literatura  jurídica  que 

(1)  D68d«  fines  de  1889,  hay  en  nuestra  Patria  nn  Ministro  Plenipotenda* 
rio  de  Chile,  hecho  que  creemos  conveniente  consignar,  no  sólo  por  su  impo^ 
tancia  intrínseca,  sino  también  por  haber  recaído  dicho  nombramiento  «n  el 
reputado  jarísconsulto  Sr.  D.  Aniceto  Yergara  Albano,  individao  de  la  Facal^ 
tad  de  leyes  y  ciencias  políticas  de  Santiago  y  Vicepresidente  del  Consejo  do 
Estado,  k  cuyo  cargo  va  aneja  la  sustitución  del  Presidente  de  la  Bepúbliea 
en  los  casos  que  determina  la  Constitución  chilena.  Como  Ministro  de  Belsr 
dones  exteriores  autorizó  en  1864  el  canje  de  las  ratificaciones  del  Tratad» 
entre  Espafta  y  Chile,  y  prueba  su  pericia  diplomática  la  magnifica  medaUa 
que  le  dedicó  el  Congreso  boliviano,  por  el  felix  éxito  de  sus  negooiaciosss 
para  la  celebración  de  la  pas. 
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acerca  del  mismo  ofrece  la  Bepública  chilena,  y  respecto  á  la  qae  nos 
permitimos  llamar  la  atención  por  Ja  utilidad  que  puede  ofrecer  para  la 
interpretación  del  nuestro.  En  su  demostración  y  para  no  citar  traba- 
jos aislados,  lo  que  sería  tarea  prolija,  basta  referimos  á  las  Memorias 
ydÍ8CW808  univerritarioa  sobre  él  Código  dvil  chileno,  que  empezó  á  pu- 
blicar en  1888  D.  Enrique  O.  Latorre,  que  con  esta  obra  y  con  su  ñola- 
ble  Revista  forense  ha  contribuido  mucho  al  progreso  jurídico  de  su 
patria.  Dicha  recopilación  comprende  el  vasto  cuerpo  de  doctrina  que 
desde  1866  han  elaborado  los  más  doctos  civilistas  de  aquel  Estado, 
entre  los  que  merece  mención  especial  el  Profesor  D.  Enrique  Cood, 
muerto  en  1887,  al  que  se  debe  una  interesante  monografía,  expuesta 
en  forma  matemática,  acerca  de  la  lesión  enorme  (1),  y  que  llegó  á  ad- 
quirir tal  suma  de  conocimientos  respecto  al  Código  civil,  que,  según 
indicaba  en  los  últimos  afios  de  su  vida,  «en  el  comentario  de  una  sola 
disposición  empleo  muchas  veces  clases  enteras,  y  aun  el  tiempo  se 
me  hace  sumamente  angustiado  para  dar  el  conveniente  desenvolvi- 
miento á  mis  ideas.»  De  la  colección  de  obras  indicadas  al  principio, 
forma  parte  también  el  Proyecto  de  Código  de  Enjuiciamiento  civil, 
en  que  se  contienen  las  actas  de  la  Comisión  revisora,  que  presidió  en 
1876  el  Presidente  de  la  República  D.  Federico  Errázuriz,  con  gran 
asiduidad  é  interviniendo  á  menudo  en'  la  disensión,  dato  que  juzga- 
mos digno  de  ser  consignado. 

Nada  diremos  del  Código  penal  de  1874,  comprendido  también  en 
el  donativo  de  libros  á  que  antes  nos  referimos,  por  estar  basado  en  el 
de  España;  pero  sí  consideramos  conveniente  extractar  la  ley  sobre 
abusos  de  la  libertad  de  imprenta  de  1872,  notable  por  varios  con- 
ceptos. 

El  Código  penal  establece  en  su  art.  137,  que  los  delitos  relativos 
á  la  libertad  de  opiniones  manifestadas  por  medio  de  la  prensa,  se 
califican  y  penan  por  la  ley  de  imprenta,  si  bien  al  tratar  de  la  injuria 
y  calumnia  agrava  la  pena  cuando  éstas  se  cometen  por  escrito  y  con 
publicidad.  Derogada  en  la  fecha  que  antes  se  indica  la  ley  de  1846, 
vigente  al  promulgarse  el  Código,  la  que  hoy  rige  sólo  considera  abu- 
sos en  dicha  materia:  l.o,  los  ultrajes  hechos  á  la  moral  pública  ó  á  la 
religión  del  Estado;  2.^,  los  escritos  en  que  de  cualquier  modo  se  tien- 
da á  menoscabar  el  crédito  ó  buen  concepto  de  un  empleado  público, 
ó  la  confianza  que  en  él  tiene  la  sociedad;  y  8.*^,  aquellos  en  que  se  tien- 
da al  mismo  fin  respecto  de  particulares.  De  estos  abusos  responde  el 
impresor  del  escrito,  á  menos  que  denuncie  á  la  persona  que  se  lo  «hu- 

(1)     Dicho  trabajo  inédito  te  publicó  en  la  biografía  de  Oood,   esorita  por 
D.  Miguel  Amunátegui  Beyes.  (Santiago  de  ChUe,  1868.) 
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biese  garantizado»,  dice  la  ley.  El  abxwo  de  primer  grado  se  pena  ook 
ana  malta  de  50  pesos,  qae  serán  de  100  y  300  respectivamente,  bmtin- 
dose  de  abasos  de  segando  y  tercer  grado.  Bespecto  á  la  segunda  dase 
de  las  infracciones  indicadas,  se  admite  prueba.  La  acción  para  acosar 
puede  ejercitarse  por  el  Ministerio  público  y  por  todos  los  ciudadanos 
«n  el  primer  caso;  en  el  segundo,  por  el  Ministerio  público  á  instancia 
de  la  parte  ofendida,  que  puede  acusar  por  si  ó  coadyuvar  á  la  acusa- 
ción; y  en  el  tercer  caso,  por  el  ofendido  ó  su  legítimo  representante,  y 
por  sus  parientes  consanguíneos  ó  afínes  dentro  del  cuarto  grado,  sis» 
hallase  ausente  de  la  República.  Dicha  acción  prescribe  á  los  sesenta 
días  de  la  publicación  del  escrito.  Acerca  de  si  el  procesado  ha  tenido 
el  propósito  de  cometer  el  hecho  punible,  decide  s^ún  sn  concienm 
un  Jurado,  compuesto  de  siete  individuos,  cuyos  nombres  se  sortean 
entre  los  comprendidos  en  una  lista  de  más  de  treinta,  que  se  com- 
pone de  los  elegidos  por  el  actor  y  el  acusado  del  registro  de  dudada- 
nos  elegibles,  y  después  de  recusados  por  ambos  los  que  joagaa 
oportuno  hasta  la  quinta  parte  del  número  total. 

Últimamente  ha  publicado  el  laborioso  escritor  D.  AnCbal  EcheTe- 
rría  y  Reyes,  Abogado  de  la  capital,  varias  obras  por  encargo  del  Mi- 
nisterio del  Interior,  en  que  presta  sus  servicios  como  Jefe  de  Sec- 
ción. Es  una  de  las  más  importantes,  y  que  debiera  imitarse  en  todaí 
las  Naciones,  la  Oeogrqfia  política  de  Chile,  acerca  de  cuya  utilidad 
informó  favorablemente  una  Comisión  técnica.  Compréndense  en  dos 
tomos,  bastante  voluminosos,  las  disposiciones  legales  y  administrati- 
vas que  se  han  dictado  en  dicha  República  acerca  de  la  creación,  lion- 
tes  y  nombre  de  las  provincias,  departamentos  y  subdelegadones  y 
distritos;  noticias  qae  se  clasifican  por  provincias,  y  cuya  consulta  &- 
cilita  un  detallado  repertorio  alfabético.  En  1889  publicó  también  im 
Anuario  del  Ministerio  del  Interior,  y  ahora  acaba  de  repartir  dicho 
departamento  una  Agenda  administraüvay  que  contiene  un  cMemo- 
randum:»,  dividido  por  meses,  en  que  se  consignan  los  preceptos  le- 
gales y  administrativos  que  en  cada  uno  han  .de  cumphrse,  y  un  resn- 
men  general  de  los  que  no  se  refieren  á  épocas  determinadas,  lo  que 
ha  de  divulgar  mucho  el  conocimiento  del  derecho  administrativo  en 
las  Intendencias  y  Gobernaciones,  á  las  que  dicha  Agenda  se  destina. 

En  una  cariosa  y  meditada  monografía  del  Sr.  Echeverría  sobre 
las  Reformas  adaptables  en  los  servicios  de  correos  y  telégrafos  de  Cldk^ 
encontramos  un  capítulo  relativo  á  las  cajas  postales  de  ahorros,  que 
se  refiere  á  la  Economía  política  y  que  cabe  mencionar,  por  tanto,  en 
esta  Revista.  La  imposición  de  los  ahorros  en  las  oficinas  postales, 
que  satisfacen  un  interés^determinado  y  que  conceden  grandes  facili- 
dades para  el  giro  y  la  transmisión,  á  la  par  que  la  garantía  del  Esta- 
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do,  es  sabido  que  se  debe  en  Inglaterra  á  la  iniciativa  de  Withead,  y 
que  allí  se  ha  aplicado  merced  al  apoyo  de  Rowland  Hill  y  del  ilus- 
tre Gladstone,  habiendo  imitado  su  conducta  y  obtenido  análogos  y 
extraordinarios  beneficios  Italia,  Bélgica,  Francia  y  Holanda.  Todo 
esto  lo  recuerda  el  8r.  Echeverría  á  propósito  de  un  proyecto  de  ley 
del  Gobierno  chileno  de  reforma  del  servicio  de  correos,  en  que  se 
admite  la  que  acabamos  de  indicar. 

La  necesidad  de  dedicar  algún  espacio  á  Venezuela,  nos  obliga  á 
reducir  los  límites  de  esta  crónica,  aunque  lo  sintamos,  porque  el  mo- 
vimiento jurídico  de  Chile  ofrece  abundante  materia  para  el  estudio. 
La  pondremos  término  consagrando  breves  lineas  á  La  jurisprudencia 
práctica  de  nuestros  Tribunales  de  justicia,  de  D.  Robustíano  Vera,  uno 
de  los  publicistas  chilenos  contemporáneos  más  conocidos  en  el  ex- 
traujero,  donde  ha  divulgado  las  instituciones  jurídicas  de  su  patria. 

Debemos  manifestar  ingenuamente ,  que  al  leer  el  título  creímos 
que  sería  otro  el  contenido  de  la  obra,  pues  sólo  está  justificado  por 
completo,  en  nuestro  humilde  juicio,  desde  la  página  343.  No  por 
esto  dejamos  de  encontrar  muy  interesantes  las  monografías  que  an- 
teriormente se  comprenden.  £1  Sr.  Vera  compendia  con  tal  acierto  la 
doctrina,  que  en  pocas  páginas  ofrece  un  cuadro  acabado  de  la  his- 
toria jurídica,  de  la  legislación  vigente  y  de  las  reformas  que  están 
en  proyecto  en  Chile,  y  todavía  en  menos  espacio  acomete  igual  ta- 
rea en  lo  que  se  refiere  á  España,  exponiendo  así  el  derecho  común 
como  el  foral,  y  dedicando  frases  dignas  de  ser  aquí  conocidas  y  de- 
'bidamente  apreciadas  al  tratar  de  nuestras  leyes,  que  son,  dice  «un 
bello  monumento  de  saber,  donde  hay  mucho  que  admirar  y  no  poco 
'que  aprender.»  En  su  estudio  jurídico  sobre  Chile,  que  es  la  mono- 
grafía antes  aludida  y  una  de  las  muchas  recopiladas  en  la  obra,  con- 
signa el  Sr.  Vera  las  siguientes  acertadas  palabras,  que  pueden  ser- 
vir de  conclusión  á  la  presente  reseña:  «Ni  Chile  podrá  olvidar  lo  que 
debe  á  España,  ni  ésta  dejará  de  mirar  con  alegría  lo  que  somos,  ya 
'  que  por  más  de  un  título  nos  unen  vínculos  tan  estrechos,  que  el 
tiempo  no  borrará  fácilmente»  (1). 

Venezuela. 

Los  que  hayan  leído  estas  crónicas,  se  habrán  convencido  del  des- 
arrollo del  espíritu  de  asociación  que  al  presente  se  nota  en  la  Amé- 


(1)  Pespnés  de  escritas  las  anteriores  noticias,  hemos  sabido  qoe  el  señor 
Amxinátegai  Biyera  acaba  de  publicar  en  esta  corte  una  monografía  titulada 
Ethidio»  de  Derecho  admintBtraiivo  chileno  — La  ley  de  Preeufmeetoe. 

TOMO  76  se 
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rica  eflpafiola.  A  las  Corporaciones  jurídicas  anteriormente  indictdss^ 
debemos  agregar  lo  qne  hace  poco  se  constituyó  en  Los  Andes,  ono 
de  los  Estados  qne  componen  la  Federación  venezolana. 

£n  la  dudad  de  Mérida,  capital  de  dicho  Estado,  qne  es  pormpo. 
bladón  el  segundo  de  la  Eepública  en  importancia,  y  por  inidAtín 
del  Dr.  Parra,  Rector  de  la  Universidad,  se  inauguró  á  fines  del  sño 
último  una  Academia  de  Jurisprudencia.  En  sus  estatutos  halliinoi, 
por  lo  que  se  refiere  al  derecho  nacional,  la  obligación  remarcable  de 
presentar  observadones  acerca  de  toda  sentenda  judicial  ó  deci- 
sión administrativa  que  se  consideren  contrarias  á  las  disposidontt 
vigentes.  Por  lo  que  respecta  al  Derecho  intemadonal,  la  nueva  Aci- 
demia  se  propone  contribuir  á  la  unificación  de  las  leyes  que  regalan 
en  todos  los  Estados  las  relaciones  intemadonales  y  discutir  la  con- 
veniencia  de  codificar  sus  preceptos. 

Digno  de  alabanza  es  que  se  haya  constituido  en  uno  de  los  Ee*^ 
dos  venezolanos  una  Asociación  de  Abogados  qne  sefiala  á  sa  insti- 
tuto fines  de  tanta  importanda  y  que  se  consagra  al  desinteiéstdp 
cultivo  de  la  dencia  jurídica.  Aquella  Academia  emeritense  se  lia  di- 
rigido á  varías  Corporaciones  extranjeras,  deseosa  de  entablar  piore- 
chosa  correspondencia  científica,  y  tenemos  datos  para  afirmar  qne  se 
le  lian  dirigido  comunicaciones  asegurando  que  serían  redbidoi  au 
trabajos  con  el  mayor  aprecio. 

Acaba  de  aparecer  en  París  una  obra  esmeradamente  impresa  es 
castellano,  que  lleva  el  título  de  Filosofía  constitucionalj  y  de  la  qne 
es  autor  D.  José  Gil  Fortoul,  Abogado  venezolano  y  Vicecónsul  de« 
patria  en  Burdeos.  No  estamos  de  acuerdo  con  los  principios  delí 
evolución  darwinista  que  inspiran  el  trabajo  del  Dr.  Fortoul;  pero 
creemos  útiles  las  noticias  que  incidentalmente  expone  acerca  del 
derecho  público  venezolano,  que  juzga  con  imparcialidad. 

£1  examen  de  la  Constitudón  política  de  Venezuela  no  deja  de  ser 
oportuno  en  estos  momentos,  puesto  que  se  han  dirigido  al  Congreso 
varias  peticiones  por  las  Cámaras  de  los  Estados  federales,  solká- 
tando  la  revisión  constitucional.  Así  lo  afirmó  en  la  recepción  de  año 
nuevo  el  qne  acaba  de  ser  Presidente  de  la  República,  Dr.  Rojas  Paúl, 
observando  la  costumbre  eminentemente  democrática  de  aprovecbtf 
todas  las  ocasiones  en  que  los  representantes  de  la  nación  acoden  á 
saludar  á  su  primer  Magistrado  para  darles  cuenta  de  sus  actos  y  nur 
niíestarles  sus  proyectos,  á  fin  de  que  sobre  ellos  prononde  sn  juicio 

la  opinión  pública  por  medio  de  la  prensa. 

• 

José  Maluquer  y  Salvados. 
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Dlotaxnen  de  la  Ooxnisión  de  la  ley  de  bases 
para  la  publioacióu  del  mismo  (1). 

Concluye  el  discurso  del  Sr.  Aldecoa 

Seftores  Senadores,  despnto  de  1a  cortés  beneTolencia  con  qne  el  Senado  ae 
dignó  en  el  dia  de  ayer  eacnchar  mi  pobre  y  desalifiado  diacurso,  seria  yo 
mny  desagradecido  si  no  correspondiera  &  ella  de  la  única  manera  qne  está 
dentro  de  mis  facnltades,  qne  es,  procurando  no  abasar  sino  por  mny  breve 
tiempo  de  la  bondad  de  este  alto  Onerpo;  y  al  efecto,  sin  más  exordio,  co- 
mienxo  desde  luego  k  reanudar  mi  discurso,  partiendo  del  punto  en  que  lo 
d^é  en  la  sesión  anterior. 

Becordar&n  los  Sres.  Senadores  que  comenzaba  á  ocuparme  de  aquellos  de- 
fectos que  el  Sr.  Silvéla  babia  notado  en  su  brillante  rectificación,  ó  como  in- 
oontestados,  ó  como  demostraoión  de  su  gravedad  y  transcendencia,  y  que, 
según  anuncié,  iba  k  tratar,  en  primer  lugar  y  en  primer  término,  del  art.  29 
del  proyecto  de  CSódigo  civil,  referente  k  la  determinación  de  la  personalidad 
por  él  nacimiento,  y  4  la  situación  de  los  postumos  con  relación  k  esta  perso- 
nalidad. T  confieso,  Sres.  Senadores,  que  casi  casi  me  arrepiento  de  baber 
mencionado  siquiera  este  articulo,  porque  ¿quién  seria  osado,  quién  tendría 
valor  para  promover  de  nuevo  la  discusión  sostenida  con  motivo  de  este  ar- 
tlculOy  despuée  de  los  debates  brillantísimos,  bonra  de  este  Parlamento  y  bonra 
espeoislmente  de  los  Sres.  Comas  y  Romero  Girón  que  los  sostuvieron?  Yo  no 
lo  tengo,  y  asi  es  que  me  voy  á  limitar  á  demostrar  una  vez  más  que  no  ban 
sido  desamparados,  que  no  ban  sido  desatendidos  los  derechos  de  los  pos* 
tumos. 

(1)     Véanse  las  páginas  190,  84B  y  606  del  toino  7é;  167y  482  del  tomo  75. 
y  218  de  este  tomo. 
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Pero  ant«(i  permítame  «I  Senado  que  yo  manifieste  mi  completa,  mi  abto- 
Inia  conformidad  con  la  afirmación  qne  hÍ2o  el  Sr.  Romero  Girón  reepecto  dtl 
concepto  de  la  personalidad  humana,  tal  como  se  desarrolló  en  el  Código; 
porqno  no  me  explico,  no  comprendo  que  nn  ser  embrionario,  cuya  formaeiÓB 
se  elabora  en  el  claustro  materno,  sea  reputado  como  persona,  ni  biyo  el  m- 
pecto  religioso,  ni  bajo  el  aspecto  meramente  homaao,  mientras  no  Ue^ss  • 
serlo,  mientras  no  concluya  la  obra  de  la  elaboración,  mientras  no  se  maai 
fiaste  por  medio  del  nacimiento,  que  es  la  única  manera  como  nosotroi  po. 
demos  comprenderlo  y  conocerlo.  Y  yo  creo  que  el  Sr.  Silvela  está  comfonae 
con  este  panto  de  vista  de  la  Comisión,  con  este  ponto  de  vista  tan  per- 
fectisimamente  desarrollado  por  el  Sr.  Romero  Girón,  contestando  al  no  a»- 
nos  notable  y  brillante  discurso  del  Sr.  Comas. 

Pero  el  Sr.  Sil  vela  se  fijaba  en  la  segunda  parte  de  este  artienlo,  relatin 
k  los  pÓ8tumos,  y  decía  S.  S.:  cDos  sistemas  han  podido  segnirse:  nno,  das- 
pnés  de  detorminar  la  personalidad  por  medio  del  nacimiento,  salvando  de 
nna  vez  y  para  siempre  los  derechos  de  los  postumos  diciendo,  por  ejemplo, 
qne  los  postumos  se  tendrían  como  nacidos  para  todo  aquello  que  puditn 
serle  favorable  1.  Este  era  un  sistema.  Otro  sistema,  según  el  Sr.  Silv^  a 
•I  de  la  ley,  el  del  proyecto  del  Código  civil,  con  arreglo  al  cual  se  dice:  cEl 
nacimiento  determina  la  personalidad,  sin  perjuicio  de  los  casos  en  quelal^ 
retrotrae  á  una  fecha  anterior  los  derechos  del  nacido».  Pero  anadia  elSr.  Sil- 
vela:  «Este  es  un  sistema  tan  aceptable  como  el  otro,  pero  que  obligaba  al 
legislador  á  ser  muy  cauto  para  fijar  las  condiciones  de  la  retroactÍTÍdad  allí 
donde  fuese  necesaria  á  fin  de  salvar  los  derechos  del  postumo». 

Estoy  conforme  con  el  criterio  del  Sr.  Silvela,  y  voy  á  partir  de  él  para  dr 
mostrar,  como  he  indicado,  que  en  este  Código  se  han  salvado  los  derechos  del 
postumo  siempre  que  ha  habido  necesidad  de  salvarlos;  que  el  Código  civil  ha 
determinado  las  condiciones  de  la  retroacción  allí  donde  era  necesario  deier 
minarlas,  y  que  donde  no  las  ha  determinado  es  porque  no  habia  neceaidai 
ninguna  absoluta  de  determinarlas. 

Veamos,  pues,  quién  tiene  razón,  y  veámoslo  con  los  textos  de  loi  v 
tioulos  correspondientes.  ¿Es  ó  no  verdad,  en  primer  término,  Sres.  Senide- 
res,  que  las  condiciones  de  los  hUos,  ya  sean  legítimos,  ya  naturales,  dentro 
ó  fuera  del  matrimonio,  están  perfectamente  determinadas  en  el  Código?  En 
mi  concepto,  esto  es  indudable. 

Art.  108  del  proyecto  del  Código  civil:  «Se  presumirán  hijos  legítimos  lo« 
nacidos  después  de  los  ciento  ochenta  días  siguientes  al  de  la  celebración  áú 
matrimonio,  y  antes  de  los  trescientos  días  siguientes  al  de  su  disolución  ¿ 
k  la  separación  de  los  cónyuges. > 

Art.  119.  «Son  hijos  naturales  los  nacidos  faera  de  matrimonio,  de  padree 
que  al  tiempo  de  la  concepción  de  aquéllos  pudieron  casarse  sin  dispeost  ó 
oon  ella». 
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Yo  Iprog^unto,  Sres.  Senadores^  y  pregunto  más  oonoretamente  4  loe  dignos 
Individuos  de  esta  Cámara  que  han  pretendido  demostrar  que  por  estos  ar- 
-tíonlos  no  se  salvan  los  derechos  del  postumo:  ¿es  qne  aqni  el  legislador  dis- 
tingue entre  hijos  que  hayan  nacido  antes  ó  después  de  la  muerte  de  sn  pa- 
dre? Si  se  presumen  hijos  legítimos  los  nacidos  después  de  los  ciento  ochenta 
dias  siguientes  á  la  celebración  del  matrimonio  y  antes  de  los  trescientos  si- 
guientes &  BU  disolución,  ¿no  es  evidente  que  tan  comprendidos  están  aqui 
los  postumos  como  los  que  han  tenido  la  suerte  de  nacer  y  vivir  conociendo 
á  na  padre?  Esto  lo  oreo  tan  claro  y  evidente,  que  no  se  necesita  más  para 
su  demostración  que  exponer  á  la  consideración  de  los  Sres.  Senadores  el 
texto  literal  de  estos  artículos. 

Vamos  ahora  á  los  artículos  807  y  981  del  mismo  Código.  Dice  el  art.  807: 
cSon  herederos  forzosos: 

»1.®     Xios  higos  y  descendientes  legítimos  respecto  de  sus  padres  y  ascen- 
dientes legítimos. 

92.*     A  falta  de  los  anteriores,  los  padres  y  ascendientes  legítimos  res- 
j>ecto  de  sus  14]os  y  descendientes  legítimos.» 

Y  vuelvo  á  preguntar  á  estos  señores:  ¿son  hijos  y  descendientes  legiti- 
mos,  respecto  de  sus  padres,  aquellos  que  han  nacido  después  de  la  muerte 
de  su  padre;  lo  mismo  que  los  que  han  nacido  antes?  He  parece  también  tan 
evidente  como  lo  que  he  dicho  respecto  de  los  artículos  anteriores.  La  ley  no 
estableoe  distinción  alguna:  «Son  herederos  forzosos  los  hijos  y  descendientes 
legítimos  respecto  de  sus  padres.»  Es  asi  que  son  hjjos  legítimos  los  nacidos 
después  de  los  ciento  ochenta  días  siguientes  á  la  oálebradón  del  matrimo- 
nio y  antes  de  los  trescientos  dias  posteriores  á  su  disolución,  sin  distingnir 
si  han  nacido  antes  ó  después  de  la  muerte  de  su  padre;  luego  es  evidente 
que  lo  mismo  son  llamados  á  la  sucesión  legitima  los  postumos  que  los  que 
no  lo  son. 

Yfkmos  al  art.  760,  que  trata  de  la  sucesión  testada,  y  este  articulo  dioe: 
«Toda  disposición  en  favor  de  persona  incierta  será  nula,  á  menos  que  por  al- 
gún evento  pueda  resultar  cierta.  J»  ¿Pues  no  es  igualmente  claro  y  evidente, 
con  arreglo  á  esta  disposición  tan  terminante,  que  puede  ser  llamado  por  un 
extraño  á  su  sucesión  uno  que  no  haya  nacido,  y  que,  por  consiguiente,  no  es 
persona  cierta,  habida  consideración  á  que  puede  serlo  si  se  reálica  su  naoi-' 
miento? 

¿Be  dónde,  pues,  han  sacado  los  señores  que  impugnan  el  art.  29  en  el  con- 
cepto y  supuesto  de  que  se  desconocen  los  derechos  de  los  postumos,  que  no 
podrán  heredar  ni  por  sucesión  testada  ni  intestada  á  sus  padres,  y  que  áo 
podrán  ser  llamados  tampoco  á  la  herencia  de  un  eztra&o,  siendo  tan  teixni- 
nante  el  texto  de  los  artículos  que  he  tenido  el  honor  de  someter  á  la  consi- 
deración del  Senado? 

Pero  se  dice:  ¡ahí  es  que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  657,  los  de- 
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reehos  á  la  suoeaión  de  una  persona  se  transmiten  desde  el  momento  á»  n 
muerte. 

Perfectamente:  pero  como  yo  relaciono,  y  todo  el  mundo  tiene  que  ni*» 
eionar  este  artículo  con  los  textos  qne  acabo  de  leer,  precisamente  de  mU 
disposición  deduzco  yo  la  necesidad  inevitable  de  retrotraer  los  derechos  ¿al 
postumo,  es  decir,  los  derechos  del  que  nace  después  de  muerto  su  psdn,  1 
la  época  del  fallecimiento  del  autor  de  sus  días.  ¿D^de  están,  pues,  desalen 
didos,  por  qué  razón  se  dice  que  están  desatendidos  los  derechos  de  Im  p6f- 
tumos,  8i  esto  no  ha  pasado  por  la  mente  del  leg^islador,  y  en  ello  creo  qai 
convienen  los  impugnadores  del  art.  29,  lo  cual  bastaría,  en  mi  concepto, 
para  no  torturar  la  interpretación  de  ciertos  artículos?  Adem&s,  si  no  ae  io- 
flere  nada  de  eso,  ni  podía  inferiráe  de  este  texto  tan  claro  y  terminanta, 
como  ha  podido  comprender  el  Senado  sin  más  que  fijarse  en  la  lecttixs  ds 
los  textos  que  acabo  de  hacer,  ¿cómo  puede  pretenderse  que  se  olvids  k  bi 
postumos? 

Oreo,  por  tanto,  Sres.  Senadores,  que  basta  con  estas  breves  y  sendlUí 
consideraciones,  pues  en  realidad  no  me  he  propuesto  tratar  este  punto,  n» 
reotifioar  brevemente  algunas  de  las  consideraciones  expuestas  en  el  ¿Ifáio 
día  por  el  Sr.  Silvela,  para  demostrar  la  sinrazón  de  la  afirmación  qns  » 
hace  suponiendo  que  en  el  Código  se  prescinde  de  los  postumos  y  se  olfidin 
sus  derechos,  lo  cual  es  completamente  infundado. 

.  Claro  es  que  en  todos  estos  casos  la  ley  podía  haber  dicho,  y  hubiese  (ficho 
perfectamente,  que  se  salvaban  los  derechos  de  los  postumos;  pero  liabrit 
sido  una  redundancia  completamente  inútil,  y  por  eso  es  por  lo  qae  yo  h» 
manifestado  en  un  principio  que  la  ley  ha  tenido  en  cuenta  esta  oondici&a  de 
retroactividad  allí  donde  era  necesario  tenerla  presente;  mas  allí  donde  no 
era  necesaria,  porque  habría  sido  una  verdadera  redundancia,  no  lo  ha  didio, 
deduciéndose,  como  se  deduce  lógica  y  naturalmente  de  las  disposiciones  dá 
Código,  que  quedaban  y  no  podían  menos  de  quedar  k  salvo  los  dereehoi  do 
los  postumos. 

Bl  Sr.  Silvela  se  ocupó  también  en  criticar  el  Código  en  todo  lo  relstíro  i 
oapitulaeiones  matrimoniales,  porque  decía  S.  S.  que  era  tal  la  vaguedad,  tal 
la  indeterminación,  tal  la  confusión  que  respecto  de  esta  materia  existia  en  el 
Código,  que  era  imposible  que  ni  Abogados,  ni  Notarios,  ni  ninguna  peraaoa 
más  ó  menos  inteligente  en  estas  materias,  supiese  en  qué  forma  y  de  i^aó 
manera  habían  de  redactarse  lihs  capitulaciones  matrimoniales  en  cada  easo. 
Es  indudable,  Sres.  Senadores,  que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  base  S' 
de  la  ley  de  11  de  Hayo  de  18S8,  el  contrato  sobre  bienes  con  ocasión  del  ma- 
trimonio tendrá  por  base  la  libertad  de  estipulación  entre  los  ftitoros  cónyo 
ges;  y  esta  libertad  de  estipulación  es  la  que  se  consigna  en  el  art.  8^  eo 
el  1816  y  en  algunos  otros  del  Código.  ¿En  qué  sentido,  pues,  y  por  qné  oon- 
eepto  se  puede  impugnar  el  Código  respecto  de  este  punto?  Pues  ónicamADt* 
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«n  el  sentido  de  que  el  Código  no  haya  desarrollado  porfeotamente  esta  base 
«A  oonoepto  de  8.  S.  Y  con  oíeoto,  durante  el  curso  de  esta  discusión,  me 
parece  recordar  que  el  Sr.  Comas  decia  que  lo  que  debiera  haberse  hecho  era 
establecer  y  consignar  las  reglas  generales  de  los  tres  sistemas  fundamenta- 
les de  capitulaciones  matrimoniales  en  la  sociedad  conyugal;  son  á  saber:  el 
dotaly  el  parafemal  y  el  de  bienes  gananciales;  y  que  después  de  consigna- 
dos y  desarrollados  debidamente  estos  sistemas,  se  diera  opción  á  los  contra- 
yentes para  que  eligiesen  uno  ú  otro,  el  que  mejor  les  pareciese.  El  8r.  Bu- 
vela,  k  sn  ves,  entiende  que  lo  que  debiera  haberse  hecho  para  evitar  estas 
vaguedades,  estas  dudas  y  estas  confusiones,  era  concretar  especialmente  qué 
elase  de  pactos  eran  los  que  podian  establecerse  entre  los  contrayentes.  Y  yo 
4  mi  ves,  enfrente  do  opiniones  tan  respetables  por  todos  conceptos,  me  atre- 
vo k  decir  al  Senado  que  si  esto  hubiera  hecho  la  Comisión  de  Códigos,  no 
habría   desarrollado  fielmente  el  principio  de  la  libertad  de  pactar,  estable- 
cido en  la  base  22.^ 

No  niego,  no  desconozco  que  estos  medios  propuestos  por  los  Sres.  Comas 
y  Süvela  hubiesen  sido  más  sencillos,  menos  expuestos  k  dudas  y  k  cuestio- 
nes en  su  desarrollo;  pero  ¿es  que  se  habría  de  esta  manera  dado  satisfacción 
onmpUda  al  precepto  del  legislador,  con  arreglo  al  cual  las  capitulaciones 
matrimoniales  habían  de  tener  por  base  la  libertad  del  pacto?  Todavía  habría 
sido  más  sencillo,  mucho  menos  expuesto  k  dudas,  el  que  la  ley  sólo  hubiese 
autorisado  una  forma  de  sociedad  conyugal,  por  egemplo,  la  de  los  ganancia- 
les; pero  repito,  é  insisto  en  esto:  no  es  asi  como  se  hubiese  desarrollado  fiel- 
mente la  base  23.'  de  la  ley  de  11  de  Mayo  de  186B.  Solamente  restringiendo 
mítf.ó  menos  la  libertad  de  pacto,  es  como  pudiera  llegarse  á  lo  que  pretende 
el  Sr.  Comas,  k  esos  sistemas  cerrados  de  sociedad  conyugal,  y  k  conoretav  y 
determinar  una  serie  de  pactos,  de  los  cuales  no  pudieran  salirse  los  contia- 
yentes  al  establecerse  la  capitulaciones  matrimoniales;   solamente  restrin- 
giendo esta  libertad  es  como  se  podía  haber  llegado  &  lo  que  pretenden  los 
Sres,  Comas  y  Silvela;  pero,  en  mi  oonoepto,  si  esto  hubiera  he(^o,  la  Comi- 
sión de  Códigos  habría  infiingido  de  una  manera  terminante,  de  una  manera 
abierta,  la  base  23.* 

Y  asi  68,  Sres.  Senadores,  que  la  Comisión  no  ha  podido  hacer  ni  mka  ni 
menos  que  lo  que  ha  hecho:  establecer  el  único  límite  que  podía  establecerse, 
supuesta  esta  libertad  de  pactos;  y  atendida  la  imposibilidad  de  que  el  legis- 
lador prevea  todas  las  condiciones,  todas  las  circunstancias,  todas  las  conve- 
niencias de  las  partes,  no  ha  podido  hacer  otra  cosa  m&s  que  establecer  la 
limitación  del  art.  1816,  que  tanta  consonancia  y  tanta  armonía  guarda  con 
las  disposiciones  del  art.  1256. 

Efectivamente,  Sres.  Senadores,  ¿qué  es  lo  que  dispone  el  art.  1355?  Que 
«los  contrayentes  pueden  establecer  los  pactos,  cláusulas  y  condiciones  que 
tengan  por  conveniente,  siempre  que  no  sean  contrarios  á  las  leyes,  k  la  mo- 
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-de  la  no  retroactividad  para  los  derechos  adquiridos,  y  en  el  mero  hecho  de 
hablar  de  derechos  adquiridos  claro  está  que  excluye  todo  lo  que  no  es  áub 
■Oüperanca  de  derechos»  ¿cómo  hahia  de  descender  el  legislador  k  esa  oUáfioi- 
eión  de  casos  concretos  y  determinados?  En  esto  no  puede  hacerse  húb  qa» 
resolver  las  dudas  y  casos  concretos  que  ocurran,  con  arreglo  k  los  prmoíptM 
de  la  legislación  reinante,  aplicándola  k  los  hechos  ó  actos  acaecidos  dunnU 
su  reinado;  pero  lo  que  es  dar  reglas  generales  comprentlTae  de  todos  Im 
casos,  permítame  el  Sr.  Sil  vela  que  le  diga  que  es  imposible  de  toda  impoá* 
bilidad. 

Creo  que  con  esto  basta  para  rectificar  este  punto,  al  que  tanta  xmportM* 
cia  dio  el  Sr.  Silvela  en  su  notabilísima  rectificación;  porque  siempre  que  ks- 
bla  el  Sr.  Silvela  lo  hace  de  una  manera  brillantisima  y  agradable,  na.  qst 
por  eso  deje  de  ofrecer  su  argumentación  algunos  flacos,  como  los  que  eitoy 
haciendo  notar  en  esto  momento. 

También  el  Sr.  Silvela  (y  voy  ahora  k  una  rectificación  no  tan  impcrtsoto, 
bajo  cierto  punto  de  vista,  como  las  que  acabo  ahora  de  rebatir,  ezponifed»- 
las  á  la  consideración  del  Senado),  hablando  del  concepto  de  la  propiedsdds 
las  minas,  decía  (y  no  sé  si  repito  exactamente  sus  palabras,  pero  se  su 
figura  que  el  concepto  era  poco  más  ó  menos  el  mismo):  €¿Ha  tenido  la  Co- 
misión de  Códigos  conciencia  de  lo  que  ha  hecho  al  consignar  la  dLiponaén 
del  art.  426,  que  trata  de  los  minerales,  cuando  por  virtud  de  él  va  4  rsialtsr 
que  tendremos  dos  legislaciones  completamente  distintas,  una  para  los  terri- 
torios  de  derecho  común  y  otra  para  los  territorios  de  derecho  foral?i  £L  m* 
ñor  SUvela  basa  su  argumentación  en  un  error,  en  realidad  insigmfiosats, 
que  no  tiene  nada  de  particular,  y  en  que  cualquiera  hubiera  inoairido;  m 
un  error  meramente  de  hecho,  porque  parte  del  supuesto  que  este  art.  (SB 
(que  es  ni  más  ni  menos  que  el  art.  10,  si  mal  no  recuerdo,  de  la  ley  de  bMM 
do  1868)  había  alterado  en  algo  la  letra  y  el  concepto  de  dieho  art.  10,  y  n» 
lo  ha  alterado  absolutamente  en  nada. 

Suponía  el  Sr.  Silvela,  por  esa  equivocación,  que  en  el  art.  10  de  la  ley  dA 
bases  no  estaba  consignada  la  circunstancia  de  dar  aviso  previamente  &  1* 
Autoridad;  y  yo  no  haría  mención  siquiera  de  esta  equivocación  de  S.  8.,  > 
no  fuera,  repito,  porque  sobre  ella  basó  principalmente  el  argumento  de  qu 
íbamos  á  tener  dos  legislaciones  distintas,  una  para  los  territorios  de  den* 
cho  común  y  otra  para  los  de  derecho  feral. 

Pues  bien;  yo  quiero  suponer  que  se  hubiera  hecho  esta  alteraoiÓB  (qw 
ya  digo,  comprendo  que  es  una  equivocación  perfectamente  diicalptbls}; 
quiera  suponer,  repito,  que  se  hubiese  hecho  esta  alteración.  ¿Pe  d^ode  is- 
iiere,  de  dónde  deduce  el  Sr.  Silvela  que  habíamos  de  tener  dos  legislacionei. 
una  para  los  territorios  de  derecho  común  y  otra  para  los  de  derecho  foiw- 
¿Es  que  al  preceptuar  el  art.  12  del  actual  proyecto  de  Código,  que  cen  !• 
demás,  las  provincias  y  territorios  en  que  subsista  derecho  foral  lo  eoraem- 
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r&n  por  ahora  en  toda  sa  integ^ridad»,  se  pueden  entender  y  considerar  com  ' 
prendidas  «n  el  dereoho  foral  de  esta»  provinoias  las  leyes  que  rig^en  como 
de  dereoho  oomún  en  toda  Hspaña,  oomo  la  ley  Hipotecaria,  la  ley  de  Minas, 
la  ley  de  A^oas,  la  del  Notariado,  y  no  reonerdo  si  alguna  otra?  ¿Pnede  en- 
tenderse ésta,  en  bnenos  principios,  oomo  legislación  de  dereoho  foral,  des' 
pues  de  estar  ya  establecida  para  regir  en  toda  Espafta?  Pero  quiero  suponer 
que  sea  asi,  le  concedo  hipotéticamente  al  Sr.  SUvela  que  sea  asi;  que  pueda 
regir  en  Cataluña,  en  Aragón  y  en  Navarra  la  ley  de  Minas,  la  de  Propiedad 
literaria,  la  de  Aguas,  etc.,  etc.,  y  que  por  haber  regido  en  ellas  han  de  con- 
siderarse oomo  parte  integrante  de  su  dereoho  foral.  ¿Qué  procedimiento  se- 
ria el  más  adecuado  para  que  no  subsistiesen  á.  la  Tez  esas  dos  legislaciones 
sn  los  territorios  de  dereoho  foral  ó  en  los  de  derecho  común:  el  seguido  por 
la  Comisión  de  Códigos,  ó  el  propuesto  por  el  Sr.  Silvela?  A  mí  me  parece 
«vidente,  de  toda  evidencia,  que  el  propuesto  por  la  Comisión  de  Códigos. 

Ssta  Gomisión,  en  consonancia  con  las  bases,  no  ha  hecho  más  que  traer 
los  oonoeptos  fundamentales  de  estas  propiedades  especiales,  y  ha  dejado  en 
todo  lo  demás  integro,  intacto,  para  que  rga  tal  oomo  existe,  lo  mismo  en  las 
provinoias  aforadas  quó  en  los  territorios  de  derecho  común ,  el  conjunto  de 
disposiciones  que  constituyen  estas  legii^aciones  especiales. 

Creo,  pues,  que  ni  bcgo  un  punto  de  vista  ni  bajo  otro,  ni  aun  aceptada  la 
hipótesis  de  S.  S.,  aun  cuando  me  permito  poner  cuando  menos  en  duda  que 
sea  la  más  exacta,  tendria  razón  el  Sr.  Silvela  al  combatir  el  método  y  pro 
oedimiento  seguido  por  la  Comisión  de  Códigos,  porque  precisamente  este  mé- 
todo es  con  el  que  se  salvarían  esos  casos  de  conflicto,  si  realmente  existie- 
ran, si  realmente  pudiera  considerarse  como  parte  integrante  de  la  legisla* 
«ion  foral  lo  que  hoy  rige  en  toda  España,  no  con  carácter  de  legislación  fo- 
ral, sino  con  carácter  de  legislación  común. 

Lo  cierto  y  positivo  es,  Sres.  Senadores,  que  no  hay  concepto  ninguno  fun- 
damental de  nuestro  Derecho  dvil,  tal  como  se  desarrolla  en  el  actual  pro- 
yecto de  Código,  que  no  esté  absolutamente  conforme  con  las  tradiciones  de 
nuestro  dereoho  patrio,  oon  los  sentimientos  del  pueblo  español,  eon  los  prin- 
cipios universales  de  derecho  en  cuanto  se  relaciona  con  las  necesidades  sen- 
tidas y  experimentadas  en  nuestra  Patria. 

Yo  no  diré  que  en  la  práctica,  el  día  de  mañana  no  se  ofrezcan  dudas  ni  se 
presenten  verdaderas  dificultades  y  deficiencias,  que  seguramente  se  resolve- 
rán como  «re  resuelven  las  dudas  y  deficiencias  de  todos  los  Códigos  del  mun- 
do, por  medio  de  las  resoluciones  de  los  Tribunales;  pero  no  vacilo  en  afirmar 
que  ninguna  de  las  aquí  indicadas,  en  mi  concepto,  ha  de  dar  lugar  á  cues- 
tiones y  á  litigios  ante  los  Tribunales. 

He  dicho,  y  repito,  que  ninguno  de  los  conceptos  fundamentales  de  núes* 
tro  Dereoho  civil,  ni  el  concepto  fundamental  relativo  á  las  personas  jurídi- 
cas y  naturales,  ni  el  concepto  fundamental  relativo  á  la  propiedad,  ni  el  con- 
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cepto  relativo  á  la  familia,  ni  el  relativo  á  la  contratación,  se  aepana  en  W 
más  mínimo  de  nuestro  derecho  tradicional,  de  loe  sentimientoe  del  pueUo 
español  y  de  todos  los  principios  nniversalee  de  derecho  en.  relafii6n  con  lee 
necesidades  verdaderamente  sentidas  en  nuestra  Patria. 

Bespecto  de  las  personas  jurídicas  y  naturales,  el  Código  reoonoee  la  czh- 
tencia  de  todas  aquellas  que  pueden  contrihuir  k  la  mayor  prosperidad  de  ^ 
relaciones  sociales,  estableciendo  la  m¿8  perfecta  igualdad  entre  ellas,  asgúa 
su  diversa  índole,  salvo  aquellas  diferencias  nacidas  é  impuestas  inentaUe- 
xnente  por  la  naturaleza  y  con  las  limitaciones  que  exige  el  buen  orden  das- 
tro  del  Estado  y  dentro  de  la  familia. 

Bespecto  de  la  propiedad,  el  concepto  que  desarrolla  en  consonancia  eos 
la  base  10  y  en  consonancia  con  nuestro  derecho  tradicional,  es  un  concepto 
esencialmente  individualista,  como  que  tiende  á  desarrollar  la  libertad  y  h 
personalidad  humana,  tal  como  hoy  se  entiende,  y  no  como  se  mtendia  en  «1 
Derecho  romano,  haciendo  dimanar  de  eUa  todas  las  xnanifestaeionM  de  la 
misma,  asi  en  vida  como  en  muerte. 

En  cuanto  k  la  familia,  fundada  en  la  libertad  y  en  el  caii&o,  »*M*tM«^ 
dentro  de  ella  la  autoridad  prudente  de  ambos  cónyuges,  garantica  los  dere- 
chos de  los  contrayentes  y  los  derechos  de  los  hijos  de  familia,  y  raartisae, 
sobre  todo,  el  concepto  del  matrimonio  tal  cual  la  Iglesia  católica  nos  lo  ex- 
plica y  lo  desarrolla  en  su  admirable  doctrina  y  en  su  admirable  legidaóón. 

Por  último,  respecto  de  la  contratación,  es  evidente  que  toda  ella  Mfcá  in- 
formada por  el  principio  de  la  ley  recopilada  que,  rompiendo  los  moldes  dd 
Derecho  romano,  estableció  el  principio  de  que  en  cualquier  forma  que  un» 
quiera  obligarse  queda  obligado;  y  este  mismo  principio  es  el  que  informa  te* 
das  las  reglas  y  todas  las  determinaciones  de  los  diversos  contratos. 

No  hay,  pues,  absolutamente  ningún  concepto  de  los  flind amóntales  de 
nuestro  Derecho  civil  que  se  aparte  en  lo  más  minimo  ni  de  nuestro  derecho 
tradicional,  ni  de  los  sentimientos  del  pueblo  espafiol,  ni  de  estos  princ^oe 
universales  de  derecho. 

Asi  es,  Sres.  Senadores,  que  á  medida  que  vamos  avansando  en  esta  disen- 
sión, cada  vez  es  mayor  mi  estrañeza,  y  más  profunda  mi  decepción,  al  ver 
que  una  obra  como  ésta  no  ha  sido  acogida  con  universal  aoeptaoíón,  con 
unánime  aplauso,  siquiera  no  sea  más  que  por  presentar  metódicamente  ar- 
denado  todo  cuanto  hasta  ahora  estaba  esparcido  en  tanta  multitud  de  Có- 
digos como  hoy  rigen  y  se  invocan  ante  los  Tribunales,  pues  demasiado  se* 
ben  los  Sres.  Senadores  que  ni  la  Nueva  ni  la  Novitima  Becopüación  llenarosi 
su  objeto,  ya  porque  la  ciencia  del  derecho  no  estaba  entonces  á  la  altura  del 
método  científico  con  que  posteriormente  han  publicado  sus  Códigos  las  Na- 
ciones extranjeras ,  que  en  éstas  como  en  otras  muchas  cosas  nos  han  ade- 
lantado, ya  por  haber  pretendido  recopilar  cuanto  se  había  legislado  sobre 
materias  muy  diversas,  lo  mismo  sobre  materia  civil,  que  sobre  materia  pcoelf 
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•que  sobre  materia  administrativa,  oontesiendo  lo  mismo  disposiciones  gene^ 
rales  qne  de  Índole  particular,  y  constituyendo,  por  esta  razón,  estas  compi- 
laciones legales,  nn  fárrago  que  las  ha  heoho  justamente  merecedoras  de  las 
más  severas  criticas;  y  como  yo  entiendo  que  con  este  Código  han  de  desapa- 
recer todos  los  inconvenientes  que  hoy  resultan  en  lá  práctica  de  la  necesidad 
de  tener  que  acudir  á  tantas  fuentes  legales,  que  hacía  exclamar  con  razón  al 
Sr.  SUvela  que  parecía  que  se  descubría  un  tesoro  cuando  se  encontraba  una 
ley  que  pudiera  ser  aplicable  al  caso  concreto  que  había  de  discutirse  ante 
los  Tribunales,  bastarla  esta  sola  rasón  para  que  ante  eUa  y  ante  la  inmensa 
ventila  de  que  rigiera  el  Código,  haciendo  desaparecer  esos  inconvenientes, 
se  acallasen  todotí  los  criterios  particulares,  todos  los  sistemas  individualistas 
que  pudieran  abrigarse  sobre  la  manera  como  había  sido  desarrollado,  y  como 
se  habla  dado  solución  á  las  cuestiones  complejas  que  comprende  y  abarca  el 
Derecho  oivil. 

¿Bs  que  á  pesar  de  esto,  la  Comisión  de  Códigos  tiene  la  pretensión  de  ha- 
ber hecho  una  obra  que  satisfaga  á  todos  esos  convencimientos  particulares 
de  los  jurisconsultos  dedicados  á  este  linaje  de  estudios?  No  por  cierto.  Tan 
lejos  estoy  de  creer  esto,  que  abrigo  el  convencimiento  de  que  si  se  hubiese 
convocado  á  concurso  á  jurisconsultos  eminentes  para  que  presentasen  un 
Código  según  lo  hubiesen  imaginado,  habría  presentado  cada  uno  de  ellos  un 
Código  bnenisimo  sin  duda,  pero  diferente,   dando  solución  distinta  á  las 
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cuestiones  que  se  desarrollan  y  son  materia  de  la  codificación. 

Por  lo  demás,  ¿con  qué  justicíA  se  dice  que  este  Código  es  una  obra  apre- 
suradamente elaborada,  que  no  tiene  garantías  ni  condiciones  de  éxito,  cuan- 
do es  todo  lo  contrario;  cuando  tiene  la  garantía  del  tiempo,  la  garantía  del 
anteproyecto  ó  proyecto  de  Código  de  1861;  cuando  tiene  la  garantía  de  las 
49ondioione8  de  los  ilustres  jurisconsultos  que  le  han  redactado;  cuando  tiene, 
adesíiás  de  todo  esto,  la  garantía  de  los  jurisconsultos  que,  sin  haberle  redac- 
tado, han  colaborado,  han  ayudado  en  la  obra  de  la  codifloación  á  los  indivi- 
duos de  la  Comisión  de  Códigos  en  su  Sección  civil;  cuando  tiene,  por  últi- 
mo, la  garantía  de  la  discusión  tan  solemne  que  hubo  aquí  con  motivo  de  la 
ley  de  bases  de  Mayo  de  1688? 

Creo  que  bajo  ningún  aspecto  puede  decirse  de  este  Código  que  no  o&ezca 
las  mayores  garantías  para  que,  aunque  no  sea  más  que  por  consideración  á 
ellas,  se  acallaran  estos  convencimientos  particulares  de  los  que  opinan  que 
no  se  han  resuelto  á  su  gusto  las  dudas  á  que  da  lugar  una  materia  tan  com- 
pleja como  la  del  Código  civil. 

Hay  además  otro  aspeoto  favorable  para  que  cuanto  antes  se  apruebe  este 
Código,  y  ante  el  cual  palidecen  todos  los  demás;  porque  si  un  pueblo  es 
tanto  más  oivilixado  cuanto  más  adelantckdo  está  en  el  estudio  del  derecho,  y 
si  para  que  este  estudio  del  derecho  tenga  eficacia  es  menester  que  se  difun- 
da entre  la  inmensa  mayoría  de  las  clases  sociales,  á  fin  de  que  desaparezca 
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En  el  n&mero  del  BuUetin  de  la  Societé  de  Leffiskttion  comparéef  corretEpoi* 
diente  al  mes  de  Febrero  último,  encontramos  un  notable  trabigo  de  Mr.  Yit- 
tor  Mareé,  sobre  La  irutitución  de  la  Corte  ó  2W&una/  de  Chtctitaa  en  Franáa  f  a 
loi  principales  Eétados  cxtranjerog^  OTiyo  interés  nos  obliga  á  consagrarle  prefe- 
rente atención  en  estas  revistas,  por  tratarse  de  nna  materia  de  notoria  xb- 
portancia  y  qne  merece  ser  objeto  de  detenido  estadio,  especiabnente  «n 
nuestro  país. 

La  contabilidad  del  Estado  ó  de  la  Hacienda  pública  puede  diTidirse,  se- 
^n  su  objeto  y  las  autoridades  llamadas  &  ejercerla,  en  dos  distintas  clases: 
una  paramente  administrativa,  que  es  la  ejercida  por  la  Administeadós 
activa  sobre  los  agentes  responsables  de  la  misma;  y  otra,  contenciosa  ó  ju- 
dicial, que  tiene  por  objeto  juzgar  las  cuentas  rendidas  por  los  cuentadantes, 
determinar  la  situación  de  éstos  ante  el  Tesoro  público,  declarando  y  haden- 
do  efectivos  los  alcances  que  de  las  misTnas  resulten,  y  cancelar  en  su  caso  ó 
negar  la  cancelación  de  las  fianzas  prestadas  para  garantía  y  salraguaidis 
de  los  intereses  del  Estado. 

Esta  contabilidad  contenciosa  ó  judicial  es  ejercida,  tanto  en  EspaSs 
como  en  el  extranjero,  por  una  Autor^iad  llamada  Oorte,  Tribunal  ó  Gáman 
de  cuentas,  cuyo  carácter  distintivo  es  constituir  un  cuerpo  separado  é  indi- 
pendiente  de  la  Administración. 

Dicho  Tribunal,  según  la  definición  dada  del  mismo  por  el  Maarqace 
d'Audiffret  en  su  Syittéme  finaneier  de  la  France,  «es  un  Tribunal  especial,  ni 
gcnerUf  cuya  principal  misión  consiste  en  proteger  al  Estado  contra  los  eno- 
ros,  las  transgresiones  de  las  leyes  ó  reglamentos  ó  las  malversaciones  de  1« 
cuentadantes,  sin  poder  detener  ni  estorbar  jamás  la  maroha  de  la  Admius 
tración.» 

Asi  es,  que  en  Europa  y  fuera  de  ella,  son  considerados  dichos  TribnB*- 
les.  Cortes  ó  Cámaras  de  cuentas,  como  una  garantía  del  orden  financiero  f 
oomo  una  condición  precisa  para  el  crédito  público. 


BEVISTA  DE  LA  PBBNSA  EXTRANJRBA  461 

Tanto  en. Francia  oomo  en  Espafia,  y  en  la  generalidad  do  los  países  ex- 
tranjeros, el  Tribunal  de  Oaentas  es  ttn  Tribunal  administrativo;  pero  un 
Tribunal  especial,  mixtOf  por  decirlo  asi,  pues  tiene  atribuciones  paramente 
judiciales  y  atribuciones  meramente  administrativas.  Participa  del  oar&oter  de 
los  Tribunales  del  orden  judicial,  en  cuanto  &  la  inamovilidad  de  los  miembros 
viue  le  componen,  á  la  denominación  de  sus  acuerdos  y  la  firmeza  de  los  mis- 
mos, k  la  fuerza  ejecutoria  de  sus  fallos  sobre  las  personas  y  bienes  de  los 
cuentadantes  responsables  respecto  al  reintegro  de  los  alcances,  y  á  la  reduo* 
ción  ó  cancelación  de  las  fianzas.  Pero  k  la  vez  tiene  atribuciones  que  no  son 
contenciosas,  que  pertenecen  más  bien  k  la  administración  activa,  y  que  si  en 
rigor  no  pueden  calificarse  de  políticas  ó  parlamentarias,  con  ellas  se  relacio- 
nan, puesto  que  su  objeto  es  examinar  y  fiscalizar  los  actos  de  los  MinistroH 
relacionados  con  la  ejecución  de  los  presupuestos,  para  exponer  al  Parlamento 
los  irregularidades  cometidas  por  los  mismos,  k  fin  de  que  puedan  juzgarleii 
j  exigirles  la  responsabilidad  en  que  hubieren  incurrido. 

Esta  distinción,  que  en  casi  todos  los  países  se  halla  establecida  en  cuanto 
al  juicio  de  la  gestión  ministerial  y  que  da  origen  á  la  dualidad  de  la  misión 
propia  de  los  Tribunales  de  Cuentas,  corresponde  á  la  naturaleza  de  las  cosas 
y  se  halla  en  perfecta  armonía  con  los  hechos,  teniendo  fácil  explicación. 

En  efecto;  dos  categorías  de  agentes  administrativos  contribuyen  k  la 
ejecución  y  realización  del  prosupuesto  del  Estado:  de  xma  parte»  los  Minis- 
tros,  Administradores  y  Ordenadores  tan  sólo  en  principio;  y  de  otra,  los  fun- 
-eionarlos  cuentadantes,  que  son  los  que  recaudan,  perciben  y  custodian  los  im- 
puestos y  las  rentas  de  todas  clases,  y  efectúan-  el  pago  de  los  gastos  públicos, 
siendo  responsables  directos  de  las  operaciones  que  realizan.  En  cuanto  k  lo.? 
primeros,  si  bien  desde  las  alturas  de  la  Administración  central,  ordenando  los 
servicios  y  los  gastos  públicos,  dirigen  la  ejecución  del  Presupuesto  y  deben 
ser  responsables  de  ello,  no  intervienen,  sin  embargo,  en  la  realización  de  lo» 
ingresos  y  pagos,  no  manejan  fondos;  las  consecuencias  de  sus  actos  son  do 
distinto  orden,  y  por  lo  tanto,  su  responsabilidad  debe  obedecer  á  otras  reglas 
distintas  también. 

En  efecto;  el  Ministro  que  no  se  ajusta  al  Presupuesto  en  la  organiza- 
ción de  los  servicios  públicos,  aplicando,  por  ejemplo,  los  créditos  especia- 
les de  un  capitulo  del  mismo  k  gastos  que  no  debo  soportar  por  no  ser 
propios  de  él,  causa  al  Estado  un  perjuicio,  pero  un  pei^juioio  moral,  mien- 
tras que  el  cuentadante  que  hace  un  pago  indebido  ó  comete  en  pexjuicio  del 
Tesoro  un  error  en  la  liquidación  de  un  gasto,  es  de  cir,  en  la  determinación 
de  la  cantidad  debida  por  el  Estado,  da  lugar  k  un  perjuicio  material  para 
^te.  El  peijuicio  moral  de  que  hemos  hablado  en  el  primer  caso»  requiero 
una  sanción  igualmente  moral,  que  puede  consistir  en  la  pérdida  ó  revocación 
del  poder  conferido,  la  cual  sólo  debe  obtenerse  mediante  la  acción  del  Pai- 
lamento;  y  el  pexjuioio  material  que  pueden  causar  los  demás  agentes  de  la 
TOMO  76  30 
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Adminifitraoión,  exige  una  sanción  también  material  y  peciiniaría,  y  á  «lU 
provee  el  Tribanal  de  Gnentas  por  medio  de  juicio  de  las  que  deben  rsxidir 
dichos  fnnoionaríos,  y  exigiendo  despnós  el  ingreso  en  el  Tesoro  de  sa  rupon* 
aabüidad  pecuniaria. 

For  este  motivo,  en  todos  los  países  en  que  se  halla  en  vigor  el  régimafi 
parlamentario,  la  responsabilidad  ministerial  es  distinta  de  la  establecida  ea 
general  para  todos  los  agentes  administrativos  encargados  de  la  recandadóa 
de  los  ingresos  y  del  pago  de  los  gastos,  .y  se  encuentra  encomendada  la  po- 
mera  al  Poder  legislativo. 

Ahora  bien:  como  este  poder  no  se  halla  organisado  de  modo  que  pnads 
descender  al  examen  minucioso  de  esos  actos  administrativos,  y  por  el  coit- 
trario,  el  Tribunal  de  Cuentas,  que  está  obligado  á  haoer  dicho  trabiyo  pM» 
el  juicio  de  las  de  los  demás  funcionarios  cuentadantes,  es  el  más  á  propó- 
sito para  depurar  al  mismo  tiempo  los  actos  financieros  de  los  Ministro!,  p«r 
la  fuerza  de  las  cosas  viene  este  Tribunal  á  ser  el  auxiliar  indisi>ensftblB  úú 
Poder  legislativo  en  su  obra  de  flscalisación  del  Poder  ejecutivo. 

Por  lo  tanto,  el  Tribunal  de  Gnentas  persigue  dos  fines  distintos:  xmo, 
haoer  efectiva  la  responsabilidad  pecuniaria  de  los  funcionarios  cuentadantei 
por  medio  del  juicio  de  cuentas,  condenándoles  en  él  á  reintegrar  al  Tesoro 
de  las  sumas  de  que  los  mismos  deban  responder;  y  otro,  el  ayudar  á  U 
acción  del  Parlamento  para  exigir  la  responsabilidad  moral  y  política  en  qc» 
hubierui  podido  incurrir  los  Ministros  por  sus  actos  relacionados  con  la  Ha- 
cienda pública,  promoviendo  dicha  acción  mediante  la  exposición  al  mismo 
de  las  irregularidades  imputables  á  ellos,  de  que  tuviere  conocimiento  con 
ocasión  del  examen  de  las  cuentas.  Esta  es  la  razón  de  las  distintas  atnba* 
clones  que  le  están  asignadas  en  casi  todos  los  países  y  la  causa  de  la  doble 
misión  que  tiene  que  desempeñar;  y  podemos,  en  su  vista,  decir  que  dichoi 
Tribunales  se  hallan  destinados,  no  sólo  para  examinar  y  fallar  las  ouanta» 
rendidas  por  los  funcionarios  encargados  de  la  gestión  de  la  fortuna  pública 
sino  también  para  mantener  el  respeto  de  la  separación  de  los  Poderes  legis- 
lativo y  ejecutivo  en  la  ejecación  del  Presupuesto  por  el  Ghobiemo. 

Expuesta  ya  la  importancia  y  misión  de  dichos  Tribunales,  Mr.  Uaroé 
pasa  á  estudiar  la  organización  y  atribuciones  que  tienen  en  cada  uno  de  lot 
países  en  que  existe  dicha  institución,  dividiendo  su  trabigo  en  dos  partes:  la 
primera,  consagrada  al  examen  de  la  organización  de  la  Corte  de  Gneataa 
en  Francia  y  en  el  extranjero;  y  la  segunda,  al  de  sus  atribuciones  y  fvat 
cienes. 

La  índole  de  estas  reseñas  no  nos  permiten  hacer  una  exposición  detalla- 
da del  estudio  hecho  por  el  autor  de  la  organización  propia  de  los  Tribunales 
de  Cuentas  en  cada  uno  de  dichos  Estados,  y  por  lo  tanto,  habremos  de  con- 
signar tan  sólo,  por  vía  de  resumen,  que  en  muchos  puntos  coinciden  las  le- 
gislaciones respectivas;  y  si  bien  no  todos  han  llegado  oomo  Faranoia  y  £*- 
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paña  k  eleyarlo  k  la  categoría  de  nn  Tríbxmal  especial  entre  los  superiores, 
con  jurisdicción  propia  y  privativa,  en  la  generalidad  de  las  naciones  en  qae 
existe,  sus  miembros  forman  un  cuerpo  distinto  de  la  Administración  activa. 

For  lo  común,  dichos  miembros  son  nombrados  por  el  Poder  ejecutivo,  y 
ga  inamovilidad  garantiza  su  independencia.  En  algunos  países,  como  en 
Bélgica,  Servia,  Méjico  y  otros,  se  da  intervención  al  Poder  legislativo  en  di- 
cho nombramiento;  pero  esto  es  «na  excepción  de  la  regla  generalmente  se- 
guida, y  no  está  en  armonía  con  los  principios  de  las  demás  legislaciones. 

En  Francia,  que  puede  considerarse  como  el  tipo  de  la  organización  de 
estos  Tribunales,  constituye  una  magistratura  superior  separada  de  la  acción 
administrativa,  y  tienen  la  independencia  de  la  inamovilidad.  Se  compone 
de  un  primer  Presidente,  tres  Presidentes  de  Cámara  ó  de  Sala,  18  Consejeros 
mayores,  88  Consejeros  reiVendarios  divididos  en  dos  dlases,  25  Auditores  re- 
latores divididos  también  en  dos  dases,  un  Grefler,  un  Procurador  general  y 
un  Abogado  general,  todos  los  cuales  son  nombrados  por  decreto  del  Presi- 
dente de  la  Bepública,  debiendo  serlo  los  Auditores  de  segunda  clase  en  vir- 
tud de  concurso. 

For  asimilación  con  los  Magistrados  del  orden  judicial,  los  Presidentes, 
los  Consejeros  y  los  Auditores  relatores  son  inamovibles.  Sin  embargo,  con 
arreglo  k  la  facultad  conferida  al  Tribunal  por  decreto  de  19  de  Marzo  de  1852, 
puede  él  mismo  acordar,  á  petición  de  su  Procurador  general,  la  censura  ó 
amonestación,  la  suspensión  de  funciones  ó  la  pérdida  del  cargo  respecto  de 
aquellos  de  sus  miembros  que  hubieren  faltado  á  sus  deberes  profesionales  ó 
comprometido  su  dignidad;  pero  tanto  la  suspensión  de  funciones,  como  la 
pérdida  del  cargo,  no  ser&n  ejecutorias  sino  en  virtud  de  un  decreto  del  Poder 
«jeoutivo  dictado  k  propuesta  del  Ministro  do  Hacienda.  Los  empleados  de 
las  diversas  dependencias  de  la  Corte  son  nombrados  por  el  primer  Presiden- 
te; no  tienen  el  carácter  de  Magistrados,  ni  están  encargados  más  que  de  la 
instrucción  y  del  examen  de  las  cuentas. 

En  dicho  trabajo  se  estudia  también  la  organización  dada  á  los  Tribuna- 
les de  Cuentas  en  Alemania,  Austria,  ¿ungria,  España,  Portugal,  Chile,  Ita- 
lia, Gkreoia,  Bumania,  Turquía,  Java,  Países  Bajos,  Bélgica,  Servia,  Dinamar* 
ca,  Suecia,  Méjico,  Santo  Domingo,  Inglaterra,  Japón  y  Busia,  conteniéndose, 
tanto  en  el  texto  como  en  las  notas  que  le  completan,  una  riqueza  inapre- 
ciable de  datos  de  simia  utilidad  para  el  perfecto  conocimiento  de  esta  insti- 
tuoión. 

De  la  exposición  hecha  de  la  organización  de  dichos  Tribunales  resulta 
la  existencia  de  un  cierto  número  de  principios  admitidos  en  la  mayor  parte 
de  los  países  citados,  y  que  pueden  ser  eonaiderados  como  el  derecho  oomún 
internacional  concerniente  á  ella. 

yii.  Mareé  se  ocupa  de  ellos  por  vía  de  conclusión  de  la  primera  parte  de 
su  estudio;  pero  en  la  imposibilidad  de  dar  mayor  extensión  á  esta  revista,  sólo 
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podemot  baoer  lígeriibtua  indicacianas  iu:src&  de  alguno  de  diclias  prlnrípici- 
El  primero  que  axamma  el  uator  es  el  de  la  correlación  qae  dsbe  eiinir  en- 
tre 1a  esfera  de  Apliosoiófi  del  presapuoeto  y  la  exteosióa  de  la  compeUoitla 
de  U  Corte  ó  Tñbnnftl  de  Cacatas,  demoitracdo  que  en  aqxieUu  noeíonei  n 
que  sólo  hay  on  prempnesta  único  para  toda  olla,  deba  ser  úoico  tiunbién  «t 
Tribnnal,  siendo  est*  oniílad  ¡4idLiipEnBH,li!c  para  la  centralización  de  tod<« 
lew  reBoltodoa  de  la  Kestión  financiara;  y  por  el  contrario,  en  aqneUai  qna  tt 
ronotuí  de  diatintos  Estados,  con  presupuesto  propio  cade  uno  de  ellus,  bi 
habido  neoeúdad  de  establecer  an  Tribunal  de  Caonta»  en  cnda  ano  de  luí 
Eitadas  qne  le  oomponen,  siendo  esto  coniiecuencia  del  principio  de  que  cada 
Estada  que  tiene  un  presupnefto  propio  debe  contar  en  sn  seno  con  un  Tii 
bnnal  eocru-gado  de  ñaca  1  izar  kq  ejecncióD. 

Otra  de  Ue  nota*  codiuuoh  k  todas  las  oi'£;anizacianes  Jo  los  Tribunilta 
de  Cnentaa  es  la  divisiób  del  personal  adscrito  al  mismo  en  Masistiadoa  ó 
miembros  encargados  de  fallar  y  en  faDcionarioii  oucargadoa  do  la  tramita 
ción.  £sta  división  no  pre-^enta  en  todas  las  naciones  el  mismo  carácter;  p» 
drk  Tariai,  y  Taria,  en  efecto,  en  algnuos  detalles  de  organización;  pero  la 
diatlnoión  esencial  sabsiatD  en  todos  ellos,  existiendo  miombroa  que  ajtrosn. 
propiamente  hablando,  funciones  de  Jaeces,  y  otros  qae  tienen  íi  ia  cargo  U 
instnecián  preparatoria  de  los  asuntos,  oí  examen  de  Iiw  cuentii.s,  etc.,  eto. 

Otro  principio  coman  ú  la  mayor  parto  de  Ins  organizaciones  dsdaa  áe«U 

dal  Qobiemo  cerca  de  ellos,  consagradn  a  mantener  la  comonicación  estn 
éste  ;  el  Tribunal,  parseenir  la  pronta  presentación  de  las  cuantas  de  loa  Am 

i^oBoe,  especialmente  en  los  importantes,  y  ejercer  cierta  vigilancia  é  ioipac- 
oión  sobre  lo*  trabaos  del  Tribunal. 

T  finalmente,  eon  notas  nniformaa  también  en  la  inatitucióa  da  estol  Tri- 
bnnalas,  sn  carácter  de  jurisdicción  administrativa  y  la  ¡namoviLidad  da  lai 
miembros,  en  raaón  í  la  nspeciatidiid  de  sus  fanciones;  üiamovilidad  eatahli 
oiita  para  dar  una  garantía  mis  al  orden  financiero  j  para  consolidar  el  ai- 
dito  páblioo,  pnas  los  principio»  del  réBimau  parlamentario  exlgoa  que  U  for- 
tuna del  Estado  sea  administrada  constantemente  bajo  la  fiacBlizaDiDD  yi- 
blioa  de  an  Cuerpo  al  que  nn  pandn  suponérsele  atacado  de  paroinlidad  6  dn 
dependencia  en  sus  relaciones  cun  el  Qobierno. 

Tan  pronto  como  aa  publique  la  segunda  parte  de  tan  interesante  tti- 
bsjo,  daremos  cuenta  de  ella  i,  nuostroa  lectores. 


inbliaaoión,  en  sn  numero  correspondiente  al  mes  da  Mano  dal 
nserta  on  erudito  estadio  de  Ur.  LainA,  profesor  de  la  Faanl 
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tad  de  Derecho  de  Paris,  sohre  el  titulo  preliminar  del  proyecto  de  revieión  del  Ckr 
digo  eitU  belga,  cuyo  oonocimiento  creemos  de  utilidad  para  nuestros  lectores. 

Sabido  es  que  Bélgica,  por  la  ley  de  16  de  Diciembre  de  IHSl,  había  intro- 
ducido algunas  reformas  en  cuanto  &  la  materia  de  privilegios  é  hipotecas 
«n  el  Código  por  que  venia  rigiéndose  desde  1804;  pero  estas  innovaciones 
aisladas  no  podían  satisfacer  la  aspiración  de  poner  su  legislación,  común 
oon  Francia,  en  armonía  con  las  tendencias  y  adelantos  de  la  ciencia  jurídica 
moderna,  y  con  tal  motivo,  de  algunos  años  á  esta  parte  se  ha  dejado  sentir 
la  necesidad  de  una  revisión  general  de  su  derecho,  la  cual  ha  tenido  ya 
principio,  si  bien  con  im  gran  espíritu  de  respeto  &  la  legislación  antíg^a,  de 
que  es  testimonio  la  redacción  propuesta  por  el  titulo  preliminar. 

Los  estudios  preparatorios  fueron  confiados  al  exninente  profesor  Laurent, 
quien,  dando  uña  prueba  más  de  su  infatigable  actividad,  no  tardó  en  formar 
vn  anteproyecto  acompañado  de  una  exposición  de  motivos  muy  extensa, 
que  ftié  sometida  &  la  Cámara  en  virtud  de  un  decreto  Beal  de  90  de  Marzo 
de  18B2.  Por  consecuencia  de  él,  en  15  de  Noviembre  de  1884  faé  nombrada 
una  Comisión  para  la  redacción  del  proyecto  definitivo,  compuesta  de  veinte 
miembros,  de  la  que  formaban  parte  ilustrados  jurisconsultos,  Magistrados, 
profesores  de  las  Universidades  y  ex  Ministros,  cuya  Comisión  se  dividió  en 
tres  secciones,  la  segunda  de  las  cuales  es  la  que  ha  preparado  el  titulo  pre- 
liminar citado,  siendo  depositado  sobre  la  mesa  de  la  Cámara  el  17  de  No- 
viembre de  1867  con  los  seis  primeros  títulos  del  libro  1.** 

Lleva  por  epígrafe  el  titulo  preliminar  citado  Be  la  aplicaeión  de  la»  leyte, 
y  aunque  consta  de  bastantes  más  artículos  que  el  actual,  concuerda  exacta- 
mente con  éste;  siendo  reglamentadas  en  uno  y  otro  las  mismas  materias,  y 
conservándose  en  muchos  puntos  el  texto  del  Código  objeto  de  revisión,  por 
ese  espíritu  de  respeto  hacia  la  legislación  antigua,  en  que,  según  hemos 
dicho,  se  han  inspirado  sus  autores. 

El  art.  I.**  del  proyecto,  que  como  el  art.  1.^  del  Código  determina  el  mo- 
mento preciso  en  que  viene  á  ser  obligatoria  la  ley,  consagra  xm  sistema  iiar^ 
tionlar  que  habla  sido  ya  establecido  por  una  ley  de  28  de  Febrero  de  1845, 
disponiéndose  en  él  que  laa  leyes  promulgada»  por  el  Rey  llegan  á  eer  obligatoria» 
el  décimo  düi  detpué»  del  de  »u  interción  en  el  MoiUTOB,  á  meno»  q%t/e  la  ley  promtd' 
gnda  haya  J^ado  otro  término;  pero  donde  más  innovaciones  han  sido  introduci- 
das es  en  la  materia  relativa  al  conflicto  de  las  leyes,  sustituyéndose  el  ar- 
ticulo 8.^  del  Código  vigente  por  doce  artículos  distintos,  que  son  los  señala- 
dos con  los  números  del  8.^  al  14  del  proyecto,  en  los  que  se  ha  dado  á  dicha 
materia  un  desarrollo  y  amplitud  considerables. 

Considerando  sumamente  breve  y  conciso  el  título  preliminar  del  Código 
actual  en  etianto  á  la  aplicación  de  los  principios  que  deben  regir  la  aplica- 
ción de  las  leyes,  Mr.  Laurent  había  consignado  en  su  anteproyecto  una 
poioión  de  disposiciones  nuevas  que  suplieran  su  deficiencia;  pero  la  Comi- 
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sión  rehxisó  entrar  en  esto  terreno,  ateniéndose  principalmente  al  texto  del 
Código  de  1801  y  prescindiendo  de  ciertos  desenvolvimientos  ó  desarrollos  da 
sus  principios  que  consideró  inútiles  y  de  los  ejemplos  qne  le  anministiubaa 
algunos  otros  Códigos. 

£n  cuanto  á  los  efectos  de  las  leyes  con  relación  al  tiempOi  se  limitaron 
los  autores  del  proyecto  k  reproducir  la  fórmula  consignada  ya  en  el  Código, 
de  qu%  la  ley  no  dispone  mát  que  para  el  porpenitf  y  no  tiene  efecto  retroaetÍDOf 
cindiendo  de  nuevas  ampliaciones  y  de  los  seis  artículos  que  liaorent 
a&adido  en  su  anteproyecto  al  art.  2.*  del  Código,  porque  la  Comisión  enten- 
dió que  la  doctrina  y  la  jurisprudencia  han  fijado  suñcientemente  el  sentido  de 
esa  disposición,  y  que  si  bien  quedarán  sin  resolver  por  ella  muchas  cuectio» 
nes,  éstas  no  son  mka  que  dificultades  de  aplicación,  no  de  principios,  que  el 
legislador  no  puede  tener  la  pretensión  de  resolverlas  en  absoluto,  y  que  es- 
capando k  las  previsiones  de  éste  por  su  misma  multiplicidad  y  variedad,  de- 
ben permanecer  en  el  dominio  del  Juez,  que  es  á  quien  corresponde  sa  reso- 
lución por  medio  de  la  oportuna  aplicación  de  las  leyes. 

Otro  ha  sido  el  criterio  seguido  en  la  revisión  del  Código  en  la  parte  nfe- 
rente  k  los  efectos  de  las  leyes  con  relación  al  espacio,  ó  en  otros  términos,  en 
cuanto  k  la  materia  conocida  en  la  doctrina  con  el  nombre  de  Ooíi¡fiieto  de  Itu 
lejfetf  pues  se  han  convertido  en  tres  artículos  independientes,  mucho  in&s 
amplios  y  precisos,  los  tres  párrafos  de  que  consta  el  art.  8.**  del  Código,  y  ss 
han  añadido  en  el  proyecto  nueve  artículos  nuevos,  muchos  de  loa  cuales  son 
de  gran  importancia;  y  no  podemos  menos  de  reconocer  la  raxón  con  que  se 
ha  procedido,  porque  en  esta  materia  no  basta  que  el  legislador  estaUesea 
un  principio  general,  confiando  á  la  jurisprudencia  el  cuidado  de  definirle  y 
de  derivar  sus  consecuencias  varias,  sino  que  es  necesario  una  multitud  ds 
reglas  profundamente  distintas,  para  que  en  cada  caso  determinado  y  con 
arreglo  á  las  circunstancias  que  cbncurran,  pueda  darse  solución  al  conflicto; 
deduciendo  cuál  legislación  es  la  que  debe  regir  sin  peijuicio  de  la  respeotiy» 
competencia,  cuando  una  misma  relación  jurídica  está  sujeta  á  las  de  distin- 
tos países. 

Kl  Código  de  1804  sólo  había  formulado  tres  reglas:  una  para  la  polida  y 
seguridad  de  la  extensión  del  territorio;  otra  relativa  á  los  bienes  inmueblw, 
y  otra  al  estado  y  capacidad;  pero  desde  un  principio  fueron  éstas  insufieien- 
tes.  Ya  por  entóneos  los  legisladores  encargados  de  la  formación  de  dioho  Có- 
digo tenían  á  su  disposición  una  inmensa  colección  de  decisiones  preparadas 
por  la  ciencia  de  los  jurisconsultos  y  por  la  jurisprudencia:  el  conflicto  de  los 
fueros  municipales  ó  de  las  costumbres  locales  en  Italia,  Frfloicia,  Alemania 
y  en  los  Países  Bajos,  había  dado  origen  desde  el  siglo  ziu  á  la  célebre  docr 
trina  de  los  Estatutos:  los  escritores  más  distinguidos  habían  hecho  doranie 
los  últimos  siglos  estudios  profundos  sobre  la  materia;  y  aun  ouando  todo 
este  caudal  de  doctrina  hubiera  podido  ser  fácilmente  aprovechado  entonces 
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I»*ra  fiJAr  las  reglas  que  debieran  resolver  los  oonfliotos  entre  la  legislación 
nacional  y  las  extranjeras,  por  razones  de  pradenoia  ó  por  la  errónea  creencia 
de  que  no  eran  necesarias  más  minnoiosas  prescripciones,  los  autores  del  Có- 
digo de  1804  se  limitaron  á  sancionar  la  teoría  de  los  Estatutos. 

Sata,  ain  embargo,  no  podía  bastar  en  la  actualidad;  pues  ella  no  o&eoe 
«oluoiones  satisfactorias  y  definitivas  sobre  gran  número  de  puntos  que  en  la 
pTiu&tica  se  of^oen,  y  comprendiéndolo  así  los  nuevos  legisladores,  no  han 
podido  menos  de  ceder  k  la  necesidad  sentida  hoy  por  todo  Código,  de  conte- 
ner  nna  verdadera  legislación  sobre  el  conflicto  de  las  leyes,  ampliaron  á 
dooe  ikrtionlos  sus  preceptos,  que  son  el  frute  inmediato  de  los  trabajos  aou- 
molodos  en  el  curso  de  este  siglo,  y  aun  así,  deja  todavía  al  dominio  de  la 
dootrina   muchos  puntos ,  especialmente  el  de  saber  si  la  Corte  de  Casación 
debe  velar  por  la  observancia  de  las  leyes  extranjeras  cuando  las  reglas  del 
Dereobo   internacional  privado  lo  exigen,  del  mismo  modo  que  vela  por  la 
aplioaoión  de  las  leyes  nacionales. 

Con  grran  extensión  estudia  Hr.  Lainó  el  espíritu  del  proyecto  de  que 
damos  cuenta  en  la  parte  relativa  k  los  conflictos  de  las  leyes,  examinando 
detenidamente  los  precedentes  y  el  estado  de  la  denoia  al  tiempo  de  encar- 
garse la  Comisión  de  la  formación  del  proyecto  de  revisión  del  Código,  la 
cnal  ha  llevado  k  cabo  su  trabajo  inspirándose  en  el  Código  holandés  de  1888, 
en  el  italiano  de  1865  y  en  el  espíritu  de  la  teoria  de  los  estatutos  que  du- 
rante seiscientos  afios  ha  tenido  su  justo  desenvolvimiento  á  pesar  de  los  obs- 
táculos que  á  ello  se  oponian,  inclusa  la  idea  feudal  de  la  soberanía  absoluta 
y  estrictamente  territorial  de  las  leyes. 

Bxcusado  oreemos  indicar  que  el  referido  proyecto  ha  prestado  en  esta 
materia  un  importuite  servicio  á  la  ciencia  del  Derecho  internacional  pri- 
vado,  consagrando  una  vez  más  y  de  una  manera  brillante  el  método  ra- 
-cional. 

« 

Jl  Oirealo  Oiurídteo,  de  Palermo,  pubKoa  en  uno  de  sus  últimos  números 
im  articulo  del  ilustre  Abogado  Sangiorgl  di  María,  en  el  que  se  trata  una 
interesante  y  curiosa  cuestión  de  Derecho  penal,  á  saber:  si  constituye  ó  no 
delito  el  hecho  de  retener,  el  que  por  casualidad  hubiere  hallado  un  tesoro  en 
fundo  %)eno,  la  parte  perteneciente  con  arreglo  á  la  ley  al  propietario  de 
dicho  fundo. 

Por  regla  general,  es  aceptada  la  negativa;  pero  son  tales  las  dudas  sus- 
citadas sobre  ello,  que  el  articulista  entiende  que  no  es  injustifloado  ni  ocioso 
el  insistir  sobre  ello  bi^o  ^1  punto  de  vista  científico  y  en  el  terreno  de  la 
teoría,  ya  que  en  su  país  él  nuevo  Código  penal  italiano  ha  quitado  á  esta 
•«uestión  toda  importanda  práctica  haciéndola  objeto  de  sus  preceptos. 
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Del  hacho  del  desotibrixmento  de  un  tesoro  en  fondo  i^eno,  ae  danraii 
dos  derechos  distintos:  el  derecho  del  inventor,  que  le  descubre  6  halla,  k 
una  mitad,  y  el  derecho  del  propietario  á  la  otra  mitad  del  tesoro.  Ahora 
bien;  cuando  el  hallaego  consista  en  una  cosa  mueble  sola,  y  no  sea  muoep- 
tible  de  cómoda  división,  ¿en  virtnd  de  qué  criterio  puede  sostenerse  qim 
ésta  deba  percibirla  el  propietario  del  fondo  y  no  el  que  halló  el  tesoro,  eoj» 
derecho  tiene  que  ser  preferente  porque  á  él  va  unida  una  posesión  legitiíaa- 
mente  adquirida? 

Si  á  nadie  se  le  ha  ocurrido  calificar  de  ladrón  al  propietario  del  fondo 
que  se  apodera  por  entero  del  tesoro  descubierto  ó  hallado  por  otro  dentro 
de  su  propiedad,  á  pesar  de  que  para  apropiárselo  tiene  que  despojar  al  qui- 
lo descubrió  de  la  posesión  que  adquirió  desde  el  momento  del  hallaago,  js 
sea  ésta  corporal,  ya  affecta  et  oculxs,  con  menos  motivo  podrá  k  este  tltimo- 
acusársele  de  hurto  por  ese  mismo  hecho,  cuando  en  realidad  no  haee  otrs 
oosa  que  conservar  una  posesión  legal. 

Otra  razón  no  menos  eficas  y  poderosa  puede  añadirse  k  la  anteñor,  j 
es  que,  para  existir  verdadero  delito  de  hurto,  es  preciso  que  se  detpoan  i 
otro  sin  su  voluntad  de  alguna  cosa,  y  por  lo  tanto,  es  requisito  indíspenia^ 
ble  que  lo  hurtado  sea  poseido  por  la  persona  víctima  del  delito,  porqn* 
donde  no  hay  la  posesión  no  puede  ser  ésta  quitada,  y  sin  la  dolosa  inieor 
oión  de  violar  el  derecho  de  propiedad,  que  se  ezteriorixa  y  manifiesta  preci- 
samente en  esta  forma,  no  puede,  en  rigor,  suponerse  la  existencia  de  onds- 
lito  de  hurto. 

En  su  consecuencia,  no  poseyendo  el  tesoro  el  propietario  del  fondo,  que 
puede  hasta  ignorar  la  existencia  del  mismo,  falta  la  especialidad  csEscte- 
ristica  de  dicho  delito.  Como  ha  dicho  Proudhon  en  su  Tentado  del  dommiodt 
propiedad,  no  puede  tenerse  voluntad  de  poseer  ima  cosa  cuya  existendft 
hasta  se  ignora,  y  el  descubrimiento  del  tesoro  es  necesariamente  el  prioMr 
acto  de  su  posesión,  por  lo  que  la  mitad  perteneciente  al  inventor  no  es  ad- 
quirida por  éste  por  otro  titulo  que  el  de  primer  ocupante.  Por  lo  tanto,  n 
éste  no  despoja  al  propietario  de  lo  que  estuviere  poseyendo,  no  puede  ds- 
oírse  que  comete  el  delito  indicado. 

Esto  no  admite  contestación,  y  atendida  esta  consideración,  paree»  de- 
biera ser  axiomático  en  la  ciencia,  que  si  bien  el  que  descubre  el  tesoro  na 
se  halla  exento  de  la  obligación  de  dar  al  propietario  del  fondo  la  mitad  di 
lo  encontrado,  no  puede  ser,  sin  embargo,  acusado  de  hurto  si  retuvieie  la 
totalidad  cuando  no  sea  susceptible  de  división,  dando  tan  sólo  lugar  esta 
hecho  á  ana  acción  civil  para  la  redamación  de  dicha  mitad. 

I 

Sin  embargo,  no  todos  opinan  del  mismo  modo;  y  sin  necesidad  de  seo* 
áii  á  las  antiguas  leyes  ni  aun  á  algunas  modernas  legislaciones  para  enooor 
trar  ftmdamento  á  este  aserto,  podemos  citar  declaraciones  de  la  jorispro' 
deuda  y  las  opiniones  de  varios  jurisconsultos  ilustrados,  que  entienden  oon»- 
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tituir  delito  el  hecho  mencionado,  entre  los  que  se  enonentran^  L&nrent^ 
KaauEoni,  Vignali,  Galdi,  Gabba  y  otros  escritores  distinguidos,  qne,  á  imita- 
oión  del  Oódigo  toscano  y  belga,  le  califican  de  apropiación  indebida. 

Asi  lo  considera  también  el  nneyo  Oódigo  penal  de  Italia  formado  por 
Zanardelli,  qnien  en  sn  exposición  ha  justificado  dicho  precepto,  diciendo^ 
«Qae  si  el  inyentor  ó  descubridor  de  un  tesoro  no  cumpliese  las  prescripcio- 
nes de  las  leyes  civiles  y  toma  para  si  por  entero  todo  el  tesoro  encon- 
trado, inclusa  la  cuota  que  por  ley  debe  ser  dada  al  propietario  del  fundo, 
cometo  un  delito  de  indebida  apropiación,  que  reyiste  la  última  figura  crimi- 
nal prevista  en  el  cap.  5.®» 

So  ha  dicho  también  en  apoyo  de  esa  opinión,  que  la  ley,  al  colocar  al 
inventor  del  hallazgo  ó  tesoro  en  la  obligación  de  dar  al  propietario  del 
fondo  la  mitad  de  lo  encontrado,  pone  en  él  su  fe  y  le  hace  un  verdadero  do- 
poaitario  necesario  de  cosa  ajena,  en  cuya  virtud  el  abuso  de  esa  confianza 
en  él  pnesta,  caracteriza  de  delito  esa  apropiación  indebida.  Pero  k  poco  que 
sobre  ello  se  discurra,  se  ver&  que  este  rasonamiento  parte  de  una  oonlusión 
evidente  del  concepto  verdadero  del  depósito  necesario. 

En  efecto;  no  existiendo  el  iTiminm»  periculum  que  citaba  Ulpiano,  como  la 
raión  del  mismo  en  la  ley  1.',  párrafo  8.^  D.  depotüi,  ó  según  el  derecho  mo- 
demoy  sin  el  accidente  ó  suceso  imprevisto  que  le  haga  indispensable,  no  hay 
rasón  para  hablar  de  depósito  necesario.  Además,  todo  depósito,  aun  el  wt- 
werahle,  supone  siempre  un  deponente  y  un  depositario,  lo  cual  no  sucede  on 
el  caso  en  cuestión. 

Por  otra  parte,  la  apropiación  indebida  implica  el  abuso  de  la  confianza 
depositada  por  el  que  ha  sido  peijudicado^  no  por  la  ley,  y  por  tanto,  faltain 
en  el  hecho  los  caracteres  necesarios  para  que  constituya  el  delito  que  se 
supone.        ^ 

» 
«  • 


La  RivUta  PtnáU,  de  Bolonia,  contiene  en  su  último  número  un  articnlo- 
susorito  por  el  profesor  de  dicha  universidad,  Aronne  Babbeno,  sobre  los 
üraudes  en*et  comercio  y  en  la  industria. 

Un  delito  sumamente  frecuente  y  multiforme  es  el  de  la  sofisticaoión  ó 
adulteración  de  las  sustancias  alimentieias,  y  su  misma  frecuencia  ha  hecho 
que  este  ilustrado  escritor  examine  la  naturaleza  juridica  del  mismo  en  sus 
variadas  formas,  para  deducir  del  estudio  de  la  legislación  aplicable  solucio- 
nes provechosas  á  fin  de  evitar  su  repetición,  y  las  fatales  consecuencias  que 
puede  producir  una  indebida  lenidad  del  legislador  en  este  punto. 

El  pwreotT  y  no  ter  es  el  verdadero  concepto  de  la  adulteración,  y  el  pro- 
curarlo con  artificio  y  con  malicia  es  lo  que  constituye  el  ñ«nde  civil  y 
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penal,  puesto  que  no  puede  menos  de  constitair  delito  el  da&o  oautado  6  jm»- 
enrado  en  tan  vasta  escala  por  medio  de  Um  sofistlcaoiones  de  todas  el 

Estas  constituyen,  en  verdad,  xm  ataque  á  la  higiene  pública  &  la 
^ue  un  atentado  k  la  riqueza  nacional,  especialmente  las  que  ge  relAcáon^ 
eon  la  producción  alimenticia,  siendo,  bcgo  el  aspecto  económico,  ima  de  las 
mayores  plagas  que  afligen  la  agricultura  en  los  presentes  tiempos.  Por^^ae, 
en  efecto,  ¿qué  importa  defenderse  de  la  concurrencia  extranjera  tratnado  it 
]>oner  nuestros  productos  en  condiciones  convenientes  para  la  competeiuá, 
^I  dentro  de  un  mismo  país  se  hace  imposible  la  lucha  porque  los  sofisticad»- 
res,  consiguiendo  por  medio  de  la  adulteración  abaratar  los  prodactos  obte- 
nidos de  este  modo,  impiden  al  productor  de  buena  fe  sostener  la  aasoft- 
teuoia  con  ellos?  Y  no  sólo  es  esta  la  consecuencia  que  necesariamente  bn 
■de  producir  en  el  orden  económico,  sino  que  desacreditando  los  prodaeba 
nacionales  en  el  extranjero,  concluirán  por  cerrar  á  los  mismos  las  puerte 
^e  BUS  mercados,  por  lo  que  hemos  dicho  antes  que  constituyen  un  atestab 
grave  &  la  riqueza  nacional. 

Pero  donde  más  peijnicios  pueden  causar  es  bajo  el  punto  de  vista  da  U 
flalud  pública,  donde  las  consecuencias  pueden  ser  mucho  más  deeas^tMai 
que  en  el  de  los  intereses  materiales,  y  en  consideración  á  ellas,   el  legisls- 

« 

dor  está  en  el  deber  de  velar  por  dicha  salud,  poniendo  bi^o  su  tut^  y  aat- 
paro  la  vida  de  los  ciudadanos  contra  esos  continuos  atentados  h^os  de  U 
codicia  y  mala  fe  de  los  adulteradores  y  sofísticadoree.  La  ley  penal,  en  n 
obra  de  defensa  social,  extiende  su  acción  á  todos  los  intereses  uoraln  y 
materiales  de  los  ciudadanos,  y  por  lo  tanto,  debe  prevenir,  y  reprimir  en  n 
«aso,  con  la  sanción  de  sus  preceptos  y  mediante  la  pena  oorrespoadjaoii^ 
semejantes  actos. 

Garrara,  después  de  haber  desenvuelto  los  principios  del  f^ude  cont»  A 
comercio,  partiendo  del  daño  privado  que  en  primer  lugar  oausa,  entíeiub 
que  este  delito,  si  bien  es  de  naturalesa  privada,  puede  llegar  á  degenenr 
en  delito  social,  diciendo  con  este  motivo  en  el  §  8604,  vol.  vn  de  su  Prof- 
ma,  que  «cuando  el  hecho  sea  de  tal  naturaleza  que  pueda  comprometer  el 
comercio  público  ó  la  industria,  y  pexjndicar  inmediatamente  un  número  in- 
definido de  ciudadanos,  adquiere  entonces  este  último  oaráeter  el  delito  <iu 
constituye,  porque  en  ese  caso  el  dafio  causado  al  particnlar  se  absoriMj 
comprende  en  el  daño  universal.» 

Por  estas  nodsmas  consideraciones,  la  Comisión  encargada  del  proyecto  dd 
nuevo  Código  penal  del  reino  de  Italia,  estableció  en  el  art.  916  del  minie 
que  «aquél  que  vendiendo  ó  produciendo  en  venta  semilla  de  gruanof  d» 
seda,  estiércol  ú  otras  sustancias  para  el  uso  de  la  agríonltura  engafisM  il 
comprador,  respecto  de  su  naturaleza,  composición  ó  procedencia,  seiá  eesti- 
godo  con  la  pena  de  tres  meses  á  un  año  de  prisión,  y  ooñ  la  multa  de  6ft 
4k  500  libras.! 
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Kiite  artioalo,  tal  como  se  hallaba  concebido,  resentíase  de  la  necesidad 
•n  qae  se  habla  inspirado  de  reparar  nn  daño  especial  k  la  sacón  sentido,  ca- 
ro oiendo  de  la  generalidad  propia  de  nna  ley  diotada  para  todo  nn  reino,  la 
4nial  debiera  comprender  en  sn  precepto,  no  sólo  las  sustancias  determinadas 
en  dicho  articulo,  sino  todos  los  fraudes  cometidos  en  el  comercio  de  todas 
las  producciones,  ya  fueran  industriales,  ya  agrícolas,  siendo  esta  la  causa  de 
que  no  ftiese  al  fin  aceptado,  conformándose  con  las  indicaciones  precedentes 
el  pensamiento  que  ha  dirigido  la  redacción  definitiva  de  los  diversos  artícu- 
los de  dicho  Código  que  con  esta  materia  se  refieren. 

El  articulista  examina  después  dichos  disposiciones,  asi  como  las  dudas 
^ne  se  han  suscitado  acerca  de  su  inteligencia  y  las  opiniones  de  los  distin- 
tos tratadistas  que  de  ello  se  han  ocupado,  mereciendo  especial  atención  la 
parte  relativa  &  las  marcas  industriales,  en  las  que  puede  encontrarse  rico 
eandal  de  observaciones  para  establecer  las  bases  de  esta  clase  de  delitos. 

Xias  Indicaciones  que  preceden  bastan  á  demostrar  el  interés  de  dicho  tra* 
l»igo,  sobre  el  que  llamamos  con  gusto  la  atención  de  nuestos  lectores. 

« 
m  • 

liS  misma  publicación  inserta  en  el  número  citado  un  notable  trabuco  del 
Ttooorador  del  Bey  en  el  Tribunal  de  Palermo,  Antonio  Morisoni,  sobre  la 
jremiflión  de  la  parte  ofendida  en  los  delitos  perseguibles  sólo  á  instancia  de 
parte,  segán  él  nuevo  Código  penal  italiano,  y  las  disposioiones  dictadas  para 
su  aplicación. 

Trátase  en  él  de  la  innovación  introducida  en  el  nuevo  Código,  sustitu- 
yendo al  antiguo  denatirntenio  de  la  querella  la  reminán  de  la  parte  ofendiáOf 
«on  la  que  ha  venido  á  ponerse  término  á  las  dtidas  y  controversias  promovi- 
das por  la  antigua  locución,  determinándose  con  tal  objeto,  de  una  manera 
•clara  y  precisa,  en  el  art.  88  de  dicho  Código  los  efectos  de  la  remisión  al  dis- 
ponerse en  él,  como  en  nuestra  ley  penal,  que  en  los  delitos  que  sólo  pueden 
perseguirse  en  virtud  de  querella  de  parte,  la  remisión  del  ofendido  extingue 
la  acción  penal. 

Bn  la  imposibilidad  de  haoer  una  resefia  de  dicho  artículo  con  la  deten- 
^ón  que  merece,  nos  limitamos  á  dar  cuenta  de  él. 

E.  AauxLiBA. 
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Introdneeión  al  estadio  de  Derecho  eiYÍl  español,  á  que  acompafimn' 
rio8  cuadros  y  apéndices  filosóficos,  históricos,  biográficos  7  biblio- 
gráficos; por  D,  Domingo  Alcalde  Prieto,  Catedrático  de  didia  asg- 
natura  en  la  Universidad  de  Zaragoza. 


Es  una  verdadera  introdnooión  ó  preparación  al  estudio  del  Derecho  d- 
YÜ  la  obra  publicada  por  tan  distinguido  profesor,  ya  conocido  por  otras  t»> 
bi^os  notables  en  la  oienoia  del  Derecho,  pues  comprende  las  nociones  ge» 
rales  del  Derecho  y  la  historia  breve  resumida  del  Derecho  civü,  siendo  á&f 
tamente  interesante  la  parte  que  se  refiere  k  la  publicación  del  Código  dn^ 
ligera  reseña  de  éste,  de  las  reformas  principales  que  ha  introducido,  resane  t 
de  los  diferentes  juicios  que  sobre  él  se  han  emitido  y  crítica  del  mismo. 

Dos  partes  tiene  dicha  obra:  una  eminentemente  filosófica,  ó  sea  las  no- 
ciones generales  del  Derecho;  en  ella  expone  el  autor  con  suma  nlaridii!  j 
senoillee  el  origen  é  idea  del  Derecho,  su  principio  fundamental,  escuelas  qi» 
tratan  de  explicarle  ó  le  niegan^  división  del  Derecho,  y  elementos,  olgito, 
caracteres,  faentes,  relaciones  y  contenido  del  Derecho  civil;  hace,  pose,  os 
estudio  ligero  sobre  cada  uno  de  estos  puntos  ó  materias,  resultando  im  te> 
biHÍo  completo  como  prolegómenos  del  Derecho  civil. 

Ija  parte  histórica  es  una  resefia  compendiada  de  la  historia  de  ese  dsn- 
cho,  expuesta  con  gran  método,  que  faculta  mucho  el  estudio  del  origen,  dei* 
arrollo,  tendencicw  y  caracteres  de  la  legislación  civil  en  sus  diversas  apocas, 
antigua,  media,  moderna  y  contemporánea,  que  examina  siempre  con  vtrds- 
dera  imparcialidad,  mereciendo  nuestros  elogios  especialmente  las  atisadot 
y  oportunas  observaciones  sobre  el  car&cter  é  importancia  del  Código  «ítü  j 


*  De  todas  las  obras  juridioas  que  se  nos  remitan  dos  eóemplares,  hala- 
mos un  juicio  critico  en  esta  Sección  de  la  Beyista.  De  las  que  versen  aokrt 
otras  materias,  pondremos  un  anuncio  en  la  cubierta  de  las  entregas 
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la  necesidad  de  Ueg^ar  nn  día  á  la  uuidadf  pues  para  el  Sr.  Alcalde  y  parft 
ixmehos  es  la  gran  oonquieta,  el  gran  progreso  que  debiera  realizar  nneatra 
Patria  en  este  siglo. 

A  estas  dos  partes  de  la  obra  acompañan  cuadros  sinópticos,  que  son 
como  el  resumen  de  todo  lo  expuesto  en  los  diferentes  capítulos  de  las  mis- 
mas, y  contribuyen  4  retener  más  £kcilmente  en  la  memoria  todas  las  ideas 
principales  consignadas  sobre  los  diferentes  puntos,  temas  ó  cuestiones  que 
constituyen  la  materia  de  estudio  sobre  la  que  ha  hecho  su  comencado  tra- 
bi^o  el  autor. 

Por  último,  contiene  el  libro  cuatro  apéndices,  en  los  que  se  dan  noticias 
bastante  extensas  de  los  legisladores  mka  notables  de  Derecho  civil,  de  las 
Cortes  españolas,  Sociedades,  universidades  y  prensa  periódica  que  más  se 
han  ocupado  de  este  Derecho,  de  los  civilistas  españoles  m&s  notables  y  de 
las  principales  obras  fllosóñcas,  históricas,  bibliográficas  y  biográficas,  tanto 
nacionales  como  extranjeras,  que  merecen  consultarse  para  el  perfecto  cono- 
cimiento de  la  más  importante  rama  del  Derecho :  asi  considera  el  autor  al 
Derecho  civil. 

Esta  breve  reseña  de  la  obra  basta  para  conocer  la  importancia  del  tra- 
bajo del  Sr.  Alcalde  y  la  utilidad  de  su  libro,  que  satisface  una  verdadera  ne- 
cesidad para  la  buena  preparación  al  estudio  del  Derecho  civil  por  la  multi- 
tud de  datos  y  noticias  que  contiene,  además  del  mérito  que  debemos  recono- 
4serla  por  el  razonamiento,  observaciones  y  doctrinas  expuestas  en  la  misma. 
Mucho  nos  alegraríamos  de  que  el  Sr.  Alcalde  y  Prieto,  cuya  laboriosidad 
y  competencia  son  bien  notorias,  realice  los  propósitos  que  ha  manifestado 
en  el  preámbtdo  de  su  libro  de  continuar  sus  trabajos  ocupándose  en  lo  que 
-él  llama  «el  cuerpo  de  la  obra»  de  lo  que  interesa  á  la  familia,  propiedad, 
trabajo  y  fe  de  los  contratos,  tratando  las  cuestiones  más  importantes  bajo 
el  doble  aspecto  doctrinal  y  legal;  con  sumo  gusto  leeremos  sus  trabajos  y  da- 
remos noticia  de  ellos  á  los  suscritores  de  la  Rkvista^  amantes  como  el  se- 
ñor Alcalde  de  los  adelantos  de  la  ciencia  y  de  la  legislación  en  nuestra 
Patria. 

A.  CflÁRBhí. 


Les  principes  fondamentaiix  da  droit;  par  le  Comte  de  VareülesSom- 

mi¿rtf9.— Paría,  1889;  un  vol.  en  4.o 


La  obra  que  vamos  á  analizar  rápidamente  es  el  primer  volumen  de  un 
tratado,  en  el  cual  su  autor.  Decano  de  la  Facultad  católica  de  Derecho  de 
Lille,  ha  querido  estudiar  lo  qu^  llama  los  príncipún  fundamentales  del  Dere- 


474  BBVISTA  DB  LBaiSLACIÓN 

cho.  Este  tittilo  no  debe  inducir  k  error,  porgue  el  libro  no  es  propÍAi&ente 
nna  filosofía  del  Derecho  completa.  Limitase  al  orden  de  cuestiones  qne,  ean 
más  ó  menos  propiedad,  se  denominan  politícaa,  ó  sea  de  organización  del  "Es- 
tado, sos  fondones,  relación  con  la  Iglesia,  etc.;  y  en  el  segundo  Tolom^a 
examinará,  las  que  se  refieren  al  concepto  del  derecho  y  sns  dÍTÍsiones  osiur 
les.  De  este  modo,  janta  los  problemas  (no  todos)  qne  ordinariamente  le  in- 
cluyen en  la  parte  general  de  la  filosofía  joridica,  con  los  de  nna  esfera  muy 
limitada  de  la  parte  especial.  La  obra,  pues,  no  tiene  carácter  siatemáticoit 
pero  tampoco  responde  á  su  titulo,  porque  es  evidente  que  en  el  Derecho  hay 
otros  principios  fundamentales  que  los  enunciados;  y  por  cierto  que  no  aoa 
los  que  faltan,  de  los  menos  graves  y  palpitantes  hoy  día.  Esto  en  cuanto  al 
plan. 

En  pxmto  al  método  y  carácter  del  libro,  se  nota  desde  luego  que  el  tutor 
no  es  un  científico,  sino  un  polemista.  Asi,  se  fija  muy  particularmente  ea 
las  contradicciones  de  los  escritores,  cuya  teoria  ezx>one  y  discute,  aeunu- 
lando  argumentos  y  refutaciones  á  propósito  de  cada  asunto.  Por  esto  quizás 
aparece  falto  de  datos  y  de  rigorismo  científico  en  la  doctrina.  Algunas  cues- 
tiones, como  la  del  concepto  de  sociedad,  están  tratadas  muy  á  la  ligera  y 
callando  el  sinnúmero  de  estudios  é  investigaciones  oontemporáneae  qse 
han  producido  una  revolución  en  la  ciencia  jurídica.  El  silencio  es  tuto 
más  chocante,  cuanto  que  en  libros  de  un  tono  tan  popular  como  el  reciente 
de  Metohnikoff  sobre  la  Civilización  y  I09  gratule*  rio^  histáricog,  el  examen  d» 
los  estudios  recientes  sobre  aquel  punto  forma  todo  un  capitulo.  En  el  «xs- 
men  del  gobierno  parlamentario  falta  la  distinción,  muy  importante,  entre  d 
asi  llamado  propiamente  y  el  representativo^  cuestión  que  el  autor  pa<a  por 
alto.  La  teoria  sobre  el  origen  del  Poder  ofrece  poca  consistencia,  por  falta 
de  datos  históricos  que  la  hubieran  aclarado  mucho  y  que  hoy  tienen  en 
cuenta  todos  los  tratadistas.  En  general»  pues,  el  método  resulta  anticuado^ 
y  más  propio,  repetimos,  de  un  libro  de  polémica  que  de  uno  de  texto;  que 
es,  parece,  el  carácter  que  ha  querido  dar  al  suyo  el  Conde  de  Vareilles-Som- 
miéres. 

Hechas  estas  indicaciones,  que  resumen  lo  esencial  del  libro  y  de  lo  qae 
debe  ser  su  critica  bien  entendida,  el  contenido  de  ideas  que  encierra  importa 
menos.  Ta  habrán  supuesto  los  lectores  que  la  doctrina  jurídica  del  autor  per- 
tenece á  lallamada  escuela  católica.  No  ha  de  concluirse,  por  esto,  que  se  halla 
conforme  con  todos  los  escritores  correligionarios,  y  menos  aún  con  los  tndi- 
eionalistas.  En  el  examen  del  derecho  de  sublevación,  del  derecho  dtvino  k  di- 
ferencia de  la  monarquía  de  derecho  divino  y  otros  puntos,  el  autor  mues^ 
cierta  reacción  contra  los  temperamentos  exagerados,  y  se  contrae,  siempre 
que  puede,  á  las  doctrinas  y  explicaciones  del  Papa,  expresas,  sobre  todo, 
en  las  más  recientes  encidioas.  Muchas  de  las  criticas  que  hace  de  autoreí 
contemporáneos,  están  bien  entendidas,  como,  v.  g.,  la  de  Fouillée  en  punto 
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4  8tia  conceptos  jxxridieas;  pero  no  concede  k  la  historia  de  las  ideas  toda  la 
importancia  que  merece,  ni  guarda  en  ella  todo  el  rigor  que  la  -verdad 
oientifica  pide.  Asi,  dice  que  el  primero  que  ha  proclamado  la  teoría  del  orga- 
nismo social  es  Gomte,  sin  hacer  mérito  de  los  que  antes  que  él,  y  con  mayor 
influjo  en  la  ciencia,  la  han  expuesto.  A  Rousseau  no  lo  entiende  siempre 
que  lo  cita,  tal  vez  por  cierta  pasión  que,  en  este  punto,  parece  dominarle. 

£n  cuanto  á  las  opiniones  propias  del  autor,  nos  parece  inútil  detallarlas 
é  impropio  discutirlas.  £1  libro  del  Conde  de  Yareilles-Sonuniéres  puede  tener 
nna  utilidad  para  los  que  estudian  estas  cuestiones,  y  es  imponerles  en  los 
linoamientos  generales  de  las  escuelas  modernas,  &  cuyas  teorías  pasa  revis- 
ta con  cierta  minuciosidad.  Al  propio  tiempo,  quizá  contribuya  A  rectificar, 
en  algunos,  varios  errores  muy  comunes  acerca  de  cuál  sea  la  verdadera  doc- 
trina católica  en  ciertos  puix.tos  del  derecho;  cosa  que  importa  tanto  para  los 
que  la  combaten  como  para  los  que  pretenden  sostenerla. 

Al  frente  de  la  obra  figura  una  larga  lista  de  libros  y  documentos  que 
pueden  servir  para  el  estudio  de  las  cuestiones  que  aquélla  comprende.  En  la 
formación  de  esta  lista  se  nota  cierto  descuido,  como  es  repetir  algunos  de 
los  libros  y  alterar  el  orden  cronológico  que  pretende  seguir.  Para  los  espa- 
ñoles tiene  un  gran  interés,  por  los  varios  autores  nacionales  que  cita,  tales 
como  SuArez,  Mariana,  Castro,  Soto,  Molina,  Márquez,  Balmes  y  Posada.  La 
lista  no  es  completa,  pero  aun  excede  á  la  que  algunos  escritores  compatrio- 
tas podrían  formar,  sin  copiarla  de  segunda  mano. 

T  si  todavía,  después  de  lo  dicho,  creyeran  algunos  que  son  escasos  los 
mérítos  del  libro  que  nos  ocupa,  bueno  será  que  miren  á  nuestra  literatura 
jnridica,  respecto  de  la  cual  la  obra  del  Conde  de  Yareilles- Sommieres  sube 
muchos  quilates,  si  se  descuentan  tres  ó  cuatro,  menos  leídas  de  lo  que  me* 
recen. 

B.  Altauka. 


Etade  sur  la  proeednre  criminelle  en  Angleterre  et  en  Ecesse;  par 
Mr.  Lueien  Quérin^  Avocat  á  la  Conr  d'Appel  de  París.— Folleto  en 
é/>  mayor  de  63  páginas;  París,  1890. 


Constituye  el  trabajo  á  que  se  refiere  la  presente  nota  bibliográfica,  una 
exposición  metódica  de  la  legislación  procesal  en  Inglaterra  y  Escocia  en 
materia  criminal. 

Mr.  Guérin,  fuera  de  alguna  comparación  que  hace  con  la  legislación 
francesa,  fuera  de  algán  ligero  comentario  sobre  determinados  puntos  y  al- 
gunas afirmaciones  que  consigna  acerca  del  carácter  informante  del  procedí-^ 
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miento  penal  ingléi  ;  del  eaeoDés,  na  limiln  ii  exponer  ciuJás  si^^m  liu  fonu. 

prooMBlea  en  lo  orimlnsl  en  loa  i^aities  citadoa. 

P&n  haiMT  uuft  noM  blbliogiáQi^B.  que  diora  é.  conocer  el  toílvta  ia 
Ur.  Qnérin,  seria  preeino  dematUratlziiT  el  carncter  la  Dtta  Secoióo,  j  oca 
pamoE,  como  hace  el  antor,  del  eatndio  de  Isn  lagi'.IiLcionos  a  qtia  noi  heaui 
referida;  haoer  un  eitraoto  del  folleto  es  también  imposlbla,  poiqna  et  foIlMa 
a>  ;a  por  sí  un  renunen  que  ni  n  pnecla  rednolc  mái. 

Por  loa  indicadas  raaonea,  nnestro  papel  se  redace  k  mariifaitaT  qu 
Mr.  OaArin  ea  digno  de  aplauso,  porqne  ba  hecho  nn  estadio  que  dammsin 
raí  oonacimiautos  en  la  legislaoi6n  positiva  inglesa  ;  eacocaaa  en  lo  quid 
procedimiento  penal  ge  refisrs;  porqna  ha  eipceato  con  claridad  y  coneiáia 
la  materia,  ;  porqne  sn  libro,  no  sAlo  daba  ctineiderarse  bastante  pan  ta- 
ñer clara  idea  dal  pioeedimianto  penal  inglés,  sino  como  Tina  guia  preeiiM 
pam  hacer  estadios  m¿a  serios  y  detenidas  en  site  pauto. 

I.  PÉBKS  I  Ouvi. 


PROCEDIMIENTO  CIVIL  DE  ESPASA 

ENSAYOS  SOBRE  Sü  REFORMA  (D 


I 

NECESIDAD  DE  UN  NUEVO  CÓDIGO 

El  problema  de  la  codificación  del  procedimiento  civil 
-es  tan  complejo  que  al  resolverlo  una  vez  más  en  nuestra  pa- 
tria en  la  segunda  mitad  del  siglo  xix  se  necesita  tener  en  cuen- 
ta los  múltiples  y  heterogéneos  elementos  procedentes  más  que 
de  principios  científicos  unánimemente  reconocidos  por  los 
Códigos,  de  la  práctica  diaria  que,  encamada  en  los  Juzgados  y 
Tribunales,  persiste  con  todos  sus  vicios,  no  obstante  cuantas 
reformas  se  vienen  realizando  desde  la  Constitución  de  1812, 
con  inmejorables  propósitos  y  un  celo  é  inteligencia  superiores 
á  todo  encomio,  colaborando  en  tal  obra  las  Cortes,  los  Gobier- 
nos y  los  jurisconsultos;  pero  ¡triste  es  confesarlol  con  muy  es- 
easo  fruto  á  juzgar  no  sólo  por  la  severa  critica  de  que  vienen 
siendo  objeto  de  parte  de  todo  el  que  tiene  precisión  de  acudir 
á  los  Tribunales  de  justicia,  si  que  también  por  el  fenómeno 
constante  y  verdaderamente  aterrador  de  una  baja  tal  en  los 
negocios  civiles,  que  si  fuera  síntoma  nacido  de  la  ausencia  de 
todo  confiicto  jurídico  creador  de  una  contienda  judicial,  esta- 
ríamos en  un  país  modelo  de  civilización  y  cultura,  al  par  que 
en  pleno  régimen  patriarcal;  pero  al  contrario,  indica  un  siste- 
mático alejamiento  de  las  vías  legales,  y  para  corregirlo,  si  es 


(1)  El  director  de  la  Bxvmk  no  está  conforme  con  la  única  instancia 
«n  lo  cÍTil,  ni  con  la  organiíaoión  y  competencia  de  tribnnalee  que  ee  indi- 
ean  en  este  artfonlo;  y  respetando  la  opinión  de  en  autor,  le  interesa  dfljarlo 
asi  consignado. 

I 

TOMO  76  SI 
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que  se  llega  aún  á  tiempo,  se  impone  el  decir  la  verdad  demu- 
da y  en  toda  su  crudeza  á  fin  de  que  el  País  y  el  Parlamenta 
vean  no  es  el  afán  inmoderado  de  reformas  el  que  obliga  á  pre- 
sentar este  proyecto  de  ley  y  sí  la  imperiosa  necesidad  de  ata- 
jar el  mal  que  avanza  á  pasos  agigantados  (1). 

En  efecto;  nadie  que  no  sea  calificado  de  demente  por  si» 
convecinos  piensa  ya  en  pedir  amparo  á  los  Tribunales,  porque 
las  costas  le  sumen  en  la  más  espantosa  ruina  antes  de  que  re- 
caiga una  declaración  definitiva  respecto  á  su  derecho.  Todos 
conocemos  familias  enteras  que  citamos  como  ejemplo  pan 
cumplir  aquella  máxima  que  entre  otras  figuraba  encima  de 
la  puerta  del  templo  de  Delfos:  «No  litigues  jamás».  Casos  se 
citarán  en  el  desarrollo  de  este  trabajo  que  justificarán  plena- 
mente esta  afirmación,  expresión  fiel  de  la  realidad. 

Es  indudable  que  la  actual  tarea  se  ha  facilitado  con  lot 
precedentes  indicados;  pero  sin  dejar  de  reconocerlo,  ha  de  con- 
signarse que  los  cambios  no  fueron  hasta  el  día  bastante  radi- 
cales para  responder  á  los  clamores  de  la  opinión  manifestada 
de  una  manera  tan  unánime,  que  no  puede  cxilificarse  de  im- 
premeditada y  violenta  la  profunda  modificación  que  se  pro- 
pone más  que  en  nuestras  leyes  seculares  en  las  abusivas  prác- 
ticas nacidas  á  la  sombra  de  las  mismas,  y  antes  al  contrsffio, 
constituye  un  verdadero  compromiso  para  todos  los  Ministn* 
que  vienen  sucediéndose  en  el  Departamento  de  Gracia  y  Justi- 
cia, el  adoptar  innovaciones  reclamadas  por  la  ciencia  y  acon- 


(t)  La  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada  en  un  trimestre  del 
año  último  entendió  en  nueve  asuntos.  T  no  es  el  mal  peculiar  de  nnesin 
patria  como  veremos  más  adelante:  cierto  que  en  el  extranjero  lo  oombatai 
con  reformas  parciales  por  regla  general,  aunque  no  deja  de  haber  annnoioi 
serios  de  revisiones  totales  como  en  Francia,  pero  aquéllas  abundui  hasta  d 
punto  de  que  en  un  solo  año,  y  no  de  gran  movimiento  legistaiivo  sagunr 
mente,  el  de  1887,  se  modifica  el  concurso  de  acreedores  en  la  Prusia  rhinisiiB 
y  en  Peusilvania;  el  juicio  ejecutivo  en  Austria,  Egipto,  Islandia,  Sneoia,  ete^ 
•1  arbitn^e  en  este  último  pais,  y  no  se  diga  del  Estado  de  New-York  do&d* 
%  transcurre  una  legislatura  sin  tocar  k  su  Código  de  prooedinüento  dñL 
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cejadas  por  Magistiadoe  y  juriBconsultoB  que  militan  en  todoB 
los  partidos  políticos  (1):  díganlo  si  no  la  prensa  periódica,  seti 
ó  no  profesional,  las  reformas  debidas  á  la  iniciativa  parlamen- 
taria (2)  y  proyectos  como  el  de  14  de  Enero  de  1884,  cuando 
el  Código  procesal  vigente  llevaba  en  ejercicio  apenas  dos  años, 
y  si  no  fué  reproducido  consistió  en  que  significaba  un  retroce- 
so al  sistema  casi  en  absoluto  escrito  de  1855,  por  nadie  defen- 
dido ni  sustentado  enfrente  del  más  oral  de  1881,  por  más  que 
lia  de  reconocerse  que  contenía  alguna  medida  parcial  que  con- 
venía tener  en  cuenta. 

Dos  vicios  capitales  prevalecen  en  nuestro  procedimiento 
civil:  la  lentitud  y  la  carestía;  y  añádanse  en  segundo  término 
loB  que  se  atribuyen  al  de  los  demás  pueblos  latinos:  la  multi- 
plicidad de  sus  reglas,  el  rigor  con  que  los  Tribunales  exigen 
su  observancia  y  la  imperfección  en  el  modo  de  enjuiciar,  esti- 
mado insuficiente  para  que  prevalezca  la  verdad  y  la  justicia. 

Ya  el  Reglamento  provisional  para  la  administración  de 
justicia  consignaba  en  su  art.  1.®  que  ésta  fuera  pronta  como 
primer  requisito,  en  términos  que  dejaba  lo  cabal  para  un  se- 
gundo lugar:  la  Instrucción  de  1853,  debida  al  Sr.  Marqués  de 
Gerona,  tan  ilustre  Magistrado  como  conocedor  de  los  abusos 
introducidos  en  el  foro,  tendía  á  evitar  el  vicio  que  lamenta- 
mos, y  debe  tenérsela  en  cuenta  cual  una  vigorosa  protesta  con- 
tra aquéllos,  y  si  á  los  once  meses  fué  derogada,  se  debió  segu- 
ramente más  á  la  falta  de  requisitos  constitucionales  que  pre- 
cedió á  su  publicación,  que  á  los  remedios  enérgicos  en  ella 
propuestos;  la  base  segunda  de  la  ley  de  13  de  Mayo  de  1865, 
que  fué  origen  del  primer  Código  en  la  materia,  consignaba  el 


(1)  Desde  él  republicano  en  eu  xnatia  máe  avancado  hasta  él  conservador 
y  tradicionalista. 

(a)  Ley  de  11  de  líayo  de  1888,  en  cnya  disensión  convinieron  todos  los 
oradores  en  la  necesidad  de  on  cambio  traasoendentalisimo  en  nuestro  ve- 
tusto rf^fawwo.  de  proceder  en  lo  dvil,  inútil  k  los  fines  que  se  persignen  oon 
^  elaodcmo. 
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mismo  precepto,  y  no  hay  para  qué  decir  que  se  reprodujo  en  la 
primera  de  la  de  21  de  Junio  de  1880;  sin  embargo,  ello  es  que 
el  mal  subsiste  y  agrandado  más  cada  dia,  de  suerte  que  debe 
seguirse  otro  camino  para  que  los  mandatos  del  legislador  ten- 
gan debido  cumplimiento,  y,  al  efecto,  abandonando  esa  £ár- 
.  muía  general  de  la  expresión  de  tan  buen  pensamiento,  el  señor 
Canalejas  (1),  á  su  paso  por  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justída, 
ideó,  en  las  bases  que  se  enumerarán  y  que  sirven  de  fundamento 
á  este  trabajo,  los  medios  que  se  proponía  utilizar  el  Gobietoo 
liberal,  sin  perjuicio  de  adicionar  cuantos  entendieran  perti- 
nentes la  sabiduría  de  los  Cuerpos  Colegiéladores,  con  el  fiíme 
propósito  de  que  cesara  ese  martirio  á  que  están  sometidos  los 
que  se  ven  agobiados  con  la  desdicha  de  acudir  á  los  Tribonaleí 
en  demanda  de  su  derecho  con  esas  tardanzas  ya  proverbiales 
que  concluyen  con  su  paciencia  y  salud,  y  además,  muy  fre- 
cuentemente, con  su  peculio,  y  he  ahí  el  otro  mal  que  enuncíA- 
bamos. 

Que  hoy  se  necesita  ser  un  potentado  para  permitirse  el  lujo 
de  litigar  es  un  axioma  que  no  necesita  demostración;  nuestras 
antiguas  leyes,  y  principalmenteloe  Aranceles  judiciales  desde 
1845  hasta  la  fecha,  procuraron  suministrar  el  remedio  más 
adecuado  á  la  forma  en  que  el  mal  se  presentaba;  pero  no  pro- 
dujo resultado  alguno,  porque  consideraciones  á  cierta  clase  de 
funcionarios  ó  auxiliares  de  la  Administración  de  justicia,  se- 
guramente debidas,  si  no  fueran  opuestas  y  hasta  de  todo  punto 
incompatibles  con  el  bienestar  del  Pais,  principal  misión  de 
todo  Gobierno,  hicieron  que  aquél  se  revistiera  de  una  exage- 


(1)  Bra  la  Tiva  penonifloaoión  de  la  demooraoia  y  de  la  buena  litenten 
en  aquel  Centro,  y  quiafc  el  iinico  hombre  poUtico  que  no  Uervaba  esoe  pr^ju- 
oioe,  producto  de  la  pr4otioa  en  el  foro,  que  constituyen  el  obstáculo  mfts  Mm 
á  toda  reforma  radioal  asi  calificada,  en  cuanto  ba  de  romper  con  los  antigiioi 
moldes:  felismente  tuyo  un  sucesor  que  puede  decirse  enenta  los  triunfos  ib- 
renses  por  negocios,  y  que  por  camino  m&s  prfcotloo  oontiaAa  la  obra  rsfer- 
mista  sin  ezageraolones  de  ninguna  dase. 
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xada  pradencia,  cuando  está  en  la'  mente  de  todos  qne.im  me- 
ditado radicalismo  que  rompa  los  antiguos  moldes  y  con  él  el 
formularismo  es  el  único  salvador  y  que  ha  de  sacamos  de  un 
estado  de  cosas  intolerable  en  lo  que  á  la  justicia  civil  se  refiere. 
El  pretexto  ó  fundamento  serio  que  se  invoca  para  ese  au- 
mento constante  de  formalidades,  es  que  donde  los  derechos  de 
los  ciudadanos  son  reconocidos  y  respetados,  hasta  el  punto  de 
consignarse  ya  en  el  Código  fundamental  ó  en  el  civil,  se  nece- 
sitan de  todo  punto  para  garantir  el  ejercicio  y  la  observancia 
de  los  mismos  derechos,  puesto  que,  de  lo  contrario,  abusando 
el  hombre  de  su  ingenio  y  de  sus  habilidades  ó  mañas,  llega  á 
revestir  la  mentira  con  el  manto  de  la  verdad  y  engaña  á  los 
Jueces:  esto  indicará  que  ha  de  precederse  con  prudencia;  pero 
es  un  hecho  demostrado  que  la  mala  fe,  apoyándose  en  ese  cú- 
mulo de  precauciones  que  la  ley  introduce  para  que  la  justicia 
88  aparte  siempre  de  la  violencia  que  resuelve  sobre  la  vida  y 
la  honra,  sin  sujeción  á  solemnidades  de  ninguna  clase,  envuel- 
ve al  litigante  en  esa  tela  de  Penélope  ó  embrollo,  cuyo  con- 
junto forma  el  proceso,  verdaderamente  le  empapelan,  terrible 
castigo  de  que  sólo  la  poesía  pudo  dar  idea  clara  en  produccio- 
nes de  todos  conocidas.  Únase  á  esto  la  facilidad  con  que  en  vez 
de  dictar  su  faUo  nuestros  Tribunales,  anulan  al  procedimiento 
cuando,  ajustándose  al  rigorismo  legal,  por  supuesto,  encuen- 
tran que  al  ingreso  del  pleito  se  ha  cometido  una  infracción,  no 
ya  por  las  partee  ó  sus  representantes,  y  si  por  un  curial  inte- 
resado en  que  la  cosa  dure  «usque  ad  infínitum». 

El  predominio  de  la  forma  sobre  el  fondo  conduce  también 
á  un  sinnúmero  de  injusticias  inherentes  á  la  imperfección  de 
las  leyes  procesales,  nacida  de  la  complicación  y  falta  de  cla- 
ridad en  los  preceptos  que,  por  tanto,  no  están  al  alcance  de 
la  inteligencia  más  vulgar,  aun  de  Letrados  experimentados 
en  las  lides  forenses.  En  la  precisión,  pues,  de  que  la  justicia 
se  administre  con  sujeción  á  una  norma  preconocida  de  las  par- 
tes, urge  perfeccionar,  ésta  de  forma  que  el  camino  aparezca 
expedito  y  sin  emboscadas  de  ninguna  clase  para  que  no  lie- 
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gue  aquel  caso  frecuente  de  reconocer  que  la  razón  está  de 
parte  del  vencido,  pero  que  no  ha  pedido  ¡nen, 

[Basta  ya  de  paliativos  1  y  entremos  en  otras  vías  más  eá- 
cadas  de  dificultades  por  la  novedad  que  entrañan,  pero  al 
mismo  tiempo  expeditas,  y  que  conducirán  seguramente  al  fin 
apetecido  por  todo  hombre  honrado. 

En  resiimen,  por  lo  que  toca  á  estas  generalidades,  debe 
tenerse  en  cuenta  y  no  se  olvida  al  proponer  todas  y  cada  una 
de  las  sustanciales  reformas  que  encierran  las  bases,  que  loa 
elementos  constitutivos  de  un  buen  sistema  procesal  son  la 
imparcialidad  en  el  juzgador,  la  sencillez  y  celeridad  en  el  des- 
envolvimiento del  juicio,  el  gasto  menor  posible  y  la  segnrí- 
dad  de  las  partes  contendientes;  que  los  mismos  importan  exi- 
gencias diversas  y  hasta  opuestas,  pues  cuanto  más  sencillas 
sean  las  formas,  con  tanta  mayor  rapidez  se  pondrá  término  á 
la  controversia;  pero  en  cambio  hay  que  evitar  que  la  sencilles 
y  celeridad  ocasionen  daño  al  libre  y  pleno  desenvolvimiento 
de  las  respectivas  razones  de  los  litigantes,  y  de  ahí  el  que,  el 
armonizar  tan  variados  elementos,  según  las  exigencias  áú 
caso,  constituya  uno  de  los  más  graves  problemas  legislati- 
vos (1). 

La  Sección  de  reformas  legislativas  del  Ministerio  de  Gra- 
cia y  Justicia  desarrolló  el  pensamiento  del  Ministro  que  la 
creara,  y  su  estudio  será  el  objeto  de  este  trabajo. 

BASE  1.* 

«Las  cuestiones  civiles  cuya  cuantía  no  exceda  de  500  pe- 
setas, inclusos  los  desahucios  relativos  á  fincas  cuya  renta 
anual  no  pase  de  dicha  cantidad,  se  resolverán  sin  recurso  oí- 
gano  por  los  Tribunales  colegiados  municipales  que  organice 
la  ley  del  Poder  judicial. 

«Las  demás  cuestiones  que  propongan  una  declaración  defi- 


(1)     PúaneUi,  Exponeián  de  móHíM  tabre  d  proyecto  de  Código  de  prooedimmh 
mffÜ  italiano. 
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finitiva  de  derecho  serán  resueltae  en  única  instancia  por  las  co- 
rrespondientes Salas  de  las  Audiencias  territoriales,  con  recurso 
de  casación  ante  el  Tribunal  Supremo.  Cuando  estas  cuestio- 
nes no  excedan  en  su  cuantía  de  3.000  pesetas,  las  resolverán 
las  Audiencias  que  tengan  la  jurisdicción  ordinaria  en  lo  cri- 
minal, con  recurso  de  casación  también  ante  el  Tribunal  Su- 
premo. 

»Si  la  cuestión  fuere  de  puro  derecho  ó  versare  sobre  la  in- 
teligencia y  valor  de  una  estipulación,  de  una  cláusula  testa- 
mentaria ó  de  un  acto  privado,  para  los  cuales  no  han  de  te- 
nerse en  cuenta  otros  elementos  de  prueba,  cualquiera  de  las 
partes  podrá  avocar  el  conocimiento  al  Tribunal  Supremo  para 
que  la  resuelva  sin  ulterior  recurso. 

>Cuando  alguno  de  los  litigantes  no  esté  conforme  en  so- 
meter el  asunto  al  Tribunal  Supremo,  el  que  lo  solicite  habrá 
de  constituir  el  depósito  que  la  ley  exige  para  los  recursos  de 
casación,  y  este  depósito  se  entregará  integro  al  contrario  en 
el  caso  de  que  éste  venza  en  el  pleito. 

>Se  mantendrá  un  procedimiento  sumario,  uniforme,  en 
cuanto  sea  posible,  para  las  cuestiones  posesorias,  las  reclama- 
ciones de  créditos  constituidos  en  forma  á  que  la  jurispruden- 
cia civil  y  mercantil  han  dado  generalmente  fuerza  ejecutiva, 
loe  desahucios  cuando  el  alquiler  anual  sea  mayor  de  500  pe- 
setas, las  peticiones  de  alimentos  provisionales,  los  retractos, 
los  asuntos  llamados  de  jurisdicción  voluntaria,  y  en  general 
para  todos  los  litigios  después  de  los  cuales  quepa  discusión 
definitiva  sobre  el  titulo  aducido  en  ellos.  La  Audiencia  que 
tenga  la  jurisdicción  de  lo  criminal  en  la  localidad,  resolverá 
estos  litigios  en  única  instancia  y  sin  más  recurso  que  el  de 
casación  por  quebrantamiento  de  forma. 

> A  los  Jueces  de  instrucción  que,  según  las  reglas  genera- 
les, sean  competentes,  corresponderá  la  de  todos  los  asuntos 
judiciales  hasta  que  estén  en  términos  de  ser  resueltos  por  los 
Tribun&les  superiores,  conforme  se  establece  en  los  párrafos 
quepceeeden. 


ijtc 
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>En  las  Audiencias  designará  su  Presidente  en  cada  aña- 
uno  ó  más  Magistrados,  para  que  unipersonalmente,  y  en  la 
forma  más  rápida  y  con  efectos  provisionales,  se  conceda,  á  re 
querimiento  de  parte,  la  protección  judicial  á  todos  los  dere-  . 
choB  civiles,  cuya  subsistencia  ó  efectividad  esté  perturbada  4 
amenazada,  si  no  puede  esperarse  á  la  incoación  del  litigio  for- 
mal que  corresponda. 

>Fuera  de  la  demarcación  del  Juzgado  de  instrucción  que 
corresponda  á  la  residencia  de  la  Audiencia,  ejercerá  esta  ju- 
risdicción el  Juez  de  instrucción  del  lugar.» 


n 

r>E  LA  ÚNICA  INSTANCIA 

Sería  la  capital  de  la  reforma,  porque  rompiendo  con  todas 
nuestras  tradiciones,  es  más,  separándose  de  la  generalizada 
opinión  manifestada  en  Códigos  y  tratadistas,  se  daba  el  paso 
necesario,  indispensable  si  la  justicia  ha  de  resultar  en  España 
pronta  y  barata,  y  por  consiguiente,  en  condiciones  de  poder  ad- 
ministrarse con  la  debida  igualdad:  se  resuelve  con  ella  uno  de 
los  problemas  más  graves  de  la  organización  judicial  y  de  cuya 
importancia  práctica  en  nuestro  país  puede  juzgarse  teniendo 
en  cuenta  los  datos  que  nos  suministran  laa  últimas  estadís- 
ticas: 
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Kúmero  de  apelaciones  interpuestas  contra  los  fallos 
de  los  Juzgados  manidpales 

Sustanciadas  en  los  Juzgados  de  primera  instancia. . . 

Revocaciones 

Confirmaciones  totales 

Modificaciones  parciales 

Apelaciones  de  los  Juzgados  de  primera  instancia  para 
ante  las  Audiencias  territoriales • 

Sustanciadas 

Sentencias  revocatorias 

ídem  confirmatorias 

ídem  modificatorias  parciales 

Becursos  de  casa-\  rConfirmando  la 

ción  sustanciados /Prosperaron..]     !.&  sentencia. . 
por  infracción  de  >  (Anulando  las  dos.  \ 

ley  ó  doctrina  le*  V  Desechados 

g«l •• / 


1887 

1888 

8.638 

8.769 

7.423 

7.718 

2.269 

2.22a 

4.428 

4.647 

726 

84a 

2.118 

1.897 

1.689 

1.552 

363 

829 

1.181 

1.008 

195 

215 

64 

60 

164 


191 


Y  entiéndase  que  nos  referimos  á  los  datos  que  pudieron 
«IX)rtaxBe  de  la  estadiBtica  publicada  durante  los  años  respecti- 
vos y  que  se  prescinde  de  los  recursos  desiertos  ó  caducados 
que  no  conducen  á  nuestro  propósito:  tampoco  fué  posible  com- 
probar las  sentencias  de  casación  que  dejaran  firmes  las  de 
primera  instancia  para  deducir  este  número  del  de  las  revoca- 
torias. Luego  sacaremos  las  consecuencias  de  estos  hechos. 

Sea  cualquiera  el  origen  primitivo  de  este  recurso  y  dejan- 
do que  los  doctos  discutan  sobre  el.  particular  (I),  parece  pro- 
ducto de  una  civilización  más  adelantada,  porque  la  provocatio 


(1)  Los  partidarios  de  este  recurso  afirman  que  en  todos  los  tiempos  7  en- 
tre iodos  los  pueblos  la  garantía  de  la  apelación  faé  concedida  por  el  legis- 
lador dentro  de  variados  limites  (BálloB,  Apdl.  civ.,  núm.  7);  mientras  los 
opuestos  creen  que  tanto  aquélla  como  el  principio  de  la  doble  jurisdicción 
ftiATon  desconocidos  por  largo  tiempo  7  surgieron  de  la  costumbre  de  los  li* 
tigaates  de  reoiinir  en  quc^a  al  •Be7  contra  las  prevaricaciones  de  los  Jueces» 
6  para  que  como  legislador  supremo  proTe7era  k  la  falta  de  disposioión  apli- 
eaUe  al  caso  controvertido.  (Beranger,  Uemúnaa  <U  VAoadkmiú  <h  8oÍ€Hoe$  mora- 
im  et  poHUquM.J 
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existente  en  Roma  desde  los  tiempos  más  remotos  era  ima  es- 
jiecie  de  revisión  en  primera  y  única  instancia  por  medio  de  la 
que  se  pedía  al  pueblo  reunido  en  comicios  que  suspendiera 
la  ejecución  de  la  sentencia  y  reparara  la  injusticia  que  en  la 
nxisma  se  suponía  cometida  (1);  la  apeWa/io  propiamente  dicha 
no  nació  hasta  el  tiempo  del  Imperio  (lex  Jidia  judicdaria  de 
Augusto),  y  cuando  los  que  ocupaban  éste  se  convierten  en  Jue- 
ces supremos  y  establecen  el  orden  inferior  jerárquico  en  la  Ma- 
gistratura (2),  crece  pdfco  á  poco  con  el  despotismo  de  los  Césa- 
res, que  la  convierten  en  un  medio  político  de  concentrar  en 
sus  manos  el  Poder  judicial,  y  acaba  por  ocupar  el  puesto  de 
casi  todos  los  demás  recursos  precedentemente  concedidos  para 
impugnar  las  sentencias  en  términos  que  la  suplicaHo  ad  Prin- 
cipem  para  obtener  la  retractatio  ó  revisión,  se  concede  sólo 
cuando  aquéllas  eran  inapelables  (3). 

Llega  la  Edad  Media  y  después  el  Benacimiento,  y  el  mis- 
mo carácter  reviste  la  generalización  de  la  alzada,  ó  sea  «la  que- 
rella que  alguna  de  las  partes  face  de  juicio  que  fuese  dado 
contra  ella,  llamando  é  recorriéndose  á  enmienda  de  mayor 
Juez»  (4),  ya  que  tanto  en  el  Derecho  canónico  como  en  las 
Partidas  y  demás  cuerpos  legales,  imitación  del  Derecho  roma- 
no, copian  á  éste  con  igual  propósito  que  el  perseguido  por  loe 
Emperadores:  así  que  la  jurisdicción  de  los  Obispos,  que  en 
los  primeros  tiempos  de  la  Iglesia  carecía  del  freno  de  la  ape- 
lación, dirimiendo  las  contiendas  entre  los  fieles  ex  cequo  et  bom, 
cual  arbitros  ó  amigables  componedores,  sufre  una  completa 
transformación,  juzgan  como  verdaderos  Magistrados  con  arre- 
glo á  derecho  y  surge  la  necesidad,  y  así  habrá  sucedido  con  és- 
tos, por  aquello  de  que  las  mismas  causas  producían  iguales 
efectos  de  introducir  el  remedio  de  la  apelación,  tendencia  que 


(1)  Cicerón,  De  República,  II,  81,  y  varias  iejM  del  Digesto. 

(2)  Leyes  del  tit.  63,  libro  xux  del  Digesto, 
(8)  Hugo,  Historia  del  Derecho  romano,  y  otros. 
(4)  Ley  1  .•,  tit.  ®,  Partida  8.* 
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fevorece  la  Curia  pontificia,  cuya  política  consistía  en  apode- 
rarse de  la  Autoridad  judicial  de  toda  la  cristiandad  á  medio 
de  los  recursos  al  Sumo  Pontífice. 

Si  del  Derecho  canónico  pasamos  al  común,  en  los  primeros 
tiempos  observaremos  que  los  germanos  no  practicaban  la  ape- 
lación, porque  «una  nación  guerrera  únicamente  gobernada  por 
el  punto  de  honra,  no  conocía  esta  forma  de  proceder,  y  siguien- 
do siempre  el  mismo  espíritu,  adoptaba  contra  los  Jueces  el  ca- 
mino á  que  recurría  con  las  partes:  la  apelación...  era  un  des- 
afío con  las  armas  que  debía  terminarse  con  sangre;  y  no  la  in- 
Titación  á  una  querella  con  la  pluma  que  no  se  conoció  sino 
posteriormente»  (1).  San  Luis  dice  que  la  apelación  contiene 
felonía  é  iniquidad  (2),  por  la  injuria  que  se  infería  al  juzga- 
dor, á  pesar  de  lo  que  hubo  de  contribuir  á  generalizarla  con  la 
avocación  á  la  Corona  que  no  se  estimaba  tal,  porque  se  la  con- 
sideraba como  la  fuente  de  donde  partían  todos  los  ríos  y  el 
mar  en  donde  desaguaban;  pero  en  los  siglos  xin  y  xiv  la  lu- 
cha producida  entre  el  poder  Real  y  el  feudalismo,  uno  de  los 
medios  más  eficaces  de  que  se  prevalió  aquél,  fué  la  merma  su- 
cesiva hasta  la  casi  anulación  de  la  jurisdicción,  merced  al  sis- 
tema de  las  apelaciones  y  avocaciones  de  los  negocios  más  im- 
portantes á  los  Jueces  reales;  se  organizan  éstos  en  grandes 
<»rporaciones  que  administran  justicia  á  nombre  del  Soberano, 
que  hasta  empieza  firmando  é  interviniendo  directamente  en 
sus  audiencias:  mas  el  pueblo  habituado  á  leyes  sencillas  y  muy 
<x)nformes  á  sus  costumbres,  á  un  procedimiento  más  ó  menos 
formalista,  pero  oral  y  tan  fácil  que  hacía  innecesaria  la  inter- 
vención de  letrados,  se  quejaba  de  la  introducción  de  esas  leyes 
extranjeras,  y  si  no  díganlo  las  peticiones  de  nuestras  antiguas 


(1)  Montesquien,  libro  zxvin,  oap.  97.  Loi  espejos  de  Sigonia  y  de  Snavi» 
no  admitían  Teonrso  alg^imo  coi-tralas  eentencias,  ai  no  lo  interponía  la  mi- 
noria  de  loe  Jneces  6  escabinoa:  la  docizina  contraria  de  las  oapltnlaoiones 
eajó  inmediatamente  en  desuso. 

(9)     &tah.,  libro  2.*,  oap.  16. 
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Cortee,  y  el  mismo  suceso  manifestado  en  distinta  formase  re- 
petía en  Francia  y  Alemania.' 

Cierto  que  los  feudos  fueron  casi  desconocidos  en  los  pue> 
blos  de  la  Corona  de  Castilla;  pero  hay  que  conceder  que  ade- 
más de  la  abolición  del  duelo  en  las  controversias  jurídicas,  la 
influencia  de  los  Derechos  romano  y  canónico  hizo  su  oficio, 
aparte  de  que  en  la  época  de  la  soberanía  fraccionada  por  el  des- 
arrollo de  las  comunidades  podía  ser  la  apelación  im  medio 
legítimo  de  sustraerse  á  una  condena  injusta  ó  de  conseguir  la 
anulación  de  la  obra  forjada  por  la  ignorancia  y  la  iniqui- 
dad, convirtiéndose  por  ende  en  otro  raudal  nacido  de  la  fuen- 
te de  la  defensa  (1).  Después  de  todo ,  venía  á  satisfacer  la  ne- 
cesidad generalmente  sentida  de  nuevas  disposiciones  legisla- 
tivas ó  doctrinales  que  mejor  respondiesen  á  las  exigencias  de 
aíjuella  sociedad,  que  estaba  para  salir  del  primitivo  estado  de 
barbarie,  y  es  que  entonces  se  imponía  sobre  todo  el  aproximar 
la  justicia  á  los  justiciables  por  la  falta  de  vías  de  comunicii- 
ción,  el  estado  social,  la  ausencia  de  derecho  internacional, 
tanto  más  lamentable  cuanto  que  cada  pueblo  se  consideraba  un 
país  distinto  del  inmediato,  todo  lo  que  hizo  se  eligieran  Jueces 
ignorantes  en  grado  superlativo ,  pues  era  muy  raro  el  que  al- 
guno supiera  leer  y  escribir,  y  de  ahí  el  que  sus  fechorías  exi- 
gieran que  otro  Tribunal,  alejado,  sí,  pero  compuesto  de  va- 
rios individuos  más  aptos,  y  hasta  el  mismo  Monarca  revisara 
un  fallo  que  carecía  de  toda  clase  de  garantías  de  acierto. 

Esta  bondad,  relativamente  á  un  momento  histórico,  pro- 
dujo sus  resultados;  en  Francia  llegan  á  funcionar  cinoo  gra- 
dos de  jurisdicción  (2);  tres  en  la  generalidad  del  continente 
incluso  entre  nosotros;  los  cánones,  con  la  exigencia  de  lastres 
sentencias  conformes  de  toda  conformidad,  tienen  un  número 
ilimitado  de  instancias  que  aún  se  conservan;  he  ahí  el  verda- 


(1)     Scaoeia,  Traetatuit  de  apeUaiumibut,  qiUMtio  16.^ 

Ci)     Justicia  señorial,  prebostazgos  reales/  vegneriaft,  bailioe  y  las  Coiiw 
Soberanas. 
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dero  calvario  que  los  pleitos  iban  recorriendo,  dejando  en  cada 
estación  una  parte  de  los  medios  de  ataque  y  de  defensa  (1). 

Pero  vino  necesariamente  la  reacción:  las  Ordenanzas  de  Qr- 
leaos  y  de  Blois,  el  establecimiento  de  los  Jueces  presidiales  (2) 
y  el  edicto  de  1749  señalan  otros  tantos  pasos  dados  por  la  Mo- 
narquía francesa  con  objeto  de  moderar  los  abusos  procedentes 
de  las  apelaciones  ó  de  abolirías  por  completo  en  lo  criminal» 
al  menos  como  ocurriá  en  las  causas  por  delitos  cometidos  en 
los  establecimientos  penales;  estatutos  de  las  pequeñas  Repú- 
blicas italianas  revelan  la  propia  tendencia  borrándolas  del 
sistema  procesal  (3);  las  Universidades  alemanas  en  el  siglo 
xvm  completan  la  obra  atacando  los  Derechos  canónico  y  ro- 
mano que  las  introdujeran;  y  por  último,  conviene  determinar 
una  fecha  memorable  en  la  materia,  porque  sirvió  de  norma  á 
toda  Europa  la  doctrina  en  ella  aceptada,  la  ley  de  la  Asam- 
blea francesa  de  1.®  de  Mayo  de  1790  que  reduce  á  dos  las  íds- 
tancias  y  á  una  sola  para  los  asuntos  de  pequeña  cuantía,  que 
dicho  se  está  son  los  más  numerosos.  Cierto  que  Inglaterra  en 
su  reforma  judicial  (4)  conserva  aún  en  parte  las  apelaciones 
tradicionales,  pero  las  regulariza  en  términos  que  viene  á  des» 
aparecer  el  tcritof  error,  manantial  inagotable  de  las  mismas. 
Conste,  pues,  que  se  reproduce  constantemente  el  fenómeno  de 
simplificar  los  procedimientos  á  medio  de  supresión  de  instan- 
cias, y  el  que  Huügria  conserve  tres,  hasta  en  lo  criminal,  cons- 
tituye un  ejemplo  único  debido  á  lo  apegado  que  se  muestran 
sus  hombres  de  Estado  á  las  tradiciones  jurídicas  del  país. 


(1)     Álbiston,  DúeM$ióm  dd  Código  de  proeedimietao  eiml  framoé». 

(S)  Estas  Ordenanzas  datan  ya  del  siglo  xt;  pero  como  el  mal  era  más 
sensible  en  lo  penal,  en  este  procedimiento  se  observa  ana  reacción  legislar 
tiya  ntiny  acentuada. 

(JQ  El  de  Florencia  contenía  reglas  notables  por  sn  precisión,  y  en  lo  ori> 
minál  no  admitia  ni  apelación  ni  reoorso  de  nulidad;  también  los  de  G-ónoya, 
Yenecia  y  MilAn  tienen  la  misma  tendencia. 

(i)  Ley  de  6  de  Agosto  de  1878,  que  puede  verse  en  el  ÁanMiairt  de  Uffielatiom 
étrangere  de  París  de  1874. 
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rio,  ¿hubo  institución  más  en  boga  que  la  del  tonnento?  y 
obstante  está  desechada  en  todos  los  Códigos. 

En  efecto;  los  ciudadanos  se  convencerán,  en  su  caso,  de  la 
justicia  del  segundo  fallo ,  cuando  éste  sea  confirmatorio  del 
primero,  y  entonces  aparece  también  manifiesta  su  inutilidad; 
si  hay  contradicción  da  lugar  á  una  duda  terrible,  angustiosa,  y 
lo  que  se  busca  á  toda  costa  es  otra  tercera  instancia  (1),  ya  por- 
que realmente  se  conceda  ó  se  convierta  en  tal  el  recoiao  de 
casación,  y  se  irla  usque  ad  infinitum  si  había  de  aquietarse  el 
últimamente  vencido;  esto  dice  la  experiencia  diaria. 

El  tercer  argumento  resulta  contraproducente:  admitido  este 
recurso,  el  juicio  en  el  primer  grado  pierde  toda  su  importancia, 
se  convierte  en  un  mero  pasaporte  para  llegar  al  verdadero  Juos, 
el  Magistrado  de  la  alzada;  sólo  ante  éste  se  discute  con  seriedad 
el  negocio,  y  al  contrario  de  lo  que  se  pretende,  convencido  el 
inferior  del  poco  valor  de  su  sentencia,  no  pone  empeño  en  per- 
feccionarla, dejando  que  arriba  se  tomen  la  tarea  de  suplir  sos 
defectos  con  un  estudio  más  detenido  de  los  autos. 

Y  vamos  á  los  demás  que  pueden  refundirse  en  uno:  la  ne- 
cesidad de  un  nuevo  examen  encomendado  á  otro  Tribunal  que 
por  el  número  de  sus  individuos,  el  sentido  y  la  experiencia  de 
los  mismos  presentan  garantías  mayores  de  acierto:  i^Mute  de 
que  sumados  los  votos  de  uno  y  otro  faUo  por  una  operación 
harto  practicada  ya,  resulta  muchas  veces  que  prevalece  el  me- 
nor y  no  emitido  por  los  más  autorizados;  el  medio  de  obtener 
esas  ventajas  no  es  la  segunda  instancia,  pues  mejor  responde- 
rá la  única  á  la  celeridad,  economía  y  recta  administración 
de  justicia,  en  una  palabra,  es  más  lógico  y  conveniente  reunir 
en  un  solo  Tribunal  los  Magistrados  que  deben  juzgar  en  los 
distintos  grados  de  jurisdicción,  sustituyendo  de  esa  manera  un 
sólo  y  amplio  juicio  á  los  dos  ó  más  que  con  el  sistema  de  la 


(1)     Un  proyecto  de  ley  de  Bm'tdoiamiento  anónimo  entregado  ál  Sr.  Cana- 
lejae  eostenia  aún  ésta  preoiaamente  para  ece  oaeo  entre  otros. 
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apelación  se  promueven  Beparada  y  sucesivamente  ante  dife- 
rentes Magistrados  (1). 

Y  prescindimos  de  otras  razones  que  cuadran  mejor  y  más 
especialmente  al  juicio  penal:  pues  repetimos  otra  vez,  la  ora- 
lidad  y  única  instancia  en  éste  carece  en  España  de  impugna- 
dores; pero  recuérdense  los  resultados  estadísticos  y  habrá  que 
convenir  en  que  dado  el  escaso  número  de  sentencias  de  las 
Audiencias  en  que  so  revoca  ó  modifica  la  del  inferior,  dedu- 
ciendo de  las  mismas  las  casadas  en  el  sentido  de  que  preva- 
leciera la  de  primera  instancia,  no  hay  que  temer  inquietudes 
ni  perturbaciones  graves  en  los  intereses  privados  que  la  ley 
debe  siempre  evitar,  mucho  más  cuando  encomendado  siempre 
el  fallo  á  un  Tribunal  colegiado  aumentan  considerablemente 
las  garantías  de  acierto,  sobre  todo  en  los  inferiores,  donde  el 
número  de  revocaciones  llega  ál  25  por  100,  cifra  no  exagerada 
si  se  tiene  en  cuenta  su  defectuosísima  cuanto  insostenible  ac- 
tual organización.  Aparte  de  todo  esto  no  desaparecen,  antes 
se  generalizan  más  los  recursos  de  revisión  y  casación  que  su- 
plen con  ventaja  á  los  de  las  apelaciones. 

Si  el  principio  capital  que  informa  esta  base  mereciese  al- 
gún día  la  aprobación  de  las  Cortes,  se  suprimirá  el  recurso  de 
apelación  en  toda  clase  de  juicios  é  incidentes  y  del  que  hacen 
jodérito  más  de  170  artículos  de  la  vigente  ley  (2). 

■    (iS>  cmUintMrá.) 

ViCTOK  COVIÁN. 


(1)     Lunati,  Dell'apeUo  é  deWunica  giurUdixtoiu:. 

(8)  Desaparooerán'  en  su  ca<i  t-otalidad  ó  safrirán  profunda  modiftoación 
lofl  artfoolos  26,  81  párrafo  2.o,  87,  91.  96,  170,  17B,  176,  179,  181,  20Si  al  210,  226 
al  227,  297,  862  al  400,  409,  410,  4o6,  495,  496,  688,  560,  679,  702  al  714,  732  al  787, 
^766»  771,  818,  822,  823,  810  al  902,  911,  942,  943,  9U,  949,  981,  995,  1116,  1160,  1277, 
1812,  1985,  1411,  1440,  1476,  1477  y  78,  1525,  1583  al  1686,  1503,  1607,  1615,  1627, 
1646,  1667,  1659, 1670,  1674,  1684,  1819,  2212  al  2216  y  al^ím  otro. 

• 
TOMO  76  32 


LA  IMPUTABILIDAD  CRIMINAL 

Y  LAS  CAUSAS  QUE  LA  EXCLUYEN  Ó  LA  MODIHCAB* 


III 


Desde  pnntos  de  vista  mxxj  distintos  y  con  arreglo  á  crite- 
rios moy  diferentes  pnede  clasificarse  la  impatabílidad  (1). 

Segán  la  nataraleza  de  la  acción  y  sa  conformidad  4  d»- 
conformidad  con  la  ley,  la  impatabílidad  será  buena  órnala, 
esto  es,  de  acciones  buenas  ó  de  acciones  malas,  sopaesto  que 
no  hay  motiyo  para  circunscribirla  á  las  segundas,  comeantes 
hemos  visto. 

Según  el  orden  de  actividad  de  que  se  trate,  la  imputabili- 
dad  será  de  tantas  especies  cuantas  sean  las  categorías  de  aqué- 
lla. De  ordinario,  los  autores  sólo  hablan  de  ímpntabilidad  mo- 
ral y  de  imputabilidad  jurídica,  como  s¡  únicamente  en  estos 
dos  respectos  fueran  las  acciones  imputables;  pero  no  hay  ra- 
zón alguna  que  lo  justifique,  porque  imputar  no  significa  vm 
que  achacar  ó  atribuir  un  efecto  á  su  cansa  psíquica,  y  en  «te 
sentido  son  susceptibles  de  imputación  las  acciones  de  todo 
género.  Debe  haber,  por  tanto,  una  imputabilidad  religiosa,  j 
una  imputabilidad  económica,  y  una  imputabilidad  artíiti* 


(*)     Yóase  la  página  899  de  este  tomo. 

<1)     Caaonioo.  Dtl  rtatto  e  dtUa  pena,  p&g;.  66  y  üignientas. 
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ca,  etc.^  según  que  se  miren  Iob  actos  hamanos  por  su  aspecto 
religioso,  económico  6  artístico,  etc.;  y  en  cada  uno  de  estos  ór- 
denes de  actividad,  deberán  establecerse  tantas  divisiones 
cuántos  sean  los  ramos  que  en  ellos  se  distingan;  así,  en  el 
orden  jurídico,  cabrá  hablar  de  imputabilidad  política,  admi- 
nistrativa, civil  ó  criminal,  según  que  el  hecho  ataña  al  dere- 
cho político,  administrativo,  civil  ó  criminal. 

Circunscribiéndonos  á  este  último,  que  es  el  que  por  el  mo- 
mento nos  interesa,  tenemos  que,  por  el  modo  de  ser  violada 
la  ley,  la  imputabilidad  se  divide  en  dolosa  y  culpable;  la  pri- 
mera es  la  de  aquellas  acciones  que  se  ejecutan  con  dolo,  es  de- 
cir, con  conciencia  del  mal  que  se  realiza;  la  segunda  es  la  de 
las  acciones  en  qoe  la  infracción  legal  no  nace  de  la  voluntad 
reflexiva  del  agente,  sino  del  descuido  ó  negligencia,  que,  en  el 
tecnicismo  del  derecho,  se  llama  culpa.  «El  criterio,  por  tanto, 
dice  Paoli,  que  en  materia  de  derecho  penal  distingue  el  dolo 
de  la  etítpa,  es  el  siguiente:  el  dolo  es  una  voluntad  perversa 
de  obrar  contra  la  ley,  con  conocimiento  de  violarla:  la  culpa 
es  una  voluntad  perezosa,  que  descuida  poner  en  obra  las  fuer- 
zas dB  la  inteligencia  para  prever  las  consecuencias  posibles 
de  la  acción.  El  agente  doloso  quiere  el  mal  prohibido  por  la 
ley;  el  agente  culpable  no  lo  quiere,  pero  incurre  en  él  por  ne- 
gligencim»  (1). 

A  primera  vista,  puede  parecer  contradictorio  que  se  hable 
de  imputabilidad  culpable,  puesto  que  se  ha  reconocido,  como 
uno  de  los  requisitos  de  las  acciones  susceptibles  de  imputa- 
ción, el  conocimiento  de  la  ley  y  la  voluntad  de  violarla,  mien- 
tras que  la  esencia  de  la  culpa  radica,  por  el  contrario,  en  que 
la  ley  resulte  violada  involuntariamente;  mas  si  se  reflexiona  un 
poco,  se  nota  que  no  existe  contradicción  alguna,  porque  lo  que 
en  la  culpa  se  imputa  no  es  la  violación  directa,  sino  el  descui- 
do ó  negligencia  en  calcular  y  prever,  con  la  «atención  que  es 


(1)     Pftoli,  obra  citada,  pág.  20. 
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acostambrada  y  debida  en  la  vida  ordinaria»  (1),  lascooBecoen» 
cías  posibles  del  hecho  con  qoe  ha  resoltado  infringido  indiiec- 
lamente  el  precepto  leg^.  Si  ese  descuido  6  esa  negligendano 
han  existido,  si  el  antor  ha  obrado  con  toda  la  atención  acos* 
tnmbrada  y  debida  para  evitar  el  daño,  y,  sin  embargo,  el  dimo 
86  produce,  nos  encontramos  entonces  con  lo  que  en  el  lengna- 
je  jurídico  se  llama  caso  fortuito^  que  no  se  imputa  ni  se  pena, 
porque,  como  dice  Paoli,  «es  más  de  lamentar  que  de  Titupenr 
el  que,  no  obstante  la  bondad  de  la  intención  y  la  prudencia 
de  los  actos,  se  encuentra,  por  un  fatal  concurso  de  circunstan- 
cias, en  la  desgraciada  situación  de  haber  violado  la  ley  pe- 
nal» (2). 

Hay  todavía  otra  categoría  de  acciones,  que  se  consideraa 
punibles  por  las  legislaciones  positivas  y  que  dan  ocasióa  i 
otra  clase  de  imputabilidad:  me  refiero  á  las  llamadas  faltas  ó 
contravenciones  de  policía,  que  tienen  de  común  con  los  hechos 
culpables,  de  que  acabo  de  hablar,  la  ausencia  de  una  voluntad 
malvada  y  de  un  propósito  hostil  al  derecho,  que  se  diferenciaa 
de  ellos  en  que  no  producen  daño  alguno  y  en  sí  mismas  900 
indiferentes  ó  inocentes. 

Los  tratadistas  declaran  que  sólo  los  hechos  dolosos,  las  in- 
fracciones de  la  ley  cometidas  con  malvada  intención,  soq  ca- 
paces de  imputabilidad  criminal.  Así  Baccellati  sienta  el  prin- 
cipio de  que  «en  un  código  penal  no  se  puede  dar  otra  impota- 
bilidad que  la  dolosa»  (3);  y  Paoli  afirma  que  la  esencia  de  ios 
delitos  está  en  el  dolOy  y  por  tanto,  que  «las  violaciones  de  la 
ley  penal  no  son  por  lo  regular  criminalmente  imputables  j 
punibles,  si  no  son  dolosas»  (4).  Mas  como  luego  se  encuentnn 
en  los  códigos  calificados  de  deliios,  y  penados  como  tales,  h^ 
chos  que  no  salen  de  la  categoría  de  la  culpa,  se  ven  en  lapie- 


(1)  Bemer,  obra  citada,  pág.  138. 

(2)  Paoli,  obra  citada,  pág.  23,  nota. 
(8)  Bncodllati,  obra  citada,  pág.  157. 
(4)  Paoli,  obra  citada,  pág.  21. 
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cisión  de  fandar  estas  excepciones  en  motivos  de  ínteres  pú- 
blico y  de  orden  social,  creando  el  tipo  de  los  delitos  culpables. 
A  mi  entender,  si  es  cierto  que,  verdadero  delito  y  verdade- 
ra impotabilidad  criminal,  no  pueden  admitirse  donde  falte  el 
dolo,  cuando  se  conceptúa  que  uno  de  los  requisitos  necesarios 
para  que  existan  es  el  conocimiento  de  la  ley  y  la  conciencia 
de  que  se  infringe,  no  lo  es  que  no  deban  castigarse  los  he- 
chos nacidos  de  la  culpa,  ni  puedan  ser  objeto  de  ningún  gé- 
nero de  imputación,  por  cuanto  que,  suponiendo,  si  no  una  vo- 
luntad pervertida,  á  lo  menos  una  voluntad  descuidada  ó  neglí- 
gpente,  es  justo  atribuir  á  su  autor  las  consecuencias  de  su  falta 
de  dilig^encia  y  cuidado.  Mas  como  la  profundidad  de  las  raíces 
antijurídicas  en  el  reo  que  señalan  las  acciones  dolosas,  es  muy 
distinta  de  la  que  revelan  las  culpables,  y  el  peligro  de  una 
repetición  futura  muy  diferente,  deben  distinguirse  unos  de- 
lincuentes de  otros,  los  que  infringen  el  derecho  con  intención 
de  los  que  lo  violan  por  descuido,  para  someterlos  á  tratamien- 
tos desemejantes. 

Clasifícase,  por  último,  la  imputabilidad  en  objetiva  y  sub- 
jetiva, según  que  se  aplica  al  acto  ó  al  sujeto  que  lo  produce. 
Imputabilidad  objetiva  es:  «la  propiedad  que  tienen  ciertos 
hechos  por  su  propia  esencia  y  naturaleza  de  ser  producidos 
por  una  causa  libre,  á  la  cual  se  le  atribuyen  como  efectos  de 
su  determinación»  (1);  é  imputabilidad  subjetiva  es:  «la  pro- 
piedad de  ciertos  seres,  por  su  propia  naturaleza,  de  producir 
ciertos  hechos  que  les  pueden  ser  atribuidos  como  efectos  de  su 
libre  voluntad»  (2).  Como  se  ve,  esta  clasificación  se  funda  en 
considerar  abstractamente  separados  el  hecho  y  su  autor,  sien- 
do así  que,  en  realidad,  se  dan  unidos,  como  términos  de  una 
misma  relación;  los  hechos  son  imputables  cuando  los  producen 
agentes  de  cierta  índole,  y  los  agentes  son  imputables  cuan- 
do realizan  hechos  de  determinada  naturaleza;  pero  como  es 

■ 

(1)  Silvela,  obra  citadaí  127. 

(2)  Silvela,  obra  citada,  pág.  127. 
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posible  atender  preferentemente  á  nno  de  los  términos,  pres- 
cindiendo por  el  momento  del  otro,  de  aqní  la  división  indica- 
da, qne  permite  se  estudien  los  delitos  sin  pensar  en  los  aato» 
res,  y  qne  consiente  se  hable  de  los  autores  sin  pensar  en  los 
delitos.  Conviene,  sin  embargo,  no  abusar  de  esta  abstraccLSa, 
porque  de  ella  nacen  todas  6  casi  todas  las  diñcultades  con 
qne  tropieza  la  ciencia  en  nuestros  días,  por  la  tendencia  &  dai 
al  hecho  en  sí,  independientemente  de  la  persona  que  lo  reali- 
za, ttn  valor  y  una  importancia  que  no  tiene,  pues,  como  dice 
Krapelin,  el  elemento  objetivo  no  sirve  sino  para  revelar  el 
grado  de  peligro  que  el  delincuente  inspira  (1),  ni  puede  ser 
tenido  como  otra  cosa  que  como  un  signo  del  elemento  sab- 
jetivo. 

IV 

Estudiado  en  las  anteriores  páginas  el  primero  de  los  pan- 
tos capitales  que,  á  mi  entender,  entraña  el  tema  propuesto 
por  la  Academia  granadina  de  Jurisprudencia,  hora  es  de  qne 
me  fije  en  el  segando,  que,  como  he  dicho,  se  refiere  al  modo 
de  determinarse  en  la  ley  las  causas  que  influyen  en  la  impo- 
tabilidad  y  modifican  la  responsabilidad  penal,  y  á  las  atriba- 
cienes  que  se  deben  otorgar  &  los  tribunales  para  apreciarlas. 

Conocidos  los  requisitos  de  la  imputabilidad,  nada  más  fácil 
que  definir  el  concepto  de  las  causas  que  la  excluyen  ó  la  ate- 
núan, pues  basta  con  afirmar  que  se  tendrán  por  tales  todas 
aquellas  que  hagan  desaparecer  ó  amengüen  esos  mismos  re- 
quisitos. Para  que  una  acción  sea  imputable  á  una  persona,  es 
menester,  según  hemos  visto,  que  ésta  sea  su  causa  psíquica, 
que  la  haya  pensado  y  querido,  que  se  haya  determinado  á 
realizarla  con  arreglo  á  «los  postulados  de  su  propia  natura- 
leza» y  á  «los  motivos  y  disposiciones  constantes  de  su  perso- 
nalidad;)»  en  una  palabra,  que  haya  obrado  con  la  lióer&u 

(1)     Krftpelin,  obra  citada,  pág.  19. 
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Judieii  y  la  libertas  consiliiAid  loB  aatigaos;  y  para  que  sea  im- 
putable criminalmente^  es  menester  qae  con^iítaya  ana  infrac- 
ción del  derecho  y  qne  como  tal  haya  sido  querida  y  realizada, 
con  conocimiento  de  la  ley  y  dañada  intención  de  violarla; 
poea  bien,  todas  las  causas  que  hagan  desaparecer  estos  ele- 
mentos, todos  los  estados  en  que  el  hombre  no  obre  como  causa 
psíquica,  no  píense  y  no  quiera  lo  que  realiza,  no  se  determine 
á  realizarlo  según  «los  postulados  de  su  propia  naturaleza»  y 
«los  motivos  y  disposiciones  constantes  de  su  personalidad», 
no  goce,  en  suma,  de  la  libertas  judicii  y  de  la  libertas  consiliiy 
serán  causas  y  estados  de  inimputabilidad;  y  si  de  derecho  cri- 
minal se  trata,  habrá  de  olasiñcarse  entre  ellos  el  no  consti- 
tuir el  hecho  una  infracción  jurídica,  y  el  no  haber  tenido  la 
intención  de  comerterla,  bien  que  en  este  último  caso  puede 
imputarse  la  culpa,  como  queda  asentado. 

Pero  tan  fácil  como  es  definir  el  concepto  de  las  causas  que 
hacen  no  imputables  las  acciones,  tan  difícil  es  enumerarlas, 
por  la  complejidad  de  los  factores  que  hay  que  tener  en  cuen- 
ta, 7  por  la  distinta  manera  de  apreciarse  sus  efectos  en  las 
escuelas  y  en  las  legislaciones.  Y,  á  mi  juicio,  esa  enumera- 
ción, no  sólo  es  difícil,  sino  que  es  imposible,  porque,  para  ha- 
cerla, habría  necesidad  de  examinar  uno  por  uno  los  estados  en 
que  el  hombre  puede  hallarse,  á  fin  de  ver  si  se  daban  ó  no  se 
daban  en  ellos  los  requisitos  de  la  imputabilidad,  y  como  esta 
empresa  sería  quimérica,  porque  esos  estados  son  infinitos  y 
completamente  individuales,  quimérica  é  imposible  es  también 
la  pretensión  que  sobre  ella  se  funda,  de  enumerar  todas  y 
cada  una  de  las  causas  que  excluyen  ó  atenúan  la  imputación. 
Los  autores,  sin  embargo,  suelen  pensar  de  distinto  modo, 
é  intentan  consignar  en  sus  libros  las  que  estiman  y  tienen  por 
tales,  revelando  bien  á  las  claras,  en  ia  diversidad  de  los  cri- 
terios en  que  se  inspiran  y  en  la  disconformidad  de  sus  opinio- 
nes, lo  absurdo  de  la  tarea  que  acometen.  Buccellatí,  por  ejem- 
plo, divide  las  causas  que  anulan  ó  aminoran  la  imputabilidad 
en  dos  grandes  grupos:  uno  de  las  que  llama  subjetivas  6  per- 
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smaleSf  porque  afectan  á  las  fácnltades  racionales  del  agente 
7  otro  de  las  qae  denomina  adjetivas  ó  reales,  porque,  dejaad 
intactas  las  potencias  del  sojeto,  se  sobreponen  á  la  accién  ; 
jnstiñcan  el  hecho,  en  la  apariencia  criminoso.  Las  prima-a 
las  sabdivide  en  tres  especies,  según  qne  afectan  á  la  inteS 
gencia,  al  sentimiento  ó  á  la  Yolnntad;  las  qae  afectan  iiaio 
telígencia,  pueden  ser  físicas,  por  provenir  de  defecto  ó  alten 
ción  en  el  organismo  corpóreo,  6  morales,  por  nacer  de  defeci 
6  alteración  en  las  ideas  qne  desvían  la  mente  del  recto  ordei 
lógico;  entre  las  cansas  físicas,  enumera  la  edad,  el  sexo,  I) 
ceguera  y  la  sordomudez,  el  sueño  y  el  sonambulismo,  jli 
locura;  y  entre  las  morales,  la  ignorancia  de  hecho  y  el  erroi; 
las  que  afectan  al  sentimiento^  son:  la  constitución  física,  1« 
alucinaciones,  las  pasiones  y  la  embriaguez;  las  que  afectas  i 
la  voluntad,  son:  las  violencias,  y  principalmente  la  Interna^ 
llamada  miedo.  Entre  las  causas  objetivas  se  cuentan,  8eg;6i 
Bnccellati,  el  mandato  legítimo  ú  obediencia  debida,  la  defen- 
sa y  el  justo  dolor  (1). 

Paoli,  por  el  contrario,  de  la  misma  nación  y  de  la  miss» 
escuela  que  Boccellati,  divide  las  causas  que  excluyen  ó  ate^ 
núan  la  imputabilidad,  según  que  influyen  sobre  la  inteligen- 
cia ó  atacan  la  libertad.  Las  del  primer  grupo,  las  8abdÍTÍd« 
en  físicas  ó  fisiológicas,  y  morales  ó  ideológicas;  considerada 
la  primera  especie,  la  edad,  la  enajenación  mental,  el  sueño  j 
el  sonambulismo,  y  la  sordomudez,  omitiendo  el  sexo  y  la  ce- 
guera, que  también  incluye  Bnccellati;  considera  de  la  segon- 
da,  la  ignorancia  y  el  error.  En  el  segundo  cuerpo,  eonmen 
la  coacción,  que  puede  presentarse  bajo  las  tres  figuras  de  de- 
fensa legítima,  miedo  insuperable  y  fuerza  mayor,  el  ímpeta 
de  las  pasiones  y  la  embriaguez  (2). 


(1)     Bnccellati,  obra  citada,  páginas  164  y  signientes. 

(9)  Paoli,  obra  citada,  páginas  80  y  signientes.  Esta  es  la  clasifioaoÜD  y 
enomeración  de  Carrara  en  su  Programma  del  cono  di  diritío  erminaíf,  i  qoi» 
Paoli  no  baee  más  qne  extractar. 
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Del  cotejo  3e  estos  dos  caadros  resulta  qne  Paoli,  además^ 
del  sexo  y  la  ceguera,  omite,  de  la  enameración  de  Boceellati, 
la  constitución  física,  las  alocinaciones  y  la  obediencia  debida, 
y  que  incluye,  en  cambio,  la  fuerana  mayor,  que  éste  pasa  en 
silencio.  No  me  propongo  decidir  cuál  de  estos  dos  escritores 
tiene,  ¿  mi  ver,  razón  ó  si  les  falta  á  ambos:  les  he  citado  sólo^ 
para  demostrar  cómo,  en  medio  de  cierto  fondo  común,  discre- 
pan hasta  pensadores  que  profesan  las  mismas  ideas,  lo  cual 
comprueba,  en  cierto  modo,  la  afirmación,  que  antes  he  hecho, 
de  ser  imposible  una  enumeración  a  priori  de  las  causas  que 
pueden  excluir  ó  amenguar  la  imputabilidad. 

Pero  hay  más  que  esto,  y  es  que,  aun  cuando  todos  los  tra- 
tadistas de  una  época  se  pusieran  de  acuerdo  acerca  de  las 
causas  que  es  menester  considerar  como  modificativas  de  la 
imputabilidad,  todavía  la  enumeración  no  habría  de  tenerse* 
por  definitiva  y  completa,  porque  las  ciencias,  en  sus  investiga- 
ciones y  progresos,  no  tardarían  en  añadir  nuevos  datos  y  fac- 
tores, antes  desconocidos.  Lo  atestigua,  lo  que  hoy  mismo  pasi^ 
entre  criminalistas  y  antropólogos;  á  las  causas  físicas  ó  fisio- 
lógicas de  inimputabilidad  por  los  primeros  admitidas,  saman 
los  segundos  otras  nuevas,  que  les  revelan  casi  á  diario  sus 
estudios;  compárese  la  obra  del  frenópata  Erafft  Ebenig,  por 
ejemplo,  con  las  listas  de  los  jurisconsultos  antes  menciona^ 
dos,  y  se  verá  que  en  aquélla  se  encuentran,  además  de  la» 
causas  de  exención  ó  atenuación  que  éstos  enumeran,  el  idio- 
tismo, la  imbecilidad,  la  locura  moral,  el  narcotismo,  la  epi- 
lepsia, el  histerismo  y  el  delirio  en  las  enfermedades  febriles.. 
T  si  se  quiere  una  demostración  más  reciente,  nos  la  dará  el 
hipnotismo,  no  tenido  en  cuenta  por  ninguno  de  los  escritores 
flupradichos,  y  hoy  día,  gracias  á  los  trabajos  de  Charcot, 
Bínet,  Richet,  Morselli,  Bernheim,  Beaunis,  Tamburini  y  tan- 
tos otros,  atendido  y  estudiado  como  una  de  las  causas  qn& 
pueden  influir  en  la  imputabilidad  (1).  En  el  año  de  1874,  el 

(1)     Liegeois,  Dt  la  •uggettion  hynotique  dan$  te»  mpport»  avee  h  Droit  oivile  «r 
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Sr.  D.  Lais  Sil  vela  decía,  refiriéndose  al  saeño  magnético;  cU 
imposición  de  la  voluntad  ajena  parece  una  patraña  indigna 
del  siglo  presente»  (1);  ahora  esa  imposición  es  nn  hecho  qae 
preocupa  álos  filósofos  y  que  pronto  preocupará  á  los  legisis. 
dores  y  los  jueces.  ¿Puede  darse  prueba  más  palpable  y  codcIq- 
yente  de  lo  infructuoso  de  determinar  a  priori  y  de  ona  vez  lu 
causas  que  excluyen  ó  atenúan  la  ímpatabilidad? 

No  quiero  decir  con  esto  que  haya  de  abandonarse  todo 
estudio  y  toda  investigación  en  este  sentido;  cuanto  la  ciencia 
haga  y  descubra,  hecho  y  descubierto  estará;  sostengo  aclá- 
mente que  no  debe  aspirarse  á  agotar  la  materia,  á  enumerar 
una  por  una  las  causas  que  hacen  no  imputables  las  aocionea, 
Á  no  admitir  sino  las  inventariadas  y  conocidas  de  antemano. 
A  mí  juicio,  no  puede  pretenderse  otra  cosa  que  trazar  las  li- 
neas generales,  establecer  las  causas  que  ordinariamente  pne- 
den  influir  en  la  imputabilidad,  dejando  siempre  abierta  la 
puerta  á  futuras  investigaciones,  y  reservando  á  la  práctica 
presentar  nuevos  casos,  y  decidir  en  cada  uno  de  ellos  si  coa- 
-cubren  ó  no  los  requisitos  necesarios  para  eximir  de  responn* 
bilidad  criminal.  En  resumen,  que  en  vez  de  empeñarse  en  la 
tarea  negativa  de  marcar  con  precisión  y  exactitud  cuáles  y 
-cuántos  son  los  estados  en  que  no  existen  en  el  hombre  loa  re- 
quisitos que  le  hacen  agente  imputable,  vale  más  acometer  la 
empresa  afirmativa  de  determinar  y  precisar  éstos,  limitándo- 
se á  añadir  que,  cuando  falten,  desaparece  la  Ímpatabilidad,  y 
señalando  por  Tía  de  ejemplo  los  casos  más  ordinarios  y  otí- 
dentes. 

Me  llevaría  muy  lejos,  y  no  creo  que  el  tema  lo  exija,  estu- 
diar una  por  una  las  causas  de  inimputabilidad  generalmente 


ie  Droit  criminóle;  París,  1884.  Campili,  íl  grande  ipnotistno  e  la  av^ettiont  tpMfini 
nei  rapportí  col  diritto  pénale  e  ctvile;  Tarín,  1888.  Gilíes  de  la  Tonrette,  Vhyp»- 
l¿tm«  et  len  étau  analogue»  au  potnt  de  vite  médico-legal;  París,  1889.  Von  Lilie*- 
thal,  Der  hjfpnoUsmwi  und  das  Strafretht;  Berlín  und  Leipii^,  1887,  etc.,  etc. 
(1)     Obra  citada,  pág.  20e. 
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Admitidas  por  la  ciencia  y  sancionadas  por  los  códigos,  con 
lafl  infinitas  caestiones  qae  entrañan.  Me  limitaré,  por  tanto, 
á  una  ligera  revista  de  las  principales,  para  comprobar  si  en 
realidad  aniquilan  ó  atenúan  los  requisitos  impotables. 

La  edad,  desde  Ine^o  puede  considerarse  como  una  de  ellas, 
porque  desarrollándose  lenta  y  gradualmente  el  organismo 
y  laa  facultades  psíquicas  del  hombre,  mientras  no  hayan  He- 
gado  al  período  de  su  madurez,  no  puede  juzgarse  del  valor  so* 
cial  6  jurídico  de  éste,  ni  tenerse  por  hijos  de  las  disposiciones 
constantes  de  su  personalidad  los  actos  que  realice.  Acaso  un 
discernimiento  más  acabado,  una  conciencia  más  clara  del 
bien  j  de  la  ley,  un  desarrollo  más  completo,  hagan  desapa- 
recer las  inclinaciones  criminales  que  se  manifestaron  en  la  in- 
fancia, sin  necesidad  de  que  pena  6  tratamiento  alguno  dis- 
tinto de  la  educación  general  cooperen  á  esta  obra  de  regene* 
ración.  Segán  el  grado  de  desarrollo,  según  la  mayor  ó  menor 
proximidad  á  la  madurez  en  que  el  menor  se  halle,  así  habrá 
más  ó  menos  probabilidades  de  que  el  curso  mismo  de  la  natu- 
raleza y  las  leyes  de  la  psicología  le  arranquen  de  la  senda 
del  delito,  y  de  aquí  los  distintos  momentos  y  períodos  que  sue- 
len distinguirse  en  el  curso  de  la  edad  para  establecer  matices 
y  categorías  en  la  imputación,  momentos  y  períodos  que  esas* 
ten  y  que  son  exactos,  pero  que  es  absurdo  predeterminar  en 
la  ley  por  el  número  de  años,  como  si  la  evolución  fisiológica 
y  psíquica  de  un  individuo  fuese  cosa  que  se  pudiese  dividir 
mecánicamente.  Dudan  los  tratadistas  si  la  senectud  debe  con» 
siderarse  como  causa  que  influye  en  la  imputabilídad.  Es  in- 
dudable que  la  edad  avanzada,  como  la  infancia,  lleva  consigo 
una  debilitación  de  las  facultades  intelectuales  y  de  todas  las 
condiciones  de  la  existencia  del  hombre,  y,  por  tanto,  que  ha- 
brá de  tenerse  en  cuenta  al  determinar  la  imputación.  Entien- 
do, sin  embargo,  que  ni  la  infancia  ni  la  extremada  vejez  de- 
ben mirarse  por  si  mismas  como  causas  de  inimputabilidad, 
sino  que  ha  de  dejarse  al  Juez  la  apreciación  de  su  influencia 
en  cada  caso  concreto. 


504  RBTISTA  DS  LB0I8LjLCl(5n 

Son  los  menos  los  qae  enamoran  el  sexo  entre  las  caosaade 
que  tratamos,  y,  en  efecto,  parece  que  la  distinción  sexual,  por 
sí  sola,  no  atañe  ni  se  refiere  á  las  condiciones  que  hacea  ha 
acciones  imputables.  Sin  embargo,  las  diferencias  de  todo  gé« 
ñero  que  entre  el  hombre  y  la  mujer  existen,  han  sido  cui 
unánimemente  reconocidas  y  han  hallado  resonancia  en  lag  le- 
yes políticas  y  civiles.  ¿Por  qué  no  habría  de  ocurrir  otro  tanto 
eu  las  leyes  penales?  Por  lo  pronto,  el  sexo  pnede  ser  cansa  de 
alteraciones  que,  influyendo  en  las  facultades  psíquicas  (ejem* 
píos,  el  histerismo  (1)  y  los  accidentes  puerperales),  han  de  te- 
nerse por  fuerza  presentes  en  la  práctica. 

La  falta  de  algunos  de  los  sentidos  se  suele  tener  lambía» 
por  causa  que  afecta  á  la  imputabilidad.  (Generalmente  no  se 
habla  más  que  de  la  sordera  innata" que  lleva  consigo  lama- 
dcz.  Buccellati  añade  la  ceguera.  No  puede  dudarse  qnetoda 
pérdida  de  un  sentido  influye  en  la  capacidad  intelectnal,  por- 
que amengua  los  medios  que  el  hombre  tiene  de  poneneea 
relación  con  el  mundo  exterior;  y  á  medida  que  el  sentido  m 
más  importante,  más  inteligente,  por  decirlo  así,  la  infloeDCÍa 
será  mayor.  Por  esto  la  sordera  de  nacimiento,  que  priva  al 
hombre  del  lenguaje,  y  le  incomunica,  hasta  cierto  punto,  con 
sus  semejantes,  se  mira  como  circunstancia  eximente  por  al- 
gunos escritores  y  por  algunos  códigos  (2)^  en  razón  de  la  ca- 
rencia de  discernimiento  y  de  la  ignorancia  de  la  ley  á  qae 
puede  dar  lugar.  Otros  criminalistas,  por  el  contrario,  tienen  si 
sordomudo  por  imputable,  fundándose  en  que,  si  pnede  igno- 
rar la  ley  positiva,  no  ocurre  lo  propio  con  la  natural,  qneeetá 
promulgada  siempre  en  la  conciencia  de  todo  hombre.  Loi 
progresos,  por  otra  parte^  en  la  educación  de  los  sordomodos 
son  tan  grandes  y  tan  evidentes,  que  aminoran  por  modo  con- 
siderable el  valor  a  priori  de  esta  causa  de  inimputabüidad. 


(1)  Aunque  éste  se  dé  también  en  los  hombres,  es  mucho  más  fireeaento 
en  las  mujeres. 

(2)  El  alemán. 
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Habrá  que  estar,  de  consiguiente,  como  en  las  anteriores,  & 
lo  que  en  cada  caso  resulte. 

Vienen  después  todas  las  alteraciones  cerebrales  nacidas^ 
ora  de  detenciones  de  desarrollo  y  de  degeneraciones  morales^ 
-como  el  idiotismo,  la  imbecilidad  y  la  locura  moral;  ora  de  tur- 
baciones pasajeras  de  la  psiquis,  como  el  sonambulismo  y  las 
intoxicaciones;  ora,  en  fin,  de  los  procesos  patológicos,  que 
-constituyen  la  locura  propiamente  dicha.  Sería  de  todo  punto 
imposible  que  estudiara,  ni  que  enumerara  siquiera,  todos 
«stos  motivos  y  estados  de  exclusión  de  la  imputabilidad, 
asunto  vastísimo,  que  excede  con  mucho  de  los  límites  de  una 
Memoria,  y  que  es  objeto  al  presente  de  acaloradas  contro- 
versias; bástame  hacer  constar,  que  en  todos  ellos  se  dan 
las  condiciones  que,  al  exponer  su  concepto  general,  hemos 
exigido,  porque  en  todos  ellos  el  hombre  no  goza  de  la  U- 
ieréas  juiicii  y  de  la  libertas  cormlüy  no  se  determina  á  obrar 
según  los  postulados  de  su  propia  naturaleza  y  las  disposicio- 
nes constantes  de  su  personalidad  psíquica. 

Además  de  las  causas  hasta  aquí  indicadas,  que  afectan 
por  distinto  modo  á  las  facultades  del  agente,  hay  otras  que, 
dejando  intactas  esas  facultades,  excluyen,  sin  embargo,  ó 
atenúan  la  imputabilidad  criminal,  porque  no  revelan  perver- 
sión moral,  falta  de  instintos  ó  sentimientos  sociales  y  jurídi- 
cos, ni  dañada  intención;  en  una  palabra,  porque,  suprimiendo 
el  dolo  en  el  autor,  hacen  inocente,  para  el  derecho  penal,  un 
hecho  que,  mediando  dolo,  constituiría  delito. 

La  primera  que  se  nos  ofrece  es  el  caso  fortuito,  ó  sea  el 
mero  accidente,  en  que,  por  un  cúmulo  de  circunstancias  que 
no  se  pueden  prever  ni  evitar,  se  encuentra  una  persona  auto- 
ra de  un  daño,  de  una  perturbación  jurídica,' que  nada  tiene 
que  ver  con  su  voluntad.  La  relación  de  causalidad  material 
existe,  pero  falta  la  relación  de  causalidad  moral  ó  psíquica, 
que  es  la  base  de  la  imputación. 

Parecido  al  anterior  es  el  caso  en  que  se  obra  movido  por 
una  fuerza  irresistible  externa  ó  por  un  motivo  insuperable  in- 
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temo  que  pueda  jacrtificarse,  como,  por  ejemplo,  el  miedo,  por* 
qae  aqaí,  si  ha  concurrido  la  yolantad,  no  se  ha  determinado 
el  autor  según  los  postulados  de  su  propia  naturaleza  y  según 
las  disposiciones  constantes  de  su  personalidad,  sino  según  los 
postulados  de  una  naturaleza  extraña  ó  en  circunstancias  ex- 
cepcionales que  nada  rerelan  sobre  las  disposiciones  eonstaa- 
tes  del  sujeto. 

A  esta  clase  pertenecen  también  las  que  algunos  llaman 
causas  de  justificación,  que  pretenden  distinguir  cuidadosa- 
mente de  las  causas  de  inimputabilidad.  Fúndanse  para  ello  en 
que  las  primeras  tienen  un  carácter  objetivo ,  «porque  pan 
apreciarlas  no  es  preciso  tener  en  cuenta  otra  cosa  ni  exami- 
nar  otros  datos  que  los  que  los  hechos  mismos  presentan,  no 
la  condición  6  situación  del  sujeto»,  mientras  que  las  segundas 
tienen  un  carácter  subjetivo  y  nacen  de  estados  personalea  de 
éste  (1).  Mediante  las  causas  de  inimputabilidad,  dice  el  señor 
Silvela,  «rno  hay  delincuente,  aunque  el  hecho  no  seabnenoni 
legítimo;  concurriendo  la  causa  de  justificación  no  hay  delito, 
y  á  pesar  de  su  apariencia  criminal  y  aunque  se  cause  dafio  y 
perjuicio  á  quien  sufre  sus  consecuencias,  el  acto  es  entera- 
mente  justo  y  conforme  al  derecho»  (2).  No  se  puede  descono- 
cer que  hay  algo  de  verdad  en  esta  distinción,  pero  tampoco 
puede  afirmarse  que  sea  tanto  como  sus  defensores  presnmea. 
Proviene,  en  efecto,  de  aquella  separación  abstracta  entre  la 
imputabilidad  objetiva  y  la  subjetiva,  que  ya  dije  que  se  pres- 
taba á  grandes  errores.  Tanto  en  las  cansas  de  inimputabilidad 
cuanto  en  las  de  justificación,  no  hay  delito  ni  delincuente, 
pues  mal  podría  existir  un  tórmino  sin  el  otro,  y  tanto  en  nnas 
cuanto  en  otras  no  hay  delito  ni  delincuente,  porque  íaltan 
algunas  de  las  condiciones  en'virtnd  de  las  cuales  una  accidn 
puede  ser  imputada  como  delito  á  una  persona.  Bn  las  cansas 
de  justificación  faltan  siempre  algunos  de  los  requisitos  de  ia 
•     -  -         ■  ■■■_■____■  II  ■  _  ■       I  — ""•" 

(1)     SUvela,  obra  citada,  págs.  162  y  20SL 
<a)     Silvela,  obra  citada,  pág.  204. 
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impotabilidad  criminal^  falta  el  dolo,  porque  si  el  hecho  en  sí 
no  constituye  delito,  mal  puede  haber  en  el  autor  la  intencióa 
de  cometerlo.  Sin  rechazar  en  absoluto  la  clasificación  exa- 
minada,  creo  que  pueden  considerarse  como  causas  de  inimpu- 
tabilidad  criminal  las  causas  de  justificación^  porque  si  los  ac* 
tos  realizados  mediante  ellas  pueden  imputarse,  por  provenir 
de  sus  autores  en  el  concepto  de  causalidad  psíquica,  no  pue* 
den  imputarse  como  crimenes  ó  delitos ^  porque  no  lo  son  ni 
como  tales  aparecen  en  la  intención  de  los  que  los  realizan. 

Entre  estas  causas  figuran:  la  obediencia  debida,  el  obrar 
en  evitación  de  un  mal  ó  en  cumplimiento  de  una  ley,  ó  en  et 
ejercicio  de  un  derecho  ó  cargo,  y  -la  defensa  legítima.  En 
todos  estos  casos,  aunque  el  sujeto  obre  con  pleno  discerni- 
miento y  en  el  pleno  uso  de  sus  potencias  y  facultades,  el  daño 
que  realiza  no  constituye  delito,  porque  falta  la  dañada  inten- 
ción de  infringir  el  derecho. 

Discuten,  por  último,  los  tratadistas  sobre  si  la  ignorancia 
y  el  error  deben  enumerarse  ó  no  entre  las  causas  que  exclu- 
yen ó  atenúan  la  imputabilidad .  Convienen  todos  en  que, 
siendo  uno  de  los  requisitos  del  delito  el  dolo,  y  consistiendo- 
el  dolo  en  la  intención  de  violar  la  ley,  con  la  conciencia  de* 
violarla,  debe  la  ley  conocerse  para  que  la  acción  sea  imputa- 
ble como  crimen;  de  aquí  el  principio,  antes  recordado,  de  que 
ningún  hecho  es  punible  si  no  se  califica  de  delito  y  se  pena 
por  ley  anterior  á  su  perpetración;  pero  en  seguida,  inconse- 
cuentes con  sus  premisas,  los  escritores  que  esto  sostienei^ 
afirman  que  la  promulgación  de  la  ley  crea  sobre  su  c.onoci* 
miento  una  presunción /i^m  et  de  jure,  que  no  admite  prueba 
en  contrario,  y  de  ella  deducen  este  otro  principio,  que  está  en 
contradicción  con  el  anterior,  á  saber,  que  la  ignorancia  de  la 
ley  no  excusa  ni  amengua  la  responsabilidad.  Propugnan  otros,, 
con  más  viso  de  razón,  que  el  fundamento  de  esta  regla  se  ha- 
lla, no  en  presumir  una  cosa  que  la  realidad  demuestra  des* 
puós  que  no  existe,  sino  en  que  la  ley  penal  está  siempre  pro- 
mulgada naturalmente  en  la  conciencia  humana;  pero  de  ser 
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así,  estaría  de  más  la  exigencia  de  que  preceda  á  todo  hecho 
punible  una  ley  positiva  que  lo  prohiba  y  castigne,  y  habría 
necesidad  de  que  no  se  incluyeran  en  los  códigos  delitos  artifi- 
ciales. Acerca  de  !a  ignorancia  ó  el  error  de  hecho,  es  decir,  la 
ignorancia  6  el  error  que  recaen  sobre  los  elementos  constitnti- 
Tos  del  delito,  están  de  acuerdo  los  autores  en  admitirlos  como 
causas  de  exención  cuando  reúnen  ciertas  condiciones  (1). 


¿Cómo  deben  determinarse  en  las  leyes  penales  las  causas 
que  excluyen  ó  atenúan  la  imputabilidad?  ¿Qué  atribuciones 
deben  otorgarse  á  los  Tribunales  para  apreciarlas?  Grande  es 
la  discrepación  qae  reina  sobre  este  punto  entre  los  crimina- 
listas, y  la  variedad  que  se  observa  en  las  legislaciones. 

El  sistema  más  antiguo  consiste  en  señalar  por  modo  ta- 
xativo y  uno  por  uno  todos  los  estados  de  exclusión  y  atenua- 
ción de  la  imputabilidad,  con  los  requisitos  y  elementos  que 
deben  acompañarles,  sin  dejar  á  los  jueces  otra  facultad  qae 
la  de  comprobar  si  se  han  dado  ó  no  en  cada  caso  concreto  como 
el  legislador  los  ha  previsto  y  definido.  Puede  ponerse  como 
ejemplo  y  tipo  de  este  sistema  el  Código  vigente  en  España. 

La  pretensión  de  enumerar  en  la  ley  las  causas  de  imputa* 


(1)  Toda  la  doctrina  de  este  capitulo  ó  párrafo  iv,  que  es  la  oorríente  ea 
108  autores,  se  funda  sobre  la  distinción  entre  la  tmpntabiltdad  general  y  la  t»- 
putabtlidad  crimiiudf  implícita,  aunque  no  tratada  por  modo  concreto,  en  lis 
páginas  que  preceden,  y  aspira  á  hacer  coincidir  la  esfera  de  la»  accione*  im- 
putables  criminalmente  con  la  de  las  retporuabilidadeg  penaUt.  Ya  ha  indicado, 
en  una  nota  anterior,  lo  que  opino,  al  tiempo  de  correg:ir  las  pruebas  de  etts 
escrito,  acerca  de  dicha  doctrina;  extenderme  en  más  consideraciones,  seria 
imposible  on  una  nota,  y  rehacer  con  arreglo  á  mi  pensamento  actual,  esta 
parte  do  la  Memoria,  supondría  una  modificación  radical  de  toda  ella,  qu» 
tampoco  puedo  acometer  por  el  momento. 
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%iltdady  nace,  por  filiación  directa,  de  la  tendencia  científica 
qne,  según  hemos  yisto,  abriga  idénticas  aspiraciones  en  la 
filosofía,  y  nna  y  otra  obedecen  al  movimiento  de  reacción  con- 
tra el  arbitrio  judicial  qne  reinaba  pnjante  y  no  contradicho 
por  nadie  cnando  empezaron  á  redactarse  los  modernos  códi- 
gos penales.  Los  abasos  de  las  monarquías  absolutas,  las  ar- 
bitrariedades de  los  jueces,  la  incertidumbre  de  las  penas  y  sa 
gran  diversidad  según  la  condición  de  los  imputados,  la  cruel- 
dad de  los  prácticos,  la  falta  de  reglas  y  principios  fijos,  pro- 
vocaron el  deseo  de  encontrar  seguridad  y  garantía  contra  ta- 
maños inconvenientes,  6  hicieron  surgir  la  aspiración  de  una 
ley  común,  clara,  precisa,  de  todos  conocida  y  acatada,  igual- 
mente obligatoria  para  el  subdito  que  para  el  magistrado.  Con- 
tra los  males  de  la  vaguedad  y  de  la  incerteza,  los  remedios  de 
la  precisión  y  de  la  fijeza;  contra  los  abusos  de  la  arbitrariedad 
Judicial,  las  mallas  de  los  códigos,  qne  la  aherrojasen  y  apri- 
sionasen; así  nació  y  así  llegó  á  pasar  por  inconcusa  la  famosa 
máxima  de  Bacón,  óptima  leúf  que  minimum  arhitrii  judiei  re- 
Unquitj  inspiradora  de  casi  todas  las  legislaciones  vigentes. 
Pero  ha  ya  tiempo  que  el  movimiento  de  reacción  contra  el 
arbitrio  judicial  ha  cesado  ó  va  perdiendo  fuerza  en  los  pueblos 
cultos;  ha  ya  tiempo  que  se  ha  reconocido  absurda  la  preten- 
sión de  encerrar  en  el  estrecho  molde  de  los  artículos  de  una 
ley  la  infinita  variedad  y  riqueza  de  la  vida;  ha  ya  tiempo  que 
se  ha  visto  qne  la  garantía  contra  la  injusticia  de  los  que  man- 
dan y  de  los  que  obedecen  no  puede  hallarse  en  las  disposi  • 
cíones  de  los  cuerpos  legales,  por  sí  mismos  ineficaces  é  in- 
útiles, sino  en  la  moralidad  interna,  en  el  sentimiento  del  de- 
ber  y  en  el  amor  á  la  justicia,  sin  los  cuales  son  letra  muerta 
todas  las  leyes  y  todas  las  garantías  externas;  y  de  la  prueba 
tasada  se  ha  pasado  á  la  prueba  libremente  apreciada  por  la 
conciencia  del  que  juzga;  de  las  escalas  penales  complicadísi- 
mas y  de  aplicación  mecánica,  á  las  escalas  penales  sencillas 
y  de  libre  aplicación,  dentro  de  un  máxifM^m  y  un  mínimum 
bastante  distantes  para  que  el  juez  pueda  moverse  con  soU 
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tura;  y  todavía,  no  contentos  con  esto,  en  el  último  Congreso 
penitenciario  celebrado  en  Roma  se  ha  acordado  qae  ese  mi- 
nimum  debe  ser  franqueable,  ó  lo  que  es  igual,  que  el  juzga- 
dor no  debe  tener  más  limitación  en  sus  funciones  que  la  del 
máximum  de  pena  fijado  por  la  ley.  Algunos  escritores  van  to- 
davía más  allá,  y  llegan  hasta  combatir  toda  predeterminación 
de  la  pena,  poniendo  como  bandera  y  meta  de  loa  futuros  pro* 
gresos  la  abolición  de  la  medida  penal  (1). 

No  podía  menos  de  tener  resonancia  este  movimiento  en  W 
manera  de  determinar  en  los  códigos  las  causas  de  inimpnta- 
bilidad,  y,  en  efecto,  la  ha  tenido,  y  grande.  Al  antiguo  siste- 
ma de  enumeración  taxativa  y  de  determinación  precisa,  se 
tiende  á  sustituir  por  todas  partes  otro  de  fórmulas  generales 
y  amplias,  que  dejan  mayor  latitud  á  los  jueces  para  apreciar 
los  casos  que  se  presentan  en  la  práctica.  Modelos  de  este  sis- 
tema son  el  Código  alemán,  el  holandés  y  casi  todos  los  pro- 
vectos italianos. 

Los  progresos  de  la  psiquiatria  y  de  las  ciencias  antropoló- 
gicas han  contribuido  poderosamente  á  esta  transformación. 
Bien  pronto  revelaron  sus  descubrimientos  que  las  enumera- 
ciones específicas  de  las  formas  de  perturbación  mental,  hechas 
por  los  Códigos  de  Francia,  las  Dos  Sicilias,  Parma,  Cerdeña, 
Malta,  Baviera  y  España,  eran  incompletas  é  insuficientes,  y 
bien  pronto  hicieron  ver  que  no  había  otro  modo  de  abarcarlas 
todas  que  una  fórmula  general  y  comprensiva,  cosa  que  hoy 
unánimemente  se  admite  ó  reconoce. 

«La  especificación  de  las  enfermedades  y  de  su  influencia 
en  las  facultades  mentales,  dice  Lazzareti,  es  una  indaga- 
ción del  todo  accesoria  al  juicio  práctico,  en  la  cual  no  debe 
ingerirse  ni  poco  ni  mucho  la  ley  estatuyente»  (2).  «Tras  las 


(1)  Krftpelin,  Die  Alacha ffung  dea  Strafmnaaea. — Villret,  Dat  Ihttulat  df$Áh 
aehaffung  den  Strafmaaae». 

(2)  Lelle  caxMe  che  eacludono  la  imputahUitá^  citado  por  Mancini  en  la  obra  k 
que  después  se  hace  referencia. 
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enseñanzas  de  los  alienistas,  dice  Baccellati,  se  rechaza  hoy  la 
fórmnla  descriptiva  para  la  exclusión  de  la  impatabilidad  y  se 
admite. una  fórmula  general  que  comprenda  indistintamente 
todas  las  formas  morbosas  del  e8píritn)>  (1).  Y  Ambrosoli  decla- 
ra,  que  <vtoda8  las  legislaciones  más  modernas  de  los  países  más 
cultos  y  todos  los  proyectos  más  estudiados  han  pensado  des- 
vincular la  fórmula  sobre  la  imputabilidad  de  denominaciones 
especiales^  susceptibles  de  interpretaciones  restrictivas,  y  ex- 
presar el  concepto  general  de  que  cuando  un  hombre  no  tiene 
el  libre  uso  de  las  facultades  mentales,  no  es  imputable  de  lo 
que  cometa»  (2).  Y  Mancini  afirma,  <cque  viene  siendo  recono- 
cida la  necesidad  de  que  la  ley  abandone  á  la  ciencia  la  deter- 
minación específica  y  concreta  de  la  no  imputabilidad,  limi- 
tándose á  establecer  con  fórmula  general  los  estados  del  hom- 
bre  en  que  la  imputabilidad  se  excluye»  (3). 

Inspíranse  en  estas  doctrinas,  el  Código  de  Austria,  el  del 
Imperio  Germánico,  el  de  Wurtemberg  y  el  de  Zurich,  el  de  Di- 
namarca, el  de  Holanda,  y  los  proyectos  italianos,  en  los  cua- 
les ha  preponderado  la  renombrada  y  elogiada  fórmula  del  Có- 
digo toscano,  que  puede  ponerse  por  modelo,  gracias  á  su 
concisión  y  amplitud  (4).  En  todos  estos  cuerpos  legales  se  en- 
cuentra una  fórmula,  más  ó  menos  acertada,  pero  simepre  ge- 
neral y  amplia,  en  la  cual  se  intenta  comprender  todos  los  ca- 
sos de  inimputabilidad,  ó  por  lo  menos,  aquellos  que  nacen  de 
las  causas  llamadas  físicas,  que  afectan  á  las  potencias  psiqui- 
lógicas,  ora  de  un  modo  permanente,  ora  de  un  modo  transi- 
torio, ora  por  procesos  patológicos,  ora  sin  ellos.  Es  verdad 
que  en  esas  mismas  leyes  se  enumeran  después  algunas  de  las 


(1)  BncoeUati,  obra  oitada,  pág.  96. 

(2)  Speciale,  obra  citada,  pág.  241. 

(8)  Ifanoixú,  JRelazúme  al  proyecto  de  libro  primero  del  Código  penal  para 
el  reino  de  Italia. 

(4)  Art.  84.  Las  violaciones  de  la  ley  no  son  imputables  cuando  quien  las 
cometió  no  tnvo  conciencia  de  sns  actos  y  libertad  de  elección. 
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especies  comprendidas  en  la  regla  general,  como  la  emlsrift- 
gnez,  ]a(  edad,  la  sordomudez^  etc.;  pero  esto  se  hace,  biea 
para  satisfacer  á  las  necesidades  del  jaicio  por  jurados,  Uei 
para  resoWer  algunas  cuestiones  debatidas  en  la  ciencia,  j 
siempre  con  inconsecuencia  en  los  principios  aceptados  y  pa- 
gando tributo  á  las  antiguas  ideas.  Así  lo  han  comprendido bi 
jurisconsultos  italianos  que  han  tomado  parte  en  la  preparadán 
de  los  distintos  proyectos,  ya  declarando  el  profesor  Tolomei, 
«que  prefería  la  fórmula  toscana,  con  el  intento  de  evitar  h 
especiñcaciones  ulteriores  de  las  causas  excluyentes  de  impa- 
tabilidad,  como,  por  ejemplo,  la  embriaguez:»  (1);  ya  diciendo 
Nelli,  «que  creía  inútil  disponer  sobre  la  embriaguez,  qne  en* 
tra  necesariamente  en  la  regla  general»,  á  lo  cual  se  asocia 
Brasa  (2);  ya,  en  fin,  proponiendo  la  comisión  parlamentam 
que  examinó  el  proyecto  de  Mancini  la  supresión  del  artíeolo 
que  de  esta  causa  trataba,  por  innecesario,  dado  el  sistema  del 
proyecto  mismo,  que  había  previsto,  con  una  locución  geoérí- 
ca,  todos  los  estados  de  la  mente  que  privan  de  la  conciencia 
dé  cometer  un  delito  (3). 

Los  códigos  de  que  trato,  señalan  también  por  modo  espe- 
cífico y  concreto  algunas  de  las  causas  de  exención  ó  atenni* 
ción  de  la  imputabilidad  que  no  provienen  de  alteraciones  iá 
espíritu  ó  de  enfermedad  mental,  como,  v.  g^*.,  la  f aerza  irre- 
sistible,  el  estado  de  necesidad,  la  legítima  defensa,  la  obediea- 
cia  debida,  etc.;  es  cierto  que  lo  hacen  en  términos  muy  gene- 
rales y  sin  descender  á  los  detalles  de  las  antiguas  legislacio- 
nes, como  la  española,  por  ejemplo,  que,  después  de  indicarlas, 
suele  enumerar  sus  requisitos;  pero  todavía  esta  generalidad 
es  insuficiente,  y  la  especificación  á  que  me  refiero  no  respon- 
de á  otra  cosa  que  á  la  indecisión  y  el  eclecticismo  en  qae  flac- 
t6an  actualmente  los  legisladores. 


(1)  Speoiale,  obra  citada,  pág.  948. 
O)  Speoiale,  obra  oitada,  pág.  984. 
(8)     Speoiale,  obra  citada,  p&g.  984. 
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f^o  hay  motÍYO  algano  que  jostiñqne  la  adopción  de  un  sis- 
tema distinto  para  esta  clase  de  cansas  eximentes  6  atennan- 
tes.  Tan  imposible  es  enamerarlas  y  especificarlas  por  modo 
taxati  YO,  como  todos  reconocen  qne  lo  es  por  lo  que  toca  á  las 
cansas  físicas^  y  si  el  fantasma  del  arbitrio  judicial  no  asusta 
ya  respecto  de  éstas,  ni  siqníera  respecto  de  aquéllas,  como  lo 
prneba  la  gran  latitud  qne  se  deja  á  los  jueces  para  apreciar- 
laSy  no  se  concibe  por  qué  han  de  enumerarse  y  especificarse 
.en  los  códigos. 

No  cabe,  por  tanto,  más  sistema,  tanto  en  unas  cuanto  en 
otrasy  que  el  radicalmente  opuesto  al  que  he  indicado  como 
primero  y  más  antiguo.  En  vez  de  una  determinación  precisa^ 
taxativa  y  agotadora,  una  fórmula  general  que  comprenda 
todos  los  casos  que  puedan  presentarse  en  la  práctica.  Como 
dice  Carrara,  esto  «parece  más  conforme  á  los  deseos  de  la 
ciencia^  más  á  seguro  de  todas  las  dificultades  que  se  encuen- 
tran al  definir  rectamente  los  varios  casos  especiales,  y  más 
útil  para  la  justicia,  en  cuanto  que  de  esta  fórmula  general  no 
se  escaparía  nunca  ninguno  de  los  casos  particulares  que  pu- 
diere excluir  ó  atenuar  la  imputabilidad»  (1). 

Tampoco  hay,  por  lo  demás,  otro  sistema  posible.  La  enu- 
meración de  todas  las  causas  que  excluyen  y  atenúan  la  impu- 
tación ya  hemos  visto  que  no  puede  conseguirse  en  la  ciencia, 
porque  supondría  el  examen  de  todos  los  estados  en  que  puede 
encontrarse  el  hombre  sin  que  concurran  los  requisitos  que  le 
hacen  agente  imputable,  y  este  examen  es  inasequible,  por- 
que el  número  de  estos  estados  es  infinito.  Y  si  no  puede  con- 
seguirse en  la  ciencia^  ¿cómo  se  va  á  conseguir  en  la  legisla- 
ción? Pero  aun  en  el  supuesto  de  que  fuera  dable  formar  un 
inventario  completo  y' acabado  de  todos  los  casos  de  inimputa- 
bilidad,  no  se  habría  logrado  lo  que  se  desea,  esto  es,  huir  del 
arbitrio  judicial,  porque,  para  fijar  bien  cada  uno  de  esos  casos» 
por  manera  que  el  juez  no  tuviera  más  que  aplicar  la  ley, 

O)     Speoiálé,  obra  oitad»,  pág.  2BA. 
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sería  menester  determinar  hasta  lo  infinito  sas  notas  j  carae- 
teres,  y  como  esto  no  paedeiíacerse,  el  temido  fantasma  aso- 
maría siempre  su  horripilante  faz  por  entre  los  artículos  deloi 
códigos  penales  más  minuciosos  y  detallados.  Lo  prueba,  por 
ejemplo,  lo  que  pasa  con  el  nuestro.  Se  ha  querido  encerraren 
él,  dentro  de  estrechos  límites,  las  atribuciones  de  los  jaeces, 
y  se  han  fijado  taxativamente  las  causas  de  exención;  pero  en 
unas  no  se  hecho  otra  cosa  que  indicarlas,  como  en  la  faera 
irresistible,  v.  gr.,  quedando,  por  tanto,  al  arbitrio  de  Iob  tri- 
bunales decidir  qué  condiciones  han  de  tener  para  considerar- 
las incluidas  en  la  disposición  legal;  en  otras,  se  han  marcado 
además  sus  requisitos,  como  en  la  defensa  propia,  exigiendo 
que  concurran  la  agresión  ilegítima,  la  necesidad  racional  dd 
medio  empleado  para  impedirla  ó  repelerla  y  la  falta  de  provo- 
cación suficiente  por  parte  del  que  se  defiende;  pero  como,  aso 
vez,  estos  requisitos  suponen  otros,  y  estos  otros  no  se  han 
fijado,  el  arbitrio  del  juzgador  vuelve  á  aparecer  por  necesidad. 
¿Cuándo  la  agresión  es  ilegítima,  racional  el  medio  empleado 
para  rechazarla  y  suficiente  la  provocación?  Esto  no  lo  diceei 
legislador,  y  tiene  que  suplirlo  el  juez,  y  si  lo  dijera,  se  pre- 
sentarían luego  otras  exigencias,  y  otras,  y  otras,  bástalo  in- 
finito, porque  infinita  es  la  determinación. 

No  hay,  pues,  más  sistema  racional  y  lógico,  queeldenna 
fórmula  amplía  y  comprensiva  que  abarque  todos  los  casos  qae 
la  vida  puede  ofrecer  en  su  riqueza  y  variedad  ilimitadas.  <La 
vida  es  la  verdad,  dice  Bemer  en  las  palabras  que  he  escogido 
«omo  tema  de  este  trabajo,  y  la  verdadera  ciencia  presta  oídos 
á  los  testimonios  de  la  vida,  y  no  se  asusta  cuando  su  fnem 
abate  fórmulas  viejas  que  antes  se  creían  indispensables»  (1). 

A  mi  juicio,  habría  que  adoptar,  en  la  redacción  de  los  có- 
digos penales,  un  proceder  distinto  del  que  ahora  se  sigae.  En 
la  actualidad  pénese  por  cabeza  de  estos  cuerpos  legales,  enan- 
do  más,  una  definición  meramente  legal  del  delito,  que  no 
■^^— ^— ««—       i^-^— ^-.^^—  ■  ■  .— ^^—       ____^_^„^„,„^^,^^^,^^„^^.^.^^,,^^,^,^^^^^^^,.^^^^^ 

(1)     Bemer,  obra  oitada,  pág.  249. 
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<iíce  otra  cosa  sino  que  no  se  consideran  como  punibles  otros 
hechos  qne  los  en  ellos  previstos  y  penados;  pero  como  esto  no 
basta,  como  los  hechos  prohibidos  y  castigados  en  los  ccSdigos 
no  constituyen  delito  sino  cuando  se  realizan  en  ciertas  condi- 
ciones no  indicadas,  impónese  la  necesidad  de  proceder  nega- 
tivamente á  señalar  los  casos  en  que,  por  ho  concurrir  esas 
condiciones^  la  acción  no  se  reputa  merecedora  de  pena.  Gomo 
he  dicho,  á  mi  entender  debería  hacerse  todo  lo  contrario;  de- 
bería ponerse  á  la  cabeza  de  las  leyes  penales  una  definición 
positiva  y  doctrinal  del  delito,  en  la  cual  constasen  los  requi  - 
sitos  y  notas  que  lo  constituyen,  los  caracteres  y  condiciones 
délos  agentes  imputables  criminalmente;  así  no  sería  menes- 
ter detenerse  á  enumerarlas  causas  de  inimputabilidad,  porque 
resaltaría  claro  que  todos  los  hechos  realizados  sin  la  concu- 
rrencia de  esos  requisitos  y  notas,  todos  los  agentes  en  quienes 
no  se  vieran  esos  caracteres  y  condiciones,  no  podrían  ser  objeto 
de  imputación  criminal.  Pero  en  tanto  que  así  no  se  haga,  en 
tanto  que  se  juzgue  aecesario  hablar  en  los  códigos  por  modo 
expreso  de  las  causas  que  excluyen  ó  atenúan  la  imputabíli- 
dad,  hay  que  hacerlo,  como  hemos  visto,  por  medio  de  nna 
fórmala  general,  amplia  y  comprensiva,  y  no  descendiendo  á 
especificaciones  y  enumeraciones  que  condenan  á  una  voz  la 
ciencia  y  la  práctica,  la  razón  y  la  justicia.  El  temor  á  los  abu- 
sos que  pudieran  cometer  los  jueces,  no  es  objeción  fundada, 
porque  ya  se  ha  demostrado  que  esos  abusos  serían  inevitables 
aun  con  los  códigos  más  minuciosos  y  precisos,  y  que  no  pue- 
de buscarse  garantía  contra  ellos  en  los  artículos  de  una  ley, 
inerte  é  ineficaz  cuando  no  haya  una  egida  y  un  santuario  en 
la  conciencia  de  los  llamados  á  cumplirla  y  aplicarla. 

Acaso  parezcan  estas  ideas  extremadamente  radicales,  dado 
el  estado  de  la  opinión  en  España;  debo  advertir  que  no  pre* 
tendo  que  se  implanten  sin  la  preparación  y  las  transiciones 
necesarias.  Lo  que  sí  puede  exigirse  desde  luego  al  legislador 
español,  es  que  les  vaya  preparando  el  camino,  y  que,  siguien- 
do el  ejemplo  de  los  legisladores  de  los  países  cultos,  formule 
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en  nna  regla  general  todaa  las  causas  de  inimpatabilidad  que- 
provienen  de  pertnrbaciones  mentales,  y  conceda  mayores 
atribuciones  á  los  tribunales  para  apreciar  tanto  éstas  cuan- 
to las  llamadas  de  justificación.  Algo  en  este  sentido  se  bacía 
en  el  proyecto  presentado  á  las  Cortes  por  el  Sr.  D.  Francisco 
Silvelay  principalmente  en  la  determinación  de  los  requisiioa 
de  la  justa  defensa;  pero  ni  era  lo  bastante^  ni  lo  que  autori- 
zan á  bacer  el  ejemplo  de  países  extraños  y  el  estado  de  la 
cultura  patria. 


VI 


Ck)n  el  nombre  de  circunstancias  atenuantes  y  agravantes,, 
existe  de  antiguo  en  la  ciencia  y  en  las  leyes  una  teoría,  que^ 
debo  examinar  abora,  como  último  extremo  de  esta  Memoria, 
porque  envuelve  causas  modificativas  de  la  responsabilidad 
penal. 

Llámanse  circunstancias  atenuantes  y  agravantes,  según 
Buccellati,  ciertas  contingencias  ó  ^hechos  accesorios  que  espe- 
cifican el  becbo  principal  y  establecen  la  modalidad  para  la 
oportuna  aplicación  de  la  pena»  (1),  y  surge  lógica  y  necesa- 
riamente su  concepción  del  criterio  y  de  las  doctrinas  que  vie- 
nen dominando  mucbo  tiempo  ha  en  materias  criminales. 

Por  virtud  de  la  separación  abstracta  entre  el  delincuente 
y  el  delito,  á  que  antes  he  hecho  referencia,  hase  dado  á  ¿ate 
una  existencia  por  sí,  objetiva^  ontológica,  como  cosa  que  en 
la  realidad  se  da  con  notas  y  caracteres  propios,  y  la  ciencia 
y  las  legislaciones  se  han  esforzado  por  hallar  las  cualidades 
esenciales  de  cada  una  de  las  infracciones  jurídicas,  las  propie- 
dades que  las  constituyen,  distinguiéndolas  unas  de  otras.  De 
aquí  todos  los  estudios  acerca  de  la  clasificación  y  especifica- 
ción de  los  delitos,  acerca  de  su  íntima  y  especial  naturaleza,. 


(1)     BaooeUati,  obra  citada,  pág.  SIS. 
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acerea  de  lo  que  hace  que  nna  infracción  del  derecho  sea  robo 
y  otra  harto^  una  homicidio  y  otra  asesinato,  acerca,  en  fin^ 
de  lo  que  se  llama  la  ontología  de  las  perturbaciones  del  dere- 
ohoy  que  es  el  objeto  de  la  parte  especial  de  los  tratados  cien- 
tíficos 7  de  los  cuerpos  legales.  Pero  además  de  estos  caracte- 
res comunes»  de  estas  notas  y  propiedades  esenciales,  pueden 
concurrir  en  la  comisión  de  los  delitos  ciertos  accidentes  y  cir> 
constancias  que  modifiquen  su  esencial  sin  destruirla,  que  la 
hagan  aparecer  de  un.modo  individual  y  concreto  en  cada  caso 
especial.  Pues  sobre  esta  distinción  entre  lo  que  es  esencial  y 
lo  que  es  accidental,  entre  lo  que  es  especifico  y  lo  que  es  in- 
dividual en  cada  delito,  se  fanda  la  teoría  de  las  circunstancias 
atenuantes  y  agravantes,  que  supone,  como  su  mismo  nombre 
indica,  que  existe  un'  delito  objetivo,  normal  y  típico,  consti- 
tuido por  notas  y  caracteres  que  lo  dividen  en  géneros  y  espe- 
cies, y  que  ese  delito  se  da  luego  en  la  práctica,  bien  en  su 
existencia  normal  y  típica,  bien  modificado  por  accidentes  que, 
sin  alterar  su  esencia,  la  hacen  aparecer  de  un  modo  concreto 
y  determinado. 

Hay,  pues,  según  esta  doctrina,  toda  una  serie  de  notas 
y  caracteres,  que  empezando  por  los  más  comunes  y  generales, 
que  hacen  de  la  acción  un  delito,  pasan  por  los  genéricos,  qué 
dividen  los  hechos  punibles  en  varias  clases,  y  por  los  especí- 
ficos, que  establecen  distinciones  en  estas  clases,  para  termi- 
nar en  los  individuales,  que  hacen  de  cada  perturbación  del 
derecho  una  cosa  completamente  especial  y  distinta.  Tome- 
mos, por  ejemplo,  los  delitos  contra  las  personas,  y  tendremos^ 
en  primer  lugar,  los  caracteres  que  los  constituyen  en  tales 
delitos,  diferenciándolos  de  las  acciones  inocentes  ó  desgracia- 
das; en  segundo,  los  que  distinguen  los  delitos  contra  las  per- 
sonas de  los  delitos  contra  la  propiedad  ó  contra  el  Estado;  en 
tercero,  los  que  establecen  especies  entre  los  delitos  contra  las 
personas,  dividiéndolos,  según  su  cuantía,  en  homicidios,  lesio- 
nes y  contusiones;  según  su  cualidad,  en  homicidios  y  asesi- 
natos; según  las  personas,  en  infanticidios,  parricidios,  etc.; 
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pero  esta  determinación  de  loa  caracteres  específicos  no  paede 
pasar  de  cierto  punto  ni  llegar  jamás  á  la  individualidad,  por- 
qae  los  caracteres  de  la  individualidad  son  iafinitoSi  y  los  tra- 
tadistas 7  los  códigos  se  detienen  en  el  camino  emprendido, 
unos  más  lejos  y  otros  más  cerca,  según  las  corrientes  que 
predominan.  Ahora  bien;  los  caracteres  y  elementos  quecoaa- 
títuyen  la  esencia  del  delito,  dan  su  estado  normal  y  típico; 
los  caracteres  y  elementos  que,  sin  variar  la  esencia,  la  modi- 
fícan,  forman  las  circanstancias  atennaQtes  y  agravantes  (1). 
Existen,  por  taato,  aquí  dos  términos  que  se  comparan.  <Ei 
uno  de  los  términos,  dice  el  Sr.  Silvela,  el  delito  que  se  exami- 
na, apreciado  en  todo  el  valor  que  se  desprende  de  considerar- 
le  tan  sólo  en  las  condiciones  ó  notas  esenciales  sin  modifica- 
ción alguna.  Estudiado  de  este  modo,  la  importancia  del  dere« 
cho  violado,  la  forma  en  que  ha  tenido  lugar,  la  razón  de  ella, 
determinan  la  responsabilidad  objetiva  que  hemos  llamado  ts 
abstracto.  Medíante  este  procedimiento,  se  fija  en  la  ciencia  y 
después  en  los  códigos  la  responsabilidad  propia  de  cada  deli- 
to, como  la  del  hurto,  la  del  robo,  la  del  homicidio,  la  de  ia 
injuria,  expresada  en  la  pena  conocida  con  el  nombre  de  ordi- 
naria ó  en  su  grado  medio.  Es  el  otro  término,  con  el  cual  éste 
se  compara,  el  delito  mismo  con  la  alteración  6  modificacíóo 
que  la  circunstancia  introduce,  que  lleva  á  que  el  quebranta- 
miento  del  derecho  sea  de  mayor  ó  de  menor  importancia, 
marcando  también  una  responsabilidad  objetiva,  pero  no  ge- 
nérica, sino  específica  ó  de  aquel  caso  que  hemos  ddnomina'io 
in  concreto»  (2).  La  ciencia  y  la  ley,  como  se  ve,  creai\  un  tipo 
de  delito  que  tienen  como  normal,  y  al  cual  atribuyen  deter* 
minada  gravedad  y  lo  creen  merecedor  de  determinada  pena, 
y  después,  según  los  accidentes  y  contingencias  que  mediao 
en  su  perpetración,  lo  consideran  agravado  ó  atenuado  y  lo 


(1)  Véase  la  doctrina  de  Oarrara  acerca  de  la  cualidad,  cantidad  y  grado  étl 
delito,  en  el  vol.  i  de  su  h^ramma  del  corto  di  diritlo  crimiAale. 

(2)  Silvela,  obra  citada,  páginas  186  y  187. 
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estiman  digno  de  más  ó  de  menos  pena,  con  respecto  al  nor- 
mal, dando  á  estos  accidentes  y  contingencias,  por  los  efectos 
qne  se  les  atribayen,  el  nombre  de  circunstancias  atenuantes 
y  agravantes. 

Partiendo  de  la  abstracción  de  considerar  separadamente  el 
delito  y  sn  autor,  algunos  escritores  ponen  especial  empeño  en 
distinguir,  en  las  circunstancias  de  que  trato,  las  que  concn* 
rren  en  el  hecho  mismo,  por  modo  objetivo  considerado^  qne 
llaman  circunstaneias  aocidenMes  del  delito,  de  las  que  nacen 
de  estados  subjetivos  y  personales  del  actor,  que  denominan 
eireunstaneias  modiflcatims  de  la  imputadiliaad  en  el  agente. 
Las  primeras,  dicen,  tienen  un  carácter  objetivo,  y  para  ser  co- 
nocidas y  apreciadas  «basta  examinar  en  todos  sus  detalles  el 
delito,  sin  tener  para  nada  en  cuenta  la  disposición,  el  estado 
ó  situación  del  ánimo  del  criminal,  ni  los  móviles  ó  causas  que 
pudieran  determinarle  en  un  sentido  dado»  (1);  pertenecen  á 
esta  clase,  las  relaciones  entre  el  ofendido  y  el  ofensor,  la  ma- 
nera de  llevar  á  cabo  el  delito,  la  ocasión,  el  momento,  etc. 
Las  segundas  tienen  un  carácter  subjetivo  y  «son  aquellas  que, 
concurriendo  en  el  sujeto  activo  del  delito,  le  colocan  sin  culpa 
de  sn  parte  en  un  estado  personal  y  excepcional,  en  que  la  de- 
terminación para  cometerle  es  más  fácil,  y  por  tanto,  la  respon- 
sabilidad menor  que  la  qne  se  desprende  del  hecho  considera* 
do  en  sí  mismo»  (2);  pertenecen  á  esta  clase  «un  desarrollo  es* 
piritual  incompleto,  producido  ó  por  falta  de  edad,  ó  por  defecto 
físico  ó  moral,  como  la  imbecilidad  y  la  sordomudez,  la  nece- 
sidad material,  el  miedo  ó  coacción»,  y  en  general,  todas  las  que 
se  han  enumerado  como  causa  de  inimputabilidad,  cuando  no 
alcanzan  el  grado  necesario  para  hacer  no  imputables  á  los 
agentes.  Gomo  se  ve,  esta  distinción  se  funda  en  el  mismo  prin- 
cipio que  la  que  antes  he  recordado,  acerca  de  las  causas  de 
jastificación  y  las  causas  de  inimputabilidad,  y  por  tanto,  pne- 

(1)  Savela»  obra  citada,  p&gs.  182  y  188. 

(2)  Silvela,  obra  citada,  p&g.  817. 
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^6  repetirse  aquí  lo  que  entonces  dije.  Separar  el  delito  del  en- 
minal  es  una  abstracción,  qne  no  debe  hacerse  sin  tener  de  con- 
tinno  presente  qae,  al  estadiar  el  primero,  se  estadía  siempre 
por  la  relación  el  segando,  es  decir,  por  lo  qae  pueda  dedr  y 
revelar  respecto  al  estado  de  perversión  y  de  maldad  del  deUn- 
eoente,  y  no  por  el  valor  qae  en  si  tenga.  Las  circonstanciu 
accidentales  del  delito  lo  agravan  ó  lo  atenúan,  porqae  saponea 
mayor  ó  menor  corrapción  en  el  que  lo  ha  realizado,  como  las 
causas  modificativas  de  la  impatabilidad  hacen  que  se  impon- 
ga al  delicaente  mayor  ó  menor  pena  en  razón  del  mismo  prin- 
cipiOy  y  así  la  pretendida  distinción  se  esfama  y  desvanece, 
cosa  qae,  después  de  todo,  reconocen  los  mismos  qae  preten* 
den  sostenerla.  «Mas  al  insistir,  dice  el  Sr.  Sil  vela,  en  el  carác- 
ter objetivo  que  revisten  las  circunstancias  accidentales,  no  se 
entienda  que  han  de  considerarse  como  hechos  totalmente  ex- 
traños y  ajenos  á  la  voluntad  culpable:  lejos  de  eso,  es  precisa 
afirmar  nuevamente,  que  lo  qae  no  está  en  la  determinadón 
voluntaria  del  reo,  no  está  en  el  delito,  y  qae  los  hechos  ex- 
teriores tan  sólo  tienen  valor  en  cuanto  son  su  expresión  y 
signo.  Y  esto  es  igualmente  aplicable  á  lo  esencial  y  caracteris- 
tico  que  á  lo  de  puro  accidente»  (1). 

Las  circunstancias  atenuantes  y  agravantes  no  vienen  á 
ser,  en  último  término,  según  se  deduce  de  todo  lo  dicho,  sino 
indicios,  señales  de  la  mayor  ó  menor  perversión  del  reo,  del 
grado  y  energía  de  sus  sentimientos  antijurídicos,  y  al  apreciar» 
las,  no  se  hace  otra  cosa  que  determinar  su  imputabilidad;  no 
sa  impatabilidad  genérica,  esto  es,  sa  capacidad  para  ser  de- 
clarado autor  de  un  hecho  como  causa  psíquica,  sino  su  impa- 
tabilidad individual,  ó  dígase,  el  extremo  hasta  donde  puede 
aerle  atribuido  ese  hecho  con  todas  las  circanstancias  que  han 
intervenido  en  su  realización.  En  los  casos  en  que  se  caestío- 
na  sobre  la  impatabilidad  ó  inimputabilidad  de  un  agente,  se 
trata  de  saber  si  puede  atribuírsele  ó  no  un  hecho  como  á  caá- 

a)     Bflvela,  obra  oitads,  pág  186. 
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«a  Yolantaria  y  consciente:  en  los  casos  en  que  se  cuestiona 
sobre  las  circonstancias  agravantes  6  atennantes,  se  trata  de 
saber,  no  ya  si  puede  atribuírsele  el  hecho,  sino  si  puede  atri* 
huírsele  con  los  accidentes  en  que  se  ha  yerificado,  que  de» 
notan  una  distinta  perversión.  Media,  pues,  entre  las  causas 
que  excluyen  6  atenúan  la  imputación  y  las  circunstancias  que 
agravan  ó  atenúan  el  delito,  una  relación  bastante  estrecha^  y 
hasta  puede  decirse  que  son  dos  momentos  de  un  mismo  pro- 
blema, como  ya  lo  indica  el  que  todas  las  causas  de  inimputa- 
bilidad  se  convierten  en  circunstancias  de  atenuación  cuando 
no  privan  por  completo  al  agente  de  las  condiciones  que  le 
hacen  imputable  (1). 

La  teoría  de  las  circunstancias  atenuantes  y  ag^vantes» 
que,  como  acabamos  de  ver,  nace  lógicamente  de  la  concepción 
abstracta  del  delito  como  algo  existente  por  sí  y  con  realidad 
objetiva,  separado  del  criminal  que  lo  comete,  se  impone  ade- 
más por  modo  imperioso  y  necesario,  dadas  las  tendencias  que 
dominan  en  estas  materias.  Conceptúase,  en  efecto,  como  una 
necesidad  imprescindible,  la  enumeración  y  fijación  detallada 
de  los  delitos  para  que  puedan  considerarse  como  acciones 
punibles,  y  tienóse  por  principio  inconcuso,  que  arranca  de  la 
naturaleza  misma  de  la  pena,  su  determinación  y  señalamien- 
to anticipados,  dentro  de  ciertos  límites  y  confines,  que  al  ha» 
cerla  cierta,  la  convierten  en  amenaza  para  contener  á  ios  que 
pudieran  sentirse  proclives  á  delinquir.  Dados  estos  supuestos, 
¿qué  caminos  pueden  tomarse?  Pues  no  hay  más  que  dos:  6 
enumerar  y  fijar  uno  por  uno  en  las  leyes  todos  los  delitos,  has- 
ta con  sus  caracteres  individuales,  señalándoles  una  pena  pre- 
cisa, fija  é  inalterable,  ó  enumerar  y  fijar  solamente  los  géne- 
ros y  las  especies  de  delitos,  sus  caracteres  comunes  y  especf- 


(1)  La  doctrina  corriente,  es,  sin  embargo,  la  oontraria;  esto  es,  la  qa« 
trata  de  establecer  ana  radical  distinción  entre  las  cansas  qne  influyen  en  1& 
impntabüidad,  y  las  qne  modifican,  por  otros  conceptos,  la  responsabilidad 
penal. 


522  BBVISTA  DB  LSeiSLÁ^OIÓN 

fieos,  castigándolos  con  una  pena  movible  y  gradnable  hasta 
cierto  punto,  según  los  accidentes  y  contingencias  qoe  cenca- 
rrau  en  sa  perpetración;  en  nna  palabra,  ó  enumerar  y  penar 
individualmente  los  delitos,  <5  enumerarlos  y  penarlos  genéri- 
camente, esto  es,  creando  un  tipo  normal,  que  es  el  que  defíney 
pena  la  ley,  y  dejando  á  la  práctica  que  modifique  6  individua*» 
lice  ese  tipo  por  el  concurso  de  circunstancias  transitorias,  y  an- 
torizando  á  los  tribunales  para  alterar,  según  ellas,  en  más  6 
menos,  la  pena  señalada  como  ordinaria.  El  primer  camino  es 
impracticable,  porque  escapa  del  todo  á  la  inteligencia  huma- 
na ]a  determinación  a  prtori  de  los  caracteres  y  accidentes  que 
han  de  concurrir  en  cada  delito  individualmente  considerado, 
toda  vez  que  son  adventicios  y  contingentes,  y  como  indiTÍ- 
duales,  infinitos;  algunos  códigos,  sin  embargo,  y  entre  ellos 
el  que  redactó  en  1791  la  Asamblea  constituyente  francesa,  lo 
emprendieron,  no  descendiendo  á  la  individualización  a  priori 
de  los  delitos,  que  esto  era  absurdo,  pero  sí  fijando,  para  cada 
género  y  cada  especie  de  delito  definido,  una  pena  fija  é  ingra- 
duable,  fueran  cualesquiera  las  circunstancias  que  mediasen 
en  cada  hecho  concreto;  defendíanlo  en  el  campo l^científíco  ma- 
chos pensadores,  como  único  que  respetaba  la  majestad  de  la 
ley  y  contribuía  á  hacer  eficaz  la  pena;  pronto  la  práctica  reve- 
ló, no  obstante,  las  injusticias  y  las  desigualdades  que  produ- 
cía, y  ya  en  el  Código  del  año  iv  y  más  tarde  en  el  de  1810  y  de- 
finitivamente en  la  revisión  de  1832,  Francia  lo  abandonó, 
aceptando  por  modo  resuelto  y  decidido  el  segundo  camino, 
que  conduce  á  la  teoría  de  las  circunstancias  atenuantes  y 
agravantes.  Hoy  este  segundo  camino  es  el  que  siguen  todas 
las  naciones  cultas  y  el  que  prefieren  todos  los  criminalistas; 
los  mismos  que,  como  Berner,  preferían  antes  el  otro,  han 
vuelto  sobre  sus  antiguas  ideas  ante  los  testimonios  de  la 
práctica,  y  al  declararlo  así  con  franqueza,  es  cuando  el  men- 
cionado escritor  alemán  traza,  en  su  Tratado  de  derecho  pemlj 
las  palabras  que  sirven  de  tema  á  esta  Memoria.  «Parece  que 
no  se  puede  menos,  dice,  de  reconocer  un  derecho  de  atenúa- 
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cióD  fuera  de  los  estrechos  límites  de  los  casos  concretos  pre- 
vistos por  la  ley,  aun  en  códigos  generalmente  benignos,  dado 
qne  siempre  ocarren  especiales  circnnstancias  de  hecho,  de  nn 
carácter  extraordinario,  qne  no  podrían  ser  previstas  por  la  ley 
y  requieren  una  atenuación  de  la  pena  ordinaria.  Todavía  en 
la  discusión  del  nuevo  Código  bávaro,  prosigue,  apreciamos 
las  consideraciones  que  se  exponen  contra  este  sistema,  y  an* 
tes  habíamos  apoyado  en  ellas  nuestra  opinión.  Pero  la  vida 
es  la  verdad,  y  la  verdadera  ciencia  presta  oídos  á  los  testimo- 
nios de  la  vida,  y  no  se  asusta  cuando  su  fuerza  abate  fórmu- 
las viejas,  que  antes  se  creían  indispensables)»  (1). 

Este  origen  de  la  teoría  de  las  circunstancias  atenuantes  y 
agravantes,  como  imposición  de  las  doctrinas  que  prevalecen 
acerca  de  la  enumeración  y  del  castigo  a  priori  de  los  delitos 
en  los  códigos,  lo  expone  con  claridad  Mancini,  diciendo:  «Si 
las  leyes  no  pueden  preestablecer  la  exacta  cantidad  de  la 
pena  que  ha  de  imponerse  en  los  distintos  casos  de  un  mismo 
delito,  no  deben  tampoco  abandonar  por  entero  al  poder  de  los 
jueces  el  fijar  cada  vez  esta  cantidad  según  una  medida  arbi- 
traria, porque  la  eficacia  de  la  pena,  consistiendo  principal- 
mente en  la  amenaza  de  un  mal  preciso  y  en  la  correspon- 
diente imposición  del  mismo,  se  debilitaría  y  á  veces  resulta- 
ría del  todo  nula.  Considérase,  pues,  necesario  que,  para  cada 
grado  de  delito,  se  determine  la  medida  de  la  pena  en  sus  dos 
límites  extremos  de  máximo  y  de  mínimo,  por  manera  que  la 
elección  de  la  cantidad,  sólo  en  estos  confínes  señalados,  de- 
penda según  los  casos  del  criterio  del  juez.  Este  intervalo  se 
deja  libre  por  la  ley,  á  fin  de  que  el  magistrado  se  halle  en  si- 
tuación de  aplicar  á  la  punibilidad  individual  del  reo  la  pena 
general  amenazada;  mas  para  que  el  juez  pueda  cumplir  con- 
venientemente su  deber,  es  indispensable  una  sana  distinción 
de  las  circunstancias  que  agravan  ó  mitigan  el  delito)^  (2). 


(t)     Bemer,  obra  citada,  p&gs.  248  y  2iñ. 
(2)      Relañone  citadaí  cap.  6.® 
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Pero,  de  qoe  se  reconozca  qao  en  el  estado  actaal  de  la  cien- 
cia y  de  la  práctica  de  las  legislaciones  es  una  necesidad  j 
hasta  una  imposición  la  teoría  de  las  circunstancias  atenuan- 
tes-y  agravantes,  no  se  deduce  de  ningún  modo  que  esta  teo- 
ría tenga  un  valor  real  y  un  sólido  fundamento  filosófico.  An- 
tes por  el  contrario,  mirada  desde  el  punto  de  vista  de  Im 
principios,  dicha  teoría  carece  de  uno  y  de  otro,  como  de  uno 
y  de  otro  carecen  los  supuestos  que  le  sirven  de  apoyo  y  sostén. 

La  consideración  del  delito  como  realidad  objetiva,  qoe 
existe  por  sí,  con  completa  independencia  de  la  persona  qae 
lo  comete,  es  una  abstracción  insostenible;  el  delito  existe  stfb) 
por  relación  á  su  autor,  es  un  estado  de  ánimo  del  delincuente, 
respecto  del  cual  el  hecho  concreto  y  las  manifestaciones  ex- 
teriores no  son  sino  síntomas  y  señales  que  revelan  su  existen- 
cia. Y  como  no  hay  delito  objetivo,  tatíipoco  hay  delito  nor- 
mal y  delito  modificado;  lo  que  por  tal  tienen  los  tratadistas  y 
las  leyes,  es  una  abstracción  de  una  abstracción,  que  no  res- 
ponde á  ninguna  categoría  de  la  realidad.  El  delito  es  siempre 
individual  y  concreto,  tiene  caracteres  propios  y  peculiares 
que  le  distinguen  en  cada  caso,  y  sólo  separando  por  abstrac- 
ción algunos  de  esos  caracteres  y  sumándolos  después,  se  ha 
podido  formar  ese  concepto  del  delito  normal  y  típico,  tan  abs- 
tracto y  vacío  como  el  del  hombre  medio,  por  ejemplo.  El  de- 
lito, «como  concepto  específico  y  relativo,  dice  Gampíli,  tooia 
* 

forma  y  vestidura  exclusivamente  por  la  ley,  que  le  da  una 
vida  de  convención  en  las  especiales  reglas  jurídicas»  (1),  y 
sólo  por  la  ley  presenta  una  gravedad  normal  y  una  gravedad 
aumentada  ó  atenuada,  cuando  en  sí  tiene  siempre  una  gra- 
vedad individual  y  propia. 

Y  no  más  consistencia  tienen  los  otros  dos  supuestos  qoe 
imponen  como  necesaria  la  teoría  de  las  circunstancias  ate- 
nuantes y  agravantes.  La  enumeración  anticipada  de  los  deli- 
tos en  la  ley,  hoy  por  hoy,  como  antes  se  ha  dicho,  principio 


(1)     Oampili,  obra  citad»,  p&g.  68. 
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nniversalmente  admitido,  eatá  en  contradicción  con  la  regla^ 
4ambién  por  casi  todos  aceptadaí  de  qae  la  ignorancia  del  de- 
recho no  excusa  de  camplirlO|  y  no  tendría  explicación  sino 
•en  el  caso  de  que  la  ley  creara  delitos  artificiales  y  no  se  limi- 
tara á  sancionar  y  penar  los  qne  repnta  por  tales  la  conciencia 
nniversal.  T  la  predeterminación  de  la  pena  en  los  códigos, 
•qne  en  nn  principio  se  exigía  qae  faese  inflexible  é  ingradna- 
bloi  hoy  se  encierra  dentro  de  un  máximum  y  nn  mínimum  que 
paeden  variar  bastante^  y  acaso  mañana  consista  sólo  en  nn 
rnáaimum,  como  ya  pasa  en  algunos  países  (I);  y  ¿quién  sabe 
si  más  adelante  se  tendrá  por  innecesaria  ó  imposible,  cuando 
43e  reconozca  que  el  fin  de  la  pena  es  la  enmienda  del  reO|  y  que 
los  medios  para  conseguirla  no  se  pueden  determinar  por  ade- 
lantado? 

Pero  en  tanto  que  esto  ocurra,  y  mientras  sigan  predomi- 
nando las  corrientes  y  las  doctrinas. que  en  la  actualidad  rei- 
jian,  la  teoría  de  las  circunstancias  atenuantes  y  agravantes 
será  necesaria  y  habrá  de  mirarse  como  un  progreso  respecto 
de  la  inflexible  premeditación  del  castigo,  porque  significa  nn 
paso  adelante  en  el  camino  de  la  individualización  del  delito, 
-de  la  única  manera  que  esto  se  puede  conseguir,  á  saber,  el 
prudente  arbitrio  judicial. 

Esta  teoría  es  muy  antigua.  Ta  los  jurisconsultos  romanos 
la  conocían,  y  llegaron  á  establecer  las  fuentes  de  donde  pue- 
den dimanar  las  circunstancias  que  influyen  en  la  punibilidad. 
En  nn  fragmento  del  Digesto,  Claudio  Saturnino  dice:  Auf 
facta  puniuntur^  aut  dicCa^  aut  scripia,  aut  concilia...  Sed  hixc 
.jiuatuor  ff enera  consideranda  suntsepUm  modüs:  causa,  persona, 
loeOy  tempare,  gualüaUy  quaniitaUi  eteventu{2).  Los  glosadores 
.j  los  criminalistas  de  la  Edad  Media  prosiguieron  este  estudio 
jr  lo  llevaron  á  la  exageración,  llegando  á  señalar  algunos  de 


cu     Bn  Holftnda,  y  en  Alemania  para  Ion  delitog  propiamente  dieho«. 
<a)     L.  16,  xLvni,  19. 
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«líos  hasta  44  atenoantea  (1).  Entre  los  tratadístaa  contempo- 
ráDeos^  ja  he  dicho  que  se  admiten  generalmente  las  circons» 
tanciaa  de  atennación  y  agravación;  pero  no  todos  están  con- 
formes sobre  sa  número,  ni  sobre  sí  es  posible  6  no  es  poribk 
fijarlas  y  determinarlas  a  priori.  Los  más,  sin  embargo,  se  i&> 
clinan  á  la  negativa,  £1  Sr.  Silvela,  manteniendo  la dístincnin 
entre  las  circnnstancias  objetivas  y  las  subjetivas,  dice  de  hs 
primeras:  «Habiendo  antes  hecho  ver  qne  estas  modifieacionet 
de  la  materia  del  delito  forman  nn  todo  con  él,  qne  se  unen  j 
adhieren  á  lo  esencial  y  característico,  es  vano  el  empeño  de 
enumerarlas  y  estudiarlas  como  generales,  como  si  tavienii 
nna  existencia  enteramente  propia  6  independiente»  (2).  Y  de 
las  segundas  afirma:  «Aquellas  que  representan  el  estado  de 
ánimo  del  cnlpable  y  hasta  qu¿  punto  fué  el  delito  laobnde 
su  libre  y  voluntaria  determinación,  esto  es,  lo  que  sólo  pnede 
verse  teniendo  á  su  presencia  el  reo  y  escudriñando  sa  cod- 
ciencia^  se  escapan  á  toda  racional  enumeración,  y  más  qve 
nada,  á  toda  valuación  a  prioriy  y  deben  quedar  al  prudente  a^ 
bitrio  de  los  tribunales»  (3). 

Para  mí,  no  cabe  duda  que  es  imposible  enumerar  j  prede 
terminar  las  circunstancias  atenuantes  y  agravantes.  Militsn 
á  favor  de  esta  opinión  todas  las  razones  que  expuse  al  traiar 
do  las  causas  de  inimputabilidad.  Además,  la  naturaleza  mis- 
ma de  las  circunstancias,  como  antes  he  apuntado,  se  opone  i 
toda  fijación  anticipada,  porque  siendo  individuales  y  peca- 
liares  de  cada  caso,  habría  que  agotar  los  caracteres  de  la  indi- 
vidualidad,  que  son  infinitos.  Pretender  enumerar  las  circ^n^ 
tancias  que  atenúan  ó  agravan  la  responsabilidad,  es  en  eierta 
modo  incurrir  en  una  petición  de  principio,  porque  precisa- 
mente por  no  haber  podido  individualizar  cada  delito  es  por 
lo  que  ha  surgido  la  exigencia  de  esas  circunstancias.  A  losa- 


(1)  TiraqneUo,  De  pomw  temperando  vol  remitendij*;  citado  por  ViboíbL 

(2)  SUvela,  obrs  citad»,  p&g.  187. 
/3)     Silyela,  obra  citada,  pág.  aSS. 
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mo  podría  aspirarse  á  señalar  los  orígenes  y  fuentes  de  donde 
se  derivan^  como  intentó  Saturnino;  pero  esto  tampoco  es  ase- 
quible, porque  la  yida,  eii  su  complicación  y  riqueza,  puede 
siempre  presentar  casos  nuevos,  no  previstos  ni  clasificados. 

Sobre  la  manera  de  consignar  en  la  ley  las  circunstancias 
atenuantes  y  agravantes  reina  gran  diversidad  y  discordan- 
eia.  Algunos  códigos  forman  con  ellas  dos  grupos:  uno  de  las 
que  consideran  especiales,  y  otro  de  las  que  consideran  |^ene- 
rales;  las  primeras,  las  ponen  en  la  parte  especial,  al  lado  del 
delito  que  modifican;  las  segundas,  las  colocan  en  la  parte  ge* 
neral,  como  aplicables  á  todos  los  hechos  punibles.  Respecto 
de  estas  últimas,  siguen  dos  sistemas:  ó  bien  las  enumeran  y 
especifican  todas,  como  los  Códigos  de  España,  el  Perú,  San 
Salvador,  Venezuela,  etc.;  ó  bien  enumeran  y  especifican  sólo 
lae  atenuantes,  y  comprenden  en  una  enumeración  sintética 
las  agravantes,  como  los  Códigos  de  Austria,  Zurich,  Fribur- 
go,  etc.  Otros  cuerpos  legales,  aparte  de  las  circunstancias  de 
atenuación  y  agravación  especiales  de  cada  delito,  que  marcan 
taxativamente,  se  limitan  á  hacer  constar,  en  su  libro  prime- 
ro, la  &cultad  que  tiene  el  juez  de  tener  en.  cuenta  todas  las 
circunstancias  atenuantes  que  puedan  presentarse;  pondré 
como  ejemplo  de  este  sistema  los  códigos  italianos.  Otros,  por 
último,  ni  siquiera  contienen  esta  declaración  expresa  en  la 
parte  general,  concretándose  á  conceder  á  los  tribunales  gran 
latitud  en  la  aplicación  de  la  pena,  para  que  puedan  modifi- 
carla cuando  concurran  causas  de  atenuación;  ejemplo,  el  Có- 
digo alemán,  que  sólo  menciona  la  edad  como  circunstancia 
atenuante  general.  En  todos  estos  sistemas  y  cuerpos  legales 
no  se  admiten  más  circunstancias  agravantes  que  las  señala- 
das por  la  ley. 

A  mi  entender,  son  preferibles  los  que  más  se  alejan  de 
toda  enumeración  y  especificación,  porque  los  que  las  acome- 
ten se  empeñan  en  una  empresa  quimérica.  Ta  hemos  visto 
que,  determinar  por  adelantado  las  circunstancias  que  pueden 
concurrir  en  cada  hecho  concreto,  es  imposible,  y  lo  es  más 
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todavía  decidir  sí  esas  circnnatancias  se  han  de  tener  deide 
luego  como  atenuantes  ó  agravantes.  Los  mismos  códigos  que 
pretenden  lo  contrario^  propalan  el  error  en  qne  se  fnndsa, 
cuando,  como  el  nuestro,  pongo  por  casoí  dícen^  despüft  de 
haber  enumerado  varias  circunstancias  de  atenuación,  qae  ae 
tendrán  por  tales  cualesquiera  otras  de  igual  entUadf  anáUfu 
i  las  anteriores  (1),  y  cuandoi  laego  de  señalar  algunas  agn- 
vantes,  disponen  qne  los  jueces  las  apliquen  como  agraTantei 
ó  como  atenuantes  seg6n  la  naturaleza  y  los  efectos  del  do- 
lito  (2).  ¿Puede  darse  confirmación  más  palmaria  de  la  impon* 
bilídad  de  lograr  lo  que  se  intenta?  Si  la  enumeración  de  lu 
circunstancias  atenuantes  no  va  á  ser  completai  sí  al  fin  y  á  la 
postre  se  va  á  dejar  al  juzgador  en  libertad  de  apreciar  lu  qae 
se  presenten,  háyalas  ó  no  las  haya  tenido  en  cuenta  la  ley, 
¿á  quó  enumerar  algunas?  ¿Acaso  por  vía  de  ejemplo?  ¿No  val- 
dría más,  para  evitar  errores,  enunciarlas  tod^s  en  una  fórma- 
la genérica,  expresiva  de  su  naturaleza?  T  £íi  las  circnnatan- 
cías  agravantes,  ó  por  lo  menos,  algunas,  son  agravantes  ó 
atenuantes  seg6n  la  índole  del  delito,  y  se  deja  al  jnei  so 
apreciación,  ¿no  quiere  esto  decir  que  por  sí  no  son  agrann- 
tes  ni  atenuantes,  y  que  fijar  de  antemano  su  eficacia  es  ab- 
surdo? 

La  casi  totalidad  de  los  criminalistas  está  hoy  en  contra  de 
la  enumeración  específica,  á  lo  menos  por  lo  que  toca  ála8d^ 
cunstancias  atenuantes.  Casi  unánimemente  reconocen,  coa 
Buccellati,  que  «por  diligente  que  sea  el  legislador  al  preesta- 
blecer estas  varias  modificaciones,  no  podrá  llegar  nunca á 
prever  plenamente  todos  los  casos  que  responden  á  la  realidad 
de  las  cosas.  De  aquí  surge  la  necesidad  de  dejar  al  jues  la 
facultad  genérica  del  cálculo  de  estas  circunstancias,  en  espe- 
cial de  las  atenuantes  ó  mitigantes)^  (3).  Hay,  sin  embargo, 


(l)     Art.  9.*,  p&r.  8.» 

f2)     Art.  10,  para.  !.•  y  6.» 

<8)     Bnoceliati,  obra  citada,  págs.  219  y  220. 
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Taliosas  excepciones,  entre  las  cuales  es  menester  contar  nom- 
bres tan  ilastres  como  los  de  Oarrara,  Mancíní  y  Tolomei.  En- 
tienden estos  jarisconsaltos  qae,  tanto  las  circunstancias  de 
atenuación  cuanto  las  de  agravación  ^  deben  enumerarse  y  es- 
pecificarse, porque,  como  dice  el  primero  de  ellos,  «el  -verda- 
dero progreso  de  la  civilización  en  las  legislaciones  penales, 
no  se  representa  por  un  perezoso  abandono  de  la  medida  del 
castigp  al  beneplácito  del  juez,  sino  por  un  estudiado  análisis 
que  la  ley  misma  haga  de  todas  las  circunstancias  que  deben 
acrecer  ó  decrecer  la  punición,  y  de  consiguiente,  por  la  resti- 
tución á  la  ley  del  cetro  que  á  ella  sola,  y  no  al  hombre,  per- 
tenece)^ (1).  Inspirándose  en  estas  ideas,  Tolomei  y  Mancini  en 
una  de  las  primeras  comisiones  italianas  encargadas  de  redac- 
tar el  Código,  propusieron  enumerar  y  especificar  las  circuns- 
tancias  atenuantes  y  agravantes;  y  más  tarde  él  segundo  de 
ellos,  siendo  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  reprodujo  la  pro- 
puesta y  hasta  llegó  á  incluir  en  el  proyecto  dos  artículos,  el  90 
y  el  91,  donde  esa  enumeración  y  especificación  se  hacía,  es- 
cribiendo en  el  preámbulo  estas  palabras  en  su  defensa:  «La 
especificación  de  las  circunstancias  atenuantes  y  agravantes 
contribuye  á  hacer  más  eUréa  la  pena,  y  la  certeza  de  la  pena 
es  uno  de  los  factores  principales  de  su  eficacia.  Sirve  para  dar 
nna  adecuada  satisfacción  á  la  opinión  pública,  cuando  en  ca- 
sos aparentemente  iguales  entre  sí,  ha  lugar  á  aplicarse  pena 
diversa,  según  que  concurra  alguna  de  las  circunstancias  es- 
pecificadas, mientras  que  hoy,  con  la  afirmación  de  las  cir- 
cunstancias indeterminadas,  el  público  no  comprende  la  razón 
de  la  diversidad  de  algunas  condenas.  Proporcionará  por 
tanto  notable  ventaja  al  crédito  de  la  justicia;»  (2). 

Pero  al  sostener  estas  doctrinas,  los  criminalistas  mencio- 
nados incurren  .en  grave  inconsecuencia  y  contradicción.  Pre- 
cisamente ^los  tres  los  he  citado  como  defensores  de  la  fór- 

(1)  Oarrara,  Ojnucoli,  yol.  2,  citado  por  Mancini. 

(2)  Speoiale,  obra  citada,  pág.  9B3. 
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müla  genérica  para  laa  causas  de  inimpatabilidad,  y  las  razones 
en  que  para  propugnarla  se  apoyaban  son  las  mismas  que  se 
aducen  en  pro  de  una  enumeración  general  de  las  circunstan- 
cias de  que  ahora  se  trata.  No  hay  motivo,  por  tanto,  que  justi- 
fique la  adopción  de  un  sistema  para  aquéllas  y  otro  diferente 
para  éstas;  tan  inagotables,  infinitas  é  imposibles  de  sujetar  i 
enumeración  son  las  unas  como  las  otras,  según  reconocen 
después  de  todo  los  escritores  de  que  hablo.  He  aquí  las  pala- 
bras de  Mancíni:  «Sosteniendo  y  aplicando  este  sistema,  dice 
en  el  preámbulo  recordado,  no  debe  desconocerse,  sin  em- 
bargo, que  no  es  dado  al  legislador  prever  y  definir  con  segó- 
ridad  todas  las  variadísimas  circunstancias  que  pueden  in- 
fluir sobre  la  aplicación  de  la  pena;  y  si  en  agravar  ésta  faera 
de  los  límites  determinados  por  la  ley,  no  se  quiere,  por  cáno- 
nes de  equidad,  dejar  libre  discreción  al  juez,  se  puede  y  debe 
hacerse  respecto  del  concurso  de  las  circunstancias  atenuantes 
no  previstas  ni  posibles  de  prever  a  priori.  Por  lo  cual,  para 
completar  el  sistema  y  para  hacer  desaparecer  todo  temor  de 
omisión  en  la  indicación  de  las  excusantes  específicas,  el  pro- 
yecto conserva  (art.  26)  al  juez  la  facultad  de  declarar  la  exis- 
tencia de  las  atenuantes  indeterminadas»  (1).  Es  decir,  qne 
después  de  haberse  esforzado  en  determinar  específicamente 
las  circunstancias,  el  proyecto  de  Mancini,  como  el  vigente 
Código  español,  reconoce  su  impotencia  y  vuelve  al  sistema 
de  la  indeterminación  y  la  generalidad.  Por  esto  la  Gomisién 
de  1867  rechazó  la  propuesta  de  Tolomei  y  Mancíni,  y  «en  la 
imposibilidad  de  prever  y  especificar  todas  las  circunstancias 
atenuantes,  tomó  por  mejor  partido  confiar  enteramente  á  h 
conciencia  del  juez  de  hecho  el  juicio  sobre  la  existencia  de 
las  mismas  en  cada  caso»  (2);  y  por  esto  la  Cámara  rechazó  las 
innovaciones  del  Ministro,  ateniéndose  á  la  facultad  general, 
que  es  la  que  subsiste  en  todos  los  proyectos  posteriores. 


(1)     Speciale,  obra  citada,  pfcg.  908. 
(fi)     Speoiale,  obra  citada,  piíg.  989. 
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No  diré  yo  si  esta  facaltad  genérica,  concedida  en  el  primer 
libro^  es  necesaria,  ó  si  basta  con  una  gran  amplitud  en  la  apli- 
cación de  la  pena,  para  modificarla  con  arreglo  á  las  circuns- 
tancias qne  concorran  en  cada  hecho,  sin  autorización  alguna 
expresa;  con  ambas  soluciones  se  consigne  dar  facultades  á  los 
tribunales  para  que  puedan  proporcionar  el  castigo  á  la  indi- 
Tidoalidad  del  delito,  según  su  prudente  arbitrio,  dentro  de 
loB  limites  marcados  por  la  ley,  que  es  lo  más  que,  en  el  estado 
de  la  ciencia  y  de  la  opinión,  puede  pretenderse.  Pero  no  con- 
cluiré sin  manifestar,  que  tengo  por  más  acertado  el  sistema 
de  fijar  sólo  un  máaimum  de  pena,  para  que  dentro  de  él  los 
jaeces  señalen  la  que  estimen  necesaria,  según  los  accidentes 
del  hecho  punible;  este  sistema,  seguido  por  el  Código  alemán 
para  casi  todos  los  delitos  propiamente  dichos  y  por  el  Código 
holandés,^  excluye  la  teoría  de  las  circunstancias  atenuantes  y 
agravantes,  puesto  que  no  admite  una  pena  media  ú  ordinaria 
y  dos  peinas  extraordinarias,  y  concede  más  latitud  al  arbitrio 
judicial,  que,  al  contrario  de  lo  que  creía  Bacon,  es  tenido  cada 
yez  más  unánimemente  como  el  requisito  esencial  de  las  me- 
jores leyes.  «Óptimo  el  código  penal,  dice  Buccellatí,  que  con- 
cede al  juez  la  máxima  latitud  de  pena»  (1). 

▲ateqnenb,  Septiembre  de  1887. 

JsRÓNUCo  Vida. 


(1)     Bnooellati,  obra  citada,  p&g.  290. 
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Observaolones  á  la  ley  del  Turado  (*> 

OOICPBTBNOIA  DBL  TRIBUNAL  DEL   JURADO 

La  determinación  de  los  delitos  qne  hubieran  de  ser  some- 
tidos al  coiiocimiento  del  Tribunal  del  JaradOi  faé,  al  plan- 
tearse por  yez  primera  esta  institución  en  Bapaña,  una  de  I» 
más  transcendentales  cuestiones. 

Era  demasiado  yiolenta  la  transición  del  sistema  inqoisi- 
tivo  7  escrito  al  principio  acusatorio  y  oral  que  informaba  A 
nuevo  procedimiento;  y  si  los  errores  del  Juez  único  y  los 
amaños  de  un  sumario,  muchas  veces  obra  de  la  malignidad, 
habían  sublevado  juntamente  á  la  opinión  pública,  debiera,  al 
plantearse  la  reforma,  cuidarse  con  todo  esmero  de  que  ana 
innovación  violenta  é  impremeditada  viniese  á  comprometer 
el  éxito  del  nuevo  modo  de  enjuiciar. 

Dos  tendencias  opuestas  se  dibujaron  desde  luego  en  orden 
á  la  extensión  de  las  facultades  del  Jurado,  con  relación  i  su 
competencia.  Una  de  ellas,  tomando  por  tipo  el  Jnrado  de  lo» 
pueblos  anglosajones,  pretendía  que  el  Tribunal  de  los  jaeces 
de  hecho  conociese  de  todos  los  delitos.  Citábase  como  ejemplo 
de  pueblos  en  que  el  Jurado  domina  la  organización  jndicial^. 

O     VéAM  1*  p4g.  846  de  e«U  tomo. 
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Inglaterra,  donde  aqnál  conoce  de  toda  clase  de  delitos,  lo  pro* 
pió  qne  acontece  en  la  Confederación  Saiza  y  Estados  Unidos^ 
si  bien  para  los  asuntos  de  policía  correccional  suele  compo- 
nerse el  Tribunal,  en  algunos  cantones,  de  menor  número  de 
indÍTidoos,  como  en  Ginebra,  que  forman  el  Tribunal  correc- 
cional un  Juez  y  seis  jurados.  T  frente  á  esa  escuela,  que  pu- 
diera llamarse  radical,  se  encontraba  la  de  los  partidarios  del 
Jurado  dicho  del  tipo  latino  qne  Francia  difundió  por  Europa 
como  uno  de  los  principios  sancionados  en  1789. 

Pero  el  Jurado  francos,  en  armonía  con  todo  el  sistema  que- 
informa  el  Código  de  instrucción  y  la  organización  de  sus  Tri- 
bunales, establece  como  de  la  competencia  del  Jurado  todoe 
aquellos  delitos  no  correccionales,  determinándose  dicha  com- 
petencia desde  que  es  presentada  por  el  Procurador  general  el 
acta  de  acusación.  T  sabido  es  cuan  acerbas  censuras  ha  me- 
recido de  parte  de  los  juradistas  el  afán  de  corrección  alizar  los 
delitos  para  sustraerlos  del  conocimiento  del  Jurado. 

La  ley  española,  tanto  en  el  proyecto  de  1883  como- 
en  1888,  se  ha  separado  con  acierto  del  Código  de  instrucción 
francés,  sin  aceptar  tampoco  el  amplio  criterio  del  Jurado  ei> 
Inglaterra  y  otros  pueblos  similares. 

T  conste  que  la  clasificación  de  delitos  adoptada  por  la  ley 
de  20  de  Abril  de  1888,  nos  parece  más  aceptable  que  la  que 
sirvió  de  base  para  determinar  la  competencia  en  la  de  1872f 
pues  la  enumeración  de  los  hechos  punibles,  con  arreglo  á  la 
olasiflcación  del  Código,  que  han  de  ser  atribuidos  al  Jurado, 
es  punto  de  partida  más  racional  y  jurídico  que  la  entidad  d& 
la  pena  indicada  al  delito,  que  consignaba  como  raíz  de  com- 
petencia el  art.  661  de  la  ley  de  1872;  habiendo,  por  otra  par- 
te, el  art.  4.^  de  la  ley  vigente  terminado  con  la  anomalía  de^ 
que  la  tentativa  y  el  delito  frustrado,  la  proposición  y  la  cons- 
piración para  ciertos  crímenes  no  viniesen  sometidos  al  Ju» 
rado,  si  no  aparecían  unidos  con  el  delito  consumado  por  rela-^ 
Clones  de  conexidad. 

Dicho  art.  4.^  es  claro  y  concluyente:  la  competencia  del 
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Tribunal  del  Jurado  nace  del  concepto  del  delito  principal  y 
de  loB  á  él  conexos;  y  al  propio  Tribunal  se  atribuyen  los  frus- 
trados y  tentativas,  la  proposición  y  conspiracíóni  la  comi- 
cidad y  el  encttbrimientOy  determinándose  aquélla,  conforioe 
á  los  principios  del  sistema  acusatorio^  por  los  Jaeces  de  dero- 
^chO|  sin  perjuicio  de  lo  prevenido  en  el  art.  65. 

¿Pero  es  susceptible  de  alguna  reforma  en  lo  porvenir  el 
referido  art.  i.""  de  la  ley  de  1888? 

Entendemos  que  sí,  y  vamos  á  fundamentar  aoestra  ase- 
veración. La  ley,  lo  hemos  indicado,  resuelve  la  competencia 
del  Jurado  sobre  la  base  del  concepto  del  delito  y  no  por  la 
mayor  ó  menor  gravedad  de  la  pena.  Pues  bien:  ¿qué  razóo 
ha  podido  tenerse  en  cuenta  para  haber  llevado  al  Jurado 
<^iertos  delitos  de  falsedad,  con  exclusión  de  otros  de  la  propia 
naturaleza  y  comprendidos,  como  aquéllos^  dentro  del  tít,  4.^, 
libro  2."*  del  Código  penal? 

Recordamos  en  este  momento  la  discusión  habida  con  mo- 
tivo del  proyecto  del  Sr.  Ministro,  que  los  excluía  del  Jurado, 
y  los  que  creían  debieran  incluirse  unos  y  excluirse  otros;  y 
nos  viene  ¿  la  memoria  que  la  dificultad  de  ser  apreciada  la 
evidencia  de  la  falsificación,  era  el  argumento  esencial  de  di- 
cha divergencia. 

Respetamos  mucho  tal  criterio;  pero  prescindiendo  de  que, 
con  el  auxilio  pericial,  no  es  ni  más  ni  menos  fácil  ni  diBcü 
apreciar  una  falsificación  que  comprobar^  mediante  el  recto 
juicio,  otros  delitos  muy  graves,  entendemos:  1.^,  que  la  &l- 
sedad,  muiación  de  la  verdad,  que  decía  la  ley  de  Partida  (1), 
es  un  concepto  genérico  que  abarca  todo  lo  que  maliciosa  é  ia- 
tencionalmente  tiende  á  mistificar  lo  que  debe,  ser  tenido  por 
cierto;  2.°,  que  tan  falsario  es  quien  altera  un  documento  pu- 
blico ó  suplanta  un  sello  oficial,  como  el  funcionario  público 
que  hace  una  cédula  de  yecindad  falsa,  que  no  es  como  se  dice 
;generalmeúte  un  mero  recibo  tributario,  sino  que  se  exige  por 

(1)     Ley  l.\  tít.  1.%  Partid»  7.' 
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las  leyes  j  fieglamentcs  para  la  cobranza  de  créditos  del  Es- 
tado, entrega  de  cartas  confiadas  al  secreto  del  correo^  otorga- 
miento  de  actos  solemnes  y  otra  maltitad  de  fanciones  socia* 
lea,  en  las  cuales  la  identidad  de  la  persona  puede  ser  alterada 
por  una  cédala  de  vecindad  falsificada;  3.°,  que  no  deja  de  co- 
meter una  falsedad  insigne  quien  da  falso  testimonio  ante  un 
Tribanaly  crimen  tan  grave  que  puede  llegar  á  merecer  la 
pena  de  cadena  perpetua  (art.  382  del  Código);  y  4.%  que  no 
iiay  razón  alguna,  dado  el  concepto  que  informa  el  art.  4.°  de 
la  ley  del  Jurado,  para  eliminar  ciertas  falsedades  del  conocí-- 
miento  de  dicho  Tribunal  é  incluir  otras,  como  si  todas  ellas 
no  estuviesen  comprendidas  dentro  del  denominador  genérico 

Gontinnando  el  examen  de  la  ley  de  1888  acerca  de  la  com- 
petencia del  Tribunal  del  Jurado,  nos  ocurre  preguntar:  el 
delito  de  disparo  de  arma  de  fuego  contra  cualquiera  persona, 
¿es  de  la  competencia  de  dicho  Tribunal?  T  si  no  lo  es,  ¿de- 
biera serlo?... 

< 

La  contestación  á  ambas  preguntas  la  hemos  de  formular 
en  el  acto:  el  delito  de  disparo  no  viene  atribuido  al  Jurado, 
pero  debiera  hallarse  sometido  á  su  jurisdicción. 

Ese  delito  típico,  especial,  se  definió  por  vez  primera  en  el 
■art.  423  del  Código  de  1870,  y  es,  como  ha  dicho  el  Tribunal 
Supremo,  un  delito  éui  generisy  y  que  se  pena  con  independen- 
<cia  del  de  lesiones  en  ciertos  casos,  siendo  muy  diferente  del 
de  parricidio,  asesinato  ú  homicidio  frustrado,  porque  su  natu- 
raleza jurídica  nace  de  la  intimidación  que  produce  perlas 
contingencias  que  puede  ocasionar,  con  abstracción  de  la  vo- 
luntad de  su  autor. 

Nos  apartamos  de  la  opinión  de  ilustres  comentaristas  en 
punto  á  que  la  ley  del  Jurado  le  sometiese  á  so  competencia. 
Léase  el  art.  4.^  y  no  se  ocurrirá  creer  que,  al  no  enumerarle, 
se  le  ha  confundido  con  cualquiera  de  los  delitos  que  le  prece- 
den y  subsiguen  en  el  respectivo  título  del  Código  penal.  Fué 
seguramente  olvido,  pero  olvidado  se  quedó. 
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Las  Andiencias  aBí  lo  han  entendido,  seg^n  ooestroB  infor- 
mes, no  remitiendo  al  Jorado  proceso  alguno  por  el  delito  de 
disparo  de  arma  de  faego. 

Ello  no  obstante,  ese  delito  qne  representa  nn  cinco  por 
ciento  anoal  en  los  datos  estadistioos,  debiera  haber  sido  de  U 
jorisdicción  del  Jorado,  ya  porque  dadas  las  bases  que  prece- 
dieron á  la  redacción  del  art.  4.^  de  la  ley  no  había  razón  para 
excluirloi  ya  porqne  es  frecuente  en  la  práctica  que  por  el  re* 
sultado  de  las  pruebas  modifiquen  las  partes  acosadoras  sus 
conclusiones  provisionales  elevando  la  nueva  calificación  al 
homicidio  frustrado  las  más  veces,  el  asesinato  ó  parricidio^ 
también  frustrados  alguna  de  ellas.  Y  entonces,  en  daño  de  h 
pronta  administración  de  la  justicia,  habrá  que  decretar  la  sus- 
pensión del  juicio  oral  y  dar  cumplimiento  al  párrafo  3.*  del 
art.  65  de  la  ley  del  Jurado. 

Han  presentado  los  tratadistas  la  duda  de  si  todas  las  lesio-^ 
ues  producidas  por  mutilación  habrán  de  ser  sometidas  al  Trí- 
banal  del  Jurado,  ó  sólo  serán  de  su  incumbencia  las  mutOa- 
clones  definidas  en  los  artículos  429  y  430  del  Código  de  1870. 

La  duda  es  importante,  porque  es  muy  extensa  la  linea  de 
separación  entre  las  mutilaciones  de  que  hablan  los  artículo» 
429  y  430  y  las  que  se  definen  en  los  artículos  436  y  437,  ya 
se  atienda  á  la  perversidad  del  agente  y  fatales  consecuencias 
en  unos  delitos,  ya  á  la  menor  criminalidad  en  otros,  no  me- 
nos que  á  la  gravedad  de  la  pena  que  les  es  respectiva* 

Pero  respetando  contrarias  opiniones,  creemos  que  funda*^ 
mentado  el  art.  4.°  de  la  ley  sobre  el  concepto  del  delito,  y  no* 
sobre  la  naturaleza  de  la  pena,  y  examinado  el  texto  en  su  le- 
tra, deben  venir  al  Jurado  todas  las  lesiones  por  mutilación,  lo- 
mismo  las  definidas  en  los  artículos  430  y  431,  que  las  de  los 
artículos  436  y  437. 

Otra  observación  se  nos  ocurre  al  estudiar  la  relación  qne 
debe  existir  entre  la  ley  sustantiva  penal  y  la  determinativa 
del  procedimiento.  Nuestro  Código  de  1870  acepta  la  división 
tripartita  de  casi  todos  los  Códigos  europeos,  clasificando  las 
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•contraTenciones  6  tranagreciiones  de  la  ley  penal  en  delitos 
graTes,  menos  graves  y  faltasi  en  relación  directa  con  las  pe- 
nas aflictivas,  correccionales  y  leves  qne  á  cada  grupo  vienen 
atribuidas.  Las  reformas  en  la  fatnra  organización  de  Tribu- 
nales ¿impondrán  la  necesaria  creación  de  los  Tribunales  de 
lo  correccional,  es  decir,  qne,  con  ó  sin  Escabinato,  tendre- 
tnoB  ana  planta  orgánica  semejante  á  la  de  Francia,  Bélgica, 
Alenoiania,  Italia  y  otros  pueblos  de  Europa?  ¿Podrán  entonces 
-subsistir  los  motivos  de  competencia  qne  informan  boy  la  del 
Tribunal  del  Jurado,  ó  será  preciso  acomodarlos  al  tipo  de  la 
'pena»  ya  sea  ésta  correccional,  aflictiva  ó  leve? 

¿Habrá,  si  el  Jurado  tiende,  como  en  Portugal,  á  ensan- 
•cbar  su  esfera  de  acción,  que  organizar,  según  allí  acontece. 
Jurados  especiales  con  nueve  Jueces,  ó  bien,  como  ocurre  en 
^Ginebra,  constituir  el  Jurado  para  ciertos  crímenes  con  doce 
Jueces  y  además  otro  con  seis  individuos,  si  no  se  acepta  el 
Escabinato,  competente  en  lo  correccional? 

Y  si  lo  correccional  se  segrega  en  breve  del  conocimiento 
4e  las  Audiencias,  ¿habrá  términos  hábiles  de  que  subsista  ol 
art.  4.°  de  la  ley  de  1888  que  lleva  á  los  Tribunales  del  Ju- 
rado un  simple  delito  de  robo  de  los  que  el  Código  castiga  con 
dos  meses  de  arresto,  ó  será  necesario  adoptar  el  sistema  del 
•procedimiento  francés,  esto  es,  buscar  el  concepto  de  la  pena 
en  lugar  del  concepto  del  delito? 

Cuestiones  son  éstas  que  de  indudable  modo  entrañan  al- 
bísima importancia,  y  habrán  de  servir  de  fundamento  á  suce- 
ai  vas  reformas  de  la  ley  de  20  de  Abril  de  1888. 

Determinados,  como  ya  se  ha  ei^uesto,  por  el  método  de 
enunciación  los  delitos  sometidos  á  la  competencia  del  Jurado, 
se  consignan  en  la  ley  con  perfecta  claridad  los  que  aparecen 
exceptuados,  los  cuales  pueden  clasiñcarse  de  este  modo: 
1.^,  todos  los  que  no  están  expresamente  comprendidos  en  los 
números  1."*  y  2.**  del  art.  4.*';  2.^,  los  delitos  cometidos  por  la 
prensa,  siempre  que  sean  constitutivos  del  de  lesa  majestad 
ó  de  los  de  injuria  ó  calumnia  á  funcionarios  públicos  por  ac- 
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tos  privados;  y  3.^,  los  delitos  cuyo  cooocimiento  compete  $1 
Tribunal  Supremo  y  que  se  enumeraa  en  los  artículos  281  y 
284  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial. 

No  permite  la  índole  de  este  trabajo,  detallar  por  med«>  de 
un  estudio  comparativo,  si  alguno  ó  muchos  ^e  los  delitos  se- 
g^egados  de  la  competencia  del  Jurado,  debieran  serle  atri- 
baídoS)  ni  menos  si  todos  los  hechos  que  caen  bajo  la  sautíds 
de  la  ley  penal  debieran  someterse  al  expresado  TribonsL 
Eemitímos  á  los  que  deseen  estudiar  concienzudamente  taks 
cuestiones  ala  obra,  tan  erudita  como  práctica,  del  Sr.  Pache- 
co (1),  en  la  seguridad  de  que  han  de  hallarlas  resueltas  con 
un  acertadísimo  criterio.  Planteándose  ahora  en  realidad  e& 
nuestro  país  la  institución  del  Jurado,  abonando  la  posibilidad 
de  su  arraigo,  tanto  el  estado  de  adelantamiento  de  las  cos- 
tumbres políticas  como  el  de  tranquilidad  material  y  moral 
que  venimos  disfrutando,  hubiera  sido  una  indisculpable  insen- 
satez adoptar  soluciones  radicales,  que  ya  en  más  de  una  oca- 
sión comprometieron  el  éxito  de  ventajosas  reformas  jnrídiess. 
De  ahí  que  nosotros  creamos  por  todo  extremo  plausible  ei 
eclecticismo  en  que  se  inspira  la  ley  de  1888,  que  sin  duda 

■ 

alguna,  apartándose  de  soluciones  extremas,  es  la  que  méi 
delitos  ha  sometido  al  Jurado. 

En  cuanto  á  los  hechos  punibles  cometidos  por  medio  de  la 
imprenta,  si  no  deben  estimarse  especiales  al  efecto  de  sancio- 
narles en  otra  ley  que  el  Código  penal,  lo  son  indudablemen- 
te en  cuanto  á  su  naturaleza  intrínseca;  porque  á  nadie  se  le 
ocurrirá  confundir  á  un  escritor  apasionado  con  un  delincuen- 
te cualquiera,  ni  estima^  justo,  por  otra  parte,  la  enorme  pena 
de  la  ley  común,  que  en  muchos  casos  resultaría  monstruosa. 
En  este  verdadero  conflicto  jurídico,  y  admitida  como  indiscu- 
tible la  circunstancialídad  característica  de  los  delitos  de  im- 
prenta, parece  muy  acertado  someterlos  al  Tribunal  del  Jura- 


(1)     La  Ley  del  Jurado^  por  B.  Franoisoo  de  Asia  Paohooo,  págixuu  S2  y 
gentes.  (N.  del  A.) 
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do,  qae  es  como  el  Tribunal  de  la  opinión  pública  para  qnien 
realmente  escribe  el  periodista,  cuya  opinión  pública,  en  in* 
apelable  fallo,  corrige  los  extravíos  de  la  prensa,  6  confirma  y 
robustece  sns  manifestaciones. 

Por  eso  la  ley  de  1872,  el  proyecto  de  1883  y  la  vigente  ley 
de  1888,  los  han  atribuido  con  acierto  al  Jurado,  apartándose- 
del  Código  de  instrucción  francés  que  los  excluye  de  su  com- 
petencia (1),  teniendo  también ,  por  otra  parte,  presente  que 
las  calumnias  é  injurias  á  particulares  ó  á  funcionarios  públi- 
cos por  sus  actos  privados,  no  revisten  el  carácter  de  circuns- 
ianeialidad  que  los  llamados  delitos  de  opinión,  ó  los  que  pu- 
dieran en  la  prensa  cometerse  con  motivo  de  la  crítica  más  & 
menos  apasionada  acerca  de  la  gestión  política  de  los  poderes 
responsables. 

Respecto  al  delito  de  lesa  majestad,  debemos  recordar  que, 
sea  cualquiera  la  forma  en  que  se  realice,  no  viene  su  conoci- 
miento atribuido  al  Tribunal  del  Jurado;  habiéndose  separado 
en  este  particular  la  vigente  ley  de  la  de  1872  y  del  pro- 
yecto de  1883,  que  expresamente  le  sometía  á  dicho  Tribunal. 

Ck>métese  el  delito  de  lesa  majestad  (2)  atentando  contra  la 
persona,  la  honra,  la  libertad  ó  la  seguridad  del  Rey  ó  su  con- 
sorte, del  inmediato  sucesor  á  la  Corona  ó  del  Regente  del 
Reino,  ó  conspirando  para  usurpar  y  atribuirse  la  autoridad 
suprema  del  Jefe  del  Estado.  De  bien  triste  significación  en  la 
historia,  ha  sido  el  delito  de  lesa  majestad  un  arma  terrible 
en  manos  de  la  tiranía,  y  en  las  épocas  de  Sita,  Julio  César  y 
Tiberio  se  impusieron  las  penas  más  atroces  por  hechos  insig-^ 
niñeantes,  elevados  á  la  ficticia  categoría  de  aquel  gravísimo 
delito.  Un  insulto  ligero  al  retrato  del  Príncipe,  las  frases  de- 
positadas en  el  seno  de  la  amistad  traidora  y  hasta  las  súpli- 


(1)  Shü  lo8  momentos  que  esoríbimos  estas  lineas  ha  sido  desechada  en  la 
Cámara  francesa  la  proposición  de  ley  snsorita  por  Mr.  Grnvienx  sometiendo- 
■al  Jnrado  los  delitos  de  imprenta.  (N^  del  A.) 

(3)     Artionlos  157  al  164  del  Código  penal  de  1870. 
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<»8  por  loa  reos, — según  las  Constítaciones  de  Arcadio  y  Ho- 
norio,— fueron  interpretados  como  ofensas  al  déspota  y  caiti* 
gados  con  la  pena  capital.  Nuestras  mismas  leyes  tradiciooa- 
les  han  sido  también  prolijas  en  la  enameracién  de  los  delitoi 
de  lesa  majestad,  confandiéndoles  hasta  con  los  qne  atenttn  á 
la  seguridad  del  Estado,  6  con  los  de  fabricación  de  monedi 
falsa,  é  imponiendo  á  todos  ellcs  la  pena  de  muerte,  confisca- 
ción de  bienes,  infamia  é  incapacidad  de  heredar,  para  los  lu- 
jos varones  de  los  acusados. 

Afortunadamente,  las  modernas  leyes  penales  han  limitado 
la  extensión  de  tal  delito,  apartándole  de  los  que  se  cometan 
contra  la  seguridad  del  Estado,  contra  las  Cortes  ó  sus  índÍTÍ- 
dúos,  contra  el  Consejo  de  Ministros  y  contra  la  forma  de  go- 
bierno, siquiera  á  todos  les  comprenda  el  Código  de  1870  bajo 
«1  epígrafe  común  de  delitos  contra  la  Constitación,  y  todoi 
igualmente  merezcan  el  dictado  de  políticos,  porque  llevan  por 
cbjeto  subvertir  la  Constitución  política  del  Estado. 

Pues  bien;  la  ley  de  1888,  que  ha  atribuido  al  Jurado  el 
conocimiento  de  todos  los  delitos  políticos,  ha  hBcho  una  ex- 
cepción del  de  lesa  majestad;  y  teniendo,  sin  duda,  presente 
la  necesidad  de  fortalecer  los  resortes  de  la  institución  funda* 
mental  de  nuestro  organismo,  ú  obedeciendo  á  la  idea  de  trao- 
aigír  con  ciertas  escuelas  políticas,  ó  recordando  acaso  que  ea 
algunos  países,  Alemania,  por  ejemplo,  juzgan  de  tal  delito 
Tribunales  especiales,  le  ha  segregado  del  conocimiento  del 
Jurado,  apartándose,  como  hemos  indicado,  de  los  preceden- 
:tes  en  contrarío,  si  bien  sometiéndole  á  los  Tribunales  ordina- 
rios de  derecho  (1). 

Finalmente,  y  por  virtud  del  llamado  fuero  personal,  no  de- 
berán comparecer  ante  el  Tribunal  del  Jurado  ciertas  jerar- 


(1)  £1  art.  8.0  del  proyecto  de  ley  del  Jurado,  presentado  en  1883  por  ti 
8t.  Bomero  Girón,  sometía  á  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo,  oobs 
Tribunal  especial,  los  delitos  de  lesa  majestad,  definidos  en  los  artículos  151 
al  161,  y  163  y  164  del  Códi^  penal.  (N.  del  A.) 
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-qnías  de  la  Iglesia,  de  la  Administración  y  del  Poder  jodicial, 
según  lo  preceptuado  en  los  artículos  281  y  284  de  la  ley  or- 
gánica de  1870,  y  último  párrafo  del  4.®  de  la  adicional.  Razo- 
nes inspiradas  en  una  tradición  digna  de  respeto,  siquiera  hoy 
fie  combata  á  nombre  de  igualitarios  principios,  han  abonado  la 
excepción  consignada  en  las  leyes  de  organización  de  Tribuna- 
les á  favor  de  determinadas  Autoridades  ó  funcionarios  del  Es- 
tado; y  de  todas  suertes,  la  ley  del  Jurado  tenía  que  acomodar- 
fie  en  cuestiones  de  competencia  á  los  principios  que  informa- 
ban las  leyes  orgánicas,  las  cuales,  si  son  defectuosas,  podrán 
ser  en  su  oportunidad  reformadas. 

Lo  que  sí  pudiera  preguntarse  á  la  vista  del  art.  4.^  de  la 
ley  adicional  á  la  orgánica,  es  si  los  delitos  de  que  especial- 
mente conocen  las  Audiencias  territoriales  cometidos  por  cier- 
tos funcionarios  públicos,  vienen  ó  no  al  conocimiento  del 
Jurado. 

Es  decir,  si  acusado,  por  ejemplo,  un  Alcalde  de  malversa- 
<^ión  de  caudales  y  sometido  á  la  Audiencia  territorial,  debie- 
ra conocer  de  su  causa  el  Tribunal  del  Jurado. 

Para  nosotros,  ese  y  todos  los  demás  casos  análogos  son 
de  la  competencia  de  dicho  Tribunal,  sin  que  haya  de  tenerse 
en  cuenta  otra  razón  que  la  de  si  el  delito  atribuido  está  ó  no 
enumerado  en  el  art.  4.°  de  la  ley  que  venimos  examinando. 

Ocioso  es,  asimismo,  consignar,  que  ni  los  delitos  de  los  cua- 
les, conforme  el  art.  45  de  la  Constitución,  conoce  el  Senado, 
ni  los  electorales,  ni  los  de  contrabando  y  defraudación;  ni  tam- 
poco los  llamados  militares,  los  de  infracción  de  las  leyes  sani- 
tarias y  las  contravenciones  á  las  Ordenanzas  de  montes,  son 
de  la  competencia  del  Jurado;  cuyas  atribuciones  están  clara- 
úñente  consignadas  en  la  ley  de  1888. 

¿Y  en  qué  forma  y  por  qué  Tribunal  ha  de  determinarse  en 
cada  proceso  la  resolución  de  competencia?... 

La  ley  ha  solucionado  muy  acertadamente  estas  cuestio- 
nes, apartándose  de  lo  que  sobre  tal  extremo  ordenaba  el 

.art.  562,  en  relación  con  los  549,  563  y  568  de  la  ley  de  1872. 
TOMO  76  35 
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No  68  ja  en  el  trámite  de  la  apertara  del  juicio  ond  dondt 
ha  de  fijarse  la  competencia;  pues  en  aqael  período  sdlo  habri 
de  tenerse  en  cuenta  qae  los  hechos  procesales  revistan  carác- 
ter de  delito  y  qne  haya  ano  6  varios  procesados  á  qnien» 
presuntamente  se  atribuyan;  ni,  por  otra  parte,  al  solicitar  d 
Fiscal  ó  los  querellantes  que  la  causa  no  se  sobresea,  deben 
anticipar  el  concepto  jurídico  que,  á  su  tiempo,  constitoiri 
una  de  las  conclusiones  del  escrito  de  calificación  proyisionaL 
De  modo  que  la  reforma  consignada  en  la  vigente  ley  es 
más  racional,  y  en  su  consecuencia  nos  parece  muy  aceptable. 
La  competencia,  cuestión  eminentemente  jurídica,  siquiera 
envuelva  cuestiones  de  hecho,  se  plantea  por  la  Sección  de 
Magistrados  al  devolver  las  partes  acusadoras,  calificados  de 
modo  provisional,  los  hechos  del  proceso,  dictándose  por  la 
Sala  el  auto  prevenido  en  el  art.  41  antes  de  mitregarse  la 
causa  á  los  defensores  de  los  reos,  debiendo  atenderse,  caso  de 
divergencia,  á  la  calificación  de  mayor  gpra vedad;  todo  sin  per- 
juicio de  que,  si  al  convertirse  en  definitivas  las  conclusiones 
provisionales  por  su  reforma  durante  el  juicio,  se  cumpla  b 
ordenado  en  el  art.  65  de  la  ley. 

Entendemos,  por  tanto,  que  en  la  práctica,  cuando  se  for* 
mulé  oposición  al  auto  dictado  sobre  competencia,  han  de  re- 
dactarse las  observaciones  en  los  otrosíes  del  escrito,  tramitán- 
dose el  oportuno  incidente;  teniendo  muy  en  cuenta  que  con- 
tra la  resolución  que  recaiga  no  cabe  otro  recurso  qne  el  de 
casación;  y  que  la  protesta,  si  en  su  oportunidad  ha  de  admi- 
tirse tal  recurso,  deberá  formularse  dentro  de  tercero  día,  sub- 
siguiente á  la  notificación  del  auto. 

Si  al  evacuar  el  traslado  las  representaciones  de  los  proce- 
sados, formularen  artículos  de  previo  pronunciamiento,  ¿e  los 
taxativamente  enumerados  en  el  art.  666  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento criminal,  se  sustanciarán  también  aquéllos  en  la. 
manera  determinada  por  dicho  precepto  legal,  y  en  los  artícu- 
los 667  al  679  inclusive. 

Hemos  dado  quizá  demasiada  extensión  á  este  estudio,  aun 
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cuando  solamente  se  han  bosquejado  las  importantes  cnestio- 
nes  que  se  inician  en  el  cap.  2.^  de  la  ley;  pero  al  hacerlo  así 
nos  hemos  inspirado  en  la  creencia  de  qne  la  mayor  6  menor  \ 

amplitud  de  las  facultades  del  Tribunal  del  Jurado  es,  á  no 
dudarlo,  el  punto  de  verdadera  discusión  entre  los  escritores 
JuradistaSy  y  lo  que  ha  de  motivar  modificaciones,  más  ó  me- 
nos lejanas,  en  la  ley  de  20  de  Abril  de  1888. 

(S$  eonitinmará.} 

Pbimitiyo  OonzIlbz  dbl  Alba. 


I 


CONSULTA 


Sobre  el  nsniSnieto  del  cónyuge  Tlndo  eon  arreglo  al  Códigt  eíTü: 
cuota  que  le  corresponde  j  de  dónde  debe  sacarse. 

Un  padre  ha  muerto  después  de  la  promulgación  del  Códi- 
go civil  con  testamento  anterior  á  ella,  en  que  lega  el  qointo 
á  su  mujer  é  instituye  por  igual  á  sus  tres  hijos  legítimos.  No 
se  puede  dudar  que  la  viuda  llevará  el  quinto  por  el  testamcD- 
to  7  además,  en  usufructo,  la  porción  que  señala  el  ari  834 
del  Código;  pero  ¿qué  porción  será  esa?  En  mi  concepto,  la  oo- 
vena  parte  de  la  herencia. 

Entiendo  que  el  art.  834  señala  al  cónyuge  sobrevÍTiente 
en  coocurrencia  con  los  hijos  legítimos,  lo  mismo  en  la  saee* 
sión  testamentaria  que  en  la  intestada,  una  cuota  fija  inaltera- 
ble, haya  ó  no  hecho  uso  el  premuerto  de  la  facultad  de  mejo- 
rar, es  decir,  una  cuota  en  usufructo,  igual  á  la  qué  correspfm- 
da  d  cada  uno  de  sus  hijos  ó  descendientts  legitimas  en  la  tsretn 
parte  de  legitima  rigurosa.  Siendo  esto  así,  el  segundo  párrafo 
del  artículo  citado  huelga,  pues  bastaba  con  el  1  .^  y  con  el  a^ 
tículo  835. 

Es  decir,  que  en  el  caso  propuesto,  como  cada  uno  de  loi 
tres  hijos  lleva  por  legítima  corta  la  tercera  parte  del  tercio, 
ó  sea  la  novena  de  toda  la  herencia,  la  viuda  debe  llevar  otra 
novena  en  usufructo.  ¿Es  así? 

Se  ruega  la  contestación  de  esa  acreditada  Revista. 
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00NTB8TACIÓN  (1). 

No  estamos  conformes  con  la  opinión  del  consultante,  por- 
que el  art.  834  del  Código  civil  no  ha  señalado  al  cónyuge 
Tindo  una  cuota  ó  parte  determinada^  fija,  inalterable  de  la  he- 
rencia del  cónyuge  premuerto,  sino  que  le  reconoce  el  derecho 
á  una  cuota,  en  usufructo,  iffual  i  la  que  por  legitima  corres  • 
ponda  á  cada  uno  de  sus  hijos  ó  descendientes  legítimos  no  me- 
jorados; 7  claro  está  que  variando  como  puede  variar  la  par- 
te que  por  razón  de  legítima  se  adjudique  á  cada  uno  de  esos 
hijos,  siendo  mayor  ó  menor  según  el  número  de  hijos,  y  se- 
gún que  el  cónyuge  muerto  hubiese  mejorado  á  alguno  ó  al- 
gunos de  sus  hijos  ó  descendientes  legítimos,  así  variará  y 
será  mayor  <S  menor  la  cuota  que  en  usufructo  debe  adjudicarse 
al  cónyuge  viudo. 

Sabemos  que  se  han  originado  muchas  dudas  sobre  la  ma- 
nera de  deducir  esa  parte  que  el  cónyuge  viudo  ha  de  usufruc- 
tuar, y  vamos  á  exponer  nuestra  opinión  en  este  punto,  inter- 
pretando esa  disposición  del  Gódígo>  nueva  en  nuestro  dere- 
cho civil,  puesto  que  es  distinta  por  su  objeto  y  fundamento  de 
la  que  se  conoció  en  el  Derecho  romano  y  en  la  legislación  de 
Partidas  con  el  nombre  de  ctuirta  marital.  Dando  á  las  palabras 
de  la  ley  su  sentido  natural,  que  es  el  verdaderamente  jurídi- 


(1)  Se  hma  dirigido  á  la  Bbvista  otaras  oonmiltas  sobre  esta  misma  ma- 
teria, cuya  contestación  está  comprendida  en  la  de  la  presente;  y  como  alga- 
nos  de  nnestros  snscritores  manifiestan  el  deseo  de  que  las  conteste  y  antorioe 
con  sn  firma  nuestro  director  Sr.  Hanresa,  asi  lo  liace  en  ésta  por  compla- 
oerles,  pero  advirtiendo  que  cuantas  consaltas  se  eracoan  en  la  Bbvista  y 
en  el  BounÍH,  referentes  al  Oódigo  oivil  y  &  la  ley  de  itigaiciamiento  civil, 
aonqne  redactadas  y  filmadas  por  el  Sr.  P.  Acado  Gharrin  como  encargado 
de  esta  sección  hace  veinte  afios,  y  en  la  qae  tiene  acreditada  sa  ilostraeión 
y  competencia,  llevan  siempre  la  conformidad  y  aatorixación  del  director 
Sr.  Manresa,  con  qoien  aqaól  las  consalta,  disoate  y  acaerda. — N.  de  la  R. 
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cOy  porqae  todas  las  del  art.  834  tienen  el  mismo  significado, 
gramatical  y  legalmente  consideradas,  resultará  de  nnestn 
exposición  que  el  párrafo  segando  de  dicho  artículo,  no  adío 
no  huelga,  como  equivocadamente  supone  el  suscrltor,  sino 
que  es  la  confirmación  de  lo  preceptuado  en  el  párrafo  prime- 
ro y  al  mismo  tiempo  una  declaración  de  la  parte  fija  deter- 
minada que  al  cónyuge  yíudo  corresponde  en  el  caso  especial 
á  que  aquél  se  refiere. 

Para  resolver  la  duda  ó  cuestión  de  que  se  trata  y  aplicar 
en  su  recto  sentido  el  art.  834  del  Código  civil,  es  preciso  com- 
binarlo con  lo  que  se  dispone  y  declara  en  el  808  y  en  el  8%. 

Según  el  834,  el  cónyuge  viudo  tiene  derecho,  lo  mismo  en 
la  sucesión  testada  que  en  la  intestada,  á  una  cuota  en  aBO- 
fructo,  igual  á  la  que  por  leffíHma  corresponde  á  cada  uqo  de 
sus  hijos  ó  descendientes  legítimos  no  mejorados. 

Según  el  808,  constituyen  la  legitima  de  los  hijos  y  descen- 
dientes legítimos  las  dos  terceras  partes  del  haber  hereditario 
del  padre  y  de  la  madre,  pudiendo  óstos  disponer  de  una  de 
esas  dos  terceras  partes  para  aplicarla  á  aquéllos  como  mejo- 
ra, y  siendo  de  libre  disposición  la  tercera  parte  restante. 

Y  se  previene  en  el  835,  que  la  porción  hereditaria  asigna- 
da en  usufructo  al  cónyuge  viado  deberá  sacarse  de  la  tercerg 
parte  de  los  bienes  destinados  i  la  mejora  de  los  hijos,  fuera  del 
caso  del  art.  839  én  que,  por  concurrir  hijos  de  dos  6  más  ma- 
trimonios, debe  sacarse  del  tercio  de  libre  dísposicidn. 

De  estas  disposiciones  se  deduce  con  toda  claridad  que  la 
intención  y  voluntad  del  legislador  ha  sido  que  los  hijos  no 
mejorados  reciban  íntegra  la  tercera  parte  de  la  herencia,  nn 
gravamen  de  ninguna  clase,  como  debían  recibir  conforme  i 
la  legislación  antigua  en  concepto  de  legítima  forzosa  lo  que 
restaba  de  la  herencia  después  de  deducir  el  quinto  y  el  tercio, 
aquél  de  libre  disposición  y  éste  para  mejoras.  Con  ese  objeto 
se  ordena  que  la  cuota  en  usufructo  correspondiente  al  cónyu- 
ge viudo  se  saque  del  tercio  destinado  á  mejoras,  ó  del  de  libre 
disposición  en  su  caso;  nunca  del  otro  tercio  que  constituyo  la 


CONSULTA  547 

legítima  forzosa  de  los  hijos  y  que  éstos  han  de  recibir  sin  nin- 
gún gravamen,  como  se  hi^  dicho. 

Combinando,  pues,  estas  disposiciones  y  aplicándolas  en  sa 
recto  y  nataral  sentido,  tenemos  qae  para  determinar  la  cuota 
que  corresponde  en  usufracto  al  cónyuge  viudo,  hay  que  des- 
contar, en  primer  término,  el  tercio  de  libre  disposición,  aun- 
que deba  distribuirse  entre  los  hijos  por  no  haber  dispuesto  de 
él  el  testador,  y  servirán  de  base  para  la  operación  los  otros 
dos  tercios,  que  son  los  que  constituyen  la  legítima  de  los  hi- 
jos. Si  no  ha  sido  mejorado  ninguno  de  éstos,  el  importe  total 
de  esos  dos  tercios  se  distribuirá  por  partes  iguales  entre  los 
hijos  y  el  cónyuge  viudo;  pero  si  uno  de  los  dos  tercios  se  in^- 
vierte  en  mejoras,  sólo  resta  el  otro  para  determinar  la  cuota 
del  cónyuge  viudo,  puesto  que  ésta  ha  de  ser  igual  á  la  que  por 
Ugitímai  y  no  en  otro  concepto,  corresponda  á  cada  uno  de  los 
hijos  ó  descendientes  legítimos  no  mejorados. 

Por  tanto,  si  el  testador  hubiere  destinado  á  la  mejora  toio 
4l  terciOy  quedará  todo  éste  descartado  completamente  para  de- 
terminar la  cuota  del  viudo,  y  sólo  se  tendrá  en  cuenta  el  otro 
tercio  de  los  dos  que  forman  la  legítima,  el  cual  se  dividirá  en 
•tantas  partee  como  hijos  entran  á  heredar  por  corresponderles 
exclusivamente,  y  se  dará  al  viudo  una  cuota  igual  á  la  de  los 
hijos,  sacándola  del  tercio  de  mejoras;  pero  si  el  cónyuge  no 
hubiera  ordenado  mejora  alguna,  los  dos  tercios  gue  constituye» 
la  hgitima  se  dividirán  en  tantas  partes  como  son  los  hijos  y 
una  más  para  el  cónyuge  viudo,  como  ya  se  ha  dicho.  En  am- 
bos casos,  aunque  la  cuota  ó  parte  de  herencia  que  se  adjudi- 
que al  viudo  sea  diferente,  porque  esto  depende  de  que  haya 
ó  no  mejora,  siempre  es  igual  á  la  que  corresponde  por  legítima 
á  cada  uno  de  los  hijos  no  mejorados,  que  es  lo  que  ha  dis- 
puesto el  art  834  del  Código  civil  en  su  primer  párrafo. 

Por  último,  en  el  caso  de  que  existiera  una  mejora  que  no 
comprenda  todo  el  tercio  de  que  los  padres  puedan  disponer  con 
«ste  objeto,  separada  la  mejora,  el  sobrante  se  agregará  al  otro 
.iercio  que  podemos  llamar  de  legitima  corta,  aceptando  la  de- 
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nominación  ya  antigaa  en  nuestro  derecho  civilj  j  de  todo  ello 
se  hace  la  misma  división  qae  en  los  dos  casqs  anteriores,  6 
sea,  se  hacen  tantas  partes  como  hijos  ó  herederos  legítimos  y 
una  más,  que  se  adjudicará  en  usufructo  al  cónyuge  viudo; 
pero  haciendo  el  cálculo  de  modo  que  siempre  quede  íntegra 
á  los  hijos  no  mejorados  la  parte  que  les  corresponda  del  ter- 
cío  destiuado  á  legítima  corta  ó  forzosa. 

Claro  es  que  la  parte  que  se  adjudica  en  usufructo  para  el 
viudo,  á  la  muerte  de  éste  se  la  dividen  los  mismos  hijos  6  he- 
rederos legítimos  por  partes  iguales,  porque  desde  luego  eran 
ya  los  propietarios  de  esa  cuota  ó  parte  de  bienes  que  el  cón- 
yuge viudo  tuvo  en  usufructo,  á  no  ser  que  se  saque  del  tercio 
destinado  á  mejoras  conforme  al  art.  835,  porque  entonces  per- 
tenecerá la  propiedad  al  hijo  ó  hijos  ó  descendientes  mejon- 
dos.  Así  deberá  consignarse  en  la  partición  de  la  herencia,  ex- 
presando en  la  hijuela  de  cada  hijo  la  parte  que  le  corresponde 
en  nuda  propiedad  de  la  porción  adjudicada  en  usufructo  al 
cónyuge  viudo,  con  la  designación  de  bienes  si  es  posible,  i 
fin  de  que  al  fallecimiento  dé  éste  no  tengan  que  hacer  otra 
partición. 

Hecha  en  esa  forma  la  división  de  la  legítima  para  la  com- 
putación de  lo  que  corresponde  al  viudo  según  la  disposicidn 
del  art.  834,  resulta  que  si  no  quedase  más  que  un  hijo,  como 
no  puede  haber  mejora,  de  las  dos  terceras  partes  de  la  hereo- 
cia  que  constituyen  la  legítima  de  ese  hijo  se  hacen  dos  par- 
tes iguales,  una  para  el  hijo  y  otra  para  el  cónyuge  viudo,  j 
por  tanto,  corresponde  á  cada  uno  de  los  dos  un  tercio  deloi 
jioB  que  constituyen  la  legítima;  y  de  ahí  el  que  el  segunda 
párrafo  del  repetido  art.  834  establezca  que,  en  el  caso  de  no 
quedar  más  que  un  solo  hijo  ó  descendiente,  el  viudo  ó  viada^ 
tendrá  el  usufructo  del  tercio  destinado  á  mejora,  por  ser  lo 
mismo  que  le  correspondía  desde  luego,  segán  el  primer  pá- 
rrafo, y  le  ha  señalado  el  tercio  destinado  á  la  mejora  para  qut 
«1  hijo  tuviese  libre  el  tercio  de  la  legUima  corta. 

Del  tercio  de  libre  disposición  puede  ordenar  el  testador  1<^ 
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qae  tenga  por  conYeniente,  correspondiendo  á  los  hijos  1& 
parte  de  qne  no  disponga,  ó  todo  ¿1  si  no  hay  legados  ni  man* 
das;  pero  según  el  art.  808,  esta  tercera  parte  del  haber  here- 
.  ditario  no  es  legítima  de  los  hijos,  y  por  consiguiente  no  pnede- 
tomarse  en  cuenta  para  designar  la  cnota  que  ha  de  adjudi* 
carse  en  usufructo  al  cónyuge  Tludo,  porque  ésta  ha  de  ser 
igual  á  la  que  for  legttima  corresponda  á  cada  uno  de  los  hi- 
jos no  mejorados.  En  tales  casos,  á  la  cuota  que  á  éstos  corres- 
ponda por  leg^timai  que  será  igual  á  la  que  en  usufructo  se 
adjudique  al  cónyuge  viudo,  acrecerá  lo  que  reste  del  tercia 
de  libre  disposición  de  que  no  hubiese  dispuesto  el  testador, 
dÍTÍdiéndolo  por  partes  iguales  entre  todos  los  hijos,  pues  este 
tercio  no  ha  de  computarse  para  las  mejoras  ni  para  ñjar  la 
porción  usufructuaria  del  viudo. 

Creemos  haber  explicado  de  una  manera  concreta  y  fácil  de 
entender  la  parte  que  al  cónyuge  viudo  corresponde  con  arre- 
glo al  art.  834  del  Código  civil;  sin  embargo^  para  que  resalte- 
más  clara  aún  la  manera  de  hacer  esa  deducción  de  la  parte  ó- 
cuota  del  cónyuge  viudo,  figuraremos  la  sucesión  de  un  padre- 
enlos  tres  casos  á  que  anteriormente  nos  hemos  referido.  Puede 
ser  el  mismo  caso  de  la  consulta;  un  padre  que  muere  dejan- 
do la  viuda  y  tres  hijos  legítimos,  y  supongamos  que  su  haber 
hereditario  asciende  á  12.000  duros  ó  á  12  millones:  la  legiti- 
ma de  los  hijos  y  descendientes  legítimos,  según  el  párrafo  1.^ 
del  art.  808  del  Código^  son  las  dos  terceras  partes  de  ese  haber 
hereditario,  ó  sean  ocho,  y  la  otra  tercera  parte,  ó  sea  los  otro» 
cuatro,  son  de  libre  disposición;  de  los  ocho  que  constituyen  la 
legitima,  ó  sea  las  dos  terceras  partes  del  haber,  puede  aplicar 
el  padre  una,  que  importa  cuatro,  para  mejoras,  y  queda  la  otra 
tercera  parte,  ó  sean  otros  cuatro,  para  lo  que  llamamos  Ugi^ 
tima  corta  ó  forzosa  de  los  hijos  y  descendientes  legítimos. 

Ahora  bien;  primer  caso:  el  padre  ha  fallecido  intestado  á 
ha  muerto  con  testamento  en  el  cual  nombra  por  herederos  á 
sus  tres  hijos  por  partes  iguales,  no  ha  ordenado  mejora  alguna;^ 
«n  este  caso,  para  computor  la  parte  de  la  viuda,  se  hace  la  si- 


^50  EBYISTA  DB  LBaiSLAOlÓN 

gaieate  operación:  de  loa  dos  tercios  de  la  herencia  deatínados 
á  legítima^  que  son  ocho,  se  forman  cuatro  partes  igwtlu^  ües 
para  los  tres  hijos  y  una  para  el  yindo,  y  resaltan  á  dos  eai^ 
uno:  esta  parte  llevará  la  viada  en  asafracto^  igaal  á  lo  qoe 
corresponde  por  legítima  á  cada  ano  de  los  hijos. 

Segundo  caso:  el  padre  ha  fallecido  bajo  testamento  en  el 
qae  ha  mejorado  en  el  tercio  á  ano  ó  dos  de  sas  tres  hijos;  en 
«ste  caso,  de  las  dos  terceras  partes  del  caadal  qae  forma  la  le- 
gítima y  qae  importan  ocho,  se  separa  una  qae  importa  coatro 
aplicada  como  mejora;  y  de  la  otra  tercera  parte,  6  sea  de  los 
otros  caatrOy  se  hacen  tres  partes  igaales  para  los  tres  hijos: 
corresponderán  á  cada  uno  1*33,  y  se  adjudicará  á  la  viada 
otra  cantidad  igaal,  sacándola  del  tercio  de  mejoras^  para  qae 
la  disfrate  en  asafracto,  quedando  la  propiedad  para  el  hijo  d 
hijos  mejorados. 

Tercer  caso:  el  padre  ha  fallecido  bajo  testamento  en  el  qoe 
ha  mejorado  á  uno  <5  dos  de  sus  tres  hijos  en  la  mitad  del  ter- 
<^io  destinado  por  la  ley  á  mejora;  pues  entonces  de  esa  tercera 
parte  destinada  á  mejora,  y  que  importa  cuatro,  se  separa  la 
mitad,  ó  sean  dos  para  el  hijo  mejorado,  y  la  otra  mitad,  6  sean 
los  dos  restantes,  se  agregan  á  los  cuatro  que  es  la  tercera  par- 
te de  legítima  corta  y  sumarán  seis^  y  estos  seis  se  dividen  en 
cuatro  partes  iguales,  que  se  adjudicarán  respectivamente  á 
los  tres  hijos  legítimos  y  al  cónyuge  viudo,  y  tocarán  uno  y 
medio  á  cada  uno,  es  decir,  que  si  son  6  millones,  á  cada  hijo 
millón  y  medio  é  igual  cuota  á  la  madre  viuda.  Esta  soma 
que  se  adjudica  á  la  viuda,  se  sacará  de  la  parte  que  resta  del 
tercio  de  mejoras.  Si  haciendo  la  operación  en  esta  forma  re- 
sultare mermada  fa  legítima  corta  de  los  hijos,  como  podrá 
suceder  cuando  las  mejoras  importen  mayor  suma  que  la  so- 
puesta,  entonces  se  hará  la  distribución  como  en  el  caso  se- 
gundo. 

Así  resulta  en  los  diferentes  casos,  que  el  cónyuge  viudo 
recibe  wna  parte  igual  i  la  que  se  adjudica  por  razón  de  Ugi- 
Urna  á  los  hijos  no  mejorados,  porque  después  de  esta  dedQ(>- 
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ci(5n  es  cuando  se  agrega  la  mejora  al  hijo  que  la  tenga  por  su 
padre,  y  se  hace  también  la  adjudicación  por  partes  iguales  á 
^cada  uno  de  los  hijos  de  la  parte  del  tercio  de  libre  disposición» 
4e  que  el  padre  no  hubiere  dispuesto  en  su  testamento,  y  la  di- 
ferencia estará  en  que  los  hijos  reciben  su  parte  en  pleno  domi- 
nio y  propiedad,  y  el  cónyuge  sólo  tendrá  la  suya  en  usufructo. 

Si  la  computación  se  hiciera  del  modo  que  se  propone  en 
la  consulta,  limitando  en  todo  caso  la  porción  del  yiudo  á  lo 
^ue  corresponda  á  cada  hijo  por  su  legitima  corta  ó  rigurosa, 
6  sea  á  la  novena  parte  de  toda  la  herencia  cuando  sean  tres 
los  hijos,  se  infringiría  el  precepto  legal  que  la  fija  en  una 
<^uota  igual  á  la  que  por  legítima  corresponda  á  cada  uno  de 
los  hijos  no  mejorados/  y  cuando  no  hay  mejora  constituyen  la 
legítima  las  dos  terceras  partes  del  caudal  hereditario. 

Por  la  misma  razón  de  no  ser  conforme  á  la  ley,  tampoco 
creemos  aceptable  la  opinión  de  los  que  hacen  el  cálculo  dis* 
tribuyendo  por  partes  iguales  entre  los  hijos  todo  lo  que  les  co- 
rresponde por  razón  de  legítima,  ya  la  constituyan  las  dos  ter- 
ceras partes  de  todo  el  caudal,  ya  el  tercio  de  la  legítima  cortai 
j  deduciendo  de  las  legítimas  una  porción  igual  á  la  de  cada 
una  de  éstas  para  adjudicarla  en  usufructo  al  cónyuge  viudo. 
Esta  operación  da  el  siguiente  resultado:  suponiendo  que  sean 
tres  los  hijos  y  90.000  pesetas  el  caudal  de  las  legítimas,  co- 
rresponden á  cada  hijo  30.000:  esta  es  la  suma  que  adjudican 
en  usufructo  al  cónyuge  viudo,  pero  deduciéndola  de  las  legí- 
timas, y  rebajando  por  consiguiente  10.000  de  cada  legítima 
para  formar  las  30.000  que  adjudican  al  viudo  en  usufructo. 
De  este  modo  resulta  que  el  viudo  recibe  30.000  pesetas,  y 
20.000  cada  uno  de  los  hijos  no  mejorados,  quedando  aquél  be- 
neficiado con  perjuicio  de  éstos,  é  imponiendo  sobre  las  legíti- 
mas un  gravamen  que  no  permite  la  ley,  pues,  mientras  viva 
«1  usufructuario,  se  les  privaría  del  usufructo  de  esa  parte  que 
se  les  rebaja  de  las  legítimas. 

Podrá,  y  creemos  deberá  hacerse  el  cálculo  del  modo  ante- 
dicho en  el  caso  del  art.  839,  cuando  por  haber  hijos  de  dos  ó 
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más  matrimonios^  el  asafracto  correspondiente  al  cónyuge 
Tiodo  de  segundas  nupcias  deba  sacarse  de  la  tercera  parte 
de  libre  disposición.  Entonces  el  caudal  de  las  legítimas  se  di- 
vidirá por  partes  iguales  entre  los  hijos,  sin  inclair  al  Tiado^ 
y  éste  recibirá  en  usufructo  una  cuota  igual  á  la  de  las  legíti- 
mas de  la  tercera  parte  de  libre  disposición,  pndiendo  el  testa- 
dor disponer  de  la  propiedad  para  cuando  termine  el  usufruc- 
to. De  este  modo  se  cumple  la  ley  salvando  los  derechos  de  to- 
dos: los  hijos  reciben  íntegra  su  legítima,  sin  el  gravamen  iA 
usufructo,  que  sólo  impone  la  ley  á  los  hijos  legítimos  en  &- 
vor  de  sus  padres,  cuando  no  los  hay  de  dos  matrimonios,  y  el 
viudo  recibe  en  usufructo  una  cuota  igual  á  la  que  por  legí- 
tima corresponde  á  cada  uno  de  los  hijos  no  mejorados  del 
cónyuge  difunto. 

Esto  nos  induce  á  dejar  aquí  consignada  nuestra  opinión  so- 
bre un  caso  ocurrido  ya  en  la  práctica,  y  que  da  lugar  á  du- 
das. En  los  testamentos  anteriores  al  CkSdigo  civil  es  frecuente 
que  el  testador  legue  en  propiedad  el  quinto  de  sus  bienes  á 
su  cónyuge  sobreviviente,  conforme  á  la  ley  antigua.  Este  cón- 
yuge tiene  derecho  al  quinto  en  propiedad  por  voluntad  del  tes- 
tador, y  por  disposición  de  la  ley  á  una  cuota  en  usufructo, 
igual  á  la  legítima  de  los  hijos  no  mejorados:  tiene  derecho  in- 
dudable á  ambas  cosas.  El  quinto  se  sacará  en  todo  caso  del 
tercio  de  libre  disposición,  como  los  demás  legados;  y  la  cuota 
en  usufructo,  del  tercio  destinado  á  mejoras,  según  el  art.  835, 
y  si  hubiese  hijos  de  dos  ó  más  matrimonios,  del  tercio  de  libre 
disposición,  conforme  al  839.  En  este  último  casOj  si  dicho  te^ 
ció  de  libre  disposición  no  bastase  á  cubrir  la  cuota  en  usu- 
fructo y  los  legados  incluso  el  del  quinto,  se  sacará  aquélla  cod: 
preferencia  como  carga  legal,  y  se  reducirán  los  legados,  pa- 
gándolos por  el  orden  de  preferencia  que  establece  el  art.  887. 
Tal  es  nuestra  opinión,  fundada  en  la  disposición  12  de  las 
transitorias  del  CkSdigo  civil. 

Queda,  pues,  explicado  el  art.  834  del  Código  civil  en  sus 
dos  párrafos:  el  segundo,  redactado  para  un  caso  especial,  ó  sea 
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él  de  quedar  an  solo  hijo  ó  descendiente  legítimo  como  here- 
dero, es  precisamente  la  confirmación  de  lo  dispuesto  en  el  pá- 
rrafo primero,  según  el  caal  corresponde  en  dicho  caso  al  cón- 
yuge yindo  una  tercera  parte  de  la  herencia,  estableciendo 
dicho  párrafo  segundo  qne  esa  tercera  parte  ha  de  ser  precisa- 
mente la  destinada  á  mejora,  conservando  el  hijo  la  nuda  pro- 
piedad, hasta  que  por  fallecimiento  del  cónyuge  yiudo  se  con- 
solide en  él  el  dominio. 

La  regla  general  para  la  deducción  de  la  parte  correspon- 
diente al  cónyuge  yiudo  ^s,  según  el  precepto  del  art.  835,  que 
la  porción  hereditaria  asignada  á  éste  se  deduzca  de  la  tercera 
parte  de  los  bienes  destinada  á  la  mejora  de  los  hijos;  así  se  ex- 
plica bien  el  segundo  párrafo  del  art.  834,  y  sólo  cuando  con- 
curren hijos  de  dos  ó  más  matrimonios  á  la  sucesión  del  pa- 
dre ó  de  la  madre,  el  usufructo  correspondiente  al  cónyuge 
yindo  de  segundas  nupcias  se  saca  de  la  tercera  parte  de  libre 
disposición  de  los  padres,  según  lo  establece  para  este  caso  el 
Art.  839. 

¿Y  qué  se  hará  cuando  sólo  queden  hijos  del  primer  ma- 
trimonio, y  no  los  haya  del  segundo?  Hay  quien  opina  que, 
por  no  haber  previsto  el  Código  este  caso,  no  debe  darse  cuota 
alguna  en  usufructo  al  cónyuge  yiudo  de  segundas  nupcias. 
No  creemos  acertada  esta  opinión:  el  caso  está  comprendido 
en  la  regla  general  del  art.  834  que,  sin  excepción,  concede 
al  cónyuge  yiudo  una  cuota  en  usufructo,  igual  á  la  que  por 
legítima  corresponda  á  cada  uno  de  los  hijos  ó  descendientes 
del  difunto  no  mejorados.  El  viudo  tiene  siempre  derecho  á 
esta  cuota,  la  cual  se  sacará  del  tercio  de  libre  disposición, 
conforme  al  art.  839,  cuando  no  sean  de  su  matrimonio  los 
hijos  que  queden,  y  así  no  se  les  perjudica  á  éstos  en  su  legí- 
tima. Si  no  quedasen  hijos  más  que  del  segundo  matrimonio, 
entonces  se  seguirá  la  regla  general,  y  la  cuota  de  su  padre  ó 
madre  yiudo  se  sacará  del  tercio  de  mejoras. 

En  resumen,  el  nueyo  Código  ha  simplificado  la  partición 
«del  caudal  hereditario  en  cuanto  se  refiere  á  la  porción  legíti- 
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ma  y  á  la  mejora  de  los  hijoa  y  descendientes  legltimoa,  lo 
mismo,  qae  á  la  parte  de  libre  diaposición,  porqoe  diTíde  el 
haber  en  tres  partes  iguales,  dívlsiún  más  sencfUa  qiie  la  que 
era  necesaria  para  los  legados,  mandas  j  mejoras,  con  arreglo 
á  la  legislación  antigaa;  pero  habiendo  cónyuge  TÍndo  qoe 
tenga  derecho  á  la  coota  en  osofracto  qne  le  señala  el  art  834, 
ya  se  complica  la  partición  del  candal  para  hacer  las  respec- 
tivas hijnelas  por  la  necesidad  de  compatar  la  parte  del  TÍndo, 
qne  ha  de  ser  igaal  &  la  de  los  hijos  legítimos  no  mejoradoi, 
ya  por  la  legítima  entera,  6  sea  por  las  dos  terceras  partes  del 
haber  hereditario,  si  no  hubo  mejora  alguna,  ya  por  la  ¡tfi- 
tima  corta  sí  el  cóoynge  muerto  mejoró  á  alguno  Ó  algunos  de 
BUS  hijos  Ó  descendientes  legítimos  en  el  tercio,  ó  ya  por  lo  qoe 
suman  la  parte  de  ese  tercio  que  resulte  sobrante,  cuando  no 
se  hubiere  invertido  todo  en  mejoras,  y  el  tercio  de  la  l^tímt 
corta. 

Esto  para  la  computación  ó  cálculo  y  cuenta  de  esa  parte 
del  cónyuge  viudo,  que  por  lo  que  se  refiere  á  sa  dedncción  6 
parte  de  la  herencia  de  la  coal  se  ha  de  sacar  la  porción  a^ 
nada,  debeu  observarse  en  la  forma  ya  explicada  las  dispon- 
clones  que  contienen  los  artículos  834,  p&rrafo  segundo,  y  836 
qne  es  la  regla  general,  y  como  excepcída  el  839. 

José  Ma&ÍA   UaNBEBA.  a*.    CHlBSflf. 
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Diotamen  de  la  Oomisión  de  la  ley  de  bases 
para  la  publicación  del  mismo  (1). 

■ 

BBcnncAción  DBi.  8b.  Sclvkla. 

Señores  Senadores,  he  pedido  la  palabra  y  el  Sr.  Presidente  ha  tenido  la 
bondad  de  concedérmela;  estoy  en  pie,  y  estoy  al  mismo  tiempo  dndoso  de 
qué  es  lo  que  debo  hacer;  y  digo  que  estoy  dndoso,  porque  he  molestado  en 
tantas  ocasiones  al  Senado,  qne  temo  qne  si  vnelvo  otra  ves  h  nsar  de  la  pa- 
labra  con  algnna  extensión,  voy  h  cansar  molestias,  hasta  el  punto  de  que 
es  muy  f&cil  me  quede  sin  auditorio.  Pero  bien  pudiera  yo  recordar  aquello- 
de  «tres  al  saco  (y  aun  alguien  añadirá)  y  el  saco  en  tierra»,  porque  después 
de  hablar  yo,  he  tenido  la  gran  honra  de  que  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y  Jus- 
ticia se  hiciese  cargo  de  mis  palabras;  he  tenido  también  la  honra  señalada 
de  que  asimismo  se  hiciese  cargo  de  ellas  el  Sr.  Paso  y  Delgado,  y  hoy  tam- 
bién la  he  tenido,  para  mi  muy  estimable,  de  que  el  dignísimo  individuo  de 
la  Comisión,  que  acaba  de  hablar  con  gran  contentamiento  de  todos,  se  haya 
hecho  cargo  de  mi  referido  discurso. 

Por  consiguiente,  para  contestar  k  él  han  sido  precisas  tres  personas  (y  yo 
me  atreveria  á  decir  tres  atletas);  supónganse  los  Sres.  Senadores  cómo  ha- 
bré quedado.  Pero  faltaría  k  las  oonsiderapiones  que  debo  al  Senado  y  k  las 
personas  que  me  han  hecho  el  honor  de  impugnar  mis  palabras,  y  aun  me 
baria  poco  hono^  k  mi  mismo  si  no  dijera  algunas  para  contestarles.  Toy  k 


(1)     Véanse  las  páginas  190,  848  y  606  del  tomo  74;  167  y  492  del  tomo  76; 
218  y  i47  de  este  tome. 
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ver  si  me  concreto  todo  lo  posible,  para  oavuiar,  repito,  la  menor  moleetía  4 
la  Cámara. 

Primer  panto:  deoia  el  Sr.  Aldecoa,  mi  digno  j  muy  respetado  amigo,  ea  la 
sesión  pasada,  no  sé  qué  respecto  al  matximonio,  7  mesdlaba  mi  nombrt 
con  el  del  Sr.  Comas  y  con  el  del  Sr.  Pisa,  honrémdome  al  moselanne  esa 
•ellos. 

To,  Sres.  Senadores,  me  ocnpé  muy  poco  de  la  cuestión  matrimonial,  p«o 
yo  me  fijaba  principalmente  en  ana  caestión  concreta:  me  ^aba  en  él  esa» 
en  qae  se  celebrase  on  matrimonio  canónico  y  este  matrimonio  no  se  inseri- 
biese  en  el  Begistro.  Esto  sucederá,  entiendo  yo,  afortunadamente,  graeiai 
al  Código,  muy  pocas  veces,  porqae  yo,  Sres.  Senadores,  y  aprovecbo  esta 
ocasión  de  decirlo,  soy  de  los  impugnadores  más  ardorosos  del  Código  en  d 
sentido  d«  poner,  como  yo  pongo  siempre  que  hago  ana  obra,  todo  mi  cora- 
son  y  toda  mi  energía,  pero  no  seguramente  en  el  sentido  que  sea  ye  de  les 
quo  pienRan  que  el  Código  es  una  obra  tan  sumamente  imperfecta  como  algi- 
nos  otros  piensan.  Lo  que  á  mi  me  irrita,  simplemente,  es  la  resistencia  pera 
que  esta  obra,  que  tiene  imperfecciones  fáciles  de  remediar,  no  se  remedieo. 
Esto  es  lo  que  hace  que,  por  decirlo  asi,  mi  ataque  se  acentúe  más  á  medida 
que  voy  encontrando  mayor  resistencia  en  este  puntó  concreto,  conviene  á 
saber:  que  pudiendo  reformarse  fácilmente  en  evitación  de  pleitos  y  cuestie- 
nes,  este  Código  que  tantas  cosas  bellas  encierra,  esto  no  se  quiere  hacsr. 

Pues  bien:  yo  me  fijaba  en  esto,  y  decía  que  gracias  á  las  disposiciones  del 
Código,  matrimonios  celebrados  con  arreglo  á  los  sagrados  cánones,  que  no 
se  inscriban  inmediatamente,  habrá  muy  pocos,  porque  bastará  con  que  se  dé 
conocimiento  al  oficial  del  Begistro  civil,  aunque  éste  no  asista,  para  que  el 
matrimonio  produzca  efectos  civiles  inmediatamente  de  inscribirse,  y.cuaad0 
n^  se  inscriba,  quedará  únicamente  el  caso  en  que  por  culpa  de  los  contn- 
yentes  no  so  haya  dado  el  aviso;  si  el  aviso  no  se  dio  y  el  matrimonio  se  ot 
lebró,  en  este  caso  el  matrimonio  aparece  celebrado  con  arreglo  á  los  sa^rs 
dos  cánones  y  no  está  inscrito. 

Este  caso,  si,  como  es  de  esperar,  los  párrocos  cumplen  con  aquel  precepto 
según  el  cual  no  deben  realizar  el  matrimonio  entre  tanto  que  los  C4>ntn- 
yentes  no  los  presenten  el  recibo  do  haber  dado  aviso;  este  caso,  repito, 
será  menos  común  que  ahora;  será  raro;  y  yo  no  hacia  más  que  llamar  la 
atención  dol  Senado  y  de  la  Comisién  respecto  á  lo  grave  que  es  el  que  se  sepe- 
re  el  acto  por  el  cual  el  matrimonio  se  celebra  con  arreglo  álos  sagrados  cáno- 
nes, y  el  acto  por  el  cual  el  matimonio  se  inscribe  para  que  produsca  efectos 
civiles.  Es  indudable  que  hoy  en  el  matrimonio  celebrado  con  arreglo  álos 
sagrados  cánones,  en  que  no  se  ha  dado  aviso  al  oficial  del  Begistro  civil,  m 
este  matrimonio  acontece  que  no  produce  efectos  civiles  desde  su  celebradén. 
como  indicaba  el  Sr.  Aldecoa,  sino  que  los  produoe  desde  el  momento  rnüoDe 
en  que  se  inscribe  en  el  Begistro. 
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Y  decía  yo:  esta  ntnaoión  es  sninamente  grave,  porqae  dado  el  espíritu 
■español,  ya  manifestado  por  la  experiencia,  en  estas  cosas  paede  acontecer 
que  haya  muchos  matrimonios  celebrados  y  no  inscritos;  porqne  con  arreglo 
é.  la  legislación  actual  resolta  que  de  124.000  matrimonios  que  puede  calcu- 
larse que  se  celebran  en  Espafta  anualmente,  hay  14.000  que  no  están  inscritos; 
es  decir,  el  11,80  por  100  de  los  matrimonios  celebrados.  Y  esto  me  alarmaba  á 
mi  mncho,  y  decía  yo  lo  que  debería  hacerse,  y  para  mi  no  había  más  qne 
dos  soluciones  radicales:  la  primera  solución  radical  es  la  de  dar  efectps  ci- 
viles al  matrimonio,  inscríbase  ó  no  se  inscriba.  La  segunda  solución, 
también  radical,  es  la  de  no  permitir  que  se  celebre  ningún  matrimonio  entre 
tanto  que  no  esté  presente  el  oficial  del  estado  civil  y  tome  acta  del  matri- 
monio, de  tal  manera,  que  no  haya  dos  actos,  la  celebración  del  matrimonio 
y  la  inscripción,  sino  que  no  haya  más  que  un  acto. 

Esto  último,  aunque  me  parece  violento,  yo  soy  tan  sumamente  sincero 
que  declaro  que  no  me  parece  contrario  á  la  ley  de  bases  de  11  de  Mayo  de 
1888;  lo  considero  violento,  pero  no  contrario  á  las  bases.  Porque,  sefiores, 
todos  los  sistemias  se  han  ensayado  ya,  menos  el  sistemas  actual,  porque 
según  el  sistema  del  decreto  de  1875,  conocido  con  el  nombre  de  decreto  del 
Sr.  Cárdenas,  se  daba  efectos  civiles  al  matrimonio  desde  el  momento  mismo 
en  que  se  celebraba,  y  después  imponía  penas  y  multas  á  aquellas  personas 
que  no  inscribiesen  el  matrimonio;  y  como  éstas  son,  naturalmente,  bastante 
ineficaces  por  desgracia  para  los  pobres,  cuando  éstos  no  podían  pagar  las 
mxütctf,  sufírian  un  apremio  de  arresto;  de  manera  que  en  esta  época  de  1875  á 
1879  hubo  muchas  personas  que  debían  pasar  la  noche  de  boda  en  la  cárcel,  y 
ain  embargo,  el  número  de  matrimonios  celebrados  era  considerable.  El  ac- 
tual sistema  es  del  decreto  de  1879,  debido  al  Sr.  Bugallal,  y  en  este  decreto 
se  estableció  que  no  serán  válidas  ante  los  Tribunales,  en  las  oficinas  del  Be- 
gistro,  ni  en  ninguna  parte,  las  partidas  de  matrimonio  qt^e  no  estén  ins 
oritaa;  p«ro  si  llega  á  inscribirse  el  matrimonio  en  el  Begistro  civil,  surtirá 
todos  los  efectos,  no  desde  el  momento  en  que  se  inscribió,  sino  desde  el  ins- 
tante en  que  se  celebró. 

£1  sistema  del  Oódigo  que  discutimos  da  efectos  civiles,  no  al  acto  de  la 
oelebraoión  del  matrimonio,  sino  al  acto  de  la  inscripción,  que  es  una  cosa 
consiguiente  á  la  celebración  del  matrimonio  é  insignificante  evidentemente, 
dada  la  altura  é  importancia  de  la  celebración  del  sacramento;  y  es  posible, 
JO  no  he  llegado  más  allá,  que  esto  produsca  inconvenientes  grandísimos, 
porqae  habrá  un  momento  en  el  cual  puedan  nacer  hijos  que  no  se  sepa  si 
flon  legítimos,  naturales  ó  lo  que  son,  y  por  consiguiente,  yo  llamaba  la 
atención  de  los  Sres.  Senadores  acerca  de  este  punto  importantísimo. 

Voy  á  decir  muy  pocas  palabras  en  lo  que  toca  y  se  refiere  á  los  hijos  postu- 
mos. De  esto  se  ha  hablado  poco,  y  pudiéramos  decir  que  es  una  cuestión  se- 
lecta senatorial,  en  la  cual  se  ha  ocupado  el  ingenio  de  todos  los  Sres.  Sena- 
Touo  76  36 
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dores.  Pues  bien;  el  Sr.  Aldecoa  deoia:  «Es  clarisimo  el  texto  del  Código;  ó  per» 
ser  más  eicacto,  son  darisixnos  los  textos  del  Código,  si  atentamente  tod« 
ellos  se  consideran.  No  cabe  dada  que  el  hijo  póstame  es  heredero  de  ro  pa- 
dre y  se  le  reservan  todos  los  derechos;  asi  es  que  decimos,  por  ejemplo,  ka 
herederos  forzosos,  hablando  de  los  hijos,  los  descendientes  de  sus  ascendúc- 
tes,  y  son  hijos  legitimes  los  nacidos  dentro  de  los  ciento  ochenta  diu  b^ 
gnientes  al  de  la  celebración  del  matrimonio  y  antes  de  los  trescientos  dui 
siguientes  á  su  disolución  ó  á  la  separación  de  los  cónyuges.» 

<Art.  750.  Toda  disposición  en  favor  de  persona  incierta  es  válida  si  Ue^ 
á  determinarse  la  persona  á  cuyo  favor  se  hace;  y  si  no  llega  á  detenninsne, 
es  inútil  y  nula.  Los  derechos  de  sucesión  de  una  persona  se  transmiten  par 
la  muerte  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trata.» 

Todo  esto,  señores,  llevará,  yo  al  menos  asi  lo  reconozco,  á  que  despuéfl  ds 
una  varia  jurisprudencia,  después  de  luchas  y  dolores,  en  muchos  case»  piic- 
ticos  venga  á  hacerse  decir  al  Código  lo  que  el  Código  no  quiso  decir. 

La  tarea  de  legislar  paede  ser  una  tarea  agradable,  pero  la  de  interpreta 

la  legislación  no  es  otra  en  cada  caso  concreto  que  una  ñinción  doloroa 

como  lo  es  la  del  parto,  y  vendrá  en  último  caso  á  fijarse  esto  realmeaie 

como  jurisprudencia,  y  á  hacer  que  el  Código  diga  lo  que  realmente  ha  qn»- 

rido  y  no  ha  sabido  decir;  y  precisamente  es  de  eso  de  lo  que  nos  quejábamos, 

Sr.  Aldecoa.  Yo  no 'he  hablado  de  principios  ni  de  sistemas;  no  h.e  hecho  más 

que  decir  que  con  los  sistemas,  con  los  principios,  casi  con  los  artíoulos  deIC4 

digo  se  puede  hacer  otro  muy  semejante,  que  no  se  diferencie  nada  de  ¿sta,  j 

que  resuelva  las  dudas,  dificultades  y  oscuridades  que  el  Código  tiene,  porqoe, 

en  efecto,  los  hijos  son  herederos  forzosos  de  su  padre;  son  legítimos  los  m- 

eidos  dentro  de  los  ciento  ochenta  dias  después  de  celebrado  el  matrimonio, 

y  toda  disposición  referente  á  persona  incierta  se  hace  efectiva  si  desaparece 

la  incertidumbre. 

Pero  aqui  quedan  dos  cosas  que  es  muy  diñcil  salvar,  que  la  juriqímdea- 
cia  salvará  quizá,  viíiiendo  á  decir  lo  que  los  legisladores  quisieron  manifes- 
tar y  no  manifestaron,  porque  hay  dos  cosas  á  las  cuales  na  se  puede  contes- 
tar. Primera:  según  el  art.  29,  lo  que  determina  la  condición  de  ser  persona 
es  el  nacimiento,  y  hasta  que  alguien  nace  no  es  persona;  no  sé  si  es  casi  es^ 
peranza  de  persona;  lo  que  sé  es,  que  no  es  persona;   y  por  consiguiente, 
cuando  se  me  habla,  por  ejemplo,  del  nombramiento  de  persona  incierta»  con- 
testo igualmente,  y  se  le  ocurre  á   cualquiera,   que  para  que   este  nombra- 
miento pueda  surtir  efecto,  se  necesita  que  una  persona  exista  á  la  muerta 
del  testador;  y  cuando  no  se  sepa  cuál  es  esa  persona,  cuando  haya  duda  res- 
pecto á  esa  persona,  y  si  no  ha  nacido,  no  es  persona;  por  oonsigniente,  ese 
nombramiento,  ateniéndonos  á  las  disposiciones  del  Código,  es  absolutaments 
igual  que  si  se  hiciese  á  favor  de  una  cosa,  de  un  objeto,  de  una  columna,  de 
un  animal;  en  suma,  en  favor  de  algruien  que  no  fuese  persona,  porque,  por 
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^«mplo,  los  hiijos  son  herederos  de  sos  padres,  pero  para  eso  es  indispensable 
que  el  l^jo  haya  nacido,  y  mientias  no  haya  nacido,  no  es  hijo  ni  nada; 
porque  como  el  art.  89  dice  que  determina  la '  condición  de  persona  el  naci- 
miento, el  qne  no  haya  nacido  no  es  persona,  y  por  lo  tanto,  el  legado,  la 
herencia,  todo  esto  es  absolutamente  inútil,  porque  el  legado,  la  dona- 
ción, etc.,  se  ha  hecho  á  favor  de  quien  todavía  no  es  persona. 

No  es  persona,  en  segundo  lugar,  porque  el  Sr.  Aldecoa  conoce  m«|jor 
que  yo  (porque  es  un  sabio  Magistrado  cuyas  dotes  no  necesitaban  demostrar- 
se como  se  han  demostrado  hoy  de  una  manera  tan  clara);  porque  el  Se- 
flor  Aldecoa,  repito,  conoce  mejor  que  yo  la  disposición  del  art.  766,  según  la 
cual,  se  califica  la  capacidad  para  heredar  al  tiempo  de  la  muerte  del  testa- 
dor, al  tiemiK)  de  la  muerte  de  la  persona  k  quien  se  sucede. 

Ahora  bien;  fallecida  una  persona,  los  albaoeas  y  testamentarios  que  le 
represeoQtan  preguntarán:  «¿Qué  personas  hay  hoy,  en  este  momento f  en  este 
instante,  que  puedan  heredar?  Ko  habléis  de  las  que  existan  mañana,  de  las 
qne  puedan  existir  más  tarde,  sino  de  las  que  existen  hoy»;  se  encuentran 
con  hijos  nacidos,  con  hermanos,  con  la  viuda  y  con  un  ser  que  todavía  no 
es  persona  con  arreglo  &  la  ley,  y  tienen  que  decir:  «Conforme  al  Código,  ese 
aer  no  puede  heredar;  mañana  será  hi^o,  en  la  época  en  que  no  pueda  ser 
heredero  de  su  padre,  según  las  disposiciones  del  Código,  porque  con  arreglo 
k  esas  disposiciones  del  Código,  para  que  el  hgo  sea  heredero  del  padre  es 
preciso  que  en  el  momento  mismo  en  que  el  padre  lance  el  último  aliento, 
•n  aquel  instante  haya  nacido  el  hijo  ó  que  al  menos  dé  él  primer  aliento  el 
ser  que  se  encontraba  en  el  vientre  de  la  madre;  es  preciso  que  estos  dos 
alientos  hayan  sido  enteramente-  coetáneos;  porque  si  el  h^o  nace  después  de 
muerto  el  padre,  será  hijo  legitimo,  pero  no  podrá  ser  heredero,  toda  ves  que 
para  ser  heredero  ha  de  existir  la  persona  en  el  momento  que  el  padre  falle- 
ce, y  la  persona  no  existe  hasta  que  nace.>  Esto  no  ha  querido  decirlo  el 
Código;  esta  no  ha  sido  la  mente  ni  el  pensamiento  de  los  legisladores;  sin 
embargo,  esto  es  lo  que  resulta,  y  para  que  no  resulte  será  indispensable 
sostener  largos  pleitos  y  cuestiones. 

Tal  ves  esas  cuestiones  no  se  presenten  por  pudor  de  los  litigantes,  tratán- 
dose de  14J0B;  pero  cuando  se  trate  de  una  sucesión  en  la  cual  un  hermano, 
un  pariente  de  otro  grado  ó  un  extrafio  haya  nombrado  herederos  suyos  á  los 
h^os  de  Fulano  de  Tal,  y  ese  Fulano  de  Tal  tenga  14)os  nacidos  é  14) os  en- 
^ndrados,  pero  no  nacidos,  entonces  la  lucha  que  puede  existir  entre  loa 
distintos  hermanos,  los  unos  nacidos  y  los  otros  engendrados  sólo,  ala  muer- 
te del  testador,  podrá  llevar  á  los  Tribunales  á  vacilar  y  quisas  á  decidir 
oon  arreglo  al  Código,  si,  pero  en  contra  del  pensamiento  de  los  legisladores. 
Digo  que  con  arreglo  al  Código,  puesto  que  el  hgo  que  estaba  engendrado 
y  no  había  nacido  al  tiempo  de  hacerse  el  testamento  y  fallecer  el  snjeljo  que 
le  ncnnbraba  heredero,  como  no  era  penona,  no  podia  ser  heredero. 


560  REVISTA  DB  LSGtBLAOIÓN 

Además,  no  haj  qae  olTÍdar  en  este  punto  otr»  eos»,  y  as,  que  el  art.  9 
dice  oon  toda  claridad  qne  «el  nacimiento  determinal»  personalidad,  aahv 
los  casos  en  qne  la  ley  retrotitae  sus  efectos  k  época  anterior»;  y  es  inffi^sit 
sable  qne  haya  retroacción  de  estos  efectos  k  época  anterior  para  qntf  m 
entienda  que  el  ser  engendrado  y  no  nacido  tiene  personalidad. 

Ta  indicaba  yo,  euando  tuve  el  honor  de  dirigir  la  palabra  por  pzíBBsit 
Tes  al  Senado,  que  esta  retroacción  estaba  perfectamente  clara  en  su  esphiti, 
aunque  mal  redacta'da,  porque  esta  retroacción  se  encontraba,  por  ^eaql«^ 
en  el  caso  en  que  el  padre  fUlece  haciendo  testamento,  pero  no  se  eccuenfai 
para  los  demás  casos;  y  precisamente  el  haber  puesto  esta  retroacción  ea  «i 
caso  determinado,  hace  que  sea  muy  dudoso  y  difícil  de  entender  qne  lu^ 
retroacción  en  los  demás  casos  en  que  el  legislador  se  olvidó  de  estabieearia; 
porque  8i  el  legislador  hubiese  pensado  que  no  era  necesario  consignar  esta 
retroacción  y  que  basta  lo  consignado  en  el  art.  29  y  en  todos  los  demás  tss- 
tos  que  ha  citado  S.  S.  con  notabilísima  discreción  (que  por  cierto  no  lat 
admira,  porque  bien  probada  la  tiene  S.  S.);  si  el  legislador  hubiese  entndlás 
que  no  era  necesario,  repito,  consignar  esta  retroaoúón  en  más  casos,  yo 
pregunto:  ¿y  por  qué  la  ha  puesto  respecto  á  la  donaoión?  Si  se  entiende  qss 
la  persona  que  es  engendrada  y  no  ha  nacido  al  tiempo  del  fallecimiento  dsl 
testador,  con  ser  engendrada  y  no  nacida  puede  sucederle  en  una  donaó&a 
que  se  le  haga,  habiendo  tan  escasas  é  insignificantes  diferencias  entre  b 
donación  y  el  legado,  ¿por  qué  razón  se  ha  puesto  que  puede  adquirir  por  de- 
nación el  engendrado  y  no  nacido,  y  no  se  ha  puesto  igual  dispoeicién  tra- 
tándose del  legado  y  de  la  herencia?  Realmente  se  ve  que  la  retroacción  se  su- 
pone siempre,  pero  se  olvida  de  ponerla  en  unos  casos  en  que  quisa  em  bbís 
necesaria;  y  de  aqui  mi  queja  (no  elevándose  por  regla  general  á  más  altua 
mis  observaciones)  de  que  estas  dificultades  y  oscuridades  del  Código  no  ts 
hagan  desaparecer. 

Porque  yo  creo  que  los  Sres.  Senadores  no  me  tendrán  ni  por  litígnals 
temerario,  ni  por  patrocinador  de  litigantes  temerarios,  ni  por  persona  de 
tan  escaso  sentido  y  conocimiento  de  la  ley,  que  por  el  gusto  de  hacer  dafio 
al  Código  venga  á  imaginar  casos  imposibles  ó  pleitos  temerarios.  Al  msoos 
los  Sres.  Senadores  de  buena  fe,  dando  á  mis  palabras,  bajo  el  punto  de 
vista  de  la  honradas,  la  misma  importancia  que  á  las  palabras  del  Sr.  Alde- 
ooa  (pues  bajo  otros  puntos  de  vista  darán  á  las  del  Sr.  Aldecoa  mucha  mkt 
importancia),  ^o  podrán  menos  de  decir:  «Debe  haber  una  duda  bastante 
fundada,  cuando  Silvela  lo  sostiene  y  no  convence  al  Sr.  Aldecoa.»  Puea  esta 
duda  puede  desaparecer,  sólo  con  añadir  algunas  palabras  al  art.  99;  este 
bastarla. 

Voy  en  seguida  á  hablar,  aunque  brevemente,  de  las  capitulaciones  matri- 
moniales. To  no  sé  si  el  seilor  Comas  indicó  (me  parece  qué  no)  qne  hábiaB 
de  consignarse  en  el  Código  tres  modelos,  por  templo,  de  oapituladonas 
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trimoniales  ó  de  contrato  por  raaón  de  matrimonio  y  que  no  hablan  de  poder 
admitarae  znás.  Me  parece  que  el  Sr.  Comas  no  ^o  eso;  yo  creí  entender  que 
el  Sr.  Oonuw  indicó  que  podían  ponerle  tres  modelos,  por  decirlo  asi,  perfectoe 
de  las  tres  cardinales  maneras  de  celebrar  capitnlaciones  matrimoniales;  pero 
me  pareoe  que  el  Sr.  Comas  nos  dvjo  que  pudieran  después  admitirse  un 
Gujurto  ó  quinto  modelo. 

To,  por  de  pronto,  declaro  que  no  soy  de  opinión  de  que,  dado  easo  que 
baya  de  existir  libertad  en  las  capitulaciones  matrimoniales,  se  ponga  abso- 
lutamente más  que  un  solo  modelo  para  eada  uno  de  los  tres  casos  (ó  sea  para 
el  de  que  no  hayan  celebrado  capitulaciones  matrimoniales,  para  el  caso  de 
que  habiéndolas  celebrado  sean  nulas,  ó  para  otro  caso  semejante,  es  decir, 
como  derecho  supletorio  para  el  caso  de  sUencio  de  los  contratantes);  mi 
aiatema  seria  establecer  un  solo  tipo,  y  este  tipo  habia  de  ser  el  tipo  de  la 
sociedad  legal  oonyugal,  diciendo  claramente  los  derechos  que  tiene  el  marido 
en  sus  bienes  propios,  los  derechos  que  tiene  la  mujer  sobre  los  que  la  corres- 
ponden, y  después  los  derechos  del  marido  y  de  la  mujer  sobre  los  bienes 
¿aaanoiales,  y  dejar  en  libertad  &  los  contratantes  para  que  arreglen  las 
eapitulaoiones  matrimoniales,  según  corresponda  mejor  k  la  naturalesa,  por 
deeírlo  asi,  más  ó  menos  perfecta  del  matrimonio;  para  que  si  hubiese  un 
matrimonio  más  perfecto  que  lo  que  significa  en  la  cuestión  de  bienes  el 
sistema  de  gananciales,  establezca  la  comunidad;  para  que  si  existe  un  mflk- 
trimonio  más  imperfecto  que  lo  que  representa  la  sociedad  ganancial,  pueda 
someterse  esa  imperfección  á  reglas  y  prácticas  previsoras  en  las  capitulacio- 
nes matrimoniales. 

De  lo  qne  yo  me  quejaba  era  de  que  no  se  hubiese  añadido  á  esta  pauta 
una  serie  de  reglas  en  que  se  dijese,  por  ejemplo:  no  se  podrá  pactar  que  la 
mujer  tenga  la  administración  de  los  bienes  del  marido;  no  se  podrá  pactar 
que  la  mujer  pueda  disponer  libremente  de  los  bienes  del  marido,  ó  cosas  de 
esta  natnraleBa,  que  no  es  necesario  indicar;  pero  dicho  esto,  habia  de  quedar 
libertad  completa  á  los  contratantes. 

¿Qué  es  lo  que  sucede  hoy?  Yo,  Sres.  Senadores,  no  he  de  entrar  en  minu- 
oiosos  detalles.  Lo  que  hoy  sucede,  según  el  Código,  es,  que  ese  patrón  que 
ha  de  ser  obligatorio  en  caso  de  silencio,  de  nulidad  de  capitulaciones  matri- 
moniales, es  imperfectisimo,  absolutamente  imperfecto,  y  estableciéndose 
después  en  los  arts.  1815  y  1816  que  será  nulo  todo  lo  que  se  haga  contra  la 
ley,  me  encuentro^  por  templo,  en  la  ley,  que  dice  que  el  marido  tendrá 
siempre  la  administración  de  los  bienes  de  la  dote  no  entregada  á  la  m^jer. 
¿Es  que  esta  disposición  es  obligatoria  de  tal  manera  que  no  puede  infrin- 
girse, es  decir,  que  no  puede  pactarse  nada  en  contrario  en  las  capitulaciones 
matrimoniales?  Yo  declaro  humildemente  que  no  lo  sé.  ¿Es  este  un  derecho 
supletorio  para  el  caso  en  que  los  cónyuges  hayan  pactado  lo  contrario? 
¿Bs  obligatorio  porque  la  ley  lo  establece? 
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Bu  otro  artioulo  Sd  dice  qnd  la  mujer  tendrá  siempre  la  adminirtraoión  ée 
lo8  bienes  parafernales.  ¿Bs  que  no  pnede  haber  bienes  parafernales  tan  q«t 
la  mnjer  loa  administre?  Pues  en  otro  articnlo  nos  eneoniramoe  con  qms 
el  marido  es  el  administrador  de  los  bienes  de  la  sooiedad  conyugal,  7  ds 
ahí  mi  duda  de  lo  qne  se  entiende  por  sociedad  oonyugiJ;  ¿se  comprende  per 
sociedad  oonyat^al  los  bienes  todos  de  los  cónyuges? 

Hay  nn  articulo,  qne  es  el  50,  en  que  se  dice  que  el  marido  tendxk  la  ai- 
miniBtración  de  los  bienes  de  la  sooiedad  conyugal,  salvo  pacto  en  contrario^ 
mientras  que  el  art.  60  dice  que  la  mujer  no  puede  contratar  ni  obligarte  tia 
licencia  del  marido.  ¿Pnede  comprenderse  que  haya  nn  pacto  de  capitalaeio- 
nes  matrimoniales  bajo  el  sistema  de  8ei>aración  de  bienes,  ai  la  mujer  ae 
puede  contratar  ni  obligarse  sin  licencia  y  autorización  de  sn  marido? 

Pues  estas  son  las  dudas  que  me  asaltan,  aquellas  de  que  me  qn^aba  y  4a 
que  Tealmente  me  quejo,  y  sobre  la  disposición  que  determina  qne  no  puads 
pactarse  nada  que  sea  depresiyo  h  la  autoridad  del  marido.  Por  esto  dada 
qne  este  titulo  tiene  el  mayor  defecto  que  puede  tener  nna  ley,  que  es,  ser 
oscuro,  confuso  y  embrollado;  porque  si  en  el  Código  se  establece  qne  en  ma- 
teria de  capitulaciones  puede  pactarse  todo  lo  que  se  quiera,  aunque  sea  la 
cosa  más  disparatada,  eso  será  malo  para  los  que  se  empeñen  en  disparatar, 
pero  las  personas  de  buen  sentido  harán  una  capitulación  válida  y  perfecta- 
mente  racional. 

Ahora  vuelvo  á  hacer  el  mismo  argumento  qne  antes.  Cuando  una  persona 
qne  profesa  verdadero  amor  al  Código,  que  desearía  qne  el  Código  saliasa 
pronto,  pero  á  condición  de  que  saliese  algún  tanto  mejorado,  dioe  estas  fra- 
ses, francamente,  algún  motivo  tendrá  para  decirlas. 

Voy  á  hablar  ahora  acerca  del  efecto  retroactivo  que  menciona  el  art.  iSUñ. 

Señores  Senadores,  hay,  me  parece  á  mi,  dos  sistemas  en  esto  del  tráasiio 
del  antiguo  al  nuevo  sistema.  Por  el  primero,  las  leyes  no  tienen  efecto  re- 
troactivo y  nada  mkB.  Todo  derecho,  por  consiguiente,  existente  4  la  publi- 
cación de  la  nueva  ley,  permanece  integro  é  indiscutible.  Esto  retarda  evi- 
dentemente el  momento  en  que  entra  en  vigor,  el  momento  en  que  entra  á 
ejercer  su  verdadero  influjo  la  nueva  ley;  respeta  todos  loa  derechos  exisiea- 
tes  y  retarda  la  aplicación  de  los  nuevos  principios  hasta  qne  hayan  ooséliii' 
do,  perecido  y  desaparecido  todos  los  derechos  adquiridos.  Este  es  un  m- 
tema  completo  y  verdaderamente  aceptable. 

Hay  otro  sistema  que  consiste  en  desear  qne  el  nuevo  sistenxa»  sin  peqa- 
dicar  en  ningún  caso  los  derechos  adquiridos  que  quizás  no  desconoce,  fh» 
que  transforma,  entre  inmediatamente  en  ejercicio,  y  entonces  es  indispeosa- 
.ble  una  legislación  algún  tanto  larga  para  que  entre  en  ejeroioio  y  se  apUqua 
la  nueva  ley.  La  mayor  parte  de  los  Códigos  civiles,  ó  al  menos  muoliot 
(porque  yo  soy  ignorante,  y  en  materia  de  erudición,  ignorantísimo),  «b  ma- 
chas partes  los  Códigos  civiles  han  aceptado  el  sistema  de  no  dar  efeoto  reirá- 
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«otivo  ¿  STL8  disposiciones,  porque  asi  las  dificnltAdes  no  son  grandes,  6  al  me- 
nos, si  las  hay,  se  pueden  resolver. 

Hay  otros  Códigos  en  que  preside  el  pensamiento  de  que  las  nuevas  disposi- 
ciones empiecen  h  regir,  aun  dando  un  poco  de  violencia  k  eso  del  efecto  re- 
troactivo. Y  entre  nosotros  nos' encontramos  con  una  ley  magnifica,  la  ley 
Hipotecaria.  ¿Contentóse  la  ley  Hipotecaria  diciendo  «no  tendrA  efecto  retro- 
activo?» No;  la  ley  Hipotecaria,  aunque  no  consignó  si  tendría  ó  no  efecto 
rotroactivo,  como  principio  general  estableció  que  en  unos  casos  lo  tendría  y 
en  otros  no.  Y  nos  hallamos  con  una  porción  de  disposiciones  importantísimas 
de  la  ley  Hipotecaria,  destinadas  exclusivamente  k  marcar  la  manera  de  pasar 
del  antiguo  al  nuevo  sistema. 

Este  Código,  con  arreglo  k  las  bases,  no  debía  consignar  el  principio  de 
que  no  tenia  efecto  retroactivo,  ni  tampoco  que  lo  tuviese  de  manera  que 
sin  respetar  los  derechos  adquiridos,  empezase  á  regir  inmediatamente.  ¿Y 
^ué  se  estableció?  Pues  que  se  respetarían  los  derechos  que  se  hubiesen  ad- 
quirido. Obligaba  esto,  por  consiguiente,  al  legislador,  que  no  podía  conten- 
tarse con  consignar  las  mismas  palabras  de  la  base,  k  establecer  las  reglas 
del  tr&nsito  del  antig^io  al  nuevo  sistema,  k  haber  hecho  alguna  cosa  que 
algunos  Códigos  hay  que  la  tienen. 

La  declaración  de  que  hablaba  el   señor  Aldecoa  con  tanta  oportunidad, 
respecto  á  no  considerar  derechos  adquiridos  las  esperanzas  de   derechos,  ó 
loa  derechos  que  no  hubiesen  sido  ejercitados,  es  un  principio  que  se  encuen- 
tra consignado  al  final  del  Código  de  la  República  Argentina;  y  allí,  por 
ejemplo,  se  podr&  decir  k  una  persona:  «Usted  tiene  derecho  de  hacer  testa- 
mento mancomunado;  ¿lo  ha  hecho  Yd.? — No  señor.— Pues  entonces,  como 
no  ha  ejercitado  Y.   este  derecho,  y  seg^ún  el  articulo  tantos  del  Código  civil 
los  derechos  no  ejercitados  no  son  derechos  adquiridos,  no  puede  V.  ya  hacer 
testamento  mancomunado  desde  la  publicación  de  este  Código. — Es  que  lo 
tengo  hecho. — ¡Ah!   entonces  lo  ha  ejercitado  Y.»,  y  al  menos  esta  cuestión 
que  preocupa  hoy  á  muchísima  gente,  y  ha  preocupado  k  muchos  Senadores, 
k  los  cuales  honradamente  yo  no  les  he  podido  contestar  cuando  me  han  pre- 
guntado, como  tampoco  han  podido  contestar  varios  compañeros  k  quienes 
también  se  han  dirigido,'  esta  cuestión,  repito,  habría  desaparecido. 

Beglas  y  principios  como  éste,  no  relativos  á  casos  concretos,  pudieran 
establecerse  en  el  Código;  situaciones,  por  ejemplo,  de  derechos;  derechos 
reconocidos  en  la  antigua  ley  y  no  ejercitados;  derechos  reconocidos  en  la 
antigua  ley  y  ejercitados,  v.  gr.y  respecto  k  herencias;  ninguna  herencia  que 
no  esté  causada  k  la  publicación  de  este  Código,  se  regirá  por  las  leyes  ante- 
riores, sino  por  las  vigentes.  Esto  haría  que  el  Código  entrase  en  vigor  más 
pronto;  tal  vez  esto  no  sería  justo,  pero  se  establecerían  principios  muy  se- 
mejantes á  los  que  he  indicado,  teniendo  en  cuenta  derechos  sucesorios,  de- 
rechos adquiridos,  derechos  nacidos  de  contrato.  Estos  principios  pudieran 
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desenvol-verse  sin  nna  gran  difíoultad  á  la  conelnsión  del  Código,  desatroUaBd»- 
el  precepto  qne  las  bases  consignaban.  ¿Podriui  resolreroe  todos  los  eaem- 
concretos?  Absolutamente  imposible,  porque  el  legislador  no  puedo  haectlo. 
Pero  entre  que  no  se  resuelvan  todos  los  casos  concretos,  porque  esa  no  es  la 
misión  del  Código,  y  que  no  se  resuelva  ninguno,  dejando  esa  vaguedad  de  ¿n« 
derechos  adquiridos  por  las  variaciones  de  la  presente  ley,  hay  sin  duda  na 
término  muy  prudente,  que  consiste  en  desenvolver  el  pensunientot  no  pre- 
cisamente como  yo  he  dicho,  pero  en  la  forma,  en  la  manera,  por  el  canúxiía, 
por  el  procedimiento,  con  esta  tendencia  que  acabo  de  indicar.  Por  eso  me 
parece  imperfectisimo,  y  yo  lo  califiqué  y  vuelvo  á  califloarlo  de  embrioasño, 
ese  articulo  1976  del  Código  civil. 

Y  voy  k  concluir,  molestando  ya  lo  menos  posible  á  los  Sres.  Senadores, 
hablando    acerca  del  art.  426,  relativo  &  las  minas. 

Yo,  señores,  cometí  días  pasados  un  error,  porque  es  absolutamente  in- 
exacto que  la  diferencia  que  existe  entre  dicho  art.  496  y  el  12  de  la  ley  de  ba> 
ses  para  la  legislación  de  minas,  consista  en  que'  este  último  diga  qne  pvi^ea 
hacerse  calicatas  en  los  terrenos  del  dominio  público  sin  necesidad  de  dar 
aviso  á  la  autoridad  local.  No  es  exacto:  cuando  dije  eso  me  equivoqué  poreom- 
pleto.  Tampoco  es  enteramente  exacto  que  se  haya  copiado  ese  art.  12  de  la 
ley  de  bases:  se  toma  su  espíritu  dándole  m&s  sentido,  pero  no  se  copla;  ponpie 
el  art.  12  de  la  ley  de  bases  dice  que  se  podr&n  hacer  calicatas  en  terreno  de 
dominio  público  sin  necesidad  de  licencia,  bastando  dar  aviso.  Y  es  evidente 
que  si  basta  dar  aviso,  es  absolutamente  inútil  decir  que  se  tendrá  que  pedir 
licencia;  porque  si  basta  el  aviso,  no  se  necesita  licencia.  ¿Y  qué  ha  hecko 
el  legislador  del  Código\ civil?  Ha  tomado  el  art.  18  de  la  ley  de  bases  y  lo 
ha  trasladado  al  art.  426  del  Código,  diciendo:  «Todo  español  ó  extrai^sio 
puede  hacer  calicatas  en  terreno  de  dominio  público,  siempre  que  se  aviit 
á  la  autoridad  local.  >  Parece,  por  consiguiente,  que  no  se  ha  hecho  mks  que 
tomar  el  art.  12  de  la  ley  de  bases  para  la  legislación  de  minas,  migozándo- 
lo,  quitándole  lo  que  tenia  de  absurdo;  mejor  dicho,  de  inútil. 

Pudiera  haber  hecho  también  otra  corrección  que  hubiese  sido  muy  oo<nve> 
niente.  En  efecto;  debía  haber  dicho:  «Las  calicatas  ó  excavaciones  qne  no 
excedan  de  10  metros  de  extensión  en  longitud  y  profundidad»;  porque  él 
pensamiento  debe  ser  que  no  excedan  de  10  metros  de  largo  y  10  de  hondo,  j 
tal  como  viene  redactado  puede  creerse  que  podrán  hacerse  calicatas  y  ex- 
cavaciones de  10  metros  de  extensión  que  no  tengan  ninguna  profundidad,  ó 
do  10  metros  de  profundidad  que  no  tengan  nada  de  extensión. 

Pues  bien;  volviendo  á  lo  que  importa,  parece  que  aun  habiéndose  copiado 
(porque  ya  para  el  caso  es  lo  mismo)  el  art.  12  de  la  ley  de  bases  en  el  4¡S 
del  Código,  no  habría  ningún  inconveniente,  porque  podrá  decirse:  cSerá  in> 
útil  realmente  el  haberlo  copiado,  pero  no  perjudiciaL»  Y  esta  es  la  gran 
equivocación  que  se  comete,  y  de  lo  que  yo  me  quejaba.  Precisamente  el  ha- 
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bexio  copiado  altera  de  una  manera  esenoial  el  artionlo,  aun  onando  no  le 
haya  modificado  nna  letra.  ¿Porqué  rasón?  Porque  los  terrenos  del  dominio 
ip&blic  o  eran  una  cosa  distinta,  tenían  un  concepto  distinto  en  la  ley  de  ba- 
ses de  1868  de  lo  que  son  hoy  conforme  al  Oódigo  oiyil,  y  como  al  incorporar 
aste  articulo  al  Código,  naturalmente  se  supone  que  se  ha  incorporado  te- 
niendo en  cuenta  todo  lo  anterior,  resulta  una  cosa  monstruosa,  que  lajuris- 
prudencia  no  consentirá,  porque  se  atendrá  á  lo  racional  y  no  á  lo  que  dice  el 
Código:  cTodo  espa&ol  ó  extraxgero  podrá  hacer  libremente  en  terreno  de  do- 
minio público  calicatas  ó  ezcayaoiones  que  no  excedan  de  10  metros  de  ex- 
tensión en  longitud  ó  profondidad,  con  objeto  de  descubrir  minerales;  pero 
beberá  dar  ayiso  previamente  á  la  autoridad  local.  Bn  terreno  de  propiedad 
privada  no  se  podrán  abrir  calicatas  sin  que  preceda  permiso  del  dueño  ó  del 
que  le  represente.»  ¿Qué  eran  terrenos  de  dominio  público  antes  del  Oódigo» 
ó  que  son  todavía,  mejor  dicho?  Pues  aquellos  que  se  llaman  de  aprovecha- 
miento común,  como  son  los  caminos,  canales,  etc.,  y  todos  aquellos  cuyo 
dominio  pertenezca  al  Estado,  como  los  bienes  naoionaleB  no  enajenados. 

Estos  son  texrenos  de  dominio  público,  é  incorporado  ese  articulo  á  las 
bases,  era  racional  que  ni  en  un  camino,  ni  en  un  canal,  ni  junto  á  una 
Atente,  pudieran  hacerse  calicatas.  Perfectamente;  pueden  hacerse  calicatas 
sa  los  terrenos  de  dominio  público,  como  los  baldíos,  terrenos  del  Estado  que 
éste  no  hubiera  eniú®i^<^^0)  o^*»  P^i^o  ^^^  lo  V^^  i^o  ®"t  según  este  Código, 
camino,  canal,  fortificación,  pl^ya,  ribera,  todos  esos  no  son  bienes  de  domi- 
nio público,  sino  de  propiedad  privada;  y  por  consiguiente,  el  legislador  del 
Código  civil  ha  dicho  una  cosa  que  no  quería  decir:  ha  dicho  que  sin  más  que 
dar  aviso  á  la  autoridad  local,  podrán  hacerse  calicatas  en  los  caminos,  cana- 
les, etc.,  porque  estos  son  los  únicos  bienes  de  dominio  público;  es  decir,  que- 
no  se  ha  dado  cuenta  de  lo  que  disponía.  Una  cosa  como  ésta,  que  no  tiene 
sentido,  no  puede  cumplirse  y  no  se  cumplirá;  pero  ¿por  qué  rasón  hemos  de 
consentir,  pudiendo  remediarlo,  que  se  hagan  leyes  en  las  que  el  espíritu  y 
sentido  del  legislador  está,  y  perdonad  la  expresión,  dándose  de  cachetes  con 
]» letra? 

A  consecuencia  de  esto  habrá  dos  legislaciones  distintas  en  el  país:  la  le- 
gÍBlaoión  de  minas,  la  de  aguas,  la  de  propiedad  literaria,  creadas  por  leyes 
especiales  modificadas  con  arreglo  al  Oódigo  que  regirá  en  Castilla,  y  la 
sntigua  legislación,  no  modificada  por  este  Código,  que  regirá  únicamente 
en  Catalufia  y  en  Kavarra,  porque  son  las  únicas  provincias  ferales  que  no 
aceptan  el  Código  ni  como  derecho  supletorio. 

T  no  diga  el  Sr  Aldecoa  que  esto  no  podrá  suceder  porque  se  conserva  la 
legislación  foral.  Ko  es  exacto.  Bn  el  Código  se  dice:  primero,  que  no  será 
aplicable  á  las  provincias  aforadas  más  que  el  contenido  del  tlt.  4.®,  libro  1.*; 
pero  además,  en  las  bases  no  se  dice  que  á  esas  provincias  se  les  conservarán 
sus  fieros,  es  decir,  las  waget  y  Constituciones,  Fuero  general  y  la  Novísima 
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B<e:^>(yiljbáóm  q:i«  Uftgs  eon  U«  C:>rtef  posteriores  hasta  el  «ño  29.  Im  FottM  j 
0>j«erraiieúM  de  Araf  oo,  ece.  £«to  no  e«  exacto;  y  prueba  de  ello  ei,  q«e  «a  «| 
artíctüo  5.*  de  la  ley  ie  dice:  «Las  proTÍncias  y  terrítorioe  en  que  BobóU 
derecho  foral,  lo  eonserrar^!!,  por  ahora,  en  toda  sn.  integridad,  sia  que  n&i 
alteración  en  actual  régimen  jnridico.«  ¿Coál  es  sn  actnal  régimen  juñdiee? 
El  qne  tenían  al  pabllcame  la  actual  ley  de  bases  de  11  de  Mayo  de  1S8B.  B& 
«e  dice,  pues,  qne  conservarán  sos  fueros,  sino  qne  no  sn£rir6n  áltersdáiLflB 
sa  aetoal  régimen  jurídico,  que  es  el  existente  al  publicarse  la  ley  de  baas 
Por  conniguiente,  existen  distintas  legislaciones  foralee  en  aguas,  en  propie- 
dad literaria,  etc. 

T  ahora  una  pequefia  observación.  La  ley  de  bases  obligaba  al  legiiUdar 
á  fijar  en  el  OVligo  el  concepto  de  esas  propiedades  esi>eciales  y  á  no  haeír 
nada  más,  porque  habían  de  resi>etar8e,  no  alterarse  las  disposieiones  de  «m 
leyes  especiales  respecto  al  concepto  de  la  propiedad.  Al  dividir  la  propiadsd 
había  de  fijarse  su  concepto.  Por  ejemplo,  las  minas  habrían  de  ser,  coBsrrt' 
glo  á  nuehtra  legislación  vigente  y  al  concepta  que  debe  formarse  «a  •! 
Código,  una  propiedad  del  Estado  que  éste  ha  entregado  para  su  ezpIotsfliáBk 
mediante  concesiones.  Ese  es  el  concepto  do  la  propiedad  minera,  asi  consel 
de  la  propiedad  de  las  aguas  es  también  muy  sem^ante.  Las  aguas 
páblicas  unas  y  privadas  otras.  Las  públicas  tienen  alguna  servidumbre, 
la  de  paso,  etc.  Son  de  uso  común  para  todo  el  mundo,  y  después  hay  lai 
concedidaH  á  la  industria  privada  para  su  mejor  explotación. 

Este  concepto  fundamental  que  había  de  existir  en  el  Código  ¿ara  qua  n 
pudiera  alterarse  por  legislaciones  especiales,  era  lo  único  que  debía 
en  el  Código;  modificar  las  condiciones  de  esas  propiedades  especialM  fs 
do  su  concepto  fundamental,  de  ninguna  nianera.  Si  esto  se  hubiera  heohe, 
tendríamos  un  concepto  fundamental,  que  tendría  que  respetarse  despiéi, 
de  la  propiedad  literaria,  de  la  de  las  agaas,  de  la  de  las  minas,  etc.;  no  tan- 
d riamos  disposiciones  especiales  respecto  al  desarrollo  de  esos  principios  q^ 
existirán  en  sus  leyes  especiales  de  hoy  y  que  podrán  desenvolTerse  en  h 
sucesivo. 

Y  no  digo  nada  de  lo  que  se  refiere  á  la  ley  del  Notariado,  porque  en  sata 
punto  las  modificaciones  introducidas  por  el  Código  oivü  no  ae  aoeptaiáa 
seguramente  en  las  provincias  forales,  que  entenderán  naturalmente  que  si 
trata  de  conservar  sus  fueros  y  la  legislación  conforme  á^la  situación  presenlt. 

Dispénseme  el  Senado  que  le  haya  molestado  tanto  tiempo,  y  hago  la  pee* 
testa  de  que  si  no  me  encuentro  en  suma  necesidad,  oasi  oasi  en  xm  estads 
tal  que  sea  imposible  salir  de  él  honrosamente  más  que  hablando»  no  le  toI- 
veré  á  molestar. 

s.  a. 
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S«&1  Ao&d»inl&  de  JarisprnioaolA  7  Leglsl&eión. 

* 

Dnrante  do8  años  se  ha  sostenido  en  la  Academia  de  Jurisprndenoia  la 
disoTuión  de  la  Memoria  del  Sr.  Llanos  Torrlglia,  sobre  tFerri  y  sa  escuela.» 
£1  debate  sostenido  entre  los  Módicos  Sres.  Vera,  Salillas,  Francos,  Bo- 
drignes,  Axúa  é  Iglesias,  y  distinguidos  Abogados  como  los  Sres.  Andrade, 
Cedr&n,  Malnqner,  Llanos  Torriglia  y  otros,  se  mantuvo  constantemente  4 
g^ran  altura  y  con  animación  verdadera:  el  Presidente  de  la  Corporación,  Don 
JE^ranoisco  Sflvela,  hiso  en  la  noche  del  9  de  este  mes  el  res  amen  de  la  dis- 
oTisión  pronunciando  un  discurso,  modelo  de  corrección  y  buen  decir,  nutri- 
do de  ideas  y  pensamientos  notables,  mostrando  su  espíritu  abierto  k  los  mo- 
dernos adelantos  del  método  positivo;  en  suma,  un  discurso  que  justificó  ple- 
namente la  fama  que  como  orador  y  jurisconsulto  goza  el  Sr.  SUvela.  Dado 
el  mérito  é  importancia  del  trabi^o  del  Sr.  Sílvela,  no  dudamos  en  publicar 
las  notas  que  tomamos  del  discurso  del  distinguido  político  conservador,  4 
quien  pedimos  excusas,   porque  seguramente  haremos  perder  en  brillantes 
y  galanura  á  las  frases  que  salieron  de  sus  labios  al  trasladarlas  k  estas 
<}uartílla8. 

Comenzó  diciendo,  cque  era  verdaderamente  diñcil  su  cometido,  poique 
si  bien  en  la  discusión  había  muchos  y  preciosos  materiales  acxmíulados,  son 
tan  diversos  los  problemas  planteados,  tan  graves  las  afirmaciones  hechas, 
•  que  era  un  trabajo  improbo  dar  forma  k  su  discurso  resumen,  sin  incurrir 
en  deficiencias  ó  generaliaar  demasiado.»  Manifestó  «que  la  discusión  de  la 
Memoria  del  Sr.  Llanos  representaba  un  progreso  positivo,  el  enlace  de  las 
ciencias  naturalee  y  jurídicas,  la  unión  interna  y  definitivamente  consagrada 
de  la  antropología  y  el  derecho,  y  el  triunfo  completo  del  método  positivo 
para  la  investigación  y  la  exposición  en  la  ciencia  del  derecho,  y  la  sustitu- 
-oión  innegable  del  hecho  y  la  experiencia,  al  puro  pensamiento,  k  la  idea.» 
No  insistió  en  í^ar  los  puntos  de  vista  sostenidos  por  los  diversos  orado- 
res que  interviiiienm  en  el  debate  k  causa  de  haberlo  hecho  ya  el  Sr.  Llanos; 
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lo  qii0  0i  hizo  fué  notar  la  gloria  alcanzada  por  la  Aeadeinia,  que  se  reparo» 
por  igual  entre  Médicos  y  Abogados. 

Como  decía  may  Men  el  Sr.  Llanos,  sn  Memoria  no  ha  sido  lo  mh»  dne&- 
tído;  lo  que  no  extrañaba  al  Sr.  Silvela,  teniendo  en  caenta  que  el  libre  a]* 
bedrio  atraía  todas  las  miradas,  y  no  era  posible  prescindir  de  tal  eaesticB 
que  lliÉna  y  evoca  el  solo  nombre  de  Ferri. 

Haciéndose  cargo  el  Sr.  Silvela  de  uno  de  los  pantos  discutidos,  del  que 
se  referia  á  si  la  escuela  frenopátioa  española  defendida  por  el  Sr.  Yera,  tesíi 
el  car&cter  de  escuela,  y  de  si  Ferri  tenía  ó  no  escuela,  en  p&rrafos  elocuc- 
tes,  d^o:  «que  importa  poco  la  caliñoación  de  escuela  en  estas  materiast  ^ot^ 
que  escuela  en  ciencia  pura  no  es  más  que  una  fórmula  histórica,  un  proce- 
dimiento por  varios  seguido,  una  agrupación  oientífiea,  y  esto  nada  tiene  qs» 
ver  con  la  exactitud  de  la  investígación.  >  una  persona  presenta  una  idesc  ésU 
la  aceptan  otras,  y  autor  y  defensores  se  unen  para  su  desarrollo  y  propagas- 
da,  formando  ana  escuela  que  desaparece  en  el  hecho  de  presentaras  osa 
nueva  idea,  ó  en  el  hecho  de  que  uno  de  los  que  la  estadian  saque  dednerio- 
nes  y  consecuencias  importantes  de  dicha  idea. 

Lo  esencial,  repitió,  es  la  idea,  y  en  este  sentido  k  Ferri  puede  ooDai- 
derársele  como  autor  de  una  escuela,  en  cuanto  que  ha  desarrollado  y  ha  ke- 
cho  deducciones  do  ideas  positivistas. 

Loq  principios  cardinales  de  Feni  no  entripan  nada  nuevo  en  la  cásneis; 
se  fundan  en  la  negación  del  libre  albedrio  y  en  la  afirmaron  de  Ferrad,  ¿» 
que  buscando  al  hombre  libre,  encontró  el  hombre  mAquina,  determinado  por 
diversas  influencias. 

Ferri  fonda  su  criterio  penal  en  la  defensa  del  orden  social  y  del  indi- 
vidual, y  el  Sr.  Silvela  continuaba:  «cuando  se  lansa  on  problema  da  acta 
índole  á  la  arena  con  formas  vigorosas  y  jóvenes,  á  este  problema  etexso  « 
dirigen  los  espíritus,  á  este  problema  sin  solución,  dentro  de  las  observada- 
nes  y  nociones  del  hombre,  no  examinado  fisioa,  sino  aun  psiquioamente.! 

Y  este  problema,  que  no  es  de  este  mundo  y  su  solución  no  se  eaenentia 
con  los  ojos  fijos  en  la  tierra  este  problema  significa  en  cristiano  la  noiéa 
del  hombre  con  lo  sobrenatural;  ha  sido  el  mkM  empeñadamente  disentido. 
JECn  el  debate,  al  lado  del  jefe  jurídico,  al  lado  de  Ferri,  se  ha  presentado  7 
discutido  la  figura  de  Lombroso,  jefe  del  elemento  antropológico,  queea  bo7 
la  más  moderna  y  saliente  manifestación  de  estos  estudios. 

Bn  el  debate,  decía  el  elocuente  or  ador,  se  ha  visto  el  error  fondamental 
de  la  escuela  antropológica  italiana,  que  es  la  ambiciosa  aspiraeión  de  raaol 
ver  el  problema  entero  con  xm  dato  y  absorber  con  sus  observaciones  la  aohi- 
oión  del  problema;  y  sin  embargo,  á  pesar  del  mérito  del  miaestro  y  de  loa  ex- 
positores, está  fuera  de  toda  duda  que  siendo  la  precitada  escuela  un  dato  im- 
portantísimo para  el  Derecho  penal,  que  influiría  en  todos  y  cada  uno  dea» 
puntos,  no  obstante  de  ser  un  elemento,  valioso  en  la  oienoia  y  legísUeiÓB 
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«riminal,  es  faerza  reconocer  lo  imperfecto  de  mus  inTestigacioneti  lo  dudoso 
de  sos  datos  y  la  exagerada  pretensión  de  los  autores  que  la  escuela  defien- 
den. Lombroso  mismo  reconoce  que  Bua  obserraoiones  sobre  el  tipo  criminal 
no  alcanzan  sino  á  nn  40  por  100,  y  tal  afirmación,  que  reyelaria  cacases  de 
datos,  trata  de  cohonestarse,  diciendo  que  el  tipo  criminal  es  un  concepto 
abstracto  formado  con  ideas  no  reales,  afinnación  que  no  es  positiva  y  que 
no  sirve  para  implantar  una  reforma  legal,  basada  en  la  existencia  del  tipo 
oriminal. 

Anadia  el  disertante,  que  las  exageraciones  de  la  escuela  antropológica 
en  su  método  de  investigación  son  evidentes  y  sus  deducciones  contradicto- 
rias con  los  fines  de  la  escuela:  como  prueba  positiva  de  su  aserto,  se  refirió 
el  Sr.  Silvela  al  último  Congreso  antropológico  celebrado  en  París,  en  que» 
disoutiendo  Lombroso  con  los  Módicos,  refutaron  victoriosamente  los  elemen' 
tos  por  dicho  sabio  asignados  k  la  investigación  antropológica  acerca  de  la  for- 
mación del  tipo  criminal:  d^o  que  la  capacidad  craneal,  tan  ponderada,  no  pro- 
duce las  consecuencias  pretendidafl,  porque  siendo  menor  en  los  chinos  y  egip- 
cios que  en  los  africanos,  son,  sin  embargo,  aquéllos  m&s  civüisados  y  menos 
sanguinarios;  añadió  que  el  atavismo  k  las  razas  antiguas  y  salvajes,  que  su- 
pone Lombroso  en  las  criminales,  tropieza  con  el  hecho  reconocido  por  To- 
pinard,  Quatrefi^'es  y  el  mismo  Broca  de  la  existencia  de  antiguas  rasas  sal- 
viges  de  costumbres  tranquilas  y  pacificas;  hizo  notar  que  la  insistencia  al 
dolor,  la  insensibilidad  oaraoteristica  de  los  criminales  que  Lombroso  Uama 
ditv%Unera¡»lidad,  y  que  la  encuentra  en  el  hecho  de  afrontar  peligros  sin 
cuento,  de  arrojarse  de  distancias  de  nueve  metros,  etc.,  no  puede  hacer  efecto 
en  España,  donde  existe  el  ejemplo  mayor  de  ditmUnerahüidad  en  personas 
honradas  y  que  se  ganan  su  vida  dedicándose  á.  picadores  de  toros,  demos- 
trando que  son  perfectamente  insensibles  al  peligro,  y  que  xma  vez  repuesto* 
de  sus  porrasos  vuelven  de  nuevo  k  montar  k  caballo,  k  disponerse  k  sufrir 
mhm  y  más:  citó  en  apoyo  de  esta  tesis,  que  Kad.  Tamoski,  tan  celebrada 
por  Lombroso,  habla  de  la  capacidad  craneal  inferior  de  las  prostitutas  en 
comparación  con  las  mujeres  honradas,  tfnando  no  hay  necesidad  de  inveeti- 
gar  tanto,  porque  el  origen  de  la  diferencia  de  conducta  de  xmas  y  otras  mu- 
jeres obedece  por  regla  general  4  otra  causa,  4  las  legitimas  paterna  y  ma- 
terna con  que  cuenten  las  mtúo'M- 

Ampliando  sus  argumentos  en  este  sentido,  el  digno  Presidente  de  la  Aca- 
demia afirmaba  que  es  un  dato  observado  en  las  prisiones  de  hombres  y  mu- 
jeres, que  éstas  cuando  son  perversas  alcanzan  un  más  alto  grado  de  perversi- 
dad que  los  hombres,  y  en  sus  actos  criminales  se  encuentra  una  maldad  más 
tranquila  y  serena;  observaba,  dicen  los  antropólogos,  que  se  conoce  en  los 
rasgos  fisionómicos;  pues  bien,  decia  el  Sr.  SQvela,  visitando  hace  poco  tiempo 
una  cárcel  de  mujeres  no  lejos  de  Madrid,  vistas  las  diversas  presas  no  encon- 
tró en  ellas  por  su  fisonomía  diferencia  que  pudiera  explicar  la  de  los  delitoa 
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de  que  eran  antoras;  terminada  la  visita,  se  trasladó  á  la  eapíBa,  donde  eaea- 
ehó  el  Ave  María  de  SohTiminaTi,  interpretada  admirablemente  y  cantada  por 
una  tob  de  acentos  pnros  y  angelicales;  preguntó  á  la  reli^osa  que  le  acompa- 
ñaba en  la  visita  qué  hermana  era  la  cantora,  y  se  vio  sorprendido  al  saber  qc« 
era  nna  rednaa;  qniso  conocerla,  y  le  presentaron  tma  mnjer  pálida,  ttúúm,  da 
ojos  claros  y  serenos  y  de  dulce  mirar;  qniso  saber  el  delito  por  el  que  soím 
condena,  y  sn  asombro  faé  grande  al  saber  qne  era  nna  parricida,  que  haba 
concertado  con  sn  amante  el  dar  muerte  al  marido  paralitico  y  enfenno,  y 
mientras  el  hecho  se  consumaba,  para  evitar  que  sus  peque&os  hijos  oy«na 
los  ayes  de  la  victima,  tocaba  con  gran  maestría  nn  nocturno  briUante  de 
Chopín. 

No  obstante  tales  datos,  que  son  serios  y  positivos,  deda  el  Sr.  Süvela, 
no  puede  negarse  importancia  &  los  estudios  antropológicos,  aunque  no  foeii 
taha  que  porque  sancionan  la  dualidad  y  la  unión  imposible  de  romper  «ctn 
la  materia  y  el  espíritu.  Lombroso  recoge  velas  sobre  la  afirmación  del  tipo 
criminal  anatómico  y  se  refiere  k  puntos  de  vista  anAlogos  k  los  defeedidot 
brillantemente  por  el  Dr.  Vera,  como  adepto  á  la  escuela  frenopática  emanó- 
la, es  decir,  que  se  refugia  en  la  degeneración  mental. 

Con  este  motivo,  el  orador  dijo  no  podía  negarse  el  calificativo  de  ef 
cuela  á  la  frenopática  española,  dadas  sus  ideas,  acerca  de  lo  que  son  las  e»-- 
t  cuelas. 

Entrando  en  otro  orden  de  consideraciones,  el  Br.  Silvela  afirmaba  qn« 
la  negación  del  libre  albedrío,  llega  k  los  limites  del  materialismo;  y  vm  esto 
supuesto,  es  preciso  reconocer  que  la  escuela  del  Sr.  Vera  se  ajusta  mis  k  Ims 
necesidades  del  orden  social  tal  y  como  se  halla  establecido,  y  encaja  m^icr 
en  nuestras  ideas  con  el  fundamento  de  penar  y  la  idea  que  de  la  pena  k 
tiene. 

Bsto  en  las  consecuencias,  en  las  deducciones  hechas  por  el  Sr.  Vera  en 
sus  últimos  discursos,  porque  á  los  fundamentos  se  opone  nna  razón  inooDtro- 
vertible,  que  no  es  espiritualista,  sino  de  hecho,  y  es  que  el  delito  como  fenó- 
meno de  estudiar,  presenta  dos  caracteres:  el  delito  nacido  por  degeneraáós 
mental  de  una  voluntad  perversa,  y  el  que  no  obedece  á  motivos  serios  y 
que  constituye  á  su  autor  en  un  ser  inadaptable;  y  otros  delitos  relacionado» 
con  el  medio  ambiente,  que  revelan  una  perversión  de  conciencia,  de  dase, 
de  nna  ¿poca,  delitos  que  parece  están  esparcidos  en  la  atmósfera  y  son  como 
un  estado  febril  k  que  se  está  sometido:  cuando  tal  estfhdo  de  demencia  te 
padece,  la  pena  basta  para  restablecer  la  normalidad,  él  elemento  moral  et 
lo  suficiente  para  curar  el  estado  febril  indicado. 

£n  apoyo  de  esta  última  afirmación,  oon  frase  precisa  y  periodos  brillaB- 
tes,  citó  la  causa  oólebre  de  la  Mano  Negra:  en  ella,  dijo,  los  que  pudieron 
estudiarla  k  fondo  se  convencieron  de  que  el  sentido  moral  ee  hallaba  nota- 
blemente perturbado  en  una  parte  de  Andalucía. 
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Se  d«eia  en  la  prensa  y  en  todas  partes  que  las  sociedades  secretas  se  sos- 
tenían por  la  mala  sitnaoión  eoonómioa;  el  oaso  es  qne  tal  estado  produjo  un 
proceso,  en  que  uno  de  los  afiliados  &  la  Mano  Negra,  tildado  de  traidor,  fxké 
oondenado  y  ejecutado  por  sus  compañeros:  descubiertos  los  autores  del  cri- 
men, se  condenó  á  siete  4  la  pena  de  muerte;  se  pidió  el  indulto  por  toda 
clase  de  personas;  era  creencia  general  que  la  sentencia  cruenta  no  se  cumpli- 
ría; costó  trabajo  sumo  levantar  el  patíbulo;  pero  el  hecho  ñxé  que,  ejecuta- 
dos los  asesinos,  la  violenta  impresión  de  la  ejecución  produjo  como  oonse- 
cuanoia  la  desaparición  de  la  Mawi  Negra,  la  situación  terrible  y  anómala,  y 
OMO  que  no  sólo  los  ejecutados  constituían  la  asociación. 

Esta  observación  demuestra,  que  si  por  degeneración  se  entienden  enfér* 
medades  del  espíritu  que  con  remedios  espirituales  pueden  curarse,  la  degene- 
ración es  admisible  como  explicación  de  la  criminalidad;  puede  decirse  que 
existe  el  degenerado  como  tipo  dinico  en  el  criminal,  pero  en  modo  alguno 
p  uede  admitirse  al  tipo  criminal  de  la  índole  que  lo  eran  los  de  la  Manó 
Negra, 

Al  aplicar  los  Médicos  á  la  ciencia  penal  sus  estudios,  han  afirmado,  como 
Iiombroso  y  Ferri,  que  ellos  nada  tienen  que  ver  con  las  aplicaciones  á  la  le- 
gislación y  con  los  problemas  sociológicos,  sino  que  son  meros  investigadores 
que  buscan  la  verdad  y  la  consignan,  por  si  hay  quien  quiera  aprovecharla. 

Esto  no  puede  aceptarse  por  los  que  sostienen  el  criterio  jurídico,  que  es- 
tán muy  obligados  éi  llamar  la  atención  sobre  las  consecuencias  gravísimas 
de  las  afirmaciones  de  los  investigadores,  no  para  abandonarlas  y  rechazar- 
las, sino  para  saber  k  dónde  conducen:  el  hombre  de  derecho  relacionado  in- 
timamente con  el  de  gobierno  ha  de  ver  las  consecuencias  sociales  de  toda 
investigación. 

Todo  lo  que  sea  investigar  de  una  manera  nueva  la  naturaleza  y  el  hom- 
bre, es  colocar  en  duda  la  moral  humana;  constituye  xma  crisis  amenasadora 
de  las  leyes  morales,  y  la  escuela  evolucionista,  en  la  que  están  comprendi- 
das la  ft'enopátioa  y  la  antropológica  italiana,  está  en  tal  tendencia. 

El  evolucionismo,  no  creado,  sino  desarrollado  por  Darwin,  está  en  lucha 
con  la  moral,  no  con  la  ontológica,  sino  con  las  cristiana  y  kantiana;  hecho 
que  debe  saberse  y  conocerse  al  hacer  aplicaciones  de  esta  doctrina  á  una 
ciencia  social  como  el  Derecho  penal. 

Si  bien  los  dogmas  cristianos  han  sufrido  rudos  golpes,  si  una  reacción 
con  tendencias  á  robustecer  la  iglesia  y  colocarla  tal  y  como  en  la  antigüe- 
dad estaba  es  una  generosa  y  noble  aspiración  en  el  día  de  hoy,  en  el  or- 
den de  los  principios  morales,  el  evolucionismo  no  triunfa  porque  sus  bases 
se  hallan  amenazadas,  significando  y  representando  en  lo  psíquico,  no  en  lo 
físico,  un  renacimiento  del  utilitarismo,  complementados  con  una  noción  ge- 
neral, no  sólo  del  hombre,  sino  del  cosmos,  con  una  finalidad  que  no  sea  lo 
desconocido  y  sin  ningún  pensamiento  que  sea  moral,  entendiendo  el  mundo 
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como  tuiA  miuiaina  en  onyo  movimiento  hay  que  emplear  la  Tida  de  nuickei 
«eres,  y  que  loe  sufrimientos  de  éstos  son  causas  del  bien  y  progreso  dt  Iss 
demás;  y  que  suprime  los  principios  del  amor  y  del  sacrificio  por  ináiilM,  al 
fondante  la  existencia  y  raeón  de  ser  del  hombre  en  el  placer  y  el  dolor,  ei 
el  instinto  y  en  la  ciencia:  en  suma,  que  el  amor,  que  oomo  Leibnit  y  óteos 
consiste  en  poner  la  finalidad  propia  al  servicio  de  la  de  otroe,  no  ttens  oaqpfi- 
cación  propia  en  el  evolucionismo,  como  tampoco  la  del  sacrificio;  y  su  ■»- 
bargo,  en  estos  dos  principios  se  ofrecen  las  dos  mayores  felíeidadst  ds  silo 
mundo,  y  todos  reconoceréis  que  nunca  os  habréis  sentido  mJkñ  folióos  no 
cuando  por  una  mujer,  un  h^o,  una  idea,  un  sentimiento  religiooo^  bajUí 
tenido  algo  que  amar  más  que  á  vosotros  mismos. 

A  los  estruendosos  y  nutridos  aplausos  de  la  concurrencia  unimos  el  iumí- 
tro  modesto,  y  terminamos  haciendo  notar  que,  en  nuestro  sentir,  zóogóa 
acontecimiento  mejor  que  el  discurso  del  Sr.  Silvela  puede  constituir  U  boto 
4e  la  RevÍ9la  Jurídica  del  Interior. 

I.  FÍBBS  T  Oliva 


aiEVlSTA  DE  LA  PRENSA  PROFESIONAL  EXTRANJERA 


Jounul  du  Droit  intemational  priri. 

TiOM  números  1.*  y  2.^  oorrespondientes  al  año  comente  de  la  importante 
revista  de  Mr.  Clunet,  merece  xin  detenido  estadio,  tanto  por  los  notables 
artionlos  en  ella  contenidos,  oomo  por  las  firmas  que  los  antorizan. 

£1  primer  artionlo  con  qne  nos  encontramos  es  debido  á  la  pluma  de 
Ht.  a.  Weiss,  Profesor  agregado  de  la  Faonltad  de  Derecho  en  D^on:  trata 
«De  la  nueva  ley  sobre  la  nacionalidad  en  sns  relaciones  con  el  redutamien- 
to  militar.» 

Lejendo  el  articulo,  lo  primero  que  se  observa  es  una  nota  que  constituye 
la  fuente  de  estudio  de  la  cuestión,  nota  en  la  cual  están  citadas  obras  de 
importancia  y  todas  las  leyes  y  tratados  vigentes  en  la  materia. 

Mr.  WeiBS  sienta  como  premisa,  que  el  honor  de  servir  en  las  filas  fran- 
cesas no  se  concede  sino  á  los  franceses  de  nacimiento  ó  aquellos  que  de  una 
manera  replegesiva  han  querido  ser  ciudadanos  de  Francia;  considera,  pues, 
el  servir  en  el  ejército,  no  como  xma  carga,  oomo  un  impuesto,  sino  oomo 
ana  fanoión,  un  derecho  político. 

A  seguida  examina  quiénes  son  ciudadanos  franceses  juria  tanguin%$  y  el 
modo  en  que  est&n  sujetos  á  la  ley  de  reclutamiento,  haciendo  las  hipótesis 
que  pueden  presentarse  acerca  de  los  que  son  franceses  por  derecho  de  la 
sangre  y  han  nacido  en  territorio  extranjero,  y  tienen  derecho  por  las  layes 
del  país  donde  han  nacido  á  la  nacionalidad  con  ciertas  condiciones,  exami- 
nando con  este  motivo  las  diversas  convenciones  internacionales  con  Francia 
sobre  este  punto,  y  censurando  la  ley  de  1880  que  no  ha  previsto  y  resuelto 
las  dificultades  que  puedan  surgir. 

Con  el  mismo  criterio  analítico  examina  la  nacionalidad  francesa,  jvre 
Boli,  en  la  que  distingue  la  por  naturalización  y  la  por  reintegración,  ha- 
ciendo siempre  apreciaciones  justísimas  y  comentarios  de  gran  importanoia 
para  el  conooixniento  de  la  ley.  Nuestro  deseo  faera  hacer  Tin  m&s  largo  ex- 
tracto del  articulo,  pero  la  circunstancia  de  existir  mucho  material  para  la 
Revista  de  este  mes  y  ocuparse  Mr.  Weiss  de  una  ley  francesa  y  dé  inter- 
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pretadAn  de  preeeptos  franceses,  nos  hace  dar  nuestra  preferente 
á  puntos  de  más  interés  generaL 

(4abba,  Profesor  de  la  Universidad  de  Pisa,  es  ya  ventajosameinte  eoio- 
eido  de  nnestros  lectores:  en  la  presente  BeTÍsta  tenemos  que  ocnpamot  át 
él  j  elogiarlo  con  gran  jnsticia  por  sn  tercer  artionlo  sobre  «La  competeneú 
de  los  Tribanales  con  relación  á  los  Soberanos  y  Estados  extranjeros.» 

Parte  en  este  artículo  del  principio  de  la  independencia  reciproca  de  Vm 
ISstados,  y  examina  la  cnestión  bajo  nn  pnnto  de  yista  priu^tioo.  Se  eneeei- 
tra,  en  primer  lugar,  con  la  dificultad  de  designar  la  persona  k  la  qne  se  kft 
de  entregar  la  notificación  primera  cuando  se  trata  de  proceder  contra  «a 
Soberano  ó  Estado  extranjero,  porque  no  puede  acudirse  para  este  fin  el  n- 
presentante  diplomático  del  Soberano  extranjero,  porque  es  una  persona  ex- 
.  traterritorial;  tampoco  al  Gobierno  por  la  vía  diplomática,  poique  serie  n- 
ebasada  en  atención  á  que  la  soberanía  no  permitíria  someterse  á  la  Avto- 
ridad  judicial  de  otro  Estado. 

Hace  notar  que  no  es  ésta  sola  la  dificultad  que  surge,  sino  que  sva  lo- 
puesto  qne  se  yenoiera,  hay  otra  de  no  menos  entidad  que  se  refiere  al  eam- 
plimiento  de  la  sentencia:  la  ejecución  personal  no  ee  admisible  con  rdseiéa 
á  personas  morales,  y  así  se  ba  reconocido  en  casi  todas  las  legislaeioiies;  j 
respecto  á  la  ejecución  de  sentencia  condenatoria  que  implique  entrega  ó  «a- 
bargo  de  bienes,  sienta  que  todos  estfai  de  acuerdo  en  que  no  puede  tener  li- 
gar sino  en  los  casos  jsn  que  el  Estaco  ó  Soberano  extraxú«ro  posean  limm 
en  el  territorio  donde  han  sido  condenados;  faera  de  este  caso  raro,  es  impon- 
ble  la  ejecución  de  la  sentencia,  que  no  seria  permitida  por  los  Estados  ist»- 
resadoR,  que  entendería  que  era  atacada  su  soberanía:  esto,  supuesto  el  le- 
<K>nooimient<o  de  la  competencia  en  estos  asuntos,  es  nna  cuestión  purameato 
académica  y  ain  reeultados  prácticos. 

Examina  después  la  diferencia  que  pueden  tener  los  bienes  patnmonialeí 
del  Soberano  en  la  ejecución  de  las  sentencias,  cita  decisiones  y  leyei  re- 
ferentes á  la  materia,  y  estudia  el  punto  importante  en  teoria>  de  si  loe  Tri- 
bunales que  juagan  ban  de  ser  los  mismos  que  ejecuten  sus  sentencias,  y  n 
las  gestiones  de  los  Estados  que  puedan  ser  objeto  de  un  litigio  son  públicae 
del  Estado  ó  particulares  de  xm  Soberano,  citando  al  efecto  la  compra  de  ca- 
ballos, cuando  éstos  sean  para  el  ejército  ó  para  el  Principe;  entendiendo  Gab- 
ba,  que  lo  que  hace  un  Estado  es  en  virtud  de  su  propia  autonomía,  y  «ta 
autonomía  constituye  la  soberanía  que  todos  los  Estados  deben  respetar. 

Esta  misma  cuestión,  con  relación,  no  á  los  Estados,  sino  á  loe  Soberaaoi. 
que  pueden  distinguirse  en  sus  actos  según  obren  oomo  Soberanos  ó  ooBie 
particulares,  reconoce  que  es  una  verdadera  ficción. 

Como  conclusión  sienta  que  en  materia  civil,  por  regla  general,  la  aa- 
torídad  judicial  no  es  competente  para  conocer  de  las  demandas  dirígidei 
eontra  los  Soberanos  ó  Estados  extranjeros. 
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Como  exoepoionea,  cita  los  oasoe  en  que  los  Soberanos  ó  Estados  asig- 
nen TUL  crédito  particular  para  deudas  civiles  ante  la  autoridad  judicial  del 
Estado;  en  este  caso  los  Tribunales  son  competentes,  porqne  asi  se  ha  reoo' 
nocido  por  los  interesados:  la  de  qne  se  sometan  Toluntaríamente  al  Tribu- 
nal en  qne  se  baya  entablado  demanda  contra  ellos;  en  estos  casos  los  inoon- 
Tenientes  de  las  notiflcaoiones  desaparecen,  poi^ne  los  litigantes  soberanos  ó 
estados  nombrarán  representante,  y  los  inconvenientes  de  la  ejeonción  de  la 
sentencia  también  desaparecen,  porque  es  de  presumir  que  dicbas  entidades 
entreguen  los  objetos  ó  materia  del  litigio,  no  porque  se  les  pueda  obligar 
k  ello  coercitivamente. 

Gabba  termina  su  notable  trabajo  exponiendo  las  formas  tácitas  de  su* 
misión  de  los  Soberanos  y  Estados  á  la  autoridad  judicial  extranjera. 

W.  F.  Crais  publica  un  interesante  articulo  citando  las  extradiciones 
más  importantes  verificadas  en  Inglaterra  en  los  años  1868  y  1889;  no  extrac- 
tamos el  trabajo,  porque  como  es  casuisticó,  nos  veríamos  precisados  á  co- 
piarlo integro,  desnaturalizando  el  objeto  de  esta  revista  extranjera,  que  en- 
tendemos es  sólo  una  noticia  extensa  del  movimiento  jurídico  internacional, 
para  que  los  lectores  que  se  interesen  por  algún  punto  determinado  puedan 
enterarse  de  él  con  detenimiento. 

Kl  último  articulo  de  la  revista  de  Hr.  Clunet  es  de  H.  de  Bollan, 
Consejero  de  Estado  en  Monaco,  y  trata  de  la  condición  juridioa  de  los  ex> 
tranjeros  en  el  principado  de  Monaco;  en  dicho  trabsjo  se  hace  notar  la  legis- 
lación de  Monaco  sobre  la  condición  jurídica  de  los  extranjeros,  os  la  consig- 
nada en  el  Código  ftanoés  de  1804,  y  la  ley  francesa  de  7  de  Febrero  de  1861, 
ampliando  de  una  manera  notable  la  influencia  que  dicha  ley  atribuye  al . 
ju8  9ol%f  hasta  el  punto  que  la  residencia  los  habilita  á  los  extranjeros  hasta 
para  el  desempeño  de  catgos  públicos.  El  articulo  es  muy  notable  y  merece 
leerse  con  atención,  porque  demuestoa  que  cada  dia  se  van  borrando  más  las 
fronteras  en  cierto  sentido,  al  conceder  á  los  extranjeros  los  mismos  dereehos 
que  á  los  naturales. 

* 
•  * 

^  Revne  de  Droit  internatíonal  et  de  lé^slation  eomparée. 

(Tomo  XXI,  1889,  núm.  6.o) 

Difloultades  materiales  han  hecho  que  se  publique  con  retraso  el  último 
número  de  la  acreditada  revista  de  que  damos  cuenta  en  este  epigrafe;  el 
cuaderno  6.*  del  año  1889  contiene  artículos  de  interés  general  y  uno  de  in- 
terés especial  para  nosotros,  tratándose  de  los  publicistas  españoles  del  si- 
glo XYI  y  de  los  derechos  de  los  indios. 

£1  autor  de  este  último  es  Mr.  Ernesto  Nys,  profesor  de  la  Universidad 
de  Bruselas;  demuestra  conocer  muy  á  fondo  la  literatura  jurídica  y  la  his* 
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toria  española,  y  demuestra  asimismo  gran  oarifio  4  Espafta,  earifto  (|ae  «■ 
naestara  modesta  esfera  le  agradecemos  y  de  él  nos  honramos,  por  Teñir  ds 
nna  persona  tan  Unstrada  y  de  tanta  reputación  en  él  mondo  oientifieo  eon» 
lo  es  Hr.  Nys. 

Comienza  fijando  la  situación  de  España  en  el  siglo  xvi,  la  nación  nk 
belicosa  entonces  y  la  de  desarrollo  intelectual  mis  amansado:  examina  k  h 
ligera  la  historia  española,  haciendo  notar  que  nos  asimilamos  la  cultura  da 
los  vencedores  romanos,  como  lo  afirman  los  nombres  de  Lueano,  ColumBls, 
Marcial,  Séneca  y  Quintil iano,  y  que  este  fondo  romano  no  ha  desapcreods 
jamás;  estudia  después  el  carácter  de  los  visigodos;  afirma  que  no  era  nula  n 
cultura  intelectual;  cita  á  Benan  con  motivo  de  sn  entusiasmo  por  la  gm 
tolerancia  y  adelanto  de  la  Andalucía  en  el  siglo  z;  se  fija  en  la  aparidón  ds 
la  Universidad  de  Salamanca,  é  indica  que  Femando  el  Católico,  uno  ds  loe 
tres  Beyes  Magos,  según  Bacón,  fué  el  que  inauguró  la  senda  de  pttj^ssi» 
con  gran  empuje. 

Habla  de  la  protección  de  las  Universidades  existentes  y  la  orsadón  ds 
las  de  Zaragoza,  Yalencia,  Sevilla,  Alcalá  y  Santiago,  y  de  que  pudo  moy 
bien  decir  Erasmo  que  en  España  las  ciencias  liberales  llegaron  en  poes 
tiempo  á  un  estado  tan  floreciente,  que  pudo  no  solamente  excitar  la  adi&iía- 
dón  de  los  extraños,  sino  servir  de  ejemplo  á  los  paises  más  civilisados;  dies 
que  si  las  Siete  Partidas  son  un  avance  de  varios  siglos  en  la  legislaciÓB, 
Francisco  Victoria  y  Domingo  de  Soto  son  con  mucho  superiores  á  sos  eoa- 
temporáneos. 

Examina  la  historia  de  los  descubrimientos  de  los  españoles,  las  rencilhw 
con  Portugal,  las  bulas  pontificias  de  Alejandro  TI  y  el  tratado  de  Tord«s- 
lias  de  1494  entre  España  y  Portugal. 

La  cuestión  de  la  esclavitud  en  los  indios  se  presenta  como  pavoross. 
Nys  la  indica  y  luego  manifiesta  que  el  problema  que  va  á  tratar  en  sa  sr- 
tículo  comienza  en  1510,  y  que  en  él  aparecerán  Bartolomé  de  las  Casas,  Josa 
de  Quevedo,  Antonio  Bamirez,  Juan  Ginés  de  Sepúlveda,  Francisco  Tictoris, 
Melchor  Cano  y  Domingo  de  Soto,  y  dice  que  tratcurá  la  cuestión  más  biss 
bajo  su  aspecto  científico  que  filantrópico. 

Bartolomé  de  las  Casas,  que  acompañó  á  Colón  en  sos  expediciones,  re^ 
clama  en  nombre  de  la  religión  y  de  la  ciencia  contra  loa  excesos  que  contra 
los  indios  se  cometían,  haciendo,  en  efecto,  un  trabajo  profundo  de  deracbs 
y  teología  en  defensa  de  su  filantrópico  criterio;  su  lai^ga  existencia  la  ooan- 
gró  á  la  defensa  de  los  naturales  de  América. 

Dice  Nys,  que  entro  1510  y  1560,  fecha  de  la  gran  luoha  entre  Las  Gasas  j 
Sepúlveda,  existen  incidentes  que  hace  notar,  como  son:  la  reunión  ^n  Sar- 
gos (año  1811}  de  una  comisión  de  jurisconsultos  y  teólogos,  ante  la  cual  An* 
tonlo  Montesinos  debía  defender  la  libertad  de  los  indios,  y  el  mozue  fna- 
ciscano  Alfonso  de  Espinas  la  imposibilidad  de  convertirlos  y  de  que  bu- 
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biera  sociedades  organisadas  sin  la  base  de  la  esolavitud,  sin  bien  fuera  ate- 
nuada: el  debate  solemne  abierto  en  1519  ante  el  Bey  Carlos  en  Barcelona, 
entre  Juan  de  Qnevedo  y  Las  Gasas,  refutando  éste  oon  gran  precisión  las 
teorías  esclavistas  de  Qneyedo,  de  que  los  indios  e]:an  seres  nacidos  para  la 
servidumbre;  que  contribuyó  Las  Casas  poderosamente  al  buen  existo  de!  vía* 
ja  á  Boma  de  Bemardino  de  Minaya,  dominico,  que  fué  k  destruir  en  el  espi- 
rita de  Paulo  m  la  idea  que  se  le  había  sugerido  de  que  los  indios  eran  seres 
incapaces  de  comprender  el  cristianismo,  y  que  á  los  animales  se  les  podia 
equiparar  en  un  todo,  idea  ésta  que  faé  seguida  por  el  Obispo  de  Fraséala, 
Ghiroee,  que  en  9  de  Junio  de  15S7  dirigió  al  Papa  elocuente  carta  instruida 
de  los  pensamientos  de  Las  Casas:  que  este  sabio  filántropo  se  presentó  de 
nuevo  ante  Carlos  I  en  1542,  y  le  entregó  el  manuscrito  de  csu  relación 
abreviada  de  la  destrucción  de  los  indios»,  é  hiso  que  él  Bey  asistiera  k  un 
Consejo  para  tratar  la  cuestión  de  Indias,  y  que  se  rdunieran  en  Yalladolid 
obispos,  consijeros,  teólogos  y  jurisconsultos,  de  donde  salieron  las  Ordenan- 
sas  de  1648,  favorables  [k  los  indios,  pero  que  encontraron  viva'  oposición  y 
que  ftaeron  por  ello  derogadas. 

Belata  después  con  gran  precisión  el  detalle  más  importante  de  la  lucha 
Jigantesoa  en  qne  Las  Casas  era  protagonista. 

Antes  examina  á  la  ligera  el  carácter  y  la  historia  del  sabio,  aunque  omel 
y  duro,  Juan  GUnés  Sepúlveda:  éste  oon  su  libro  Demócrateit  «egundw  dio  la  se- 
ftal  de  la  rotura  de  las  hostilidades;  dicha  obra  que  tenia  un  precedente  en  el 
Hbro  del  mismo,  publicado  en  Boma  en  1688  con  el  titulo  de  Oonveineiusia 
müttari»  düoiplvuB  eum  ehrtgtiana  rdtgione  dialogw,  qui  xtuenbiiur  Dtmóerai&t» 
Iios  tres  personi^es  que  en  ella  figuran,  un  alemán,  un  español  y  un  griego, 
discutían  la  legitimidad  de  la  guerra  ante  el  cristianismo:  en  el  DtmAeroU» 
Mgvmdu»  awe  dúdoguB  cié  jiutis  heüi  eatui»,  se  refiere  á  la  guerra  contra  los  na^ 
torales  del  nuevo  mundo:  este  libro  no  se  publicó,  no  obstante  algunas  opi- 
niones de  autores  que  lo  confunden  con  el  de  Antonio  Agustín,  Ápologia  pro 
libro  de  juatü  helli  eautit,  publicado  en  Boma. 

Demócrates,  b^o  cuyo  nombre  se  encuentra  Sepúlveda,  dice  no  se  puede 
hacer  la  guerra,  sino  por  causas  justas  y  aun  necesarias;  los  buenos  deben 
quererla  únicamente  para  buscar  la  pas,  y  ocupándose  de  los  indios,  dice: 
«existen  causas  justas  de  guerra,  cuando  se  trata  de  rechasar  la  fuerza,  de 
recobrar  los  olgeios  robados,  de  defenderse  contra  los  malos,  y  en  fin,  para 
subyugar  por  las  aimas,  á  Iklta  de  otros  medios,  á  aquellos  cuya  condición 
natural  es  tal,  que  deben  obediencia  á  los  demás;  si  semejantes  seres  rehu- 
san someterse,  se  les  puede  haoer  la  guerra;  los  filósofos  lo  dicen.» 

Sepúlveda,  que  en  su  libro  atacaba  duramente  á  los  indios,  pretendió  im- 
primirlo, para  lo  cual  impetró  los  auxilios  del  Emperador,  de  quien  era  histo- 
riador. Las  Casas  trabajó  en  contra,  y  las  Universidades  de  Salamanca  y  Al- 
calá fueron  de  la  opinión  del  ilustre  sabio,  si  bien  no  ftié  todo  por  filantro- 
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piA  y  reoonocimiento  del  derecho,  sino  por  poUtica,  para  evitar  loe  «xoeeM 
de  los  soldados  contra  los  indios;  esta  opinión  la  sostuvo  también  Temaiido 
Yaldós,  Arzobispo  de  Sevilla  y  gran  Inquisidor,  partidario  que  era  de  Sepól- 
veda:  sin  embargo,  circularon  copias,  algunas  de  las  que  llevaban  el  apprbl» 
$ur  de  Diego  Victoria  y  de  Alvares  Hoscoso. 

£1  primer  sabio  que  combatió  las  crueles  opiniones  de  Sepúlveda,  fui  «I 
ilustre  Catedrático  de  Salamanca  Melchor  Cano,  discípulo  de  Fraa<nseo  Tic- 
toria,  que  á  su  vez  y  desde  el  pulpito  había  ¡censurado  al  Demóerates  aegwmiwt 
Antonio  Ramírez,  Obispo  de  Segóvia,  también  salió  en  defensa  de  los  fuefos 
de  la  justicia,  escribiendo  en  IbiO  La  DitputaHo,  y  Bartolomé  Las  Casas  os 
permaneció  inactivo,  sino  que  publicó  también  un  libro. 

En  Yalladolid  defendió  sus  teorías  Sepúlveda,  y  le  contestó  Las  Casa* 
«La  decisión  de  la  reunión  de  Yalladolid  fué  ñ^vorable  á  Las  Casas,  pere  bo 
pasó  al  acuerdo;  fué  académico,  no  pasó  á  la  práctica.» 

A  seguida  Mr.  Nys  se  ocupa  del  gran  Franoiseo  Yictoria  haejando  usa 
somera  biograña,  indicando  cuáles  son  sus  obras,  sus  tendencias,  y  reoone- 
oiendo  los  méritos  indiscutibles  y  la  importancia  verdadera  que  en  la  áeaák 
tiene  el  sabio  español  Yictoria. 

El  trabsjo  es  erudito  y  demuestra,  como  ya  indicamos,  conocer  á  foaie 
la  historia  y  la  literatura  jurídica  española  en  el  siglo  zvi. 

En  el  mismo  número  se  contienen  dos  artículos  de  Mr.  H.  LammaA  y  dd 
Bngehlard  sobre  trabajos  preparatorios  de  la  reunión  del  Instituto  de  Deze- 
oho  internacional  en  1890;  el  primero  que  á  la  extradición  se  refiéte,  y  el  se- 
gundo sobre  los  cónsules  enviad(M  y  de  los  cónsules  negociantes,  puntos  sm- 
bos  sobre  los  que  resolverá  el  Instituto,  y  entonces  nos  ocuparemos  dt  ellsi 
con  la  atención  que  merecen:  un  articulo  de  Pradier-Foderé,  escritor  veati^^ 
sámente  conocido,  sobre  «El  Congreso  de  Derecho  internacional  sud  aotarí- 
cano  y  los  Tratados  de  Montevideo»  (continuación),  en  el  que  hace  un  esta- 
dio detenido  del  Congreso  y  de  sus  resultados,  ocupándose  en  este  artíealo, 
que  es  el  tercero,  del  Derecho  penal  internacional,  del  procedimiento  de  Is 
propiedad  literaria  y  artística,  marcas  de  comercio  y  fábricas,  patentei  de 
invención  y  ejercicio  de  las  profesiones  literarias;  y  contiene,  finalmente,  su 
trabajo  de  Mr.  Gustave  Boszkowski,  que  se  ocupa  de  la  codifloación  del  ]>•• 
reoho  internacional,  declarándose  partidario  de  ella,  aunque  sea  en  peiii, 
procurando  que  á  ella  se  adhieran  las  Potencias,  fijando  las  oondieionee  q« 
ha  de  reunir  la  codificación  para  que  produzca  resaltados. 
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Arehivio  giaridico. 
(Vol.  XLiv,  cuadernos  4.o  y  6.0, 1890.) 

Bl  ilustre  Profesor  de  la  Universidad  de  Pisa,  Filippo  Serafini^  j  toa  áig- 
x&os  compañeros  de  redacción  en  el  Árchivio  giuridioOf  onltiyan  con  especiali- 
dad y« honor  grande  la  rama  del  derecho  histórico;  en  el  último  número  de 
la  citada  revista  italiana,  Bnomanici,  romanista  distingnidoi  se  ocnpa  del 
estudio  de  un  fragmento  de  las  Doce  Tablas:  en  su  trabigo  campea  la  erudi- 
ción, el  buen  sentido  jurídico  y  demuestra  un  profundo  conocimiento  de  la 
legfislación  romana,  y  Tamassia  presenta  un  articulo  sobre  el  Lannegildo  en 
Qreoia,  explicando  su  naturaleBa  y  su  semejanza  con  las  arras  germanas;  con 
'  este  motivo  examina  la  legislación  contractual  griega  y  germana,  y  al  final 
de  su  trabajo  hace  notar  la  circunstancia  de  que  el  antiguo  derecho  griego 
y  el  antiguo  germánico  tienen  muchos  puntos  de  contacto. 

En  la  misma  revista  contiónense  interesantes  trabajos  de  otros  autores: 
Tamgo  comenta  el  art.  67  de  la  ley  de  17  de  Febrero  de  1884  (italiana),  y  en 
el  articulo  &  que  nos  referimos,  que  es  el  8.®,  habla  de  la  responsabilidad  de 
los  funcionarios  públicos  para  con  el  Estado,  en  concurrencia  con  otras  per- 
sonas, y  de  cuáles  son  los  Tribunales  encargados  de  decretar  esta  responsa- 
bilidad  y  de  la  forma  del  juicio  en  que  se  impone.  Lupattelli  trata  del  con- 
trabando y  de  su  naturaleza  jurídica;  define  el  contrabando  tal  y  conforme 
se  entiende  en  las  leyes,  como  la  fabricación,  introducción  y  venta  de  gé- 
neros en  que  el  Estado  se  ha  reservado  la  privativa,  ó  bien  el  hacer  pasar 
Tnáa  allá  de  las  lineas  fiscales  géneros  sin  pagar  los  derechos  establecidos  por 
las  leyes,  haciendo  mención  de  que  algunos  economistas  han  llamado  al  con- 
trabando «una  industria  comeroial  clandestina»;  examina  brevemente  la  his- 
toria del  contrabando,  haciendo  observar  cómo  ha  variado  el  concepto  de  los 
objetos  de  contrabando;  hace  notar  la  existencia  del  contrabando  fortuito  ó 
de  ocasión  que  todos  aprovechan;  el  que  se  practica  para  evitar  molestias 
-en  las  Aduanas,  ambos  sin  importancia,  y  el  contrabando  en  grande  escala 
organizado,  y  con  seguros  y  demás  instituciones  favorables  al  comercio  hon- 
rado; termina  esta  parte  de  su  artículo  diciendo  que  económioamente  no  tie- 
Ae  el  contrabando  otra  razón  de  ser  que  el  proteccionismo,  ni  otro  medio  para 
-que  desaparezca  que  el  libre  cambio. 

Lupattelli  trata  también  la  cuestión  jurídica,  y  lo  primero  que  hace  no- 
tar cuáles  han  sido  las  penas  que  se  han  impuesto  por  contrabando  para  de 
ducir  de  esto  la  naturaleza  que  se  reconocía  á  dicho  delito;  parte  ésta,  curio- 
sa en  extremo  y  digna  de  ser  conocida,  estudiando  la  legislación  italiana  y 
«US  precedentes. 

Termina  su  articulo  diciendo  que  el  contrabando  puede  ser  seneiUo  y  por 
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empresa,  cambiando  por  ette  hecho  la  naturaleza  de  la  trmjisgtemün: 
m2na  las  opiniones  de  los  tratadistas  qne  al  contrabando  se  reñerBo,  y  abocí 
porque  en  lo  posible  se  reprima  con  penas  peconiarias. 

Bl  profesor  Seraflni  hace  ana  notable  revista  de  la  prensa  jnxidioa  een- 
pea;  á  dicho  señor  manifestamos  desde  aquí  nnestro  agradecuniento  patlu 
cariñosas  frases  qne  dedica  á  nuestra  Bktibtá  y  k  nnestro  Director. 


e  e 


II  diritto  eomereiale. 
(Vol.  VIII,  cuaderno  2.o) 

Esta  revista,  como  la  anterior,  es  de  Pisa,  y  ano  de  sos  directores  «  ú 
del  Archivio  ginridico;  en  el  cuaderno  segundo  de  este  año  corriente,  &  más  d» 
una  rica  jurisprudenbia  comercial  italiana  se  contienen  trabajos  docfcríasleí 
da  G.  Brrera  sobre  la  «Baaón  social»,  tratando  de  su  signiñcación  «a  la 
que  k  Sociedades  mercantiles  se  refiere;  de  Ghallawesi,  que  se  ocupa  del  d»^ 
reeho  itaUano  y  las  inyenciones  y  descubrimientos  con  privilegio  en  d  «• 
traojero,  y  de  ICortara  acerca  de  la  jurisdicción  civil  y  la  jurisdioci&n  coaur- 
oial,  refiriéndose  á  la  supresión  en  Italia  de  los  Tribunales  de  Comereio,  j 
afirmando  que  para  que  las  dos  jurisdicciones  se  reúnan  no  üaLta  hoy  •&  Ita- 
lia sino  unificar  los  términos  para  las  apelaciones  en  los  pleitos  panmuott 
oiviles  y  en  los  comerciales. 

«  « 

11  FiUagieri. 

(Números  1.^  y  2.o,  correspondientes  al  año  1890, 
meses  de  Enero  y  Febrero.) 

A  más  de  la  jurisprudencia  italiana  y  de  la  bibliografía,  oontíenea  lof  ds» 
números  de  II  FUangieri  notables  trabemos  dignos  de  ^ar  nuestra  atendák 
Peroasi  se  ocupa  en  los  dos  cuadernos,  y  no  termina,  de  un  ensayo  eritioo  so- 
bre la  teoría  de  la  copropiedad;  cuando  esté  concluido  el  trabi^o  nos  oeapsie- 
mos  de  él;  por  hoy  adelantaremos  k  nuestros  lectores  él  sumario  que  h»  das- 
envuelto  ya  Peroasi,  y  es  el  siguiente:  la  definición  de  la  propiedad  y  d»  Ia 
propiedad  solidaria;  origen  é  insolubilidad  del  problema  de  la  copropiedad,  j 
examen  de  las  principales  teorías  sobre  la  copropiedad. 

Breóle  Yidari  trata  de  un  punto  importante  y  de  actualidad:  ds  la  pro- 
taccion  del  comercio  en  el  nuevo  Código  penal  italiano;  se  í^a  Yidaii  sa  1m 
delitos  eoBtra  la  libertad  del  trabajo,  hadando  notar  que  el  Código  aeteal 
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reconoce  la  ooáUción  de  dueños  y  las  huelgiM  como  hechos  legales,  siempre 
qne  no  se  vaya  á  las  amenasas  ó  violencias,  en  cuyo  caso  entra  ya  la  acción 
penal;  y  por  cierto  que  en  cnanto  k  la  importancia  de  los  castigos,  con  razón 
«ama,  no  distingue  si  son  los  autores  empresarios  ú  obreros.  Sienta  el  Código 
penal  que  es  culpable  de  delitos  contra  la  libertad  del  trabigo  «aquel  que 
eon  violencia  ó  amenasa  restringe  ó  impide  de  cualquier  modo  la  libertad  del 
comercio  ó  la  industrial»,  y  esto  da  pretexto  á  Yidari  para  examinar  el  ál- 
oanee  de  tal  precepto  y  si  basta  la  violencia  ó  amenaza  moral,  haciendo  un 
análisis  detenido  de  la  cuestión. 

Ocúpase  tambián  de  los  artículos  del  Oódigo  dedicados  á  los  delitos  de 
ÍVaades  en  los  comercios  é  industrias  y  en  las  subastas,  de  vender  una  cosa 
por  otra,  de  la  marca  de  los  objetos  que  se  venden,  etc.,  afirmando  que  se  ha 
pasado  la  justa  medida  y  se  ha  hecho  que  ni  un  solo  comerciante,  si.se  quiere, 
pueda  escapar  del  Código  penal. 

Ferrudo  Foa  publica  un  articulo  sobre  las  cartas  de  crédito  y  de  las 
cuentas  corrientes,  examinando  la  índole,  sem^'anzas,  diferencias  y  ventajáis 
inmensas  de  estas  dos  instituciones  de  crédito. 

L^anomalo. 

(Correspondiente  al  mea  de  Marzo  de  1890.) 

El  Doctor  Angelo  Zuccarelli,  distinguido  antropólogo,  publica  mensual- 
mente  una  revista,  que  aunque  modestamente  se  llama  «Gassetino»,  tiene 
verdadera  importancia  por  las  firmas  que  autorizan  los  artículos  que  con- 
tiene. 

TU  número  correspondiente  al  mes  de  Marzo  contiene  un  trebejo  de  G-.  Ni- 
eolucoi  «sobre  las  anomalías  y  deformaciones  artificiales  del  cráneo»:  «Ano* 
malias  de  Carlota  Cordy»,  de  Lombrpso;  una  notable  carta  de  Tarde  con- 
testando á  Ciccarelli  acerca  de  la  responsabilidad  penal;  y  habla  de  una  vi- 
sita k  una  c&rcel  de  observación  militar  el  Doctor  Zuccarelli. 

*  • 

Rivista  pénale  4i  dotrína,  legislaaione  e  giarispradeiiza. 

(Gnademos  correspondientea  á  los  zneaea  de  Marzo  y  Abril,  1890.) 

Como  su  nombre  lo  indica,  la  revista  dirigida  por  Luohini  dedicase  ex- 
elusivamente  á  la  pubUoaoión  de  artículos  de  derecho  penal,  jurisprudencia  y 
jMtíoias  con  la  ciencia  citada  xélaeionadas. 
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En  los  números  últimos  tenemos  que  registrar  firmas  de  verdadeta  mñy 
riedad,  como  «on  las  de  Impallomeni  y  Lessona.  £1  primero  publica  des  m^ 
tioolos  refírióndose  á.  la  Escuela  antropológica  italiana  y  al  Congreso  aatn- 
pológico  de  París. 

Hace  una  ligera  historia  de  la  escuela  nueva,  de  la  que  no  es 
presenta  sus  teorías  buscando  contradicciones  entre  sus  sostenedores; 
mina  el  Congreso  de  París,  y  como  condición  sienta  que  la  l>arca  de  la  Bi- 
cuela  antropológica  hace  agua  por  todas  partes,  y  que  no  es  posible  poneds 
4  flote  en  modo  alguno. 

Lessona,  en  un  ligero  artículo,  ocúpase  del  art.  898  del  Código  penal  ita- 
liano, que  dice:  «No  se  procederá  por  las  ofensas  contenidas  en  los  esontoi 
presentados  ó  en  los  discursos  pronunciados  por  las  partes  y  por  sos  deisa- 
sores  ante  las  Autoridades  judiciales  en  lo  que  á.  la  oontroyersia  se  refieca; 
pero  además  de  las  medidas  disciplinarias  establecidas  por  las  leyes,  el  Jus 
al  sentenciar  puede  ordenar  la  supresión  eu  todo  ó  en  parte  de  las  escritsm 
ofensivas,  y  á  instancia  del  ofendido  el  asignarle  una  reparación  pecuniszia.» 
Lessona,  con  espíritu  eminentemente  práctico,  examina  tal  innovaeióa  7 
plantea  algunas  cuestiones  que  se  le  han  ocurrido  oemo  conseouenda  ds  U 
petición  hecha  á  un  Tribunal  de  Boma  por  uno  de  los  testigos  que  aats  £L 
declararon;  se  trataba  de  una  ejecución  y  el  ejecutado  afirmó  que  los  testi- 
gos habían  sido  comprados  y  juraban  en  falso,  decidiendo  el  Tribunal:  «« 
cuanto  á  los  recursos  presentados  al  acto  de  notoriedad  para  que  el  ^jjeea- 
tado  sea  condenado  á  la  pena  pecuniaria,  conforme  al  art.  896  del  Código  pe- 
nal, observa  el  Tribunal  que  no  se  puede  admitir  tal  pretensión  por  las  ü» 
posiciones  precisas  y  categóricas  del  Código  de  procedimiento  civil  y  reglar 
mentó  judicial,  en  las  que  se  prohibe  que,  una  ves  terminada  la  disousiÓQ,  « 
hagan  nuevas  peticiones.  > 

Lessona  plantea  las  siguientes  cuestiones:  1.*,  ¿se  puede  proceder  por  ia- 
juría  cuando  las  ofensas  no  se  dirigen  de  una  parte  á  otra,  sino  de  oaa  di 

* 

las  partes  á  un  tercero,  pero  con  relación  á  la  coatroversia?;  2.^  si  ao  m 
puede  proceder  penalmente,  ¿pueden  los  terceros  invocar  el  art.  866^  y  ea 
este  caso,  cuál  es  el  procedimiento  que  se  ha  de  seguir?;  Q.\  supuesto  qn»  e! 
art.  896  sea  aplicable,  ¿queda  salva  la  acción  civil  por  daños,  oon  arregla 
al  art.  1151,  á  pesar  de  la  sentencia  que  declare  la  inaplioabüidad?;  y  i.*,  tí 
no  se  les  deja  libre  la  acción  civil,  ¿pueden  los  terceros  apelar  de  esta  sea* 
teucia? 

Las  resuelve  Lessona  afirmativamente  la  primera;  respecto  k  la  segaala 
oree  puede  invocarse  el  art.  886  por  los  terceros  injuriados,  y  basta  ana  iai- 
tancia  sin  necesidad  de  juicio  contradictorio;  la  tareera  y  cuarta  pregaste 
también  las  resuelve  afirmativamente. 

Son  también  dignos  de  mención  en  los  números  citados  de  la  Rmitit 
pénale  los  artículos  de  Qiussepe  Falcone,  Proouiatora  dal  Sa  k  Pemg^  sebra 


BETI8TA  DS  LA.  PRBN8A  KXTBANJBBA  583 

1»  apUcaoión  de  un  articnlo  del  Oódigo  penal;  el  de  Francesco  Joamoratí,  so' 
bre  cooaa  joagada  y  retroactividad»;  de  G-iovani  Karooni,  aoeroa  de  si  pueden 
attr  puestos  en  libertad  provisional  los  acosados  de  harto  no  reinoidentes;  el 
de  Oioseppe  de  Nava,  sobre  las  nnevas  disposiciones  aoeroa  del  casillero  ja- 
^oial;  y  el  de  Giaoomo  Perroni  Ferranti,  sobre  la  interpretación  de  un  ar- 
monio del  Gódigo  penal;  artionlos  todos  qae  revisten  nn  oarj^cter  eminente- 
mente pT&ctioo  7  que  se  refieren  á  la  legislación  penal  italiana. 

e 
•  * 

Bulletin  de  la  Société  de  legislation  comparée. 

(Núm.  4.0,  correspondiente  al  mes  de  Abril  de  1890.) 

< 

La  reanión  de  12  de  Mano  de  1890  de  la  Sociedad  de  legislación  oompa- 
Tada  ha  tenido  importancia  verdadera»  habiéndose  dado  cnenta  en  ella  de 
los  estudios  de  Mr.  Oronsaa  Gretes,  M.  J.  Flack  y  de  Mr.  Laine  sobre  la 
nueva  ley  de  los  Países  Bajos  sobre  instrucción  pública,  transmisión  de  la 
propiedad  y  el  sistema  hipotecario  en  Alsacia  y  Lorena,  y  acerca  del  titulo 
preliminar  del  Código  civil  belga. 

Sn  el  primero  de  los  citados  estudios,  después  de  consignar  lo  que  las 
leyes  de  1867  y  1876  de  Holanda  en  la  instrucción  primaria  representaban, 
permaneciendo  neutrales  en  la  cuestión  religiosa  que  la  abandonaba  á  los  mi- 
nistros délos  diferentes  cultos,  hace  notar  que  las  escuelas  oficiales  eran 
poco  frecuentadas  por  el  espíritu  religioso  que  en  ellos  reinaba,  á  pesar  de  la 
presoripoión  legal  y  que  la  ley  vigente  (de  8  de  Diciembre  de  1889)  viene  k 
satisfacer  los  deseos  y  aspiraciones  manifestados  por  el  pais. 

lia  nueva  ley  sigue  en  sus  normas  á  la  inglesa;  no  es  gratuita  la  ense- 
fianza  en  absoluto  como  en  Francia,  pues  permite  á  los  Municipios  obtener 
un  tanto  al  mes,  si  bien  en  pequeña  cantidad,  por  cada  niño  que  vaya  k  la 
escuela,  excepción  hecha  de  los  indigentes  y  de  los  que  no  reúnan  suficien- 
tes bienes  de  fdrtuna. 

La  enseñansa  no  es  obligatoria  en  Holanda;  la  ley  se  limita  á  disponer 
se  procure  frecuenten  las  escuelas  los  más  niños  posibles,  y  dispone  se  lleven 
listas  en  las  que  se  contengan  los  nombres  de  los  niños  que  no  reciban  en- 
señansa para  privar  á  su  familia  de  los  -beneficios  de  la  asistencia  pública. 

La  educación  religiosa  no  se  da  en  las  escuelas;  los  maestros,  bajo  la 
pena  de  suspensión  de  su  cargo,  se  han  de  abstener  de  incluir  ideas  ó  doctri- 
nas de  determinada  creencia;  el  limite  que  se  les  fija  es  que  cpreparen  la  in- 
teligencia de  los  niños  para  las  virtudes  cristianas  y  sociales»;  la  instrucción 
religiosa  es  completamente  libre. 

Mr.  Crousas  continúa  exponiendo  con  gran  claridad  y  precisión  la  ley  ho- 
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landesA,  euyo  resumen  critico  lo  hace  con  las  Bxgnientes  palabrae:  wa  cnkn- 
ter  es  «igualdad  absoluta  entre  la  enseftaasa  libre  y  la  instnioei6xL  efidsl,  j 
preponderancia  de  las  antoridades  locales  en  la  dirección  de  la  cmiiiiiu 
pública.» 

Mr.  Jacqnes  Flach,  en  su  trabajo  da  una  precisa  idea  del  sisisna  imftr 
rante  en  Alsaoia  y  Lorena  con  respecto  á  la  propiedad  territoxial,  4  psrtir^ 
1.*  de  Ootnbre  de  1869,  si  bien  sn  fecha  es  el  2A  de  JnUo  de  dicho  sfto^  ba 
ciendo  notar  qne  se  infonna  en  el  pensamiento  de  ampliar  la  publicidad  y  «- 
pecialisar  las  hipotecas  lo  más  posible. 

Finalmente,  el  estadio  de  Laine  merece  atenei&n,  poique  constítoye  ss 
comentario  importantísimo  k  preceptos  sumamente  generales,  como  son  ki 
referentes  á  las  personas,  estado  y  relaciones  de  familia  y  capacidad,  eooMs- 
taños  aplicables  á  todos  los  países  por  estar  intimamente  ligados  con  eDsH»- 
nes  del  Derecho  internacional  privado,  qne  son  tratados  por  Mr.  Laine  ea 
gran  maestría,  y  aduciendo  datos  y  opiniones  interesantes  sobre  la  tesrisdi 
los  estatutos;  únicamente  la  imposibilidad  de  consignar  en  esta  seecün  ta 
hermoso  trabajo,  nos  hace  desistir  de  la  idea  de  ofireoer  4  nuestros  kebam 
pensamientos  6  ideas  sueltas. 

*  « 

II  Cireolo  giuridiee;  riYÍsta  de  legialadone  e  ginrUipnideiuA. 
(Kúmeroc  !.<'  y  2.o,  corregpondientea  á  Enero  y  Febrero  de  1890.) 

Sn  la  parte  doctrinal  de  esta  revista  existen  dos  artículos:  uno  ds  la 
Ghrasa  sobre  interpretación  y  aplicación  de  un  artículo  del  Código  dvíl  iti' 
llano,  y  otro  de  Gkíetano  Mosca,  titulado:  «Acerca  de  una  nueva  puWicarisn 
de  sociología  criminal.» 

Este  trábivjo  refiérese  al  libro  de  Kapoleone  Golalanní,  titulado:  «La  m- 
ciología  crimínale»,  y  es  un  verdadero  análisis  critico  de  dicho  libro. 

*  * 

GacetU  dei  Tribimali  (Trieste). 
(Número*  correspondientee  al  16  y  80  de  Marso  de  1890.) 

Bn  la  parte  teórica  oontiónense  dos  artículos  de  B.  de  Mad^edá  aesoa 
del  procedimiento  penal. 

I.  Ffesz  Y  Oliva.. 
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lia  lucha  pi^r  las  naeionalidadeB,  por  D.  Adolfo  Morís  y  Fernández 
VaHifiy  Catedrático  de  Derecho  internacional  de  la  Universidad  de 
Santiago,  con  nn  prólogo  de  D.  Fermín  Canella  y  Secades,  Catedrá- 
tico de  Derecho  civil  en  la  Universidad  de  Oviedo;  segnnda  edición, 
folleto  en  4.o  de  65  páginas,  1888. 


El  Sr.  Morís  y  Femándes  YalÜji,  enoargado  del  diBonrso  inaugural  en  la 
Universidad  de  Santiago  en  el  año  académico  de  1887  á  86,  tuvo  el  buen 
aouerdo  de  escoger  nn  tema  de  tanta  importancia,  como  es  el  de  La  lucJw 
por  loM  nacionalidadeg. 

España,  cnya  tradición  en  Derecho  internacional  es  en  extremo  gloriosa, 
como  lo  pmeban  los  nombres  de  Francisco  Yictoria,  Domingo  Soto,  Baltasar 
Ayala ,  Francisco  Snáres ,  Femando  Vásqnes  Menohaca ,  Francisco  Arias  de 
Yalderas,  Joan  Lopes  de  Segovia  y  Alonso  Alvares  Gnerrero,  dio  de  mano 
«on  la  tradición,  y  salvo  honrosas  excepciones,  abandonó  nn  estndio  en  que 
tantos  y  tan  inmarcesibles  lanros  habia  conquistado.  ' 

En  la  actualidad  parece  que  se  inicia  una  vigorosa  reacción,  y  distingui- 
dos publicistas  dedican  su  atención  al  derecho  de  gentes,  y  buena  prueba  de 
ello  son  los  trabajos  del  Sr.  Torres  Campos,  del  Marqués  de  Olivart  y^os  del 
Sr.  Morís  en  el  folleto  de  que  nos  ocupamos. 

lia  materia  que  el  tema  comprende  es  vasta  en  extremo,  y  el  Sr  Morís 
había  de  encerrarla  en  pocas  páginas;  de  aquí  resulta  que  el  folleto  Imciha 
por  la$  nacionalúiade»  no  sea  en  ocasiones  más  que  una  ligera  reseña,  crítica 


*  De  todas  las  obras  jurídicas  que  se  nos  remitan  dos  ejemplares,  hare- 
mos un  juicio  crítico  en  esta  Sección  de  la  Bsvista.  De  las  que  versen  sobr* 
^ataam  materias,  pondremos  un  anuncio  en  la  cubierta  de  las  entregas 
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de  capitales  cuestiones  que  necesitarían  para  su  amplio  desarrollo  tamisk» 
más  espacio  que  el  que  se  les  concede;  pero  esto  no  se  tradnzea  en  eensixm 
al  distingoido  autor  de  que  nos  ocupamos,  que  no  podía  dar  k  su  ofara  gtrn* 
des  proporciones  sin  salirse  del  objeto  para  que  se  escribía. 

El  folleto  se  divide  en  seis  partes:  de  lo  que  en  cada  una  de  eUas  se  ota.- 
tiene  daremos  una  ligera  idea,  para  que  nuestros  lectores  puedan  venir  ea 
conocimiento  de  lo  que  es  el  libro  del  Sr.  Morís. 

La  introducción  comienza  con  una  síntesis  de  lo  que  ha  sido  el  deredi» 
de  gentes  en  nuestra  patria;  afirma  que  el  movimiento  jurídico  intenxads- 
nal  es  el  que  con  mka  fuerza  se  manifiesta  en  la  actualidad;  prestota  «n  pe- 
cas lineas  la  evolución  del  Derecho  internacional,  desde  que  comenió  rnfi- 
mentario  y  consistente  en  algunas  máximas,  hasta  el  momento  histteieo  pre- 
sente en  que  se  manifiesta  en  las  obras  de  importantes  jnrisconsnltoi^  en  ka 
principios  sobre  la  libertad  de  los  mares,  la  neutralidad^  el  arbitraje,  los  «»- 
gresos,  el  problema  de  las  intervenciones,  el  ideal  de  la  paz  perpetua,  etc.:  j 
k  seguida  plantea  el  tema  de  la  lucha  por  las  nacionalidades,  que  dice  ss 
presenta  «en  el  campo  de  los  hechos,  llenando  casi  toda  la  evolución  htsfabri- 
oa,  y  en  la  escuela  de  los  principios,  produciendo  escuelas  y  teorías  que  flo- 
tan en  el  ciclo  de  la  filosofía.» 

En  la  segunda  parte  de  su  discurso,  el  Sr.  Morís  afirma,  en  primer  Ingsr, 
la  no  existencia  en  la  antigüedad,  ni  como  idea  ni  como  hecho,  de  la  naá»- 
nalidad,  citando  como  prueba  de  su  aserto  la  organización  del  mundo  tnii 
guo:  estudia  el  régimen  feudal,  y  sienta  como  conclusión  de  que  úniotmcats 
en  la  edad  moderna  es  donde  nace  y  se  desarrolla  la  id«a  de  nacionslidsd. 

Termina  Mta  interesantísima  parte  de  su  trabajo  estudiando  la  evolu- 
ción histórica  de  la  nacionalidad  en  España,  Francia,  Suiza,  Bélgica,  Ibgib- 
terra,  Holanda,  Suecia  y  Noruega,  Dinamarca,  Italia,  Alemania  (Austria  y 
Prusia),  Hungría,  Polonia,  Rusia,  Turquía,  Grecia,  Argelia,  Egipto,  etc.,  de- 
mostrando un  gran  conocimiento  de  la  historía  y  tm  desapasionamiento  gran- 
de, probando  más  ostensiblemente  al  tratar  de  Italia,  en  que  es  muy  fidl 
incurrír  en  exageraciones  inclinándose  á  ima  ú  otra  tendencia  de  las  qos 
existen. 

Sigue  luego  el  capítulo  dedicado  á  «la  lucha  filosófica  por  las  nadoosli- 
dad  es  9,  en  el  que  examina  el  concepto  del  principio  nacional,  que  estfc  toma- 
do de  tres  ideas  capitales:  «sociedad  total  humana,  organismo  natural  é  Mi- 
tóríco  y  xmidad  superior  de  cultura  que  los  tiempos  han  producido»;  se  detiene 
después  en  el  estudio  de  las  diversas  escuelas,  comenzando  x>or  la  escuela  na- 
turalista, cuyas  diversas  tendencias  y  significación  examina. 

En  la  critica  de  esta  escuela,  el  Sr.  Moris,  si  bien  afirmando  en  contra  de 
ella  el  principio  de  «que  la  libertad  guiada  por  el  derecho  es  pimoipio  can- 
sante de  la  nación  y  constitución  de  las  gentes»,  y  si  bien  combatíeado  di- 
cha escuela  no  la  rechaza  en  absoluto,  sino  que  admite  en  oeaaiones  sa  mé- 
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todo,  afirma  su  raaón  en  álg^nnos  puntos,  y  emito  su  opinión  de  que  no  existo 
•1  Antagonismo  pretendido  por  algunos  entre  las  cienoias  i^iturales  y  las  so* 
oíales. 

Bn  el  capitulo  cuarto  de  su  libro  examina  el  Sr.  Morís  el  concepto  etno- 
grkñco  de  nación,  y  lo  refuta  por  no  ser  de  oar&cter  general  sino  en  benefi- 
cio de  algunas  rasas,  y  además  como  causa  posible  de  trastornos  sin  cuento. 

SI  capitulo  quinto  dedicado  está  al  estudio  del  concepto  filológico  de  la 
nacionalidad,  criticando  esta  teoría  el  Sr.  Morís,  fundado  en  que  los  idiomas 
no  son  causa  de  las  nadónos,  sino  efectos  de  la  vida  común  de  los  pueblos,  y^ 

baciendo  notar  que  con  tal  criterio  no  seria  posible  definir  ninguna  nación 
eomo  tal. 

El  último  capitulo  del  discurso  está  dedicado  á  la  exposición  de  la  es- 
onela  armónica,  que  critica  por  entender  que  es  en  extremo  idealista  y  ecléc- 
tica, y  que  siendo  errores  sus  ñmdamentos,  error  será  la  resultante  de  ellos. 


Hemos  terminado  el  extracto  de  la  obra  del  Sr.  Moris,  y  al  pretender 
oritioarla,  confesamos  no  saber  cómo  empezar,  ni  qué  criterio  seguir  en  nues- 
tro juicio.  No  estamos  conformes  con  muchas  de  la  afirmaciones  del  Sr.  Morís, 
y  entre  ellas,  con  la  reconocida  por  el  autor  del  libro  á  que  esta  nota  se  re- 
fiere eomo  base  fundamental  del  principio  do  nacionalidad,  porque  la  cree- 
sios  en  extremo  exclusivista,  y  porque  entendemos  que  llevada  á  la  práctica 
sin  atenuaciones,  como  la  entiende  el  Sr.  Moris,  produciría  como  consecuen- 
cia la  destrucción  de  no  pocas  de  las  naciones  actualmente  existentes,  por- 
que  reconocido  el  principio  de  libertad  en  absoluto,  es  indudable  que  habría 
que  reconocer  á  las  regiones  diversas  que  constituyen  una  nación  el  derecho 
á  formar  por  si  propia  nación  ó  agregarse  á  otra,  no  pudiendo  obligar  á  na* 
die  por  la  fuerza  ni  contra  sus  deseos  á  integrar  en  una  nacionalidad. 

Bl  Sr.  Moris,  extremando  su  criterio  de  libertad  como  base  de  la  constitu- 
ción de  las  nacionalidades,  prescinde  de  elementos  importantísimos,  como  e) 
etnográfico,  el  filológico,  etc.,  que  si  bien  aceptados  en  absoluto  producirían 
la»  consecuencias  indicadas  por  el  Sr.  Moris,  no  sucedería  asi  armonisándolos- 
entre  si,  fundando  xm  sistema  con  lo  mejor  de  todos  los  restantes  en  lo  que 
sean  compatibles,  y  basándolo,  no  en  hermosos  ideales,  sino  en  hechos  reales 
y  efectivos:  haciendo  tal  se  inouxriria  seguramente  en  la  nota  de  eolóctico; 
pero  esto  puede  importar  poco  hoy  día  en  que  las  corrientes  van,  no  á  escue- 
las y  teorías  cerradas,  sino  á  escuelas  y  teorias  en  que  no  se  admita  como 
verdad  lo  que  como  tal  no  esté  demostrado.  Hechas  las  anteriores  afirma- 
ciones, seria  procedente  oponer  al  criterio  del  Sr.  Moris  el  que  nosotroe 
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creemos  el  mejor»  pero  nos  saldríamos  de  nuestro  papel,  y  en  ves  da  «na  fi- 
gera  nota.bibliogr¿floa,  reonltaria  nn  artioolo  conteatación  al  libro  dal  sa&or 
Horis. 

Pasando  k  otro  orden  de  consideraciones,  debemos  consignar  qae  el  dis- 
curso del  Sr.  Koris  es  irreprochable  en  la  forma;  las  doctrinaK  están  expom- 
tas  con  claridad  y  precisión;  el  método  más  riguroso  impera  en  el  trabi^o;  k 
parte  critica  es  notable,  porque  demuestra  la  habilidad  del  autor  en  cooaiía- 
tir  las  opiniones  contrarias  que  expone  con  fidelidad,  sin  falsearlas,  separáa- 
dose  en  esto,  y  por  fortxma  suya,  de  no  pocos  autores,  que  antes  de  refutar 
una  escuela,  por  decirlo  asi,  la  orean  de  modo  que  puedan  fácilmente  ren- 
cerla. 

£1  Sr.  Morís  da  una  gran  preponderancia  a)  elemento  histórico  en  su  dis- 
curso, y  no  decimos  esto  en  son  de  crítioa,  sino  al  contrario;  siguiendo  tal 
criterio,  demuestra  dicho  señor  que  conoce  perfectamente  que  es  impotibla 
fundar  teoría  alguna  sin  que  esté  comprobada  por  los  hechos. 

La  memoria,  pues,  merece  leerse  y  Con  detenimiento;  es  sumamente  ¡a 
teresante  y  de  oportunidad. 

Antes  de  terminar,  debemos  decir  que  el  prólogo,  magistralmente  escrito. 
es  un  resumen  de  la  memoria  y  un  extracto  de  las  transformaciones  qa»  •! 
estudio  del  Derecho  internacional  ha  sufrido  en  Sspafta,  hasta  que  se  ba  eoc- 
sagrado  su  enseñanza  oficial  en  las  UhÍTersidades,  hecho  por  el  que,  ooa  ju- 
ticia  suma,  alaba  el  Sr.  Oanella  &  los  autores  de  tal  innovaoióa. 


«  « 


La  volanta  hnmana  in  rapporto  all  omnismo  natarale,  aoeiale  é  ^in- 
dico, por  Giuseppe  Oimbali;  Roma,  Fratelli  Boca  editores,  1889;  fo 
lleto  en  4.o  mayor  de  128  páginas. 


Tarea  imposible,  bajo  todps  aspectos,  es  seguir  el  método  que  ordinaria- 
mente empleamos  en  lo  que  &  critica  bibliográfica  se  refiere.  Trata  Gimbdi 
en  su  libro  una  infinidad  de  cuestiones  importantísimas  y  de  la  más  alta  fikt 
Sofía;  todas  ellas  las  consigna  extractadas;  presenta  únicamente  su  esencis,  j 
de  aquí  la  imposibilidad  de  hacer  un  nuevo  extracto. 

Para  que  nuestros  lectores  tengan  conocimiento  perfecto  del  folleto  de 
Cimbali,  indicaremos  los  puntos  que  comprende  el  sumario,  y  haremos  soa 
ligera  exposición  de  las  tendencias  que  el  tratadista  italiano  defienda 

La  introducción  tiene  por  epígrafe:  De  la  crin*  aetucU  en  la  eandatda  ha- 
mana  y  de  la  necesidad  de  elevar  tvs  fuente»,  y  en  ella  trátase  de  la  sepaiaeim 
•que  se  observa  en  naestro  siglo  de  la  conoienoia,  sus  rasónos  y  consecaeDcisi; 
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del  peulmismo  en  la  filosofía  y  en  el  arte,  y  el  nihilismo  en  la  política;  del 
rebajamiento  del  valor  mdividnal  del  hombre  según  las  concepoiones  natn- 
rales,  sociales,  morales  y  jnridicas;  del  ambiente  y  lo  que  sea;  de  la  necesi- 
dad de.  una  reacción  en  que  se  afirme  como  punto  de  partida  que  el  hombre 
es  dueño  del  propio  destino  sobre  la  tierra,  afirmación  que  seT&  causa  del 
triunfo  de  la  voluntad  consciente  y  libre  del  hombre. 

Entrando  en  materia,  en  Ifk  primera  parte  del  folleto  ocúpase  Cimbáli 
de  la  voluntad  humana  y  el  organismo  natural.  En  el  capitulo  primero  de 
esta  parte,  que  se  refiere  á  la  inconveniencia  y  estado  salvt^e,  Cimbali  ocú- 
pase de  la  historia  y  la  prehistoria  y  caracteres  de  ésta,  de  la  esclavitud  na- 
tural y  del  estado  salvaje  del  gónero  humano.  • 
Bln  el  capitulo  segundo  «conciencia  y  oivilisaoión»,  las  materias  que  con- 
tiene son  las  siguientes:  afirmación  de  la  personalidad  humana,  significado  y 
consecuencias  de  esta  afirmación;  el  hombre  y  el  animal;  valor  de  la  perso- 
nalidad humana;  origen  de  la  oivilisación;  el  hombre  dueño  y  señor  del  uni- 
verso. 

El  capitulo  tercero,  uno  de  los  más  extensos  del  folleto,  está  dedicado  al 
«libre  albedrio:»;  en  él  se  desarrollan  los  puntos  que  se  enumeran:  limites  de 
la  libertad  humana;  efectos  psicológicos  del  oonñicto  de  limites;  las  tres  fa- 
ses del  fatalismo,  antigüedad,  Edad  Media,  tiempos  modernos;  razones  actua- 
les del  determinismo;  falsa  situAción  del  problema  do  la  libertad  moral;  ver- 
daderos términos  del  problema  y  su  solución;  el  hombre  y  la  estadística; 
afirmación  de  la  conoienda  humana;  determinismo  universal  y  libertad  indi- 
vidual; el  hombre  mus  libre;  transición. 

La  segunda  parte  de  la  obra  de  Cimbali  estudia  cía  voluntad  humana  y 
el  organismo  social»,  y  contiene  los  siguientes  capítulos: 

I  De  la  sociedad  humana. — Examen  de  la  naturaleza  y  evolaciones  de  la 
sociedad  civil;  las  relaciones  entre  las  evoluciones  do  la  personalidad  del 
hombre  y  las  de  la  sociedad;  el  organismo  social;  lo  que  son  la  biología  y  la 
sociología;  su  semejanza;  su  no  identidad;  las  leyes  sociales;  su  carácter. 

n  ParUeismo  ttocial. — Servidumbre  voluntaria;  su  origen  y  mantenimiento; 
el  fatalismo  social;  el  despertar  de  la  humana  personalidad  y  la  afirmación 
de  la  libertad;  la  moderna  .sociología  y  el  despotismo  científico;  errores  fan- 
damentales  de  los  sociólogo*). 

m  Contrato  social. — Sus  precedentes  históricos;  Rouseau  y  el  individua- 
lismo; verdadera  idea  del  contrato  social;  sus  impugnadores;  juristas  anti- 
guos  y  sociólogos  modernos;  Spedalieri  y  la  doctrina  orgánica  de  la  sociedad; 
renacimiento  de  la  doctrina  del  contrato  social;  FouiUé  y  Carie;  significado 
filosófico  del  triunfo  de  esta  doctrina. 

La  parte  tercera  y  última  del  libro  do  que  nos  ocupamos  está  dedicada 
al  estudio  de  «la  volxmtad  humana  y  el  organismo  juridioo.»  Se  divide  en 
cuatro  capítulos,  que  contienen  los  epígrafes  que  se  enumeran: 
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I  El  DerechOf  «u  vaewtia  y  atu  funaioneti. — Los  hechos;  la  rtutim  y  las  Uíjíí 
de  hecho;  derecho  ftindamontal  de  la  vida  social;  derecho  sul^etivamacU 
considerado;  principio  absoluto  y  esencia  del  derecho  y  de  la  jnsticáa;  erohi 
ción  do  la  idea  del  derecho;  derecho  y  faerza;  la  hicha  por  el  derecho;  rdí- 
gión,  moral  y  derecho;  los  derechos  del  hombre;  derechos  de  la  sociedad;  «I 
órgano  del  derecho;  posesión  do  la  volnntad  del  hombre  frente  al  orgaoisas 
jurídico. 

II  JJcrccho  yúljlico  intento  y  exU^rw>. — De  la  sociedad  y  del  Estado;  exAmm 
de  óste;  ovolnción  de  la  idea  de  Estado;  exención  y  eyolnoión  de  la  id»  <k 
soberanía;  del  gobierno  justo;  de  la  soberanía  popular;  Estado  nacionsl;  d» 
rocho  público  extemo;  el  Estado  internacional. 

m  Derecho  düH.^De  los  derechos  innatos;  goce  y  ^eroíeio  de  loi  den> 
ohos;  capacidad  é  incapacidad  jurídica;  la  voluntad;  fundamento  de  la£  iss 
tituoiones  civiles;  el  matrimonio;  la  propiedad;  la  posesión;  la  prescripáós. 
el  contrato;  el  testamento;  la  culpa  civil;  instituciones  que  se  fundan  en  h 
incapacidad  jurídica;  tutela  y  cúratela. 

IV  Derecho  penal. — Idea  del  delito  y  sus  varias  manifestaciones;  ol  srijsig 
del  delito;  la  sanción  penal  y  la  voluntad  humana;  la  conciencia  en  el  daSi 
to;  la  naturalidad  del  delito;  error  de  los  sostenedores  do  la  anomalía  deldfi- 
Lito  y  el  Ilomo  hotnini  lupM  de  Hobbos;  origen  psicológico  de  ^te  error:  lof 
hombres  somos  todos  capaces  do  delinqnir;  1»  lógica  y  el  carácter  en  él  de 
lito;  la  imputabilidad;  sn  gradación;  idea  de  la  pona;  la  pona  en  relsd6o  coc 
el  delito;  la  pena  en  relación  con  la  sociedad;  en  relación  con  el  delinetient^ 
evolución  do  la  idea  de  la  pena;  la  contraotualidad  de  la  pena;  la  inrerencüa 
de  los  delitos. 


« 


Indicadas  las  cuestiones  que  en  el  folleto  de  Cimbali  están  contenidM, 
entendemos  que  es  nuestra  obligación  hacer  ver  cuál  es  la  idea  que  en  ell&s 
domina,  y  para  conseguirlo  apuntamos  á  continuación  algunas  do  las  afirmt- 
clones  del  distinguido  tratadista  italiano,  en  las  que  se  comprueba  qoe  s« 
criterio  arranca  del  reconocimionto  absoluto  del  libre  albedrio  y  de  qna  la 
voluntad  es  la  causa  y  fuente  do  las  relaciones  sociales  y  joridicas. 

Afirma  que  nunca  como  ahora  ha  imperado  el  pesimismo,  y  Schopensluüer 
interpreta  perfectamente  la  conciencia  del  siglo,  cuyo  principal  probleou 
consiste  en  justificar  el  fenómeno  de  la  vida  y  las  tragedias  do  la  vida  en  si, 
sin  ilusiones  y  sin  esperanzas  do  otra  vida  más;  criterio  que  informa  el  aite 
y  la  política,  y  constituye  una  negación  del  valor  que  en  sí  tiene  el  hombre 
que  no  se  le  reconoce  en  nada,  mientras  á  la  sociedad  se  le  da  excesivo;  y 
una  tendencia  á  la  afirmación  de  que  el  hombre  no  ee  libre,  obodeoiendo  to- 
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das  siLg  aooionM  al  ambiente  qtte  le  rodea.  Eaenentra  Cimbali  estas  teorías 
en  extremo  pehiiciosas,  vislumbrando  una  nueva  era,  oii  que  se  vea  en  el 
hombre  un  productor,  no  un  producto,  un  morador  del  ambiente  y  no  un 
■or  al  ambiente  subordinado. 

Comtbate  el  determiniamo  en  todas  sus  manifestaciones  y  matices,  presen* 
tando  on  contra  su  criterio  del  libre  álbedrio,  si  bien  en  cierto  modo  atenua- 
do si  se  compara  con  otros  escritores  espiritualistas;  en  este  punto  sienta 
que  la  más  divina  de  las  prerrogativas  del  bombre  es  la  libertad  de  volun* 
tad,  la  libertad  de  acción.  8o  muestra  partidario  del  individualismo,  conside- 
rando que  está  hoy  el  hombre  absorbido  por  la  sociedad;  y  en  la  cuestión  del 
pacto  social,  después  de  añrmar  que  no  ha  sido  comprendido  y  que  ha  sido 
combatido  con  armas  no  muy  leales,  so  declara  partidario  de  él,  en  la  forma 
que  lo  sostienen  Spedalieri  y  Garle. 

En  la  cuestión  poUtioa,  mnéstrase  partidario  Cümbalí  de  la  autonomía  in- 
dividual y  de  que  la  soberanía  resida  en  él  pueblo.  Basa  el  Derecho  civil  en 
la  Tolontad,  defendiendo  que  el  matrimonio  es  un  contrato  idéntico  k  los  de* 
más  existentes,  que  únicamente  se  diferencia  en  que  si  la  mujer  falta  á  lo 
pactado  y  es  adúltera  puede  ser  penada;  sosteniendo  en  consecuencia  que 
puede  disolverse  por  la  voluntad  de  los  contratantes. 

La  propiedad  la  apoya  también  en  la  voluntad,  y  las  transmisiones  las 
explica  y  justifica  por  voluntad  expresa  de  una  persona  de  no  sor  propieta- 
ria y  do  oti'a  de  cualquier  propiedad;  y  la  propiedad  adquirida  por  posesión 
la  reconoce  en  cuanto  que  tácitamente  so  manifiesta  por  una  persona  su  vo- 
luntad do  abandonar  una  cosa,  y  expresamente  por  otra  la  de  adquirirla. 

En  materia  penal,  combato  enérgicamente  las  tendencias  positivistas 
porquo  so  alejan  del  criterio  del  libre  albodrío;  es  on  este  punto  un  clásico 
convencidisimo  de  que  la  voluntad  os  la  causa  del  delito;  ou  las  escuelas  po- 
sitivas no  reconoce  de  bueno  más  que  el  sistema  preventivo  que  se  revela  en 
los  csustitutivos  penales  de  Ferri.» 


De  lo  expuesto  se  desi)rende  la  imposibilidad  de  hacer  una  critica  del  li- 
bro de  Cimbali;  trátanse  en  éí  cuestiones  en  extremo  complejas;  seria  preci- 
so enumerar  una  por  una  y  hacer  bien  un  trabajo  de  refutación  en  algunas, 
y  manifestar  nuestra  conformidad  en  otras. 

Por  esto  nos  limitaremos  á  consignar  que  Cimbali  es  exagerado  y  exclu- 
sivista en  dcmasia,  que  impone  como  único  criterio  el  de  la  voluntad,  y  que 
en  todos  los  puntos  que  ti*ata,  que  son  muchos,  lo  impone  para  las  soluciones 
que  defiende. 

£1  libro,  más  que  una  exposición  de  dootrina,  es  un  sumario  raconado, 
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porqne  en  pocas  p&ginas  contiene  material  para  eMsribir  mnohoe  volámaon. 

Tr&tanse  en  él  las  cuestiones  con  giran  dlarldad  y  ábnndantae  citas,  qas 
por  si  solas  bastarían  k  recomendar  el  opúsculo  á  que  nos  referimos. 

La  parto  critica  merece  también  elogios  sinceros ;  el  autor  ft^«^^««  1m 
cuestiones  con  imparcialidad,  y  al  combatirlas  lo  hace  con  gran  lógioa  y  d»> 
mostrando  no  vulgares  conocimientos. 

En  suma,  que  es  un  libro  digno  de  ser  estudiado  con  alguna  deianoión 

I.   F^BEZ  T  ÓUVJL 


Manuel  dM  textos  dn  Droit  romain;  por  el  Doetoir  ifítpoiMi  i  i 

Los  estudios  de  Derecho  romano,  que  en  todo  lo  que  Ta  transounrido  dsl 
presente  siglo  no  han  hecho  grandes  progresos  en  Sspa&a,  registran  mvsligi 
y  muy  importantes  en  Francia,  Italia  y  Alemania.  Sobre  todo  en  la  áepiot- 
ción  y  examen  de  los  textos,  puede  asegurarse,  sin  temor  de  equivocada), 
que  todo  el  trabajo  ha  corrido'  de  cuenta  de  estas  naciones,  obteniendo  eoca- 
derablos  ventajas  con  los  estudios  propiamente  jurídicos,  los  filológico*  y  li 
terarios.  Porque,  no  hay  que  dudarlo,  á  medida  que  el  Derecho  romano  ae  «s 
tudia,  meior  se  aclaran  los  misterios  que  todavía  podemos  encontré  en  U 
historia  familiar  y  de  las  costumbres  del  pueblo  Bey,  y  se  conoce  máslalst- 
gua  latina. 

El  Doctor  Mispoulet,  comprendiendo  la  importancia  de  estos  trabajoft.kft 
emprendido  la  publicación  de  un  Manual  dr  textm^  que  dividirá  en  dos  part«K 
en  la  primera  incluye  las  instituciones  de  Justiniano  y  las  de  Gayo,  y  es  k 
segunda,  que  aún  no  hemos  visto,  comprenderá  los  fragmentos  de  otros  jt 
riscousultos.  Ghrande  ha  sido  el  trabajo  del  colector  al  comparar  las  diferK- 
tes  odiciones,  y  mayor  lo  será  todavía  cuando  complete  su  obra,  porque  los 
fragmentos  que  han  quedado  en  el  Digesto  son  no  menos  importantes  qu«  !■« 
citadas  producciones  didácticas  de  los  jurisconsultos,  y  tal  ves  hayan  sido 
más  desfigurados,  por  lo  mismo  que  no  forman  un  cuerpo  de  doctrina.  Tuto 
más  son  laudables  semejantes  investigaciones,  cnanto  que  son  útÜM,  pero  so 
brillantes,  y  passm  inadvertidas  en  el  movimiento  literario  de  nuestra  époes. 
Ha  pasado  la  edad  de  la  fílolog^ia  clásica;  hoy  nadie  escribe,  y  pocos  leerisnel 
comentario,  á  manera  de  los  de  Minelio  y  Heinsio,  de  un  historiador  ó  dfi  en 
poeta.  Pero  no  están  en  el  mismo  caso  las  obras  jurídicas  latinas  en  el  perio- 
do actual  de  codificación,  porque  comentarios  de  esta  índole  se  leerísn  es 
cuanto  se  escribiesen. 

Nosotros  felioitamos  al  Dr.  Mispoulet  por  bu  modesta  y  útilísima  labor,  y 
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deseamos  que  sea  conocida  por  nuestros  profesores  de  Derecho,  y  nos  atreve* 
riamos  k  recomendarle  qne  la  completara  con  dos  tomos;  uno  en  qne  se  reco- 
fiasen,  conyonientemente  clasificados,  los  textos  de  prosistas  y  poetas  lati- 
nos que  con  el  Derecho  ae  relacionen,  y  otro  destinado  k  recoger,  con  la  mis- 
ino clasificación,  las  inscripciones  que  tengan  el  mismo  car&cter.  Ninguno  de 
anabos  trabajos  es  completamente  nuevo;  á  la  exquisita  laboriosidad  del  Doc- 
tor Mispoulet  seguros  estamos  que  no  parecerán  demasiado  dificiles;  pero  la 
atílidad  de  su  obra  seria  incomparablemente  mayor  que  ahora  si  se  e^tei;- 
diese  h  las  mencionadas  publicaciones. 


«  4» 


La  BdToluelóii)  la  Qeitairaclóii  y  la  Haelenda  de  Espala; 

por  D.  Anselmo  Fuentes, 

No  es  la  obra  de  que  tratamos  una  de  tantas  compilaciones  indigestas  co* 
mo  desde  la  Berolución  de  1808  hemos  visto  publicarse  sobre  materias  politi* 
cas  y  administrativas;  sino  un  resumen  de  lo  que  respecto  á  Hacienda  merece 
tenerse  en  cuenta  desde  la  citada  revolución  hasta  el  presente  año.  Todos  los 
días  loemos  en  los  periódicos  ó  en  los  discursos  parlamentarios  los  datos  que 
este  libro  contiene;  pero  no  nos  formamos  idea  dará  de  sem^'antes  asuntos, 
unas  veces  porque  las  noticias  se  dan  sin  conexión  alguna  entre  si,  y  otras 
porque  no  est&n  suficientemente  depuradas  ó  exentas  del  espíritu  de  partido. 
Ofrecerlas  de  una  vez  y  con  sensatas  reflexiones  á  los  que  tengan  verdadera 
vocación  á  los  estudios  administrativos,  es  un  verdadero  servicio  al  público, 
sobre  todo  cuando  se  compara  la  Hacienda  española  con  la  de  otros  países, 
tanabién  conmovidos  por  revoluciones  y  que  han  pasado  por  grandes  crisis, 
como  Italia  y  Francia,  fisto  ha  heeho  el  Sr.  Fuentes,  y  por  ello,  no  sólo'  le 
animamos  á  proseguir  sus  estudios,  sino  que  recomendamos  el  libro  k  la  ilus- 
trada atención  de  nuestros  habituales  lectores. 


«  » 


La  enestíón  de  la  extradición  de  Oteiza;  por  M.  G^en^.— Habana,  1890. 

El  presente  libro  es  un  escrito  forense  de  verdadera  importancia,  no  sólo 
por  la  cuestión  internacional  4  que  se  refiere,  sino  también  por  su  aspecto  ad- 
ministrativo. Sin  que  traigamos  ahora  k  cuenta  los  sucesos  que  han  originado 
la  publicación  del  opúsculo,  sin  duda  conocidos  por  cuantos  repasen  estos 
apuntes  bibliográficos,  podemos  decir  que  el  objeto  del  Sr.  Gtener,  Abogad» 
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del  foro  de  la  Habana,  ha  sido  probar  qae  no  se  pnede  pedir  á  Oobiacno  a! 
gano  la  extradición  de  un  empleado  español,  sin  que  previamente  se  baya  ie 
dacido  el  tanto  de  culpa  que  le  resalte  do  un  expedienta  administrativo ,  lo» 
truido  asimismo  administrativamente  por  sus  superiores  jerárquicos.  fipQs 
to  que  aqui  so  discuto  oorrosponde  al  derecho  constituido,  no  al  constitnjst 
te;  por  consiguionto,  no  hemos  do  variar  el  punto  de  vista  en  que  el  Sr.  Gt 
ner  se  ha  colocado,  y  siendo  esto  asi,  creemos  que  ha  cxmíplido  como  Abogí 
do  con  su  deber  y  defendido  bien  á  su  cliente,  mereciendo  por  ello  nuestxt 
enhorabuena. 

•  « 

Libri  lei^all  a  Padova  nella  prima  meta  del  secólo  zm;  por  Zdekom 

Siena,  1890. 

Con  interés  cada  vez  mayor  so  león  hoy  los  inventarios  que  de  las  riq^r 
Bas  de  toda  clase  de  la  Edad  Media  dan  al  públioo  los  antioaarios;  pero-icbré 
las  monedas  y  monumentos  de  arte,  sobre  la  indumentaria  y  los  dos  ccrrtli 
tivos  artes  bélicos  de  la  ofensa  y  de  la  defensa,  deben  interesamos  los  b'bf« 
conocidos  en  aquella  época^  atendiendo,  á  que  m&s  en  esto  que  en  aqnello  k 
vincula  el  espíritu  de  un*  siglo.  Dime  lo  quo  loes,  pudiéramos  afirmar,  y  te 
diré  quién  ores.  Y  si  por  acaso  so  registra  la  librería  del  quo  profesa  an  aru 
ú  oficio  con  algún  crédito,  licito  os  asegurar  quo  ponemos  la  mano  en  Tm  te 
soro  do  conocimientos  liistóricos.  Nada  extrañaron  el  cura  y  el  barbero  juí 
I).  Quijote  fuese  rematado  caballero  andante  al  recorrer  las  páginas  dü  «rce 
hacía  su  pasto  intelectual  y  se  convertian  en  norma  de  su  conducta»  y  para 
curarle  do  su  enfermedad  nada  mejor  discarrieron  que  arrojar  al  fuego  l(fc  li 
bros  y  tax)iar  la -biblioteca. 

Sienio  esto  asi,  comprendorán  nuestros  lectores  el  interés  que  despinta 
el  opúsculo  publicado  en  Siena  (Italia;  por  el  Sr.  Zdekauer  para  la  historii 
del  Derecho.  Ha  publicado  aquel  autor  el  inventario  de  los  libros  del  Jnez 
Lemizzoj  que  murió  en  1241,  documento  que  hubo  de  redactarse  por  el  teúr 
de  su  hijo  de  menor  edad,  con  arreglo  á  las  leyes  romanas,  al  tomar  poseáón 
de  la  tutela.  La  mayor  parte  de  los  libros  eran  manuscritos  dal  Digesto,  cadA 
uno  do  los  cuales  se  distingue  por  su  precio;  il&stima  que  no  podamos  boj. 
por  las  innumerables  alteraciones  de  la  moneda  y  falta  de  equivalencias  exB^ 
tas,  presentar  estas  cifras  en  especies  corrientes!  También  se  conocen  ejem- 
plares de  los  Evangelios  de  San  Lucas,  San  Marcos,  San  Mateo  y  de  los  be 
chos  de  los  Apóstoles,  una  Instituta,  sermones  de  un  Papa  Inocencio,  cayo 
número  de  orden  no  se  menciona,  y  pocos  más  que  puedan  interesar  á  l«bi 
bliófilos  del  siglo  XIX. 
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Su  Porigine  del  manoscritt^)  Pisano  delle  Pandette  Giustinianee 
e  la  saa  fortuna  nel  Medio  Evo;  por  Zdekauer.^Siensi,  1890. 

M&8  interés  qiio  la  obra  anterior  ofrece  ésta,  porqne  se  refiere  á  la  suerte 
de  uno  do  los  libros  que,  exceptuando  los  sagrrados'de  varias  religiones,  han 
ejercido  mayor  influencia  en  la  suerte  de  la  humanidad,  que  nada  aventura- 
do decimos  al  hablar  asi  del  Dlgesto.  No  sólo  reduce  &  su  verdadera  inteligen- 
cia lo  que  se  cuenta  de  su  descubrimiento  en  Amalfí  cuando  faó  invadida  la 
ciudad  por  las  huestes  del  Emperador  Lotario,  sino  que  se  arriesga  á,  contar- 
nos la  historia  de  su  conservación  y  descubrimiento»  muy  de  otro  modo  que 
se  nos  ha  enseñado  en  las  escuelas.  Desde  que  Savigny  se  levantó  como  un 
jígante  entre  los  cultivadores  de  la  historia  del  Bareeho,  Italia  y  Alemania 
han  rivalizado  en  tan  importante  estudio,  y  el  Derecho  romano  ha  sido  xmo 
de  los  ramos  del  saber  que  deben  más  &  los  descubrimientos  de  los  arqueólo- 
gos. Peroy  ¿qué  pueden  ser  todas  las  actuales  invenciones  al  lado  de  la  íhiei' 
elopedia  jurídica  por  excelencias  De  aquí  el  interés  que  reconocemos  todos  á  la 
historia  do  las  Pandectas.  Ya  nos  lo  dice  su  nombre  griego.  Sus  autores  se 
propusieron  demostrar  k  la  posteridad  todo  lo  más  importante  que  poseían 
los  antiguos  respecto  á  1a  ciencia  jurídica. 

El  Sr.  Zdokauer  se  eleva  desde  el  examen  del  manuscrito  Fisano,  hoy 
custodiado  en  Florencia,  la  verdadera  eiudad  df  lo»  teiiorf>n  y  el  joyerf*  de  la»  ar- 
te»  y  de  las  rienciat,  al  examen  de  las  variantes  del  original  en  los  diversos  ma- 
nuscritos; dilucida  rí  este  valioso  monumento  fué  escrito  ó  no  en  Oonstanti- 
nopla  y  enviado  á  Italia  oficialmente,  y  concluye  por  negar  que  lo  hubiese 
sido,  y  al  examinar  si  lleg^  á  Pisa  por  mar  ó  por  tierra,  se  decide  por  esta 
última  explicación.  Según  Zdekauer,  este  manuscrito  se  escribió  en  Bávenaj 
ciudad  que  igualmente  hablaba  latín  y  griego,  donde  existia  una  gran  es- 
cuela de  copiantes  y  donde  también  se  desarrolló  considerablemente  la  ense- 
ñanza  del  Derecho.  Investiga  después  Zdekauer  cuándo  y  cómo  se  hicieron  las 
primeras  citas  de  las  Pandectas,  recorriendo  con  este  motivo  curiosisimos  do- 
cumentos históricos,  jurídicos  y  aun  puramente  notariales,  y  de  este  examen 
deduce  por  consecuencia  que  las  Pandectas  debieron  ser  conservadas  por  al- 
guna comunidad  religiosa  de  benedictinos.  Aún  se  atreve  á  señalar  como  ta- 
bernáculo, digámoslo  así,  de  las  Pandectas,  la  Abadia  de  Monte- Amiata,  por 
la  comparación  do  aquel  manuscrito  con  la  Biblia,  que  indudablemente  fué 
copiada  en  dicho  Monasterio.  Pertenecía  éste  al  Obispado  de  Chiusi,  y  sabido 
es  que  los  principios  justinianeos  so  citaban  más  y  mejor  en  las  cartas  de  esta 
diócesis  que  en  las  que  provienen  de  las  demás  do  Italia.  Nada  extrañaría- 
mos que  esto  fuose  cierto,  porque  nadie  ignora  que  las  comunidades  religio- 
sai},  particularmente  las  de  benedictinos,  conservaron  los  más  preciosos  restos 
de  la  antigftedi^d  en  sus  afamados  «criptorúr.  Creían  los  monjes  trabajar  por 
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el  bien  de  m  alma,  cuando  lo  hacían  por  nuestra  ünstradAn,  y  la  re^  dt 
San  Benito  cita  como  prueba  de  perfecta  obediencia,  la  de  no  icnniíiar  «oa 
letra  empezada  cnando  el  monje  oyese  el  mandato  del  superior,  lo  que  de- 
muestra que  se  trataba  de  una  ocupación  frecuentísima  de  los  religiosos.  Sc-k> 
el  escepticLsmo  de  Hardnin  pudo  negar  que  las  obras  antiguas  conservadas pof 
los  monjes  fuesen  de  los  autores  y  de  las  épocas  que  se  decían;  pero  al  dedr 
esto,  jamás  negó  que  los  monjes  trabajasen.  Beservado  estuvo  á  Mr.  Hsr.s^ 
en  su  Historia  de  la  Edad  Media  decir  que  todo  lo  que  los  monjes  ooi)iMrTar<ni 
nada  valia,  y  para  llenar  la  medida  del  error  y  de  la  preocupación,  afitsaer 
¿  los  falsos  sabios  de  nuestro  siglo,  quQ  nada,  absolutamente  nada  más  qoi 
centones  y  desrcuríos  se  han  debido  &  los  monjes  de  la  Edad  Media.  Las  Pa 
deotas  son  la  Biblia  del  Derecho,  en  nuestra  opinión,  y  li  nos  las  baa  ooos» 
vado  los  hjijos  de  San  Benito,  porque  los  oamaldulenses  son  una  rama  da  esti 
orden  plantada  por  San  Romualdo,  podemos  añadir  esta  gloria  más  á  laisi 
chas  que  atesora  la  orden  de  los  historiadores  y  anticuarios. 

Ajnoino  Balbín  de  Ui^csra. 
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ENSAYOS  SOBRE  SU  REFORMA  (*) 


III 

DE  LA  COMPETENCIA 

Sin  prejuzgar  por  ahora  cuestión  alguna  que  se  relacione 
•<$on  la  organización  judicial  que  podrá  ser  objeto  de  un  nuevo 
trabajo;  e&  más,  admitida  la  existente  como  un  hecho  aparte 
de  la  indicación  formulada  respecto  á  la  justicia  municipal  ac- 
tual con  la  que  sería  de  todo  punto  inadmisible  la  reforma 
-que  se  propone,  era  preciso  definir  y  regalar  en  esta  base  fun- 
damental las  atribuciones  que  en  materia  civil  van  á  tener  en 
lo  futuro  los  Tribunales,  es  decir,  su  competencia;  pero  no  en 
cuanto  al  territorio  que  afectará  á  aquélla  y  si  la  que  se  deriva 
de  la  naturaleza  de  la  acción. 

Tampoco  se  prejuzga  ni  resuelve  el  problema  de  la  separa- 
ción de  la  jiudsdicción  ordinaria  en  lo  civil,  de  la  mercantil  y 
de  la  contencioso-administrativa:  vamos  á  limitarnos  á  la  com- 
petencia por  razón  de  la  cuantía  y  de  la  materia.  No  se  olvide 
que  razonamos  bajo  el  supuesto  de  la  única  instancia,  lo  que 
explicará  alguna  merma  de  competencia  en  relación  á  las  dis- 
posiciones vigentes;  en  efecto,  los  Tribunales  que  sustituyan  al 
Juez  municipal,  primer  grado  de  la  jerarquía  y  no  de  la  jurís- 


(*)     Vóase  la  pkg.  477  de  este  tomo. 
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dicción  propiamente  hablando,  yan  á  conocer  de  las  cuestiones 
civiles  de  todas  clases  cuya  cuantía  no  exceda  de  500  pesetas,  y 
de  los  juicios  de  desahucio  cuando  la  renta  ó  alquiler  aniial 
no  pase  de  la  misma  cantidad  (1).  Se  duplica  la  fijada  ^mo 
límite  al  Juez  único  de  hoy,  porque  la  experiencia  ha  demon- 
trado  que  la  intervención  de  defensor  y  el  aumento  de  gastos 
que  suponía  la  tramitación  más  solemne  de  la  menor  cuantía 
para  reclamar  tan  exiguas  sumas,  hace  que,  ó  sé  acuda  á  me- 
dios reprobados,  como  el  de  dividir  la  obligación  en  varias  qw 
no  llegaran  á  la  de  250  pesetas,  ó,  y  esto  es  lo  más  írecuenk. 
se  renuncia  á  este  género  de  reclamaciones;  por  otra  parte,  el 
tratarse  de  un  Tribunal  colegiado  induce  á  suponer  fundaík- 
mente  que  ofrecerá  las  garantías  necesarias  á  la  justicia  (2);  en 
cambio  se  reduce  en  los  desahucios,  pues  quizá  las  reforman 
parciales  y  luego  la  general  de  que  fué  objeto  la  ley  de  1855. 
principalmente  desde  1877,  dan  pocas  garantías  al  arrendata- 
rio precisamente  por  el  Tribunal  que  conoce  de  los  mismos  m^ 
que  por  el  procedimiento,  al  que  sin  embargo  llegará  lasm- 


(1)  En  esto  si  que  todps  los  Códigos  se  apftrtaii  del  preoedente  roaist: 
Judex  qui  utgue  ad  tummam  eertam  judicare  jíMtus  eat,  etiam  de  re  majori  jnHoen 
poteat,  tiintef  litigatoret  conveniat  (L.  74,  §  I.*  Dig.,  Dejndtciis.) 

(2)  Jaeces  únicos  de  baylio,  de  cantón,  de  paz,  pretores,  oomón,  ordiat- 
rio,  etc.,  conocen  en  este  grado  basta  876  pesetas  en  Alemania,  20O  en  Fna* 
oia,  1.600  en  Italia,  150  florines  en  Ginebra  y  Vaud;  26  ó  90  franeoe  en  TtoB 
y  ValAÍs;  60  id.  en  Holanda;  10.000  reis  en  Portugal,  etc.;  además  entienden  s 
ciertas  acciones  posesorias  (interdictos  de  retener,  recobrar  etc.),  peisonaiei 
(pago  de  rentas,  de  salarios  entre  patronos  y  criados  ú  open^rios,  de  lio^»«' 
daje  ó  medios  de  transporte  entre  viajeros  y  los  qne  lo  suministran,  compra  j 
venta  de  animales,  etc.)  y  mobiliarias  ^división  de  productos  natanúes  eain 
el  dueño  y  colono,  ejecución  de  sentencia  en  bienes  muebles),  sea  eualquien 
la  onantia  de  los  mismos;  pero  como  todos  esos  países  conservan  la  apelació«r 
pudieran  extender  la  competencia  aparte  de  que  en  su  casi  totalidad  mnws 
excederán  de  las  600  pesetas,  y  de  abl  que  de  becho  conocerán  esos  Tnboea 
les;  iampocose  reforman  los  Códigos  civil  y  de  Comercio  en  sus  reglas  e^t- 
eiales  respecto  al  conocimiento  de  ciertas  cuestiones  que  atribuye  4  loa  J«e 
ees  municipales. 
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plificadón  á  que  se  tiende  en  todos  los  juicios  con  estas  bases. 
Por  lo  demás,  para  cada  procedimiento  se  da  competencia 
á  un  Tribunal  distinto;  del  sumario,  al  que  se  ajustarán  los 
juicios  de  menor  cuantía,  cuya  antigua  tramitación  vendrá  á 
prevalecer  en  el  ordinario,  conocerán  en  lo  sucesivo  las  Audien- 
cias de  lo  criminal  ó  los  Tribunales  que  las  sustituyan;  del  más 
solemne  y  formal,  cuando  se  trate  de  cuantía  bastante  para 
consentir  el  exceso  de  gastos  ó  de  asuntos  de  verdadera  impor- 
tancia, como  los  de  estado  de  las  personas,  nulidad  y  divorcio 
del  matrimonio  civil,  etc.,  las  Audiencias  territoriales. 

La  necesidad  de  aproximar  la  justicia  á  los  justiciables 
obliga  á  mantener  separada,  por  regla  general,  la  jurisdicción 
instructoria  en  lo  civil,  de  la  que  sólo  podría  J)rescindir8e  á 
condición  de  multiplicar  los  Tribunales  colegiados  superiores, 
lo  que  no  consiente,  en  primer  término,  el  presupuesto,  y  en 
segundo,  la  falta  de  localidades  á  propósito  para  que  puedan 
'  instalarse  con  el  decoro  debido,  y  únase  la  de  personal  útil  y 
con  hábitos  indispensables  en  ese  elevado  cargo  de  la  jerar- 
qiila  (1). 

Pero  hay  otra  misión  importantísima  que  cumplir,  y  ésta 
si  que  es  ineludible  respecto  á  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 
sea  cualquiera  la  suerte  de  la  reforma  general  intentada,  admí- 
tanse ó  no  las  doctrinas  radicales  que  sustentaba  el  antepro- 
yecto del  Sr.  Canalejas  (1),  de  lo  que  no  puede  prescindirse  es 
de  armonizar  aquélla  con  los  Códigos  civil  y  de  Comercio,  y  he 
ahí  la  parte  práctica  de  estos  estudios,  porque  la  modiñcación 
está  hecha,  los  Jueces  y  Tribunales  tienen  que  aplicar  con  pre- 
ferencia lo  dispuesto  por  los  últimos,  y  de  consiguiente  hay  que 


(1)  En  Ginebra  lo«  pleitos  oareoen  de  instmoción  preparatoriü,  y  sólo 
«nando  el  negocio  no  sea  urgente  y  haya  complicación  la  acuerda  el  Tribu- 
jomlt  y  entonces  intervienen  Letrado  y  Procurador. 

(2)  Asi  lo  llamaremos,  porque  &  su  iniciativa  fué  debido;  y  la  Sección,  al 
redactarlo,  se  atuvo  á  lo  manifestado  en  el  discurso  de  apertura  de  Tribu- 
nftles. 
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detallar  la  nueva  forma  que  deberán  recibir  muchos  articaloü 
del  procedimiento  civil,  que  de  hecho  han  recibido  ya,  siquie- 
ra no  de  la  manera  explícita  reclamada  por  la  opinión;  y  pue^ 
to  que  Be  trata  de  competencia,  empecemoe  por  ella  las  indi- 
caciones sobre  reforma,  no  total  y  sí  parcial,  limite  á  que  debe 
reducirse  según  un  ilustre  escritor,  autoridad  inconcusa  en  k 
materia  (1). 

El  Código  admite  el  matrimonio  civil  sólo  en  cuanto  á  los 
no  católicos;  ha  de  haber,  pues,  un  Juez  competente  para  co- 
nocer de  las  reclamaciones  á  que  la  institución,  en  esa  form& 
contraída,  dé  lugar,  y  ya  que  las  reglas  generales  podrían  pro- 
ducir algunas  difícultades,  dada  la  importancia  del  asunto, 
bien  merece  consignar  taxativamente  el  caso  en  la  regla  l.*del 
art.  63,  que  se  entenderá  redactada  (2): 

« 1  .*  En  las  demandas  de  nulidad  del  matrimonio  civil  ó  de 
divorcio  será  Juez  competente  el  que  resida  en  población  don- 
de haya  Audiencia  y  á  la  que  corresponda  el  domicilio  conyu- 
gal ó  el  del  demandante  (3). 

»En  las  que  versen  sobre  el  estado  civil,  el  del  domicilio  del 
demandado  (4).» 

El  Código  de  Comercio,  por  razones  que  tendrán  mejor  ca- 
bida en  otro  lugar,  separó  la  suspensión  de  pagos  de  las  quie- 
bras, y  de  ahí  la  modificación  en  la 

(1)  El  Uirector  de  la  Beyistá  en  reciente  conarolta. 

(2)  El  &r.  Lopes  Fnigcerver  anunció  desde  Inego  su  propósito  de  presen- 
tar ¿  las  Cortes  la  reforma  del  Enjaiciamiento  civil  articnlada,  y  por  mi  w- 
tema  parecido  al  qne  se  siguió  con  el  Código  penal  en  Italia  obtener  su  pron- 
ta aprobación;  de  abi  el  que  los  trabajos  sigoieron  desde  entonces  más  prác- 
tica dirección. 

(3)  Alem.,  668,  da  competencia  al  Tribunal  regional  donde  el  marido  &as 
justiciable;  Francia,  284  del  Código  civil;  Italia,  806,  no  contiene  regla  espa- 
cial; Port.,  21,  núm.  4.*;  Yaud,  11.  La  preferencia  que  el  articulo  del  proyecto 
da  á  determinado  Juez,  reconoce  por  causa  la  organiaaoSón  del  Ministeri» 
fiscal. 

(4)  Yaud,  10;  en  el  11  prevé  el  ocwo  en  que  los  demandados  no  tengaft  n 
domicilio  en  el  Cantón. 


PBOCEDIMIENTO  CIVIL  DE  ESPAÑA  601 

«8.^  En  lo6  concursos  de  acreedores,  suspensiones  de  pagos 
y  en  las  quiebras,  cuando  fuere  voluntaria  la  presentación  del 
deudor  en  este  estado,  será  Juez  competente  el  del  domicilio 
del  mismo.» 

Llega  la  competencia  especial  para  la  jurisdicción  volunta- 
ria, y  como  desaparecen  la  arrogación  y  el  procedimiento  re- 
ferente á  los  menores,  el  curador  ad  hona  y  ad  litem,  creándose 
en  cambio  el  protutor  y  el  defensor,  se  imponen  otras  reformas 
en  la  ley  procesal  y  en  el  mismo  artículo: 

«16.*  En  los  expedientes  de  adopción  será  Juez  competen- 
te el  del  domicilio  del  adoptante. 

:^17.*  En  el  discernimiento  del  cargo  de  tutor  é  impugna- 
ción de  las  excusas  admitidas  al  mismo  ó  al  protutor,  reclama- 
ciones sobre  la  fianza  señalada  por  el  Consejo  de  familia  ó  en 
el  nombramiemto  de  guardadores  donde  incumba,  será  Juez 
competente  el  del  lugar  en  que  se  hubiere  constituido  dicho 
Consejo,  y  en  su  defecto  el  del  domicilio  del  menor  ó  incapaci- 
tado, ó  el  de  cualquier  lugar  en  que  ,íuviere  bienes  inmue- 
bles (1). 

*18.*  En  el  nombramiento  de  defensor  de  los  menores,  in- 
capacitados, pródigos  ó  de  los  que  sufran  la  interdicción  civil, 
será  competente  el  Juez  que  conozca  del  expediente  ó  autos 
principales. 

»19.*  En  las  demandas  en  que  se  ejerciten  acciones  relati- 
vas á  la  gestión  de  los  tutores  ó  protutores,  en  las  excusas  de 
estos  cargos  después  de  haber  empezado  á  ejercerlos  y  en  las 
contiendas  á  que  dé  lugar  la  declaración  de  incapacidad  ó  re- 
moción de  los  guardadores,  será  Juez  competente  el  del  lugar 
en  que  se  hubiere  administrado  la  guardadurla  en  su  parte  prin- 
cipal, ó  el  del  domicilio  del  interesado.» 

Pero  ya  que  había  de  tocarse  la  ley,  convenía  introducir  al- 
guna aclaración  en  puntos  controvertidos:  hay  muchos  casos  en 


(1)     Port.,  28  y  29. 
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que  la  mujer,  huyendo  de  los  malos  tratamientos  que  le  ocasio- 
na BU  marido,  se  refugia  en  la  casa  paterna,  y  el  Presidente  do 
la  Audiencia  de  Sevilla  propone  una  adición  á  las  reglas  espe- 
ciales de  competencia  para  evitar  que  cuando  el  domicilio  de 
aquél  sea  variable  se  hagan  imposibles  las  reclamaciones  sobre 
depósito,  etc. 

c20.*    Se  adicionará  al  apartado  segundo: 

» Cuando  se  trata  de  una  mujer  casada  con  marido  cuyo  do- 
micilio, por  razón  de  su  cargo,  profesión  ú  oficio,  fuere  con 
frecuencia  variable  y  aquélla  residiere  en  la  casa  paterna  y  h 
causa  alegada  fuere  sevicia,  será  Juez  competente  el  del  domi- 
cilio de  sus  padres»  (1). 

También  la  testamentifacción  experimentó  en  el  derecho 
común  mudanzas  sustanciales,  cierto  que  de  acuerdo  con  lo  ad- 
mitido en  los  pueblos  cultos,  por  lo  que  la  Comisión  general 
de  Codificación  se  atuvo  á  las  bases  votadas  por  el  Poder  leps- 
lativo;  esto  trae  otras  enmiendas  en  el  repetido  art.  63: 

«22.*  En  las  diligeucias  para  elevar  á  escritura  pública  loe 
testamentos  otorgados  verbalmente  ó  escritos  sin  intervención 
de  Notario  público,  y  en  las  que  hayan  de  practicarse  para  la 
apertura  de  los  testamentos  cerrados,  será  Juez  competente  el 
del  lugar  en  que  se  hubieren  otorgado  respectivamente  dichos 
documentos. 

»En  las  referentes  á  testamentos  ológrafos  se  estará  á  lo  dis- 
puesto en  el  art.  689  del  Código  civil.» 

Las  antiguas  gracias  al  sacar,  hoy  dispensas  de  ley,  han 
quedado  reducidas  á  la  legitimación  por  autorización  Real; 
pero  el  Código  civil  se  ocupa  de  la  naturaleza  y  de  la  rehabili- 
tación para  recobrar  la  nacionalidad  perdida;  estos  expedien- 
tes habrán  de  tramitarse,  por  consiguiente,  en  el  Ministerio  áe 
Gracia  y  Justicia  y  no  en  el  de  la  Gobernación  como  viene 
aún  sucediendo  por  una  de  esas  anomalías  de  este  país  donde 


(1)     Alem.,  último  aparte  del  568,  prevé  sólo  el  oaao  de  qae  alnuuddo  hAj» 
abandonado  &  la  mujer  y  tenga  su  domicilio  en  el  extraqjero. 
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las  reformas  se  hacen  siempre  á  medias:  la  declaración  y  eíec* 
toside  la  ausencia,  las  habilitaciones  para  comparecer  en  jui- 
<;io,  los  gravámenes  reales  se  transforman  también,  desapare- 
ciendo en  Galicia,  Asturias  y  León  la  institución  de  los  foros, 
qucise  convierten  en  lo  sucesivo,  ó  sea  desde  1.^  de  Mayo  de 
188&,  en  censos,  y  todo  esto  trae  profundos  cambios  al  procedi- 
miento, é  indicaremos  por  ahora  las  reglas 

€23.*  En  los  expedientes  para  conceder  la  legititnación  por 
autorización  Real  y  su  impugnación,  las  cartas  de  naturaleza 
y  las  de  habilitación  para  recobrar  la  nacionalidad,  el  del  do- 
micilio del  que  los  promoviere. 

»24.*  En  los  expedientes  con  motivo  de  la  ausencia,  será 
Juez  competente  el  del  último  domicilio  que  hubiere  tenido  el 
ausente  en  territorio  español. 

»25.*  En  las  habilitaciones  para  comparecer  en  juicio, 
cuando  por  derecho  se  requieran,  el  del  domicilio  del  que  las 
solicitare. 

»27.*  En  los  reconocimientos  de  censos  y  otros  gravámenes 
reales  análogos  por  acto  de  jurisdicción  voluntaria,  el  del  lugar 
donde  radique  la  mayor  parte  de  las  fincas.» 

A  fines  ulteriores  también  debe  llamarse  en  este  lugar  la 
atención  sobre  el  importantísimo  proyecto  en  materia  de  abor- 
dajes que  se  prepara  en  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  por 
la  influencia  que  ha  de  ejercer  en  todo  el  derecho  marítimo: 
es  un  hecho  demo^rado  y  que  motiva  reclamaciones  unánimes 
de  las  Cámaras  y  otros  centros  importantes  mercantiles,  que 
mientras  en  otras  naciones  se  procede  en  esos  casos  al  embar- 
go de  la  nave  española,  nuestros  Tribunales  no  lo  practican 
respecto  á  la  extranjera,  y  aun  se  asegura  que  en  virtud  de  si- 
niestros  ocurridos  en  territorio  nacional,'  fué  preciso  acudir  á 
Jueces  extraños  para  que  hicieran  justicia.  El  sMu  quo  es  in- 
sostenible, y  mucho  podría  remediarse  adicionando  una  regla 
al  art.  63,  sin  perjuicio  del  camino  que  se  siga,  ya  presentando 
después  un  proyecto  de  ley  independiente,  ó  ya  incluyéndolo 
ven  el  Código  de  Comercio  y  ley  de  Enjuiciamiento: 


r 


k^ 
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<28.^  En  lafi  cuestiones  de  jurisdicción  contenciosa  ó  asan- 
tos  de  jurisdicción  voluntaría,  relacionadas  con  el  derecho  mar 
ritimo»  será  Juez  competente  el  del  puerto  en  que  el  buque 
pueda  ser  detenido  ó  embargado,  sin  perjuicio  de  lo  que  dis- 
ponga la  ley  especial  de  abordajes.» 

IV 

PRÓRROGA  DE  JURISDICCIÓN  AL  TRIBUNAL  SUPREMO 

El  párrafo  tercero  de  la  base,  y  volvamos  á  la  teoría,  «una 
consecuencia  lógica  del  precedente,  ya  que  como  quiera  qiiese 
trata  de  cuestiones  de  derecho,  y  el  Tribunal  Supremo  las  re- 
suelve en  casación,  cuando  se  da  este  caso,  constituye  el  recar- 
so  una  segunda  instancia  que  conviene  evitar,  si  bien  dejando 
lo  potestativo  á  las  partes,  que  con  vista  de  la  importancia  y 
transcendencia  de  la  declaración  que  pretendan  obtener,  adop- 
tarán el  trámite  más  conveniente  (1).  El  número  de  negocios 
que  con  tal  motivo  acudirán  á  tan  alto  Tribunal,  no  habría  de 
ser  muy  excesivo,  ya  por  el  aumento  de  gastos  en  relación  áloe 
que  se  ocasionan  en  el  Juzgado  de  instrucción  y  Audiencia,  j 
además  el  depósito  exigido  cuando  no  medie  conformidad,  me- 
dida justa  para  que  no  se  abuse  impunemente  de  esta  facul- 
tad, y  ya  á  causa  de  la  distancia  á  que  se  encuentra  en  la  ma- 
yor parte  de  los  casos,  y  la  preferencia  dada  por  este  motivo 


(1)  Hay  un  precedente  que  no  convenia  desaproveoluur:  el  art,  2B  dtl  Có- 
digo holandés,  mediante  esa  prórroga  de  jnrisdioción,  antorisa  k  las  paites  ^ 
para  qne  en  todos  los  negocios  en  qne  qnepa  apelación,  transacción  6  coa- 
promiso,  pnedeni  si  en  eUo  convienen  por  escrito,  acudir  inmediatamsiits  k 
la  Corte  de  Apelación  competente,  la  qne  lo  sustancia  por  los  trámites  de  U 
primera  instancia.  Nuestro  antiguo  procedimiento,  en  <derta  clase  de  nsg»- 
oíos  ó  por  rasón  del  ñiero  personal,  autorizaba  acudir  también  4  las  OhSDGh 
Herías  ó  Audiencias,  y  en  Inglaterra,  omigo  medio,  te  adopta  esta  modifleseióa. 
«n  las  reglas  ordinarias  de  competencia.  , 
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á  los  Tríbnnales  locales,  y  en  su  virtud  nunca  ha  de  exigir 
aumento  de  personal;  mas  cuando  ¿  cambio  del  recargo  que 
recibirá  la  Sala  tercera,  cesa  el  trámite  de  admisión  con  arre» 
gloá  la  base  21.^ 

V 

JURISDICCIÓN  ESPECIAL  PARA  DICTAR   PROVIDENCIAS  URGENTES 

Casi  hoy  desconocida  en  nuestros  Códigos  procesales,  pue» 
sólo  se  vislumbra  en  los  artículos  que  se  ocupan  de  los  embar- 
goe  preventivos  y  del  UBeguramiento  de  bienes  Utigiosoe,  Uena 
un  vacío  como  los  H^feré»  en  Francia  y  demás  naciones  que  de 
ella  copiaron,  aun  cuando  reciban  el  nombre  de  medidas  provi- 
sionales ú  otro  análogo,  tanto  más  sensible  desde  el  momento 
en  que  con  la  oralidad  y  la  única  instancia.  Tribunales  cole- 
giados han  de  fallar  toda  clase  de  juicios:  trátase  de  esas  recla- 
maciones como  las  indicadas,  los  alimentos  provisionales,  las 
medidas  que  se  adoptan  con  motivo  de  ciertoó  abintestato» 
para  la  conservación  de  bienes,  entierro,  etc.,  evitar  ruinas  & 
daños  inminentes,  restablecer  la  tranquilidad  en  una  familia 
perturbada  por  incumplimiento  de  los  deberes  de  asistencia 
mutua  ú  otros  impuestos  por  el  Derecho  civil,  á  cargo  hoy  de 
las  Autoridades  administrativas,  que  sucedieron  en  ellas  á  Ios- 
antiguos  Alcaldes  mayores,  creando  este  procedimiento  anor- 
mal la  falta  de  fórmula  en  armonía  con  aquéllos.  De  suerte 
que  pueden  clasificarse  en  dos  grupos:  unas  que  preceden  á 
juicios  ó  procesos,  cuya  tramitación  está  especialmente  seña- 
lada en  la  ley,  ó  se  comprende  en  el  procedimiento  formal  y 
solemne,  pues  sin  ellas  las  demandas  carecerían  de  objeto^ 
porque  la  falta  de  garantías  las  haría  prosperar  en  vano;  soa 
las  á  que  se  refieren  los  Códigos  extranjeros:  y  otras  gubernati- 
vo-judiciales,  por  decirlo  así,  y  las  que  se  limitan  á  restablecer 
un  derecho  perturbado  sin  consecuencias  ulteriores  en  el  pro- 
cedimiento. 
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Siguiendo  los  precedentea  de  otros  pueblos  (1),  no  se  atri- 
buye la  adopción  de  esas  providencias  á  los  Tribunales  inferió* 
res,  porque  exigen  profundos  conocimientos  jurídicos,  no  ya 
por  la  variedad  de  las  mismas  y  de  los  preceptos  legales  en  so 
consecuencia  aplicables,  si  que  también  porque  en  muchos  ca- 
eos resultan  irreparables  los  perjuicios  que  con  ellas  se  ocasio- 
nan, cual  hoy  sucede  con  los  embargos  preventivos;  se  da  com- 
petencia á  uno  de  los  individuos  de  las  Audiencias  ó  Triboni- 
les  colegiados  que  las  sustituyan  con  alguna  restricción,  y  i 
los  Jueces  de  instrucción  en  los  pueblos  donde  aquéllas  no  ee 
hallen  establ^ecid'as,  sistema  que  con  exponerlo  se  justifica  ple- 
namente. 


VI 

DE  LOS  ASESORES  Ó  JUECES  ADJUNTOS 

Ajeno  este  estudio  á  la  organización  judicial,  no  se  huftieía 
tocado  en  las  bases  el  particular  que  comprende  la  siguiente, 
8Í  unánimes  pretensiones  del  comercio  (2),  alentadas  con  la  opi- 
nión de  ilustres  jurisconsultos,  no  hubieran  hecho  necesario, 
iiunque  sólo  sea  de  una  manera  incidental,  el  tocar  algonoB 
puntos  relacionados  con  la  misma  y  en  cuanto  influyan  dire& 
tamente  en  el  modo  de  proceder. 


(1)  Bn  Francia,  Bélgica,  ItaUa,  Holanda,  Ginebra,  etc.,  entiendan  kt 
Preaidentes  ó  nn  Juea  del  Tribunal  de  primera  instancia. 

(9)  La  Comisión  designada  en  el  Congreso  de  loe  Diputados  para  emitír 
dictamen  sobre  un  proyecto  de  ley  referente  á  las  suspensiones  de  pagos  y 
quiebras,  antes  de  llenar  su  cometido,  abrid  una  información  amplia  enlaqia 
unánimemente  se  pretendía  el  restablecimiento  de  los  Tribunales  de  Oosisr 
eio,  ó  cuando  menos  que  se  adoptara  un  sistema  mixto  contó  el  Qua  lusgoee 
propone. 
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BASE    2.* 

c  Cuando  el  Tribunal  haya  de  resolver  asuntos  de  naturaleza 
mercantil  ó  cuyos  elementos  de  hecho  requieran  para  su  deci- 
sión conocimieiptos  prácticos  especiales,  podrá  asistirse  de  Ase- 
Bores,  que  concurran  al  acto  de  la  vista  y  den  á  seguida  de  la 
misma  su  parecer  sobre  los  puntos  de  hecho  que  el  Tribunal 
les  someta.  £1  nombramiento  de  estos  Asesores  deberá  hacerse 
saber  á  las  partes  con  antelación  bastante  para  que  puedan 
ejercitar  el  derecho  de  recusación.  Esta  se  decidirá  en  su  caso 
por  comparecencia  verbal  ante  el  mismo  Tribunal  y  sin  recurso 
alguno.» 

El  Código  de  Comercio  vigente  ha  dejado  íntegra  la  cues- 
tión del  restablecimiento  de  la  jurisdicción  especial  existente 
en  la  materia  hasta  1868:  tampoco  es  esto  el  lugar  de  resolver 
el  problema;  pero  conviene  introducir  en  el  derecho  procesal 
todos  aquellos  medios  que  conduzcan  á  poner  de  manifiesto  la 
verdad,  en  cuyo  sentido  se  cree  indispensable  dar  más  autori- 
dad á  los  fallos,  concurriendo  á  su  formación  cuantos  elementos 
contribuyan  á  tal  resultado. 

No  se  pretende  por  una  vía  indirecta  el  traer  á  España  una 
reforma  tan  transcendental  como  la  de  confiar  la  justicia  civil 
Á  JneceB  populares  y  temporales,  6  sea  el  Jurado  (1):  el  alcance 

(1)  Bn  los  paisas  ang^losajones,  á  los  que  en  el  continente  antiguo  sólo 
tignió  Portugal,  el  juicio  de  los  Pares  fuó  establecido  también  para  lo  civil, 
aunque  oonstantemente  se  le  viene  limitando,  pues  hay  que  reconocer  se  tro- 
piesa  con  muchas  dificultades,  algunas  de  eUas  insuperables  en  nuestro  pais: 
el  gran  número  de  ciudadanos  que  seria  necesario  distraer  de  sus  habituales 
ooapaoiones,  la  poca  ilustraotón  de  los  mismos  para  resolver  cuestiones  en  que 
por  regla  general  el  hecho  está  confundido  con  el  derecho,  porque  las  pruebas 
deben  ser  apreciadas,  no  ya  en  su  exitUnda  real,  como  ocurre  en  los  juicios 
«liminales,  y  si  también  en  su  exúteñda  legal,  es  decir,  relacionando  entre  sí 
todos  los  requisitos,  y  sin  los  que  la  ley  no  las  reconoce  eficacia  jurídica:  claro 
está,  de  consiguiente,  que  la  apreoiación  de  tan  múltiples  y  variados  elemen- 
tos requieren  una  ciencia  y  una  práctica  especial  que  no  puede  ser  patrimonia 
«unún  del  pueblo.  (Mattirolo,  vol,  i,  núm.  68.) 
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de  la  base  se  limita  á  ampliar  la  facultad  que  tienen  hoy  nues- 
tros Tribunales  de  acordar  para  mejor  proveer  la  práctica  de 
ciertas  diligencias,  entre  ellas  dictámenes  periciales,  que  por 
la  limitación  que  lleva  consigo  ese  medio  probatorio  no  siem- 
pre llena  su  objeto,  ó  sea,  el  de  ilustrar  al  juzgador  respecto 
á  hechos  debatidos  en  el  pleito  que  exigen  conocimientos  espe- 
ciales en  alguna  ciencia  ó  aHe. 

La  materia  mercantil  se  presenta  en  primer  término  com 
especialidad  que  ha  motivado  precauciones  por  parte  de  tod» 
los  legisladores,  ya  creando  la  jurisdicción  peculiar  de  qoe  al 
principio  hacíamos  mérito  (1),  ó  Cámaras  especiales  (2),  cerca 
de  los  Tribunales  ordinarios,  que  con  sus  luces  impidan ee dic- 
ten resoluciones  absurdas  ó  de  todo  punto  impracticableeoozoo 
alguna  vez  sucederá  seguramente  en  España;  pues  el  mismo  ca- 
jrácter  revisten  otras  cuestiones  civiles;  por  ejemplo,  bs  de 
aguas,  minas,  ejecución  de  obras,  etc.,  en  las  que  se  necesita 
algo  más  que  la  intervención  de  un  perito  en  un  momento  iuk 
del  procedimiento,  y  de  ahí,  el  que  se  convierta  éste  en  un  Ase- 
sor ó  Juez  adjunto,  que  al  lado  del  Tribunal  desde  el  principio 
de  los  debates  hasta  la  deliberación  que  precede  al  fallo,  puede, 
con  conocimiento  de  causa,  emitir  su  autorizada  opinión  sobre 
puntos  de  hecho,  sobradamente  oscuros  en  esos  casos,  á  los  Ifr 
gos  en  la  materia  y  que  motivarían,  de  lo  contrario,  imareec^ 
ción  inconsciente  y  casi  siempre  desacertada.  De  esta  tnsum 
ee  evitarán  los  inconvenientes  que  pudo  producir  la  unificadóo 


(1)     Francia  y  los  paeblos  qae  copiaron  va  legialaoión. 

(8)  Alemania  en  sn  Código  de  prooodimiento  <»vil  de  1877,  y  ñié  mía 
sacoión  entre  los  distintos  sistemas  que  se  haUaban  adoptados  por  los  Estados 
de  la  Confederación.  Por  cierto  que  en  KOnigsberg  y  Danaig»  los  Jneest  m 
asuntos  mercantiles  eran  asistidos  de  oonscgeros  oomerciuites,  deeignAdos  per 
•1  Bey,  que  no  tenían  voto,  reduciéndose  su  misión  &  ilustarar  al  Trünmil  fo 
iba  k  jnsgar  sobre  los  usos  del  oomercio;  además,  nótese  qne  en  todas  los  pli- 
ses alemanes  donde  se  admitía  la  justicia  consular,  en  loa  Tribunales  de  t^ 
lación,  que  eran  los  mismos  de  la  juriadiooi¿n  ordinaria,  intervenían  tamUi» 
Asesores,  generalmente  en  número  de  dos,  para  ver  los  asuntos  morcsatSM. 
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de  fueroB,  sin  que  signifique  que  se  pretenda  hacer  concurrir 
un  elemento  extraño  y  heterogéneo  que  convierta  en  mixtos 
los  futuros  juzgadores  en  lo  civil  perturbando  su  histórico  orga- 
nismo, pues  queda  potestativo  á  los  mismos,  que  harán  uso  de 
ellos  en  casos  taxativos,  y  cuando  el  Asesor  produzca  ventaja 
real  y  positiva. 

VII 

DE  LA  OBALmAD 

Es  otro  de  los  problemas  cuya  solución  se  busca  en  el  pro- 
cedimiento civil  que  por  su  importancia  está  al  nivel  del  de  la 
única  instancia,  aunque  ciertamente  puede  afirmarse  consti- 
tuye una  secuela  de  ésta.  Tratándose,  pues,  de  aplicar  reme- 
dios heroicos,  por  si  la  cura  llega  á  tiempo,  no  puede  omitirse 
el  indicado,  respecto  al  que  se  han  adelantado  muchas  ideas  al 
resolver  el  capital  que  sirve  de  bandera  á  la  reforma. 

Tres  sistemas  se  disputan  el  triunfo  en  la  ciencia  procesal 
sobre  este  particular:  el  oral,  que  predominó  en  la  civilización 
griega  y  romana,  según  el  que  las  partes,  una  en  presencia  de 
la  otra,  discuten  de  palabra  las  respectivas  razones  delante  del 
juzgador  y  del  público;  es  el  principio  jurídico  que  en  unión  del 
de  Ib,  jpuhlicidad  presta  más  garantía  de  acierto  á  los  fallos;  el 
escrito,  que  sustituye  al  anterior  en  los  siglos  medios  y  que  dura 
hasta  nuestros  días;  siempre  será  necesario  para  plantear  las 
cuestiones  complicadas  que  con  harta  frecuencia  se  presentan 
en  el  procedimiento  civil,  si  han  de  evitarse  desleales  sorpre- 
sas; y  el  mixto,  que  intenta  conciliar  las  ventajas  de  los  anterio- 
res, adoptado  en  la  mayor  parte  de  las  legislaciones  modernas; 
pero  que  va  abandonándose  (1),  porque  la  instrucción  escrita 


(1)     Los  Códig«o8  da  Oineln*»  y  Alamani*  y  ol  proyecto  d»  reforma  de  Bél- 
l^ioA,  cuyo  titulo  1.*  eetá  en  Tifor,  edopten  el  procedimiento  eeenoUlmente 
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BASE  3.^ 

cEI  procedimíerUo  ordinario  consistiiá:  en  una  discusión  9- 
crita,  que  comprenderá  la  demanda  y  bu  contestación,  n^ 
otra  contestación  del  demandante  en  caso  de  reconyención,  li 
proposición  de  pruebas  y  bu  práctica,  cuando  se  solicite,  y  cji 
un  debate  oral  en  el  acto  de  la  vista  por  medio  de  loe  iníonseg 
-de  los  Letrados  defensores,  y  de  la  producción  ó  ratificación  de 
las  pruebas  en  la  forma  más  amplia  posible.  I^  vista  se  pre- 
parará presentando  cada  una  de  las  partes,  dentro  del  t^rmii» 
que  la  ley  fije,  en  la  Secretaría  del  Tribunal  que  deba  cele- 
brarla, una  relación,  sin  alegaciones  ni  razonamientos,  de  las 
conclusiones  de  hecho  y  de  derecho  que  se  proponga  sost^ker, 
y  determinando  las  diligencias  de  prueba,  cuya  reproducción 
solicite  ó  que  pida  de  nuevo  por  haberle  sido  negadas  por  el 
Juez  de  instrucción.  Se  resolverá  sobre  estas  pretensiones  fiján- 
dose al  mismo  tiempo  día  para  la  vista.  La  suspensión  ó  pró- 
rroga de  ésta  que  se  otorgue  por  dificultades  en  la  producción 
^  ratificación  de  las  pruebas  ó  por  impedimentos  de  los  deien- 
fiores  de  alguna  de  las  partes,  producirá  en  aquélla,  de  cnjo 
cargo  es  la  diligencia  de  prueba,  ó  á  quien  corresponda  el  de- 
fensor impedido,  la  obligación  de  indemnizar  á  la  contraría  de 
los  gastos  que  la  suspensión  ó  prórroga  le  origine.  En  el  acta 
de  la  vista  se  harán  constar  detalladamente  las  alteraciones 
que  en  la  prueba  cause  su  ratificación,  ó  la  producción  de  lae 
negadas  por  el  Juez  instructor,  y  las  modificaciones  que  en 
<x)n6ecuencia  hagan  las  partes  en  sus  respectivas  conclusiones.» 

Tanto  se  simplificarían  las  formas  procesales  con  el  nucTO 
sistema,  que  no  cabía  establecer  diferencia  entre  las  á  que  ha- 
bían de  ajustarse  las  Audiencias  territoriales  y  las  de  lo  crimi- 
nal, y  es  que  en  lo  sucesivo  el  juicio  ordinario,  aparte  de  al- 
guna amplitud  en  los  términos,  beneficiosa  á  las  partes,  y  que 
hará  práctica  la  regla  sobre  la  improrrogabilldad,  tendrá  ana 
Ixamitación  mucho  más  sencilla  que  la  del  actual  y  únioo 
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-de  menor  cuantía;  mas  puede  consignarse  que  siempre  que  la 
organización  judicial  lo  permitiera,  en  el  ánimo  del  Ministro 
citado  y  de  la  Sección  estaba  el  establecer  en  la  nueva  ley 
un  procedimiento  análogo  al  de  los  §§  230  y  siguientes  del 
Código  alemán  para  los  Tribunales  regionales  inferiores,  en  el 
que,  á  virtud  de  la  presentación  de  la  demanda,  se  señala 
desde  luego  el  día  en  que  han  de  empezar  los  debates,  con  in- 
tervalo bastante  para  que  el  demandado  conteste  y  cada  parte 
sepa  de  qué  armas  va  á  valerse  en  la  lid  la  contraria,  como  la 
lealtad  que  ha  de  presidir  exige;  cuídase,  sin  embargo,  de  evi- 
tar el  que  los  Jueces  cometan  gravísimos  errores,  avanzando 
impremeditadamente  en  esa  peligrosa  senda,  porque  él  mismo 
ilustre  autor  del  Código  ginebrino  (1)  manifiesta  que  hay  plei- 
tos que,  en  razón  á  la  complicación  de  los  hechos  ó  á  la  difi- 
cultad de  las  cuestiones  jurídicas  que  en  ellos  se  plantean,  ne- 
cesitan ser  ilustrados  con  la  discusión  preliminar,  y  esto  tiene 
evidente  aplicación  al  procedimiento  de  que  se  trata  en  esta 
base,  mucho  más  cuando  debe  recordarse  que  conservándose 
en  Alemania  la  apelación,  por  mucho  que  se  simplifiquen  las 
actuaciones,  siempre  resultaría  mayor  lentitud  y  el  proceso  de 
más  costo  que  el  que,  aceptado  el  pensamiento,  tendría  entre 
nosotros. 

Así,  pues,  aun  cuando  en  virtud  de  lo  expuesto  pueda  tíi- 
charse  de  poco  consecuente  con  el  sistema  oral,  cuyas  excelen- 
cias se  reconocen  en  principio,  el  que  se  establece  en  la  base, 
obsérvese  que  como  las  cuestiones  de  procedimiento,  según  se 
viene  diciendo  con  repetición,  se  subordinan  al  organismo  que 
haya  de  resolverlas,  no  depende  de  este  proyecto  el  que  pue- 
dan aceptarse  las  mejoras  científicas  que  serian  de  desear  para 
el  nuevo  Código  de  enjuiciar;  el  estado  del  Tesoro  impide  des- 
aparezca el  Juez  único  intermedio,  y  también  que  se  croen 
loB  Tribunales  colegiados  superiores  necesarios  á  la  admi- 


(\)     BeUot. 
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nistracióo  de  la  juBticia  civil  en  un  territorio  tan  extenoo  y 
poco  poblado  como  el  español,  y  de  consiguiente,  con  la  (Cali- 
dad absoluta  huiriamos  de  Scila  para  caer  en  Caribdis,  por  lo 
tocante  al  aumento  de  gastos  que  sobrevendría  en  loe  pleitee, 
y  si  no  dígalo  la  oposición  á  suprimir  Audiencias  de  lo  crimi- 
nal, que  carece  de  otro  motivo  sólido  en  que  apoyarse,  coando 
todos  conceden  que  su  número  es  excesivo  bajo  cualqui»  con- 
cepto distinto  qué  se  examine  la  cuestión. 

Por  lo  demás,  se  asimila  en  lo  posible  el  procedimiento  ci- 
vil al  penal  y  se  cuidará  de  que  las  alteraciones,  en  su  caso,  d^ 
jen  término  bastante  al  contrario  á  quien  afecten  para  m  de- 
fensa, aparte  de  que  no  se  olvide  lo  que  se  previene  respecta 
á  la  fórmula  de  las  demandas,  y  en  su  virtud  no  podrán  daise 
modifícaciones  sustanciales  é  independientes  para  las  que  en 
todo  evento  se  exigirla  la  conformidad  del  colitigante  en  tér- 
minos análogos  á  los  que  el  Código  alemán  consigna  (1). 

Las  suspensiones  de  los  debates,  tan  frecuentes  como  perjn- 
diciales  y  más  cuando  hayan  de  practicarse  pruebas  dtmmte 
los  mismos,  se  limitan  de  una  manera  indirecta,  aceptando  un 
remedio,  no  sólo  eficaz,  si  que  también  equitativo,  pues  en  la 
suposición  más  favorable  de  que  realmente  existe  para  ellaim 
caso  fortuito  debe  sufrir  la  parte  á  quien  sobrevino  todas  lae 
consecuencias  del  mismo  y  entre  las  cuales  figura  la  indemni- 
zación de  los  gastos  que  la  contraria  hiciera  en  la  previsión  de 
que  el  acto  tendría  lugar. 

Y  que  en  este  particular  no  puede  haber  aplazamiento,  lo 
dicen  las  exposiciones  elevadas  por  las  Audiencias  territoriales 
contestando  á  la  consulta  que  se  las  hizo  sobre  modificaoioceB 
en  el  Enjuiciamiento  civil;  asi,  prescindiendo  de  la  general  j 
con  objeto  de  refundir  y  ampliar  los  proyectos  existentes  en  Ice 
dos  Cuerpos  Colegisladores,  además.de  las  concordancias  obli- 
gadas y  á  las  que  nos  hemos  referido  al  tratar  de  lá  competeu- 


(í)     §§  123,  126  y  136. 
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<*ia,  Be  creyó  que  el  punto  era  uno  de  los  que  debía  ser  tocado 
parcialmente,  y  adoptando  un  temperamento  medio  se  pro- 
puso: 

«Art.  823.  Sólo  podrá  suspenderse  la  vista  de  los  pleitos  en 
el  día  señalado: 

»1.^  Por  impedirlo  la  continuación  de  la  vista  de  otro  plei- 
to pendiente  del  día  anterior,  siempre  que  dure  todas  las  horas 
de  audiencia  (1). 

»5.^  Por  solicitarlo  de  común  acuerdo  los  Procuradores  de 
las  partes,  en  cuyo  caso  habrán  de  acompañar  autorización  es- 
pecialísima  de  las  mismas,  en  la  que  maniñesten  se  hallan  en 
vías  de  transacción  ó  de  poner  de  otra  manera  término  al  liti- 
gio  (2). 

*6.^    Se  añadirá  á  este  párrafo: 

>Sólo  se  estimará  suficiente  la  justificación  cuando  se  ñm- 
de  en  certificación  expedida  por  dos  médicos  forenses,  si  los 
hubiere,  ó  en  otro  caso  dos  facultativos  titulares,  con  tal  que 
entre  unos  y  otros  no  se  encuentre  el  de  asistencia  del  Letrado 
ó  BU  familia. 

>A1  final  se  añadirá  igualmente: 

» Cuando  la  suspensión  de  la  vista,  ó  de  cualquier  otra  dili- 
gencia judicial,  se  funde  en  una  ó  varias  de  las  causas  compren- 
didas en  los  números  3.®,  4.^,  6.^,  7.^  y  8.*^  de  este  artículo, 
será  siempre  á  costa  de  la  parte  interesada  (3). 

3>Art.  324.  En  el  auto  suspendiendo  la  vista,  el  Juez  ó  Tri- 
bunal hará  nuevo  señalamiento,  previo  informe  in  voce  del  Po- 
nente sobre  la  importancia  del  pleito  en  razón  á  su  volumen  y 
á  las  cuestiones  que  en  el  mismo  se  debatan. 


(1)  En  otro  caso,  y  esta  68  práctica  en  casi  todas  las  Andionoias,  al  ter- 
minar la  vista  pendiente  signe  la  señalada  para  aqnel  día. 

(2)  AI.,  Í06,  Obsérvese  qne   esta  materia  se  trata  por  los  Códigos  cnando 
establecen  la  suspensión  de  los  términos  en  general. 

(8)     Al.,  90.  Como  los  demás  Códigos,  al  determinar  lo  correspondiente  res- 
pecto á  las  costas,  incluyen  esta  prescripción. 
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3>Se  exceptúan  Iob  casos  3.^,  4.*'  y  5.^  del  articulo  anterior 
en  los  que  no  tendrá  lugar  hasta  que  se  persone  nueva  repre- 
sentación ó  continúe  el  pleito  con  arreglo  á  derecho*  (1). 

No  se  pretende  establecer  en  absoluto  un  remedio  indeleo 
tible  porque  quizá  esto  no  sea  posible;  pero  se  disminuirá  ec- 
guramente,  dificultando  la  suspensión  por  las  causas  de  que  con 
más  frecuencia  se  hace  uso,  sobre  todo  la  6.*:  se  evitan  tam- 
bién las  repetiflas  suspensiones  en  un  mismo  asunto  de  forma, 
que  hecho  el  nuevo  señalamiento  entonces  se  celebre  la  vinia 
con  ó  sin  asistencia  del  Letrado,  fórmula  que  se  emplea  hoy  en 
algunas  Audiencias.  Esto  podría  producir  sus  dificultades  bí  «? 
adoptara  la  única  instancia  y  el  juicio  oral  oon  supresión  de  la 
práctica  de  la  prueba  en  la  instrucción  preparatoria;  pero  el 
sistema  mixto  las  aleja  y  por  ello  hubo  de  arbitrarse  el  recii»i, 
y  siguiendo  la  misma  práctica  que  establece  el  Código  de  Gi- 
nebra (2),  consignar  en  el  acta  el  resultado  de  las  diligencia^ 
de  prueba,  aunque  no  las  declaraciones,  confesiones,  etc.,  ori- 
ginales, porque  se  hallan  ya  en  la  instrucción,  y  sólo  importa 
consten  las  novedades  que  ocurran,  pues  si  bien  desterrada  la 
apelación  no  aprovechan  al  Tribunal  ad  qtietn  como  en  aqnel 
Cantón  y  demás  en  que  subsiste,  constituyen  de  ordinario  un 
título  de  propiedad  en  cuya  permanencia  y  contenido  están  in- 
teresados los  litigantes  y  la  sociedad. 

Si  mereciese  aprobación  esta  base  se  establecería  un  proce- 
dimiento para  la  instrucción  y  el  juicio  más  rápido  y  en  lo  yo- 
sible  análogo  al  actual  de  menor  cuantía,  que  llevará  profun- 
das modificaciones  al  título  y  libro  segundo  de  la  ley  vigente. 


(1)  Algún  conflicto  ocnrrió  con  motivo  de  lo  prescrito  en  el  articnlo  tal  j 
como  está  redactado:  nna  de  las  Salas  de  lo  civil  de  Barcelona  suspendió  nc» 
vista  por  enfermedad  del  Letrado;  hizo  nuevo  señalamiento  en  la  misma  pro- 
videncia; el  Letrado  no  asistió  protestando  por  el  hecho,  y  el  Colegio  de  Abo 
gados  acudió  al  Oobiemo  en  queja.  El  informe  de  la  Andienoia  demuMtra  1» 
que  se  abosa  de  las  suspensiones. 

(9)     Art.  157  y  otros  en  armonía  con  el  mismo. 
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Pero  1a  tarea  no  podía  limitarse  á  enunciar  la  base:  dando 
por  supuesto  que  continuara  vigente  el  actual  procedimiento 
de  los  juicios  declarativos,  era  preciso  aun  modificar  el  articu- 
lado de  la  actual  ley,  sobre  todo  para  dar  cabida  á  la  materia 
referente  al  matrimonio  civil,  regulada  en  la  parte  adjetiva  por 
el  Real  decreto  de  23  de  Noviembre  de  1872,  harto  deficiente 
é  incompatible  con  la  organización  judicial  y  el  estado  de  co- 
sas creado  por  el  decreto  de  1875  y  el  Código  civil:  además,  el 
nuevo  Código  de  Comercio,  el.  abuso  notado  en  algunos  Juzga- 
dos municipales  de  Madrid,  sobre  el  que  se  discurrirá  al  comen- 
tar otra  base,  y  la  exigencia  significada  en  las  contestaciones 
dadaB  por  muchas  Audiencias  á  la  consulta  ministerial  de  ha- 
cer posibles  los  juicios  universales  de  pequeña  cuantía,  signifi- 
caban reformas  parciales  de  importancia  y  al  efecto  se  formu- 
laron de  la  siguiente  manera: 


IX 

CLASIFICACIÓN  DE   LOS    JUICIOS  DECLARATIVOS 

« Art.  482.    Se  adicionará  el  párrafo  siguiente: 
»4.^    Las  de  nulidad  de  matrimonio  civil  y  divorcio  con  las 
variantes  que  se  establecen  en  este  articulo  (1). 

9 Art.  484.     Se  decidirán  en  juicio  de  menor  cuantía: 
»1.^    Las  demandas  ordinarias  cuyo  interés  pase  de  250  pe- 
setas y  no  exceda  de  3.000. 

»2.®  Las  suscitadas  entre  comerciantes  y  por  asuntos  mer- 
cantiles cuyo  interés  exceda  de  250  pesetas  y  de  1.500  respecti- 
vamente en  los  casos  prevenidos  en  el  art.  84  del  Código  de  Co- 
mercio (2). 


(1;     Hol.,  882. 

(S)     Hol.,  880;  prasoribe  el  prooedimiento  Bumario  en  materi»  ooxneroial:  es 
general  este  precepto  y  por  eeo  se  adoptó  en  la  reforma. 
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»Art.  486.     Se  decidirán  en  juieio  verbal: 

>1.^  Toda,  cuestión  entre  partes,  cuyo  interés  no  exceda  de 
250  pesetas. 

» Cuando  la  obligación  de  que  se  trate  versare  sobre  mayur 
cantidad,  no  será  exigible  para  este  efecto  dividida  en  iraccio- 
nes  que  no  alcancen  á  dicha  suma,  y  los  Jueces  municipales 
observarán  lo  dispuesto  en  el  art.  430  de  esta  ley. 

»2.°    Las  expresadas  en  el  art.  84  del  Código  de  Comercio. 

»3.^  La  prevención  y  demás,  diligencias  en  los  Juicios  de 
abintestato,  testamentaría,  adjudicación  de  bienes  á  que  estén 
llamadas  varias  personas  sin  designación  de  nombres,  y  los  con- 
cursos de  acreedores  cuando  el  valor  do  la  masa  6  caudal  no  ex- 
ceda de  3.000  pesetas. 

» Cuando  los  Jueces  municipales  no  fueren  Letrados,  en  Iw 
autos  ó  sentencias  que  dicten  sobre  declaración  de  herederos, 
agravios  en  las  testamentarías,  reconocimiento  y  graduación  de 
créditos,  y  cualesquiera  otros  en  que  se  decida  sobre  \m  dere- 
cho controvertido  y  el  valor  de  lacosa  litigiosa  excediese  de  250 
pesetas,  intervendrá  un  Asesor»  (1). 

No  se  hace  mérito  de  la  refundición  de  los  artículos  497  ai 
501,  porque  aunque  se  simplifican  bastante,  el  único  objeto  fué 
que  tuvieran  cabida,  sin  alterar  la  numeración,  las 

X 

DILIGENCIAS  PREPARATORIAS  £K  LOS  JUICIOS  UATBIMOIVIALEE 

>Art.  498.  El  cónyuge  que  pretenda  entablar  demanda  de 
nulidad  de  matrimonio  civil  ó  de  divorcio  (2),  presentará  ec  el 

(1)  Al  tratar  de  los  jtdoios  nuiversalea  se  ezpres&rán  las  oo&cordatieiai; 
un  proyecto  de  ley  pendiente  en  las  Cortes  atribuye  k  los  Notarios  los  asan 
tos  comprendidos  en  el  núm.  8.®  Pero  es  diñoU  TÍslambrar  lo  qne  se  liaxt  fi& 
tan  grave  asunto,  por  los  distintos  intereses  á  que  afecta. 

(2)  Viene  á,  propósito  expresar,  como  lo  hace  el  art.  G26  del  Cód.  AU 
qne  bi^jo  1<^  designación  de  demonda  de  divorcio  se  comprende,  no  la  de  diioln- 
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Jíuzgado  de  prímem  instancia  competente  un  escrito  que  con- 
tenga la  ezpoBÍción  sumaria  de  los  hechos  y  las  pretensioneft 
que  intente  sostener,  acompañando  los  documentos  que  tuviere 
en  BU  apoyo;  si  éstos  no  existieren,  se  practicará  una  informa- 
ción previa,  con  intervención  del  Ministerio  fiscal,  en  corrobo- 
ración de  aquéllos. 

»E1  Juez  dictará  providencia  acordando  la  ratificación,  que 
tendrá  efecto  inmediatamente;  y  si  el  actor  no  pudiere  compa- 
recer en  persona,  se  trasladará  aquél  á  su  domicilio,  y  cuando 
épte  se  halle  situado  en  territorio  de  otro  Juzgado,  dirigirá  el 
oportuno  exhorto. 

» Antes  de  extender  la  diligencia  de  ratificación,  el  Juez  hará 
al  compareciente  las  observaciones  convenientes,  enterándole 
-de  la  transcendencia  del  juicio  que  incoa  y  de  las  consecuen- 
cias que  produce  en  la  familia  (1). 

»No  obstante  esto,  si  el  actor  se  ratifica  recaerá  providencia 
convocando  á  los  dos  esposos  á  una  comparecencia  en  el  dia 
y  hora  que  se  señale  (2). 

» Art.  499.  Si  no  comparece  el  demandante  sin  justificar  ex- 
cusa legítima,  se  le  tendrá  por  desistido  de  la  reclamación  con 
las  costas;  si  no  se  presentare  el  demandado  incurrirá  en  la 
multa  de  10  á  100  pesetas,  y  en  el  pago  de  las  costas  ocasiona- 
das con  tal  motivo,  y  se  le  citará  por  segunda  vez,  con  aperci- 
bimiento de  proceder  contra  él,  si  insistiere  en  su  rebeldía,  á 
.  lo  que  haya  lugar  (3). 


ción  del  TÍnoolo  rechazada  por  nuestro  Código  civil,  art.  104,  pero  si  la  de  sa» 
p^naión  da  la  vida  común,  de  ana  de  las  maneras  detaUadas  en  Derecha  oa* 
so&nioo  qne  pueda  estimarse  oomo  supletorio;  y  con  la  denominación  de  cí^- 
manda  de  nulidad,  tanto  la  que  se  suscite  de  oficio,  oomo  de  otra  forma;  pues 
entre  nosotros  no  existe  la  diferencia  entre  <tmtlaeión  y  «ulidad  que  reoonoeeu 
otros  cuerpos  legales,  nacida  del  modo  con  que  pueda  ponerse  la  acción  en 
«lieroieio. 

(1)  HoL,  816.  Al.,  071.  It.,  806.  . 

(2)  Bol.,  817. 

(8)     Hol.,  819.  Al.,  5DÍ.  Cuando  no  comparece  el  demaadAdo  se<  tiene  poi- 
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»La  comparecencia  tendrá  lugar  sin  la  asÍBlencia  de  hom- 
bres buenos  ni  defensores,  y  si  la  reconciliación  fuere  impoá- 
ble,  el  Juez  dictará  auto,  autorizando  al  que  inste  el  procedi- 
miento, para  que  en  término  de  treinta  dias,  bajo  pena  de  ca- 
ducidad, formule  la  demanda  con  arreglo  á  derecho  (1). 

»En  el  mismo  proveído  acordará  las  medidas  indicadas  en 
el  art.  68  del  Código  civil;  si  la  pretensión  de  divorcio  se  fun- 
dare en  una  ó  varias  de  las  causas  •!.*,  2.*,  3.*  y  6.*  del  ar- 
tículo 105  del  Código  civil,  proveerán  los  padres,  de  común 
acuerdo,  al  cuidado  y  educación  de  sus  hijos  (2). 

»A  instancia  de  cualquiera  de  las  partes,  y  á  su  costa,  podrá 
intentarse  durante  el  curso  de  esta  clase  de  juicios  la  reconci- 
liación. 

» Art.  500.  No  obstante  lo  prescrito  en  los  dos  artículos  ante- 
riores, cuando  en  cumplimiento  de  lo  prevenido  en  el  art.  102 
del  Código  civil  puedan  ejercitar  la  acción  de  nulidad  del  mar 
trimonio  civil,  no  sólo  los  cónyuges,  sino  también  el  Ministe- 
rio ñscal  ó  cualquiera  de  las  personas  que  tengan  interés  en 
ella,  se  entablará  desde  luego  la  demanda  acompañando  lo6 
documentos  necesarios,  y  no  procederá  el  intento  de  reconci- 
liación; pero  en  la  providencia  de  admisión  se  adoptarán  las 
medidas  de  dicho  art.  68  (3). 

>Tampoco  será  necesario  intentar  la  conciliación  cuando  se 
ignore  el  paradero  del  demandado,  ó  se  encuentre  en  el  ex- 
tranjero, ó  haya  otro  obstáculo  difícil  de  evitar,  al  que  sea  aje- 
no el  actor  (4). 


intentada  la  eonoilaelón  sin  efeoto:  algo  má»  debía  hacezve  timtándoM  de 
aeiintos  de  familia,  y  al  efecto  el  proyecto  exoogita  todos  loe  medios  pera 
que  la  oompareoencia  se  celebre.  It.,  p&rrafos  2.*  y  B.*  del  art.  807. 

(1)  Hol.,  8¿í,  AL,  672.  Hace  potestativo  el  admitir  ó  no  defensores  pan  la 
oonoiliaoión  preliminar.  It.,  807.  La  prohibición  es  absoluta. 

(8)  Hol.,  820.  Cuando,  por  el  contrario,  se  consigne  la  reconciliación,  pus- 
de  levantarse  el  acta  que  prescribe  el  art.  808  del  Código  italiano. 

(B)     Al.,  686.  8e  refiere  también  4  las  disposiciones  del  Derecho  cvrH.    . 

(é)    Al.,  678.  Afiade  la  seguridad  de  que  el  acto  no  haya  de  prodneir  efseto 


PROCEDIMIENTO  CIVIL  DE  ESPAÑA  621 

>Art.  501.  £1  Ministerio  fiscal  será  siempre  parte  en  esta 
dase  de  juicios,  y  cuando  no  los  hubiere  promovido  se  le  oirá 
el  último.  A  su  instancia,  si  apareciese  que  el  actor  también 
era  culpable  ó  había  incurrido  en  una  de  las  causas  que  dan 
lugar  al  divorcio,  caso  de  reconvenir  en  forma  el  demandado, 
podrá  declararse,  sin  más  trámites,  que  ambos  carecen  de 
acción  para  continuar  el  litigio  (1). 

»No  obstante,  hallándose  en  uno  de  los  casos  que  mencio- 
na el  párrafo  segundo  del  art.  74  del  Código  civil,  continuará 
el  juicio  instado  por  el  Ministerio  fiscal. 

>Lo6  esposos,  sean  ó  no  menores  de  edad,  comparecerán 
personalmente  y  sin  la  asistencia  de  sus  padres  ó  representan- 
tes legítimos,  como  no  se  hallen  incapacitados  por  otro  con- 
cejito»  (2). 

Víctor  CoviAn. 


W     Al.,  M». 

IS)     Hol.»  SIS.  It.,  p4r.  1.^  d«I  *rt.  807. 


LA  aOÍMICA 

COMO  AUXILIAR  DE  Lk  JUSTICIA 


No  abrigamos  el  necio  propósito  de  simular  piofundos  oooo- 
tímientos  de  Química,  ni  aun  dada  la  índole  de  los  estudioe  i 
que  solemos  dedicarnos,  podría  exigírsenos  más  que  unaligen 
noción  de  las  ciencias  exactas  y  naturales. 

Por  ello  está  muy  lejos  de  nuestro  ánimo  penetrar  en  terrem 
vedado  á  nuestra  limitada  inteligencia,  por  más  que  creamoB 
lícito  espigar  en  él,  si  bien  tan  sólo  en  cuanto  tienda  ádemo^ 
trar  y  desarrollar  la  tesis  que  índica  el  epígrafe  de  estos  mode- 
tos  apuntes,  es  á  saber:  que  «la  Química  es  uno  de  los  elemen- 
tos auxiliares  más  poderosos  de  ia  Administración  de  jtistick 
en  materia  criminal.»  Para  corroborar  este  aserto»  es  pieoÉa 
hacer  un  bosquejo  del  objeto,  extensión  é  importanda  de  li 
Química,  y  aunque  someramente,  vamos  á  intentarlo,  rogando, 
empero,  á  nuestros  lectores  suplan  y  enmienden  cualquier  omi- 
sión ó  error  que  noten. 

La  palabra  Química  se  deriva  del  árabe  y  se  define  tía  cien- 
cia que  tiene  por  objeto  la  investigación  de  la  naturaleza  intma 
-de  los  cuerpos  simples,  las  combinaciones  á  que  se  prestan  y  el 
estudio  de  las  leyes  en  que  esas  combinaciones  se  fundan.» 

En  efecto,  la  Química  analiza  las  moléculas  de  loe  cueipoe 
simples,  y  la  cohesión  de  aquéllas  establece  ia  propordiki  eo 
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que  han  de  entrar  los  cuerpos  simples  en  las  diversas  combina- 
ciones á  que  pueden  dar  lugar»  y  aisla,  cuando  es  necesario,  esos 
miamos  cuerpos,  si  sólo  se  hallan  mezclados,  conservando,  por 
consiguiente,  las  propiedades  características  de  cada  uno. 

La  luz,  el  aire,  el  calor,  la  electricidad,  son  elementos  pode- 
rosos de  que  la  Naturaleza  y  la  Química  se  valen  para  la  com- 
binación y  la  descomposición  de  los  cuerpos,  y  éstos  reciben 
distintos  nombres,  segdn  son  simples  ó  compuestos,  pudiendo 
emplearse  el  análisis  ó  la  síntesis  para  conocer  su  naturaleza. 

Hablar  aquí  de  las  teorías  flogista,  atónica^  eledro-quimica, 
wiiiafHa  y  otras  menos  conocidas  en  el  campo  de  la  ciencia, 
4seria  tarea  superior  á  nuestras  fuerzas,  y  ajena  totalmente  al 
propósito  que  nos  guía  al  trazar  estas  líneas.  Por  las  mismas 
razones  nos  abstendremos  de  analizar  los  metales  y  los  meta- 
loides, por  más  que  parece  evidente  que  sin  el  conocimiento 
intimo  de  todos  los  cuerpos  no  es  posible  practicar  concienzu- 
-damente  los  análisis  que  aclaren  los  puntos  oscuros  que  los  Tri- 
bunales crean  oportuno  someter  á  dictamen  pericial. 

El  estudio  de  la  Química,  en  concepto  de  ciencia  incluid^i 
entre  las  ramas  del  saber  humano,  data  de  época  relativamente 
reciente. 

Si  recorremos  los  anales  de  la  Historia  observamos,  que  asi 
cpmo  la  Filosofía,  la  Literatura  y  las  Bellas  Arte&  tuvieron  gran 
preponderancia  en  todos  tiempos,  siendo  cultivadas  sin  inte- 
rrupción por  los  hombres,  no  ha  sucedido  lo  propio  con  las  cien- 
•cias  ejcperiraentales,  las  cuales  permanecieron  largo  tiempo  en 
embrión,  olvidadas  y  aun  desconocidas. 

Y  que  entre  esas  ciencias  ignoradas  ñguraba  antiguamente 
la  Química,  no  cabe  ponerse  en  duda. 

Conocíase,  es  verdad,  la  alquimia;  pero  ésta,  que  ignoraban 
los  más,  era  exclusivamente  patrimonio  de  algunos  sabios  ó  ex- 
travagantes que»  en  el  rincón  de  su  gabinete,  rodeados  de  cace- 
rolas, retortas  y  alambiques,  y  envueltos  en  el  más  insondable 
misterio,  pasaban  la  vida  en 'reiterados  experimentos,  se  entre- 
^ban  con  Ibruición,  durante  largas  hora  de  insomnio,  á  de0ciírar 
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problemas  de  física  ó  mineralogía  ó  á  descubrir  la  piedn  fio. 
sofal,  sorprendían  alguna  vez  loe  secretos  de  la  Naturaka,  j 
estudiaban  con  más  ó  menos  aprovechamiento  los  caiactac^ 
composición,  amalgama  y  aleación  de  los  cua7)osque  coDEcha- 
yen  el  globo  terráqueo. 

Ese  misterio  de  que  los  alquimistas  rodeaban  sus  microevt'- 
picos  laboratorios  faltos  de  luz  y  de  aire;  ese  natural  egofan», 
temor,  exclusivismo,  ó  como  quiera  calificarse,  con  que  pieo^ 
dían  en  sus  experimentos,  atrajo  sobre  ellos  cierta  odioúdiár 
repulsión,  llegando  á  designárseles  con  los  nombres  dema^ 
nigromantes  y  aun  brujos;  impresión  que  se  ha  reflejado  en  Iss 
leyes  que  son  el  eco  de  la  ignorancia  imperante  en  aqücDes 
tiempos. 

Pues,  sin  embargo,  los  desvelos  y  experimentos  de  esoBíl- 
quimistas  anatematizados  por  el  vulgo  y  los  legisladores  basia 
el  bochornoso  extremo  de  que  al  insigne  Lavoiaier  se  lecoo- 
fiscaron  los  instrumentos  y  objetos  de  su  laboratorio,  quefw- 
ron  devueltos  á  su  viuda  el  año  1796,  esos  experimentos,  re- 
petimos, sirvieron  para  cimentar  á  fines  de  la  pasada  centona 
una  ciencia  á  que  el  mismo  Lavoisier  bautizó  con  el  nombre  út 
Química,  que  luego  cultivaron  y  propagaron  con  entusiasmóos- 
turalistas  tan  eminentes  é  ilustres  como  Davy,  Berzelios,  Gn- 
hara  y  otros  muchos.  Desde  aquella  memorable  fecha  no  sólo 
han  sido  infinitos  los  sabios  que  con  gran  fervor  se  alistaieB 
bajo  la  bandera  desplegada  por  el  insigne  Lavoisier,  sino  que, 
en  plazo  relativamente  breve,  se  dejó  sentir  la  influencia  de h 
nueva  doctrina  en  la  Agricultura,  la  Botánica,  la  Medicina,  U 
Pintura  y  en  varias  industrias,  y  por  último,  en  la  Adminií- 
tración  de  justicia, 

Y  es  que  en  el  siglo  actual  las  ciencias  experimentales  mq 
las  que  abarcan  mayor  horizonte  porque  se  amoldan  y  cnadnn 
perfectamente  al  modo  de  ser  de  la  generación  presente,  qoees 
más  utilitaria  y  positivista  que  especulativa  y  espiritualiata, 
como  lo  derbuestra  el  vuelo  que  han  tomado  la  Antropología, 
lá  Biología,  la  Geología  y  la  Micrografía. 
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Que  la  Química  es  una  do  las  ciencias  más  importantes  que 
a^umentan  el  caudal  de  la  inteligencia  humana  y  fuente  in- 
agotable de  bienestar  y  de  riqueza,  demuéstranlo  palmariamen- 
te las  múltiples  aplicaciones  que  ha  alcanzado  en  el  ya  caduco 

siglo  XIX. 

Beñexionemos  por  breves  instantes  la  utilidad  y  riqueza  que 
proporciona  á  la  humanidad  el  carbón  de  piedra  ó  hulla.  Es  in- 
negable  que  ese  producto  existió  aj  iniiio  en  la  Naturaleza,  y 
no  obstante,  las  edades  antiguas  ni  conocían  sus  propieda:deB 
ni  lo  utilizaban  convenientemente.  Pues  bien;  la  Química  mo- 
derna ha  venido  á  abrir  extenso  horizonte  á  la  explotación  de 
ese  mineral,  de  suerte  que  lo  que  antes  parecía  una  de  tantas 
capas  terrestres  constituye  hoy  el  auxiliar  quiza  más  poderosa 
que  ningún  otro  de  la  industria  y  de  las  artes.  En  efecto;  de  la 
hulla  se  extraen  actualmente  el  cok  de  que  tanto  consumo  se 
liace,  el  gas  del  alumbrado  é  infinidad  de  materias  colorantes. 

Con  el  auxilio  de  la  Química  se  han  descubierto  también 
los  principios  activos  que  constituyen  el  proceso  orgánico  de 
las  plantas  y  de  los  individuos  de  la  escala  zoológica,  y  de  ahí 
proviene  la  combinacion.de  infinitos  medios  terapéuticos  que 
la  Medicina  utiliza. 

En  la  Química  se  apoyan  igualmente  los  tratados  de  comer- 
cio que  celebran  entre  sí  las  Naciones,  pues  do  ella  deducen  lo 
que  más  les  conviene  respecto  al  consumo,  á  los  Aranceles,  á  la 
Agricultura  y  á  los  distintos  servicios. 

Y  concretándonos  al  objeto  primordial  de  estas  líneas,  la 
Química  ejerce,  sin  duda  alguna,  poderosa  influencia  en  las  sen- 
tencias de  los  Tribunales  que  frecuentemente  se  ven  precisados 
á  recurrir  á  esa  ciencia  para  depurar  los  hechos  sometidos  á  su 
conocimiento  á  fin  de  declarar  la  inocencia  ó  criminalidad  del 
acusado. 

Basta  examinar  á  la  ligera  las  figuras  del  delito  que  son 
ohjeto  del  Código  penal  y  nos  convenceremos  de  la  verdad  d« 
nuestro  aserto. 

Efectivamente;  en  los  procesos  criminales  es  necesario  en 
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muchos  casos  asesorarse  de  peritos  qxiimicoe,  porque  de  bu  iu- 
forme  depende  la  calificación  del  hecho  jurídico  y  la  cnlpaM- 
lidad  ó  inculpabilidad.  8i  hay  sospechas  de  que  k  muerte  «fe 
una  persona  fué  debida  á  intoxicación,  el  Juez  demanda  la  Oub- 
trada  cooperación  de  profesores  que  mediante  detenido  análi- 
sis expongan  su  opinión  respecto  ala  causa  determinante  déla 
muerte,  y  los  Tribunales  rara  vez  se  apartan  del  dictamen  fe- 
ricial,  bí  éste  es  claro  y  explícito.  Si  se  temequeenlassostao- 
cias  alimenticias  hay  gérmenes  morbosos,  se  recurre  á  los  pe- 
ritos. Si  se  denuncia  la  presencia  en  el  vino  de  la  sostanciaco- 
lorante  denominada /w^^'na  ó  de  alcohol  amílico,  se  acude  d 
dictamen  pericial  para  que  averigüe  y  declare  si  lo  que  en  A 
mercado  figura  como  líquido  potable  é  inofensivo,  es  asqoen» 
pócima  ó  nauseabundo  brevaje,  que  al  par  que  mina  paulati- 
namente nuestra  salud  desprestigia  el  comercio  y  arruina  tí 
viticultor.  Si  se  nota  en  las  ropas  del  presunto  culpable  dela- 
micidio  ó  lesiones  alguna  mancha  rojiza  ó  violácea  ó  se  le  ocu- 
pa una  arma  blanca  con  análogas  manchas,  se  procura  in- 
mediatamente someter  al  dictamen  de  los  químicos  la  resolu- 
ción de  si  aquellas  señales  proceden  de  sangre  humana  ó  de 
otro  animal,  ó  tienen  distinto  origen.  Si  se  trata  de  una  viola- 
ción ó  estupro,  requiérese  igualmente  el  auxilio  de  la  cienck 
química  para  averiguar  la  procedencia  de  determinadas  man- 
chas. En  suma,  si  ocurre  un  incendio  calificado  de  intencional, 
suelo  reclamarse  también  el  concurso  de  la  Química  para  des- 
cubrir el  rastro  de  la  sustancia  ó  elemento  empleado  por  el  cri- 
minal en  BU  siniestra  obra,  si  es  que  el  edificio  no  ha  quedado 
totalmente  reducido  á  cenizas. 


ri 


Ahora  bien;  proclamada  la  importanciay  tTanscendenciaque 
ha  llegado  en  nuestro  siglo  á  adquirir  la  Química  en  sus  rela- 
ciones con  la  Administración  de  justicia,  ocurre  preguntar 
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¿Bon  perfectas  y  acertadas  las  disposicioneB  legales  vigentes  en 
Bspaña,  referentes  á  los  análisis  químicos,  á  fin  de  que  éstos 
respondan  á  los  propósitos  del  juzgador,  y  sirvan  de  norma  á  la 
investigación  sumarial?  ¿Se  hallan  generalmente  adornados  los 
peritos  de  cuantos  conocimientos  son  indispensables  para  que 
sus  dictámenes  disipen  las  dudas  que  á  veces  se  ciernen  sobre 
los  Tribunales?  ¿En  qué  forma  han  de  llenar  su  delicada  misión 
los  peritos  químicos,  para  que  sti  dictamen  esclarezca  el  hecho 
procesal? 

Confesamos  ingenuamente  que  la  solución  de  esos  proble- 
mas es  harto  diñcil  para  nuestra  modesta  pluma,  y  de  buen  gra- 
do renunciaríamos  á  sondearlos,  sí  no  nos  sirviera  de  acicate  el 
vehemente  deseo  de  contribuir  á  la  recta  Administración  de 
jiisticia. 

Veamos  ante  todo  la  relación  que  existe  entre  la  ley  y  la 
Química. 

Previene  el  art.  356  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal 
de  14  de  Septiembre  de  1882,  que  las  operaciones  de  análisis 
químico  que  exijan  la  sustanciación  de  los  procesos  criminales, 
se  practiqtien  por  Doctores  en  Medicina,  en  Farmacia  ó  en  cien- 
cías  Físico-químicas,  ó  bien  por  Ingenieros  que  se  hayan  dedi- 
cado á  la  especialidad  química;  que  donde  no  hubiere  Doctores 
on  aquellas  ciencias  podrán  ser  nombrados  Licenciados  que  ten- 
gan los  conocimientos  y  práctica  suficiente  para  verificar  dichas 
operaciones.  Los  Jueces  de  instrucción  deben  designar,  entre  los 
comprendidos  en  el  párrafo  anterior,  los  peritos  que  hayan  de 
hacer  el  análisis  de  las  sustancias  que  en  cada  caso  exija  la  Ad- 
ministración de  justicia.  Cuando  en  el  partido  judicial  en  que 
se  instruye  el  proceso  no  haya  ninguno  de  aquellos  peritos,  ó 
estén  imposibilitados  legal  ó  físicamente  de  practicar  el  análi- 
sis los  que  en  aquél  residieren,  el  Juez  instructor  lo  pondrá  en 
conocimiento  del  Presidente  do  la  Sala  ó  Audiencia  de  lo  cri- 
minal y  éste  nombrará  el  perito  ó  peritos  que  hayan  de  prac- 
ticar dicho  servicio  entre  las  personas  que  designa  el  párrafo 
primero  domiciliadas  en  el  territorio;  al  mismo  tiempo  comu- 
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nicará  el  nombramiento  de  peritos  al  Juez  instructor,  para  que 
ponga  á  BU  disposición,  con  las  debidas  precauciones  y  forma- 
lidades, las  sustancias  que  hayan  de  ser  analizadas. 

El  art.  358  de  la  misma  ley  dispone,  que  cada  uno  délos 
profesores  que  informe  como  perito  en  virtud  de  orden  judiciid 
percibirá  por  sus  honorarios  é  indemnización  de  gastos  la  can- 
tidad que  se  fije  en  los  reglamentos,  no  estando  obligado  áta> 
bajar  más  de  tres  horas  diarias.  El  art.  362  dice,  que  cuando 
por  falta  de  peritos,  laboratorio  ó  reactivos  no  sea  posible  prac- 
ticar  el  análisis  en  la  circunscripción  de  la  Audiencia  de  lo  cri- 
minal, se  practicará  en  la  capital  de  la  provincia,  y  en  último 
extremo  en  la  del  Reino.  Y  el  art.  363  previene,  que  los  Juzga- 
dos y  Tribunales  ordenarán  la  práctica  de  loe  análisis  quimiae, 
únicamente  en  los  casos  en  que  se  consideren  absolutamenie  in- 
dispensables para  la  necesaria  investigación  judicial  y  la  recta 
administración  de  justicia.  Estas  disposiciones  fueron  en  parto 
modificadas  por  el  Real  decreto  de  11  de  Julio  de  1886,  según 
más  adelante  veremos. 

Hasta  aquí  el  precepto  legal:  veamos  si  responde  á  las  exi- 
gencias de  la  práctica. 

Es  indudable  que  para  ser  buen  Médico  es  preciso  poseer 
conocimientos  químicos,  y  á  esa  necesidad  obedece  que  sea  la 
Química  general  una  de  las  asignaturas  del  curso  preparatorio 
de  las  carreras  de  Medicina  v  Farmacia.  Pero  si  atendemo»  i 
que  por  efecto  de  tolerancias  y  dispensas  censurables  hay  mu- 
chos alumnos  que  llegan  al  fin  de  su  carrera  sin  más  que  lige- 
ras nociones  de  Química  aprendidas  como  para  salir  del  paso; 
que  esa  asignatura  es  de  lección  alterna  y  sin  análisis  prácti- 
cos, y  que  la  Medicina  legal  y  Toxicología  corresponden  al  últi- 
mo grupo  de  las  que  comprenden  los  estudios  médicos,  bien  po- 
dremos afirmar  que  el  alumno  al  obtener  ol  titulo  de  licen- 
<íiado  en  la  ciencia  de  curar,  apenas  ha  saludado  el  anéílisis  qui- 
mico,  no  hallándose,  generalmente  hablando,  en  condiciones  de 
reconocer  científicamente  los  venenos  que  constituyen  la  mate- 
ria de  la  Toxicología, 
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De  ahí  dimana  que  no  creamos  oportuna  ni  acertada  la  pre- 
ferencia que  la  ley  de  Enjuiciamiento  concede  á  loe  Doctores 
y  Licenciados  en  Medicina  para  la  práctica  de  análisis  quí- 
micos. 

Ya  lo  expresó  gráficamente  el  ilustrado  Tardieu:  tEl  pro- 
blema médico  debe  reservarse  á  los  Médicos,  y  el  químico  á 
los  Químicos.»  Y  Duagendorff  añade:  «El  Juez  y  el  Médico, 
no  poseyendo  los  conocimientos  necesarios  para  las  investiga- 
ciones toxicológicas,  acuden  á  un  químico,  pteviamente  de- 
signado, ó  en  su  defecto,  á  un  farmacéutico.» 

Porque  si  bien  el  médico,  en  el  período  del  Doctorado,  cursa 
en  España  actualmente  la  asignatura  de  análisis  química  y  la 
Química  biológica  con  su  análisis,  no  debe  perderse  de  vista 
que  el  estudio  de  ésta  presupone  el  conocimiento  de  la  Quí- 
mica descriptiva  orgánica  é  inorgánica,  sin  lo  cual  no  es  fácil, 
á  nuestro  entender,  darse  perfecta  cuenta  de  las  reacciones 
químicas;  aparte  do  que  la  inclusión  de  dichas  asignaturas  en 
el  Doctorado  data  del  plan  de  1886,  y  son  todavía  muchos  los 
médicos  que  no  lo  alcanzaron. 

Más  lógico  hubiera  sido  que  la  ley  procesal  concediese  pre- 
ferencia para  practicar  los  análisis  químicos  que  exige  la^ad- 
ministración  de  justicia  á  los  Doctores  y  Licenciados  en  la  fa- 
cultad de  Farmacia. 

Ya  en  los  planes  anteriores  al  de  16  de  Septiembre  de  1886 
se  estudiaba  en  el  período  de  la  Licenciatura  la  «Farmacia  quí- 
mico-inorgánica», la  «químico-orgánica»  y  la  «practicado  ope- 
raciones químicas  y  farmacéuticas»,  y  en  el  Doctorado  la  asig- 
natura de  «análisis»,  á  la  cual  llegaba  ya  el  alumno  perfecta- 
mente preparado:  en  el  plan  del  año  1886  se  creó  la  cátedra 
de  «Estudio  do  instrumentos  y  aparatos  de  Física»  que,  con  la 
de  «Química  biológica  con  su  análisis»  se  cursan  en  el  Docto- 
rado y  completan  los  conocimientos  del  farmacéutico  para  las 
operaciones  de  índole  judicial,  que  son  objeto  de  estas  líneas. 

Esta  aptitud  de  los  farmacéuticos  para  practici(,r  análisis 
judiciales  la  reconoció  también  el  Reglamento  de  médicos  fq 
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renses  publicado  en  1862.  Dice  su  art.  19:  «cuando  ha^-a  Bf#- 
pechas  de  envenenamiento,  y  en  los  demás  casos  en  que  8» 
necesario  el  auxilio  de  un  perito  químico,  podc^  el  Juez  mai- 
rrir  á  uno  ó  más  Doctores  ó  Licenciados  en  Farn-acia  que  ten- 
gan establecido  laboratorio  ó  cuenten  con  los  medios  suficien- 
tes y  propios  pai-a  practicar  el  correspondiente  análipis.  El  mé- 
dico forense,  asista  ó  no  al  acto,  suministrará  al  farmacéutieo 
encargado  del  análisis  los  datos  ó  noticias  que  éste  crea  neoe^ 
Barias  ó  convenientes  para  llevarle  á  cabo.» 

Es  decir,  que  según  los  autores  de  dicho  Reglamento,  cipe- 
rito  más  idóneo  para  llenar  cumplidamente  el  objeto  que  se 
propone  el  Juez  al  acordar  los  análisis  químicos,  es  el  lanna- 
céutico.  Lo  mismo  opinan  los  ilustres  escritores  Tarii^i, 
Briand  y  otros. 

Verdad  es  que  la  ley  procesal  vigente  no  se  atempera  á  ese 
criterio,  según  hemos  visto  por  su  texto,  y  que  un  eminente 
médico-legista,  honra  de  nuestra  patria,  lumbrera  de  k  cien- 
cia, el  Dr.  Mata,  sostiene  con  toda  la  energía  que  inspira  li 
arraigada  convicción,  que  el  verdadero  perito,  el  único  áenti- 
fico  para  actuar  en  todo  caso  médico-legal  y  toxicológico,  pea 
cual  fuere  la  naturaleza  de  la  actuación  pericial,  es  el  médico 
forense;  pero  á  pesar  de  esa  respetable  opinión,  hemos  de  in- 
sistir en  la  conveniencia  y  necesidad  de  encomendar  los  análi- 
sis á  los  que  por  razón  de  sus  peculiares  estudios  y  por  dispo- 
ner de  laboratorios  más  ó  menos  completos,  pueden  llenar  sa- 
tisfactoriamente los  fines  de  la  justicia.  Los  médicos  foTKMes 
tienen  trazada  su  órbita,  giran  en  distinta  esfera,  por  más  qu« 
sus  funciones  cerca  de  la  justicia  sean  análogas  á  las  que  des- 
empeñan los  peritos  químicos:  los  conocimientos  de  unoej 
otros  se  complementan,  y  como  todo  análisis  suele  seguir  ák 
autopsia  ó  al  informe  del  médico,  puede  utilizar  el  químico 
las  premifas  y  conclusiones  del  forense. 

También  pueden  ser  considerados  idóneos  para  piactíc» 
análisis  químicos  los  Doctores  en  ciencias,  pues  éstos  adqm^ 
xen  durante  bu  carrera  extensos  conocimientos  de  Química  or 
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gánica,  inorgánica  y  análisis,  si  bien  es  forzoso  confesar  que 
no  se  halla  todavía  en  España  el  estudio  de  la  Facultad  de 
ciencias  á  la  altura  que  ha  llegado  á  adquirir  en  otras  Naciones, 
especialmente  en  Francia,  que,  como  es  notorio,  posee  espacio- 
eos  y  bien  montados  laboratorios.  Pues  debe  advertirse  que  el 
estudio  de  la  Química  goza  de  cierta  predilección  en  el  extran- 
jero, por  lo  mismo  que  puede  producir  incalculables  beneficios 
á  la  producción  y  al  comercio.  Pero  en  España,  por  motivos 
sobrado  conocidos,  son  todavía  en  corto  número  los  alumnos 
que  se  inclinan  á  la  carrera  do  ciencias,  limitando  su  horizonte 
al  desempeño  de  alguna  cátedra. 

Por  último,  autoriza  la  ley  de  Enjuiciamiento,  según  Uova- 
moB  dicho,  para  verificar  los  análisis  judiciales,  á  los  Ingenie- 
ros que  se  hayan  dedicado  á  la  especialidad  química.  Y  ¿cuáles 
fion  éstos?  preguntamos.  ¿Por  ventura  tiene  el  Juez  competen- 
cia y  conocimientos  suficientes  para  depurar  y  aquilatar  la  ex- 
tensión de  los  estudios  químicos  de  cada  Ingeniero  en  sus  múl- 
tiples clases?  ¿Ha  de  reclamar  la  Autoridad  judicial  el  auxilio 
y  dictamen  de  un  Ingeniero  de  Minas  si  se  trata  de  algún  aná- 
lisis de  minerales,  de  un  Ingeniero  agrónomo  si  se  ha  de  ana- 
lizar cierta  partida  de  vino,  de  un  Ingeniero  industrial  si  se 
pretende  descubrir  cualquiera  sustancia  tóxica?...  Parécenos 
que  la  ley  únicamente  habrá  querido  referirse  á  loe  Ingenieros 
industriales  que  lo  sean  en  la  especialidad  química  mediante 
documentos  fehacientes;  en  corroboración  de  nuesiro  aserto  po- 
demos citar  el  texto  de  la  Real  orden  de  16  de  Junio  de  1876, 
y  por  analogía  otra  Real  orden  de  31  de  Diciembre  de  1889  que 
Be  refiere  á  los  Laboratorios  químicos  municipales. 

0 

Vicente  Vieites. 


Li  QIPOSICIOK  DE  COSm  iL  UTIGAHTE  TEHEMO 


LoB  modernos  Códigos  parciales  que  en  España  han  sido  pnh 
ducto  del  presente  siglo,  han  ido  poco  á  poco  sustituyendo,  como 
cuerpos  legales,  á  aquellos  preciosos  monumentos  jurídicos  que 
por  tanto  tiempo  fueron  la  fórmula  positiva  de  nuestro  De- 
recho. 

Las  Constituciones  políticas,  el  Código  penal,  el  mercantil 
y  el  procesal,  fueron  parcialmente  derogando  nuestras  antiguaa 
leyes;  sólo  en  la  materia  del  Derecho  civil  quedaban  en  rigor; 
y  por  fin  el  art.  1976  del  nuevo  Código  parece  que  venia  á  ser 
el  último  golpe  en  la  obra  de  su  derogación  total  tan  lentamen- 
te elaborada,  quedando  por  él  relegados  á  desempeñar  simple- 
mente el  papel  de  documentos  históricos,  sin  fuerza  obligato- 
ria alguna,  no  solamente  en  cuanto  al  carácter  de  preceptos  le- 
gales vigentes  que  antes  tenían,  sino  también  en  cuanto  al  de 
legislación  supletoria  que  podrían  conservar. 

Era  natural  que  así  sucediera.  El  nuevo  Código  venía  á  He- 
nar una  necesidad  de  largo  tiempo  sentida,  y  tras  una  confu- 
eión  y  pluralidad  tan  exagerada  de  preceptos  legales  en  vigor, 
había  de  venir  necesariamente  la  más  completa  unidad  y  con- 
creción; pero  en  nuestro  entender,  esta  unidad  anhelada  no  se 
ha  conseguido  en  absoluto. 

Los  antiguos  Códigos,  mezcla  informe  de  fórmulas  legales  j 
pensamientos  jurídicos,  en  donde  se  consignaba  todo  lo  que, 
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como  fórmula  positiva  de  Derecho,  había  sido  la  voluntad  de  la 
Autoridad  soberana,  contenían  preceptos  de  bien  distinta  ín- 
dole; en  ellos  el  Derecho  público  y  el  privado,  el  civil  y  el  pe- 
nal, las  fórmulas  sustantivas  y  las  adjetivas  del  Derecho  tenían 
8U  verdadera  manifestación,  y  al  ser  parcialmente  sustituidos 
por  otros  Códigos  y  leyes  nuevas,  formados  bajo  un  criterio 
científico  que  no  había  sido  tenido  en  cuenta  en  la  formación 
de  aquéllos,  no  se  consiguió  su  completa  derogación. 

Podríamos  citar  en  corroboración  de  esta  afirmación  algu- 
nos hechos,  sobre  todo  en  lo  referente  á  la  materia  de  Derecho 
procesal;  pero  nos  limitaremos  únicamente  á  uno,  cual  es  el  de 
la  imposición  de  costas  como  medida  disciplinaria  al  litigante 
temerario;  precepto  consignado  en  nuestras  antiguas  leyes  y 
que  obedece  á  un  principio  tan  generalmente  reconocido  de  jus- 
ticia y  equidad  que  hoy  mismo  continúa  aplicándose,  si  bien 
desde  la  publicación  del  nuevo  Código  civil  se  nota  cierta  par- 
quedad en  su  adopción  por  los  Tribunales  de  justicia,  y  sobre 
todo,  cierto  temor  de  citarle  clara  y  explícitamente,  sin  duda 
porque  no  creyéndose  vigente,  de  las  antiguas  leyes,  más  que 
la  parte  referente  al  Derecho  civil,  al  publicarse  el  citado  ar- 
tículo 1976  del  Código  entienden  lógicamente  que  todas  aque- 
llas leyes  quedan  derogadas  por  completo  y  en  absoluto,  y  por 
tanto,  que  sus  preceptos  legales  no  pueden  ser  ya  aplicables  en 
materia  ninguna,  y  sin  embargo,  existen,  en  nuestra  opinión, 
las  mismas*  razones  que  antes  para  que  se  le  cite  de  un  modo 
claro  y  preciso. 

Hasta  el  año  1856  en  que,  como  es  sabido,  se  publicó  el  Có- 
digo procesal  que  establecía  alguna  modificación  en  la  manera 
de  enjuiciar  en  provecho  de  la  brevedad  y  economía  en  los  jui- 
cios y  en  la  que  se  hacía  una  completa  compilación  de  todas 
las  disposiciones  que  con  motivo  de  las  reformas  poUticas  se 
habían  dictado,  en  la  primera  mitad  de  este  sigfo,  sobre  fue- 
ros y  jurisdicciones  especiales;  hasta  esta  época,  decimos,  ha- 
bían estado  en  vigor  los  preceptos  de  la  ley  8.*,  tít.  22  de  la 
Partida  8.^,  por  medio  de  la  cual  se  debían  imponer  las  costas 
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Bar  de  que  el  Código  civil  pretende  quitar  á  las  antiguas  leyes 
toda  BU  fuerza  obligatoria,  aun  en  el  concepto  de  derecho  m- 
pletorio,  la  citada  ley,  en  cuanto  es  de  carácter  procesal  y  no 
fué  derogada  por  nuestras  leyes  de  procedimientos,  está  hoy  vi- 
gente y  puede  citársela  como  tal  con  tanta  razón  y  oportunidad 
como  en  los  tiempos  anteriores  á  la  publicación  del  Código 
civil. 

C.    DB  V. 


EL  CONGRESO  DE  LISBOA  DE  1889 

Y  LA  CIEMCIA   JURÍDICA  EN  PORTUGAL  » 


CAPITULO  VI 

TSILUS  DK  DBRBCHO  MBBCANTIL 

DéeiMotereero  tema. 

¿Convendrá  admitir  la  letra  como  titulo  de  obligación  entre  indi'' 
viduos  no  comercian  tes,  cuando  no  haya  transferencia  de  dinero 
de  un  lugar  i  otro^ 

Aun  cuando  el  principio  á  que  ae  refiere  este  tema  ha 
sido  aceptado  por  el  Código  de  Comercio  portugués  de  1888, 
están  divididas  sobre  su  conveniencia  las  opiniones  de  los  juris- 
tas,  y  por  esto  se  ha  tratado  de  provocar  un  acuerdo,  según  in- 
dicó en  el  curso  de  la  discusión  el  Presidente  del  Congreso 
8r.  Pinto  Coelho,  al  oir  hablar  de  la  inoportunidad  del  tema 
propuesto. 

Hizo  una  breve  ponencia  el  Sr.  Carvalho  (1),  con  el  objeto 


*     Yéanse  las  páginas  6B  y  607  del  tomo  76,  y  856  de.  este  tomo. 

(1)  Assooia^&o  dos  Advocados  de  Lisboa.  Congresso  jaridico  de  1860.. 
Ibese.  ¿Convirá  admUHr-M  a  letra  como  titulo  de  obriga^o  entre  individuo»  n^o  com- 
wterciantUf  ^piando  n^o  hoja  transferencia  de  dinheirOf  de  wn  logar  para  outrof  Re- 
lator, A.  Arthor  de  Carvalho.  Lisboa,  Imprensa  nacional,  1889;  cinco  páginas. 
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de  dar  base  para  la  discasióa  del  tema.  La  letra  de  cambio  fué 
creada  por  el  progresivo  desenvolvimiento  del  comercio.  El  oo- 
mcrcio,  facilitando  el  cambio  de  los  productos  de  la  nstoraloi 
y  de  la  industria,  fué  extendiendo  á  distintos  lagares  sa  acti- 
vidad, resultando  de  ahí  la  necesidad  de  transferir  fondos  de 
un  lugar  á  otro.  La  transferencia  material  de  la  moneda  en, 
sin  duda,  una  dificultad.  La  sustituyó  la  letra  de  cambio,  que 
llevaba  rápidamente  á  los  puntos  más  distantes  los  fondos  de 
que  el  comercio  allí  carecía.  El  legislador,  viendo  ladi6coltKÍ 
comercial  que  la  letra  de  cambio  venía  á  destruir,  se  ocap6di 
ella  y  la  consideró  por  largo  espacio  de  tiempo  un  mero  instra- 
mento  del  contrato  de  cambio,  exigiendo  siempre,  como  con* 
dición  esencial  de  la  letra,  la  remesa  de  fondos  de  plaza  aplaza. 
Pero  los  tiempos  han  cambiado.  El  comercio,  extendiendo  sos 
relaciones  de  más  en  más  en  una  verdadera  progresión  con  ka 
mejoramientos  materiales  del  mundo  moderno,  fué,  aun  \fí^ 
el  imperio  de  la  antigua  legislación,  transformando  la  letra  de 
cambio  de  simple  instrumento  de  éste  en  instrumento  genenl 
de  crédito.  El  comercio  comprendió  bien  que  la  misión  de  li 
letra  no  debía  restringirse  á  probar  el  contrato  de  cambio.  D^ 
bía,  por  la  certeza  del  pago  en  el  plazo  fijado,  atraer  los  capi- 
tales, sin  los  cuales  no  es  posible  el  comercio,  tocando  i  ioi 
legisladores  seguir  las  aspiraciones  de  éste.  Por  esto  en  la  na 
yor  parte  de  los  pueblos  cultos  la  letra  pasó  á  ser  considerada, 
como  en  el  derecho  alemán,  un  contrato  unilateral  obligator» 
por  sí  mismo,  y  válido  por  las  firmas  contenidas  en  la  letra. 
Efectuóse  después  una  revolución  en  el  derecho  cambíarío,  es- 
treviéndose  hasta  la  posibilidad  de  establecer  una  legislando 
extensiva  á  los  principales  Estados  del  globo.  De  esto  son  bri- 
llantes manifestaciones  tanto  las  reformas  de  la  legislación  so- 
bre letra  de  cambio  últimamente  realizadas  en  la  mayor  parte 
de  los  Estados  de  Europa  y  señaladamente  en  Italia,  España  j 
Portugal,  como  los  trabajos  de  los  diferentes  Congresos  desd« 
el  de  Genova  de  1869  hasta  el  de  Amberes  de  1885.  Esta  nacfa 
tendencia,  adoptada  en  el  nuevo  Código  de  Comercio  porta- 
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^oés,  debe  mantenerse.  El  comercio  en  so  crecimiento  mará- 
ílloso'no  puede  ni  debe  ser  limitado  bajo  uno  ú  otro  pretexto 
nás  6  menos  fátil.  No  es  lícito  disminuir  el  valor  de  la  letra  de 
íambío  como  elemento  de  crédito,  obligando  al  comercio,  con- 
7a  Qsos  y  costumbres  ya  arraigados  y  basta  sancionados  por 
aa  leyes,  á  indagar  si  los  que  firman  la  letra  son  ó  no  comer- 
nantes  y  si  bubo  ó  no  transferencia  de  fondos.  Propone  esta 
sonclosión: 

c<La  letra,  como  elemento  de  crédito,  debe  por  conveniencia 
ler  admitida  como  título  de  obligación  entre  individuos  no  co- 
nerciantes,  aunque  no  haya  transferencia  de  dinero  de  nn  la- 
far  á  otro.» 

Esta  conclusión,  después  de  un  debate  rápido,  fué  aprobada 
por  gran  mayoría  en  la  Sección  y  en  el  pleno. 

Décimoeaarto  tema. 

iSoJí  necesarios  tratados  interíiacionales  sobre  la  asistencia  en 
elmar^  Efi  caso  aUrmativo,  ¿se  puede  establecer  una  escala  que 
comprenda  la  importancia  de  la  asistencia  por  el  riesgo  del 
buque  asistido  y  las  condiciones  del  asistente"^  ¿Cudndo  consti- 
tuirá la  asistencia  verdadero  salvaníenlá?  ¿Conviene  establecer 
una  retribución  proporcionada  al  t>zlor  del  buque  asistido  para 
cada  uno  de  los  casos  de  asistencia'^  ¿Debe  retribuirse  el  serpi- 
do  á  las  personas*^  En  caso  afirmativo^  ¿deben  pagarlo  el  ar^ 
mador  dtl  buque  asistidoy  las  personas  auxiliadas  ó  la  nación 
á  que  correspondan*^  El  precio  del  servicio  en  todos  los  casos, 
¿Aa  de  ser  sólo  para  el  armador  del  buque  asistente  ó  deben  te- 
ner participación  en  él  los  aseguradores,  si  los  hubiere,  y  Ion 
tripulantes?  Y  en  este  caso,  ¿en  qué  proporción  cada  uno  de 
ellos? 

Este  tema,  propuesto  por  el  Colegio  de  Abogados  de  Se- 
villa, dio  lugar  á  una  extensa  é  interesante  ponencia  del  señor 
Armelim  Júnior,  representante  de  la  Sociedad  de  Greografía  de 


640  RByiSTA  DR  LEeiSLAClÓIf 

Lisboa  (1).  Este  trabajo,  que  sigae  el  plan  trazaflo  por  la  &. 
misión  ie  Derecho  internacional  MariUmo  y  Comercidl  de  la  8(h 
cíedad  de  Geografía,  es  ano  de  los  más  concienzados  discatidoi 
en  el  Congreso.  Se  desenvuelve  y  se  razona  la  doctrina  en !« 
siguientes  capítulos:  1.^  ¿Qué  se  entiende  por  asistencia  en  de- 
recho marítimo  y  en  qué  se  distingue  del  salvamento?  2.^  íEi 
qué  casos  y  condiciones  debe  ser  obligatoria  la  asistencia  j  d 
salvamento?  3.^  ¿Los  términos  de  esta  obligación  pueden  ?  de- 
ben ser  regulados  en  el  derecho  privado  de  las  naciones,  6  cqg* 
viene  que  sean  establecidos  con  preferencia  por  tratados  iaier- 
nacio  nales?  4.^  ¿Cuál  debe  ser  la  sanción  de  las  leyes  ó  de  iai 
tratados  que  impusieren  aquella  obligación  y  cuáles  los  medioi 
(jurisdicción  y  procedimiento)  de  verificar  las  faltas  y  despi- 
car las  penas?  5.^  ¿Deberá  ser  siempre  retribuida,  6  en  qi< 
casos,  la  asistencia  ó  el  salvamento?  6.*^  En  la  afírmatin  j 
según  los  casos,  ¿quién  deberá  estar,  y  en  qué  términos,  obB* 
gado  al  pago  del  salario  ó  retribución  indicada?  (El  EsUdc, 
el  propietario  ó  armador  de  la  nave,  dueño  ó  cargador  eict 
7.**  ¿A.  quién  deberá  reconocerse  derecho  al  salario  ó  retríbociói 
de  la  asistencia  y  del  salvamento?  8/  ¿Con  arreglo  i  qi( 
bases  debe  ser  fijado  este  salario  ó  esta  retribución?  9.* ¿Tes 
qué  proporción  debe  ser  repartido  entre  las  personas  á  qoie* 
nes  se  reconozca  el  derecho  al  uno  ó  la  otra?  10  ¿Cómo  debeiia 
regularse  los  derechos  y  obligaciones  de  los  aseguradoreide 
la  carga  salvada  y  de  los  buques  que  recibieren  el  socorro  i 
que  lo  prestasen  con  riesgo? 

Prescindiendo  de  fundar  la  doctrina,  por  su  demasiadi  ei- 
tensión,  nos  limitaremos  á  reproducir  las  siguientes  condosío- 
nes  del  Sr.  Armelim  Júnior: 


(1)  Sooiedade  de  Geographia  de  Lisboa.  Da  a$9Í»temiíia  e  «a¿vaf¿o 
ThaM  U.*  do  programa  do  Gongresao  jnridico  de  Lisboa  en  1860.  Kemom  di 
Oummisfto  de  direito  internacional  da  Sooiedade.  Belaior,  M.  V.  Anuüa 
Jnnior,  socio  da  Sooiedade  de  Qeographia,  Adyogado.  Ijisboa,  TypogniÉa 
Portngaesa,  18B8;  66  pkginas. 
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1.*  El  salvamento  y  la  asistencia  se  distinguen  en  haber  t 
«o  peligro  efectivo  6  siniestro  consumado, 

2/  Tanto  la  asistencia  como  el  salvamento  deben  ser  obli- 
gatorios, siempre  que  sean  factibles  y  no  pongan  en  riesgo  in- 
nainente  al  asistente  ó  salvador. 

3.*  A)  Los  términos  de  la  obligación  de  la  asistencia  y  del 
-salvamento  deberían  ser  regulados  en  ana  ley  general  interna- 
danal]  como,  sin  embargo,  la  realización  de  este  ideal  se  halla 
a.6n  lejos,  entendemos  que  como  cosa  más  positiva  y  práctica, 
se  deben  establecer  en  las  leyes  nacionales,  que  será  el  camino 
4e  llegar  á  aquel  gran  desiderátum. 

E)  Esta  Uy  general  internacional  comprenderá  todas  las  re- 
alas dictadas  por  el  interós  público,  sin  que  sea  menester  dis- 
tinguir entre  las  reglas  que  los  interesados  pueden  dejar  de 
^cumplir,  y  aquellas  á  cuyo  cumplimiento  no  pueden  sustraerse. 
4.'  La  sanción  deberá  ser: 
Para  los  crímenes, — Penas  corporales:  prisión;  penas  pecu- 
niarias: multas  é  indemnizaciones  de  pérdidas  y  daños;  anula- 
<^i(5n  de  las  cartas  de  los  oficiales  de  mar,  ó  su  retiro  por  el  tiem- 
po correspondiente  á  la  gravedad  del  crimen. 

Para  los  delitos. — Penas  pecuniarias:  multas  ó  indemniza* 
ciones;  anulación  ó  retiro  de  las  cartas. 
Para  las  faltas» — Sólo  multas. 

Jurisdicción  y  competencia. — En  las  aguas  territoriales,  in- 
teriores ó  exteriores,  será  competente  el  tribunal  en  cuya  ju- 
risdicción se  verifique  el  hecho:  regirá  la  lex  loci. 

Los  crímenes  serán  juzgados  por  los  tribunales  ordinarios; 
los  delitos  y  Isls /altas ,  por  tribunales  marítimos  especiales. 

Procedimiento. — Demanda  y  contestación  documentadas, 
pruebas  y  sentencia. 

5.*  Deberán  ser  pagados,  como  regla,  y  salvas  determi- 
jiadas  excepciones,  al  asistente  ó  salvador  de  vidas  y  hacien- 
das, no  sólo  los  ¿alarios  por  los  servicios  ordinarios,  sino  tam- 
bién las  gratificaciones  por  los  servicios  extraordinarios,  el  im- 
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porte  de  loBff asios  hechos  y  de  las  indemnizaciones  por  loa  per- 
JQÍcios  sufridos. 

6/    Estáa  obligados  al  pago  de  los  salarios,  gratifícaidoiKi, 
gastos  hechos  é  indemnizacioDes: 

A)  Quien  fué  causa  del  siniestro: 

O  sea  el  buque  que  produjo  el  abordaje; 

O  sea  el  armador  del  boque  socorrido,  si  el  siniestro  foé 
ocasionado  por  su  imprevisión  ó  defecto  del  boque,  ó  por  ia- 
pericia,  negligencia  ú  otra  falta  imputable  á  algún -tripakcte, 
salvo  el  derecho  del  armador  para  dirigirse  contra  él. 

B)  No  siendo  impotable  á  nadie  el  siniestro,  por  habei» 
ocasionado  por  caso  fortuito,  recaerá  el  pago: 

á)  Sobre  el  armador  ó  propietario  del  boqoe. 
6)  Sobre  el  cargador  ó  propietario  de  la  carg'a. 
c)  Sobre  los  pasajeros,  ja  por  sos  personas,  ya  por  sos  eqtii- 
pajes.  / 

Si  los  pasajeros  no  pueden  soportar  esta  carga,  la  soportará 
la  caja  de  asistencia  y  salvamento. 

7.*  A)  A  todos  los  que  presten  socorro,  bajo  la  forma  de 
asistencia  ó  de  salvamento,  les  será  como  regla  reconocido  d 
derecho  á  los  salarios  por  los  servicios  ordinarios  ó  extraortü- 
narios  que  prestaren,  y  el  importe  de  los  gastos  y  de  los  per- 
joicios  que  tuvieren. 

SJ  Serán  privilegiadas  y  preferibles  á  todas  las  demás  des- 
das, las  procedentes  de  asistencia  y  salvamento. 

8.*  1.^  £1  importe  de  la  retribución  del  salvamento  d  de li 
asistencia  debe  ser  fijado  por  acuerdo  de  las  partes. 

2.^  Todo  contrato  hecho  durante  el  peligro  no  debe  ser 
obligatorio,  y  puede  ser  modificado  ó  rescindido  por  elJoei 
competente. 

3.^    A  falta  de  convenio,  ó  en  el  caso  de  deber  ser  éste  mo* 

dificado  ó  rescindido,  deberá  quedar  al  prudente  arbitrio  ds) 

Jaez  competente  la  fijación  de  este  valor,  según  las  reglas  de 

equidad,  y  teniendo  en  coenta  las  circunstancias  especificadaa. 

9/    Los  salarios  y  las  gratificaciones  de  asistencia  y  ssIts* 
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mentó  deberán  ser  distribuidos  en  las  siguientes  circunstancias 
y  proporciones: 

1.*^  Habiendo  sido  prestados  por  Tarias  personas  la  asisten- 
cia 6  el  salvamento,  la  distribución  se  hará: 

a)  En  proporción  á  la  cantidad  7  á  la  calidad  de  los  servi- 
cios prestados,  y  al  suministro  de  objetos  empleados  en  estos 


servicios; 


ÓJ  En  caso  de  dada  se  dividen  por  cabezas. 

2.°  Si  hubiesen  sido  prestados  por  un  buqne  á  otro  ó  á  su 
carga,  serán  repartidos,  salvo  convenio  en  contrario,  en  la  pro- 
porción de  medio  al  armador,  un  tercio  al  capitán  y  dos  ter- 
cios al  resto  de  la  tripulación  en  proporción  á  los  respectivos 
sueldos. 

3.®  La  retribución  del  salvamento  ó  de  la  asistencia  no  po- 
drá ser  tijada  en  una  parte  del  valor  de  los  objetos  salvados  ó 
librados  del  peligro,  sino  por  acuerdo  de  todos  los  interesados* 

4.°  El  valor  de  esta  retribución  no  podrá  exceder  de  un  ter- 
cio del  valor  de  estos  objetos. 

10.  Asegurador  y  asegurado  salvado. — Aquél  responde  de 
las  deudas  de  salvamento: 

1.^  Si  el  objeto  asegurado  se  salvase  después  de  abando- 
nado; 

2.^  Si  el  siniestro  no  fuese  imputable  á  nadie,  ó  si  el  cul- 
pable no  pudiese  pagar; 

Responde  tan  sólo  hasta  el  importe  del  yalor  asegurado. 
Asegurador  y  asegurado  salvador. — Aquél  no  responde  de 
los  perjuicios  resultantes  del  salvamento  prestado  por  éste, 
pero  tampoco  tiene  derecho  á  parte  alguna  de  los  salarios  y 
^^ratificaciones  del  salvamento.  Sólo  tendrá  derecho  á  aquéllos 
8i  lo  permitiese  éste  ó  si  le  impusiese  la  ley  la  obligación  de  re- 
conocerlo. 

Estas  conclusiones,  demasiado  extensas  por  comprender  no 
sólo  preceptos  generales,  sino  también  reglamentarios,  no  se 
prestaban  á  la  discusión  del  Congreso.  Por  esto  prevaleció  en 
la  Sección  el  criterio  de  reducirlas  y  sintetizarlas,  y  á  propues- 
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ta  del  Presidente,  fueron  designados  para  el  objeto  el  Sr.  Al- 
meida  d'Ega  y  el  ponente  8r.  Armelim  Júnior.  La  SecckSa 
primero  7  el  pleno  después  aprobaron  por  unanimidad  el  si- 
guiente dictamen  de  ambos  señores: 

1.'  La  asistencia  y  el  salvamento  deben  ser  obligatoric«, 
siempre  que  sean  posibles,  y  que  no  pongan  en  riesgo  íddí> 
nente  al  asistente  ó  al  salvador. 

2.*  La  obligación  de  la  asistencia  y  del  salvamento  debe  tcr 
consignada  en  nna  ley  general  internacional,  que  comprendí: 

a)  La  definición  de  asistencia  y  salvamento; 

b)  Todo  lo  concerniente  á la  responsabilidad  civil  y  críai- 
nal  de  los  delincuentes  y  transgresores; 

cj  La  jurisdicción  y  competencia  de  la  Autoridad  ó  Tribu- 
nal, que  ha  de  conocer  del  asunto; 

d)  Las  reglas  según  las  que  se  deben  liquidar  los  saiuioi 
por  los  servicios  ordinarios,  las  gratificaciones  por  los  extnM>- 
dínarios,  los  gastos  de  asistencia  y  salvamento  y  las  indemni- 
zaciones por  los  perjuicios  sufridos; 

e)  Quión  debe  pagar  y  á  quién  deben  ser  abonados  taleí 
gastos  y  retribuciones. 

3.*  Conviene  que  se  establezcan  cajas  de  asistencia  ynl* 
vamento  marítimos,  que  tengan  por  objeto  atender  á  los  gai- 
tos  y  retribuciones  que  los  asistidos  y  salvados  do  puedan  n- 
tísfacer. 

4.*  El  riesgo  corrido  por  la  prestación  de  socorros  debe  cqd- 
siderarse  siempre  incluido  en  el  seguro  contra  riesgos  de  msr, 
no  admitiéndose  convenio  en  contrario. 
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Décimocnarto  tema  adirional. 

¿Deberá  establecerse,  por  acuerdo  internacional,  una  sanción  penal 
para  las  infracciones  d  las  reglas  para  etiiar  los  abordajes  en 
el  mar?  En  caso  ajírmatiioo^  ¿deberán  ser  f  jadas  previamente 
las  bases  para  este  acuerdo,  en  la  par  te  técnica,  por  peritos  co^ 
misionados  por  todas  las  naciones  contratantes? 

Sobre  este  tema,  propuesto  por  la  Comisión  de  Derecho  inter- 
nacional de  la  Sociedad  de  Geografía,  hizo  una  de  las  más  im- 
portantes ponencias  presentadas  al  Congreso,  el  Vicepresiden- 
te segundo  de  la  misma  y  distinguido  Catedrático  de  Derecho 
internacional  de  la  Escuela  Naval,  Sr.  Almeida  d'E9a  (1).  Se- 
gún ét,  los  progresos  de  la  civilización  han  mejorado  de  un  mo- 
do extraordinario  las  condiciones  en  que  se  efectúa  la  navega- 
ción en  general,  y  muy  especialmente  la  marítima,  ya  aplicán- 
dole los  resultados  prácticos  de  tantos  inventos  maravilloso?, 
que  hacen  del  buque  de  hoy  una  máquina  enteramente  diversa 
del  de  otros  tiempos,  ya  haciendo  cada  vez  más  íntimas  las  re- 
laciones entre  los  Estados,  y  deñniendo  con  rigurosa  exactitud 
los  derechos  de  todos  al  uso  de  la  alta  mar  y  los  deberes  de 
cada  uno  en  el  ejercicio  de  este  uso,  ya  finalmente,  aseguran- 
do  la  navegación  legítima  contra  los  piratas,  y  hasta  durante 
los  rigores  de  las  guerras  marítimas,  cada  día  más  raras,  favo- 
reciendo á  los  neutrales  con  principios  altamente  liberales  y  de 
acuerdo  con  el  adelanto  del  derecho  de  gentes.  Pero  si  la  cien- 
cia, avanzando  en  el  camino  de  las  audacias  que  Frankliu  ini- 


(1)  Suciedade  de  GeograpbiA  de  Lisboa.  AhalroametOon  no  mar.  Memorí» 
jaatificativa  da  thesa  apresentada  ao  Congrenso  jaridico  de  Lisboa  exn  t88^ 
pebi  Commiss&o  de  Direito  internacional  da  Sociedade.  Belator,  Vicenta  H. 
If.  C.  Almeida  d*E^a,  socio  da  Sociedade  de  Oeograpbia  de  Lisboa,  Prímeiro 
tenente  da  armada.  Lento  de  Direito  internacional  marítimo  na  Escola  Naval, 
IJmhoñy  Typographia  pomiguesa,  lfi89;  17  páginas. 
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ció  arrebatando  al  cielo  el  rayo^  consigaió,  por  la  previsióa  drl 
tiempOi  saber  de  antemano  con  una  cierta  probabilidad,  las  per 
tarbaciones  atmosféricaa  de  que  debía  precaverse,  y  por  la 
tranamisióQ  telegráfica  hacer  llegar  á  los  interesados  la  noticia 
de  loa  ciclones  y  temporales  que  azotan  los  mares;  si  ellacoo- 
aiguid  dar  á  loa  buques  formas  gigantescas  tan  bien  planeadaí 
y  construidas  que  avasallan  las  olas,  es  también  cierto  que  los 
dotó  de  una  cualidad  altamente  ventajosa,  pero  que  en  cierto 
modo  aumentó  los  peligros  de  la  navegación ^  el  movimiento 
propio  independiente  del  viento,  y  princi pálmente  las  grandes 
velocidades.  El  mar,  vastísimo  campo  abierto  ¿  las  exploracio- 
nes del  hombre,  no  está  recorrido  por  igual  en  todas  direccio- 
nes. En  ól,  como  en  tierra,  hay  lugares  frecaentadísimos,  otros 
que  lo  son  menoa,  y  desiertos  raras  veces  atravesados  por  al- 
gún buque  extraviado.  Aquellos  lugares  son  las  líneas  de  ma- 
yor navegación  que  ponen  en  comunicación  loa  grandes  empo- 
rios, ó  van  á  dar  á  los  estrechos  y  pasajes  que  ligaa  los  mareí 
interiores  con  los  Ocóanos.  La  coocurrencia,  aunqae  agradable 
á  los  navegantes,  exige  cuidados  para  evitar  las  funestas  coo- 
secuencias  de  un  abordaje.  Si  en  otro  tiempo,  cuando  todos Ici 
buques  se  movían  por  la  acción  del  viento,  ya  era  conaideradi 
como  muy  digna  de  atención  aquella  causa  de  desastre  marí- 
timo, el  abordaje,  mucho  más  lo  ha  llegado  áaer  desde  que  los 
boques,  moviéndose  independientemente  de  la  dirección  dd 
viento,  pueden  caminar  en  todos  sentidos  y  con  velocidadei 
diversas.  Guando  estas  velocidades,  obtenidas  por  numerosa» 
máquinas  de  vapor,  comenzaron  á  ser  doblea  j  triples  de  laa 
que  obtenía  un  buque  de  vela  en  las  mejores  circanstandas, 
los  riesgos  del  abordaje  fueron  aumentando,  puesto  que  ao- 
mentaron  las  probabilidades  de  no  ver  á  tiempo  al  otro  baqae 
6  de  no  poder  maniobrar  convenientemente  para  evitar  el  fatal 
encuentro.  Son  bien  conocidos,  por  el  terror  que  infunden,  eaoa 
caaos  lastimosos  que  de  tiempo  en  tiempo  Tienen  á  ocupar  ala 
prensa. 

Es  claro  que  la  indoatria  humana,  obaenraado  los  peligm 
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f  efialado8|  debería  procurar  evitarlos.  Por  esto  desde  mucho 
tiempo  hace  que,  ja  en  la  práctica,  y  por  iniciatiya  de  los  na- 
vegantesy  ya  por  disposiciones  reglamentarias  dictadas  por  los 
Poderes  respectivos,  se  han  establecido  algunas  reglas  encami- 
nadas á  evitar  el  encuentro  de  los  buques  en  el  mar  y  también 
en  la  navegación  fluvial.  Las  causas  que  podrían  dar  lugar  á 
él  comenzaron  á  ser  más  frecuentes,  no  sólo  por  el  empleo  del 
vapor  en  la  navegación,  sino  también  por  el  prodigioso  au- 
mento del  movimiento  comercial  marítimo,  y  por  esto  se  pensó 
modestamente  en  establecer  un  Código  general  y  explícito  de 
reglas  definidas,  con  el  objeto  de  determinar,  paralas  diversas 
circunstancias,  los  preceptos  que  los  navegantes  deberían  po- 
ner en  práctica  para  evitar  los  abordajes.  Como  en  muchos, ' 
ti  no  en  todos  los  asuntos  que  se  refieren  á  la  navegación  mo- 
derna, tomó  la  iniciativa  Inglaterra,  preparando  y  poniendo 
en  práctica  las  RegulaÜons  fot  preveniinff  collisions  at  sea,  que 
forman  parte  do  la  ley  de  29  de  Julio  de  1862.  Con  breve  inter- 
valo todas  las  naciones  marítimas  adoptaron  para  su  uso  aque- 
llas reglas,  viniendo  así  á  constituir  como  un  precepto  interna* 
cional;  pues  si  bien  les  falta  la  solemnidad  de  contrato  adop- 
tado por  los  Estados,  es  cierto  que,  como  ley  interna,  son 
igoales  en  todos  ellos.  Habiendo  demostrado  la  práctica  la  ne- 
cesidad de  alterar  unas  y  aclarar  otras  de  aquellas  disposicio- 
nes, las  primitivas  Begulaiions  han  sido  diferentes  veces  modi- 
ficadas, más  en  puntos  secundarios  que  en  el  conjunto  del  plan. 
Siempre  que  Inglaterra  introduce  una  modificación,  se  apresu- 
ran las  demás  naciones  á  adoptarla. 

Al  redactar  las  reglas  se  procuró  atender,  lo  más  posible, 
¿  todas  las  circunstancias  probables,  y  se  aplicaron  todos  los 
adelantos  modernos  para  evitar  el  desastre.  Si  es  cierto  que 
aquí,  como  en  todas  las  cosas  humanas,  no  se  alcanzó  la  per- 
fección,  y  qoe  aun  habrá  mucho  que  sustituir  y  mejorar;  si 
e»  evidente  que,  aun  poniendo  en  práctica  todas  las  Sellas ^ 
habrá  casos  en  que  no  pueda  evitarse  el  desastre,  como  si  de 
repente  no  puede  maniobrar  nn  boque  en  el  momento  en  que 
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necesite  hacerlo  con  rapidez,  es  también  evidoDie  que,  cnift' 
plidas  con  puntualidad  y  conocimiento  de  causa  las  Reffki 
apropiadas  á  cada  caso,  las  probabilidades  de  abordaje  dismi- 
nuirán. Para  el  complimiento  de  las  reglas  establecidas  se  hace 
necesario  en  primer  lugar  conocerlas  bien  y  disponer  de  loi 
medios  materiales  que  exigen^  y  esto  es  lo  que  desgraciada- 
mente no  sucede.  La  práctica  diaria  demuestra  que  las  Beglu^ 
fondadas  en  detenidos  estudios  de  quien  las  propuso,  y  adop- 
tadas tan  pronto  en  todas  las  naciones  marítimas,  no  siempre 
son  cumplidas  por  sus  subditos,  ya  por  espíritu  de  mal  eoten- 
dida  economía,  ya  por  ignorancia  de  los  individuos  que  maa- 
dan  la  maniobra,  ya,  en  fin,  por  capricho  ó  falsasoposiciÓDde 
que  no  habrá  riesgo.  Los  casos  de  choque  son  frecuentísiniM 
y  bien  conocidos,  no  sólo  de  los  que  se  dedican  á  la  vida  de 
mar,  sino  también  de*  los  jurisconsultos  y  Tribunales.  Raro 
será  el  litigio  con  motivo  de  abordaje  en  que  no  se  presente 
la  circunstancia,  casi  siempre  claramente  demostrada,  déla 
falta  de  cumplimiento  de  alguna  Regla:  Acaso  sea  menos  vea- 
tajoso  el  estado  actual  que  la  carencia  de  Reglas^  porque  en* 
toncos  cada  uno  trataba  de  precaverse  con  tiempo.  Todo  esto 
se  debe  atribuir  á  la  falta  de  sanción  penal  que  corrobore  loi 
principios  establecidos  en  las  Reglas  6  imponga  penas  á  loa 
que  dejen  de  cumplirlas.  Se  hace,  pues,  necesario  establecer 
un  medio  cualquiera  de  averiguar  las  infracciones  y  ca8tiga^ 
las.  Es  sabido  que  el  uso  del  mar  es  libre  para  los  boques  de 
todas  las  naciones  desde  el  momento'  en  que  observen  los  pre- 
ce})tos  establecidos  para  este  objeto  ^ot  las  leyes  interiores  é 
internacionales.  De  la  política  de  la  alta  mar  cuida  la  marina 
de  guerra,  pero  á  lo  sumo  hoy  podrá  vigilar  á  la  mercante  de 
su  nación.  Urge  poner  término  á  este  estado  de  cosas.  Noae 
puede  dejar  al  buen  sentido  y  honradez  de  los  navegantes  la 
ejecución  de  reglas,  que  son  tan  necesarias  parala  seguridad 
de  las  vidas  y  haciendas.  Los  Estados  marítimos  entraron  ja 
en  este  camino  respecto  á  otro  asunto,  en  el  cual,  ain  embar- 
go, no  se  trataba  de  la  defensa  de  vidas,  sino  apenas  de  la  de 
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intereses  materiales,  aunque  importantísimos.  Esto  tuvo  lugar 
ea  la  convencióu  llamada  r]/>  la  Protección  de  los  cables  subma- 
rinos, firmada  eu  París  el  14  de  Marzo  de  1884  por  los  princi- 
pales Estados  marítimos,  á  la  que  se  adhirieron  otros.  En  ella 
«6  establecen  reglas  para  evitar  los  daños  que  los  buques  pue- 
dan causar  á  los  cables  submarinos  ó  á  sus  accesorios,  y  se 
determina  la  jurisdicción  competente  para  conocer  délas  in- 
fracciones. Está,  pues,  dado  el  ejemplo  para  que  sea  eficaz- 
mente activa  la  marina  de  guerra  en  su  servicio  de  policía  del 
mar  como  exigen  los  progresos  modernos  en  el  uso  do  este  ele- 
.mento.  Impónganse  penalidades  adecuadas  á  las  infracciones 
posibles  de  cada  una  de  las  Riglas  establecidas  para  evitar  los 
abordajes  en  el  mar;  determínese  cuáles  son  los  Tribunales 
competentes  para  averiguar  las  infracciones  é  imponer  las  pe- 
nas, y  dése  á  los  buques  dc^  guerra  de  todas  las  naciones  pode- 
res suficientes  para  adquirir  informes  que  sean  fundamento 
bastante  para  castigar  las  infracciones.  Termina  el  ponente 
con  la  siguiente  tesis: 

«¿Deberá  establecerse  por  acuerdo  internacional  una  san- 
ción penal  para  las  infracciones  á  las  Reglas  prácticas  para 
evitar  los  abordajes  en  el  mar? 

»En  caso  afirmativo,  ¿deberán  las  bases  para  este  acuerdo 
ser  previamente  fijadas  en  la  parte  técnica  por  peritos  comisio- 
nados por  todas  las  naciones  contratantes?» 

Después  de  una  breve  discusión  en  la  Sección,  se  aprobó, 
con  una  ligera  modificación  introducida  por  el  ponente  en  la 
tesis,  la  conclusión  siguiente,  aprobada  din  debate  alguno  en 
el  pleno: 

«Deberá  establecerse  por  acuerdo  internacional  nna  san- 
ción penal  para  las  infracciones  á  las  Reglas  prácticas  para 
miar  los  abordajes  en  el  mar. 

»La8  bases  para  este  acuerdo  deben  ser  fijadas  por  comi- 
sionados de  todas  las  naciones  contratantes.» 
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CAPITULO  VII 

TE1IA8  DB  DBBBCHO  PBNAL 

Déeim»4«bito  towL 

¿Deben  ser  f  unibles  los  crimenes  de  huríoy  robo  Aecios  forln 
ascendientes  d  los  descendientes,  ó  por  éstos  á  aquiilos,  exafU 
cuando  los  perjudicados  los  perdonen? 

Hizo  una  breye  ponencia  sobre  cate  panto  el  Sr.  Süfein 
y  Castro  (1).  En  la  formación  de  las  leyes  deben  siempre  Ir 
nerse  en  cuenta,  según  el  ponente,  las  costombres,  la  índole  j 
las  tendencias  predominantes  del  pueblo  para  que  se  legisla;  j 
en  la  de  las  leyes  penales  debe  especialmente  procnrarsey  nóte- 
lo que  la  severidad  de  las  penas  no  atente  á  la  saavidad  del» 
costumbres,  ni  á  la  buena  índole,  ni  á  los  sentimientos  de  jus- 
ticia, sino  también  que  no  se  hagan  modificaciones  irreflexini 
en  las  penas  que  conduzcan  á  la  impunidad,  puesto  que  esto 
perTierte  las  costumbres,  índoles  y  sentimientos,  y  prodsce 
graves  perturbaciones  en  el  orden  moral  de  la  sociedad,  qst 
la  llevan  á  su  disolución.  La  exageración  de  las  penas  no  mo- 
raliza, pervierte,  porque  endurece  y  hace  indiferente  á  ellas  d 
ánimo  de  los  pueblos.  La  impunidad  es  de  todos  los  elementu 
el  que  más  fácilmente  corrompe  las  costumbres  y  condaee  i 
la  sociedad  al  estado  de  barbarie.  La  índole  de  los  paeblM, 
por  blanda  que  sea,  persiguiendo  sentimientos  de  justicia,  no 


(1)  Associa^&o  don  Advog^ados  de  Lisboa.  Gon^resao  jaridieo  di  Í89l. 
These.  iDewm  iter  puniveú  09  crime*  de  furto  e  roubo  feüo9  peÍ09  awendenii^  om  im- 
«endenté*,  on  por  etttet  a  ttqiKllet,  excepto  guando  o»  preyudicado»  tk'oe  perdoem!  B<r 
lator,  Estev&o  José  Lopes  da  Sllvaira  e  Castro.  Lisboa,  Impronaa  nacioail, 
1880;  ocho  p&ipínai. 
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pnede  convertir  en  acciones  meritorias  para  anos  lo  que  con- 
sidera crímenes  para  otros.  El  crimen  es  siempre  crimen,  caal- 
qaiera  que  sea  su  agente.  A  veces  las  conveniencias  sociales 
obligan  al  legislador  á  atender  las  cualidades  de  ios  agentes 
del  crimen';  pero  no  es  justo  llegar  á  la  impunidad.  Las  le^es 
de  excepción  son,  como  regla,  odiosas,  y  mncho  más  cuando 
tengan  por  objeto  librar  del  merecido  castigo  á  cualesquiera 
agentes  del  crimen.  La  legislación  de  cualquier  pueblo  debe 
ser  el  primer  elemento  de  educación  social,  y  esta  educación, 
para  producir  todos  los  efectos  deseados,  debe  ser,  en  lo  posi- 
ble, uniforme  y  no  multiforme,  porque  el  carácter  de  la  ley  es 
la  generalidad  y  no  la  singularidad.  El  castigo  de  los  críme- 
nes, como  reparación  que  es  del  daño  causado  en  el  orden  mo* 
ral  de  la  sociedad,  se  impone  como  una  necesidad  suprema  á 
todos  los  espíritus  y  en  todas  las  ocasiones,  principalmente 
cuando  el  daüo  es  grave;  y  no  puede  decirse  que  los  crímenes 
de  hurto  y  robo  se  exceptúen,  pues  las  leyes  los  consideran  de 
los  más  peligrosos.  No  parece  justo  ni  razonable  que  el  res- 
peto á  la  familia  y  los  sentimientos  de  benevolencia  hacia  ella 
lleguen  hasta  la  completa  impunidad  de  los  crímenes,  porque 
esto  sería  retroceder  á  los  tiempos  de  los  Poderes  despóticos 
del  pater  familias  de  la  Roma  primitiva  y  á  los  tiempos  más 
bárbaros  de  la  sociedad;  sería  autorizar  en  la  familia  un  ele- 
mento de  perversión  y  desmoralización,  que  no  puede  dejar  de 
reflejarse  en  la  sociedad  en  general.  Concluye  la  ponencia  con 
la  siguiente  conclusión: 

«Deben  ser  igualmente  punibles,  y  recíprocamente  perdo- 
nables, los  hurtos  y  robos  practicados  entre  ascendientes  y 
descendientes.» 

Esta  cuestión  fué  una  dé  las  más  ampliamente  discutidae 
en  la  Sección  y  en  el  pleno,  dando  ocasión  á  varias  enmiendas. 
Los  que  consideraban  como  punibles  los  robos  entre  ascendien- 
tes y  descendientes  se  fundaban  en  la  naturaleza  de  los  actos, 
mientras  que  los  partidarios  de  la  impunidad  invocaban  altas 
consideraciones  de  respeto  á  la  familia  y  al  bogar  dontéstico. 
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La  Sección  aprobó,  pero  el  pleao  rechazó  la  conclasióa  n- 
goieate,  por  pequeña  mayoría: 

«Debea  ser  castigados  los  hartos  j  robos  practicados  entre 
ascendientes  y  descendientes.» 

Déeimosexts  tema. 

¿Ss  toleradle  el  secreto  en  el  proceso  criminnl?  Eti  caso  afirma- 
tivo ^  ¿Ubéri  coiiservxrse  solimetUe  en  el  proceso  preparatorio  6 
idves ligatorio?  Y  en  caso  negativo^  deberá  admitirse  (xcepcióM 
en  crímenes  de  extraordinaria  gravedad?  En  todo  caso,  ¿podrá 
permitirse  al  sospechoso,  envuelto  en  el  proceso,  á  cuya  intcsU- 
gación  se  proceda,  que  esté  presente  en  las  deposicicnes  de  let 
testigos  y  sea  careado  con  ellos? 

La  ponencia  sobre  este  teinii,  encomendada  al  Sr.  Correa 
da  Silva  (1),  es  bastante  breve.  Empieza  con  alg-anas  conside- 
raciones sobre  el  dereclio  de  penar  y  la  escuela  antropológica 
italiana.  Muchos  criminalistas  sostienen  que  el  secreto  eo  el 
proceso  preparatorio  es  ofeasivo  de  la  libertad,  porque  prohibe 
al  ciudadaao  la  prueba  de  su  inocencia.  Aun  admitida  la  pa* 
blícidad  en  el  proceso  investigatorío,  se  haría  diñcultosa  la  ac- 
ción de  la  justicia,  no  sólo  por  facilitar  la  evasión  de  loa  cri- 
mínales, sino  tambión  por  la  presión  que  podrían  ejercer  so- 
bre los  testigos  pitra  evitar  ia  prueba  de  sn  culpabilidad.  Bl 
sistema  adoptado  por  algunos  jurisconsultos,  que  consiste  e& 
permitir  al  delincuente  presentar  á  los  Jueces  cualesquiera 


(1)     Assooia^&o  dos  Advogados  de    Lisboa.   Congresso  jurídico  d6  6BI 

Thesd.  ¿E  tolertnel  o  aegt^edo  iw  prooenw  crxminalt  No  caso  tffermniivo,  idactrá  am- 

•^rvar-se  aumente  no  procewo  preparatorio  ou  inwttigatoriof  E^  no  caso  n^yolim,  át 

Vtrú  adntittir-se  excepc^o  em  eriutea  de  extraordinaria  gravidadef  En  todo  o  eno^ 

ipwierá  pemiiUir-ae  a  quern  attapeitar  aer  envolvido  cmproceaao,  a  cuja  inve»tig«^ai 

proi-etla,  requerer  que  eateja  preaenU  noa  depoinuntoe  daa  te9temunna»  e   aer  aeareUa 

coot  ellaaf  Relator,  Jo&o  Baptista  Correa  da  Silva.  Lisboa,  Imprensa  naó»- 

nal,  1S89;  ooho  jAginai. 


CONGRESO  DB  LISBOA  DB    1889  653 

pruebas  de  so  inocencia,  y  concederle,  luego  que  esté  preso  6 
con  fíanza,  intervención  directa  en  el  proceso  preparatorio,  no 
eTÍta  los  inconvenientes  que  produce  la  no  publicidad  del  pro^ 
ceso,  ni  salva  las  garantías  que  resultan  para  la  sociedad  del 
secreto.  £1  único  sistema  que  mejor  combina  la  conveniencia 
social  con  la  libertad  del  individuo,  es  la  rectiñcación  del  auto 
de  procesamiento  en  forma  sumaria,  después  de  preso  ó  de  ha- 
ber prestado  fianza  el  presunto  reo.  En  tales  circunstancias,  el 
presunto  reo  puede  pedir,  en  un  corto  término  designado  en 
la  ley,  la  rectifícacién  del  auto  de  procesamiento  y  producir 
cualesquiera  pruebas  que  tuviere  de  su  inocencia.  El  numero 
de  testigos  debe  ser  limitado,  y  la  investigación  hecha  secre- 
tamente por  el  Juez.  Parece  racional  la  doctrina  expuesta,  por 
ser  inicuo  y  cruel  sujetar  á  la  lentitud  del  proceso  acusatorio 
al  individuo  á  quien  se  imputa  un  delito,  que  se  halla  pronto 
á  probar  su  inocencia  y  á  destruir  los  fundamentos  de  esta 
presunción.  Propone  las  conclusiones  siguientes: 

1/  El  proceso  criminal  investigatorio  debe  ser  secretó, 
p(^rniitiéndose  sólo  á  los  delincuentes  presuntos,  para  prueba 
dii  su  inocencia,  la  unión  de  documentos  al  proceso. 

2/  Después  de  dictado  el  auto  de  procesamiento,  el  pre- 
sunto delincuente,  preso  ó  con  fianza,  puede  pedir  la  rectifica- 
ción del  auto  y  producir  cualesquiera  pruebas  que  tuviere  de 
80  inocencia. 

3.*  £1  examen  de  testigos  debe  hacerse  en  secreto  con  el 
Jnez,  sin  la  asistencia  del  presunto  reo,  siendo  limitado  su 
número  á  ocho  ó  diez. 

4.*  No  deben  admitirse  testigos  residentes  fuera  de  la  co- 
marca, á  DO  ser  que  el  individuo  se  obligue  á  presentarlos  en 
juicio. 

La  Sección  modiíicó  estas  conclusione;;,  y  el  pleno  aceptó, 
ligeramente  modificada,  la  propuesta  de  la  Sección  esta  forma: 

1.'  £1  proceso  criminal  debe  dividirse  en  dos  partes,  in- 
vestigatorio y  acusatorio,  comprendiéndose  en  el  primero  tor 
dos  los  actos  judiciales  desde  la  iniciación  del  proceso  ha^ta 


654  BET16TA   DB  LBOISLAOlólf 

el  aato  del  procesamíeato;  y  en  el  segaaio,  los  demás  aetai 
desde  este  último  hasta  la  sentencia  final. 

2/  Cualquier  acosado,  y  en  caalqaier  estado  del  proceso  ín- 
vestigatoríOy  podrá  producir  cualesquiera  pruebas  legales^  eaci> 
midadas  á  librarle  de  la  responsabilidad  que  se  le  imputa;  pera 
nunca  podrá  proponer  testigos  resideiítes  fuera  de  la  oomaict, 
á  no  ser  cuando  se  obligue  á  presentarlos  dentro  de  un  temí* 
no  razonable  en  el  respectivo  juicio,  á  condición  de  que  no» 
viole  el  secreto  del  proceso  (1). 

3/  Cuando  el  acusado  esté  preso  ó  con  fianza,  le  será  per 
mitida  la  intervención  directa  en  el  proceso  ínvestigatorio,  lu- 
ciéndose representar  por  Abogado. 

4.*  Bl  auto  de  procesamiento  no  producirá  efecto  sin  Iteoa* 
ftrmación  do  un  Tribunal  colectivo. 

Decimoséptimo  tema. 

¿Débese  indemnización  i  los  reos  absuelíos'f  ¿Su  caso  afirMOÜso^ 
débese  á  todos  indis Untamenie,  ó  sólo  d  aquellos  que  el  Ttüih 
nal  declare  inoeeníes^ 

• 
Redactó  una  breve  ponencia  sobre  este  tema  el  Sr.  Son» 
Qaeíroga  (2).  Empieza  sentando  que  la  falibilidad  y  la  perfec* 
tibilidad  son  las  dos  características  esenciales  de  toda  la  actíii- 
dad  humana.  Sobre  ellas,  como  sobre  dos  polos,  gira  toda  ii 
actividad  individual  y  social,  en  la  lucha  incesante  de  la  vil», 
en  busca  del  luminoso  ideal  del  progreso,  siempre  parcialmot- 
te  alcanzado,  sin  que  pueda  obtenerse  nunca  en  absoluto.  Ctda 
paso  dado  en  esta  marcha  incesante  representa  una  nueva  eos* 


(1)  Las  últimas  palabras  d  eondicióií  de  que  no  «c  viole  el  ñeertto  dd  pr^vm 
han  sido  la  única  alteración  heoba  por  el  pleno  á  la  propaesta  de  la  Ssocí&k. 

(2)  Assooia^&o  dos  Advogados  de  Lisboa.  Congresso  joridico  de  1899.  O» 
iodo  e  09  victima»  do»  errot  judieide»t  por  Jo&o  Alexandrlno  de  Sonsa  Qosirofs- 
Lisboa,  Imprensa  nacional,  1889.  10  páginas. 
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quista,  obtenida  por  la  perfección  humana  para  la  cansa  de  la 
civilización  y  del  progreso.  Pero  á  despecho  de  todas  esas  glo* 
riosas  conquistas,  la  falibilidad  humana  subsiste  y  subsistirá 
indefinidamente.  De  ella  resulta  el  error  como  triste  patrimo- 
nio de  la  imperfección  del  hombre.  El  error  se  manifiesta  en 
todas  las  esferas  de  la  actividad  individual  y  social.  El  Poder 
judicial,  como  los  demás  Poderes  del  Estado,  no  se  exime  de 
la  acción  de  la  ley  fatal  é  imperiosa  de  la  falibilidad,  y  aunque 
las  más  modernas  y  perfeccionadas  legislaciones  penales  han 
eliminado  la  posibilidad  de  muchos  de  los  errores  que  eran  in- 
evitables en  ópocas  menos  cultas  y  civilizadas,  no  por  eso  dejan 
desgraciadamente  de  repetirse  en  la  actualidad  los  llamados 
errores  judiciales.  La  conciencia  humana  responde  afirmativa- 
mente á  la  pregunta  de  si  debe  el  Estado  indemnizar,  en  los 
límites  de  lo  posible,  el  perjuicio^  material  ó  moral  que  el  error 
de  sus  mandatarios  causó  á  la  víctima  de  la  falibilidad  huma- 
na, traduciendo  la  espontánea  manifestación  del  sentimiento 
de  la  justicia,,  innato  en  todas  las  conciencias.  Y  puede  afirmar- 
se, sin  riesgo  de  error,  que  desde  que  el  asunto  preocupa  á  los 
hombres  de  ciencia  y  de  gobierno,  nadie  ha  negado  la  bondad 
del  principio.  Las  dificultades  prácticas  de  su  reglamentación, 
únicas  que  suscitan  dudas,  no  deben  en  modo  alguno  anularle» 
atno  que  deben  ser  vencidas  con  la  perseverante  voluntad  del 
hombre  de  gobierno.  Suecia  y  algunos  Cantones  suizos  nos  dan 
ejemplo.  Concluye  el  ponente  proponiendo  esta  condusióo: 

«El  Estado  debe  indemnización  á  todo  acusado  cuya  absolu- 
ta inocencia  sea  probada  y  juzgada,  ya  durante  la  instrucción 
del  proceso  ante  el  respectivo  Juez  instructor,  ya  durante  la 
^casación  ante  el  respectivo  Tribunal  de  acusación,  ya,  final- 
mente, durante  la  revisión  ante  el  respectivo  Tribunal  de  re- 
▼isión,  con  excepción,  sin  embargo,  de  aquellos  que,  por  fal- 
tas y  actos  suyos,  hayan  motivado  las  sospechas  y  provocado 
el  proceso,  sea  por  declaraciones  inexactas,  sea  por  confesio- 
nes falsas,  sea  por  cualesquiera  otros  medios  que  hayan  con- 
tribuido al  error  jadicial.» 
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Esta  coDclasíÓD,  después  de  ana  breve  discoslóa  en  la  Sec- 
ción y  en  el  pleno,  faé  aprobada  saprimiendo  la  parte  final,  en 
esta  forma: 

«El  Estado  debe  indemnización  á  todo  acusado  cuya  abeo* 
lata  'inocencia  sea  probada  y  juzgada,  ya  durante  la  instmc- 
eión  del  proceso  ante  el  respectivo  Jaez  instructor,  yadaraa- 
te  la  casación  ante  el  respectivo  Tribunal  de  acusación,  ja, 
finalmente,  durante  la  revisión  ante  el  respectivo  Tribunal  de 
revisión.» 

Déeinooctavo  tema. 

£1  sistema  penileficiario,  siendo  exclusivo  y  único,  ¿airazorilu 
más  importaiUes  fenómenos  de  la  crimfiaUdad,  y  noabrazii- 
dolos ^  se  convertirá  en  una  institución  contraprodtteente  y  tt- 
fasta?  Y  cualquiera  que  sea  el  sistema  adoptado  en  las  frisio- 
nes,  ¿deberá  encargarse  á  las  mujeres  el  cuidado  de  las  pret&íf 

Hizo  la  ponencia  sobre  este  tema  el  elocuente  orador  y  dis- 
tinguido jurisconsulto  Sr.  Arriaga,  siendo  su  trabajo  uno  de 
los  más  importantes  discutidos  en  el  Congreso  (I).  Segdn  él,  la 
ideado  que  todo  criminal  era  nn  enfermo  susceptible  de  can 
y  de  que  la  terapéutica  para  devolverlo  á  la  sociedad  coae 
miembro  útil  de  la  misma,  estaba  en  la  penalidad  y  en  el  as- 
tema  penitenciario  con  arreglo  al  que  era  cumplida,  pasdée 
algunos  pensadores  eminentes  á  la  gran  mayoría  de  los  fildso- 
fos,  jurisconsultos  y  moralistas  del  siglo  pasado  y  del  presente, 
y  de  tal  modo  penetró  en  el  espíritu  público,  que  los  €robierBOi 


(1)  Assooia^ao  dos  Advogados  de  Lisboa.  Congresso  joiidioo  de  18B0.  TkMi> 
O  siatema  penitencia rio^  guando  exo/unvo  e  único,  ¿abrangerd  09  pAenomenot  wi»»m 
portante»  da  criminalidade,  e  ndo  os  abrangendo,  converter -9€-ha  n*iiJiMi  iutitúti» 
contraproducente  e  ne/a9taf  Relator,  Manuel  Arriaga,  I«icaiiciado  na  Faenhadi 
ée  Dlreito,  membro  da  Assooia^&o  dos  Adyogados,  Adyogado  nos  aaditocÍM 
de  Lisboa.  Lisboa,  Lnprensa  nacional,  1889;  90  páginas. 
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llegaron  á  sancioDarla  como  priocipio  de  legislacíÓD  penal,  7 
á  ponerla  en  ejecución  en  las  naciones  que  se  precian  de  civi* 
tizadas.  Tuto,  como  todas  las  ideas  humanitarias,  su  marcha 
ascendente  y  triunfante  en  la  conciencia  pública,  y  tal  confian- 
za ha  llegado  á  inspirar  á  los  gobiernos  cultos,  que  hacen  para 
realizarla  los  mayores  sacrificios.  Nació  ciertamente  de  la 
creencia  admitida  por  la  religión  hebrea,  amplia  y  poéticamen- 
te desenvuelta  y  completada  en  la  cristiana,  de  que  el  hombre» 
teniendo  un  origen  divino,  es  siempre  apto  para  distinguir  el 
bien  del  mal,  y,  como  rey  de  la  creación,  señor  y  centro  del 
universo,  tiene  siempre  en  sí  poder  bastante  para  escoger  en 
el  corto  espacio  de  sus  días  entre  el  cielo  y  el  infierno.  Es  me- 
nester considerar  el  problema  del  derecho  criminal,  tal  como 
hoy  le  imponen  los  procesos  y  las  conquistas  de  la  ciencia,  no 
permitiendo  que  caiga  en  manos  extrañas  á  la  causa  del  dere- 
cho y  de  la  justicia.  Es  llegado  el  momento  de  arrancar  la  mo- 
ral y  el  derecho  del  estacionamiento  en  que  los  vemos  casi  di- 
vorciados de  la  esplendorosa  civilización  del  siglo  que  va  á 
finar;  y  tomándole  la  vanguardia,  no  permitir  que  fenómeno 
alguno  social,  en  lo  que  toque  á  las  relaciones  de  los  hombrea 
entre  sí,  se  efectúe  y  mantenga  fuera  de  la  acción  de  la  justicia. 
En  este  ánimo  formula  y  mantiene  el  Sr.  Arriaga  la  tesis,  por 
estar  convencido  ha  mucho  de  que  el  sistema  penitenciario, 
cualquiera  que  sea  la  escuela  adoptada  en  su  ejecución,  prin- 
cipalmente el  celular,  tiende  á  desaparecer  como  contrario  á 
las  causas  fisiológicas,  psíquicas  y  sociales  á  que  obedece  el 
crimen;  y  de  que,  aun  cuando  no  sea  eliminado,  habrá  de  ser 
restringido  á  un  grupo  limitado  de  casos.  La  actual  escuela  de 
derecho  criminal  acepta  como  principios  incontrovertibles,  y 
que  constituyen  la  base  y  el  alma  de  todo  su  sistema,  que  na 
hay  crimen  sin  voluntad  del  agenta  (crimen  para  ella  es  el  he- 
cho voluntario  declarado  punible  por  la  ley  penal);  que  todo 
criminal  es  un  enfermo  siempre  éttscepUMe  de  cnra;  que  el  elixir 
ejtcaz  para  conseguirla  está  única  y  exclusivamente  en  la  peu& 
que  se  ha  de  imponer  al  criminal,  bastando  variarle  la  doaia,  gra- 
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doarla  á  las  circanstaDcias  qoe  mílitao  en  pro  ó  en  contradi 
él  para  realizar  el  milagro;  y  finalmente,  qne  el  médico  iníali- 
ble  de  esta  terapéutica  misteriosa  está  en  el  Jaez  qne  en  el 
día  del  jaicio  del  criminal,  exaciísimamente  tan  infalible  como 
el  Papa  en  materia  de  fe,  precisa  el  día,  la  hora  cierta  en  q«e 
el  enfermo  estará  curado,  y  deberá  como  tal  ser  restitnído  ik 
sociedad  de  que  fué  alejado. 

Tal  es,  en  resumen,  toda  la  teoría  de  la  escuela  penit^di- 
ria  moderna.  Compréndese  que  en  una  sociedad  de  infalibOii- 
taSy  educada  desde  la  cuna  bajo  las  influencias  del  mando  eo- 
breoalural,  semejantes  principios  se  infiltrasen  en  el  espirito 
público  y  llegasen  basta  los  preceptos  de  la  ley  criminal.  Per» 
como  el  siglo  que  va  á  terminar  es  todo  de  examen  y  crítica^ 
prepara  al  lado  de  la  civilización  empírica  del  pasado,  odb- 
puesta  de  creencias,  do  doctrinas  abstractas,  do  teorías  y  de 
liípótesis,  otra  basada  única  y  exclnsivamente  en  verdades  ine- 
ductibles,  en  bcchos  en  sí  mismo  demostrables,  en  leyes  deri- 
vadas de  estos  hechos  que  excluyen  toda  duda  y  hacen  tenai- 
Dar  las  discusiones,  llevando,  en  nombre  de  la  verdad,  la  pu 
á  liS  conciencias:  sucede  que  aquellos  principios,  ya  hoy  des- 
mentidos por  los  hechos,  comienzan  áser  repelidos  de  laeo&- 
ciencia  pública  por  la  ciencia,  como  inexactos,  contraprodooes- 
tes  y  nocivos  á  la  propik  administración  de  la  justicia  criminal, 
y  más  que  todo  por  convertirse  en  instrumentos  de  soplieia 
para  las  víctimas  que  pretendían  redimir,  mil  veces  peores  eo 
sus  efectos  que  los  de  la  antigua  vindicta  sociah  El  señor 
Arriaga  entra  en  consideracioneá  contra*  la  escuela  clásica 
criminal,  siguiendo  las  conocidas  poblicaciones  de  GaroUs» 
Tarde,  Lombroso  y  Ferri,  y  propone,  para  dar  á  la  sociedad 
más  sólidas  garantías  contra  los  criminales  y  librar  á  éstos  de 
tentativas  iuhumanas  é  inútiles,  en  armonía  con  el  principio  de 
regeneración  del  criminal  por  la  expiación  de  la  pena,  las  ooor 
clusíones  siguientes: 

1.*    Deben  ser  excluidos  del  régimen  penitenciario,  prinei* 
pálmente  del  celular: 
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aj  Todos  aquellos  en  quienes  se  reconozca  y  praebe  nna 
Anomalía  coogéaita  que  predisponga  ó  determino  al  crimen, 
inclnjendo  en  este  grupo  álos  que,  según  la  escuela  de  A.ntro-> 
pología  criminal,  se  denominan  delincuentes  natos. 

h)  Los  reincidentes. 

c)  Los  viejos  de  más  de  sesenta  años  de  edad. 

d)  Los  condenados  por  crímenes  religiosos  ó  políticos. 

2/  El  período  de  la  pena  puede  ser  disminuido  ó  ampliado 
por  la  revisión  de  la  sentencia  en  los  Tribunales  superiores  con 
audiencia,  en  el  segundo  caso,  del  condenado,  cuando  así  lo 
acuerde  el  Consejo  penitenciario. 

Este  tema  suscitó  una  gran  controversia  en  la  Sección  entre 
los  representantes  de  las  escuelas  clásica  y  antropológica  cri- 
minal, y  no  fué  posible,  por  lo  apremiante  del  tiempo,  llevarlo 
al  pleno.  Las  conclusiones  de  la  ponencia  fueron  modificadas 
por  la  Sección  en  esta  forma: 

I.*  Deben  ser  excluidos  del  régimen  penitenciario,  princi- 
cipalmente  del  celular: 

á)  Todos  aquellos  en  quienes  so  reconozca  y  praebe  ano- 
malía congénita,  que  predisponga  ó  determine  al  crimen. 

b)  Los  reincidentcs  incorregibles  después  de  sometidos  al 
sistema  penitenciario. 

c)  Los  viejos  de  más  de  sesenta  años. 

d)  Los  condenados  por  crímenes  exclusivamente  religiosos 
ó  políticos. 

2.*  El  período  de  la  pena  debe  ser  restringido  por  la  libertad 
provisional  en  los  casos  en  que  la  ley  lo  permita. 
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DécimonoTeno  tema. 

¿En  qué  sentido  es  urgente  reformar  los  Códigos  fenoles  itfa 
parle  relativa  á  las  condiciones  de  la  responsabilidad  erimial 
del  agente  del  hecho  y  d  los  efectos  de  las  cireunslaneias  ¿w- 
mentes,  para  que  la  doctrina  de  la  ley  esté  de  acuerdo  coi  kt 
afirmaciones  de  la  ¡¡sicologia  contempordnea^  de  la  anlropohfk 
criminal  y  de  la  patología  alienista,  y  satisfaga  las  ntmk 
des  de  la  posible  seguridad  contra  el  crimen? 

Fué  encargado  de  la  ponencia  sobre  este  tema  el  Sr.  Fon- 
seca,  que  trata  en  su  trabajo  de  las  materias  siguientes:  I.  0 
hombre  está  sujeto  á  las  leyes  como  los  demás  animales.  B 
derecho  de  castigar.  Los  locos  criminales  entre  las  razas  sahí» 
jes. — II.  Las  penas  en  las  primeras  legislaciones  de  ios  puebb. 
Necesidad  de  estudio  del  génesis  del  crimen.  Los  locos  crimi- 
nales en  el  Derecho  romano  y  en  la  Edad  Media. — ^III.  Dispoe- 
cioiies  consignadas  en  algunos  Códigos  penales  relativas  áloi 
crímenes  cometidos  por  los  locos.  La  escuela  antropológica  cri- 
minal. Conclusiones  (1).  La  escuela  metafísica,  en  so  opinióD, 
viéndose  entre  los  principios  de  que  no  quiere  renegar,  yin 
necesidades  que  ha  de  atender,  ni  realiza  aquéllos,  ni  satis&ce 
éstas.  Proclamando  la  voluntad  como  un  requisito  iodispcD- 
sable  para  que  un  acto  sea  considerado  crimÍDal,  castig»  al 
que  hiere  ó  mata  por  incuria,  impericia  ó  negligencia.  Procla- 
mando la  irresponsabilidad  del  loco,  deja  á  la  sociedad  sio  de- 


(1)  A88OCÍ09ÍI0  dos  Adyogados  de  Lisboa.  Con^esso  jurídico  de  188B.  Tbtm. 
íEm  que  sentido  é  urgente  reformar  os  Códigos  penaet,  na  parte  relativa  ás  exmdi^pmu 
responsabilidade  criminal  do  agente  do  fado  incriminado  e  aos  ef/eitos  das  etra^s- 
taneias  dirimentes,  para  que  a  doutrina  da  lej/^que  de  aeeordo  com  as  afirmt^Ó»  «■ 
peychologia  contemporánea ,  da  anthropologia  criminal  e  da  paúdogia  atienisUiS^ 
tisfaga  ds  necessidades  de  possivel  seguran^  contra  o  crimef  Belator,  Antonio  Al* 
ornato  Ciisplniano  da  Fonseca.  Lisboa,  Imprensa  nacional,  1889;  IS 
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fensa  si  lo  absuelve,  ó  comete  un  acto  inútil  de  barbarie  si  lo 
condena.  Y  no  presenta  disposición  alguna  relativa  al  criminal 
que,  sin  ser  completamente  loco,  no  puede  tampoco  considerar- 
se como  verdaderamente  normal;  como  si  la  naturaleza  diese 
saltos;  como  si  sólo  hubiese,  aun  adoptando  sus  principios, 
hombres  completamente  responsables  ó  irresponsables.  No  ha- 
biendo seguido  los  Jueces,  como  antes  los  Legisladores,  el  pro- 
greso de  los  estudios  sobre  enfermedades  mentales,  llegó  una 
época  en  que  se  trabó  la  lucha  entre  ellos  y  los  dedicados  á  es- 
tos estudios,  lucha  de  pésimos  resultados  y  de  funestas  conse- 
cuencias. Los  Jueces,  no  comprendiendo  que  hubiese  otra  es> 
pecie  de  locos  que  aquéllos  general  y  evidentemente  reconoci- 
dos como  tales^  emplearon  todos  sus  esfuerzos  para  que  fuesen 
condenados  ciertos  criminales  á  quienes  los  peritos  declaraban 
irresponsables.  Estos,  proclamando  que  aquéllos  habían  come  - 
tido  el  crimen  de  que  eran  acusados,  impulsados  por  la  locura, 
empleaban  todos  sus  esfuerzos  para  que  fuesen  absueltos.  Si 
vencían  los  Jueces,  si  el  reo  era  condenado,  podía  darse  el  he- 
cho de  ir  un  loco  á  una  penitenciaría,  haciéndose  más  loco 
aún,  y  por  tanto,  más  criminal.  Si  los  médicos  salían  vence- 
dores y  el  criminal  era  absuelto,  quedaba  la  sociedad  sin  de- 
fensa, y  no  se  realizaba  uno  de  los  fines  de  la  pena,  la  intimi- 
dación, porque  el  público  no  veía  en  este  acto  la  justicia,  sino 
protección  ó  demasiada  benevolencia.  Fueron  los  mismos  mé- 
dicos quienes,  reconociendo  que  la  sociedad  no  podía  quedar 
entregada  sin  defensa  á  esta  especie  de  criminales,  comenza- 
ron á  dedicar  su  atención  á  este  asunto,  y  fundaron  la  escuela 
antropológica  criminal.  Entrando  en  las  prisiones,  estudiando 
con  mucha  paciencia  y  trabajo  á  los  criminales,  examinando 
sus  caracteres  físicos  y  morales,  su  lenguaje,  su  forma  de  es- 
critura, BUS  costumbres,  su  modo  de  proceder,  sus  antepasa- 
dos, pudieron  dividirlos  en  cinco  categorías:  locos,  natos,  habi- 
tuales, de  ocasión  y  de  pasión.  Fueron  ellos  también  los  que 
demostraron  que,  si  los  criminales  natos  eran  los  más  raros, 

eran  los  más  peligrosos,  no  sólo  por  la  gravedad  de  los  críme^ 
TOMO  76  43 


gg2  RETISTA  DE  LEGISLACIÓN 

nes  que  ordinariamente  practican  y  por  no  ser  sn?cepüblea  le 
moralizaciüD,  sino  también  por  dar  origen  á  descendientes,  fa- 
talmente  inficionados  de  la  misma  enfermedad,  de  ia  misiua 
anomalía,  y  por  tanto,  verdaderos  criminales.  Eq  annúníam 
estos  principios,  llega  el  Sr.  Fonseca  á  las  cojiclusiones  si- 
guientes; 

!.■  Las  leyes  penales  deben  atender,  no  sólo  á  los  crimi- 
nales completamente  locos,  sino  también  á  aquellos  que,  m 
tener  las  facultades  intelectuales  perfectamente  regulares,  na 
pueden  considerarse  completamente  irresponsables. 

2.*  Los  criminales  completamente  irresponsables  por  el 
hecho  que  practiquen,  y  cuya  libertad  sea  peligrosa  par¿  It 
Büciedad,  deben  ser  recogidos  para  siempre  en  un  hospiíiló 
asilo  expresamente  fundado  para  ellos,  sin  las  formalidaies 
del  juicio;  mas  después  de  acreditada  su  irresponsabilidad Kr 
medio  do  peritos,  y  de  ser  oídos  el  representante  del  Minisíe- 
rio  público  y  la  defensa,  por  auto  del  Juez,  del  cual  debecalje: 
siempre  recurso  ante  los  Tribunales  superiores. 

3.*  Los  criminales  no  completamente  locos,  y  por  tanto  coa 
más  ó  menos  responsabilidad  por  el  crimen  que  cometiers, 
deberán,  después  también  de  examinados  por  los  respecÜTís 
peritos,  ser  juzgados  y  condenados  á  reclusión  en  el  asilo  in- 
dicado por  tanto  tiempo  cuanto  debería  durar  la  pena  qoeks 
correspondería  caso  do  quo  funcionasen  perfectamente  soi fa- 
cultades mentales. 

Este  tema,  punto  grave  de  controversia  entre  las  doa  es- 
cuelas penales  clásica  y  antropológica,  fué  muy  ampliamente 
discutido  en  la  Sección  y  en  el  pleno.  Eran  partidarios  de  la 
escuela  clásica  la  mayoría  de  los  congresistas,  llevando  prin- 
cipalmente la  voz  de  los  portugueses  el  eminente  Profesor  (k 
la  Universidad  de  Coimbra,  Doctor  Calixto,  y  la  delo8espa¿(r 
lea  el  Doctor  Cadalso  Manzano,  Director  de  la  Penitenciaria 
de  Valladolid,  y  el  que  auscribe  estas  líneas.  Pertenecían  fer- 
vorosamente á  la  escuela  antropológica,  y  en  su  nombre  to- 
maron parte  principalmente  en  el  debate  el  Doctor  Arriaga, 
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notable  orador  forense  y  político,  los  Sres.  Pimentel  j  Castello- 
Branco,  celosos  é  inteligentes  Director  y  Subdirector  de  la 
Penitenciaría  central  de  Lisboa,  y  los  Sres.  Alvarez  Taladriz 
f  Silió,  Director  y  Secretario  de  la  Revista  española  de  antro* 
plogia  criminal. 

Las  doctrinas  que  con  gran  empeño  sostiene  la  nueva  es- 
suela son  prematuras  y  es  muy  difícil  que  obtengan  una  acep- 
aición  general,  aun  despuds  de  muy  numerosas  experiencias, 
ío  puede  negarse  la  oportunidad  de  estudiar  á  los  criminales; 
)ero  son  demasiado  fuertes  las  conclusiones  de  los  antropólo- 
fos,  y  más  que  adelanto,  suponen  un  retroceso.  La  Sección 
>rímero  y  el  pleno  después,  entre  varias  propuestas  presenta- 
ras, aceptaron,  suavizando  algo  las  de  la  ponencia,  las  con- 
ílusiones  siguientes: 

L*  Las  leyes  penales  deben  atender,  no  sólo  á  loe  crimi- 
lales  completamente  locos,  sino  también  á  aquellos  que  no 
íenen  las  facultades  intelectuales  perfectamente  regulares. 

2."  Los  criminales  completamente  irresponsables  por  el  he- 
ho  que  practiquen,  y  cuya  libertad  sea  peligrosa,  para  la  so- 
ledad, deben  ser  recogidos  por  tiempo  índefiuido  en  un  esta- 
Jecimiento  adecuado  sin  las  formalidades  de  juicio;  mas  des- 
pués de  acreditada  su  irresponsabilidad  por  medio  de  peritos 
'  de  ser  oídos  el  representante  del  Ministerio  público  y  la  de- 
ensa,  por  auto  del  Juez,  del  cual  debe  caber  siempre  recurso 
nte  los  Tribunales  superiores. 

3.'  Los  criminales  no  completamente  locos,  y,  por  tanto, 
on  más  ó  menos  responsabilidad  por  el  crimen  que  cometan, 
eberán  también,  después  de  examinaclos  por  los  respectivos 
eritos,  ser  juzgados  y  condenados  á  reclusión  en  el  estableci- 
liento  indicado. 
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VigéBimo  toma. 

^Qué  reformas  conviene  hacer  en  los  sUimas  penales  mge^Usjf 
en  las  disposiciones  relativas  i  la$  circunstancias  wodificath 
vas  de  la  responsabilidad  criminal,  para  qw  laUy  ofrms 
contra  todo  delincuenUy  de  cualquiera  de  las  categorías  e» 
cidas  en  antropología  criminal,  m  medio  de  represión  6  it  Ri- 
guridad, siempre  en  armonía  con  su  estado  mental  y  «ard, 
5^,  en  lo  posible,  en  relación  con  la  dirección  par  Ocular  din 
tendencia  criminan  ¿Será  menester  para  el  mismo  fin  «írA- 
cir  algunas  innovaciones  en  la  organización  de  la  jusüeu  f 
en  el  proceso  criminal^  ¿Tcudies"^ 

Vigésimoprimero  tema. 

iDeberi  admitirse  en  un  sistema  racional  de  penalidad  úm- 
cues  tro  del  crimiual  por  tiempo  indeterminado"^  ¿En  qué  eme 
casóse  ¿F  qui  condiciones  debe  la  ley  establecer  para  que  á  t»- 
denado  vuelva  á  la  libertad  provisional  6  deJínitivaualA 
¿Será  necesario  y  justo  que  la  sentencia  condenatoria,  í««^ 
monia  con  la  Uy,  fije  la  duración  mínima  de  la  peul  i* 
qué  hipótesis  no  cabe  esta  determinación  previa"^  ¿^  *w 
positiva  se  presenta  al  legislador  para  señalar  limites  i  lu 
penase 

Vigésimoseguiido  tema. 

¿Qué  importancia  tiene  d  tetado  político  y  social  de  ht  yuV» 
latinos  en  la  etiología  de  su  criminalidad  actualf  ¿En  qtUt^ 
tido  debe  ser  dirigida  su  evolución  para  que  el  nivel  more¡$ 
eleve  y  la  acción  de  estos  factores  sea  modificada^ 

Sobre  estas  importantes  coestiones,  propuestas  por  el  d» 
tinguido  Profesor  de  Derecho  penal  de  la  universidad  di 
Coimbra,  8r.  Henriques  da  Silva,  encargado  de  las  ponencia, 
no  pudo  haber  debate  por  consecuencia  de  aa  enfermedad, 
que  le  impidió  desgraciadamente  desempeñar  su  cometido. 
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CAPITULO   VIII 

TEMAS    DE    CUESTIONES    MIXTAS 

Vigésimotereero  tema. 

4£f  posible  llegar  en  iré  las  naciones  ci&üizadas  á  la  unidad  le- 
gislativa en  el  Derecho  civil  y  en  el  comercial^  especialmente 
mariíimo?  En  caso  afirmativo^  ^qué  principios  podrían  servir 
de  base  i  esta  unificación? 

Este  tema^  propuesto  ea  parte  por  la  Real  Academia  de 
Jorispradencia  y  Legislación  de  Madrid,  y  en  parte  por  la 
Universidad  de  Granada,  dio  origen  á  tres  ponencias,  la  más 
importante  del  distinguido  Bibliotecario  de  la  indicada  Acade- 
mia,  Sr.  Maluqaer  y  Salvador  (1),  y  las  otras  de  los  Sres.  Pinto 
de  Andrade  (2)  y  Martins  Nobre  (3). 

£1  gran  número  de  conclusiones  propuestas  y  la  tardanza 
en  imprimir  la  ponencia  del  Sr.  Maluquer,  hizo  que  sólo  pu- 
diera discutirse  este  tema  en  la  Seccióú,  y  de  un  modo  preci- 
pitado. Nos  limitaremos,  por  esto,  á  la  simple  enunciación  de 
las  conclusiones. 


(1)  Assooia^fto  dos  Adyogados  de  Lisboa.  Congreso  jarídico  de  1889.  These. 
{S  pomvel  chegar  entre  a»  na^»  civUinadas  á  unidade  legUlativa  no  Direito  civil  0 
■o  commereialf  especialmente  maritimot  Em  ewio  a/firmativOy  iqué  principioe  podtí- 
riam  servir  de  base  á  esa  unificagdof  Relator,  Dr.  D.  Jos^  Málnqaer  y  Salvador, 
designado  pela  Real  Academia  de  Jarispradenoia  e  Legisla^ao  de  Madrid.  Lis- 
boa, Imprenta  nacional,  1889;  20  páginas. 

(2)  Associa^&o  dos  Advogados  de  Lisboa.  Oongresso  jurídico  de  1889.  These 
()Ui  de  la  nota  1.*).  Relator,  Bernardo  Vieira  Pinto  de  Andrade.  Lisboa,  Im- 
inrenaa  nacional,  1889;  nneve  páginas. 

(3)  A8sooia9&o  dos  Advogados  de  Lisboa.  Congrewo  jnridioo  de  1889.  These 
(la  de  la  nota  1.*).  Relator,  Joaqnim  ICartíns  Nobre.  Lisboa^  Impreiisa  nació- 
Bal,  1869;  cnatro  páginas. 
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He  aquí  las  del  Sr.  Mart'ms  Nobre: 
!.■    Unificacióa  del  Derecho  civil  en  todas  ka  nacioas^  cul- 
tas, á  lo  menos  en  la  parte: 

a)  Qae  regula  la  capacidad  civil  de  las  personas  y  sin  da- 
tiuciÓQ  de  sexo; 

b)  Reciprocidad  de  derechos  para  todas  las  personas  qne 
residan  ó  viajen  en  cualquier  nación  que  no  sea  la  de  sa  u- 
tu raleza. 

2.*  Uaiíicacifjn  del  derecho  comercial  en  todas  las  nacio- 
nes cultas,  á  lo  menos  en  la  parte  marítima. 

3.*  El  medio  de  conseguir  unificación  de  las  partes  de  de- 
recho menciona  Jo  en  la  primera  y  segunda  conclusión  en  los 
tratados  internacionales. 

El  Sr.  Pinto  de  Audrade  proponía  las  siguientes  condn- 
sienes: 

1.*  Parece  posible  la  unificación  del  Derecho  civil  entre  1» 
naciones  civilizadas,  preparándose  para  este  objeto  unproyecíB 
de  CóJigo  civil  y  de  procedimiento  internacional,  donde secon- 
signen  los  derechos  civiles  de  los  ciudadanos  y  las  formas d« 
sus  contratos,  la  organización  de  los  Tribunales  de  justicia  y 
las  fórmulas  del  procedimiento. 

2."  La  misma  unificación,  y  con  mayor  razón,  esposible« 
el  derecho  mercantil  y  en  el  marítimo,  preparándose  tambiéfi 
un  proyecto  de  Código  comercial  internacional,  donde  se  rega- 
len lüs  diferentes  actos  comerciales,  sus  fórmulas  más  nsaaleí, 
y  el  procedimiento  y  fórmulas  de  proceder  en  los  Tribunalet 

3."  Estos  proyectos  serán  discutidos  y  aprobados  en  Coa- 
grecos  jurídicos  internacionales  por  delegados  de  los  diferente 
Estados  con  poderes  para  esto,  y  mandados  ejecutar  por  los  Gd- 
biernos  en  sus  Estados. 

4.*  Los  proyectos,  después  de  discutidos  y  aprobados  p«a 
tener  fuerza  de  ley,  serán  traducidos  en  las  lengaas  delosfo» 
tados  en  que  rigieren. 

5.*  El  número  y  colocación  de  los  Tribunales  será  determi- 
nado por  el  Gobierno  del  Estado  respectivo;  y  sa  organizacióQ, 
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competencia  y  atribuciones  serán  marcadas  en  el  Código  de 
procedimiento  internacional. 

6."  Para  las  causas  de  poco  valor  habrá  nna  magístratora 
inferior,  cuyas  atribuciones  también  serán  marcadas  en  aquel 
Código;  su  colocación  también  será  designada  por  el  Gobierno 
del  Estado  respectivo. 

7.*  Cuando  los  Tribunales  Supremos  délos  respectivos  Es- 
tados no  estuvieren  de  acuerdo  en  la  interpretación  de  algún 
artículo  de  los  Có^ligos,  será  hecha  su  interpretación  auténtica 
en  Congreso  internacional,  é  inserta  en  el  correspondiente  lu- 
giir  de  los  Códigos. 

8."  Cuando  sea  necesaria  la  reforma  de  alguno  de  los  Códi- 
gos interuacionales,  se  procederá  comq  para  su  fornaación. 

9."  Los  Tribunales  de  comercio  subsistirán  con  la  organi- 
zación marcada  en  el  Código  internacional  respectivo;  pero  so 
número  y  colocación  serán  determinados  por  el  Gobierno  del 
Estado  respectivo. 

Las  conclusiones  del  Sr.  Maluquer  estaban  formuladas  en 
estos  términos: 

Conclusiones  generales  relativas  á.  la  nniflcaclón 

del  Derecho. 

1.*  No  es  posible  conseg-uir  la  uniformidad  absoluta  del  de- 
recho positivo  de  todas  las  naciones  civilizadas;  ppro  sí  la  uni- 
ficación que  no  impida  una  interior  variedad. 

2."  La  unificación  de  las  leyes  de  dos  ó  más  Estados  ha  do 
corresponder  á  la  de  las  condiciones  físicas  y  sociales  de  loa 
mismos. 

3.*  Se  puede  realizar  gradualmente  la  unificación  de  legis- 
laciones: 1.**,  disminuyendo,  en  lo  que  es  posible  y  convenien- 
te, las  diferencias  nacionales;  2.**,  difundiendo  el  conocimiento 
de  la  legislación  comparada;  y  3.®,  procurando  que  la  opinión 
científica  general  se  traduzca  en  un  proyecto,  que  sirva  de 
modelo  á  todos  los  Estados  para  la  redacción  de  sus  leyes. 
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Go&cliisiones  referentes  é,  la  nniflcacióii 
del  Derecho  cítÜ. 

1/  Es  irrealizable  en  la  actualidad  la  anifieacióa  de  laa  le- 
yes civiles  de  las  naciones  civilizadas. 

2.*  Á  esta  onifícación  debe  tenderse:  1.^,  procurando  la  de 
las  condiciones  de  la  vida  en  los  Estados  que  componen  la  eo- 
nionidad  internacional;  y  2.^,  fomentando  el  estadio  de  la  le- 
gislación civil  comparada. 

3/  Puede  unifícarse  la  legislación  civil  de  los  Estados  ca- 
jas condiciones  físicas  j  sociales  son  semejantes. 

4/  Para  este  objeto^  es  conveniente  la  periódica  celebra- 
ción de  Congresos  científicos,  que  acuerden  las  bases  de  laum- 
fícación  y  la  propongan  á  los  Grobiernos  de  las  naciones  icp^ 
interese. 

5.*  Las  reglas  del  Derecho  civil  internacional  deben  m 
análogas  en  todos  los  Estados. 

6.*  La  unificación  de  esta  rama  del  Derecho  ha  de  vcnfi- 
carse  gradualmente,  así  respecto  de  las  materias  como  de  ki 
Estados  á  que  se  refiera. 

7.^  La  mejor  forma  de  realizarla,  es  la  de  consagrar  en  1» 
leyes  nacionales  los  principios  de  Derecho  civil  intemaciooai 
generalmente  admitidos,  sin  subordinaran  aplicación  álaregU 
de  reciprocidad. 

8.^  En  caso  de  emplearse  para  este  fin  la  celebración  de 
convenios  internacionales,  los  Estados  signatarios  deben  admi- 
tir y  aun  procurar  la  adhesión  de  otros  á  los  principios  reco- 
nocidos en  aquéllos. 

9.*  Ha  de  contribuir  á  formar  una  opinión  general  unifví- 
me  la  acción  científica  colectiva,  determinando  las  analogiai 
y  diferencias  que  existen  entre  las  reglas  que  constituyen  el 
Derecho  positivo  vigente  y  procurando  armonizarlas  en  qo 
proyecto,  que  sirva  de  modelo  á  las  leyes  nacionales  y  á  lo 
tratados. 
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Conolnalones  referentes  á  la  nnidcaclón  del 

Derecho  mercantil. 

1/  Es  posible  conseguir  la  unificación  del  Derecho  mer- 
cantil de  las  naciones  civilizadas. 

2/  Para  realizarla,  es  necesario:  1.^,  impulsar  el  estudio  de 
la  legislación  mercantil  comparada;  y  2.^,  acordar  en  reuniones 
científicas  de  carácter  internacional  un  proyecto  que  sirva  de 
modelo  para  las  leyes  nacionales  y  para  los  tratados  en  la  parto 
relativa  al  Derecho  internacional  mercantil. 

3/  Con  objeto  de  extender  y  unificar  la  acción  científica  co- 
lectiva, se  creará  una  Asociación  internacional  de  Derecho  mer* 
cantil. 

4.*  Dicha  Asociación  tendrá  por  exclusivo  fin  divulgar 
el  conocimiento  de  las  leyes  mercantiles  de  todas  las  naciones 
y  procurar  su  unificación  y  no  revistirá  carácter  oficial. 

5.*  Todos  los  individuos  del  Congreso  jurídico  de  Lisboa, 
que  lo  deseen,  serán  considerados  socios  fundadores  de  dicho 
Instituto. 

6.*  Se  conceden  amplias  facultades  á  una  Comisión  elegida 
por  el  Congreso,  para  organizar  la  Asociación  referida,  con 
arreglo  á  las  bases  generales  aprobadas. 

7.*  El  reglamento  acordado  tendrá  el  carácter  de  provisio  - 
nal,  hasta  que  se  apruebe  en  la  primera  reunión  general  de  la 
Asociación,  que  deberá  celebrarse  en  España  en  la  fecha  que 
designe  la  Comisión  organizadora. 

Este  tema  se  ha  presentado  con  demasiada  amplitud,  bas- 
tando sólo  una  de  sus  partes,  la  unificación  del  Derecho  civiU 
ó  del  Derecho  mercantil,  para  dar  materia  á  las  discusiones  de 
un  Congreso.  La  unificación,  del  Derecho  civil,  sobre  no  ser 
práctica,  no  tiene  realmente  objeto,  pues  lo  que  únicamente 
urge  es  la  adopción  de  principios  uniformes  en  el  Derecho  in- 
ternacional privado,  tema  éste  de  más  oportunidad  y  de  conve- 
niencia indudable,  sobre  todo  después  de  los  importantes  Coa- 
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grosos  celebrados  á  este  propósito  por  los  jarisconsulto«  ameri- 
canos. La  unificucií^u  del  Derecho  mercantil  se  encuentra  en  la 
actualidad  á  la  orden  del  día;  pero  no  ya  en  el  terreno  deUi 
ideas  genéralos,  sino  en  el  de  las  conclusiones  prácticas. 

La  Sección,  ante  la  enormidad  del  teraa  y  el  poco  tiempo 
disponible,  S3  limitó  á  votar  la  siguiente  fórmula  general,  qw 
no  pudo  llevar?e  al  pleno: 

«La  confederación  jurídica  de  todos  los  pueblos  por  medio 
de  la  ciencia  os  nn:i  aspiración  nobilísima,  á  cuya  realízacién 
deben  tender  todos  los  esfaerzís,  sin  exclusión  de  las  diferen- 
címs  propias  d^  los  diversos  medios  que  no  pueden  dejar  de  ícr 
atendidos.  El  estii  lio  del  Derecho,  comparado  con  lacee-pera- 
cíón  de  los  ConL;Tosos  internacionales,  irá  realizando  progresi- 
vamente este  ideal. 

Vigésimocnarto  tema. 

¿Oidhs  son  los p}'¿'W¿ph9e/i  que  debe  apoyarse  la  clas^Jicacmit 
laspruchas,  sejihi  su  valor  jurídico?  ¿Cuáles  son  los  hechos  ^Mt 
deben  corresponder  á  las  di  ferentes  clases  de  j^ruebas?  ¿Qnire- 
lación  existe  eatrc  las  leyes  solre  esta  materia  y  las  demit  fe- 
yes  á  las  que  las  primeras  sirven  de  complemento? 

Sobre  este  tema,  qufi  no  hubo  tiempo  de  discutir  nienli 
Sección,  hizo  una  de  las  más  importantes  ponencias  presenti- 
das al  Congreso  el  Sr.  Faria  y  Maia  (1).  Proponía  las  conclo. 
síones  siguientes; 

1.*     Toda  prueba  propiamente  dicha  se  reduce  al  testimonio. 


(\)  Associa^áo  dos  Advogados  de  Lisboa.  Congresso  jaridico  de  B8I 
Theso.  ¿Qunf9  on  principios  em  que  dtve  a'^cnmr  a  clatsifica^ao  dan provan^  *pffio»ií« 
«C'i  valor  jurídico;  quni*K  o»  faclo9  qtic  dfvem  correspond^nf  a»  diff trente*  eipniaét 
pr)Tai;e  rtlin;'u)  rxi^tl^^tr  entre  a  hgitlarf^o  dista  materia  c  a»  dcmain  /ip^Aít/f J* ái 
q^i^  ella  e  subsidiaria!  Rolator,  Francisco  Machado  de  Faria  e  Maia.  Lisboa, 
Jb89;  34  págiuas. 
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2,"  Para  la  clagificacióii  de  las  pruebas,  spgún  sn  Yalor  ju- 
rídico, es  necesario  tener  en  cuenta  su  esencia  común — el  tes- 
tiraonio — y  no  debemos  buscar  los  elementos  6  principios  de 
diferenciación  en  las  circunstancias  de  tiempo,  lugar,  orig-en  y 
forma,  sino  en  las  condiciones  sociales  á  que  el  legislador  debe 
sujetar  el  testimonio  para  mayor  garantía  de  los  derechos  del 
individuo  y  de  la  sociedad. 

3.*  Estas  condiciones  son,  de  un  lado,  la  confianza  social, 
del  otro  la  publiei'lad,  y  do  ellas  resulta  la  división  del  testi- 
monio en  simple,  calificado  6  autífutico  y  público. 

4.*  En  los  tres  miembros  de  la  división  del  testimonio,  se* 
gún  la  concliisióa  anterior,  entran  todas  Ins  clases  de  prueb-is, 
y  por  esto  presenta  la  clasificación  de  ellas  en  el  siguiente 
cuadro: 

S  Declaración  de  las  partes. 
Declaración  de  terceros. 
Escritos  particulares, 
í  Kxiimen  peridal. 

Testimonio  auténtico <  Fe  de  los  Notarios  y  oficiales  públicos. 

V  Documentos  auténticos. 

I  Registro  personal,  industrial  y  real. 

Testimonio  público JKe^^istro  de  test;imeulos,  contratos  y 

*^  j      sociedaaes. 

( Registro  de  actos  públicos. 

5."     La  indicación  de  las  pruebas  correspondientes  á  las  di- 
versas especies  de  hechos  debe  ser  hecha  como  regla  general,  ^ 
siempre  que  sea  posible,  por  la  identidad  de  circunstancias  y 
motivos. 

6."  Para  determinar  esta  correspondencia  no  basta  atender 
la  naturaleza  de  los  hechos,  os  indispensable  tener  mucho  en 
cuenta  su  importancia  y  las  condiciones  de  realización. 

7."  Como  lo  esencial  es  tener  en  cuenta  la  naturaleza,  itn- 
portancia  y  condiciones  de  realización  do  los  hechos,  podemos 
adoptar  \o9  dos  métodos  á  que  nos  referimos;  mas  damos  la 
preferencia  al  primero,  que  consiste  en  establecer  como  regla 
el  testimonio  simple  bajo  todas  sus  formas,  y  como  excepción 
exigir  los  escritos  particulares,  el  testimonio  auténtico  y  pü- 
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blico,  conforme  lo  reclame  la  nataraleza  especial  del  hecho,  j 
MU  importancia,  ya  relativamente  á  los  interesados,  ja  relati- 
vamente á  terceros  y  &  la  sociedad  en  general. 

8/  La  materia  de  las  pruebas  no  debe  ser  tratada  en  la  1^ 
civil  ni  en  la  de  procedimiento,  sino  en  ana  ley  6  capítalo  es- 
pecial de  legislación. 

9.*  Esta  ley  debe  comprender  todo  lo  que  se  refiera  i  Iss 
pruebas  y  dividirse  en  tres  partes,  siendo  objeto  de  la  primera 
la  inspección  y  raciocinio  de  la  autoridad,  de  la  segunda  la 
pruebas,  y  de  la  tercera  la  correspondencia  entre  los  hechoiy 
las  diversas  clases  de  pruebas. 


CAPÍTULO   IX 

MANIFESTACIONES   EN   HONOR  DB   LOS   CONGBESiSTAS 

Las  agradables,  costosas  y  lucidas  manifestaciones  con  que 
f.:imos  obsequiados  los  congresistas,  y  especialmente  los  espa- 
ñoles, nos  harán  conservar  un  imperecedero  recuerdo  de  gra- 
titud de  nuestra  estancia  en  la  bellísima  ciudad,  capital  ¿ú 
Reino  vecino.  SS.  MM.  y  AA.,  el  Gobierno,  y  sobre  todo  go 
Presidente  D.  José  Luciano  de  Castro,  el  ya  eitado  Ministro 
de  Justicia  y  el  de  Negocios  extranjeros  Sr.  Barros  Gomes,  la 
Asociación  de  los  Abogados,  la  Asociación  comercial  y  m 
digno  Presidente  el  Sr.  Pinto  Basto,  el  Sr.  Días  Ferreira,  el 
Sr.  Conde  de  Burnay  y  D.  Felipe  Méndez  Vigo,  tuvieron  tales 
consideraciones  con  nosotros  que  les  debemos  nn  testimonio  de 
nuestro  más  profundo  agradecimiento.  También  quedamos 
muy  obligados  á  la  prensa  portuguesa,  que  nos  juzgó  con  ex- 
traordinaria benevolencia  y  cortesía;  á  la  Sociedad  de  Geogra- 
fía, que  se  dignó  nombrarnos  correspondientes;  á  varios  indi- 
viduos de  la  Asociación  de  los  Abogados,  como  los  Sres.  Tala- 
res de  Medeiros,  Sonsa  Queiroga  y  Carvalho;  á  los  Sres.  Pimeii- 
tel  y  Castello-Branco,  dignísimo  Director  y  Subdirector  de  la 
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Penitenciaría  central  de  Lisboa;  al  dístingaido  y  laborioso  ja- 
risconsnito,  Fiscal  de  la  Audiencia  de  estaciadad,  D.  Manuel 
Pedro  de  Faria  Azebedo,  y  al  docto  y  erudito  catedrático  de 
Derecho  internacional  de  la  bien  organizada  Escuela  Naval, 
8r.  Almeida  d'E^a. 

Inicia  los  obsequios  la  espléndida  recepción  que  tuvo  lugar 
en  la  noche  del  24  de  Abril  en  el  Ministerio  de  Negocios  ex- 
tranjeros, establecido  en  un  buen  palacio,  lujosamente  deco- 
rado, en  la  que  después  de  presentarnos  á  los  ministros  y  altos 
funcionarios  portugueses,  con  quien  tuvimos  la  honra  de  con- 
versar largamente,  se  nos  sirvió  una  gran  cena,  que  concluyó 
con  muchos  y  muy  ingeniosos  brindis,  distinguiéndose  en 
primer  término  con  su  extraordinaria  imaginación  é  incompa- 
rable elocuencia  brindando  por  la  fraternidad  de  Portugal  y 
de  España,  el  Director  general  Sr.  Assump9ao. 

Siguió  el  26  del  mismo  mes,  á  las  doce  y  media  del  día,  el 
agradable  paseo  fluvial  en  el  Tajo,  organizado  admirablemente 
por  la  Asociación  comercial  de  Lisboa,  eu  el  transporte  del  Es- 
tado India,  embarcándonos  más  de  400  personas.  Recorrimos 
unas  30  millas,  saliendo  á  la  barra  y  navegando  en  pleno 
Océano  y  quedando  verdaderamente  admirados  de  los  paisajes 
magníficos  que  se  divisaban  á  los  dos  lados  del  río.  Se  nos 
ofreció  un  buen  lunch,  luciendo  después  de  él  su  gran  imagi- 
nación y  prodigiosa  oratoria  varios  portugueses  y  españoles^  y 
entre  ellos  el  Sr.  Alvarez  Taladriz  y  el  Sr.  Cadalso  Manzano. 

La  Asociación  de  los  Abogados,  además  de  ofrecernos  día* 
riamente  un  lunck  abundante,  nos  dio  el  1.^  de  Mayo  un  gran 
banquete  en  el  Real  Teatro  de  San  Carlos,  el  primero  de  Lis- 
boa, con  unos  160  cubiertos,  siendo  presidido  por  el  Ministro  de 
Justicia  Sr.  fieirSo  con  asistencia  de  otros  Ministros  y  del  ele- 
mento oficial.  Al  concluir  se  brindó  por  las  Familias  Reales 
portuguesa  y  española,  por  el  Congreso,  por  la  Asociación  de 
los  Abogados,  por  los  congresistas  extranjeros  y  portugueses» 
por  las  Universidades,  por  la  Magistratura,  por  el  Foro,  por  la 
Academia  Real  de  Ciencias,  por  la  Asociación  comercial  y  por 
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la  Prensa,  distinguiéndcse  entre  los  que  brindaron  por  sa  pcr- 
teutosa  imag^¡Liacic)u  y  su  brilllante  cr.ituria  los  Sres.  Pklieir:» 
Cbagas,  Aitsuni]^.g'io,  Arriaga  y  Alvarez  Taladriz. 

El  2  de  Mayo,  á  las  once  y  media  de  la  mañana,  hícim:a 
una  agruJiibilísiiua  excursión  á  Cintra  los  espanolns,  acooipa- 
nados  de  algunos  individuos  de  la  Comisión  ejecutiva  y  dirif^q- 
dos  por  el  Ministro  de  Justicia.  Fuimos  primero  en  coclies  sa- 
lones, cedidos  galantemente  por  la  compañía  del  ferrocarril, 
y  después  subimos  en  carruajes  al  castillo  Dapena^  que  pér:¿- 
necio  al  Rey  D.  Fernando,  situado  en  lo  alto  de  una  colina,  c:a 
notables  vistas  á  la  barra,  al  mar  y  á  sorprendentes  panoramas 
de  una  vegctiición  prodigiosa.  Nos  eüscfiaron  todo  el  cssti'Jo, 
regiamente  puesto;  vimos  despuós  el  Palacio  Real  de  CÍLtray 
la  rica  y  lujiisu  quinta  á'A  Vizconde  de  Monserrate,  y  fuimo«á 
comer  admirablemente  á  Collares,  al  refectorio  de  un  convento 
antiguo,  muy  bien  situado,  finca  de  recreo  del  Sr.  Días  Fe- 
rreira,  que  se  exccilió  verdaderamente  con  nosotros  en  atencio- 
nes y  agasajos.  A  las  diez  de  la  noche  abandonamos  aqcelj 
mansión  delicid?a,  volviendo  á  Lisboa,  como  á  la  lela,  en  ca- 
rruajes y  en  cómodos  j  bien  preparados  coches  salones.  Pasa- 
mos un  gran  día,  que  difícilmente  olvidaremos,  contemplaLdo 
buenos  edificios,  ricos  objetos,  hermosos  bosques  de  camelia 
y  parajes  de  extraordinaria  belleza. 

K\  3  de  Mayo  por  la  noche  hubo  gran  recepción  en  la  Le- 
gación de  España,  lujosamente  decorada,  con  asistencia  de  los 
Ministros  y  altos  funcionarios,  de  los  diplomáticos  extranjeroj 
y  de  lo  más  escogido  de  la  sociedad  de  Lisboa.  Se  sirvió  al  final 
una  cena  expldndida. 

•  Por  último,  coronó  los  obsequios  la  soberbia  recepción, 
dada  previa  invitación  de  unas  l.&OO  personas  de  lamayorBo- 
ciedad,  en  el  magnífico  palacio  de  los  Condes  de  Burnay,  antes 
del  Infante  español  D.  Sebastián,  cuj^os  salones  constituyen 
Terdaderamente  un  rico  Museo.  Los  jardines,  iluminados  con 
luz  eléctrica,  ofrecían  un  espectáculo  encantador.  Kos  di^ 
ron  una  cena  de  primer  orden. 
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Visitamos,  además,  galantemente  invitados,  la  magnífica 
Penitenciaria  y  la  importante  Casa  de  corrección,  saliendo  alta- 
mente eatisfechos  de  la  excelente  organización  de  nna  y  otra. 

Unas  elegantes  carpetas  de  raso,  colecciones  importantes  de 
los  Códigos  vigentes  y  de  las  estadísticas  criminales  de  Portu- 
gal, perfectamente  encuadernadas,  y  muchíis  é  interesantes 
publicaciones  jurídicas,  obtuvimos  los  españoles,  como  recuer- 
do de  nuestra  asistencia  al  Congreso,  gracias  principalmente  á 
la  amabilidad  inagotable  del  digno  Ministro  de  Justicia  señor 
Be  ¡no. 

En. suma,  lamentando  que  otros  muchos  compañeros  no 
hubieran  seguido  nuestro  ejemplo,  para  corresponder,  siquiera 
con  el  número,  á  tan  benévola  y  afectuosa  acogida,  propia  de 
la  galantería  portuguesa,  pasamos  una  temporada  por  todo 
extremo  agradable  de  trabajo  y  esparcimiento,  que  ha  de  in- 
fluir poderosamente  en  que  se  estrechen  los  vínculos  literarios 
entre  los  jurisconsultos  portugueses  y  españoles,  como  exi- 
ge nuestra  época  de  prodigiosa  actividad  y  de  cosmopolitismo 
GÍentífíco. 

]Manubl  Tobres  Campos. 


SECCIÓN    PARLAMENTARIA 


CÓDIGO     CIVIL 


Biotaznen  de  la  Comisión  de  la  ley  de  bases 
para  la  publicación  del  xnisnio  (1). 

Rectificación  del  Sr.  Pisa  Pajares. 

Señorea  Senadores,  en  medio  de  los  fuertes  y  severas  censaras  qu  ■§ 
dirigió  ayer  xni  baen  amigo  el  Sr.  Aldecoa,  tuvo  algunas  frasea  de  elt^fn 
las  que  le  estoy  sinceramente  agradecido,  y  á  las  que  quisiera  adelaatinM 
en  corresponder,  para  demostrarle  por  mi  parte  cnanto  aprecio  y  cuánto  nt 
peto  fc  S.  S.,  no  sólo  como  amigo,  sino  por  las  buenas  y  grandes  cnalidate 
que  le  adornan. 

Con  sentimiento  mío,  no  me  levanto  sólo  á  cumplir  este  deber  de  gntílaá 
y  de  justicia:  tengo  que  hacer  también  algunaA  rectificaciones,  poiqM  «1 
Señor  Aldecoa,  á  mi  entender,  en  la  sesión  última,  m&s  que  responder  4  bi 
observaciones  que  yo  había  hecho,  lo  cual  no  quiere  decir  que  no  reqwaKfim 
con  m4s  ó  menos  fundamento,  que  esto  queda  al  juicio  de  la  C&mtn,  psraoi 
que  se  proiK>nia  investigar,  buscar  segundas  intenciones;  la  segunda  iat«Beín 
con  que  yo  pudiera  haber  pronunciado  ciertas  frases,  y  la  segunda  ístoDeiás 
con  que  podrían  haber  obrado  los  señores  que  han  impugnado  el  dietSBK. 
Y  respetando  el  derecho  de  S.  S.,  y  excuso  añadir  que  reconociendo  It  isfeca- 
oión  recta,  honrada  y  leal  que  siempre  le  guía,  no  he  podido  menos  din 
trañar  este  afán  de  buscar  segundas  intenciones,  porque  no  niego  yo  qw  in 


(1)     Véanse  las  páginas  190,  8i8  y  698  del  tomo  74;  167  y  493  del  Um  >( 
218,  447  y  666  de  este  tomo. 
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palabras  pronxmoiadafl  por  cualquier  orador  te  escuchan  con  más  agrado, 
impresionan  jnéM  enando  se  dice  que  sólo  se  tienen  propósitos  rectos  y  eleva- 
dos, que  coando  se  piensa  que  se  hace  con  segunda  intención  ó  por  nn  móvil 
ftcaso  no  ilegitimo,  pero  si  pequeño;  pero  reconociendo  esto,  la  verdad  es  qne 
h  las  observaciones  se  contesta  con  observaciones,  y  que  aquellos  A  qnienes 
■e  achaca  segunda  intención  pueden  decir  al  auditorio:  juzga  por  lo  que  yo 
digo,  y  no  investigues  lo  que  me  propongo. 

Pero  en  fin,  aun  con  esta  salvedad,  siempre  quedaría  algo  doloroso  para  mi 
y  los  señores  que  han  hablado^  si  yo  no  manifestara  lealmente  que  no  ha  ha- 
bido estas  segundas  intenciones  y  estos  intentos  solapados.  De  mi  excuso  de- 
cir que  lo  afirmo  con  plena  conciencia,  y  respecto  de  los  demás  Sres.  Senado- 
res, porque  conosco  su  proceder  y  sus  honradas  y  nobles  aspiraciones  en  todo. 

A  este  propósito  nos  hacia  un  cargo  el  Sr.  Aldeooa  á  todos  los  que  habíamos 
bnpugnado  el  dictamen,  pero  acaso  especialmente  A  mí,  porque  al  cabo  k  mí 
era  A  quien  contestaba,  diciendo  que  habíamos  calificado  de  perturbadores  & 
los  señores  que  componen  la  Comisión  de  Códigos  y  la  del  Senado,  y  que  ha- 
bíamos querido  suponer  que  habían  procedido  hasta  con  intención,  ó  al  menos 
Bon  una  ligeresa  y  una  desidia  incomprensibles  é  indisculpables,  al  redactar 
•1  Código.  Esto  creo  que  no  lo  ha  dicho  nadie;  de  seguro  no  lo  he  dicho  yo. 

Se  podría  haber  dicho  que  se  introduce  perturbación;  pero  no  se  nos  puede 
achacar  que  suponíamos  intención  en  las  faltas  ó  deficiencias.  Yeo  con  gusto 
que  el  Sr.  Aldecoa  hace  signos  negativos;  pero  bueno  es  que  quede  esto  sen- 
lado,  no  por  ahora,  sino  en  general.  La  polémica  supone  diferencia  de  opinio- 
nes, pero  unidad  en  los  fines,  en  que  todos  buscamos  el  bien  de  la  Patria  y 
lo  mejor  para  nuestra  legislación  civil;  porque  si  no  hubiera  esta  unidad  y 
este  convencimiento  mutuo  de  la  tendencia  de  unos  y  de  otros,  no  habría  tór- 
minos  h&biles  para  la  discusión.  Se  discute  cuando  hay  alguna  probabilidad 
de  convencer,  cuando  hay  alguna  probabilidad  de  que  so  nos  oiga,  porque 
discutimos  con  buen  fin  y  con  intención  recta.  De  consiguiente,  debo  indicar 
que  ciertas  palabras  que  pronuncié  en  la  sesión  del  sábado,  y  que  con  estra- 
ñeza mía  se  ha  creído  que  envolvían  una  censura,  no  suponían  la  inten- 
ción que  se  me  atribuyó,  de  lo  cual  níe  convencí  viendo  las  cuartillas. 

Yanxos  ahora  á  otra  indicación  del  Sr.  Aldeooa  con  motivo  de  la  manifesta- 
ción que  hice  en  nombre  de  algunos  catedráticos  de  Derecho.  No  recuerdo 
hecho  más  sencillo  qne  haya  dado  lugar  á  cargos  más  fuertes  que  los  que  di- 
Mgió  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  si  bien  estos  cargos  los  veló  con 
la  dulzara  y  con  la  deferencia  que  guarda  á  todos  los  Sres.  Senadores  y  que 
me  guarda  á  mi;  cargos  repetidos  ayer  por  elSr.  Aldecoa,  á  quien  parecía,  sin 
duda,   que  no  era  bastante  lo  dichr»  por  el  Sr.  Ministro  de  Qracia  y  Justicia. 
Bectifiquemos.  En  primer  logar,  no  habló  yo  en  nombre  de  las  Universida- 
des, ni  siquiera  en  nombre  de  una  Facultad  determinada;  hablé  sólo  á  nom- 
bre de  algunos  catedráticos  de  Derecho;  y  basta  decir  esto,  para  comprender 
TOMO  76  44 
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que  de  mi  p*rte  no  hubo  intento  de  hwer  denvttración  algnn»  &•  dif% 
gravedad.  En  eegundo  lugar,  no  f aé  protesta  lo  que  yo  hice,  teda  t»  ^ 
manifesté  qne  los  catedráticos,  como  yo.  tendriamos  siempre  el  isaym  «• 
peto  á  la  ley  y  al  Gobierno,  en  lo  cual,  después  de  todo,  no  había  niagñ 
mérito,  porque  cumpUamos  con  una  obUgaciAn  sagrada.  Cnando  hev^b 
«iveridad  de  estos  ataques,  hechos  en  los  términos  afectuosos  y  dsmutsaét 
ferencia  que  aquí  nos  guardamos  todos,  me  he  preguntado  si  habriaca^tüc. 
aun  sin  querer,  alguna  incorrección,  alguna  cosa  que  estuviera  «al.  BOmm 
Senadores,  creo,  y  no  por  amor  propio,  que  no  hay  motivo  psra  «nmi» 
tanto;  porque  ¿qué  significación  tienen  lae  palabra»  de  lo.  profe«»«?  1,  » 
daba  la  transcendencia  que  luego  se  ha  querido  dar  ¿  este  acto.  B«  » 
festapión  es  como  cierta  queja  de  que  no  se  haya  oontedo  con  Iss  Zmxm. 
dades,  y  en  tal  sentido  expresé  este  sentimiento,  ó  esta  qu««a.  si«  p^ 
de  algunos  catedráticos;  manifestación  que  estimo  no  estaba  fasrsAiIas., 
ni  era  una  cos^  extraña,  porque  la  verdad  es  que  k  las  Universrfsí-  ^  \m 
ha  consultado  acerca  del  Código  mercantil,  y  aun  «>bre  otros  awniteifcc^ 

teres  más  secundario. 

Yo  recuerdo,  por  ejemplo,  que  hace  algún  tiempo  se  les  remibo  mi  est 
tionario  bastante  largo,  una  de  cuyas  preguntas  era  la  cantidad  dslte 
que  se  consumía  en  Esfiafta  al  año.  Yo  que  habia  visto  dirigir  esUi-v^ 
á  hw  Universidades,  creo  que  podia  esperar  se  lee  preguntara  qué  U»  piif« 

el  Código  civil. 

Be  dice:  «Ha  intervenido  en  la  elaboración  del  Código  el  hoat^fe  j 
sabio  jurisconsulto,  á  quien  todavía  se  llora  en  la  Universidad  CentiallMi 
Benito  Gutierres;  han  formado  parte  de  la  ComUión  de  Códigos  los  fom 
jurisconsultos  Sres.  Comas  y  SUvela;  ha  intervenido  después  elq«M« 
atrevo  á  caUficar  de  jurisconsulto,  Sr.  Pisa  Pajares;  ¿de  qué  se  qti^  !■ 
Universidades?»  Pues  caso  de  que  se  quejaran,  que  no  me  atrevo  káBat 
de  queja  esa  manifestación,  podrían  decir  que  eeos  señores  quisas  haj»* 
llamados  como  jurisconsultos,  pero  no  han  ido  k  la  Comisión  de  Códigoica 
el  ooneepto  de  representantes  de  las  Universidades, 

¿Es  que,  como  se  ha  dicho,  las  Universidades  quieran  atribuirse  óatoim» 
legio  y  monopoHo  para  entender  exclusivamente  en  asuntos  de  U^ímo^ 
¿Cuándo  he  dado  motivo  con  mis  palabras,  ni  cuándo  lo  ha  dado  nirgáF» 
fesor,  para  que  se  suponga  eso?  La  primera  institución  que  rechaia  d  mdi» 
poUo  en  la  ciencia  son  las  Universidades.  Estas  quieren  que  se  reoonoasü 
ciencia  en  donde  exista,  lo  mismo  en  los  estaUeoimientos  oficialssqMote 
no  ofteiales,  y  comprenden  que  hay  muchas  personas  concuñadas  ea  1»  e» 
eia,  y  que  por  no  estar  en  sus  miras,  ó  por  cierta  desgracia  en  sai  «piK* 
nes,  no  han  Uegado  á  honrarse  con  el  titulo  de  profesores  ofiwales- YotaÜi 
«n  nombre  de  catedráticos,  como  hubiera  hablado  en  nombre  de  los  Tras» 
les  de  justicia,  de  las  Beales  Academias,  de  otraa  Academias  no  Bstta.* 
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Colegios  de  Abogftdoe,  ri  asi  me  lo  habieran  encargado.  ¿Quién  puede  ex- 
larse  de  esto?  Ko  he  de  censurar  qne  se  haya  seguido  este  6  el  otro  8iste> 
;  pero  tratándose  de  la  redacción  de  una  obra  de  la  magnitud  inmensa, 
wal,  de  un  Código  civil,  yo  oreo  que  debiera  haberse  oído  k  muohisima 
■OüAa  y  corporaciones,  que  debiera  haberse  pecado  más  bien  por  exceso 
» por  defecto. 

Seto  es,  ciertamente,  muy  trabajoso;  pero  hay  que  pasar  por  tales  trabiy'os 
3ádo  se  quiere  hacer  un  buen  Código  civil  con  garantías  de  acierto.  He* 
Dte  el  trabi^o  de  muchas  personas,  y  ordenando  y  regularisando  los  tra- 
OBb  IM  puede,  cuando  se  ha  llegado  al  término  de  la  obra,  decir: 

Tanta  moli»  erat 
cinüin  eondere  jura. 

SoBste,  pues,  qne  las  Universidades  no  sólo  no  reclaman  ese  privilegio, 
D  qne  si  se  les  concediera,  lo  rechazarían. 

^A.  qué  venia  entonces  la  indicación  del  Sr.  Aldecoa?  Pues  no  tenia  otro 
eto  que  el  de  sacar  la  consecuencia  de  qne  la  actitud  qne  en  este  debate 
X  adoptado  algunos  Sres.  Senadores,  yo  entre  ellos,  obedecía  á  móviles  de 
npaflerismo. 

BCflto,  al  parecer,  es  suave;  este  cargo  parece  que  debía  pasar  desatendido, 
in  embargo,  tiene  en  mi  sentir  cierta  gravedad;  porque  si  interprétennos 
^na  pueden  significar  las  palabnu»  del  Sr.  Aldeooa,  y  no  atendemos  á  lo 
»  sin  dada  el  Sr.  Aldecoa  quiso  decir,  pueden  traducirse  estas  frases  en  el 
ludo  de  que  algunos  señores  profesores,  encontrando  el  Código  bueno  y 
a  todas  las  condiciones  que  debe  tener,  le  hacían  la  oposioión  por  un  sen- 
aiento,  no  de  amor  propio,  sino  de  amor  universitario,  poniendo  empeño  en 
Abatirle  sin  tener  convicción  de  lo  que  combatían.  Entendido  asi,  é  indu* 
blemente  asi  se  pueden  interpretar  las  palabras  del  Sr.  Aldecoa,  el  cargo 
mltaria  gravísimo,  porque  aqui  no  cabe  otro  fin  y  otro  propósito  más  que 
deseo  de  que  el  Código  civil  sancione  la  justicia  y  defienda  la  moral;  y  el 
nbatir  por  un  motivo  que  puede  en  st  no  ser  pequeño,  pero  que  indudable- 
nte  lo  sería  en  el  caso  actual,  seria  una  falta  que  yo  no  me  perdonaría. 
Por  de  contado  que  cuando  se  toman  ciertas  actitudes  por  móviles  peque- 
s,  para  ser  afortunados  en  la  contienda,  para  luchar  con  probabilidades 
éadto,  no  bastan  esos  móviles,  es  necesario  que  haya  armas  bien  templa- 
s,  porque  si  no  las  hay  no  es  fácil  discutir;  y  cuando  en  esta  polémica  han 
osado  cierta  impresión  los  argumentos  aducidos  por  los  señores  que  me 
a  precedido  en  el  uso  de  la  palabra,  y  no  los  míos,  aunque  se  supieran  esos 
opósitos,  no  hay  que  atribuir  á  ellos  solo  lo  bien  recibidas  que  han  sido 
B  observaciones,  sino  que  tendrán  algo  de  fymdadas,  fy&eran  verdaderas  ó 
S  algo  á  que  debía  atenderse.  * 

Por  lo  demás,  yo  puedo  deoir  que  no  ha  habido  motivo  para  esas  indúcelo- 
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nea  ó  cavilaciones  del  Sr.  Aldecoa.  To  soy  amigo  intimo  del  8r.  Cosit,  dd  «• 
ñor  Sil  vela  y  de  todos  los  señores  qne  han  hablado  antes  qns  yo;  pero  pai^ 
asegurar  con  verdad,  qne  entre  ellos  y  entre  mi  no  ha  habido  abtolnUEw^ 
el  menor  concierto,  y  si  sólo  ha  ocurrido  lo  que  oon  otros  Srei.  Seuáan^ 
por  ejemplo,  preguntar  al  Sr.  Comas:  ¿va  Y.  &  hablar?  ó  pregantuat  i 
8r.  Gomas:  ¿y  V-  piensa  hacerlo?  T  sólo  cuando  se  acercaba  el  clii  «b  f»  ji 
habia  de  usar  de  la  palabra,  me  ha  preguntado  el  Sr.  Gomas  en  (jné  uatí^ 
iba  k  hablar,  y  se  lo  he  dicho,  como  se  lo  he  dicho  al  Sr.  Conde  it  (ki^ 
Arguelles  y  algunos  otros  que  me  lo  han  preguntado. 

Esto  ha  sido  lo  único;  ni  cabía  otra  cosa  en  nnestra  conciencia,  qttn« 
tenemos  necesidad  de  que  sea  más  escrupulosa  que  la  de  los  demás,  y  a  • 
atribuya  k  orgullo. 

El  Sr.  Aldeooa  decía  que  en  mi  discurso  habia  un  pensamiento  consmlá, 
que  era  defender  las  prerrogativas  parlamentarias,  y   nna  deifimÓA  es » 
señalar  los  defectos,  porque  los  que  he  señalado  han  sido  de  suto;^^  1^^^ 
razón  S.  S.,  menos  en  uno  ó  dos  pormenores  qne  también  el  Sr.  Alitoo^ii 
reconocido.  Si  yo  he   intentado-  mantener  y  asegurar  las  prerro^fttimtti 
Parlamento,  veo  con  satisfacción  y  con   gusto  que  se  me  dirijs  «k  asp,  é 
cargo  es.  Yo  he  visto  ó  he  creído  verlas  amenazadas,  aunque  no  coniaüicdi 
no  con  ánimo   de  conculcarlas  ni  concluir  oon  ellas;  pero  los  ataqsai  a;  2 
tencionados  se  presentan  oon  cierta  exterioridad  que  hace  poner  ex  ^v&; 
á  las  corporaciones   que  ejercen  las  prerrogativas  que   se  atac<siit  j  bi  fi : 
vienen  asi  con  interpretación  de  ley   ó  reglamento,  como  respetando  ]m  m 
rrogativas  y  atribuciones  del  Senado,  cuando  de  hecho  ae  laa  ameng^tiaa; 
para  mí  mucha  gravedad. 

Clafo  es  que  reconozco  que  no  ha  habido  este  pensamiento  en  nadi^  ppm 
que  conozca  á  los  señores  de  la  Comisión  y  k  los  Sres.  Ministros  pneui  tear 
tal  sospecha?  Pero  creía  yo  que  se  establecía  un  precedente  muj  {«4ne 
de  que  se  podrán  sacar  funestas  consecuencias  para  el  porvenir. 

Dice  el  Sr.  Aldecoa:  «El  modo  de  mantener  las  prerrogatlTai  del  S«» 
do  es  obedecer  sus  acuerdos.»  To  creo  que  hay  alguna  diforeDeiKerM^, 
se  puede  obedecer  los  acuerdos  del  Senado  ó  de  cualquiera  corponáca  m 
defender  sus  prerrogativas.  Pero  ¿no  he  obedecido  yo  los  acuerdoi  M  Se» 
do?  ¿No  se  me  presentó  una  ley  de  bases  y  teniendo  algún  esorápnle  xespss 
de  ella,  sobre  si  reunia  de  lleno  los  requisitos  debidos,  bajó  la  dbtujh 
consideré  y  la  considero  ley?  Después  de  esto,  nada  tenia  deextraioúé 
importuno  que  diga  á  este  alto  Cuerpo:  creo  que  no  se  va  por  buen 
y  no  siento  sólo  lo  de  hoy,  sino  las  cuestiones  que  pueden  venir 
siento  que  lo  que  se  acuerda  hoy  sea  un  motivo  para  que  ™*ft»«m,  si^{ 
la  misma  senda,  se  pueda  llegar  á  un  término  funesto. 

£1  Sr.  Pisa  Pajares,  deoia  el  Sr.  Aldeooa  siguiendq  su.  rasoasBiietCy  ■ 
hizo  más  que  insistir  protestando  oontra  lo  acordado  por  los  Cueipoi  Ccicc» 
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dores.  ¿Y  cuál  era  esa  protesta?  ¿Era  que  yo  indicaba  qne  la  ley  de  bases 
ibia  interpretarse  en  el  sentido  de  qne  no  sólo  existían  las  bases  escritas, 
lo  qne  babia  otras  bases  sobrentendidas,  qne  estaban  indudablemente  en 
conciencia  de  los  Sres.  Senadores  cuando  votaron  la  ley?  Esto  no  creo  qne 
h  oponerse  á  lo  acordado  por  los  Cuerpos  Colegisladores;  esto  será,  con 
ierto  6  sin  él,  procurar  investigar  y  determinar  lo  que  los  Cuerpos  Colegís* 
dores  hablan  decretado.  ¿Era  caso  protestar  contra  lo  acordado  por  los 
terpos  Colegisladores,  el  que  yo  dijera:  cuidado,  que  en  virtud  de  un  ar- 
mlo  del  Beglamento  se  nos  quiere  decir  que  el  Senado  no  puede  votar  con 
wrtad,  porque  desechado  el  voto  particular  del  Sr.  Bosch,  ya  no  hay  más 
medio  que  aceptar  el  dictamen  de  la  Comisión  como  una  cosa  obligada  y 
■cesaría,  como  xma  cosa  que  debemos  cumplir  como  hombres  de  legalidad, 
Dunoiando  á  nuestro  juicio  y  á  nuestra  conciencia?  ¿Era  esto  combatir  los 
uerdos  del  Senado?  ¿Era  combatir  las  prerrogativas  del  Senado,  cuando  se 
nía  con  el  argumento  acerca  de  si  era  prudente  señalar  defectos  al  Código, 
mantenía  yo  los  derechos  que  tienen  los  Senadores  para  emitir  su  parecer, 
recho  que  he  visto  do^paón  con  gusto  reconocido  por  los  señores  de  la  Co- 
Isión?  Y  habiendo  sido  oko  derecho  reconocido  por  los  señores  de  la  Comí- 
an, cuando  yo  quería  mantenerle,  ¿puede  decirse  que  era  protestar  contra  lo 
ordado  por  el  Senado?  No  ha  habido,  pues,  motivo  para  tal  cargo. 
Pero  añadía  el  Sr.  Aldecoa:  «El  Sr.  Pisa  no  señaló  nuevas  deficiencias.» 
Is  posible  que  se  me  haga  un  cargo  como  éste?  ¿Ko  tenia  bastante  el  señov 
decoa  con  las  señaladas  por  los  Sres.  Conde  de  Canga- Arguelles,  Comas, 
tvela  y  demás  oradores  que  me  habían  precedido,  que  quería  que  anadie- 
yo  las  mías?  Ko  lo  hice  porque  lo  creí  inoportuno,  ni  se  prestaba  á  mi 
láoter  esto  de  ir  en  una  seríe  de  sesiones  señalando  defectos  al  Código, 
fcbianlos  señalado  los  oradores  que  me  precedieron,  y  cada  uno  de  los  seño- 
s  Senadores  puede  estimarlos  como  tenga  por  c<mveniente,  pero  á  mí  me 
urecía  ingrata  aquella  tarea.  ¿Era  que  me  faltaba  campo  para  señalar  más 
(feotoi^  No;  en  el  cuerpo  del  Código  se  han  notado  muchos,  y  acaso  hubiera 
» tenido  la  tentación  de  señalar  algunos  más;  pero  cuando  vi  al  Código  he- 
lo por  los  señores  de  la  Comisión,  me  pareció  que  sería  una  crueldad,  que 
» tengo  con  las  personas  ni  quiero  tampoco  tener  con  las  obras  monumen^ 
les,  literarías  ni  de  ninguna  clase. 

Es  Tardad  que  ha  venido  después  una  declaración  del  Sr.  Aldecoa,  que  dijo 
;e  habían  manifestado  todo  eso  porque  deseaban  mostrar  una  opinión  par- 
snlar,  y  luego,  como  individuos  de  la  Comisión,  oumplir  el  cargo  que  ha- 
an  recibido  del  Senado. 

Si  el  Sr.  Aldecoa  está  con  sentimiento  de  que  yo  no  haya  sefLalado  nuevos 
fectos  al  Código,  ese  dolor  se  le  podrá  aligerar  en  breve,  porque  otros 
nridrán  después  de  mi,  con  más  talento  y  más  elocuencia  que  yo,  que  seña- 
rán sin  duda  nuevos  defectos,  y  añadirán  á  las  objeciones  hechas  contra  él 
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Código  otras  qne  yo  no  podría  añadir,  porque  no  igualo  eon  «aoi 
en  dotes  parlamentarias,  ni  en  conocimientos,  ni  en  talento. 

Antes  de  pasar  adelante  en  lo  poco  que  me  resta  qne  decir,  debo  aa&l» 
tar  qae  ignoro  si  hoy  se  lia  ocupado  también  al^o  de  mi  díseorso  él  Sr.  ^ 
decoa,  pnes  me  ha  sido  imposible  venir  k  primera  hora.  Digo   esto  psxm  qii  ' 
sirva  de  explicación  á  S.  S.  si  no  me  ocupo  de  ello. 

To  me  fijé  en  dos  puntos  concretos.  Faé  uno  de  ellos  el  relativo  al  aist» 
monio  canónico  no  inscrito,  del  cual  ya  se  ha  ocupado  el  Sr.  SÜrda,  j  pa 
consiguiente,  se  me  dispensará  el  que  yo  nu  hable  de  él,  á  fin  de  etüar  ■». 
loHtiaa  k  la  Cámara;  pero  si  me  habréis  de  permitir  que  diga  algunas  pskbqg 
sobre  el  otro  punto  concreto  de  que  yo  me  ocupé,  y  que  se  refiere  al  impc&Bs» 
to  de  pública  honestidad.  Deseo  que  se  conozca  bien  mi  pensamiento,  psisn» 
pouder  á  la  severa  critica  del  Sr.  Aldeooa,  cuando  decía  que  yo  había  poME» 
do  excitar  los  ánimos.  Yo  reconozco  sinceramente  que  no  soy  oadof,  y  wm 
cuando  á  veces  siento  mucho  no  tener  este  don,  otras  doy  graoáasá^PMñ 
dencia  por  no  habérmelo  concedido;  porqn»  si  lo  tuviera,  seria  acaso  de  la 
que  procurasen  impresionar  los  ánimos,  mientras  que,  no  teniéndoU»,  sois  to 
oo  la  verdad  y  la  justicia. 

Recuerdo  que  siendo  yo  muy  joven  oi  ó  leí  lo  siguiente:  Habia  un  pn£ai^ 
que  gozaba  de  gran  reputación  por  la  profundidad  de  sus  razonanúsatn,  y» 
que  no  tenia  gran  unción  en  el  modo  de  decir.  £n  el  mismo  pueblo  ^ahii« 
actor  de  primer  orden,  el  cual  fué  un  día  al  sermón  ó  oonferencb  9»íUI 
decir  aquel  predicador  respetable;  y  efectivamente,  el  predicade  "tín  a 
sermón  que  á  todos  satisfizo  bajo  el  punto  de  vista  del  razonamiento,  AI «jr 
le  dijo  al  actor  uu  amigo  suyo:  «La  verdad  es  que  este  se&or  no  poedftfltt 
pararse  con  V.»  Y  replicó  el  actor:  «(Pero  hay  una  diferencia;  yo  eosassof 
éste  convence.  > 

Pues  bien;  yo  que  no  puedo  aspirar  á  conmover,  aspiro  k  convenoff.yia 
cuando  no  lo  consiga,  lo  intento  al  menos.  Esta  es  la  aotitad  en  que 
qué  al  hablar  del  impedimento  de  pública  honestidad;  podría  habsr 
ción,  pero  de  seguro  no  era  en  mis  palabras,  sino  en  mi  pensamiato. 

Dice  también  el  Sr.  Aldecoa  que  los  esponsales  son  una  cosa  «&  ¿ana 
Justamente  los  esponsales  no  pueden  caer  en  desuso,  porque  sommaeoecé 
dad;  pues  no  es  probable  que  dos  personas  vayan  á  la  vicaria,  á  la  i^^^ 
al  Begistro  civil,  sin  antes  haberse  hablado  y  haber  convenido  en  nts 
posos. 

Pero  yo  debo  añadir  otra  consideración:  el  legislador  no  puede  naao*  Ji 
conocer  los  hechos  y  no  puede  jamás  presumir  que  tiene  poder  paralseti^ 
lo  que  suoede  no  suceda,  ó  viceversa.  Tratándose  de  los  hechos  chrüa  ^ 
van  á  producir  sus  efectos,  exige  garantías  para  que  los  hechos  seaneosse^ 
como  las  exigía  la  pragmática  de  Carlos  IV  en  la  cuestión  de  «spfta»^ 
diciendo  que  fueran  por  escritura  pública,  no   porque  no  hubiese  vpoaaá^ 
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«n  lo0  demás  easos,  sino  porque  el  legislador  cceia  que  sólo  debia  apreoiar  los 
esponsales  cuando  constasen  por  escrito. 

El  legislador  debe  reconocer  como  hechos  los  esponsales;  si  los  legisladoiea 
padieran  decir:  «Los  esponsales  no  existen  6  tal  hecho  no  existe»,  era  cuanto 
podían  desear,  aunque  en  muchos  casos  lo  echarían  k  perder;  pero  la  verdad 
es  que  tienen  que  reconocer  los  hechos  existentes,  como  reconocen  hasta  los 
delitos  que  no  quieren  que  existan,  pero  existen;  hay  un  homicidio,  por  «tem- 
plo, y  este  hecho  tiene  que  reconocerlo  el  legislador. 

Pero  vamos  adelante,  vamos  k  los  efectos  civiles.  Los  efectos  jurídicos 
de  los  esponsales  se  han  ^ado  en  dos:  el  primero  se  refiere  al  compromiso 
de  llevar  adelante  el  matrimonio  y  lo  que*  prodtice  el  impedimento  llamado 
impediente  de  esponsales,  y  el  segundo,  al  impedimento  de  pública  honestidad. 
Tengo  para  mí  que  en  esta  cuestión  se  han  preooupfltdo  del  impedimento 
primero  y  de  la  obligación  de  esponsales,  y  como  éstos  se  han  derogado,  se 
olvidaron  de  que  había  esponsales  para  otro  efecto,  el  impedimento  de  pública 
honestidad.  Yo  asi  me  lo  puedo  explicar. 

Bajo  el  punto  de  vista  de  la  obligación  de  llevar  adelante  los  esponsales  y 
del  impedimento  impediente  en  virtud  del  cual  uno  puede  oponerse  k  que  se 
aerifique  el  matrimonio  de  otro,  los  esponsales  no  deben  producir  efecto.  Esto 
lo  admito,  que  no  dé  acción  k  uno  de  los  esposos  para  reclamar  el  cumpli- 
miento de  la  palabra,  y  que  desaparezca  el  impedimento;  pero  el  impedimento 
de  pública  honestidad,  recelo  yo  que  se  ha  olvidado  porque  se  fijaron  sólo  en 
el  primero,  y  como  lo  anulaban,  so  dijo:  <no  hay  esponsales.» 

Este  impedimento  de  pública  honestidad,  ¿ha  debido  omitirse  en  el  Código? 
Esta  es  la  cuestión.  El  Sr.  Aldeooa  dice  que  ha  debido  derogarse.  Yo  le  pre- 
gunto en  qué  se  funda.  Dice  el  Sr.  Aldecoa  que  es  caso  rarísimo  éste  de  que 
un  padre  intente  casarse  con  la  novia  de  su  hijo,  ó  un  hgo  con  la  novia  de 
su  padre. 

Br.  Aldecoa,  S.  S.  entiende  de  derecho  más  que  yo,  y  porque  entiende  da 
derecbo  más  que  yo,  me  atrevo  á  indicarle  que  en  ciertos  asuntos  no  se  miim 
•1  número  de  los  casos,  sino  la  magnitud  de  cada  uno  de  ellos,  y  cuando  se 
trata  de  casos  que  se  repiten  poco,  si  son  de  gran  transcendencia,  si  llegan  k 
afectar  k  la  moral,  el  legislador  hace  perfectamente  en  prohibirlos. 

Voy  á  hacer  una  pregunta  al  Senado,  y  lo  siento,  porque  hay  ciertas  euea. 
üones  que  no  quisiera  traerlas  aquí;  pero  los  legisladores  tenemos  que  ver 
los  vicios  del  cuerpo  social,  porque  sólo  asi  nos  podemos  hacer  cargo  de  las 
necesidades  de  un  país,  como  los  médicos  tienen  que  ver  los  defectos  y  enfer^ 
medades  de  los  individuos  pfhra  tratar  de  ponerles  remedio.  Yo  pregunto  al 
Senado  y  al  Sr.  Aldeooa:  ¿son  muchos  los  casos  en  que  un  padre  tiene  pensa* 
mientes  deshonestos  respecto  de  su  h\ja  y  quiere  casarse  con  ella?  De  seguro 
que  estos  casos  son  muy  contados.  ¿Se  atreverla  S.  S.  k  firmar  un  proyecto 
on  que  se  suprimiera  el  impedimento  dirimente  en  linea  recta,  porque  los  casoa 
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da  esta  índole  faeaen  pocos?  Aqni  hay  una  conaideracióii  mita  elevada;  hmf 
qne  por  enoixna  de  todo  est&  la  cuestión  de  moral  pública,  porque  adviótM» 
que  cuando  se  trata  de  esponsales  ó  impedimento  dirimente,  no  se  tiaS4>ii 
derecho  penal  ni  de  penas;  y  &  este  propósito  recuerdo  lo  que  decia  el  atim 
Aldecoa:  cEs,  en  efecto,  un  mal  que  un  hijo  faltando  k  todos  loa  respefcotfSA 
deben  tenerse  k  un  padre,  quisiera  casarse  con  la  que  estaba  destinada  a  ser 
su  madrastra,  ó  que  un  padre  quisiera  contraer  nupcias  con  la  que  dabia  ta  la 
mujer  de  su  hijo;  otros  males  hay  también:  hay  padres  que  matan  á  su  kjo^ 
y  hay  hijos  que  matan  &  sus  padres,  ó  que  los  tratan  cruelnianta,  es  To¿t¿ 
pero  hay  tma  diferencia,   y  es,  que  en  estos  casos,  cuando  los  ataques  ó  h» 
excesos  son  de  tal  magnitud,  viene  la  ley  á  corregirlos,  á  castigarlo^  oía- 
tras  que  en  este  impedimento  de  que  me  yengo  ocupando^  la  ley  no  lo  eoxcgi, 
lo  permite,  y  vamos  á  la  consecuencia  de  esto.» 

Señores  Senadores,  cuando  he  visto  este  impedimento  en  laa  legidioiosM 
más  rudimentarias,  en  paises  en  que  no  habia  idea  de  la  ciencia  dd^anebo, 
me  he  admirado,  y  mi  sorpresa  ha  sido  mucho  mayor  id  ver  cómo,  Btt£i&t« 
el  instinto  de  los  pueblos,  solamente  el  instinto,  se  llega  acaso  4  la  idas  aii 
sublime  en  esta  materia.  En  estos  pueblqs  se  señala  á  primera  vista  im  k» 
¿eno  psicológico  de  los  más  delicados  que  pasan  en  nuestro  eepiriti:  «I  *■ 
ñujo  de  una  idea  ó  concepto  en  la  voluntad  del  hombre.  ¿Y  qué  idea  at  émi 
Pues  la  idea  es  el  concepto  de  lo  imposible,  cuya  influencia  es  un  hecM  ^ 
mostrado  por  la  experiencia.  Este  concepto  influye  en  que  no  se  picos» «la 
imposible,  sin  que  el  agente  se  aperciba  las  más  veces  de  esa  idea.  Poagmji 
un  caso:  yo  conoci  algo  (no  puedo  decir  qne  todo,  pero  he  oído  hablar  di  «i  I 
muohaa  i>ersonas)  el  régimen  absoluto,  y  recuerdo  que  entonces  el  serMia»- 
tro  se  miraba  Como  una  cosa  imposible,  y  sucedía  que  había  hombrtí  ^sut 
cho  talento  y  se  les  ocurría  tener  un  destino  regular  ó  elevado,  pero  vmsla 
el  ser  Ministros.  Cambiamos  de  sistema,  y  el  ser  Ministro,  ai  no  cosa  úd  j 
aun  siendo  diñcil,  al  cabo  apareció  probable,  y  desde  entonces  todot  spBt 
mos  ser  Kinistros. 

lAhl  pues  este  mismo  es  el  concepto,  el  gran  pensamiento  que  donina  e& 
los  impedimentos  dirimentes  por  honestidad. 

£1  legislador,  fijándose,  por  ejemplo,  en  el  impedimento  eai  linea  nela 
dice,  ó  viene  á  pensar  de  esta  manera:  no  es  lo  natural  que  haya  unioaM  c 
linea  recta;  la  naturaleza  las  rechaza;  pero  en  fin,  cabe  que  algún  padre  d» 
graciado  llegue  á  concebir  este  propósito  respecto  á  una  hija.  Y  cabe,  Ise 
períencia  lo  confirma.  ¿Que  hace  el  legislador?  Pues  ^ce  primero  qos  ole 
matrimonio  es  imposible,  que  antes  se  juntaría  el  cielo  con  la  tierra  qna  per 
mi  tirio,  que  en  absoluto  y  nunca  se  verificará;  y  esto  influye  de  modo  qne  c: 
apercibirse  los  subditos,  en  los  más,  en  todos  ó  casi  todos,  no  surgt  aq«l 
afecto.  ¿Es  que  hay  algún  padre,  muy  contadO|  que  siente  este  afecto?  P«m 
la  ley  le  dice:  «¡Cuidado  que  intentes  una  cosa  que  no  se  puede  haoor!>  I 
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•se  padre  desde  luego  oonsidera  que  aquello  es  imposible,  y  oombate  aquel 
afecto  que  en  él  coxniesa:  no  podrá,  nunca  llegar  un  dia  k  ser  legitimo.  lAfa, 
esta  es  la  filosofía  de  los  impedimentos!  Por  esto  decía  yo  de  péblica  konetiidud^ 
porque  quiero  quitar  la  ocasión  de  que  el  padre  ó  el  novio  de  la  hija  que  se  va  4. 
easar  idberguen  estas  inclinaciones,  y  porque,  señores,  la  familia  es  un  tem- 
plo de  honestidad  y  de  pureza,  y  aun  la  misma  vida  conyugal  de  los  esposos- 
debe  estar  siempre  velada  por  el  pudor. 

Todo  esto  tiende  á  que  no  vengan  A  mirarse  en  el  seno  de  la  familia  sus  in- 
dividuos con  envidia,  con  celos,  y  á  que  el  padre  aceche  9I  hijo,  6  el  hijo  al 
padre^  4  que  la  corrupción  no  penetre  en  la  familia,  A  que  en  ella  no  se  co- 
metan horrores,  A  que  fuera  sea  respetada.  A  esto  tienden  los  impedimentos 
por  parentesco  en  linea  recta,  y  á  esto  el  de  pública  honestidad. 

To  no  voy  A  convencer  A  nadie,  pero  contesto  al  cargo  del  Sr.  Aldecoa.  Su 
señoría  me  ha  creído  bastante  débil  para  buscar  aplausos.  To  no  tengo  con- 
diciones para  buscarlos,  y  sólo  procuro  decir  las  cosas  como  las  siento. 

Enhorabuena  que  mis  argumentos  no  tengan  fuersa;  pero  deseo  que  se  me 
haga  justicia,  A  fin  de  que  no  se  crea  que  he  tratado  de  exaltar  las  pasiones. 
Yo  nunca  acudiré  al  pueblo  ni  A  ninguna  conciencia  para  esto,  si  bien  estu- 
diaré y  consultaré  la  conciencia  de  aquél,  A  fin  de  investigar  lo  que  esa  con- 
ciencia encierra,  porque  en  último  caso,  los  hombies  sabios  en  la  filosoflia 
del  derecho,  lo  que  hacen  es  examinar  la  conciencia  jurídica  y  los  sentimien- 
tos del  pueblo,  para  determinarlos  y  explicarlos.  Para  esto  consulto  yo,  si 
bien  con  débiles  fuenas,  con  la  conciencia  del  pueblo;  pero  repito  que  na 
busco  apoyo  en  lo  que  á  las  multitudes  halague. 

Voy  A  terminar,  ocupándome  de  una  observación  que  en  pocas  palabras 
hice  A  la  Comisión  de  Códigos.  Yo  no  puse  máis  que  unos  cuantos  renglones 
donde  indicaba  estos  puntos  y  concluía  citando  un  hecho  histórico.  Hay  un 
Rey  en  Bspaña  que  ha  llamado  la  atención  por  su  talento;  unos  le  creyeron 
muy  bueno,  otros  le  denominaron  hasta  con  el  nombre  de  demonio.  Sste  Bey 
es  quisAs  el  que  ha  sido  mAs  halagado  por  unos  y  mAs  censurado  por  otros. 
Este  Bey  se  casó  con  la  que  estaba  destinada  para  su  hijo,  y  concertado  el 
matrimonio  entre  su  hijo  el  Principe  y  la  Princesa,  dgo:  cPues  me  caso  con  la. 
novia  de  mi  h^o,  con  la  que  estaba  destinada  para  él.»  ¡Quién  no  sabe  cuAnto 
se  ha  hablado  de  esto,  y  cuAnto  por  esto  ha  sido  aquel  Bey  censurado! 

Ko  molesto  más,  y  ruego  al  Sr.  Aldecoa  que  me  dispense  si  he  podido  decir 
algo  que  le  moleste^  pues  sabe  que  soy  su  amigo,  que  le  considero  y  le  guardo, 
todas  las  deferencias  que  su  persona  se  merece. 
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Bbctificacióh  dbl  Sr.  Aldbcoa 

Soñoreí  Senadores,  voy  á  ser  realmente  muy  brere  en  miit  rectíftetei 
4  los  se&ores  Pisa  Pajares  y  Silvela,  por  dcw  razones.  La  primera  y  pfxnápal 
es,  porqne  me  pesa  la  idea  de  qne  pneda  molestar  al  Senado,  y  procaio  cqb. 
siguientemente  apresurar  y  decir  con  el  menor  número  posible  de  palaten 
todo  lo  qne  se  me  ocurre,  ya  en  defensa  de  la  tesis  por  mi  sustentada,  ya 
contestar  á  las  observaciones  de  mis  dignísimos  contradictores;  y  en 
lugar,  porqne  como  hemos  discutido  ya  tan  repetidas  veces  todas  las  onusttoiM 
■obre  que  han  versado,  lo  mismo  mi  pobre  discurso  que  la  brillantbiiBa  ae- 
tifícación  del  Sr.  Sllvela,  no  puede  ser  mayor  mi  desaliento,  convencido  mm 
estoy  de  que,  haga  los  esfuerzos  que  quiera,  no  he  de  Uerar  ni  al  imno  tí 
Sr.  Sil  vela  ni  al  del  Sr.  Pisa  Pajares  el  convencimiento  qne  á  mi  nu  oÍBa. 

Empezaré,  Sres.  Senadores,  por  rectificar  al  Sr.  Pisa  Fajares.  A  S.  &,  ¿a 
duda,  le  pasa  lo  que  al  poeta  que  hacia  versos  sin  saber  que  los  hada,  te» 
noria»  sin  tener  conciencia  de  ello,  y  esto  lo  digo  con  la  sinceridad  m&ywM 
mundo,  es  un  bueno  y  elocuente  orador,  y,  por  lo  tanto,  también  aio  eceÓB- 
cía  y  sin  saberlo,  conmueve  y  excita  los  sentimientos  del  público  qii«U<9« 
lo  cual  mo  parece  que  es  perfectamente  lícito,  y  más  tratándose  de  onSuüí 
como  las  que  se  emplean  en  nuestros  Parlamentos. 

Y  más  que  á  rectificar  lo  dicho  por  el  Sr.  Pisa  Pajares,  voy,  en  rsalíMi 
darle  explicaciones,  porque  sentiría  extraordinariamente  que  pesara  H%n  el 
ánimo  de  S.  S.,  y  más  sobre  el  mío,  la  idea  de  que  yo  haya  podido  «i 
nada  que  le  pueda  molestar  en  lo  más  mínimo. 

Se  ha  quejado  el  Sr.  Pisa  Pajares  de  que  yo,  más  que  contestar  4S.  S, 
hubiese  buscado  la  explicación  de  intenciones  ó  actitudes.  En  prim«r  lu^, 
recordará  S.  S.  que  al  comenzar  mi  intento  de  contestación  al  notoWüiia» 
discurso  de  S.  S.,  descartó,  como  debía  descartar,  todos  los  puntos  qu;i 
habían  sido  contestados  por  el  Sr.  Ministro  de  Ghracia  y  Justicia,  de  subí. 
ñera  como  yo  no  hubiera  podido  intentarlo,  ni  hubiese  sabido  haocdo  aa- 
que  hubiese  querido. 

Pero  ¿por  qué  extraña  S.  S.  el  que  yo  al  nirle  decir  que  hablaba  eanwhi 
de  dignos  catedráticos  de  Universidades,  entendiese  que  S.  S.  aludía  aií,(« 
regla  general,  á  los  institutos  docentes  y  esforaara  mi  imaginación  panaáiti 
nar  cuál  había  sido  el  sentido  de  la  manifestación,  ó  protesta,  6  como  S.S.  qor 
ra  llamarla?  Pues  si  S.  S.  lo  hubiera  explicado]  como  esta  tarde  lo  ha  hecho,» 
habría  ahorrado  á  mi  mucho  camino  y  al  Senado  la  molestia  de  eseaeiíaiBi. 
SI  S.  S.  hubiese  dicho,  como  lo  ha  hecho  esta  tarde,  qne  no  era  más  quu» 
manifestfioión  de  queja  de  esos  catedráticos  porque  no  se  había  oído  áltf 
Universidades  en  la  forma  que  en  su  concepto  debía  habérselas  qido,  yo,  ñ 
«titrar  en  investigaciones  sobre  la  transcendencia  y  alcance  de  la  maoifti^ 
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eión,  le  habría  contestado  oumplidamente,  como  oreo  que  le  puedo  eonteNiar 
en  pocas  palabras  abora.  i 

¿lUi  Ó  no  cierto,  Sr.  Pisa  Fajares,  que  oon  arreglo  &  las  bases  de  la  ley  de 
11  de  Mayo  de  1888,  la  Comisión  de  Códigos  babia  de  redactar  este  proyecto 
de  Código  partiendo  del  de  1851?  ¿Bs  ó  no  cierto  que  sobre  el  proyecto  de  1861 
habían  sido  oídas  las  Universidades,  como  habían  sido  oídas  las  Corporacio- 
nes docentes,  como  babian  sido  oídas  las  Academias  de  jnrisconsnltos,  como 
habían  sido  oídas  las  Andiencias,  y  no  recnerdo  si  alguna  otra  corporación, 
oon  el  mismo  objeto  con  que  fueron  oídas  las  Universidades?  Pues  bien;  si 
•ato  es  cierto,  ¿qué  fundamento  tienen  para  quejarse  esos  catedrAticos  por 
boca  de  S.  S.?  Yo  me  hubiera  limitado,  si  S.  S.  en  el  día  do  ayer  hubiese  ma- 
nifestado la  intención  de  su  protesta,  á  contestar  &  S.  S.  lo  que  abora  le  estoy 
contestando,  y  á  decirle  que  además  de  haber  sido  oídas  las  Universidades, 
como  lo  fueron,  tuvieron  una  representación  muy  legítima,  muy  autorisada, 
lo  mismo  en  el  seno  de  la  Comisión  de  Códigos  que  en  el  seno  de  las  Co- 
misiones que  se  constituyeron  en  el  Congreso  y  en  el  Senado  para  dictaminar 
«obre  la  ley  de  bases,  y  por  consiguiente,  no  tenían  absolntamente  razón  al- 
guna  para  quejarse  sobre  el  procedimiento  que  se  ha  seguido  para  la  elabora- 
ción  del  Código  civil.  * 

Ha  protestado  S.  S.  contra  el  supuesto  de  que  yo  les  haya  imputado,  ni 
al  Sr.  Pisa,  ni  al  Sr.  Silvela,  ni  á  ninguno,  el  cargo  de  que  hayan  calificado 
de  perturbadores  &  los  individuos  do  la  Comisión  de  Códigos.  Yo  no  he  dicho 
eso,  ni  he  podido  decirlo;  pero  S.  S.  reconocerá  una  cosa,  y  os,  que  constan- 
temente se  viene  diciendo  aquí  que  la  obra  del  Código  civil  es  una  obra  de 
perturbación  y  de  destrucción.  Pues  si  es  una  obra  de  perturbación  y  de  des- 
trucción, y  hasta  no  sé  si  se  ha  (licho,  pero  se  ha  dado  á  entender  que  pudie- 
ra ser  una  vergüenza  para  nosotros  el  que  llegara  á  regir  este  Código,  porque 
las  Naciones  extranjeras  formarían  un  concepto  muy  rebajado  sobre  nue^fira 
educación  científica  y  jnrídica,  '¿no  tenía  yo  razón  para  declarar,  como  lo 
declaré  ayer,  que  una  de  dos:  ó  los  individuos  do  la  Comisión  habían  atrope- 
llado y  valnerado  las  bases  para  hacer  esta  obra  de  destrucción,  ó  los  Cuerpos 
Coleglsladores  eran  los  que  no  sabían  lo  que  habían  probado,  echando  los  oi* 
míen  tos  á  un  edificio  ruinoso,  bajo  del  cual  pudieran  quedar  sepultadas  la 
sociedad  y  la  familia  destinadas  á  cobijarse  en  su  seno?  Parécome,  Sres.  Seni^ 
dores  y  Sr.  Pisa,  que  no  me  he  excedido  al  rechazar,  como  podía  hacerlo  y 
con  la  energía  que  debía  verificarlo,  este  cargo,  que  había  salido  de  los  labios 
del  Sr.  Pisa  y  de  los  demás  señores  que  le  precedieron  á  S.  S.  en  el  uso  de 
la  palabra,  partiendo  del  supuesto  de  que  la  obra  del  Código  civil  era  una 
obra  de  perturbación  para  la  sociedad  y  la  familia.  Y  por  cierto  que  yo  debo 
decir  al  Sr.  Pisa,  que  si  verdaderamente  las  Naciones  extranjeras  fueran  k 
formar  jaicio  de  lo  que  es  el  Código  civil  por  los  discursos  de  SS.  SS.,  tendría- 
mos razón  para  fundar  esos  temores,  porque  no  puede  caber  una  impngnaoiÓA 
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mka  severa;  pero  como  abrigo  el  convenolmiento  de  que  lo  han  de  focsv 
estudiando  el  Código,  creo  que  nos  harán  justicia,  como  al  fin  7  á  la  postrt 
nos  la  han  de  hacer  también  S8.  SS.  el  día  de  mañana. 

El  8r.  Pisa  ha  insistido  esta  tarde  en  qne  no  tenia  necesidad  de  referir 
todos    los  defectos   y  deficiencias  qne   encontraba  en  el  Código  porque  ym 
h  abian  sido  expuestos  por  las  demás  dignísimas  personas  que  le  han  precedido 
on  el  uso  de  la  palabra,  y  porque  habrá  algún  otro  Senador  más  autoriu^ 
y  de  más  competencia  que   S.  S.  que  insistirá  en  este  sistema  de  señalar  Isi 
defectos  del  Código.  Pero,  Sr.  Pisa,  ¿es  ó  no  cierto  que  estos  dignísimos  indi 
▼idnos  que  le  han  precedido  á  S.  S.  en  el  uso  de  la  palabra  no  están  comple- 
ta y  absolutamente  conformes  sobre  todos  los  defectos  6  deficiencias  que  hm 
apuntado,  y  para  relacionar  los  cuales  han  pretendido,  lo  mismo  que  su  ué> 
ria,  que  el  Código  volviese  á  la  Comisión  de  Códigos  para  que  se  reformín  y 
corrigiese?  Pues  si   no    estaban  conformes,   ¿encuentra  extraño  S.  8.  qsa  !• 
contestase  extrañándome  de  que  8.  8.  no  los  hubiese  señalado,  por  esaocnt 
razón?  ¿Con  qué  criterio  la  Comisión  de  Códigos,  el  Sr.  Ministro  de  Graca; 
Justicia,  ó  la  persona  á  quien  se  encomendase  la  reforma  del  Código;  con^ 
criterio,  repito,  habia  de  hacerla  si  no  hay  conformidad,  ni  la  Cámara  se  bs 
pronunciado  ni  puede  pronunciarse  sobre  ella,  puesto  que  no  se  va  á  votar 
sobre  ninguno  de  los  particulares  que  han  sido  objeto  de  los  discursos  de  toda 
estos  dias  que  han  transcurrido?  Esto  es  lo  único  que  dije,  y  en  esto  me  foa- 
daba  para  lamentar  que  S.  S.  no  hubiese  indicado  las  deñciencias  ó  defecioi 
que  fueron  expresados  por  los  que  le  precedieron  en  el  uso  de  la  palabra,  00a 
los  que  S.  R.  estuviese  conforme. 

Por  lo  demás,  respecto  á  lo  que  dJijo  la  Comisión  en  su  dictamen,  no  teafo 
que  añadir  una  palabra  á  lo  que  expuse  en  el  dia  de  ayer:  que  S.,  S.,  lo  misao 
que  los  individuos  que  le  han  precedido,  le  ha  dado  al  asunto  un  alcance  y 
una  transcendencia  qne  no  tiene,  y  que  la  Comisión  lo  ha  planteado  «i  pu 
verdaderos  términos  para  que  el  Senado  lo  resuelva  como  estime  oportraa 

Y  ha  concluido  su  rectificación  el  Sr.  Pisa  insistiendo  en  la  conveniescÁ 
de  que  se  hubiese  mantenido  en  el  Código  el  impedimento  llamado  de  p&blica 
honestidad  por  razón  de  esponsales.  En  primer  término,  Hamo  la  atención  éá 
Sr.  Pisa  sobre  esto:  los  defectos  que  existen,  si  los  hay,  afectarán  única  y  ex- 
clusivamente al  matrimonio  civil.  En  esto  me  parece  que  estará  S.  S.  oonforxa» 
oonmigo.  El  matrimonio  canónico  rige  en  toda  su  integridad,  y  en  éste  existo 
el  impedimento  do  pública  honestidad  por  razón  de  esponsales;  de  consiguies- 
te,  seguirá  rigiendo  con  el  nuevo  Código,  lo  mismo  que  en  los  momentos  ac- 
tuales. 

Pero  respecto  al  matrimonio  civil,  ¿qué  quiere  S.  S.  que  yo  le  diga? 
Partimos  de  puntos  de  vista  casi  opuestos,  y,  por  tanto,  tenemos  que  venir  i 
parar  á  consecuencias  distintas.  El  Sr.  Süvela  da  al  contrato  de  esponsales 
una  importancia  que  en  mi  concepto  no  tiene,  y  no  es  porque  yo  lo  diga:  yo 
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•yer  Invoqué  algunas  autoridAdes;  invoqnó  la  del  mismo  Sr.  D.  Francúoo 
C&rdenas;  invoqué  la  de  iluBtrados  comentaristas  de  la  misma  legislación  ca- 
tnlana,  y  dije  k  6.  9.,  y  repito  en  esta  tarde:  pues  si  la  tendencia  del  lesrisla- 
dor  68  qne  desaparezca  este  contrato  de  esponsales,  ¿con  qué  lógica,  con  qné 
eonseouencia  habría  de  mantenerse  el  impedimento  llamado  de  pública  bones* 
tidad  por  rasón  de  los  mismos? 

Como  quiero  cumplir  la  palabra  de  ser  breve,  por  las  razones  apuntadas  al 
principio,  voy  á  rectificar  también  brevisimamente  Lo  que  mi  digno  amigo  el 
ilnstrado  Senador  D.  Luis  Silvela  me  ha  contestado  en  rectificación  do  lo 
que  yo  tuve  el  honor  de  exponer  en  mi  discurso. 

El  primer  punto  es  el  relativo  al  matrimonio,  y  por  lo  que  ha  dicho  el  se- 
ñor  Silvela  en  la  rectificación  de  esta  tarde,  creo  que  en  cuanto  &  este  punto 
estamos  muy  cerca  de  entendemos  y  de  convenir. 

El  6t.  Silvela  ha  dicho:  «Yo  me  explico  dos'sistemas:  uno,  el  de  que  se  con- 
cediesen  efectos  civiles  á  los  matrimonios  canónicos,  inscribiéranse  ó  no  en 
el  correspondiente  Registro;  y  otro,  el  de  que  no  se  autorizaran  los  matri- 
m^onios  canónicos  sin  que  previa  y  necesariamente  asistiera  el  Juez  municipal 
ó  el  funcionario  del  Estado  llamado  por  la  ley  para  asistir  k  estos  actos.» 
Pues  bien,  Sres.  Senadores;  respecto  del  primer  sistema  (que  es  acaso  en  el 
que  hay  más  diferencia  entre  el  punto  de  vista  de  S.  S.  y  el  mío),  yo  insisto 
en  afirmar  que  el  matrimonio  canónico  no  produce  efectos  civiles  por  razón 
de  inscribirse  en  el  Bégistro;  el  matrimonio  canónico  produce  efectos  civiles 
porque  so  ha  celebrado  con  arreglo  á  los  cañones,  con  arreglo  k  las  prescripcio- 
nes de  la  Iglesia.  Lo  que  hay  es,  que  si  los  interesados,  los  que  deben  recu- 
rrir al  auxilio  del  Juez  municipal  ó  del  funcionario  del  Estado  llamado  por 
la  ley  para  asistir  k  estos  actos  no  recurren  &  él  y  maliciosamente  prescinden 
de  esta  formalidad,  la  ley  establece  una  sanción  civil,  natural,  naturalisima, 
cual  es  la  de  tutpender,  meramente  suspender  estos  efectos  civiles  hasta  que 
el  matiimonio  civil  se  contraiga.  Y  tan  es  solo  un  efecto  de  suspensión,  que 
yo  no  sé  si  he  entendido  bien  al  Sr.  Silvela,  pero  si  le  he  entendido  bien,  creo 
que  S.  S.  estéi  equivocado  en  esto,  porque  no  es  desde  el  instante  en  que 
se  realiza  la  inscripción  del  matrimonio  civil  en  el  Registro  y  se  subsana  esta 
falta,  no  es  desde  ese  instante  desde  el  cual  reviste  efectos  civiles  el  matri- 
monio, sino  que  se  retrotraen  esos  efectos  á  la  fecha  de  la  celebración  del  mis- 
mo; de  modo,  que  si  en  este  intermedio  los  contrayentes  han  tenido  hjjos,  tan 
legítimos  son  los  habidos  en  aquel  espacio  de  tiempo,  como  los  que  con  pos- 
terioridad hayan.  A  mi  me  parece  que  esto  es  evidente,  que  esta  es  la  inter- 
pretación m¿s  recta  y  autorizada  del  articulo  del  Código. 

Por  lo  demás  (y  es  en  lo  que  convengo  con  S.  S.),  si  en  lugar  de  establecer 
esto  que  en  mi  concepto  es  menos  violento  para  los  mismos  contrayentes,  pues- 
to que  se  trata  de  una  falta  facilisimamente  subsanable,  que  se  puede  subsanar 
en  cualquier  tiempo,  pues  aun  suponiendo  que  no  la  subsanaran  los  padres^ 
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pudiera  el  áia,  de  mañana  ser  subsaiuida  por  los  hijos;  si  en  lugar  da  esto  m. 
babiese  adoptado  el  temperamento  que  S.  8.  propone,  es  decir,  que  note  cd»- 
brara  el  matrimonio  sin  la  precisa  asistencia  de  este  foncionario  del  Estado, 
convengo  con  S.  S.  en  qne  esto  estaría  conforme  con  la  base  concordada;  per» 
también  creo  qne  seria  mncho  más  violento  qjie  lo  qne  el  Código  establee*. 

Pocas  palabras  son  las  que  voy  á  decir  contestando  al  Sr.  Süréla,  respecto 
á  la  cnestión  de  los  postumos.  No  sólo  ha  invocado  S.  S.  el  ari.  6o7  á  qos  j« 
me  referí  en  mi  discurso,  por  el  cual  se  determina  que  los  dwechos  de  wk»- 
8i6n  de  una  persona  se  transmitirán  desde  el  momento  de  su  muerte,  sino  qt» 
tambión  y  más  principalmente  se  ha  referido  al  7o8,  en  el  qne  se  dice:  cPsa 
calificar  la  capacidad  de  los  herederos  ó  legatarios  se  atenderá  al  tiempo  ds 
la  muerte  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trate,  i 

Y  yo  le  digo  al  Sr.  Silvela:  perfectamente,  eso  es  indudable;  pero  ¿«9  qa» 
no  hay  que  relacionar   estos  artículos  oon  los  demás  cuyos  textos  tns  d 
honor  de  leer  ante  el  Senado?  Pues  relacionando  estos  artículos  con  los  ik- 
teriores,  yo  no  sé  si  será  xma  ofuscación  mía,  pero  deduzco,  y  me  parees  q» 
oon  una  interpretación  lógica  y  racional,  que  precisamente  por  esa  relscioa 
de  los  artículos  entre   si,   es  por  lo  que  hay  que  retrotraer,  los  dercdMS 
del  postumo  á  la  fecha  del  fallecimiento  de  la  persona  de  cuya  sucesón  m 
trate,  sin  necesidad  de  que  l<i  diga  la  ley,  para  los  efectos  de  lo  dispuesto  «a 
ambos  artículos. 

Por  esto  es  por  lo  que  indiqué,  que  siguiendo  el  proyecto  de  Código  sao 
de  los  dos  sistemas  que  el  señor  Silvela  decía,  y  con  razón,  que  podían  9t 
guirse,  había  consignado  el  principio  de  retroactividad  en  favor  de  los  p6t- 
tumos,  allí  donde  lo  consideró  necesario;  pero  donde  no  era  necesario,  parqas 
se  desprendía  lógica  y  racionalmente  de  la  recta  interpretación  de  lo  escrito. 
no  era  preciso  consignarlo  de  nuevo.  Clai'o  es  que  si  lo  hubiera  hecho,  hahzxa 
hecho  bien;  pero  nunca  dejaría  de  ser  una  redundancia  de  la  que  se  debe  huir 
cuando  se  trata  de  leyes  como  la  que  estamos  discutiendo. 

Bl  Sr.  Silvela  se  ocupó  tambión  de  la  materia  de  capitulaciones  matzÓDO' 
niales,  y  después  de  rectificarme  un  concepto  que  yo  expuse  respecto  de  k» 
4ue  el  Sr.  Comas  había  manifestado  (que  es  posible  que  yo  estuviese  eqmvo* 
oado),  dijo  el  Sr.  Silvela:  «Lo  que  yo  hubiei'a  querido,  lo  que  yo  huMea 
deseado,  es  que  se  estableciese  un  solo  tipo,  un  solo  modelo  de  sociedad  cea- 
yugal,  el  modelo,  el  tipo  de  la  sociedad  de  gananciales,  y  que  sin  pegnicio 
de  este  titulo  y  de  este  modelo,  las  partes  hubieran  podido  luego  pactar  li- 
bremente lo  que  les  hubiese  parecido,  en  bien  y  por  razón  del  porvenir  dsl 
matrimonio  que  iban  á  contsaer.»  Bste  es  un  sistema  como  oualquier  otro; 
pero  ¿es,  Sr.  Silvela,  que  porque  el  Código  aotual,  el  proyecto  de  ley  qa» 
•atamos  discutiendo  no  haya  adoptado  ese  procedimiento  que  S.  S.  oonceptñ 
más  conveniente  para  pactar  sobre  la  base  de  los  bienes  oon  ocasión  del  ma- 
trimonio,  se  ha  infringido  alguna  de  las  bases?  Pues  noaotroe  oreamos  que 
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«on  el  prooedimi«nto  de  S.  S.,  si  no  en  mx  letra,  en  sn  eapirítn  se  hAbria  in> 
fringido  la  base  22.*;  porque  d  con  arreglo  h  esa  base  ha  querido  el  legislador 
qne  1»  Comisión  se  atenga  k  esta  ley,  á  la  libertad  del  pacto,  desde  el  ins- 
tante en  qne  S.  S.  sólo  fijaba  y  señalaba  nn  modelo  de  sociedad  conyugal 
pmra  que  sobre  él  pudieran  pactar  los  contrayentes,  entiendo  yo  que  si  no  en 
•u  letra,  al  menos  en  su  espíritu,  se  infringe  la  base  22.* 

TT  anadia  S.  8.  además  de  esto:  •  To  hubiese  seiUlado  alguna  regla,  alguna 
eondioión,  algún  precepto  de  excepción  para  que  los  contrayentes  no  pu- 
dieran pactar  con  infracción  de  esas  reglas  y  de  esos  preceptos.  >  Está  bien, 
8r.  Silvela,  perfectamente;  pero  ¿se  evitaría  así,  ni  aun  con  el  sistema  de 
8.  8.,  el  riesgo  y  los  inconvenientes  de  tener  que  dejar  á  las  partes,  á  los  in- 
teresados, la  determinación  de  las  condiciones  con  que  se  habían  de  celebrar 
eeos  pactos  matrimoniales?  8i  S.  S.  mismo  reconoce  que  esto  es  imposibln,  y 
prevé  que  el  legislador  no  puede  adivinar  siquiera  qué  condiciones,  qué  cir< 
oumtanoias,  qué  conveniencias  son  las  que  pueden  mover  el  ánimo  de  los 
contrayentes  para  determinar  tal  ó  cual  pacto,  ¿que  habríamos  adelantado 
oon  el  sistema  de  S.  S.?  Pues  ¿no  es  mas  lógico  lo  que  el  Código  establece  y 
determina?  Lo  que  el  Código  establece  y  determina  es  la  sanción  y  desarrollo 
d  e  la  base  correspondiente,  cualesquiera  que  sean  las  dudas  y  difloultadee 
que  en  la  práctica  puedan  surgir,  porque,  como  dije  antes,  este  es  uno  de  los 
inconvenientes  de  la  libertad  en  todas  sus  manifestaciones,  y  por  eso  es  por 
lo  qne,  establecido  el  principio  do  la  libertad  de  pactar,  no  hay  más  remedio 
que  respetarle,  sin  otras  limitaciones  qne  las  que  son  y  deben  ser  comunes  á 
todos  los  contratos,  más  la  especial  y  propia  de  este  contrato  de  matrimonio. 
Sintiendo,  pues,  que  la  Comisión  sigue  el  sistema  más  adecuado  y  conforma 
eon  la  ley  de  bases. 

lEtespecto  de  la  disposición  final,  relativa  á  la  retroacción,  deda  S.  S.:  «Dos 
son  los  sistemas  que  pueden  seguirse;  uno  que  consigne  el  principio  general 
y  absoluto  de  que  las  leyes  no  tienen  efecto  retroactivo,  y  en  este  caso  no 
hay  nada  más  que  decir,  ni  nada  más  que  hacer.  Otro,  lo  que  han  hecho  al- 
gunos Códigos,  que  es,  señalar  aquellos  casos  en  que  por  conveniencia^  por 
cirounstancias  locales  ó  por  consideraciones  de  otra  índole,  ha  parecido  opox^ 
tuno  ^  conveniente  dar  efecto  retroactivo  á  tales  ó  cuales  disposiciones.  • 
Pues  bien,  el  primer  sistema  es  el  que  se  sigue  en  esta  ley. 

Sn  primer  lugar,  "el  art.  8.*  del  titulo  preliminar  dice  terminantemente: 
clias  leyes  no  tendrán  efecto  retroaotivo,  si  no  dispusieren  lo  contrario;»  y 
en  consonancia  con  este  precepto  absoluto,  viene  después  el  del  art.  1978,  en 
que  se  consigna  que  cías  variaciones  que  perjudiquen  derechos  adquiridos  no 
tendrán  efecto  retroactivo.»  Pues  si  S.  S.  mismo  ha  reconocido  que  cuando 
se  sigue  este  sistema  y  cuando  se  establece  en  absoluto  el  principio  de  la  no 
retroactivídad  de  Jas  variaciones  introducidas  en  una  ley  respecto  á  los  de- 
rechos adquiridos,  no  hay  necesidad  ni  se  puede  hacer  género  alguno  de  da- 
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Bífícaoiones  para  determinar  en  cada  caso  concreto  onálee  son  eston  dertehiM 
adquiridos,  me  parece  que  debe  estar  satisfecho  el  Sr.  Silyela. 

Por  último,  Sres.  Senadores,  al  tratar  del  concepto  de  la  propiedad  é» 
minas,  ha  insistido  el  Sr.  Silvela,  en  mi  juicio  con  equivocación  (y  esto  le 
digo  con  una  gran  desoonfiansa;  tal  es  la  autoridad  que  para  mi  tienen  lu 
palabras  de  S.  S.),  en  que  por  el  sistema  de  la  Comisión  de  Códigos  ra  4 
resultar  ahora  que  habrá  dos  leyes,  lo  mismo  respecto  de  minas,  que  respepie 
del  Kotariado,  que  respecto  de  aguas,  que  respecto  de  propiedad  litcraH», 
que  respecto  ¿^ cualesquiera  otras  leyes  especiales  que  rigen  en  toda 

T  yo  insisto  en  mi  punto  de  vista,  punto  de  vista  que  no  ha  sido 
por  los  argumentos  del  Sr.  Süvela.  ¿Es  que  pueden  conceptuarse  como  psi« 
integrante  de  la  legislación  foral  (é  insisto  en  esto)  todas  las  leyes  qvs  hsj 
rigen  en  toda  España  como  de  derecho  común  y  no  como  de  derecho  eitptríú 
de  estas  provincias  aforadas?  ¿Es  que  por  este  medio,  por  este  procedÜBimt», 
vamos  cada  vez  más  á  aumentar  la  especialidad  del  derecho  fozai  di  Mías 
provincias  cuando  debe  ser  precisamente  todo  lo  contrario? 

Pues  segundo  punto  de  vinta:  aun  suponiendo  que  esto  fuera  ezaeUi  7 
cierto,  y  yo  estuviese  ofuscado  y  equivocado  completamente,  ¿coál  e«4 
procedimiento  más  correcto  para  que  no  suceda  esto  de  que  haya  leyos  tV* 
tintas,  unas  en  las  provincias  aforadas  y  otras  en  los  territorios  es  que  jí^ 
el  derecho  común?  ¿El  que  indica  S.  S.,  ó  el  que  la  Comisión  ha  seguidot  Es 
mi  concepto,  el  que  la  Comisión  ha  seguido;  porque  no  ha  hecho  más,  o<a 
arreglo  á  la  ley  de  bases,  que  traer  los  conceptos  de  estas  leyes  espedsle^  j 
después  de  traerlos,  ha  dejado  en  toda  su  integridad  esas  leyes  espedaleiqM 
rigen  en  España,  no  como  leyes  ferales,  sino  oomo  leyes  de  derecho  taimzM 

Creo  que,  aunque  breve  y  sucintamente,  he  contest-ado  á  las  índirnríntiw 
•que  se  han  servido  hacerme  los  Sres.  Pisa  Pajares  y  D.  Luis  Silvela;  y  as 
siento  por  no  molestar  más  la  atención  del  Senado. 

8    a. 
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Memorable  es  en  la  liistoria  de  Sicilia  el  afio  1812,  porque  en  él  se  otorgó 
la  Gonstitaoión  que  confirmaba  los  antiguos  privilegios  de  la  isla,  por  la  es- 
pontánea renuncia  que  de  los  derechos  feudales  hicieron  sus  poseedores  y 
por  la  abolición  de  la  tortura. 

Antes  que  Beccaña,  en  el  año  17S9,  el  palermitano  Tommaso  Natale  había 
escrito  un  libro  que  publicó  en  1772,  titulado:  R^flesioni  poliíique  intomo  aU*^- 
Jieacia  é  nece^ntá  dalle  pene  dalle  leggi  minaeciaié,  para  demostrar  la  necesidad 
de  reformar  el  sietema  inquisitorio  en  el  procedimiento  criminal,  y  especial- 
mente para  combatir  la  tortura,  fundada  en  prácticas  inveteradas  y  en  viejos 
sofismas  y  paradcgas  legales  de  origen  germano:  sistemas  ambos,  inquisitorio 
y  de  la  tortura,  que  constituían  la  base  del  eiijniciamiento  criminal. 

Pero  las  doctrinas  del  poeta  metafísioo  y  filósofo,  acérrimo  partidario  de 
I^eihnits,  no  se  tuvieron  en  cuenta  por  los  juristas,  y  por  uno  de  los  fenómA- 
nos  más  extraños  de  la  historia  se  dio  el  caso  de  que  una  Reppresentaiua  de  la 
■gran  corte  criminóle,  de  Palermo,  se  pidiera  el  afio  1816  el  restablecimiento  de  la 
tortura  como  institución  necesaria  para  el  buen  enjuiciamiento. 

Cincuenta  y  siete  años  después  que  Natale,  con  su  clara  y  serena  rasón, 
había  dicho:  «Yo  no  encuentro  otro  punto  de  mira  á  que  las  penas  se  diri- 
jan, sino  la  enmienda  del  delincuente  ó  el  ejemplo  por  el  que  se  obtiene  1& 
paz  y  seguridad  pública»  (pág.  45);  una  voz  se  levantó  pidiendo  el  tormento 
y  la  excesiva  crueldad  en  las  cárceles. 

Debe  consignarse  en  honor  de  Sicilia,  que  esta  voz  no  tuvo  eco  sino  en  el 
Tribunal  Supremo  de  Justicia,  y  no  en  todo  él,  porque  su  Presidente  el  Prín- 
-cipe  de  Malvagna  y  el  Juez  Francisco  Cupane,  enemigos  de  la  odiosa  peti- 
>«ión,  acordaron  dirigirse  al  Poder  Supremo  en  demanda  de  humanidad  y  ole- 
mencia  para  los  orimináleB. 

Esta  importante  página  de  la  historia  del  derecho  criminal  en  Sicilia  ha 
tenido  un  historiador  digno  é  ilustrado  en  G.  Gossentino,  que  en  el  Archivo 
<del  Estado  de  Palermo  ha  hallado  el  texto  de  la  humanitaria  moción  citada 
TOMO  '76  i5 
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últimamente,  que  se  infonna  en  verdaderos  principios  eientifiooB)  y  (pu  >iac« 
honor  al  Magistrado  que  la  redactó  para  evitar  mi  caso  de  yerdadaro  «ts- 
vismo  en  el  enjuiciamiento,  volviendo  á.  sistemas  crueles  defendido!  en  d  «- 
glo  xvín,  y  hace  honor  &  las  doctrinas  sustentadas  por  filósofos  7  crímioalii 
tas  contrarias  al  tormento,  ideas  que  se  defendieron  en  el  Psilsnasnto  ti 
año  1758  por  el  Arzobispo  de  Palermo;  en  17^  por  Katale;  en  las  rmTHil¿ft. 
des,  el  año  1774  por  Donúngo  Sovesi,  el  1775  por  Garlos  Santa  Goloiába;  ¡dai^ 
en  fin,  qne  se  practicaron  admirablemente  con  el  método  pedagógico  de  6.1 
de  Cosini.  Nombres  7  Memorias  qne  constituyen  un  honor  psra  SifiSit,^ 
haberse  en  ellas  defendido  y  practicado  en  lo  antiguo  teorías  que  estás  e& 
boga  hoy  día  entre  los  publicistas  modernos. 

GoBsentino,  que  ha  publicado  en  el  Oircolo  giuridieo  la  moción  reM^  j 
que  la  ha  explicado  citando  hechos  de  la  época  y  haáendo  critica,  mecteeldi 
plácemes  por  su  notable  y  patriótico  trabajo. 

«  « 

En  la  actualidad  reviste  en  Italia  importancia  smna  el  proyeeio  &  kf 
sobre  las  Obras  Pía»,  proyecto  informado  de  tendencias  y  príndittos  taatt 
ríos  k  los  sentimientos  religiosos,  y  que  ha  producido  una  general  fraUM 

I 

por  significar  una  violación  de  la  voluntad  de  los  testadores  que  intütip 
ron  las  piadosas  fundaciones  k  que  la  ley  se  refiere. 

Entre  los  numerosos  artículos  que  se  han  publicado  contra  dicho  pnjfeae, 
merece  especial  mención  el  debido  á  la  plttma  del  ilustre  oivQista  PtelW! 
C.  F.  Qabba  y  que  ha  visto  la  luz  pública  en  el  periódico  CowtUion  fwn&s 
(25  de  Febrero  de  1880).  £1  distinguido  Gatedr&tico  de  la  Universidad  Is  las 
examina  el  art.  97  del  proyecto,  que  contiene  la  declaración  preventiva  j  di- 
neral de  la  nulidad  de  las  cláusulas  devolutivas,  consignadas  por  el  tcitiJsr 
en  el  supuesto  de  que  se  falte  al  fin  que  ellos  dieron  á  sus  f^dadoosf. 

El  mismo  Qabba  habla  ya  sostenido  en  otro  trabajo  la  inefiosds  dihi 
devoluciones  de  los  bienes  de  fideicomisos,  ordenadas  por  lo^faobásm 
para  el  caso  de  abolición  de  los  mismos;  para  evitar  dudas  y  eontn^eeioMir 
Gabba  expone  la  diferencia  entre  las  dos  espepies  de  devoluciones;  Is  oíd» 
nada  por  el  fundador  de  fideicomisos,  que  es  una  verdadera  sustztndói  ^4 
debe  ser  prohibida,  y  las  cláusulas  devolutivas  en  las  fundaciones  pisddw^ 
que  deben  ser  reconocidas. 

En  este  importantísimo  escrito,  Gabba  demuestra  los  muchos  defsctoiii 
que  el  proyecto  adolece;  expone  que  se  concede  demasiada  influends  si  Ge 
bíemo  en  las  instituciones  benéficas,  sin  tener  consideración  ningims  i  1« 
sentimientos  religiosos  de  la  nación,  y  observa  con  gran  raeón  que  Is  sigft* 
eión  de  las  cláusulas  devolutivas  no  es  solamente  injusta  por  la  riolsdóa  k» 
la  voluntad  de  los  testadores  que  instituyeron  fundaeion€$  piadoto»,  mo  c¡» 
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4&mbiéii  es  pei^ndieial  k  la  benefioenoi»,  en  otuinto  que  en  lo  tucesiTo  dis- 
oinnirAn  las  fandaoicnes  benéficae  en  vista  de  láe  disposiciones  qne  en  la 
oateria  rigen. 

El  art.  97  del  proyecto  es  el  primer  ejemplo  de  abolición  y  de  declaración 
le  nnlidad  de  las  dáosnlas  devolntivas,  reconocidas  en  leyes  como  la  Sarda 
le  1865,  que  snprímia  las  Corporaciones  religiosas  y  las  italianas  de  11  de  Ja- 
lo de  1866  (art.  88)  y  15  de  Ajgrosto  de  1887  (art.  41). 

Pero  más  injusta  é  irracional  es  la  declaración  de  nulidad  de  las  devolu- 
iones  en  íkTor  de  los  herederos  y  descendientes  del  testador:  el  Estado  se 
uace  un  verdadero  usurpador,  puesto  que  después  de  haber  reconocido  las 
iandaciones  con  todas  sus  cláusulas  y  condiciones  impuestas  por  el  testador, 
éolara  la  nulidad  de  las  devoluciones  indicadas.    • 

Esto  constituye  una  contradicción,  una  tiranía,  una  verdadera  expolia* 
ion  oon  la  complicidad  de  la  ley  y  de  los  legistas  que  tienen  dioha  ley  por 
m  monumento  jurídico,  del  cual  podría  decirse,  sin  embargo:  «te  voló,  «te  ju- 
«O,  otat^  pro  ratione  volunta*. 

» 
m  m 


Ahora  una  noticia  histórica.  El  Sr.  Orioli,  en  el  BÍblU\filo  (Enero,  1880),  pu- 
ilica  un  importantísimo  documento  sobre  la  venta  que  CervoUy,  hijo  del  cele- 
tre  AecuniOf  biso  en  el  año  1278  á  su  hermano  Guillidmuy  de  63  libros  jurí- 
IÍC08.  El  acta  general  encuéntrase  en  la  carta  96  del  M^orial  núm.  9&  del 
Lrohivo  de  Bolonia  (Archivio  del  Comune,  Uffioio  dei  Memoriali),  noticia  im- 
portante para  los  aficionados  que  conocen  la  utilidad  de  estos  catálogos  de 
08  siglos  primeros  de  las  escuelas  de  Derecho. 

El  Judtcolw  literorum  CervotU  ete-Shedy.  Cl.  Sarhi  (1)  es  un  catálogo  de  vein- 
e  libros  en  los  cuales  se  comprenden  oon  grosero  anacronismo  las  obras  de 
>íno  de  ICagello,  de  Ciño  de  Pistoia  y  de  Joscopo  Belvisi,  que  fueron  de  épo- 
la  pos^ríor. 

Concluye  el  documento  en  cuestión  diciendo:  tEodem  loco  f.t  tettilus  Dictv» 
t  OuiUidmuy  legum  doctum  coneewü  et  locavü  d.  Nascin  poce  Notario  et  d.  Mordido 
XU8  JU%U9  (tic)  armarium  qwddam  petia*  et  exempla  predieta  hoc  pactOj  quod  dictu* 
1.  Ouülidmuy  debeat  habere  due  parteé,  et  ip«e  conductor  tertxam,  totiu»  lucri  et  domp- 
ia  qtiod  perctperetur  ex  eii  ett  de  hii»  et  aliit  per  inetrumentum  dicti  notari  ad  tuum 
lantciR»,  de  cuyo  pacto  resulto  con  el  título  que  los  estatutos  llamaban  de  Sta- 
•Henflrtw,  tomaba  en  locación  los  libros  para  sacar  el  precio  de  im  préstamo 
^ne  pagaban  los  escolares  que  los  necesitaban  y  los  copistas. 


(1)     De  darit  ardíigffinnot, — Bonanensü  fírofHorOm»,  tomo  I,  parte  2.*;  Bono- 
tiie,  1880,  pág.  fil6. 
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Para  terminar,  hace  algunas  obgervaciones  importantei  pan  Im  qi*  h- 
tudian  y  oompran  libros. 

Sobre  la  Á»ociacián  librera  escribe  en  TI  FiUmgieri  (Enero.  UB8)  el  Dr.  C» 

netta,  qne  hace  notar,  en  primer  logar,  la  falta  de  dispoBieionas  especia:»  ^ 

¡ 

en  los  Códigos;  hace  la  distinción  ya  hecha  por  (HXái  (1)  en  el  eontní»  k  ] 
asociación  librera,  de  venta  de  cosa  presente  y  venta  de  con  fatua.  ¡ 

Acerca  de  la  naturaleaa  jurídica  de  este  contrato  $u\  gément,  cree  G«2i 
qne  participa  de  los  caracteres  de  la  locación  de  obra,  del  mandato,  iil » 
guro  y  de  la  venta,  mientras  no  es  sino  nn  contrato  especial.  Otros  creafo 
tiene  ear&cter  de  sociedad  entre  la  casa  editorial  y  loe  smoitoTes  peaeb- 
tener  como  fin  la  publicación  de  una  obra;  para  el  autor  del  adáenbi^ 
nos  referimos  es  una  compraventa,  en  el  hecho  de  reunir  tna  prisei|ki  cir 
raoterísticos  con  relación  k  las  personas,  á  la  naturaleza  del  vineak)  jBc&t 
que  se  establece;  la  casa  editorial  vende,  y  el  asociado  ó  abonado  eae|si,  i^ 
oióndose  propiedad  del  suscritor  la  obra  contratada. 

No  existen  disposiciones  legislativas  acerca  de  este  contrato;  boí  úah 
comerciante  una  de  las  partes,  según  el  art.  54  del  Código  de  Comerebia 
llano,  el  contrato  estík  bajo  la  jurisdicción  comercial;  principio  éste  sái» 
minantemente  sancionado  en  el  núm.  10  del  art.  2.^  del  Código  dtsiciB 
dioe  son  actos  de  comercio  los  verificados  en  su  tr&fico  por  las  empresa  tk- 
toriales,  tipográficas  y  libreras. 

Hecho  el  anétlisis  del  contrato,  de  él  resulta  que  las  dos  personas '^  ^:l- 
eurren  en  este  contrato  sinalagmático  son  el  suscritor  y  la  casa  edúoD&l:  4 
contrato  se  fija  bajo  la  base  del  programa  ó  anuncio  de  una  oa»  eSiová 
al  empezar  la  publicación  de  un  libro. 

Para  los  efectos  de  este  contrato,  no  es  casa  editorial  la  que  no  TaaSeki 
libros  que  ella  misma  publica,  y  no  es  asociado  el  que  compra  4  sa  |iiai 
uno  ó  más  cuadernos  de  una  obra. 

La  capacidad  para  la  contratación  se  f^a  por  las  reglas  generales  dil  D» 
reoho  civil. 

Acerca  de  los  efectos  de  la  sustitución  de  las  partos,  y  espeeislsHi* 
aeerca  de  la  sustitución  de  editor,  se  observa  que,  según  los  preceptos  éál  Ci 
digo  de  Comercio  y  del  civil,  ésta  es  posible  en  cuanto  que  se  admite  es  A 
el  que  puedan  traspasarse  las  casas  de  comercio  y  la  sustitución  de  1m  ¿0 
dores. 

En  el  art.  1289  del  Código  civil  italiano  se  establece  que  la  obligaci^  i 
hacer  no  puede  cumplirse  por  una  tercera  persona  contra  la  volunisd  & 
acreedor,  etc.,  etc.;  esta  disposición  no  es  útil  á  los  suscritore%  yeqwí 


(1)     n  ootOratto  di  a»9onasitme  libraría  •tudiato  tulla  giuriaprudtmza  ¿  atffítf 
cotMreiali.  Jurisprudencia  italiana,  1883,  vol.  85,  parte  4.»  pág.  Ifit 
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»blig^aoión  de  I»  oaaa  editoríal  es  de  las  que  consisten  en  kacer;  pero  como 
ftn  el  art.  1268  de  dioho  Código  se  ordena  qne  las  obÜgaeiones  consistentes  en 
lar  uz&a  cosa  pueden  cumplirse  por  una  tercera  persona,  de  aquí  que  siendo 
obligatorio  en  las  empresas  editoriales  dar  una  determinada  publicación,  este 
urticalo  últimamente  mencionado  contrarresta  los  efectos  del  anterior. 

Xja  sustitución  de  empresa,  según  se  ha  establecido  por  la  oostumbroi  ha 
ie  ser  notificada  k  los  abonados,  sin  que  este  cambio  entrañe  modificación  en 
»1  contrato;  en  dicha  notificación  se  ha  de  fijar  el  domicilio  de  la  nueva  em- 
presa, para  que  el  abonado  sepa  dónde  acudir  á  verificar  los  pagos  y  hacer 
sos  reelanAoiones,  y  debe  indicar  la  causa  jurídica  de  la  sustitución  para 
qae  se  sepa  si  es  ó  no  válido  tad  cambio;  el  suscrítor  no  puede  ezoepoionar  la 
Icpiorancia  de  la  variación,  cuando  se  le  notifique. 

No  oreemos  jurídicamente  precisa  y  exacta  la  opinión  del  autor  acerca 
de  la  sustitución  del  suscrítor;  dice  que  ésta  no  es  posible,  porque  el  recibe 
de  la  asociación  no  ^s  un  titulo  de  crédito  transmisible,  y  que  esta  snstitu- 
oi6n  seria  causa  de  una  complicación  administrativa  en  la  casa  editorial;  en 
apoyo  de  su  tesis  alega  el  principio  de  que  «octiM  tocii  me%  non  est  aociiu  meua. 
(Art.  1725  del  Código  civil;  art.  79  del  Código  de  Comercio.) 

Bu  primer  lugar,  nosotros  observamos  que  esto  se  refiere  al  contrato  de 
•ooiecLad,  que  tiene  diferencias  de  gran  entidad  con  el  de  asociación  libre- 
ra; secundo,  que  si  la  casa  editorial  puede  sustituir  en  otra  sus  derechos  y 
obligaciones,  el  suscrítor  que  contrata  bajo  la  base  de  igualdad  le  ha  de  ser 
factible  hacer  lo  propio;  la  sustitución  de  la  empresa  busca  una  utilidad,  y 
teta  debe  concederse  al  abonado,  permitiéndole  enfrenar  la  parte  de  obra 
ya  publicada  y  el  derecho  k  lo  que  reste;  y  finalmente,  observamos  que  es 
una  cesión  de  derechos,  licita  y  arreglada  k  las  leyes,  que  no  puede  prohi- 
birse k  los  suscrítores,  como  no  se  les  puede  impedir  que  vendan  sus  muebles 
ú  objetos  de  arte,  etc.,  etc. 

Otra  de  las  cuestiones  de  importancia  que  se  presentan  en  este  tan  espe- 
cial contrato  es  la  que  se  refiere  k  las  suscríoiones  hechas  en  interés  de  un 
tercero;  en  tal  supuesto,  el  abonado,  si  se  le  reclama  el  precio,  puede  excep- 
•«ionar  de  no  ser  en  su  beneficio  la  suscrídón,  ó  bien,  para  evitarse  esto,  llamar 
al  contrato  para  garantía  á  la  persona  ó  sociedad  en  cuyo  beneficio  se  hace 
la  suscrioión. 

Los  mancebos  de  las  casas  editoriales  y  los  comisionistas  que  verifican 
«uscriciones  se  rigen  por  las  reglas  del  Código  de  Comercio  en  lo  que  respec- 
ta &  la  valides  de  sus  actos,  con  la  especial  circunstancia  de  que  en  caso  de 
suscrición  hecha  por  intermedio  de  un  comisionista,  en  realidad,  existen  dos 
contratos:  uno  entre  la  casa  editorial  y  el  comisionado,  y  el  segundo  entre 
el  comisionista  y  el  suscritor,  que  nada  tiene  que  ver  con  la  casa  editorial. 
La  forma  extrínseca  del  contrato  es  la  de  ima  escritura  privada,  I>or  lo 
que  est&  bi^o  el  amparo  de  las  reglas  contenidas  en  los  artículos  1890  y  1S81 
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del  Código  eiyü  italiano;  el  contrato  debe  emanar  de  la  casa  editorial  y  ectt- 
tener  la  firma  del  asociado;  la  obligación  de  un  soscritor  qnedar^  annl^da  j 
sin  ningún  valor  ni  efecto,  si  se  biso  solamente  para  hacer  xMMiblB  la  pa^ 
oaoión  ó  la  venta  de  ana  obra  y  no  se  reúnen  las  cárcunstaacias  condicLonaSei 
que  se  fijaron. 

Kn  el  contrato  debe  hacerse  constar  con  la  mayor  aproximación  él  vo- 
lumen de  la  obra  y  el  número  de  entregas  de  que  ha  de  constar,  para  qse  •! 
soscritor  pueda  conocer  sus  propias  obligaciones. 

En  el  caso  de  que  la  obra  conste  de  un  número  de  entregai  mayor  q«e  ¿ 
que  se  habia  indicado,  este  exceso  no  debe  pagarlo  la  casa  editorisl,  ei^ 
cialmente  si  resalta  de  apéndices  que  es  menester  acompañen  al  libro  pin 
la  mejor  explicación  ó  inteligencia  del  contenido. 

▲  más  de  este  contrato,  hecho  de  una  manera  expresa,  existo  otro  qst 
podemos  llamar  tácito;  el  editor  publica  y  reparte  entregas  de  una  obrt  j 
considera  como  soscritor  con  todas  sus  obligaciones  al  que  no  las  ha  rec^ 
sado.  Esta  forma  del  contrato  no  produce,  sin  embargo,  los  efectos  jmidkot 
de  la  asociación,  porque  no  es  aplicable  el  art.  86  del  Código  civil,  que  se  re- 
fiere al  caso  de  que  al  proponente  no  le  es  necesaria  nna  respuesta  prsrea- 
tiva  de  aceptación,  y  que  se  retiene  perfecto  el  contrato  si  la  otea  parte  hi 
oomensado  la  ejecución,  por  la  consideración  que  en  dicho  artíenlo  ss  haoi 
de  las  personas  que  tienen  la  profesión  del  oom.eroio«  pues  en  el  Derecho  l 
vil  esta  especie  de  silencio  nada  dice. 

Estas  son  las  opiniones  que  sustenta  el  autor  cuyo  trabajo  ez^acUssi: 
nosotros  no  estamos  conformes  en  todo  con  ellas,  asi  en  el  carácter  j«b£c» 
de  la  obligación,  que  no  la  consideramos  tan  9ui  gén^rit  en  «^igrum  caa^ 
raciones  referentes  &  la  suspensión  de  la  obligación,  porque  si  él  contrata  m 
se  cumple,  el  editor  debe  recibir  las  entregas  pnblioadas  y  restituir  el  preeb; 
y  en  el  caso  fortuito  ó  de  fuerza  mayor  no  puede  comprenderse  el  osm  ^u 
el  escritor  ó  el  tradactor  no  tengan  concluido  el  libro,  hafüendo  sólo  ecU  n- 
cepoión  relativa  k  las  obras  originales. 

Palermo  6  de  Abril  de  1890. 
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Leyes  civiles  de  España,  conforme  á  los  textos  oAciales; 
por  D.  León  Mediría  y  D,  Manuel  Marañan, 

La  pablicaoión  del  Código  civil  ha^demoBtrado  palpablemente  oa&n  exacta 
ea  la  afirmación  hecha  por  qnienes  pretenden  que  la  distinción  entre  las  di- 
ferentes ramas  del  Derecho  en  general,  y  entre  el  público  y  el  privado  en  par  - 
ticnlar,  es  de  todo  pnnto  imposible,  ó  mejor  dicho,  que  existe  nna  absolnta 
imposibilidad  de  señalar  reglas  y  principios  categóricos,  merced  &  los  cuales 
pueda  trazarse  nna  linea  divisoria  entre-  aquellas  distintas  ramas  del  De  • 
reoho. 

Efectiva  é  independientemente  de  que  el  orden  jurídico,  en  todas  sus  ma-  ' 
nifestaciones  y  bajo  los  múltiples  aspectos  que  ofrece,  siempre  afecta  é  inte- 
resa 4  la  sociedad  entera,  es  lo  cierto  que  al  reconocerse  la  existencia  de  per- 
sonas jurídicas  con  derechos  y  obligaciones  semejantes  á  los  de  los  particu- 
lares, se  proclama  un  principio  que  afecta  al  orden  político,  por  donde  se  ve 
reconocido  y  sancionado  en  el  Código,  que  para  algunos  es  resumen  de  la 
▼ida  civil  de  un  pueblo,  un  principio  de  Derecho  publico.  Otros  varios  ejem- 
plos podrían  citarse  en  corroboración  de  lo  expuesto;  pero  bástanos  lo  apum- 
tado  k  nuestro  propósito,  como  también  conceptuamos  suficiente  para  demos- 
trar la  tesis  contraría,  cual  es  la  de  que  en  leyes  políticas  se  definen  derechos 
civiles,  citar  el  art.  10  ^e  la  vigente  Constitución,  según  el  cual  na£e  puede 
ser  privado  de  su  propiedad  sino  por  Autoridad  competente  y  por  causa  jus- 
tificada de  utilidad  pública,  previa  siempre  la  correspondiente  indemnisadón; 
■en  donde  se  ve  que  la  ley  política  limita  el  derecho  privado  de  propiedad. 


*  De  todas  las  obras  jurídicas  que  se  nos  remitan  dos  ejemplares,  hare- 
mos un  juicio  crítico  en  esta  Sección  de  la  Bsvtsta.  De  las  que  versen  sobre 
^tras  materias,  pondremos  un  anuncio  en  la  cubierta  de  las  entregas. 
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Ko  68  extraño  por  lo  mismo  que,  ¿  pesar  de  hallarse  en  yigor  el  Cófi^ 
ehril,  y  no  obstante  la  escrupulosidad  con  que  ha  procurado  detenninaise  e- 
él  todo  cuanto  se  relaciona  con  la  materia  &  que  se  contrae,  haya  preeáióa 
de  aoadir  &  las  leyes  adjetivas  y  aun  á  disposiciones  de  carácter  admimstn- 
tivo  para  formar  juicio  exacto  de  la  extensión  y  calidad  de  Derechos  chiU» 
que  el  Gódigpo  no  precisa  y,  en  ocasiones,  ni  siquiera  determina. 

Comprendiéndolo  asi  los  Sres.  Medina  y  Marañón  han  prestado  on  serri- 
cio  se&aladisimo  al  publicar  la  obra  mencionada,  que  no  sólo  contiene  los  G*- 
digos  civil  y  de  Comercio,  las  leyes  Hipotecaria,  de  JBivJuioiainiento  dril  j 
orgánica  del  Poder  judicial,  los  Aranceles  judiciales  y  la  Constitueián  de  ISB, 
sino  también  cuantas  disposiciones  relacionadas  con  el  Derecho  civil  m  bálUs 
consignadas  en  las  leyes  de  Aguas,  Minas,  Montes,  Notariado,  PropieiUiS 
teraria  é  industrial.  Timbre,  Expropiación,  etc.,  y  en  varios  Becdei  deenlB^ 
Beales  ordenes  y  Reglamentos  vigentes.  Para  efectuar  esto  loe  ihft»Üsí* 
mos  autores  de  la  obra  que  nos  ocupa,  han  necesitado  mucho  tiei&i»  y  t^ 
competencia  extraordinaria,  revelada  también  en  el  gran  número  de  catu 
con  que  la  ilustran,  haciéndose  acreedores  al  sincero  aplauso  que  deida^ji 
páginas  de  LA  Revista  nos  complacemos  en  tributarles,  augurándolafi  i 
completo  éxito,  por  cuanto  seguramente  no  dejarán  de  adquirir  libro  tan  isk 
quienes,  además  de  conocer  el  Código,  aspiren  á  tener  noción,  exacta  j  |«- 
fecta  idea  de  todos  los  Derechos  civiles  determinados  en  piras  varias  dj^os- 
oiones  de  mayor  ó  menor  importancia,  pero  que  90  hallan  en  vigor  no  sbiíB- 
te  la  publicación  de  aquél  y  aun  reconocidas  implícita»  ó  expUoitarnaata  p« 
e}  mismo. 


•  * 


Los  malhechores  de  Madrid;  por  D.  Manuel  Qü  Maerire, 

El  ilustrado  Subdirector  general  de  Seguridad,  Sr.  Maestre,  ha  dado  álot 
la  utUisima  obra  mencionada,  producto  de  las  observaciones  que  pudo  baeec 
en  el  desempeño  de  tan  importante  cargo,  y  en  verdad  que  no  hemos  de  «• 
•atimar  nuestro  elogio  á  quien  de  tal  manera  contribuye  á  señalar  distíniM 
elaaes  de  la  criminalidad  más  frecuente  en  Madrid,  con  el  propósito  de  D» 
trar  á  la  opinión  é  iniciar  un  remedio  adecuado  y  oportuno. 

Para  espíritus  timoratos  acaso  sea  algún  tanto  discutible  la  oouveDiiaeia 
mayor  ó  menor  de  pubUoar  trabajos  que  «aleccionando  á  los  neófitos  ó  i 
cuantos  sientan  inclinación  al  mal,  pueden  contribuir  y  contribuyen  poraiod» 
cierto  á  su  perversión»,  como  perfectamente  indica  el  autor  del  Ubro  aiadi- 
do,  quien  no  desconoce  que  pueden  existir  espíritus  apocados  que  dndnia  t» 
útil  ó  conveniente  «remover  el  cieno  que  envuelve  las  últimas  capas  socsl» 
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impregnar  oon  sus  miasmas  la  atmósfera  qae  respiramos;  miasmas  acaso- 
perjudiciales  que  los  productores  del  paludismo  y  de  otras  mortíferas  en* 
Tenziedades.»  Es  lo  cierto,  sin  embargo,  que  para  poner  remedio  &  un  mal, 
onjoito  más  grande  sea  y  mayor  su  intensidad,  es  preciso  conocerle  en  primer 
'fc4miino  en  todo  su  yerdadero  carácter,  previo  un  minucioso  y  detenido  reco- 
no<9imiento;  y  en  tal  sentido,  no  puede  menos  de  señalarse  unánimemente  la 
conveniencia  y  utilidad  de  la  obra  del  Sr.  Gil  Maestre. 

L.   MiQXJSL. 
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